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ACUERDOS DE LA CORTE SUPREMA

A~O 1986

ENERO - AGOSTO

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.
REMUNERACIONES.

-N~1-

En Buenus Aires, a los 9 días del mes de enero del año mil novecientos
ochenta y seis, en la Sala de Acuerdos del Tribunal se constituye la Corte
Suprema de Justicia de la Nación, a raíz de la convocatoria efectuada por
el señor Ministro de Feria, doctor don Enrique Santiago Petracchi y se
integra con el señor Ministro Decano' doctor don Augusto César Belluscio y
con el señor MInistro doctor don Carlos S. Fayt.

Consideraron:

Que los fundamento", del decreto n~ 2486/85, mediante el cual se. dispuso
un incremento de salarios para el sector público, resultan aplicables al ám-
bito del Poder Judicial.

Que, por lo tanto, corresponde que este Tribunal extienda la disposición
a dicho ámbito, en ejercicio de la facultad delegada por el art. 3~ de la ley
n~ 23.199.

Acordaron:

Fijar la remuneración total mensual de los miembros de la Corte Su-
prema de Justicia de la Nación a partir del 1~ de enero de 1986, en la can-
tidad de ochocientos cincuenta y cuatro australes con cinco centavos (A 854,05).

Todo lo cual dispu5ieron y mandaron" ordenando se comunique al Po-
der Ejecutivo Nacional a los efectos de que adopte las previsiones pre-
supuestarias que fueran menester, registrándose en el libro correspondiente,
por ante mí que doy fe. AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO- CARLOSS. FAYT- ENRIQUE
SANTIAGOPETRACCHI.Juan Escribano (Secretario).
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CORTE SUPREMADE JUSTICIA.
PRESUPUESTO.

-N? 2-

En Buenos Aires," a los 14 días del mes de enero de mil novecientos
ochenta y seis, en la Sala de Acuerdos del Tribunal se constituye la Corte
Suprema de Justicia de la Nación, a raíz de la convocatoria efectuada por
el señor Ministro de Fer£a, doctor don Enrique Santiago Petracchi y se in-
tegra con el señor Ministro Decano doctor don Augusto César Belluscio y
con el señor Mínistro doctor don Carlos S. Fayt.

Consideraron:

Que de acuerdo con lo prescripto por el artículo 99 de la Constitución
Nacional, corresponde a la Corte Suprema dictar el presupuesto para el Po-
der Judicial (Fallos 240:6; 241:109; 303:48; doctrina de Fallos 289:365; 293:493;
302:27; acordadas números 47/82;7 y 75/84)y de conformidad con lo preceptuado
por el artículo 17, "in Ene", de la ley 16.432, remitirlo al Poder Ejecutivo
para que sea enviado al Congreso de la Nación, a fin de que se dote a la ad-
ministración de justicia de los medios financieros necesarios para que pueda
desenvolverse en el marco de independencia propio del sistema republicano
de gobierno.

Que en la confección del anteproyecto para el ejerCIcIO1986,ha privado
el criterio de ajustar lo presupuestado en términos acordes con la política de
máxima austeridad que exigen los graves problemas económicos por los que
atraviesa la Nación, y que fueron tenidos en cuenta por este Tribunal en la
acordada n? 40/85.

Que si bien la. pauta señalada impide contar con los. recursos sufi-
cientes para revertir las serias carencias que el Poder Judicial padece desde
hace varios períodos financieros (acordadas nros. 7 y 75/84), tal circuns-
tancia no obsta a que en el ejercicio. de las facultades de gobierno que le
incumben, esta Corte vele por satisfacer prioritariamente los requerimientos
impostergables que resultan necesarios para la eficiente y adecuada pres-
tación del servicio de justicia, y en consecuencia reclama en tal sentido el
concurso de la voluntact legislativa.

Que, por otra parte, si se tiene presente que a partir de la sanción
del presupuesto para el período 1986 cesa la delegación establecida por el
artículo 3? de la ley 23.199,cabe exhortar al órgano que asuma la facultad de
fijar las remuneraciones de los jueces de la Nación, al cumplimiento del
precepto constitucional que consagra la intangibilidad de dichos emolumen-
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tos, remitiendo para ello a los fundamentos que reiteradamente expuso esta
Corte sobre la materia (acordadas números 6 y 55/84; 30, 38, 47 Y 53/85, entre
otras) .

Que conforme 10 expuest? precedentemente, el presupuesto para el año
1986 ha sido estimado de la siguiente manera:

Inciso 11: Personal: El monto de la planta de personal asciende a la
suma de australes ciento cinco millones doscientos veintidós mil (A 105.222.000).
Esta cantidad incluye australes un millón ciento ochenta y tres mil (A 1.183.000)
correspondiente a la estimación practicada respecto de la partida principal
1199 -Créditos a Distribuir- para concretar imprescindibles creaciones de
cargos durante el ejercicio que se presupuesta, como asimismo el importe ya
fijado por igual concepto en el pasado ejercicio financiero (acordada n~ 75/84).
que fuera suprimido por ese Honorable Congreso al sancionar la ley 23.270 y
que ahora no puede ser obviado sin resentir gravemente la administración de
justicia, más aún si se tiene en cuenta el considerable incremento que por
sobre la evolución normal se ha producido en la iniciación de actuaciones
judiciales y la postergación impuesta a la creación de las Secretarías para
los Juzgados Federales de San Martín (Prov. de Buenos Aires), de Concep-
ción del Uruguay (Prov. de Entre Ríos) y Río Cuarto (Prov. de Córdoba)
entre otros.

Que en atención a lo señalado "ut supra", cabe reiterar los términos
expresados por el Tribunal en las consideraciones vertidas respecto del
Inciso 11 -Personal- en su acordada n? 75/84, y destacar muy especialmente
que las cifras expuestas al detallar la composición de la dotación de per-
sonal existente a aquell? fecha lejos de haberse acrecentado, se ha visto
reducida en forma inversamente proporcional al incremento de las tareas y
funciones que se desarrollan en este Poder.

Por último, es oportuno resaltar que por esta. vez se prevé un crédito
de australes doscientos ochenta y ocho mil (A 288.000) para hacer frente a
las erogaciones originadas en el cumplimiento de las funciones que a la Cá-
mara Nacional Electoral le fueron encomendadas por la ley 23.071.

Inciso 12: Bienes y servicios no personales: El monto total que requiere
este inciso asciende a la suma de australes trece millones doscientos ochenta
y ocho mil (A 13.288.000' de acuerdo con las solicitudes formuladas por las
Subdirecciones Generales Administrativo-Contable Y de Servicios y Produc-
ción que contemplan la atención de Gastos de Funcionamiento para los Tri.
bunales y Organismos de la Justicia Nacional, Federal y Electoral.

Es de destacar que con las precitadas partidas se sufragan las eroga-
ciones, que a título ilustrativo se mencionan a continuación, sin que ello im-



8 ACUERDOS DE LA CORTE SUPREMA

plique la totalidad de los conceptos: alquileres de inmuebles (37 edificios en
todo el país), honorari05, servicios públicos, locación de los equipos utili-
zados en el centro de cómputos, servicios anuales, viáticos, etc.

Inciso 31: Transferencias para financiar erogaciones corrientes: Respecto de
este inciso, se considera conveniente asignarle la suma de australes noventa y
un mil (A 91.000.-) al Pátronato de Liberados de la Capital Federal, con el objeto
de posibilitar la realización de los informes sociales previstos en los arts. 26, 40
y 41 del Código Penal, cifra ésta que mantiene avalores constantes el monto del
crédito solicitado en el ejercicio anterior.

Inciso 41: Bienes de capital: No obstante lo prescripto en el apartado a)
del arto 1? de la acordada de este Tribunal n? 40 del 4 de julio de 1985, re-
sulta impostergable la reposición de ciertos bienes que se hallan inutilizables,
como así también cabe dar curso a la solicitud de financiación para adquirir
otros que se encuentran comprendidos en la situación prevista en el arto 4?
"in fine" de la referida Acordada.

Inciso 42: Construcciones: El monto total de este inciso se ha estimado
en la suma de australes. once millones doscientos mil (A 11.200.000) desti-
nados a financiar los siguientes Trabajos Públicos en el interior del país: a)
obras en ejecución: Trib,males Federales de Mercedes (Prov. de Buenos Aires),
Resistencia (Prov. del Chaco), Posadas (Prov. de Misiones), Neuquén; b)
proyectos licitados y en írámite de licitación: Viviendas para Magistrados en
Comodoro Rivadavia (Prov. de Chubut), Tribunales Federales de Viedma
(Prov. de Río Negro); c~ proyectos en condiciones de licitar durante 1986:
Catamarca, Jujuy, Gral. Roca (Prov. de Río Negro), San Luis, 'Rosario (Prov.
de Santa Fe), Tierra del Fuego (Territorio Nacional de la Tierra del Fuego,
Antártida e Islas del Atlántico Sur).

Por otra parte está prevista la ejecución de distintas obras menores de
ampliación y/o remodebdón de diversos edificios: Bahía Blanca y Mar del
Plata (Prov.. de B~enos Aires), Tucumán, Corrientes, San Luis, Palacio de
Justicia, Prócuración General de la Nación, Margue Judicial, y Paraguay
925, etc.

El plan precedentemente expl,lesto tiende a dotar gradualmente a los'
Tribunales Nacionales y Federales, de edificios propios, y adecuados a los
especiales requerimientos funcionales que la labor júdicial demanda, con '10
cual se podrá reemplazar a varios. edificios en locación y acondicionar a otros
de propiedad fiscal, que por su estado de conservación actual. y demás con-
diciones de habitabilidad no resultan aptos para el fin a que se los destina.

Inciso 51: Bienes preexistentes: Se determina un crédito de A4.500.000
para la adquisicíón de edificios a los que se les asignará el destino previsto
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en las consideraciones que con respecto a este Inciso se hicieron en las acor-
dadas nros. 7 y 75/84.

Cuenta Especial 510: Infraestructura judicial: Con relación a esta Cuenta
Especial se. procede a fijar los recursos propios en la suma de australes nueve
millones ochocientos mil (A 9.800.000), importe resultante de anualizar la
recaudación operada en el mes de noviembre de 1985,que ascendió a australes
ochocientos veinte mil tI escientos diecisiete (A 820.317), cuyo destino se de-
termina para:

a) INCISO 12: Bienes y servicios no personales .

b) INCISO 41: Biene~ de capital .

c) INCISO 42: Construcciones, remodelación (en ejecución)
del edificio de la calle Junín 760/66, sede de la Morgue Ju-
dicial y distintas obras menores de ampliación y/o remode-
lación en diversos edificios .

9) INCISO 51: Bienes preexistetes, previsión parcial para la
compra de un edificio en la Capital Federal .

Australes
530.000

530.000

2.619.000

6.121.000

A los fines de mantener el poder adquisitivo de los fondos que se ha-
llen depositados y registrados bajo' esta Cuenta Especial, se requiere al Ho-
norable Congreso. otorgue la autorización correspondiente para su oportuna
inversión.

Por ello,

Resolvieron:

1~) Fijar el Presupuesto de la Jurisdicción 05 -Poder Judicial de la Na-
ción- para el ejercicio fiscal de 1986 en la. suma de australes ciento cuarenta
y seis millones seiscientos treinta y cuatro mil (A 146.634.000) conforme al
siguiente detalle:

a) CARACTER O ADMINISTRACION CENTRAL

PersonalINCISO 11:

INCISO 12: Bienes y servicios' no personales .

INCISO 31: ,Transferencias para financiar erogaciones co-

Australes
105.510.000

13.288.000

rrientes

INCISO 41:

INCISO 42:

INCISO 51:

Bienes de capital , "., .

Construcciones

Bienes preexistentes

TOTAL CARACTERO:

91.000

2.245.000

11.200.000

4.500.000

136,834.000
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b) CARACTER 1 CUENTAS ESPECIALES

CUENTA ESPECIAL 510 - INFRAESTRUCTURA JUDICIAL

INCISO 12:

INCISO 41:

INCISO 42:

INCISO 51:

Bienes y servicios no personales .

Bienes de capital

Construcciones

Bienes preexistentes .

Australes
530.000

530.000

2.619.000

6.121.000

TOTAL CARACTER 1: 9.800.000
',..:.'

TOTAL CARACTER O y 1: 146.634.000

2?) Aprobar las planillas de distribución de créditos correspondiente al
Plan Analítico de Trabajos Públicos elaborado por la Subsecretaría de Ad-
ministración, que forman parte de esta acordada y que serán suscriptas
por el señor Secretario de Superintendencia Administrativa.

3?) Comuníquese la presente acordada al Poder Ejecutivo Nacional, por
intermedio del señor Ministro de Educación y Justicia para su envío a la
Honorable Cámara de Diputados. Asimismo póngase en conocimiento del
señor Ministro de Economía.

4?).Hágase saber a la .Subsecretaría de Administración y a las Cámaras
Nacionales. y Federales del país.

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y re-
gistrase en el libro correspondiente, por ante mí que doy fe. AUGUSTOCÉSAR
BELLUSCIO- CAJ1LOSS. FAYT- ENRIQUESANTIAGOPETRACCHI.Juan Escribano
(Secretario) .

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.
DEDICACION EXCLUSIVA.

-N? 3-

En Buenos Aires, a los 6 días del mes de febrero del año mil novecientos
ochenta y seis, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el señor Pre-
sidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor don José Severo
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Caballero, el señor Mmistro Decano, doctor don Augusto' César Belluscio y los
señores Jueces doctores don Carlos S. Fayt y don Jorge Antonio Bacqué.

Consideraron:

Que mediante Decreto N? 2474/85 se creó, a partir del 1? de enero del
corriente, una asignación especial no remunerativa en concepto de "dedi-
cación funcional" a favor de los magistrados y funcionarios de la Justicia
Nacional en actividad, no comprendidos en el régimen de horario mínimo
que establezca esta Corte Suprema.

Que, en tales circunstancias y en ejercicio de las facultades conferidas
por el artículo 99 de la Constitución Nacional, procede determinar los alcances
del beneficio concedido.

Resolvieron:

La asignación especial no remunerativa .creada por Decreto N? 2474/85
deberá ser percibida POI los magistrados y funcionarios enumerados en el
anexo I de las planillas él.urobadas por Resolución N? 21/86, con excepción de
los cargos correspondientes a "Peritos" y a "Prosecretarios Jefes" y sin per-
juicio de ia decisión que, respecto de éstos, pueda adoptar esta Corte Suprema
en su oportunidad.

Todo lb cual dispusíeron y mandaron, ordenando se comunicase y re-
gistrase en el libro correspondiente, por ante mí que doy fe. JosÉ SEVERO
CABALLERO- AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO CARLOSS. FAYT - JORGEANTONIO
BACQUÉ.Juan Escribano (Secrétario).

COP.TE SUPREMA DE JUSTICIA.
DEDICACION EXCLUSIVA.

-N? 4-

En Buenos Aires, a los 18 días del mes de febrero del año mil novecientos
ochenta y seis, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el señor Presi-
dente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor don José Severo
Caballero, el señor Ministro Decano, doctor don Augusto César Belluscio y los
señores Juece~ doctores don Carlos S. Fayt y don Jorge Antonio Bacqué.

Consideraron:

Que por decreto n? 2474/85, el P. E. dispuso instituir una asignación es-
pecial no rémunerativa en concepto de "dedicación exclusiva" para los ma-
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gistrados y funcionarios no comprendidos en el régimen de horario mínimo
que establezca esta Corte.

Que, por tanto, la recepción del beneficio supone la existencia de dos
requisitos: tratarse de magistrados y funcionarios, y dese'mpeñar sus tareas
sin limitación horaria, más allá de las horas fijadas por esta Corte para el
funcionamiento de los tribunales nacionales.

Que mediante la acordada n~ 3/86 se dispuso reconocer la referida asig-
nación a quienes indudablemente se encontraban comprendidos en ella, que-
dando por resolver la situación de los prosecretarios jefes 'y de los" peritos.

Que, con relación a los primeros, la calidad de funcionarios no resulta
del arto 1~ del Reglamento para la Justicia Nacional, el cual considera como
tales a los secretarios de primera y segunda instancia ,y los demás empleados
que perciben igual o mayor sueldo, ya que su remuneración es inferior a la
de los secretarios.

Que, sin embargo, el anexo "magistrados y funcionarios" de la ley 22,969
los comprende, de manera que tienen reconocida la segunda de esas calida-
des por UlJ. cuerpo legal, como lo ha admitido también el Tribunal en la re-
solución 648/84 del 22 de mayo de 1984, dictada en el expediente de super-
intendencia S -743/83.

Que, en cuanto al "horario mínimo", el arto 6~, segundo ,párrafo, del Re-
glamento para la Justicia Nacional, lo fija en seis horas diarias.'

Que, por tanto, han de establecerse las condiciones en que la asignaclOn
debe ser reconocida, así como las medidas necesarias para asegurar la efec-
tiva prestación de tareas fuera de aquel horario y la circunstancia de estar
el funcionario a disposic~ón del tribunal o funcionario superior de quien de-
pende sin límite temporal.

Resolvieron:

I~) Extender la asignación creada por el decreto 2474/85 a los prosecre-
tarios jefes que observen el requisito de "dedicación exclusiva" establecido
,en ese cuerpo normativo.

2~) Dicho requisito se, considerará cumplido respecto de quienes no tengan
otra ocupación remunerada -salvo la docencia-, y cumplan efectivamente
tareas durante no menos de 40 horas semanales, sin perjuicio de estar a
disposición de los magistrados o funcionarios de los cuales dependan fuera
de ese horario.
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3?) A los efectos de que les sea liquidada la asignación fijada en el de-
creto 2474/85, deberá remitirse a esta C'orte:

a) Declaración Jurada del interesado de que no tiene otra ocupación re-
munerada, con excepción de la docencia.

b) Informe del tribunal, magistrado o funcionario superior del cual de-
penda sobre el cumplimiento. del horario mínimo fijado en el precedente
punto 2, con indicación de los días y horas de desempeño efectivo, de las
tareas asignadas, y de que el interesado se encuentra a su disposición fuera
de dichas horas. .

4?) La falsedad de la declaración exigida en el inciso a) del punto anterior
dará lugar a la sanción de exoneración; y la del informe requerido en el
inciso b) a la responsabilidad personal y solidaria de quien lo expidió o
quienes lo expidieron por las sumas indebidamente pagadas, sin perjuicio
de su responsabilidad constitucional o disciplinaria.

Todo 'lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y re.
gistrase en el libro correspondiente, por ante mí que doy fe. JosÉ SEVERO
CABALLERO- AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO- CARLOSS. FAYT- JORGEANTONIO
BACQUÉ.Eduardo D. Craviotto (Secretario).

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.
DEDICACION EXCLUSIVA.

-N? 5-

En la Ciudad de Buenos Aires, a los 25 días del mes de febrero del año
mil novecientos ochenta v 'seis, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal,
el señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor don
José Severo Caballero y jos señores Jueces doctores don Augusto César Bellus-
cio y don Jorge Antonio Bacqué,

Consideración:

Que los pro secretarios administrativos tienen calidad de funcionarios re-
conocida por el arto 1?, inc. i), de la Ley de Jubilaciones para Magistrados y
Funcionarios del Poder Judicial de la Nación t.o. por decreto 2.700/83.

Resolvieron:

Declarar aplicable a los prosecretarios administrativos el reglmen es-
tablecido para los pro secretarios jefes por la acordada n? 4/86 del 18 del co-
rriente.
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Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y re-
gistrase en el libro correspondiente, por ante mí que' doy fe. JosÉ SEVERO
CABALLERO- AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO- JORGEANTONIOBACQUÉ.Eduardo D.
Craviotto (Secretario).

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.
DESIGNACION DE FUNCIONARIOS.

-N98-

En Buenos Aires, a los seis días del mes de marzo del año mil nove-
cientos ochenta y seis, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal el señor
Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor don José
Severo Caballero, el señor Ministro Decano, doctor don Augusto César Bellus-
cio y los señ.ores Jueces doctores don Carlos S. Fayt, don Enrique Santiago
Petracchi y don Jorge Antonio Bacqué,

Consideraron:

Que mediante Acordada 34 del 7 de junio de 1984, aclarada por la 53
del 14 de agosto del mismo año, esta Corte estableció que la designación de
funcionarios en los cargos que requieren título habilitantedebe efectuarse
por el régimen de concursos.

Que por resolución 504/85 de fecha 19 de setiembre de 1985, se llamó a
concurso para cubrir cargos de Secretario Letrado y Prosecretario Letrado
en .la Corte Su~rema.

Que la Comisión Asesora designada para dictaminar en los mencionados
concursos pro'cedió a la evaluación de los antecedentes de los postulantes y
el mérito de la 'prueba escrita.

Por ello, se resuelve:

Efectuar las siguientes designaciones en la Corte Suprema de Justicia
de la Nación: Secretario !,etrado al doctor Néstor A. Fasciolo (D.N.I. 10.548.700,
clase 1952); Prosecretario Letrado al doctor Jorge E. Dal Zotto (C.I. 6.300.315,
clase 1949) y Prosecretario Letrado al doctor Rubén H. Gorria (D. N. 1. 13.368.370,
clase 1957), todos los cuales ocuparon el primer lugar en el orden de mérito .

. todo lo cual dispu,'ieron y mandaron, ordenando se comunicase y re-
gistrase en el libro correspondiente, por ante mí que doy fe. JosÉ SEVERO
CABALLERO- AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO- CARLOSS. FAYT- ENRIQUESANTIAGO
PETRACCHI- JORGEANTONIOBACQUÉ.Luis A. Divito (Secretario).
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JURAMENTOS.
DISPOSICIONES REGLAMENTARIAS.

-N~ 9-

15

En la Ciudad de Buenos Aires, a los 20 días del mes de marzo del año
mil novecientos ochenta y seis, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal,
el señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor don
José Severo Caballero y los señores Jueces doctores don Augusto César Bellus-
cio, don Carlos S. Fayt, don Enrique Santiago Petracchi y don Jorge Antonio
Bacqué,

Consideraron:

Que resulta necesario adecuar las disposiciones reglamentarias referentes
a juramentos, ala prescripto en la Constitución Nacional y en las leyes vi-
gentes.

Que, por otra parte el juramento exigido por el arto 18 del Reglamento
para la Justicia Nacional resulta superfluo, ya que esa formalidad sólo se
concibe para poner en posesión de sus cargos a los magistrados y a los fun-
cionarios del ministerio público, pues sólo a ellos corresponde el poder deci-
dir en las cuestiones sometIdas al Poder Judicial o intervenir en los procesos
en salvaguardia del interés social o el de los incapaces.

Resolvieron:

1?) Modificar el artículo 17 del Reglamento para la Justicia Nacional
el cual quedará redactado de la siguiente manera:

17. - Las fórmulas del juramento de los magistrados judiciales serán las
siguientes, a opción del interesado:

a) ¿Juráis por Dios Nuestro Señor y por la Patria, sobre estos Santos
Evangelios, administrar justicia, bien y legalmente, y en conformidad a lo
que prescribe la Constitución Nacional?

b) ¿Juráis por Dios y por la Patria, administrar justicia bien y legal-
mente, y en conformidad a lo que prescribe la Constitución Nacional?

c) ¿Juráis por la Patria y por vuestro honor, administrar justicia, bien y
legalmente, y en conformidad a lo que prescribe la Constitución Nacional?

A\,la contestaéión afirmativa se agregará, en los casos a) y b): "Si así
no lo hiciéreis, Dios y la Patria os lo demande"; y en el caso c): "Si así no
lo hiciéreis, la Patria os lo demande".
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El magistrado que recibe los juramentos podrá optar por que dicha for-
malidad se cumpla, en lugar de las interrogaciones indicadas, mediante la
versión afirmativa de ellas, leída por el interesado.

2~) Modificar el arto 18 del Reglamento para la Justicia Nacional, el cual
quedará redactado de la siguiente manera:

18. - Los funcionarios del ministerio público -fiscal y pupilar- pres-
tarán juramento de desempeñar bien y legalmente sus funciones, y en con-
formidad a lo que prescriben la Constitución Nacional y las leyes, con fór-
mulas similares a las establecidas en el artículo anterior.

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y re-.
gistrase en el libro correspondiente, por ante mí que .doy fe. JOSÉ SEVERO
CABALLERO- AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO- CARLOSS. FAYT- ENRIQUESANTIAGO
PETRACCHI- JORGEANTONIOBACQUÉ.Luis A. Divito (Secretario).

MORGUE JUDICIAL.
DESIGNACION DE .MEDICO.

-N~10-

En la Ciudad de Buenos Aires, a los 25 días del mes de marzo del año
mil novecientos ochenta y seis, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal,
el señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor don
José Severo Caballero y los señores Jueces doctores don Augusto César Bellus-
cio, don Carlos S. Fayt, don Enrique Santiago Petracchi y don Jorge Antonio
Bacqué,

Consideraron:

Que mediante Acordada 34 del 7 de junio de 1984, aclarada por la 53 del
14 de agosto del inismo año, esta Corte estableció que la designación de fun-
cionarios que requieren título habilitante debe efectuarse por el régimen de
concursos.

Que por resolución 651/85 de fecha 5 de diciembre de 1985, se llamó a
concurso para cubrir un cargo de segundo Médico Obductor (Oficial Supe-
rior de 8!) en la Margue Judicial.

Que la Comisión Asesora designada para dictaminar en el menciomido
concurso procedió a. la evaluación de los antecedentes de los postulantes y
el mérito de la prueba escrita.

,
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Que en atención a la disparidad de calificaciones de la OpOSIClOny las
razones expuestas por la ComisiÓn Asesora, este Tribunal estima equitativo
nombrar al concursante que ocupó el segundo puesto en orden de mérito.

Por ello,

Resolvieron:

Designar al doctor Fernando Jorge Ferrer (D.N.r. 10.687.558, clase 1952)
Médico Obductor en la Morgue Judicial.

Todo 10 cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y re-
gistrase en el libro correspondiente, por ante mí que doy fe. JosÉ SEVERO
CABALLERO- AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO- CARLOSS. FAYT- ENRIQUESANTIAGO
PETRACCHI- JORGEANTONJOBACQUÉ.Luis A. Divito (Secretario).

MENORES.
REGIMEN TUTELAR.

-N~ 11-

En la Ciudad de Buenos Aires, a los 8 días del mes de abril del año mil
novecientos ochenta y seis: reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el
Señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor don
José Severo Caballero y los señores Jueces doctores don Augusto César BeIlus-
cio, don Carlos S. Fayt, don Enrique Santiago Petracchi y don Jorge Antonio
Bacqué,

Consideraron:

Que es habitual que un menor sujeto a régimen- tutelar, sea por la pre-
sunta comisión de un nuevo delito o por cualquier otra causa prevista en la
legislación específica; quede sometido a la jurisdicción de otro magistrado,
en las mismas condiciones, lo que Origina una superposición de regímenes.

r'

Que en los casos en que ambos magistrados pertenecen al mismo fuero,
tal superposición, legalmente ineludible, no origina inconvenientes ni dispen-
dio de esfuerzos, pues es un únIco organismo tutelar --'-Prosecretaría de -Pa-
tronato en el Fuero Ordinario u Oficina de Patronato en lo Federal- el que
coordina la tarea de los inspectores de menores a cargo del caso.
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Que, en cambio, resulta irrazonable que la actuación de dos o más jueces,
si son de distinto fuero, genere la actuación de distintos cuerpos técnicos de
la Justicia Nacional.

Acordaron:

1?) Que cuando un menor que se encuentre ya bajo reglmen tutelar por
disposición de un juez de alguno de los fueros de la Capital Federal quede
sometido a idéntico régimen ,en jurisdicción de otros magistrados, el orga-
nismo técnico que venga actuando continuará haciéndolo como auxiliar de los
ulteriores, hasta la finalización del régimen en todos los procesos.

2?) Comuníquese a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y
Correccional Federal de la Capital Federal a fin de que pongan esta Acordada
en conocimJento' de los jueces de primera instancia que corresponda y de
'los organismos técnicos de su dependencia.

Todo lo cual dispusier~m -Y mandaron, ordenando se comunicase y re-
gistrase en el libro correspondiente, por ante mí que doy fe. JosÉ SEVERO
CABALLERO- AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO- CARLOSS. FAYT- ENRIQUESANTIAGO
PETRACCHI- JORGEANTONIOBACQUÉ.Luis A. Divito (Secretario).

EMPLEADOS JUDICIALES.
PROMOCIONES.

-N? 12-

En la Ciudad de Buenos Aires, a los 15 días del mes de abril del año
mil novecientos ochenta y seis, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal,
el señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor don
José Severo Caballero y Jos señores Jueces doctores don Augusto César Bellus-
cio, don Carlos S.F2yt, Jan Enrique Santiago Petracchi y don Jorge Anto~io
Bacqué,

Consideraron:

Que los haberes correspondientes a los agentes promovidos se abonan a
partir del mes siguiente ,al que tuvo lugar la promoción, a(m cuando los
empleados ocupan el nuevo cargo desde el momento en que se produce el
ascenso.
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Que resulta conveniente efectuar una modificación en el régimen vigente,
a fin de evitar la existencia. de situaciones reñidas con el principio consti-
tucional que dispone la percepción de igual remuneración por igual tarea.

Que el arto 8? del decreto n? 1428 -para la administración pública na-
cional- con relación a las promociones automáticas, dispone que se concre-
ten el día 1? del mes siguiente a aq~él en .que los empleados cumplen con
los requisitos establecidos para cada caso.

Que esta Corte Suprema, en virtud de lo normado por el artículo 99 de la
Constitución Nacional, tiene la facultad de dictar su reglamento interno.

Por ello,

Acordaron:

Establecer que el personal del Poder Judicial promovido a cargos su-
periores, sólo podrá asumir sus nuevas funciones a partir del primer día del
mes siguiente a aquél en que se produce el ascenso.

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando que se comunique a
las Cámaras de Capital e interior y demás dependencias del Tribunal y re-
gistrase en el libro correspondiente, por ante mí que doy fe. JosÉ SEVERO
CABALLERO- AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO- CARLOSS. FAYT.Luis Divito (Secretario).

COLEGIO PUBLICO DE ABOGADOS DE LA CAPITAL FEDERAL.
ELECCIONES, DlA DECLARADO INHABIL.

-N? 13-

En la Ciudad de Buenos Aires, a los 22 días del mes de abril del año mil
novecientos ochenta y seis, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el
señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor don
José Severo Caballero y los señores Jueces doctores don Augusto César Bellus-
cio, don Carlos S. Filyt, don Enrique Santiago Petracchi y don Jorge Antonio
Bacqué,

Consideraron:

Que el día martes 29 de abril se celebrarán las elecciones para designar
las autoridades del Colegio Público de Abogados de la Capital Federal, en el
horario comprendido entre las 8 y 18 horas.
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Por ello,

Acordaron:
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Declarar el día 29 de abril del corriente, inhábil para los tribunales de la
Capital Federal, sin perjuicio de la validez de los actos procesales que se cum-
plan, no actuados en rebeldía.

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y re-
gistrase en el libro. correspondiente, por ante mí que doy fe. JosÉ SEVERO
CABALLERO- AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO- CARLOSS. FAYT- ENRIQUESANTIAGO
PETRACCHI- JORGEANTONIOBACQUÉ.Luis A. Divito (Secretario).

FERIA JUDICIAL DE JULIO.

-N~14-

En Buenos Aires, a los 22 días del mes de abril del año mil novecientos
ochenta y seis, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el señor Pre-
sidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor don José Severo
Caballero y los señores Jueces doctores don Augusto César Bellu~io, don
Carlos S. Fayt, don Enrique Santiago Petracchi y don Jorge Antonio Bacqué.

Resolvieron:

1~) Disponer en el corriente año feriado judicial para los Tribunales Na-
donales de la Capital desde el día 14 hasta el día 25 de julio, ambos inclusive.

2~) Hacer saber a las Cámaras Federales de Apelaciones. que con arreglo
:a lo previsto en la Acordada N~ 53/73 -respecto de la coincidencia de la feria en
ella establecida con las vacaciones escolares- y a lo dispuesto .en la presente,
.deberán determinar para sus respectivas. jurisdicciones un feriado judicial de
diez días hábiles (acápite 2~ de la Acordada N~ 30/84).

Todo lo cual dispusieron Y mandaron, ordenando se comunicase y re-
gistrase en el libro correspondiente, por ante mí que doy fe. JosÉ SEVERO
CABALLERO- AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO- CARLOSS. FAYT- ENRIQUESANTIAGO
PETRACCHI- JORGEANTONIOBACQUÉ.Luis A. Divito (Secretario).
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LICENCIA POR MATERNIDAD.
DESIGNACION DE REEMPLAZANTE.

-N? 15-
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En la Ciudad de Buenos Aires, a los 22 días del mes de abril del año mil
novecientos ochenta Sr seis, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el
señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor don
José Severo Caballero y los señores Jueces doctores don Augusto César Bellus-
cio, don Carlos S. Fayt, aon Enrique Santiago Petracchi y don Jorge Antonio
Bacqué,

.Consideraron:

1?) Que este Tribunal ha decidido, en varias oportunidades, que no corres-
ponde designar reemplazantes en los supuestos de licencias otorgadas a los em-
pleados titulares "con goce de sueldo". La única excepción es la situación rela-
cionada con' la convocatoria para el cumplimiento del Servicio Militar Obliga-
torio.

2?) Que la asignación por maternidad establecida por la ley 18.017es un
subsidio de seguridad social, originada en una contingencia del mismo tipo, e
instituída con el propósito de satisfacer una carga económica suplementaria.

El artículo 12 de la ley 18.037expresa que las asignaciones .familiares no se
consider;n "remuneración"'; el artículo 31 de la ley 18.017dispone que estas su-
mas no constituyen una prestación remuneratoria, no serán tenidas en cuenta
para la liquidación del sueldo anual complementario, ni para el pago de indem-
nizaciones por despido o accidentes, y son inembargables.

3?) Que la acordada 34/77 sobre régimen de li~encias, establece la licen~ia
especial de 90 días por parto, y regula su fraccionamiento en dos períodos. En
el artículo 36 dispone la aplicación supletoria del régimen de licencias de la
administración pública.

El decreto 3082/69extendió el régimen de asignaciones familiares al perso-
nal de la administración pública nacional.

El decreto 3413/79-licencias, justificaciones y franquicias para adm. pú-
blica- en su artículo 10, me. g), expresa que las licencias por maternidad. se
acordarán de acuerdo con las leyes vigentes.

Por lo expuesto,

Acordaron:

Disponer que es procedente la designación de reemplazantes en los casos
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de licencias concedidas en virtud del artículo 20 de la Acordada 34/77 y régimen
establecido por la ley 18.017.

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y regis-
trase en el libro correspondiente, por ante mí, que doy fe. JosÉ SEVEROCABALLE-
RO- AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO- CARLOSS. FAYT- ENRIQUESANTIAGOPETRACCHI-
JORGEANTONIOBACQUÉ.Luis A. Divito (Secretario).

CUERPOS TECNICOS PERICIALES. DEDICACION EXCLUSIVA.

-N~ 16-

En la Ciudad de Buenos Aires, a los 22 días del mes de abril del año mil
novecientos ochenta' y sei.s. reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el se-
ñor Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la NaciÓn, doctor don José
Severo Caballero y los señores Jueces doctores don Augusto César Belluscio, don
Carlos S. Fayt y don Jorge Antonio Bacqué.

Consideraron:

Que por decreto 2474/85el P. E. dispuso instituir una asignación especial no
remunerativa en concepto de "dedicación exclusiva" para los magistrados'y fun-
cionarios no comprendidos en el régimen de horario mínimo que estableciera la
Corte.

Que, por tanto, la percepción del beneficio supone la eXistencia de dos re-
quisitos: tratarse de magistrados y funcionarios, y desempeñar sus tareas sin
limitación horaria, más allá de las horas fijadas po~ esta Corte para el funcio-
namiento de los tribunales nacionales.

Que mediar,te acordada 3/86 se dispuso reconocer la referida asignaclOn
a quienes indudablemente se encontraban comprendidos en. ella; la acordada
4/86 resolvió la situación de los pro secretarios jefes; y por acordada 5/86 este
Tribunal declaró aplicable a los prosecretarios administrativos el régimen esta-
blecido para los primeros.

Que queda por nsolver la situación de los integrantes de los cuerpos técni-
cos periciales, por lo que deben es\:ablecerse las condiciones en que la asignación
les será reconocida, así como las medidas necesarias para asegurar la efectiva
prestación de tareas fuera del "horario mínimo'- fijado por el arto 6~,2do. párrafo,
del Reglamento para la Justicia Nacional, y la circunstancia de estar el perito a
disposición del tribunal o funcionario superior de quien dependa sin límite tem-
poral.
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1~) Extender la asignacJOn creada por el decreto 2474/85 a los integrantes
de los cuerpos técnicos periciales que observen el requisito de "dedicación ex-
clusiva" establecido en ese cuerpo normativo.

2~) Dicho requisito Sp considerará cumplido respecto de quienes no tengan
otra ocupación remunerada -salvo la docencia-, y cumplan efectivamente ta-
reas durante no menos de. 40 horas semanales, sin perjuicio de estar a disposi-
ción de los tr:bunales o funcionarios superiores de los cuales dependan fuera de
ese horario .

. 3~) A los efectos de c:ue les sea liquidada la asignación fijada en el decreto
2474/85, deberán remitirse a esta Corte:

a) Declaración jurada del interesado de que no tiene otra ocupación remu-
nerada, con excepci6n de la docencia.

b) Informe del tribunal o funcionario superior del cual dependa, sobre el
cumplimiento del horario mínimo fijado en el precedente punto 2~, con indica-
ción de los días y horas de desempeño efectivo, de las tareas que realizan, y de
que el interesado se encuentra a su disposición fuera de dichas horas.

4~) La falsedad de la declaración exigida en el inciso a) del punto anterior
dará lugar a la sanción de exoneración; y 'la del ipforme requerido en el in-
ciso b), a la responsabilidad personal y solidaria de quién o quiénes lo expidieron
por las sumas indebidamente pagadas, sin perjuicio de su responsabilidad dis-
ciplinaria.

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase
en el libro correspondiente, por ante mí, que doy fe. Jos~ SEVEROCABALLERO-
AUGUSTOC~SARBELLUSCIO- CARLOSS. FAYT- JORGEANTONIOBACOU~.Luis A. Divito
(Secretario) .

CAMARA NACIONAL DE APELACIONES DEL TRABAJO.

-N~17-

En la Ciudad de Buenos Aires, a los 8 días del mes de mayo del año mil
novecientos ochenta y seis, reunidos en la Sala de Acuerdos defTribunal, el s'e-
ñor Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la NaciÓn, doctor don Jósé
Severo Caballer:o y los señores Jueces doctores don Augusto César Belluscio, don
Carlos S. Fayt, don Enrique Santiago Petr3echi y don Jorge Antonio Bacqué.
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Co.nsideraro.n:

ACUERDOS DE LA CORTE SUPREMA

Que co.n po.sterio.ridad al dictado. de la aco.rdada 37/84, la Cámara Nacio.nal
de Apelacio.nes del Trabajo., po.r lo.s mo.tivo.sque expuso. a este Tribunal, debió
so.licitar sucesivas prórro.gas de lo.s plazo.s para dictar sentencia, que fuero.n

. admitidas.

Que la trascendencia institucio.nal y so.cial del tema fue puesta de manifiesto.
en tal o.po.rtunidad, así co.mo.el incumplimiento. de la teleo.lo.gíade las leyes de
creación del fuero. labo.ra!, po.r lo. que no. parece necesario. reiterarlo..

Que transcurrido.s casi do.s año.s desde la ado.pción de las medidas que
co.nstan en la aco.rdada del 21 de junio. de 1984, la situación no. ha sido. so.lu-
cio.nada; se han presentado. ante esta Co.rte nuevas so.licitudes de ampliación de
término.s, co.n el co.nsiguien~e perjuicio. para las partes litigantes.

Que la cuestión tiene especial relevancia -po.r el carácter de la materia
de que tratan-'- en lo.s supuesto.s de expedientes previsio.nales. El incremento. del
envío.efectuado. po.r la Co.misiónNacio.nal de Previsión Social es de una magnitud
tal -según el info.rme de la Presidencia de la Cámara Nacio.nal del Trabajo. so.n
. 7.500al día 14 de mayo. de este año-, que el tiempo. que insumirá su reso.lución
equivaldrá, prácticamente, a una denegación de justicia que afectará a un estrato.
so.cial co.n reales y co.no.cidasnecesidades alimentarias.

Que po.r lo.s mo.tivo.s expuesto.s, y previa co.nsideración de lo.s argumento.s
vertido.s po.r lo.s seño.res camaristas, y el estudio. de las estadísticas remitidas,

Aco.rdaro.n:

Dirigirse nuevamente al Po.der Ejecutivo. Nacio.nal aco.mpañando. co.pia de la
co.municación de la Presidencia de la Cámara Nacional de Apelacio.nes del Tra-
bajo., de fecha 14 de mar70, del acuerdo. celebrado. el 27 de diciembre de 1985 y
las estadísticas enviadas.

Reiterar la urgencia que en el caso. requiere la ado.pción de las medidas
propiciadas en la aco.rdada 37/84, a saber: a) Creación de 35 Juzgado.s Nacio.na.
les de Primera Instancia del Trabajo., co.n la do.tación de perso.nal indicada po.r
la Cámara de Apelacio.nes a fs. 33 vta. del expediente de superintendencia S.1627/
83, elevando. así su número. to.tal a 80; b) Creación de un fuero. especial de pre.
visión so.cül.l,integrado. únicamente po.r una Cámara de Apelacio.nes a la cual se
atribuiría co.mpetencia en lo.s recurso.s co.ntra las decisio.nes de lo.s o.rganismo.s
del sistema nacio.nal o.municipal de seguridad so.cial. Se aclara que aún cuando.
la materia labo.ral y la previsio.nal so.n afines y pueden perfectamente ser atri-
buidas a un mismo. fuero., co.mo.o.curre en la actualidad, el número. de causas
requeriría en ese caso. la creación de nuevas salas en la Cámara Nacio.nal de
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l.

Apelaciones del Trabajo; pero dicha solución sería inconveniente porque al con-
tar ya con' ocho salas, la elevación del número de éstas produciría trastornos
funcionales, en especial en la tramitación de los fallos plenarios; c) Limitación
de la actuación del Ministerio Público a las cuestiones que motivan su interven-
ción en los otros fueros, ya que parece innecesario y dilatorio que lo hagan en
todas las causas.

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y. re-
gistra~e en el libro correspondiente, por ante mí que doy fe. JosÉ SEVERO
CABALLERO- AUGUSTOCÉSARBEllUSCIO - CARLOSS. FAYT'- ENRIQUESANTIAGO
PETRACCHI- JORGEANTONIOBACOUÉ.Eduardo D. Craviotto (Secretario).

CORTE S'UPREMA DE JUSTICIA. REMUNERACIONES.

-w 18-

En Buenos Aires, a los 13 días del mes de mayo de mil novecientos ochenta
y seis, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el señor 'Presidente de la
Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor don. José Severo Caballero y los
señores Jueces doctores don Augusto César Belluscio, don Carlos S. Fayt,
don Enrique Santiago Petracchi y don Jorge Antonio Bacqué,

Consideraron:

Que los fundamentos del decreto n? 668/86, mediante el cual se dispuso un
incremento de salarios para el sector público, resultan aplicables al ámbito del
Poder Judicial.

Que, por lo tanto, corresponde que este Tribunal extienda la disposición a
dicho ámbito, en ejercicio de la facultad delegada por el arto 3? de la: ley 23.199.

Acordaron:

Fijar la remuneración total mensual de los miembros de la Corte Suprema
de Justicia de la Nación -a partir del 1? de abril de 1986- en la cantidad de
ochocientos noventa y seis australes con setenta y cinco centavos (/!Ji 896,75).

Todo lo cual dispusieron, y mandaron, ordenando se comunique al Poder
Ejecutivo Nacional a los efectos de que adopte las previsiones presupuestarias
que fueran menester, registrándose en el libro correspondiente, por ante mí,
que doy fe.' JOSÉSEVEROCABAllERO- AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO- CARLOSS. FAYT-
ENRIQUES~NTIAGO~ETRACCHI- JORGEANTONIOBACOUÉ.Juan 'Escribano (Secre~
tario). ,
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. DESIGNACION DE FUNCIONARIA.

-N~ 19-

En Buenos Aires, a los 15 días del mes de marzo del año mil novecientos
ochenta y seis, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el señor Presi-
dente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor don José Severo
Caballero, el señor Ministro Decano, doctor don Augusto César Belluscio y los
señores Jueces doctores don Carlos S. Fayt, don Enrique Santiago Petracchi
y don Jorge Antonio Bacqué.

Consideraron:

Que mediante acordada 34 del 7 de junio de 1984, aclarada por la 53 del
14 de agosto del mismo año, esta Corte estableció que la designación de fun-
cionarios en los cargos que requieren título habilitante debe efectuarse por el
régimen de concursos.

Que por resolución 504/85 de fecha 19 de septiembre de 1985, se llamó a
concurso para cubrir cargos de Secretario Letrado y Prosecretario Letrado en
la Corte Suprema .

.Que por acordada 8 del corriente año se cubrieron 1 cargo de secretario
letrado y 2 de prosecretario letrado, restando el nombramiento de un prosecre-
tario letrado.

Que la Comisión Asesora designada para dictaminar en los mencionados
concursos procedió a la evaluación de los antecedentes de los postulantes y el
mérito de la prueba escrJta.

Por ello, se resuelve:

Efectuar la siguienté designación en la Corte Suprema de Justicia de la
Nación: Prosecretario 'Letrado a la doctora María' Alvarez de Magliano' (L.C.
4.513,285 - clase 1943), que ocupó el primer lugar en el orden de mérito.

Todo 16 cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase
en el libro correspondiente, por ante mí, que doy fe. JosÉ SEVEROCABALLERO-
AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO- CARLOS~. FAYT- ENRIQUESANTIAGOPETRACCHI- JOR-
GEANTONIOBACOUÉ.Eduardo D. Craviotto (Secretario).
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PALACIO DE JUSTICIA. FOTOGRAFOS y CAMAROGRAFOS.

-N~20-
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En la Ciudad de Buenos Aires, a los 3 días del mes de junio del año mil
novecientos ochenta y seis, reunidos en la Sala de Acuerdos dél Tribunal, el
señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor don José
Severo Caballero y los se'10res Jueces doctores don Augusto César Belluscio,
don, Carlos S. Fayt, don Enrique Santiago' Petracchi y don Jorge Antonio
Bacqué,

Acordardn:

1~) Que sólo se permitirá el ingreso al Palacio de Justicia de los fotógrafos
y camarógrafos que estén debidamente acreditados ante la' Secretaría de Super-
intendencia Judicial. Este requisit() se cumplirá mediante la presentación de una
nota confeccionada por el med}o al que pertenecen.

2~) Que los fotógrafos y camarógrafos acreditados no podrán realizar su
trabajo específico respecto de los detenidos en tránsito, bajo apercibimiento de
revocación de la acreditación. La infracción a lo dispüesto deberá ser comuni- .
cada a la Secretaría de Superintendencia Administrativa.

Todo lo. cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase
en el libro correspondiente, por ante mí, que doy fe. JosÉ SEVEROCABALLERO-
AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO- CARLOSS. FAYT- ENRIQUESANTIAGOPETRACCHI- JOR-
GEANTONIOBACQUÉ.'Edua,do D. Craviotto (Secretario).

PROCURACION GENERAL DE LA NACION. RATIFICACION
DE FUNCIONARIOS.

-N~ 21-

En Buenos Aires, a los 3 días del mes de junio del año mil novecientos
ochenta y seis, reunidos en l~ Sala de Acuerdos del Tribunal el señor Presidente
de la Corte Suprema de Justicia de la Naciqn, doctor don José Severo Caballero,
el señor Ministro Decano, doctor don Augusto César Belluscio y los señores Jue-
ces doctores don Carlos S. Fayt, don Enrique Santiago Petracchi y don Jorge
Antonio Bacqué.
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Consideraron:

ACUERDOSDE'LACORTESUPREMA

Que mediante la Resolución N~ 740 de fecha 21 de junio ppdo. este Tribu-
nal dejó establecido que la designación de funcionarios efectuada por la Corte
Suprema del gobierno de facto, 2.sí como las confirmaciones provenientes de
dicho poder, las cuales d".ban lugar a un título nuevo y diferente del anterior,
requerían ratificación expresa ,o tácita de las autoridades constitucionales.

Que, en consecuencia, resulta conveniente un pronunciamiento relativo al Se-
cretario y Secretarios Letrados de la Procuración General de, la Nación, desig-
nados o confirmados con anterioridad a su instalación, integrada con arreglo al
procedimiento constitucional.

Resolvieron:,

Ratificar la designación como Secretario de la Procuración General al doc-
tor Jorge Ton;¡ás Medici y como Secretarios Letrados a los doctores Felipe Da-
niel Obarrio, Osvaldo JesÍls Depaula, Ricardo Gregario Rango, José Luis Monti,
,Federico Martín José Malvarez y Luis Gabriel Moreno Ocampo.

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y re-
gistrase en el libro correspondiente,' por ante mí que doy fe. JosÉ SEVERO
CABALLERO- AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO- CARLOSS. FATI - ENRIQUESANTIAGO
PETRACCHI- JORGEANTONJOBACQUÉ.Eduardo D. Craviotto, (Secretario).

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. DESIGNACION
DE FUNCIONARIO.

-N~ 22-

En Bueno~ Aires, a los 13 días del me~ de junio del año mil novecientos
ochenta y seis, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el señor Presi-
dente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor don José Severo
Caballero y los señores Jueces doctores' don Augusto César Belluscio, don Carlos
S. Fayt, don Enrique Santiago Petracchi y don Jorge Antonio Bacqué,

Consideraron:

Que medi"nte acordada 34 del 7 de junio de 1984, aclarada por la 53 del
14 de agosto del mismo año, esta Corte estableció que la designación de fun-
cionarios en los cargos que requieren título habilitante debe efectuarse por el
régimen de concursos. '
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Que por resólución 78 de fecha 27 de febrero del corriente año, se llamó
a concurso para cubrir im cargo de secretario letrado en la Corte Suprema.

Que la Comisión Asesora designada para dictaminar en el mencionado con-
curso procedió a la evaluación de los antecedentes de los postulantes y el mé-
rito de la prueba escrita.

Por ello, se resuelve;

Efectuar la siguiente' designación en la Córte Suprema de Justicia de la
Nación: Secretario Letrado al doctor Horacio Creo Bay (L. E. N? 4.521.536,cla-
se 1945), que ocupó el primer lugar en el orden de mérito.

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comúnicase y registrase
en el libro correspondiente, por ante mí, que doy fe. JosÉ SEVEROCABALLERO-
AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO- CARLOSS. FAYT- ENRIQUESANTIAGOPETRACCHJ- JOR-
GEANTONIOBACQUÉ.Eduardo D. Craviotto (Secretario).

SUBASTAS JUDICIALES.

-N? 23-

En la Ciudad de Buenos Aires, a los 24 días del mes de junio del año mil
rióvecientos ochenta y seis, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal el se-
ñor Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor don José
Severo Caballero y los señores Jueces doctores don Augusto César Belluscio, don
<:arlos S. Fayt, don Enrique Santiago Petracchi y don Jorge Antonio Bacqué,

Consideraron:

Que este Tribunal advierte con preocupaClOn que en el desarrollo de subas-
tas judiciales se han denunci::tdo públicamente diversas anomalías que afectan
,el normal desenvolvimiento del servicio de justicia.

Que. esa circunstancia se ve agravad'! por la incidencia que hechos de esa
naturaleza producen en .la confianza que los justiciables depositan en el Poder
.Judicial, al cual correspoIlde velar por la defensa de sus legítimos intereses.

Que las razones expuestas hacen necesario implementar, a la mayor bre-
vedad, la creación de una comisión honoraria que estudie los problemas que se
plantean con relación a los remates judiciales, y que proponga las medidas con-
,ducentes a su solución.
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Acordaron:

ACUERDOSDELACORTESUPREMA

1~) Crear una Comisión Honoraria integrada por los doctores Carlos Polak,
Juez de la Cámara Naclof'.al' de Apelaciones Especial en lo Civil y Comercial; Al-
fredo Jorge Di Iorio, Fiscal de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comer-
cial, y Carlos Raúl Ponce, Juez de Primera Instancia en lo Civil, para que analice
los problemas que se suscitan con relación al desarrollo de subastas judiciales y
proponga las medidas necesarias para su solución.

Las conclusiones a que arribe dicha Comisión deberán comunicarse opor-
tunamente a esta Corte Suprema,

2~) Hacer saber la presente acordada a las Cámaras Nacionales de Apela-
ciones en 10Comerciai, en lo Civil y en lo Especial Civil y COmercial, a sus
efectos,

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase
en el libro correspondiente, por ante mí, que doy fe. JosÉ SEVEROCABALLERO-
AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO- CARLOSS. FAYT-, ENRIQUESANTIAGOPETRACCHI- JOR-
GEANTONIOBACQUÉ.Eduardo D. Craviotto (Secretario).

FERIA JUDICIAL DE JULIO. DESIGNACION
DE AUTORIDADES.

-N~ 24-

En la Ciudad de Buenos Aires, a los 26 días del mcs de junio del año mil
novecientos ochenta y seis, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el se-
ñor Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor don José
Severo Caballero, y los señores jueces doctores don Augusto César Belluscio,
don Carlos S. Fayt, don Enrique Santiago Petracchi y don Jorge Antonio
Bacqué, con el objeto de nombrar Jueces de Feria en la Corte Suprema para el
mes de julio del corriente año, con arreglo a lo dispuesto por el artículo 75
del Reglamento para la Justicia Nacional y a los funcionarios de los Ministerios
Públicos,

Resolvieron designar

1~) A los doctores don José Severo Caballero y suplente a don Augusto
César Belluscio como Jueces de Feria en la Corte Suprema.

2~) Al doctor don Juan O. Gauna a cargo de la Procuración General de la
Nación.
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3?) Al doctor don Carlos A. Tavares,' titular de la Defensoría ante la Corte
Suprema y demás Tribunales Federales de la Capital.

Todo 10 cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase
en el libro correspondie:lte, por ante mí, que doy fe. JosÉ SEVEROCAB.ALLERO-
AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO- CARLOSS, FAYT- ENRIQUESANTIAGOPETRACCHI- JOR-
GEANTONIOBACQUÉ.Eduardo D. Cmviotto (Secretario).

CORTE SUPREMA DE; JUSTICIA. DESIGNACION
DE CONJUECES.

-N? 25-

En la Ciudad de Buenos Aires, a los. 26 días del mes de junio del año mil
novecientos ochenta y seis, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el
señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor don
José Severo Caballero y los señores Jueces doctores don Augusto César .Bellus-
cio, don Carlos S. Fayt, don Enrique Santiago Petracchi y don Jorge A,ntonio
Bacqué,

Consideraron:

Que atento a lo dispuesto en la ley 20.528 y el resultado de la desinsaculación
de la lista de abogados confeccionada al efecto para designar conjueces del Tri-
bunal que actuarán por el período que vence el 31 de julio de 1987.

Acordaron:

Integrar la lista' de' abogados que actuarán como conjueces de esta Corte
Suprema de Justicia por el período que vence el 31 de julio de 1987 con los doc-
tores Jesús Abad Remando, Jorge O. Benchetrit Medina, Miguel A. Ben;:aitz,
Germán Bidart Campos; P.oberto M. Caracciolo, Fernan;do Díaz Ulloque, Ernesto
R. Gavier, Julio 'César Imondi, Miguel S. Marienhoff, Luis Moisset de Espenés,
Guillermo R. Moncayo, Augusto Mario MorelIo, Jorge Mosset 1turraspe, Héctor
Miguel Segui y Wenccslao UrdapiJIeta.

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase
en el libro correspondiente, por ante mí, que doy fe. JosÉ SEVEROCABALLERO-
AUGus70 CÉSARBELLUSCIO- CARLOSS. FAYT- ENRIQUES,INTIAGOPETRACCHI- Joo-
GEANTONIOBACQUÉ.Eduardo D. Craviotto (Secretario).
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FISCALES DEL FUERO CRIMINAL Y CORRECCIONAL.

-N? 26-

En Buenos Aires, a los 26 días del mes de junio del año mil novecientos
ochenta y seis, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el señor Presidente
de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor don José Severo Caballero
y los señores Jueces dodores don Augusto César Belluscio, don Carlos S.
Fayt, don Enrique Santiago Petracchi y don Jorge Antonio Bacqué,

Consideraron:

1?) Que la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional,.
en acuerdo del 24 de abril de i986, resolvió dejar expresa constancia de la "preoc

cupación" de los jueces de ese Tribunal ante la "ya decidida cesantía de algunos
. fiscales del Fuero Criminal y Correccional sin la sustalJciación de sumario que
asegure la posibilidad de ejercer las garantías de los artículos 14 bis y 18 de la
Constitución Nacional", frente a la "posibilidad que se llegará a imponer igual
temperamento a otros funcionarios judiciales integrantes del Ministerio Público".

2?) Que la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, en
acuerdo del 20 de mayo de 1986, resolvió tener presente las resoluciones minis-
teriales números 1.139, 1.140, 1.145, 1.153, 1.157. 1.158 y 1.173, del Ministerio de Edu-
cación y Justicia y "expre3ar la sorpresa y preocupación institucional del Tribu-
nal" ante las' remociones y el traslado dispuestos en ellas, "haciendo notar -sin
que ello implique un Guestionamiento de los fundamentos jurídicos de la me-
dida-, que ésta se dicta dos años y medio después de hacerse cargo el actual
Gobierno de la Nación, comprometiendo la trayectoria profesional de funciona-
rios de reconocida honorabilidad, que no han tenido ninguna posibilidad de
ejercer su derecho de defensa, en el hipotético caso de que existiera alguna
imputación contra la manera en que han venido ejerciendo sus funciones hasta
la fecha de su remoción".

3?) Que en la acordada del 29 de mayo la Cámara' Criminal y Correccional
expresa que, al haberse "dispuesto nuevas cesantías de la misma índole afec-
tando, incluso, a uno de los señores Fiscales de esta Cámara", dicho Tribunal
insiste en que "la reiteración de actos administrativos de esta naturaleza ahonda
la expresada preocupación del Tribunal, en cuya opinión tales decisiones' im-
portan una indebida ingerencia del Poder Ejecutivo en el funcionamiento del
Poder .Judicial, que no contribuye al afianzamiento del orden institucional que
debe estatuirse sobre la base de las equilibradas divisiones previstas por la
Constitución Nacional".

4?) Que las normas constitucionales y legales vigentes no atribuyen a los
Tribunales inferiores de Justicia creados por el Congreso de la Nación, compe-
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tencia declarativa respecto de actos de autoridad emanados de órganos que
ejercen otros poderes del Estado, ni se la confieren tampoco para emitir opi-
nión sobre actos provenientes de otros órganos del Poder Judicial. La alta fun-
ción que les compete, delimitada por las leyes que el Congreso dicta con arreglo
al arto 67, inc. 17, de la ConstituCión Nacional, está circunscripta a la decisión
de los casos sometidos a su conocim~nto, ámbito en el cual, con arreglo f alar.
denamiento legal de los procesos, tienen la atribución de decidir sobre la validez
y subsistencia de actos de otros órganos estatales. Por tal razón, esta Corte ha
declarado reiteradamente que no es admisible el 'control judicial directo de las
leyes y otros actos de las autoridades, pues la decisión de tales cuestiones por
los jueces debe ocurrir sólo en el curso de procedimientos litigiosos, es decir,
en cuestiones entre partes con intereses jurídicos contrapuestos y propios
para la dilucidación jurisdiccional, agregando que el principio de la coordi.
nación y separación de los poderes impone al judicial la permanencia en el
ámbito jurisdiccional (F3.llos 256: 104, entre muchos). En el mismo orden de
ideas se ha subrayado que el cumplimiento de la función judicial debe su-
jetarse a las leyes válidas que estructuran las instituciones, y a la propia com-
petencia constitucional y legal (Fallos 155: 248; 261: 94 y otros), y se ha agre-
gado que la misión más delicada de la justicia nacional es la de saberse
mantener' dentro de la órbita de su jurisdicción, sin perjudicar las funciones
que incumben a los otro~ poderes o jurisdicciones, y que un avance de este
poder menoscabando las facultades de los demás, revestiría la mayor gra-
vedad para la armonía constitucional y el orden público (Fallos 155: 248 y
272: 23; v" en especial, Fallos 263: 267, cons. 8~). Incumbe a los jueces, en los
casos sometidos a su conocimiento, el deber de velar por la vigencia real de
principios de rango con<;titucional y el logro de la plenitud del estado de
derecho (Fallos 301: 771), obligación y atribución inalienable que nadie puede
sustraer al Poder Judicial (Fallos 267: 215). La autoridad de sus fallos se basa,'
a su vez, en el supuesto de mantenerse en los límites de la competencia propia
de los tribunales de justicia (Fallos 302: 186), a las cuales no corresponde va-
lorar ni emitir juicios generales sobre situaciones cuyo gobierno no les está
encomendado (Fallos 301:771, ya citado, y 304:759, sus citas y otros).

5~) Que el respeto por esas premisas, y la defensa de 'la autoridad propia
de la función institucional del Poder Judicial, impone a quienes lo ejercen la
mayor' prudencia en el desempeño de su cometido. En este orden de ideas
ha establecido el Tribunal que en el ejercicio de la delicada función que com-
pete a los jueces, una de las virtudes debe ser la prudencia, la circunspección,
la mesura y la estimación respetuosa y comedida de todos los demás inte-
grantes de la sociedad que de un modo u otro cumplen su misión dentro de
un orden republicano (Fallos 274:415, V. también Fallos 287:40).

Esa restricción determina, como primer imperativo, el de abstenerse de
utilizar los mecanismos arbitrados para el gobierno de la actividad adminis-
trativa complementaria de ~'~ ges!:ór: jud:ci::l delimitadas por 1.asacordadas de
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esta Corte que-delegan parcialmente su ejercicio como receptáculo de opmlOnes
ajenas a su finalidad específica, constituyéndolos en vehículo de un debate pú-
blico spbre ~l acierto o la legalidad de actos de los órganos estatales, sean
éstos de carácter legislativo, ejecutivo o judicial.

_La circunstancia de que la actividad formalmente desplegada no sea
de naturaleza jurisdiccional no hace, sino reforzar la necesidad de dar cum-
plimiento al principio según el cual es condición esencial de la organización
del Poder Judicial el que no le sea posible controlar por su propia iniciativa
los actos legislativos, ni aún los actos administrativos, que, por serlo, tienen
a su favor la presunción de constituir el ejercicio legítimo de la actividad
administrativa.

La obligación de cumplir ese imperativo no cede frente a)a convicclOn
de que se defiende un objetivo loable, ni frente a la existencia de razones de
solidaridad con funcionarios cuya no confirmación consideren injusta los
opinantes, pues aquéllos han de buscar la satisfacción de los intereses que
consideren ilegítimamente menoscabados en el ejercicio de las vías de impug-
nación a que se sientan con derecho.

6?) Que los magistrados judiciales, a diferencia de otros funcionarios
que se encuentran autorizados a hacer públicas sus opiniones fuera del marco
de su actividad propia, tienen también vedado este recurso, conforme a la
regulación qu~ sobre el punto establece el art. 9? del decreto-ley 1285158y
el arto 8?, inciso e), del Reglamento para la Justicia Nacional, y la doctrina
de esta Corte según la cual no corresponde la exteriorización pública, en for-
ma individual o colectiva, de los pareceres de quienes integran --cualquiera
sea su jerarquía- el Poder Judicial de la Nación (Fallos 262:443;266:133;282:327
y 286:25, entre otros).

Este impedimento, demostrativo de las particulares exigencias que im-
pone el decoro propio del oficio de administrar justicia, no autoriza a emitir
opiniones ajenas a la competencia en el marco formal de la actividad de su-
perintendencia, sino que refuerza la prohibición de hacerlo, pues no es dable
admitir la legitimidad de actos que importan la realización de actividades. in-
compatibles con la función por el solo hecho de que ellos se articulen me-
diante la exorbitación de la tarea funcional. confiriendo a ésta el alcance de una
manifestación corporativa de opiniones.

El señor Ministro doctor don Carlos Santiago Fayt dijo:

Consideraron:

1?) Que las manifestaciones producidas por las Cámaras Nacionales de
Apelaciones -en lo Criminal y Correccional y en lo Penal Económico, en sus



Resolvieron:

Por todo ello,

acuerdos del 24 de abril y 20 de mayo del corriente año, respectivamente, en
las que expresan su preocupación ante las remociones de ágentes del ministerio
público, obligan al ejercicio de las facultades de superintendencia del Tribunal.
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3~)"oue por la índole de aquella función, que requiere el reconocimiento y la
denegación de derechos pretendidos, deben los señores camaristas y jueces
colocarse al margen de los interese"s y por encima de la pasión de los argumen-
tos, lo que concluye en la obligación de ser prudentes y mesurados en sus
expresiones, no sólo en sus sentencias, sino en todos sus actos, de modo que
éstos sean percibidos por la sociedad corno emanados de custodios seguros
y confiables de la. ley.

4~) Que por exceder los límites de su esfera de facultades, no se com-
padecen .con tales exigencias las críticas efectuadas en la ocasión, por los tri-
bunales referidos, a resoluciones dictadas por el Ministerio de Educación y
Justicia.

2~) Que la Constitución Nacional, por su inspiración y contenido ha re-
servado a los jueces en plenitud la función jurisdiccional, diversa en su esen-
cia del asignado a los otros Poderes del Estado, y el mUtuo respeto de sus
respectivas esferas de acción es garantía del normal funcionamiento de la
forma republicana 'de gobierno.

Declarar CJue las críticas vertidas en las acordadas a que se refieren
los considerandos que anteceden, atinentes a resoluciones del Ministerio de
Educación y Justicia, vertidas fuera del marco de una controversia donde se
discute la' legitimidad de esos actos, no se ajustan a los imperativos a que
hace la presente Acordada .

. Todo lo. cual dispusieron y mandaron, ordenando. que se comunicase y re:
gistrase en el libro correspondiente, por ante mí que doy fe. Josl1 SEVERO
CABALLERO- AUGUSTOCI1SARBELLUSCIO- CARLOSS. FAYT- ENRIQUESANTIAGQ
PETRACCHI- JORGEANTONIOBACQUI1.Eduardo D. Craviotto (Secretario).
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HONRAS DISPUESTAS POR EL FALLECIMIENTO DE
LA EX JUEZ DE LA CORTE SUPREMA, DRA. MARGARITA ARGUAS.

-N? 27-

. En Buenos Aires, a los 29 días del mes de julio del año mil novecientos
ochenta y seis, reunido.> en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el señor Pre-
sidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor don José Severo
Caballero y los señores Jueces doctores don Augusto César Belluscio, don
Carlos S. Fayt y don Jorge Antonio Bacqué,

Consideraron:

Que en el día 26 del corriente mes ha ocurrido el sensible fallecimiento
de la Dra. Margarita Argúas, ex Juez de la Corte Suprema.

Que al recibir la luctuosa noticia, el Tribunal estimó su deber asociarse
al duelo que provoca la .desaparición de esta distinguida personalidad y por
ello decidió encomendar al Ministro Decano su representación en las exequias
y enviar una ofrenda floral.

Por ello,

Acordaron:

Dejar constancia de. los actos de adhesión al duelo realizado y dirigir
nota de condolencia a la familia de la extinta.

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunIcase y re-
gistrase en el libro correspondiente, por ante mí que doy fe. Jo's~ SEVERO
CABALLERO- AUGUSTOC~AR BELLUSClO- CARLOSS. FAYT - JORGEANTONIO
BACOU~.Eduardo D. Craviotto (S'ecretario).

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.
REMUNERACIONES.

-N? 28-

En B<.te!losAires, a los 11 días del mes de agosto del año mil novecientos
ochenta y seis, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal el señor Presi-
dente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor don José Severo
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Caballero, el señor Ministro Decano, doctor don Augusto César Belluscio, y los
señores Ministros doctores don Carlos S. Fayt, don Enrique Santiago Petracchi
y don Jorge Antonio Bacqué, por mayoría,

Consideraron:

Que de acuerdo con lo prescripto por los arts. 3? y 6? de la ley 23,199,
esta Corte está autorizada para fijar la remuneración total de sus miembros,
la que no ha sido modificada desde el 1? de abril del corriente año (acordada
n? 18 del 13 ele mayo de 1986).,

Que el' ejercicio de esa facultad delega~ debe estar: presidido por una
especial prudencia que ~rmonice la garantía del arto 96 de la Constitución
Nacional respecto de las retribuciones de los jueces, con las particulares
circunstancias económicas y :r;entísticas por las que atraviesa la República,
en las cuales están comprometidos los magistrados judiciales como integran-
tes de uno de los tres poderes que gobiernan la: Nación ,Y como ciudadanos.

Por ello,

Resolvieron:

Fijar la remuneración total mensual de los miembros de la. Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación -a partir del 1? de julio de 1986- en la canti-
dad de australes mil doscientos uno con sesenta Y cinco centavos (-A 1.201,65).

Los señores Ministros doctores don Augusto César Belh,lscio Y don Jorge
Antonio Bacqué,

Consideraron:

1?) Que de acuerdo con lo establecido por los arts; 3? Y 6? de la ley 23.199,
corresponde a esta Corte fijar la remuneración total de sus miembros y, como
consecuencIa de las escalas previstas en la ley 22.969, indirectamente las de
todos los; magistrados, .funcionarios y empleados del Poder Judicial, hasta la
promulgación del Presupuesto General de la Nación del año 1986,y al ejercitar
dicha facultad delegada procede dar cumplimiento a la cláusula constitucio-
nal que garantiza la intangibilidad de las remuneraciones de los jueces de la
Nación, a fin de asegurar la independencia del Poder Judicial como condición
de vigencia del sistema republicano de gobierno, a lo que debeI.l agregarse los
argumentos con~ordantes con dichos principios y garantías desarrollados en
las acordadas números 6 y 55 del año 1984y 30 del.año 1985(confr. acordada n\'
38/85, ptos. 1, 2 y 3).
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2?) Que con base en los fundamentos que anteceden, y teniendo en cuenta
la entidad del deterioro que se ha producido en las remuneraciones por la
acumulación de los desfasajes no contemplados en su totalidad al dictarse las
acordadas 1 y 18 del corriente año, el Tribunal estima que en la actua-
lidad se torna impostergable su reparación en virtud de la indudable primacía
que ostentan las normas supremas que gobiernan la vida institucional de la
República, cuyo cumplimiento compete a la Corte Suprema custodiar en la
medida de la mencionada delegación (acordada n? 53/85, párrafo 11).

3?) Que con las razones y la conclusión expuestas, y las sostenidas en
forma constante en las acordadas que dictó el Tribunal sobre la materia, coin-
cide el criterio de la sentencia del 16 de noviembre de 1985,recaída en la
causa B.478, "Bonorino Peró, Abel y otros c/Estado Nacional s/amparo", en
la cual la Corte -integrada por los sustitutos legales en razón de la' excusa-
ción de todos sus miembros titulares 'y del Procurador General de la Nación-
al confirmar el fallo de segunda instancia que hacía lugar a la demanda, es-
tableció .que la actualización de las remuneraciones de los magistrados actores
debía hacerse de modo que se maniuviese el poder adquisitivo de las fijadas
para el mes de noviembre de 1983,así como también que "las retribuciones
actualizadas deberán preservarse para el futuro".

4?) Que, por lo demás, ante esta última disposición -que rige sólo para
los magistrados que han sido parte en el pleito-, se advierte que de no adop-
tarse con carácter general un reajuste de remuneraciones por quien ostentá
la facultad de establecerlas, aquéllos que se desempeñan en idénticas funcio-
nes percibirían retribuciones desiguales, aunque éstas se encuentren ampa-
radas por la misma cláusula constitucional en orden a su intangibilidad. Por
consiguiente, la medida que en este acto se dicta concurre también a r.egula-
rizar tal situación.

Por ello,

Resolvieron:

Fijar la remuneración total mensual del Juez de la Corte Suprema de
Justicia de la Nación correspondiente al mes de agosto de 1986,en la cantidad
de mil trescientos sesenta y dos australes (Ir. 1.362).

En consecuencia, por mayoría,

Acordáron:

Fijar la remuneración total mensual de los miembros de la Corte Su-
prema de Justicia de la Nación -a partir del 1? de julio de 1986- en la can-
tidad de australes mil doscientos uno con sesenta y cinco centavos "(Ir. 1.201,65).
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Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se registrase en el libro
correspondiente y comunicase al Poder Ejecutivo Nacional, por' ante mí que
doy fe. JosÉ SEVEROCABAlLERO- AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO- CARLOSS. FAYT_
ENRIQUESANTIAGOPETRACCHI- JORGEANTONIOBACQUÉ.Juan Escribano (Se.
cretario) .

CAMARA NACIONAL DE APELACIONES
EN LO CRIMINAL Y CORRECCIONAL.

-N~29-

En la Ciudad de Bl:..enos Aires, a los 18 días del mes de agosto del aJ10
mil novecientos ochenta y seis, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal
el señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor don
José Severo Caballero, el señor Ministro Decano, doctor don Augusto César
Belluscio y los señores Ministros doctores don Carlos S. Fayt, don Enrique
Santiago Petracchi y don Jorge Antonio Bacqué,

Consideraron:

1~) Que esta Corte ha tenido oportunidad de referirse, en repetidas oca.
siones, a los límites de prudencia que constriñen a los magistrados en sus
declaraciones públicas, tanto por la circunspección a que, están obligados,
cuanto por la indispensable unidad y orden jerárquico que deben presidir las
gestiones' o reclamacionq; relatiyás' a la' actuación de integrantes de los otros
poderes del Gobierno (F~llos i44;244; 250:433; 262:443; 282:327. acordadas 19 y
70 de 1984; arto 40 del Reglamento para la Justicia Nacional).

2~) Que, verbigracia, e~ así como liace poco tiempo, mediante la acordada
26 del 26 de junio ppdo., se recordó la: falta de facultad de los tribunales in-

. ,

feriares para la manifestación corporativa de opiniones fuera del marco de
las, controversias judiciales, decisión que le fue comunicada a la Cámara Na.
cional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional.

3~) Que, no obstante, dicha Cámara ha emitido la resolución del 8 del
corriente' mes, por la cual hace conocer al señor Secretario de Justicia su
preocupación por comentarios atribuidos a éste y lo invita a un análisis en
común para evitar futuras tergiversaciones del quehacer judicial.

4~) Que aún en el supuesto de declaraciones públicas, atribuidas por lé.:
prensa a funcionarios de otros poderes, que pudieran contener notas impru-
dentes en, la apreciación de la labor judicial de dichos tribunales interiores,
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no corresponde a sus integrantes refutarlas, dado que ello excede el ámbito
de las facultades que les competen; sea por atribución legal, o por delegaCión
de esta Corte.

De los considerandos precedentes resulta lo impropio de tal actitud pú-
blica, que hace pertinente el ejercicio de la potestad disciplinaria aconsejable
para el caso.

Resolvieron:

Prevenir a los señores magistrados firmantes de la mencionada resolu-
ción del 8 de agosto de 1986, en razón de lo expresado, y en los términos
del arto 16 del decreto-ley 1285/58.

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y re-
gistrase en el libro correspondiente, por ante mí que doy fe. JosÉ SEVERO
CABALLERO- AUGUSTOCÉi':ARBELLUSCIO- CARLOSS. FAYT- ENRIQUESANTIAGO
PETRACCHI- JORGEANTONIOBACQUÉ.Eduardo D. Craviotto (Secretario).

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.
REMUNERACIONES.

-N? 30-

En la Ciudad de Buenos Aires, a los 22 días del mes de agosto del año
mil novecientos ochenta y seis, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunai
el señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor don
José Severo Caballero, el señor Ministro Decano, doctor don Augusto César
Belluscio y los señores Ministros doctores don Carlos S. Fayt, don Enrique
Santiago Petracchi y don Jorge Antonio Bacqué.

Consideraron:

Que teniendo en cuenta lo dispuesto por la Acordada N? 28/86, mediante
la cual esta Corte Suprema fijó la remuneración total de sus miembros a
partir del 1? dé julio de 1986, resulta necesario modificar el nivel del crédito
oportunamente establecido para el Inciso 11- Personal, por la Acordada N?
2/86, dictada en ejercicio de la facultad que consagra el arto 99 de la Cons-
titucióri Nacional, sin. perjuicio de señalar que aquél fue reducido en la ele-
vación del. Mensaje del Poder Ejecutivo Nacional al Honorable Congreso de
la Nación.
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Resolvieron:
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1?) Modificar el monto establecido en. la Acordada N? 2/86 para el Inciso
11- Pe~sonal, fijándose en el importe de australes ciento tres millones qui-
nientos mil (A 103.500.00Q).

2?) Comúníquese la presente acordada al Poder Ejecutivo Naciona] por
intermedio del señor Ministro' de Educación y. justicia para su remisión a la
Honorable Cámara de Diputados. Asimismo hágase saber al señor Ministro
de Economía.

3?) Hágase saber a la Sub!?ccretaría de Administración y a las Cámaras
Nacionales y Federales del país.

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando que se comunicase y re-
gistrase en el libro correspondiente, por ante mí que doy fe. JOSÉ SEVERO
. CABALLERO- AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO- CARLOSS. FAYT - ENRIQUE SANTIAGO
PETRACCHI- JORGEANTONIOBACO'ÍJÉ.Juan Escribano. (Secretario).'
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SUPERINTENDENCIA JUDICiAL

FEBRERO. AGOSTO

ACTUALJZACION DE MONTOS. LEY. 22.434

- N~60.-

Buenos Aires, 20 de febrero de 1986.

Vistas estas actuaciones, expediente de Superintendencia S.2. 323/78 y lo
dispuesto por el artículo 4~ de la ley 21.708 con la reforma introducida por
la ley 22.434,

Considerando:

1~) Que corresponde a este Tribunal efectuar la actualización semestral
de los montos fijados en los arts. 2~ y 3~ de dicha ley con arreglo a los índices
oficiales de precios mayoristas no agropecuarios.

2~) Que de acuerdo con la publicación realizada por el Instituto Nacional
de Estadística y Censos, los índices mencionados correspondie!)tes a los meses
de julio de 1985y enero de 1986 son, respectivamente: 112.103,5 y 113.462,3.

El coeficiente que corresponde aplicar por el semestre que corre desde
febrero a julio de. este año es, pues, de 1.01(1).

3~) Que multiplicando dicho coeficiente por los montos fijados en la re-
solución N~ 445/85 se obtienen las siguientes cantidades:

a) Art. 16 del decreto-ley 1285/58 .
b) Art. 24, inc. 6~, ap. a), del mismo .' .
c) Ley 17.116, arto 6~ .

Por lo expuesto,

Se resuelve:

Australes
10,32

103.315,15
10,32

Reajustar los montos previstos en las normas mencionadas en el con.
siderando 3~ de la presente, fijándolos en la forma allí establecida.

Regístrese, hágase saber y publíquese en el Boletín Oficial. JosÉ SEVERO
CABALLERO-'- AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO- CARLOSS. FAYT - JORGEANTONlO
BACOUÉ.

(1) Por resolución n~ 86/86 se aclaró que los montos fijados regirán
desde el 27 de febrero al 27 de 'agosto de 1986:
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ACTUALIZACIONDE MONTOS.
LEY 22.434.

-N? 122-

Buenos Aires, 25 de marzo de '1986.

Vistas las actuaciones S-2.323/78 y lo previsto por el arto 1? de la ley
22.434, y

Considerando:

1?) Que según surge de lo dispuesto por el arto 3? de la ley 22.434,corres-
ponde a esta Corte actualizar semestralmente los montos establecidos en el
Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, con arreglo a los índices de
precios al por mayor, nivel general.

2?) Que por resolución n? 511/85 se efectuó el cómputo que corresponde
al semestre que corre desde. el 26 de setiembre de 1985al 26 de .marzo de 1986.

3?) Que los índices de aumento de los precios señalados para los meses
de agosto de 1985y febrero de 1986son, respectivamente de 109.767,7y 114.009,7.

El coeficiente que corresponde aplicar para el semestre que va desde
el 26 de marzo al 26 de setiembre de este año es, pues, de 1,03.

4?) Que en el supue"to del arto 242, el índice a aplicar es el de precios
mayoristas no agropecuarios, que en el mes de agosto de 1985 ascendió a
112.065,8 en tanto que en el mes de febrero de 1986 alcanzó a 114.139,3; el
coeficiente en este caso es de 1,01.

5?) Que multiplicando dichos coeficientes por los montos respectivos
resultan las siguientes cantidades:

Artículo 29:
Artículo 45:
Artículo 128:
Artículo 130:
Artículo 145:
Artículo 242:
Artículo 286:
Artículo 320, inc. l?:
Artículó 321, inc. 1?:
Artículo 329, 1er. párrafo:
Artículo 329,-Jer. párrafo:

A 54,74
A 18,24 y A 790,82
A 0,49 a A . 18,24
A 4,87 y A 486,65
A 9,12 a A 912,49
A 61,92
A 54,74
A 48,65 Y A 790,82
A 48,65
A 2,43 a A 425,83.
A 3,03 a A 48,65



Artículo 399:
Artículo 431:
Artículo 436:
Artículo 446:
Artículo 640, inc. 1?:
Artículo 691:

Por ello,

Se resuelve:
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lit 0,91
lit 3,03 a lit 54,74
lit 6,08 a lit 91,24
A 3,03
lit 9,12 y A 182,50
A 2,53 a A 42,58
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1?) Reajustar los montos establecidos en los artículos .mencionados en el
considerando S?, de la presente, fijándolos en las cantidades allí consignadas.

2?) Dichos montos regirán a partir del 26 de marzo del corriente año.

Regístrese, hágase saber y publíquese en el Boletín Oficial. JosÉ SEVEROCAIlA-
lLERO- 'AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO- CARLOSS. F!\YT- ENRIQUESANTIAGOPETRACCHI
- JORGEANTONIOBACQUÉ.

ACTUALIZACION DE MONTOS.
LEY 22.383.

-N? 241-

Buenos Aires; 2 de mayo de 1986.

Visto el presente expediente S.505 bis/8l,

Considerando:

1!) Que por ,resolución 590/85 (aclarada por la 672/85) este Tribunal efectuó
la actualización ordenada por el artículo 7? de la ley 22.383, que se aplicó desde
noviembre de 1985hasta el presente.

2?) Q~e corresponde ahora, conforme con la norma citada, realizar la que
regirá para el semestre comprendido entre los meses de mayo y octubre de. 1986.

3?) Que de acuerdo con los índices publicados por 'el Instituto Nacional de
Estadística y Censos, los de aumento de precios mayoristas nivel general para
los meses de septiembre de 1985y marzo de 1986 son, respectivaI;I1ente, de 110.417
y 115.618,3. El coeficiente que corresponde aplicar es, pues, 1,047.
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4?) Que multiplicando dicho coeficiente por los montos que deben actuali-
zarse, se obtienen los sigtuentes:

arto 27 . . . . . . . . . . . . . . A 13,14
arto 28, inc. 1? ..... A 0,85
arto 130 .......... de A 1,79 a A" 10,82
arto 133 ........... de A 1,79 a A 10,82
arto 142 . . . . . . .. . . de A 2,70 a A 13,14
arto 186 .......... de A 4,51 a A 44.89
arto 291 .......... de A 1,79 a A 10,82
arto 700 .......... de A 1,78 a A 45,28

Por ello,

Se resuelve:

Reajustar los montos previstos en las normas mencionadas en el conside-
rando 4? en la forma allí establecida, los que regirán a partir de la -fecha de
publicación en el Boletín Oficial.

Regístrese, hágase saber y publíquese. AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO- CARLOS
S. FAYT- ENRIQUESANTTAGOPETRACCHI.

PODER JUDICIAL DE LA NACION. REFRIGERIO

N? 341

Buenos Aires, 12 de junio de 1986.

Visto y considerando:

Que el Poder Ejecutivo Nacion"al, por decreto 2528/8~, del 30 de diciembre
ppdo., suprimió los servicios de refrigerio que se suministraban al personal ci"il
de la Administración Pública Nacional;

Que en sustitución de ese beneficio se instituyó un adicional denominado
"reintegro por servicio de refrigerio", equivalente" a la suma de quince australes
(A 15.":") mensuales;

Que dicho ,adicional >oeaplicará a aquellos agentes que actualmente perciban
el reintegro por gastos de refrigerio, manteniéndose el importe vigente cuando
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dicho monto sea superior, hasta que el mismo se nivele con el otorgado por el
citado decreto:

Que el ?torgamiento del adicional mencionado no incide en las pautas fija~
das por las disposiciones legales relativas a la contención del gasto público,
como así también por lo normado en la acordada 40/85 de esta Corte Suprema;

Que las facultades otorgadas por la ley 23.199permiten a esta Corte Suprema
implantar dicho adicional en el Poder Judicial de la Nación.

Por ello,

Se resuelve:

1?) Otorgar a los empleados del Poder Judicial de la Nación el adicional
deno¡ninado "reintegro por servicio de refrigerio" con .los alcances y limitacio-
nes establecidas en el decreto 2528/85.

2?) El presente suplemento queda condicionado a que se efectivice la asig-
nación al Poder, Judicial. de la Nación' de los créditos a que se refiere el punto
11 del oficio de la Secretaría de Hácienda, a cuyo efecto autorízase a la Subse-
cretaría de Administración a gestionar los mismos.

Régístrese y comuníquese. JOSÉSEVEROCABALLERO- AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO
- CARLOSS. FAYT- ENRIQUESANTIAGOPETRACCHI- JORGEANTONIOBACQUÉ.

ACTUALIZACION DE MONTOS.
LEY 22.434.

-N? 487-

Buenos Aires, 19 de agosto de 1986.

Vistas estas actuaciones, expediente de Superintendencia S-2323/78 y lo dis-
puesto por el artículo 4? de la ley 21.708 con la reforma introducida por la ley
22.434,y'

Considerando:

1?) Que corresponde a este Tribunal, efectuar la actualización semestral de
los montos fijados en los artículos 2? y 3? de dicha ley con arreglo a los índices
oficiales de precios mayoristas no agropecuarios.
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2~) Que de acuerdo con la publicación realizada por el Instituto Nacional
de Estadística y Censos, Ios índices mencionados correspondientes a los meses
de enero y julio de este año son, respectivamente: 113.462,3 y 133.521,8.

El coeficiente que corresponde aplicar para el semestre que corre desde
agosto de 1986 hasta enero de 1987 es, pues, de 1,17.

3~) Que multiplicando dicho coeficiente por los montos fijados en la reso-
lución 60/86 se obtienen las siguientes cantidades: )

a) arto 16 del decreto-ley 1285/58 :................. A 12.-

b) arto 24, inc. 6~, ap. a) del mismo ,................ A 120.879.-

c)ley 17.116, arto 6~ A 12.--

Por lo expuesto,

Se resuelve:

Reajustar los montos previstos en las -normas mencionadas en el conside-
rando 3~ de la presente, fijándose en la forma allí establecida.

Regístrese, hágase saber y publíqúese en el Boletín Oficial. JosÉ SEVEROCABA-
LLERO- AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO- CARLOSS. FAYT- ENRIQUESANTIAGOPETRACCHI
- JORGEANTONIOBACQUÉ.

SUPERINTENDENCIA ADMINISTRATIVA.

EDIFICIO JUNCAL N~ 931.

-N~ 199-

Buenos Aires, 29 de abril de 1986.

Visto el requerimiento formulado por el señor Secretario de Justicia de la
Nación, y lo dispuesto por el arto 62 de la ley 23.187, y

Considerando:

1~) Que mediante acta notarial del 9 de marzo de 1981, el Ministerio de Jus-
ticia de la Nación transfirió a esta Corte, con destino al Tribunal de Etica Fo-
rense y la Subsecretaría de la Matrícula, la tenencia y el uso del inmueble de
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propiedad del Estado Nadonal Argentino - Ministerio de Justicia de la Nación,
situado en la calle Juncal N? 931 de esta Capital, transferencia que fue aceptada
con el destino indicado.

2?) Que la sanción de la ley 23.187ha importado la disolución del mencionado
tribunal de ética en la Capital Federal, por lo cual esta Corte dispuso, en su
oportunidad, que los expedientes de dicho tribunal quedaran. reservados en la
actual Oficina de Matrícula, a los efectos del art. 6S de la citada ley.

3?) Que, en virtud de lo establecido en el art. 62 de la ley 23.187,esta Corte
debe hacer entrega al Consejo Directivo del Colegio Público de Abogados de la
Capital Federal de los libros, documentos y registros referentes a la matrícula
de abogados de la Capital; mas debe conservar los correspondientes a .la matrí-
cula de procuradores y a las inscripciones de abogados efectua'das ante las Cá-
maras Federales del interior del país, cuyo gobierno no corresponde al mencio-
nado Colegio.

4?) lJue, de tal modo. se ha agotado la finalidad para la cual el Ministerio
de Justicia había transferido la tenencia y el uso del inmueble, ya que las ma-
trículas que quedan a cargo de 'la Corte pueden ser ubicadas en otl'as ,depen-
dencias.

Por ello,

Se resuelve:

1.- Disponer la entrega al Consejo Directivo del Colegio Público de Abo-
gados de la Capital Federal, una vez que se halle constituido, de los libros, docu-
mentos 'y registros referentes a la matrícula de abogados inscriptos en la Capital
Federal.

2. - Ordenar el traslado a otras dependencias de la Corte de los mismos
elementos correspondientes a la matrícula de procuradores y a la de abogados
inscriptos en las Cámaras Federales del interior del país.

3. - Restituir al Ministerio de Educación y Justicia -Secretaría de JU5t¡-
cia-, la tenencia de la finca' sita en Juncal N? 931.

Regístrese y comuníques~ al señor Ministro de Justicia. JosÉ SEVEROCABA-
LLERO - AUGUSTO CÉSAR BEI.LUSCIO - ENRIQUE S/INTIAGO PEIRACCHI - JORGE ANTONIO
BACQUÉ.
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RETENCIONES DEL IMPUESTO' A LAS GANANCIAS.

-w 264-

, Buenos Aires, 20 de mayo de 1986.

Visto el presente expediente N? 391.817/86 del registro de la Sübsecretaría de
Administración; y

Considerando:

Que se encuentran ,próximos a concluir los trabajos encarados por la Sub-
secretaría de Administración tendientes a dar cumplimiento a las disposiciones
de la ley 20.628 ,-modificada por ley 23.260- en el ejercieio. fiscal del año 1986.

Que las retenciones del impuesto a las ganancias que corresponda practicar,
pueden comenzar a efectua:rse 'recién a partir del mes de junio, debiendo in-
cluirse las de los meses hasta entonces transcurridos,

Que a fin" de que 10<; ingresos de los agentes que se encuentran alcanzados
por el tributo no sufran Ul1a significativa disminución, las 'retencio~es atribuibles
a los meses de enero a mayo inclusive deberán descontarse de los haberes en
cinco cuotas iguales y su~'esivas,

Por ello,

Se' resuelve:

Instruir a la Subsecretaría de Administración para que "practique las reten-
ciones del impuesto a las ganancias "del año 1986, con arreglo a las pautas esta-
cidas en la presente resolución.

Regístre3e, hágase saber y archívese. JOSÉSEVEROCABAL1..ERO- AUGUSTOCÉSAR
BELLUSCIO CARLOSS. FAYT- ENRIQUESANTIAGOPETRACCHI- JORGEANTONIO
BAcouÉ,



FALLOS DE LA CORTE, SUPREMA

FEBRERO

EDMUNDO ISMAEL JIMENEZ v. PEDRO H. HERRERA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposición del" recurso.
Fundamento.

Es improcedente e:',recurso extraordinario que no contiene un relato claro
y preciso de los hechos relevantes de la causa que permitan vincularlos
con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal máxiJIle si
se sustenta mediante' ia 'invocación genérica de u)'la causal de arbitrarie-
dad, lo cual co~figura un defecto formal que ~bsta a' su proceden~ia, en
cuanto requiere, para la idónea fundamentación del remedio elegido, que
su lectura haga innecesaria la del expediente a los efectos de pronunciarse
sobre la admisibilidad de esta vía excepcional (1). '

RICARDO ALBERTO HASE v. UNIVERSIDAD NACIONAL DEJ'. LITORAL

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestlones no federales. In-
terpretación de normas locales de procedimientos. Casos varios.

El tema relativo a la violación del principio de congruencia es, por su
naturaleza procesal, regularmente ajeno al ámbito del art. 14 de la ley 48.

PROFESOR UNIVERSITARIO.

Aún cuando, los profesores universitarios perdieron su estapilidad al ser
puestos en' comisión en virtud del arto 58 de la ley 20.654 esa medida
tenía por objeto posibilitar la provisión de las cátedras mediante con-
cursos organizados según,las disposiciones de ia misma ley y por lo tan-
to, si bien podían ser sustituidos por quienes fuesen designados para
ocuparlos mediante el procedimiento legal, ello no justificaba que se
los separase sin causa antes de que dicho procedimiento se cumpliera.
En consecuencia, ~orresponde confirmar la sentencia que, al estimar que.
la actora sufrió un perjuicio efectivo, que no podía subsanarse con las
previsiones' de la ley 23.068,estableció previa analogía \-ley 21.274- las
pautas para la determinación del monto a indemnizar,

(1) 4 de febrero. Fallos: 270:340y 356;280:121;300:1063;302:334;256: 281;
262:109;290:133.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introducción de la cuestión
federal. Oportunidad.

Lo alegado en torno de la falta de acreditación de los daños y de las
consecuencias derivadas de determinada ordenanza por la Universidad,
constituyen reflexiones tardías y, por ende, inatendibles. Ello es así, pues
la primera cuestión no fue correctamente formulada al apelar ante el
a qua, y la restante no fue introducida con motivo del traslado del
hecho nuevo con el que se vincula.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 4 de febrero de 1986.

Vistos los autos: "Hase, Ricardo Alberto e/Universidad Nacio-
nal del Litoral s/contenciosoadministrativo".

Considerando:

1':') Que el rector de la Universidad Nacional del Litoral dispuso
,el cese'de la actora en sus actividades docentes con base en el arto
58 de la ley 20.654, lo que dio lugar a la demanda judicial origen de
la presente causa. La Cámara Federal de Apelaciones de la Ciudad
de Rosario, después de decidir que el reclamo de reincorporación se
encontraba satisfecho por haber si?o ésta aceptada por la Univer-
sidad durante el curso del proceso, según la ley 23.068, sostuvo que
"el espíritu (de esa norma) es volver las cosas a su estado anterior,
mecanismo éste que nos acerCa al campo de la nulidad del acto ad-
ministrativo, implicando necesariamente el reconocimiento de su in- •
justicia. Es por ello -continuó- que aunque la ley no establezca
indemnización alguna. .. nada impide que por vía analógica se acuer-
..(le la misma". Consiguientemente, al estimar que la actora "sufrió
un perjl;licio efectivo, real, que no puede considerarse subsanado to-
talmente ... con las previsiones. .. de la ley", confirmó el fallo de la
instancia anterior "en lo atinente a las pautas establecidas para la
-determinación del monto a indemnizar", que eran las de la ley 21.274.
La demandada, entonces, interpuso el recurso extraordinario, conce-
dido por el a qua.

2':') Que el tema relativo a la violación del principio de congruen-
cia es, por su naturaleza procesal, regularmente ajeno alámbitu del
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art. 14 de la ley 48. Asimismo, no se advierte que se haya demos-
trado categóricamente el caso de arbitrariedad, por cuanto no cabe
excluir que el criterio del juzgador derive de la calificación hecha de
lo pretendido "en cualquier supuesto" (art. 163, inc. 69, del Código
Procesal Civil y Comercial de la Nación; escrito de demanda, fs. 21
vta., 3).

39) Que, en cambio, dada la índole federal de las normas en
juego, su exégesis configura una materia propia de esta instancia de
excepción. Empero, incluso' de admitirse la crítica de la apelante,
por la que desconoce que la ley 23.068 haya proyectado sobre la 20.654
las consecuencias señaladas por la Cámara, ello no conduce en el
sub iudice al resultado por aquélla querido, esto es, a la validez del
acto administrativo puesto en discusión. En efecto, como esta Corte
lo tiene dicho, "aun cuando los_profesores universitarios perdieron
su estabilidad al ser puestos en comisión en virtud del art. 58 de la
ley 20.654 (Fallos: 298:33; 299:60 y 201; entre otros), esa medida tenía
por objeto -según resulta del explícito texto de la mencionada nor-
ma- posibilitar la provisión de las cátedras mediante concursos
organizados según las disposiciones de la misma ley. Por lo tanto,
si bien podían y debían ser sustituidos por quienes fuesen designa-
dos para ocuparlas mediante el procedimiento legal, ello no justifi-
caba que se los separase sin causa antes de que dicho procedimiento
se cumpliera" (sentencia del 11 de diciembre de 1984, in re: C.73.xX.
"Caviglia de Villar, María Jorgelina c/Universidad N~cional del Sur
s/nulidad acto administrativo, reincorporación en el cargo, etc.").

49) Que lo alegado en torno de la falta de acreditación de los
daños y de las consecuencias derivadas de determinada ordenanza
dictada por la Universidad, constituyen reflexiones tardías y, por
ende, inatendibles. Esto es así pues la primera cuestión no fue con-
cretamente formulada al apelar ante el a qua y la restante no fue
introducida con motivo del traslado del hecho nuevo con el que se
vincula.

59) Que, finalmente, la hipótesis de refarmatia in peius invocada
en el aspecto de las costas, soslaya que este último punto fue tam-
bién objeto de recurso por la demandante.
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Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario sólo en
10 relativo a la cuestión tratada en el considerando 3':',y se confirma
la sentencia con los alcances allí indicados. Costas a la apelante
(art. 68 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación). Hágase
saber y, oportunamente, devuélvase.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. -FAYT
- JORGE ANTONIO BACQUE._

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuesti011eS no federales.
Sentencias Q1"bitmrias. Procedenciti del recurso. Falta de fundamentación sufi-
ciente.

Aunque, en principio, es bastante fundamento de las deGisiones judiciales
la remisión- -a lo resuelto en pronunciamientos anteriores, en el caso, ese
solo-extremo, sin referencia razonada a los concretos agravios interpucs,
tos y _a los hechos de la causa no tratados por el a qua, es insuficiente
para convalidar el fallo que ,sobreseyó definitivainente en la causa ins-
truida por el presunto delito de usurpación, ya que el mismo adolece así
de una decisiva c3.renc1ade fundamentación que la descalifica como acto-
jurisdicci<?nal'válido (1) .

AURORA FAGUETTI v. FRIGORIFICO GRAL. DEHEZA S. A.

RECURSO' EXTRAORDINÁRIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestio-
nes fedemles complejas. lnconstituciol1alidad de actos JI normas naciánales.

Procede el recU:rs~ extraordinario cuando se ha cuesti~nado la/v"alidez
del arto 11 de la ley 9688, tal como fue aplicado por el a quo, ,bajo la
pretensión de resultar violatorio de los arts. 14 nuevo, 16 y 17 de la
Constitución Nacional, y la decisión ha sido contraria a -dicha pretensión.

(1) 4 de febrero. hIlos: 298:565; 276:132; 283:198; 307:821.
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La misión judicial no se agota con la remisión a la letra de la ley, en
atención a que los jueces, en tanto servidores del derecho par~ la rea-
lización de la justicia, no pueden prescindir de la ratio legts y del
espíritu de la norma.

LEY: Tnterpretación y aplicaciól1.

Para la interpretHción de la leyes menester dar pleno efecto a la in-
tención del legislador, y es regla de hermenéutica de las leyes atender a'
la armonía que ellas deben guardar con el orden jurídico restante v
con las garantías de la COhstitución Nacional razón por la cual no es
siempre recomendable el atenerse estrictamente a las palabras de la
ley, ya que el espíritu que las nutrf' es el que debe determinarse en
procura de una aplicación racional que elimine el 'riesgo de un for-
malismo paralizante. Debe buscarse en todo tiempo una valiosa inter-
pretación de lo que las normas jurídicamente han querido mandar, de
suerte que la admisión ,de soluciones injustas cuando 'es posible ar-
bitrar otras de método opuesto, no resulta incompatible con el fin
común de la tarea legislativa como de la judicial.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garal1tías, Derecho de propiedad.

Corresponde dejar sin efecto ia sentencia que dispuso que para el cálcu-
lo del salario base' a los fines indemniza torios, de conformidad con el
arto 8~ y 11 de la ley 9688, se computen sólo los haberes ,percibidos
efectivamente durante el año anterior a la fecha de la rescisión con-
tractual. Ello es así, pues la interpretación adoptada supone privar al
trabajador de la percepción íntegr~ de la indemnización, pues la base
de cálculo de la misma ha sufrido los efectos perniciosos causados por
el acelerado proceso de depreciación monetaria que se vivió en el país,
circunstancia que -al no corregitse- se trasladó al resarcimiento final
que resulta así desvalorizado' en términos reales, desvirtuando la fina-
lidad de la norma y concúlcando el derecho de propiedad del depen-
diente acddentado o enfermo.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos)' garantías. Derecho' de propiedad.

Si bien es ciertó que al. sancionarse la Ley de Accidentes de Trabajo, y
hasta épocas no remotas, la inflación era un fenÓmeno excepcional, la
hermenéutica que no contempla la existencia de ese fenómeno y sus
correlatos, esto es su desfavorable incidencia sobre el crédito indem-
nizatorio y la ccnsecuente. desnaturalización del objetivo' legislá'tivo,
afecta .la real significación económica del beneficio.
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CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho de propiedad.

Si se calcula el monto de las indemnizaciones laborales sobre la base
de pautas reales, el deterioro del poder adquisitivo del salario no sólo
beneficia indebidamente al deudor, sino que importa un desmedro pa-
trimonial para el acreedor en términos que lesionan el derecho de
propiedad y los derechos atinentes a una retribución justa.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho de propiedad.

El fin del arto 11 de la ley 9688 es otorgar una base para el cálculo
resardtorio suficientemente representativo del nivel real de ingreso del
trabajador, y su exégesis literal restringe el derecho de aquél a obtener
una adecuada indemnización.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho de propiedad.

La decisión que dispuso que para el cálculo del salario base a los fines
indemnizatorios, de conformidad con los arts. 8~y 11 de la ley 9688, se
computen sólo los haberes percibidos efectivamente durante el año ante-
rior a la fecha de la rescisión contractual es susceptible de cuestiona-
miento constitucional dado que ..no se adecua a los fines cuya realización
procura y consagra una manifiesta iniquidad.

CONTRATO DE TRABAJO.

El arto 276 del Régimen de Contrato de Trabajo, modificado por ley
22.311 tutela la intangibilidad de los créditos laborales, asegurando su
actualización desde el momento en que son exigibles y hasta su efectivo
pago, mas carece de todo efecto sóbr~ los importes que intervienen
-según el caso- en la determinación de aquellos créditos .. Por ello,
en el caso su aplicación sólo garantiza que la indemnización se man-
fendrá intacta desde el 30 de abril de 1982y hasta que la trabajadora
la perciba, pero no alcanza a corregir las consecuencias perjudiciales
que .la inflación que azotaba al país puede haber producido sobre una
de las variables que concurren para establecerlo: el salario diario pro-
medio que percibif'ra la víctima dUn''llte el año anterior.
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La Cámara del Trabajo de Río Cuarto, rechazó el planteo de in-
constitucionalidad formulado por la parteactora, y calculó el impor-
te de la indemnización debida a la demandante por la enfermedad
accidente que' padece, en base al salario diario promedio del año
anterior aja fecha de hi rescisión contractual -coincidente, en el
caso, con la del alta-, obtenido sobre valores nominales.

Contra esa decisión se interpuso recurso extraordinario cuya
denegatoria motiva la presente queja.

A mi juicio, el remedio federal es procedentetoeb vez que se
ha cuestionado la validez del art. 11 de la ley 9688, tal como fue apli-
cado por el a qu.o, bajo la pretensión de resultar viola torio de los
arts. 14 nuevo, 16 y 17 de la Constitución Nacional, y la decisión ha
sido contraria a dicha pretensión.

II

Sostiene el apelante que la aplicación del mentado arto 11 lesiona
su derecho de propiedad, toda vez que' si se hubiese calculado el resar-
cimiento en función del haber diario del último mes, aquél ascen-
dería a más del doble.

'.

Agrega que la norma que impugna tuvo su finqlidad cuando fue
sancionada, pero por hechos que el legislador no pudo tener en cuen-
ta contraría los principios que se consideraron para dictarla, y lesio-
na al aludido derecho de propiedad y las garantías de retribución
justa e igualdad ante la ley.
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Aduce que el derecho a la actualización se funda en la propia
Constitución Nacional, y sólo mantiene el valor real de la moneda, sin
incidir en la onerosidad de la .deuda.

Argumenta, finalmente, que la aplicación literal del citado arto 11
perjudica al trabajador <J.ccidentado que tiene más de un año de
antigüedad en su empleo, trente a otro que también haya sufrido un
infortunio y sólo tenga pocos días, dado que é\quél, al computarse los
salarios nominales deÍ año anterior al evento dañoso. ve sensible-
mente disminuida su indemnización.

III

Conviene coinenzat por recordar q.ue V.E ..tiene dicho que la mi-
sión judicial ~10se 2gota con la remisión a la letra de 18 ley, en aten-
ción a que los. jueces, en tanto servi.dores del dérecho para la realiza-
ción de la justicia, no pueden prescindir de la ratio legis y del espí-
ritu de la norma (Fallos: 302: 1284). Por ello, ha señalado reiterada-
mente que para la interpretación de la leyes mepest.;r dar pleno
efecto a la intención del legislador, y es regla de hermenéutica de
las leyes atender a la armonía que eUas deben guardar con el orden
jurídico restante y con las garantías de la Constituciór¡ Nacional, ra-
zón por la cuaÍ no es siempre recomendable al atenerse estrictamente
a las palabras de la ley, ya que el espíritu que 'las nut.re es el que
d~bc determinarse en procura de una aplicación racional que elimine
el riesgo de un fo:-malismo paralizante. Debe buscarse en todo tiem-
po una valiosa interpretación de lo que las normas jurídicamente han
querido m8.ndar, de suerte que la admisión de soluciones injustas
cuando es posible 2rbitrar otras de método opuesto, no resulta in-
compatible con el fin común de la tarea legislativa como la judicial
(Competencía 134 "Alto Paraná cl D'Amico Juan Carlos", sentencia
del 23 de agosto de 1984, entre muchos otros). \

En esta inteligencia, y en vista al propósito que anima. a la
legislación laboral en general, y a la que protege al t~-abajador por .
.los daños ocasionados a su salud como consecuencia o motivo .de su
labor en particular, pienso que la aplicación del arto 11 de la ley 9688
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tal como lo entendió el a qua, vulnera los arts. 14 nuevo y 17 de la
ConstituCión Nacional.

. En efecto, a mi modo de ver la interpretación adoptada en el
éas.o supone privar al trabajador de la percepción íntegra de la in-
demnización; toda vez que 'la base <;lecálculo de la misma ha sufrido
los efectos perniciosos causados PO):" el acelerado proceso de deprecia-
ción monelaria que se vivió en el país, circunstancia que -al no
corregirse- se traslada al resarcimiento final que resulta así' desva-
lorizado en términos reales, desvirtuando la finalidad de la norma
y conculcando el derecho de propiedad del dependiente accidentado
o enfermo.

Con coincidente criterio dictaminó el Sr. Procurador General del
Trabajo en el acuerdo plenario N9 231 de ia Cámara Nacional de
Apelaciones del Trabajo, expresando que el fin propuesto por el men-
cionado art.' 11 de la ley 9688 fue el de otorgar al damnificado o sus
derechohabientes una base para el cálculo indemnizatorio que con-
templara el espectro de las ganancias correspondientes al servicio
prestado a su empleador durante determinado lapso, para fijar .un
nivel :medio -no extraordinario en más o en menos-Jo. sufic'iente-
mente representativo para valorizar. en. términos monetarios la capa-
cidad wtal atribuible al accidentado.

Ante ello, y si"bien es cierto que al sancionarse la Ley de Acci-
dentes de Trabajo, Y.hasta épocas no remotas, la inflación era un fe-
nómeno excepcional, la hermenéutica que no contempla la existencia
de ese fenómeno y sus correlatos; esto es, su desfavorable incidencia
sobre el crédito indemnizatorio y la consecuente desnaturalización
del objetivo legislativo, .afecta la real significación económica del
beneficio.

V.E. en este orden de ideas, ha expresado -en situación análog~----:-
que si no se calcula el monto de las indemnizaciones hborales sobre
la base de pautas reales, el deterioro del poder adquisitivo del salario
no sÓlo beneficia indebidamente' al deudor, sino que importa un ma-
nifiesto desmedro patrimonial para el acreedor en términos que lesio-
nanel derecho de pi.opiedad :y los detechos atinentes a una retribu-
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ción justa (J. 74-XIX "Jáuregui, Manuela Yolanda c/Unión Obreros
Plásticos", sentencia del 7 de agosto de 1984); habiendo señalado tam-
bién -con específica referencia a la norma atacada- que el fin de.
la misma es otorgar una base para el cálculo resarcitorio suficiente-
mente representativo del nivel real de ingreso del trabajador, y que
su exégesis literal restringe el derecho de aquél a obtener una ade-
cuada indemnización (A. 409 - XIX, "Aran da, Roberto c/Transportes
Automotores La Plata S.A,", sentencia del 11 de septiembre de 1984;
0,69 -XX "Ozan, Ricardo N. e/Compañía Química S,A.", sentencia del
30 ele marzo de 1985; M. 184 - XX "Marino, Julia Argentina c/Corp.
Arg. Prod. de Carne s/enfermedad profesional", sentencia del 19 de
octubre de 1985).

Todo ello avala -a mi juicio- la anunciada conclusión acerca de
que, interpretada como ha sido la norma que se cuestion~, la indem-
nización que se obtiene como resultado es, en realidad ..menor a la
que' corresponde al apelante; circunstancia que torna irrazonable su
aplicación de esa forma, y susceptible de cuestionamiento constitu-
cional dado que no se adecua a los fines cuya. realización procura y
consagra una manifiesta iniquidad (Fallos: 299:428); y toda vez que
el principio de razonabilidad debe cuidar especialmente que las nor-
mas legales mantengan coherencia con las reglas constitucionales du-
rante el lapso que dure su vigencia en el tiempo, de suerte que su
aplicación concreta no resulte contradictoria con lo establecido en la
Ley Fundamental (Fallos: 302:972, considerando 79).

Resta poner de relieve que la disposición del arto 276 del Régimen
de Contrato de Trabajo, modificada por la ley 22.311 no enerva, a mi
entender, lo expresado anteriormente.

Así lo pienso, porque la norma de marras tutela la intangibilidad
de los créditos laborales, asegurando su actualización desde el mo-
mento en que son exigibles y hasta su efectivo pago, mas 'carece de
todo efecto .sobre los importes que intervienen -según el caso- eÍlla
determinación de aquellos créditos. Por eso, en el sub examine su
aplicación sólo garantiza que la indemnización se mantendrá intacta
desde el 30 de abril de 1982 y hasta que la trabajadora la perciba,
pero no alcanza a corregir las consecuencias perjudiciales que la iz;¡-
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flación qu,e azotaba al país pueda haber producido sobre una de las
variables que concurren para establecerla: el salario diario promedio
que p,ercibiera la vÍCtima durante el año anterior.

En suma, opino que debe declararse procedente el remedio fede-
ral y revocar la sentencia atacada en cuanto ha sido materia de re-
,curso, disponiéndose que -por quien competa- se dicte una nueva
{;on arreglo a Jo expuesto. - Buenos Aires, 21 de noviembre de 1985.

JUAN OCTAVIO GAUNA.

FALLO DE LA CORTESl'PREMA

Buenos Aires, 4 de febrero de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en la
-causa Faguetti-, Aurora e/Frigorífico Gral. Deheza S.A.", para decidir
sobre su procedencia.

Considerando:

Que contra la sentencia de la Cámara del Trabajo de la Ciudad
de Río Cuarto, Provincia de Córdoba, en cuanto dispuso que para el
,cálculo del saJario base a los fines indemnizatorios, de conformidad
con los arts. 8 y 11 de la ley 9688, se computen sólo los haberes perci-
bidos efectivamente durante el año anterior a 'la fecha de la rescisión
,contractual el actor interpuso el recurso extraordinario que, al ser
denegado, motivó la presente queja.

Que esta Corte comparte los fundamentos y conclusiones del dic-
tamen del Sr. Procurador General « los que remite en razón de bre-
vedad.

Por ello se hace lugar a la queja y al recurso extraordinario inter-
puesto y se deja sin efecto el pronunciamiento, por lo que la causa
,deberá volver al tribunal de origen para que, por quien corresponda,
se dicte uno nuevo con arregÍo al presente.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO -' CARLOS S. FAYT
- JORGE ANTONIO BACQUÉ.
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RODOLFO ARTUZAMUNOA v. FRANCISCA QUEVEDO DE ROMERO y OTRflS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sente/¡cia definitiva. 'Re-
so'luciones anteriores a la sentencia, definitiva. Juicios de apremio y ejecutivo.

Las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos no son, por regla, sus-
ceptibles de tratamiento por vía extraordinaria puesto que, para ello,
se requiere que lo recurrido sea se,ntencia definitiva; entendiendo por
tal la que pone fin al pleito o causa un gravamen ,de imposible o in-
suficiente reparación, ulterior, re9-uisito éste cuya concurrencia no cabe
obviar aunque se invoque arbitrariedad o violación de garantías cons-
titucionales.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia defiilitiva. Re-
soluciones anteriores a la. sentencia definitiva. Juicios de apremio y ejecutivo.

No cabe, en el caso -en el que se rechazó el incidente de nulidad de
los mandamientos de intimación de pago y de embargo- apartarse del
principio según el cual las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos no
dan lugar al recurso extraordinario. pues el tratamiento del alegado
abuso de firma en blanco del pagaré impone el examen de la causa de
Ja obligación cuyo cumplimiento se exige, en relación con Jo afirmado
por el deudor. D;cha cognÍción excede el ámbito restringido del pro-
ceso ejecutivo y el tema puede' ser debatido ampliamerite en el de
conocimiento posterior, cuya promoción no se encuentra vedada por ser
'-justamente- la defen'sa invocada, ajena a este tipo de proceso.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 4 de febrero de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Francisca del
Rosario Ql.!-evedo'de Romero en la causa Artuzamunoa, Rodolfo el
,Quevedo de Romero, Francisca y otros", para decidir sobre su pro~
eedencÍa.

Considerando:

1'!) Que coritr:;l la resolución de la Cámara Primera de Apelación
de LGl; Plata, Provincia de Buenos. Aires, qué confirmó la que había
rechazado el incident.e de nulida9 de los mandamientcs de intima-
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clOn de pago y de embargo, el ejecutado interpuso el recurso extra-
ordinario que, denegado, originó la pres~nte queja.

2?) Que el incidentista sostuvo la falsedad de las diligencias en
las que el _oficial de justicia afirmó que aquél había recibido los
mandamientos. Si bien en su relación cÍehechos (fs.,)9) admitió que
algo adeudaba al ejecutante, afirp1a que el texto del pagaré fue lle-
nado mediante abuso de la firma que puso en blanco.

3?) Que, en tanto el juez de primera instanCia estimó -entre
otras consideraciones- que tal defensa no era admisible como ex-
cepción en el juicio ejecutivo, el a qua decidió _que por ser los im-
pugnados Ínstrumentos públicos, resultaba inepta la vía incidental
elegida por el ejecutadó, quien debió haberlos redargüido de false-
dad en los términos del arto 393 del Código Procesal de la Provincia.

4?) Que es doctrina de esta Corte que las resoluciones dictadas
en juicios ejecutivos no son, por regla, susceptibles de tratamiento
por vía extraordinaria, puesto que, para ello, se requieIe que lo re-
currido sea sentencia definitiva, entendiendo por tal la que pone fin
al pleito o causa un gravamen de imposible' o insuficiente repara-
ción ulterior, requisito éste cuya ~oncur:rencia no cabe obviar aun-
que se invoque arbitrariedad o violación de garantías constituciona-
les (Fallos: 302:110, 181).

S?) Que en la especie no cabe apartarse de dicha regla, pues el
tratamiento del alegado abuso de firma en blanco impone el exa-
men de la causa de la obligación cuyo cumplimiento se exige, en
relación con lo afirmado por, el deIJdor. Dicha cognición excede el
ámbito restringido del proceso ejecutivo y el tema puede ser deba-
tido ampliamente en el de conocimiento posterior, suya promoción
no se encuentra vedada por ser -justamente- la defensa invocada,
ajena a tal tipo de proceso.

Por ello, se desestima ~a queja.

AUGUSTO CESAR BELLUSCIO -- CARLOS S.
FAYT - JORGE ANTONIO BACQUÉ.
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ABSIDE S. A. v. SWfFT ARMOUR SOCIEDADANONIMAARGENTINA

',RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos pl'Opios. Tribunal superior.

Es improcedente el recurso extraordinario' interpuesto a raíz de una
.aclaratoria sobre las costas, si no se dirige correctamente contra esa
decisión y sólo se limita a reiterar su igual planteo respecto del fallo
sobre el fondo del litigio. Al no cuestionarse la resolución, ni invocarse
gravamen alguno, la apelación ha sido formulada con base en una in-
correcta exégesis de la doctrina de la Corte de la que se infiere que
el dictado de una aclaratoria hace nacer la cárga de deducir el reme-
dio intentado, sólo en la medida en que se pretenda impugnar los pun-
tos en que ésta constituye sentencia definitiva, mas no origina el deber
de repetir la interposición del remedio federal vinculado con los te-
mas acerca de los cuales el pronunciamiento anterior, y no la aclara-
toria, es el definitivo, dado .que, para objetar táles aspectos, basta con
la apelación ya articulada (1).

JOSE FRANCISCO CORONEL v. SUDAMTEX S. A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Tribunal superior.

Con independencia de la idoneidad del camino elegido por el apelante
para obtener la revisión de la decisión de primera instancia y de la
oportunidad del recurso de revocatoria con apelación en subsidio in-
terpuesto, la vía federal intentada resulta. inadmisible, pues no se ha
dirigido contra el fallo del superior tribunal de la causa. Ello es' así
pues al ser susceptible el pronunciamiento que se impugna -rechazo
del recur~o de apelación por considerar que el valor que se intentaba
cuestionar en la alzada no excedía -el equivalente a cuatro veces el
importe mensual del salario mínimo vital, vigente al momento de la
iniciación de la .demanda (art. 16 de la ley 18.345)- de' la queja con-
templada en el arto 129 de la ley citada, revestía aquel carácter la Cá-
mara c:e Apelaciones respectiva (2).

(1) 4 de febrero. Fallos: 247:675; 251:231; 302:271.
(2) 4 de febrero. Fallos: 303:899.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

ENRIQUE JORGE TAU v. PROVINCIA DE MISIONES

65

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interp,'etaciól1 .de normas.y actos locales en general.

Es improcedente el recurso extraordinario contra la sentencia que de-
sestimó la pretensión de nulidad de los derechos provinciales por los
cuales se dispuso dar por finalizadas las func.iones del actor como Di,
rector de Fiscalización de la Subsecretaría de Turismo -categoría 23-
reintegrándolo a su anterior situación de revista (categoría 21) y re-
chazar la reconsideración intentada. Ello es así, pues sin perjuicio de
la inadecuada fundamentación del recurso extraordinario, la cuestión
resuelta es de hecho y derecho público provincial, materia propia de
los jueces de la causa y ajena, por su naturaleza, a la instancia del
art. 14 de la ley 48 (1).

SUDAMERICANA DE INTERCAMBIO S. A.

RECUJ?,SO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales .. Introducción de la cues-
tión federal. Oportunidad.

Si la cuestión vinculada con el régimen al que la lnercadería se en.
contraba sometida constituyó un presupuesto del fallo de primera
instancia, no controvertido ante la alzada, cuyo pronunciamiento se
encontraba limitado por los términos del recurso interpuesto -que no
fueron objeto de contestación por la ahora recurrente- y que no versaban
sobre las características de la obligación impuesta como condición de
la franquicia otorgada, sino exclusivamente acerca de si la conducta
de la actora se hallaba o no incriminada por el arto 965, inc. b), del
Código Aduanero, debe rechazarse el agravio referido a que la mer-
cadería en cuestión no se encontraba sujeta a comprobación de destino.

ADUANA: Importacifm. Con menores del'echos.

Corresponde confirmar la sentencia que impuso una multa en virtud
del arto 965, inc. b), del Código Aduanero, ya que la regulación de las
importaciones que gozan de liberación o menores derechos constituye

(1)' 4 de febrero. Fallos 306:90. Causa: "Echevarrieta, Enrique Lorenzo
c/Gobierno de la Prov. de Mendoza", del 5 de junio de 1984.
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un regTmen de excepción dentro de las normas y prácticas aduaneras,
lo cual justifica los diversos recaudos impuestos para ~segurarque
los bienes importados cumplan el fin previsto al acordarse la franqui-

I

cia; y 1'1'sanción no sólo de quienes los distraen a un i uso diverso
al privilegiado, sino también de aquéllos a quienes los Ibeneficiarios
transmiten la mercadería, conociendo o debiendo conocet ambos las
restricciones que 1:'1 afectan. :

DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

Contra la sentencia de la Sala JI de la Cámara Nacio+al de Ape-
laciones en lo Contenciosoadministrativo Federal, que revbcó el pro-
nunciamiento del Tribunal Fiscal en cuanto había dejado sin efecto
la resolución condenatoria aduanera, dedujo la imputada recurso ex-
traordinario, el que fue concedido parcialmente a fs. 69.

A mi modo de ver, el remedio federal es procedent~ en la me-
dida en que se lo ha concedido, toda vez que se cuestiona¡ el alcance
asignado a disposiciones de naturaleza federal y lo resue}to ha sido
en contra de las pretensiones de 'la actora. ' ,

En cuanto al fondo del asunto, considero aplicables al sub lite
las razones expuestas por este Ministerio Público a partir del dicta-
men de fecha 4 de julio de 1983 in re K. 70 "Kerzberg S.A.C.I. y
Portofino S.A. s/apelación" del 23 de febrero de 1984 y ~tros poste-
riores.

Se dijo en dichas ocasiones, que en la descripción! del ilícito
que la Ley de Aduana contemplaba anteriormente en el,art. 172, su
párrafo 69 mencionaba como responsables tanto al tenedor de la
mercadería como a los sucesivos transmitantes por cualquier título,
sujetos, éstos, que no se encuentran referidos en el art. 966 del Có-
digo Aduanero. Así como también que tal circunstancia r~sultaba ex-
plicada en la exposición de motivos de la nueva norma, q~e señalaba
que "en cuanto a los sujetos susceptibles' de ser aicanddos por la
sanción, se introduce una variante con respecto al tenedbr en plaza
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de la mercadería beneficiada. Si se trata de una transgresión de fon-
do, aquel que detentE: en su poder la mercadería respecto de la cual
no se hubiere cumplido la obligación que condicionaba el otorga-
miento del beneficio será solidariamente responsable con el autor
del ilícito ... ".

Por ello, y los demás argumentos allí vertidos, opino que debe
revocarse el pronunciamiento que se impugna. Buenos Aires, 15 de
abril de 1985.José Osvaldo Casas.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 6 de febrero de 1986,

Vistos los autos: "Sudamericana de Intercambio S.A. sjapela-
ción".

Considerando:

1'?)Que la Sala N'?2 de la Cámara Nacional deApelaciones en lo
Contencioso Administrativo Federal, al revocar el pronunciamiento
de la instancia anterior, confirmó la multa aplicada a la firma Suda-
mericana de Intercambio S.A. en los términos del arto 965, inc. b),
del Código Aduanero.

2'?) Que con fundamento en un precedente de la misma Sala,
apoyado a su vez en jurisprudencia de esta Corte, declaró el tribunal
que la cbnducta de la apelante, como transmitente de mercaderías
importadas al amparo de una licencia arancelaria, configuraba la
infracción prevista por la norma citada. Precisó asimismo, en cuanto
al alcance de la sanción" que el Código Aduanero constituía en el
caso el régimen más benigno, toda vez que no se había planteado
'en la instancia la inconstitucionalidad de la ley 21.898, por lo cual la
actualización de las multas allí prevista no podía ser obviada si se
aplicaba la ley de aduana.

3'?) Que contra esa decisión interpuso el representante de la ac-
tora recurso extraordinario, que fue concedido sólo en cuanto lo
alegado sobre la no incriminación de su conducta implicaba cuestio-
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nar la inteligencia atribuida a normas federales, y denegado respecto
a la tacha de arbitrariedad del pronunciamiento, así como en lo ati-
nente a la inconstitucionalidad de la ley 21.898, en razón de haber
sido resuelto el punto con fundamentos procesales, ajenos por lo
tanto, en principio, al remedio intentado.

4~) Que como lo señala el dictamen del señor Procurador Fis-
cal, el recurso deducido es procedente en la medida en que se lo
ha concedido, toda vez que se controvierte la inteligencia de dis-
posiciones de naturaleza federal, y lo resuelto ha sido contrario al
derecho que en ellas sustentó la apelante (art. 14, inc. 3'?, de la ley
48). Con este alcance cqbe, por ende, examinar los agravios verti-
dos en el recurso, ya que con respecto a los que fueron objeto de
denegación a fs. 69 no se ha interpuesto la queja pertinente.

5':') Que en orden a sostener que no le alcanza la previsión del
arto 965, inc. b), del Código Aduanero, la recurrente afirma que los
precedentes en los que reposa la sentencia impugnada no son apli-
cables al sub examine en atención a que, a diferencia de lo ocurrido
en aquellos casos, la mercadería en cuestión no se encontraba su-
jeta a comprobación de destino ni había sido importada por ella
sino por la beneficiaria de la franquicia.

6'?) Que los órgumentos expuestos distan de constituir una crí-
tica hábil para enervar la decisión atacada: el primero, porque la
cuestión vinculada con el régimen al que la mercadería se encon-
traba sometida constituyó un presupuesto del fallo de primera ins-
tancia, no controvertido ante la alzada, cuyo pronunciamiento se
encontraba limitado por los términos del recurso interpuesto --que
.no fueron objeto de contestación por laahor:1 recurrente- y que
no versaban sobre las características de la obligación impuesta como
condición de la franquicia otorgada, sino exclusivamente acerca de
si la conducta de la actora se hallaba o no incriminada por la norma
legal mencionada. El segundo, porque como transmiten te de la
mercadería recibida. del beneficiario de la franquicia -carácter éste
que surge de las constancias. agregadas a la causa y ha sido, por lo
demás, expresamente reconocido por la recurrente- le alcanzan las.
conclusiones a que se arribó en los fallos invocados, que hicieron
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mérito de que la regulación de las importaciones que gozan de libe-
ración o J11enoresderechos constituye un régimen de excepción
dentro de las normas y prácticas aduaneras, lo cual" justifica los
diversos recaudos impuestos para asegurar que los bienes impor-
tados cumplan el fin previsto al acordarse la franquicia, y la san-
ción no sólo de quienes los distraen a un uso diverso al privile-
giado, sino también de aquéllos a q~ienes los beneficiarios trans-
miten la mercadería, conociendo o debiendo conocer ambos las
restriccion.es que la afet::tan (sentencias dictadas el 3 de noviembre
de 1983 y el 12 de junio de 1984 en las causas K. 70XIX y K. 78.XIX.
"Kerszberg S.A.CJ. y D., s/recurso de apelación").

Por ello, y habiendo dictaminado el señor Procurador Fiscal,
se confirma, con costas, la sentencia de fs. 47/48 en cuanto fue
materia de recurso.

JOSÉ SEVERO CABALtERO - AUGUSTO CÉSAR"

BELLUSCIO - JORGE ANTONIO BACQUÉ ..

ORQUISVALDO OTONIEL DOMINGUEZ v. FIDEL MI~O y OTROS
I

RE.CURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Tribunal superior.

Si los agravios tendie¡j.tes a demostrar la .arbitrariedad del fallo im-
pugnado, fueron obje):'o de tratamiento y rechazo por el Superior Tri-
bumil de Justicia de Corrientes, al resolver el recurso local de revisión o,
apelación extraordidaria, esta decisión constituye la sentencia defini..
tiva del tribunal sliperior de la causa y trae aparejada la improceden-
cia de la apelaciórl federal, por ausencia del requisito referente al tri ... ~
bunal del cual debe provenir la sentencia recurrida (1).

J
(

j

(') 6d, "b'r. Fallo"

I
i
\
¡
'<

\
1

300:152; 302:819; 303:962.
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MARCIANO PRIETO v. SAFfCO S. A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposición del recur-
so. Término.

Habiendo transcurrido con 'exceso el plazo del art. 257 del Código Pro-
cesal Civil y Comercial de la. Nación, corresponde declarar mal conce-
dido el recurso extraordinario, en el caso en que la recurrente ha to-
mado cop.ocimiento de las decisiones materia de recurso, con mucha
anterioridad al momento que denuncia al deducir el remedio fedcral.
Ello es así, pues la recurrente no fue notificada por ,cédula de las re-
soluciones impugnadas,- pero sí de la recaída con motivo del pedido de
aclaratoria formulado por uno de los peritos, de cuya lectura surgía
la mención expresa de las resoluciones aclaradas con indicación de sus
fojas y objeto, y una vez remitido el expediente a primera instancia,
la apelante dio cumplimiento a un trámite .Que sólo podía verificarse
una vez practicadas las regulaciones pendientes.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 6 de febrero de 1986.

Vistos los autos: "Prieto, Marciano c/SAFICO S.A. s/art. 1113
e.c.".

Considerando:

19) Que contra las resoluciones (fs. 770 y 771) de la Sala VII
de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo que fijaron los
honorarios de los peritos intervinientes en un proceso concluido
por transa.cción, la ,obligada al pago interp-lso el recurso extra-
ordinatioque fue concedido a fs. 848.

29) Que, a la luz de las constancias existentes en la causa, la
recurrente no fue notificada por cédula de las resoluciones impug-
nadas, pero sí de la recaída con motivo del ped.ido de aclaratoria
formulado por uno de los peritos, de cuya lectQ-:-asurgía la men-
ción expresa de las resoluciones aclaradas con indicación de sus
fojas y objetos (véanse cédula de fs. 810 y resohición de fs. 777).
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Por otra parte, con posterioridad a los antecedentes reseñados y
una vez remitido el expediente a primera instancia, la apelante dio
cumplimiento al objeto de la transacción, trámite que sólo podía
verificarse una vez practicadas las regulaciones pendientes, según
emerge claramente de los términos del acuerdo conciliatorio (fs.
769) .

3<;»Que, en tales condiciones, la recurrente ha tomado conoci.
miento de las decisiones materia de recurso, con mucha anteriori-
dad al momento que denuncia al deducir el remedio federal {fs.
823 vta.) , por lo que -habiendo transcurrido con exceso el plazo
previsto por el arto 257 del Código Procesal, computado desde la
realización de cualquiera de los dos actos procesales señalados en
el considerando precedente, corresponde declarar mal concedido el
recurso interpuesto.

Por ello se declara inadmisible el recurso concedido a fs. 848.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS, S. FA\'T
- JORGE ANTONIO BACQUÉ.

ROBERTO ALFREDO TELLO v. TERAMAL S. A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas y actos comunes.

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sen-
tencia de acuerdo con la cual, por las especiales modalidades del tra-
bajo del actor que especifica, al contrato que lo ligaba con su em-
pleador resultan aplicables los principios de regulación ,previstos en
el Título II de la ley 22.248 (art. 77 y siguientes), ya que constituye
una inteligencia posible de las citadas normas de derecho común en
su relación con las circunstancias fácticas acreditadas (1).

(1) 6 de febrero.
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ALBERTO SERRA v. A.D.O.S. E I.N.O.S y OTROS

JUR'ISDlCClON y COMPETENCIA: Competenciá federal. Por las pers011as.
Nación. Entidades autárquicas nacionales.

Con arreglo a lo dispuesto por los arts. 100 de la Constitució'n Nacional;
2~, inc. ó~; de la ley 48. y 111, inc. 5~, de la ley 1893, corresponde a la
justicia federal conocer en las causas en que la Nación o una entidad
nacional sea parte. Así ocurre en el caso en que se demanda id Ins-
tituto Nacional de Obras Sociales que 'actúa como autoridad de. apli-
cación sobre obras sociales y entidades. que se adhieran al sistema y
funciona como organismo descentralizado del Ministerio de Bienestar
Social-eonf. arto 12 de la ley 18.610; y arts. 21. y 22 de la ley 22.269- (1).

MARIA ELVA BARRERA DESERRANO v.
FERROCARRILES ARGENTINOS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gmvamen.

Si la calidad de pasajero que r~vestía la víctima había sido admitida
. con anterioridad al juicio por la propia demandada, ya que Ferroca-
rriles Ai!1'entinos hizo saber al juzgado C¡ue había procedido a intimar
el pago de la multa en concepto de infracción a los arts. 141 y 154' de
. la Ley de Ferrocarriles, ello basta para probar el extremo que aquélla
pretendi6 desconocer -al contestar- la demanda- poniéndose en con-
tradicción con sus propios actos (2).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 170 federales.
Sentencias arbitrarias. P1'Ocedencia del recurso. Valoración de circunstancias
de hecho y vrueba.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que no hizo Jugar a la de-
manda de indemnización' de los daños y perjuicios derivados de un ac-
cidente ferroviario. Ello es así, pues aunque pudiera mantenerse even-

(1) 6 de febrero. Fallos: 297: 159; 307-:1842.
(2) 6 de febrero. Fallos: 307: 1602 ..
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tualmente la admisión de una cierta culpabilidad de la víctima, es
menester ponderar no sólo las circunstancias verosí~liles que inciden
en menoscabo de todo derecho sino también aquéllas que, partiendo
de .10 establecido por la ley para garantizar la plena ..seguridad a los
pasajeros y de la índole de la obligación asumida por la empres'a y su
proyecc:ón en el campo del procedimiento, se evalúen la verosimilitud
del de!"echo con criterio que pondere en forma adecuada la relación
causal o eoncausaJ existente entre el daño y los hechos planteados.

RO'DO'LFOAMADIO'v. MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD.DE BUENO'S AIRES

RECURSO EXTRAO'RDINARIO': Requisitos propios. CuestiOI1eS no federales.
Interpretación de normas y actos locales en general.

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia
que desestimó la pretensión de la Municipalidad de la Ciudad de Bue-
nos Aires de recibir el monto abonado al obtener la posesión del in-
mueble cuya expropiación se dejó sin efecto, reajustado en atención a
la depreciación de la moneda desde la fecha de pago hasta la del re-
integro. Ello es así, pues los agravios no logran afectar la conclusión
del a qua s~bre una cuestión regida por el derecho común y público
local, cuya consideración es propia de los jueces de la causa y ajena a .

i la vía extraordinaria, máxime cuando -como en el caso- el pronun-
ciamiento cuenta con suficientes fundamentos de aquel carácter que
excluyen la tach~ de arbitrariedad (1).

AMADOALBERTO' YUNIS

JUBILACION y PENSION.

Es descalificable la sentencia que denegó la jubilación ordinaria, a
raíz de que los servicios con aportes acreditados no alcanzaban a los
15 años que exige el. art. 28 de la ley 18.037, ya que la declaración
del empleador -respecto de la omisión de efectuar los aportes du-

(1) 6 de febrero. "Futbolistas Argentinos Agremiados e/Municipalidad
de la Ciudad de Buenos Aires", del 24 de julio de 1984.

••••••....r
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rante un período en el que la ley le eX1g1ahacerlo- no puede ser de-
cisiva para denegar un beneficio de naturaleza alimentaria, máxime si
se considera que no surge de las constancias de la causa que al tra-
1)ajador no se le hubieran efectuado los descuentós correspondientes a
dicho período (1)

ESPINA VDA. DE TESSA v. NACIONARGENTINA
(MINISTERIO DE DEFENSA - COMANDOEN JEFE DEL EJERCITO)

RECURSO EXTRAORDINARIO: Trámite.

Si existen recursos pendientS':sen el orden local respecto del fallo apelado
-aún cuando se trate de parte distinta a la que interpuso el remedio
federal- corresponde diferir el conocimiento de la Corte por la vía del
recurso extraordinario hasta tanto se agote la jurisdicción provincial o
local. porque la eventual reforma del fallo final de la causa puede dar
lugar a sentencia susceptible de apelación ante el Tribunal y se crea así
la posibilidad de la parcialidad y de la reiterada intervención en una
misma causa. Ello es aplicable al caso en que -deducido recurso local
por la parte contraria a la apelante- toda vez que la cuestión involu-
crada en ambas causas vincula a los mismos sujetos procesales, por
idéntica causa o título -un único pacto de honorarios- y se persigue
el mismo objeto -la nulidad del convenio-, por lo que debe agotarse
la instancia ya abierta y que puede, eventualmente, dar nacimiento a la
extraordinaria federal.

FALLODE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 6 de febrero de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en
la causa Espina Vda. de Tessa en representación de su hija menor
Ramina Paula Tessa e/Estado Nacional (Ministerio de Defensa -
Comando en Jefe del Ejército) ", para decidir sobre su procedencia.

(1) 6 de febrero.
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1'1)Que, con arreglo a conocida jurisprudencia, ~üexisten re-
cursos pendientes en el orden local respecto del fallo apelado -aun
cuando se trate' de parte distinta a la que interpuso el remedio
federal- corresponde diferir el conocimiento de esta Corte por la
vía del recurso extraordinario hasta tanto se agote la jurisdicción
provincial o local, porque la eventual reforma del fallo final de la
causa puede dar lugar a sentencia susceptible de apelación ante
este Tribunal y se érea así la posibilidad de la parcialidad y de la
reiterada intervención en una misma causa (Fallos: 241:36; 247:285;
256:37, 112, entre otros).

2'1) Que. en el sub lite y aun cuando el recurso de inaplicabili-
dad de ley previsto en el artículo 288 y siguientes del Código Pro-
cesal Civil y Comercial de la Nación ha sido deducido por la parte
contraria a la aquí apelante y en otro expediente distinto del que
motiva la intervención actual de esta Corte, cabe aplicar analógi-
camente idénticos principios, toda vez que la cuestión involucrada
en ambas causas vincula a los mismos sujetos procesales, por idén-
tica causa o 'título -un único pacto, de honorarios- y se persigue
el mismo objeto -la nulidad del convenio-, por lo que debe ago-
tarse la instancia ya abierta y que puede, eventualmente, dar naci-
miento a la extraordinaria federal.

3'1) Que, en efect9, y de adoptarse una solución contraria, como
la eventual decisión a dictarse en el recurso de inaplicabilidad de
ley puede. dar lugar a la interposición del remedio autorizado po~
el artículo 14 de la ley 48, no sólo habría una doble intervención
de la Corte que debe evitarse sino que además, en el singular caso
planteado, se fraccionaría indebidamente la continencia de la causa
con el posible escándalo jurídico de pronunciamientos contradic-
torios y firmes con relación a un. mismo asunto o controversia
(arg. arto 188 del Código Procesal citado).

Por ello, difiérese la consideración de la presente queja con el
alcance emergente del último considerando.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO CARLOS S. FAYT'
- JORGE ANTONIO BACQUÉ.
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OSCARLUIS TALLARICOv. MUNICIPALIDADDE LA CIUDADDE BUENOS AIRES

ACCIO/y DE AMPARO: Actos u omisiOlles de autoridades públicas. Requisitos.
Inexistencia de otras vía~.

Lo atinente a la existencia de otras vías legales para la 'tutela de los
derechos invocados en el amparo ,no es susceptible de reverse en la ins-
tancia extraordinaria, en tanto no media arbitrariedad ni palmario des-
conocimiento de garantías o principios constitucionales, pues ese proce.
dimiento de excepción no está destinado' a reemplazar los medios nor-
malmente instituidos para la decisión de controversias jurídicas. Ello es
aplicable al caso <::nque el a qua rechazó la inconstitucionalidad de la
ordenanza municipal que prohibía los "video-games", por entender que
no es el ámbito procesal del amparo el marco idóneo para dirimir el
conflicto planteado.

RECURSO EXTRAORDI'VARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales.
Sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso.

No es arbitrario el pronunciamier.to que -al rechazar el amparo- esti-
mó aplicable al caso la ordenanza municipal 23.860,toda vez que más allá
de que su texto no contemple a los juegos electrónicos específicamente,
lo cierto es que establece una prohibición genérica, que el tribunal váli-
damente pudo entender que alcanzaba a los entretenimientos explotados
por el actor, pues tiene una gran amplitud el objeto de la disposición y
su finalidad, según los considerandos de la medida, se basa en razones
vinculadas con la protección de la minoridad, de lo que se deriva que la
tipificación estricta del mecanismo lúdico en el proceso interpretativo de
la norma no tiene una relevancia decisiva.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gravanum.

El voluntario sometimiento de los interesados a un régimen jurídico, sin
reservas expresas. determina la improcedencia de su impugnación ulte-
rior con base constitucional, mediante el recurso extraordinario. Así
ocurre en el caso en que -habiéndose acatado la primera resolución que
dispuso' la clausura de un local- el interesado interpuso un amparo con-
tra la medida que reiteró la interdicción.
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El actor, don Oscar Luis Tallarico, promovió esta acción de am-
paro contra la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, cues-
tionando la clausura de los juegos electrónicos, denominados "video
games", que se encontraban instalados en su local destinado a la
explotación de bar, comidas y entretenimientos (fútbol de mesa,
ping-pong, billar, etc.).

Sostiene, en lo sustancial, que la medida adolece de una ilega-
lidad manifiesta, por no encontrarse prohibida la actividad y care-
cer de reglamentación en el ámbito de la ciudad. Estima que se han
violado de tal modo sus derechos de trabajar y ejercer toda indus-
tria lícita, de propiedad, y a la igualdad de tratamiento. En forma
subsidiaria, para el supuesto de que se entienda que los menciona-
nadas juegos se encuentran prohibidos por la Ordenanza N'? 23.560,
plantea su inconstitucionalidad, por afectar derechos constitucio-
nalmente garantidos.

El magistrado de primera instancia rechazó la acción por haber
sido promovida con posterioridad a los quince días hábiles, conta-
dos a partir de la fecha en que el acto lesivo fue ejecutado, con lo
que no reunía uno de los requisitos de admisibilidad establecidos
por la ley (art. 2'?, inc. e, ley 16.986). Para ello, tuvo en cuenta el
sentencian te que la Comuna, mediante resolución 5971/83 de la Sub-
secretaría de Inspección General, dispuso con fundamentos idénti-
cos a los del acto atacado en este proceso la clausura de la actividad
"juegos electromecánicos (Flippers y Video Games) ", que se desarro-
llaba en el local explotado por el actor; fue notificado de la misma
mediante acta suscripta el 16 de noviembre de 1983, oportunidad en
la que no se efectivizó la medida por constatar el inspector munici-
pal "que la actividad ha cesado y las máquinas han sido retiradas
del local" (fs. 105 de los autos principales, foliatura a la que me re-
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feriré en adelante). Además, el propio accionante reconoció que ha-
bía solicitado el levantamiento de la clausura de los juegos, dispuesta
por contravenir el arto 1? de la Ordenanza 23.560, haciéndole saber
la Comuna que no era procedente su petición, toda vez que la re-
solución no había ~ido efectivizada, negativa, de la que se notificó
el 24 de noviembre de 1983' (fs. 142/143), pese a lo cual recién de-
dujo la acción el 16 de julio de 1984. En las actuaciones adminis-
trativas acompañadas como prueba no hay constancias, según el
juez, de nuevas gestiones del demandante que prueben una nueva
solicitud de habilitación o la reiteración del levantamiento de la
clausura, lo que hace suponer que el actor aparentemente reinstaló
nuevamente las máquinas electrónicas, sin requerir la autorización
municipal. Esta actitud habría determinado la resolución 584 del
30 de mayo de 1984, que es el acto del que se requiere amparo en
estos autos, por la que se reiteró la interdicción de los juegos
(art. 2?), en base al mismo fundamento normativo que en la ante-
rior oportunidad (fs. 1), luego de haberse comprobado el 13 de
abril de 1984 "la existencia de dos Video Games desconectados"
(acta de fs. 123).

Por otra parte, sostuvo el juez de grado que el demandante'
había incumplido con otro de los requisitos de admisibilidad de la
acción de amparo, al no haber agotado la instancia administrativa
antes de ocurrir a la vía judicial.

II

Apelado el fallo, la Sala "D" de la Cámara Nacional de Apela-
ciones en lo Civil lo confirmó. Receptó el fundamento de la instan-
cia anterior y sostuvo la extemporaneidad del planteamiento del
amparo, agregando que el consentimiento del primer acto adminis-
trativo por el actor quita entidad a la arbitrariedad que éste le
endilga al segundo, basado en la misma norma, lo que obsta a la
procedencia de la acción. Agregó que a juicio del tribunal, la apli-
cación al caso de la Ordenanza 23.560 no resultó arbitraria, aun
cuando no contemplara específicamente la actividad interdicta, pues
constituye una norma que por vía analógica rige la situación en
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conflicto. Por otra parte, señaló que el actor, al haber requerido la
habilitación administrativa, admitió la necesidad de la autorización
comunal para explotar los juegos, sin que haya constancias de ha-
berla obtenido, pese a lo cual actuó en su ausencia; sin activar el
dictado de una reglamentación específica que contemplara este tipo
de esparcimiento.

En cuanto al menoscabo del "derecho constitucional al pro-
greso", el a qua sostuvo que la materia requiere un adecuado de-
bate y amplitud de prueba que excede el estrecho margen del am-
paro, por lo que no atendió tal agravio. Finalmente, rechazó el plan-
teo de inconstitucionalidad de la Ordenanza 23.560, por no ser tema
de este tipo de acción y resultar contradictoria la posición del actor,
quien por una parte afirma que dicha norma no se aplica a la ac-
tividad que explota y, por la otra: persigue su cuestionamiento, con
base en la Constitución.

III

Contra ese pronunciamiento dedujo el actor recurso extraordi-
na~io a fs. 220/236, indicando que en el caso se había planteado una
cuestión federal al haberse impugnado la validez de una ordenanza
municipal, por ser repugnante a la Constitución Nacional, y la de-
cisión atacada resultó en favor. de la norma local; y por haber sido
debatida la inteligencia de cláusulas de la Ley Fundamental.

Por otra parte, tacha de arbitraria la sentencia al no haber de-
cidido cuestiones fundamentales, como la falta de reglamentación del
funcionamiento de los equipos de juego, o la alegada ilegitimidad
de la Ordenanza que se aplicaría a la actividad, o la inconstitucio-
nalidad del arto 2?, inc. d), de la ley de amparo; agregando que el
tribunal se arrogó el papel de legislador al admitir una reglamen-
tación policial, aplicada por vía analógica. Además, entiende que se
prescindió de prueba decisiva para la solución del pleito, al no ad-
vertir que carecía de posibilidad de impugnar la resolución 5971/83,
porque no había sido efectivizada, lo que se habría demostrado con
la negativa municipal a levantar la primitiva clausura; y que con-
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tradice constancias de autos porque el derecho a la igualdad de
tratamiento lo fundó en el permiso que se otorga para otros juegos
de esparcimiento en el ámbito de la ciudad y en la existencia de
iguales juegos a los prohibidos al actor, que funcionan incluso en
lugares pertenecientes al dominio privado del Municipio. Agrega
que, en su criterio, el fallo se sustenta en cuestiones dogmáticas,
incurre en excesos rituales y es autocontradictorio.

En el"escrito de queja, presentado con motivo de la denegato-
ria del remedio federal (fs. 245), reitera los argumentos ya reseña-
dos e introduce la gravedad institucional que revestiría el caso, en
atención a los argumentos con que el Municipio abona la sanción de
la Ordenanza de marras.

IV

Adelanto mi opinión en el sentido de que los agravios de la que-
josa no pueden ser atendidos, toda vez que no existe en el pleito una
cuestión federal suficiente que habilite esta instancia extraordinaria.

En lo relativo a la inconstitucionalidad de la norma local, el tri-
bunal a qua ha venido a sostener en lo sustandal que no es el
ámbito procesal del amparo el marco idóneo para dirimir el con-
flicto planteado y la mera discrepancia del recurrente contra tal de-
cisión, a mi juicio, no basta para tener por fundada la apelación
extraordinaria.

En tal sentido, recuerdo que lo atinente a la existencia de otras
vías legales para la tutela de los derechos invocados en el amparo
no es susceptible de reverse en la instancia extraordinaria, en tanto
no media arbitrariedad ni palmario desconocimiento de garantías o
principios constitucionales, pues ese procedimiento de excepción no
está destinado a reemplazar los medios normalmente instituidos para
la decisión de controversias jurídicas (Fallos: 301:489, entre otros).

En tales condiciones, este aspecto del recurso no satisface la exi-
gencia prevista por el arto 14 de la ley 48, en cuanto a que la deci-
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sión apelada debe resultar la sentencia defintiva que resuelve la
cuestión.

Los restantes agravios, enderezados a sostener la tacha de arbi-
trariedad del pronunciamiento, remiten al examen de cuestiones de
hecho y de derecho público local, materia propia de los jueces de
la causa y ajenas como regla y por su naturaleza, el remedio fede-
ral (Fallos: 300:1019; 301:489; 302:1018; causas: "Filloy, Roberto Héc-
tor y otros s/acción de amparo" y "Gómez, Omar Ismael y otro s/ac-
ción de amparo"; del 21 y 26 de febrero de 1985); máxime cuando
la decisión, en mi parecer, se basa en argumentos suficientes que,
más allá de su acierto o error, eliminan el mote de irrazonabilidad
que se le pretende endilgar.

En efecto, no me parece arbitraria la conclusión del a quo que
estimó aplicable al caso las disposiciones de la Ordenanza 23.560,
toda vez que más allá de que su texto no contemple a los juegos
electrónicos específicamente lo cierto es que establece una prohibi-
ción genérica, que el tribunal válidamente pudo entender que alcan-
zaba a los entretenimientos explotados por el actor, pues tiene una
gran amplitud el objeto de la disposición y su finalidad, según los
considerandos de la medida, se basa en razones vinculadas con la
protección de la minoridad, de lo que se deriva que la tipificación
estricta del mecanismo lúdico en el proceso interpretativo de la
norma no tiene una relevancia decisiva.

Por otra parte, destaco que la primera resolución que dispuso
la clausura de los juegos y que se fundamentó en la ordenanza men-
cionada fue acatada por el demandante, según surge del acta
de fs. 166, donde consta que éste atestiguó haber cesado en la acti-
vidad y retirado las máquinas del local; por lo que entiendo que
los planteos formulados por el recurrente resultan extemporáneos,
ya que según jurisprudencia de esta Corte, el voluntario someti-
miento de los interesados a un régimen jurídico, sin reservas expre-
sas, determina la improcedencia de su impugnación ulterior, con
base constitucional, mediante el recurso extraordinarios: (Fallos:
249:559; 270:26; 271:183; 273:187; 293:438; 299:373; 300:51). De allí

\
que no puedan ser acogidas sus protestas en torno a la caducidad
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de la acción de amparo, por no haber impugnado la medida dentro
del plazo legal, o la ausencia de una reglamentación específica para
los juegos de marras, habida cuenta, en este último aspecto, que el
actor voluntariamente solicitó autorización a la administración mu-
nicipal, con lo que vino a reconocer que el ejercicio de la actividad
requería la decisión previa de la. autoridad de policía local.

Finalmente, estimo en contrario de lo que esgrime el recurrente,
que no careció de aptitud para impugnar a través de los remedios
administrativos y judiciales la resolución 5971/83, puesto que el he-
cho ~e que no se efectivizara la clausura no enervó la ejecutoriedad
del acto ni se debió a una suspensión de sus efectos dispuesta por
la autoridad municipal, sino que lisa y llanamente no ,se concretó
por carecer en ese momento de objeto posible, ya que las máquinas,
como sostuve, no se encontraban en el local de comercio del actor.

En lo que hace a la gravedad institucional del caso, entiendo
que el argumento no puede ser considerado por su extemporanei-
dad, desde que fue introducido recién en oportunidad de plantearse
el recurso del arto 285 del CÓdigo Procesal.

Opino, en consecuencia, que cori"esponde desestimar la presente
queja. Buenos Aires, 29 de noviembre de 1985. Juan Octavio Gauna.

rALLO DE LA CORTE SUPREMA

,
. Buenos Aires, 6 de febrero de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de .hecho deducido por la actora en
la causa Tallarico, Osear Luis e/Municipalidad de la Ciudad de Bue-
nos Aires", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

Qué contra el pronunciamiento de la Sala D de la Cámara Na-
cional de Apelaciones en lo Civil, que confirmó la sentencia de pri-
mera instancia que había rechazado la demanda de amparo, el actor
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dedujo el recurso extraordinario cuya denegación origina la presente
q~eja.

Que los agravios del apelante han sido objeto de apreciación
adecuada en el .dictamen del señor Procurador General, a cuyos fun-
damentos esta Corte se reinite por razones de breve9-ad, máxime
cuando la solución propuesta concuerda con la doctrina del Tribu-
nal expuesta en Fallos: 259: 191 y las razones 9-ue sustentan la pro-
hibición son idénticas en ambos casos.

Por ello, se rechaza la queja y se da por perdido el depósito .

. AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- JORGE ANTONIO BACQUÉ.

FELIPE A. RAMONDELLI S.R.L.

ADUANA: Pel1alidades ..

La actualización de las penas en el régimen de la ley 21.369 sólo procedía,
como regla, en los. supuestos de mora y desde que tal situación se con-
figuraba, es decir en el instante en que vencían los plazos que las l;or-
mas respectivas acordaban para pagarlas cuando no se deducía remedi'l"
alguno tendiente a impugnar la resolución condenatoria, o cuando fenecía
el que conferían para ingre~arla, tras el pronunciamiento definitivo que
,confirmaba dicho acto o desestimaba un recurso que había suspen~ido
sus efectos. Tal doctrina es aplicable al caso eIl que el organismo adua-
nero no formuló exigencia alguna de pago de gravámenes y, toda vez
que no se concretó la exportación de la mercadería, .el porcentaje de
reembo.lso que alcanzaba a aquella no fue percibido por la firma san-
cionada. (1)

(J) 11 de febrero. Fallos: 304:1927; 305:296; 306:1965.
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OSCAR JUAN PLAZA Y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Se¡7Iencia defi/7itiva. Con-
cepto y generalidades.

La cosa juzgada tiene jerarquía constitucional y procede el recurso extra-
ordinario cuando se sostiene que el fallo apel~do ha desconoCido sus
efectos. A' ello no obsta la circunstancia de que la resolución apelada
-que declara la nulidad del sobreseimiento y somete nuevamente a juicio
al recurrente- no constituya estrictamente la sentencia definitiva de la
causa desde que no se pronuncia de modo final sobre el hecho que se le
imputa, toda vez que cabe equipararla a ésta. por sus efectos, los cuales
frustran el derecho federal invocado, ocasionando perjuicios de imposible
o tardía reparación ulterior.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho de propi~dad.

El derecho constitucional que se refiere a la prohibición de la doble per-
secución penal sólo es susceptible de tutela inmediata porque la garantía
no veda únicamente la aplicación de una nueva sanción por un hecho
anteriormente penado, sino también la exposición al riesgo de que ello
ocurra mediante un nuevo sometimiento a juicio de quien ya lo ha sufrido
por el mismo hecho, porque el solo desarrollo del proceso desvirtuaría
el derecho invocado, dado que el gravamen que es materia de agravio no
se disiparía ni aún con el dictado de una ulterior sentencia absolutoria.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho de propiedad.

Si el apelante fue desvinculado del proceso mediante el sobreseimiento
definitivo que quedó firme por no haber sido apelado por ninguna de las
partes en el juicio, de manera que la Cámara no se encontraba habilitada
para anularlo por la presunta incompetencia territorial del juez federal,
debió respetar el derecho que de la sentencia se. derivó para el proce.
sado. El' a qua sólo fue llamado a conocer a raíz de la apelación de la
querelh contra un sobreseimiento definitivo. posterior que benefició
a otros coprocesados, y esa impugnación fijó el límite respecto de los he-
chos y personas por los que podía pronunciarse, pues los tribunales de
apelación no pueden exceder la jurisdicción que le acuerdan los recursos
deducidos ante ellos.

COSA lUZGAD¡'.

La cosa juzgada judicial tiene jerarquía constitucional y no es suscep.
. tib1'ede alteración ni aun por vía de la invocación de leyes de orden pú-'
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blico. Admitir la revisión de sentencias finales firmes con -fundamento
en el orden público de las competencias equivaldría a la abrogación de
esa garantía en materia penal.

COSA JUZGADA.

La autoridad de la cosa juzgada constituye uno de los princIpIOs esen.
ciales en que se funda la seguridad jurídica y debe respetarse salvo los
. casos en que no haya existido un auténtico y verdadero proceso judicial,
puesto que aquélla supone la existencia de un juicio regular donde se -ha
garantizado el contradictorio y fallado libremente por los jueces.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

Se interpuso recurso extraordinario contra la decisión de la Cá-
mara Federal de Apelaciones de Comodoro Rivadavia, que resuelve
declarar la incompetencia del Juzgado Federal de Río Gallegos
para seguir conociendo en los autos y la nulidad del sobreseimiento
dictado.

Sostiene el -apelante que la Cámara ha incurrido -en exceso de
jurisdicción, pues resolvió a su respecto sin que existiera un recurso
válido deducido por parte legítima en el proceso, tratándose por
tanto de un tribunal incompetente.

Afirma que al fallar tal como lo hizo, la Cámara incurrió en re-
tormatio in peius, descónoció la existencia de cosa juzgada y el
principio del non -bis in idem.

Indica que prescinde de textos legales expresos aplicables ai
caso, los artículos 7'? y 436'? del Código de Procedimientos en
Materia Penal, y además resuelve respecto del interesado sin oírlo
previamente.

A mi modo de ver, si bien la resolución apelada no es sentencia
definitiva, es de aquellas cuyos efectos pueden equiparásele, dado
que son susceptibles de causar un agravio de imposible o tar-
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día reparaclOn ulterior (Fallos: 271:406; 272:188;.276:257; 280:228;
290:202; entre otros), en tanto somete al imputado a un doble riesgo
procesal.

Considero, asimismo, procedente la queja en tanto se funda en
la extralimitaCión en la que incurrió el Tribunal al resolver una
cuestión que además de hallarse definitivamente fallada y pasada
en autoridad de cosa juzgada, se encontraba fuera de los límites de
su competencia dada la inexistencia de recurso que hubiera habili-
tado su potestad jurisdiccional. Tal pronunciamiento, sustentado
únicamente en una cuestión de competencia territorial, vulnera en
forma directa las garantías consagradas en el artículo 18 de la Cons-
titución Nacional.

Resultan! a mi juicio, aplicables al caso los Griterios enuncia-
dos por esta Corte respecto a que la decisión que excede los límites
impuestos por la ley a la facúltad de juzgar, importa sustraer el
caso a los jueces naturales y violenta la garantía del arto 18 de la
Constitución Nacional (Fallos: 281:383). Como así también cuando
sostuvo que el principia según el cual la falta de recurso acusatorio
impide agravar las penas, reconoce fundamento constitucional (Fa-
llos: 234: i70; 284: 459 y otros).

Por ello, opino que 'corresponde hacer lugar a la queja dedu-
cida y sin otra sustanciación revocar la resolución apelada en cuanto
fue materia de recurso extraordinario. Buenos Airés, 15 de marzo
de 1985. Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 11 de febrero de 1986.

Vistos los autos: "Plaza; Oscar Juan; Papponetti, Miguel Angel;
. Pirillo, Josés/infracción arto 864, incs. b) y d), ,ley 22.415".
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19) Que se interpuso recurso extraordinario contra la resolución
de la Cámara Federal de Apelaciones de Comodoro Rivadavia, Pro-
vincia del Chubut, que. declaró la nulidad del sobreseimiento defi-
nitivo dictado en favor de José Pirillo -a quien se imputó el delito
de contrabando- con' fundamento en que esa decisión había ema-
nado de juez incompetente. La apelante sostiene que se ha desco-
nocido la existencia de cosa juzgada y violado, en consecuencia, la
garantía del non bis in idem y de la defensa en juicio, porque el a
quo excedió los límites de su jurisdicción apelada -que sólo lo ha-
bilitaba para resolver la apelación interpuesta por la querella con-
tra un sobreseimiento posterior qúe beneficiaba a otros coprocesa-
dos- y anuló una decisión definitiva que había quedado firme mu-
cho tiempo antes, por no haber sido impugnada por ninguna de las
partes (confr. fs. 623/636).

29) Que es doctrina de esta Corte que la cosa juzgada tiene je-
rarquía constitucional y procede el recurso extraordinario cuando
se sostiene que el fallo apelado ha desconocido sus efectos (Fallos:
187:29; 243:465'; 253:253; 259:289 y 273:312, entre muchos). No es
óbice a ello la circunstancia de que la resolución apelada -que de-
clara la nulidad del sobreseimiento y somete nuevamente a juicio al
recurrente- no constituya estrictamente la sentencia definitiva de
la causa desde que no se pronuncia de modo final sobre el hecho
que se le imputa, toda vez que cabe equiparada a ésta por sus efec-
tos, los cuales frustran el derecho federal invocado, ocasionando
perjuicios de imposible o tardía reparación ulterior (Fallos: 182: 293;
185: 188; 188:286; 256: 491; 257: 132; 271: 406; 273: 312; 276: 257; 280: 228
y sus citas, entre muchos).

39) Que ello es así porque el reclamo del apelante por el res-
peto de la cosa juzgada se dirige a lograr la plena efectividad de
la prohibición de la doble persecución penal, cuyo rango constitu-
cional ha sido recon()cido por esta Corte (Fallos: 248: 232; 258: 220;
272:180 y 292:202, y causa P. 304.XVI, "Pizzutti, Angel s/contraban-
do", resuelta el 23 de octubre de 1972), Y ese derecho federal sólo
es susceptible de tutela inmediata porque la garantía no veda única-
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mente la aplicación de una nueva sanción por un hecho anterior-
mente penado, sino también la exposición al riesgo de que ello ocu-
rra mediante un nuevo sometimiento a juicio de quien ya lo ha
sufrido por el. mismo hecho (Fallos: 299:2?1) porque el solo desa-
rrollo del proceso desvirtuaría el derecho invocado, dado que el
gravamen que es mateJ;"ia de agravio no se disiparía ni aun con el
dictado de una ulterior sentencia absolutoria (Fallos: 300:1273).

4':') Que, en cuanto al fondo del asunto, asiste razón al apelante,
porque aquél fue desvinculado del proceso mediante el sobresei-
miento definitivo de fs. 259, que quedó firme por no haber sido
apelado por ninguna de las partes en el juicio (conf. fs. 259 vta.) ,
de manera que la Cámara no se encontraba habilitada para anu-
larlo por la presunta incompetencia territorial del juez federal, y
debió respetar el derecho que de la sentencia se derivó para el pro-
cesado.

EI\ efecto, el a qua sólo fue llamado a conocer a raíz d~ la
apelación de la querella contra un sobreseimiento definitivo pos-
terior que benefició a otros coprocesados, y esa impugnación fijó

. el lÍmite respecto de los hechos y personas por los que podía pro-
nunciarse, pues los tribunales de apelación no pueden exceder la
jurisdicción que le acuerdan los recursos deducidos ante ellos (conf.
mutatis mutandi, Fallos: 248:577). Por lo demás, tampoco pudo el
a qua ignorar la regularidad del trámite 'que precedió al dictado
del sobreseimiento definitivo, ni el hecho de que la competencia del
juez no había sido hasta entonces discutida; y la cita del arto 19 del
Código de Procedimientos en Materia Penal, según el cual la com-
petencia en esa materia es improrrogable, no justifica la solución
porque la cosa juzgada judicial tiene jerarquía constitucional y no
es susceptible de alteración ni aun por vía de la invocación de leyes
de orden público (Fallos: 247:109; 253:253 y 259:289). Admitir la
revisión de sentencias finales firmes con fundamento en el orden
público de las competencias equivaldría a la abrogación de esa ga-
rantía en materia penal.
\\,
I

5':') Que cabe finalmente recordar que la autoridad de la cosa
juzgada constituye uno de los principios esenciales en que se funda
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la seguridad jurídica y debe respetarse salvo los cásos en que no
haya existido un auténtico y verdadero proceso judicial, puesto que
aquélla supone la existencia de ~n juicio regular donde se ha garan-
tizado el contradictorio y fallado libremente por los jueces (Fallos:
238:18; 254:320; 278:85 y 279:54), como ha ocurrido en la especie.

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por el señor Pro-
curador General, se revoca la resolución de fs. 597/598 en cuanto
ha sido materia de recurso, y se declara subsistente el sobresei-
miento definitivo de fs. 259/259 vta. (art. 16, segunda parte, de la
ley 48).

JOSÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CESAR BELLUSCIO

- CARLOS S. FAYT - JORGE ANTONIO BACQUÉ.

ALDO CINTI v. ELDO RUBEN LARRERE y OTRO

DEPRECIACION MONETARIA: Honorarios.

Si bien el arto 54 de la ley 8904de la Provincia de Buenos Aires supedita
la procedencia de !a actualización monetaria de los honorarios regulados
a la existencia de mora por parte del obligado al pago, de ello no debe
seguirse que el cómputo de la actualización comience a partir de la época
de la mora, sino que una vez que el condenado en costas ha incurrido
en mora, nace para el acreedor el derecho de percibir los honorarios
regulados actualizados en función de la desvalorización de la moneda
desde el momento de la regulación. Este criterio no reviste desmedro
patrimonial alguno para el deudor, sino que reafirma' el derecho de pro-
piedad, pues la 'actualizaCión del monto nominal no hace la deuda más
onerosa en su origp.n, sino que sólo mantiene su valor económico real
frente al paulatino envilecimiento de la moneda (1).

(1) 11 de febrero
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MANUEL TREPAT v. CRISTOBAL GVOZDENOVICH y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios.' Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del r"ecurso. Exceso ritual manifiesto.

Aunque las decisiones que declaran la 'improcedencia de recursos dedu-
cidos ante los tribunales locales n,o son, en principio, susceptibles del
recurso extraordinario, tal criterio no resulta aplicable cuando' lo resuelto
revela un exceso de rigor formal que redunda en menoscabo del derecho
de defensa en juicio. Así ocurre en el caso en que la impugnación pro-
puesta por la recurrente .respecto de un pronunciamiento que -al decla.
rar desierto el recurso deducido respecto de la resolución que había apro-
bado la liquidación practi.caéla por el ejecutante- se limitaba á una
lacónica remisión a otro que no había hecho una referencia concreta al
capital adeudado con ese alcance, constituía argumentación suficiente
para motivar un pronunciamiento de la alzada,. sobre todo cuando la
solución aceptada, 'amén de no surgir de la decision anterior y de causar
un gravamen irrel?arable transgredía lo dispuesto expresamente por el
arto 623 del Código Civil (1).

VI PLAN S.A. v. BANCO CENTRAL' DE LA REPUBLICA ARGENTINA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos' propios. Sentencia definitiva. Con-
cepto y generalidades.

Las resoluciones que se refieren a medidas precautorias, ya sea que las
ordenen, modifiquen o extingan, no autorizan como principio el otorga-
miento del recurso extraordinario; tal doctrina cede en los supuestos
en que aquéllas causen 'un agravio que, por su magnitud y circunstancias
de hecho, pueda ser. de tardía, insuficiente o imposible reparación ulte.
rior:, ya que ello acuerda al fallo el carácter definitivo a los 'efectos' del
arto 14'cle la ley 48. Así ocurre en el caso en que -con anterioridad al
acto administrativo por el que se le revocó .la autorización para funcio-
nar y se dispuso su liquidación- una entidad financiera solicitó al Banco
. Central autorización para proceder a su liquidación, razón por la cual el

(1) 11 de febrero. Fallos: 299:268;301:1149.
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rechazo de la medida de no innovar solicitada le causaría un gravamen de
insuficiente o tardía reparación ulterior.

ENTIDADES FIl'fANCIEP.AS.

El efecto' solamente devolutivo con el que se otorga el recurso que esta-
blece el arto 32 de la .ley 22.529contra resoluciones del Banco Central de
la República Argentina ha sido instituido con el ,fin de evitar que por la
vía de su interposición se frustre la adopción de lás providencias que, a
juicio de la. erttid<ld facultada para ej'ercer el control de la actividad
financiera, fueren necesarias para preservar el objetivo expresamente
contemplado por la ley de la materia, consistente en la creación y man-
tenimiento de un mercado financiero competitivo y solvente, en el que
se tutelen los intereses de los inversores en la medida que el cumpli-
miento de dicho fin lo requiera. '

ENTIDADES FINANCIERAS.

Los efectos derivados de admitir la suspensión del acto administrativo
cuya revisión se iutentapor la vía del recurso directo ante el tribunal
a qua r10traducen alteración alguna de la finalidad tenida en cuenta por
el legislador al instituir el art. 32 de la ley 22.529,pues aquélla se encuen-
tra cumplida si la propia entidad solicitó su liquidación, lo cual ha im-
portado excluirse voluntar.iamehíe del .mercado financiero.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL"

Suprema Corte:

1

Luego de que la entidad recurrente demandó ppr la vía ordina-
ria el reconocimiento de su potestad de autoliquidarse de acuerdo
a la inteligencia que propugna del arto 43 de la ley 21.526, el Banco
Central de la República Argentina .dispuso revocar la autorización
que en su oportunidad le había concedido para operar como socie-
dad de ahorro y préstamo para la vivienda, a la par que ordenó su
liqj..lidación y solicitó, al tribunal competente le declare su quiebra.

Ante el dictado de esta resolución (20/85) interpuso la intere-
sada el presente recurso directo que regla la ley 22.529' (art. 32), en
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el marco del cual requiere al tribunal a qua 'diversas medidas pre-
cautorias, entre las que consta la suspensión del mentado pedido de
quiebra y la suspensión de los efectos del acto en recurso, previo
planteo de inconstitucionalidad en punto al solo efecto devolutivo
con que se lo concede.

Como el a' qua rechazó el planteo de inconstitucionalidad refe-
rido y se negó, por ende, a suspender los efectos del acto, así como
a la paralización del trámite de la quiebra, la sociedad recurrente
interpuso el remedio federal del arto 14 de la ley 48, que al ser de-
negado dio lugar a esta queja.

II

En el escrito de interposición del recurso extraordinario en sus-
tancial síntesis, la apelante expresa .los siguientes agravios: a) que
nunca pudo válidamente interpretarse que su pedido de suspensión
del trámite del recurso -acogido por el a qua- fuese independiente
de la paralela solicitud de la suspensión de los efectos del acto; b)
lo resuelto por el juzgador viene a conspirar contra una revisión ju-
dicial con real virtuaiidad; c) las argumentaciones vertidas por el
Procurador Fiscal de Cámara y hechas suyas por el tribunal en torno
al planteo. de inconstitucionalidad de los" arts. 46 de la ley 21.526
y 32 de la 22.529 no se hacen cargo de las destacadas parficularida-
des del caso, que debían conducir de modo necesario a un control
de constitucionalidad por interpretacjón en los términos de la doc-
trina de Fallos: 267:215; d) el principio en redor del voluntario so-
metimiento a un régimen jurídico como óbice a posteriores agra-
vios federales tiene excluyente cabida en el marco de los derechos
renunciables, como los de índole patrimonial, pero no es extensible
a los no renunciables, como el de defensa en juicio; e) en lo rela-
tivo al rechazo del pedido de suspensión de la desposesión se omite
pesar el decisivo hecho de que "todavía falta saber si había derecho
para disponer la liquidación ... "; f) el amplio régimen legal en lo
pertinente a la revalorización de los bienes polie de manifiesto el
gravamen que permite equiparar' a sentencia definitiva la decisión
que se resiste.
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.III

93

Desde que el problema aquí planteado remite al análisis de la
:supuesta arbitrariedad en que habría incurrido el a qua al decidir
el rechazo de ciertas medidas precautorias, el primer aspecto que
es menester abordar es el referente a la definitividad de dicha deci-
sión, porque de no cumplirse en el sub lite con este requisito los
.agravios sobre la pretendida violación de garantías constitucionales
no resultarían en esta instancia atendibles.

Estimo que le asiste razón a la' quejosa cuando sostiene que la
no suspensión de los efectos del acto administrativo por el que se
.dispuso liquidarla extrajudicialmente, a lo cual no accedió el a qua
no obstante haber dispuesto la suspensión del trámite del recurso,
viene a irrogarle un daño que, sin dicha suspensión, puede de modo
verosímil resultarle a la postre irreparable.

Así lo pienso, mas no con primordial referencia a la viabilidad
.del reclamo substancial de la actora, consistente en cuestionar el
trámite recursivo en sí mismo respecto del solo efecto devolutivo
.con que se lo concede, cuya incoñstitucionalidad rechazó el a qua,
sino por la incidencia autónoma que tal decisión produce en la de-
manda por autoliquidación pendiente.

Resulta, a mi criterio, diáfana la necesidad de la requerida sus-
pensión para asegurar la eventual eficacia de dicha demanda -sin
.que este aserto, es obvio, implique abrir juiciO alguno soqre su per-
tinencia- desde que sin la suspensión de la liquidación dispuesta
por el Banco Central, en la medida para nada incierta de que ésta
.se realice antes. de que la justicia se expida sobre la reclamada po-
testad de autoliquidarse, necesariamente tornaríase de abstracto este
último reclamo.

De allí que pueda decirse que el peso del problema en debate
- reposa' antes que en el sub lite en la demanda ordinaria referida,
donde primero había sido ordenada por el juez de primer grado la
: suspensión de los efectos del acto administrativo de mentas y luego
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el mismo tribunal de apelación' aquí actuante la dejó sin efect<:>,in-
dicándole a la interesada que en el ámbito de esta vía podía obtener
la salvaguarda de sus pretendidos derechos'.

Frente al hecho de que la sentencia apelada, en respuesta al
nuevo reclamo ejercido por la quejosa de acuerdo con esa remisión,
cerró la posibilidad de tal salvaguarda al negar, ,en punto al recurso
en ,sí, la declaración de inconstitucionalidad esgrimida corresponde
concluir que de tal suert~ ha venido a hacer renacer, a mi juicio, la
procedencia de un nuevo ejercicio de aquel pedido de no innovar ra-
zonablemente solicitado en la ,acción' ordinaria, sin que resulte indeJ

fectible que deba precisarse el grado de acierto o error o contradic-
ción aparente que pudiera dimanar de las decisiones del a q'uo.

Porque la Cámara 'ha realizado, en definitiva, cuanto menos un
inaceptable ritualismo circular que se traduce en la indefensión de
la parte al no ceder ante el pedido de no innovar en el juicio ordi-
nario por remitir, como quedó dicho, al ámbito procesal del recurso
directo, donde, empero, a su turno; a pesar de reconocer de modo
exp¡;-esola decisiva influencia de un proceso sobre el otro, se limitó
a suspender sólo el trámite del recurso mas no los efectos del acto.

En tales condiciones, estimo que la entidad financiera legítima-
mente ha quedado capacitada para replantear en aquel juicio su so-
licitud de que no se innove, sin que asimismo se torne imprescindi-
ble, po~ ende, estableoer en la especie la suerte que debe correr su
particular reclamo de inconstitucionalidad en pilnto a los efectos de'
la concesión del recurso.' Buenos, Aires, 26 de noviembre de 1985.
Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

l?ue!10s Aire's, 11 de febrero de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Viplan S.A. en
.la causa Viplan S.A. c/resoluclón 24/85 B.e.R.A. (art. 32 ley 22.529) ",
para decidir sobre su procedencia.
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1?) Que la Sala N? 4 de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo
Contencioso Administrativo Federal, con relación a la medida de no
innovar solicitada por Viplan S.A. en oportunidad de interponer el
recurso que prevé el arto 32 de la ley 22.529, resolvió: a) rechazar el
planteo de inconstitucionalidad de los arts. 46 de la ley 21.526 y 32
de la ley 22.529 en la medida en que otorgan al solo efecto devolutivo
el recurso judicial; b) decretar la prohibición de innovar al Banco
Central de la República Argentina, en lo atinente al cobro de los car-
gos liquidados en la resolución recurrida; c) rechazar la solicitud de
suspensión del pedido de quiebra por parte del citado organismo;
d) no acoger el pedido de que se suspenda la desposesión de que
fue objeto, y declarar que es competencia de la entidad bancaria ofi-
cial implementar las medidas tendientes al pago de los depósitos,y
e) admitir la solicitud de suspensión del trámite del recurso directo
hasta que recaiga resolución en el juicio ordinario deducido por la
recurrente contra el Banco Central.

2?) Que contra dicha decisión, la entidad financiera interpuso
recurso extraordinario, que fue denegado por el a qua en razón de
considerar que lo resuelto 'no revestía el carácter de sentencia defi-
nitiva, y ello dio lugar a la queja en examen.

3?) Que si bien de acuerdo con reiterados precedentes de esta
Corte, las resoluciones que sé refieren a medidas precautorias, ya
sea que las ordenen, modifiquen o extingan, no autorizan como prin-
cipio el otorgamiento del recurso extraordinario, tal doctrina cede
en los supuestos en que aquéllas causen un agravio que, por su mag-
nitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o
imposible reparación ulterior (Fallos: 271:319; 273:339; 274:127;
276:89; 295:646), ya que ello acuerda al fallo el carácter de defini-
tivo a los efectos del arto 14 de la. ley 48.

4?) Que entre las. circunstancias del caso se destaca que Vi-
plan S.A. entabló una demanda ordinaria contra el Banco Central
de la República Argentina con la finalidad de que se la autorizara a
proceder a su propia liquidación en los términos del art. 44 de la
ley de entidades financieras. Dicha demanda fue planteada en fecha



96 FALLOS "DE LA CORTE SUPREMA

anterior a la del acto administrativo mediante el cual se le revocó la
autorización para funcionar como entidad financiera privada y se
dispuso su liquidación.

59) Que las consecuencias que pueden razonablemente derivar
del rechazo de las medidas solicitadas por la recurrente, tales como
que el Banco Central proceda a liquidar los bienes de la entidad y a
peticionar su quiebra, son susceptibles de irrogarle un gravamen de
insuficiente o tardía reparación ulterior, pues de acogerse la de-
manda ordinaria y ante la suspensión del trámite del recurso directo
hasta que en aquélla recaiga resolución, la sentencia que en dicha
causa se dictare sería abstracta.

69) Que el efecto solamente devolutivo con el que se otorga el
recurso que establece el arto 32 de la ley 22.529 contra resoluciones
del Banco Central de la República Argentina ha sido instituido con
el fin de evitar que por la vía de su interposición se frustre la adop-
ción de las providencias que, a juicio de la entidad facultada para
ejercer el control de la actividad financiera, fueren necesarias para
preservar el objetivo expresamente contemplado por la ley de la ma~
teria, consistente en la creación y mantenimiento de un mercado fi-
nanciero competitivo y solvente, en el que se tutelen los intereses de
los inversores en la medida que el cumplimiento de dicho fin lo
requiera.

79) Que en tales condiciones, cabe concluir que las preVISIOnes
del citado arto 32 no están destinadas a regular una situación como
la que se plantea en el sub examine, ni los efectos derivados de ad-
mitir la suspensión del acto administrativo cuya revisión se intenta
por la vía del recurso directo ante el tribunal a quo, traducen alte-
ración' alguna de la finalidad tenida en cue~1ta por el legislador al
instituir' el mencionado precepto, pues .aquélla se encuentra cum-
plida en la especie, toda vez que la propia entidad solicitó su liqui-
dación, lo cual ha importado excluirse v~untariamente del mercado
financiero.

89) Que en consecuencia,- el "rechazo de la pretensión de la ac-
tora aquÍ analizada, con base en la constitucionalidad del arto 32 de
la ley 22.529, constituye un fundamento aparente que no atiende a
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las circunstancias comprobadas de la causa en relación con la inte-
ligencia de dicha norma, lo cual conduce a descalificar el pronuncia-
miento 'por aplicación de la doctrina de la arbitrariedad elaborada
por el Tribunal.

Por ello, y lo dictaminado en sentido concordante por el señor
Procurador General, se deja sin efecto lo decidido a fs. 13/15 de los
autos principales, del;>iendoel tribunal de origen dictar un nuevo fa-
llo (art. 16, prime~a parte, de la ley' 48). Costas por su orden, atento
a la forma como se resuelve y la complejidad de la cuestión.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT
- JORGE ANTONIO BACQUÉ.

MARIAS. CASTROv. PROTEINAS MARITIMASARGENTINAS S.A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas y actos comunes.

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia
que hizo lugar a la demanda de daños y perjuicios derivados del acci-
dente en el que perdió la vida el compañero y padre de los actores, por
considerar que la reparación' reclamada era consecuencia de un infortu-
nio de trabajo, razón por la cual la opción por la acción del derecho
civil no privaba a la mujer que hubiera vivido públicamente con el tra-
bajador, en aparente matrimonio, durante un mínimo de 2 años a)lterio-
res al fallecimiento, del derecho de percibir su correspondiente indem-
nización, y que la demandada era responsable a la luz de lo prescripto
en los arts. 1109y 1113del Código Civil. Ello es así pues los agravios
referidos a la eximición de 'responsabilidad a la Compañía aseguradora,
al fijar indemnización por daii.o moral 'a favor de la concubina y al re-
chazar las excepción de falta de legitimación para obrar, remiten al exa-
men de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propias de los
jueces de la causa y ajenas, en principio y por su naturaleza, a la ins-
tancia del arto 14 de la ley 48 (1).

(1) 11 de febrero. Fallos: 297:329;302:1095;"Doupour, Abelardo Daniel
cjCornesi S.A.", del 17 de octubre de 1985.
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NORBERTO IMBELLONI

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Tribunal superior.

Es improcedente el recurso extraordinario mediante el cual se impugna
el procesamiento del recurrente como contrario a las inmunidades que
la Constitución Nadonal establece respecto de los legisladores nacionales,
si en el caso no se ha requerido el pronunciamiento del superior tribu~
nal de la causa respecto de los planteas constitucionales que se traen a
esta Corte (arts. 22 y 550 del Código de Procedimientos en Materia Pe-
nal). En efecto, ante el rechazo de los recursos de apelación y nulidad
debió articularse la queja que prevé el arto 514,inc. l?, de dicho cuerpo'
legal, pnra provocar de ese modo la decisión de la Cámara sobre las cues-
tiones federales. Ello es así, porque si se pretende que la resolución im-
pugnada produce un gravamen ,irreparable suficiente para habilitar la
ins,tancia extraordinaria, con igual criterio debió requerirse la interven-
ción de la alzada en mérito a lo dispuesto por el arto 501del mencionadO'
cuerpo legal, que declara apelables las decisiones que provocan ese tipo
de perjuicio; o, cuando menos, hubiera sido imprescindible que demos-
trase de manera acabada la inhabilidad de aquella vía para examinar su;
agravio.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

1

Contra el auto de fs. 233 que decreta el procesamiento de Nor-
berto Imbelloni y ordena recibirle declaración indagatoria se inter-
puso recurso extraordinario, cuya denegatoria motiva la presente
queja.

Considero que la presentación no reúne los requisitos exigidos
por uniforme y reiterada doctrina de esta Corte, según la cual para
la procedencia del recurso extraordinario ~l escrito de interposición
debe bastarse a sí mismo, dado el carácter autónomo que posee y su
sola lectura tiene que ser suficiente para la comprensión del caso,
para lo cual es precis? que contenga un relato claro y concreto de
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los hechos relevantes de la causa; ello así, a fin de que sea posible
advertir el vínculo que guardan con las cuestiones que se quiere so-
meter a la Corte como de }ndole federal (Fallos: 302:1171 y mu-
chos otros).

En el caso el escrito obrante a fs. 2 (en copia) de esta queja
no reúne aquellas condiciones, pues no contiene relato alguno de los
hechos que motivaron el auto que se recurre, ni menciona cuál es
el delito imputado, tampoco si tiene directa relación con la activi-
dad como legislador del acusado (art. 60 C.N.) o si se trata de uno
de los casos del arto 61 (privilegio de exención o de arresto) o del
arto 62 (desafuero de legisladores), invocandose uno u otro artículo
o los tres juntos,. en forma indiscriminada. Igual sucede con las ci-
tas que se efectúan de fallos de esta Corte y de doctrina, dond~ ~o
se aclara si lo citado corresponde a hipótesis de inmunidad de ju-
risdicción judicial o de inmunidad de arresto y desafuero.

JI

Cabe observar, además, que el recurrente extrae su interés ju-
rídico en recurrir del hecho de que el llamado a indagatoria, cuya
nulidad persigue, puede ser tomado como hecho interruptivo de la
prescripción de la acción penal que, según dogmáticamente afirma,
se operó el día 18 de noviembre último.

Sin embargo, la cuestión relacionada con la presunta interrup-
ción de la prescripción, además de constituir por el momento un
agravio conjetural, se halla igualmente infundada. En efecto, no se
intenta siquiera demostrar lo afirmado en cuanto a la fecha que se
opera la prescripción. Para ello resultaba elemental determinar cuál
era la conducta reprochada, cuál la calificación que se atribuía a esa
conducta, cuál era la pena con que se reprime el delito en cuestión
en el Código Penal Y cuál el lapso de la prescripción que, conforme
a todo ello, le corresponde. Además, cuál era la fecha de comisión
del hecho, a partir de qué momento había comenzado a transcurrir
el plazo prescriptivo, y si en el ínterin dicho plazo había sido inte-
rrumpido por la comisión de otro delito o por alguna secuela de jui-
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cio, O si existía alguna causa de suspensión del plazo por resultar
necesario para el juzgamiento la resolución de cuestiones previas,
como lo es, en general, el desafuero parlamentario (Manigot, Código
Penal Comentado, pág. 115). Ni un solo renglón dedica la pn~sen-
tación en análisis a ninguno de estos temas, pese a entender, repito,
que en lo rel?cionado a la prescripción reside el interés jurídico
que invoca.

III

El recurrente acude también a la doctrina de esta Corte sobre
gravedad institucional para. apoyar su reclamo. Tal invocación, qúe
en principio, dado el tema que pretende debatirse, podría ser tenida
por conducente, es sin embargo insustancial en el presente caso. Ello
por cuanto si bien la misma permite obviar algunos requisitos for-
males, no alcanza a suplir la falencia de la presentación que reside
en su absoluta falta de sustento, determinante de su improcedencia.

IV

Lo hasta aquí expresado es, a mi JUICIO, suficiente para deter-
min.ar la suerte de la queja, no obstante lo cual debo agregar que,
en virtud de lo antes dicho sobre la prescripción, es decir su carác-
ter conjetural e infundado, no subsiste para el recurrente agravio
actual alguno.

En efecto, la nulidad del llamado a indagatoria que se persigue
se ha transformado en una cuestión abstracta en tanto el acusado
ha concluido su mandato y no posee los privilegios parlamentarios
que invoca en su favor, por lo que su reclamo carece de interés le-
gítimo actual. Ello surge en forma incontrastable de los propios tér-
minos del recurso que, .vuelvo a recordar, 'expresan que su interés
jurídico resid~a en la influencia .del procesamiento sobre la prescrip-
ción de la acción penal.
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Sin perjuicio de ello, respecto de las afirmaciones que en el re-
curso se efectúan sobre el proceder del magistrado interviniente,
quien ordenó la declaración indagatoria del ,acusado días antes que
el mismo concluyera" su mandato como legislador,. es decir, cuando
aún subsistían sus privilegios, cabe acotar lo siguiente:

Ya en "el antecedente de Fallos: 14:223 el Procurador General
Francisco Pico manifestó en. los considerandos de un dictamen cu-
yos términos la Corte hizo íntegramente suyos que "las prerrogati-
vas acordadas a los miembros del Congreso son limitadas a dos.
Ninguno de ellos puede ser acusado, interrogado judicialmente, ni
molestado por las opiniones que emita' desempeñando su mandato
de legislador (art. 60), y ningún senador o diputado puede ser
a'rrestado, excepto el caso de ser sorprendido infraganti (art &1).
Fuera de estos dos privilegios, los SS. y DD. tienen los mismos de-
rechos y obligaciones que cualquier otro ciudadano; están someti-
dos a las leyes del país y'a la jurisdicción de los tribunales". Y luego
concluye expresando: "Por consiguiente, pido a V. S. se sirva revo-
car la sentencia apelada, declarando que el Juez debe adelantar el
sumario como si se tratara d~ un individuo particular, con la única
excepción de la prisión que no puede ejecutarse sin consentimiento
del Senado".

Esta doctrina de inmunidad o privilegio restringido al arresto
o prisión fue seguida luego por la Corte en los antecedentes de
Fallos: 135:250; 139:67; 185:360; 190:397. No fue modificada por
el precedente de Fallos: 217:122, como parece entenderlo el que-
joso que invoca expresamente este fallo, dado que en el mismo
se resolvió una cuestión distinta, esto es, si el desafuero alcanza
únicamente al hecho por el cual se lo pidió o incluso a otras cau-
sas que pudieran sustanciarse contra el mismo legislador.

Luego, la Corte reitera idéntica doctrina en el precedente de
Fallos: 261:33, mientras que en Fallos: 284:259 que también cita
el recurrente, la Corte no siguió el dictamen del Procurador Gene-
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ral sobre el punto -cuyo real sentido no resulta claro pues se
remite a los antecedentes que ya examinamos y que invariable-
mente siguen la doctrina d'e inmunidad relativa- si no que estimó
innecesario tratar el tema relativo a inmunidades.

Tampoco es aplicable al caso .la cita fragmentaria que efec-
túa el quejoso de la sentencia de Fallos: 248:462 "Mario Martínez
Casas" dado que se refiere a la hipótesis de inmunidad absoluta
del art. 60' de la Constitución .Nacional.

Por último, del antecedente de Fallos: 298:736 el presentante
extrae una frase del Dr. GabrielJi aparentemente favorable a su
posición. Sin embargo, en dicha causa no se trató el tema de las
inmunidades y además el voto mencionado se remite a los fallos
que precedentemente se e~aminaron y que reiteran una doctrina
contraria a las pretensiones del quejoso.

Esta breve reseña .de los fallos del Tribunal relacionados con
el tema, demuestra a mi modo de ver que las afirmaciones del
recurrente no se compadecen con los ántecedentes en los que pre-
tende respaldar su tesis, y que, por el contrario, dichos antece-
dentes son perfectamente compatibles con el proceder del Juez.

Por ello, encontrándose infundada la presentacion, opino que
corresponde desestimar la queja interpuesta. Buenos Aires, 27 de
diciembre de 1985. Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 11 de febrero de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el abogado
defensor de Norberto Imbelloni en la causa Imbelloni, Norberto
.s/homicidio, etc.", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1':') Que contra el auto que decretó el procesamiento de Nor-
berto .Imbelloni y lo citó para prestar declaración indagatoria, la
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defensa dedujo recursos de apelación y nulidad, que fueron recha-
zados por el Juez de Instrucción (fs. 1).

29) Que en virtud de tal rechazo, se interpuso el recurso extra-
ordinario' copiadQ a fs. 2/9, mediante el cual se impugna el refe-
rido procesamiento como contrario a las inmunidades que la Cons-
titución Nacional establece respecto de los legisladores nacionales.
La denegación del remedio federal (fs. 10) origina la presente queja.

39) Que, además de la insuficiente fundamentación del referido
escrito, que destaca el señor Procurador General con argumentos
que esta Corte Suprema comparte y da por reproducidos en 'razón
de brevedad, en el caso no se ha requerido, como corresponde, el
pronunciamiento del superior tribunal de la causa respecto de los
planteas constitucionales que se traen a esta Corte (arts. 22 y 550
del Código de Procedimientos en Materia Penal). En efecto, ante
el rechazo de los recursos de apelación y nulidad debió articularse
la queja que prevé el arto 514, inc. 19, de dicho cuerpo legal, para
provocar de ese modo la decisión de la Cámara sobre las cuestiones
federales. Ello es así, porque si se pretende que la resolución im-
pugnada produce un gravamen irreparable suficiente para habilitar
la instancia extraordinaria, con igual criterio debió requerirse la in-
tervención de la alzada en mérito a lo dispuesto por el arto 501 del
mencionado cuerpo legal, que declara apelables las decisiones que
provocan ese tipo de perjuicio; o, cuando menos, hubiera sido im-
prescindible que demostrase de manera acabada la inhabilidad de
aquella vía para examinar su agravio (confr. doc. causa: M. 252. XX.
"Menéndez, Luciano Benjamín", considerandos 59 y 69, del 27 de
agosto de 1985).

Por ello, y lo concordantemente dictaminado por el señor Pro-
curador General, se desestima la queja. Intímese a la parte recu-
rrente a que dentro del quinto día deposite la suma de cincuenta
y tres australes con quince centavos (A 53,15) en el Banco de la
Ciudad de Buenos Aires, a la orden de esta Corte, bajo apercibi-
miento de ejecución.

JosÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO

- CARLOS S. FAYT - JORGE ANTONIO BACQUÉ.
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CARMEN LEONOR ALCALDE

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos pl"Opios. Cuestiones no federales.
Sente11cias arbitrarias. Procedencia del recurso. Falta. de fWldamel1taci6n sufi-
ciente.

Si el beneficio solicitado 'era el que de¡'ivaba de la jubilación de la madre
de la interesada y no de la del padre -fallecido muchos años antes-
como erróne3mente. considera la sentencia de la alzada judicial para de-
nevarlo, ello autoriza a descalificarla en íos términos de la doctrina de
la a:Jitrariedad, habida cuenta de que la falencia en el estudio de los
antecedentes del caso que obran en el expediente, conducen a una deci-
sión que sólo se sustenta en la voluntad de los jueces que la dictaron.

JUBILACION y PENSION.

Aun cuando la sanción de la ley 23.263 sea posterior a la fecha del divor-
cio de la apelante, cabe extender su aplicación al caso en que se reclama
el beneficio de pmsión derivado de la jubilación de la madre, ya que
aceptada por el legislador la posibilidad de que la divorciada conforme
con el' 2.rt. 67 bis de la Ley de Matrimonio Civil obtenga pensión de su
cónyuge, no parece razonable mantener la interpretación restrictiva que
proponen los entes previsionales respccto del inc. c) dcl arto 38 de la
ley 18.037.

DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREI\,IA

Suprema Corte:

La titular de estas actuaciones doña Carmen Leonor Alcalde
solicitó, ante la Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comer-
cio y Actividades Civiles, el beneficio de pensión derivado de la
jubilación que gozaba en vida quien fuera su madre, doña Juana
Elías de Alcalde.

Su petición fue denegada, tanto por la Caja, cuanto por la Co-
misión Nacional de Previsión Social con el fundamento que, siendo
la solicitante de estado civil divorciada en los términos del art. 67
bis de la ley 2393 -norma que le atribuye culpa concurrente en la
separación, de conformidad con lo. establecido por el arto 38, inc.
e). de,la ley 18.037, t.O. 1976-- no tenía derecho al beneficio.
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, Dicha resolución fue confirmada, en su momento, parla Sala VI
de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo.

A tal efecto, los jueces de dicho tribunal, afirmaron que si bien
era cierto que la titular habría demostrado estar a cargo de su ma-
dre, no existían en autos, en cambio, constancias que permitieran
sostener que reunía los requisitos exigidos por el arto 38, inc. c), al
momento del fallechniento del primer causante, su padre, don Félix.
Alcalde, ocurrido en el año 1962.

Agregaron los magistrados intervinientes que esta última es la
fecha a tener en cuenta para juzgar el derecho de la peticionante
y que, a tenor del arto 42 de la ley 18.037-t.O. 1976- que prescribe
que no existe pensión derivada de pensión, como no surgía de las
pruebas rendidas que aquélla reuniera los predichos requisitos en
ese momento, no tenía derecho al beneficio. Por ende, confirmaron
.la resolución denegatoria .

.Contra esta sentencia interpuso la solicitante recurso extraordi-
nario a fs. 59/63 de los autos principales, foliatura a citar en ade-
lante, cuya denegatoria a fs. 70, previo traslado de ley, motivó la
presente queja.

En su presentación tacha al fallo de arbitrario pues afirma que
los jueces incurrieron en un grave error, cual es, que en momento
alguno intentó acceder a una pensión emergente de la jubilación
de que era titular su padre fallecido en 1962, sino que, como sur-
gía claramente de las constancias de la causa, su petición estuvo
siempre enderezada a lograr el beneficio derivado de la prestación
jubilatoria que gozaba su madre .que falleció en el año 1985 fecha
en la cual, según su criterio, sí cumplía con los requisitos exigidos
por la ley para ser acreedora al beneficio.

Pienso, a la luz de las presentaciones de la recurrente y otros
elementos del expediente (cf. fs. 214, 13, 17, 19, 32, 37, 50, 51), que
los reparos traídos a consideración de V. E. suscitan cuestión fe-
deral para ser examinados en esta instancia.
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Ello, toda vez que el fallo resulta pasible de la tacha que con-
tra él se articula en cuanto los jueces, al no enfocar correctamente
el tema a decidir en la causa, no consideraron en forma cabal como
les es exigido cuestiones planteadas oportunamente de necesario.
tratamiento, cualquiera sea el resultado final del pleito, para que
el caso sea resuelto sin desmedro del derecho que consagra el arto
18 de la Constitución Nacional, dejando a salvo que ha quedado
reconocida, en principio, la dependencia económica de la quejosa
respecto de su causante.

Opino por lo expuesto, que corresponde hacer lugar a la queja
y al recurso extraordinario y revocar la sentencia apelada en cuanto
fue materia de agravio para que, por quien corresponda, se dicte
una nueva. Buenos Aires, 18 de noviembre de 1985. Máximo l. Gó-
mez Forgues.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 13 de febrero de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Carmen Leo-
nor Alcalde en la causa Alcalde, Carmen Leonor s/pensión", para
decidir sobre su procedencia .

.Considerando:

1?) Que la Comisión Nacional de Previsión Social denegó el
beneficio de pensión deriva;do de la jubilación de la madre, a raíz
de .que la solicitante era de estado civil divorciada en los términos
del arto 67 bis de la ley 2393. La Sala VI de la Cámara Nacional
de Apelaciones del Trabajo confirmó dicha decisión por otros fun-
damentQs, pues entendió que no se habían acreditado los requisitos
exigidos por el arto .42 de la ley para trabajadores dependientes
18.037.

2?) Que contra ese pronunciamiento la actora dedujo el recurso
extraordinario cuya denegación origina la presente queja, que, como
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señala el señor Procurador Fiscal, es proceQente aun cuando las
cuestiones controvertidas se vinculen con aspectos ajenos a la vía
del arto 14, dado que el a qua se aparta de las constancias de la
causa y llega a una decisión carente de sustento que frustra garán.
tías que encuentran amparo en la Constitución Nacional.

3<:» Que, sobre el particular, cabe destacar que el beneficio
solicitado era el que derivaba de la jubilación de la madre de la
interesada y no de la del padre -fallecido muchos años antes-
como erróneamente considera la sentencia de la alzada judicial paré'.
denegarlo, . razón que autoriza a descalificarla en los términos de
la doctrina de la arbitrariedad, habida cuenta de que la falencia' en
el estudio de los antecedentes del caso que obran en el expediente,
conducen a una decisión que sólo se sustenta en la voluntad de los
jueces que la dictaron.

4<:» Que, por otra parte, cabe extender al caso de autos lo dis-
puesto en la ley 23.263, aun cuando su sanción sea posterior a la
fecha del divorcio de la apelante (confr. doctrina de Fallos: 290:288),
ya que aceptada por el legislador la posibilidad de que la divor-
ciada conforme con el arto 67.bis de la Ley de Matrimonio Civil ob-
tenga pensión de su cónyuge, no parece razonable mantener la in-
terpretación restrictiva que proponen los entes previsionales res-
pecto del inc. c) del arto 38 citado.

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por el señor
Procurador Fiscal, se declara procedente el recurso extraordinario
y se deja sin efecto la sentencia apelada. Vuelvan los autos al tri-
bunal de origen para que, por quien corresponda, se dicte un nuevo
fallo con arreglo a lo aquÍ expuesto.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT
- JORGE ANTONIO BACQUÉ.
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HERMES FRANCISCO BORGO v. JUNTA NACIONAL DE GRANOS

ACTOS ADMINISTRATIVOS.

Es descalificable el pronunciamiento que -para declarar la "anulabili-
dad" de una resolución administrativa- sostuvo que la gravedad de la
sanción y el defecto relacionado con la falta de intimación y consecuente
plazo para el cumplimiento de la obligación no eran graves, ya que la
Administración había podido creer que no hacía falta el cumplimiento de
dichos requisitos ante el hecho de que el actor, a pesar del tiempo
transcurrido entre la reincorporación y caduCidad dispuestas, no hubiera
intentado tomar posesión del cargo. Ello es así, pues aceptado que el
régimen jurídico imponía el cumplimiento de una intimación a los efectos
de constituir en mora al agente, la demora en que hubiera incurrido en
asumir el cargo correspondiente, carecía de relevancia jurídica y no pó.
dría válidamente sustentar la legitimidad ni atenuar los defectos de nn
acto que presuponía el cumplimiento de aquella exigencia.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO.

Si la caducidad dl:'cretada reconoce como fundamento una conducta re-
prochable del actor o sea que se sustenta en una apreciación de las cir-
cunstancias que, por virtud de la propia Ley de Procedimiento Adminis-
trativo (art. 21), requería de una interpelación para que el empleado
incurriera en mora y pudiesen jugar los efectos propios del retardo impu-
table en. la esfera de la relación de empleo público, la falta de todo
requerimiento al demandante hace que el acto de caducidad dispuesto
por la administración haya sido dictado con violación de la ley (art. 14,
inc. b), sin que corresponda discriminar con referencia a esta cuestión
sobre el mayor o menor grado de discusión en la doctrina o en la juris-
prudencia, ya que la omisión del recaudo sustancial previsto en la ley
como condición para decidir la ca<lucidad del acto, sólo puede juzgarse
en los términos se.ñalados y dar lugar a la nulidad absoluta del acto.

DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

Se trae queja por denegatoria del recurso extraordinario dedu-
cido contra la' sentencia de fs. 262/268 en cuanto dispuso declarar
sólo anulable la resolución 1.-1661/76 de la Junta Nacional de Gra-
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nos que dejó sin efecto la designación del actor y decidió que las
costas fueran impuestas por su orden.

Afirma el apelante que el fallo es arbitrario y que la citada
resolución es nula y no anulable como dispuso la Cámara.

En mi opinión la presentación directa es formalmente proce-
dente en la medida que se cuestiona la legit~midad de un acto admi-
nistrativo con fundamento en la interpretación de normas federales,
tales las de la ley 19.549.

En cambio entiendo que corresponde desestimarla en cuanto
los agravios se refieren a cuestiones de hecho y prueba y derecho
procesal, como las vinculadas a la valoración de las declaraciones
testimoniales o de la prueba instrumental incorporada al expedien-
te, o a la imposición de costas, ya que se trata de materias no aptas
para habilit¡lr la vía del arto 14 de la ley 48 y que han sido decididas
por el a qua con fundamentación suficiente como se desprende de
las argumentaciones vertidas a fs. 264 vta.f266 vta.

En lo que hace al fondo de la cuestión, considero que no aS,iste
razón al apelante.

Es que no se advierte que la resolución impugnada padezca de
la grave irregularidad que supone el vicio de nulidad reglado por
el arto 14 de la ley mencionada.

Ello en razón de que, tal como puede deducirse de los consi-
derandos de la resolución (fs. 2, expte. administrativo agregado) no
surge que el acto carezca de .algunos de sus elementos esenciales.

En realidad, la omisión en constituir previamente en mora al
actor y concederle un plazo suplementario razonable para que to-
mara posesión de su cargo encuadra en las previsiones del arto 15
'de la ley citada, tal como lo decidió la Cámara, conclusión avalada.
por un elemento que me parece esencial para la dilucidación, del
caso, que es el correspondiente al tiempo transcurrido entre la reso-
lución que dispuso la reincorporación del actor y aquella que resol-
vió dejarla sin efecto.
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Por lo expuesto, considero que corresponde confirmar la sen-
tencia de fs. 262/268 en cuanto pudo ser objeto del recurso extra-
ordinario de fs. 274/288. Buenos Aires, 11 de diciembre de 1985.
José Osvaldo Casas.

. FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 13 de febrero de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en
la causa' Borgo, Hermes Francisco e/Junta Nacional de Granos",
para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1<;»Que contra el pronunciamiento de la Sala IV de la Cámara
Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal
que, al revocar el fallo de primera instancia, declaró la "anulabili-
dad de la resolución 1661/76" de la' Junta Nacional de Granos y
dejó "sin efecto la caducidad de, la reincorporación del actor" a
partir de la fecha de la sentencia, dicha parte dedujo el recurso
extraordinario cuya denegación origina la presente queja.

2<;»Que los agravios del apelante suscitan cuestión federal bas-
tante para su consideración en la vía intentada, habida cuenta de
que, como señala el Sr. Procurador General, se ha cuestionado la
legitimidad del acto administrativo con fundamento en la interpre-
tación de normas federales y la decisión ha sido adversa al derecho
invocado por aquél.

3<;»Que para declarar la "anulabilidad" de la resolución I-1661(
76, el a. qua sostuvo que la gravedad de la sanción y el defecto rele.'
cionado con la falta de intimación y consecuente plazo para el cum-
plimiento de la obligación no eran graves, ya que la Administración
había podido creer que no hacía falta el cumplimiento de dichos
requisitos ante el hecho de que el actor, a pesar del tiempo trans-
currido entre la reincorporación y caducidad dispuestas, no hubiera
intentado tomar posesión del cargo.
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49) Que, además, la alzada agregó que estaba discutido en la
doctrina y en la jurisprudencia el alcance y naturaleza de la rela-
ción de empleo público y la aplicación del instituto de la caducidad,
todo lo cual hacía que no existiera un "grosero error de derecho"
en el dict'ado del acto impugnado y llevaba a la conclusión de que
el vicio de que padecía lo hacía solamente anulable en los términos
del arto 15 de la ley 19.549.

59) Que el Tribunal no comparte la solución del caso dada por
la Cámara, pues, aceptado qué el régimen jurídico imponía el cum-
plimiento de una intimación a los efectos de constituir en mora al
agente, se advierte que la demora en que hubiera incurrido en asu-
mir el cargo correspondiente, carecía de relevancia jurídica y no
podría válidamente sustentar la legitimidad ni atenuar los defectos
de un acto que presuponía el cumplimiento de aquella exigencia.

69) Que la caducidad decretada reconoce como fundamento una
conducta reprochable del actor, o sea que se sustenta en una apre-
ciación de las circunstancias que, por virtud de la propia Ley de
Procedimiento Administrativo (art. 21), requería de una interpela-
ción para que el empleado incurriera en mora y pudiesen jugar los
efectos propios del retardo. imputable en la esfera de la relación de
empleo público.

79) Que la falta de todo requerimiento al demandante hace que
el acto de caducidad dispuesto por la administración haya sido dic-
tado con violación de la ley (art. 14, inc. b), sin que corresponda
discriminar con referencia a esta cuestión sobre el mayor o menor
grado de discusión en la doctrina o en la jurisprudencia, ya que la
omisión del recaudo sustancial previsto en la ley como condición
para decidir la caducidad del acto, sólo puede juzgarse en los tér-
minos señalados y dar lugar a la nulidad absoluta del acto.

89) Que, en tales condiciones, carece de entidad todo trata-
miento de las objeciones atinentes a la apreciación de la prue-
ba testimonial, ya que la solución no requiere hacer mérito de
élla para alcanzar la finalidad perseguida por el apelante; por lo
que corresponde declarar la nulidad del acto con el alcance indi-
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cado, sin perjuicio de que sus efectos deban ser examinados en fun-
ción de las particularidades del caso.

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario y se
declara la nulidad absoluta del acto cuestionado. Con costas. Vuel-
van los autos al tribunal de origen a fin de que se pronuncie sobre
las cuestiones pendientes en las instancias ordinarias.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

JORGE ANTONIO BACQUÉ.

MARIA CATALINA CROCCl DE REGIS v. OSCAR A. JURADO y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Valoración de circunstancias
de hecho y prueba.

Es arbitraria la sentencia que -al réchazar la demanda de daños y pe-
juicios- se limita a un análisis aislado de los diversos elementos de
juicio obrantes en la causa. pero no los integra ni los armoniza debida-
mente en su conjunto, circunstancia que lo lleva a desvirtuar la eficacia
que, según las reglas de la sana crítica, corresponde a los distintos me-
dios probatorios. Ello es así, pues a fin de eximir de responsabilidad a
los demandados, la Cámara --excediendo el límite de lo razonable y sin
ponderar otras declaraciones- estimó como decisiva la existencia de un .
acta policial suscripta: por la actora --en el hospital donde se encontraba
internada, a las vt'intitrés del día del accidente- en la cual aquélla .con-
sideró que lo ocurrido se debía a algo "casual, obra de la fatalidad y
sin imputación para terceras personas" (1).

(1) 13 de febrero. Fallos: 297: 100; 303: 2080. "Witteveen, Claudia c/Chios-
sone, Robert0 y otro", del 27 de agosto de 1985.
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Es descaJificabIe el pronunciamiento que confirmó la resolución adminis-
trativa que había denegado el beneficio de pensión en virtud de lo dis-
puesto por. el art. 1 de la ley 17.562,si el divorcio fue declarado con
anterioridad a la vigencia del arto 67 bis de la ley 2393, pero por culpa
de ambos cónyuges y con el reconocimiento del derecho a percibir ali-
mentos por parte de la esposa.

JUBILACION y PENSION.

No obsta a la aplicación de la ley 23.263que su entrada en vigencia sea
posterior al divorcio.

DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

Al dictar sentencia a fs. 39/40 de los autos principales, folia-
tura a citar en adelante, los jueces de la Sala IV de la Cámara Na-
cional de Apelaciones del Trabajo, señalaron en síntesis, que si bien
al decidir, en su momento, causas en las que se debatían cuestiones
sel~ejantes referidas a divorcios decretados de conformidad a lo
establecido por el arto 67 bis de la ley 2393 -pero cuyos conceptos
cabía aplicar al sub lite,-, sostuvieron un criterio coincidente con
el articulado por la quejosa. en defensa de su derecho, tales fallos
fueron revocados posteriormente por el Tribunal de V.E.

En virtud de ello, y dado que la Corte sostuvo repetidamente
el criterio diverso al .esgrimido en aquellas causas, circunstancia
demostrativa de lo injustificado de insistir en tal posición, se pro-
nunciaron, en definitiva, en contra de la solicitud impetrada en
autos.

Contra lo así resuelto. interpuso la interesada recurso extra-
ordinario cuya denegatoria, previo traslado de ley, motiva esta pre-
sentación directa.
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l.

Como principio la solución a la que se arriba en los autos prin-
cipales excluye la habilitación de esta instancia extraordinaria. por
la naturaleza no federal de los temas debatidos y resueltos.

Sin perjuicio de ello, en atención a las pautas hermenéuticas
que sobre la materia fueron firmemente enunciadas por V.E., en 10
tocante a la prudencia que ha de emplearse antes de llegar a des.
conocer los derechos que acuerda la seguridad social, estimo que
importa tener en cuenta que el divorcio que aquí Interesa fue de.
darado con anterioridad a la vigencia del citado arto 67 bis, pero
'por culpa de ambos cónyuges y con el reconocimiento del derecho
a percibir alimentos. por parte de la esposa (v. constancias de fs. 7,
8 Y 22).

Por otra parte, es de señalar que en sede administrativa el
beneficio fue denegado con fundamento .en lo prescripto ,por el
arto 1?, inc. a), de la ley 17.562 (v, fs. 25, 30/31, 32) .

. En estas condiciones, pienso que no sería irrazonable extender
al caso de autos la previsión contenida en la ley 23.263 de reciente
sanción, a lo que no obsta, segün mi pensar, que su entrada en .
vigencia sea posterior al mentado divorcio (d. argumento doctrina
de Fallos: 290: 288).

Opino, por lo expuesto, que corresponde hacer lugar a la queja
y al recurso extraordinario y revocar: la sentencia apelada. Buenos
Aires, 19 de noviembre de 1985. Máximo l. GÓ111ez Forgues.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 13 de febrero de 1986.

Vistos los autos': "Recurso de hecho deducido por María Ama.
lia Giménez en la causa Giménez, María Amalia s/pensión", para
decidir sobre su procedencia ..
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Que contra el pronunciamiento de la Sala IV de la Cámara Na-
cional de Apelaciones del Trabajo, que confirmó la resolución admi-
nistrativa que había denegado el beneficio de pensión en virtud de
lo dispuesto por el art. 1 de la ley 17.562 Y doctrina anterior de
este Trib?Ilal, la solicitante ,dedujo el recurso extraordinario cuya
denegación origina la presente queja.

Que los agravios de la apelante encuentran adecuada apreciá-,
ción en los fundamentos del dictamen del señor Procurador Fiscal.
que esta Corte comparte y a los que se remite por razón de bre-
vedad.

Por eno, y de conformidad con lo dictaminado por el señor
Procurador Fiscal, se declara procedente el recurso extraordinario
y se deja, sin efecto la sentencia apelada. Vuelvan los autos al tri-
bunal de origen para que, por quien corresponda, ,se dicte un nuevo
fallo de acuerdo a lo expuesto.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT'

- JORGE ANTONIO BACQUÉ,

ADOLFO BEVACQUA v. ERNESTO BEVACQUA y OTROS

RECURSO EXTRAORDIN.4RIO: Requisitos propios. Sentencia defi'1itiva. Reso-
luciones anteriores a la sentencia definitiva. Varias.

El pronunciamiento qUe desestimó la excepción de litispendencia no re-
viste el carácter de sentencia definitiva en los términos que exige el
arto 14 de la ley 48, toda vez que no pone fin al pleito ni impide su
continuación y el recurrente no ha demostraqo tampoco que lo re:;uelto
le irrogue un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior (i) .

(1) 13 de febrero. Fallos: 302:347,516; 303:1040; 304:429.
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JUAN DI NITTO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Tribunal de justicia.

El remedio federal sólo procede respecto de las resoluciones de Jos tri-
bunales de justicia, carácter atribuible a los integrantes del Poder Judi-
cial de la Nación y de las provincias y, por extensión, de las decisiones
de los organismos administrativos dotados por la Ley de Facultades Ju-
risdiccionales, no revisables por vía de acción o de recurso (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO': Requisitos comunes. Tribunal de justicia.

Tratándose de un régimen optativo, la elección del proceso 'administra-
tivo importa renuncia del judicial, incluso del recurso extraordinario. Así
ocurre en el caso en que el arto 7? de la ley 12.910,8? del decreto1J.511/47
y su aclaratorio N? 4517/66,establecen que no cabe recurso judicial alguno
respecto de las de'cisiones de la Comisión Arbitradora (2).

EMILIO VJLASES

JUBILACION y PENSION.

Corresponde deja¡' sin efecto la sentencia que confirmó la resolución ad-
ministrativa que había denegado el beneficio en virtud de no estar in-
cluida la solicitante entre los causahabientes con derecho a pensión enu.
merados en el arto 38 de la ley 18.037t.O. 1976,ya que -frente a los tér-
minos de la ley 23.766,que modificó el texto del artículo citado sobre cuya
base la Cámara sustentó su decisión- debe darse a la interesada la posi-
bilidad de probar la situación de hecho que alega en apoyo de su pre-
tensión (3).

(1) 13 de fehrero. Fallos: 301:594, 1152, 1226; 302:174; 306:455.
(2) Fallos: 252:109; 261:27.
(3) 13-de febrero.
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PROVINCIA DE LA RIOJA v. LUIS AZZALINI

PRESCRIPCION: Materia civil. Prescripción bienal.
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Debe declararse prescripto el derecho del letrado a que sc le regulen
honorarios por su actuación en un incidente si el plazo bienal normado
en el arto 4032,ine. 1?, del Código Civil ha transcurrido con creces, ya
sea que se lo compute desde la fecha del dictado de las resoluciones por
las que se puso final al litigio y se estableció su quantum, o a partir de
la notificación de la decisión de la Corte que desestimó la inhibitoria
planteada (1).

INDUSTRIAS SIDERURGICAS GRASSI S.A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Excesos u omisiones en el pro-
nunciamiento.

Es descalificable el pronunciamiento que -por considerar que en su
anterior decisión el punto atinente a la imposición de costas contenía un
error material- revocó lo decidido en la instancia anterior y efectuó la
regulación de honorarios. Ello es así, pues la decisión a que arriba afecta
no ya el auto regulatorio que dispone revocar, sino a su anterior pro-
nunciamiento firme e importa, por ello, desconocer el valor de la cosa
juzgada, del que no cabe prescindir -aunque se invoque el error judi-
cial-, pues la estabilidad de las sentencias, en la medida que constituye
un presupuesto inp1udiblede la seguridad jurídica, es exigencia de orden
público y tiene jerarquía constitucional (2).

SALVADOR 'lÍJDTCA S.A.I.C.A. V. DIRECCION PROVINCIAL
DE VIALIDAD DE LA PROVINCIA DE MENDOZA

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Proce-
dimiento y sentencia.

Si bien el contenido de las normas rituales posee su reconocida e
indiscutible importancia que exige su riguroso cumplimiento, su des-

(1) 18 de febrero.
(2) 18 de febrero. Fallos: 299:373;301:762.
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naturalización, su sobredimensionamiento por encima de su razón de
ser termina por convertir a esos imprescindibles preceptos en una
suerte de trampas o valladares tendientes a frustrar el derecho cons-
titucional del debido proceso, lesionando gravemente la garantía de la
defensa.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sen/el1cias arbitrarias. Procedencia del recurso. Exceso ritual manifiesto.

Es arbitraria la decisión que rechazó la acción procesal administrativa
sobre l'l base de estimar que el plazo para su interpretación había
caducado, en virtud de. asignarle tal consecuencia al error de la auto-
ridad ildministrativa local de haber notificado en su domicilio social
una resolución decisiva, desde que servía para el cómputo del ejer-
cicio de la acción judicial, en vez de haberlo hecho en el domicilio legal
constituido por el representante, que actúa como verdadera "parte
interes<!da" -lo que se hizo por una cédula posterior-, pues ello im-
plica l:n excesivo rigor formal que frustra el derecho sustancial de
defensa.

.Dlcr AMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

En razón. de señalar que de las constancias administrativas
anexas a la causa corre' agregada una cédula (fs. 16 del expte. 1/43-
5-82) por la cual se habría notificado en su domicilio social a la
émpresa actora; el tribunal a qua por mayoría y con la disidencia
de tres de sus miembros, le asignó valor notificatodo concluyente
a tal pieza, en desmedro de la cédula posterior que según constan-
cia de fs. 6 del expte. administrativo también agregado por cuerda
N'? P.E. 1-473-5-82se le cursó en el domicilio especial constituido
al mandatario legal de la accionante, que la representa tanto en la
instancia administrativa como judicial.

En la causa. "Belfiore, Liliana E. c/M.C.B.A. y otro s/amparo",
fallado por V.E. con fecha 23 de mayo del corriente año, se analizó
un problema en parte similar al del sub lite, destacándose que si
bien el problema litigioso escapa por. principio a esta vía de excep-
ción, correspondía declarar la procedencia del recurso con arreglo
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a la doctrina de la arbitrariedad y en base a la llamada causal de
excesivo rigorismo.

A su vez, en el precedente "Ruffolo, Leal y otro sjamparo",
expresé en mi dictamen, fallado de conformidad el 2 de julio de
este año por V.E., que si bien el contenido de las normas rituales
posee su' reconocida e indiscutible importancia,. que exige su rigu-
roso cumplimiento, su desnaturalización, su s~bredimensionamiento
por encima de su razón de ser termina por convertir a esos im-
prescindibles. preceptos en una suette de trampas o valladares ten-
dientes a frustrar el derecho constitucional del debido proceso, le-
sionando gravemente la garantía de la defensa.

Así, en la especie, asignarle la gráve consecuencia que se le
confiere al error al fin y al cabo de la autoridad administrativa local
de haber notificado en su domicilio social una resolución decisiva,
desde que servía para el cómputo del ejercicio de la acción judi-
cial, en vez de haberlo hc::ho en el domicilio legal constituidd por
el representante, que actúa como verdadera "parte interesada" im-
plica, a mi juicio, aquella tacha de rigor formal excesivo que frus-
tra de modo arbitrario el derecho substancial de defensa, particu-
larmente porque se trata del plazo dentro del cual se produce, como
queda dicho, lacaducid,ad 'de la acción judicial, que los propios
dictámenes legales administrativos consideraron rehabiliJada con la
?egunda notificación (fs ..T expte. 473-5-82) y máxime cuando la nor-
ma 'ritual de más peso aludida en la sentencia (art. 47 de la ley
3909), cuenta con una inteligencia' dividida.

En atención a lo expuesto, opino que corresponde dejar sin
efecto el fallo apelado y devolver los autos a sus efectos. Buenos
Aires. 3 de octubre de 1985. Juan Octavio Gawúl.



120 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 18 de febrero de 1986.

Vistos los autos: "Salvador Iudica SALCA c/DirecciónPro-
vincial de Vialidad de la Pcia. de Mendoza. s/acción procesal admi-
nistrativa".

Considerando:

Que contra el pronunciamiento de la Suprema Corte de Justi-
cia de la Provincia de Mendoza que; al desestimar el recurso de
revocatoria, confirmó la decisión que había rechazado la acción pro-
cesal administrativa sobre la base de estimar que el plazo para su
interposición había caducado, la actora dedujo recurso extraordi-
nario que fue concedido a fs. 50.

Que el Tribunal comparte los fundamentos y conclusiones del
dictamen del. señor Procurador General respecto al excesivo rigor
formal en que ha incurrido el a qua al asignarle tan grave conse-
cuencia al error en la notificación practicada en el domicilio social
de la interesada., lo cual resulta frustratorio de su derecho de
defensa.

Por ello, y lo dictaminado por el señor Procurador General, se
deja sin efecto la sentencia de fs.. 29/30 vta. Con costas. Vuelvan
los autos al tribunal de origen para que se pronuncie sobre la ad-
misibilidad de la acción deducida.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO CARLOS S. FAYT

- JORGE ANTONIO BACQUÉ ..
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FRANCISCO ROLANDO MORENO v. SUBTERRANEOS DE BUENOS AIRES Y/O
NICOi..AS VICENTE GALLO y OTRO

ACCION DE AMPARO: Actos u omisiol1,es de autoridades públicas. Inexisten-
cia de otras vías.

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la senten-
cia que rechazó la acción de amparo por entender que existe una
vía ordinaria idónea para resolver d litigio que se plantea, dejando
esClarecido que la ley 23,054 que aprobó la Convención Americana so-
bre Derechos Humanos no implica el desplazamiento de.! orden pro-
cesal nacional en vigencia (1).

JOSE ANTONIO PINTADO v. LA TREGUA S. A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Procedencia del recurso. Contradicciól1.

Es autocontradictoria la sentencia que' afirma que los reclamos por
los salarios mensúales deben ser rechazados íntegramente, al estar
'cancelados tales créditos según los recibos que se indican y, al mismo
tiempo. desestima parcialmente de esos mismos reclamos sobre la base
de conferir efectos extintivos no totales a dichos instrumentos (2).

FLORENCIO ALEJANDRO LLANOS

JURTSDICCION y COMPETENCIA: Competencia fedeml. Causas penales. De-
litos en perjuicio de los vienes y ¡'entas de la Nación y de sus entidades
autárquicas.

Cabe declarar la competencia del fuero de excepción, cuando el daño
sufriao por bienes del Estado Nacional -puerta de entrada de un

(1) 18 de febrero.
(2) 18 de febrero.
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,depósito de propiedad de Ferrocarriles Argentinos- se identifica con
el previsto en el árt. 3?, inc. 3?, de la ley 48 y su concordante arto 23,
inc. 3?, del Código de Procedimientos en Materia Penal, por corres-
ponderal resultado directo de la acción típica de que se trata (1).

MARIA EVA CIANFAGNAv. MAYDAY S. A. y OTROS

RECURSO EXTRAORDIN.4RIO: Requisitos prapias. Sentencia definitiva. Re-
salucianes pasteriores a la sentencia:

Las resoluciones dictadas en el procedimiento de ejeéución de sen-
tencia tendientes a hacerla efectiva, así como también las que inter-
pretan o determinan su alcance con posterioridad a su dictado, no
pabilitan la vía extraordinaria, habida cuenta' de que no revisten
el carácter de definitivas a los fines del art, 14 de la ley 48. Empero,
ello no es más Qqe la formulación de una regla general, que admite
excepción cuando lo resuelto sea ajeno o importe un apartamiento'
palmario de Jos términos del fallo final de la causa.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitas prapias. Cuestianes na federales.
Sentencias w'bitrarias. Pracedellcia del recursa. Excesas u amisianes en el
pranuncia.mie'l ta.

Si del propio texto de la resolución apelada resulta que en el caso no
,se había can figurado nin~ún error numérico, sino que -en todo c~so-
la fórmula utilizada por el a. qua para el cálculo de la indemnización
por daño material habría sido aplicada de manera inadecuada, lo cual
únicamente fue advertido por una de las obligadas al pago, en opor-
tunidad de la confección de la planilla pertinente, no pudo la Cámara
apartarse válidamente, en la etapa de ejecución, de lo decidido con
carácter firme en la sentencia definitiva -y de ese modo fijar una
suma, menor a la determinada; en ella- sin incurrir en. violación de las
garantí<ls constitucionales de la propiedad y de la defensa en juicio.

(1) 18 de febrer0.
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Estimo que le asiste razón a la quejosa cuando afirma que la
decisión en recurso 'ha venido de ~odo improcedente a modificar
la sentencia oportunamente dictada por la vía de una suerte de
aclaratoria tardíamente deducida en la etapa de liquidación.

Porque el a qua, al aceptar las. quejas de la demandada a fs.
283, no ha corregido en rigor un mero equívoco numérico, sino
que modificó la aplicación de la fqrmula indemnizatoria que en su
momento dispuso, la cual, al margen de su grado de acierto o error,
había pasado en autoridad de cosa juzgada desde que no fue recu-
rrida en tiempo oportuno por la parte interesada.

Al ser así, opino que corresponde hacer lugar a esta queja, y
dejar sin efecto la sentencia apelada. Buenos Aires, 23 de. agosto
de 1985. Juan Octavio Catma.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 18 de febrero de 1986.

Vistos los autos.: "Recurso de hecho deducido por la actora y
por Norberto Juan Casanello en la causa Cianfagna, María Eva
cjMayday S.A. y otros", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

19) Que la sentencia dé la Sala III de la Cámara Nacional de
Apelaciones del Trabajo condenó solidariamente a las empresas co-
demandadas a abonar la suma -en lo que a lo debatido en esta
instancia concierne- de pesos argentinos 379.154,20 a valores de
febrero en 1983, en concepto de daño material en favor de los dere-
chohabientes del trabajador que había fallecido como consecuencia
del accidente acaecido.

29) Que el a qua arribó a esa conclusión, sobre la base de con-
siderar. que para establecer la indemnización por aquel ~tem, se
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debía fijar un monto que -puesto a la tasa de interés que señala--
permitiese un retiro periódico similar al que la incapacidad impi-
diera presuntivamente percibir, y que se amortizase en el lapso
estimado de vida útil de la víctima. Agregó, asimismo, que corres-
pondía que se tuviese en cuenta el daño respecto de los damnifica-
dos -esposa e hijos menores- durante el tiempo en el que habrían
estado a cargo del causante, y la circunstancia de que el beneficio
previsional que obtendrían los damnificados, imponía una reducción
del resarcimiento en un 50 %. Cabe destacar que dicha sentencia
fue consentida por las partes intervinientes (confr. fs. 254/56 de los
autos que corren agregados por cuerda).

3<:)Que sólo 4 meses después, la impugnación de una de las
vencidas a la liquidación practicada por el juzgado, motivó una
nueva resolución de la Cámara, en la cual -con invocación de lo
reglado en el arto 104 de la ley 18.345 y de un aducido error nu-
mérico'- se redujo el rubro referido en el considerando primero a
la cantidad de pesos argentinos 152.632,08 calculada a igual época
que la anterior. Adujo, para así resolver, que el error "había con-
sistido en sumar para cada uno de los reclamantes el aprovecha-
miento del total del salario de la víctima, en lugar de haberlo divi-
dido entre ellos, en virtud del1apso de vida por el que la viuda
y cada hijo tenía derecho a la utilización del ingreso dejado de per-
cibir (confr. fs. 238 de los autos citados).

4<:)Que contra este último pronunciamiento la parte actora y
su letrado interpusieron conjuntarn.ente el recurso extraordinario
-en el que "se' agravian de la reducción de la indemnización y de
la de sus honorarios, respectivamente, realizada con desmedro de la
calidad de cosa juzgada emergente de la decisión aludida de fs. 254(
256- ,que, al ser denegado, dio origen a esta presentación directa.

5<:)Que, según conocida jurisprudencia de esta Corte, las reso-
luciones dictadas en el procedimiento de ejecución de sentencia
tendientes a hacerla efectiva, así como también las que interpre-
tan o determinan su alcance con posterioridad asu dictado, no
habilitan la vía intentada, habida cuenta de que no revisten el ca-
rácter de definitivas a los fines del arto 14 de la ley 48. Empero,
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ello no e.s más que la formulación de una regla general, que admite
excepción cuando lo resuelto sea ajeno o importe un apartamiento
palmario de los términos del fallo final de la causa (Fallos: 273:
206; 275:72; 300:793; 301:543; 304:106, entre muchos otros).

6?) Que del propio texto de la resolución apelada resulta que
en el sub lÚe no se había configlirado ningún error numérico, sino
que -en todo caso- la fórmula utilizada por el a qua para el
cálculo de la indemnización por daño material habría sido aplicada
de manera inadecuada, lo cual únicamente fue advertido por una
de las obligadas al pago, en oportunidad de la confección de. la
planilla pertinente (confr. fs. 270, 272 Y 273/274 de las actuaciones
.citadas) .

7?) Que, en tales condiciones, no pudo la Cámara apartarse
válidamente, en la etapa de ejecúción, de lo decidido con carácter
firme en la sentencia definitiva -y de ese modo fijar una suma
menor a la determinadá en ella- sin incurrir en violación de las
.garantías constitucionales de la propiedad y de la defensa en juicio
(arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional).

Parella, y de conformidad en lo pertinente con lo dictaminado
por el Sr. Procurador General, se hace lugar a la queja y al recurso
.extraordinario interpuestos, y se deja sin efecto el pronunciamiento
apelado, por lo que el expediente deberá volver al tribunal de ori-
gen a fin de que, por quien corresponda se dicte uno nuevo con
.arreglo al presente. Con costas (art. 68, del Código Procesal Civil
.y Comercial de la Nación).

ACJGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- JORGE ANTONIO BACQUÉ.
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ESTEBAN CORDOBA v. MASSUH S. A.

,

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Senten~ias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la cO¡1sideración
de extremos conducentes.

Es descalificable la sentencia que rechazó la demanda promovida. con
apoyo en los arts. 1113del Código Civil y 75 del Régimen de Contrato
de Trabajo si la conclusión del peritaje médico -no observada- en
'orden a la existencia de enfermedades auditivas derivadas de la ex-
posición al ruido, por su conducencia y entidad debió ser objeto -en
relación con 'las restantes probanzas arrimadas a las actuaciones- de
un detenido y circunstanciado estudio tanto más cuando en el mismo deci-
sorio se acepta, aunque potencialmente, que el hecho de que el de-
mandante hubie.se ingresado en su trabajo previo examen preocupa-
cional ~in defectársele la disminución auditiva que ahora padece, pue-
de constituir una presunción o -al menos- una inferencia a su favor.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cues/i011es no federales.
Sentencias arbitrarias. P¡'ocede¡1cia del recurso. Valoración de circunstancias
de hecho y prueba,

Es arbitraria la sentencia que desestimó la pretensión del trabajador
fundada en que no se "ha probado la intensidad del ruido ambiental
que ha menester en la. especie", haciendo hincapié para ello en el re-
sultado que la Íntensidad del nivel sonoro no supera el máximo nivel ad~
.misible, ya que el a qua ha venido a sostener que la existencia de ruido
por arriba de ese nivel es requisito para la admisibilidad de la ácción
fundada en .disposiciones de derecho civil, sin analizar la eventual in-
cidencia' desfavorable que una intensidad sonora menor pueda haber
tenido en el menoscabo de la salud del trabajador; y la responsabili-
dad indemnizatoria que pudiera caber al empleador por el daño cau-
sado, con independencia de si en el ambiente laboral se superaba o no.
el límite de marras.
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Contra la sentencia dictada a fs. 91 de los autos principales (a
cuya foliatura me referiré' en lo sucesivo). por la Sala VII de la.
Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, interpuso la parte
actora recurso extraordinario a fs. 95/103 que, denegado a fs. 105,
motiva la presente queja.

La sentencia de marras, confirmatoria de la pronunciada en
primera. instancia, rechazó el reclamo del actor dirigido a obtener
resarcimiento por la afección que dijo padecer como consecuencia
de su trabajo para la demandada. Fundó su decisión en que no se
probó de. modo adecuado la intensidad del ruido ambiental que
era necesario en el caso, ni se demostró que el áctor padeciese
alguna labilidad que lo tornase proclive a contraer afección auditiva
por exponerse a un nivel inferior a 90 decibeles; y por no consi-
derar aplicable, en este tipo de acciones, la norma del arto 75 del
Régimen de Contrato de Trabajo (texto ordenado dto. 390/376).

La recurrente, por su parte, sostiene que no se valoró adecua-
damente la prueba arrimada a la causa y se dejaron de lado pro-
banzas que dan razón a su reclamo. En este aspecto alude a los
resultados de los peritajes médico y técnico, y a la circunstancia
de no haber demostrado la empleadora el cumplimiento de las
obligaciones resultantes del citado art. 75; agregando que si según

I aquel informe el accionante padece hipoacusia y ello es consecuen-
cia del ambiente ruidoso es evidente que a su organismo le pro-
duce daño una exposición a los 85 decibeles; que muy posiblemente
-señala...,- po se hubiese producido de haberse cumplimentado con
los deberes de higiene y segu:t;"idada cargo .de la accionada.

Aduce también -en orden al argumento con que el a qua de-
sestimó los agravios relativos a la falta de tratamiento de la cues-
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tión vinculada al presunto incumplimiento de la obligación impuesta
en el mentado arto 75- que lo expresado por el' Tribunal supone
violación a la defensa en juicio por no hacerse cargo de los funda-
mentos expuestos por la actora, e implica subsumir la responsabi-
lidad contractual en la extracontractual; puntualizando que la acción
por responsabilidad contractual fue planteada con carácter suple-
torio. Arguye que el decisorio le ha negado la aplicación de la ley
vigente, y reputa arbitrario el pronunciamiento por no haberse fun-
dado en la totalidad de la prueba producida y prescindir de lo
expresamente dispuesto por la ley.

Por último, el quejoso vierte --en el escrito de interposición
del remedio federal- una serie de consideraciones, a modo de
agravios, que no guardan vinculación alguna con la cuestión en
debate (fs. 102, tercer párrafo).

II

Es conveniente comenzar por recordar la reiterada doctrina de
V. E. relativa a que las cuestiones entre empleados y empleadores
que atañen a derechos que emanan de la relación laboral y deba-
tidas ante los tribunales del fuero respectivo no dan lugar, por ser
extremos de hecho, prueba, derecho común y procesal, a la vía esta-
blecida por el arto 14 de la ley 48 (Fallos: 251:18; 268:35; 297:1,17;
297:332; 300:466, entre otros), y también la vinculada a que la doc-
trina de la arbitrariedad reviste caráctér excepcional, sin que auto-
rice a revisar las sentencias emanadas de los jueces de la causa,
en tanto no excedan las facultades de apreciación de los hechos
y el derecho propio de su ministerio desde que no tiene por objeto
corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se estimen
tales, si no que requiere para su aplicación un apartamiento ine-
quívoco de la solución normativa prevista para "el caso o una deci-
siva carencia de fundamentación (M.708-XIX, "Moraña, Ismael Ro-
berto c/Municipalidad de Gral. Pueyrredón s/indemnización por
accidente del trabajo", sentencia del 12 de junio de 1984; B.226-XX,
"Belizán, José Hidalgo y otros c/C antón Hnos .. s/recurso de hecho",
sentencia del 30 de mayo de 1985 y fallos allí citados, entre muchos
otros) .
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Sin embargo, a mi juicio, se configura en el sub lite un supues-
to de excepción que permite apartarse de aquel principio y, por
aplicación de esta doctrina, hacer lugar al remedio federal intentado.

En efecto, entiendo que -tal como el recurrente lo señala-o el
a qua ha omitido considerar el resultado de la pericia médica, ele-
mento que resulta conducente, a mi juicio, para modificar la inter-
pretación de la normativa de derecho civil en que básicamente se
apoya para rechazar la demanda (T. 128, "Torres, Raúl cjS.A.D.E.,
S.A.'!, sentencia del 21 de junio de 1984).

Al desestimar la pretensión fundada en que no se "ha probado
la intensidad del ruido ambiental que ha menester en la especie",
haciendo hincapié para ello en el resultado que la intensidad del
nivel sonoro no supera el máximo nivel admisible, el tribunal a qua
ha venido a sos'tener que la existencia de ruido por arriba de ese
nivel es requisito pa~a la admisibilidad de la acción fundada en
disposiciones de derecho civil, sin analizar la eventual incidencia
desfavorable que una intensidad sonora menor; pueda haber tenido
en el menoscabo de la salud del trabajador, y la responsabilidad
indemnizatoria que pudiera caber al empleador por el daño cau-
sado, con independencia de si en el ambiente laboral se superaba
o no el límite de marras.

No omito considerar que el magistrado preopinante a cuyo
voto adhirió el otro integrante de la Sala, puso en cabeza del de-
pendiente la acreditación de "alguna especial labilidad que le tor-
nase proclive a contraer afección auditiva por exponerse a un nivel
inferior a los 90 decibeles", concluyendo que no cumplimentó esa
carga. Pero vinculado a ambos aspectos es que la omisión aludida
anteriormente y precisada por el quejoso adquiere, a mi modo de
ver, particular importancia para la decisión del litigio.

El perito médico informó que "el examen funcional auditivo
realizado al actor demuestra la existencia de una hipoacusia per-
ceptiva bilateral con perfil de traumatismo acústico, corroborando
dicho diagnóstico mediante la demostración del fenómeno de reclu-
tamiento, que topográficamente evidencia compromiso patológico
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del órgano de Corti, encontrándose el mismo en relación directa
- a exposición sonora q,ue"se encuentra genéricamente alrededor de
los 90 decibeles de intensidad" (fs. 37 y vta., punto 4). Esta con-
clusión del dictamen, que no fue objeto de impugnación por las
partes, no fue ponderada por el a qua, ni relacionada con el infor-
me del perito en higiene y seguridad del trabajo, cuya validez admi-
tió el tribunal al invocarlo como sustento del pronunciamiento.

Es menester señalar que si bien por principio los jueces no.
están obligados a analizar una por una y exhaustivamente todas las
pruebas agregadas en la causa sino sólo aquellas estimadas condu-
centes para fundar sus conclusiones, (doctrina de Fallos: 276:132;
280:320; 297:655; 301:602, entre otros), y es ajeno a esta instancia
lo atinente a la valoración y consideración de las pruebas (301:
1094), la conclusión del peritaje médico -no observada- en orden
a la existencia de enfermedades auditivas derivadas de la exposi-
ción al ruido, por su conducencia y entidad prima facie apreciadas,
debió ser objeto -en relación con las restantes probanzas arrima-
das a las actuaciones- de un detenido y circunstanciado estudio
(doctrina del fallo del 28 de diciembre de 1984 in re, "Acosta, Nico-
lás E. cjConasa Corni Maleable Sudamericana, S.A."), tanto más
cuando en el mismo decisorio se acepta, aunque potencialmente,
que el. hecho de que el demandante hubiese ingresado en su trabajo
previo examen preocupacional sin detectársele la disminución audi-
tiva que ahora padece, puede constituir una presunción o -al me-
nos- una inferencia a su favor.

Consecuentemente, pienso que la queja deberá tener favorable
acogida y por ello se torna inoficioso -en mi criterio- el"examen de
los restantes agravios expuestos por el recurrente y vinculados a la
responsabilidad que imputa al empleador con fundamento en el pre-
sunto incumplimiento de éste al deber impuesto en el arto 75, R.C.T.

III

Por ello, opino que".debe hacerse lugar a la queja y dejar sin
efecto la sentencia recurrida, disponiendo que -por quien com-
peta- se" diéte nuevo fallo. Buenos Aires, 15 de agosto de 1985.
Juan Octavia Gauna.
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Buenos Aires, 18 de febrero de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en
la causa Córdoba, Esteban c/Massuh, S.A." para decidir sobre su
procedencia.

Considerando:

1':') Que contra la sentencia de la Sala VII de la Cámara Nacio-
nal de Apelaciones del Trabajo, que confirmó la de primera ins-
tancia que había rechazado la dem'anda promovida con apoyo en
los arts. 1113 del Código Civil y 75 del Régimen de Contrato de Tra-
bajo, la parte actora interpuso el recurso extraordinario que, al
ser denegado, motivó la presente queja.

2':') Que los agravios del apelante vinculados con el alcance asig-
nado por el a qua al arto 75 aludido, remiten al estudio de temas.
de naturaleza no federal, propios de los jueces de la causa y ajenos,
como regla, a esta instancia de excepción: No obsta a ello la arbi-
trariedad alegada, en tanto el pronunciamiento que los resuelve
cuenta con fundamentos mínimos de aquel carácter que, más allá
de su acierto o error, le confieren validez como acto judicial.

3':') Que, en cambio, deben tener acogimiento las impugnacio-
nes efectuadas por el apelante a la valoración de los antecedentes
probatorios realizada en el fallo, aspecto en el que esta Corte com-
parte los fundamentos y conclusiones desarrollados en el diCtamen
precedente, a los que remite en mérito a la brevedad.

Por ello, y de conformidad en lo pertinente con lo dictaminado
por el Sr. Procurador General, se hace lugar a la queja y al re-
curso ex~raordinario interpuestos y se deja sin efecto la sentencia
con el alcance indicado arto 16, primera parte, de la ley 48, por lo
.que el expediente deberá volver a fin de que se dicte una nueva con
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arreglo a la presente. Con costas (art. 68 del Código Procesal Civil
y Comercial de la Nación).

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- JORGE ANTONIO BACQUÉ.

JUAN CARJ;-OS SCARPIA v. FERROCARRILES ARGENTINOS

ACTOS ADMINISTRATIVOS.

La sola referencia a los motivos del acto -razones de servicio- no
importa contradecir la necesidad de fundamentos que imponen los
arts. 1~,inc. f), ap. 3~ y 7~, de la ley 19.549 ya que ese recaudo esen-
cial del acto administrativo no puede desvincularse de la amplitud de
las facultades ejercidas bajo el amparo de la ley 21.274(1).

VITTORJO CONSTANTINP v. MARGARITA SARA PRIETO y OTRA

RECURSO EXTRAORDINARIO:Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias f,lrbitrarias. Procedencia del recurso. Excesos u omisiones en el
pronunciamiento.

Es descalificable el pronunciamiento que confirmó la resolución de
primera instancia que había desestimado las excepciones. opuestas y
mandado llevar adelante la ejecución y se expidió. sobre el modo de
liquidar la cláusula de estabilización del crédito, ya que no se discute
que entre las partes se tramita un juicio ordinario .en el que se ha
controvertido el alcance de la cláusula dólar y en el que se han hecho
valer todas las defensas atinentes a la excesiva onerosidad derivadas
de la alteración del valor de la moneda extranjera, como así tampoco
que. el pedido de acumulació.n .de procesos formulado por la ejecutada

(1) 13 de febrero. Fallos: 261:336; 274:28; 300:1258; 301:1099; 307:1082,
1189.
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fue desestimado en la causa y, si no se admitió la acumulación de
procesos y mediaba la posibilidad de obtener decisión sobre la entidad'
de ~a deuda en ei juicio de conocimiento, se advierte que la resolución
.del a qua sobre la pauta de estabilización del crédito, adelanta cri-
terio eh forma innecesaria sobre un problenia que deberá considerar
oportunamente sobre la base de las mayores defensas y pruebas que
hubiesen alegado y aportado las partes.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos. Aires; 18 de febr.ero de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en
la causa Constantino, Vittorio e/Prieto, Margarita Sara y otra", para
decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1':') Que contra el pronunciamiento de la Sala VI de la Cámara
Nacional de Apelaciones Especial en lo Civil y Comercial, que con-
firmó la resolución de primera instancia que había desestimado
las excepciones opuestas y nlandado 'llevar adelante la ejecución y
se expidió sobre el modo de liquidar la cláusula de estabilización
del crédito, la acreedora dedujo el recurso extraordinario cuya de-
negación origina la presente queja.

2':') Que los agravios de la ejecutante suscitan cuestión federal
bastante para su consideración en la vía intentada, habida cuenta
de que si bien es cierto que se vinculan con' aspectos de hecho y
de derecho común y procesal, ajenos -como regla y por su natu-
raleza-, al remedio del arto 14 de la ley 48, tal circunstancia no
impide la apertura del recurso cuando lo decidido sóló satisface
en apariencia el requisito de' adecuada fundamentación y produce
'un menoscabo a los derecpos constitucionales invocados.

3':') Que, en efecto, no se dis~ute en autos qué entre las partes
se tramita un juicio ordinario en el que se ha controvertido el
alcance de la cláusula dólar y en el que se han hecho .valer todas. \
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las defensas atinentes a la excesiva onerosidad derivadas de la alte-
ración del valor de la moneda extranjera, como así tampoco que
el pedido de acumulación de procesos formulado por la ejecutada
fue desestimado en esta causa.

49) Que, en consecuencia, si no se admitió la acumulación de
procesos y mediaba la posibilidad -de obtener decisión sobre la enti.
dad de la deuda en el juicio de conocimiento, se advierte que la
resolución del a qua sobre la pauta de estabilización del crédito,
adelanta criterio en forma innecesaria sobre un problema que de-
berá considerar oportunamente sobre la base de las mayores defen-
sas y pruebas que hubiesen alegado y aportado las partes.

59) Que las circunstancias mencionadas hacen inaplicable al
caso lo resuelto en el precedente que se menciona en el auto dene-
gatorio del recurso extraordinario; conclusión particularmente váli-
da con relación a los temas que aquí se plantean si se tiene en
cuenta que la vigencia del contrato de locación se remonta al mes
,de abril de 1979 y que la pauta de actualización no puede desvin-
cularse del resultado patrimonial previsto para todo el lapso con-
tractual, tema este último que no ha sido tratado por la alzada, que
.se ha limitado a un examen dogmático de las cuestiones propuestas.

69) Que, por ser ello así, corresponde hacer lugar al presente
recurso e invalidar la sentencia en la parte que ha sido materia de
agravios, pues en esa medida media nexo directo e inmediato entre
lo decidido y las garantías constitucionales que se dicen vulneradas
(art. 15, ley 48, citada).

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario y con
el alcance indicado, se deja sin efecto la sentencia de fs. 65/66. Con
,costas. Vuelvan los autos al tribunal de origen a fin de que, por
medio de quien corresponda, proceda.a dictar nuevo fallo con arre-
glo a lo expresado.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- JORGE ANTONIO BACQUÉ.
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Corresponde .dejar sin efecto el pronunciamiento que confirmó la re-
soluéión administrativa que había denegado la jubilación por invalidez
a .raíz de que el solicitante estaba incapacitado a la fecha de afiliación.'
Ello es así, pues el 'a qua no abordó' lo alegado por la viuda -al solio
Citar la pensión- tendiente a probar la realización de activad es por
parte del causante con posterioridad a su afiliación a la Caja de la
ley 18.038, máximt' teniendo en cu~nta que no se debe llegar a la de-
negatoria de bell"~ficios'previsionales sino con extrema cautela (1) .

CONRADO CZADAN BUJDOSO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpr.etación de normas y actos comunes.

Son cuestiones de hecho y derecho común, propias de los jueces de la
causa y ajenas al recurso extraordinario las relativas a la interpreta-
ción de un fallo plenario fundado en normas no federales, proceden-
cia de desconocer efectos jurídicos a un matrimonio extranjero sin
previo cumplimie!1to del trámite de nulidad previsto por el artículo
86 de la ley 2393, y la buena o mala fe atribuiblé a los contrayentes de un
matrimonio nulo o ineficaz (2).

LIDIA OFELIA PELESSON DE LASTRA y OTROSV. MUNICIPALIDAD DE

LA CIUDAD DE, BUENOS AIRES

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. Re-
soluciones anteriores a la sentencia definitiva. Varias.

Para la procedencia del recurso extraordinario se .requiere que la re-
solución apelada revista el carácter de sentencia definitiva en los tér-'
minos del art. 14 de la ley 48. Tal es el caso de las resoluciones que

(1) 18 de febrero. Fallos: 280: 75; 294: 94; 303: 854; "Bolia, Amanda E.
.s/jubil¡;\ción", del 22 de mayo de 1984.

(2) 18 de febrero.
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ponen fin al pleito, impiden su continuación o causan un agravio de
imposible o insuficiente reparación ulterior. Dicho requisito no se
suple con la invocación de arbitrariedad y de agra\üos constitucionales,
ni se satisface en el caso en' que se hizo lugar al 'amparo deducido por
quienes pretendieron ser desalojados por vía administrativa por la
Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, ya que lo decidido sólo'
importa para la recurrente verse privada de la acción de desalojo ad-
admini!>trativa que -afirm6- le acuerda el decreto nacional N? 2409/66,
pero deja en pie la acción judicial prescripta por las leyes 17.091 y
21.993, para la obtención dd mismo fin (1).

SASETRU S.A.C.I.F.A.I. y E. v. MUNICIPALIDAD DE

LA CIUDAD DE SALTA y JUAN CARLOS MARQUEZ SOSA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentel1cias arbitmrias. Improcedencia del recurso.

No es élrbitraria la sentencia que condenó a la demandada al pago de
los dafios y perjuicios resultantes de la desaparición de mercaderías
decomisadas por la Municipalidad de la :Ciudad de Salta y embargadas
por la Dirección General de Rentas de esa provincia, de las que se
designó depositario judicial al Intendente Municipal. Ello es así, pues
el vicio que portaba el .trámite del decomiso -ausencia de sumario
previo- hace que' el procedimiento sea ilégítimo y nunca existió tí-
tulo suficiente de la demandada que le permitiera retener los. bienes,
con c;xcepción de sus facultades de depositario. En consecuencia, lla-
bien do cesado el embargo trabado por la Dirección General de Rentas
de la provincia y no teniendo derecho a mantener la mercadería en su
poder por haber sido mal habida, sólo cabe sostener la obligación in-
mediata de devolverla, por lo que al no haber sido puesta a dispo-
sición de la propietaria, una vez conocido el' levantamiento' de la in-
terdicción originado en el organismo provincial, se consumó el dcre'c1lO
de la accionan te a obtener una indemnización sustitutiva de los bienes,
que no pudieron ser hallados (2).

(1) 18 de febrero. Fallos: 293:443, 534; 295:152; 298:47, 85; 302:417..
(2) 18 de febrero.
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Las decisiones 'que en materia' de superintendencia adoptan las Cámaras
son irrevisables, en tanto no se evidencie exceso en el ejercicio de la
potestad disciplinaria que torne procedente la intervención del Tribunal
por razones de orrJen general (1).

SUPERINTENDENCIA.

No corresponde hacer lugar a la avocación de la resolución de Cámara
que impuso a un empleado la sanción de apercibimiento, en tanto que no
se evidencia exceso del ejercicio de la potestad disciplinaria que torne
procedente la intervención de la Corte Suprema. En el caso, la Cámara
redujo la sanción que aplicara el titular del juzgado de primera instan-
cia por la participación de aquél en medidas de fuerza dispuestas por la
Unión de Empleados de la Justicia, decidiendo además' apercibirlo por
los términos irrespetuosos del recurso presentado. .

CARLOS MANUEL COUTO v. NACION ARGENTINA
.(BANCO DE LA NACION ARGENTINA)

ACCION ,DE AMPARO: Actos u omisiones de autol'idades públicas. Requisitos.
Inexistencia de otras vías.

La existencia de vías legales para la protección de los derechos presun-
lamente lesionado~ excluye, en principio, la admisibilidad de la demanda
de amparo, pues este medio no altera el juego de las instituciones vigen-
tes; máxime en el caso, en el que el recurrente -que pretendía 'que se
condenara al Banco de la' Nación Argentina a entregarle una suma de
dinero derivada del "desagio" oportunamente efectuado sobre un depó-
sito a plazo fijo del que era titular por aplicación del decreto N~ 1096/
85- no niega la existencia de otras vías judiciales pero se. limita a no
asignarles eficacia para reparar los derechos que dice quebrantados.

(1) 18 de febrero. Fallos: 266:86; 281:169; 284:217.
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ACCION DE AMPARO: Actos u omisiones de autoridades públicas. Requisitos.
Inexistencia de otras vías.

El perjuicio que pueda ocasionar la dilación de los procedimientos co-
rrientes, no importa otra cosa que la situación común de toda persona
que peticiona mediante ellos el reconocimiento de sus derechos. De mO,do
que cabe reservar el remedio singular del amparo sólo para las delicadas
y extremas situaciones en las que, por carencia de otras vías legales, se
encuentra en peligro la salvaguarda de derechos fundamentales, y que
para su apertura se requieren circunstancias de muy definida excepción.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 20 de febrero de 1986.

Vistos los autos: "Couto, Carlos Manuel e/Estado Nacional
(Banco de la Nación Argentina) s/amparo".

Considerando:

1'?) Que contra la sentencia de la Sala 1 de la Cámara Nacional
de Apelaciones en lo Contenciosoadministrativo Federal, confirma-
toria de la dictada en primera instancia, que declaró inadmisible
el amparo por el cual eJ actor pretendía que se condenara al Banco
de la Nación Argentina a entregarle una suma de dinero derivada
del "desagio" oportunamente efectuado sobre un depósito a plazo
fijo del que era titular por aplicación del decreto N'? 1096/85, aquél
dedujo recurso extraordinario, que fue concedido.

2'?) Que la existencia de vías legales para la protección de los
derechos presuntamente lesionados excluye, en prir:cipio, la admi-
sibilidad de la demanda de amparo, pues este medio no altera el
juego de las instituciones vigentes (Fallos: 295:35; 297:93; 298:329;
303:419, 422, 2056); máxime en el caso, en el que el recurrente no
niega la existencia de otras vías judiciales pero se limita a no asig-
narles eficacia para reparar los derechos que dice quebrantados.
Al respecto, y conforme a las circunstancias del sub lite, corres-
ponde reiterar el principio según el cual el perjuicio que pueda
ocasionar la dilación de los procedimientos corrientes, no importa
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otra cosa que la situación común de toda persona que peticiona
mediante ellos el reconocimiento de sus derechos (Fallos: 297:93;
300:1231; 303:422).

3?) Que las consideraciones precedentes se realizan teniendo en
cuenta que cabe reservar el remedio singular del amparo sólo para
las delicadas y extremas situaciones en las que, por carencia de otras
vías legales, se encuentra en peligro la salvaguarda de derechos fun-
damentales, y que para su apertura se requieren circunstancias de
muy definida excepción (Fallos: 301:1061), que no concurren en la
especie.

4?) Que, además, es indudable que el planteo del actor atinente
a la supuesta inconstitucionalidad del decreto N? 1096/85, así como
la supuesta lesión que sobre su patrimonio habría producido la apli-
cación de la escala de conversión fijada por su arto 4?, configuran
cuestiones cuya dilucidación requiere mayor debate y prueba que
el autorizado por el trámite sumarísimo de la acción de amparo.

Por ello, se confirma la sentencia apelada, con costas.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT
- JORGE ANTONIO BACQUÉ.

INDUSTRIAS METALURGICAS PESCARMONA v. AGUA y ENERGIA
ELECTRICA SOCIEDAD DEL ESTADO

SENTENCIA: Principios generales.

Toda-sentencia constituye una unidad lógico-jurídica, cuya parte disposi-
tiva es la conciusión necesaria del análisis de los presupuestos fácticos y
normativos efectuado en sus fundamentos. No es, pues, sólo el imperio
del tribunal ejercido concretamente en la parte dispositiva lo que da
validez y fija los alcances del pronunciamiento: estos dos aspectos de-
penden también de las motivaciones que sirven de base a la decisión.
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COSA JUZGADA.

FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

Si en el fallo no se manifestó que el. derecho al crédito reclam;;¡do era
una consecuencia de la nulidad de un certificado, no se puede afirmar
después que ~al derecho surge de una sentencia que, precisamente, ha
omitido su declar:;¡ciónexpresa.' Ello es así, pues el"silencio del senten-
ciante sobre el partiCular importó una denegación implícita respecto de
la cual no se articuló remedio procesal alguno, y revisar la cuestión de
referencia cuando ya el "fallo estaba. firme ha comportado un menoscabo
ante todo, de la garantía de la cosa juzgada, pues la estabilidad de las
sentencias judiciales constituye un presupuesto .ineludible de la seguridad
jurídica -que prevalece aun ante la evidencia del 'error judicial- sin la
cual no hay en rigor orden juridico, y es, además, exigencia de orden
público y posee jerarquía constitucional.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

..

Opino que el recurso ordinario interpuesto por la accionada es
procedente en razón de hallarse cumplimentados los 'requisitos que
lo toman formalmente admisible.

En cuanto al fondo del asunto, tratándose la materia apelada
de una cuestión substancialmente regida por preceptos de .natu-
raleza procesal, no corresponde que emita opinión. BuenQs Aires,
17 de junio de 1985. Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE' SUPREMA

Buenos Aires, 20 de febrero de 1986.

Vistos los autos: "Industrias Metalúrgicas Pescarmona c/Agua
y Energía Eléctrica Sociedad del EstadO" s/cobro de pesos".

Considerando:

1':') Que, después de habe! confirmado esta Corte a fs. 872/878
la sentencia de Cámara, confirmatoria, a su vez, de la de primera
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instancia, la parte actora pr.esentó liquidación en la cual, entre
otros rubros, detalla el correspondiente al "saldo del Certificado
47-A" (ver fs. 1259, punto IV). Al pedido de pago que implica di-
cha presentación se opone la demandada, a fs. 1277/1278, por esti-
mar que no corresponde en ningún monto y medida, al no haber
sido condenada a ello por la sentencia de primera instancia.

La solución de la incidencia fue diferida en atención a lo soli-
citado por la actora a fs. 1280/1281, reactualizándose el tema con
las presentaciones de fs. 1598 y 1682.

El juez de primera instancia, al resolver (fs. 1688), desestima
la impugnación por considerar que si bien ex.presamente no fue
mencionado .en la sentencia definitiva, resulta claro que, al caer
el certifiCado negativo 51 bis por decisión judicial, implícitamente
se reconoce el crédito de la actora por el saldo aludido.

29) Que, apelada dicha decisión, el tribunal de alzada la cOn-
firmó (fs. 1713/1714) sosteniendo en lo esencial, "que la deman-
dada ha tenido oportunidad de contestar, en su momento, las ale~
gaciones de la actora sobre la legitimidad del crédito instrumen-
tado mediante el Cer:tificado 47-A y, correlativamente, sobre la
nulidad del certificado negativo 51 bis, habiendo sido éste el úni-
co término de la relación compensatoria que dio lugar a contra-
dicción".

"Es claro que alegar a esta altura sobre la improcedencia del
crédito que aquí se cuestiona, hubiera significado impugnar las
conclusiones de una sentencia pasada en autoridad de cosa juz-
gada; correspondía, en cambio, que se expresaran críticamente las
razones por las cuales la apelante considera que el derecho al co-
bro de aquel. crédito no emana, como un efecto necesario, de los
términos de la sentencia".

"En tales condiciones, forzoso es concluir que los argumentos
excesivamente formalistas en que se apoyan los agravios, no son
idóneos para desvirtuar el fundamento que exhibe el decisorio. Ello,
sin perjuicio de señalar que no se avienen con el rol instrumental
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que desempeñan las normas adjetivas en la realización del valor
justicia".

3':') Que contra este pronunciamiento, la demandada dedujo el
recurso ordinario de apelación de fs. 1717, concedido a fs. 1718 y
fundado a fs. 1724/1740, que es formalmente procedente, pues se
trata de una sentencia definitiva, recaída en una causa en que la
Nación es parte y el valor cuestionado, actualizado a la fecha de
interposición de la apelación, supera el mínimo establecido ep. el
arto 24, inc. 6':',ap. a), del decreto-ley 1285/58, modificado según la
ley 21.708 y resolución de la Corte N,:,916/84. A fs. 1743/1748 obra
el memorial de la contraparte .

.4':') Que el quid de la cuestión sometida al Tribunal es la deter-
minación de los alcances y Iímites de la sentencia de fs. 710/715 vta.,
lo cual incluye la precisión del ámbito de la cosa juzgada, cuya
inmutabilidad e intangibilidad, según el recurrente, se vio afectada
por el fallo del a qua.

5':') Que a tales fines, resulta necesario tener presente que toda
sentencia constituye una unidad lógico-jurídica, cuya parte dispo-
sitiva es la conclusión necesaria del análisis de los presupuestos
fácticos y normativos efectuado en sus fundamentos. No es, pues,
sólo el imperio del tribunal ejercido concretamente en la parte
dispositiva lo que da validez y fija los alcan~es del pronunciamien-
to: estos dos aspectos dependen también de las motivaciones que
sirven de base a la decisión (Fallos: 304:590).

6':') Que sentado lo anterior, cabe destacar que si bien el pedi-
do de cobro del saldo correspondiente al Certificado 47-A fue intro-
ducido oportunamente en juicio (ver, fs. 141/145 vta.) en oportu-
nidad del alegato, la actora, al puntualizar los rubros que pretende
(fs. 643/688, punto VI), no incluyó el saldo de dicho certificado.

A ello corresponde añadir que cuando el juez de primera ins-
tancia menciona a dicho certificado, lo hace sólo en la parte de la
sentencia correspondiente al relato de las pretensiones de las par-
tes; en los considerandos no se refiere al punto. Sólo en elconsi-
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derando XIV recoge, substancialmente, lo expuesto en el alegato,
pero sin aludir al Certificado 47-A, como tampoco lo hizo la acto-
ra, según ya ha quedado expuesto. De manera que, al no manifes-
tarse en el fallo que el derecho al crédito 'reclamado era una nece-
saria consecuencia de la nulidad del certificado negativo 51-A, no
se puede afirmar después que tal derecho surge de' una sentencia
que, precisamente, ha omitido su declaración expresa.

79) Que, antes bien, el silencio del sentenciante' sobre el parti-
cular -pes~ a las claras exigencias de los incs. 49 y 69 del arto 163
del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, importó una
denegación implícita (doctrina de Fallos: 304: 191), respecto de la
cual no se articuló remedio procesal alguno .

. 89) Que, en tales condiciones, revisar la cuestión de referencia
cuando ya el fallo estaba firme ha comportado un menoscabo, ante
todo, de la garantía de la cosa juzgada, pues la estabilidad de las
sentencias judiciales, constituye un presupuesto ineludible de la
seguridad jurídica -que prevalece aún ante la evidencia del error
judicial- sin la cual no hay en rigor orden jurídico, y es, además
exigencia de orden público y posee jerarquía constitucional (Fa-
llos: 299:373; 301:762; 303:1354).

Por ello, de conformidad a lo dictaminado por el. señor Pro-
cur:ador General respecto a la procedencia del recurso, se revoca
la sentencia apelada y se hace lugar a la impugnación deducida
respecto a la inclusión en la liquidación de fs. 1259/1264 del rubro
"Saldo del Certificado 47-A". Costas de todas las instancias a cargo
de la actora (art. 68 del C.P.C. y C.N).

JosÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO

- CARLOS S. FAYT - JORGE ANTONIO BACQUÉ.
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INSPECCION GENERAL DE PERSONAS JURIDICAS
DE LA PROVINCIA DE CATAMARCA

RECURSO EXTRAORDINARiO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. Reso-
luciones anteriores a la sentencia definitiva. Medidas precautorias.

Si bien, como regla, las resoluciones dictadas en materia de medidas
cautelares no constituyen sentencia definitiva a los fines del recurso ex-
traordinario, ello es así en tanto su mantenimiento no genere, en :virtud
de las particularidades del caso, consecuencias de insuficiente o impo-
sible reparación ulterior, como ocurre en "el caso en que a raíz de la
medida soliCitada por la Inspección General de Personas Jurídicas de.
Catamarca contra el Colegio de Abogados local, en el juicio que el orga-
nismo administrativo le inició por impugnación de una asamblea, el a
quo dispuso la designaCión de administradores judiciales a fin de que se
hicieran cargo de las funciones inherentes al Consejo Directivo y al Tri-
bunal de Disciplina de la entidad intervenida, ya que la indudable gra-
vitaCión en la vida instituCional de la Provincia que trae aparejado el
reemplazo, mediante una medida cautelar, de los órganos directivos de
la entidad, cuya importancia la propia sentencia destaca, constituyen par-
ticularidades que justifican en el caso hacer excepción al prinCipio que
veda la intervención de la Corte en la etapa precautoria del juicio.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federqles.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Excesos u omisiones" en el pro-
nunciamiento.

&; descalificable la deCisión que no se pronunció en punto a la alegada
incompetencia de la Inspección General de Personas Jurídicas de la Pro-
VinCia para ejercer facultades de control sobre "una persona publica no
estatal, argumento que el Colegio demandado propuso oportunam~nte
que es conducente para la solución del juicio.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERÚ

Suprema Corte:"

1

La Inspección de Personas Jurídicas de la Provincia de Cata.
marca inició demanda ,contra el Colegio de Abogados provincial a
fin de impugnar su asamblea celebrada el 1 de junio de 1984 y re-
querir la suspensión de la ejecución de las resoluciones adoptadas.
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Manifiesta que ante el pedido de autorización para celebrar
Asamblea General Ordinaria, formulado por el Colegio demandado
un día antes de la fecha prevista para el acto, tuvo dificultades
para la fiscalización de los estados contables por cuanto no pudo
cotejados con los ejercicios anteriores y los presentados no se ha-
bían cerrado a la fecha que marca el estatuto de la entidad, no
determinando tampoco la presentación el período administrativo
contable al que se refería.

Agrega que la memoria fue presentada horas antes de la asam-
blea, que la solicitud no se había realizado con la antelación debida
(15 días) y, que observa la ausencia de elementos sustanciales para
el funcionamiento del ente, como es,'el decreto reglamentario de
su ley orgánica, ya que sólo cuenta con un cuerpo normativo apro-
bado por una Asamblea Extraordinaria del Colegio, el que no prevé
órgano de fiscalización, ni consejo electoral, no pudiéndose, ade-
más, determinar con certeza quiénes son los asociados en condi-
ciones de votar.

Por estos motivos, agrega, resolvió suspender por 20 días la
realización de la asamblea, disponiendo simultáneamente que la
próxima se realizara bajo las prescripciones de las normas vigen-
tes, establecidas con carácter general en la provincia para todas las
entidades civiles. Por comunicación formulada al Poder Ejecutivo
local, tomó conocimiento de la realización de la Asamblea General
Ordinaria, por parte de la demandada, en la fecha originalmente
prevista, calificando la reunión como de tacto y contraria a la dis-
posición general vigente.

En virtud de estos antecedentes requirió como medida caute-
lar "la permanencia de las autoridades elegidas en la última asam-
blea, de junio de 1982" que garantizarían la neutralidad y la admi-
nistración normal de la entidad civil; "o bien un delegado o Comi-
sión Nonnalizadora de Profesionales del Derecho". Fundamenta la
requisitoria en la posibilidad de que el mandato de los miembros
de la Comisión Directiva, surgida de la Asamblea del le;> de junio
de 1984, resultara ineficaz e irregular, en cuyo caso los actos y
hechos producidos por esto.s dirigentes, sin legitimidad, podrían
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producir "los efectos propios de las facultades del Consejo Direc-
tivo", resultado que pretende enervar con la medida.

II

El juzgado de primera instancia acogió favorablemente la pre-
tensión cautelar de la parte actora, circunstancia que motivó la
apelación del Colegio de Abogados local.

El tribunal de alzada procedió a decretar la nulidad de la deci-
sión del inferior y, por' el voto de la mayoría de sus integrantes,
basado en razones .de orden procesal y' la urgencia que traía con-
sigQ la medida peticionada, resolvió ,derechamente el incidente sin
reenviar la causa a primera in.stancia~ haciendo lugar a la medida
precautoria y disponiendo, en su. consecuencia, que el Juez de grado
proceda a designar uno o más administradores judiciales que, con
carácter de carga pública, deberán ejercer las funciones del Con-
sejo Directivo y Tribunal de Disciplina del Colegio de Abogados y
Directorio de Caja Forense, los que se elegirán entre abogados ~e
la matrícula que no se hallen subordinados al Poder Ejecutivo Pro-
vincial, o sean miembros en ejercicio de cualquiera de los órganos
de gobierno de la Federación Argentina de Colegios de Abogados.

En los fundamentos de la resolución el a qua destaca la jerar-
quía institucional de la asociación, su prestigio como entidad inter-
media y los importantes cometidos que, con base .en la Constitución
provincial, le son asignados como órgano de c.onsulta y decisión,
en actos de gobierno o vinculados a. la administración de justicia,
"que tienen que ver muy de cerca con el normal funcionamiento
del Poder Judicial, en cuanto a que debe necesariamente interve-
nir en la designación de sus cuadros superiores, dotarlos expresa o
tácitamente de inamovilidad (facultad, al parecer, exclusiva, exclu-
yente y discrecional de la entidad), y «colaborar» con la Corte de
Justicia en la organización de los concursos de títulos y prueba de
oposición para plasmar de ese modo el efectivo cumplimiento de la
carrera judicial ... "
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Agrega que el Estado Provincial ha impugnado formalJ?-1ente a
la Asamblea Ordinaria de la demandada y, con ello, las autorida-
des electas" por 10 que de prosperar la acción carecerían en prin-
cipio de validez los actos ejecutados por la entidad en' ejercicio de
gobierno de, la matrÍCula y en cumplimiento de las funciones que
le encomienda la Constitución. Como consecuencia de la actitud
asumida por la Administración Právincial, al desconocer ,las auto-
ridades surgidas de la asamblea en entredicho, añade, se ha llegado
a una situación que produce un grave obstáculo para la función de
gobierno, y que va en desmedro 'de la tácita armonía que supone
la norma fundamental, entre los poderes de gobierno (administra-
tivo y judicial) y la institución profesional, en orden a la interven-
ción de los mismos con el objeto, de producir actos de gobierno
enderezados al mejoramiento del Poder Judicial. '

Formuladas estas precisione,s, el tribunal pasa a analizar si en
la especie se dan los presupuestos normativos que permiten acoger
la medida cautelar. Encuentra que existe pel'iculum in mora debido
a las razones de orden público que se han expuesto, porque de
mantenerse la situación igual durante la tramitación de la causa se
pondría en peligro grave e irreparable la integración, consolidación
y perfeccionamiento del Poder Judicial de la Provincia. Por otra
parte, considera reunido en el sub judice el restante requisito (fu-
mus bonis iuris), con el grado de apariencia que requiere la expe-
dición de la medida y sin avanzar demasiado, por el riesgo d~ in-
currir en prejuzgamiento. El probable derecho que ampara a la
actora, lo encuentra el a qua en los términos en que ha quedado
trabada la litis en el principal, la naturaleza jurídica de las partes
litigantes y la declaración que en su momento formuló la Asamblea
por mayoría, 10 que pone de manifiesto la faIta de unanimidad en
una cuestión jurídica por parte de los profesionales del der~cho
presentes, en el sentido de considerar improcedente el pedido de
Asamblea formulado por el Consejo Directivo saliente a la Inspec-
ción General de Personas Jurídicas.
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III

Contra este pronunciamiento planteó recurso extraordinario el
Colegio demandado a fs. 1/9, que le fue concedido por resolución
de fs. 24/27, fundándolo en la arbitrariedad de la resolución ape-
lada, la que vulneraría el derecho a la defensa en juicio y el debido
proceso, contenidos en el arto 18 de la Constitución Nacional, pues-
to que a su juicio el a qua ha brindado fundamentos sólo "aparen-
tes" y omitió la consideración de alegaciones decisivas oportuna-
mente planteadas y conducentes a la solución de la litis.

Sostiene que el juzgador se ha refugiado en el peligro de un
prejuzgamiento para eludir ,el análisis de la verosimilitud del dére-
cho invocado por la actora, que había sido concienzudamentecues-
tionado en base a las normas constitucionales que prevén la actua-
ción del Colegio de Abogados y al repaso de las reglas contenidas
en su ley fundacional" con lo que demuestra la incompetencia de
la Inspección General de Personas Jurídicas para controlar un- ente
de la naturaleza del demandado, aserto que se abona con el examen
de la ley provincial que apodera a la accionan te sólo para ejercer
la policía de las personas jurídicas privadas, categoría en la que
no puede incluirse al Colegio_local.

Estas alegaciones, añade, complementadas con la reflexión ensa-
yada sobre el énfasis que puso el legislador, al crear el Colegio,
respecto a la "autonomía e independencia del poder administra-
dor" en que lo colocaba, no pudieron ser soslayadas por el prove-
yente so pena de incurrir en la arbitrariedad que le imputa a su
decisión.

Pasa luego a criticar los fundamentos con que el tribunal ape-
lado dispuso la medida cautelar. En cuanto a la autorización soli-
citada por el Consejo Directivo saliente, considera que esta medida
no puede cohonestar la competencia de la actora puesto que el
órgano de gobierno de la asociación, competente para determinar
la "inteligencia y aplicación" de la ley orgánica, que le dio vida, es
la Asamblea y ésta repudió la interferencia de la Inspección Gene-
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ral de Personas Jurídicas, que pretendía suspenderla. Tampoco
resulta opinable la decisión de la Asamblea, por la falta de una-
nimidad de los profesionales que asistieron, dado que una pequeña
minoría no votó por la competencia del órgano, supervisor de la
administración, sino que se inclinó por la conveniencia de pasar
a cuarto intermedio, de lo que se desprende la arbitrariedad en
que ha incurrido el tribunal al adjudicar una inteligencia inexacta a
los hechos traídos a la causa.

Tacha de arbitrarias, asimismo, las razones en que el a qua
fundó el "peligro en Ja demora", basamento de la medida cautelar.
El desconocimiento "de hecho" en que el Poder Ejecutivo viene
incurriendo con respecto a las autoridades del Colegio de Aboga-
dos, prueba a su juicio el grado de influencia anómala al que han
llegado las intenciones de la Administración "pero no sirve en ab-
soluto para explicar, en términos de buen derecho, cuál sería el
peligro de frustración fáctica o jurídica que para la efectividad de
la futura sentencia final del pleito, supuesta que nos fuera adversa,
conlleva aquella actitud unilateral de un Poder del Estado". De
ser tan relevante la situación expuesta, el Poder Ejecutivo amparado
por las normas de la ley 3816, en que apoya su competencia la Ins-
pección, podría haber directamente intervenido al ente, sin recurrir
a la acción judicial, opción que al no haberse producido quita tras-
cendencia y convierte en arbitrario el argumento del tribunal. Aña-
de que, el peligro grave e irreparable para el desarrollo de la fun-
ción judicial que se desprende de la existencia del pleito, no es tal
si se repara en que las opiniones del Colegio de Abogados no resul-
tan vinculantes para el Poder Ejecutivo y "el único verdadero peli-.
gro consiste en que esas consultas sean- evacuadas por administra-
dores judiciales designados por un Juez y carentes, por definición,
de toda calidad representativa de los miembros del Colegio de
Abogados".

Considera que la remoción o suspensión temporaria de las
autoridades del Colegio durante la tramitación de la _causa, pro-
voca un gravamen irreparable por cuanto una sentencia que recha-
zara la demanda, considerando el tiempo probable de desarrollo
del proceso y el plazo de los mandatos, carecería de todo efecto que
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no sea el moral, pues ya habría caducado esa Comisión Dirdtiva;
a lo que se suma "el perjuicio" institucional que supone la actua-
ción' de un aparente Colegio de Abogados, encarnado o "represen-
tado" por colegas elegidos sin consenso alguno de sus pares.

Los restantes agravios se enderezan a cuestionar el alcance de
la medida que dispuso el a qua, que habría excedido sus facultades
al disponer la designación de administradores judiciales cuando,
según la ley 3816 que rige la compe.tencia del órgano de contralor,
sólo está autorizado a requerir la "intervención judicial", figura
ésta dotada de atribuciones menores que la del, "administrador";
agregando el apelante que, con la cautelar impugnada, el a qua ha
veni<;loa tornar estéril el resultado de una eventual sentencia final
absolutoria.

IV

Cabe, a mI JUICIO,consi~erar en primer término el carácter de
la resolución apelada a efectos de determinar si es de aquellas que
por su definitividad habilitan el remedio federal.

En tal sentido, me parece oportuno recordar que, en prinCIpIO,
las medidas cautelares adoptadas en un proceso no constituyen la
sentencia definitiva dictada por el superior tribunal de la causa a
que hace mención el arto 14 de la ley 48 (Fallos:.297:337; 300:1036;
301:947; entre otros), criterio al que no cabe excluir aún cuando se
invoque la arbitrariedad de la resolución.

No obstante, V.E. ha hecho excepción a este princIpIo' en aque-
llos supuestos en que medie cuestión federal bastante para susten-
tar el recurso, porque los agravios' expresados por el recurrente
resultan irreparables en atención a las circunstancias de hecho (Fa-
llos: 301:941); requisito éste que, a mi entender, se reúne en las
presentes a<;:tuaciones.

En efecto, de mantenerse la administración judicial dispuesta
en el sub judice, con las facultades otorgadas a los administradores
de convocar Asambleas Extraordinarias y Ordinarias para elección
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de autoridades (ver fs. 85 vta. pta. -d-, de los autos copiados y
agregados por cuerda), la prolongación natural del proceso hace
presumir fundadamente que las autoridades surgidas' del acto de
elección cuestionado nunca podrán ejercer sus mandatos, pues el
plazo estatutario' se habrá agotado antes que haya sentencia defi-
nitiva en autos. Esta circunstancia determina, a mi modo. de ver,
la irreparabilidad del agravio traído a esta instancia; a lo que se
suma la trascendencia de la decisión impugnada, que excede el
mero interés de las partes y se proyecta de algún modo sobre el
correcto funcionamiento de la administración de justicia provin-
cial, en atención a las facultades asesorativas de que está munido
.el Colegía de Abogados según la Constitución local, que establece
el dictamen preceptivo de la corporación antes que el Poder Eje-
cutivo propicie determinados actos de designación o confirmación
de magistrados, así como la colaboración con el Poder Judicial en
la implementación de la carrera de funcionarios de esa rama del
gobierno. Para' que tales [-L1ncionesden lugar a una efectiva parti-
cipación en la toma de de:isiones trascendentes para la marcha de
uno de los Poderes del Estado provincial, y permitan ejercer en
alguna medida el control de tales actos, se requiere en principio
que las opiniones emanen de las autoridades estatutariamente ele-
gidas por los colegiados. lo que pone de relieve la prudencia con
que deben ejercerse en el caso las atribuciones para sustituir los
órganos directivos de la asociación, por vía de una medida caute-
lar, así como la repercusión que una decisión de tal índole ejerce
sobre la marcha de instituciones fundamentales del gobierno local.

. En cuanto al' fondo de la cuestión aquí ventilada, considero
conveniente destacar algunas' circunstancias que rodean el conflicto
y que, a mi juicio, debieron ser tenidas en cuenta por los jueces
de la causa. Como lo han puesto de manifiesto los apelantes, la
decisión de la Comisión 'Directiva saliente de gestionar ante la 1ns-
. pección General de Personas Jurídicas la autorización para cele-
brar la Asamblea fue' declarada improcedente por una gran mayo-
ría de los colegiados asistentes y la posición de quienes quedaron
en franca minoría no apuntó a cohonestar las facultades del órgano
administrativo para suspender el acto, sino que, se inclinó por pa-
sar a un cuarto intermedio (ver fs. 30. de los autos agregados).
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Por otra parte, Ía accionan te no ha alegado que hubiera peti-
ciones administrativas o acciones judiciales de abogados conducen-
tes a impugnar la Asarriblea por haberse vistos, arbitraria o ilegí-
timamente, privados de ejercer sus derechos de discusión y voto
en .la reunión, o que hubieren sido limitados en sus posibilidades
de resultar electos como autoridades del Colegio. Cabe agregar que
algunas de las irregularidades que se señala en la demanda no pu-
dieron haber sido subsanadas en el escaso término dé 20 días, por
el que dispuso suspender la realización de la Asamblea General
Ordinaria; y que resulta reveladora la ausencia de todo otro con-
trol anterior a este acto, por parte de la Inspección, que no 10 ha
invocado a pesar de los largos años de actuación que lleva el Cole-
gio de Abogados de la Provincia.

Este cúmulo de circunstancias, a mi modo de ver, quita cierta
entidad al fumus banis iuris de que hace mérito el a qua y tornaba
indispensable el tratamiento de los agravios expuestos por la de-
mandada, en la instancia de apelación ordinaria, en torno a la ale-
gada incompetencia radical. de la Inspección General de Personas
Jurídicas para ejercer el contralor de una persona pública no esta-
tal como el Colegio del foro local. La falta de atribuciones de con-
tralor, por parte de la actora, fue planteada con argumentos serios,
desarrollados en profundidad por los afectados con la medida cau-
telar, y no pudo, en mi parecer, el tribunal soslayar su considera-
ción, so color de prejuzgamiento,_ habida cuenta de los alcances de
la medida precautoria y las especiales características que envol-
vían la situación litigiosa, como. creo haber demostrado, máxime
cuando la solución adoptada en el marco del incidente cautelar tiene
una provisionalidad que no determina ineluctablemente el resul-
tado final del pleito.

En síntesis, la ausencia de tratamiento de la competencia de
la actora para disponer la suspensión de la Asamblea en sede ad-
ministrativa y ante su inobservancia, requerir, luego en la judicial,
la intervención de la entidad, convierten a mi entender, a la deci-
sión recurrida en arbitraria, por aplicación de la reiterada doctrina
de V.E., en el sentido de que las resoluciones judiciales que omiten
cuestiones oportunamente propuestas, conducentes para la decisión
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del juicio, carecen de base adecuada para sustentarlas y deben des-
calificarse (conf. sentencia del 7 de agosto de 1984,. in re "Gam-
barte, Rosa", entre tantos otros).

Opino, en consecuencia, que corresponde dejar sin efecto la
decisión apelada y disponer que, por quien corresponda, se dicte
nuevo pronunciamiento al respecto. Buenos Aires, 4 de septiembre
de 1985. Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 20 de febrero de 1986.

Vistos los autos: "Recurso extraordinario en autos Cámara
N9 185/84 'Apelación del Colegio de Abogados a medida cautelar
decretada en autos: Expte. N9 244/84' - Inspección General de Per-
sonas Jurídicas de la Pcia: s/impugnación de la Asamblea del Cole-
gio de Abogados de Catamárca del 1-6-84".

Considerando:

19) Que a raíz de la medida cautelar solicitada por la Inspección
General de Personas Jurídicas de Catamarca contra el Colegio de
Abogados local, en el juicio que el organismo administrativo le ini-
ció por impugnación de la asamblea celebrada el 19 de junio de
1984, ia Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Laboral y
de Minas de ese estado provincial dispuso la designación por parte
del magistrado de primera instancia, de administradores judiciales
a fin de que se hicieran cargo de las funciones inherentes al Con-
sejo. Directivo y al Tribunal de Disciplina de la entidad intervenida.
Contra tal prol}unciamiento, la afectada interpuso recurso extra-
ordinario, que fue concedido a fs. 24/27.

29) Que la recurrente tacha de arbitrario el fallo e invoca la
garantía de la defensa en juicio y del debido proceso. Afirma que
la Cámara ha omitido por completo el tratamiento de las objecio-
nes que planteó respecto dé la verosimilitud del derecho invocado
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por la solicitante, fundadas en que ni la ley de creación del Colegio
de Abogados, ni la Constitución local y menos aún las normas que
regulan la competencia del órgano oficial, le confieren a éste auto-
ridad alguna para otorgar o retirar la personalidad de la. entidad
profesional, autorizar sus asambleas o controlar, en general, su
funcionamiento. Sostiene, además, que la medida causa un grava-
men irreparable, dado el tiempo probable de duración del pleito
y el vencimiento de los mandatos conferidos a las autoridades que
se 'producirÍa en el Ínterin.

3':') Que si bien, como regla, las resoluciones dictadas en mate- .
ria de medidas cautelares no constituyen sentencia definitiva a los
fines del recurso extraordinario, ello es así en tanto su manteni-
miento no genere, en virtud de las particularidades del caso, con-
secuencias de insuficiente o imposible reparación ulterior (Fallos:
292:202; 301:94i; 303:625) .. En tal sentido, lo afirmado por la Cá-
mara acerca de que las ."actuales autoridades del Colegio de Abo-
gados quedarán suspendidas en el ejerc~cio de sus funciones hasta
tanto se dicte sentencia firme en la presente causa, que decidirá
obviamente su remoción o continuidad" (fs. 86 del expediente agre-
gado) no contempla la posibilidad de que a: esa fecha el término
estatutario se encuentre agotado sin que la representación elegida
en la asamblea impugnada hubiese podido ejercer su mandato. Ello,
unido a la indudable gravitación en la vida institucional de la Pro-
vincia que trae aparejado el reemplazo, mediante una medida cau-
telar, de los órganos directivos de la entidad, cuya importancia la
propia sentencia destaca al puntualizar "su ineluctable participa-
ción como órgano de consulta (art'- 200 C.P.) y decisión (art. 195
C.P.), en actos de gobierno ... que tienen que ver muy de cerca con
el normal funcionamiento del Poder Judicial" (fs. 73/vta. del expe-
diente mencionado), constituyen particularidades que justifican en
el caso hacer excepción al principio que. veda la intervención del
Tribunal en la etapa precautoria del juicio.

4':') Que, en cuanto' a la materia de/fondo debatida, esta Corte
comparte los fundamentos y conclusiones del dictamen del Sr. Pro-
curador General acerca de la necesidad de que el a qua se hubiese
pronunciado en punto a la alegada incompetencia de la Inspección
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General de P~rsonas Jurídicas de la Provincia para ejerc~r facul-
tades de control sobre una persona pública no estatal, argumento
que el Colegio demandado propuso oportunamente que es condu-
cente para la solución del juicio, y cuya prescindencia descalifica
a la sentencia, con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad (Fallos:
247:111; 251:518; 255:132, 142; 304:1397). En mérito de lo cual, y
sin que lo expuesto comporte abrir juicio respecto del resultado
final que se adopte sobre la cuestión, corresponde dejar sin efecto
la decisión apelada y disponer que se dicte nuevo fallo.

Por ello, y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, se
deja sin efecto la sentencia de fs. 68/76 vta. de los autos Cámara
N'? 185/84 copiados en el expediente que corre agregado. Vuélvan
los autos al tribunal de origen, a fin de que por quien corresponda
se dicte nuevo pronunciamiento con arreglo al presente (art. 16,
primera parte, de la ley 48). Con costas.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO CARLOS S. FAYT
JORGE ANTONIO BACQUÉ.

RUGO CRRISTOU y OTROSV. MUNICIPALIDAD
DE TRES DE FEBRERO

ACCION DE AMPARO: Actos u omisiones de autoridades públicas. Requisitos .
.Inexistencia de otras vías.

Si bien la acción de amparo no está destinada a reemplazar los medios
ordinarios instituidos para la solución de las controversias, su exclusión
por la existencia de otros recursos administrativos y judiciales no puede
fundarse en una apreciación meramente ritual, toda vez que la institu-
ción tiene por objeto una efectiva protección de derechos más que una
ordenación o resgúardo de competencias.

ACCION DE AMPARO: Actos u omisiones de autoridades públicas. Principios
generales.

Siempre que aparezca de modo claro y manifiesto la ilegitimidad de una
restricción cualquiera a alguno de los derechos' esenciales de las personas
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así como el daño grave e irreparable que se causaría remitiendo el exa-
men de la cuestión a los procedimientos ordinarios, administrativos o
judiciales, corresponderá que los jueces restablezcan de inmediato el de-
recho restringido por la rápida vía del recurso de amparo.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Exceso ritual manifiesto.

La sentencia que rechazó el amparo tendiente a que se decretase la nuli-
dad y se dejaran sin efecto las normas que asignaron uso y destino
industrial a una zona de la Provincia de Buenos Aires, decidiendo acerca
de la existencia de otras vías, con sustento en el arto 2? de la ley local
7166(modificada por la 7261),padece de un exceso ritual manifiesto y no
constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las
circunstancias de la causa. Ello es así por cuanto se omitió valorar ade-
cuadamente las serias articulaciones expuestas por los recurrentes en su
escrito de expresión de agravios -referidas a la disminución del valor
de los inmuebles y al derecho a vivir una vida sana- y porque, al resol-
ver la cuestión con fundamentos puramente genéricos, se prescindió de la
indispensable fundamentación que justificase desatender los derechos in-
vocados por los actores.

ACCION DE AMPARO: Actos u omisiones de autoridades públicas. Principios:
generales.

Teniendo en cuenta que la aCClOnde amparo planteada en el caso lleva
más de un año de trámite, la normal demora que insumiría recurrir á
los procedimientos ordinarios, con todas las consecuencias que de ello
derivaría, hace que la tutela judicial del amparo deba ser otorgada sin
demora.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos)' garantías. Defensa en juicio. Procedi-
miento)' sentencia.

La garantía constitucional de la defensa en juicio supone la posibilidad
de ocurrir ante los tribunales de justicia y obtener de ellos sentencia
útil relativa a los derechos de los litigantes.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Falta de fundamentación sufi-
ciente.

Corresponde hacer lugar a los agravios vinculados con la declaración del
a quo en punto a la necesidad de un mayor debate, si no se advierte que
la determinación de la supuesta ilegalidad de la ordenanza que permite
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el establecimiento de un complejo indústrial en una zona que estaría
vedada a ello, sea un problema jurídico complejo que requiera de mayo-
res discusiones. Al respecto, no puede soslayarse que en la causa se ha
producido prueba documental, confesional e informativa, y que las par-
tes tuvieron oportunidad suficiente de exponer sus argumentos, de modo
que la exigencia de un debate más amplio no aparece debidamente fun-
dada.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitps formales. Introducción de la cues-
tión federal. Oportunidad. Planteamieltto en el escrito de interposición del ¡'e-
curso extraordinario.

Si los agravios vi..nculados con la lesión al derecho de propiedad y el
menoscabo al. derecho a vivir una vida sana fueron introducidos sola-
mente con la interposición del recurso extraordinario, resultan tardíos y
no habilitan la instancia del arto 14 de la ley 48, ya que no fueron opor-
tunamente planteados durante el proceso, ni sometidos a consideración
de los jueces ordinarios (Disidencia del Dr. José Severo Caballero).

PROVINCIAS.

Corresponde al derecho público provincial garantizar la calidad de vida
(art. 104 de la Constitución Nacional),. y sólo cuando se pruebe el aban-
dono de esta función de modo manifiesto, o la arbitrariedad de los pode-
res competentes en su acción para asegurar estos derechos, puede consi-
derarse lesionada tal garantía constitucional (Disidencia del Dr. José
Severo Caballero).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos pmpios. Cuestiones no federales ..
.Interpretación de normas y actos locales en general.

Los agravios vinculados con la omisión de tratamiento de una cuestión
esencial, cual sería la pertinencia de rechazar la acción instaurada por
considerar que existirían otras vías legales aptas, después de habe.rIe
dado curso; con la falta de fundamentación que implicaría afirmar dog-
máticamente que no puede solicitarse la nulidad de una ordena)1za muni-
cipal mediante el amparo; y en definitiva, con el procedimiento que
correspondería seguir para la sanción de normas municipales que asignan
uso y destino a una parte de las tierras comprendidas en una zona de
un partido bonaerense, remiten a cuestiones de hecho y prueba y de
derecho público local, que resultan propias de los jueces de la causa, y
en principio y. por su naturaleza, ajenas al remedio federal (Disidencia
del Dr. José Severo Caballero). '
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales.
Interpretación de normas)' aCtos locales e11general.

Es improcedente el recurso extraordinario si, para fundar el rechazo de
la acción de amparo, el tribunal a qua ha expresado razones no federales
suficientes que no resultan. susceptibles de revisión por la vía, intentada,
como, por ejemplo, las que se vinculan con la existencia de otras vías
legales aptas para ,resguardar los derechos invocados y con la J;lecesidad
de un mayor debate y prueba, que colocan a la cuestión en el ámbito
del derecho público provincial,. má;-.¡imesi no se observa que en la apre-
ciación de los recaudos a los que se sujeta la procedencia de la acción
de amparo, el tribunal inferior haya incurrido en arbitrariedad, sin que
las discrepancias de los actores sobre los di~tintos aspectos en debatc
tengan "entidad para abrir una instancia que tiene carácter excepcional
y que no busca sustituir a los jueces naturales en la solución de los pro-,
blemas que les son privativos (Disidencia del Dr. José Severo Caballero).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no fedemles.
Sentencias arbitrm'ias. Imp,'ocedencia 'del recurso.,

No puede prosperar el' agravio referente, al exceso ritual manifiesto en
que habrían incurrido los jueces 'de la.,causa al no haber declarado ina-
plicable al caso el art, 84 de la ley ,provincial 10:128,ya 'que el recurso
no demuestra que la conc!usió,n del a qua sobre el punto, establecida
en una materia cuyo tratamíento le está reservado a los jueces de la
causa, resulte inconciliable con las constancias del proceso o importe
atribuir a éstas 1m significado caprichoso. Esa demostración resulta
imprescindible si no se quiere Ilegal' a invalidar una sentencia por con-
tener afirmacioneS dogmáticas, sobre la base de aseveraciones también
dogmáticas, como las vertidas en sentido contrario por los apelantes
(Disidencia del Dr, José Severo Caballero).

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

1

Diversos vecinos de Lomas del Palomar, Partido de' Tres de
Febrero, Provincia de Buenos Aires, interpusieron la presente ac-
ción de amparo contra la comuna de dicha 'localidad, a fin de obt~-
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ner la anulación de la ordenanza 1678 y del decreto 918/84, del
Honorable Consejo Deliberante y del Departamento. Ejecutivo' res-
pectivamente, por los cuales se permite el establecimiento de un
complejo industrial en una zona que estaría vedada a ello, afec-
tando legítimos derechos humanos de los accionan tes. Tal orde-
nanza -dicen- e'stá en clara oposición a diversas normas de pro-
cedimientos que deben cumplirse para su dictado, violaciones que
el decreto de m~ntas ha pretendido convalidar, de todo lo cual
surge que la autoridad municipal demandada se ha arrogado facul-
tades que la ley no le confiere supliendo al gobierno provincial.'

n

El tribunal a qua, por mayoría de votos, confirmó la senténcia
del magistrado de primera instancia, rechazando el amparo~ En-
tendió el juzgador que la elegida no es la vía apta para obtener
la requerida nulidad de la ordenanza y del decreto de marras y que
los interesados tienen abiertas otras vías; expresa que dilucidar si
la comuna pudo válidamente fundarse para el dictado de sus nor-
mascuestionadás en el arto 84 de la ley 10.128 en lugar del 83'
como lo aducen los. actores "implica un tema apreciable y sujeto
a un análisis técnico 'específico' ", que requeriría de un mayor de-
bate impropio de los límites sumarísimos de esta acción excep-
cional. .

nI

Si bien, en princIpIO, el problema aquí traído remite a una
cuestión no federal, considero que debe hacerse lugar al recurso
sobre la base de la arbitrariedad.

En efecto, cuadra advertir que 'de las constancias de la causa
emergería, sin que el a qua lo haya valorado en plenitud, que, en
principio, la afectación de derechos fundamentales de los demanc
dantes pudiera tener la suficiente entidad como para resultar me-
recedores de la apertura de la vía excepcional. elegida, en razón de
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que las vías ordinarias a las que eventualmente pudiesen aquellos
concurrir, según lo dispuesto por el juzgador, no serían suficiente-
mente eficaces para garantizar el efectivo resguardo de tales esen-
ciales derechos.

En tal sentido, dada la referida magnitud y ~special naturaleza
de los daños y lesiones invocadas, no me parece que las escuetas
y generales argumentaciones vertidas por el a qua para rechazar
la acción cumplan con el requisito mínimo de fundamentación a
que deben en todos los casos aspirar los accionantes, y máxime
particularmente en autos tratándose de esas delicadas lesiones que
invocan.

De otro lado, si bien es a su vez excluyente del juez lo deci-
dido en punto a la necesidad de un mayor debate, tampoco aquí
estimo que se encuentre, razonablemente fundamentada la decisión
del tribunal apelado, ya que, en rigor, definir acerca de la legalidad
o ilegalidad de la ordenanza que se cuestiona en atención al. cum-
plimiento o incumplimiento de las pautas formales para su vali-
dez, no parece ser un problema jurídico complejo como para ser
imprescindible la ocurrencia de ese debate mayor; pienso, en con-
secuencia, que también sobre este particular cabe decir que no
parece bastante fundamento -dados los mentados intereses espi-
rituales y morales en juego- la mera enunciación de principios,
sino que debe requerirse cuanto menos la elemental demostración
por parte del juzgador de dicha complejidad, pues de lo contrario
las sentencias judiciales corren el riesgo de convertirse en un sim-
ple muestrario de formulaciones huecas, no referidas en concreto
en cada caso a los hechos de las causas, siendo esto imprescindible
para que se revistan de la substancia necesaria a fin de que puedan
valer como actos jurisdiccionales plenos.

Por consiguiente, opino que corresponde dejar sin efecto la
sentencia apelada por considerar que carece, con arreglo a la doc-
trina de la arbitrariedad, de la debida fundamentación necesaria
para valer como auténtico acto jurisdiccional, y que deben devol-
verse los autos al tribunal de origen para que por medio de quien
corresponda dicte un nuevo pronunciamiento, sin que ello .impli-
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que JUICIO alguno ni en punto al problema de fondo,
la eventual procedencia o improcedencia formal de la
nos Aires, 13 de mayo de 1985. Juan Octavio (jauna.
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ni acerca de
acción. Bue-

Buenos Aires, 20 de febrero de 1986.

Vistos los autos: "Christou, Rugo y otros c/Municipalidad de
Tres de Febrero s/amparo".

Considerando:

1<;» Que los actores, vecinos de la localidad bonaerense de Lo-
mas del. Palomar, promovieron acción de amparo conforme a las
leyes 7166 y 7261 de la Provincia de Buenos Aires contra la Muni-
cipalidad de Tres de Febrero, con el fin de que se decretase la
nulidad y se dejaran sin efecto la ordenanza 1678/84 y el decreto
918/84, que asignaron uso y destino industrial a parte de las tierras
comprendidas en la zona de ese partido denominada "Urbaniza-
ción Fija Dos". Expresaron que mantienen un litigio con la deman-
dada, a raíz de que en la zona referida se encuentra instalada y
funciona la empresa Sevel Argentina S.A., que no cuenta con la res-
pectiva autorización, y que en virtud de los riesgos y peligros que
ello implica, iniciaron por ante el Juzgado en lo Civil y Comercial
N<;> 11 del Departamento Judicial de San Martín, el juicio caratu-
lado "Schroder, Juan y otros c/Municipalidad de Tres de Febrero
s/amparo", en el que solicitaron la clausura del establecimiento.
Según afirmaron, el comienzo de este proceso dio motivo a que
se dictaran las normas cuestionadas, sin respetar lo establecido por
el arto 83 de la ley provincial 10.128 de ordenamiento territorial y
uso del suelo, que dispone una consulta previa al Poder Ejecutivo
bonaerense para la sanción de ordenanzas de esta naturaleza; lo
que a criterio de los demandantes, violó principios y derechos con-
sagrados en la Constitución Provincial.

2<;» Que el juez de primera instancia rechazó la acción, por
considerar que mediante ésta se solicitaba que se declarasen in-
constitucionales las normas cuestionadas, como así también que
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el amparo no era idóneo para la defensa de los derechos supuesta.
mente lesionados, por existir otras vías procesales aptas; sin que
tampoco se configurase ninguna situación de irreparabilidad. La
Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de San Martín, por
mayoría, confirmó el pronunciamiento. Este Tribunal entendió que
mediante el amparo no podía requerirse la nulidad de la ordenanza
1678/84 y del decreto 918/84, y coincidió con el magistrado de la
instancia anterior en cuanto a la procedencia de .otras vías adecua-
das para proteger los derechos presuntamente vulnerados; y si
bien reconoció que se habría dejado de "lado lo dispuesto por el
arto 83 de la ley provincial 10.128, destacó que la demandada obró
en virtud del arto 84 de esa ley, lo que en definitiva evidenciaría
la existencia de cuestiones susceptibles de mayor debate y prueba,
que correspondería resolver mediante los procedimientos onima-
rios. Contra dicha decisión la vencida interpuso el recurso extra-
ordinario, que fue concedido.

39) Que los apelantes se agravian pues, a su criterio, el fallo
vulneró las garantías de la defensa en juicio y del debido proceso
legal, consagradas en el arto 18 de la Constitución Nacional. En
ese sentido, destacan la arbitrariedad de la decis"ión, y manifiestan
que los jueces de la causa no se pronunciaron sobre cuestiones
esenciales para la solución del litigio, como así también qu~ la sen-
tencia se basa en afirmaciones dogmáticas, carentes de respaldo.
Recalcan que debió declararse la nulidad o inexistencia de la orde-
nanza y del decreto que impugnan, y que al no pronunciarse por
la inaplicabilidad al caso del arto 84 de la ley provincial 10.128, el
a qua ha incurrido en. exceso ritual manifiesto.

49) Que, 'asimismo, los impugnantes refieren que se lesionó su
derecho de propiedad, habida cuenta de la disminución que se' ha
operado en el valor de sus il}muebles a raíz de los perjuicios que
ocasiona la industria instalada ilegalmente. También sostienen que
se menoscaba su derecho a vivir una vida sana, sin las molestias
de ruidos y olores que afectan su salud, y sin el agravio moral de
verse expuestos a sufrir las consecuencias de. siniestros provoca-
dos por la fábrica arbitrariamente establecida en el terreno lindero
a sus residencias.
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5':') Que los agravios de los apelantes justifican su examen en
la vía intentada, pues si bien la acción de amparo no está desti-
nada a reemplazar los medios ordinarios instituidos para la solu-
ción de las controversias (Fallos: 300:1033), su exclusión por la
existencia de otros recursos administrativos y judiciales no puede
fundarse en una apreciación meramente ritual, toda vez que la
institucion tiene por objeto una efectiva protección de derechos
más que una ordenación o resguardo de competencias (Fallos: 299:
358, 417; 305:307; causa.P .151. XX. "País Ahumada, Ana S. y otros
s/acción de amparo", sentencia del 9 de abril de 1985).

6':') Que, en ese sentido, ha dicho esta Corte que "siempre que
aparezca de modo claro y manifiesto la ilegitimidad de una res-
tricción cualquiera a alguno de los derechos esenciales de las per-
.sanas así como el d~ño grave e irreparable que se causaría remi-
tiendo el examen de la cuestión a los procedimientos ordinarios,
administrativos o judiciales, .corresponderá que los jueces resta-
blezcan de inmediato el derecho restringido por la rápida vía del
recurso de amparo" (Fallos: 241:291; 267:215).

7':') Que, en el sub lite, lo decidido por el a quo acerca de la
existencia de otras vías, con sustento en el arto 2':' de la ley 7166
(modificada por ley 7261), padece de un exceso ritual manifiesto
y no constituye. derivación razonada d~l derecho vigente con apli-
cación de las circunstancias de la causa. Ello es así por cuanto
se omitió valorar ~decuadamente las serias articulaciones expues-
tas por los recurrentes en su escrito de expresión de agravios (v.
fs. 105/9) y porque, además, al resolver ~a cuestión con fundamen-
tos puramente genéricos, se prescindió de la indispensable funda-
mentación que justificase desatender los derechos invocados por
los actores.

8':') Que, en tal orden de ideas, debe destacarse que la presente
acción de amparo lleva más de un año de trámite, y que la normal
demora que insumiría recurrir a los procedimientos ordinarios, con
todas las consecuencias que de ello derivaría, hace que la tutela
judicial del amparo deba ser otorgada sin demora (Fallos: 249:
366, disidencia. de los señores Ministros doctores Luis M. Boffi
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Boggero y Pedro Aberastury, y sus citas). Debe procurarse el res-
guardo de la garantía constitucional de la defensa en juicio, pues
ésta también supone la posibilidad de ocurrir ante los tribunales
de justicia y obtener de ellos sentencia útil relativa a los derechos
de los litigantes (doctrina de Fallos: 264: 192; 265: 94; 292: 392 y
395; 300: 152).

9~) Que se muestran igualmente atendibles los agravios de los
apelantes vinculados con la declaración del a qua en punto a la
necesidad de un mayor debate pues, como señala el señor Procu-
rador General en su dictamen, no se advierte que la determinación
de la supuesta ilegalidad de la ordenanza que se cuestiona sea un
problema jurídico complejo que requiera de mayores discusiones.
Al respecto, no puede soslayarse que en la causa se ha producido
prueba documental, confesional e informativa, y que las partes tu-
vieron oportunidad suficiente de exponer sus argumentos, de modo
que la exigencia de un debate más amplio no aparece debidamente
fundada.

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por el señor
Procurador General, se deja sin efecto la sentencia apelada, con
costas. Vuelvan los autos al tribunal de origen para que, por quien
corresponda, se dicte una nueva con arreglo a lo expuesto.

JosÉ SEVEROCABALLERO(en disidencia)
AUGUSTOCÉSAR BELLUSCIO- CARLOSS.
FAYT - JORGEANTONIOBACQUÉ.

DISIDENCIADELSEÑORPRESIDENTEDOCTORDONJOSÉ SEVEROCABALLERO

Considerando:

1~) Que los actores, vecinos de la localidad bonaerense de Lo-
mas del Palomar, promovieron acción de amparo invocando las
leyes 7166 y 7261 de la Provincia de Buenos Aires contra la Muni-
cipalidad de Tres de Febrero, con el fin de que se decretase la
nulidad y se dejaran sin efecto la ordenanza 1678 sancionada por
el Concejo Deliberante el 2.4 de agosto de 1984, y el decreto 918



DE JUSTICIA DE L,\ NACIÓN 165

del intendente municipal de fecha 30 de agosto de 1984, que asig-
naron uso y destino industrial a parte de las tierras comprendidas
en la zona de ese partido denominada "Urbanización Fija Dos".
Expresaron que mantienen un litigio con la demandada, a raíz de
que en la zona referida se encuentra instalada y funciona la em-
presa Sevel Argentina S.A., que no cuenta con la respectiva auto-
rización, y que en virtud de los riesgos y peligros que ello implica,.
iniciaron por ante el Juzgado en lo Civil y Comercial N9 11 del De-
partamento Judicial de San Martín, el juicio caratulado "Schroder,.
Juan y otros c/Municipalidad de Tres de Febrero s/amparo" -que
corre agregado al presente sin acumular-, en el que solicitaron la
clausura del establecimiento. Según afirmaron, el comienzo de este
proceso dio motivo a que se dictaran las normas cuestionadas, sin
respetar 10 establecido por el arto 83 de la ley provincial 10.128 de
ordenamiento territorial y uso del suelo, que dispone una consulta
previa al Poder Ejecutivo bonaerense para la sanción de ordenanzas
de esta naturaleza; lo que a criterio de los demandantes, violó prin-
cipios y derechos consagrados en la Constitución Provincial.

29) Que el juez de primera instancia rechazó la acción, por con-
siderar que mediante ésta se solicitaba que se declarasen incons-
titucionales las normas cuestionadas, como así también que el am-
paro no' era idóneo para la defensa de los derechos supuestamente
lesionados, por existir otras vías procesales aptas; sin que tampoco.
se configurase ninguna situación de irreparabilidad. La Cámara de
Apelaciones en lo Civil y Comercial de San Martín, por mayoría, el
30 de octubre de 1984 confirmó el pronunciamiento. Este tribunal
entendió que mediante el amparo no podía requerirse la nulidad
de la ordenanza 1678/84 y del decreto 918/84, y coincidió con el
magistrado de la instancia anterior en cuanto a la procedencia de.
otras vías adecuadas para proteger los derechos presuntamente
vulnerados; y si bien reconoció que se habría dejado de lado lo
dispuesto por el arto 83 de la ley provincial 10.128, destacó que la.
demandada obró en virtud del arto 84 de esa norma, lo que en defi-
nitiya evidenciaría la existencia de cuestiones susceptibles de ma~
yor debate y prueba, que correspondería resolver a través de' los:
procedimientos ordinarios. Contra dicha decisión la vencida inter-
puso el recurso extraordinario, que fue concedido.
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39) Que los apelantes se agravian pues, a su criterio, el fallo
vulneró las garantías' de la defensa en juicio y del debido proceso
legal, consagradas en el arto 18 de la Constitución Nacional. En ese
sentido, destacan la arbitrariedad de la decisión, y manifiestan que
los jueces de la causa no se pronunciaron sobre cuestiones esen-
ciales para la solución del litigio, como así también que la sentencia
se basa en afirmaciones dogmáticas, carentes de respaldo. Recalcan
que debió declararse la nulidad o inexistencia de la ordenanza y del
decreto que impugnan, y que al no pronunciarse por la inaplicabi-
lidad al caso del arto 84 de lá ley provincial 10.128, el a qua ha incu-
rrido en exceso ritual manifiesto.

49) Que asimismo, los impugnan tes refieren que se lesionó su
derecho de propiedad, habida cuenta de la disminución que se ha
Qperado en el valor de sus inmuebles a raíz de los perjuicios que
Qcasiona la industria instalada ilegalmente. También sostienen que
:se menoscaba su derecho a vivir una vida sana, sin las molestias
de ruidos y olores que afectan su salud, y sin el agravio moral de
verse expuestos a sufrir las consecuencias de siniestros provocados
por la fábrica arbitrariamente establecida en el terreno lindero a
sus residencias.

59) Que los agravios que se reseñan en el considerandQ prece-
<dente han sido introducidos solamente con la interposición del re.
<:urso extraordinario, y por ello, resultan tardíos y no habilitan la
instancia del arto 14 de la ley 48, ya que no fueron oportunamente
planteados dura,nte el proceso, ni sometidos a consideración de los
jueces ordinarios (Fallos: 286:83; 302:1564; causas P.17-XX, "Peralta,
María Beatriz c/DICAL S.A.!. y C. s/cobro indemnización, arto 1113,
c.c." y R.21-XX, "Rajoy de. Gómez, Ramona c/Universitas S.R.L.",
falladas el 23 de agosto y el 25 de setiembre de 1984). Por otro lado,
corresponde al derecho público provincial garantizar la calidad de
vida (art. 104 de la Constitución Nacional), y sólo cuando se pruebe
el abandono de esta función de modo manifiesto, o la arbitrariedad
de los poderes competentes en su acción para asegurar estos dere-
chos, puede considerarse lesionada tal garantía constitucional.

69) Que los restantes agravios, vinculados con la omisiQn de
tratamiento de una cuestión esencial, cual sería la pertinencia de
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rechazar la acción instaurada par cansiderar que existirían atras
vías legales aptas, ~espués de haberle dada cursa; can la falta de"
fundamentación que implicaría afirmar dagmáticamente que no.
puede súlicitarse la nulidad de una ardenanza municipal mediante
el ampara; yen definitiva, cún el prúcedimienta que carrespún-
dería seguir para la sanción de narmas municipales que asignan
uso. y destina a una parte de las tierras cúmprendidas en la zana
del, partida de Tres de Febrero. denaminada "Urbanización Fija
Das", remiten a cuestiúnes de hecho. y prueba y de derecho. pública
lacal, que resultan prúpias de lús jueces de la causa, y en principio.
y par su naturaleza, ajenas al remedio. federal que se intenta (Fa-
llas: 300:1019; 301:489; 302:1018; causas B.12-XX; "Brúggi Carran-
za, Antania c/Cúlegia de Abagadús de Villa María s/ampara"; B.l38-
XX, "Barriúnuevú, Ricardo. César c/Instituta Prúvincial de Previ-
sión Sacial (Catamarca) s/acción de ampara";C.244-XX, "Celada,
Amelia Zulema s/ampara"; F.178-XX, "Fillúy, Raberta Héctúr y
útras s/ampara"; y V.l09-XX, "Vo.lante, No.rberta Jasé c/Secretada
de Salud Pública"; falladas el 3 de julio., el 25 de setiembre y el
9 de actubre de 1984; y el 21 y 26 de febrera de 1985, respectiva-

mente.

71:!) Que, púr o.tra parte, para fundar el rechazo. de la acción de
ampara, el tribunal a qua ha expresada razo.nes no. fe~erales sufi-
cientes que na resultan susceptibles de revisión po.r la vía inten-
tada, co.mo.,po.r ejemplo., las que se vinculan can la existencia de~
otras vías legales aptas para resguardar las derechas invacado.s y
can la necesidad de un mayo.r debate y prueba,' que calo.can a la
cuestión en el ámbito. del derecha pública prúvincial. Par la demás,
na se abserva que en la apreciación de lús recaudas a las que se
sujeta la pro.cedencia de la acción de ampara, el tribunal inferiar
haya incurrido. en arbitrariedad, sin que las discrepancias de las
acto.res sabre las distintas aspectús en debate tengan "entidad para
abrir una instancia que tiene carácter excepcianal y que na busca
sustituir a las jueces naturales en la salución de las pro.blemas que

les san privativas.

81:!) Que, finalmente, el agravia referente al exceso. ritual mani-
fiesta en que habrían incurrida las jueces de la causa al na haber
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declarado inaplicable al caso el arto 84 de la ley provincial 10.128,
tampoco puede prosperar, ya que el recurso no demuestra, como es
necesario, que la conclusión del a qua sobre el punto, establecida
en una materia cuyo tratamiento le está reservado a los jueces de
la causa, resulte inconciliable con las constancias del proceso o im-
porte atribuir a éstas un significado caprichoso. Esa demostración
resulta imprescindible si no se quiere llegar a invalidar una senten-
cia por contener afirmaciones dogmáticas, sobre la base de aseve-
raciones también dogmáticas, como las vertidas en sentido contra-
rio por los apelantes en el escrito de fs. 142/150 (Fallos: 299:258;
302: 155, 283, 582; causa A.221-XIX, "Amicuzi, Héctor César c/Tex-
tilia, S.A. s/daños y perjuicios", fallada el 12 de mayo de 1983).

99) Que en las condiciones expuestas, no existe entre lo resuelto
y las garantías constitucionales que se dicen vulneradas, la relación
directa e inmediata que exige el arto 15 de la ley 48.

Por ello, habiendo dictaminado el señor Procurador General, se
declara improcedente el recurso de fs. 142/150. Con costas.

JOSÉ SEVERO CA13ALLERO.

ALFREDO FRANCISCO REI ROSA

JUBILACION y PENSION.

El cotejo de los arts. 31 y 34, inc. d), de la ley 18.038(Lo. 1980)conduce
a dar preferencia al segundo --en cuanto admite que las prestaciones
están sujetas, en una proporción que no excederá del 20% del haber
mensual, a las deducciones que las autoridades judiciales y administra-
tivas competentes dispongan en concepto de cargos provenientes, entre
otros supuestos, de crédito a favor de los organismos de seguridad so-
cial- pues consulta la finalidad tuitiva propia de las leyes de previsión
social mediante la facilidad brindada al afiljado para dar cumplimiento
a la obligación solidarista de ingresar aportes adeudados. Tal caracte-
rística resulta acorde con la orientación del sistema nacional de previsión
en el que no tiene cabida la pérdida del derecho a jubilación por el solo
hecho de no haberse realizado aportes.
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La jubilación constituye una consecuencia de la remuneración que per-
cibía el beneficiario como contraprestación de su actividad laboral una
vez cesada ésta y como débito de la comunidad por dicho servicio.

DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

El titular de estas actuaciones, don Alfredo Francisco Rei Rosa,
se agravia de la sentencia dictada a fs. 100/100 vta. por la Sala VIII
de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo confirmatoria
de lo resuelto por los organismos. administrativos y mediante la
cual, además, se rechaza la. impugnación con base constitucional
del arto 31 de la ley 18.038 -t. o. 1980-.

Conviene ante todo señalar que al nombrado se le tuvieron por
acreditádos servicios prestados bajo diversos regímenes los cuales
sumados alcanzan, según constancias de fs. 56, a más de treinta
y seis años.

Importa también poner de manifiesto que quedó determinado
que sea organismo otorgante la Caja Nacional de Previsión para
Trabajadores Autónomos (fs. 57).

Es de apuntar, por otra parte, que no obstante la antigüedad
acreditada, que excede ampliamente los .treinta años y' pese, asi-
mismo, a la edad del peticionante, casi sesenta y cinco años al mo-
mento de su presentación en el año 1981 (fs. 2 y 6), su solicitud
de jubilación ordinaria no encontró acogida en razón de hallarse
comprendido en el supuesto del arto 31 arriba citado, es decir, no
haber cancelado deudas con la Caja otorgante, circunstancia que
por imperio de la norma en cuestión le impedía el ejercicio de su
derecho.

Tampoco le fueron aceptados los pagos parciales que acreditan
las boletas de depósito de fs. 73/76, ni se hizo lugar al pedido de
devolución de los importes referidos.
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Esta resolución, sostenida por la Caja y reiterada por la Comi-
sión Nacional (fs. 66 y 92 vta.), fue recurrida por la vía del art. 14
de la ley 14.236 y confirmada, como ya se expresó, por la alzada
judicial.

Ello motivó la interposición del recurso extraordinario de
fs. 104/110 el que fue concedido, previo traslado de ley.

La apelación extraordinaria es procedente por haberse puesto
en cuestión la validez de una ley nacional y por ser la decisión
definitiva del tribunal superior de la causa contraria al derecho
que el apelante pone bajo el amparo. de garántías con~titucionales
(ley 48, arto 14, inc. 3<;».

En cuanto al fondo del asunto, se impone confrontar los arts. 31
y 34, inc. d), de la ley 18.038 -t. o. 1980- con el propósito de
establecer si son o no contradictorias dichas normas y si alguna
de ellas violenta garantías constitucionales.

En este orden de ideas, cabe retener que el citado art. 31 pre-
ceptúa que, salvo los supuestos de subsidio por sepelio o recono-
cimiento de servicios, el derecho a las prestaciones que acuerda la
ley está condicionado a que al momento de la solicitud se encuen-
tren totalmente abonados los aportes correspondientes a su régimen,
como así también al de la ley 14.397y al del decreta-ley 7825/63 y
cancelado, asimismo, en su totalidad, el plan de regularización a
que se hubiera acogido el afiliado.

Esto por una parte. Por otra, como contrafaz del problema,
el arto 34, en su inc. d) admite que las prestaciones están sujetas,
en una proporción que no excederá del 20%. del haber mensual, a
las deducciones que. las autoridades judiciales y administrativas
compete~tes dispongan en concepto de cargos provenientes,. entre
otros supuestos, de créditos a favor de los organismos de seguri-
dad social.

El cotejo de ambas normas conduce a dar preferencia a la
segunda,' pues consulta, a mi ver, la finalidad tuitiva propia de las.
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leyes de previsión social mediante la facilidad brindada al afiliado
para dar cumplimiento a la obligación solidarista de ingresar apor-
tes adeudados. Tal característica resulta acorde con la orientación
del sistema nacional de previsión en el que no tiene cabida la pér-
dida del derecho a jubilación por el Solo hecho de no haberse rea-
lizado aportes (doctrina de Fallos: 269:45; 287:466 y otros).

Bajo esa modalidad, o sea, la de afectar la prestación al cum-
plimiento de deudas previsionales quedan preservados los carac-
teres que el mismo arto 34 enuncia en sus incs. a), b) Y c) Y se
armoniza el amparo del afiliado con la naturaleza irrenunciable
que adjudica la Constitución Nacional a los beneficios de la segu-
ridad social (art. 14, nuevo).

También se salva, en el orden de ideas expuesto, el prinqplo
enunciado por el Tr~bunal según el cual,' la jubilación constituye
mia consecuencia de la remuneración que percibía el beneficiari9
como contraprestación de su actividad laboral una vez cesada ésta
y como débito de la comunidad por dicho servicio (Fi1110s:293:
26; 294:83, entre muchos otros).

A la luz' de estas razones, pienso que no es admisible en el sub
lite la aplicación mecánica del arto 31 de la ley 18.038 -t. o. 1980-,
que conduciría a la frustración de un derecho de raigambre cons-
titucional, lo que no se obviaría con el argumento de que los dere.
chos que la Constitución reconoce o concede deben ser gozados de
acuerdo a las leyes reglamentarias de su ejercicio. Ello así, toda
vez que en el caso la reglamentación efectuada por el arto 31 se
traduce, en la práctica, en la pérdida de un derecho en colisión
con el arto 28 de la misma Ley Fundamental.

Opino, en suma, que corresponde revocar la sentencia apelada.
Buenos Aires, 23 de agosto de 1985. Máximo l. Gómez Forgues:
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 20 de febrero de 1986.

Vistos los autos: "Rei Rosa, Alfredo Francisco s/jubilación or-
dinaria".

Considerando:

Que esta Corte Suprema comparte los fundamentos y conclu-
siones del precedente dictamen del señor Procurador Fiscal; que'
se dan por reproducidos en razón de brevedad.

Por ello, y de acuerdo con lo dictaminado por e~ señor Procu-
rador Fiscal, se declara, procedente el 'recurso extraordinario inter-
puesto y se deja sin efecto la sentencia de fs. 100. Vuelvan los autos
al tribunal de origen a fin de que, ,por medio de quien corresponda,
se dicte un nuevo fallo con arreglo a lo expuesto. Con costas.'

JOSÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCro

CARLOS S. FAYT - JORGE ANTONIO BACQUÉ.

FINANCIERA ADROGUE S.A.

JURlSDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por la materia:
Cuestiones penales. Delitos en particular. Defraudación.

Lás numerosas irregularidades precisadas en informes realizados por el
Banco Central autorizan la competencia, ya que la maniobra investigada
en la causa se encuentra vinculada a aquéllas por una relación que exce-
de los límites de la simple conexidad; razón por la cual, corresponde
asignar su conocimiento al juzgado en lo penal provincial que entiende
en la supuesta administración fraudulenta de la entidad financiera. En
el caso, la justicia nacional en lo Criminal de Instrucción consideró que
los sucesos referidos en lo.s autos resultaban demostrativos de la dolosa
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administración del ente financiero sin que pudieran constituir materia
de investigación independiente de la defraudación por infid~lidad o
abuso cuyo juzgamiento se reservó a la justicia provincial (1).

INCIDENTE RESPECTO DEL RODADO RENAULT 12,
B. 1.933.457

JUR1SDICCION y COMPETENCIA: Cuestiones de coinpetencia. Intervención de
la Corte Suprema.

De conformidad con lo dispuesto en el art. 24, inc. 7?, del decreto-ley
1285/58, no se configura un concreto conflicto entre magistrados que
corresponda a la Corte dirimir, si subsiste el interés del juez provincial
en el secuestro del rodado, y el magistri'tdo nacional no ha considerado
necesario mantenerlo en esas condiciones y lo ha entregado provisoria-
mente a un particular,.pues no existe ningún impedimento para que el
primero utilice todos los procedimientos legales con que cuenta para
hacer efectiva la medida decretada; ello sin perjuicio de los derechos que
los interesados pudieran hacer valer ante los tribunales competentes.(2).

INSTITUTO DE SERVICIOS SOCIALES BANCARIOS

JUR1SDICCION y COMPETENCl A: Competencia onlinaria. Causas pelwles.
Prevención en la causa.

Debe contiñuar ente~diendo el juez que 'preyino -en el caso en que le
había sido atribuida competencia anteriorme;'te- si la~ nuevas actuacio-
nes no permiten determinar con certeza si alguno de los actos de ejecu-
ción del delito tuvo lugar en el territorio de la Provincia de Buenos Aires,
por lo que subsisten las razones tenidas en cuenta al resolver el primer
plantea (3).

(1) 20 de febrero.
(2) 20 de febrero. Fallos: 232: 156; 244: 55; 269: 235.
(3) 20 de fe1jrero.
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JURISDICCION y COMPETENCIA: Compete!7cia ordinaria. Por el lugar. Lugar
del domicilio de' las partes,

El criterio que hace recaer la elección en el juez del domicilio del impu-
tado, que atiende a favorecer la mejor defensa en juicio, debe ceder en
la especie, donde éste, a pesar 'de domiciliarse en la Provincia de Buen'os
Aires, desarrolla gran parte de su actividad profesional en la Capital
Federal, en la que posee consultorio, circunstancia que permite presumir
que' someterlo a los jueces de esta ciudad no ,le causará mayores res-
tricciones a' su libertad; y es además en ella donde se produce el perjui-
cio, y donde se domicilia la mayoría de los testigos que fueron pacientes
del imputado. En el caso, se procesó a un odontólogo que habría pres-
tado atención a empleados del Banco de la Ciudad de Buenos Aires en
el consultorio del Servicio Médico que la institución posee en la Capital
Federal, que reglamentariamente se ofrece en forma gratuita. Sin em-
bargo, por esas prestaciones confeccionó fichas odontológicas pertene-
cientes a la Federación Odontológica de la Provincia de Buenos Aires
que posteriormente fueron presentadas como facturaciones de honorarios
.ante el Instituto de SenTicios Sociales Bancarios, invocando haber reali-
zado las atenciones en su consultorio particular de la Provincia de Bue-
nos Aires (Voto de la mayoría, al que no adhirió el Dr. José Seve!;o
Caballero) (1).

,LUIS J. ARBELLO v. VANDENFIL SALA,

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas iocales de procedimientos. Doble instancia y /'ecursos.

Las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia
deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extra-
ordinarios de carácter local 'que se interponen ante ellos no son, en'
principio, revisables en la instancia del art. 14 de la ley 48, y la tacha
de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva (2).

(1) FaJIos: 276:250.
(2) . 20 de febrero. Fallos: 307:819.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Excesos u omisiones en el pro-
nunciamiento.

Es arbitraria la sentencia de la Suprema Corte de la Provincia de Bue-
nos Aires que ~mitiendo tratar el planteo referido a la meritación de
la depreciación monetaria para establecer el valor .del litigio- declaró
mal concedido el recurso de inaplicabilidad de' ley interpuesto por la
parte actota sobre la base de que el valor cuestionado en el juicio no
excedía la suma fijada por el art. 278 del Código Procesal Civil y Comer-
ciallocaL

OSCAR SEJAS

RETIRO POLTCIAL.

Corresponde confirmar la sentencia que reconoció el derecho del actor
a percibir la bonificación creada por el art. 15, inc. F, de la ley "S" 19.373
~modificada por su similar N~ 21.705- Y regida por la resolución SIDE
N~ 74/78, desde la vigencia de ésta y en reemplazo del suplemento por
"función del cargo" (ley "S" 18.503,arto 10, inc. 5~, subinc. b). Ello es
así, pues el arto 6 del decreto-ley 6004/65es inaplicable al caso, toda vez
que el principio que informa el régimen jubilatorio que administra la
Caja Policial es el de la movilidad del haber y que para su cálculo debían
tomarse en cuenta el total del sueldo básico y adicionales generales del
personal en servicio efectivo del mismo grado y antigüedades (art. 87,
ine!. 3?, del decreto-ley 333/58, texto según ley 20.387); y que, además,
conforme a lo establecido por el artículo 73 de la referida Ley Orgánica
de la Policía Federal, "el sueldo está integrado por el sueldo básico y los
suplementos, reintegros, complementos, bonificaciones, etc." (1).

(1) 20 de febrero. "Rillo Cabanne, R. E." Y "Perri de Burgueiro, M. del
Carmen", del 28 de septiembre de 1982y 26 de febrero de 1985,res-
pectivamepte.
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MARIA ALICIA PEREZ GIGARRAN DE MARISCAL RIVAS

SUPERl NTENDENCI A.

La determinación de los requisitos de idóneidad que deben reunir los
aspirantes a los efectos de su nombramiento o promoción en cada fuero
o jurisdicción, es materia de superintendencia directa de las Cámaras de
Apelaciones, sin que pueda -en principio- reverse por la Corte Supre-
ma; a menos que medie mani~esta extralimitación o arbitrariedad (1).

SUPERINTENDENCIA.

La avocación -sólo admisible en casos excepcionales-, eS improcedente
contra la resolución de Cámara que rechazó el recurso de una empleada,
interpuesto contra la acordada de aquélla, por la que se dispuso la de-
signación de otro agente del mismo tribunal.

MIGUEL BOMPAROLA v. MINISTERIO DEL INTERIOR

RECURSO EXTRAORDINARlO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestio-
nes federales simples. Interpretación de otras normas )' actos federales.

Procede el recurso extraordinario cuando se ha puesto en tela de JUICIO

la validez de un acto de autoridad nacional -en el caso, una resolución
ministerial- y la decisión ha sido contraria a las pretensiones de la
apelante.

EMPLEADOS PUBLICOS: Nombramiento y cesación. Cesantía.

Si bien es cierto que las atribuciones judiciales no pueden llegar al con-
trol de los jueces sobre cualquier sanción disciplinada impuesta a los
servidores del Estado, ya que es sin duda indispensable que el órgano
administrativo cuente con una facultad de libre apreciación de las faltas,
corresponde admitir la intervención de la justicia cuando se ciñe a inves-
tigar si en la imposición de medidas de la gravedad de la aplicada en el
caso -eesantÍa- se hizo uso ilegítimo o abusivo de las normas con
arreglo a las cuales deben ejercerse las atribuciones otorgadas, concul-
cándose así derechos constitucionales del agente. Corresponde confirmar

(1) 26 de febrero Fallos: 244: 243; 268: 20, 48 ..
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la sentencia que' estableció que la grave sanción de cesantía impuesta al
actor no guarda razonable relación con los hechos invocados al efecto, no
. implica desmedro alguno a las potestades del poder administrador, desde
que se mantiene 'dentro. de los propios lindes naturales de .control del
Poder Judicial.

EMPLEADOS PUBLICaS: Nombramiento y cesación. Cesantía.

El control de l€::ga!idadsupone el de la debida aplicación por el 'órgano
administrativo de las normas estatutarias, de manera que tanto la con-
figuración como la clasificación de los hechos sea .correcta y que las
sanciones se ajusten al texto legal.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 27 de febrero de 1986.,

Vistos los autos: "Bomparola, Miguel e/Ministerio del Interior
s/ordinario'~.

Considerando:

le:»Que por sentencia de fi. 230/233, la Sala Ne:>l de la Cámara
Nacional de Apelaciones en lo Contenciosoadministrativo Federal
revocó la de primera' instancia. y, en consecuencia, hizo lugar par-
cialme!1te a la demanda dejando sin efecto la resolución Ne:>89/81
del Ministerio del Interior que había dispuesto convertir en cesan-
tía el retiro obligatorio del actor. Contra tal pronunciamiento, el
Estado Nacional interpuso el recurso extraordinario de fs. 236/239
vta., concedido a fs. 245

2e:»Qu~ en el recurso extraordinario el demandado afirma, en
lo esencial, que el fallo apelado vulnera el principio de la división
de' los poderes e invade un ámbÍto de actuación exclusiva de la
administración que resulta, en el caso, de la' concreta .aplicación
del tipo de pena disciplinaria aplicada; afectando así los incs. le:>
y 10 del arto 86 de la Constitución Nacional.

. 3e:>)'Que el recurso interpuesto es formalmente admisible por-
que se ha puesto en tela de juicio la validez de un acto de autori-



178 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

dad nacional y la decisión ha sido contraria a las pretensiones del
apelante (art. 14, inc. 3':',de la ley 48, sentencia del 22' de marzo de
1984, en la causa F.483-XIX, "Fadlala de Ferreyra, Celia Ramona
s/acción de amparo").

4':') Que si bien es cierto que las atribuciones judiciales no pue-
den llegar al control de los jueces sobre cualquier sanción disci-
plinaria impuesta a los servidores del Estado, ya que es sin duda
indispensable que el órgano administrativo cuente con una facul-
tad de libre apreciación de las faltas, corresponde admitir la inter-
vención de la justicia cuando se ciñe a investigar si en la imposi-
ción de medidas de la gravedad de la aplicada en el caso -cesan-
tía- se hizo uso ilegítimo o abusivo de las normas con arreglo a
las cuales deben ejercerse las atribuciones otorgadas, conculcán-
dose así derechos constitucionales del agente.

. 5':') Que con dicho alcance, ya tiene dicho el Tribunal que el
control de legalidad supone el de la debida aplicación por el órgano
administrativo de las normas estatutarias, de manera que tanto la
configuración como la clasificación de los hechos sea correcta y
que las sanciones se ajusten al texto legal (Fallos: 259:266; 262:67;
sentencia del 11 de setiembre de 1984 in re, J.2-XX, "Jarnub de Vi-
llalba, Alejandrina Elena e/Estado Nacional (Cdo. en Jefe de la
Fuerza Aérea) s/nulidad de resolución).

6':') Que, sobre tal base, la sentencia en recurso, en tanto deci-
dió tras la valorización de las circunstancias fácticas del sub exa-
mine -aspecto no revisable en la instancia-, que la grave san-
ción de cesantía que le fue impuesta al actor no guarda razonable
relación con los hechos invocados al efecto, no implica desmedro
alguno a las potestades del poder administrador, desde que se man-
tiene dentro de los propios lindes naturales de control del Poder
Judicial.

Parella, se confirma la sentencia apelada. Con costas.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- JORGE ANTONIO BACQUÉ.
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NACION ARGENTINA v. NORBERTO NESTOR GARBUS

COLEGIOS PROFESIONALES.
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Corresponde confirmar la sentencia que, fundándose en lo dispuesto
en los arts. 11 y 25, última parte, de la ley 22.192, texto según art. 1?,
ley 22.340, estableció que los efectos de las sancipnes disciplinarias
impuestas a los abogados sometidos obligatoriamente a sus colegios
por leyes provinciales, en el caso la ley 5177 de la Provincia de Bue-
nos Aires, alcanzán a la matrícula federal. Ello es así, pues tal inteli-
gencia guarda correspondencia con la doble finalidad perseguida por
el legislador mediante la reforma, tendiente a cvitar conflictos dc com-
petencia entre órganos disciplinarios con jurisdicción compartida sobre
un mismo distrito y afianzar, a la vez, la scguridad jurídica cvitando
que coexistan interpretaciones disímiles en matéria dc ética profesional.

COLEGIOS PROFESIONALES.

Conforme al arto 65 de la ley 23.187, las disposiciones de la n? 22.192
han quedado derogadas en lo que se refiere al ejercicio de la abogacía
en la Capital Federal y, por lo mismo, las reglas sobre inhabilidades
e incompatibilidades para el desempeño profesional que contiene el
nuevo régimen no afectan, fuera de ese radio, la vigencia de los pre-
ceptos de la primera, que subsisten plenamente.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

El Tribunal de Disciplina del Colegio de Abogados del Depar-
tamento Judicial Bahía Blanca decretó la exclusión de la matrícula
de abogados del doctor Julio Héctor Czerniecki, en virtud de lo
cual el Juez Federal de dicha ciudad resolvió no dar trámite a las
cédulas que aquél acompañara para la citación de .testigos y tener
por no presentado el pliego con interrogatorio que obra a fs. 37.

Apelada la decisión por el profesional, la Cámara, fundándose'
en lo dispuesto .en los arts.ll y 25, última parte, de la ley 22.192,
texto según arto 1':', ley 22.340, confirmó lo resuelto por el juez de
primera instancia, en cuanto a que los efectos de las sanciones dis-



180 fALLOS DE LA CORTE SUPREMA

ciplinarias impuestas a los abogados sometidos obligatoriamente a
sus colegios por leyes provinciales, en el caso la ley 5177 de la Pro-
vincia de Buenos Aires, alcanzan a la matrícula federal, al menos
en lo que hace al Juzgado Federal del lugar y a esa Cámara como
alzada del mismo. Contra lo así resuelto, interpuso recurso extra-
ordinario el interesado.

Sostiene. que la interpretación que efectúa el tribunal de lo
dispuesto en el arto 25 de la ley 22.192 configura una decisión arbi-
traria que lesiona el derecho de defensa en juicio, el derecho de'
trabajar y el de propiedad garantizados en los arts. 14, 17 Y 18
de la Constitución NaciC?nal, al extender los efectos de la ley y de
la sentencia disciplinaria más allá de los términos de la misma ley
y de la propia sentencia.

Considero que la inteligencia que la Cámara asignó al párrafo
. tercero del arto 25 de la ley 22.192, reformado por ley 22.340 es la
.que mejor concuerda con la voluntad del legislador y los fines que
la ley persigue. En efecto, en la nota del Poder Ejecutivo acompa-
ñando el proyecto se manifiesta que con la sanción de la ley 22.192
no se pretendió afectar el poder' de policía local ni las bases fede-
ralistas de la organización constitucional argentina. Agregándose que
con la modificación. se evitarán los conflictos de competencia entre
organismos disciplinarios con jurisdicción en el mismo distrito terri-
torial y se consolidará la seguridad jurídica al impedir que, en un
territorio, actúen tribunales que puedan sostener interpretaciones
disímiles en materia de ética profesional.

De los términos citados se desprende, a mi modo de ver, que
.el arto 25 de la ley 22.192 delega la facultad disciplinaria en los tri-
bunales de ética locales, por lo cual lo que éstos dispongan abar-
cará todo el territorio de su jurisdicción, tal como lo entiende la
.Cámara apelada.

La interpretación opuesta según la cual para ser suspendido en
la matrícula federal es necesario que la causa de la sanción pro-
venga de la actividad profesional ante ese fuero, no se compadece
entonces con la finalidad expresada en la exposición de motivos de
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lograr uniformidad de criterio en cuanto a ética profesional se refie-
re dentro de un mismo distrito.

Desde este punto de vista resultaría contradictorio con dichos
fines que quien ha sido suspendido en la matrícula por el tribunal
de .ética o disciplinario local pueda sin embargo seguir actuando
en la jurisdicción, ya sea en los tribunales provinciales o federales.

Podrá argumentarse que la suspensión de un profesional en
la matrÍCula federal no proyecta sus efectos a la justicia provin-
cial. Pero debe advertirse que ello sólo es consecuencia del res-
peto al poder depoIicía local y a las bases federalistas de la orga-.
nizacióil constitucional argentina, a las que se refiere expresamente
el mensaje que acompaña a la ley 22.340. Y tales motivaciones no
juegan en sentido inverso, por lo que hi ley citada pudo delegar
la función de tutela de la ética forense en los tribunales de ética
locales, en los casos en que existan, unificando así la competencia
sobre. el tema en esos distritos.

También debe rechazarse, desde mi punto de vista, el agravio,
según el cual se está aplicando u~a ley de menor jerarquía consti-
tucional, dado que esa aplicación deriva de una norma de la pro-
pia ley de mayor jerarquía, es decir, el arto 25 de la ley 22.192,
modificado por la ley 22.340.

En cuanto a que no resulta admisible que los efectos de la
condena de suspensión en el orden provincial se extiendan a la
matriculación federal cuando no ha sido declarado por el órgano
competente que sería el Tribunal de Disciplina del Colegio de Abo-
gados, tampoco lo considero agravio valedero. Ello, en razón de
. que según la exégesis efectuada, la extensión de los efectos de la
sanción a todo el. distrito en el que ejerce su competencia el Cole-
gio de Abogados local surge de la propia ley 22.192, segú,n su texto
actual y por lo tanto resulta indiferente que la medida lo declare
o no expresamente.

Por todo lo expuesto, opino que corresponde confirmar la sen-
tencia apelada en cuanto pudo ser materia de recurso extraordi-
nario. Buenos Aires, 11 de junio de 1985. Juan Octavio Gauna.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenas Aires, 27 de febrera de 1986.

Vistas las autas: "Fisco. Nacianal (D.G.l.) c/Garbus, Narberta

Néstar s/ejecución fiscal".

Cansideranda:

19) Que el Tribunal de Disciplina del Calegia de Abagadas del
Departamento. Judicial de Bahía Blanca excluyó del ejercicio. pra-
fesianal al abagada Julia Héctar Czerniecki, en razón de la can-
dena impuesta a éste en sede criminal. La Cámara de Apelación
en la Civil y Camercial de La Plata, par su parte, limitó el alcance
de la sanción al término. de tres añas, cantadas "desde el mamenta
del cese de Ías can secuencias del falla candenataria penal en su
cantra" (fs. 50).

En cana cimienta de tales antecedentes, el juez federal de Bahía
Blanca dispuso na dar trámite a las cédulas que el prafesianal, en
su carácter de apaderada y letrada del demandada en la presente
ejecución fiscal, había acampañada para la citación de testigas y,
cansecuentemente, tuvo. par na presentada el pliega con el interro-
gataria prapuesta par el nambrada.

29) Que la Cámara Federal de Apelacianes de Bahía Blanca, al
canfirmar la decisión que na hizo lugar a la revacataria planteada
cantra el auto. referida, señaló-que a partir de la madificación del
arto 25 de la ley 22.192 par el arto 1'?de la N9 22.340, resulta indu-.
dable que las efectas de las sancianes disciplinarias impuestas a las
abagados sometidos abligatoriamente a las calegias prafesianales por
las leyes locales, como ocurre en el territorio. de la pravincia
con la ley 5177, extienden sus efectos sabre la matrícula nacional
par lo menos en la que afecta al ámbito del juzgado federal de su
sede y a la Cámara con competencia de alzada sobre aquél. Cantra
dicho pronunciamiento., el interesada dedujo. recurso. extraardina-
rio, que fue cancedido a fs. 60.
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39) Que esta Corte comparte los fundamentos del dictamen del
señor Procurador General, en cuanto destacan que la inteligencia
asignada por el a qua al párrafo tercero del aludido arto 25 guarda
correspondencia con la doble finalidad perseguida por el legislador
mediante la reforma, tendiente a evitar conflictos de competencia

I entre Órganos disciplinarios con jurisdicción compartida sobre un
mismo distrito y afianzar, a la vez, la seguridad jurídica evitando
que coexistan interpretaciones disímiles en materia de ética pro-
fesiOJlal.

49) Que cabe agregar, por otra parte, que la solución no ha
variado en el caso como consecuencia de la sanción de la ley 23.187,
ya que conforme a su arto 65, las disposiciones de la N9 22.192 han
quedado derogadas en lo que se refiere al ejercicio de la abogacía
en la Capital Federal y, por lo mismo, las reglas sobre inhabilida-
des e incompatibilidades para el desempeño profesional que con-
tiene el nuevo régimen no afectan, fuera de ese radio, la vigencia
de los preceptos de la primera, que subsisten plenamente (acorda-
das de la Corte Suprema N9 54 y 63, del 22 de agosto y del 26 de
setiembre del pasado año, respectivamente).

Por ello, y lo dictaminado por el señor Procurador General, se
confirma la sentencia de fs. 52/53 vta. en lo que pudo ser materia
del recurso extraordinario.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT
- JORGE ANTONIO BACQUÉ.

COMPAÑIA FINANCIERA "SIC" v. ELSA IRENE M. DE BUETTI E HIJOS y OTRO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federq/es.
Interpretación de n01'mas y actos comunes.

Los agravios deducidos contra la sentencia que -haciendo mérito de
la actitud del ejecutado- redujo los alcances del cómputo de la de-
,preciación monetaria respecto del monto del pagaré en ejecución y
distribuyó las costas por su orden, remiten al examen de cuestiones
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de hecho y de derecho procesal y común, materia propia de los jueces
de la causa y extraña a la vía del arto 14 de la ley 48, máxime cuando
la sentencia exhibe fundamentos suficientes de ese mismo carácter que
-más allá de su acierto o error- excluyen la tacha de arbitrariedad
invocada o el posible menoscabo de garantías constitucionales (1).

PROVINCIA DE MENDOZA V. NACION ARGENTINA
(MINISTERIO DE DEFENSA)

DEMANDAS CONTRA EL ESTADO.

No es exigible el reclamo administrativo previo frente a demandas ini-
ciadas por las provincias contra el Estado Nacional.

PRESCRIPCION: Tiempo de la prescripción. Materia civil. Prescripción decena/.

Si de las constancias de la causa en trámite ante el Juzgado Federal
de Mendoza se desprende que la sentencia allí dictada por la Corte,
en ejercicio de su jurisdicción apelada, reconoció el derecho expropia-
torio del Estado Nacional y, por consiguiente, la transferencia del bien
a su nombre previo pago de la indemnización pertinente, corresponde
declarar prescripto tal derecho, dado que la pretensión ejecutoria no
fue ejercida en el plazo previsto en el arto 4.023 del Código Civil.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 27 de febrero de 1986.

Vistos los autos: "Mendoza, Gobierno de la Provincia de e/Es-
tado Nacional Argentino (Ministerio de Defensa) s/acción declara-
tiva", de los que

Resulta:

1) A fs. 2/5 se presenta la Provincia de Mendoza e inicia una
acción declarativa en relación con la prescripción de la acrio judi-
cati emergente de la sentencia dictada en los autos N9 2803 cara-

(1) 27 de febrero
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tulados: "Gobierno de la Nación e/Sociedad Inmobiliaria Schaff-
hausen y Gobierno de la Provincia de Mendoza p/expropiación".

Dice que el derecho que le asiste proviene de que la senten-
cia dictada en ese expediente hizo lugar a la expropiación y declaró
transferido el dominio del inmueble ubicado en la calle 25 de
Mayo 1131, de la Ciudad de Mendoza, como así también la propie-
dad de los bienes muebles, útiles, enseres y existencias del casino
de juegos en él instalado. El bien, no obstante, sigue inscripto en
el respectivo registro a nombre del estado provincial.

La sentencia no fue cumplida ya que no se pagó lá indemniza-
ción correspondiente ni se efectivizó, como ya anticipara, la trans-
ferencia del dominio y ha transcurrido con exceso el plazo .de diez
años dentro del cual la actor a debía interponer la actio judicati
cuya prescripción persigue. Invoca, por lo tanto, esta defensa a fin
de hacer cesar el estado de incertidumbre actual y superar los im-
pedimentos que obstan a la libre disposición del bien por parte de
la provincia, apelando para ello al proceso previsto en el arto 322
de la ley de forma.

II) A fs. 14/18 contesta el Estado Nacional por intermedio del
señor Procurador del Tesoro.

Plantea, en primer término, la falta del reclamo administrativo
previo y sostiene, asimismo, que no resulta aplicable el trámite
procesal pretendido.

Reconoce que la sentencia mencionada por la actora dispuso
la transferencia del bien, pero entiende que de sus términos, sólo
emana para su representada la obligación de pagar la indemniza-
ción con el correlativo derecho de la contraparte de exigir su cum-
plimiento toda vez que a su respecto no surge derecho alguno a
demandar pues la propiedad del inmueble expropiado ya le fue
transmitida. Mal puede prescribir -aduce- una acción que no
existe.

Realiza otras consideraciones sobre los alcances de la Ley de
Expropiaciones N9 13.264 Y expresa que los únicos recaudos a cum-
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plir son el pago indemnizatorio y la inscripción de la transferencia
en el registro inmobiliario, requisito, este último, que, en todo
caso, sólo interesa respecto de su oponibilidad frente a terceros.

Finalmente, reconviene, ya que si alguna acción está prescripta
es la correspondiente a la actora para obtener su resarcimiento pa-
trimonial y, en tal sentido, recuerda que el plazo aplicable es el
del arto 4023 del Código Civil.

IlI) A fs. 20/21, Mendoza contesta la reconvenClOno Afirma,
en 10 esencial, que el bien nunca salió de su dominio, que no se
produjo su transferencia ni tomó la demandada su posesión, por
10 que carecía el estado provincial del derecho a reclamar el pago
de la indemnización.

Considerando:

19) Que este juicio es de la competencia originaria del Tri-
bunal (arts. 100 y 101 de la Constitución).

29) Que esta Corte ha, admitido, en su actual composlclOn, la
procedencia de las acciones meramente declarativas como la aquí
iniciada (in re: S.291.XX "Santiago del Estero, Provincia de c/Es-
tado Nacional y/o Yacimientos Petrolíferos Fiscales" resolución
del 20 de agosto de 1985). También ha desestimado la exigencia
del reclamo administrativo previo frente a demandas iniciadas por
las provincias contra el Estado Nacional (causa S.31.XX "Salta,
Provincia de e/Estado Nacional s/nulidad de decreto", resolución
del 25 de julio ppdo.) o

39) Que las partes están contestes en que corresponde deter-
minar si han prescripto los derechos emergentes de la sentencia
dictada en el juicio expropiatorio recordado y, también, en que el
plazo respectivo aplicable es el de diez años previsto en el arto
4023 del Código Civil. Tal criterio es el correcto toda vez que por
virtud de la sentencia, surge un nuevo título para exigir el cum-
plimiento del derecho que ella reconoce, que es distinto del que
es objeto de la declaración o condena que contiene, o sea, dé la
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relación jurídica originaria y que prescribe en el plazo arriba In-
dicado.

49) Que de las constancias de'la causa: "Gobierno de la Nación
c/Sociedad Inmobiliaria Schaffhausen y Gobierno de la Provincia
s/expropiación" en trámite ante el Juzgado Federal de Mendoza,se
desprende que la sentencia allí dictada por esta Corte, en ejercicio
de su jurisdicción apelada, reconoció el derecho expropia torio del
Estado Nacional," y, por consiguiente, la transferencia del bien a
su nombre previo pago de la indemnización pertinente. Tal deci-
sión se ajusta a la doctrina del Tribunal que por aplicación del
principio del arto 17 de la Constitución Nacional, sostuvo que la
adquisición del dominio sobre el bien expropiado se halla subor-
dinada al- pago de la indemnización previa (Fallos: 287:387; 291:
507, entre otros). No hay evidencias, empero, en el expediente re-
cordado, de que el Estado Nacional haya satisfecho el importe de
la indemnización.

59) Que de lo expuesto, se evidencia que la sentencia que reco-
noció la procedencia de la acción expropiatoria de la allí actora,
implicó -para ésta- una pretensión ejecutoria hpsta "ahora no
ejercitada por lo que cabe concluir que se ha operado, respecto al
derecho de ella emergente, la prescripción contemplada en el arto
4023 citado.

Por ello, se decide: Declarar prescripto el derecho en favor de
l~ demandada reconocido en la sentencia dictada en la causa citada
en el considerando 4'?

JOSÉ SEVERO CABALLERO

BELLUSCIO - CARLOS

ANTONIO BACQUÉ.

AUGUSTO CÉSAR

S. FAYT - JORGE
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DELFIN MAGALLANES

JUBILACION y PENSION.

Teniend,) en cuenta el carácter imprescriptible del derecho a los bene.
ficios acordados por las leyes de jubilaciones -arto 82, párrafo 1?, de
la ley 18.937- y lo dispuesto en el arto 14 bis de la Constitución Na.
cional, reconocido por resoluci6n de la Caja el derecho a que se in-
cluya en el haber jubilatorio el porcentaje correspondiente al rubro
comida, no pudo la Cámara válidamente limitarlo en el tiempo en viro
tud de lo dispuesto por el art. 25 de la ley de fondo citada.

, JUBILACION y PENSION.'

Para la determinación del haber inicial se deben promediar las re-
muneraciones actualizadas percibidas durante los tres aftos calenda-
. rios más favorables comprendidos en el período de cinco anteriores
al cese de serviCios -arto 49, párrafo 1), de la ley 18.037- en conse.
cuencia, la exclusión del renglón comida ~al que el recurrente tenía
derecho como integrante de su remuneración- altera dicho cálculo y
perjudica el reajuste practicado, ya que se lo priva parcialmente de
la integridad de su' haber con un injustificado menoscabo del derecho
invocado por el solicitante.

DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA'

Suprema Corte:

La Sala VIII de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo
entendió que el reajuste de la prestación originado en haberse lle-
gado al reconocimiento del adiciqnal por gastos de comida debía
contarse a partir de un aílo de la presentación .del interesado, hecho
éste que tuvo lugar el 28 de septiembre de 1982, lo que hace que
deba computarse a partir del 28 de septiembre de 1981, por virtud
de la prescripción opuesta y admitida con fundamento del arto 82
de la ley 18.037 t.o. 1976.

La disconformidad del accionante con la conclusión a la que
llegó el a qua confiere a la situación planteada en estos autos, en
el aspecto señalado, analogía bastante para hacer aplicación en.

/
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el sub lite de lo decidido por V.E. en la causa D. 84, XX, "D'Oli-
vera, Hipólito Santos s/jubiiación" con fecha 22 de octubre pasado,
lo que importa excluir la revisión de lo resuelto por la Cámara.

En cuanto al agravio fundado en la alegada inaplicabilidad en
la especie del art.25 de la ley 18.037, t.O. 1976 -norma cuya
proyección al sub lite repele el quejoso- soy de opinión que resulta
inatendible a la luz de lo declarado a propósito de ese tema en la
citada causa liD 'Olivera" y su cita (consid. 4'?).

En las. condiciones expuestas y dentro del marco del recurso
extraordinario de fs. 108/114 cuyos términos limitan la jurisdicción
del Tribunal, corresponde desestimar la queja. Buenos Aires, 13 de
noviembre de 1985. Máximo J. Gómez Forgues.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 27 de febrero de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido .por Delfín Maga-
Hanes en la causa Magallanes, Delfín s/jubilación", para decidir
sobre su procedencia.

Considerando: .

l'?) Que contra el pronunciamiento de la Sala VIII de la Cá-
mara Nacional de Apelaciones del Trabajo, que confirmó las reso-
luciones de los organismos previsionales que habían denegado el
derecho al reajuste del haber jubilatorio por inclusión del rubro
comida por el período que señala, en virtud de lo dispuesto por
los arts. 25 Y 82, apartado 2'?, ley 18.037, el actor dedujo el recurso
extraordinario cuya denegación brigina la presente queja.

2'?) Que aun cuando los agravios del apelante se vinculan con
cuestiones de hecho y prueba y c0!1 el alcance otorgado por el a
qua a normas de derecho previsional, temas ajenos -como regla
y por su naturaleza- a la .vÍa del arto 14 de la ley 48, ello no resulta
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óbice para habilitar la instancia de excepción cuando, como en el
caso, la decisión conduce a la frustración de derechos que encuén-
tran amparo constitucional.

39) Que, en efecto, si se tiene en cuenta que "es imprescrip-
tible el derecho a los beneficios acordados por las leyes de jubila-
ciones y pensiones cualesquiera fuere su naturaleza y su titular"
-arto 82, párrafo 19, de la ley citada- y que, conforme con el arto
14 bis de la Constitución Nacional, la seguridad social tendrá ca-
rácter de "integral e irrenunciable"; reconocido por resolución de
la Caja el derecho a que se incluya en el haber jubilatorio el por-
centaje correspondiente al rubro comida, no pudo la Cámara váli-
damente limitarlo en el tiempo en virtud de lo dispuesto por el
arto 25 de la ley de fondo citada.

49) Que las conclusiones del a qua respecto a la discriminación
que efectúa con relación al período que se controvierte, a raíz de
aplicar a una misma situación disposiciones que. regulan aspectos
diversos (confr. arts. citados), ponen de manifiesto que la senten-
cia sólo se basa en una fundamentación aparente y que ocasiona
un gravamen irreparable al patrimonio del interesado.

59) Que, al respecto, debe tenerse en cuenta que para la deter-
minación del haber inicial se deben promediar las remuneraciones
actualizadas percibidas durante los tres años calendarios más fa-
vorables comprendidos en el período de cinco anteriores al cese
de servicios -arto 49, párrafo 1 de la ley 18.037-; en consecuen-
cia, la exclusión del renglón comida -al que el recurrente tenía
derecho como integrante de su remuneración- altera dicho cálculo
y perjudica el reajuste practicado, ya que se lo priva parcialmente
de la integridad de su haber con un injustificado menoscabo del
derecho invocado por el solicitante.

69) Que no obsta a. lo expuesto lo resuelto por este Tribunal
en la causa D.84.xX "D'Olivera, Hipólito Santos sjjubilación" con
fecha 22 de octubre pasado, dado que en esa oportunidad se deses-
timó el agravio atinente al tema en examen por carecer el recurso
de fundamentación suficiente a los fines del mantenimiento del
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remedio federal, conforme con las pautas establecidas en conocida
doctrina de esta 'Corte.

7'?) Que, en consecuencia, y sin que lo dicho importe recono-
cer suma alguna a favor del recurrente, ya que ello deberá deter-
minarse en la etapa procesal oportuna mediante cálculos adecua-
dos, corresponde declarar procedente el recurso extraordinario y
dejar sin efecto la sentencia en el punto examinado. Asimismo, pro-
cede c0I!-firmarla. con relación a la prescripción que prosperó~ ha-
bida cuenta de que -como señala en el fallo- nada impidió al
actor realizar el reclamo correspondiente para lograr la inclusión
del rubro en cuestión con anterioridad al tiempo en que lo efectuó.

Por ello, y oído el señor Procurador Fiscal, se declara proce-
dente el recurso extraordinario y se deja sin efecto la sentencia
con el alcance indicado. Vuelvan los autos al tribunal de origen
para que, por quien corresponda,. se dicte un nuevo pronuncia-
miento.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCro CARLOS S. FAYT
- JORGE ANTONIO BACQUÉ.

ZUBDESA S.A.C.I.F.I. v. MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES

ACTOS ADMINISTRATIVOS.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia' que revocó la de p~imera
instancia por la cual se declaraba la nulidad de los decretos municipa-
les que excluyeron a la actora de la adjudicación de una licitación pri-
vada por considerarla comprendida en los términos del decreto 322/78.
Ello es así, pues si bien es cierto que la invitación a cotizar precios
para una contratación directa no obliga a la Municipalidad a contratar,
con el invitado, no 10 es menos que aquélla tuvo una definida signi-
ficación en el caso de la actora. En efecto, ésta era una empresa ins-
cripta en el Registro de Proveedores, lo que, supone haber acreditado
requisitos de idoneidad moral, económica y técnica, y otorga el dere-
cho a un trato igualitario respecto de los restantes inscriptos y ade-
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más la sociedad estaba cumpliendo un contrato similar con la Mu-
nicipalidad para esa época, respecto de cuyo cumplimiento esta última
no tenía motivo de queja, por lo que la invitación implicó, por parte
de la demandada, un reconocimiento de la aptitud genérica de la actora
para contratar con ello, sólo revisable en el supuesto de que la em-
presa invitada hubiese incurrido en actos descalificadores desconocidos
o posteriores a la época de la invitación, lo que no ocurrió en el caso,
por lo que la actitud de la Municipalidad importó promesa en contra-
dicción con sus propios actos, ejerciendo una conducta incompatible
con otra anterior deliberada, jurídicamente relevante y plenamente
eficaz.

CONSTITUClON NACIONAL: Derechos y gam¡üías. Defensa en juicio. Pmcedi-
mie¡1to y sentencia.

Teniendo en cuenta que el inc. 17 del arto 6~ de la Reglamentación del
capítulo VI de la Ley de Contabilidad, decreto-ley n? 23.354/56, apro-
bado por el decreto n? 5.720/72 y vigente en el ámbito municipal por
ordenanza n? 31.655 -en cuanto obliga dar vista de las actuaciones a
los interesados para que formulen los descargos o aclaraciones que
consideren pertinentes, y establece que en el caso de haberse produci-
do alguna prueba se le correrá a aquéllos una nueva vista, sólo cumplido
lo cual podrá dictarse resolución- no hace sino reglamentar, en la
materia concerniente a las sanciones que pueden aplicarse a los ofe-
rentes o adjudicatarios, la garantía de la defensa o debido proceso ad-
jetivo (art. 18 de la Constitución Nacional), es ésta la que ha resultado
lesionada como consecuencia de la actuación municipal -que aplicó
por la mera fijación de un anuncio. en una cartelera, y sin instru-
mel1tar actuación alguna, la sanción de suspender a la actora del Re-
gistro de Proveedores.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defel1sa en juicio. Pmce:
dimiento y sentencia.

Es necesario -aún en el caso de sanciones impuestas por organismos
administrativos- que se respete la garantía de la inviolabilidad de la de-
fensa en juicio. para la cual resulta indispensable que la persona en
cuestión haya sido notificada de la existencia del procedimiento que se
le sigue o ha seguido, y que además se le dé la oportunidad de ser
oída y de probar de algún modo los hechos que creyere conducentes a
su descargo.
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Buenos Aires, 27 de febrero de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en
la causa Zubdesa S.A.C.I.F.I. c/Municipalidad de la Ciudad de Bue-
nos Aires", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

19) Que la sentencia de la Sala E de la Cámara Nacional ele
Apelaciones' en lo Civil, impugnada mediante el. recurso extraordi-
nario deducido a fs. 732/740, revocó en todas sus partes el fallo
de primera instancia por el cual se haCÍa lugar a la demanda, se
declaraba la nulidad absoluta de los decretos municipales 1/79 Y
2716/79 Y la ilegitimidad de' la aplicación a la actora del decreto
322/78, al par que se condenaba a la demandada a pagar una indem-
nización a favor de aquélla.

29) Que el juicio tiene su origen en una invitación que el 19 de
diciembre de 1978 hizo la Municipalidad de la Ciudad ele 'Buenos
Aires a Zubdesa, con el fin de que ésta cotizara en la contratación
directa N9 176/78, relativa al servicio de recolección de residuos en
una zona de la Capital Federal, lo que así hizo la empresa. El 21 de
diciembre de 1978 se abrieron las ofertas, de las que resultó que
la' actora había cotizado el segundo precio más bajo, después de
otra empresa que fue descartada por la Municipalidad al no estar
inscripta en el Registro de Proveedores y no haberse demostrado
. su capacidad técnica y financiera. Pese a ello, la demandante no
resultó adjudicataria, por las razones de que dio cuenta un anuncio
publicado pocos días después por la Comuna en una cartelera, en
el que se expresaba que se excluía a la actora por considerarla
comprendida en los términos del decreto municipal 322/78, que
establece que "no po.drán ser adjudicatarias de licitaciones públi-
cas o privadas en las contrataciones que realice la Municipalidad
de la Ciudad de Buenos Aires, las personas físicas o jurídicas que,
habiendo incurrido en hechos o actos de inconducta o en incum-
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plimientos contractuales graves, hubieren ocasionado perjuicios mo-
rales y/o materiales a los intereses de la Comuna". Ante las pre-
sentaciones de Zubdesa, el intendente municipal dictó los decretos
7/79 Y 2716/79, de fechas 4 de enero y 7 de junio de 1979, respec-
tivamente. En el primero de ellos se manifestó escuetamente que
la firma se hallaba incursa en las prescripciones del decreto 322/78,
a raÍZ del sumario N~ 718/77; instruido en el expediente N~ 57.864/
77. En el decreto N~.2716/79 se aclaró que la aplicación del arto 1<;>
del decreto N~ 322/78 no impedía la continuación de los contratos
que se hallaban vigentes, pues sólo alcanzaba a las licitaciones
posteriores. En ambos decretos se rechazaron las impugnaciones
que la actora efectuó respecto de la ya mencionada exclusión.

Por otra parte, la Municipalidad llamó a una nueva contrata-
ción directa, para igual zona y servicios -cuya fecha de apertura
de ofertas fue el día 2 de enero de 1979- en la que resultó adju-
dicataria otra firma.

La sentencia de primera instancia hizo lugar a la pretensión
de la actora y declaró la nulidad de los decretos 7/79 Y 2716/79,
como asimismo la ilegitimidad de la aplicación a su respecto del
decreto 322/78. También condenó a la Municipalidad a pagár da-
ños y perjuicios a la demandante. Apelado el fallo, el a qua lo
revocó íntegramente, sobre la base de que la invitación a cotizar
precios no impidió a ~a Comuna realizar una posterior ponderación
de los antecedentes de la actora, apreciación que -señaló- fue
efectuada por la demandada dentro de la denominada esfera reser-
vada de la Administración Pública. La demandante dedujo recurso
extraordinario contra la sentencia, que tachó de arbitraria y viola-
toria de las garantías constitucionales consignadas por los arts. 14,
17 y 18 de la Ley Fundamental, y la denegación de aquél originó
la presente queja.

3~) Que, si bien es ci~rto que la invitación a cotizar precios
para una contratación directa no obliga a la Municipalidad a con-
tratar con el invitado, no lo es menos que aquélla tuvo una defi-
nida significación en el caso de la actora. En efecto, ésta era una
empresa inscripta en el Registro de Proveedores, lo que supone ha-
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ber acreditado requisitos de idoneidad moral, económica y técnica,
y otorga el derecho a un trato igualitario respecto de los restantes
inscriptos. Además, la sociedad estaba cumpliendo un contrato si-
milar con la Municipalidad para esa época, respecto de cuyo cum-
plimiento esta última no tenía motivo de queja (fs. 259). En tales
circunstancias, la invitación implicó, por parte de la demandada,
un reconocimiento de la aptitud genérica de la actora para con-
tratar con ello, sólo revisable en el supuesto -destacado por el
a qua a fs. 716 in fine- de que la empresa invitada hubiera incu-
rrido en actos descalificadores desconocidos o posteriores a la época
de la invitación;

4'?) Que los términos del decreto N'? 7/79 mencionado anterior-
mente, remiten a un expediente administrativo relativo a un con-
trato celebrado el 2 de febrero de 1977 entre la actora y la Muni-
cipalidad para la reparación de veredas en una zona de la Ciudad
de Buenos Aires. Dicho contrato originó lo que el a qua denomina
una conflictiva relación entre la actora y la ~omuna, que, además
de aquel expediente -en el que la Municipalidad investigó supues-
tas irregularidades de sus agentes en el otorgamiento de certifica-
ciones de trabajos, hasta que el decreto N'? 4682 del 26 de julio
de 1978 puso fin al trámite- dio origen a la causa penal N'? 13.508
Y a los autos "Zubdesa S.A.C.I.F.I. c/Municipalidad de la Ciudad
de Buenos Aires". En aquélla el juez interviniente dictó sobresei-
miento provisional con fecha 10 de mayo de 1978, sin procesar a
persona alguna. En el juicio por cobro de pesos la Municipalidad
fue condenada, por sentencia dictada por la Sala E de la Cámara
Nacional de Apelaciones en lo Civil, de fecha 30 de abril de 1984,
a pagar a la actora una suma que equivalía a un 90 % de lo que
se había reclamado en la demanda.

Ahora bien, los hechos que se alegaron en los tres expedientes
mencionados, no podían ser desconocidos para la Municipalidad
al momento de cursar la invitación de que aquí se trata, tal como
resulta claramente de las fechas citadas con relación al sumario
administrativo y a la causa penal. Menos aún puede sostenerse que
aquellos hechos acaecieran en el breve lapso que medió entre la
invitación y el día en que se publicó en una cartelera municipal
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que a Zubdesa no se le adjudicaba la contratación directa N'? 176/
78 por estar comprendida en los términos del decreto 322/78. Por
consiguiente, no se dieron en la especie ninguno de los supuestos
mencionados en la última parte del considerando anterior.

5'?) Que, conforme a lo señalado, la exclusión de la actora de
la contratación N'? 176/78 -a la que había sido expresamente invi-
tada- por considerarla inhibida de obtenerla (fs. 694), importó de
parte de la Municipalidad ponerse en contradicción con sus pro-
pios actos ejerciendo una conducta incompatible con otra anterior
deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz, lo que no
resulta admisible según conocida jurisprudencia de este Tribunal
(sentencia de fecha 5 de septiembre de 1985, in re: S.164.xX. "Szi-
laguyi de Maquelo, Elena Ana y otros c/Sanatorio e Instituto Buenos
Aires S.A. y otros s/cobro de pesos", cons. 8'? y sus citas).

6'?) Que, por otra par'te, la decisión municipal de excluir a la
actora de la contratación directa N'? 176/78 tuvo los alcances :-re-
conocidos expresamente por la demandada (fs. 750 vta./751)- de
suspender a aquélla del Registro de Proveedores, sanción sin tér-
minos que aún hoy la Municipalidad entiende vigente. Dicha san-
ción -que los decretos municipales 7/79 Y 2716/79 no han impues-
to, sino que aparece presupuesta por ellos- ha sido aplicada, tal
como lo señala la apelante, por la mera fijación de un anuncio
en una cartelera, sin instrumentar actuación alguna y, por lo tan-
to, sin darle oportunidad de defensa (fs. 734 y 63/64 del recurso
de hecho). La señalada falta total de procedimiento no atendió a
lo establecido en el inc" 17 del arto 61 de la Reglamentación del
capítulo VI de la Ley de Contabilidad, decreto-ley N'? 23.354/56,
aprobadó por el decreto N'? 5720/72 Y vigente en el ámbito muni-
cipal por ordenanza N'? 31.655. Dicha norma obliga a dar vista de
las actuaciones a los interesados para que formulen los descargos
o aclaraciones que consideren pertinentes, y establece que en el
caso de haberse producido alguna pr~eba se le correrá a aquéllos
una ~ueva vista, sólo cumplido lo cual podrá dictarse resolución.

Puesto que el mencionado precepto legal no hace sino regla-
mentar, en la materia concerniente a las sanciones que puedan
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aplicarse a los oferentes o adjudicatarios', lá garantía de la defensa
. o debido proceso adjetivo (art. 18 de la Constitución Nacional), es
ésta la que ha resultado lesionada como consecuencia de la actua-
ción municipal. Como lo destacó el Tribunal en Fallos: 198:78, es
necesario -aun en el caso de sanciones impuestas por organismos
administrativos- que se. respete la garantía de la inviolabilidad
de la defensa en. juicio, para lo cual resulta indispensable que la
persona en cuestión haya sido notificada de la existencia del pro-
cedimiento que se le sigue' o ha seguido, y que además se le dé
la oportunidad de ser oída y de probar de algún modo los hechos
que creyere conducentes a su descargo.

7?) Que, puesto que la sentencia apelada omite aplicar el prin-
cipio mencionado en el considerando S?) y tampoco considera la
garantía constitucional lesion?da por el proceder de la demandada .
-según lo señalado precedentemente-, corresponde hacer lugar a¡'
remedio federál intentado por la actora, sin que sea necesario que
recaiga pronunciamiento sobre 'los restantes agravios que formula
la apelante.

Por ello, se hace lugar a la queja, se declara procedente el re-
curso extraordinario y se deja sih efecto la. sentencia apelada. COn
costas. Vuelvan los autos al tribunal de origen para que se proceda
a dictar un nuevo pronunciamiento con arreglo al presente.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO CARLOS S. FAYT

~ JORGE ANTONIO. BACQUÉ.

APOLO 21 y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos pmpios. Cuestiones no federales.
Interprefación de normas y actos locales el? general.

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sen-
tencia de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires,
que declaró su competencia originaria y exclusiva para conocer y de-
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cidir en las cuestiones entre el ente Administración Punta Mogotes
-creado por convenio aprobado por. ley local 10.233 y ordenanza 6.031
del Municipio de General Pueyrredón- y los concesionarios de uso de
las playas del balneario de Punta Mogotes (art. 149,jnc. 3?, de la Cons-
titución provincial) y, en consecuencia, .anuló las medidas cautelares
que se hubiesen adoptado en los juicios radicados ante la justicia or-
dinaria, limitando la jurisdicción de esos tribunales a la cuestión li-
tigiosa ante ellos promovida con anterioridad a )a cuestión litigiosa
ante ellos promov;da con anterioridad a la dicha ley 10.233.Ello es así,
pues lo referente. a las facultades de los tribunales provinciales, al al-
cance de su jurisdicción, y a la forma en que ejercen su ministerio,
todo reglado por normas de las constituciones y leyes locales, es ma-
teria irrevisable en la. instancia extraordinaria, en razón del respeto
debido a la atribución de las provincias de darse sus propias institu-
ciones y regirse por ellas (1).

HAYDEE CONTI DE PIERI 1/. PROVINCIA DE CORDOBA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. 117terposici6n del recurso.
Forma.

La instancia de excepClOn no procede cuando el recurso es interpuesto
en forma condicionada o subsidiaria (2).

NELIDA PEREZ EZCURRA O EZCURRA VDA.DE LATTANZI v.
ETELVINA BRIGIDA CORMACK

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas locales de procedimientos. Doble instancia y recursos.

Es irrevisable en la instancia extraordinaria la resolución por la cual
un tribunal superior de provincia coh fundamentos bastantes declara
improcedente recursos concedidos para ante él mismo (3).

(1) 27 de febrero Fallos: 264:72; 297:410; 300:365.
(2) '27 oe febrero. Fallos: 239:195;256:54; 259:147;261:28; 265:206;293:610;

295:125;303:}376.
(3) 27 de febrero. Fallos: 290:147.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no -federales.
Selztencias arbitrarias. Improcedencia del recurso.

La doctrina sobre arbitrariedad no tiene por objeto corregir senter-
cias equivocadas o que el apelante considere tales a raíz de su mera
discrepancia con el alcance atribuido por el a qua a principios y nor-
mas de derecho común o con la valoración de la prueba, incluso de_
presunciones como sucede en el caso en que se rechazó la acción de
simulación, nulidad de acto escriturario y daños y perjuicios contra
quien adquirió un lote de terreno mientras la recurrente -cónyuge del
causante- convivía con éste y contra los sucesivos adquirentes del in-
mueble, sino que reviste un carácter estrictamente excepcional que
se acentúa cuando -como en autos- efectuar tal análisis importaría
-atribuirse implícitamente el conocimiento de los límites de la compe-
tencia extraordinaria del superior tribunal provincial, materia -igual-
mente excluida -por reg1a- de la instancia de excepción (1).

MAMERTO TINEDO y OTROS V. ENTEL y OTRO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de norma~ )' actos comunes.

Lo atinente a la interpretación 'de normas de derecho común -en el
caso, leyes laborales-, a "la determinación de las de esa índole que
resultan aplicables en el pleito y a lo atinente a su derogación o vi-
gencia, vale decir, a su aplicación intertemporal, son temas ajenos a
la jurisdicción extraordinaria aunque se invoque el carácter de orden
públko de aquéllas (2).

CONSTITUCTON NACTONAL: Derechos)' ga.rantías. Igualdad.

La diferencia existente entre las situaciones anteriores a la sanción de
un nuevo régimen legal -en el caso, derogación por el art. 2? de la ley
21_476 de toda norma convencional que otorgara mayores beneficios
que los consagrados en el régimen de contrato de trabajo- no configura
agravio a la garantía de igualdad, porque de lo contrario toda modifi-
cación legislativa importaría desconocerla (3).

(1) Fallos: 261:251; 285:410;288:201;301:449,951; 302:142,236,516.
(2) 27 de febrero. Fallos: 296:497; 504:553; 298:368; 300:468 y 589; 301:-542,

870; 302:761.
(3) Fallos: 295:694.



200 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

CONSTITUCION NACIONAL:, Derechos y garantías. Derecho de propiedad.

No existe un derecho adquirido al .mantenimiento de leyes o regla-
mentaciones (1).

EDUARDO J\1ERLO y OTRA v. DANIEL OMAR SERNA y OTROS

RECURSO EXTRAORDrN/IRIO: Requisitos propios. Tribunal superior.

La exigencia del arto 14 de la ley 48 respecto del tribunal del cual debe
provenir la sente'lcia definitiva sólo puede estimarse cumplida cuando
se han agotado los remedios que la constitución, la ley y la propia
interpretación de los superiores tribunales provinciales hayan expresado
sobre el punto.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. TribU/wl superior.

El reconocimiento de la existencia de vías locales aptas en sede pro-
vincial para conocer de los recursos planteados con fundamento en la
arbitrariedad del fallo, resulta coherente con la naturaleza de la fun-
ción jurisdiccional que ejercen los tribunales locales y el carácter que
deriva. de esa función para interpretar la constitución y,las leyes, bien
que eventualmente, de surgir un agravio constitucional derivado de esa
causa, pudiera intentarse el recurso del arto 14 de la ley 48.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Tribunal superior.

:El régimen federal de gobierno sólo puede subsistir' y afianzarse a
partir del hecho de que a las provincias les compete la administración de
justicia; afirmación que resultaría menguada si no pudiera plantearse'
en las vías locales una eficaz defensa de las garantías superiores que
podrían resultar vulneradas.

RECURSO DE QUEJA: Fundamentación.

Debe rechazarse el recurso de queja si el recurrente no acreditó que
la fundamentación del a qua que desestimó el recurso extraordinario
por entender que la arbitrariedad .que se esgrimía como sustento
de esa vía, podría ser tratada por el "Superior Tribunal de ese Es-

(1) ,Fallos: 291:359; 300:61.
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tado", ya que dicho tribunal había conocido en cuestiones sobre el
vicio 2legado; en consecuencia, .al no haber agotado el recurrente las
instancias de la justicia provincial, correspondía la solución señalada
que agravia a la -demandante.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 27 de febrero de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por los -actores
en la causa Merlo, Héctor Eduardo y otra e/Serna, Daniel Ornar
y otros", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

l?) Que contra el pronunciamiento de la Sala II de la Cámara
de Apelación Civil y Comercial del Departamento Judicial de Mo-
rón que, al revocar parcialmente el fallo de primera instancia, fijó
el monto de la indemnización en los términos que establece, la
actora dedujo el recurso extraordinario cuya denegación origina la
presente queja.

2?) Que, tal efecto, el a qua desestimó el referido recurso con
fundamento en que la arbitrariedad que se esgrimía como sustento
de esa vía; podría ser tratada por el "Superior Tribunal de ese
Estado", ya que dicho tribunal había conocido en cuestiones sóbre
el vicio alegado; en consecuer~ba, al no haber agotado el recurrente
las instancias de la justicia provincial, correspondía la solución
señalada que agravia a la demandante.

3?) Que la actora no ha acreditado que dicha fundamentación
sea irrazonable, pues la exigencia del art. 14 de la ley 48 respecto
del tribunal del cual debe provenir la sentencia definitiva sólo pue-
de estimarse cumplida cuando se han agotado lo.s remedios que la
constitución, la ley y la propia interpretación de los superiores
tribunales provinciales hayan expresado sobre el punto.
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4<;» Que, en tal sentido, esta Corte ha tenido oportunidad de
conocer en numerosas causas en las cuales las partes habían in-
tentado simultáneamente dos recursos extraordinarios -de inapli-
cabilidad de ley y federal- para ante la Suprema Corte de la Pro-
vincia y para ante este Tribunal, circunstancia que ha llevado a
desestimar este último por considerarlo extemporáneo por prema-
turo (Fallos: 298: 55; 300: 152; 302: 237; 302: 272).

5<;» Que esa doctrina importa un claro reconocimiento de la
existencia de vías locales aptas en sede provincial para conocer de
los recurs()s planteados con fundamento en la arbitrariedad del
fallo, lo cual resulta coherente con la naturaleza de la función ju-
risdiccional que ejercen los tribunales locales y el carácter que
deriva de esa función para interpretar la constitución y las leyes,
bien que eventualmente, de surgir un agravio constitucional deri-
vado de esa causa, pudiera intentarse el recurso del arto 14 de la
ley 48.

6<;» Que, por lo demás, aquel criterio reafirma la necesidad de
que sean los tribunales superiores de provincia los que velen por
la defensa de las garantías constitucionales, ya que el régimen fe-
deral de gobierno sólo puede subsistir y afianzarse a partir del
hecho de que a las provincias les compete la administración de
justicia; afirmación que resultaría menguada si no pudiera plan-
tearse en las vías locales una eficaz defensa de las garantías supe-
riores que podrían resultar vulneradas.

7<;» Que, en tales condiciones, por no haberse demostrado la
arbitrariedad de los fundamentos del auto denegatorio, no corres-
ponde abrir esta presentación directa por faltar el recaudo de la
sentencia definitiva proveniente del superior tribunal de la causa
a que se refiere el art. 14 de la ley 48.

Por ello, se rechaza la queja.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- JORGE ANTONIO BACQUÉ.



MARZO'

OMAR COSME ETCHElECU v. CAJA NACIONAL DE AHORRO y SEGURO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestio-
nes federales simples. Interpretación de otras normas y actos federales.

Suscitan cuestión federal bastante para su consideración en la instan-
cia extraordinaria. los agravios que remiten a la determinación del al-
cance de la sentencia de 'la Corte dictada en la causa y la decisión
ha sida adversa a los derechos del apelante, aparte de que también se
encuentra planteada la interpretación de normas federales -ley 21.274-
que justifican la inten'ención del Tribunal (1).

EMPLEADOS PUBLICOS: Nombramiento y cesación. Prescilldibilidad y supre-
.sión de cargos. Requisitos~

Corresponde revoéar la sentencia que rechazó la demanda de nulidad
de resolución, reincorporación al cargo y pago de los salarios caídos.
si el a quo no ponderó debidamente lo establecido en la sentencia an-
terior. de la Corte Suprema -que la prescindibÚidad habría obedecido
a motivaciones de índole personal vinculadas con la conducta del
agente-:-. Ello es aSÍ, pues el demandante tenía aquilatada una carrera
con numerosos ascensos y que había llegado con una buena foja de an-
tecedentes y calificaciones, por lo que el indebido comportamiento atri-
buido al empleado y que había justificado la instrucción del sumario,
aparece como causal determinante de la prescindibilidad y tiñe al
acto con las características' propias de una sanción encubierta.

. .

SINDICATO'OBRERO DE LA INDUSTRIA DEL PESCADO v. POLO SUR S.A.LC.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos ell la fundamentación
normativa.

Debe dejarse sin efecto la regulación si de las constancias del caso
surge que los arts. 36 y 39 de la ley 7195 de .la Provincia de Buenos

(1) 4 de marzo.

J.1
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Aires, modificada por la 8076 -que determinan los honorarios de. los
profesionales graduados en ciencias económicas que actúan en ese
carácter en juicios- no han sido aplicados efectivamente en el caso,
prescindiendo de la legislación correspondiente sin dar razón vale-
dera para ello (1) .

FEDERACION MEDICA DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES'

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos fonnales. Introducción de la cues-
tión federal. OpOl'tunidad. Planteamiento en el escrito de interposición del re-
curso extraordinario.

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia
que confirmó la resolución de la Secretaría de Comercio de la Nación
sólo en cuanto ordena el cese a la Federación Médica de la Provincia de
Buenos Aires, para que en el futuro ponga fin 'a la prohibición que pesa
sobre los médicos federados que les impide contratar con entidades de
medicina prepaga, absteniéndose de mterpretar extensivamente el com-
promiso de no trabajar simultáneamente en relación de dependencia con
una obra social y a través de los contratos concluidos con la federación
(artículos 1?, 2? Y 26, inc. b), de la ley 22.262,ya que la defensa basada
en lo previsto en el arto 5 de esa leyes inatendible por tardía, pues no
se la ha planteado ante el a qua, y los votos que formaron la decisión
tampoco introdujuon materia vinculada con esa norma.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

La Cámara Federal de Apelaciones de La Plata confirmó la reso-
lución N? 101/83 de la Secretaría de Estado de Comercio por la
que se ordenó a lá Federación Médica de la Provincia 'de Buenos
Aires -Femeba-, para que en el futuro ponga fin a la prohibición'
que pesa sobre los médicos federados que les impide contratar con

(1) 4 de marzo. Fallos: 302:958; "S.O.I.P. cjFrigocen S.A.LC.", del
26 de abril de 1983.
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entidades de medicina prepaga, absteniéndose de interpretar exten-
sivamente el compromiso de no trabajar simultáneamente en rela-
ción de dependencia con una obra social y a través de los contratos
concluidos con la Federación, por considerar que esa conducta in-
fringe la prohibición establecida por los arts. 1C! Y 2? de la ley 22.262
en defensa de la competencia.

Contra esta decisión se interpuso recurso extraordinario que
fue concedido a fs. 360. .

Si bien el recurrente habría introducido tardíamente la cues-
tión federal, de ahí la invocación de gravedad institucional que se
efectúa en la presentación, V.E. tiene dicho que tal exigencia cede
en el supuesto de la discusión del alcance de normas federales cual
lo es la que plantea el recurrente consistente en la interpretación
del arto lC! de la ley 22.262 en función de lo dispuesto en el arto SC!

de la misma ley, si la decisión apelada resuelve el caso según la
inteligencia que les asigna (Fallos: 244: 243; 268: 20; 300: 902; 302:
. 904, entre otros).

En el caso, si el tribunal apelado consideró que la conducta
de Femeba encuadraba en Ia previsión del arto 1? de la ley 22.262
es porque estimó que no se hallaba excluida por el" art.SC! de la
misma ley. De ahí que su decisión sea contraria al derecho que
su representante funda e.\1tal norma.

Resultando entonces formalmente admisible el recurso en cuan-
to plantea la interpretación de normas federales, paso a expedirme
sobre el fondo.

A mi modo de ver, los términos en que está concebido el arto
SC! de la ley 22.262 no ofrecen duda en cuanto a que, los actos o
conductas que, pese a alterar la competencia en alguna de las for-
mas previstas por el arto lC! de la misma ley, se declaran excluidos
de la prohibición son aquellos que reconocen su j~'idicidad en.
"normas, generales o particulares" o "disposiciones administrativas'
dictadas en virtud de aquéllas". A la claridad de las palabras em-
pleadas por la norma legal se suma su interpretación auténtica.
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Así al referirse al arto S? la exposición de motivos expresa que esta
norma "excluye expresamente del ámbito de la ley las conductas
convalidadas por el Estado, sea a través de reglas generales, sea
por disposiciones administrativas dictadas. en su consecuencia. La
exclusió:q. subraya la plena compatibilidad de esta norma con di-
versos mecanismos legislativos y con decisiones de la autoridad
administrativa, como es el caso de la ley de patentes y del uso
de las facultades conferidas por normas de promoción industrial
y de regulación de servicios públicos".

Sin embargo, la conducta aquí reprochada no se encuentra am-
parada por una legislación de este tipo ya que la mera aprobación
por decreto de los estatutos de Femeba por parte del poder eje-
cutivo de la Provincia de Buenos Aires no autoriza la pretensión
monopólica de la entidad, que se trasluce en la afectación de los
derechos de quienes, al margen de los sistemas de salud organiza-
dos por el Estado y del sistema de obras sociales, pretenden orga-
nizar servicios de medicina privados en un ámbito territorial de-
terminado.

Es que las limitaciones que Femeba impone a los profesionales
no se hallan en las normas a las cuales el Estado dio su aprobación
sino en disposiciones tomadas por las asambleas de la Federación,
cuyas decisiones no tienen ese respaldo.

Además, no se percibe que esta interpretación pueda afectar
los intereses de solidaridad y comunitarios de Femeba que el re-
currente enfatiza. Por el contrario la comunidad se hallará mejor
cuanto más opciones se le brinden. Lo que se trata de impedir no
es que Femeba continúe con los servicios que presta, sino que in-
tente dificultar que o(ros sistemas, como el de medicina prepaga,
puedan desarrollar libremente su actividad, la que se encuentra
legalmente permitida.

En cuanto a la tacha de arbitrariedad que también se esgrime,
estimo que resulta improcedente 'en tanto sólo. exhibe divergencias
sobre el modo en que los jueces apreciaron la prueba incorporada,
lo cual, según conocida doctrina de esta Corte no sustenta la ape-
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lación prevista en el arto 14 de la ley 48 cuando la resolución que
se impugna contiene fundamento suficiente para resolver como lo
hizo.

Por lo expuesto, opino que corresponde confirmar la sentencia
de fs. 290/293 en todo cuanto pudo ser materia de recurso extra-
ordinario, declarando asimismo improcedente el recurso en cuanto
a" la arbitrariedad deducida. Buenos Aires, 25 de septiembre de
1985. Juan Octavia Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 4 de marzo de. 1986.

Vistos los autos: "Federación Médica de la Prov. de Buenos
Aires s/infr. ley 22.262".

Considerando:

1<;»Que la Sala Civil Primera de la Cámara Federal de Apela-
ciones de La Plata, Provincia de Buenos Aires, por mayoría, con-
firmó la resolución N<;>101 de la Secretaría de Comercio de la
Nación, sólo en cuanto "ordena el cese a la Federación Médica de
la Provincia de Buenos Aires, para que en el futuro ponga fin a
la prohibición que pesa sobre los médicos federados que les impide
contratar con entidades de medicina prepaga, absteniéndose de in-
terpretar extensivamente el compromiso de no trabajar simultánea-
mente en relación de dependencia con una obra social y a través
de los contratos concluidos con la Federación (artículos 1<;>,2<;>y
26, inc. b), de la ley 22.262)". Ello dio lugar al recurso extraordi-
nario de dicha asociación, que fue concedido.

2<;»Que la defensa basada en lo previsto en el arto 5 de la ley
22.262, es inatendible por tardía, pues no se la ha plante~do ante
el a qua, y los votos que formaron la decisión tampoco introduje-
ron materia vinculada con esa norma.

3<;»Que los restantes agravios conducen al estudio de temas de
hecho, prueba y derecho común, en los que no se demuestra ine-
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quívelcamente que lo resuelto sea susceptible del calificativo de
arbitrario, según conocida doctrina de esta Corte acerca de los
limitados y rigurosos alcances de ese supuesto federal. Cabe agre-
gar, en atención a determinadas alegaciones, que dados los térmi-
nos en que fue juzgada, la causa fue circunscripta al ámbito del
'mercado de la "medicina prepaga".

49) Que', por último, no se encuentra acreditado concluyente-
mente, que la cuestión entrañe un problema de gravedad institu-
cional.

Por ello, y lo concordemente dictaminado por el señor Pro-
curador General, se declara improcedente el recurso extraordinario.

AUGÚSTO CÉSAR BELLUSCro - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI :- JORGE

ANTONIO BACQUÉ.

RUGO A. ANZORREGUY (H) v. FRIGORIFICO CERVANTES S.A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales ..
Interpretación de normas locales de procedimientos. Costas y honorarios.

Si bien, en principio, todo lo atinente a la aplicación de los aranceles de
honorarios de abogados y procuradores constituye materia de derecho
procesal y reglamentación del ejercicio de las profesiones, sujeto a la
legislación local y extraño al recurso establecido por el arto 14 de la ley
4S, corresponde hacer excepción a tal principio cuando lo resuelto no
constituye derivación razonadá del derecho vigente con aplicación a las
circunstancias de la causa, especialmente si la solución adoptada afecta
el derecho a la justa retribución de los profesionales y los priva de dere-
chos definitivamente incorporados a su patrimonio' como consecuencia de
las tareas realizadas (arts. 14bis y 17 de la Constitución Nacional).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en' la fU/1damentación
.normativa.

Es descalificable el pronunciamiento que -negando la aplicación de la
norma legal que concretamente rige el caso sin dar razón plausible para
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ello- estableció que no cabía regular honorarios por su actuación como
procurador en causa propia al actor. Ello es así, pues el arto 1 de la
ley 21.839'dispone la aplicación de sus disposiciones a los honorarios de
los abogados y los procuradores, y su arto 12 establece que "los profe-
sionales que actuaren en asuntos o procesos propios, percibirán sus ho-
norarios de las partes contrarias, si éstas fueren condenadas a pagar las
costas", sin hacer distinción entre el abogado que se patrocina a sí mismo
y el procurador -o abogado que actúa como procurador- que lo hace
en la causa que a él le interesa personalmente.

HONORARIOS DE ABOGADOS Y PROCURADORES.

La distinción entre el abogado que se patrocina a sí mismo y el procu-
rador -o abogado que actúa como procurador- en causa propia no se
justifica con la aseveración dogmática de que no hay actuación en carác-
ter de procurador, ya que no se aprecia la razón por la cual se admite
que un profesional sea patrocinante de sí mismo y no que sea procura-
dor de sí mismo, pues aun cuando en el segundo caso no haya repre-
sentación, no por eIJo deja de existir labor profesional retribuible; tanto
el patrocinio como la procuración habrían devengado honorarios en caso
de ser encomendadas a otro profesional, de manera que si el interesado
cumple una u otra por sí mismo, esa circunstancia no tiene por qué bene-
ficiar al condenado en costas eximiéndole de responsabilidad por la labor
procuratoria desempeñada.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretaci6'1 de normas locales de procedimientos. Costas y honorarios.

La determinación de las tareas realizadas y el carácter en que se cum-
plieron, a los efectos de la regulación de los honorarios profesionales, es
una cuestión de rlerecho común y procesal, propia de los jueces de la
causa y ajena al recurso extraordinario. No cabe apartarse de tal doc-
trina en el caso en que se resolvió que no cabía regular honorarios como
apoderado en causa propia al actor, ya que la solución dada no parece
inadecuada si se iltiende al carácter contractual de las tareas de repre-
sentación (Disidencia de los Dres. Carlos S. Fayt y Jorge Antonio Bacqué).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 4 de marzo de 1986.

Vistos los autos: "Anzorreguy, Rugo A. (h) e/Frigorífico' Cero
vantes S.A. s/ejecutivo".
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1?) Que contra la decisión de la Sala B de la Cámara Nacional
de Apelaciones en lo Comercial que, en lo que al caso interesa,
confirmó lo resuelto por el juez de primera instancia, con funda-
mento en que no cabía regular honorarios por su actuación comO
procurador en causa propia al actor, éste interpuso el recurso
extraordinario que fue concedido a fs. 49.

2?) Que si bien, en principio, todo lo atinente a la aplicación
de los aranceles de honorarios de abogados y procuradores cons-
tituye materia de derecho procesal y reglamentación del ejercicio
de las profesiones, sujeto a la legislación local y extraño al recurso
establecido por el arto 14 de la ley 48, corresponde hacer excep-
ción a tal principio cuando lo resuelto no constituye derivación
razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias de
la causa, especialmente si la solución adoptada afecta el derecho
a la justa retribución de los profesionales y los priva de derechos
definitivamente incorporados a su patrimonio como consecuencia
de las tareas realizadas (arts. 14 bis y 17 de la Constitución Na-
cional) .

3?) Que así ocurre en la causa en razón de que el a qua ha
negado la aplicación de la norma legal que concretamente rige el
caso sin dar razón plausible para ello (Fallos: 237:349; 239: 10 y
204; 257:207; 266:119; 302:1433; 303:255 y 289, entre muchos otros),
mediante una interpretación que la desvirtúa y la hace parcial-
mente inoperante. En efecto, el arto 1 de la ley 21.839 dispone la
aplicación de sus disposiciones a los honorarios de lo~ abogados
y los procuradores, y su arto 12 establece que "los profesionales
que actuaren en asuntos o procesos propios, percibirán sus hono-
rarios de las partes contrarias, si éstas fueren condenadas a pagar
las costas", sin hacer distinción entre el abogado que se patrocina
a sí mismo y el procurador -o abogado que actúa como procu-
rador- que lo hace en la causa que a él le interesa personalmente .

. 4?) Que la distinción no se justifica con la aseveración dog-
mática de que no hay actuación en carácter de procurador, ya que
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no se aprecia la razón por la cual se admite que un profesional
sea patrocinante de sí mismo y no que sea procurador de sí mis-
mo, pues aun cuando en el segundo caso no haya representación,
no por ello deja de existir labor profesIonal retribuible; tanto el
patrocinio como la procuración habrían devengado honorarios en
caso de ser encomendadas' a otro profesional, de manera que si el
interesado cumple una u otra por sí mismo, esa circunstancia no
tiene por qué beneficiar al condenado en costas eximiéndole de
responsabilidad por la labor procuratoria desempeñada.

Por ello, se revoca la resolución recurrida.

JOSÉ SEVEROCABALLERO- AUGUSTOCÉSARBE-
LLUSCIO- CARLOSS. FAYT (en disidencia)
- ENRIQUE SANTIAGOPETRACCHI- JORGE
ANTONIOBACQUÉ(en disidencia).

DISIDENCIADE LOSSEÑORESMINISTROSDOCTORESDONCARLOSS. FAYT
y DONJORGEANTONIOBACQUÉ

Considerando:

1?) Que contra la decisión de la Sala B de la Cámara Nacio-
nal de Apelaciones en lo Comercial que, en lo que al caso interesa,
confirmó lo resuelto por el juez de primera instancia, con funda--
mento en que ,no cabía regular honorarios como apoderado en causa
propia al actor, éste interpuso recurso extraordinario, que fue con-
cedido a fs. 49.

2?) Que para el supuesto en que el abogado actúa en causa
propia, el a qua admitió que procede que se retribuya la dirección
letrada pero no la representación, pues estimó que no hay actua-
ción en tal carácter.

3?) Que el recurrente aduce que si bien tal remuneración no.
está prevista en la Ley de Arancel, N? 21.839, tampoco ésta lo pro-
híbe, que ha cumplido una labor y que ésta debe ser retribuida; .
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alega que en caso contrario se violarían los artículos 14, 14 bis, 16,
17 Y 19 de la Constitución Nacional.

4':') Que la determinación de las tareas realizádas y el carácter
en que se cumplieron, a los efectos de la regulación de los hono-
rarios profesionales, es una cuestión de derecho común Y procesal,
pJ;'opia de los jueces de la causa y ajena al recurso e~traordinario.

5':') Que no cabe apartar~e de la doctrina citada en el sub lite,
en que la sentencia apelada cuenta con fundamentos suficientes
que tornan inaplicable la doctrina de esta Corte sobre la arbitra-
riedad, máxime que la solución dada no parece inadecuada si se
atiende al carácter contractual de las tareas de 'representación, lo
que resta andamiento a los argumentos del recurrente.

Por ello, se declara improcedente el recurso extraordinario.

CARLOS S. FAYT - JORGE ANTONIO BACQUÉ.

ESTELA MARIAMURTAGH

JURISDICCION y COMPETENCIA: Organ.ismos administrativos con facultades

_Jurisdiccionales.

Toda vez que el arto S? del decreto-iey 6660/63 obligaba al juez a interve-
nir no sólo en relación al delito .de contrabando sino también a resolver
respecto de las in6-acciones que, además o, en lugar de aquél se hubieran
comprobado en autos (conf. inc. 2?), Y que el sobreseimiento fue dictado
durante su vigencia corresponde al juez en lo penal económico pronun-
ciarse sobre el ef~cto que el referido sobreseimiento pueda tener sobre
las infracciones que se pudieran haber eometido y que constituyen el
objeto procesal de la causa seguida a raíz de la condena impuesta por
el Administrador de Aduanas por infracción al arto ISO, ine. b), de la
Ley de 'Aduana (t.o. 1962), por haberse detectado una transgresión en el
pasaporte de la imputada (1).

(1) 4 de marzo.
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. JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por la materia. Cues-
tiones penales. Principios generales.

No obstante que en la causa sólo se ha recabado la declaración del de-
nunciante, cabe atenerse a sus dichos en cuanto resultan decisivos para
la solución de la contienda -trabada entre un juez nacional y otro pro-
vincial; que consideran que los hechos motivo de la supuesta defrauda-
ción sOlÍ respectivamente adecuados a los arts. 172y 302 del Código Pe-
nal, y discrepan sobre la competencia para investigarlos- y no se vean
desvirtuados por otras actuaciones (1).

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por el territorio.
Lugar del delito.

Si de los dichos del denunciante se desprende que la cesión de la parti-
cipación accionaria no estuvo determinada por la entrega simultán~a de
cheques sino que con éstos se habría simulado saldar la deuda documen-
tada en pagarés que resultaron impagos, cabe descartar la adecuación a
la figura de estafa sostenida por el juez provincial y referirla a alguna
de las contenidas en el arto 302 del Código Penal, debiendo continuar en
'la causa los jueces de los domicilios de los respectivos bancos girados.
En el caso, es competente la justicia provincial para conocer respecto
de los cheques librados contra agencias ubicadas en esa sede y la Jus-
ticia Nacional en lo Penal Económico para el librado contra una agencia
de la Capital Federal, aunque no haya sido parte en la contienda (2).

HERNAN DE PAOLA

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por el territorio.
Lugar del delito.

Ya que no se ha controvertido que el cheque -girado contra el Banco
de la Provincia de Buenos Aires, presentado al cobro y rechazado por
cuenta cerrada-, fue dado con fecha posdatada contra entrega de tres

(1) 4 de marzo. Fallos: 306:1711; causa: "Alonso C.arlos Alberto", 13
de junio de 1985.

(2) Fallos: 301:728y 302:672.
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máquinas registradoras y una de escribir, lo que constituye prima facie
el ardid del acto de disposición del denunciante, corresponde, en conse-
cuencia, investigar el presunto delito de estafa al juez del lugar donde se
realizó la entrega del mismo. Dado que esta última circunstancia sí se.
encuentra controvertida, debe continuar entendiendo en la causa el juez
de Instrucción de la Capital Federal, que previno (1).

LAURAADACORDOBA DE RESIMONT y BLANCAGOBATO DE CORDOBA

JURISDICION y COMPETENCIA: Competencia ordÍ/taria. Por la materia. Cues-
tiones penales. Pluralidad de delitos.

No resulta aplicable la doctrina que se funda en las reglas de conexidad
cuando no se trata de contienda entre jueces nacionales. Es competente
el juez penal provincial, que no disc~te que la presentación y.cobro de
dos cheques librados contra un banco extranjero falsificados, haya tenido
lugar dentro del territorio de su competencia, porque los hechos. que la
motivan resultan independientes de \os que se ha reservado el juez de
instrucción de la Capital Federal (2).

JUAN CARLOS CEJAS

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Causas pellales. Deli-
tos que obstruyen el normal fL/11cionamiento de las instituciones nacionales.

Debe. seguir entenrliendo en la causa la justicia federal, toda vez que se
ha afectado el buen servicio de un establecimiento militar, en el sentido
que, además de llaberse atacado a un centinela de la unidad militar
mientras se encontraba en servicio, a raíz del disparo que se imputa al
procesado, y varios de fusil que efectuó la víctima, se movilizó una fuer-

(1) 4 de marzo. Fallos: 297:161;304:408y 305:90 y 569; 306:735; "Ramun-
do, Pascual y otro s/estafa y falsificación de cheque", 17' de mayo
de 1984.

(2) 4c1e marzo. Fallos: 300:785; 302:1082y 305:707.
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za de choque desde otro puesto de guardia ante la presunción de que se
tratara de un ataque exterior y se dispusieron medidas de seguridad (1).

NESTOR UBALDO CALDERON; GUIDO MIGUEL ANGEL PAGANELLI

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Causas penales. Deli-
tos que obstruyen el normal funcionamie17to de las instituciones nacionales,

Corresponde entender en la causa al juzgado Federal de la Provincia de
Santa Fe, toda vez que no se encuentra discutido en autos que las ame-
nazas telefónicas de que fue víctima el denunciante habrían sido come-
tidas mediante la colaboración técnica de un empleado de la Empresa
Nacional de Telecomunicaciones mientras desempeñaba sus funciones en
esa dependencia, pues el hecho constituye uno de 'aquellos de los que
comprometen el buen servicio de los empleados de la Nación (art. 3?,
ine. 3~, de la' ley 48) (2).

CAFES CHOCOLATES AGUILA y PRODUCTOS SAINT HNOS.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestio-
11es federales simples. Interpretación de otms normas )' actos federales.

La interpretación ie las sentencias de la Corte Suprema en las mismas
,causas en las qUf' ("Has han sido dictadas constituye cuestión federal
bastante para ser examinada en la instancia extraordinaria.

RECURSO EXTRAORDlf\'4RTO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestio-
11es federales simples. l11terpretación de otras normas y' actos federales.

Si para obtener la restitución de lo abonado en concepto de impuesto a
las ventas la actora basó su pretensión en dos argumentos y el scgundo

(1) 4 de marzo. "Noguera, Carlos Daniel (cabo de infantería del R,L 19
s/homicidio por culpa o imprudencia. Víctima: Juan D. Fischer
(cabo 1~Mec. Arm. P.r. 19)", del 25 de febrero de 1985.

(2) 4 ele marzo.
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-existencia de un conjunto económico-- no fue materia de pronuncia-
miento y,luego de dictada resolución por la Corte Suprema, el a qua
decidió en contradicción con ésta, corresponde hacer lugar al recurso. ex-
traordinario y, en atención al tiempo transcurrido, resolver el tema
pendiente.

IMPUEST~: Interpretacion de normas impositivas.

El arto 11 de la ley 11.683dispone que se debe atender al fin con el que
las leyes impositivas han sido dictadas, ya que es misión del intérprete
indagar el verdadero sentido y alcance de la ley, mediante un examen
atento y profundo de sus. términos que consulte la realidad del precepto
y la voluntad del legislador. Cualquiera que sea la índole de la norma,
no hay método de interpretación mejor que el que tiene primordialmente
. en cuenta la finalidad de aquélla.

IMPUESTO A LAS VENTAS.

La ley 12.143,al contemplar la posibilidad de vinculación económica, lo
ha hecho con la finalidad de evitar que, merced al desdoblamiento de un
responsable del impuesto en dos o más entidades, se disminuya arbitra-
riamente la obligación impositiva.

IMPUESTO: Repetición.

Por la misma razón que no es reprensible el esfuerzo honesto del contri-
buyente para limit:'\r sus impuestos al mínimo legal, no cabe desconocer
al Estado la facultad de proscribir por ley procedimientos, inCluso jurí-
dicos, susceptibles de reducir los gravámenes establecidos, por lo que
resulta correcta una interpretación de tales normas que contemple la
finalidad a que responden, que no juede ser otra que la de impedir .la
evasión impositiva.

IMPUESTO A LAS VENT4.S.

La vinculación contemplada por la ley 12.143sólo tiene el efecto de some-
ter a un tributo mayor a las ventas que los responsables efectúen a los
distribuidores con los que pueda presumirse que existe conjunto econó-
mico, pero en modo alguno implica la facultad de. sustraer del ámbito del
impuesto a la totalidad del proceso de comercialización desarrollado.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

217

Buenos Aires, 4 de marzo de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en
la causa Cafés, Chocolates Aguila y Productos Saint Hnos. s/recurso
por demora", para decidir .sobre su procedencia.

Considerando:

19) Que esta Corte, en su anterior composición, dejó sin efecto
la sentencia dictada por la Sala N9 2 de la Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Contenciosoadminstrativo Federal, en cuanto había
omitido considerar los argumentos de la actora tendientes a fundar
en lo dispuesto por el arto 59, párrafos 29 y 39, de la ley 12.143, la
repetición del impuesto a las ventas abonado por los años 1962
a 1967.

2':') Que, a raíz de ello, la Sala N9 3 del fuero dictó nuevo pro-
nunciamiento por el que confirmó el fallo de la instancia anterior
que había rechazado la repetición promovida. Para así resolver, esti-
mó que las circunstancias de hecho en las que la actora había sus-
tentado la aplicación al caso de lo previsto por la norma legal citada,
habían sido ya examinadas, .y consideradas irrelevantes -a estos
últimos efectos- por el Tribunal Fiscal y la Sala N? 2 de la Cáma-
ra en sentencia que, sobre tales aspectos, se encontraban firmes
(fs. 531/532). Contra dicho nuevo pronunciamiento se interpuso re-
curso extraordinario, cuya denegación motiva la queja en examen.

3,;,)Que este recurso es procedente, pues se da el supuesto se-
gún el. cual la interpretación de las sentencias de la Corte Suprema
en las mismas causas en las que ellas han sido dictadas constituye
cuestión federal bastante para ser examinada en la instancia extra-
ordinaria (Fallos: 297:149 y sus citas: 302:296, entre otros).

4,;,) Que al interponer la apelación a fin de obtener la restitu-
ción de lo abonado en concepto de impuesto a las ventas corres-
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pondientes a Jos períodos fiscales 1962' a 1967, la actora basó su
pretensión en dos argumentos: el primero, dirigido a demostrar que
no había existido transferencia efectiva del dominio de los produc-
tos que elaboraba a favor de los concesionarios o distribuidores;
el segundo, subsidiario del anterior, enderezado a sostener que, aun
admitida la realidad de dicho traspaso, por constituir un conjunto
económico con esos distribuidores, el hecho imponible se verificaría
'sólo con la entrega del producto al consumidor, transacción ésta
que se encuentra exenta del gravamen por disposición del arto 28,
inc. c), del decreto reglamentario de la ley 12.143, en su texto orde-
nado en 1960.

5?) Que el primero de los planteas fue desestimado por el Tri-
bunal Fiscal en la sentencia dictada a fs. 339/350, confirmada por
la Cámara de Apelaciones a fs. 438/440. El segundo, por el contra-
rio, no fue materia de pronunciamiento ~n ninguna de las instan-
cias, lo que motivó la resolución de este tribunal de la que da
cuenta el considerando 1? '

6?) Que ello sentado, la afirmación en que se sustenta la, sen-
tencia ahora impugnada contradice en forma evidente lo resuelto
por esta Corte, y se revela carente de adecuado fundamento al atri-
buir a los precedentes que cita un alcance del que aquéllos carecen,
pues las circunstancias de hecho a las que alude fueron conside-
radas para resolver tan sólo uno de los aspectos en que la actora
fundara su derecho. En consecuencia, cabe hacer lugar ;:l1 recurso
intentado y, teniendo en cuenta el tiempo transcurrido desde que
la demanda se dedujo y el estado de la causa, corresponde resolver
el tema pendiente en los términos del arto 16, segunda parte, de
la ley 48.

7?) Que, tal como ha quedado circunscripta la cuestión a deci-
dir en esta instancia, para resolver sobre la procedencia de la repe-
tición con fundamento en la existencia de un conjunto económico
es necesario' establecer, con carácter previo, si la inteligencia de la
norma legal que postula la demandante guarda coherencia con la
regulación que de esa categoría tributaria efectuó la ley 12.143.
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8?) Que el arto 5?, introducido en el texto legal por el decreto
24.671/45, establecía en su párrafo 2?: "Cuando el responsable del
impuesto efectúe sus ventas !l/o por intermedio de personas o socie-
dades que económicamente puedan considerarse vinculadas con
aquél, en razón del origen de sus capitales o de la dirección efec-
tiva del negocio o del reparto de utilidades, etc., el impuesto será
liquidado sobre el mayor precio de venta obtenido, pudiendo la
Dirección exigir también su pago de esas otras personas o socie-
dades y sujetarlas al cumplimiento de todas las disposiciones de
la presente ley", agregando el párrafo 3? que "tal vinculación eco-
nómica se presumirá salvo prueba en contrario, cuando la totalidad
de las operaciones del responsable o de determinada categoría de
ellas sea absorbida por las otras empresas o cuando la casi tota-
lidad de las compras de estas últimas, o de determinada categoría
<le ellas es efectuada a un mismo responsable".

9?) Que cabe recordar que en materia de interpretación de las
leyes impositivas, el arto 11 de la ley 11.683 dispone que se debe
atender al fin con el que han sido dictadas, criterio de hermenéu-
tica que, con el alcance más amplio, ha sido reiterado por esta
Corte al señalar que es misión del intérprete indagar el verdadero
sentido y alcance de la ley, mediante un examen atento y profundo
de sus términos que consulte la realidad del precepto y la voluntad
del legislador, como así también que, cualquiera que sea la índole
de la norma, no hay método de interpretación mejor que el que
tiene primordialmente en cuenta la finalidad de aquélla (sentencia
del 27 de agosto de 1985 en la causa I.184-XIX, "Ibarguren de Duar-
te, Juana c/Perón, Juan Domingo s/restitución de bienes", y sus
citas) .

10) Que conforme a tales pautas cabe concluir que la ley, al
contemplar en los referidos incisos la posibilidad de vinculación
económica, lo ha hecho con la finalidad de evitar que, merced al
desdoblamiento de un responsable del impuesto en dos o más enti-
dades, se disminuya arbitrariamente la obligación impositiva. Este
propósito resulta asimismo confirmado por los términos del men-
saje con el que el Ministerio de Hacienda de la Nación acompañó
el proyecto del decreto 24.671, en el que se señalaba, en ese orden
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de ideas, que se creaba "una presunción juris tantum, resultante de
la dependencia manifiesta de las operaciones entre dos firmas, en
cuyo caso se tomará el precio may.or obtenido" para establecer la
cuantía del gravamen.

Debe observarse, en este sentido, que la prevlslOn mencionada
se integra en la estructura del arto 5,:, co~ otros supuestos en los
que el 'legislador establece asimismo parámetros objetivos, a los
que deberá ajustarse el monto base de la imposición cuando las
modalidades operativas de los responsables pudieran tornar dudosa
la fijación de aquél.

11) Que de acuerdo con el alcance asignado al precepto en exa-
men, se ha señalado que, por la misma razón que no es reprensible
el esfuerzo honesto del contribuyente para limitar sus impuestos
al mínimo legal, no cabe desconocer al Estado la facultad de pros-
cribir por ley procedimientos, incluso jurídicos, susceptibles de re-
ducir los gravámenes establecidos, por lo que resulta correcta una
interpretación de tales normas que contemple la finalidad a que
responden, que no puede ser otra que la de impedir la evasión im-
positiva (Fallos: 241:210).

12) Que en tales condiciones, la existencia del conjunto econó-
mico, aun si se la tuviera por acreditada, no acarrearía las conse-
cuencias tributarias que pretende la contribuyente, ni el principio
de la realidad económica por ella invocado tendría la virtud, en su
aplicación al caso, de tornar inexistente a su respecto el hecho gene-
radoi- de la obligación, ya que la vinculación contemplada por la
ley sólo tiene el efecto de someter a un. tributo mayor a las ventas
que los responsables efectúen a los distribuidores con los que pueda
presumirse que tal relación existe, pero en modo alguno implica la
facultad de sustraer del ámbito del impuesto a la totalidad del pro~
ceso de comercialización desarrollado.

En otros términos, la verificación en el presente caso de la vin-
culación económica entre la actora y aquéllos con quienes convino
la venta de sus productos, resultaría inocua a los efectos tributa-
rios, ya que al no tener, como se ha expresado, la consecuencia de
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eximir a aquélla del pago del gravamen, tampoco derivaría para el
Fisco en la posibilidad de exigir que se efectuara sobre el mayor
valor obtenido por los terceros, habida cuenta de que las ventas
realizadas por ellos se encontraban exentas en virtud de la dispo-
sición reglamentaria.

Por ello, se hace lugar a la queja y se. declara procedente el
recurso' extraordinario interpuesto a fs. 558(570 de las actuaciones
principales, denegándose la repetición intentada. Costas por su or-
den, en atención a las particularidades del caso reseñadas en este
pronunciamiento. Reintégrese el depósito defs. 53.

JosÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI.

ARIEL RECTOR URROZ

JUBILACION y PENSION.

Corresponde confirmar la sentencia que rechazó la solicitud enderezada
a lograr que en la rleterminación. del haber jubilatorio se computasen las
sumas percibidas en conceptó de viáticos en el exterior como comisario
de a bordo de Aerolíneas Argentinas, ya que las resoluciones del ente
previsional declararon que tales rubros que la empresa de aeronavega-
ción abona a sus tripulantes y agentes en el exterior, no constituyen
remuneración sujet:\ al pago de aportes y contribuciones, razón que auto-
riza a afirmar que no resulta arbitraria su exclusión para calcúlar la de-
terminación de los haberes jubilatorios; niáxime si se tiene en cuenta
que dichas resoluciones fueron dictadas en uso de facultades propias
-arto 19, in fine, de la ley 18.037,t.O. 1976-, aspecto examinado en la sen-
tencia con fundamentos que le dan sustento suficiente a la solución
aceptada.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Igualdad.
. -
Para que se considere infringido el ámbito de protección que resulta del
arto 16 de la Constitución Nacional, es menester que la desigualdad surja
de la ley misma y no de su aplicación por los encargados de cumplirla;
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conclusión que deb~ extenderse a la hipótesis de que con anterioridad se
hubiera seguido un criterio distinto.

JUBILACION y PENSION.

La jubilación se rige por la ley vigente a la fecha de cesaelOn en el ser-
vicio, sin que pucela aducirse que se hayan adquirido derechos a la luz
de disposiciones derogadas a esa fecha (art. 27 de la ley 18.037).

DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

Observo que los temas materia de debate, decisión y recurso en
esta causa guardan, en lo sustancial, analogía con los que tuve opor-
tunidad de analizar al dictaminar, en el día de la fecha, en la causa
M.167, L.XX, "Morelli, Marcelo s/jubilación", recurso de hecho (*).

Dicho dictamen dice así:

* Suprema Cortc:

Los jucces de la Sala VII de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo
confirmaron la resolución 3dministrativa que había denegado la pretensión del
beneficiario de quc ~e reajustara su haber jubila torio incluyendo los viáticos
que percibió e~ el exterior, al desempeñarse como técnico de vuelo cn la Em-
prcsa Aerolíneils Arg,,:ntinas.

En efecto, para arribar a dicha solución los magistrados señalaron, en sín-
tesis y por un lado que, como la cesación del bencficiario se produjo en marzo
de 1982, a tenor de lo dispuesto por el arto 27 de la ley 18.037, rcsultaba correcta
la aplicación en el caso de la Resolución S.E.S.S. N? 255/80 -que ratificó la
Resolución C.N.p.LC. y A.C. N? 2827/79- vigente ya en aquella fecha. Por otro,
y en razón d~ los f"llTJdam,~ntosque lucen de fs. 82 vta. in fine a fs. 84 vta., del
. principal, se. "ronunciaron por la razonabilidad de dichas disposiciones y, ha-
ciendo méri to de la especialidad de la materia,. resolvieron que no resultaban
aplicables las normas invocadas por el recurrente.

Contra es':: sent:meia se interpuso recurso extraordinario, cuyos términos
limitan la jurisdicción del Tribunal, y su denegatoria, previo traslado de ley,
motivó esta urcsentac:ón directa.
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Cabe señalar, ante todo, que a diferencia de lo que expresé al emitir dic-
tamen en otras causas en que debatían cuestiones similares, por ejemplo:
L. 380, L. XIX "Lohrmann, Enrique s/Jubilación" y R. 386, L. XIX "Rabanera,
C;Iotilde s/Jubi!ación", falladas por V.E., respectivamente, el 26 de febrero y
16 de abril del corriente, en la especie considero correcto el criterio del a quo
referido a que la norma aplicable, por ser la vigente a la fecha de cesación del
beneficiario, es la citada Resolución S.E.S.S. N~ 255/80.

Analizando, ahora, los agravios del recurrente dirigidos a impugnar el res-
tante aspecto del fallo en recurso, considero que ellos no logran conmover los
amplios fundamentos en que se halla sustentado.

Así, es de observar que el fallo -en contra de lo que sostiene el apelante-,
no se pronuncia en el sentido de que las resoluciones citadas deroguen o posean
mayor jerarquía que los arts. 104 a 106 del R.C.T. En efecto, el a quo funda la
aplicación de la normativa cuestionada en su naturaleza específica que está en
. relación con modalidades peculiares del trabajo de la aeronavegación, razones
que no aparecen, a mi juicio, eficazmente controvertidas.

En cuanto al planteo de inconstitucionalidad basado en que la delegación
prevista por ej art. 10 de la ley 18.0371.0. 1976,de cuyo ejercicio emanan las
resoluciones impugnadas, excede los límites de los arts. 1 y 67 de la Constitución
Nacional y vulnera el arto 95 de la misma, creo que no resulta atendible por
insustancial.

Ello así, toda vez que objeción similar relativa a la delegación arriba citada
fue objeto de resolución adversa a lo que aquí se propugna en Fallos: 305:344,
pronunciamiento al que cabe remitirse en lo pertinente.

Respecto de: las otras pretendidas transgresiones, no se demuestra la rela-
ción directa de lo acordado en el pleito con las cláusulas constitucionales in-
vocadas.

En estas condiciones, soy del parecer que corresponde desestimar la queja.
Buenos Aires, 24 de octubre de 1985.Máximo J. Gómez Forgues.

Por ello, opino que corresponde rechazar esta,presentación direc-
ta. Buenos Aires, 24 de octubre de 1985.Máximo l. Gómez Forgues.
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FALLOS DE LA CORTE SYPREMA

PALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 4 de marzo de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en
la causa Urroz, Ariel Héctor s/jubilación", para decidir sobre su

procedencia.

Considerando:

1':') Que contra el pronunciamiento de la Sala VII de la Cámara
Nacional de Apelaciones del Trabajo, que ,confirmó la resolución
administrativa que había rechazado la solicitud enderezada a lograr
que en la determinación del. haber jubilatorio se computasen las
sumas percibidas en concepto de viáticos en el exterior como comi-
sario de a bordo de Aerolíneas Argentinas, el interesado dedujo el
recurso extraordinario cuyo rechazo origina la presente queja.

2':') Que los agravios propuestos en el recurso extraordinario
resultan eficaces para habilitar la vía del arto. 14 de la ley 48, pues
el apelante ha cuestionado la validez de la Resolución 7827/79 de
la Caja Nacional de Previsión para el Personal de la Industria, Co-
mercio y Actividades Civiles y la Resolución 255/80 de la Secretaría
de Estado y de Seguridad Social, por contrarias a.las garantías de
los arts. 14 bis, 16, 17 Y 82, inc. 2':',de la Constitución Nacional y la
decisión ha sido adversa a las pretensiones que aqué~ fundó en
dichas disposiciones. .

3':') Que las resoluciones citadas declararon que "los rubros VIa-
ticos y/o reintegros por gastos de servicios y reintegros de gastos
en el extranjero" que la empresa de aeronavegación abona a sus
tripulantes y agentes en el exterior, no constituyen remuneración
sujeta al pago de aportes y contribuciones, razón que autoriza a
afirmar que no resulta arbitraria su exclusión para calcular la
determinación de los haberes jubilatorios.

4':') Que, por otra parte, dichas resoluciones fueron dictadas
por los referidos organismos. en uso de facultades que les son pro-
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pias -art. 19, in fine, de la ley 18.037, t.O-. 1966-, aspecto exami-
nado en la sentencia con fundamentos que le. dan - sustento sufi-
ciente a la solución aceptada, máxime si se considera que el ape-
lante no demuestra el- exceso reglamentario que alega en apoyo
de su pretensión ni se advierte una clara- irrazonabiliClad en lo
previsto en aquéllas.

59) Que, asimismo, los actos generales impugnados no resul-
tan violatorios de las garantías de igualdad ante la ley, pues es
sabido 'lúe para que se considere infringido el ámbito de protec-
ción que resulta del arto 16 de la Constitución Nacional, es menes-
ter que la desigualdad surja de la ley misma y no de su aplicación
por los enc;:l.rgados de cumplirla; conclusión que debe extenderse a
l.a hipótesis de que con anterioridad se hubiera seguido un criterio
distinto.

69) Que,_por lo demás, tampoco aparece violentado el derecho
de propiedad del' actor, toda vez que la jubilación se rige por la
ley vigente a la fecha de cesaci6nen el servicio, sin que pueda
aducirse que se hayan adquirido derech~s a la luz de disposiciones
derogadas a esa fecha (art. 27 de la ley 18.037).

79) Que, en consecuencia, corresponde confirmar la sentencia
que convalidó lo decidido por el ente previsional; a lo que cabe
agregar que la reforma introducida respecto de los rubros que inte-
gran la remuneración, aun cuando nó responda literalmente a lo
que prescribe -el-art. 10.6 de la Ley de Contrato de Trabajo, no por
ello soja resulta inválida,~ ya que la materia previsional -i:iene su
ámbito específico y se rige por sus principios propios, como lo
señala la sentencia de la Cámara.

Por ello y' oído el señor Procurador Fiscal, se declara proce-
dente el recurso extraordinario y se confirma el fallo apelado. Agré-
gues,e la queja al principal.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI.
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ALCIDES COLOMBO v. ADALBERTO VICENTE POLICARPI

RECURSO EXTRAORDINARIO: Réquisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas y actos comunes.

Los agravios referentes al reconocimiento de la categoría de capataz del
actor durante su desempeño a las órdenes de la recurrente; y a que el
vínculo laboral se había extlnguido por voluntad concurrente de las par-
tes -lo que tornaría improcedente la indemnización por despido y pre-
avis()---, remiten al estudio de cuestiones de hecho, prueba y, derecho
común ajenas a la vía del arto 14 de la ley 48 (Voto de la mayoría, al que
no adhirió el Dr. Carlos S. Fayt) (1).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Proce-
dimiento y sentencia.

Si bien las discrepancias del apelante con el criterio de selección y apre-
ciación de las pruebas no autorizan a la Corte a sustituir a los jueces
de la causa en las decisiones que por su naturaleza les son privativas,
ello admite excepción cuando la sentencia se refier~ a aquéllas en forma
parcializada sin dar razones suficientes para ello, lo que resulta indis-
pensable a los efectos de agotar la tarea de valoración de la prueba pro- .
pia de los jueces de grado, y satisfacer de manera cabal las exigencias
constitucionales vinculadas a la garantía innominada del debido proceso
de ley (art. 18 de' la Constitución Nacional).

/
RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Precedencia del recurso. Valoración de circunstancias
de hecho y prueba.

Corresponde hacer lugar a los agravios atinentes al pago de una comisión
del 25% sobre las ventas y al momento en 'que se produjo el distracto,
ya que el a qua, después de descartar que el instrumento cuya fotocopia
se agregó sirviera para demostrar la existencia de la sociedad alegada
por la demandada, estima que el actor devengaba dicha comisión de
. acuerdo a lo establecido en la cláusula quinta de la citada prueba docu-
mental, con lo que se aparta del texto expreso de la cláusula que cita,
que se refiere exchlsivamente a la distribución de las utilidades.

(1) 6 de marzo.
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JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por la materia. Cues-
tiones penales. Pluralidad de delitos. '

Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos
que se presentan prima facie como independientes, deben ser investiga-
dos por los jueces de la circunscripción judicial en que aparecen come-
tidos, en tanto, la distribución de competencias judiciales entre las pro-
vincias o entre ellas y la Nación -materia regida por los arts. 102 y 67,
inc. 11, de la Constitución- escapa a las regulaciones locales y no puede
ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que ins-
piran las reglas de acumulación por conexidad; por lo que resulta -en
consecuencia- que las disposiciones del arto 37 y siguientes del Código
.Procesal en Materia Penal sólo pueden jugar en conflictos de los que
participen únicamente jueces nacionales, correspondiendo atribuir com-
petencia a los tribunales ordinarios de la Capital Federal -donde habría
acaecido el jüzgamiento de presuntas maniobras fraudulentas- aún cuan-
do no ha sido parte en la contienda, y no al fuero de excepción (1).

SUSANA INES CARPI DE BOSCIGLIO y OTRO

JURISDICCJON y COMPETENCIA: Competencia federal. Causas penales. Deli-
tos que obstruyen el normal funcionamiento de las instituciones nacionales.

Toda vez que el delito de. falso testimonio -que se consuma en el lugar
y en el momento en que se efectuó la declaración- pudo obstruir el
buen servicio de la División de Sumarios del Ministerio de Educación y
Justicia de la Nación, su juzgamiento corresponde al fuero de excepción
de la Capital Federal, aún cuando no ha sido parte en la contienda. En
el caso, se admitió haber falseado dichos al prestar declaración testimo-
nial en razón de ~upuestas amenazas concretadas en sede provincial, y
si bien tales amenazas podrían determinar la inculpabilidad de quien
las sufriere ello no importa liberar, respecto de dicho delito, a quienes
las formularon. También corresponde al fuero federal la investigación

(~) 6 de marzo. Fallos: 279:363; 286:224; 294:462; 302:1137;303:532 y 1605
y 304:167.



228 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

de los hechos que podrían constituir el delito de soborno -que se con-
suma con la falsa declaración del sobornado- o el de coacciones ~n
virtud de su relación con el de falso testimonio, que excede los límites
de la simple conexiclad (1).

OSCARROBERTO GROSS

JURlSDICCION :Y COMPETENCIA: Competef1cia ordi/taria. Por la materia. Cau-
sas penales. Pluralidad de delitos.

Cualquiera sea el vínculo dé conexión final que pueda existir entre he-
chos que. se presental) prima. facie com9 independientes, ellos deben ser
investigados por Jo~ jueces del lugar en que aparecen cometidos, en
tanto la distribucIón de competencias judiciales entre las provincias o
entre ellas y la Nación -materia regida por los arts. 102 y 67, inc. 11, de
la Constitución- escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada
por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las re-
glas de acumulación por conexidad, que sólo pueden jugar en conflictos
en los que participan únicamente jueces nacionales (2).

JURlSDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. POI' el territorio.
Lugar del delito.

Toda vez que de las actuaciones remitidas no se desprende el lugar donde
se habría llevado a cabo el reemplazo de rodados, corresponde a la jus-
ticia nacional en lo criminal de instrucción -por haberse efectuado dis-
posiciones patrimoniales supuestamente perjudiciales en la Capital Fede-
ral-, conocer respecto de las presuntas estafas así como también del
delito de sustitución de la numeración individualizada de los rodados; en
tanto cabe asignar al juez provincial el juzgamiento de los delitos de
falsedad ideológica que eventualmente se habr"Ían consumado en ocasión
de llevarse a cabo las exposiciones de autos, sin perjuicio' de que este
magistrado -si entiende que los hechos habrían ocurrido en territorio

(1) 6 de marzo. Fallos: 214: 72; 301: 728; 302: 672; 307: 2139; causa "Felice,
. Oscar", del 10 de septiembre.

(2) 6 de marzo. Fallos: 279: 363; 286: 224; 294: 462; 302: 1082, 1137; 304: 167;
305: 707 y 954.
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extraño al de su competencia-, envíe las qctuaciones a quien juzgue
competente de acuerdo con el derecho procesal local, en tanto su inter-
pretación y aplicación es ajena a los tribunales nacionales (1) .

E.N.T.E.L. V. CiA. DE SEGUROS DEL INTERIOR S.A.

JURISDICCION y COMPETENCIA:' Principios ge17erales.

Para la determinación de la competencia corresponde. atender de modo
principal a la exposiciÓn de los hechos que el actor hace en la demanda,
y, después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que
invoca como fundamento de su pretensión (2).

JURlSDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Por las personas. En-
tidades autárquicas nacionales.

Corresponde a' la justicia en lo Contenciosoadministrativo Federal _y,
no a la Civil y Comercial Federal- continua¡;- entendiendo, en las ac-
tuaciones, si de las estipulaciones del boleto; mediante el cual, se con-
tratan las obras y servicios, que remiten a su vez a cláusulas especiales,
pliego tipo de bases y condiciones para la contratación de obras 'pú-'
b']icas de la EmpresR Nacional de Telecomunicaciones, importa recono-
cer a ésta facultades e'n mayor medida vinculadas' al derecho público
que al derecho privado. En tal situación, la demanda deducida por
ENTe!. debe' considerarse encuadrada en las causas contenciosoadmi-
nistratiilas a que se refiere el art. 45, inc. a), de la 'ley 13.998(3).

JURlSDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Principios generales.

No obsta a la competencia de la justicia en lo Contenciosoadministra:
Úvo Federal -dispuesta para el caso en que ENTe!. demandó por in-
cumplimiento de las obligaciones derivadas de ~n contrato de obras
públicas- que los litigantes se encuentren vinculados por un seguro de

(1) Incidente 'de competencia en causa N~ 93.860. Fallos: 307:2139.
(2) 6 de marzo. Fallos: 307:1858.
(3) Fallos: 307:1858.
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caución por la ejecución de contratos de obras públicas, en tanto el mis-
mo resulta un mero accesorio de! principal, cuya interpretación -así
como las de las l~yes que lo rcglamentan- es ineludible para diluci-
dar la controversia, pues la' interdependencia por accesoriedad impone
que el juez competente para intervenir en la relación principal lo sea
también en la accesoria (1) .

PABLO ERNESTO SC'IWARZ y OTR~ v. UNION PERSONAL CIVIL DE

LA NACION

RECURSO EXTRAORDIIVARlO: Requisitos propios. Cuestiol1es no federales.
Interpretación de n01'/17Q5locales de procedimientos. Cosa juzgada.

Si bien lo concerniente a los alcances de la cosa juzgada es materia
ajena, como principio, a la instancia del art. 14 de la ley 48, cabe hacer
excepción a dicho principio cuando la sentencia recurrida carece de la
debida fundamentación y ha omitido ei' tratamiento de cuestiones con-
ducentes para la decisión de la causa. lesionando de ese modo e! dere-
cho constitucional de la' defensa en juicio.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestio/1es 110 federales.
Sentencias arbitrm'ias. Procedencia del recurso. Valoración de circunstal1cias
.de hecho )' prueba.

Es de.,calificable el pronunciamiento que hizo lugar a la excepclOn de
cosa juzgada opuesta a la demanda de indemnización por la privación
de! uso del inmueble desde la firma de! boleto celebrado entre las par-
tes hasta su restitución por los compradores, que había sido ordenada
en un .;uicio anterior por escrituración promovido por estos últimos.
Ello es así, pues en el caso se reclaman los gastos que habría efec-
tuado la actora y los daños motivados por la privación de! uso del
local que la parte demandada habría ocupado durante 98 meses a par-
tir de l~ fecha en que se celebró el contrato de compraventa luego re-
sueIto, y teniendo en cuenta la diversidad de las pretensiones dedu-
cidas PD uno y otro pleito, no ha podido válidamente el a qua omitir
el análisis preciso ele los términos en que fue resuelto el proceso ante-
rior y sus alcances en orden .a los daños cuya reparación se persigue,
aspect.? cuya incid~ncia en la solución del caso resultaba decisiva. Por

(1) Fallos: 284:302.
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o.tra !J'lrte, tampo.co. parece razo.nable extender el resultado. del juicio.
anterio.r a aspecto.s no. debatidas en él can la argumentación de que ta-
les cuestio.nes debieran ser incluidas en aquél juicio..

DICTAMEN DEL PROetJRADOR GENERAL

Suprema Corte:

Llegan estas actuaciones a conoci~iento de V. E. en virtud del
recurso extraordinario deducido a fs. 87/92 por el. apoderado de los
actores, contra la sentencia dictada a fs. 71 por la Sala F de la
Cámara Nacional en lo Civil, revocatoria de la de primera instan-
cia, que hizo lugar a la defensa de cosa juzgada articulada por la
parte demandada. El recurso fue denegado a fs. 98, lo que originó
esta presentación directa .

.Sostiene el apelante que al resolver de la manera indicada la
Cámara habría emitido un pronunciamiento arbitrario y conculca-
torio de sus derechos de propiedad y defensa en juicio. Tras un
prolijo análisis de los antecedentes del caso, observa que la senten-.
cia contiene errores graves que la invalidan como tal y se agravia,
en esencia, porque en ella se omitió considerar ciertas expresiones
contenidas en el fallo recaído en un proceso anterior ent"re las par-
tes que, a su juicio, resultan demostra~ivas de que en aquel pro-
ceso no se había resuelto la pretensión indemnizatoria aquí articu-
lada, como arbitrariamente afirmó la Cámara al acoger la excepción
antes aludida ..

Teniendo en cuenta lo que resulta de los escritos introducto-
rios y de las sentencias de primera y segunda instancia obran tes
en la causa "Unión del Personal Civil de la Nación c/Schwarz, Pa-
blo Ernesto y otra s/consignación y escrituración" (agregada a es-
tas actuaciones), de prolongada tramitación, encuentro que asiste
razón al apelante en sus agravios.

Si bien lo concerniente a los alcances de la cosa juzgada es ma-
teria ajena, como principio, a la instancia del arto 14 de la ley 48,
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cabe hacer excepclOn a dicho principio cuando, como acontece en
la especie, la sentencia recurrida carece de la debida fundamenta-
ción y ha omitido el tratamiento de cuestiones conducentes para la
decisión de la qmsa, lesionando de ese modo el derecho ¡::onstitu-
cional de la defensa en juicio (ct. Fallos: 292:202; 295:42, sus citas
.y otros).

En efecto, en el anterior proceso tramitado entre .las mismas
partes la aquí accionada había demandado el cumplimiento del con-
trato de compraventa de un inmueble, en tanto que la hoy actora
había reconvenido por resolución de dicho contrato, tesitura que
resultó triunfante. Ese fue el tema ce~tral de d~cho pleito. Sin em-
bargo, en el punto tercero del petitorio del escrito de contestación
de demancta y reconvención (fs. 294 vta. del expediente agregado),
los aquí actores pidieron que se hiciera lugar al "resarcimiento del
daño moral y material causado' por las maniobras denunciadas"
en esa oportunidad.

Con ese alcance, el juez de prim~r grado entendió que los da-
ños materiales reclamados allí eran los provenientes de "la' priva-
ción del capital representado por los pagarés impagos" (ver fs. 770
del expediente agregado) j tema vinculado a las "maniobras" a que
se había hecho alusión e,l1el responde. El rubro fue admitido, aun-
.que compensado por el beneficio que obtendrían los damnificados
como consec~encia de' la restitución del local objeto del contrato
que se declaraba resuelto. A su vez, el daño moral proveniente de
los mismos hechos fue rechazado. La sentencia de Cámara confirmó
el recordado fallo (ver fs. 817/828) y, tangencialmente, al referirse
a las restituciones recíprocas que debían hacerse las partes a raíz
de .la resolución del convenio dejó a salvo el derecho a indemniza-
ción de la parte no culpable, la que se rige -añadió- por los prin-
cipios generales (fs. 826 vta. del expediente agregado).

Ahora bien, en el sub lite se reclaman los gastos que habría
efectuado la actora y los daños motivados por la privación del uso
del local que la parte demandada habría ocupado durante 98 meses
a partir de octubre de 1973, cuando se celebró el contrato de com-
praventa luego resuelto.
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Frente a los antecedentes expuestos, que muestran la diversi-
dad de las pretensiones deducidas en uno y otro pleito no ha podido
válidamente el a qua. omitir el análisis preciso de los términos en
que fue resuelto el proceso anterior y sus alcances en orden a los
daños cuya reparación se persigue, aspecto cuya incidencia en la
solución del caso resultaba decisiva.

Por otra parte, como apunta acertadamente la apelante, tam-
poco parece razonable extender el resultado del juicio anterior a
aspectos no debatidos en él con la argumentación de qué tales cues-
tiones debieron ser. incluí das en aquel juicio. Tal razonamiento no
se adecua a las peculiares circunstancias del caso, donde se trata
de un contrato celebrado a fines de 1973 cuyo cumplimiento o reso-
lución comenzó a debatirse en 1975 (expediente agregado), ope-
rándose la restitución del inmueble -como consecuencia de la
resolución contractual dispuesta en el fallo que dirimió aquel de-
bate-sólo en mayo de 1981 (ver fs. 883/884 del citado expediente) .

Por todo ello, opino que corresponde admitir esta presentación
directa y, en consecuencia, dejar sin efecto la resolución apelada a
. fin de que se dicte nuevo pronunciamiento en la causa. Buenos Ai-
res, 28 de mayo de 1985. Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 6 de marzo de 1986.

\

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en
la causa Schwarz, Pablo Ernesto y otra' c/Unión Personal Civil de
la Nación", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

. 1?) Que el recurso extraordinario cuya denegación motiva la
presente queja, se interpuso contra la senfencia de la Sala F de
la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, revocatoria del fallo
de primera instancia, que hizo lugar a la excepción de cosa juzgada
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opuesta a la demanda .de indemnización por la privaclOn del uso
del inmueble desde la firma del boleto celebrado entre las partes
hasta su restitución por los compradores, que había sido ordenada.
en un juicio anterior por escrituración promovido por estos últimos.

2~) Que el recurrente -sostiene que el pronunciamiento es arbi-
tr:ario pues carece de fundamentos y omite la consideración de ex-
presiones contenidas en la sentencia firme que puso fin a aquel
juicio, de las que emergería de manera incuestionable el derecho
a la reparación que se persigue en el presente.

3~) Que si bien lo atinente al alcance de la cosa juzgada no
constituye, como regla general, un tema que habilite la instancia
extraordinaria de esta Coúe, los agravios que plantea el apelante
justifican, en el caso, hacer excepción al principio, por lo que el
recurso debió ser concedido (Fallos: 292:202; 295:42 y otros).

4~) Que en cuanto al fondo de la cuestión debatida, el Tribu-
nal comparte los fundamentos y conclusiones del dictamen prece-
dente de fs. 42/43 vta., los que se dan por reproducidos por razo-
nes de brevedad.' En consecuencia, corresponde admitir esta pre-
sentación directa y dejar sin efecto la decisión apelada, a fin de
que la cuestión sea fallada nuevamente.

Por ello, y lo dictaminado por el señor Procur::ldor General, se
deja sin efecto la sentencia de fs. 71/vta. Con costas. Vuelvan los
autos al tribunal de su procedencia, á fin de que por quien corres-
ponda se dicte un nuevo fallo con arreglo al presente (art. 16,
1~ parte, de la ley 48).

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Exceso ritual manifiesto.

Es descalificable el pronunciamiento que estimó que el depósito pre-
visto por el art. 280 del Código de Procedimiento de la Provincia de
Buenos Aires no era alcanzado por el beneficio de litigar sin gastos
reconosido por el arto 83 del mismo cuerpo toda vez que no revestía el
carácter de impuesto o sellado de actuación y declaró bien denegado
el recurso de inaplicabilidad de ley sobre la base de considerar que no
se había cumplido con el referido recaudo formal y que no podía ob-
viarse su satisfacción, ya que al tiempo de presentar el recurso el bene-
ficio aún no había sido concedido. Ello es así, pues tal interpretación
literal frustra el objetivo perseguido por la institución reglamentada,
toda vez que al limitar su ámbito de aplicación a los casos en que se
tratase exclusivamente de impuestos y sellados de actuación, se ha res-
tringido la eficacia de una disposición cuyo fin específico ha sido po-
sibilitar -inc1.usive en esa etapa previa al otorgamiento de la carta de
pobreza- el derecho de defensa que de otra forma' se vería indebidamen-
te cercenado (i).

SALOMONDE JESUS GAY v. EDUARDOC. VITTAR

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sen-
tencias arbitrarias. Procedencia del recurso: Exceso ritual manifiesto.

Es arbitrario el pronunciamiento que establece que el plazo de gracia para
la presentación del escrito no se extendería también al depósito pre-
visto en la ley como requisito de procedencia del recurso, traduciendo
una comprensión formalista e inadecuada de la ley que desvirtúa su
sentido y vuelve inoperante -en los hechos- la facilidad reconocida a
los litig-antes (2).

(1) 6 de marzo. "Cometta, A. F. y otros c/Cañogal S.R.L.", del 22 de
octubre de 1985.

(2) .6 ele marzo. rallos: 294:363.



236 FALLOS DE LA CORTE SUPRE~1A

. .
DORA MANUELA GUZMAN DE MENDEZ CASARIEGO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas locales de procedimientos. Doble instancia y recursos.

Si bien las resoluciones que declaran la improcedencia de los recur-
sos deducidos para ante los tribunales de la causa, por vincularse con
cuestiones de n~turaleza común y procesal son ajenas, en principio, a,
la' instancia de excepción, tal doctrina no puede aplicarse de manera
irrestricta cuando, como en el caso, el escrito de apelación' contiene
una critica que resulta suficiente para cubrir las exigencias legales al
respecto (1) .

JUBILACION Ji PENSION.

Si resulta claro que la petición del recurrente se encamina a obtener
la declaración de invalidez de aquellas ,normaS que cercenaron su de-
recho jubilatorio con menoscabo de las garantías de los arts. 14 bis y
17 de' -la Constitución Nacional, la limitación que el a quo impone no se
aviene con la amplitud de criterio con que los jueces deben apreciar
las .peticiones. atinentes a la materia previsional, particularmente cuando
resulta manifiesto que la impugnación persigue que el monto de' los
habere'i sea acorde con el carácter sustitutivo que deben mantener las
¡Jrestac:iones.,

RENATO ANTONIO ALPUY

NAVEGACION.

Corresponde revocar la sentencia que -por entender, que la. responsa-
bilida1 profesional' comprometida en el caso sólo puede. ser juzgada
por el Tribunal Administrativo de la Navegación- dejó sin efecto la
sanció~ de .suspensión que la Prefectura Nacional Marítima impuso a un
Patrón Fluvial de Primera de l'a Marina Mercante, a raíz. del accidente
de navegación ocasionado por su embarcación, cuando efectuaba tareas
de reriJolque en el 1)uerto de Buenos Aires, ya que tal solución adoptada
sobre la base de la competencia excluyente asignada al tribunal admi-

(1) 6 de marzo. Fallos: 299:268; 300:436; 301:1415; 306:879.
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nistrativo por la ley de creaciÓn no contempla la extensión de la ju-
risdicción administréltivo policial de la Prefectura Nacional Marítima tal
como h'l quedado fijada a partir de la ley 20.325. Se observa con. clari-
dad, :l través de la nota de elevación que acompaña a la ley 19.496, la
intención del legislador ~e reservar la intervención del órgano adminis-
trativo para los casos cuya gravedad e importancia así lo aconsejen,
facultándolo a su vez a devolver las actuaciones sumariales que a su
criterio no reúnan tales condiciones, pero sin qu~ de ello quepa inferir
que la Prefectura se encuentra impedida de reasumir su jurisdicción a
fin de deslindar las responsabilidades de orden. profesional que surjan
pe las actuaciones sumariales producidas.

NAVEGACION.

La disposición tomada en el caso por el Prefecto Nacional, con funda-
mento en el arto 599.0101,inc. b), del "Reginave", al confirmar la sanción
derivada de la responsabilidad técnico administrativa atribuida al actor,
comportó el ejercicio legítimo de la facultad que asiste a la Prefectura
de juzgar la falta de pericia profesional del personal navegante, en
los casos en que el tribunal creado por la ley 18.870 decline su inter-
vención en razón de la menor gravedad de los llechos imputados.

DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

La sentencia de la Sala III de la, Cámara Nacional de Apela-
ciones en l? Contenciosoadministrativo Federal, obrante a fs. 127/
128, procedió a dejar sin efecto la suspensión impuesta por la Pre-
fectura Naval Argentina al Patrón Fluvial de Primera de la Marina
Mercante Nacional Renato Antonio Alpuy.

Según lo decidido, las responsabilidades profesionales deriva-
das de la navegación sólo son calificables por el Tribunal Adminis-
trativo instituido por la ley 18.870. Como en autos este organismo
declaró que no procedía instruir causa con motivo de los hechos
investigados (ver fs. 77), el a qua concluye que no se generó res-
ponsabilidad profesional y, por lo tanto, a la Prefectura sólo cabe
sancionar la comisión de alguna de las faltas o contravenciones de
las contempladas en el "Reginalle". Dado que la omisión que se
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.imputó al Patrón Alpuy sólo se relaciona con los deberes impuestos
por la responsabilidad profesional, pero no constituye transgresión
de alguna previsión legal o reglamentaria expresa, la sentencia ape-
lada procedió a anular la sanción administrativa.

Contra ese pronunciamiento se alza la apelante afirmando, en
síntesis, que la Prefectura cuenta con competencia, a la luz de las
normas vigentes, para juzgar en sede administrativa la responsabi-
lidad técnico-profesional y que el arto 599.0101 del "Reginave" "es
un claro y expreso precepto contravencional, en el cual se encuentra
tipificada toda conducta culposa que revele falta o falla de idonei-
dad profesional en el caso concreto" (fs. 137 y vta.).

Coincido con el tribunal apelado en que existe cuestión federal
que habilita al análisis de la causa por medio del recurso extraordi-
nario, toda vez que se halla en tela de juicio la inteligencia que cabe
asignar a normas de ese carácter y se discute la validez de un acto
emanado de autoridad nacional, siendo el fallo impugnado contra-
rio a las pretensiones de la recurrente.

A mi modo de ver, el tema por el que pasa la decisión del pleito
en esta instancia está dado por el alcance que corresponde asignar
a las facultades de la Prefectura para imponer sanciones motivadas
por la inidoneidad profesional, en los casos en que el Tribunal Ad-
ministrativo de la Navegación resigna su intervención.

Así enfocado el meollo de la cuestión, considero pertinente
realizar un análisis de las normas competenciales correspondientes
a los órganos encargados de la jurisdicción administrativa de la na-
vegación, aclarando sus. alcances con los fundamentos que presi-
dieron los correspondientes proyectos, puesto que, la primera fuente
de interpretación de la leyes su letra, y cuando la ley emplea varios
términos sucesivos es la regla más segura de interpretación la de
que esos términos no son superfluos, sino que han sido empleados
con algún propósito, por cuanto, en definitiva, el fin primordial del
intérprete es dar pleno efecto a la voluntad del legislador (Fallos:
299: 167).
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En primer lugar, destaco que con la sanción de la ley 18.398
se pretendió consagrar un régimen orgánico que sirviera de esta-
tuto básico a la Prefectura Naval Argentina. Al definir sus fun-
ciones, en lo atinente al ejercicio de la jurisdicción administrativa
de la navegación, se le otorgó competencia para instruir sumarios
en los supuestos de acaecimientos de la navegación, para "su in-
vestigación. y juzgamiento a efectos de deslindar responsabilidades

en el orden administrativo" (art. 5':', ap. b, inc. 1), atribuyéndosele
además el juzgamiento de las faltas o contravenciones marítimas
y fluviales (idem, inc. 2).

Al año siguiente, se resuelve la creaClOn del Tribunal Adminis-
trativo de la Navegación, sancionándose la norma legal que define
su jurisdicción, composición y procedimiento. El Mensaje que acom-
paña el proyecto de ley, que llevada el N,:,18.870, reseña la preocu-
pación de los sectores ligados al quehacer marítimo por la estruc-
turación de un procedimiento orgánico tendiente a lograr el pro-
nunciamiento de la autoridad sobre los hechos de la navegación que,
puedan comprometer la responsabilidad profesional del personal
interviniente. Al describir la situación imperante, cuyo mejora-
miento se pretende con la norma proyectada, recuerda que la mala
conducta, impericia o inmoralidad, comprobada mediante la ins-
trucción de un sumario, es también resuelta por el prefecto nacio-
nal naval, quien puede aplicar una sanción tan grave como el retiro
definitivo de la patente o habilitación, reservándose el juzgamiento
ante un tribunal ad-hoc, para los casos de "accidentes graves o de
importancia", según los términos del art. 1027 bis del Digesto Marí-
timo y Fluvial.

Sancionada la ley y creado, entonces, el Tribunal Administra-
tivo de la Navegación, corresponde a este organismo "fijar las res-
ponsabilidades de carácter profesional emergentes de accidentes de
la navegación, aplicando las sanciones establecidas por las leyes y
reglamentos vigentes en la materia" (art. 4,:" inc. a). A la luz de
este texto, tan preciso, parece que la competencia para el juzga-
miento administrativo de las responsabilidades del carácter men-
cionado quedan desplazadas de la Prefectura y reservadas, en su
totalidad, al nuevo organi!Smo. No obstante, la reglamentación de
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la ley, aprobada por decreto 6881/71, ya nos ofrece un margen am-
plio de duda, puesto que su motivación denuncia la necesidad de
determinar con claridad cuáles 'son los hechos que deben dar lu-
gar a la formación de causa ante el Tribunal, a efectos de coordinar
las tareas del mismo con las que debe realizar en el futuro la Pre-
fectura Naval Argentina. Con tal objeto, en el art. 49 se especifica
que la jurisdicción del Tribunal Administrativo es' excluyente de
la atribuida a la Prefectura "en los casos en que el Tribunal deci-
diere que existe mérito para iniciar: causa ante el mismo", agre-
gando seguidamente que "a la Prefectura Naval Argentina corre::;-
ponderá fijar las responsabilidades de carácter profesional y apli-
car las sanciones a que alude el art. 49, inc. a), de la ley 18.870, en
los casos en que dicho Tribunal resuelva que,' por menor gravedad
o importancia de los mismos, no proceda ordenar la instrucción de
causa, en uso de la facultad que le acuerda el arto 40 in fine de la
ley mencionada en último término".

A esta altura de la evolución normativa, observo que existe una
ley que atribuye competencia genérica al tribunal administrativo,
en todos los supuestos de juzgamiento de la idoneidad profesional,
pero la reglamentación restringe su alcance a los casos en. que el
organismo disponga la prosecución de la causa ante sí. Cuando
resuelva que no hay mérito para ello, renace' la facultad de la
Prefectura que no sólo se limita a la aplicación de las penas ad-
ministrativas derivadas de la comisión de faltas, sino que alcanz.a
también al establecimiento de responsabilidades profesionales, con
la consiguiente sanción.

En este estado, se sanciona la ley 19.496 que viene a introducir
modificaciones a la 18.870, que juzgo decisivas para la solución del
sub judice. Creo conveniente, por tal razón, det,enerme en la Nota
de elevación del proyecto, pues pone de manifiesto cori nitidez la
intención perseguida por el legislador, al aclarar ciertas previsiones
,de la ley cuya reforma se pretende y que, como hemos visto, que-
daban oscurecidas por el' tenor de su reglamentación. Se destaca
que la lectura aislada de ciertos artículos de la ley, 18.870 parecería
indicar que la totalidad de los acaecimientos de la navegación de-
ben ser considerados por el Tribunal Administrativo; pero el arto 40
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in fine permite arribar a otra conclusión, dado que al facultar al
organismo para decidir si procede o no la instrucción de la causa,
está señalando la intención del legislador de limitar su actividad
que de otro modo se tornaría imposible dado el elevado número
de sumarios que se inician por hechos de esta naturaleza. En con-
secuencia, se entiende perti~ente reservar al Tribunal el conoci-
miento de aquellos sucesos de' mayor gravedad o importancia que
justifiquen su intervención.

En procura de la finalidad reseñada, se procedió a reformar el
art. 3~ de la ley 18.870, atribuyendo competencia al Tribunal Admi-
nistrativo de la Navegación para el juzgamiento del personal de
la marina mercante, "imputado como presunto responsable de la
comisión de hechos de gravedad o importancia". Con esta modi-
ficación, a mi juicio, se disipó toda posible contradicción entre la
norma legal y la previsión reglamentaria, deslindando dos ámbitos
de actuación alternativos para la misma naturaleza de causas, de-
pendiendo la determinación de la sanción por parte del Tribunal
o de la Prefectura según sea la entidad del hecho, en orden a su
gravedad o importancia. Al efecto, se faculta al primero de los
organismos para decidir, al elevarle las actuaciones la Prefectura,
si mantendrá su competencia debido al mérito que atribuye al
acaecimiento, o se devolverá la causa al órgano preventor para
que sea decidida en su seno.

La conclusión que vengo de exponer, se ve robustecida, a mi
entender, con la modificación introducida por la ley 20.325 a la ley
general de la Prefectura 18.398, con el objeto de adaptar sus dis- '
posiciones a los cambios introducidos por las normas que ya he
puesto de manifiesto. De este modo, la nueva redacción del arto 5,
ap. B, inc. 1, conforme el arto 6 de la ley 20.325, adjudica a la Pre-
fectura Naval Argentina, en ejercicio de la jurisdicción administra-
tivo-policial, la atribución de instruir sumarios por naufragios, co-
lisiones, varaduras y otros acaecimientos, de .la navegación para
proceder a su investigación y deslindar responsabilidades en el or-
den administrativo, en aquellos casos cuyo juzgamiento no corres-
ponda al Tribunal Administrativo de la Navegación.
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Cabe agregar, que el inc. 2 -en su redacción actual- faculta
a la Prefectura para "juzgar las faltas o contravenciones de segu-
ridad náutica"; por lo que, a la luz de los antecedentes reseñados,
a mi juicio, el alcance que corresponde atribuir al deslinde de res-
ponsabilidad que se menciona en el inciso anterior no puede ser
otro que la determinación de responsabilidad profesional derivada
de la inidoneidad o impericia, no constitutiva de una contravención
administrativa, tal como se realizó a fs. 93/95.

Opino, en consecuencia, que corresponde acoger el recurso ex-
traordinario de fs. 132/138, revocar la sentencia apelada; y devol-
ver las actuaciones al a qua a fin de que éste resuelva sobre la.
materia pendiente, esto es, acerca de la sanción .impuesta al accio-
nante por su responsabilidad profesional. BuenOs Aires, 26 de ju-
nio de 1985. José Osvaldo Casas.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 11 de marzo de 1986.

Vistos los autos: ."Alpuy, Renato Antonio c/res. 189/82 de Pre-
fectura Nac. Marítima s/apelación".

considerando:

1?) Que la Sala N? 3 de la Cámara Nacional de Apelaciones en
lo Contenciosoadministrativo Federal dejó sin efecto la sanción
de diez días de suspensión que la Prefectura Nacional Marítima
impuso al Patrón Fluvial de Primera de la Marina Mercante, Re-
nato Antonio Alpuy a raíz del accidente de JJ.avegaciónocasionado
por su embarcación, cuando efectuaba tareas de remolque en el
puerto de Buenos Aires.

2?) Que la Cámara estimó que la responsabilidad profesional
emergente .de tales hechos únicamente puede ser juzgada por el
Tribunal Administrativo. de la Navegación, y que la declaración de
este organismo de que no procedía instruir causa por los motivos
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denunciados obstaba a que aquélla pudier<;1 ser fijada con poste-
rioridad por la Prefectura. A juicio del a qua, las facultades disci-
plinarias que esta última retiene sólo pueden ser ejercÍdas respecto
de conductas expresamente tipificadas como falta o contravención
en el Régimen de la Navegación Marítima, Fluvial y Lacustre
("Reginave"). La negligencia imputada al patrón Alpuy, en cam-
bio, no configura ninguna acción u omisión punible, con arreglo
a aquellas disposiciones y, por consIguiente, concluye la sentencia,
aunque comprometa el desempeño técnico profesional del nombra-
do, carece de aptitud para fundar la sanción' confirmada por el
prefecto.

3,;,) Que contra tal pronunciamiento, la demandada interpuso
recurso extraordinario, concedido a fs. 142, que resulta procedente
por hallarse controvertida la interpretación de una norma federal
y ser el fallo definitivo del superior tribunal de la causa contrario
al derecho que la apelante funda en ella (art. 14, inc. 3'?, de la
ley 48) .

.4,;,) Que la cuestión en debate reside en determinar si la com-
petencia del Tribunal Administrativo de la Navegación para califi-
car las responsabilidades de carácter profesional emergentes de
accidentes de la navegación e imputables al personal embarcado, es
excluyente o si, por lo contrario, en determinadas condiciones la
comparte con la Prefectura Nacional Marítima. La controversia, a
la luz del arto 4,;" inc. a), de la ley 18.870, parece a primera vista
resuelta en el sentido indicado por la Cámara. Una consideración
más detenida del tema, impone empero, descartar esa inteligencia
en favor de la que propone la recurrente, la que resulta de integrar
el precepto en cuestión dentro del contexto legal más amplio que
le confieren las normas dictadas con posterioridad sobre la materia.

5,;,) Que conviene recordar, que esta Corte ha reiterado que las
leyes han de interpretarse evaluando la totalidad de sus preceptos
y los propósitos finales que las informan, de manera que armoni-
cen con las otras normas que integran el ordenamiento jurídico
vigente, con mayor razón aún en los supuestos en que el régimen
pertinente está organizado en más de una ley formal (Fallos: 255:
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192; 263:63; 267:478; 286:322; 288:416). Una correcta hermenéutica,
por tanto, debe evitar dar un sentido a las normas qu~ ponga en
pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras y debe
procurar, en cambio, alcanzar aquel que las concilie y deje a todas
con valor y efecto (Fallos: 289:185; 291:359; 296:372).

6?) Que la solución adoptada por el.a qua, sobre la base de la
competencia excluyente asignada al tribunal administrativo por la
ley de creación, no satisface los principios mencionados, pues no
contempla la extensión de la jurisdicción administrativo-policial de
la Prefectura Nacional Marítima tal como ha quedado fijada a par-
tir de la ley 20.325. Se observa con claridad, a través de la nota
.de elevación que acompaña a la ley 19.496, la intención del legis-
lador de reservar la intervención del órgano administrativo para
los casos cuya gravedad e importancia así lo aconsejen, facultin-
dolo a su vez a devolver las actuaciones sumariales que a su criterio
no reúnan.tales condiciones, pero sin que de ello quepa inferir que
la Prefectura se encuentra impedida de reasumir su jurisdicción a
fin de deslindar las responsabilidades de orden profesional que
surjan de las actuaciones sumariales producidas.

7?) Que, en tal sentido, el Tribunal estima suficiente remitirse
a las consideraciones más extensas que formula el Sr. Procurador
Fiscal en su dictamen, las que a fin de evitar repeticiones innece-
'sarias se dan por reproducidas. En mérito de lo cual, cabe concluir
que la disposición tomada a fs. 107/108 por el Prefecto Nacional,
-Confundamento en el arto 599.0101, inc. b), del "Regil1ave", al confir-
mar la sanción derivada de la responsabilidad técnico-administra-
tiva atribuida al actor, comportó el ejercicio legítimo de la facultad
que asiste a la Prefectura de juzgar la falta de pericia profesional
.del personal navegante, en los casos en que el tribunal creado por
la ley 18.870 decline su intervención en razón de la menor gravedad
.de los hechos imputados. Lo expuesto, por ende, torna innecesario
el examen de otro orden de agravios planteados en el escrito de
fs. 132/138 y nada resuelve acerca de la corrección de la sanción,
lo que deberá ser materia de la nueva decisión a dictarse sobre el'

punto.
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Por ello, y lo dictaminado por el Sr. Procurador Fiscal, se re-
voca la sentencia de fs. 127/128 vta. con el alcance indicado en el
anterior considerando y se devuelven los autos, a fin de que el tri-
bunal interviniente se pronuncie acerca de la sanción impuesta al.
actor por su responsabilidad profesional.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.

PROVINCIA DE BUENOS AIRES v.
ESTHER GALLONI y BRIANT y OTROS

RBCf!RSO EXTRA.ORDINARIO: Requisitos propios. Tribunal superior.

Si las cuestiones propuestas por el apelante -inconstitucionalidad del
. arto 37 de la ley 5708 de la Provincia de Buenos Aires- versan sobre
planteos similares a los que fueron tratados por e! Superior Tribunal
de provincia al resolver el recurso local, tal decisión se constituyó en
la definitiva del superior tribunal de la causa en los términos del arto
14 de !a ley 48, y el recurso extraordinario deducido resulta pues, pre.
matur::>(1).

JUAN ANTONIO CONSTANTINO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Trámite.

Si con posterioridad a la presentación del recurso extraor.dinario, el
recurrente invocó la prescripción de la acción penal en la causa, por lo

(1) 11 de mayo. Fallo: 302:772, "Fisco de la Prov. de Bs. As. c/Intilan-
gelo de Castarataro s/expropiación", "Ladislao O. Stekar S.A.C.C.I.
y F. c/Pagano, H. D.", y "Alesy S. A. s/concurso preventivo", de!
12 de abril, 13 de setiembre de 1984,y 25 de junio de 1985,respecti.
vamente.
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que, encontrándose la Corte Suprema limitada en su jurisdicción ex-
traordinar~a por los temas introducidos en la oportunidad prevista en
el arto 14 de la ley 48; y en atención al carácter final de sus fallos, co-
rresponde suspender el pronunciamiento respecto del recurso conce-
dido a fs. 45 a las resultas de la decisión que dicte el juez de la causa
en relación a la prescripción de la acción, a quicn a ese efecto le será
remitida.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 11 de marzo de 1986.

Vistos los autos: "Constantino, Juan Antonio s/art. le;>, inc. A,
ley 8895".

Considerando:

Que con posterioridad a la presentación del recurso extraordi-
nario de fs. 36, el recurrente invocó la prescripción de la acción
penal en la causa, por lo que, encontrándose este Tribunal limitado
en su jurisdicción extraordinaria por los temas introducidos en la
oportunidad prevista en el arto 14 de la ley 48 (Fallos: 302:346,538
y 656 Y 303: 169 y 1823), Y en atención al carácter final de sus fa-
llos, corresponde suspender el pronunciamiento respecto del re-
curso concedido a fs. 45 a las resultas de. la decisión que dicte el
juez 'de la causa en relación a la prescripción de la acción, a quien
a ese efecto le será remitida (Fallos: 306:652 y causas: L,30.xX.
"López, Luis Leónidas s/infr. ley 8895" y EAO.XX. "Elizari, .Rubén
A. s/apela resolución Juez. de Faltas" resueltas ellO de julio de
1984 y 14 de marzo de 1985, respectivamente).

JosÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR BE-

LLUSCIO - CARLOS S. FAYT - JORGE ANTO-

NIO BACQUÉ.
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IDEAR PUBLICIDAD S,R,L \1, PROVINCIA DE SANTA CRUZ
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JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Competencia origina-
1"Íade la Corte Suprema. Causas en que es parte U/1a provincia, C;ausas civiles.
Distinta vecindad.

A los fines de surtirJa instancia ~originariauna sociedad' de' responsa-
bilidaJ limitada' debe pr~bar la distinta vecindad, respecto de la con-
traria, de todos sus miembros (art. 10, ley 48).

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

Observo que la distinta vecindad de la actora no aparece acre-
ditada en los términos requeridos por el art. 10 de la ley 48.

En cuanto a la tasa de justicia, hago notar que la demandante
no ha tomado en cuenta, para fijar su: monto, la desvalorización
monetaria corrida hasta el 28-10-1985, solicitada en el punto 6-:»
del Petitoiio. Buenos Aires, 13 de noviembre de 1985.' Juan Octavio
Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 11 de marzo de 1986.

Autos y Vistos; Considerando:

Que conf()rme lo tiene establecido esta, Corte (Fallos: 250: 600)
a los fines de surtir la instancia originaria una sociedad de respon-
sabilidad limitada debe probar, la distinta vecindad, respecto de la
contraria, de todos sus miembros (art. 10, ley 48).

Que la documentación acompañada es insuficiente para cum-
plirese requisito, tal como lo destaca el dictamen del señor Pro-
curador General.



248 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

Por ello, se declara que no se. encuentran acreditados los extre-
mos que tornan procedente esta instancia.

JOSÉ SEVERO CABALLERO

BELLUSCIO - CARLOS

ANTONIO BACQUÉ.

AUGUSTO CÉSAR

S. FAYT - JORGE

BLANCA ROSA ARIAS v. ESTABLECIMIENTO
TEXTIL OESTE S.A.LC. y F.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones .no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la fundamentación
normativa.

Es des(,.ll1ficable el pronunciamiento que no hizo lugar a la indemni-
zación reclamada por entender que el perjuicio se produjo no "con las
cosas" ni por su riesgo o vicio sino "a propósito" de las .mismas, lo
que importa introducir una distinción que excede los límites de una
interpretación razonable del. arto 1113 del Código Civil y que desnatura-
liza su significado, ya que no se trata de que el trabajo no sea una
"cosa" silfo de establecer si las "cosas que debió manipular el de-
pendiente para llev.arlo a cabo" eran o no de naturaleza riesgosa y, en
tal ca.so, meritar la eventual incidencia que las mismas hayan podido
tener con relación a los esfuerzos que -por aquellas características-
pudieron haber requerido del obrero (1) .

. RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales.
Interpretación de normas y actos comunes.

Los agravios relativos a la interpretación y aplicación del arto 1113
del Código Civil conducen al examen de temas de hecho, prueba y
derecho común, ajenos al recurso extraordinario (Disidenc::ia. de los
doctores José Severo. Caballero y Augusto César Belluscio).

(1) 11 de marzo.
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FERNANDO ERNESTO GIL v. UNIVERSIDAD NACIONAL DE MISIONES

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestiones
federales simples. Interpretación de otras normas y actos federales.

Corr,esponde habilitar la instancia del arto 14 de la ley 48 cuando se
:ha controvertido la validez de un acto emanado de la autoridad nacional
y la decisión de los jueces de la causa ha sido contraria a ésta. En
el caso se declaró nula una resolución universitaria que modificaba el
régimen de dedicación exclusiva (1) .

ACTOS ADMINTSTR4TIVOS.

Si bien las decisiones de las Ul1iversidades Nacionales en el orden inter-
no, disciplinario y docente no son, como principio, susceptibles de revi-
sión judicial, corresponde confirmar la senten~ia que -por entender que
mediaba un supuesto de excepción al principio general- declaró nula la
resolución universitaria que había modificado el régimen de dedicación
exclusiva ~n el cual habían sido designados los actores, por el de dedi-
cación simple, por estimar que la sola circunstancia de que éstos no
hubieran obtenido. el doctorado dos años después de haber invocado en-
tre sus antecedentes que eran candidatos a ello, no autorizaba a modifi~
car dicho régimen toda vez que esa candidatura no decidió la seíección
ni su ~ermanencia en los cargos con dedicación exclusiva, que fueron
obtenidos por concurso. Ello es así, pues de esta forma los profesores
adquirieron un derecho subjetivo a permanecer asimilados a ese régimen
mientras no mediaran causas que les hicieran perder tal beneficio (2).

PABLOANIBAL OGALLARV. CONFEDERACION.GENERAL
DEL TRABAJO DE LA REPUBLICA ARGENTINA

RECURSO DE QUEJA: Trámite.

Teniendo en cuenta que los argumentos aducidos en el recurso extraordi-
nario y mantenidos en la queja pueden, prima facie, involucrar cuestiones

(1) 11,de marzo. Fallos: 300:47.
(2) Fallos: 251:276; 267:540; 283:189; 302:1503.
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de orden federal susceptibles de examen en la instancia del art. 14 de la
ley 48, corresponde declarar procedente la queja y decretar la suspensión
del curso del proceso, sin qué ello implique pronunciamiento- sobre el
fondo del recurso (art. 285 del Código Procesal Civil y Comercial de la
Nación).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

I
,Buenos Aires, 11 de. marzo de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la deman-
dada en la causa Ogallar, Pablo Aníbal c/Confederación General del
TrabajO de la República Argentina", para decidir sobre su proce-
dencia.

Considerando:

Que los argumentos aducidos en el recurso _extraordinario y
mantenidos en la queja pueden, prima facie, involucrar cuestiones
de orden federal susceptibles de examen en la instancia del arto 14
de la ley 48, por lo que la queja es procedente, sin que esto impli-
que pronunciamiento sobre el fondo del recurso (art. 285 del Códi-
go Procesal Civil y Comercial de la Nación; Fallos: 295:658; 297:
558).

Por ello, se lo declara procedente y se decreta la suspenslOn
del curso del proceso. Agréguese el recurso de hecho a los autos
principales. Notifíquese a las partes y hágase saber al señor Juez
Nacional de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Federal N~ 1
lo resuelto en la presente. Fecho, corran los autos con la vista con-
ferida al señor Procurador General, previo reintegro del depósito
de fs. 1.

JOSÉ SEVERO CABALLERO - - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

- JORGE ANTONIO BACQUÉ.
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DORA ArDA PEREIRA v. ROBERTO COPPARI y ESSO S.A.P.A.

251

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 170 federales.
Sentencias arhitrarias. Procedencia del recurso.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que desestimó el pe<;lidodel
reajuste por depreciación monetaria de los intereses impagos, ya .que
frente al carácter autónomo de la deuda y al retardo en el pago, no pur-
gado por el hecho de que la deudora hubiese practicado una liquidación
sin reajuste por depreciación monetaria, la solución del caso debe sus-
tentarse en la aplicación de la doctrina que sanciona el incumplimiento
mediante el reconocimiento del derecho que, en situaciones análogas,
autorizil a computar la depreciación operada con posterioridad al de-
vengamiento del crédito (1).

RECTOR OROZCO

MINISTERIO PUBLICO.

Las comunicaciones o informes que produzcan los integrantes del Minis-
!erio Público ~n cumplimiento de su deber no ~on alcanzados por las
norm:lS penales, en tanto deben calificarse como privilegiados; y, en con-
secuencia, con excepción de las correcciones disciplinarias que pudieren
corresponder, éstos no pueden ser acusados, interrogados ni molestados
por las opiniones o aseveraciones que formulen en las presentaciones o
escritos en que ejerciten sus pretensiones ante los jueces (2).

SUPERINTENDENCIA.

El ej:::rcicio de la potestad disciplinaria es propio de los tribunales ordi-
narios, y sólo- procede la intervención de la Corte Suprema -art. 22 del
Reglamento para la Justicia Nacional- cuando media extralimitación
manifiesta o "lrbitrariedad, o razones de superintendencia general lo tor-
nan conveniente (3).

(1) 11de marzo. "Vianini S.P.A. y oti'a é/O.S.N. s/cobro", del 2 de marzo
de 1982.

(2) 11 de marZO.
(3) Fallos: 253:299; 266:86; 284:22; 298:352.
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SUPERINTENDENCIA.

FALLOS DE LA CORTE SUPRE~1A

Corresponde :lejar sin efecto el apercibimiento interpuesto por una Cá-
mara al Sr. Fiscal ante ella, a raíz de una denuncia efectuada por éste
con motivo de irregularidades cometidas por un juez de, primera instan-
cia, fundado en el tono lesivo y agraviante respecto de la magistratura
atribuido a expresiones contenidas en el escrito ya que éstas no impli-
caban menoscabo ;'\1 d~coro debido al tribunal y su's miembros (1).

SUPERl NTENDENCI A.

Las funciónes de superintendencia no son como principio vía hábil para
revisar actos jurisdiccionales (2).

HAYDEE E. .-\LVAREZDE MULLALLYv. NACION ARGENTINA
(Cno. EN JEFE DEL EJERCITO)

PENSIONES MILITARES: Pensiones a deudos de militares.

Corresponde confirmar la sentencia que dispuso reconocer derecho a
pensión; dividida en ,partes iguales, a dos beneficiarias por el falleci-
miento de un militar, por entender que una de las solicitantes había
contraído matrimonio con aquél en nuestro país, sin que hubiera incu-
, rrido en alguna de las causales que produjeran la caducidad de tal dere-
cho, y (1ue la otra era acreedora a la prestación C¡uesolicitaba en razón
de la presunción de buena fe que la amparaba al haberse declarado sol-
tero el otro contrayente, al celebrarse su unión matrimonial en Uruguay.
Ello es así, pues ei matrimonio de la primera celebrado en México no
operó la caducidad de su vocación pensionaria, por cuanto dic)lo acto fue
sólo al)arente y estuvo destinado a cubrir un requisito para obtener la'
radicación de la mteresada en Venezuela, donde 'residía con una hija
habida de su unión con el causante, máxime no mediando declaración de
autoridad competente en el sentido de 'hallarse divorciada o separada
por su culpa (art. 82, inc. 1~, de la ley 19.101) ni haberse establecido por
infonnilción administrativa que llevara vida deshonesta (art. 85, inc. 8~,
dedichil ley).

(1) Fallos: 303: 1475.
(2) Fallos: 300: 1011; 301: 759.
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DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

253

La sala II de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo, Canten-
ciosoadministrativo Federal a fs. 284/286 vta. confirmó la senten-
cia del inferior obran te a fs .174/178 que había dispuesto recono-
cer derecho a pensión, dividido en partes iguales, a dos beneficiarias
por el fallecimiento de don Guillermo Emilio MuJIally.

Surge de autos que el causante contrajo en nuestro país matri-
monio con doña Yolanda María MartineIli en el año 1948,según
constancia obrante a fs. 104/105 y que, con posterioridad, el mismo
Mullally celebró otra unión matrimonial, esta vet en la ciudad de
Montevideo, República Oriental del Uruguay, con doña Haydée Es-
ther Alvarez, oportunidad en que los contrayentes declararon ser
de estado civil solteros (v. fs. 3/7).

Para arribar a la conclusión arriba citada los camaristas mani-
festaron, en síntesis y por un lado, que estaba acreditado y no con-
trovertido que el causante había contraído matrimonio con la pri-
mera de las' nombradas, hecho suficiente para sustentar el derecho
a pensión de ésta y que de las constancias de autos no surgía feha~
cientemente que la solicitante hubiera incurrido en alguna de las
causales que produjeran la caducidad de tal derecho.

Por otro, y en cuanto a la unión celebrada en Montevideo, ha-
llaron también que la señora Alvarez era acreedora a la prestación
que solicitaba en razón de la presunción de buena fe que la ampa-
raba al haberse declarado soltero el otro contrayente.

Contra lo así decidido interpuso únicamente la señora Alvarez,
por medio de representante, recurso extraordinario que, previo tras-
lado de ley, le fue concedido en lo que hace a la interpretación de
normas de carácter federal y denegado en lo relativo a la arl5itra-
riedad, circunstancia esta última que motiva la queja agregada por
cuerda bajo la letra A, N'? 166, del Libro XX.
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Con carácter preliminar me parece apropiado decir que corres-
ponde tratar ambos aspectos sin disociarlos, en razón de su íntima
conexión, esto es, el de la interpretación del derecho federal y el
de las causales de la pretendida arbitrariedad (cf. doctrina de Fa-
llos: 295:636, consid. 49).

El Tribunal a quo para reconocer a doña Yolanda María Mar-
tinelli el 50 % de l~ prestación y denegar el derecho íntegro a ésta
a doña Haydée Esther Alvarez se basó en que el matrimonio de la
primera celebrado en la República de México con don Luciano
Ottero no operó, en las circunstancias del caso, la caducidad de. la
vocación pensionaria de la señora Martinelli por cuanto dicho acto
fue sólo aparente y estuvo destinado a cubrir un requisito para
obtener la radicación de la interesada en Venezuela donde residía
con una hija habida de su unión con el causante.

En el orden de ideas indicado precisó el tribunal superior de
la causa que el acceso al beneficio previsto para la viuda por la Ley
Militar (N9 19.101), no resultaba enervado para la nombrada señora
Martinelli por no mediar declaración de autoridad competente en
el sentido de hallarse separada o divorciada por su culpa (ley cit.
art. 82, inc. 19), ni tampoco haberse establecido por información
administrativa que la nombrada llevara vida deshonesta (ley cit.
arto 85, inc. 89).

Las consideraciones que llevaron al sentenciante a la conclu-
sión de no hallarse acreditado en autos ni la separación ni el divor-
cio de la cónyuge supérstite Martinelli, remiten a una valoración
de extremos de hecho que, más allá de su acierto o error, no
aparecen revisables en el caso y que, por tanto, no comportan
traba alguna bajo ese aspecto para emplazar ,el caso en las previ-
siones de la ley aplicable N9 19.101.

Otro tanto cabe decir respecto de la causal del arto 85, inc. 89,
de dicha ley, pues no sólo no se ha seguido el procedimiento allí
previsto de la información administrativa para acreditar la vida
deshonesta sino que, además, la parte impugnante, ó sea la señora
Alvarez, no ha intentado la demostración de tal extremo.
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Así lo estimo, pues la invocación del matrimonio celebrado en
México podría ser considerado un acto en fraude a la ley argentina,
pero no pasible, a mi juicio, de reproche ético.

Queda por considerar si el instrumento obrante a fs. 14/16,
que aparece debidamente certificado y autenticado posee virtuali-
dad para. tener por configurada la causal de caducidad del derecho
a pensión que surge del arto 85, inc. 1~, en cuanto preceptúa que
tal derecho "se pi~rd~ en forma irrevocable" paraí~ esposa cuando

, ,"

contrajere nuevas nupcias.

Los magistrados intervinientes tanto el de primera instancia
como los de la Alzada entendieron que dicho instrumento no ha
enervado como pretende la recurrente señora Alvarez, el derecho
de la señora Martinelli, pues el acto allí mentado -matrimonio en
México con don Luciano Ottero- denota sólo la apariencia de una
unión matrimonial. destinada a hacer posible la radicación de la
actora Martinelli en Venezuela como ya se dijo.

En la decisión de Cámara, no obstante reconocerse la confusa
situación que origina la dilucidación del punto, se desliza, empero,
una frase en el sentido de no haberse mínimamente acreditado el
presunto posterior matrimonio (fs. 285 vta.).

Tal juicio importa la valoración de elementos probatorios arri-
mados a la causa, materia que es propia de los jueces que en ella
intervienen y en tanto. irrevisables por la vía del recurso extraor-
dinario salvo que el criterio que sustenten quiebre los límites de
lo opinable para asentarse en el terreno de la arbitrariedad.

Creo que esa situación descalificante no se ha producido en
la causa por obra de lo que declararon los jueces.

En efecto, éstos juzgaron la intención que tuvo la señora Mar-
tinelli al solicitar una constancia que certificara su matrimonio en
México intención que no habría sido otra que la de cumplimentar
requisitos administratIvos para obtener su radicación en otro país,
que tampoco es el nuestro .. Los jueces, pues, juzgaron de intencio-
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nes, motivaciones y propósitos escudriñando un punto, dentro del
conjunto de cuestiones planteadas. en la causa, que no reviste natu-
raleza federal, como obviamente se advierte.

Desde otro ángulo, la conclusión a la que llegaron no es habi-
litan te para obtener un beneficio acordado por el derecho previ-
sianal argentino, tal como aconteció entre otros casos .en que se
juzgó de los efectos de matrimonios celebrados en el extranjero
como un modo de evasión de la ley argentina (vgr. Fallos: 262: 477;
263: 363; 298: 546, entre muchos otros), sino que tal conclusión, que
niega la realidad y efectividad del acto referido en el certificado
de fs. 14/16, trae por efecto que la señora Martinelli no aparezca
incursa en la causal de caducidad del art. 85, inc. le;>.

. Más allá del error. que pueda predicarse de la argumentación
esgrimida por el a qua, pienso que el falÍo cuenta con fundamentos
suficientes para impedir su descalificación por arbitrariedad (ver
Fallos: 262: 477, considerando 4e;».

No logra ese objetivo, a mi ver, la dialéctiCa desarrollada por
la señora de Alvarez en su escrito recursivo de fs. 309/317. Ello así,
por las razones que a continuación se expresan.

No se trata aquí de montar una sentencia sobre la base de
rigorismo formal y de la renuncia consciente a la verdad, todo lo
cual ha sido fulminado por la Corte como un indebido servicio de.
justicia (cfr. doctrina de Fallos: 238: 550 y otros).

No. Se trata de la inversa, de desmontar -tal es, a mI JUICIO,
el 'intento de la representación de la señora Alvarez-, a impulsos
de rigor formalista, la sentencia dictada en autos. En este sentido,
sostiene la parte que el matrimonio mentado en el certificado de
fs. 14/16 no puede tenerse por inexistente sin haberse argüido de
falsedad el instrumento que a él se refiere y que, por tanto, debe
admitirse que tal matrimonio existió, con lo que quedó configurflda
la causal de caducidad del arto 85, inc. le;>,de la ley 19.101.

Estimo que el juicio de la Cámara sobre el punto por ser más
sutil se pliega mejor a los matices que ofrece la realidad. Así, pues
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tal criterio no importa apartamiento d~ la verdad objetiva, en mi
sentir, cuando con él se predica, con otras palabras pero idéntico
sentido, que el. mentado matrinionio careció de entidad existencial
real y que tan solo poseyó una realidad verbal o literaria carente.
de virtualidad significativa del hecho vedado a la cónyuge supérs-
tite por la ley 19.101. Desde esta perspectiva, la frase de no haberse
mínimamente probado el matrimonio cabe referirla a un matrimo-
nio desrealizado, en cierto modo abstracto, de pura apariencia.

Estimo, asimismo, que el hecho que la decisión reconozca dos
titulares .del derecho a pensión por partes iguales no configura una
demasía capaz de imponer la revocación de la sentencia, ya que
situaciones similares han sido reconocidas por el tribunal, no sólo
con carácter tránsitorio como en Fallos: 295:636, sino con carácter
permanente (ver causa P.31-XX "Paz, Daniel Nicolás s/pensión",
7 de noviembre del corriente), posibilidad que, por lo demás, ha
quedado recogida ahora en la ley 23.226.

Por todo lo expuesto, opino que corresponde confirmar la sen-
tencia. Buenos Aires, 26. de noviembre de 1985. Máximo l. Gómez
Forgues.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 13 de marzo de 1986.

Vistos los autos: "Alvarez de Mullally, Haydée E. c/Estado Na-
cional (Cdo. en Jefe del Ejército) s/pensión militar".

Considerando:

Que la Sala II de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Con-
tenciosoadministrativo Federal confirmó la sentencia de primera
instancia que declaró el derecho de las actoras a obtener, dividida
en partes iguales, la pensión militar prevista en el arto 92, inc. 11?
de la ley 19.101. Contra tal pronunciamiento, una de ellas, que ha-
bía' contraido matrimonio en el Uruguay con el causante, dedujo el
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recurso extraordinario de fs. 309/317, concedido a fs. 333 en cuanto
a la interpretación de las normas federales aplicadas y denegada res-
pecto de la arbitrariedad alegada, lo que motivó el recurso de hecho
que corre por cuerda y que será resuelto en la presente, en atención

_a la inescindibilidad de los temas a analizar (Fallos: 295:636).

Que esta Corte comparte los argumentos y conclu~iones expues-
tos por el señor Procurador Fiscal en su dictamen, que se ajustan
a.las constancias de la causa y al precedente del tribunal que cita
sobre el punto.

Por ello, se confirma la sentencia recurrida. Costas por su or-
den, en atención a la Índole de la cuestión debatida. Agréguese la
queja al principal.

AUGUSTO. CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- JORGE ANTONIO BACQUÉ.

COOPERATIVA AGRICOLA GANADERA DE LABOULAYE LTDA.

IMPUESTO: Interpretación dé normas impositivas.

El concepto de sociedades contenido en el arto 2, inc. a), de la ley 21.287,
abarca a todos los entes empresarios que posean determinada riqueza
patrimonial, entre los que se encuentran incluidas las cooperativas, pues
ello de;:-ivade los. antecedentes de la norma, que denotan la amplitud
que el legislador pretendió dar al precepto (1) .

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. CueStiones no federales.
Exclusión de las. cuestiones de hecho. Impuestos y tasas.

Lo atinente al rechazo de la repetición de las sumas pagadas en concepto
de intereses r'Zsarcitorios por el ingreso tardío del primer anticipo del
impuesto a los capitales remite a la consideración de extremos de hecho
y de prueba, lo cual constituye materia propia de los jueces de la causa y
ajena, (omo principio, a su tratamiento por la vía del arto 14 dc la
ley 48 (2).

,
(1) 13 de marzo. Fallos 303:555; 304:564.
(2) FaLos: 262: 38; 276: 311; 302: 499.
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CONSTITUCJON NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Proce-
dimiento y sentencia.

La conformidad inequívoca del fiscal de segunda instancia con el fallo
absolutorio del juez de grado, quita sustento al recurso deducido por el
inferior, pues la apelación queda entonces privada de agravio real que
justifique la apertura de la jurisdicción de alzada. La circunstancia de
haberse mantenido el recurso al solo efecto de que la Cámara se pro-
nuncie no habilita dicha instancia, porque lo contrario importaría legi-
timar un procedimiento de consulta carente de fundamento legal.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

Contra la sentencia de fs. 247/250, pronunciada por la Sala JI
Penal de la Cámara Federal de Apelaciones de La Plata, en cuanto
revocó la absolución de uno de los procesados y lo condenó como
autor responsable de tenencia ilegítima de estupefacientes a la pena
de un año de prisión en suspenso y multa, interpuso recurso extra-
ordinario el Defensor Oficial (fs. 256/258), el que fue concedido
(fs. 265).

Señaló el recurrente que el fallo resulta violatorio de la garan-
tía constitucional de la defensa en juicio en tanto fue dictado sin
mediar recurso acusatorio y contra la prohibición de la no refar-
mafia in pejus. Citó, asimismo, jurisprudencia de esta Corte que
avalaría la procedencia de su agravio (Fallos: 234:270 y 244:198).

Ello es así, a JUICIO del apelante, porque el Fiscal de Cámara,
en su dictamen de fs. 244, se mostró de acuerdo con la sentencia
de origen, que hizo reposar la absolución del acusado en la ilegali-
dad del allanamiento de su morada, pero mantuvo expresamente
el recurso de su inferior jerárquico '~en atención a las opiniones
diversas que en causas análogas... han puesto de manifiesto los
jueces que integran la Sala Penal de esa Excma. Cámara".
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A mi modo de ver, el planteo expresado por el impugnan te re-
edita el resuelto por el tribunal en el caso de Fallos: 240:277, de
sentido adverso al postulado. Ello no obstante, el suscripto parti-
cipa del criterio. expuesto en disidencia por los ministros doctores
don Alfredo Orgaz y don Benjamín, Villegas Basavilbaso. De sus
votos surge que. por lo mismo que el desistimiento "no tiene im-
puestas palabras sacramentales" y que "lo esencial es que la inten-
ción de quíen desiste resulte inequívoca" (Fallos: 234:270, 367 Y
372; 237:190, 198 Y 497), en casos como el de autos es forzoso inda-
gar cuál es la intención inequívoca del Fiscal de Cámara al pro-
ducir un dictamen que, como el más arriba glosado, resulta con-
tradictorio. No se trata -continuaron los nombrados jueces del
tribunal- de presumir o de interpretar libremente una renuncia
del recurso (art. 874 del Código Civil), sino de establecer si ese
dictamen importa un desistimiento inequívoco, aunque sólo sea tá-
cito o implícito, forma que la ley admite (art. 873, Cód. citado).

Para desentrañar el interrogante, en los aludidos .votos se señala
que ambas manifestaciones del Fiscal de Cámara son fundamental-
mente contradictorias sin perjuicio de los móviles respetables de
. esta contradicción: por una parte, al mantener el recurso, dice man-
tener el agravio contra la sentencia apelada, pero, por otro, al soli-
citar la confirmación de esta misma sentencia -o, como sucede
en el sub examen, al estimar que asiste razón al sentenciarÍ.te- de-
clara virtualmente que no mantiene el agravio, que es lo que se
llama, cabalmente, una expresión tácita de voluntad (art. 1146 del
Cód. Civil), que, en las circunstancias del caso, es una voluntad de
renunciar o de desistir o de no mantener el recurso (art. 873, Cód.
citado) .

Esa voluntad, al igual que en el precedente de cita, surge ma-
nifiesta del dictamen, en tanto se reconoce en él que "las irregula-
res circunstancias en que se produjo el ingreso de la comisión poli-
cial al domicilio de Carballo restan validez al acta de secuestro de
fs. 2 y obstan a que se tenga por acreditado el. ilícito que se repro-
cha al encartado" y que, por ello, "asiste razón al sentenciante".
Esta no es, sin duda, la expresión de agravios de un apelante, sino
la expresión de conformidad de quien se allana a la sentencia. Cuan-
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do no obstante ello, el representante del Ministerio Público dice
mantener el recurso "en atención a las opiniones diversas que en
causas análogas han puesto de manifiesto los jueces que integran
la sala Penal de esa Excma. Cámara" y "a fin de no excluir la juris-
dicción" de éstos, pretende transformar la jurisdicCión apelada del
tribunal en una jurisdicción de consulta, transformación que tam-
bién la Corte ha dicho expresamente que no es legítima (Fallos:
234:270, especialmenté pág. 300).

Pienso, por otra parte, que las razones dadas armonizan mejor
con el actual texto del art. 521 del Código de Procedimientos en lo
Criminal, que faculta al Fiscal de Cámara para. desistir, en dicta-
men fundado, de los recursos interpuestos por sus. inferiores, nor-
ma que se sustenta en la jurisprudencia de V. E. en los casos "Ma-
rio Sixto Gómez", "Monzo" y "Ricoy" (Fallos: 234:. 270, 367 Y 372),
como la propia exposición de motivos de la ley 22.383 lo expresa ..
Por ello, estimo que en supuestos como el de autos, en que exista
un dictamen que contenga la razonada manifestación de que la sen-
tencia apelada no causa agravio a dicho funcionario, no cabe sino.
entender que éste ha desistido del recurso deducido por el fiscal
de primera instancia, pese a que literalmente lo mantenga. Caso
contrario, se estaría confiriendo preponderancia a la voluntad de-
clarada de sostener una impugnación en el teórico interés de cono-
cer la opinión de los jueces sobre un tema debatido en la litis por
sobre la real que abriga el encargado de representar a la comuni-
dad .en el sentido del desinterés en la persecución penal del acusado.

Por lo expuesto, opino que corresponde revocar la sentencia ape-
lada en su parte pertinente y declarar firme a ese respecto la de
primera instancia (fs. 198/206). Buenos Aires, 19 de agosto de 1985.
Juan Octavio Gauna.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 13 de marzo de 1986.

Vistos los autos: "Carballo, Jorge Alberto - Vicente, Fernando
Daniel s/inf., ar:t. 6'?, ley 20.771".

Considerando:

1'?) Que el juez de primera instancia absolvió a Jorge Alberto Cal'-
baIlo por el delito de tenencia ilegítima de estupefacientes (fs. 198/
206), decisión que fue apelada por el ministerio público (fs. 206).
En la alzada, el fiscal de segunda instancia consideró que la senten-
cia absolutoria era acertada por cuanto no podía tenerse por acre-
ditado el delito, pero mantuvo el recurso "a fin de no excluir la
jurisdicción de la Cámara" (fs. 244). Finalmente, ésta revocó el pro-
nunciamiento y condenó a Carballo a la pena de un año de prisión
y multa (fs. 247/250).

2'?) Que la defensa dedujo el recurso extraordinario de fs. 256/
258, concedido a fs. 265, en el que se sostiene q~e la condena resulta
violatoria del arto 18 de la Constitución Nacional, toda vez que no
existió recurso fiscal que habilitara la jurisdicción de alzada, de
modo que el a qua incurrió en l-efannatia in pejus.

, 3'?) Que el tribunal ya tiene declarado que la conformidad ine-
quívoca del fiscal de segunda instancia con el fallo absolutorio del
juez de grado, quita sustento al recurso deducido por el inferior,
pues la apelación queda entonces privada de agravio real que justi-
fique la apertura de la jurisdicción de alzada; como así también
.que la circunstancia de haberse mantenido el recurso al solo efecto.
de que la Cámara se pronuncie no habilita dicha instancia, porque
lo contrario importaría legitimar un procedimiento de consulta ca-
rente de fundamento legal (Fallos: 244:)98; y t¡¡.mbién 234:270, 367
y 372; 237: 198 y 497). A lo que cabe añadir que la reforma intro-
ducida en el arto 521 del Código de Procedimientos en Materia Penal
por la ley 22.383, ha aceptado el criterio expuesto, que resulta de
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aplicación en la especie atento a los términos inequívocos del escrito
de fs. 244, que no pueden sino equivaler a un desistimiento de la
pretensión recursiva.

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por el señor
Procurador General, se revoca en lo pertinente la sentencia ape-
lada, y se declara firme al respecto la decisión de primera instan-
cia en cuanto absolvió a Jorge Alberto Carballo.

JosÉ SEVERO CABALLERO

BELLUSCIO .-:.. CARLOS

ANTONIO BACQUÉ.

CLAUDIO ABEL TOMAS ALMENA

AUGUSTO CÉSAR'

S. FAYT - JORGE

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arhitrarias. Procedencia del recurso. Falta de fundamentación sufi-
ciente.

Es arbitraria la sentencia que estableció el monto en concepto de indem-
nización civil por los daños causados por el delito de lesiones culposas
sin que s,e,,¡Ücancea perqibir cuál ha sido el parámetro utilizado o la
pauta monetaria tenida e~ :,consideración por el tribunal para establecer
el cuestionado monto, quj:VPor lo demás, por su exigüidad no se corres-
ponde con las 'Circunstancias probadas de la causa; esto es, la destrucción
total rlel vehículo en que se trasladaba la víctima, la edad con que con-
taba al momento del accidente, su calidad de padre de familia con dos
hijos, de corta edad y, especialmente, las graves consecuencias que en su
salud, de manera irreversible, arrojó el accidente que lo incapacitó en
un 60 a 70% para el trabejo (1).

(1) 13 de marzo. "Coronel, M. A. c/Segba", del 29 de agosto de 1985.
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SANTOS SEGUNDO ENRIQUE y OTROSv. INGENIO y REFINERIA
SAN MARTIN DEL TABACAL S.A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos pmpios. CuestiOltes no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Falta de fundamentación sufi-
ciente.

Aunque en prinCIpIo es bastante fundamento de' los decisorios judi-
ciales 1<1' referencia a 10 resuelto en otros pronunciamientos, ese' solo
extremo, sin referencia razonada a los hechos de la causa que se debe
decidir, resulta insuficiente para convalidar un fallo. La sentencia dic-
tada en esos términos adolece ,en esos supuestos de una de,cisiva ca-
rencia oe fundamentación que la descalifica como acto jurisdiccional
válido. Así ocurre en el caso en que el a qua -al hac'er lugar a la
demanda por diferencias de salarios, provenientes del reconocimiento
de la categoría laboral invocada por los actores- omitió toda refe-
rencia a las pruebas aportadas, a las que hace alusión el recurrente (1).

PARTIDO HUMANISTA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Trdmite.

Es ineficaz el recurso extraordinario condicionado al resultaqo de
otros recursos (2).

(1) 13 de marzo: Fallos: 298:565.
(2) 13 de marzo. Fallos: 256:54; 261:28, 420; 292:121; 295:J25; 307:2152.
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ELINA ELIESER PETIT v. INSTITUTO DE ENSEÑANZA PRIVADA
PEDRO GOYENA S. A.
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RECURSO EXTRAORDINARIO:-; Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Falta de fundamentación su-
ficiente.

La sentencia que hizo lugar parcialmente a la demanda iniciada por
cobro de 'distintas indemnizaciones laborales no se exhibe como ade-
. cuadamente fundada, ni constituye una derivación razonada del de-
recho vigente, con aplicación a las circunstancias comprobadas de la
causa, pues no expone motivos suficientes que en el caso justifiquen
un apartamiento de lo dispuesto en el art. 276 de la L.C.T ., ya que
el hecho. de que los índices que proporciona el"1.N.D.E. C. sean men-
suales, no obsta a que se tome el del mes de febrero de 1984en que,
conforme a lo resuelto por el propio tribunal, se produjo la mora, y
no el del mes posterior como ocurre en el fallo (1).

BONIFACIO ZALAZAR v. PROVINCIA DE BUENOS AIRES

DAROS Y PERJUICIOS: Responsabilidad del Estado. Obras públicas.

Corresponde hacer lugar a la demanda deducida por el propietario de
un hotel situado en la localidad de Epecuén, cuyas condiciones de
ubicación privilegiadas se vieron afectadas por el crecimiento impre-
visible del lago, a raíz de la actividad desplegada por las Direcciones
de Hidráulica y Vialidad dependientes de la Provincia. Ello es aSÍ,
pues los daños sufridos por esa propiedad son atribuidos a la acción
de las aguas provenientes de las filtraciones del muro de contención,'
la elevación de las napas freáticas, los desbordes de los POZos absor-
bentes y la falta de escurrimiento natural de las originadas por las
lluvias, y se manifiestan en la construcción, sin que hayan sido des-
virtuados por las explicaciones de la demandada.

DAROS Y PERJUICIOS: Determinación de la indemnización. Daño material.

El monto establecido en concepto de daño emergente por el producido
en un hotel a raíz de la actividad desplegada por las Direcciones de

(1) 13 de, marzo. Fallos: 297:110; 298:360; 299:226.
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Hidráulica y Vialidad de la Provincia de Buenos Aires debe ser ac-
tualizado hasta la fecha del efectivo pago sobre la base de la variación
del ínrlice del costo de la construcción publicado por el Instituto
Nacional de Estadística y Censos.

DAROS Y PERJUTCTOS: Determinación de la indemnización. Dai'ío material.

A fin ele fijai- la cuantía del lucro cesante --en el caso en que se con-
dena a la Provincia de Buenos Aires por los perjuicios sufridos por
un hotel- corresponde hacer mérito de los naturales riesgos de una
explotación comercial sobre la que gravitan factores" diversos,. entre
ellos y en proporción nada desdeñable, los de naturaleza económica.
Por lo tanto resulta necesario no ceñirse estrictamente a las conclu-
siones del experto y aplicar la facultad' del arto 165 del Código Pro-
cesal p:Ha fijar el referido monto.

DAROS Y PERJUICTOS: Determinación de la indemnización. Dai'ío moml.

No corresponde resarcir las ganancias futuras si se indemniza de ma-
nera integral el valor de la construcción e instalaciones hoteleras; y
tampoco el alegado daño moral.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 13 de marzo de 1986.

Autos y vistos:

1) A fs. 79/94 se presenta el señor Bonifacio Zalazar e inicia
demanda contra la Provincia de Buenos Aires. Dice que es propie-
tario de un hotel situado en la localidad de Epecuén, frente al lago
de ese nombre, que" explotó hasta fines del año 1980 y que estaba
dedicado a la actividad turística, importante en la zona.

El inmueble -continúa- tiene una ubicación privilegiada, cer-
cana al balneario municipal y contaba con una clientela constante
y numerosa que le aseguraba altos porcentajes de ocupación. Em-
pero, esas condiciones se vieron afectadas por el crecimiento im-
previsible del lago,' cuyo espejo de aguas ha alcanzado niveles nunca
conocidos y que ha obligado a cerrar las instalaciones. Tal fenó-



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 267

meno tiene su causa, según afirma, en la actividad desplegada por
las direcciones de Hidráulica y Vialidad, ambas dependientes de la
demandada, cuyos desaciertos han provocado el desvío del curso
natural de las aguas de otras cuencas, que desagotan, ahora, en el
sistema de las llamadas lagunas encadenadas del Oeste. Ese aporte
determinó la elevación del nivel del lago, obligando a la construc-
ción de un terraplén de contención, que si bien evita que las aguas
cubran el área urbana, impide el escurrimiento de las de origen
pluvial, que se acumulan y anegan la zona donde se encuentra el
hotel. También -sostiene- se ha producido el ascenso de las na-
pas, lo que ha deteriorado el inmueble en tal medida que la Muni-
cipalidad de Adolfo Alsina no permitió su habilitación.

Hace referencia a los antecedentes del fenómeno, para lo que
remite a las constancias de otros juicios similares, a los que vin-
cula concretamente con los daño,s de su propiedad y que han pro-
ducido, no sólo el ascenso de las aguas, sino también su perduración.
En ese sentido, expresa que los niveles de las lagunas configuran
una suerte de escalera descendente de este a oeste, desde la Alsina
hacia el lago Epecuén, y que el ingreso incontrolado de aguas por
el Canal Ameghino ha obligado a las autoridades provinciales a im-
pedir su escurrimiento, pese a lo cual han llegado al Epecuén, afec-
tando su área urbana y así, directamente, a su propiedad, que linda
con la ribera histórica del lago. También hace r~ferencia a otras
obras, entre ellas, la ejecución de la ruta provincial N'? 65.

Por último, describe los perjuicios sufridos, comprensivos del
daño emergente, derivado de los deterioros constructivos del in-
mueble y los gastos que originaron, y el lucro cesante causado por
la inactividad comercial, que involucra las temporadas ~979/80 y
1980/81, haciendo reserva de, los pertinentes a los períodos poste-
riores hasta la sentencia. Reclama daño moral.

II) A fs. 179/89 contesta la Provincia de Buenos Aires. Afirma
que durante los años 1976,' 1977 Y 1978 se produjo en la zona un
fenómeno meteorológico atípico que puede calificarse como un me-
teoro extraordinario, que dadas las circunstancias provocó, por la
reiteración de las precipitaciones producidas y su gravitación sobre
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la receptividad de la cuenca, altos niveles hídricos. Se refiere, asi-
mism9, a las lluvias caídas con relación al período 1917/19, en el
cual se registraron otras muy importantes que produjeron inunda-
ciones e infiere de ello que fue la obra de la naturaleza y no la
del hombre la que hizo que la cuenca recibiera caudales tan im-
portantes.

Desecha luego la supuesta influencia del Canal Ameghino, que
no produjo el incontrolado ingreso de aguas a que alude la actora,
como la que se adjudica a las obras viales. Agrega que mediante
una acción reguladora de las aguas benefició a la región donde se
encuentra la propiedad de la demandante y que se la pretende res-
ponsabilizar por hechos a los que es. ajena, que afectaron la zona
"pese a que su accionar en todo momento estuvo destinado a ali-
viar las consecuencias del meteoro, logrando que los daños sufri-
dos por los propietarios fueran mínimos" (fs. 183). Cuestiona, final-
mente, la existencia y cuantía de los perjuicios denunciados.

Considerando:

1<;».Que este juicio es de la competencia originaria de la Corte
Suprema (arts. 100 y 101 de la Constitución).

2<;»Que los argumentos de la demandada, expuestos en su con-
testacic;:my a cuyos términos deberá éeñirse la solución de la con-
troversia, se limitan a reiterar los que ya expuso en precedentes
fallados por el tribunal, vinculados con la .gravitación de las preci-
pitaci~mes pluviales caídas y la falta de causalidad entre los per-
juicios que se aducen y las obras hidráulicas o viales realizadas,
los que fueron oportunament~ desestimados (Causa G.276-XIX, "Gó-
mez Alzaga, Martín B. e/Buenos Aires! J,>rovinciade", sentencia del
27 de agosto de 1985; ca:usa T.322-XVIll, "Torres, Guillermo y otra
e/Buenos Aires, Provincia de", sentencia del 7 de diciembre de 1985).

3<;»Que, por otra parte, su interpretación del concepto hidro-
lógico de llanura de expansión, con el que pretende demostrar que
la propiedad de la actora se encuentra situada en el ámbito de lo
que llama cubeta lagunar, ya ha sido descalificada por esta Corte
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en la causa G.276-XrX, citada, en la cual, asimismo, se destacó la
sigi:lificación que se debe otorgar a los índices de recurrencia para
medir estos fenómenos. Con todo, caben algunas consideraciones
complementarias.

El consultor de la provincia, rng. Valdéz, cuestiona el concepto
de línea de. ribera -e implícitamente el de cota media histórica que
el perito designado de oficio¡ Ing. Schmidt, fija a fs. 719- si para
su determinación se toman series de cómputos relativamente corc
tos, por ejemplo del orden de 15 ó 20 años, toda vez que ese lapso
puede corresponder a períodos de seca o altas lluvias y no es, por
tanto, suficientemente demostrativo. En ese sentido, argumenta que
debe discriminarse la línea de ribera "externa", que involucra el
máximo de superficie inundable, y la "interna", por cuanto entre
ambas se encuentra la llanura de expansión, y entiende como cota
histórica el máximo nivel, que fue -a su juicio- el de 95,36m. al
que se llegó en 1915. Todo ello le sirve para afirmar que la propie-
dad de la actora está ubicada en la cubeta lagunar (ver fs. 894).

4':') Que de los antecedentes confrontados y de las propias ma-
nifestaciones de la demandada se desprende que invocó, como una
situación que pretende semejante a la presente, la inundación pro-
ducida entre los años 1917 y 1919, por lo que, presumiblemente, fue
.después de esas fechas que pudo registrarse una cota de nivel
elevada.

El informe de los ingenieros Romero y Gando que corre a
fs. 130/44 del expediente administrativo 2406-4473 agregado por
cuerda,indica para 1921 una altura de 93,65m. en los términos de
la cota iGM (fs. 139, ver informe del rng. Schmidt a fs. 728 de es-
tos autos), lo que revelaría que se registraron niveles semejantes
a los de los últimos años (recuérdese que las aguas llegaron en
1980 a 93,96m. y en 1982 a 94,15m. según el propio Valdéz) o que,
si en algún momento entre 1917 y 1921 fueron superiores, también
se produjo un relativamente rápido descenso de las aguas, cosa
que, como es obvio, no se ha dado en el presente caso. Pretender,
entonces, invocar una marca de 95,36m. antes de las máximas inun-
daCiones denunciadas por la actora, cuando se advierte que después
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de ellas se registró un nivel de 93,43m. para afirmar que el hotel
ubicado entre las cotas 93,19m. y 93,34m. está en la llanura de
expansión y de esa forma exonerarse de toda responsabilidad, es un
menguado argumento que el tribunal rechaza.

5':') Que, habida cuenta de lo expuesto, sólo corresponde fijar
la cuantía del perjuicio. La demandada pretende que no son las
aguas del lago las que, por escurrimiento superficial o subterráneo,
.han afectado la propiedad de la actora, y fundamenta tal asevera-
ción en la existencia de un terraplén, construido hacia 1979.

En su informe, el Ing. Schmidt indica cuál es la función de
ese terraplén, cuyo objeto -afirma- es impedir que las aguas del
lago cubran el radio urbano de Epecuén. Después de su construc-
ción, prosigue, fue "recrecido y protegido en su talud exterior me-
diante un enrocado, en el año 1980, para proteger contra el oleaje
y la elevación del nivel del lago". En el momento de efectuar su
inspección, en agosto de 1983, las aguas se encontraban próximas
a la cota 94, y hay zonas de la planta urbana que se ubican entre
las cotas 93,20 y 93,40 (coincide en esto con la que atribuye Valdéz
p la propiedad de la actora), que de no existir el terraplén estarían
cubiertas por las aguas.

Esa obra, no obstante sus propósitos, no alcanza para evitar
las filtraciones, que en el caso de cierres construidos sobre terre-
nos no rocosos y con materiales sueltos (como en este caso) son
mayores y pueden resultar incontrolables (ver fs .. 748 vta.). Esas
filtraciones y la variación de nivel de la napa freática, han produ-
cido el incremento y avance de la salinidad en la mampostería, el
anegamiento de los pozos negros y la inutilización de las instalacio-
nes (ver fs. 747/49 Y las conclusiones más generales de fs. 717/46).

6':') Que los daños sufridos por la propiedad del señor Zalazar
son atribuidos por el perito arquitecto Prengler, a la acción de las
aguas provenientes de las filtraciones del muro de contención, la
elevación de las napas freáticas, los desbordes de los pozos absor-
bentes y la falta de escurrimiento natural de las originadas por las
lluvias, y se manifiestan en la construcción provocando los efectos
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denunciados a fs. 542/43, punto a) y fs. 547, punto e). Esas conclu-
siones ratifican, en lo pertinente, las del Ing. Schmidt, y no han
sido desvirtuadas por las profusas explicaciones e impugnaciones de
la demandada, de manera que cabe tener por acreditado el perjui-
cio, del que sólo corresponde fijar su cuantía económica. Es opor-
tuno señalar que la Provincia de Buenos Aires, que ofreció como
prueba el dictamen de un consultor técnico, no produjo el respec-
tivo informe.

79) Que el arquitecto Prengler describe a fs. 543/45 el inmueble
en cuestión, del que da nuevos detalles en su ampliación de fs. 757/
69. Se trata una propiedad que ya aparece en el catastro municipal
del año 1938, con una superficie de 992m2 cubiertos y 103m2 semi-
cubiertos, y que registra en los planos municipales aprobados en
1981 una extensión total de 1481m2, de la que 1394m2 correspon-
den a superficie cubierta y 87m2 a semicubierta, Estas cifras varían
en más, según su propia verificación in situ, en 134m2 (fs. 760).
Los materiales empleados y las modalidades edilicias aparecen indio
cados a fs. 544. Habida cuenta del estado que presentaban las cons-
trucciones existentes al tiempo de practicar el peritaje, el arquitecto
Prengler afirma que el bien carecía de valor venal, conclusión que,
como parece de obvia evidencia por los datos de la realidad actual,
cabe tener por cierta (art. 163, IDC. 69, del Código Procesal). Sobre
esas bases, su tasación en buen estado de mantenimiento, ascendía
para agosto de 1982 a 879.714 pesos argentinos equivalente a 879,71
australes, suma estimada a fs. 545 excluido el valor del terreno toda
vez que subsiste su dominio por el actor; a esa cantidad debe aña-
dirse el 9 % de edificación en más verificada según punto f) de
fs. 760, lo que la eleva a $a 958.888 (A 958,88). Asimismo, juzga ra-
zonables los gastos en concepto de trabajos realizados entre los
años 1979 y 1980 para paliar los perjuicios causados por el fenó-
meno de capilaridad y elevación de las napas freáticas (fs. 548).
El tribunal acepta el valor asignado al edificio por el perito nom-
brado de oficio y lo establece como total resarcimiento en concepto
de daño emergente. Dicho monto deberá ser actualizado hasta la
fecha del efectivo pago sobre la base de la variación del Índice del
costo de la construcción publicado por el Instituto Nacional de
Estadística y Censos.
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89) Que, en cambio, corresponde una consideración especial del
reclamo por lucro cesante, en el que el actor involucra tanto el que
se vio privado de obtener como el futuro. El perito contador, señor
Ivanovic, ha determinado este tenglón tomando en cuenta la capa-
cidad habitacional del hotel, calculada sobre la base de las cons-
tancias de las actas de inspección y habilitación: municipal, los pro-
medios de ocupación de las temporadas anteriores y los márgenes
de utilidad denunciados, datos éstos para cuya obtención se sirvió,
sustancialmente, de la información suministrada por el actor, las
constancias de la facturación y los registros del libro de pasajeros.
Los comprobantes de gastos que tuvo a la "ista para determinar
los márgenes de utilidades también le fueron facilitados por Zala-
zar, quien no llevaba registros contables ni elaboraba balances (fs.
464 vta., fs. 463, punto 1, fs. 466, punto 11, entre otras constancias).
Por otra parte, es de destacar -como lo reconoce el experto- que
los ingresos denunciados sobre la base de esa documentación no
"coinciden para nada" con los denunciados con fines impositivos
(así, por ejemplo, para el año 1979, ver fs. 655 vta.).

99) Que todo lo expuesto conduce a una prudente apreciación
de este reclamo, en la que corresponde hacer mérito de los natu-
rales riesgos de una explotación comercial sobre la que gravitan
factores diversos, entre ellos y en proporción nada desdeñable, los
de naturaleza económica. Por lo tanto, parece aconsejable no de-
cidir el punto sobre especulaciones eminentemente teóricas como
las que desarrolla el perito contador-, quien, como lo reconoce a
fs. 657, dependió de información de una relativa base objetiva.
Estas observaciones tornan necesario no ceñirse estrictamente a las
conclusiones .del experto y aplicar la facultad del arto 165 del Có-
digo Procesal para fijar la cuantía del lucro cesante, que compren-
derá desde la temporada 1979/80 hasta la 1985/86, la primera en
la suma actualizada de cA 12.500, Y las sucesivas en la de cA 32.000
por cada período. Es oportuno dejar constancia que respecto de
la pericial contable y al igual que en lo atinente a la arquitectó-
nica, la demandada no produjo el informe de su consultor técnico.

109) Que en cambio, parece impropio resarcir las ganancias fu-
turas si se tiene en cuenta que se indemniza de manera integral
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el valor de la construcción e instalaciones hoteleras; y tampoco el
alegado daño moral corno ya se estableció en casos semejantes
(causa T.322.XVIII. "Torres, Guillermo y otra c/Buenos Aires, Pro-
vincia de s/ordinario", sentencia del 17 de diciembre de 1985).

Por ello, y de conformidad con lo dispuesto por el arto 1112
y concs. 'del Código Civil, se decide: Hacer lugar parcialmente a
la demanda seguida por Bonifacici Zalazar contra la Provincia de
Buenos Aires y condenar a ésta a pagar en el plazo de 30 días
de quedar firme la 'liquidación' que se practicará el capital que allí
se establezca y los intereses al 6 % anual desde agosto de. 1982
respecto del valor del bien que se manda indemnizar y desde el
vencimiento de cada temporada a partir de la de los años 1979/80
en lo atinente al lucro cesante. Los cálculos se deberán ajustar a
las pautas fijadas en la resolución del 17 de octubre de 1985 re-
caída en la causa: T.80.XIX. "Tello, Roberto y otros c/Buenos Ai-
res, Provincia de s/expropiación irregular" (Considerandos 6'? a 8':'
--en lo pertinente-). Con costas.

JosÉ SEVERO CABALLERO

BELL'(JSCIO - CARLOS

ANTONIO BACQuÉ.

GILBERTO AGUILERA y OTROS

AUGUSTO CÉSAR

S. FAYT - JORGE

.TURlSDICCION y COMPETENCIA: Cuestiones de compelel1cia. Gel1eralidades.

Si bien el régimen de preélusión es ajeno al debate entre magistrados
judiciales sobre sus respectivas competencias, las razones de seguridad
jurídica y de orden procesal que sustentan esa institución valen para
proscribir los debates manifiestamente extemporáneos. Ello es así,
pues admitir que un magistrado adopte en la misma cal.jsa y sobre Jos
mismo;; hechos comprobados, criterios jurídicos sucesivos y contra-
dictorios, conspira contra las mencionadas razones de seguridad jurí-
dica y buena administración de justicia (1).

(1) 13 de marzo. Fallos: 307:1608,1696.
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JURISDICCION y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. Gel1eralidades.

El juez en lo Penal Económico no se halla autorizado para revisar su
competencia después de haber aceptado la atribución que le hizo la
Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Fede-
ral. A ello no obsta que la nueva declinatoria haya obedecido a un in-
cidente promovido por. el Ministerio Público, pues éste no realizó
ninguna actividad procesal que variara el sustento fáctico sobre el
que ver<;ó la anterior. cuestión de competencia y, por otra parte, carece
de influencia que la resolución de la Cámara Federal no tenga fuerza
dirimente por no darse el supuesto del art. 24, ine. 7, del decreto-ley
1285/58, pues aceptada quedó fijada la competencia en cabeza del
Juez en lo Penal Económico, salvo nuevas probanzas que modiriquen
aquél.

CINTURON ECOLOGICO AREA METROPOLITANA Soc. DEL ESTADO,
CARLOS A. LAGOMARSINO

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordÍlzaria. Por el territorio.
Lugar del domicilio 'de las partes.

El delito previsto en el arto 173, inc. 7~, del Código Penal, debe ser
juzgado en el lugar donde debe efectuar.se la rendición de cuentas, el
que -no mediando estipulación en contrario- debe entenderse ubio
cado en el domicilio de la administración, sin que tenga necesaria-
mente Que coincidir con el domicilio legal de la sociedad (1).

JURISDICCION y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. Intervencióz1 de
la Corte Suprema.

Si el Juez de Instrucción no realizó ninguna diligencia desde la remi-
sión del expedlCnte, hasta que el juez provincial se declaró incompe-
tente y tampoco se realizó ninguna actividad procesal por el jucz penal
que siguió en turno, resulta que de la' falta' de cumplimiento por el
Juez de Instrucción de la' Capital de las normas de procedimientos
nacionales y' de la' doctrina según la cual las' cuestiones de competencia
deben tramitarse por vía incidental, el sumario ha quedado parali-
zado en contravención con lo que dispone el arto 68 del Código de

(1) 13 dc marzo. Fallos: 275:306 y 366; 281:333; 300:231 y 885; 301:471;
"Persichini, Tomás y otros", '14' de noviembre de 1985.
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Procedimientos en Materia Penal en desmedro del buen serVICIOde
justici3, por 10 que corresponde exhortar al juez nacional para que
omisiones similares no se produzcan en el futuro, y comunicar a la
Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires respecto de los tri-
bunal~s sobre los cuales ejerce superintendencia (1).

LUIS MARIA CHICHIZOLA

JURISDICCION y COMPET¡iNCIA: Competencia ordinaria. Por la materia.
Cuestio1]es penales. Preve'nción en la causa.

Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de
una contienda de competencia, que las declaraciones de incompeten-
cia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales ver-
san y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en
re!ació'l a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar
de su comisión y, sobre tal base, respecto de! juez a quien compete
investigarlo y juzgarlo. Al no concurrir en e! caso tales elementos, co-
rresponde al juez que previno en la causa continuar conociendo en la
misma (2).

MIGUEL RUBEN YAPURA

JURISDICCION y COMPETENCIA: Compete17cia federal, Causas penales. De-
litos que obstruyen el normal funcionamiento de las instituciones nacionales.

Es competente e! juez provincial que previno en la causa, y no el' fe-
deral, para conocer en el hurto perpetrado en perjuicio de un parti-
cular en el Banco de la Nación Argentina, toda vez que -al no apa-
recer en autos otro elemento de juicio que pueda hacer surgir dicha
competencia- no basta que un hecho ilícito se consume en lugares
reservados al Estado Nacional para que su conocimiento competa al
fuero de excepción (3).

(1) "Campón. Angel Fernando" y "Martínez, José y otro", 20 de se-
tiembre y 18 de diciembre de 1984. Fallos: 239: 353; 240: 9 y 289: 446.,

(2) 13 de marzo. Fallos: 303: 1531; "Boeris, Enrique Fartunato ", 29 de
marzo de 1984.

(3) 13 de marzo. Fallos: 303: 1938 y 304: 1264.
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RAUL PEDRO GERMAN

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordifwria. Por el territol'io,
Lugar del delitc).

Es ,competente el Juez Nacional en lo Criminal de Instrucción -quien
previno en la causa- y no el juez provincial, si nada indica el sitio
en que se habría consumado el llecho -adulteración de la numeración
original del mOtOl' de un camión que había sido adquirido en esas
condiciones en la ciudad de Mar del Plata, y que fue advertida en la
planta de verificación de automoton:s de la Capital Federal-, por lo
que debe estarse al lugar en que aquél fue. secuestrado y comprobada
la infracción (1) .

DOMINGO GUZMAN ELORRIAGA' y OTROS

JURISDICCION y COMPETENCIA: Cuestio17es de competencia. Intervención
de la Corte Suprema.

Aún cuando se encuentran materialmente reunidos los requisitos para
trabar la contienda de competencia, la cuestión planteada debe en-
contrarse precedida de la investigación necesar.ia para que se puedan
ejercer las facultades que confiere el art. 24, inc. 7~, del decreto-ley
1285/58 (2).

JURISDICCION y COMPET:ENCIA: Con1pete'7cia ordinaria. Por la materia .
.cuestiones penales. Prevención en la causa.

Corresponde remitir las actuaciones al juez que previno, quien deberá
recabar los antecedentes necesarios para determinar la concreta con-
ducta que pueda atribuirse a los denunciados y los alcances de la
resoluCIón del juez federal, para, sobre esa base, efectuar la califica-
ción que corresponda al hecho y en consecuencia la competencia para
juzgarlo.

(1) 13 de marzo. Fallos: 306:17.11.
(2) 13 de marzo. Fallos: 300:640.
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FERROCARRIL NACIONAL GENERAL ROCA
(SAN ANTONIO OESTE)

277

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Causas pe/lales. De-
litos en perj,uicio de los bielles y rentas de la Nación y de sus entidades autár-
quicas.

No habilita la competencia de la justicia de excepción, el hecho de que
la empresa estatal haya respondido por la desaparición de la mer-
caderÍ'l cuyo transporte y custodia le habían sido encomendados, pues
el daño que podría irrogarse al patrimonio nacional en tal supuesto,
no p~ede identificarse con el previsto en el arto 3~, inc. 3~,de la ley 48,
ya que la referencia legal a los delitos que tienden a la defraudación
de sus rentas, se ocupa de los casos en que los daños sufridos por el
Estado Nacional son los que corresponden al resultado directo de la
acCión típica de que se trata. En el caso -en que se investiga la sus-
tracción "de mercaderías transportadas en un vagón del Ferrocarril
General Roca, cargadas en la Provincia de Buenos Aires, con destino a
la de RlO Ne~ro-, es competente la justicia local de la Provincia de
Buenos Aires, toda vez que la rotura de los precintos de seguridad ori.
ginales fue advertida al arribar el convoya la estación Cañuelas, donde
se colocan otros en reemplazo, llegando intactos a la Provincia de
Río Negro(I).

~ARCELO ENRIQUE BERNASCONI

RECURSO EX1 RAORDINAJ!.10: Requisitos" propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas locales de p¡'ocedimientos. Doble instancia y recursos.

Si bien como regla las resoluciones que se refieren al recurso de ina-
plicabilidad de ley no pueden ser revisadas por la vía extraordinaria,
proced~ hacer excepción a tal principio cuando media alguna" causal
de arbitrariedad que descalifique el pronunciamiento.

(1) "13de marzo. "Fiscal s/averiguación robo en perJUIcIO del Ferroca-
rril General San Martín", 30 de octubre de 1984; "Ferrocarril Ge-
neral Ruca Jesta~ión Viedma) ~/denuncia robo", 4 de marzo de
1986.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideración
de extremos conducentes.

Es descalificable el pronunciamiento del tribunal plenario que de-
claró mal concedido el recurso de inaplicabilidad de ley por entender
que el planteo contenía cuestiones de hecho y no de derecho. Ello es
así, pues el tema sometido a dicho tribunal involucra una cuestión de
derecho que debió considerar el a. qua, ya que se trata de resolver si
el arto 6~ de la ley 20.771 incrimina toda tenencia de estupcfacien les,
sin ne-::esidad de considerar su dimensión cuantitativa, o si, por el
contrario, además de la tenencia comprobada debe valorarse también
la cantidad concreta dc sustancia secuestrada en poder del imputado,
para establec~r si ella rcsulta suficiente para configurar el referido
delito.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

:rrJ'",1 '
Suprema Corte:

La Cámara Nacional de Apelaciones en 10 Criminal y Correc-
cional, en pleno, declaró mal concedido el recurso de inaplicabi-
lidad de ley deducido por la defensa del condenado contra la sen-
tencia de la Sala IV, que impuso a éste un año de prisión de eje-
cución condicional y multa, por considerarlo autor responsable del
delito de tenencia ilegítima de estupefacientes (fs. 226/227).

Apelada que fue tal decisión por la vía del arto 14 de la ley 48
y negado el recurso (fs. 238), el interesado efectuó la presentación
directa en que V.E. solicita mi dictamen.

A mi modo de ver, el remedio federal intentado carece de la
debida fundamentación autónoma exigida por el arto 15 de la ley 48
y la jurisprudencia del Tribunal. En efecto, V.E. ha establecido
reiteradamente que el escrito de interposición debe contener el re-
lato de los hechos de la causa necesario para establecer la relación
directa e inmediata existente entre lo que ha sido materia de deba-
te y decisión y las disposiciones de naturaleza federal cuya viola-
ción se aduce (Fallos 251:274; 255:211; 267:439; 270:349; 276:313;
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279:31; 280:121; 282:13; 286:290; 288:448; 291:602; 293:294; 294:73;
295:99; 296:639; 302:1171; 303:374, entre muchos otros), y el de
fs. 232/234 del principal carece de tal relato. Además, es evidente
que la omisión ha tratado de ser sorteada en el recurso de hecho,
vía que la jurisprudencia de la Corte ha declarado inidónea para
suplir ese defecto (Fallos: 297:440; 298:286; y otros).

Por otra parte, óbIce adicional a la habilitación de la instancia
lo constituye la inexistencia, en el caso, del requisito de sentencia
definitiva. Ello así porque, como se resolviera en Fallos: 300: 1134,
no cabe la vía del recurso extraordinario contra la sentencia ple-
naria que declara la improcedencia del recJ.lrso de inaplicabilidad
de ley, pues es la sentencia dictada por la Sala la que reviste el
carácter de definitiva, toda vez que el recurso que se interpuso
contra ella fue declarado inadmisible por motivos que no importan
decisión sobre el fondo de la causa.

Opino, por tanto, que corresponde desestimar la queja. Bue-
nos Aires, 25 de abril de 1985. Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 13 de marzo de 1986.
. ill

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el abogado
defensor en la causa Bernasconi, Marcelo Enrique s/inf. ley 20.771",
para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1?) Que mediante la sentencia de fs. 212/214 de los autos prin-
cipales, la Sala IV de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Cri-
minal y Correccional, condenó a Marcelo Enrique Bernasconi como
autor del delito previsto en el arto 6? de la ley 20.771. Contra ese
pronunciamiento dedujo la defensa recurso de inaplicabilidad de
ley, en razón de la existencia de precedentes contradictorios en el
sentido de que la tenencia de una cantidad insignificante de estu-
pefacientes no configura el delito mencionado (fs. 221). Este reme-
dio fue otorgado por la Sala (fs. 224), pero el tribunal plenario lo
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declaró mal concedido por cuanto, a su juicio, el planteo contenía
cuestiones de hecho y no de derecho (fs. 226/227).

29) Que esta última decisión motivó el recurso extraordinario
de fs. 232/234, cuyo rechazo (fs. 238) origina la presente queja. En
punto a su admisibilidad cabe señalar, en primer lugar, que ,en el
escrito respectivo -si bien escueto- el apelante ha planteado de
manera suficiente el agravio que le ocasiona el fallo impugnado, por
lo que no media óbice en este aspecto (Fallos: 297:326; 300:214,
entre otros); y, en segundo término, que aunque como regla las
resoluciones de la naturaleza de la aquÍ apelada no pueden ser revi-
sadas por la vía extraordinaria, procede hacer excepción a tal prin-
cipio cuandó media alguna causal de arbitrariedad que descalifique
el pronunciamiento (Fallos: 285: 308; causa G.53.xX. "Guichandut,
BIas Juan", del 16 de abril de 1985).

39) Que el téma sometido al tribunal plenario importaba re-
solver si el arto 69 de la ley 20.771 incrimina toda tenencia de estu-
pefaci~ntes, sin necesidad de considerar su dimensión cuantitativa,
o si, por el contrario, además de la tenencia comprobada debe valo-
rarse también la cantidad concreta de sustáncia secuestrada en
poder del imputado, para establecer si ella resulta suficiente para
configurar el referido delito. En otras palabras, si dicho artículo
69 admite o no la posibilidad de efectuar discriminaciones cuanti-
tativas. Como se advierte, la solución del interrogante conduce al
examen de la norma, de modo que si bien se enlaza con circuns-
tancias fácticas, el planteo involucra una cuestión de derecho que
debió considerar el a qua.

Por ello, habiendo dictaminado el señor Procurador General,
se admite la queja y se declara procedente el recurso extraordina-
rio, revocándose la sentencia de fs. 226/227.

JOSÉ SEVERO CABALLERO

BELLUSCIO - CARLOS

ANTONIO BACQuÉ.

AUGUSTO CÉSAR

S. FAYT - JORGE
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'OLGACRISTINA D'ANDREA DE SASSONE y OTRAV. SHELL C.A.P.S.A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas locales de procedimientos. Cosa juzg{lda.

Si bien lo atinente a la existencia o inexistencia de cosa juzgada es un
problema de hecho y de derecho procesal, extraño a la instancia del
arto 14 de la ley 48, ello no impide a la Corte conocer en un planteo
de esa naturaleza cuando su examen por los tribunales de la causa
extiende su valor formal más allá 'de límites rqzonables, utiliza pautas
de excesiva latitud y prescinde de una adecuada ponderación de las
constancias relevantes del expediente, todo lo cual redunda en evi-
.dente menoscabo de la garantía consagrada en el art. 18 de la Cons-
titución Nacional (1).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Pro-
cedimiento )' seiztencia.

Es violatorio del derecho de .defensa el pronunciamiento que atri-
buye efectos de cosa juzgada a la sentencia definitva dictada en el
proceso en f'1 que sólo .se había hecho lugar a la solicitud de
indemnización del "lucro cesante" derivado de la clausura de la esta-
ción de servicio en explotación, privando a las actas de tutela juris-
diccional en punto a los restantes. reclamos de resarcimiento -"daño
emergente" y "daño moral"- materia del proceso que resultó ani-
quilado (2).

CONSTITUClON NACIONAL: Derechos )' garantías. Defensa en juicio. Proce-
dimiento )' sentencia.

Es descalificable la sentencia que hizo lugar a la excepclOn de cosa
. juzgada deducida por la demandada en un proceso de daños y per-
juicios, SI media un apartamiento inequívoco de la norma procesal que
impone al juez el deber de velar por la igualdad de las partes (art.
34, inc. S?, apartado c), del Código Procesal), pues al poner en ca-
beza de la actora la carga de interponer la totalidad de sus pretensiones
contra la demandada en un solo proceso debió, en su caso, aplicar
idéntico criteric en el examen de la actitud de su contraria, la cual,
al oponerse a la acumulación de los autos, rl)nsintió el trámite por

(1) 13 de marzo.
(2) Fallos: 307:949.
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separado del proceso más reciente y no formuló objeción alguna acer-
ca de la existencia de "litispendencia", defensa solamente alegada al
contestar el traslado de la demanda y que al colocar a dicha parte
en abierta contradicción con su conducta antecedente no debió me-
recer el amparo del, órgano jurisdiccional.

ARMANDO FOGANTE v. MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gravamen.

Si la objeción referente al punto de partida del reajuste del crédito
ha sido resuelta por la Cámara en la aclaratoria correspondiente, al
mediar ,onformidad entre esta decisión y lo sustentado por la recu-
rrente, no subsiste 'agravio alguno emergente de dicha circunstancia (1).

RECURSO EXTRAOf!J)INARIO: Requisitos pmpios. Cuestio17es 170 federales.
Sentencias arhitrarias. Pmcedencia del recurso. Falta de fundamel1tacióI1 su-
ficiente.

Si bie:l la determinación de los términos de la litis y el establecer el
alcance de los agravios de las partes constituye una materia fáctica
de carácter no federal, corresponde hacer lugar al agravio atinente a
la ampliación de la indemnización por los gastos hechos relativos a
la exp-lotación durante la utilización del suelo, habida cuenta dc que
la actora no mvocó concretamente el perjuicio reconocido y de que el
tribunal no ha p'recis?do de manera alguna el contenido y alcance
de ese daño, pues no basta a ese efecto con la mera referencia a su
inclusión en la condena.

ALEJANDRO ROMULO IACCARINO y OTROS

DEPRECIACTON MONETARIA: Honorarios.

La int'crpretación y aplicación de normas vinculadas a la protección
de los honorarios de los abogados no puede condudr a una situación
contraria, esto es, una reducción notoria de los valores constantes fí-

(1) 13 de marzo.
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jados al regularlos, situación que resulta manifiesta si se cristaliza el
monto de los honorarios regulados en primera instancia con abstrac-
ción del deterioro experimentado por el signo monetario en el tiempo
transcurrido desde el dictado del auto regulatorio hasta que éste ad-
quiere firmeza por pronunciamiento confirmatorio, como. ocurre en
el caso en que -regulados los honorarios- por razones ajenas a la
voluntad de dicho profesional, transcurrieron aproximadamente seis
años hasta tanto se pudiera individualizar en autos el domicilio real
de los deudores, dato éste indispensable a los fines de la notificación
prevista por el art. 62 de la ley 21.839,y el a qua, luego de transcurrido
el lapso de referencia se expidió confirmando el auto regula torio sin
salvedad alguna vinculada a la aetualiz[\ción eventual de aqucllos
montos (1).

ORAZIO ARCANA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cues-
tiones federales simples. Interpretación .de las leyes federales.

La cuestión consistente en establecer si ante la falta de previsión por el
arto 161de la ley 11.683 (t.o. 1978y sus modificaciones) de la tasa de
interés relativa a las repeticiones. corresponde hacer aplicación de la
contemplada en el arto 42 de la misma ley para el supuesto de la falta
de ingreso oportuno por el contribuyente de los conceptos allí enu-
merados, excede la simple determinación de la tasa de interés apli-
cable, y corresponde declarar la: procedencia del recurso extraordina-
rio toda vez que se cuestiona el alcance de normas de carácter fede-
ral y la decisión del superior tribunal de la causa ha sido contraria
al derecho que en ellas funda la apelante (art. 14, inc. 3?, de la ley 48).

IMPUESTO: Repetición.

Corresponde confirmar la sentencia que -por entender que si bien el
arto 161de la ley 11.683 (t.o. 1978y sus modific.) no menciona el tipo
de interés aplicable a las repeticiones de tributos, no puede recurrirse
para suplir tal vacío a la previsión del art. 42 del mismo cuerpo legal,
dada la dist;nta finalidad que trasuntan ambas normas- redujo a la
tasa del 6% anual los intereses aplicables sobre las sumas que el Fisco
Nacional resultó condenado a devolver a la aetora. Ello es así, pues

(1) 13 de marf:o. Fallos: 303:863.
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las normas mencionadas están situadas en capítulos referentes a temas
muy distintos y el objeto del arto 42 -introducido por ley 21.858- es
enteramente ajeno al supuesto de repetición de tributos pagados in.
debidamente, caso en el cual no existe el propósito de constreñir al
fisco .a dar rápido cumplimiento a la restitución.

IMPUESTO: Repetición.

La extepsión analógica de lo dispuesto en el arto 42 de la ley 11.683 (1.0.
en 1975 y sus modific.) al supuesto de repetición de tributos carece
de justificación por tratarse de situaciones de diversa índole, ya que
resulta obvio el interés común en el pago puntual de los impuestos a
fin de permitir el normal desenvolvimiento de las finalidades del Es-
tado, interés que justifica la elevación de las tasas más allá de lo
normal, el,evadón que -por otra parte- no beneficia a personas de-
terminadas sino a la comunidad toda. Dichos objetivos son propios del
ámbito al cual se refiere la regla cuya extensión analógica se pretende,
lo qu~ no permite su aplicación por esa vía a casos en los cuales
aquéllos no se presentan.

IMPUESTO: h¡lerprelación de 1lOl'/nas impositivas.

Los reparos dirigidos contra los fundamentos en que el fallo apelado
finca la disparidad de tratamiento de las obligaciones contempladas en
los art:>o161 y 42 de la ley 11.683 (t.o. 1978 y sus mOdific.), constituyen
objeción válid? a lo resuelto en él, porque el criterio que informa la
decisión adoptada implica prescindir de la regla metodológica esta-
blecida por la propia ley tributaria (art. 11), y que impone efectuar la
exégesis de sus disposiciones mediante una razonable y discreta in-
terpretación de los preceptos propios del régimen impositiyo y de las
razones que ]os' informan con miras a determinar la voluntad legis-
lativa; debiendo recurrirse a los principios del derecho común, con
carácter supletorio posterior, cuando aquellas fuentes no resulten de-
cisivas (Disidencia de los Dres. Enrique Santiago Petracchi y Jorge
Antonio Bacqué).

IMPUESTO: Repetició1l.

El pr~supuesto generador de los intereses estableci40s por el art. 42
de la ley 11.683 (1.0. en 1978 y sus modific.) así como de los previstos
por el art, 161, no es ,otro que la mora del 'deudor en el cumplimiento
de la !)1"estaciónque la ley pone a su cargo. Esta falta de cumplimiento
oportuno -se encuentre la deuda a cargo del contribuyente o del
.Estado- es el hecho que la ley contempla para establecer el comienzo
del curso de los intereses ya que ellos representan un modo específico
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de indemnización al acreedor, por el retraso en la satisfacción de esa
'obligación, pecuniaria (Disidencia de los Dres. Enrique Santiago Pe-
tracchi v Jorge Antonio Bacqué).

IMPUESTO: l.'lterpretación de normas impositivas.

Por ser análoga la finalidad con la que los accesorios han sido insti.
tuidos en los arts. 42 y 161 de la ley 11.683 (1.0. 1978Y modific.), la
adopcii)n de un criterio diferencial no previsto por el legislador en
cuanto al al:::ance del resarcimiento en uno y otro caso, se revelaría
falta de razonabilidad. Ello implicaría, además, omitir que dicha ley
constituye un instrumento normativo unitario y coherente, por lo que
no cabe, dentro de una sana hermenéutica, considerar de modo inde-
pendiente aquéllos de sus artículos que componen un mismo sistema,
ya' que una interpretación racional impone la búsqueda del sentido
jurídicJ total que se obtiene por la conexión de las disposiciones que
lo integnm (Disidencia de los Dres. Enrique Santiago Petracchi y Jor-
ge Antonio Bacqué).

DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:'

Contra la sentencia de la Sala IV de la Cámara Nacional de
Apelaciones en lo Contenciosoadministrativo Federal, que r~vocó lo
resuelto por el Tribunal Fiscal y declaró que en los supuestos de
repetición de impuestos la tasa a abonar por el Fisco Nacional era
del 6 % anual sobre monto actualizado, dedujo la actora recurso
extraordin'ario, el que fue concedido a fs. 302.

Para arribar a la decisión que se 'impugna, sostuvo el a quo
que la falta de precisión del arto 161 de la ley 11.683 (t.o. 1978) en
punto a la tasa de interés correspondiente a las acciones de repe-
tición, no podía llevar sin más a aplicar en forma analógica el
arto 42 de ese cuerpo legal que reconoce una finalidad diferente a
la del precepto mencionado en primer término .

.Expuso en tal orden de ideas que esta clase de acciones inicia-
das por los contribuyentes tienden a la reparación del daño oca-
sionado por el pago indebido, sea éste voluntario o ~ requerimiento
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de la propia administración, encontrándose en juego tan sólo el
interés privado, razón por la que debe someterse a las mismas
normas que rigen las relaciones patrimoniales de igual naturaleza.
Por el contrario, agregó, el accesorio previsto en el arto 42 de la
ley 11.683 trasciende, el mero interés particular de las partes, ya
que pone de relieve la finalidad de estructurar un sistema que per-
mita una más eficiente y rápida recaudación tributaria.

Todo ello, señaló el tribunal, justifica que ante la mora del
contribuyente en el cumplimiento. de sus obligaciones tributarias,
la ley prevea la posibilidad de la fijación de una tasa de interés
más elevada que aquella prevista en las relaciones entre particu-
lares. Por lo demás, continuó, dicha diferencia se encuentra plas-
mada en la ley 11.683 en punto a la constitución en mora y en el
hecho de que el legislador haya previsto en forma expresa sólo los
intereses que debe abonar el contribuyente al organismo recau-
dador.

La recurrente, por su parte, afirma que los intereses a que se
refiere el art. 161 de la ley 11.683 (t.o. 1978) tienen como fin último
resarcir al contribuyente por la demora en que incurre el fisco
para efectuar la devolución de las sumas pagadas indebidamente
en concepto de impuestos,- naturaleza' equivalente a la que cabe
asignar a los intereses previstos en el arto 42 de la misma ley. La
referida naturaleza resarcitoria surge, por otra parte, del hecho
que para la determinación de estos últimos no es necesario seguir
el procedimiento reglado por los arts. 23 y 24 ni el de los arts. 72
y 73 de la Ley de Procedimiento Tributario.

Ello torna razonable, según estima, la conclusión a que arri-
bara el Tribunal Fiscal en el fallo plenario "Rader Radiodifusora
de Rosario S'.A.", en punto a que el art. 161 debía integrarse en lo
que hace a la tasa aplica::'1e con el arto 42 del mismo cuerpo.

Recuerda que en los fundamentos de ese plenario se dijo, que
el referido arto 161 consagra en favor de los responsables que repi-
ten un gravamen, la obligación accesoria y simétrica, bien que de
sentido contrario a la que instituye el art. 42 de ese mismo texto,
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cuya finalidad reparatoria es complementaria de la actualización
prevista en ese instrumento normativo, y que si bien no contiene
referencia alguna sobre la tasa a aplicar, corresponde recurrir en
tal caso a la del arto 42 en virtud del reenvío que efectúa el arto
ISO, vale decir, la de su paralela en sentido contrario en virtud de
la igualdad sustantiva y procesal de los sujetos de la relación tri-
butaria.

Al margen del fundamento que antecede, considera que el tema
en examen puede resolverse también por aplicación de los arts. 794,
811 y 812 del Código Aduanero para el caso de estimarse inaplica-
bles las disposiciones antes mencionadas de la ley 11.683 (t.o. 1978),
lo que evitaría recurrir al derecho de fondo en vez de aplicar la ley
fiscal análoga.

En primer térmi,no, debo señalar que el recurso extraordinario
resulta procedente desde el punto de vista formal en tanto se cues-
tiona el alcance asignado a disposiciones de naturaleza federal como
los arts. 42, 150 Y 161 de la ley 11.683 (t.o. 1978) y lo resuelto ha
sido en contra de las pretensiones que la recurrente fundó en di-
chas normas.

Sentado ello, creo conveniente destacar que los intereses a que
se refiere el arto 161 de la ley 11.683 son legales en cuanto a su
origen y moratorios en cuanto a su finalidad la cual no es otra
que resarcir al contribuyente por el daño que sufre como conse-
cuencia de la mora del fisco en devolver un impuesto abonado de-
más por aquél. La referida norma determina el momento a partir
del cual comienza el cómputo de esos accesorios y, a mi juicio,
contempla en forma implícita que ellos se deben hasta el efectivo
pago, razón por la cual no comparto el criterio de integrar esta
disposición con el arto 150 del mismo cuerpo.

Queda entonces entendido que el único elemento omitido por
el legislador en la redacción del artículo mencionado en primer
término es la tasa aplicable en los supuestos' allí contemplados.

Como lo recordé al dictaminar con fecha 21 de mayo de 1984
en la causa E. 202 "ECA CINES' S.R.L. e/Instituto Nacional de
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Cinematografía", desde el punto de la acción de repetición en ge-
neral en Fallos: 297:500 el Tribunal, en anterior composición, se-
ñaló que del análisis de los arts. 74 y 76 de la ley 11.683 (1.0. 1974)
se desprendía que el fundamento de ese instituto se encontraba
referido "al pago indebido, o sea, al efectuado sin causa en sentido
lato, por no haberse verificado el hecho generador de la obligación".

Señaló la Corte entonces, que dos eran los fundamentos de la
acción destinada a lograr la restitución de lo pagado indebida-
mente en concepto de tributos: a) El primero, basado en el prin-
cipio de derecho natural, según el cual nadie debe enriquecerse
sin, causa a costa de otro, "regla ética de proyección patrimonial
que no solamente alcánza a las personas privadas sino también al
Estado".

b) El segundo, sustentado en otro razonamiento esencialmente
jurídico "que se encuentra en las garantías constitucionales que
alcanzan a la protección del contribuyente frente a posibles des-
víos de la ley o su aplicación".

Como coüsecuencia de esa categoría de pago sin causa se ori-
gina una relación jurídica simétrica de signo contrario y opuesta,
como lo ha señalado una parte de la doctrina, a la que tiene como
objeto al tributo. Esta simetría, sin embargo, no es total en la
medida en que cede cuando el legislador resuelve adoptar solucio-
nes diferenciadas para problemas análogos y como consecuencia
de lo que ya expresara al dictaminar con fecha 3 de diciembre de
1984 en la causa C.217, L. XX, Cía. Azucarera del Norte c/Adminis-
tración Nacional de Aduanas s/recu):"so de apelación. R.R." en or-
den a que el principio de legalidad con todo lo que el mismo su-
pone, es una garantía del contribuyente y no del fisco. También
cede lá simetría de ambas relaciones en supuestos especiales como
el analizado en la citada causa "ECA CINES S.A. c/Instituto Na-
cional de Cinematografía".

Lo expuesto me lleva a señalar, además, que no comparto el
criterio del a qua según el cual en los supuestos de repetición está
en juego exclusivamente el interés privado y en ese sentido se
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encuentra sometido el instituto a las mismas normas que rigen las
relaciones patrimoniales privadas. A mi juicio, el interés público
comprometido en la correcta recaudación de los tributos no cul-
mina en el momento en que se materializa el pago, sino que su
presencia se prolonga en las relaciones subsistentes entre el fisco
y el contribuyente,. en tanto no puede. perderse de vista las bases
eticas sobre las que debe realizar el fisco su actividad recaudadora
(Dictamen del suscripto in re R. 30 "Repartidores de kerosene de
Y.P.F. de Córdoba. c/Fisco Nacional. D.G.!.", de fecha 28 de mayo
de 1984).

Por otra parte, también discrepo con lo expresado por el a qua.
en cuanto a que la finalidad del arto 42 de la ley 11.683 sea la de
estructurar un sistema que permita una más eficiente y rápida
recaudación de impuestos. Expresé al comienzo que los intereses
del arto 161 del mencionado .ordenamiento tienen fuente legal y su
finalidad es resarcir el daño moratoria y no observo que en nin-
guna de ambas características se diferencien de los accesorios a
que se refiere el arto 42. Estos también tienen fuente legal y fina-
lidad resarcitoria. Ello, por supuesto, no obsta a que el legislador
contemple tasas .diferenciales para esos supuestos, pero pienso que
el sólo hecho que las tasas sean distintas no basta para dotar de
más eficacia y rapidez al sistema de ingreso de gravámenes.

Si lo que la Cámara ha querido expresar es que tal objetivo
puede alcanzarse a través de una tasa elevada en términos abso-
lutos, de forma tal que exceda la mera finalidad resarcitoria y
adopte naturaleza penal, el fisco cuenta a esos efectos con las figu-
ras establecidas por los arts. 45 y s.s. de la ley 11.683 (t.o. 1978),
por lo que no cabe desnaturalizar los intereses del artÍCulo 42 y
despojarlos de su finalidad resardtoria.

Lo anteriormente expuesto me lleva a considerar que el arto 161
debe integrarse, en el aspecto aquí analizado con la tasa que fija
el arto 42 en atención a las similitudes que he expuesto. Lo que
por otra parte, resulta acorde con la doctrina del Tribunal en cuan-
to a que la ley 11.683 consagra en materia de interpretación de las'
normas del derecho tributario que legisla, la primacía' de los tex-
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tos y prinCIpIOS que le son propios y, con carácter secundario, los
que pertenecen al derecho privado (Fallos: 297:500).

A igual resultado se arribaría, según pienso, integrando el arto
161 de la ley 11.683 con los arts. 811 y 812 del Código aduanero, en
virtud de aplicarse éstos en repetición de gravámenes ap-uaneros,
tributos que participan de características comunes a los que re-. .
cauda la recurrida.

Por lo expuesto, opino que corresponde revocar el pronuncia-
miento apelado en cuanto ha sido materia de agravios. Buenos
Aires, 28 de diciembre de 1984. José Augusto Lapien-e.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA.

Buenos Aires, 18 de marzo de 1986.

Vistos los autos: "Arcana, Orazio s/demanda de repetición ob-
jetos suntuarios".

Considerando:

1'?) Que la Sala N'? 4 de la Cámara Nacional de Apelaciones en
lo Contenciosoadministrativo Federal, al revocar el pronuncia-
miento del Tribunal Fiscal de la Nación que había' aprobado la
liquidación de las sumas que el Fisco Nacional resultó condenado
a devolver a la actora, redujo a la tasa del 6 % anual los intereses
aplicables sobre tales montos. Contra el fallo, interpuso la deman-
dante recurso extraordinario, que fue concedido a fs. 302.

2'?) Que para arribara la decisión impugnada, consideró el tri-
bunal a qua que si bien el arto 161 de la ley 11.683 (t.o. 1978 y sus
modific.) no menciona el tipo de interés aplicable a las repeticio-
nes de tributos, no puede recurrirse para suplir tal vaCÍo a la pre-
visión del arto 42 del mismo cuerpo legal, dada la distinta finalidad
que, a su criterio, trasuntan ambas normas.
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3'?) Que en lo atinente a la procedencia formal del recurso
deducido, debe puntualizarse que la cuestión debatida excede la
simple determinación de la tasa de interés aplicable al caso de
autos, tema que ha sido reiteradamente declarado ajeno a la vía
extraordinaria y propio de lo's jueces de la causa (Fallos: 300:520,
744; 302:767, entre muchos otros), ya que consiste en establecer si
ante la falta de previsión por el mencionado arto 161 de la tasa de
interés relativa a las repeticiones, corresponde hacer aplicación de
la contemplada en el arto 42 de la misma ley para el supuesto de
la falta de ingreso oportuno por el contribuyente de los conceptos
allí enumerados.

4,;,) Que al ser ello así, el remedio intentado es procedente toda
vez que se cuestiona el alcance de normas de carácter federal y
la decisión del superior tribunal de la causa ha sido contraria al
derecho que en ellas funda la apelante (art. 14, inc. 3'?, de la ley 48).

5'?) Que la sentencia impugnada parte de la premisa de la dis-
tinta naturaleza de los institutos regulados por las normas legales
citadas que deriva, según afirma en primer término, qel diferente
interés que ellas tutelan.

En este sentido entiende que, en tanto en la repetición de tri-
butos abonados indebidamente tan sólo se encuentra en juego el
interés privado, en el supuesto contemplado por el arto 42 se ha
tenido en mira la necesidad de estructurar un sistema más eficiente
y rápido de recaudación. De ello concluye que resulta. en principio
razonable que, frente a la mora del contribuyente en el cumpli-
miento de sus obligaciones, la ley establezca la' posibilidad de fijar
una tasa de interés más elevada que aquélla prevista en las rela-
ciones entre particulares.

6'?) Que la recurrente alega sobre el punto que los intereses
'previstos en el arto 161 de la ley 11.683 (t.o. 1978) tienen por fina-
lidad resarcir al contribuyente por la demora del fisco en devolver
las sumas indebidamente pagadas; y que esa naturaleza resarcitoria
de la norma es asimilable a la que cabe atribuir al arto 42 de la
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ley citada, por lo que es razonable una interpretación de ambas
normas que integre sus disposiciones.

79) Que, contrariamente a lo sostenido por el apelante, es co-
rrecta la inteligencia que el a quo efectúa de las disposiciones lega-
les en. juego, ya que la extensión analógica de lo dispue.sto en el
art. 42 al supuesto de repetición de tributos carece de justificación
por tratarse de situaciones de diversa índole.

89) Que, desde el punto de vista formal, el arto 42 integra el
título I, capítulo VII, de la ley 11.683 (t.o. 1978), referente a "inte-
reses, ilícitos y sanciones", de manera que legisla las consecuencias
del incumplimiento de las obligaciones del contribuyente hacia el
fisco; mientras que el arto 161 se halla en el título II, cap. II, de-
nominado "De las acciones y recursos", que, por tanto, alude a las
acciones del primero contra el segundo. Es decir, que las normas
están situadas en capítulos referentes a temas muy distintos~

99) Que, por otra parte, el arto 42. fue introducido en la ley
11.683 por la ley 21.858, cuyo mensaje de elevación póne de relieve
que su finalidad fundamental fue la de "agravar el régimen de san-
ciones en el ámbito fiscal con penas privativas de libertad -y au-
mento de las sanciones pecuniarias en busca -de un mayor cumpli-
miento. de las obligaciones tributarias ... ". Es evidente que tal
objeto es enteramente ajeno al supuesto de repetición de tributos
pagados indebidamente, caso en el cual no existe el propósito de
constreñir al fisco a dar rápido cumplimiento a la restitución.

10) Que, finalmente, resulta obvio -como lo señala el a quo-
el interés común en el pag? puntual de los impuestos a fin de
permitir el normal desenvolvimiento de las finalidades del Estado,
interés que justifica la elevación de las tasas más allá de lo nor-
mal, elevación que -por otra parte- no beneficia a personas de-
terminadas sino a la comunidad t()da. Dichos objetivos son propios
del ámbito al cual se refiere la regla cuya extensión analógica se
pretende, lo que no permite su aplicación por esa vía a casos en
los cuales aquéllos no se presentan.
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Por ello, oído, ,el señor, Procurador' Fiscal, se confirma la sen-
tencia apelada. Las costas se distribuirán por su orden en ambas
instancias, .en atención a la existencia de pronunciamientos diver-
sos que pudieron llevar a la actora a creerse con derecho a recurrir
(art. 68, 2\'párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la
Nación) .

JOSÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS' S. FAYT - ENR\IQUE

SANTIAGO ,PETRACCHI (en disidencia)
JORGE ANTONIO BACQUÉ (en disidencia).

DISIDENCIA DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON ENRIQUE SANTIAGO-

PETRACCHI y DON JORGE ANTONIO BACQUÉ

Considerando:

1\') Que la Sala N\' 4 de la Cámara Nacional de Apelaciones en
lo Contenciosoadministrativo -Federal, al revocar el pronunciamien-.
to del Tribunal Fiscal de la Nación que aprobó la liquidación de
las sumas que el Fisco Nacional resultó condenado a devolver a la
actbra, redujo a la tasa del 6 % anual los interdes aplicables sobre
tales montos. Contra el fallo interpuso la demandante recurso ex-
traordinario, que fue concedido a fs. 302.

2\') Que para arribar a la decisión impugnada, consideró el
tribunal a quo que si bien el arto 161 de la ley 11.683 (t.o. 1978 y
sus modif.) no menciona el tipo de interés aplicable a las repeti-
ciones de tributos,. no puede recurrirse para suplir tal vacío a la
previsión del arto 42 del mismo cuerpo legal, dada la distinta fina-,
.lidad que, a su criterio, trasuntan ambas normas.

3\') Que, en lo atinente a la procedenCia formal del recurso'
deducido, debe puntualizarse qUe la cuestión debatida, excede la,
simple determinación de la tasa de interés aplicable al caso de. au-
tos, tema que ha sido reiteradamente declarado ajeno a la VÍa extra-
ordinaria y propio, de los jueces de la causa (Fallos: 300;520, 744;,
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302:767, entre muchos otros), ya que consiste en. establecer si ante
la falta de previsión por el mencionado arto 161 de la tasa de inte-
rés relativa a las repeticiones, corresponde hacer aplicación de la
contemplada en el art. 42 de la misma ley para el supuesto de la
falta de ingreso oportuno por el contribuyente de los conceptos
allí enumerados.

4':') Que al ser ello así, el remedio intentado es procedente,
toda vez que se cuestiona el alcance de normas de carácter federal,
y la decisión del superior tribunal de la causa ha sido contraria
al derecho que en ellas funda la apelante (art. 14, inc. 3':', de la
ley 48).

5':') Que la sentencia impugnada parte de la premisa de la dis-
tinta naturaleza de los institutos regulados por las normas legales
citadas, que deriva, según afirma, en primer término, del diferente
interés que ellas tutelan.

En este sentido entiende que, en tanto en la repetición de tri-
butos abonados indebidamente tan sólo se encuentra en juego el
interés privado, en el supuesto. contemplado por el arto 42 se ha
tenido en mira la necesidad de estructurar un sistema más eficiente
y rápido de recaudación. De ello concluye que resulta en princi-
pio razonable que frente a la mora del contribuyente en el cumpli-
miento de sus obligaciones, la ley establezca la posibilidad de fijar
una tasa de interés más elevada que aquélla prevista en las rela-
ciones entre particulares.

6':') Que el examen de las normas legales en cuestión no per-
mite arribar a la conclusión señalada, ya que mal puede afirmarse
que la ley prevea la posibilidad de establecer para un supuesto,
una tasa que supere a la fijada para el restante, cuando sólo con-
templa uno de ellos sin efectuar menciÓn alguna de la cual se
pueda inferir la finalidad que la sentencia acuerda al precepto.

Por lo demás, este extremo se encuentra, obviamente, en la
base de la cuestión debatida, la que se origina, precisamente, ante
la falta de una previsión como la que constituye el presupuesto
del pronunciamiento apelado.
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7?) Que éste tampoco encuentra sustento adecuado en el argu-
mento conforme al cual. la actividad recaudatoria del Estado se
halla encuadrada en principios de derecho público y, por ende, pre-
sidida por el concepto .de interés público, ya que ello sólo condu-
ciría a concluir que, por encontrarse asimismo la repetición de
tributos regulada por normas de derecho público, ese interés, si
fuera el correlato necesario de dichas norinas, se encontraría tam-
bién presente en este instituto.

8?) Que el fallo recurrido funda, asimismo, la falta de iden-
tidad de los accesorios contemplados por el arto 161 con los que
son objeto de regulación en el art. 42, en el distinto régimen al
que la ley 11.683 somete el comienzo del término para que ellos se
. devenguen, esto es, el formal reclamo de repetición necesario en
el primer caso, y el curso automático, sin interpelación alguna, en
el segundo.

9?) <.lue ese argumento no resulta eficiente para sostener la.
conclusión a que arriba el tribunal a qua, ya que sólo demuestra
que cuando el legislador quiso plasmar un régimen distinto para
cada una de las aludidas situaciones, lo estableció expresamente eo'
las normas respectivas, por lo que inferir una actitud opuesta sólo
con respecto al tema en examen, importaría suponer inconsecuen-
cia o falta de previsión de su parte, criterio inadmisible en los tér-
minos de conocida jurisprudencia de. esta Corte (Fallos: 278:62;
301:460 y sus citas, entre otros).

Sin perjuicio de lo expuesto, cabe señalar que la diferencia
aludida responde sólo a que"la obligación del particular está sujeta
a plazo por expresa disposición de la ley (art. 27) '. en tanto que
la de restItución no lo tiene fijado. No otra es la razón de haberse
establecido el recaudo de la interpelación como modo de constituir
.en mora al Fisco, criterio análogo, por lo demás, al que después
de la reforma introducida por la ley 17.711 contiene el arto 509 del
.Código Civil para las obligaciones en general.

10) Que al ser ello así, los reparos dirigidos contra los funda-
mentos en que el fallo apelado finca la disparidad de tratamiento
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de ambas obligaciones, constituyen objeción válida'a lo resuelto
en él, porque el criterio que informa la decisión ádoptada implica
prescindir de la. regla metodológica establecida por la propia ley
tributaria (art. 11), Y que -con palabras de esta Corte- impone
efectuar la exégesis de sus disposiciones mediante una razonable y
discreta .interpretación de los preceptos propios del régimen impo-
sitivo y de las razones que los informan con miras a determinar
la voluntad legislativa; debiendo recurrirse a los principios del
derecho común, con carácter supletorio posterior, cuando aquéllas
fuentes no resulten decisivas (sentencia del 2 de abril de 1985 en
la causa OJ82.XIX "Obras Sanitarias de la Nación c/Castiglioni y
Lissi, Jorge A. L." y sus citas).

11) Que con arreglo a tales pautas, debe atenderse a que el
presupuesto generador de los intereses establecidos por el arto 42
así como de los previstos por el arto 161, no es otro que la mora
del deudor en el cumplimiento de la prestación que la ley pone a
su cargo. Esta falta de cumplimiento oportuno -se encuentre la
deuda a cargo del contribuyente o del Estado- es el hecho que
.la ley contempla para -establecer el comienzo del curso de los inte-
reses, ya que dIos representan un modo específico de indemniza-
ción al acreedor, por el retraso en la satisfacción de esa obligación
pecuniaria.

12) Que por ser l'máloga la finalidad con la que los accesorios
han _sido instituidos en ambas normas, la adopción de un criterio
diferencial no previsto por el legislador en cuanto al alcance del
resarcimiento en uno y otro caso, se revelaría falta de razonabili- -
dad. Ello implicaría, además, omitir que la ley 11.683 constituye
un instrumento -normativo unitario y coherente, por lo que no cabe,
dentro de una sana hermenéutica, considerar de modo indepen-
diente aquéllos de sus artículos que componen Ul1 mismo sistema,
ya que una interpretación racional impone la búsqueda del sentido
jurídico total que se obtiene por la conexión de las disposiciones
que lo integran.

13) Que en el marco de esta interpretación armónica debe tam-
bién tomarse en cuenta que en el sistema legal en examen, la falta
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de cumplimiento oportuno de la obligación provoca, además de los
intereses en cuestión, la aplicación del régimen de actualización, ya
que tanto ésta como .aquéllos, constituyen los efectos derivados del
incumplimiento (Fallos:. 302:504; sentencia del 13 de diciembre de
1984 en la causa R.30-XX, "Repartidores de Kerosene de Y.P.F. de
Córdoba c/Fisco Nacional (D.G.I.) s/repetición", entre otros) .

y dado que ese régimen establece un tratamiento que no varía
por el carácter de acreedor o deudor que pueda asumir el Estado,
las razones de estricta justicia que, según resulta del mensaje de
~levación de la ley 21.281 que lo instituyo, hicieron procedente su
aplicaci(m simultánea y paralela en ambos casos, tienen vigencia en
el supuesto de autos, en razón de la afinidad de las obligaciones
consideradas.

14) Que, por lo expuesto, corresponde concluir que los inte-
reses a cuya fijación elude el arto 42 de la ley lL683 (t. o. en 1978
y sus mOd.) son aplicables en los casos de repeticiÓn. de tributos.

15) Que la conclusión que antecede exime del tratamiento de
la cuestión vinculada con la aplicación de los arts. 794, 811 y 812
del Código Adu~nero, planteada asimismo por la recurrente.

Por ello, y lo dictaminado por el señor Procurador Fiscal, se
revoca el fallo de fs. 280/281 en cuanto fue materia de recurso. Las
costas se distribuirán por su orden en ambas instancias, en aten-
ción a la existencia de pronunciamientos divergentes que pudieron
lleyar a la demandada a creerse con derecho a .sostener en posición
(art. 68, 2? párrafo, Código Procesal).

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.
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RICARDO ASIS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso.

Al cO:1cluir que la circunstancia de haberse divorciado' al amparo del
arto 67 bis de la Ley de Matrimonio Civil no constituía óbice para que
la primera cónyuge del causante accediera al beneficio previsional el
a qua no ha excedido el marco de sus atribuciones ni ha incurrido en
palmari.)s defectos de' fundamentación que autoricen el recurso ex-
traordinario, bien entendido, que las discrepancias con la inteligencia
asignada a las disposiciones en juego resultan ineficaces para habilitar
un reéllrso' que no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa
en la decisión de cuestiones que les son privativas ni abrir nueva ins-
tancia ordinaria para debatir temas de carácter no federal (1).

RECURSQ EXTRAORDINARIO: 'Requisitos propios. Cuestiones 110 federales.
Sente/7cias arbItrarias. Improcedencia de! recurso.

En lo concerniente al derecho previsional acordado a la segunda cón-
yuge con sustento en el matrimonio contraido en el extranjero, y hasta
tanto no concurra una sentencia dictada por tribunal competente, a
pedido de parte' legitimada que lo anule y declare la mala fe de la
peticionaria, la solución alcanzada' por el a qua -que se tradujo en
hacer compartir a ambas beneficiarias el haber de pensión en fonna
proporcional- no trasluce defectos graves de razonamiento o funda-
mentación que pueda merecer amparo en la doctrina de la arbitra-
riedad (1).

(1) 18 'de marzo. "Berutti, Lily H." y "Garda, Laura Noemí". del 11 de
junio' y 8 de agosto de 1985, respectivamente.

(2) "Paz, Daniel Nicolás", del 7 de noviembre de 1985.
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SATURNINO TEOFILO RAMIREZ v. TRANSPORTES AUTOMOTORES
CHEVALLIER S.A. y OTRO
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RECURSO EXTRAORDINARIO: RequisilOs propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbltrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideración de
extremos conducentes.

Es de~calificable la sentencia que, durante el proceso de ejecución y con
fundamento en los alcances de la cosa juzgada, estableció que el saldo
de deuj~ que surgía de restar el monto depositado del correspondiente
a las acreencias reajustadas, no debía,. a su vez, ser repotenciado. Ello
es así, ¡mes si bien el primer fallo previó la actualización de los recla-
mos en juego a la fecha del depósito, no puede interpretarse, como lo
hace el a qua..que ello entrañe, sin más, el rechazo del reajuste del saldo
que, sin duda, iba a' arrojar la substracción antes indicada, pues seme-
jante resultado sólo podría derivar de una decisión expresa o implícita,
pero siempre inequívoca, sobre todo porque aquél contradiría abierta-
mente lo prescripto por el arto 276 del Régimen de Contrato de Trabajo
(t.o. efe "ley 22.311) en cuanto exige que las acreencias laborales sean
actualizadas, aun de oficio, desde que son debidas hasta el momento
del efe:tivo pago (1).

CAYETANO GIARDULLI y OTROSv. PROVINCIA DE BUENOS AIRES

EXPROPIACION: Indemnización: Determinación del valor real. Generalidades.

A fin de determinar el monto de la indemnización expropiatoria es de
decisiva importancia el dictamen del Tribunal de Tasaciones previsto
en el art. 15 de la ley 499, en razón de la fuerza probatoria que supone
la idoneidad técnica de sus integrantes, los elementos de convicción
en que se funda 'y el grado de uniformidad con que se expiden (2).

EXPROPIACION: Indemnización. Determinación de la indemnización. Mejoras.

Si la indemnización por las mejoras sólo fue planteada en el alegato y
por consiguiente no integró la litis, sólo corresponde reconocer como
valor indemnizable el del terreno.

(1) 18 de marzo.
(2) 18 de marzo. Fallos: 297:12; 299:348; 302:1052;306:2081.
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EXPROPIACION: Indemnización. Privación de alquileres.

La indemnización sólo cOI!1prendeel .valor objetivo del bien y los daños
que sean 'consecuencia directa e ,inmediata' de la expropiación (art. 10,
ley 21.499). Razón por la cual el requerimiento de pago de los alquileres'
. que habrían devengado los inmuebles expropiados a partir del momento
en que la provincia los ocupó indebidamente, carece de ft.¡ndamento ju-
rídico dentro del marco de la expropiación ya que, en todo caso, se tra-
taría de daños ocasionados por la ocupación de bienes ajenos sin dere-
cho, y no de las mentadas consecuencias directas e inmediatas de
aquélla i. 1) .

EXPROPIACION: Indemnización. Determinación del valor real. Depreciación
monetaria.

A fin de mantener intangible el principio de indemnización justa, de na-
turaleza constitucional y recogido en el arto 2511 del Código Civil, se
deb~rá actualizar la establecida por el Tribunal de Tasaciones a la fecha
de la desposesión, adoptando los índices que elabora el Instituto Na-
cional de Estadística y Censos para los precios al consumidor. Al im-
porte que resulte, 'habrá que adicionar los intel'eses a partir de la fecha
antes mencionada (art. 20, ley 21.499).

JUAN CARLOS PATRICIO V. PROVINCIA DE BUENOS AIRES

RECURSO DE NULIDAD.

Las sentencias de la Corte Suprema no son susceptibles de acción, inci-
.dente o recurso de nulidad (2).

(1) Fallos: 254:441; 281:354; 300:303.
(2) .18 de marzo. Fallos: 286: 50; 297: 558.
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PROCURADORFISCAL v. PEDRO RICARDOOLMO y/o
WALTERKUTSCHMAN
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JURISDICCION y COMPETENCIA:' Competencia federal. Por la materia. Causas
regidas por normas federales.

Teniendo en cuenta las razones materiales atinentes a la actual organi-
zación de los tribt¥lales nacionales que ejercitan la competencia fede-
ral en la Capital de la República, y las tareas que les están adjudIcadas.
la práctica corriente es que, en la Capital, compete a los jueces en lo
civil y comercial federal el otorgamiento y la posible revocación 'de
cartas de ciudadanía. Esa conclusión es consecuencia de la misma. prác-
tica, qUE'interpretando la facultad de otorgar cartas de ciudadanía con-
ferida en el arto 6 de la ley 346a 16s magistrados federales, ha atribuido
estos asuntos a dichos jueces en lo civil y comercial, en virtud de que
en la Ciudad de Buenos Aires la competencia federal se encuentra divi-
dida entre múltiples juzgados, de acuerdo con criterios de especialización.

SUPERINTENDENCTA.

Advirtiendo la Corte Sl;lprema que podrían existir irregularidades en las
actuaciones iniciadas en agosto de 1975, a raíz de la denuncia de la
Embajada de la República Federal de Alemania concerniente a que un
ex ofic::ialnazi habría obtenido la ciudadanía argentina en 1950,y para-
lizadas en su tramitación desde el 29 de setiembre de 1975hasta el 26
de junio de 1980,corresponde enviar copia de éstas a la Cámara Na-
cional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, a los efectos del
esclarecimiento que corresponda (art .. 118 del Reglamento para la Jus-
ticia Nacional).

SANCIONES DISCIPLINARIAS.

Teniendo en cuenta la imprescriptibilidad de las acciones disciplinarias
en el ámbito. de la justiciá nacional, deben ventilarse las responsabili-
dades respectivas mediante el sumario que habría de instruir la Cámara
Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal en el caso en
que, pese a los graves indicios que obran acerca de la existencia, prima
facie, de fraude en la obtención de la carta de ciudadanía sobre cuya
nulidad versan los actuados, el trámite de éstos se ha de,rnorado, en
primera instancia, por once años, de los cuales, durante casi siete. no se
registró actividad ningu~a, mientras que durante el restante tiempo se
omitió la realización de obvias diligencias, ello pese a que la causa se
inicia con una nota de la Embajada de la República Federal de Alemania
en la cual. quedaba claro que el trámite de extradición quedaría subor-
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dinado a lo que se resolviese respecto de la carta de ciudadanía. cuya
obtenciÓn es tachada de fraudulenta (Disidencia parcial de los Dres ..
Enrique Santiago Petracchi y Jorge Antonio Bacqué).

CIVDADANIA y NATURALIZACJON.

La pérdida de los .derechos políticos por el naturalizado no importa la
pérdid:'t de la nacionalidad (Disidencia parcial de los Dres. Enrique
Santiago Petracchi y Jorge Antonio Bacqué).

CIVDADANIA y NATURALIZACJON.

Teniendo en cuenta que largos años de calamidades económicas, socia-
les y volíticas han arrojado fuera del país a centenares de miles de
argentinos, nativos o naturalizados, la legislación y la jurisprudencia
tienen por misión, en el día de hoy, preservar con celo el vínculo que
une ,¡ esta vasta diáspora, no ya con el suelo extranjero que habita,
sino con la comunidad histórica a 'la que pertenece por nacimiento o
por incorponción voluntaria. Estos objetivos se verían en parte frus-
trados si se sostuviese que la nacionalidad argentina sólo. puede obte-
nerse con base en el nacimiento y que la naturalización tail sólo implica
el goce de los derechos políticos (Disídencia parcial de los Dres. Enrique
Santial?:o Petracchi y Jorge Antonio Bacqué).

CIU,DADANIA y NATURALIZACJON.

La naturillización implica la adquisición de la nacionalidad argentina,
en cuyo goce permanece el naturalizado aunque no posea el de los de-
nicho> políticos. Ello significa que la cancelación de la carta de ciuda-
danía obtenida con fraude envuelve la pérdida de la nacionalidad ar-
gentina (Disidencia parcial de los Dres. Enrique Santiago Petracchi y
Jorge Antonió Bacqué).

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia fedeml. Por la materia. 'Cau-
sas regidas por normas fedemles.

A falta de normas expresas en esta materia, el otorgamiento y la can-
celación de cartas' de nacionalización, llamadas de ciudadanía. debe atri-
buirse en la Capital de la República al fuero en lo Civil y Comercial
Federal (Disidencia parcial de los Dres. Enrique Santiago Petracthi y
Jorge Antonio Bacqué).



DE JUSTICIA DE LA NACI6N

DICTAMEN DEL PROCURA))OR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

303

Tanto el señor juez a cargo del Juzgado Nacional de Primera
Instancia en lo Civil y Comercial Federal N,:,9 de esta Capital Fe-
deral como la Cámara Nacional Electoral (v. fs. 90 y 98/101, res-
pectivamente), se declararon incompetentes para entender en esta
causa.

En tales condiciones corresponde a este tribunal dirimir el pre-
sente conflicto de competencia planteado, por ser el único órgano
superior jerárquico común que puede resolverlo (art. 24, inc. 7':',
del decreto-ley 1285/58).

En cuanto a los antecedentes del proceso se impone señalar
que el mismo fue iniciado por el señor Procurador Fiscal Federal
requiriendo medidas preparatorias a los fines de determinar la con-
figuración de un fraude, y en su caso reclamar la nulidad de la
obtención de la carta de ciudadanía de Pedro Ricardo Olmo, quien
en .realidad, de acuerdo con informaciones recibidas de la Emba-
. jada de la República Federal de Alemania, sería Walter Kutscha-
mann, ex Jefe de la Policía de Seguridad y Oficia~ de la S.S., con
sumarios pendientes ante el Tribunal Cameral de Berlín por com-
plicidad en homicidios cometidos durante la guerra.

Ahora bien, cumplidas dichas medidas preliminares y corrida
la vista del caso al referido funcionario, el mismo solicita que en
mérito de la modificación de competencia dispuesta por el artículo
15 del decreto 3213 -publicado en Boletín Oficial el día 19 de octu-
bre de 1984, y reglamentario de la ley 23.059-, el señor juez fede-
ral de Primera Instanciá en lo Civil y Comercial N,:,9 se inhibe de
continuar interviniendo en el proceso, cuestión que merece una
favorable acogida de dicho magistrado, el que asimismo dispone
la remisión del juicio a la Cámara Nacional Electoral para su ulte-
rior tramitación (v. fs. 90).



304 FALLOS DE LA CORTE SUPRElVú\

Por su parte este tribunal, en una aplicación de conjunto de
los arts. 6, 10, 12 Y 15 del referido decreto reglamentario, interpreta
que sólo compete intervenir a la Justicia Electoral en los casos de
suspensión del ejercicio de derechos políticos y su rehabilitación
específicamente reseñados por el artículo 14 del mencionado de-
creto. Por el contrario, indica, que en supuestos como el de autos
en que se persigue la nulidad por fraude en el otorgamiento de
una carta de ciudadanía, la única intervención que cumple la Cá-
mara Nacional Electoral es de carácter registral conforme lo deter-
minan el arto 17 del Código Electoral Nacional (t. o. decreto 2135/
83), Y los propios artículos 10 y 12 del ya citado decreto 3213. Pone
además especial énfasis, en la circunstancia que, 'desde la sanción
de la ley de ciudadanía N~ 346, se ha admitido la competencia de
los jueces civiles.y comerciales federales para entender en los asun-
tos concernientes a las cancelaciones de cartas de ciudadanía, resul-.-
tando inadmisible que un decreto reglamentario pueda modificar
la competencia atribuiqa a otros jueces por la ley.

Es mi opinión que asisten fundadas razones que sustentan el
criterio esgrimido por.la mencionada Cámara Electoral.

Por una parte, pues de conformidad con las previsiones de los
artículos 4~ y S? de la ley 19.108 y sus modificatorias 19.277, 19.617,
20.080, 22.866, corresponde a la Cámara Nacional Electoral inter-
venir exclusivamente en las materias vinculadas a la dirección y
fiscalización del funcionamiento de los registros de electores na-
cionales y de distrito, de los registros de afiliados nacionales y de
distrito; dictar normas vinculadas a la organización, entre otros de
dichos registros, y del de cartas de ciudadanía (art. 4?, incisos a),
b) 'y c) de la ley 19.108); y en grado de apelación, respecto de las
resoluciones definitivas recaídas en las causas inicüidas ante los
jueces con competencia electoral.

Asimismo y de acuerdo con lo normado por el arto 44 del Código
Electoral Nacional ,-ley 19.945 (modificada por el decreto 135/83,
t. o. 1983)-, los jueces electorales conoce~án en los juicios vincu-
lados a la aplicación de la ley electoral y de partidos políticos, y
organización, funcionamiento y fiscalización de los, registros vincu-



laGOS a la actiVidad electoral. No se incluyen sin embargo, dentro
de su jurisdicción, las causas relativas a materias tales como soli-
citudes de cartas de ciudadanía, o anulación de las otorgadas, d(';ri-
vadas de la aplicación de la correspondiente ley de ciudadanía.

Es así entonces que, tradicionalmente se ha admitido, tal como
surge de las propias actuaciones cumplidas en este juicio y én "el
proceso agregado por cuerda, por aplicación de las leyes 346,"artícu-
los 5~ y 6~, ley 13.998, arto 4~ y decreto-ley 1285/58, arto 40, la com-
petencia de la justicia federal de sección (v. Fallos: 297:320; 259:
319; 227:874, entre otros), y en el ámbito de esta Capital, la de la
federal en lo Civil y Comercial para intervenir en procesos como
el presente, limitándose la actividad de la Justicia Electoral sobre
el particular a una mera función registral de lo actuado en aque-
lla jurisdicción federal.

Es mi parecer por otra parte, que tales prinCIpIOS se encuen-
tran corroborados en la disposición del arto 4~ del decreto 3213/
84 -reglamentario de la ley 23.059, que restituye la vigencia de
la ley de ciudadanía 346-, que dispone genéricamente la compe-
tencia de la justicia federal para intervenir en las causas en las
que se requiera carta de ciudadanía argentina, sin la especificación
que incluye en su artículo 14 con relación a la Justicia Nacional
Electoral, exclusivamente en temas vinculados a la suspensión de
ejercicio de derechos políticos y su rehabilitación.

Entiendo además, que la previsión del arto 14 del ya citado
decreto reglamentario, sólo atribuye a la Cámara Nacional Elec-
toral el carácter de órgano receptor de denuncias por fraude en
la obtención de cartas de ciudadanía, limitándose su intervención
al respecto a derivarlas al Procurador Fiscal Federal (art. 4~) para
que promueva las acciones que estime corresponder, o asuma en
el caso de mediar un proceso, la calidad de parte en el mismo.

Por otra parte, si efectivamente, segun parece entender el se.
ñor juez de Primera Instancia de acuerdo éon lo establecido por
el arto 15 del decreto reglamentario mencionado, este trámite debe
sustanciarse y resolverse ante la Cámara Nacional Electoral, no
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resulta razonable que el arto 12 del mismo ordenamiento disponga
la notificación a dicho tribunal de lo que él mismo ha resuelto
. en el tema.

Lo expuesto autoriza a concluir que aquella interpretación, no
atiende al contexto legal general reseñado ni computa la totalidad
de los principios que integran el decreto en cuestión, por lo que
no puede tener una favorable acogida en este tribunal.

No puedo dejar de poner de manifiesto, aun admitiendo la re-
dacción .confusa del decreto mencionado, que es regla, que en ma-
teria de interpretación de normas jurídicas, se han de tener en
cuenta no solo todas sus disposiciones, sino que se han de buscar
las formas que permitan armonizar el precepto analizado con el
o~denamiento jurídico restante, en especial, cuando como ocurre
en el caso, se trata de interpretar un decreto reglamentario que.
debe integrar el ordenamiento jurídico, y -de no ser así puede ser
invalidado como viola torio del artículo 86, inciso 2?, de la Constitu-
ción Nacional (Fallos: 300:516; 297: 142, 301:460, 302: 1209 y 1600).

Por todo lo expuesto soy de opinión que debe continuar enten-
diendo en este proceso la justicia federal de Primera Instancia en
lo Civil y Comercial, por intermedio de su Juzgado N? 9, que pre-
vino en la misma, debiendo así reclamarlo esta Corte. Buenos Ai-
res, 21 de octubre de 1985. José Osvaldo Casas.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 18 de marzo de 1986.

Autos y Vistos; Considerando:

l?) Que se ha planteado un conflicto jurisdiccional entre el se-
ñor juez .a cargo del Juzgado Nacional en lo Civil y Comercial Fe-
deral N? 9 Y la Cámara Nacional Electoral, -a raíz de la competencia
para la revocación de cartas de ciudadanía. En t~to el magistrado
federal afirma que corresponde entender en las actuaciones a los
tribunales de aquel fuero, la Cámara ha declarado que la causa es
ajena a la competencia originada a los jueces electorales por la
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legislación vigente. Dado que los órganos judiciales en conflicto
carecen de superior jerárquico' común, la cuestión suscitada debe
ser resuelta por esta Corte, según lo prescribe el arto 24, inc. 7?, del
decreto-ley 1285/58, ratificado por la ley 14.467.

2?) Que la ley 346 no contiene previsiones específicas en punto
a cuál es el magistrado competente para revocar o anular una carta
de ciudadanía, en el supuesto de falseamiento de los datos y de la
persona del beneficiario. En la elección de una de las jurisdiccio-
nes, no puede entonces prescindirse de razoneS materiales atinen-
tes a la actual organización de los tribunales nacionales que ejer-
citan la competencia federal en la Capital de la República, como
así tampoco a las tareas que les están adjudicadas. En esas condi-
ciones, el Tribunal estima que es conforme a los criterios mencio-
nados la práctica corriente según la cual, en la Capital, compete
a los jueces en lo civil y comercial federal el otorgamiento y la posi-
ble revocación de cartas de ciudadanía. Esa conclusión es conse-
cuencia de la misma práctica, que interpretando la facultad de
otorgar cartas de ciudadanía conferida en el arto 6? de la ley 346
a los magistrados federales, ha atribuido estos asuntos a dichos
jueces en lo civil y comercial,' en virtud de que en la ciudad de
Buenos Aires lá competencia federal se encuentra dividida entre,
múltiples juzgados, de acuerdo con criterios de especialización.

3?) Que esta Corte Suprema advierte que podrían existir irregu-
laridades en las presentes actuaciones iniciadas el 13 de agosto de
1975, a raíz de la denuncia de la Embajada de la República Federal
de Alemania concerniente a que el ex oficial nazi Walter Kutsch-
mann habría obtenido la ciudadanía argentina el 28 de agosto de'
1950 bajo el nombr~ del ciudadano español Pedro Ricardo Olmo,
y paralizadas en su tramitación desde el 29 de setiembre de 1975
hasta el 26 de junio de 1980; por lo que corresponde enviar copia
de éstas a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Co-
mercial Federal, a los ef~ctos del esclarecimiento que corresponda'
(art. 118 del Reglamento para la Justicia Nacional).

Por ello, oído el señor Procurador Fiscal, se declara que el se-
ñor juez a cargo del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo



Civil y Comercial Federal N,:, 9 debe continuar entendiendo en la
causa, que le será remitida. Hágase saber a la Cámara Nacional Elec-
toral. EnvÍese copia de las actuaciones a la Cámara Nacional de
Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, a los efectos señala-
dos en el Considerando 3':'.

JosÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT - ENRIQUE

. SANTIAGO PETRACCHI (en disidencial par-
cial) - JORGE ANTONIO BACQUÉ (en disi-

dencia parcial).

DISIDENCIA PARCIAL DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI y DON JORGE ANTONIO BACQUÉ

Considerando:

1':') Que se ha planteado un conflicto jurisdiccional' entre el
señor juez a cargo del Juzgado Nacional en lo Civil y Comercial
Federal N,:, 9 y la Cámara Nacional Electoral, a raíz de que en
tanto el magistrado federal afirma que corresponde entender en
las actuaciones a los tribunales de aquel fuero, la Cámara ha de-
clarado que la causa es ajena a la competencia originada a los jue~
ces electorales por la legislación vigente. Dado que .los órganos
judiciales en conflicto carecen de superior jerárquico común, la
cuestión suscitada debe ser resuelta por esta Corte, según lo pres-
cribe el arto 24, inc. 7':', del decreto-ley 1285/58, ratificado por la
ley 14.467.

2':') Que el tema decidendi versa sobre si la competencia ejer-
cida por los juzgados en lo civil y comercial federal de la Capital
para la revocación de cartas de ciudadanía 'no se ve afectada por
el arto 14 del decreto 3213/84, reglamentario del nuevo texto del
arto 9':' de la ley 346, introducido por la ley 20.835, cuya vigencia
fue restablecida por la ley 23.059.
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Cabe añadir que' tanto el fiscal electoral, en su dictamen ante
la cámara del fuero, como el señor juez en 10 civil y comercial
federal han relacionado la solución del punto de la competencia
con el problema atinente a determinar si es lícito, según la Consti-
tución, distinguir entre los conceptos de nacionalidad y ciudadanía.

3'?) Que antes de analizar ,el complejo tema planteado, esta
Corte cree su deber, como órgano supremo y cabeza del Poder
Judicial, y para velar por el ordenado y normal desenvolvimiento
de la administración de justicia (Fallos: 288:342), señalar las gra-
ves irregularidades observables en los actuados, tanto más deplo-
rables porque afectan las relaciones internacionales de la República
y su decoro en el concierto de las naciones civilizadas. En este ám-
bito, la Constitución y las leyes que organizaron la justifica federal
.han otorgado al tribunal facultades particularmente amplias ten-
dientes a evitar el deterioro de aquellas relaciones y a resguardar
la dignidad de la Nación (arts. 101 de la Constitución Nacional,
24, inc. 1'?,del decreto-ley 1285/58 y Fallos: 235:964).

4'?) Que, como es de conQcimiento público, en el curso del año
pasado el Gobierno de la República' Fecieral de Alemania solicitó la
extradición del presunto criminal de guerra Walter Kutschmann,
quien fue oficial de las tropas de la "SS" (Schutz Staffel- Escua-
dras de Protección) durante la segunda guerra mundial, y estuvo
destacado también como miembro de la Policía Secreta del Estado
(Gestapo) en la región sudoccidental de Ucrania, llamada Galitzia,
en la cual se le imputa haber comandado el exterminio de nume-
rosos habitantes israelitas de la región, en las ciudades de Droho-
bycz y Tarnopol, durante los años 1941/1942, en ejecución de los
planes que llevó a cabo el régimen criminal del nazismo para la
liquidación del pueblo judío. Los terribles hechos atribuidos al
imputado están señalados por la justicia de Alemania Federal
en la causa de extradición N'? 2171 caratulada "Kutschmann, Wal-
ter s/extradición" que tramita por ante el Juzgado Nacional de
Primera Instancia en 10 Criminal y Correccional N'? 5, Secretaría
N'? 13, que esta Corte ha recabado y tiene a la vista al dictar el
presente fallo.
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59) Que ya en el mes de julio de 1975, el gobierno alemán hizo
saber al argentino que el prófugo Kutschmann habría obtenido la
nacionalidad argentina el 28 de agosto de 1950 con el nombre de
Pedro Ricardo Olmo y estaría domiciliado en la República. En la
misma nota diplomática -fs. 2/3 de los autos-, se manifestó que
la República Federal tenía el propósito de solicitar su extradición
"en el caso que' Kutschmann fuera despojado de la nacionalidad
argentina o si pudiera contarse con esta posibilidad en un futuro
próximo".

Tal nota fue puesta por nuestra Cancillería en conocimiento
del Procurador Fiscal Federal, doctor Luis G. Villagra, quien el 13
de agosto de 'ese año se presentó ante el Juzgado Nacional en lo
Civil y' Comercial Federal N9 5, que estaba a cargo del doctor Cle-
mente Sañudo Freyre, Secretaría N9 13, a cargo del doctor Emilio
A. Day Arenas, solicitando, ante la posibilidad de obtención frau-
dulenta de la ciudadanía, que se requiriese al archivo el expediente
en el cual se otorgó la carta, que fue recibido por el juzgado el
día 27 de agosto de 1975.

A partir de ese momento, la causa se desarrolló del modo que
a continuación se detalla:

I. En una nueva presentación del Ministerio Público, efectuada
por el Fiscal ,Federal doctor Carlos A. Sáenz Almagro el 29 de se-
tiembre de 1975, se puso de manifiesto que, de acuerdo con la par-
tida de nacimiento obrante. a fs. 7 del expediente agregado, refe-
rido a la carta de ciudadanía, el peticionan te de ésta resultaba
ser Pedro Ricardo Olmo Andrés, nacido en Ciudad Real, España,
el día 19 de octubre de 1906, hijo de Santiago y de Juana y que
aparecía casado con Elisabeth Pospischil, de nacionalidad austría-
ca, resultando nacionalizado argentino con fecha 28 de agosto de
1950, con matrícula 4.084.002 y cédula de identidad de la Policía
Federal N9 3.625.340. El último domicilio denunciado por el Fiscal
era Sucre 2907, Capital Federal.

El Fiscal solicitó en ese momento que se procurara el envío
de las impresiones digitales que obraran en España de Pedro Ri-
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cardo Olmo y la fotografía de éste en la documentación que exis-
tiese en la madre patria. En la misma fecha proveyó el juzgado
de conformidad (fs. 6 vta.).

II. Llama al asombro que el siguiente paso, que consta en el
expediente a fs. 7, sea el informe suscripto p()r el secretario doc-
tor Raúl de Cha~eaurouge y dirigido al doctor Jorge H. Segreto,
titular del Juzgado Civil y Comercial N9 9 (el cambio del Juzgado
obedeció a la transferencia de secretarías, realizada cuando se
aumentó el número de tribunales de 1~ instancia de ese fuero por
medio de la ley 22.090 -v. Resolución 1218/79 de este tribunal y
Acordada N9 9/80, en especial considerando 49, de la Cámara Nac
cional de Apelaciones en lo Federal y Contenciosoadministrativo:-).
Dicho informe dice lo siguiente: "Señor juez: Informo a V. S. que
las presentes actuaciones fueron encontradas en la caja fuerte del
Juzgado confundidas con otras pertenencias de este Tribunal, Se-
cretaría, junio 26 de 1980".

En la misma fecha el juez simplemente se -limitó a proveer lo
siguiente: "Téngase presente lo informado precedentemente por el
actuario y atento el estado de la causa, remítanse las presentes
actuaciones al señor Procurador Fiscal Federal a los efectos que
estime pertinentes (fdo. Jorge H. Segreto, juez federal) ".

III. El 8 de julio de 1980 se presentó el Fiscal Federal, doctor
Raúl O. Tettamanti acompañando el oficio cuyo libramiento se ha-
bía ordenado casi cinco años antes y que se hizo efectivo ellO de
julio siguiente (fs. 8/11).

Ante la falta de contestación, el Fiscal Federal solicitó y obtuvo
la reiteración de éste, que fue suscripto con fecha 9 de setiembre
de 1980 (fs. 12/16). El Fiscal, doctor Tettamanti volvió a solicitar
la reiteración del oficio con fecha 26. de noviembre (fs. 18), pero
ello no resultó necesario, pues el 5 de diciembre nuestra Canci-
llería presentó la rogatoria diligenciada por la justicia española
con el resultado de que la Dirección de la Seguridad del Estado
del Ministerio del. Interior del Reino de España informó que en
los archivos del Servicio Central de Identificación, el Archivo Cen-
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tral de dicha Dirección, el Censo de Inscriptos ~el D.N.! y en los
del Servicio de Interpol no consta dato alguno con el nombre de
Pedro Ricardo Olmo y la filiación citada en el oficio de referencia
(fs. 19/28). Corrida vista al Fiscal, que se hizo efectiva el 10 de
diciembre, el doctor Tettamanti se presentó el 19 del mismo mes
advirtiendo que el interesado tiene el apellido compuesto Olmo
Andrés y que por ello perticionaba el libramiento de nuevo oficio
que incluyera ambos apellidos, oficio que fue sus cripta el 30 de
diciembre de 1980 (fs. 29/31).

IV. Pese a la excepcional importancia del asunto, el Ministerio
Público, esta vez representado por el doctor David Tezanos Pinto,
sólo se presentó el 19 de marzo de 1981 solicitando la remisión al
Ministerio de Relaciones Exteriores del oficio firmado el 30 de
diciembre del año anterior, que fue remitido por correo certificado
el 23 de marzo de 1981 (fs. 33 vta.).

El 3 de abril la Cancillería puso de manifiesto al juzgado que
la información requerida en el nuevo oficio era la que ya había
sido. objeto del anterior debidamente diligenciado (fs. 37). Ante
este error de la Cancillería, el doctor Tezanos Pinto solicitó nuevo
oficio con fecha 14 de abril, que fue ordenado el 20 de abril de
1981 y remitido por certifiq¡da el 30 de dicho mes (fs. 41 vta.).

V. El 21 de agosto de 1981 ingresaron en el juzgado las constan-
cias del diligenciamiento en España de la nueva rogatoria (fs. 46),
constancias en las cuales figura una probanza fundamental, incor-
porada a fs. 43, en la que la Dirección Nacional de Seguridad, In-
terpol, Madrid, remite copia fotográfica, añadida a dicha foja, del
documento nacional de identidad español N'? 1.209.514 perteneciente
a Olmo Andrés, Ricardo, nacido en Ciudad Real el 19 de octubre
de 1906, hijo de Santiago y Juana, de profesión religioso, según lo
escrito en el documento y resulta del hábito que se advierte en el
retrato de la persona del titular. Tal documento fue expedido el
23 de octubre de 1967. En él aparece, también, una impresión digi-
tal del religioso mencionado.

Era de esperar que el Ministerio Público reqUIrIeSe de inme-
diato la confrontación del elemento probatorio obtenido de las auto-



'..•.•. aMau.;) .:J..LOU., \'J =:fU ~VJ.J\.~

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

oz£

313

ridades españolas con fotografía y la ficha dactiloscópica y obran-
tes a fs. 6 y 11, respectivamente, de la causa agregada, en la cual
el llamado Pedro Ricardo Andr~s Olmo obtuvo la carta de ciuda-
danía. También pudieron recabarse los antecedentes que se halla-
sen en los archivos de la Policía Federal.

VI. En cambio de ello, el doctor Tezanos Pinto dejó pasar un
lapso superior a trece meses, sin producir acto alguno (conf. el car-
go de fs. 46 vta. y el de fs. 47, de fecha 30 de setiembre de 1982)
y luego se limitó a pedir que se librase oficio al Registro Nacio-
nal de las Personas Ha fin de comprobar la supervivencia de Pedro
Ricardo Olmo" (fs. 47).

El oficio, ordenado a fs. 47 vta. y librado el 15 de octubre de
1982 -del cual. no ha quedado copia en autos en infracción al
arto 54 bis del Reglamento para la Justicia Nacional- no fue con-
testado, lo que motivó un pedido de reiteración por parte del Fis-
cal efectuado el 16 de febrero de 1983 (fs. 48).

VII. A raíz de las publicaciones efectuadas por el periódico
Clarín el 23 y 25 de febrero de 1983, cuyas copias agregó el Fiscal
a fs. 49/51 y que denunciaron la situación planteada y un domicilio
de Pedro Ricardo Olmo en Miramar, dicho funcionario pidió que
se dejara sin efecto el oficio ordenado a fs. 48 vta., a lo que acce-
dió el juez.

La medida que, en lugar de la revocada, propuso el Ministerio
Público, que se librara oficio remitiendo copia legalizada de la par-
tida de nacimiento de Pedrq Ricardo Olmo Andrés al Juzgado Mu-
nicipal de Ciudad Real, España, Ha fin de que se constate si dicha
partida es legítima y si concuerdan todos los datos, y en caso de
que así sea se informe sobre si esa persona vive aún, si reside en
España y sobre las entradas y salidas de dicho país en las fec11aS
correspondientes" (fs. 52). La rogatoria, librada el 17 de marzo de
1983, tuvo resultado negativo, según la documentación agregada a
fs. 55/59 con fecha 31 de mayo de 1983.

VIII. Luego de ello, se advierte otro período de total. inactivi-
dad -esta vez del juzgado- entre la providencia dictada en la

\
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fecha 31 de mayo de 1983, sus cripta por el secretario dbctor Raúl
de Chapeaurouge (a la cual no se dio cumplimiento) y la del 21
de febrero de 1984, suscripta por el mismo funcionario. El 22 de
febrero de 1984 volvieron a pasar los autos al Ministerio Público
(fs. 59 vta. y 65 vta.). La causa de los dos actos aludidos en último
término -la providencia del 21 de febrero y el pase a la Fiscalía-
fue la remisión efectuada espontáneamente por el Ministerio de
Relaciones Exteriores y Culto de fotocopias de parte del legajo del
Obersturmführer Walter Kutschmann enviada por la Embajada Ar-
gentina en los Estados Unidos (ello es explicable, pues los archivos
de la "SS" se conservan en Washington).

IX. Pese a la agregación de estos documentos, el doctor Teza-
nos Pinto sólo requiriÓ una pericia caligráfica referida no a las
nuevas constancias, sino a la comparaci<;>n entre el certificado del
acta de nacimiento obrante a fs. 7 del expediente de ciudadanía
agregado desde hacía tantos años y algunas palabras manuscritas
en la solicitud de fs. 9 de diCho expediente (fs. 66).

La pericia arrojó resultado negativo (fs. 73/74), Y ellO de julio
de 1984 volvieron a pasar los autos al Ministerio Público (fs. 74 vta.) ,
solicitando su representante el Dr. Tezanos Pinto, el 5 de setiembre
de 1984 (fs. 75) '~el cotejo de los instrumentos de fs. 60 a 64 con las
firmas de los escritos de pedido de ciudadanía y notificación de la
Goncesión de la misma .(fs. 9 y_14 del expediente agregado) y con
las demás constancias manuscritas del prontuario policial". La peri-
cia fue presentada, con resultados positivos, el 13 de noviembre de
1984 (fs. 85/87) y el 21 de noviembre pasaron las actuaciones al fiscal.

X. Sin embargo, las diligencias simples y obvias que era preciso
realizar desde la agregación, en agosto de 1981, de la fotocopia del
documento nacional de identidad del religioso Olmo Andrés, no fue-
ron efectuadas y el Fiscal Federal, luego de varios meses, planteó,
el 25 de abril de 1985, la cuestión de competencia" que esta Corte"
ha de resolver (fs. 88).

EllO de mayo de 1985 declinó el juez, Dr. Segreto, el conoci-
miento de la causa, iniciada casi diez años antes, remitiéndose a
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los fundamentos dados por el fiscal. El trámite de la contienda se
prolongó hasta el 29 de agosto de 1985, fecha en la que fueron recio
das las actuaciones en la Mesa de Entradas de esta Corte, pasando
la causa en vista a la Procuración General el 3 de setiembre de con-
formidad con la providencia dictada el 30 de agosto de 1985 (fs. 116).
El señor Procurador Fiscal ante la Corte se expidió el 21 de octubre
y el 4 de noviembre arribó al Tribunal el oficio del señor Juez Fe-
deral que conoce del pedido de extradición mencionado más arriba,
al que el Poder Ejecutivo Nacional dio curso por decreto N9 2134/85
(ver fs. 10/11) del expte. de extradición agregado ad efectum viden..
di) y a raíz del cual fue detenido Pedro Ricardo Olmo Andrés. El
pedido tuvo carácter de urgente y se accedió a él el 6 de noviembre
devolviendo el magistrado penal las actuaciones el 26 de diciembre.
Estas llegaron a la secretaría respectiva el 27 de diciembre de 1985.

XI. Antes de que se planteara la cuestión de competencia, la
Embajada de Alemania había llevado a conocimiento de nuestra
Canciliería -mediante la nota cuya copia obra a fs. 107- que el
. Direct.or de la Liga contra la Difamación, de la Sociedad Bnei-Berit,
se había dirigido "a las autoridades alemanas competentes asegu-
rando que las autoridades argentinas estarían en condiciones de
esclarecer la verdadera identidad de Walter Kutschmann alias Pedro
Ricardo Olmo y que también estarían dispuestas a tomar las medi-
das que corresponden al caso ... ". Dicha nota no obtuvo respuesta
y fue reiterada por la Embajada Alemana el 7 de junio de 1985 (v.
fs. 106). Los instrumentos diplomáticos aludidos fueron agregados
a la causa el 2 de julio de 1985 (fs. 108 .vta.) .

69) Que de lo expl1esto surge que, pese ~ los graves indicios que
obran acerca de la existencia, prima facie, de fraude en la obtención
de la carta de ciudadanía sobre cuya nulidad versan los actuados, el
trámite de éstos se ha demorado, en primera instancia, por once
años, de los cuales, durante casi siete no se registró actividad nin-
guna, mientras que durante el restante tiempo se omitió la realiza-
ción de obvias diligenci~s, como se lo puntualiza sub V del conside-
rando anterior, ello pese a que esta causa se inicia con la nota de
la Embajada de la República Federal de Alemania referida en el
cons. 59, de julio de 1975, en la cual, como se lo expresó en dicho

\ .
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considerando quedaba claro que el trámite de extradición quedaría
subordinado a lo que se resolviese respecto de la carta de ciudada-
nía cuya obtención es tachada de fraudulenta.

A la actitud del Fiscal Dr. de Tezanos Pinto se suma la circuns-
tancia de que el juez, pese a hallarse gravemente comprometido el
orden público, no puso en juego las facultades ordenatorias e ins-
tructorias qu~ el arto 36, y en especial sus incisos 1<:y 2<:,del Cód.
Proc. Civil y Comercial de la Nación, le atribuyen para la generali-
dad de las causas, aun cuando sólo medien intereses de particulares.

En tales condiciones, estima esta Corte que deben ventilarse
las responsabilidades respectivas mediante el sumario que habrá de
instruir la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial
Federal, teniendo en cuenta la imprescriptibilidad de las acciones
disciplinarias en el ámbito de la justicia nacional, como el Tribunal
ha tenido ocasión de declararlo al dictar pronunciamiento con fecha
22 de agosto de 1985 sobre las excepciones previas deducidas en el
expediente de Superintendencia S. 1306/82 "Abogados de la Capital
sI solicitan investigación administrativa con referencia a actuacio-
nes que habrían sido cumplidas por la Morgue Judicial".

7<:)Que en cuanto al análisis del problema suscitado por las
encontradas interpretaciones sobre la competencia para conocer de
la causa que sustentan los tribunales en conflicto, las dificultades
comienzan desde el inicio del tema, pues, como se verá más abajo,
la competencia para la revocación o declaración de nulidad de las
cartas de ciudadanía no es punto que la ley regle expresamente" y la
jurisprudencia del Tribunal al respecto da lugar a que el vacío legal
pueda encontrar soluciones opuestas con apoyo en aquélla.

A ello se añade que, aún antes de que se produjeran los cam-
bios legislativos que han dado ocasión a la presente contienda, tam-
poco la competencia de los jueces en lo civil y comercial federal de
la Capital para entender en el otorgamiento de cartas de ciudada-
nía estaba expresamente declarada por la ley, sino que resultaba
sólo deducible de ella.



Piénsese, en efecto, que la ley 346, en su arto 69, faculta a los
jueces federales de sección para conferir tales cartas.

Pero, en la Capital de la República, la competencia federal se
halla dividida entre múltiples juzgados de acuerdo con criterios de
especialización, sin que esté precisado a cuál de ellos le toca conocer
en la concesión de las referidas cartas.

La práctica que atribuye tales asuntos a los jueces en lo civil y
comercial federal encuentra el sustento que cabe deducir de un com-
plejo desarrollo legislativo, el cual puede resumirse así: El arto 110
de la ley 1893, de organización de los tribunales de la Capital, reco-
gió el sistema de competencia de la justicia federal establecido por
la ley 1255, la que -mediante rem,isión a la ley 220 del año 1867-
dividió dicha competencia entre dos juzgados, uno del crimen y otro
mercantil, que se turnaban en el conocimiento. de las causas civiles.
Dentro de tal clasificación, los procedimientos de carta de ciudada-
nía caían en la categoría de causas civiles por no ser, obviamente,
ni casos criminales, ni mercantiles. La ley de presupuesto para el-
año 1897, N~ 3477, anexo l/U", inc. 3~,Ítem 1~,elevó a tres el número
de juzgados federales de la Capital, asignando a dos de ellos com-
petencia en lo civil y comercial y al restante la criminal y correc-
cional (Digesto de Justicia t. 1~,pág. 17, nota 1 y Diario de Sesiones
de la Cámara de Diputados, 1896, t. 2, páginas 594 a 601). De tal ma-
nera, el otorgamiento de cartas de ciudadanía quedó en la esfera
de los juzgados civiles y comerciales federales.

Dichos juzgados conservaron, de acuerdo con el arto 41 de la
ley 13.998, la competencia que los asistía, con las excepciones que
allí se determinan, y cuyo principal efecto consiste en apartar toda
la competencia contenciosoadministrativa a favor de los juzgados
en la materia creados por la ley 13.278. El arto 40 del decreto-ley
1285/58 confirmó la atribución de competencia a los juzgados en lo
civil y comercial federal de la capital realizada por la ley N~ 13.998.

8~) Que, en lo que hace a la revocación o anulación de las car-
tas de ciudadanía por vía judicial, es preciso recordar que la ley
N~ 346 nada previó acerca de la facultad de los magistrados federa-
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les para adoptar tales medidas, cuya adni.isibilidad constitucional,
al margen de los casos de pérdida del ejercicio de los derechos polí-
ticos contemplados por el. arto 8? de dicha ley -que según el arto 9?
sólo podía Festituir el Congreso- fue declarada reiteradamente por
la Corte Suprema cuando la ciudadanía fue obtenida con fraude o
aún en otras hipótesis (ver Fallos: 257:105, considerando 5? y sus
citas) .

Asimismo, la revocación o anulación de las cartas de ciudadanía
por la autoridad judicial está expresamente prevista en el arto 14
del decreto del 19 de diciembre de 1931, reglamentario de la ley
N? 346. Desde luego, por natural analogía, se entendió que el fuero
competente para otorgar la carta también lo era para revocarla o
anularla.

Como se lo advierte por lo expuesto hasta aquí, el ámbito abor-
dado es normativamente lacunoso, y aparece obligado, pues, el re-
curso a la analogía para integrar la ley.

9?) Que ejemplo de esta jurisprudencia integrativa y de las di-
ficultades que ella ofrece, son el ya citado precedente de Fallos: 257:
105 y el de 295:20.

En el primero de los citados pronunciamientos, el punto a re-
solver no versaba sobre la competencia para la revocación de cartas
de ciudadanía, sino sobre la vinculada a la rehabilitación de aquéllos
a los cuales las hubiera sido cancelada. La Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Federal y Contencioso administrativo consideró la
hipótesis de .rehabilitación del naturalizado que había perdido la
ciudadanía, como análoga a la restitución de los derechos políticos
perdidos en virtud de las disposiciones del arto 8? de la ley N? 346
que -de acuerdo con el texto original del arto 9? de ésta- sólo po-
dían ser devueltos por el Congreso. En cambio, la Corte Suprema
estimó que la nueva concesión de la ciudadanía -entendiendo por
ciudadanía un conjunto de derechos más amplios que los políticos,
según la jurisprudencia de Fallos: 147:252 y 154:283- no se con-
fundía con el supuesto contemplado por el arto 9? (texto original)
de la ley N? 346 y que, por ello, correspondía a la justicia federal
resolver sobre la rehabilitación impetrada.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 319

Sin embargo, en Fallos: 295:20, la Corte llamada a decibir sobre
la competencia para la rehabilitación de un naturalizado al que ha-
bía sido cancelada su carta de ciudadanía, difirió el conocimiento
del caso a la justicia electoral, a la que el texto actual del arto 99 de
la ley N9 346, o sea el introducido por la ley N9 20.835 Y ratificado
por la 23.059, confiere la facultad de rehabilitación en el ejercicio
de los derechos políticos que antes se había reservado para sí el
Congreso. Con la solución dada al caso, el Tribunal vino a admitir
la analogía que había rechazado en Fallos: 257: 105.

De seguirse la línea esbozada en el mencionado precedente de
Fallos: 295:20, también cabría la conclusión de que la competencia
para conceder y revocar cartas de ciudadanía -reconocida en la
Capital a la justicia en lo civil y comercial federal en virtud de otras
razones también de orden 'analógicb- podría desplazarse, conti-
nuando la vía argumental del pronunciamiento comentado, a la jus-
ticia ele~toral, solución que, en el caso de autos, la Cámara Nacio-
nal Electoral señala como la preferible, pero sólo de lege ferendae .
(fs. 100 vta.) , por no encontrar, de lege lata, base para la conclu-
sión que estima mayormente valiosa.

No. obstante a las consideraciones ya expuestas, que permi-
tirían -desde el punto de vista de la lógica interpretativa- llegar
a dicha conclusión, se añade, ahora, que. el criterio empleado en.
Fallos: 295:20, a favor de la competencia de la justicia electoral en
cuestiones de naturalización, encuentra refuerzo en el arto 14 del
decreto 3213/84 reglamentario de la ley 23.059; según el cual "La
suspensión del ejercicio de los derechos políticos. y su rehabilita-
ción deberán tramitar por ante la Justicia Nacional Electoral ... ".
Por .el contrario, resulta indudable que los arts. 69, 109y 159 de dicho
decreto sólo conciernen a las funciones registrales y estadísticas qu~
incumben a la Cámara Nacional Electoral como lo demuestra el dic-
tamen del Sr. Procurador Fiscal ante esta Corte.

10) Que lo expresado en los tres considerandos anteriores sig-
nifica que el punto sometido a la decisión del Tribunal puede recibir
diversas soluciones susceptibles de correcta fundamentación de con.
formidad con. las reglas formales de la interpretación del derecho.



En la elección de una u otra de las posibilIdades asi abIertas no
podrá prescindirse de razones materiales, atinentes a la actual orga-
nización de los tribunales nacionales que ejercitan la competencia
federal en la Capital de la República y a las tareas que les están
adjudicadas. Entre tales circunstancias ha de pesar la inexistencia,
en la Ciudad de Buenos Aires, de un juzgado electoral, cuyas fun-
ciones están encomendadas al magistrado a cargo del Juzgado Na-
cional en lo Criminal y Correccional N'? 1.

En tales condiciones, el Tribunal estima que debe confirmarse
la práctica corriente según la cual, en la Capital, compete a los jue-
ces en lo civil y comercial federal el otorgamiento y revocación de
cartas de ciudadanía.

11) Que el óbice fundado en que no cabría distinguir entre los
casos de pérdida de nacionalidad y de privación de los derechos po-
líticos, que opone el señor juez en lo civil y comercial federal a la
conclusión precedente, no encuenra base en la jurisprudencia del
Tribunal ni es compartido por éste en su actual integración.

La cuestión aludida es de vieja raigambre y para comprender
su sentido y efectos resulta necesario realizar algunas aclaraciones.
Para comenzar, debe subrayarse que la distinción, en el plano teó-
rico, entre los conceptos de nacionalidad -pertenencia a la comu-
nidad nacional- y ciudadanía -pertenencia al cuerpo electoral-
no ha sido negada por ninguna de las distintas posiciones corrientes
en la interpretación de la ley 346. Los problemas, en esta materia,
surgen de la manera insuficiente en que la reglaron los constitu-
yentes y las primeras legislaturas.

En efecto, el proceso histórico de formación de nuestro texto
constitucional y de la ley 346, exhaustivamente analizado por Esta-
nislao S. ZebalIos en su obra "La Nationalité", tomos II y IV-V,
París 1914 y 1919, demuestra que la preocupación dominante de la
generación constituyente, al igual que la de la Revolución emanci-
padora, radicó, dentro del campo aquí tratado, en establecer las
condiciones requeridas para participar en la formación de la volun-
.tad política del naciente Estado argentino, derecho cuya contr~-
partida era, sobre todo, la carga del servicio militar. Lo atinente a
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la nacionalidad sólo estuvo presente en un segundo plano, al esta-
blecerse la condición de natural del país como una de las maneras
de recibir la ciudadanía. Y tal condición tuvo contornos impreci-
sos, que se aclararon a medida que se perfilaban mejor las dimen-
sIones- definitivas de la nueva Nación. Prúeba de ello es lo dispues-
to en el arto 1~, inc. 4~, de la ley 346 en el sentido de que son
argentinos "los nacidos en las repúblicas que formaron parte de
las Provincias Unidas del Río de la Plata, antes de la emancipa-
ción de aquéllas, y que hayan residido en el territorio de la Nación,
manifestando su voluntad de serlo". Esta norma guarda evidente

, ,
relación con el debate registrado en la Convención Revisora de la
Provincia de Buenos Aires, del año 1860, sobre la calidad de nacio-
nal del convencional coronel Wenceslao Paunero, nacido en la Ban-
da Oriental (ver Diario de Sesiones de la Convención Nacional, pág.
13 Y sigs. -en las Asambleas Constituyentes Argentinas de Emilio
Ravignani, t. IV, p. 712 Y sigs.-).

La misma índole de inquietudes traduce el agregado que efec-
tuó la Convención Nacional de 1860, de acuerdo a lo sugerido por
la Convención antes aludida, al inciso 11 del. arto 67 de la Consti-
tución Nacional (art. 64 en' la numeración original) en el sentido
de que las leyes sobre ciudadanía y naturalización que, con arreglo
a dicha norma está facuItado a dictar el Congreso, deben serlo con
sujeción al principio de la "ciudadanía natural". El contexto his-
tórico y las aclaraciones de los autores del precepto dejan ver que
interesaba dejar sentado que los hijos nacidos en la República de
padres extranjeros serían, sí, titulares de los derechos cívicos más,
sobre todo,' y por ello mismo, sujetos al servicio militar, como lo
había sostenido el gobierno de Buenos Aires en los conflictos con
Francia y Gran Bretaña que se desarrollaron en los decenios ante-
riores. El punto de vista defendido por los' gobiernos de Buenos
Aires había sido sensiblemente debilitado por los dos tratados sus-
criptas con España por Alberdi como representante de la Confe-
deración en 1857 y por la ley 145 de ese año dictado por el Con-
greso de Paraná.

Conviene recordar que en las fases iniciales de esas disputas
hasta la firma del Tratado Mackau-Arana, del 29 de octubre de 1840,.
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el gobierno de Buenos Aires había tendido, sobre la base de las
disposiciones del Estatuto Provisional de 1815 y de diversas leyes
provinciales, a imponer la ciudadanía a todos los extranjeros do-
miciliados, tendencia con la cual rompió definitivamente el arto 20
de la Constitución Nacional, al prescribir que los extranjeros no es-
tán obligados a admitir la ciudadanía.

De modo, pues, que en el horizonte de las representaciones his-
tóricas de los constituyentes, la nacionalidad tuvo principalmente
relevancia en función de los problemas vinculados a la integración
del cuerpo electoral. Ello no significa que, de una manera tenue,
tal distingo no estuviera presente en la mente de los autores de
las primeras leyes reglamentarias.

Por una parte, la ley 145 del Congreso de Paraná, aunque siem-
pre orientada a la demarcación del cuerpo electoral (art. 19), ha-
bía distinguido entre los argentinos. que podían ser nativos o natu-
ralizados (art. 29), Y los ciudadanos, titulares del goce de los dere-
chos políticos (art. 99, aunque su inc. 29 resulte especialmente con-
fuso). También se advierte tal distingo en la ley 346 al definir como
argentinos a las personas que enumera su Título I, cuyos derechos
políticos define el Título IV, en tanto que el Título II se ocupa de
los ciudadanos por naturalización. El término nacionalidad no fue
usado en la ley ni en el debate, pero el cuidadoso examen realizado
en el dictamen del señor Procurador General en el caso de Fallos:
257: 105, págs. 110/111, demuestra que la palabra ciudadanía fue
entendida tanto en el sentido del conjunto de derechos políticos,
como en el de nacionalidad de los nacidos en el país que no pose-
yeran aquéllos derechos políticos.

12) Que este último punto resulta de especial importancia,
porque al no determinar expresamente la ley 346 que el ciudadano
por naturalización obtuviese por ello la nacionalidad, parte de nues-
tra jurisprudencia y doctrina entendieron que la nacionalidad ar-
gentina sólo se adquiría por nacimiento, de manera que los ciuda-
danos naturalizados no obtenían la nacionalidad. Por tal razón,
cuando aún las mujeres no gozaran de derechos políticos, se negó
la posibilidad de su naturalización, tesis que fue rechazada por la
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Corte Suprema en Fallos: 147:252, que cita, erróneamente en apoyo
de su propia posición, el sefior juez en lo civil y comercial federal
(fs. 104 vta.).

Por el contrario es el criterio que fue rechazado en ese pro-
nunciamiento de la Corte el que daría razón al magistrado aludido,
pues si el extranjero, a través de la naturalización, sólo adquiriese
derechos políticos, la cancelación de la carta respectiva únicamente
tendría efectos sobre los derechos políticos y correspondería a la
competencia de la justicia electoral.

El argumento que el precedente de Fallos: 147:252 esgrimió
el Tribunal para refutar el criterio mencionado fue la sinonimia
que en la .Constitución tendrían los términos nacionalidad y ciu-
dadanía.

Ciertamente, de acuerdo con lo expuesto por el Sr. Procurador
General en Fallos: 257: 105, cabe sosténer que algunos de los auto-
res de la ley 346, si bien no utilizaron el término nacionalidad (lo
que impide hablar de una sinonimia) utilizaron el término ciuda-
danía en dos sentidos, uno vinculado a los derechos políticos y otro
equivalente al de nacionalidad. También se impone la conclusión
de que el término "ciudadanía" precisamente en el contexto de las
normas sobre extradición (arts. 3<;>,inc. 1<;>,de la ley 1612 y 669 del
Código de Procedimientos en Materia Penal), tiene el alcance de
"nacionalidad", En cuanto a la Constitución misma, no parece men-
tar, según su contenido histórico, con el término ciudadanía, sino
a los. derechos políticos, si bien, como ya se lo dijo, la idea de
nacionalidad, a los efectos de la integración del cuerpo electoral,
subyace en el agregado introducido en 1860 en el arto 67, inc. 11,
de la Ley Fundamental.

De todos modos, la tesis que se quiso refutar alegando que la
idea de nacionalidad, con el nombre de ciudadanía, se hallaba en
la Constitución, no sostenía, según se ha visto, que tal idea no
estuviera presente en la legislación positiva, sino que ésta, preci-
samente, no había querido otorgarla a los extranjeros na~uraliza-
dos, quienes por dicho acto se limitaban a recibir los derechos
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políticos. Dicha. posición, empeñosamente defendida por algunos
autores, ha persistido tanto como para que la derogada ley 14.354
estableciera en su arto 18 que "... La ciudadanía adquirida con
sujeción a las disposiciones de la ley 346 importa la adquisición de
la nacionalidad argentina".

13) Que la tesis presupuesta en la derogada norma legal transcrip-
ta y rechazada en Fallos: 147:252, se basó, asimismo, en una cons-
, trucéión sistemática fundada en el arto 20 de la Constitución, y que
consiste en afirmar que si de acuerdo con este precepto, los ex-
tranjeros gozan de todos los derechos civiles del ciudadano, lo
único que puede agregar la naturalización es el goce de los dere-'
chos políticos. Tales nociones reaparecen -aunque de manera con-
fusa, pues se las entrelaza con la presunta sinonimia constitucional
entre ciudadanía y nacionalidad- en el mensaje con que el Poder
Ejecutivo acompañó el proyecto transformado en la ley 23.059 y del
que hace mérito el señor juez en lo civil y comercial federal (fs.
104 vta.). La parte pertinente del mensaje aludido dice: "La Cons-
titución utiliza los términos 'nacionalidad' y 'ciudadanía' como si-
nónimos, aún cuando pueda utilizar, cuando resulte necesario, la
expresión 'ciudadanía' con un alcance más preciso. Los constitu-
yentes establecieron claramente el principio de que todo nacional
debe ser ciudadano y toda distinción que pudiera efectuarse, tal
como la realiza la vigente ley, es contraria a la letra de la Consti-
tución. La asimilación no responde a un error conceptual sino al
propósito de no admitir entre los 'habitantes' de la Nación, todos
los cuales gozan de los mismos derechos civiles, otra distinción que
la posibilidad de ejercer y asumir los derechos y obligaciones po-
líticas, de conformidad con las leyes que reglamenten su capaci-
dad, atribución reservada exclusivar:p.ente a los nacionales" (Diario
de Sesiones de la Cámara de Diputados de la Nación, Sesión del 4
de enero de 1984, pág. 380).

El pensamiento consistente en que la naturalización no añade
a los derechos civiles de que gozan todos los habitantes del país
ningún otro que los políticos no es exacto, porque la protección
del pabellón es consecuencia esperable de ese acto, así se lo con-
ciba sólo como adquisición 'de estos. últimos derechos. Tal inexac-
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titud no sería reprochable si la tesis que se quiso sustentar en ella
no condujese a que la pérdida de los derechos políticos suela dejar
al que la sufre sin el amparo de pabellón alguno. En efecto, si la
revocación de aquéllos vuelve a quien los había adquirido a la con-
dición de extranjero, no cabe presumir -de acuerdo con la legis-
lación comparada- que la persona en tal situación recupere la na-
cionalidad de origen y la protección consiguiente, que bien pudo
perder por el acto de naturalización.

Lo expresado indica que, aún después de reconocidos los dere-
chos CÍvicos a la mujer, con lo cual, desde el punto de vista de la
tesis que rechaza la jurisprudencia del Tribunal, los extranjeros
son pasibles de naturalización sin diferencia de sexo, la tesis que'
equipara la naturalización a la sola adquisición de los derechos po-
líticos arroja igualmente un saldo negativo, en cuanto tiende a crear
situaciones de apatridia.

Por ello, está ampliamente justificada la solución dada por el
Tribunal en el caso de Fallos: 203:185, en orden a que la pérdida de
los derechos políticos por el naturalizado no importa la pérdida de
la nacionalidad.

14) Que, a esta altura, ha de destacarse que la solución juris-
prudencial referida ha adquirido, al sancionarse la ley 23.059, rango
normativo. Guiado tanto por el objetivo de evitar supuestos de apa-
tridia como de reparar otras situaciones injustas, el legislador ha
admitido (arts. 3? y 4? de dicha ley) que los argentinos nativos o
naturalizados que en virtud de aquélla recuperan ipso jure su na.
cionalidad y ciudadanía (la ley emplea tales términos) renuncien,
sin desmedro de la. nacionalidad argentina, al ejercicio de la ciu-
dadanía, a fin de poder conservar, cuando.lo deseen -y reteniendo
la nacionalidad argentina- la nueva que hubiesen adquirido en el
país de residencia (v. Diario de Sesiones de la Honorable Cámara
de Senadores, sesión del 9 de febrero de 1984, pág. 484).

Resulta preciso destacar la importancia dogmática que tienen
los citados arts. 3? y 4? de la ley 23.059. Según el art. 3?, recuperan
su nacionalidad no sólo los argentinos nativos que la hubieran per-
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dido en virtud de las disposiciones del arto 7~ de la ley 21.795, sino
que también la readquieran los naturalizados que hubiesen quedado
sin la nacionalidad argentina en virtud del arto 8~ de la ley de fac-
to 21.795.

Con arreglo a tales normas legales el arto 16 del decreto regla-
mentario 3213/84 antes citado expresa: "La suspensión del ejer-
cicio de los derechos políticos de conformidad a lo establecido en
el arto 8~ de la ley 346 y la voluntad de no recobrar su ejercicio
prevista en la última parte del arto 4~ de la ley 23.059, no priva de
los derechos ni exime de las obligaciones inherentes a la naciona-
lidad argentina sea ésta nativa o adquirida".

Estas disposiciones para nada contradicen la economía dc la
Constitución. Es verdad que, históricamente, sus autores no pare-
cen haber contemplado el tema de la nacionalidad sino desde el
prisma de la integración del cuerpo electoral, pero es innegable
que no se negó al Congreso la facultad de reglar lo atinente a la
nacionalidad de acuerdo a su prudencia, según las necesidades de
cada una de las etapas históricas vividas por el país.

Más aún, la posibilidad de pensar, invirtiendo la terminología
romana, en un suffragiun sine civitas, sólo pudo darse mientras se
desenyolvió el proceso de formación de la nacionalidad argentina,
pero carece de significado y repugna a la sensibilidad jurídica me-
dia una vez integrada la comunidad nacional, ínteriormente cohe-
sionada y con destac?da presencia internacional. Por otra parte, el
propósito fundamental de la Constitución es que la Nación Argen-
tina se desarrolle y consolide en fidelidad al ideal fundacional de
integrar un cuerpo político basado en la libertad y en la justicia.

En este orden de ideas cabe recordar, como principio de la
interpretación de la Cart'a Magna, que no es adecuada una exége-
sis estática de la Constitución Nacional y de sus leyes reglamenta-
rias inmediatas, referidas a la circunstancia de su sanción, pues
las normas de aquélla están destinadas a perdurar regulando la
evolución de la vida nacional, a la que han de acompañar en la
discreta y razonable interpretación de la intención de sus creado-
. res (FaJJos: 256:588).
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La intención de formar un estado nacional con instituciones
libres ofrece un horizonte que excede en mucho el contenido de las
representaciones históricas que pudieron tener en mente los padres
de la Constitución al dictar algunas de sus disposiciones particula-
.res. Ello permite al intérprete determinar el significado de estas
últimas, teniendo en cuenta -siempre de modo consonante con
los propósitos y valores esenciales de la Constitución-, las circuns-
tancias imperantes en el momento concreto en que se realiza la
labor hermenéutica (ver el voto del juez Aráoz de Lamadrid en el
citado caso de Fallos: 256:588).

La interpretación constitucional en la materia aquí tratada no
puede prescindir del enorme cambio de las circunstancias que en
las últimas décadas se ha vivido en nuestra patria respecto de los
movimientos de población.

Largos años de calamidades económicas, sociales y políticas
han arrojado fuera del país a centenares de miles de argentinos,
nativos o naturalizados, y la legislación y la jurisprudencia tienen
por misión, en el día de hoy, preservar con celo el vínculo que une
a esta vasta diáspora, no ya con el suelo extranjero que habita,
sino con la comunidad histórica a la que pertenece por nacimiento
o por incorporación voluntaria.

Estos objetivos se verían en parte frustrados si se sostuviese
que la nacionalidad arg:~ntina sólo puede obtenerse con base en el
nacimiento y que. la naturalización tan sólo implica el goce de los
derechos políticos.

De allí que el Tribunal estime que, cualquiera haya sido el pre-
ciso contenido representativo históricamente ligado a la previsión
del arto 20 de la Constitución, con arreglo a la cual el extranjero
obtiene la "nacionalización residiendo dos años contínuos e.n la Na-
ción", tal norma debe ser entendida en sentido gramatical que le
corresponde en el uso actual del lenguaje.

Por lo tanto, esta Corte confirma la jurisprudencia de Fallos:
147:252; 154:283; 203: 185 y 257:105, con arreglo a la cual la natu-
ralización implica la adquisición de la nacionalidad argentina, en
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cuyo goce permanece el naturalizado aunque no posea el de los de-
rechos políticos. Ello significa que la cancelación de la carta de ciu-
dadanía obtenida con fraude envuelve la pérdida de la nacionalidad
argentina, lo cual priva de base a la. tesis en la que podría susten-
tarse la posición asumida en esta causa por el señor juez en lo civil
y comercial federal.

15) Que lo dicho importa que no existe razón constrictiva para
asimilar a los supuestos de competencia de la justicia electoral el
caso que contempla el art. 14 del decreto 3213/84.. Ello, sumado a
las razones expuestas en el considerando lO'?) conduce a esta Corte
a reafirmar la práctica corriente, según la cual, a falta de normas
expresas en 'esta materia, el otorgamiento y la cancelación de car-
tas de nacionalización, llamadas de ciudadanía, debe atribuirse en
la Capital de la República al fuero en lo civil y comercial federal.

Por ello y lo concordemente dictaminado por el señor Procu-
rador Fiscal, se declara que el señor juez a cargo del Juzgado Na-
cional en lo Civil y Comercial Federal N'? 9, debe continuar enten-
diendo en la causa, que le será remitida. Hágase saber a la Cámara
Nacional Electoral. Dispónese, en atención a lo expuesto en los con-
siderandos 3'? a 6'? del presente pronunciamiento, que la Cámara
Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal forme
sumario, en los términos del arto 21 del Reglamento para la Jus-'
ticia Nacional, al señor Juez doctor Jorge H. Segreto, al señor Pro-
curador Fiscal Federal, doctor David de Tezanos Pinto y a los se-
cretarios doctores Emilio A. Day Arena y Raúl de Chapeaurouge,
a fin de establecer si existen más elementos de juicio y escuchar
el descargo de los nombrados, debiendo. la Cámara informar a esta
Corte, a los treinta días de haber recibido copia de esta sentencia,
sobre las medidas adoptadas. Asimismo, habrá de ponerse en cono-
cimiento del señor Ministro de Educación y Justicia y del señor
Procurador General la situación del doctor Tezanos Pinto.

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.
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JURlSDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Cuestiones civiles
y comerciales. Sucesión. Fuero de atracción.

Si la rlemanda de usucapión que se ejerce tiende a determinar la exis-
tencia de derechos reales sobre un inmueble ubicado en la Provincia de
Buenos Aires, no se trata de las acciones personales de los acreedores
del difunto ni de las relativas a bienes hereditarios que se suscitan en-
tre coherederos (art. 3284 del Código Civil). En consecuencia, no existe
en el caso fuero de atracción por lo que. corresponde declarar la com-
petencia de la justic;ia de aquella provincia (art. S?, inciso l?, del Código
Procesal Civil y Comercial de la Nación), sin que obste a ello la trami-
tación del juicio sucesorio -en carácter de herencia vacante- en la
Capital Federal.

DICTAMEN DE!-- PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA.

Suprema Corte:

Tanto el señor Juez a cargo del Juzgado en lo Civil y Comercial
N? 3 del Departamento Judicial de Lomas de Zamora, Provincia de
Buenos Aires -fs. 288-, como el señor Juez a cargo del Juzgado
Nacional en lo Civil N? 2 de la Capital Federal -fs. 294- se declara-
ron incompetentes en estas actuaciones. Así las cosas, corresponde a
V. E. dirimir el 'presente 'conflicto. de competencia, por ser el único
órgano superior jerárquico común que puede resolverlo (art. 24,
inc. 7?, del decreto-ley 1285/58).

En cuanto al fondo de la cuestión, tal como la Corte lo tiene
resuelto, no procede el fuero de atracción del arto 3284 del Código
Civil respecto de la acción tendiente a determinar la existencia de
derechos reales -juicio por usucapión de un inmueble-, ya que
no se trata de las acciones personales de los acreedores del difunto
ni de las relativas a bienes hereditarios que se suscitan entre co-
herederos (Fallos: 296:485, entre otros).

Ello así, por cuanto la acción declarativa de usucapIOn no tiene
por objeto lograr la cooperación forzada de un sujeto para satis-
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facer con su prestación el interés del actor; el' usucapiente persigue
con ella establecer la situación de hecho que corresponde a su de-
recho, busca la eliminación de obstáculo (inscripción contraria en
el registro; presunción de vacancia del inmueble) que impide o
perturba la libre disposición del dominio por él, adquirido origina-
riamente.'

Además si bien el artículo 30 de la ley 7543 de la Provincia de
Buenos Aires prevé que los juicios en que la misma revista el ca-
rácter de parte demandada deben tramitarse ante los jueces del
Departamento Judicial de La Plata, en orden a la reiterada doc-
trina de este tribunal a los fines de la dilucidación del presente
conflicto han de aplicarse las previsiones de las leyes nacionales
de procedimientos (Fallos: 298:447; 302:1380). En tales condicio-
nes atendiendo especialmente a que en supuestos como el de autos
en que se ejercita una acción declarativa de la prescripción adqui-
sitiva dicho ordenamiento atribuye competencia al juez del lugar
donde esté situada la cosa litigiosa (artículo 5'?, inciso 1'?) y a la
circunstancia,que el bien objeto del pleito se encuentra ubicado en
jurisdicción del tribunal inhibiente, cabe atribuir a este último el
conocimiento del juicio ..

En consecuencia, por lo precedentemente expuesto, estimo que
corresponde dirimir el presente conflicto declarando la competencia
del Juzgado en lo Civil y Comercial N'? 3 del Departamento Judicial
de Lomas de Zamora, Provincia de Buenos Aires. Buenos Aires, 30
de diciembre de 1985. José Osvaldo Casas.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 18 de marzo de 1986.

Autos y. Vistos; Considerando:

1'?) Que tanto el señor juez a cargo del Juzgado de Primera
Instancia en lo Civil y Comercial N'? 3 del Departamento Judicial
de Lomas de Zamora, Provincia de Buenos Aires, como el señor
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juez a cargo del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil
N? 2 de la Capital Federal, se declararon incompetentes para en-
tender en la causa. En consecuencia, corresponde a esta Corte diri-
mir el conflicto planteado conforme lo prescripto por el arto 24,
inc. 7?, del decreto-ley 1285/58.

2?) Que los actores promovieron -ante el citado tribunal pro-
vincial- juicio de usucapión contra el demandado, respecto de un
lote de terreno ubicado en el partido de Lanús, Provincia de Bue-
nos Aires. Constatada la muerte de aquél y la tramitación de su
sucesorio ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil
N? 2, de la Capital Federal -en carácter de herencia 'vacante-, los
demandantes dirigieron su acción contra la Nación y la Provincia
de Buenos Aires. Estas se presentaron a fs. 275/277 y 282/283, des-
pués de lo cual el juez de Lomas de Zamora se inhibió de seguir
entendiendo en las actuaciones y las remitió al Juzgado Nacional
en lo Civil ante el que tramitaba el juicio sucesorio. El señor juez
a cargo de este último no aceptó la competencia que se le .atribuía,
con lo que quedó planteada la contienda de competencia que debe
el tribunal resolver.

3?) Que como surge de las constancias de la causa, la aCClOn
que en ella se ejerce tiende a determinar la existencia de derechos
reales sobre un inmueble ubicado en la Provincia de Buenos Aires.
No se trata de las acciones personales de los acreedores del difunto
ni de las relativas a bienes hereditarios que se suscitan entre co-
herederos (art. 3284 del Código Civil). En consecuencia, no existe
en el caso fuero de atracción (Fa~los: 288:449; 296:485), p.or lo que
corresponde declarar la competencia de la justicia de aquella pro-
vincia (att. 5'?, inciso 1'?, del Código Procesal Civil y Comercial de
la Nación).

4'?) Que, en cambio, no cabe determinar en concreto qué tri-
bunal provincial deberá continuar entendiendo en la causa, pues
ello resultará de la aplicación que hagan de las leyes locales los
órganos jurisdiccionales que ellas contemplan.

5'?) Que, por fin, si bien es cierto que la Nación ha sido deman-
dada, el tribunal ha resuelto, en reiteradas ocasiones, que la com-
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,
. petencia federal establecida para los supuestos en que aquélla sea
parte, es renunciable a favor de la justicia provincial (Fallos: 286:
203; 291:538, entre otros), lo que en autos resulta aplicable por
haber comparecido la NaCión a contestar la demanda sin formular
reserva alguna.

Por ello, habiendo dictaminado el señor Procurador Fiscal, se
declara la competencia de la justicia de la Provincia de Buenos
Aires para continuar entendiendo en la causa, la que a sus efectos
será ,remitida al Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comer-
cial N~ 3 del Departamento Judicial de Lomas de Zamora. Hágase
saber al señor juez a cargo del Juzgado Nacional de Primera Ins-
tancia en lo Civil N~ 2 de la Capital Federal.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQuÉ.

NILDA. NOEMI NOVILLO

JUBILACION y PENSION,

Corresponde 'dejar sin efecto la sentencia que denegó el reajuste jubi-
latorio por inclusión de los viáticos percibidos por la actora como aza-
fata afectada al servicio internacional de Aerolíneas Argentinas, si la
interesada se jubiló dllrante la vigencia de la resolución 4511/75,que
~econoció 'expresamente que los viáticos integraban la remuneración,
,y que la resolución que aplica la Cámara para denegar su pretensión
es posterior a esa fecha, ya que se advierte que el fallo sólo contiene
una fundamentación aparente, pues se aparta del principio aceptado en el
arto 27 de la ley 18.037según el cual el derecho a la jubilación se rige
por la ley vigente a la fecha del cese de servicios. A ello no .obsta 'que
la actora haya efectuado el reclamo varios años después, cuando ya
regía el art. 10 de la ley de fondo citada -que confirió a la autoridad
de aplicc.ción el derecho a determinar en qué casos los viáticos inte-
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graban ia remuneraci6n-, toda vez que los beneficios de la seguridad
social se rigen en la forma señalada y tienen carácter integral e irre-
nunciable (1).

CAMARANACIONAL ELECTORAL

SUPERINTENDENCIA.

De conformidad con el arto 25 del decreto-ley 1285/58, las Cámaras Na'
cionales designarán ,su presidente y uno o más vicepresidentes, que
distribuirán ~us funciones en la forma que lo determinen las regla-
mentaciones que se dicten, y deben ajustar sus reglamentos internos
a las disposidones que dicte la Corte Suprema, confiriéndoseles el
ejercicio de superintendencia directa sobre todos los funcionarios y
empleados de su jurisdicci6n, y la decisi6n de los casos concretos que
se planteen (arts. 104y 118,del Reglamento para la Justicia Nacional) (2).

SUPERINTENDENCIA.

No corresponde a la Corte -en ejercIcIo de las facultadcs de superin-
tendencia- decidir si dos resoluciones, dictadas por el Presidente de
la Cámara Nacional Electoral, en cumplimiento de atribuciones confe-
ridas por reglamento del fuero, son arbitrarias o ilegales, y no pueden
ser dejadas sin efecto por la Cámara como cuerpo; ello es así, pues
las normas contenidas en el reglamento respectivo han sido dictadas
por aquélla en ejercicio de sus facultades, que incluyen la de modificar
cualquier disposici6n previo acuerdo -arto 26, decreto-ley 1285/58-, sien-
do las atribuciones y elecci6n del presidente también resultado de acuer-
do de camaristas, que pueden reasumir las que hubieren delegado por
reglamento, si las circunstancias así lo exigen..

SUPERINTENDENCIA.

Li avocación de la Corte corresponde en circunstancias excepcionales
y cuando se eviden~ia inobservancia de sus disposiciones reglamenta-

(1) 18 de .marzo.Fallos: 307:135, 495; causa: "Mac Culloch, Alejandro
Ruiz", del 17 de diCiembre de 1985.

(2) 18 de marzo.
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rias, pues le compete préservarlas, por lo que no constituye exceso
de facultades privativas de la Cámara, la. discrepancia que con el cri-
terto de la mayoría pueda abrigar uno dé sus jueces (1).

MIGUEL ANGEL DANIEL DE MARCO v. INSTITUTO DE TERAPEUTICA
PURISSIMUS S. A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sente/lcia definitiva. Con-
cepto y generalidades.

La sentencia que declaró la caducidad de la instancia, fundada en que
ese instituto adjetivo es aplicable en el proc~so laboral regido por la
ley 7718 de la Provincia de Buenos Aires y en que la actora no había
instado el trámite durante el lapso que indicó, tiene carácter de defi-
nitiva en los términos del arto 14 de la ley 48 por cuanto, como la ac-
tora lo acredita, lOS efectos de aquélla, dado el tiempo transcurrido,
ocasionarían que la reiteración de los reclamos sólo pudiera tener lugar
ya venci.óo el plazo de prescripción.

CADUCIDAD DE LA INSTANCIA.

El instituto de la caducidad de instancia no está legislado en forma
expresa con relación al proceso laboral bonaerense, lo que sumado a la
adopción del sistema inquisitorio que informa la ley (7718, arto 12),
impone como conclusión que, en caso de admitirse la caducidad de ins-
tancia en el procedimiento laboral, al menos, su procedencia, debe
limitarse a supuestos muy excepcionales. Ello es. así, pues uno de los
principios inconcusos que caracterizan el perfil del derecho procesal del
trabajo es el del."imp~lso de oficio".

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 20 de marzo de 1986.

Vistos los autos: "De Marco, Miguel Angel Daniel e/Instituto
de Terapéutica Purissimus, S.A. s/despido".

(1) Fal.1os: 148:522; 302:427.
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1?) Que el Tribunal del Trabajo N? 2 de Mar del Plata declaró
la caducidad de la instancia, fundado en que ese instituto adjetivo
era aplicable en el proceso laboral regido por la ley 7718, y en que
la actora ho había instado el trámite durante el lapso que indicó.
Con motivo de ello, dicha parte dedujo el recurso extraordinario
de nulidad local y el extraordinario federal; el primero, basado en
plant~os sobre el último aspecto mencionado, que reiteró en el se-
gundo remedio, al paso que agregó en éste los relativos a la impro-
cedencia de la caducidad en las causas del trabajo. Concedido el
recurso de nulidad, la Suprema Corte de Justicia de la Provincia
de Buenos Aires lo trató y desestimó. Con posterioridad, el a qua
concedió la apelación federal.

2<;» Que la sentencia impugnada tiene carácter de definitiva en
los términos del arto 14 de la ley 48 por cuanto, como la actora lo
acredita, los efectos de aquélla, dado el tiempo transcurrido, oca-
sionarían que la reiteración de los reclamos sólo pudiera tener lu-
gar ya vencido el plazo de prescripción (sentencia del 5 de marzo
de 1985, in re; L.91-XX, "Luna, Juan Sebastián c/Ferrocarriles Ar-
gentinos s/ordinario", entre otras).

3?) Que, empero, ese pronunciamiento no proviene del tribunal
super-ior exigido por el art. 14 cit., respecto del tema de la existen-
cia o inexistencia del acto impulsorio alegado por la actora, pues
ello fue resuelto finalmente por la Suprema Corte provincial. Por
el contrario, sí observa tal recaudo la decisión presente, en lo que
concierne a la restante materia -ajena, como se infiere d~ lo ex-
puesto, al fallo de esa Suprema Corte- toda vez que la recurrente
sostuvo, y el a qua lo admitió al no denegar la apelación, que,.
atento a las circunstancias del caso, el punto no era susceptible
de ser llevado a conocimiento de dicho órgano superior (doctrina
de la sentencia del 23 de agosto de 1984, in re; B.618-XIX. "Britez
de Layús, Juana Francisca y Rafaela Britez c/Eduardo PeIlegrino,
Pedro Lottero y/u otros").

4?) Que, por ende, la cuestión que ha de ser tratada es la ati~
nente a la pertinencia del régimen de la cadu~idad en este proceso.
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En tal sentido, cabe recordar que si bien el sentencian te manifestó
"que en virtud de lo dispuesto por el art. 65 de la ley 7718, se-
rían aplicables en el procedimiento laboral las disposiciones de los
arts, 310/8 del C.P.C., adecuadas al procedimiento especial", no se
advierte, de las consideraciones que acompañaron a esa afirmación,
que se haya efectuado ajuste alguno al "procedimiento especial",
pues se observa que el problema, en conclusión, fue juzgado con
prescindencia de toda especificidad derivada de la naturaleza del

litigio.
59) Que, consecuentemente, el resultado alcanzado, esto es, la

aplicabilidad en el sub examine de la figura ritual en juego, no se
compadece con las premisas de las que se dice partir, lo cuai, se-
gún conocida jurisprudencia, conduce a la descalificación del acto
judicial así dictado.

69) Que refuerza tal criterio, la doctrina de este tribunal acerca
de que "el instituto de la caducidad de instancia no está'legislado
en forma expresa con relación al proceso laboral bonaerense, lo
que sumado a la adopción del sistema inquisitorio. que informa la
ley 7718, art. 12), impone como conclusión que, en caso de admi-
tirse la caducidad de instancia en el procedimiento laboral, al me-
nos, su procedencia, debe limitarse a. supuestos muy excepciona-
les" (sentencia del 24 de julio de 1984, in re: T.243-XIX. "Torchia,
Pascual c/Ford Motor Argentina, S.A. s/accidente de trabajo"). A
esto, es apropiado agregar que uno de los "principios inconcusos,
que caracterizan al perfil (del derecho procesal del trabajo) es,
precisamente, el del «impulso de oficio», según se ha señalado por
la doctrina y recogido por las leyes de diversas provincias" (sen-
.tencia deIS de marzo de 1985, in re: L. 9l-XX", "Luna", cit.).

Por ello, se declara parcialmente procedente el recurso extra-
ordinario y se deja sin efecto la sentencia apelada con los alcances
precisados, de manera que el expediente deberá volver a fin de
que, por quien corresponda, se dicte una nueva. Costas por su

orden.
AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

ANTONIO BACQUÉ.

S. FAYT
JORGE
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AGUARA GANADERA E INDUSTRIAL S. A. v. PROVINCIA DE BUENOS AIRES

PRESCRIPCION: Tiempo de la prescripción. Materia civil. Prescripción bienal.

En casos en que se atribuye responsabilidad al Estad.o por los daños
y perjuicios derivados de inundaciones, es aplicable el plazo de pres-
cripción previsto en el arto 4037.del Código Civil. A los fines de su
cómputo, debe partirse del momento en que los daños fueron conocidos
por el reclamante y asumieron un carácter cierto y susceptible de apre-
ciación, y la circunstancia de que pudieran presentar un proceso de
duración prolongada o indefinida no es inconveniente para ello.

PRESCRIPCION: Tiempo de la prescripción. Materia civil. Prescripción bienal.

Si bien para las etapas nuevas y no previsibles del perjuicio pueden
admitirse pr~scripciones independientes, no es el supuesto del caso,
donde el perjuicio resulta de las inundaciones producidas en un tiempo
que ha quedado establecido en la demanda, sin que esa convicción se
vea afectada por la posibilidad de que la magnitud del avance de las
aguas se modifique posteriormente, pues el hecho de que el daño no
quede determinado en forma definitiva por la eventualidad de verse
agravado por la derivación de un .proceso ya conocido, no es óbice para
el curso de la prescripción ya que esa agravación no implica la existen-
cia de una nueva causa generadora de responsabilidad ni da lugar a una
nueva acción que pueda prescribir a partir de entonces.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 20 de marzo de 1986.

Vistos los autos: "Aguará Ganadera e Industrial, S.A. e/Buenos
Aires, Provincia de s/daños y perjuicios", de los que

Resulta:

1) A fs. 167/178, se presenta "Aguará Ganadera e Industrial,
S.A." e inicia demanda por daños y perjuicios contra la Provincia.
de Buenos Aires.'

Dice ser propietaria de un campo ubicado en los partidos de
GuaminÍ y Caseros con una superficie de 7952ha. 31 ca. y 35 deCÍ-
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metros cuadrados y que, aproximadamente a fines de octubre o
principios de noviembre de 1977, comenzó a cubrirlo en las costas
de las lagunas Alsina y Aguará una inundación que se extendió lue-
go, para mediados de 1978, a alrededor de 1000ha., superficie que
ocasionalmente disminuía en función del manejo que, de ciertas
obras hidráulicas, efectuaba la Dirección Provincial de Hidráulica.

Hace referencia a la ubicación geográfica de las tierras, com-
prendidas en la cuenca hidrológica de las llamadas "lagunas enca-
denadas del oeste", cuyas características describe y que, por su
naturaleza, requieren un riguroso control de las aguas. Ese sistema
-agrega- se vio alterado por las obras llevadas a cabo por la de-
mandada, que produjeron y mantienen la inundación con evidente
perjuicio de los propietarios de la zona, tal como tuvo oportunidad
de. decidirlo esta Corte en el precedente que cita. Hace otras con-
sideraciones sobre el particular y pasa luego a evaluar los daños

sufridos.

II) A fs. 224/232, se presenta la Provincia de Buenos Aires. Nie-
ga en general los hechos relatados en la demanda, sostiene que las
obras construidas no son la causa de los daños que se denuncian y
que, por el contrario, tuvieron por objeto eliminar peligros de inun-
daciones en ciertas zonas y proveer de agua al sistema de las lagu-
nas en épocas de sequía. Niega, particularmente, que el canal Ame-
ghino haya transportado los caudales que sostiene la actora, y atri- .
buye el avance de las aguas a las intensas lluvias caídas entre .los
años 1976 y 1978, que encuadran el caso en el supuesto del arto 514
del Código Civil. Rechaza, por otra parte, los perjuicios alegados
y, por último, opone la prescripción del arto 4037 del Código Civil
"con relación a cualquier daño o lucro cesante anterior al 4 de
agosto de 1980".

Considerando:

1?) Que este juicio es de ia competencia ongmaria de la Corte
.Suprema (arts. 100 y 101 de la Constitución).

2?) Que como la demandada ha planteado la defensa de pres-
cripción, corresponde que sea tratada en primer término. A tal fin,
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es necesario tener presente que la Provincia de Buenos Aires la
funda en el arto 4037 del Código Civil "con relación a cualquier
daño o lucro cesante anterior al 4 de agosto de 1980, solo pudiendo
acogerse los producidos después de esa fecha y sin que ello signi"
fique reconocer derecho alguno a la demandante" (fs. 229, punto IV).
Por tanto,. a tal,es términos, determinados por la propia interesada,
se ceñirá el estudio de la defensa.

3?) Que en su escrito de fs. 167/178, la actora informa que
"aproximadamente a fines de octubre o principios de noviembre
de 1977, una inundación o creciente" comenzó a cubrir su campo,
y que si bien en un principio la superficie anegada fue de 500ha.,
"al mantenerse y acrecentarse la inundación, para mediados de 1978
resultaban afectadas en total casi 1000ha .... " (fs. 168 vta.). Tras
otras consideraciones, sostiene que el "hecho y sus consecuencias
alcanzaron y alcanzan a cerca de 1000ha." (foja citada). Coinciden-
temente con esas afirmaciones, reclama perjuicios sufridos desde
1978 (ver fs. 172 vta.) y lucro cesante que calcula también desde
ese año.

,
4?) Que en situaciones similares a la presente, esta Corte ha

establecido que el plazo aplicable es el del invocado art. 4037 del
Código Civil (autos J.32-XX, "Juan A. Harriet, S.A. y otros e/Cór-
doba, Provincia de y otras s/indemnización", resueltos el 28 de mayo
ppdo.; autos P.78-XX, "Pacoalex, S.A. e/Buenos Aires, Provincia de
s/inde~mización de daños y perjuicios", sentencia del, 24 de octu-
bre ppdo.). En esos. casos, se decidió que a los fines' del cómputo
del plazo de la prescripción, debía partirse del momento en que
los daños fueron conocidos por el reclamante y asumieron, por
tanto, un carácter cierto y susceptible de apreciación, y que la cir-
cunstancia de que pudieran presentar un proceso de duración pro-
longada o indefinida no era inconveniente para ello.

S?) Que también se decidió que si bien para las etapas nuevas
y no previsibles del perjuicio podrían admitirse prescripciones inde-
pendientes, no era ese el supuesto del caso, donde el perjuicio resul.
taba de las inundaciones producidas en un tiempo que había que-
dado establecido en la demanda sin que esa convicción se viese afee-
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tada por la posibilidad de que la magnitud del avance de las aguas
se hubiese modificado posteriormente, pues el hecho de que el daño
no quedara determinado en forma definitiva por la eventualidad
de verse agravado por la derivación de un proceso ya conocido, no
era óbice para el curso de la prescripción ya que esa agravación
no habría implicado la existencia de una nueva causa generadora
de responsabilidad ni daría lugar a una nueva acción que pudiera
prescribir a partir de entonces (causa P.78, ya aludida y sus citas).

69) Que estas consideraciones y las restantes vertidas en los
mencionados precedentes, aplicables igualmente al sub lite y a las
que cabe remitir por razón de brevedad, conducen a declarar pres-
cripta la acción en lo que atañe al daño emergente, toda vez que
éste alcanzó su máxima manifestación -con certeza indubitada-
hacia mediados de 1978. No obstante, los t~rminos de la defensa de
la provincia obligan a reconocer el reclamo por lucro cesante a par-
tir del 4 de agosto de 1980, limitando 'sus efectos, en este rubro,
al período anterior a esa fecha.

79) Que, sentada esta conclusión, corresponde determinar la mag-
nitud de la superficie cubierta por las aguas, la cual sufrió, con el
transcurso del tiempo, variaciones sensibles. Según el perito inge-
niero Schmidt el pico máximo de creciente de la laguna Alsina llegó
a la cota 109,80m. en julio de 1980, dato con el que coincide el doc-
tor Dangavs, consultor geólogo de la demandada, quien, con ligeras
d.iferencias temporales, admitió esa' cifra para junio de ese año y
que fue, según los registros de la Dirección Provincial de Hidráulica,
la mayor altura de 1980 (ver fs. 586 y vta., 987 vta., 988 vta.). El pro-
pio Dangavs sostiene que después de esa fecha el nivel se mantuvo
-sin especificar por cuánto tiempo- a 109,5m. Posteriores medi-
ciones le permitieron comprobar cotas de 108,6m. para octubre de
1982 y 108,2m. para enero de 1983 (la primera cifra bastante cercana
a la media que para ese año registra la Dirección de Hidráulica).

89) Que, por su parte, Schmidt informa que en el lapso enero
1979-diciembre 1981, el nivel más frecuente fue el de 109,37m. (fs. 581
y 586 vta.). Para enero de 1982 en adelante, da nuevas cifras que
revelarían una declinación de la superficie, producida -quizás con
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un corte demasiado abrupto- desde diciembre de 1981 a enero del
año siguiente, que llevó los registros a 108,20m. para enero de 1983
(según Dangavs, fs. 983), acreditándose una discreta elevación a
108,32m. en mario (fs. 581) y, finalmente, a la altura de 108,50m.
en agosto (fs. 581 y 586 vta.). La razonabilidad de estos ,datos, cote-
jados con los ofrecidos por el propio consultor de la demandada
'-recuérdese que desde octubre de 1982,Dangavs alude a una marca
de 108,6m.::- permiten aceptar las superficies que estima Schmidt:,
673ha. hasta diciembre de 1981y, desde enero de 1982, 167ha. (fs.586-
vta.) , cifra aproximada a la de 162ha. que admiten los cálculos del
agrónomo Amuchástegui (fs. 387 vta.). No obstante, estas cantida-
des deben ser reducidas, en cuanto superficies explotable's, toda
vez que el experto citado en últiJpo término informa a fs. 478 vta.
que en las áreas inundadas hay entre 70a 90ha. de bañados o afi-
nes (respuesta a la pregunta 16), cuya existencia acepta, igualmen-
te, el Ing. Schmidt (fs. 599), por lo que es correcto modificar aque-
llas cantidades, que se ajustan en 603 Y 97ha., respectivamente.

9?) Que cabe señalar, por otra parte, que todos los registros
mencionados, como los medios y máximos, obtenidos desde 1980 a
1982, superan los valores de la cota histórica y la de desborde atri-
buidas a la laguna Alsina. Asimismo, es oportuno 'poner de resalto
que Dangavs, al establecer el nivel máximo de' inundación, lo fija
-coincidiendo con Schmidt- en alrededor de 700ha., aunque dis-
crepa "luego por la aplicación del concepto de cubeta lagunar o lla-
nurade expansión, que esta Corte ya desechó en la causa G.276-XIX,
"Gómez Alzaga, Martín B. c/Buenos Aires, Provincia de s/daños y
perjuicios", fallada el 28' de agosto de 1985. Por último, las afirma-
ciones del perito geólogo de la demandada en el sentido de que las
ocupaciones de la llamada cubeta lagunar, constituyen "fenómenos
tan notables" que "se presentan en formas tan espaciadas, que suele
pasar a veces una generación completa, sin haberse' manifestado el
hecho, con lo que se pierde memoria de las verdaderas condiciones
geodinámicas de estos ambientes acuáticos" (ver fs. 989 vta.) , ro-
bustecen la valoración de los índices de recurrencia que el tribunal
hizo en ese precedente, para desestimar la trascendencia de aquel
concepto.
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10) Que en atención a los alcances de la prescripción opuesta
y la medida en que prospera, sólo cabe indemnizar el lucro cesante
operado desde agosto de 1980 hasta el mes correspondiente al de
la fecha de esta sentencia y el que se producirá en el futuro, toda
vez que -como ya se ha dicho en causas análogas- es éste un
perjuicio que se evidenciará con certeza objetiva al punto de cons-
tituirse un daño cierto indemnizable (art. 1067 del Código Civil).

11) Que la actora -que realiza en su propiedad diversas acti-
vidades agropecuarias, y, en las tierras afectadas, la explotación ga-
nadera de cría (ver fs. 379 vta., 389, 390 vta.)- ha preferido utili-
zar como pauta de evaluación de los daños, los ingresos que habría
dejado de percibir por el arrendamiento de los campos. El criterio
para apreciar los perjuicios debe partir -dadas las circunstancias
que se mencionarán- de la superficie explotable de que se vio pri-
vada la actora y del rendimiento probable informado a fs. 383.

Cuando el perito. Amuchástegui describe las características de
las tierras afectadas, en donde encuentra la existencia de bañados
(fs. 478 vta.) , define como unidades A y AB los planos que llama
aluviales 1 y II. El primero, corresponde a sectores deprimidos ad-
yacentes a las lagunas Alsina y Aguará, que ocupan 185ha. y pre-
sentan "texturas muy finas, asociadas a condiciones de drenaje muy
pobres, por lo cual suelen sufrir inundaciones temporarias con alta
concentración de sales y/o álcalis en todo el perfil y una presencia
contínua de la napa freática próxima a la superficie todo el año".
El segundo, que cubre alrededor de 316ha., está también ubicado
en la zona de influencia de las lagunas pero ocupa una mejor posi-
ción topográfrica que, si no impide anegamientos temporarios, los
torna menos frecuentes (ver fs. 393 vta. y 394). Ambos planos pre-
sentan el máximo de hidromorfismo y, sumados, dan un total de
478 ha., es decir, alrededor del 70% de la máxima superficie inun-
dada, y superior, la primera, a .la de 167ha. que registró el ingenie-
ro Schmidt a partir de 1982.

12) Que si bien la inundación permanente de las 167 ha. o la
parcial, pero prolongada durante 1980 y 1981, sustrajo de la explo-
tación las tierras que afectó e impidió la actividad ganadera, es de
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toda evidencia que su idoneidad productiva es muy relativa. En efec-
to, los cálculos del Ing. Amuchástegui que les acuerdan una recep-
tividad "óptima en un año normal" del 0,7 EV. por hectárea y que
permite obtener un rendimiento, también óptimo, de 84kg. de carne
por hectárea (fs. 381/381 vta) , se refieren a la superficie que estima
como de máxima crecida que excede la calculada por los otros ex-
pertos y que, por consiguiente, involucraría áreas de aptitud. gana-
nera obviamente superior.

13) Que, en tales condiciones, habida cuenta de lo expuesto,
la carencia de comprobación fehaciente del rendimiento de las tie-
rras que se reconocen afectadas y de que los valores estimados por
el' perito apuntan a una productividad teóricamente "óptima", el
tribunal decide hacer uso de la facultad contenida en el art. 165
del Código Procesal y fija en concepto de lucro cesante la, suma
de A 21.105, en cuya determinación se tienen en cuenta las varia-
ciones comprobadas de los alcances de la inundación. Esa suma
resulta de los valores correspondientes a cada período, que se dis-
discriminan así: año 1980 (desde agosto) A 4.190; 1981: A 10.050;
1982: A 1.615; año 1983: A 1.615; año 1984: A 1.615; año 1985:
A 1.615 Y 1986 (hasta marzo) A 405. Respecto del daño futuro,
que abarcará los próximos cinco años, tal como se ha establecido
en situaciones semejantes, se tomará como punto de partida la
suma de A 1.615 -estimada para el cálculo de los últimos cinco
períodos- y su Üquidación se ajustará a las pautas sentadas en el
juicio seguido por Gómez Alzaga, ya citado (consid. lO?).

Por ello, se decide: a) Hacer lugar a la defensa de prescrip-
ción opuesta en los términos de que da cuenta el considerando 6'!
y hacer lugar parcialmente a la demanda en cuanto persigue el
reconocimiento del lucro cesante actual y futuro; condenando a la
Provincia de Buenos Aires a pagar, dentro del plazo de 30 días de
quedar firme la liquidación que se practique -que se ajustará al
criterio sentado en la causa: T.80.XIX. "Tello, Roberto y otros c/
Buenos Aires, Provincia de s/expropiación irregular"- el capital
que allí se establezca sobre la base de la actualización, en cada
caso y hasta la fecha de su efectivo pago, de las cantidades con-
signadas precedentemente según la variación del índice de precios
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agropecuarios publicados por el Instituto Nacional de Estadística
y' Censos. Los intereses se liquidarán a la tasa del 6 % Y desde
que cada suma sea debida (ver consid. 13). Las costas se impo-
nen en un 80 % a la actora y el 20 % restante a la demandada.

JosÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - ENRIQUE SAN:TIAGO PETRACCHI

- JORGE ANTONIO BACQUÉ.

RAMON ABSALON FUENTES ORO

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia militar.

Es competente la justicia militar para enténder respecto de la causa
seguida a personal de las Fuerzas Armadas, de Seguridad y Penitencia-
rias por privación ilegítima de la libertad y apremios ilegales, pues al
actuar bajo el control operacional de aquéllas, las imputaciones con-
cretas desechan la intervención de la justicia federal por el carácter
de militar en sen'icio de las personas posiblemente implicadas en el
becho (1).

SILVIA CARRIZO DE SHIROMA y OTRO v. HOSPITAL ITALIANO y OTROS

RECURSO EXTRAO¡WINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitra¡"ias. Procedencia del recurso. Valoración de circunstancias de
hecho J' prueba.

Es descalificable la sentencia que -por entender que no había existido
una conducta omi!¡iva de los médicos co-demandados Y"dejando de
lado ciertas respuestas de los peritos acerca de las consecuencias leta-
les que produciría 'el dejar librado a la evolución espontánea un em-
barazo prolongado- rechazó la demanda de daños y perjuicios a .raíz
de la pérdida del Ilijo en gestación de los accionantes, hecho que atri-

(1) 20 de marzo. Fallos: 294: 287; 302: 1108.
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buyeron a la negligente atención dispensada a la madre por los médicos
que la asistieron en la guardia de la institución donde había sido aten-
dida durante su embarazo en calidad de afiliada a una obra social.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiol1es 110 federales.
Sel1tel1cias arbitrarias. Procedel1cia del ¡'ecurso. Falta de fundamel1tación su-
ficiente.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que admitió como circunstan-
cia exculpatoria de la institución asistencial -en el caso en que se
demandaron daños y perjuicios por la pérdida del hijo en gestación de
los accionantes- que en el día que concurrió la actora a la guardia,
por tratarse de un sábado, no se efectuaban los estudios que ella reque-
ría sin demora para establecer y controlar la vitalidad fetal, estu-
dios de sencilla concreción y que se efectuaban los restantes días de
la semana. Si dicho establecimiento tiene un servicio de obstetricia -al
cual habIa concurrido la actora durante su embarazo--, en el que, para
mayor abundamiento, se entrega a las pacientes un llamado "carné
perinatal", que hace las veces de historia clínica y en cuyo reverso
aparecen impresas una serie de instrucciones, entre otras las de "con-
currir inmediatamente a la maternidad" en situaciones como las que
atravesaba la ?.ctora -se trataba de un embarazo prolongado-, es obvio
que de1:>erácontar con la disponibilidad activa de todos los medios de
diagnóstico y tratamiento que pueda requerir ia atención de esas pacien-
tes en emergencias como la que se configuró en autos, trátese de un
día sábado o cualquier otro. Por eso, al hacerse eco de la excusa' aludida
para desestimar la acción contra esta entidad codemandada, el fallo
admite por parte de ella la invocación de su propia torpeza.

OBRAS SOC1IJLES.

En la ?ctividad de las obras sociales, ha de verse' una proyección de
los principios de la seguridad social, a la que el art. 14 nuevo de la
Constitm;ión Nacional confiere un carácter integral, que obliga a apre-
ciar los conflictos originados por su funcionamiento con ,un criterio
que no desatienda sus fines propios, ni subest¡'me la función que com-
pete a los profesionales que participen en la atención brindada' en las'
aludidas mutuales.

RECURSO EXTRAORDINARIO: ReCfuisitos propios. Cuestiones 110 federales.
Sel1tel1cias arbitrarias. Procedencia' del ¡'ecurso. Falta de fUl1damel1tación su-
ficiente.

Los argumentos a que recurre el a ,quo para apoyar el rechazo de la
acción de daños y perjuicios dirigida contra la obra social, vinculados



346 FALLOS DE LA CORTE SUI'REj\1A

a un supuesto incumplimiento de una mera formalidad administrativa
interna, sin Jlacerse cargo de la convalidación tácita emergente de la
consentida at~nción de la actora en la propia institución asistencial du-
rante varios meses de su embarazo, carecen de la entidad y razonabili-
dad necesarias pa"a erigirse en fundamento válido de una decisión ju-
dicial, máxime si se advierte que aquella presunta formalidad sólo apa-
rece inrlicada como condición para el reintegro del importe de los pasa-
jes para el traslado del afiliado, pero está bien lejos de privar a éste de
las prestaciones a que tiene derecho y menos aún de liberar a la obra
social d~ su consiguiente responsabilidad.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

Contra la sentencia dictada por la Sala 1 de la Cámara Nacio-
nal de Apelaciones Especial en lo Civil y Comercial a fs. 785/791,
que confirmó la de primera instancia en cuanto había rechazado la
demanda, dedujeron los actores, por medio de apoderado, recurso
extraordinario a fs. 797/805, cuya denegatoria de fs. 819 ha dado
origen a la presente queja.

1

Reclamaron los accionantes el resarcimiento de los perjuicios
sufridos a raíz de la pérdida del hijo en gestación de ambos, hecho
que atribuyeron a la negligente atención dispensada a la madre
por los médicos que la asistieron en la guardia del Hospital Ita-
liano el día 2 de septiembre de 1978, cuando aquélla concurrió a
dicho centro asistencial -donde había sido atendida durante su
embarazo en calidad de afiliada a OSPLAD- por padecer dolores
y dado su prolongado estado de gravidez. En dos consultas suce-
sivas practicadas en la mañana y noche de ese mismo día, los alu-
didos profesionales remitieron a 'la madre a su lugar de residencia
en San Miguel, omitiendo -según sostiene la actora- adoptar los
recaudos necesarios para evitar el desenlace fatal que sobrevino
al día siguiente, cuando al persistir la dolencia y no percibir roo-



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

vimientos fetales, concurrió al Hospital de
comprobó que el niño había muerto y se le
su expulsión.

II

347

San Miguel donde se
suministró goteo para

La Cámara invocó como fundamento para el rechazo de la ac-
ción los peritajes médicos producidos en autos, de los cuales dedujo
que no habría existido una conducta omisiva de los médicos ca-de-
mandados. Tras restar importancia al hecho de que se tratase de
un embarazo prolongado, dejó de lado ciertas respuestas de los
peritos acerca de las consecuencias letales que produciría el dejar
librado a la evolución espontánea un embarazo en tales condicio-
nes. Aludió la Cámara, en este sentido, a un informe de los médicos
forense~ obrante en la causa penal labrada por el mismo hecho,
de donde infiere cierto grado de incertidumbre en cuanto a las
causas de la muerte del por nacer.

En cuanto a la acción dirigida contra el Hospital Italiano, el
tribunal también concluye que debe ser rechazada, argumentando
-en párrafo poco claro- que si bien se había incorporado el mo-
nitoreo fetal como técnica de diagnóstico, los profesionales encar-
gados de su manejo no se hallaban presentes en el nosocomio cuan-
do concurrió la actora.

Finalmente, también se confirma la desestimatoria de la de-
manda respecto de OSPLAD porque entiende el a qua que no se
habría acreditado una autorización administrativa de dicha obra
social para que la actora fuese atendida fuera del lugar de su resi-
dencia, remitiéndose en tal sentido a la documentación obrante
a fs. 317/318.

III

Tras relatar los antecedentes del proceso, la apelante cntIca
pormenorizadamente los argumentos de la sentencia a la que tacha
de arbitraria. Destaca, entre otras consideraciones, que se probó
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en autos que el embarazo de la señora de Shiroma cursaba un
tiempo de 42 semanas y 5 días, conforme surge de la declaración
del Dr. Torassa, médico de cabecera de la paciente, a fs. 461 vta.,
respuesta a la cuarta pregunta. Agrega que los peritos médicos
que actuaron en autos, Dres. Ramos y Albertelli -el primero nom-
brado de oficio y el segundo propuesto como consultor por la ac-
tora-, en conclusión unánime y no impugnada señalaron que se
considera como embarazo prolongado aquél que cumple .las 42 se-
manas completas, 'el cual tiene consecuencias desfavorables para el
feto y pone en peligro su vida. Añade que ambos expertos seña-
laron también, en forma coincidente, que el tacto uterino y la aus-
cultación fetal no permanente -a lo que se limitó la revisación
de la actora en sus dos visitas sucesivas del día 2 de septiembre
de 1978- no aseguran el bienestar fetal, por lo que es necesario
investigarlo mediante otras técnicas, en particular el monitoreo y
la amniocentesis. Sostiene la recurrente que al no haber analizado
debidamente estas pruebas para juzgar la conducta de los' médicos
codemandados, cuya omisión en el adecuado tratamiento y vigi-
lancia de la paciente puso en peligro la vida del feto, el fallo se
torna arbitrario.

Expresa, asimismo, que el' argumento del a qua en el sentido
de que la prolongación del embarazo es sólo una posible causa
de la muerte del feto, constituye una afirmación carente de vigor
lógico e importa un notorio apartamiento de las reglas de la sana
crítica. Recuerda las constancias de la causa penal que corroboran
la auscultación fetal negativa al ingresar la paciente al Hospital de
San Miguel, lo que torna contradictoria la aseveración del a qua
con la realidad del expediente: Agrega que la omisión de los tra-
tamientos que los 'peritos consideraron necesarios para establecer
la vitalidad fetal y el permitir, sin más, la continuación del emba-
razo prolongado, no pueden sino erigirse en causa directa o' indi-
recta de 'la muerte del feto, según ocurre en el orden normal y
natural de las cosas. Dice la apelante que hay aquí una presun-
ción lzominis que sin explicación alguna el tribunal dejó de apli-
car, pese a que no contaba con prueba que la desvirtuase, extreJ!l0
que también descalifica el fallo.
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Con relación al Hospital Italiano, codemandado en autos, sos-
tiene la recurrente la existencia de causales autónomas de arbi-
trariedad. Destaca que no fue debidamente analizada la responsa-
bilidad de dicho nosocomio en función de su relación jurídica con
la paciente, a cuyo respecto tiene aquél un deber de seguridad;
y no fueron atendidos sus argumentos relativos a que, con abs-
tracción de la conducta de los médicos, la responsabilidad del
Hospital Italiano tenía fundamento en una obligación de garantía.
A este respecto, señala la apelante que se desprende de las prue-
bas que el citado centro asistencial no brindaba el día del hecho
-sábado-, a diferencia de los días de semana, los servicios com-
plementarios (laboratorio, rayos, monitoreo fetal) que hubieran
permitido verosímilmente establecer el estado del feto y así adop-
tar el curso terapéutico adecuado para evitar su muerte.

Asimismo, con relacióri a la codemandada OSPLAD, sostiene
que al quedar acreditado el carácter de afiliada a dicha obra so-
cial, así como la contratación 'por parte de ésta de los servicios
del Hospital Italiano, quedaban cumplidos los extremos para que
progresara la acción a su respecto. La alusión que hizo la Cámara
a ciertas disposiciones internas de OSPLAD, dice, no tuvo en cuen-
ta que dicha codemandada no cuestionó que la Sra. de Shiroma
se hubo tratado en el Hospital Italiano como afiliada a esa obra
social y tampoco afirmó ni probó que hubiera cuestionado la aten-
ción brindada en el período preparto por el Dr. Torassa, lo que
importaba convalidar esa situación desde el inicio del tratamiento
médico.

IV

Si bien las cuestiones que se han debatido en estas actuaciones
se vinculan con temas de hecho, prueba y derecho común que,
como regla, son extraños a la vía del arto 14 de la ley 48, estimo
que se ha configurado aquí un supuesto de excepción a tal prin ..
cipio, en que lo resueIto sobre cuestiones de esa naturaleza admite
revisión por haber omitido el tribunal hacerse cargo de extremos
conducentes y carecer su pronunciamiento de fundamentación su-
ficiente, conforme conocida doctrina de la Corte.
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En efecto, luego
tro que asiste razón
precedentemente.
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de analizar los antecedentes del caso, encuen-
a la apelante en los agravios que he reseñado

Así lo pienso, en primer lugar, porque no se explica que tras
haber destacado la "importancia decisiva" que atribuyó a los peri-
tajes médicos que obran en este juicio (fs. 785 vta., segundo pá-
rrafoL el a qua se haya remitido a ellos sólo en forma parcial y
tomando en consideración únicamente los presentados por el doc-
tor Ramos, mas no el dictamen conjunto de éste con el Dr. Alber-
telli (fs. 670/671, sobre el cuestionario de fs. 627 y vta.) , que con-
tiene una serie de precisiones de sustancial importancia para la
decisión de la litis.

En casos de la Índole del presente no parece razonable cir-
cunscribirse a ciertas valoraciones genéricas que el experto pudiera
deslizar acerca de la conducta observada por sus colegas en la
emergencia, ya que la valoración del obrar es, por esencia, tarea
propia del juez. En cambio, lo que no cabe desatender -como el
a qua lo hizo en la especie- son los detalles y especificaciones
técnicas del dictamen, pues sobre ellos habrá de. fundar el tribu-
nal su juicio acerca del comportamiento y consiguiente responsa-o
bilidad de los agentes.

En este orden de ideas, no cabía soslayar los datos aportados
en el informe conjunto de fs. 670/671 en puntos cruciales para la
solución del litigio.

Así, ambos médicos responden al punto primero del cuestio-
nario que "el criterio actual es considerar como prolongado un em-
barazo que cumple las 42 semanas completas" (ver fs. 627 y 670).
La respuesta es unánime, por lo que hay un evidente error en el
fallo cuando el a qua atribuye dicha respuesta sólo al Dr. AlberteIli
(ver fs. 787 vta., párrafo final).

En las respuestas a los puntos segundo y tercero, ambos ex-
pertos describen las repercusiones fetales del embarazo prolongado,
que se proyectan en un aumento de la mortalidad fetal, debido a
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la macrosomía (desarrollo exagerado) y la hipoxemia (disminu-
ción del oxígeno y de su saturación en la sangre).

Seguidamente, también en forma unánime, ante la pregunta
de si es conveniente, frente a un embarazo prolongado, determinar
si existe compromiso de la vitalidad fetal, ambos facultativos res-
ponden categóricamente en sentido afirmativo (respuesta al punto
cuarto). Cabe recordar que 'la Sra. de Sniroma llevaba un emba-
razo prolongado, pues había cumplido ya 42 semanas y cinco días
(ver legajo de documentación de la causa penal: fs. 3, y declara-
ción del Dr. Torassa de fs. 561 vta.). La alusión a una presunta
"duda" en cuanto al momento en que debía comenzar el cómputo
del embarazo, que desliza el a qua a fs. 787 vta. (primer párrafo),
no pasa de ser una mera apreciación subjetiva que no tiene corre-
lato probatorio, ya que basta ver la historia clínica de la Sra. de
Shiroma (fs. j del legajo antes citado) para concluir que ninguna
duda podía suscitar a un profesional cuidadoso que examinara a
la paciente el 2 de septiembre de 1978.. En efecto: en ese momento
era obvio que la fecha primitivamente consignada -que situaba el
probable parto en 13 de julio de 1978- había quedado sin vigen-
cia alguna y que la única subsistente era la consignada en rojo
debajo de aquélla -ídem: 13 de agosto de 1978-, la cual coincidía
además con las anotaciones hechas por el médico de cabecera
Dr. Torassa en las columnas correspondientes a las octava y novena
visitas, en el casillero destinado al cómputo de las semanas de
amenorrea. Allí, en la última entrevista realizada el 22 de agosto,
se consignó claramente 41 semanas y 2 días, tal como recuerda en
su ya citado testimonio el Dr. Torassa, quien, por otra parte, fue
consultado por los médicos de guardia que atendieron a la actora,
Dres. De Sancho y Vaneri, el mismo día sábado 2 de septiembre
a mediod¡a (ver declaraciones de fs. 15 vta., 16 vta. y 22 vta. de la
causa penal). Estos antecedentes ponen de manifiesto que no pudo
haber margen de duda sobre el tiempo del embarazo de la actora
para los médicos que protagonizaron el hecho de autos.

Volviendo al peritaje de los Dres. Ramos y Albertelli, tras in-
dicar en el punto cinco diversos procedimientos para investigar la
vitalidad fetal, entre otros la amniocentesis y el monitoreo fetal
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-ambos de sencilla realización y eficiente información: respuestas
a los puntos seis, siete y ocho del mismo informe, testimonio de
fs. 562-, los dos expertos responden categóricamente que si se
advierte posibilidad de compromiso de la vitalidad fetal la con-
ducta a seguir debe ser la "interrupción del embarazo" (respuesta
al punto diez).

Correlacionadas con estas respuestas, asumen especial signifi-
cación para el proceso las siguientes.

Unánimemente dicen los peritos que no pueden dejarse pasar
más de siete días para repetir el "non stress test" cuyo resultado
fue reactivo (respuesta al punto noveno). Cabe aquí advertir que
a la actora se le había practicado un monitoreo fetal sin stress
(nst) el día 15 de agosto de 1978 (según surge de la historia clínica:
fs. 3 del legajo anexo a la causa penal y lo corrobora la absolución
de posiciones de fs. 681, respuesta del Dr. De Sancho a la novena).
Observo que hay un error en el fallo que a fs. 788 vta., segundo pá-
rrafo, consigna como fecha de dicho examen el "5 de agosto". Y se-
ñalo también que, cualesquiera fuesen los motivos por los cuales no
se hubiese repetido ese test, lo cierto es que al 2 de septiembre,
cuando los médicos codemandados entrevistan a la Sra. de Shiroma
en la guardia del Hospital Italiano, había ya transcurrido el doble
del tiempo máximo que los peritos, dan para su repetición, de
modo que adoptar este recurso técnico resultaba inexcusable en
ese momento.

Máxime si se tiene en cuenta que, también en forma unánime,
ambos peritos responden que el tacto vaginal y la auscultación ~e.
tal -únicos procedimientos a los que se limitaron los cademanda-
dos en las dos veces que vieron a la actora el día del hecho- no
son suficientes para garantizar el bienestar fetal (respuesta al pun-
to catorce). Y más aún, dicen que la presencia o no de trabajo de
parto no es el único factor a 'tener en cuenta para determinar la
interñación de la embarazada (respuesta al punto doce).

Con mayor especificidad se refieren al caso sub lite los puntos
trece, quince y diecisiete del peritaje, que suscitaron respuestas



DE JUSTICIA DE LA NACI6N 353

separadas de los expertos. Pero es particularmente destacable que
al responder al punto trece, donde se plantea la conducta a seguir
frente a una paciente con los antecedentes de la actora, aunque
puede advertirse una discrepancia en cuanto a si es preciso o no.
disponer la inmediata interrupción del embarazo, es clara la coin-
cidencia en cuanto a la impostergable necesidad de vigilar la vita.
lidad fetal, que se manifiesta en similares conceptos en la respuesta
al punto diecisiete. Y es claro también que, conforme estaba ya
dicho en el informe, el único modo de ádquirir certeza sobre la
vitalidad fetal era mediante las técnicas antes aludidas (monitoreo,
amniocentesis, etc.).

El conjunto de elementos de juicio que aportan los anteceden-
tes reseñados no fueron debidamente merituados por la Cámara, tal
como señala la recurrente, al juzgar el obrar de los médicos ca-
den':landados en la especie, a punto tal que el pronunciamiento sólo
exhibe una fundamentación aparente en este aspecto,. que conduce
a su descalificación.

Sin perjuicio de lo hasta aquí expuesto, estimo que también
asiste razón a la apelante en cuanto atañe a las causas que habrían
determinado la muerte del nasciturus. La alusión que se hace en
el fallo al peritaje producido en sede penal, omite confrontar los
restantes elementos aportados a estas actuaciones. No sólo el peri.
taje conjunto a que me he referido detenidamente ut supra, sino,
vgr., la declaración del médico que atendió a la actora durante el
embarazo, Dr. Torassa, quien señala a fs. 561, en respuesta a la
pregunta tercera, que aquélla "no presentó ninguna patología de.
mostrable y no tiene conocimiento. que la haya presentado en su
consulta en la gliardiá". Categórica afirmación que se encuentra
avalada por los datos de la historia clínica (fs. 3 del legajo anexo
a la causa penal) y aún por las diversas declaraciones de los pro.
pios médicos codemandados. Sobre esta base, la extensa lista de
fs. 41 y 42 como eventuales causas de hipoxias pierde relevancia in
concreto; más aún, .en el cuadro de causas de "hipoxia intraparto"
(fs. 42) sólo sería compatible con los antecedentes del caso la alu.
sión a "parto prolongado", ya que no se han verificado los restan-
tes supuestos allí mencionados, según cabe inferir de los citados
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antecedentes y también de la declaración del Dr. Guerrieri, obstetra
que atendiera a la actora en el Hospital de San Miguel (ver espe-
cialmente fs. 20 vta. del expediente penal), todo lo cual. ensambla,
a su vez, con la causa asentada en la partida de defunción de fs. 2:
l/asfixia intrauterina no traumática", que no suscitó controversia.

Creo, pues, como sostiene la apelante, que también aquí se
manifiesta una prescindencia, por parte del a quo, de extremos sus-
ceptibles de incidir decisivamente en la solución del caso.

Análogas consideraciones mérecen, a mi entender, las conclu-
siones del tribunal que conducen a desestimar la acción respecto
del Hospital Italiano y de OSPLAD.

En cuanto al primero, porque no parece razonable admitir como
circunstancia exculpatoria que en el día que concurrió la actora a
la guardia, por tratarse de un sábado, no se efectuaban los estu-
dios que ella requería sin demora. para establecer y controlar la
vitalidad fetal, estudios de sencilla concreción y que se' efectuaban
los restantes días de la semana. Si dicho establecimiento tiene. un
servicio de obstetricia -al cual había concurrido la actora durante
su embarazo-, en el que, para mayor abundamierito, se entrega a
las pacientes un llamado l/carné perinatal" (ver fs. 3 vta. del le-
gajo de documentación anexo a la causa penal), que hace las veces
de historia clínica y en cuyo reverso aparecen impresas una serie
de instrl;lcciones, entre otras las de "concurrir inmediatamente a
la maternidad" en situaciones como las que atravesaba la .actora,
es obvio que deberá contar con la disponibilidad activa d~ todos
los medios de diagnóstico y tratamiento que pueda requerir la'
atención de esas pacientes en emergencias como la que se confi-
guró en autos, trátese de un día sábado o cualquier otro: Por eso,
al hacerse eco de la excusa aludida para desestimar la acción con-
tra esta entidad codemandada, el fallo admite por parte de ellá
la invocación de su propia torpeza e incurre en un razonamiento
circular y amorfo qu'e, como señala con acierto la apelante, sólo
constituye un fundamento aparente que no sustenta la decisión'
alcanzada.
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En este orden de ideas, resultan aquí plenamente aplicables
los conceptos vertidos por mi antecesor en el cargo, Dr. Mario
Justo López, al dictaminar en la causa "González Oronó de Legui-
zamón, Norma Mabel v. Federación de Trabajadores Jaboneros y
'Afines", con fecha 21 de octubre de 1983, con sentencia concordante
de V.E. de fecha 29 de marzo de 1984 (ver: Fallos: 306:178), a los
cuales me remito por razones de brevedad.

Los precitados conceptos conciernen igualmente a la obra so-
cial codemandada, OSPLAD, "cuya función específica y su obliga-
ción primordial consistía, precisamente, en la prestación médica
integral y óptima" (dictamen citado), a lo que cabe agregar, como
expresara V.E. en el recordado fallo, que "en la actividad de las
obras sociales dentro de la cual se encuadra el presente caso, ha
de verse una proyección de los principios de la seguridad social,
a la que el arto 14 nuevo de la Constitución Nacional confiere un
carácter integral, que obliga a apreciar los conflictos originados
por su funcionamiento con un criterio que no desatienda sus fines
propios, ni subestime la función que compete a los profesionales
que participen en la atención brindada en las aludidas mutuales"
(considerandq tercero).

Apreciados bajo esa óptica, los argumentos a que recurre el a
qua para apoyar el rechazo de la acción dirigida contra la mencio-
nada obra social, vinculados a un supuesto incumplimiento de una
mera formalidad administrativa interna, sin hacerse cargo de la
convalidación tácita emergente de la consentida atención de la ac-
tora en el propio Hospital Italiano durante varios meses de su em-
barazo -'-como apunta la apelante-, carecen de la entidad y razo-
nabilidad necesarias para erigirse en fundamento válido de una
decisión judicial, según constante jurisprudencia de la Corte al
respecto.

Máxime si se advierte que aquella presunta formalidad sólo
aparece indicada como condición para el reintegro del importe de
los pasajes para el traslado del afiliado, según se desprende de la
propia constancia a que se remite la Cámara (ver: fs. 317 vta.) , pero'
está bien lejos de privar a éste de las prestaciones a que tiene de-
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recho y menos aún de liberar a la obra social de su consiguiente
responsabilidad.

Opino, en virtud de todo lo expuesto, que ,:orresponde admi-
tir esta presentación directa y, en consecuencia, dejar sin efecto
el pronunciamiento apelado a fin de que se dicte uno nuevo con
arreglo a derecho. Buenos' Aires, 20 de febrero de 1986. Juan Octa-
vio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 20 de marzo de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en
. la causa Carrizo de Shiroma, Silvia y otro c/Hospital Italiano y
otros'~, para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

Que contra el pronunciamiento de la Sala 1 de. la Cámara Na-
cional de Apelaciones Especial en 10 Civil y Comercial, que con.
firmó la sentencia. de primera instancia que había rechazado la
demanda de daños y perjuicios, la actora dedujo el re<;ursoextra-
ordinario cuya denegación origina la presente queja.

Que los agravios de la apelante han sido objeto de apreciaclOn
adecuada en el dictamen del Sr. Procurador General, cuyos funda-
mentos esta Corte da por reproducidos brevitatis causa.

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario y se
deja sin efecto la sentencia. Con costas. Vuelvan los autos al tri.
buna1 de origen a fin de que, por medio de quieh corresponda, pro-
ceda a dictar nuevo fallo con arreglo a lo expresado.

. AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO ~ CARLOS S. FAYT

_ ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

DELFINA ROSA LOPEZ

JUBILACION y PENSION.
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Corresponde dejar sin efecto la sentencia que había denegado la jubi-
lación por invalidez por estar incapacitada la solicitante al tiempo de la
afiliación -arto 20 de la ley 18.038- y no hizo lugar a la jubilación para
minusvá.lidos por no estar acreditados los requisitos exigidos por la
ley 20.745.Ell.o es así, pues el dictamen del Cuerpo Médico Forense de-
claró capacitada a la solicitante al tiempo de afiliarse al Régimen de
Trabajadores Autónomos, y, a pesar de reconocer que tenía un porcen-
taje importante de incapacidad, entendió que no era impedimento para
realizar las tareas de atención de un comercio no advirtiéndose motivos
valederos para apartarse de las conclusiones de dicho informe (1) .

RAUL LOPEZ

RECURSO ExTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Falta de fundamentación sufi-
ciente.

Resulta arbitraria la sentencia. que declaró la inconstitucionalidad del
arto 46 de~ decreto 1645/78y el decreto 434/81 y ordenó el pago de las
diferercias de haberes por un período determinado. Ello es así, pues
asiste razón al recurrente cuando afirma que es producto de la pura
voluntad de los jueces el no haber expresado el fundamento de tal cri-
terio que excluye las diferencias por el tiempo anterior, como así tam-
bién que la elección de la fecha indicada como punto de partida para
el cobro de las diferencias (2 de octubre de 1980),responde a tomar en
cuenta la prescripción del arto 82 de la ley 18.037-t.O. 1976- y que los
jueces resolvieron extra petita al decidir la cuestión no introducida en
la causa, inw.rriendo en la misma tacha de arbitrariedad. lo concer-
niente a la otra de las fechas indicadas como límite (31 de marzo de
1982)(2).

(1) 20 demarzo. Causas: "Natale, Herminia s/jubilación por invalidez".,
del 29 de noviembre de 1984y "Odella, Romilda Josefa s/jubilación
por invalidez" del 17 de..diciembre de 1985.

(2) 20 de marzo.
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MARIA DEL CARMEN RODRIGUEZ

JUBILACION y PENSION.

Corresponde dejar Sin efecto la sentencia que confirmÓ la resolución
administrativa que había denegado la jubilación por edad avanzada,
por no haber acreditado la interesada el cumplimiento del requisito
de la edad exigido por le! .art. 31 de la. ley. 18.037, t;o. 1976. Ello es
así, pues la titular acreditó sesenta y cuatro .años y nueve. meses al
momento de solicitar el beneficio. Dicha, ley no exige tener cumplidos
los sesenta y cinco años antes de presentarse en. solicitud del be-
neficio y el art. 43 de. la misma nomia, modificado por la N~ 22.976.
establece que la jubilación 'por edad avanzada podrá alcanzarse cua;,-
do e! afiliado cumple con el requisito de la edad respectiva dentro
de los cinco años posteriores al cese, lo que en este caso patentizan
las constancias obran tes en el expediente (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requúitos pmpios. Cuestiones no federales.
Sentencias a1'hltmrias. Prncedencia del l'ecurso. Apartamiento de .las C011stan-
cias de la causa.

Corresponde dejar sin efecto la .sentencia que había denegado la jubi-
lación por edad avanzada sin considerar las constancias del expediente
y una adecuada armonización de ¡as normas aplicables al caso. Ello es
así, pues en el recurso de inaplicabilidad de ley la parte impugnó la
decisión del. organismo previsional en cuanto había considerado como
no ac:-~ditados los servicios denunciados, sin hacer lugar a la prueba
ofrecida, aspecto que no fue examinado por el a quo a pesar de ser
coilducente, ya que el cómputo de' dichos servicios posibilitaría el otor-
gamiento de la jubilación ordinaria.

PEDRO JOSE MONTERO ITHURRALDE y OTRA V.

CARLOS ALFREDO VILLALBA OTORMIN y OTRO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales.
Sentencias arbitm1'Ías. Procedencia del l'ecurso. Valoració17 de, circunstancias
de hecho y pmeba.

Es descalificable la sentencia que hizo lugar parcialmente a la de-
manda de indemnización de daños y perjuicios derivados de un ac-

(1) 20 d.e marzo.
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cidente de tránsito si no se compadece la fundamentación con el
monto de la indemnización establecida, ya que media falta de rela.
ción adecuada entre' las' importantes lesiones sufrida's y el grado
de invalidez y la escasa significación patriinonial de las' sumas' es-
tablecidas por tal concepto (1) .

RECURSO EX7 RAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sé'1tel1cias al-/Jitmrias. P~ocedencia del l'ecurso. Falta de fundamentació17' su-
ficiente.

Resultan admisibles las' impugnaciones atinentes a la fijación de una
suma global comprensiva de los distintos ítems del resarcimiento
-gasto~ de traslados, de ropa, extras de -internación y :farmacéuticos-
habida cuenta de que la ausencia de discriminación de esos renglones
impide verificar el' proceso lógico empleado por el tribunal para acep-
tar la cuantía del menoscabo sufrido y coloca al damnificado en un
estado de indefensión (2)

LIL~ANA BEATRIZ DEL PAPA v. SUR CfA. ARGENTINA DE SEGUROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Selltel7cias ar/Jitrarias. Procedencia del l'ecurso.

Es d~scalificable la sen'tencia que rechazó la demanda por despido
indirecto deducida, por quien fuera excluida en razón de su mater-
ni<;lad y licencias requeridas ':tI efecto, de los aumentos,' que. con
carácter general se otorgaran a todo él personal durante el período
de su receso en la empresa. Ello es así, pues privar de la recoinpo~
sición a un trabajador, cuando se la otorgó a toda la categoría, fue
actuar, ya no en ejercicio de una faculta<;l discrecional que permite
ser utilizada razonable. y selectivamente, sino con arbitrariedad dis.
criminatoria.

(1)
(2)

,20 de marzo.
"T"deo, R. E. c'/Caja Popular
cumán", y "Marchetti, E. A.
Provincia de Tucumán", del 10
J9~2, respectivamente.

de Ahorro de la Provincia de Tu-
c/Caja Popular. de Ahorro de la,
de marzo de J98l. y 8 de julio de

\
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CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Protección integral de la
familia.

La necesaria tutela del matrimonio, de la maternidad, y en síntesis,
de la familia, ha sido consagrada en la "Convención Americana sobre
Derechos Humanos", conocida' también como "Pacto de San José
de Costa Rica", arto 17, ratificada por nuestro Congreso de la Nación
según ley 23.054 y adquirió virtualidad jurídica interna con tal mo-
tivo, conforme al arto 31 de la Constitución Nacional.

DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

Contra la sentencia de la Sala III de la Cámara Nacional de
Apelaciones del Trabajo (fs. 208/210), que revocó la de la instan-
cia anterior (fs. 186/198), rechazando la demanda por despido indi-
recto, interpuse:>la actora recurso extraordinario (fs. 215/227), cuyo
traslado fue contestado (fs. 232/238), y, denegado por el tribunal
a qua (fs. 239), dio origen a la presente queja. .

I

En sub lite la actora hizo denuncia del contrato de trabajo
aduciendo justa cáusa y reclamó las pertinentes indemnizaciones.
Sostuvo al demandar, que la injuria laboral que motivó su deci-
sión vino dada, por un lado, al excluirla la empresa, en razón de
su maternidad y licencias requeridas al efecto, de los aumentos,
que con carácter general se otorgaran a todo el personal durante
el período de su receso en la Compañía, y por otro, al disminuirla
en su categoría profesional cuando se reintegra a sus tareas, ya
que las actividades que se le asignaron, fueron de menor jerarquía
y responsabilidad, excediendo el empleador las atribuciones que
pudo ejercitar con sustento en el ius variandi.

II

El inferior destacó, según el' informe del perito contador, que
la accionante percibió en junio de 1981 (mes de reintegro), el mis-
mo sueldo que cobrara en noviembre de 1980 (último mes traba-
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jada anterior a las licencias), mientras que los restantes empleados
de la sección, recibieron aumentos graciables cada tres meses en
porcentajes desiguales.

Continuó el a qua, que "es importante analizar la declaración
testimonial de Norma Cristina Piazza (fs. 106), de la cual puede
inferirse que es política de la empresa otorgar aumentos gracia-
bles tomando en consideración su capacidad, dedicación, puntua-
lidad, rendimiento, pero durante el goce de licencias por materni-
dad o matrimonio, no se .otorgaba el aumento. Así respecto de la
testigo, en una circunstancia similar, tardaron cuatro o cinco meses
en ponerla nuevamente a la altura que tenía antes".

En este aspecto, finalizó la Cámara, que si los aumentos se
otorgaban en función del rendimiento y capacidad, y ellos se sus-
pendían durante los períodos de licencias, no existe trato discrimi-
natorio en los términos de los arts. 17 y 172 de la L.C.T., pues la
política salarial se fundó en razones ajenas al sexo o estado civil
de los dependientes.

Puso de resalto asimismo el sentenciante, que la suma de di-
nero percibida por la trabajadora durante el período de licencia
por maternidad, no constituía remuneración en el concepto jurídico,
sino una prestación del sistema nacional de seguridad que no se
fija en atención al rendimiento o trabajo realizado, sino para pre-
servar el patrimonio familiar frente a la contingencia cubierta.

Por su parte, el inferior también descartó, que la conducta
asumida por la empresa, al asignar nuevas tareas a la actora con-
cluida su licencia, obedeciera :l una dIscriminación arbitraria, sino
que respondió a la necesidad de afrontar contingencias excepciona-
les de trabajo, qa~ por otra parte, eran compartidas por sus su-
periores.

En atención a tales fundamentos, el tribunal a qua entendió
que no había mediado causa justificada para que la actora se colo-
cara en situación de despido indirecto, y en consecuencia, revocó
la sentencia del juez de grado rechazando la demanda.
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III

En el remedio federal se tacha a la sentencia de arbitraria, ya
que incurriría en exceso de jurisdicción, interpretaría en forma par-
cial y antojadiza probanzas de autos, y transgredería garantías cons-
titucionales contenidas en el arto 14 bis de nuestra Ley Fundamental.

IV
El primero. de los agravios, referido a que el a qua excedió

su jurisdicción al fallar, en mi parecer, no debe ser receptado. Ello
,así, desde el momento que valorar un memorial a fin de determi-
nar si reúne las exigencias para mantener un recurso de apelación,
es facultad privativa del respectivo tribunal, por ser un problema
de hecho y de derecho procesal, cuya apreciación es propia de los
jueces de la causa, como que también sólo a ellos incumbe, la. de-
terminación de su competencia en la apelación, al precisar las pe-
ticiones de las partes, todo lo que excluye en la materia, por su
naturaleza, la. revisión por la vía federal intentada."

Otro tanto ocurre, en punto a la impugnación de la apelante
de la conclusión que extrae el inferior, de que las nuevas tareas
que le fueran asignadas no obedecieron a la' intención de perju-
dicarla, ya que conducen a ponderar aspectos de hecho, selección
y valoración de la prueba, función propia de los jueces de la causa,
y en 10s cuales la mera discrepancia de la recurrente, no sustenta
válidamente, la pretendida tacha de arbitrariedad.

Distinto es"mi parecer en lo tocante a la discriminación sala-
rial que denuncia la actora, y. que además afirma se halla en pugna
con una correctá interpretación de los arts. 17, 81 Y 172 de la L.C.T.
y las garantías constitucionales incorporadas por el arto 14 bis de
la Ley Suprema.

En un precedente, esta Corte, in "re "Ratto, Sixto y otro c/Pro-
ductos Stani S.A. s/dif. salarios", sentenciado el 26 de agosto de
1966 (Fallos: 265:248), donde se soslayó la cuestión que entonces
podía plantearse, en torno al carácter programático u operativo. de
la cláusula "igual remuneración por igual tarea" contenida en el
nuevo arto 14 de la Constitución Nacional, se' señaló que tal dispo-
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SlclOn "se opone a discriminaciones arbitrarias, como serían las
fundadas en razones de sexo, reiigión o raza, pero no a aquellas
que se sustentan en motivos de bien común", ni tampoco las que
se fundamenten "en la mayor eficacia, laboriosidad y contracción
al trabajo del obrero", condiciones análogas, estas últimas, a' las
que remite en el sub examine el tribunal a quo.

Pero cabe ,advertir, que siendo los aumentos salariales de la
empresa periódicos y generales, aunque no uniformes, en algunos
casos han venido representando para los trabajadores que los per-
cibieron mejoras reales de sus retribuciones, mientras que para los
restantes, una simple 'recomposición de sus haberes, ante el dete.
rioro del poder adquisitivo de la moneda.

En tal sentido, las mejoras salariales, que representaron' un
aumento efectivo más allá del monto nominal percibido, se compa-
decen, en mi opinión, con el derecho del empleador de premiar a
los operarios que revelaron méritos suficentes, no pudiendo suje-
tarse su procedencia a la prueba de que tales méritos existieron,
en la, práctica muy sutil y difícil, lo que permite afirmar, que su
otorgamiento quedó librado a la prudente discrecionalidad del prin-
cipal, ya que, de lo contrario, se habría desvirtuado su ejercicio.

Mas, distinto es el caso de los aumentos generales, también ha-
bituales y periódicos, que en la política de la demandada se diri-
gieron, a no dudarlo, a lograr la recomposición salarial trimestral,
frente al retraso paulatino de sus importes nominales por el fenó-
meno inflacionario. En tales condiciones, privar de la recomposición
a un trabajador, cuando se la otorgó a toda la categoría, fue actuar,
ya no en ejercicio de una facultad discrecional que permite ser uti-
lizada razonable y selectivamente, sino con arbitrariedad discri.
minatoria. Ello ocurrió con la política salarial de la' accionada, que
castigaba, retrasando los h:;tberes de sus dependientes que solici.
taban licencia para casarse, o por maternidad, según surge, del tes-
timonio que resalta la propia sentencia apelada.

Cabe agregar, por lo demás, que dicha discriminación, es pal-
mariamente violatoria del mandato constitucional que exige a la
legislación "la protección integral de la familia" (art. 14 bis de la
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Constitución Nacional), "célula primaria y vital de la sociedad"
(Concilio Ecuménico Vaticano II, Decreto sobre el apostolado de
los seglares; Apostolicam actusitatem, 11)"

"La situación que muchas familias encuentran en diversos paí-
ses es muy problemática, si no incluso claramente negativa: insti-
tuciones y leyes desconocen injustamente los derechos inviolables
de .la familia y de la misma persona humana, y la sociedad, en vez
de ponerse al servicio de la familia, la ataca con violencia en suS:
valores y en sus exigencias fundamentales".

"De este modo la familia, que, según los planes de Dios, es cé-
lula básica de la sociedad, sujeto de derechos y deberes antes que
el Estado y cualquier otra comunidad, ,es víctima de la sociedad,
de los retrasos y lentitudes de sus intervenciones y más aún de sus
injusticias notorias" (Familiaris' Consortio; Exhortación apostólica
del Sumo Pontífice Juan Pablo II sobre la m~sión de la familia cris-
tiana en el mundo actual; Carta de los Derechos de la Familia 46).

No quiero omitir, además de las citas constitucionales, yde
la remisión a documentos en que se expresa 'la Doctrina Social de la
Iglesia, que la necesaria tutela del matrimonio, de la maternidad,
y en síntesis de la familia, también ha sido consagrada en la "Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos", conocida también
como "Pacto de San José de Costa Rica", arto 17, ratificada por
nuestro Congreso de la Nación según ley 23.054, y que adquirió
virtualidad jurídica interna con tal motivo, conforme al arto 31 de
la Constitución Nacional.

Por último, el argumento de la Cámara, de que las sumas co-
bradas en el período de licencia por maternidad, no constituyen
remuneración, sino una prestación del sistema nacional de seguri-
dad, nada agrega. Así lo estimo, ya que como lo señala la recurren-
te, con fundamento en el arto 177 de la L.C.T., independientemente
de quien soporte lo pagado, el monto a percibir debió ser, el que
de acuerdo a las condiciones del contrato de trabajo correspondía
para el período de licencia, y ello, obviamente, en el caso de la ac-
tora, tuvo que. determinarse conform~ al régimen de flexibilidad a
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que sujet~ba las remuneraciones la empresa, desde que de lo éon-
trario sólo se garantizaría un mínimo en agudo deterioro.

En las condiciones reseñadas, las razones desarrolladas por el
tribunal a quo para apoyar su decisión, son sólo verdades a medias,
que en el caso particular, se convierten en una fundamentación apa-
rente, que no basta para sustentar el fallo como acto jurisdiccional
válido.

v

Por lo que llevo expuesto, propICIO,se haga lugar a la queja,
consecuentemente se declare procedente el recurso extraordinario,
y se deje sin efecto la sentencia apelada, remitiendo las actuaciones
al tribunal de origen, para que por quien corresponda, dicte una
nueva conforme a derecho. Buenos Aires, 29 de noviembre de 1985.
Josi Osvaldo Casas.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 20 de marzo de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en
la causa Del Papa, Liliana Beatriz c/Sur Cía. Argentina de Seguros",
para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

Que contra la sentencia de la Sala III de la Cámara Nacional de
Apelacionesdel Trabajo, que revocó lo decidido en primera instan-
cia y rechazó la demanda por despido indirecto, interpuso la actora
recurso extraordinario que, denegado, dio orÍgen a la presente queja.

Que esta Corte comparte los argumentos expuestos por el señor
Procurador General en su dictamen -que cabe dar aquí por re-
producidos en razón de brevedad- conforme a los cuales corres-
. ponde hacer lugar a la queja.
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Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por el señor
Procurador Fiscal', se hace lugar al recurso y se deja sin efecto la
sentencia apelada con los alcances indicados. Vuelvan los autos al
tribunal de procedencia a fin de que, por quien corresponda, se dice
una nueva.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO -' CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.

CADEMARTORI So Ao v. VIVIENDAS SUFFERN MOINE y
CADEMARTORI So A. y OTRO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
o Sentencias arbitrarias. Procedencia del ¡'ecursoo Falta de. fundame¡1tación
suf ic.ient eo

Es arbitraria la sentencia' que imputó al codemandado las consc-
cuencias de la desvalorización monetaria de la suma que quedó in-
movilizada en el expediente, sin analizar -ante lo. sostenido por aquél
con respecto a que la alegada desvalorización no se le podía atribuir,
puesto .que no estaba en sus posibilidades evitarla- si esa pérdida
.del poder adquisitivo de la cantidad depositada -que era el daí'iq
cuya indemnización pedía la actora- estaba en una relación causal
jurídicamente relevante con la actuación del codemandadoo Ello es
así, pues lo decidido se aparta de lo establecido por el art. 906 del
Código Civil e importa una indebida omisión de aquello que cons-
tituye -en casos como el presente- la primordial tarea del juzga-
dor, cUlll es ~a de constatar si el dafio --es efectivamente consecuencia
del acto ilícito y, luego, si la causalidad material -que se supone
previamente comprobada- resulta jurídicamente relevante, en aten-
ción al tipo de responsabilidad de que se trata y a la actitud sub-
jetiva del autor de la transgresión legal (1) o

(1) 20 de marzo,
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CRUZEIRO DO SUL S. A. SERVICIOS AEREOS V. RES. W 606 DE
LA DIRECCION NACIONAL DE MIGRACIONES
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestio11es 170 federales.
I11terpretación de normas y actos comunes.

Por tn\tarse ce normas de derecho común, es improcedente el recurso
extraordinario deducido contra la sentencia que dejó sin efecto las
multas impuestas por la Dirección Nacional de Migraciones a una
empresa de transporte aéreo, por infracción al arto .56 de la ley
22.439, mbre la base de entender que no correspondía responsabilizar
exclusivamente a lél empresa transportadora por la omisión en que
incurri~rcn dos pasajeros, que no presentaron los documentos que
los habilitaban para ingresar legalmente al país (1).

JUAN JOSE ORDAS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 170 federales.
Intel'pretación de normas locales de procedimientos. Casos varios.

El planteo atinente a si la Cámara, al resolver acerca de la excep-
ción de falta de acción, se encontraba facultada para sobreseer de-
finitivamente en la causa por inexistencia de delito, sin haber escu-
chado específicamente sobre tal punto 'a las partes acusadoras, re-
mite "l una .cuestión de índole procesal, propia de los jueces de la
causa y ajena a la instancia extraordinaria (2).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisaos formales. Interposición del re-
CUl'SO.Fundamento.

Es improcedente el recurso extraordinario contra el pronunciamiento
que hizo lugar a la excepción de .falta de acción y sobreseyó defini-
tivamente en la causa y respecto del procesado por- no constituir
delito el hecho por el que fue, reabierta la etapa sumarial. .Ello es
así, pues deben desecharse los agravios vinculados con J¡'¡s diligen-
cias que, en razón del fallo, se ha visto i;:npedido de realizar el ape-

(1) 20 oe marzo.
(2) 20 de marzo. Fallos: 300:590.
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lante, en tanto omite señalar la influencia que ellas podrían haber
tenido para variar la solución del pleito, como así también los re-
lacionados con los fundamentos de la sentencia, toda vez que no
rebate el argumento central en que se apoyó la Cámara; esto es,
que cou la entrega del cheque el querellante no se procuró una dis-
posición patrimonial perjudicial y que dicha entrega se efectivizó con
posterioridad a la producción del perjuicio (1).

VICENTE ROQUE FASCIANO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Réquisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedel1cia del recurso. Valoración de circunstancias
de Iteclto y prueba.

Es violatoria de la defensa en juicio la multa 'que se impuso pres-
cindiendo de realizar las medidas probatorias que el mismo magis-
trado había ordenado a proposición del recurrente, sin que' obren
constancias en la causa de que las' audiencias hayan sido notifica-
das al presunto infractor y a los testigos; y porque para fundar la
condena se recurrió al testimonio prestado por uno de aquéllos en
otra c:msa, sin control del interesado, lo que la constituye en arbi-
traria por sustentarse en una prueba que no. ha sido regularmente
traída al juicio (2).

VOLVO SUDAMERICANA S.A.C.I. v. NACION ARGENTINA (D.G.l.)

IMPUESTO: Interpretación de normas impositivas.

Corresponde confirmar la sentencia que denegó el pedido de exen-
ción del l.V.A.' solicitado al amparo del Régimen de Promoción de
la Industria Naval, en virtud de lo dispuesto por el decreto 1943/74,
por ent'ender que para obtener beneficios impositivos otorgados por
la ley 19.831 las empresas debí~n ser reconocidas y registradas por la

(1) Fallos: 306:1698. Causa: "Flores, Juan. L."; resuelta el 20 de no-
viembre de 1984.

(2) 20 de marzo. Fallos: 304:1885.
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autoridad administrativa mencionada en el artículo 5~ de tal dispo-
sición, en el decreto reglamentario y en el decreto 6099/72. Ello es
así, .pues con anterioridad al reconocimiento por parte del Ministerio
de Obras y Servicios' Públicos de que la actora reunía los requisitos
exigidos por la ley respectiva y se encontraba en condiciones de ser
inscripta en el registro pertinente -actos que no pueden ser con-
siderados corno un mero trámite administrativo, sino que en cada
caso concreto se erigen en constitutivos del derecho a obtener y con-
servar el beneficio promocional-, no le alcanzab<¡n las exenciones
reclamadas, toda vez que el artículo 6~ de la ley 19.831 reconoció pre-
ferencia a las industrias que tenían mayor participación de capital
nacional (estatal o privado) y hasta la reforma del Reglamento del
Registro de la Industria Naval no se permitió la consideración de
solicitudes de inscripción de empresas de capital extranjero.

IMPUESTO: h¡terprefación de normas impositivas.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que denegó el pedido de
exención del Impuesto al Valor Agregado solicitado al amparo del
régimen de Promoción de la Industria Naval (ley 19.831), en virtud

. de lo dispuesto' por el Decreto 1943/74,ya que la modificación intro-
ducida por la resolución 774/77 opera en forma retroactiva tal como
lo pretende la recurrente. E]]o es así, por cuanto. a través de e]]a y en
uso de las facultades del arto 83 del Reglamento de Procedimientos
Administrativos sancionados por decreto 1759/72 la autoridad de
aplicación procedió a modificar el reglamento vigente en razón de
su ilegitimidad (Disidencia del Dr. Carlos S. Fayt).

DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

Contra la sentencia de la Sala III de la Cámara Nacional de
Apelaciones en lo Contenciosoadministrativo Federal, que revocó
la de primera instancia en cuanto había hecho lugar a la demanda,
dedujo la accionante. recurso extraordinario, el que fue concedido
a fs. 323.

I

A través de la presente aCClOn, la recurrente pretende impug-
narla resolución del organismo recaudador, que denegó el pedido
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de exención del Impuesto al Valor Agregado solicitado al amparo
del Régimen de Promoción de la Industria Naval (Ley 19.831), en
virtud de lo dispuesto por el Decreto 1943/74.

I
Para arribar a la decisión que se ímpugna, el tribunal sostuvo

que el arto 59 de la ley 19.831otorgaba al Poder Ejecutivo la facultad
de fijar las normas y exigencias que las industrias constructoras y
de insumas debían cumplir a fÍn de ser reconocidas y registradas
por e1 Ministerio' de Obras y Servicio~ Públicos, y obtener así los
beneficios enunciados en la ley, tanto aduaneros, impositivos, ban-
carios etc. los que deberían ser acordados, de manera preferente, a
las empresas que tuvieran mayor participación de capital nacional
(art. 49).

En ese orden de ideas, sefíaló el a qua que a la fecha de publi-
cación de la ley, se encontraba vigente el régimen del "Compre Na-
cional" bajo el cual se declaraba empresa local de capital interno a
las que reunieran las pautas fijadas en los arts. 7 y 11 de la ley 18.875,
a las que se remitió el decreto 6099/72 en punto a las normas a que
debían ajustarse las importaciones de los materiales y bienes de
capital de uso naval que no se produjeren localmente. Agregó al res.
pecto que la exigencia del arto 99 del decreto 6099/72 no debía res-
tringirse al sólo ámbito de los gravámenes aduaneros, máxime cuan.
do el decreto 4367/73 contemplaba entre los distintos beneficios que
acuerda reembolsos por exportación y admisión temporaria.

Por lo demás, expuso que el decreto 4367/73 había dado por
sentada la-actuación del registro previsto por el art. 59de la ley 19.831
(art. 16) de modo de hacer superflua la reiteración de los recaudos
por cumplir para la inscripción en el anterior decreto 6099/72 (art. 9) .

Sentado ello, entendió la Cámara que la situación de la deman-
dante no encuadraba en el supuesto contemplado por el art.35 d~
la ley 20.631 por cuanto de lo actuado no surgía que con anteriori-
dad a su entrada en vigencia le hubiera sido conferido algún trata-
miento preferencial en el impuesto a las ventas, sino en la catego-
ría que prevé el decreto 1943/74 respecto de regímenes que condi.
cionan el derecho al 'goce de los tratamientos preferenciales a la.
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intervención de la autoridad de aplicación, en razón de que antes
de inscribirse en el registro respectivo la actora tenía sólo un inte-
rés legítimo a que su situación fuera resuelta de conformidad con
la interpretación que pretende.

En tales condiciones, estimó, el tratamiento preferencial en el
Impuesto al Valor Agregado sólo correspondía cuando al 31 de di-
ciembre de 1974 se hubiera presentado la respectiva solicitud y hu_o
biera correspondido su otorgamiento conforme a las normas espe-
cíficas de cada régimen, lo que no sucedió en el caso de autos. Tal
conclusión no se altera, dijo el a qua, en virtud de la resolución
774/77, por ser una norma posterior cuya vigencia retroactiva re-
sultaba inconciliable con las premisas de un régimen transitorio,
previsto con ese carácter para determinados fines por la ley 20.631
(art. 35).

II

La recurrente, por su parte, sostiene que su situación debe en-
cuadrarse en el arto 1':', inc. "c", del decreto 1943/74, toda vez que
a su respecto el régimen de promoción de la industria naval re-
sulta de aplicación automática. Ello es así, afirma, pues la facultad
del Poder Ejecutivo de fijar las normas y exigencias que debían sa-
tisfacer las industrias para ser reconocidas y registradas por el Mi-
nisterio de Obras y Servicios Públicos surge del arto 5,:,de la ley
19.831, mientras que la misma facultad a los efectos de la libera-
ción dé los derechos de importación emana de los arts. 7,:,y 8':' de
la misma ley. El decreto 6099/72 se funda, según considera, en las
dos normas mencionadas en último término y establece expresa-
mente eh su artículo 9':' el requisito de la inscripción en el Registro
de la Industria Naval.

Por su parte, el decreto 4367/73 dictado. como consecuencia del
arto 5,:,de la ley 19.831, al fijar los demás beneficios establecidos en
ese cuerpo no repitió dicho requisito.

Sin perjuicio de lo hasta aquí expuesto, señala que aún cuando
se considere que para gozar de los beneficios del decreto 4367/73
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era necesaria la inscripción en el Registro de la Industria Naval
ésta no podía ser negada atento a las normas que regían en opor-
tunidad en que se efectuó la presentación respectiva, lo que torna-
ría aplicable el arto 1~,inc. D), del decreto 1943/74. Fundamenta tal
criterio en.la inexigibilidad para el goce las -franquicias del decre-
to 4367/73, de las condiciones establecidas en el arto 7'!,del decreto
2930/70.

En punto a ello, manifiesta que no puede admitirse el criterio
-según el cual al establecerse en el decreto 4367/73 la inscripción
,obligatoria se habría considerado superfluo reiterar los requisitos
ya establecidos en el decreto 6099/72, pues cuando se ha querido
,efectuar una remisión de aquélla norma a ésta se la ha establecido
expresamente.

Añade, que ello surge con claridad de los ~onsiderandos de la
Tesolución 774/77 de la Secretaría de Intereses Marítimos en los
que se expresa que "el cumplimiento de 10 establecido en el arto 7'!
del decreto 2390/70 es requisito únicamente para ser beneficiario
de las liberaciones que menciona el ,decreto 6099/72".

III

A mi modo de ver, el remedio federal deducido es formalmente
procedente en tanto se cuestiona el alcance asignado a disposicio-
nes de esa naturaleza y '10 resuelto ha sido contrario a las preten-
siones de la recurrente.

En cuanto al fondo del asunto, a través de la ley 19.831 se
instituyó un régimen de promoción de la industria naval con las
finalidades expuestas en los incs. a, b, c y d del arto l'! de ese cuerpo,
en el que se declaraban incluidas, en cuanto aquí interesa, las in-
dustrias dedicadas a fabricat elementos de uso exclusivo en embar-
caciones (art. 4'!, inc. b). Los beneficios otorgados consistían en:
a) Exención de derechos de importación (art. 7'!); b) Exenciones,
desgravaciones y diferimientos impositiv,os, créditos, avales, regí-
menes especiales de estímulo para la exportación de bienes y ser-
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VICIOS de la industria naval, y regímenes de admisión temporaria
de materiales o bienes de uso naval a colocar a bordo de embarca-
ciones a ser exportadas, o destinadas a reparaciones navales, entre
otras, de acuerdo a las normas que dictare al efecto el Poder Eje-
cutivo (art. 9).

En el caso de las franquicias del arto 7'!) las. mismas fueron re-
glamentadas por medio del decreto 6099/72, mientras que la facultad
otorgada por el arto 9'!) fue ejercida por medio del decreto 4367/73.

Respecto de ello, estimo que lo dispuesto en el arto 9'! del de.
creta 6099/72 resulta aplicable de manera exclusiva para obtener
los beneficios de las liberaciones a que se refiere el arto 1'! de dicha
norma. Tal criterio surge, en primer lugar, de los términos del pre-
cepto en cuestión y del hecho de. invocarse en 'los considerandos del
decreto que de acuerdo a lo dispuesto por el arto 8'! de la ley 19.831
"procede establecer las normas a las que se ajustarán las importa-
ci.onesde los materiales y bienes de capitai de uso naval que no
se produzcan localmente".

No se opone a ello; el argumento del a qua según el cual no
existiría justificativo para que el goce de algunos privilegios hi-
ciera menester el cumplimiento de recaudos en orden al reconoci-
miento de las entidades por el Ministerio de Obras y Servicios PÚ-
blicos y para gozar de otros, incluso de la. misma índole como los
reintegros de exportación, no hiciese falta cubrIr tales exigencias
determinables por el Poder Ejecutivo según la disposición del arto S'!
de la ley 19.831. En primer término, creo que no existe obstáculo
para. que el otorgamiento de algunas franquicias se sujete a con-
diciones diversas respecto de otras en tanto dicho criterio se haya
plasmado en forma clara por el legislador, lo que ocurre en el pre-
sente caso pues, cómo quedó dicho, las facultades reglamentarias
del Poder Administrador surgen de fuentes diferenciadas para am-
bas clases 'de beneficios (arts. 7'! y 9'! de la ley antes referida), las
que incluso distinguen entre los privilegios aduaneros a que hace
mención el fallo (considerando S'! in fine).

Tampoco el arto 16 del decreto 4367 brinda apoyatura suficiente
a la posición del a qua. A esta altura de mi dictamen debo adelan-
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tar mi opinión en cuanto a que el criterio antes expuesto de limitar
la inscripción en el Registro de la Industria Naval con el requisito
exigido en el arto 9e;>del decreto 6099/72 a quienes pretenden obte-
ner los beneficios de ese cuerpo, no implica admitir la posición prin-
cipal de la recurrente según la cual su parte gozaba de las franqui-
cias en forma automática. Por el contrario, el arto Se;>de la ley esta-
blece el requisito del reconocimiento y registro de las industrias por
el Ministerio de Obras y Servicios Públicos, lo que excluye la apli-
cación al presente caso del arto 9e;>,inc. c), del decreto 1943/74. Lo que
sucede es que dicha inscripción no puede supeditarse, para la ob-
tención de las franquicias ..del decreto 4367/72 al cumplimiento de
lo establecido en el arto 7e;>del decreto 2930/70. Ello se desprende,
a mi juicio, del primero de los cuerpos mencionados, cuyo arto le;>
establece que el régimen de promoción allí establecido "para la
industria naval será de aplicación exclusivamente para empresas
que cumplan los requisitos fijados por los arts. 4e;>y Se¡>de la ley 19.831,
las que se declaran de "interés nacional", y admitido por la autori-
dad administrativa al dictar la resolución 774/77 en cuyos conside-
randa s se expuso que el reglamento hasta entonces vigente limitaba
lo dispuesto en el arto 6e;>de la ley de la materia toda vez que el
cumplimiento de lo establecido en el arto 7e;>del decreto Ne;>2930/70
era requisito únicamente para ser beneficiario de las liberaciones
que menciona el decreto 6099/72.

En tales condiciones, el arto 16 del decreto 4367/73 debe inter-
pretarse en forma congruente con la inteligencia antes expuesta,
en tanto consagra una sanción para quienes transgredan sus dis-
posiciones.

Resta en consecuencia determinar si es aplicable en la espe-
cie el arto le;>,inc. d), del decreto 1943/74. Dicha norma, reglamenta-
ria del arto 35 de la ley 20.631 prevé "que en los casos de tratamien-
tos preferenciales en el impuesto a las ventas, prevista por regí-
menes que tengan por objeto la promoción sectorial o regional,
sancionadas con anterioridad al 25 de mayo de 1973, se ha confi-
gurado su otorgamiento, en cualquiera de las siguientes situacio-
nes: d) en el caso de regímenes que condicionen el derecho al goce
de tratamientos preferenciales a la intervención de la autoridad de
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aplicación, cuando al 31 de diciembre de 1974 se hubiera producido
la presentación de la respectiva solicitud, y corresponda su otorga-
miento conforme a las normas específicas de cada régimen."

En ese orden de ideas, creo que, al contrario de lo manifestado
por el a qua, la modificación introducida por la resolución 774/77
opera en forma retroactiva tal como lo pretende la recurrente. Ello
es así, por cuanto a través de ella y en uso de las facultades del
art. 83 del Reglamento de Procedimientos Administrativos sancio-
nados por decreto 1759/72 la autoridad de aplicación procedió a
modificar el reglamento vigente en razón de su ilegitimidad.

No se trata por lo demás, de aclarar si la inscripción en sí mis-
ma tiene efecto retroactivo, pues. ello no constituye una exigencia
del arto 1':', inc. d), del decreto 1943/74, sino de determinar si se ha
presentado la respectiva solicitud antes del 31 de diciembre de 1974

I

Y si correspondía su otorgamiento conforme a las normas específi-
cas del régimen, para cuya valoración debe excluirse un. requisito
cuya ilegitimidad ha sido admitidá por la propia administración.

Lo contrario importaría distorsionar un sistema de transición
como el presente, obstaculizando el correcto funcionamiento de las
normas que lo instituyen a través del inadecuado ejercicio de la po-
testad reglamentaria.

Por lo expuesto, opino que debe revocarse el pronunciamiento
apelado en cuanto ha sido materia de agravios. Buenos Aires, 8 de
agosto dé 1985. José Osvaldo Casas.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 25 de marzo de 1986.

Vistos los autos: "VOLVO Sudamericana S.A.C.L e/Estado. Na-
cional (D.G.L) s/nulidad de acto administrativo".
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19) Que la Sala N'.' 3 de la Cámara Nacional de Apelaciones en
lo Contencioso administrativo Federal -revocó la decisión de la ins-
tancia anterior y rechazó la demanda promovida, al resolver que
para obtener beneficios impositivos otorgados por la ley 19.831 las
empresas debían ser reconocidas y registradas por la autoridad ad-
ministrativa mencionada en el artículo 5'.' de tal disposición, en el
decreto reglamentario y en el decreto 6099/72.

2'.') Que contra dicho pronunciamiento la actora interpuso re-
curso extraordinario que fue concedido por el a qua y que es pro-
cedente, como se puntualiza en el dictamen que antecede, cuyos
términos se dan por reproducidos.

3'.') Que en el sub examine se encuentra controvertida la inte-
ligencia del art.. 5'.' de la ley 19.831 que faculta al Poder Ejecutivo
Nacional para fijar las normas y exigencias que deberán satisfacer
las industrias incluidas en la industria naval -indicadas en el ar-
tículo 4'.'- para ser reconocidas y registradas por el Ministerio
de Obras y Servicios Públicos y resultar acreedoras a los beneficios
que concede. Se cuestiona además la interpretación del decreto re-
glamentario N'.' 4367/73, que establece que el régimen de promoción
será aplicable, exclusivamente, a .las empresas que cumplan los re-
quisitos fíjados por los arts. 4'.'y. 5'.'de la ley citada, que se declaran
de interés nacional.

4'.') Que tal régim~n, instituido para promover a la industria
naval, concede beneficios impositivos que se encuentran regulados
en el decreto 4367/73 y en el N'.' 6099/72 para las exenciones y
franquicias de derechos y depósitos previos, en la importación de
materiales y bienes de uso naval.

5'.') Que el art. 5'.' de la ley 19.831 condiciona el derecho a los
beneficios que otorga, al reconocimiento y registro por parte del
Ministerio de Obras y Servicios Públicos, y el arto 10 designa auto-
ridad de aplicación y control del cumplimiento de las disposicio-
nes legales y de su reglamentación, por lo que dichos actos son
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los que en cada caso concreto se erigen en constitutivos del derecho
a obtener y conservar el beneficio promocional, razón por la cual
no cabe considerarlos como un mero trámite administrativo de ade.
cuación instantánea a aquellas normas.

Asimismo, con el objeto de alcanzar los fines tenidos en cuenta
al instaurarse el régimen promocional, los beneficios se encuentran
condicionados al cumplimiento del decreto 4367/73, toda vez que la
transgresión de sus disposiciones, conforme a lo puntualizado por
su arto 16, da lugar a la suspensión o eliminación definitiva de la
firma infractora, del registro previsto por el arto 5<;>de la ley 19.831.

6<;»Que, en tales condiciones, con anterioridad al reconocimien-
to por parte de la mencionada autoridad de que la actora reunía los
requisitos exigidos por la ley respectiva y se encontraba en condi.
ciones de ser inscripta en el registro pertinente, no le alcanzaban
los beneficios impositivos concedidos por el régimen promocional
examinado, toda vez que el artículo 6<;>de laley 19.831 reconoció pre-
ferenciaa las industrias que tenían mayor participación de capital
nacional (estatal o privado).

En .su virtud, hasta la reforma del reglamento del Registro de
la Industria Naval -dispuesto por resolución N<;>774/77 .de la Secre-
taría de Intereses Marítimos que amplió su alcance- no se permitió
la consideraci,ón de solicitudes de inscripción de empresas de capital
extranjero.

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por el señor Pro-
curador Fiscal acerca de la procedencia del recurso, se confirma
la decisión del a qua en lo que fue materia de recurso extraordi-
nario. Con costas en el orden causado, atento la Índole de la cues-
tión tratada.

AUGUSTO CESAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT (en
disidencia) - ENRIQUE SANTIAGOPETRACCHI -

JORGE ANTONIO BACQUE.
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DISIDENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FAYT

Considerando:

Que esta Corte comparte los argumentos expuestos por el señor
Procurador Fiscal en su dictamen, los que cabe dar aquí por repro-
ducidos en razón de brevedad.

Por ello, se hace lugar al recurso extraordinario, se deja sin
efecto la sentencia apelada debiendo volver los autos para que,
por quien corresponda, se dicte nuevo pronunciamiento. Carlos S.
Fayt.

BORIS GARFUNKEL E HIJOS S. A.

IMpUESTO.: [l1terpretación de normas impositivas.

Corresponde revocar la sentencia que consideró que la limitación de
los alcances de los beneficios concedidos por la ley 18.202 de pro-
moción económica en la Provincia. de Tucumán, en forma tal que
tales beneficios se computen únicamente en. el supuesto de registrarse
deuda por impuesto en las actividades promovidas frente a las no
promovidas, no resiste la ratio kgis de la desgravación, sin que ello
se altere por el empleo de las expresiones "liberación o reducción"
del monto a abonar, ni anulen el beneficio en caso de existir que-
branto en la actividad no promovida. Ello es así, pues dicho bene-
ficio consiste en una liberación o reducción del monto de impuesto
que correspondería abonar e implica que se encuentra subordinado
al hecho de que exista impuesto determinado, o sea, está condicio-
nado al resultado de las activid2.des de las empresas alcanzadas por
el régimen promocional, y el estímulo fiscal destinado a fomentar la
instalación de industrias nuevas o la ampliación y el perfecciona-
miento de las existentes, en el ámbito de la provincia .antes citada,
debe ajustarse al presupuesto que le. fija la norma que lo concede
y que determina su magnitud y duración, en razón de que las fran-
quicias Impositivas -no obstante las distintas características que
ellas Duedan revestir- configuran limitaciones a los principios de' ge-
neralidad y de igualdad en la tributación,
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La determinación del resultado dc la actividad promovida de modo
independiente, no obsta al carácter único que tiene la declaración
jurada del impuesto a los réditos y tiene como )Íriica finalidad de-
terminar el quantum de la liber3ción que corresponde a la contribu-
yente v que debe deducir cuando exista impuesto determinado. En
tales condiciones, no asiste a la actOra el derecho a computar como
impuesto ingresado que genera saldo a su favor, el monto de impues-
oto que hubiera resultado alcanzado por l~ liberación, puesto que su
única finalidad es la de disminuir el monto a ingresar cuando rcsulte
impuesto determinado.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 25 de marzo de 1986.

Vistos los autos: "Boris Garfunkel e Hijos, S.A. s/recurso de
apelación" .

Considerando:

1?) Que la Sala N? 1 de la Cámara Nacional de Apelaciones en
lo Contenciosoadministrativo Federal, revocó el pronunciamiento del
Tribunal Fiscal y, en consecuencia, dejó sin efecto las resoluciones
apeladas que determinaban de oficio la obligación impositiva de Bo-
ris Garfunkel e Hijos, S.A. frente a los impuestos a los réditos por
los períodos fiscales 1971 a 1973, a las ganancias por el período 1974
y de emergencia por el período 1973. Para así resolver, consideró que
la limitación de los alcances de los beneficios concedidos por la ley
18.202 de promoción económica en la Provincia de Tucumán, en for"
ma tal que tales beneficios se computen únicamente en el supuesto
de registrarse deuda por impuesto en las actividades promovidas
frente a las no promovidas, no resiste la ratio legis de la desgrava-
ción, sin que ello se altere por el empleo de las expresiones "libe-
ración o reducción" del monto a abonar, ni anulen el beneficio en
caso de existir quebranto en la actividad no promovida.

2?) Que contra dicho pronunciamiento, la Dirección General Im-
positiva interpuso recurso extraordinario, que fue concedido y es
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procedente por hallarse controvertida la interpretación de normas
de carácter federal y ser la sentencia definitiva del superior tribunal
de la causa, contraria a las pretensiones que la recurrente funda en
aquéllas (art. 14, inc. 3<;>, de la ley 48).

3<;» Que en el sub examine se encuentra cuestionada la inteligen-
cia de los decretos N<;>2102/69, reglamentario de la ley N<;>18.202 (am-
pliatoria de la N<;>17.010) y del decreto N<;>8659/69, el que en _virtud
de las disposiciones citadas, otorgó a la actora ciertos beneficios im-
positivos por la inversión y actividades que desarrolló en la Provin-
cia de Tucumán. .

4<;» Que el decreto que otorga el beneficio cuyo alcance se halla
en tela de juicio, remite al arto 8<;>,inc. a); del decreto N<;>2102/69,
que expresa que las empresas o explotaciones que se declaren com-
prendidas en el régimen de promoción que establece gozarán, en la
medida que en cada caso se determina, de los beneficios que enu-
mera, entre los cuales se encuentra en el inciso a) la liberación o
n::ducción durante un máximo de diez ejercicios anuales, del monto
a abonar en concepto de impuesto a los réditos en la medida que
resulte por aplicación de los índices establecidos en la escala que
detalla. En el caso de tratarse de ampliación de la empresa o explo-
tación, los beneficio~ impositivos serán acordados únicamente sobre
la proporción que correspond~ a esa expansión.

5<;» Que el beneficio otorgado por la norma mencionada, como
surge de su propio texto, consiste en una liberación o reducción del
monto de impuesto 'que correspondería abonar e implica que se en-
cuentra subordinado al hecho de que exista impuesto determinado,
o sea, está condicionado al resultado de las actividades de las em-
presas alcanzadas por el régimen promociona!.

Por consiguiente, debe existir obligación de tributar para que
se configure la dispensa del pago, toda vez que no sería susceptible
de liberación o reducción un impuesto que no resulte adeudado.

El' estímulo fiscal destinado a fomentar la instalación de indus-
trias nuevas o la ampliación y el perfeccionamiento de las existen-
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tes, en el ámbito de la provincia antes citada, debe ajustarse al pre-
supuesto que le fija la norma que lo concede .y que determina su
magnitud y duración, en razón de que las franquicias impositivas
-no obstante las distintas características que ellas puedan reves-
tir- configuran limitaciones a los principios de generalidad y de
igualdad en la 'tributación.

6?) Que, por otra parte, cabe señalar que la determinación del
resultado de la actividad promovida de modo independiente, no obsta
al carácter único que tiene la declaración jurada del impuesto a ios
réditos y tiene como única finalidad determinar el quantum' de la
liberación que corresponde a la contribuyente y. que debe deducir
cuando exista impuesto deterininado.

79) Que, en tales condiciones, no asiste a la actora el derecho a
computar como impuesto ingresado que genera saldo a su favor, el
monto de impuesto que hubiera resultado alcanzado por la libera-
ción, puesto que su única finalidad es la de di1!minuir el monto a
ingresar cuando resulte impuesto determinado.

Por ello, se revoca la sentencia apelada en cuanto fue materia
de recurso extraordinario, con costas por su orden atento la natu-
raleza y complejidad de la cuestión controvertida (art. 68, in fine,
del Código Procesal Civil y Comercial de la. Nación) .

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHi: - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.

MUSSIO HNOS. S. A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentel1cias arbitrarios .. Procedencia del recurso. Valoración de circunstal1cias
de hecho )' prueba.

Es arbitraria la sentencia que declaró desierto el recurso de la ape-
lante, por entender que en el caso no se había probado la éxistencia
de las excepciones a la carga de los arts. lS' -segundo párrafo- de la
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ley 18.820 Y 21 de la ley 21.864, en cuanto establecen como requisito
del remedio, que el primero instituye para ante el Poder Judicial,
el depósito del "importe de la deuda resultante de la resolución ad-
ministrativa" que "deberá comprender el monto de los recargos, ac-
tualización e intereses correspondientes". Ello es así, pues el hallarse
cumpliendo un acuerdo resolutorio y. la magnitud económica que
importa el recaudo en juego, impiden a la recurrente la satisfacción
de este último, en tanto ello significaría una gravé- disminución de
su patrImonio en perjuiCio de los restantes acreedores de quienes
el mismo es prenda común.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no' federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Valoración de circunstancias
de hecho y prueba.

Es descalificable el pronunciamiento que, invocando el inc. 3, del arto
184, de la ley 19.551, ha dejado de distinguir la posibilidad jurídica
de la financiera y, principalmente, omitió valorar que las deudas tie-
nen su origen en fecha anterior a la quiebra, así como el destino que
seguiría la suma depositada en la, hipótesis de una decisión judicial
desfavorable para la apelante sobre el fondo dcl asunto.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Valoración de circunstancias
de hecho y prueba.

Teniendo en cuenta que el prinCIpIO de la par cOllditio creditorum
implica una justa distribución de los bienes, la aceptación en el caso
de las exigencias establecidas por los arts. 15 -segundo párrafo- de
la ley 18.820 y 21 de la ley 21.864 provocaría una seria lesión a dicho
principio ya que la Dirección Nacional de Recaudación percibiría el
crédit'.l reclamado a pesar de no haberlo hecho verificar en cl con-
curso y de que, si lo hubiera peticionado, sólo se habría admitido el
import~ correspondiente al capital, mientras que el arto 12 de la
mencionada ley 21.864 exige el depósito del monto de los recargos,
actualización e intereses que correspondan y, además, en forma dis-
tinta al acuerdo resolutorio aprobado por la mayoría de los acree.
dores y homologado judicialmente, máxime si se tiene en cuenta
que el juez intcrviniente en el proceso concursal, al homologar el
acuerdo, valoró entre otras circunstancias, lo atinente a la conser-
vación de la empresa (art. 61, iroc. 2~, de la ley' 19.551), aspecto éste'
de trascendental importancia.
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Contra la sentencia dictada por la Sala v~n de la Cámara Na.
cional de Apelaciones del Trabajo a fs. 218/219, interpuso la impug-
nante recurso extraordinario a fs. 224/231 que previo traslado fue
concedido a fs. 238.

En primer lugar, estimo que en tanto se encuentra cuestionada
la validez constitucional de los arts. 15, segunda parte, de la ley
18.820y 12 de la ley 21.864, existe cuestión federal bastante a los
fines de la procedencia formal del recurso concedido.

n

En el pronunciamiento apelado, acudiendo a la doctrina emer.
gente de diversos fallos de V. E., se desestimó el planteo de incons-
titucionalidad formulado, sosteniéndose que no se ha. acreditado en
el sub lite la existencia de capacidad económica que justifique el
ímpedimento invocado por la recurrente.

Además, se agregó que si ésta continuó en la explotación, estaba
habilitada conforme lo dispuesto en el inc. 3 del arto 184 de la ley
19.551para efectuar el pago previo necesario para acceder a la ins-
tancia judicial de revisión, "especialmente considerando que el obje-
to de la disposición de fondos no es la cancelación de una acreen-
cia anterior a la declaración de quiebra, sino exclusivamente satis-
face una exigencia legal previa para habilitar la revisión judicial de
un' acto que le causa gravamen a la fallida".

In

El apelante, por su parte, tras reiterar los argumentos expues-
tos al plantear la inconstitucionalidad de las normas mentadas como
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conculcatorias del derecho consagrádo en el arto 18 de la Constitu-
ción Nacional, reputa arbitraria la decisión.

Aduce que se ha prescindido de pruebas y constancias decisivas
para su parte, omitiéndose tener en cuenta las que -a su juicio-
demuestran "el monto excepcional" a 'depositar frente a un acto
irrealizable e inferior, como también la ausencia de culpa de su
mandante que resulta -afirma- del informe del síndico de la quie-
bra que obra a fs. 172/182.

Expresa, además, que no es lo mismo continuar con la explo-
tación de la empresa que tener' disponible la suma a depositar, cir-
cunstancia que --enfatiza- importaría la realización total del activo
y otro tanto, apuntando el superávit que arrojó la explotación de
los barcos durante nueve meses, conforme surge del informe 'men-
cionado.

Subraya que no se tuvieron en cuenta además de la despropor-
ción aludida, la confiscatoriedad de la obligación incurriéndose en
un exceso ritual manifiesto con apartamiento de la verdad objetiva,
pretendiendo se revoque el pronunciamiento.

IV

Conviene comenzar por destacar que tradicionalmente V. E. ha
sostenido el criterio de que la exigencia de depósitos previos como
requisito para la. viabilidad de recursos, no importa restricción in-
constitucional a las garantías de igualdad y de defensa en juicio
(Fallos: 155:96; 162:363; 235:479; 238:418; 261:101 y sus citas; 288:
287; 296:57, entre otros), .sin desconocer por ello la existencia de
circunstancias de excepción qt,Ie permitan apartarse de la misma.

A través de distintos pro"nunciamientos, se advirtió que existe
lesión al derecho de defensa en juicio cuando la desproporcionada
magnitud del monto del depósito con relación a la concreta capa-
cidad económica del apelante torna ilusorio su derecho en razón del
importante desapoderamiento que podría significar su cumplimiento
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(Fallos: 247:181; 250:208 y fallo allí citado). Como también en el
supuesto de monto excepcional y falta comprobada e inculpable de
los medios para enfrentar su erogación (Fallos: 256:38; 261: 101), y
aun cuando a través del requerimiento de' esta clase de recaudos sé
revele en modo inmediato e inequívoco un propósito persecutorio o
desviación de poder de parte de los órganos administrativos de apli-
cación (Fallos: 288:287, cons. 10).

Ya con referencia al supuesto concreto previsto en el segundo
párrafo del arto 15 de la ley 18.820, se mantuvo el criterio vinculado
a la validez constitucional de la exigencia impuesta en esa norma al
decidir en Fallos: 287:101 y 295:62, confirmándose en este último
la doctrina de los anteriores pronunciamientos en el sentido que
la exigencia referida reconoce como excepciones los supuestos de
desproporcionada magnitud de su monto o la falta comprobada e
inculpable de .los medios necesarios para hacer frente a la eroga-
ción, postura que se receptó también -siempre con relación a la
disposición cuestionada- en Fallos: 295:240; 296:40 y 57.

v

Ello así, adelanto. mi opinión favorable a la pretensión de la
recurrente.

La situación en que se encuentra la apelante, y el monto excep-
cional de la deuda determinada por la Dirección Nacional de Recau-
dación Previsional, justifica -a mi juicio-- el valorar en el caso de
exigencia del depósito como iesiva al derecho de defensa en juicio
consagrado en el arto 18 de la Constitución Nacional.

Pienso que más allá de la diferencia que pone de relieve la im-
pugnante entre el activo estimado por el síndico en su informe
(fs. 174/175) y el importe de la deuda, cuya correcta valoración exi-
giría actualizar esa estimación efectuada el 30 de julio de 1981
(fs. 183 vta.) hasta el 26 de mayo de 1983 en que se estableció éste
(fs. 108), la circunstancia de qúe a la fecha de interposición del
recurso aquélla se encuentra cumplimentando el acuerdo resoluto-
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rio a que arribara con sus acreedores (fs. 186/187), teniendo en
cuenta como ya lo señalara la magnitud económica que importa el
recaudo en cuestión, de por sí le impide cumplimentarlo en tanto
ello significaría una grave disminución de su patrimonio en per-
juicio de los restantes acreedores de quienes el mismo es prenda
común.

La referencia que el a qua formula en torno a la disposición
contenida en el inc. 3'?del arto 184.de la ley 19.551 (t. O. decreto 2449/
84) no empece a esa conclusión. No sólo porque como la recurrente
señala la posibilidad jurídica no supone la posibilidad financiera
de llevar a cabo al depósito, sino porque en la interpretación efec-
tuada se ha omitido valorar dos aspectos: los créditos que se recla.
man reconocen su origen en fecha anterior a la quiebra, y el destino
de la suma depositada para el supuesto de una decisión contraria a
las pretensiones de la apelante en cuanto al fondo del asunto.

Todo ello lleva -a mi modo de ver- a la conclusión que anun-
ciara al comienzo de este apartado.

Reiteradamente ha resuelto V. E. que la -declaración de incons-
titucionalidad de una disposición legal es acto de suma gravedad
institucional que debe ser considerado como última ratio del orden
jurídico (Fallos: 301:962, 1062; 302:457,484 y 1149,entre otros), pero
también ha establecido que las leyes son susceptibles de cuestiona-
miento constitucional cuando resultan irrazonables, o sea, cuando
los medios arbitrados no se adecuan a los fines cuya realización
procuran o cuando consagran una manifiesta iniquidad (Fallos:
299:428).

Consecuentemente, atendiendo a la aptitud de la vía cuestio-
nada como medio para la revisión judicial del criterio adoptado
por la administración, y a la luz de la mencionada doctrina de V~E.
que resulta -a mi modo de ver- comprensiva de la situación de
la recurrente, pienso que la aplicación al caso de la norma del se-
gundo párrafo del arto 15 de la ley 18.820 -y consecuentemente de
la del arto 12 de la ley 21.864 referida a los accesorios de la deuda-
devienen constitucionalmente indefendibles sin lesionar el derecho
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de defensa garantizado en el citado arto 18 de la Constitución Na-
cional.

Por todo ello, soy de opinión que debe revocarse el fallo ape-
lado declarándose la inconstitucionalidad de las disposiciones refe-
ridas, y devolver las actuaciones a fin de que, se trate el fondo de
la apelación deducida por la impugnante. Buenos Aires, 26 de julio
de 1985.Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 25 de 'marzo de 1986.

Vistos los autos: "Mussio Hnos., S.A. sjimpugnación actas de
inspección N9 1254577Y 1304506".

Considerando:

19)Que la Sala VIII de la Cámara Nacional de Apelaciones del
Trabajo declarÓ desierto el recurso de la apelante,' después de re-
chazar el planteo de inconstitucionalidad de los arts. 15 -segundo
párrafo- de la ley 18.820y 21 de la ley 21.864,en cuanto establecen
como requisito del remedio, que el primero instituye para ante el
Poder Judicial, el depósito del "importe de la deuda resultante de
la resolución administrativa" que "deberá comprender el monto de
los recargos, actualización e intereses correspondientes". Sostuvo el
a quo, en tal sentido, con cita de diversos precedentes de esta Corte
(Fallos: 247:181; 261:101y sus citas), que en el caso no se hallaba
probada la existencia de las excepcionescon base en las,cuales dicha
jurisprudencia había admitido la invalidez de la carga señalada. Con-
tra ello se dedujo recurso extraordinario, que fue concedido.

. 29) Que atento a los fundamentos de la sentencia y al alcance
de los agravios, no se encuentra en cuestión el tema referente a la
constitucionalidad de las normas mencionadas, sino el que atañe a.
la acreditación de los presupuestos fácticos demostrativos de la pre-
sencia de un caso de excepción admitido por la doctrina recordada.
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39) Que, ello establecido, cabe juzgar que merece ser acogida la
alegación de arbitrariedad, toda vez que, tal. como lo evidencia el
estudio de la causa efectuado en su dictamen por el señor Procu-
rador General, el hallarse cumpliendo un acuerdo resolutorio y 'la
magnitud económica que importa el recaudo en juego, impiden a
la recurrente la satisfacción de este último, en tanto ello "signifi-
caría una grave disminución de su patrimonio en perjuicio de los
restantes acreedores de quienes el mismo es prenda común".

49) Que, por otro lado, la invocación hecha por la Sala del inc. 3,
del arto 184, de la ley 19.551, ha dejado de distinguir la posibilidad
jurídica de la financiera y, principalmente, omitió valorar que las
deudas tienen su origen en fecha anterior a la quiebra, así como el
destino que seguiría la suma depositada en la hipótesis de una de-
cisión judicial desfavorable para la reclamada sobre el fondo del

asunto.

59) Que, aun cuando esto bastaría para el progreso de la im-
pugnación, corresponde advertir que el crédito de la Dirección Na-
cional de Recaudación Previ.sional que motiva estas actuaciones no
fue sometido a verificación en los términos del art. 33 de la ley 19.551,
y que, con relación a otras acreencias de dicho organismo, sólo se
admitió la verificación de lo atinente al capital, descartándose las su-
mas comprensivas de intereses y recargos (v. copia del informe del
síndico de fs. 168 vta./169, y de la resolución obrante a fs. 184).

En razón de ello, teniendo en cuenta que el principio de la par
cOl1ditio ereditorw11, implica una justa distribución de los bienes
(causa C.14-XX, "Complejo Textil Bernalesa S.R.L. s/quiebra, inc.
de revisión arto 38, ley 19.551", sentencia del 2 de abril de 1985),
la aceptación en el sub lite de exigencias como las cuestionadas por
el recurrente provocaría una seria lesión a dicho principio, ya que
la Dirección Nacional de Recaudación percibiría el crédito recla-
mado a pesar de no haberlo hecho verificar en el concurso y de
que, si lo hubiera peticionado, sólo se habría admitido el importe
correspondiente al capital, mientras 'que el arto 12 de la ley 21.864
exige el depósito del monto de los recargos, actualización e intere-
ses que correspondan y, además, en forma distinta al acuerdo reso-
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lutorio aprobado por la mayoría de los acreedores y homologado
judicialmente (v. copias de fs. 186/7). Estas circunstancias acarrea-
rían como consecuencia un perjuicio injustificado para la masa.

6':')Que, por otra parte, el juez interviniente en el proceso con-
cursal, al homologar el acuerdo, valoró entre otras circunstancias
lo atinente a la c~mservaciónde la empresa (art. 61, inc. 2':',de la'
ley 19.551),aspecto éste de trascendental importancia (doctr. cau-
sa S.495-XIX,"Sasetru S.A.C.I.F.I.A.I.E.sjquiebra", sentencia del 11
de octubre de 1984)y que ~ampocofue objeto de consideración por
parte del a qua.

7':')Que, consecuentemente, lo resuelto no se exhibe como deri-
vación ajustada a las particularidades comprobadas del litigio, lo
cual agravia el derecho de deff7nsaen juicio (art. 18 de la Consti-
tución Nacional).

Por ello, y lo dictaminado concordemente por el señor' Procu-
rador General, se deja. sin efecto la sentencia apelada, de manera
que el expediente deberá volver a fin de que, por quien corres~
panda, se dicte una nueva con arreglo a la presente.

JOSÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CI~SAR

BELLUSCIO.- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

:...-- JORGE ANTONIO BACQUÉ .

.~,LDO AGUlLERA y OTROS v. UZAL S..A. l. C. F. l.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Tribunal superior .

.Si el u'curso extraordinario local de inaplicabilidad de ley fué~deses-
timado por la Suprema Corte de Justicia. de la Provincia de Buenos
Aires por no haberse cumplido con el requisito de fundamentación
en los térrnjnos del artículo 279 del Código Procesal de' dicha pro-
vincia y el remedio federal tiene por base 'argumentos que también ha-
bían sido vertidos en aquél, la parte frustró por. una causa sólo a
ella imputabJe, una vía que estimó apta para reparar su gravamen,
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circunst,mcia que determina la inadmisibilidad del recurso extraor-
dinario federal intentado por no estar satisfecho el requisito refe-
rente al tribunal del cual debe provenir la sentencia definitiva.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

Contra la sentencia dictada por el Tribunal del Trabajo N'? 1
de Quilmes a fs. 236/241, interpuso la parte actora recurso local
de inaplicabilidad de ley a fs. 245/255, y extraordinario federal a
fs. 257/264.

El primero de ellos fue rechazado por la Suprema Corte de la
Provincia de Buenos Aires a fs.230/285, y el segundo concedido
por el a quo a fs. 290 vta.

Cabe recordar que V. E. ha determinado reiteradamente que no
satisface el requisito de fundamentación autónoma que prescribe
el artículo 15 de la ley 48 el escrito que carece de una crítica con-
creta y razonada de todos los argumentos en que la decisión recu-
rrida vino a apoyarse para rechazar los reclamos interpuestos (Fa-
llos 299:258; 302:793).

A mi modo de ver, el cumplimiento de aquellos recaudos es
particularmente exigible cuando. la impugnación se basa en la ta-
cha de arbitrariedad, situación en la que está a cargo del recu-
rrente la demostración de que, no obstante la aparente existencia
de fundamentos no federales, su agravio se vincula con el desco-
nocimiento de garantías constitucionales.

Lá presentación en la cual se funda esta apelación federal no
cumple, en mi criterio, las condiciones impuestas, desde que limita
sus agravios a discrepar con la solución dada por el a quo sobre
temas de hecho, prueba y derecho común imputando contradiccio-
nes y absurdos que no se advierten, porque tampoco aparecen desa-
rrollados por el recurrente.
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Por lo demás, y aunque se dejaran de lado los apuntados óbi-
ces formales, no mejoraría a mi juicio la suerte de este recurso.

Ello así, porque señalo a V.E. que el recurso extraordinario
'local de inaplicabilidad de ley fue desestimado por la Suprema Corte
por carecer "de fundamentación adecuada en los términos del ar-

J

tículo 279 del Código Procesal Civil y Comercial" con arreglo a la
doctrina que el fallo menciona y que el remedio federal tiene por
base argumentos que ya ~eron vertidos en aquél.

De tal suerte y cori,arreglo a 'la jurisprudencia de esa Corte, sen-
tada, entre otras, en la causa "Club Deportivo Dorrego c/Orecchia,
José Juan Pablo y otros s/adquisición de dominio por usucapión"
C. 235,L. XX, sentencia del 8 de agosto de 1985y fallos allí citados,
advierto que la recurrente habría frustrado -por una causa sólo
a ella imputable- una vía que estimó apta para reparar un gra-
vamen, circunstancia que, como ha dicho V.E., dete~mina la inad.
misibilidad del recurso extraordinario federal por no estar satis-
'fecho el requisito relativo al tribunal del cual debe provenir la
sentencia definitiva.

Por estas consideraciones, soy de opinión que el recurso extra-
ordinario es improcedente. Buenos Aires, 27 de diciembre de 1985.
Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 25 de marzo de 1986.

Vistos los autos: "Aguilera, Aldo y otros c/Uzal S.A.I.C.F.I. s/
dif. salariales".

Considerando:

19) Que contra el pronunciamiento del Tribunal del Trabajo N9 1
de Quilmes que hizo lugar a la excepción de prescripción opuesta
por la empleadora y desestimó la demanda de los actores por cobro
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de diferenCias salariales, l~s venCidos dedujeron el recurso de ina-
plicabilidad de ley y el extraordinario federal, este último conce-
dido a fs. 290 vta ..

2?) Que el recurso extraordinario local de inaplicabilidad de ley
fue desestimado por la Suprema Corte de JustiCia de la ProvinCia
de Buenos Aires por no haberse cumplido con el requisito de fun-
damentaCión en los términos del artículo 279 del Código Procesal
de dicha provincia y el remedio federal tiene por base argumentos
que también habían sido vertidos en aquél.

3?) Que, en. tales condiciones, la parte ,frustró por una causa
sólo a ella imputable, una vía que estimó apta para reparar su gra-
vamen, Circunstancia que determina la inadmisibilidad del recurso
extraordinario federal intentado por no estar satisfecho el requisito
referente al tribunal del cual debe provenir la sentenCia definitiva
(Fallos: 302:1337; 303:238, 352, 470, entre otros).

Por ello, yde conformidad con lo dictaminado por el señor Pro-
curador General, se declara improcedente el recurso extraordinario.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO ~ CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.

G.L.A. PREIS7 HNOS. S.A.C.I.F.I. v. DELIA SABINA PACENZA

DEMANDA: Requisitos de la demanda.

Debe rechazarse el agravio referido a que el monto de la indemniza-
ción e~tablecida 'resulta superior al reclamado en la demanda si, no
obstante haber preci~ado la actora en su escrito inicial la suma re-
clamada la 1ejá librada a lo que en más o menos resultase de la
prueba, por. lo que el a qua pudo, teniendo en cuenta los elementos
probatorios incorporados al proceso, fijar una indelllniza~ión mayor
a la inicialmente estimada, sin que ello importe exceder los términos
de la lzlis ni decidir ultra pe tita (1).

(1) 2S de marzo. Fallos: 266:223: 272:37.
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ANA MARIA SOSA v. COMISION MUNICIPAL DE LA VIVIENDA

393

jURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Por las personas.
Nación.

Es competente la justicia nacional en. lo Contenciosoa.dministrativo
Federal para continuar entendiendo en la causa, si en el caso plan-
teado -relacionado directa e inmediatamente con la aplicación de la
ley.21.581, de carácter Jederal.,..,. resulta claro que se cuestionan re-
soluciones tomadas por la Secretaría de Vivienda .y Ordenamiento
Ambient.al que la demandada -Comisión Nacional de la Vivienda-
se habría liJTIitado a ejecutar, quedando controvertidos actos .de la
administración nacional (1).

OSVALDOANDRES CACCIATORE y OTROS

JURISDICCION y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. Gel1eralidades.

Las cuestiones de competencia, de conformidad con. el art.67 del
Código de Procedimientos en Materia Penal, deben tramitar por vía
incidental en procura de que .su sustanciación no interrumpa' el curso
de la investigación sumarial aún pendiente, la que deberá proseguir
-hasta tanto se resuelvan aquéllas en forma definitiva- por el juez
que haya empezado el conocimiento de la causa (art. 68, inc. 1~, del
texto legal citado) (2).

JURISDICCION y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. Intervención
de la Corte. Suprema.

Si el juez de instrucción declinó su competencia en favor de la justicia
federal y a partir de ella los magistrados intervinientes limitaron su
actividad en el sumario a la mera atención de peticiones de diversa ín-
dole, irrelevantes para el progreso de la investigación formuladas. por
las. partes o terceros ajenos al proceso, la omisión del magistrado de

(1) 25 de marzo.
(2) 25.de marzo. Fallos: 306:'1947.Causas: "Campón, Angel.Fernando",

20 de setiembre de 1984; "Martínez, José y otros", 18 de diciembre
de 1984.
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cumplir las reglas del arto 67 del Código de Procedimientos en Materia
Penal -que deterrpinó en el caso que la instrucción se. paralizara' por
más de un año y medio-, y tampoco advertida por los sucesivos tribu-
nales inteor.vinientesen el conflicto, obliga a la Corte a exhortarlos para
que omisiones similares no se produzcan en el futuro.

RAUL GERONIMO BATTILANA

JUBILACION y PENSION.

Con p0sterioridad al acto administrativo que otorgó el beneficio e
incorporó al patrimonio del inte1esado el derecho a la jubil¡¡ción con
determinada jerarquía, no puede aceptarse -so color de efectuar re.
estructuraciones .internas- se modifiquen los elementos que integ~an
el "status jubilatorio" pues ello importaría en la práctica una retro-
.gradación en la condición de pasividad que resulta incompatible con
las garantías constitucionales de los arts. 14 bis, 16 y 17 (1).

JUBlLAClON DE EMPLEADOS MUNICIPALES.

Debe reconocerse el "plus" por conducción a los efectos de la deter-
minación y liquidación de la prestación jubilatoria y descalificar el
criterio seguido por la autoridad. administrativa de no ubicar al ti-
tular de una categoría jerarquizada por no haber ejercido funciones
de conducción, lo que lleva, según 'ese criterio, al emplazamiento en
el arto 6~ del citado decreto 1624/77, cuando lo correcto era aplicar
respecto del peticionante las previsiones de los art"o4 y.5 de la citada
norma (2).

PRESCRIPCION: Tiempo de la prescripción. Leyes especiah:s. Jubilaciones y
pensiones.

La prescripción anual prevista por el art. 82 de la ley 18.037 -t.O.
1976- viene indicada para regir el pago de haberes devengados con

\

(1) 25 de marzo. Fallos: 306:906, 2115; causa: "Benzi. Alberto", del 13
de agosto de .1985.

(2) Fallos: 306: 1921. Causa: "Bisso, Victoria", del 10 de octubre de 1985.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 395

anterioridad a la solicitud del beneficio, mientras que para los de-
vengados con posterioridad a ese acto, el plazo por cuyo transcurso
quedaría extinguido el crédito, es de dos años, conforme con' lo pre-
visto en dicha norma (1).

JUBILACION y PENSION.

Si de Jos informes producidos y los. recibos agrégados surge ine-
quívocamente que la pretensión del recurrente de que se actualice
su haber es fundada, dado que lo percibido traducc una injustificada
mengua' con relación a lo que le habría correspondido cobrar si hu-
biera 'continuado trabajando, corresponde hacer lugar al agravio re-
ferido !'jI cambio de sistema de movilidad.

JUAN CARLOS CORTIÑAS v. REGINO CORTIÑAS (suc.)

DEPRECIACION MONETARIA: Principios generales.

Es descalifiqlble 'el pronunciamiento que desatiende las característi-
cas propias de la obligación de restituir que, sobre la base del prin-
cipio del "enriquecimiento sin causa", impone la legislación de fondo
al poseedor de la herencia. Incorporando a su patrimonio un deter-
minado "valor" -'-representado en el sub lite por la porción de los
créditos del causante- sólo se satisface aquélla mediante la repo-
sición al coheredero de la privatización sufrida, es decir, la restauración
en su patrimonio del "valor" comprometido, tal como en principio lo
disponen los arts. 3422 y 3425 del Código Civil. En tales condiciones,
no aparece como razonable sostener que a ese efecto sólo se tome
en cuenta el importe nominal de tales créditos cuando, más allá de
la buena o mala fe de los obligados, ha transcurrido un prolonga-
dísimo lapso desde. su percepción efectiva y la equivalencia de los
valores ha quedado rota por efecto del agudo proceso inflacionario
que ha VIvido el país en los úJtimos años (2).

(1) "Jaroslavsjcy, Bernardo" y "Tomé de Avogadro, María Merce-
de~", ambos del 26 de febrero de 1985.

(2) 25 Je marzo:
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'RECURSO EXTRAORD1NARIO: Requisitos propios. Cuesti0l1es, no federales.
Sentencias ariJitrarias. Procedencia del. recurso. Defectos en la fundamentación
normativa.

,No resulta justificdda, a la luz de una adecuada hermenéutica de los
textos legales, la lisa y llana remisión al arto 3426 del Código Civil,
toda vez que al establecer dicha norma que el "tenedor de buena fe
de la herencia no debe ninguna indemnización por la pérdida o por
el deterioro que hubiese causado a las cosas hereditarias" alude a
las variaciones "intrínsecas" del bien de que se trata, a la alteración
de los elementos materiales o de la sustancia de una cosa (doctrina
nota al arto 2807 Código Civil) pero, de ningún modo, a la variación
extrínseca del valor, provocada por las fluctuaciones del poder ad-
quisitivo de la moneda mediante la cual se cuantifica el valor de los
bienes o cosas, fenómeno extraño a las partes. En todo caso, si se
equipara el "deterioro del signo monetario" con el "deterioro de las
cosas", tampoco cabría otra solución, pues por imperio de lo norma do
en la citada disposición "el poseedor de buena fe de la herencia res-
ponde también por el deterioro en la medida del provecho que hu-
biese obtenido" y en el sub lite, el provecho se hallaría configurado
por la" apropiación del valor de los créditos que pudo ser invertido o
gastado según el poder adquisitivo del numerario al momento de su
cobro.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Falta de fundamel1taciÓn su-
ficiente.

En cuanto a la aplicación del art. 2433 del Código Civil, es descalifica-
ble la decisión que circunscribió el alcance del reajuste al lapso pos-
terior a la notificación del traslado de la demanda de petición de
herencia, puesto que si la referencia pudo ser válida en cuanto a los
"intereses" del crédito, mal podía extenderse a su. actualización o
reajuste que no constituye un "fruto del capital" debido (art. 2424 del
Código Civil).

DEPRECIACION MONETARIA: Principios generales.

El reconocimiento de la depreciación monetaria sobreviniente a la per-
cepción de los créditos por 'los restantes causahabientes no traduce
la creación de una nueva prestación sin causa legítima sino la manera,
de cumplir cabalmente con las restituciones al heredero reclamante
,de su parte en la herencia. No se trata ,de devolver un~ suma mayor
sino únicamente de mantener constante el valor adquisitivo real, pues

I
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.sólo así' queda incólume el derecho de propiedad que consagra el art.
17 de la Constitución Nacional (1).

NARCISO MACHINANDIARENA v. UNION DEL PJ?RSONAL
CIVIL DE LA NACION

RECURSO. EJ(TRAORDINARIO; Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas locales de procedimientos .. Casos var.ios.

Si bien lo atinente a la caducidad de la instancia es materia procesal
ajena a la vía del artículo 14 de la ley 48, tal doctrina reconoce ex-
cepción en aquellos supuestos en que la decisión pone fin al pleito o
causa agravio de imposible reparación ulterior.

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la fundamenta-
ción normativa.

Es descalificable el pronunciamiento que declaró la caducidad del re-
curso y a ese fin se limitó a verificar el transcurso del plazo, con
total abstracción del estado del expediente que contaba ya con el de-'
creto de autos para definitiva,' hecho impeditivo de la extinción de
la instancia de. conformidad con lo dispuesto por el artículo 313, in-
cisos 3~ y 4~, del Código Procesal y sin que tal decisión, en todo caso,
exhiba fundamento normativo o fáctico adicionál que justifique -fren-
te a la claridad del precepto legal- la solución final adoptada.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAl.

Suprema Corte:

A fs. 259 la parte ahora recurrente apdó la sentencia de pri-
mera instancia de fs. 254/257 que rechazó su demanda por cobro
de honorarios.

(1) "Monten~gro, Sergio e/Establecimientos Five S. A.", del 28 de
marzo de 1985.
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A fs. 361 la Sala F de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo
éivil declaró de oficio la caducidad de la' segunda instancia abierta
con motivo de ese recurso.

Contra este pronunciamiento, la actora opuso el remedio fede-
ral de fs. 389/394que fue denegado por entender el a qua que había
sido presentado fuera del plazo previsto por el arto 257 del Código
Procesal.

Ello motivó la presentación directa en examen.

En ella expresa la quejosa que el recurso extraordinario fue pre-
sentado en término, dado que la ley 22.865que dispuso la suspen-
sión de los trámites de autos fue sancionada antes de que venciera
aquel plazo; que el decisorio es arbitrario y que lesiona los arts. 14,
16, 17, 18, 19, 28 Y33 de la Constitución Nacional.

En mi opinión, asiste razón a la apelante en cuanto a que el
remedio federal fue promovido en término dado lo dispuesto en
la ley citada, cuya constitucionalidad no ha sido puesta en tela de
juicio en autos.

En cuanto al fondo de la cuestión, considero que la protesta
debe tener acogida favorable.

En efecto, a mi entender el auto atacado cuenta con una funda-
mentación sólo aparente, incurriendo en .el exceso ritual que en di-
versas ocasiones diera lugar a la intervención de la Corte mediante
la vía extraordinaria, como en Fallos: 238:550; 247:176;261:322; 262:
459 y varios otros, a cuya doctrina procede ahora remitirse.

Cabe señalar que, a mi juicio, no examinó la Cámara el auto
de fs. 296 vta. que llamó autos para definitiva y no expresa en su
decisión los motivos en virtud de los cuales habría renacido la car-
ga del impulso procesal en cabeza de la recurrente, lo que hace tam-
'bién aplicable 10 expresado por el Tribunal en Fallos: 297:10.
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Por otra parte, corresponde tener presente que la Corte ha
dicho que si bien es cierto que lo atinente a la perención de la ins-
tancia constituye una cuestión fáctica y procesal ajena a la vía del
arto 14de la ley 48, tal doctrina admite excepcióncuando media apar-
tamiento de las constancias de la causa y el examen de los requisi-
tos que condicionan su aplicación se ha. efectuado con injustificado
rigor formal, que afecta la garantía de la defensa.en juicio (Fallos:
297:10,389; 298:420;304:660;causas B. 92,XX "Bran, Rafael c/Proia,
Rugo s/acción negatoria" fallada ellO de noviembre de 1984y B.643,
XIX "Blomberg, Marcelo Fernando c/Gómez, Carlos Enrique", sen-
tencia del 17 de setiembre de 1985.

Por ello, y con el alcance indicado, considero que la presenta-
ción directa resulta admisible, que el recurso extraordinario de f~.
389/394es procedente y que corresponde ordenar se dicte nuevo
pronunciamiento con arreglo a derecho. Buenos Aires, 19 de diciem.
bre de 1985.Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 25 de marzo de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora. en
la causa Machinandiarena, Narciso c/Unión del Personal Civil de la
Nación", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

19)Que contra el pronunciamiento de la Sala F de la Cámara
Nacional de Apelaciones en lo Civil (fs. 361) que declaró de oficio
la caducidad de la instancia abierta con motivo del recurso dedu-. .
cido respecto de la sentencia definitiva de grado anterior, la actora
interpuso el recurso extraordinario cuya denegación motiva esta
presentación directa..
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2e;» Que, en primer lugar, corresponde señalar que el remedio
intentado fue deducido en tiempo hábil puesto que a la luz del
artículo le;>de la ley 22.865 (B.O. del 4 de agosto de 1983), cuya cons-
tihlc~onalidad no ha sido puesta en tela de juicio, la presente causa
se hallaba comprendida en la suspensión de trámites y diligencias
procesales que, por el plazo de 180 días a partir de su sanción, dis-
puso la citada norma legal y tal hecho tuvo lugar dentro del plazo
computable a los fines de la idónea interposición del recurso federal.

3e;» Que, por otra parte, si bien es cierto que lo atinente a la.
caducidad de la instancia. es materia procesal ajena a la vía del ar-
tículo 14 de la ley 48 (Fallos: 255:187; 261:406; 265:215; 302:1089;
0.48.XX. "Otero, Alberto c/Jofge Mella SALC." del 19 de marzo de
1985), tal doctrina reconoce excepción en aquellos supuestos en que
la decisión pone fin al pleito o causa agravio de imposible repara-
ción ulterior (Fallos: 271: 406; 298: 420, entre otros), situación que
se ha configurado en el sub lite cuando el fallo dejó firme el pro-
nunciamiento desestima torio de las pretensiones de la recurrente.

4e;» Que, en cuanto a la cuestión de fondo, la alzada declaró la
caducidad del recurso y a ese fin se limitó a verificar el tránscurso
del plazo, con total abstracción del estado del expediente que con-
taba ya con el decreto de autos para definitiva (fs. 296 vta.), hecho
impeditivo de la extinción de la instancia de conformidad con lo
dispuesto por el artículo 313, incisos 3e;>y 4e;>,del Código Procesal y
sin que tal decisión, en todo caso, exhiba fundamento normativo o
fáctico adicional que justifique -frente a la claridad del precepto
legal- la solución Jinaladoptada.

Se;» Que en tales condiciones, la sentencia impugnada en cuanto
no valora el alcance que cabe asignar a las cuestiones señaladas,
carece de un análisis razonado de problemas conducentes para la
correcta solución de la causa y lesiona el derecho de defensa en jui-
cio de la apelante, por lo que debe descalificarse de su carácter de
acto judicial (Fallos: 276: 261; 279: 176; 284: 375, entre otros) ..

Por ello, y de. conformidad con lo dictaminado por el señor Pro-
curador General, se declara procedente el recurso extraordinario y
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se deja sin efecto la sentencia. Con costas. Vuelvan los autos al tri-
bunal de origen a fin de que por medio de quien corresponda pro-
ceda a dictar nuevo pronunciamiento. Agréguese la queja al prin-
cipal.

AUGUSTO CÉSARBELLUSCIO CARLOS 's. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.

C!A. FINANCIERA DEL ESTUARIO S. A.

HONORARIOS: Empleados a .sueldo de la Nación.

Corresponde confirmar la sentencia que desestimó la pretensión del
letrado del Banco Central de percibir honorarios por sus tareas de
patrocir,ante de la sindicatura a cargo de esta entidad. Ello es así,
pues el recurrente 'se encuentra alcanzado por "la prohibición conte-
nida en el arto 50, inc.' a), de la ley 21.256, tanto en su redacción
original como en la modificada por. la ley 22.529. Más aún, tal prohibi-
ción quedaría desvirtuada si se admitiera que los. integrantes del cuer-
po jurídico "del Banco Central, que asumen tareas representativas de
éste en los t~rmino~ del arto 53 del mismo cuerpo legal, pudieran
pretender una retribución especial por tales funciones a cargo del pa-
sivo concursal (1).

(1) 25 de marzo. Fallos: 306:784.
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AMBROS- PALMEGIANI S.A. y GENNARO y FERNANDEZ S.A.
EMPRESAS ASOCIADAS

PROFESIONES LIBERALES.

No es dudos.1 la facultad de las provincias de reglamentar el ejercicio
de las profesIones liberales, derivada de su poder de policía.

ESTABLECIMIENTO DE UTILIDAD NACIONAL.

La legislación propia del Congreso Federal, en los lugares adquiridos en
las provincias para establecimientos de utilidad nacional, no autoriza a
concluir que se pretende federalizar esos territorios en medida tal que
la Nación atraiga toda potestad de manera exclusiva y excluyente; la
la supresión de la jurisdicción provincial debe limitarse a los casos én
que su ejercicio interfiera con la satisfacción del propósito de interés
públicr) que requiere el establecimiento nacional.

ESTABLECIMiENTO DE UTILIDAD NACIONAL.

Si la facultad provincial no condiciona, 'menoscaba o impide el interés
nacion",.!, es compatible con él. Los tres efectos censurados, en cuanto
dispután, en diverso grado, su primacía al interés nacional, indican que
el ejerc!cio dei poder- provincial es incorrecto.

LEY: Interpretoción y aplicación.

Cuando una aplicación de un poder deferido choque con una aplicación
de un poder conservado, deberá prevalecer eÍ ejercicio del poder defe-
rido, por ser ley de la Nación dictada, en consecuencia de la Constitu-
ción por el Congreso y tener entonces el .carácter de ley suprema que
le confiere el arto 31 de' dicho estatuto, al que están obligadas a confor-
marse las autoridades locales, no obstante cualquier disposición en con-
trario que contengan las leyes y constituciones respectivas.

MUNICIPALIDADES.

Las municipalidades no son más que delegaciones de los poderes pro-
vinciales, circunscriptas a fines y límites administrativos que la Consti-
tución ha previsto como entidades del régimen provincial y sujetas a
su propIa legislación.
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ESTABLECIMIENTO DE UTILIDAD NACIONAL.

Corresponde confirmar la sentencia que convalidó la resolución del
Consejo de Ingenieros de la Provincia de Santa Fe, en cuanto habia inti-
mado d depósito de los honorarios profesionales devengados por, la
conducción técnica de la obra realizada en 'el Centro de Prensa erigido
con motivo del Campeonato Mundial de Fútbol de 1978,si de las cons-
tancias de la causa no resulta que el interés nacional declarado en la
obra haya sido afectado negativamente por la aplicaciÓn de la ley local,
o que el cumplimiento de las dispostciones de la ley provincial 4114
i.Dterfiera en la satisfacción del interés público que requiere el estable-
cimiento nacional, ya que no se ha demostrado que de él resulte gra-
vamen illguno para el contratisfa de la obra ni para el, Estado Nacional
que la contrató.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

I

El Consejo de Ingenieros de la Provincia de Santa Fe intimó por
Resolución 7091 (fs. 6/7) a las empresas asociadas Ambros Palmegia-
ni S.A.y Gennaro y Fernández S.A.,a depositar los honorarios profe-
, sionales devengados por la conducción técnica de la obra correspon-.
diente al Centro de Prensa de Rosario, erigido con motivo del Cam-
peonato Mundial de Fútbol de 1978.

Recurrida la medida por las empresas destinatarias, el ente la
mantuvo a través de la Resolución 7131 (fs. 4). Este acto fue impug-
nado, ante la Cámara de Apelación en 10 Civil Y Comercial de Ro-
sario, cuya Sala 4~se pronuncia definitivamente a fs. 63/65, confir-
mando la resolución recurrida.

Contra esta sentencia entabla recurso extraordfuario la parte
actora (fs. 66/69), que le es concedido a fs. 74. Sostiene que la obra,
tal como se ha acreditado en autos, fue levantada en terrenos que
-entonces- eran de propiedad del Estado Nacional, había sido
contratada por el Ente Autárquico EAM78Yfue declarada de interés
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nacional por ley 21.349.De allí, deduce la aplicación al caso de las
disposiciones del decreto-ley 6070/58, ratificado por ley 1.4.467,que
regula el arancel correspondiente al ejercicio de la agrimensura,
arquitectura e ingeniería; normas que desplazan la vigencia de la
ley provincial 4114, invocada por el Consejo de Ingenieros, confor-
me la prescripción constitucional' contenida en el arto 67, inc. 27,
cuya inteligencia analiza a la luz de numerosos precedentes de esta
Corte..

JI

Estimo, en primer lugar, que el recurso resulta formalmente
procedente, en tanto se ha 'puesto en. tela de juicio la interpretación
de normas de carácter federal que la recurrenteinvoc(> en. apoyo
de sus pretensiones,' sobre cuya base cuestionó la validez de la de-
cisión del organismo local, siendo la decisión recurrida contraria
a su posición y favorable a la aplicación de la norma local (couf.
arto 14, inc. 2?, ley 48).

En cuanto al fondo de la cuestión, entiendo que el debate re-
mite al alcance de la legislación ejercida por el Congreso Nacional
sobre los establecimientos mencionados por el arto 67, inc. 27, de la
Constitución. El tema ha dado origen a una polémica' de larga data,
traducida en importantes cambios jurisprudenciales a lo largo de
las. distintas integraciones de esta Corte.

Así, en una primera etapa, la jurisprudencia del Tribunal adhi.
rió a un criterio restrictivo respecto de la concurrencia de las atri-
buciones provinciales sobre los establecimientos de utilidad nacio-
nal (Fallos: 155:104 y 169:96).

Con posterioridad, los fallos de la Cort~ se orientaron hacia la
admisión de facultades locales, en alguna medida, al sostener que
lila legislación exclusiva propia del Congreso Federal en los lugares
adquiridos en las provincias para establecimientos de utilidad na-'
cional es la concerniente a la realización de la finalidad del estable- .
cimiento de que se trata y las facultades legislativas y administra-
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tivas de la provincia en que la obra de utilidad nacional se establece
con la adquisición del lugar indispensable no quedan excluidas de
este último, sino en tánto ese ejercicio interfiera con la realización
de la finalidad de la obra nacional y la obste directa o indirecta-
mente" (Fallos: 201:536; 240:311; 248:824; 259:413; 262:186).

En una etapa siguiente, volvió a su criterio restrictivo anterior
(Fallos: 271:386; y 273:348) sosteniéndolo a tal punto, que declaró
la inconstitucionalidad de los arts. 2<;>y 3<;>de la ley 18.310, en cuanto
reconocen jurisdicción a las provincias en los establecimientos men-
cionados, en lo no comprendido en ese uso y en tanto su ejercicio
no interfiera en las actividades normales que la utilidad nacional
implique (Fallos: 281:407); criterio que reitera en Fallos: 284:161.

En tiempos más próximos, el 2 de junio de 1975, refiriéndose
a la extensión de los poderes impositivos en las zonas en cuestión,
sostuvo el Tribunal, por mayoría, una posición diversa (Fallos: 292:
26). Afirmó en esa sentencia, que no resulta atentatorio del régi-
men autónomo de las provincias el ejercicio legítimo por la Nación
de las facultades que le han sido delegadas, cuando debe tener
efecto en el territorio de aquéllas mediante establecimientos nece-
sarios para el progreso del país y cuya magnitud debe ser sopor-
tada por la Nación. Agregando que, por amplios que sean los pode-
res impositivos provinciales, no pueden extenderse hasta gravar
los medios y actividades del gobierno nacional, ya que ello haría
ilusoria la supremacía de la Nación consagrada en el arto 31 de, la
Ley Fundamenfal.

En un último período de esta breve reseña jurisprudencial, de.
bo resaltar que la doctrina de V.E., en su anterior composición,
vuelve a la teoría de la interferencia (conf., por vía de ejemplo:
Fallos: 301:1122) sosteniendo que el criterio para excluir la juris-
dicción o legislación provincial, en los términos del arto 67, inc. 27,
de la Constitución Nacional, debe circunscribirse a los casos en
que su ejercicio interfiera en la satisfacción del propósito de utili-
dad nacional del establecimiento (sentencia del 8-3-83, in re: "Tagsa
Transportadora y Almacenadora a Granel S.A."; y, ,en e.l mismo sen.
tido, causa: "Portar S.A.", con fallo del 14-6-83).
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Así reseñadas las distintas posiciones en torno a la interpreta.
ción de la cláusula constitucional de marras, a mi juicio debe bus-
carse la solución en la actividad del Congreso Nacional en orden
a la legislación que lo autoriza a dictar el arto 67, inc. 27. Con ello
_dejo expresada mi opinión en el sentido de que la ausencia de vo-
luntad expresa del Congreso de hacer uso de las atribuciones exclu-
sivas que esa norma le acuerda, deja expedita la vía para que los
poderes locales retomen la facultad en él delegada.

Dicho de otro modo, la interpretación que corresponde acordar
a la norma constitucional en juego, como sostuve en dictamen del
4 de octubre de 1984, recaído en el expediente de Superintendencia
S-2382j74 (Ref. N'? 17), se resume en la aptitud del Congreso o de
los reglamentos administrativos nacionales para fijar los alcances
de la jurisdicción nacional, dado que "tratándose de atribuciones
de orden federal notorio -la creación y conducción de estableci-
mientos de .utilidad nacional- la determinación razonable del ¡fiodo
de su funcionamiento no puede desconocerse al Gobierno Federal"
(Fallos: 262:191).

III

En cuanto al encuadramiento del inmueble de autos, en el qu~
se construyó la obra por parte de las recurrentes, como estableci-
miento de utilidad nacional, recuerdo que se ha sostenido que una
de las pautas a tener en cuenta -además del ámbito específico
peculiar de cada obra o lugar, susceptible de derivarse racional-
mente de su naturaleza-, es el campo deslindado como propio por
la normación na,cional dictada para cada instituto ya que, por prin-
cipio, incumbe a la ley o a la reglamentación supletoria determinar
la existencia del fin nacional a cumplir y la forma y los medios de
su satisfacción (ver Fallos: 304:995 y 305:215).

En este sentido, destaco que por ley 21.349 se declaró de "inte-
rés nacional" la organización y realización del evento deportivo
en el que se disputaría la Copa Mundial de la F.I.F.A. 1978. Para
coadyuvar a esta finalidad, la norma procedió a crear en el ámbito
de la Presidencia de la Nación un Ente Autárquico, que entre otras
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facultades, tenía las de suscribir y/O refrendar convenios; aprobar,
proyectar, contratar y ejecutar obras de infraestructura (arts. 1'?, 2'?
y 3'?). Se autorizó asimismo, al Ente Autárquico Mundial 1978 a con-
venir, con todo tipo de autoridad pública o persona privada, la,
ejecución de las obras y trabajos en general; relacionados con in-
fraestructura de comunicaciones y operatoria del evento' (art. lO'?);
agregando la ley que "Las obras, trabajos en general y servicios que
resultaren objeto de la contratación correspondiente, como aque-
llos que, a los mismos fines, ya estuviesen en construcción, quedan
calificados como' prioritarios y de reconocida urgencia, debiendo el
Ente adoptar los recaudos del caso para su ,conclusión en tiempo
oportuno" (art. 12'?).

El organismo que se había creado en virtud de la ley citada,
tenía una vida limitada a un lapso posterior a la finalización del
Campeonato de Fútbol (art. 69) y, con posterioridad, se dispondría
el destino final de las obras de infraestructura construidas a los
fines del certamen (art. 7'?). Con tal motivo, el gobierno provincial
procedió a transferir el dominio del inmueble en 1977 'al Ente
Autárquico Mundial 78 (ley 8026), el cual permaneció en propiedad
del Estado Nacional durante la. ejecución de las obras que han
dado origen al presente pleito, circunstancia reconocida por la de-
mandada (fs. 60). Po"r otra parte, surge de las constancias agrega-
das a la causa (Expediente administrativo 31000 -Consejo de Inge-
nieros-), que el Ente mencionado fue el que contrató la ejecución
de dichos trabajos.

De los factores que hemos enunciado y a la luz del criterio
interpretativo expuesto, que remite a la ley la determinación de la
existencia del fin nacional, más allá de -]a valoración que tal con-
ducta merezca al juzgador por constituir una materia ajena a su
competencia, se desprende a mi modo de ver la sujeción del caso
de autos a las prescripciones del art. 67, inc. 27, tantas veces men-
cionado, toda vez que, como se ha sostenido, "el establecimiento
de utilidad nacional es una realidad fíSica, jurídica, económica,
técnica, industrial, etc., en la cual está incluida toda contratación
que tenga por objeto la realización de obras que conforme el esta-
blecimiento mismo" (voto del Dr. Rossi, en Fallos: 302: 1223).
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Sentado ello, corresponde analizar la legislación que, emanada
del Congreso Nacional, pueda ser de aplicación. En tal sentido, el
arto 1? del decreto-ley N? 6070/58, determina que "El ejercicio de
la agrimensura, la agronomía, la arquitectura y la ingeniería, en
jurisdicción nacional o ante autoridades o tribunales nacionales,
queda sujeto a las determinaciones de la presente ley, sus disposi-
ciones complementarias y las normas de ética profesional", de lo
cual se deduce que la intervención de. los profesionales de la cons-
trucción, en un inmueble como el que estamos analizando, sujeto
a la "jurisdicción nacional" al tiempo de ejecución de las obras del
Centro de Prensa de Rosario, se encuentra regulada por los requi-
sitos y condiciones establecidos en la citada norma legal. Como
consecuencia, a mi modo de ver, se excluye la aplicación de la legis-
lación local invocada en sustento de la Resolución del Consejo de
Ingenieros a la situación de las recurrentes.

Opino, por' tanto, que corresponde hacer lugar al recurso ex-
traordinario entablado a fs. 66/69, revocar la sentencia de fs. 63/65
y dejar sin efecto, en consecuencia, la resolución administrativa.
Buenos Aires, 29 de marzo de 1985. Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 1 de abril de 1986.

Vistos los autos: "Ambros-Palmegiani S.A. y Gennaro y Fernán-
dez S.A. Empresas Asociadas - recurso directo s/resolución del
Consejo de Ingenieros de la Pcia. de Santa Fe".

'.Considerando:

1?) Que contra el pronunciamiento de la Sala Cuarta' de la Cá-
mara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Rosario, confirma-
torio de la resolución N? 7091 del Consejo de Ingenieros de la Pro-
vincia de Santa Fe, en cuanto había intimado el depósito de los ho-
norarios profesionales devengados por la. conducción. técnica de
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la obra realizada en el Centro de Prensa erigido con motivo del
Campeonato Mundial de Fútbol de 1978, las empresas afectadas de-
dujeron el recurso extraordinario que fue concedido a fs. 74.

29) Que en autos existe cuestión federal bastante para su tra-
tamiento por la vía intentada, toda vez que se halla en tela de jui-
. cio la interpretación de normas de aquella naturaleza y la extensión
y límites del artículo 67, inciso 27, de la Constitución Nacional, y
que la decisión impugnada resultó contraria a los derechos que la
apelante fundó en aquéllas y favorable a la aplicación de la norma
local (art. 14, inc. 29, de la ley 48).

39) Que el nudo del planteo se hallaría configurado en el sub lite
al sostener las recurrentes que .las facultades del Consejo Profesio-
nal no se extienden al control de la actividad cumplida para la
construcción de la obra, por cuanto el Centro de Prensa del EAM
1978 constituyó -en su momento- un "establecimiento de utilidad
nacional" levantado en territorio que fue expresamente cedido por
la Provincia al Estado Nacional, y sometido a la jurisdicción ex-
clusiva del Gobierno Federal que, en esa específica materia, dictó
el decreto-ley 6070/58 ratificado por la ley 14A67, regulatorio del
ejercicio de la agrimensura, arquitectura e ingeniería en el ámbito
nacional o ante autoridades o tribunales nacionales. Tal ordena-
miento desplazaría la vigencia de la ley provincial N9 4114, sustento
de la resolución del Consejo local.

49) Que, sobre el particular, y de las constancias que informan
estas actuaciones, se extrae que no es objeto de cuestionamiento
la calidad de "establecimiento de utilidad nacional" del Centro de
Prensa; cuya construcción estuvo a cargo de las apelantes en terre-
no cedido por el Gobierno Provincial, ni tampoco podría serlo a
la luz de las disposiciones contenidas en la ley federal 21.349 que,
tras declarar de "interés nacional" la realización y organización del
XI Campeonato de Fútbol 1978 (art. 19), creó el "Ente Autárquico
Mundial" (EAM), con carácter de organismo autárquico con com-
petencia para plantear todas las políticas específicas relacionadas
con el evento y, en lo que aquí atañe, para ejecutar -por cuenta
propia o de terceros- las obras de infraestructura para la reali-
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zación de su finalidad (arts. 2 y 3), calificadas como "prioritarias y
de reconocida urgencia" (art. 12 ley citada).

5?) Que, por otra parte, tampoco es dudosa la facultad de las
provincias de reglamentar el ejercicio de las profesiones liberales,
derivada de su poder de policía (Fallos: 156:290; 203:100; 207:159;
237:397; 289:315, considerando s 10, 11.y 12), por lo que el proble-
ma por dilucidar se circuJ;1scribe a determinar si tal atribución
provincial se mantiene cuando el ejercicio profesional se hace efec-
tivo en la construcción del "establecimiento de utilidad nacional".

6?) Que, en .principio, la legislación propia del Congreso Fede-
ral, en los lugares adquiridos en las provincias para establecimien-
tos de utilidad nacional, no autoriza a concluir que se pretende
federalizar esos territorios en medida tal que la Nación atraiga
toda potestad de manera exclusiva y excluyente; la supresión de la
jurisdicción provincial debe limitarse a los casos en que su ejer-
cicio interfiera con la satisfacción del propósito de interés público
que requiere el establecimiento nacional (Fallos: 240:311 y sus
citas; 301:1122; 302:1223).

7?) Que "el criterio para aceptar b excluir el ejercicio de pode-
res provinciales en lugares sometidos a la jurisdicción' federal por
. interés nacional, es precisamente el de la compatibilidad con dicho
interés. Como el ejercicio de una facultad por la provincia en los
enclaves de jurisdicción federal incide siempre en éstos, la pauta
no es la incidencia sino su compatibilidad con 'lo afectado o inhe-
rente a esa utilidad naciona!', o con 'las actividades normales que
la utilidad nacional implique', conforme a los arts. 2? y 3? de la .ley
18.310.Debe concluirse que si esa facultad provincial no condiciona,
menoscaba o impide el interés nacional, es compatible con él. Los
tres efectos censurados, en cuanto disputan, en diverso grado, su
primacía al interés nacional, indican que el ejercicio del poder
provincial es incorrecto" (voto del doctor Pedro J. Frías, en Fallos: .
301:1122).

8?) Que, reafirmados esos 'criterios para el j~zgamiento de si-
tuaciones como la presente, cabe señalar que en el arto 1? del de-
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creto-ley 6070/58 se establece que "el ejercicio de la agrimensura,
la agronomía, la arquitectura y la ingeniería, en jurisdicción nacio-
nal o ante autoridades o tribunales nacionales, queda sujeto a las
determinaciones de la presente ley, sus disposiciones complemen-
tarias y las normas de ética profesional".

9':') Que, por otra parte, la ley provincial requiere el depósito
de los honorarios de los ingenieros en la cuenta corriente que éstos
deben abrir en el Banco Provincial de Santa Fe o en la del Consejo
de Ingenieros, y .el pago de un porcentaje en concepto de aporte
para éste, bajo apercibimiento de sanciones a los profesionales y
de ejecución por vía de apremio a los comitentes (arts. 3, 5, 10 Y 12
de la ley 4114).

10) Que, en tales condiciones, resulta adecuada a la solución
del caso la doctrina de esta Corte según la cual "cuando una aplica-
ción de un poder deferido choque con una aplicación de un poder
conservado, deberá prevalecer el ejercicio del poder deferido, por
ser ley de la Nación dictada, en consecuencia de la Constitución por
el Congre'so y tener entonces el carácter de. ley suprema que le con-
fiere el arto 31 de dicho estatuto, al que están obligadas a confor-
marse las autoridades locales, no obstante cualquier disposición en
contrario que contengan las leyes y constituciones respectivas". Tam-
poco vale para decidir esta supremacía distinguir entre el gobierno
mismo de las provincias y las municipalidades, por el sentido claro
de ambas categorías. "Las municipalidades no son más que delega-
ciones de los poderes provinciales, circunscriptas ~ fines y límites
administrativos que la Constitución ha previsto como entidades del
régimen provincial y sujetas a su propia legislación" (Fallos: 183:
190, 204).

11) Que, en el caso, no se observa que se produzca colisión'
entre dichas normas ni de las constancias de autos resulta que el
interés nacional declarado en la obra haya sido afectado negativa-
mente por la aplicación de la ley local, o, en otros términos, que el
cumplimi~nto de las disposiciones de la ley provincial 4114 interfiera
en la satisfacción del interés público que requiere el establecimiento
nacional, ya que no se ha demostrado que de él resulte gravamen
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alguno para el contratista de la obra ni para el Estado Nacional que
la contrató. En particular, el recurrente no indica con precisión
cuál será ese agravio; y si bien alude al decreto-ley nacional 6070/58,
no hace referencia a las restantes disposiciones que regulan en el
orden nacional las remuneraciones de los ingenieros -como 10 es-el
decreto-ley 7887/55- con 10 que omite un examen completo de las
normas en 'que basaría su derecho supuestamente desconocido, a
efectos de comparar sus resultados con los emanados de la ley 1~:)Ca1
a fin de demostrar el gravamen que efectivamente pueda causarle la
resolución recurrida. Si no se señalan con precisión cuáles son los
agravios que sufren los particulares, mal puede considerarse acredi-
tado en la causa que se haya interferido, mediante la aplicación de
la ley local, en la realización de la obra nacional.

Por ello, oído el señor Procurador General, se confirma la sen-
tencia apelada, con costas.

JosÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI ~ JORGE ANTONIO

BACQUÉ.

COMPA~JA ARGENTINA DE TELEVISION S:A. v.
COMITE FEDERAL .DE RADIODIFUSION

RADIODIFUSION.

Corresponde confirmar la sentencia que condenó al COMFER a abonar
las facturas correspondientes a los mensájes publicitarios que ordenó
propalar a tr:'l.vés de la emisora LS 83 Canal 9 durante el último tri-
mestre del año 1973,y los meses de enero, febrero y abril de 1974,por'
'estimar que, tales emisiones habían excedido el límite que la ley auto-
riza a difundir sin cargo. Ello es así, pues los agravios no consiguen
demostrar la arbitrariedad que atribuye a la interpretación efectuada
por el a qua elel arto 105 de la ley 19.798,en cuanto resuelve encuadrar
en los términos dei inciso d) de dicho precepto las órdenes de transmi-
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sión cursadas por el ente sin la especificación correspondiente durante
el perícdo en disputa, ya que mal podía entenderse que los anuncios
eran de interés nacional cuando este concepto debía ser definido a par-
tir de una reglap¡entación que al tiempo de los hechos de la causa no
había tenido lugar.

DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

1

Mediante esta demanda la Compañía Argentina de Televisión
persigue el cobro de las sumas que, a su juicio, le adeudaría el Comité
Federal de Radiodifusión en concepto de avisos de publicidad que a
su encargo emitiese por encima del límite que por derecho debía
propalar sin cargo, durante el último trimestre de 1973 y enero, fe-
brero y abril de 1974, de acuerdo a lo normado por la ley 19.798.

El juez de primera instancia, en primer lugar rechazó la defensa
de falta de acción deducida por la demandada por estimar funda-
mentalmente que la actora de hecho había continuado al frente de
la explotación de la emisora hasta su desposesión dispuesta por el
decreto 340/74, motivo por el' que hasta esa fecha -dijo- el Estado
Nacional no pudo colocarse al margen del régimen comercial esta-
blecido por la ley citada ut supra.

Entrando al análisis del probleI?a de fondo señaló que el
COMFER, al requerir la difusión de los espacios publicitarios, se
limitó a invocar el arto 105 de la ley, sin precisar ninguno de sus
incisos, razón por la cual debió la actora "demostrar que lo emitido
no hacía al 'interés general' del inc. d) sino al 'interés nacional' del
inc. e) y para ello debió basar su demanda en el contenido del anun-
cio y tiempo de propalación, a efectos de determinar el exceso ale-
gado"; a criterio del juzgador no reviste entidad al ,efecto la exclusiva
razón de que la escasa duración de los anuncios excluye que pueda
tratarse del supuesto del inc. e); añadió, finalmente, que por virtud
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de lo dispuesto en el arto 109 de la ley 19.798, los mensajes referi.
dos en el arto 105 no son computables como publicidad comercial,
"por lo que los límites de explotación de ella no tuvieron por qué
ser afectados por irradiaciones de aquella naturaleza y, por ende,
no debió resultar perjuicio económico para la empresa". Rechazó!
por tanto la demanda.

u

El tribunal a quo, en lo substancial, destaca que el arto 105 de
mentas distingue dos situaciones: 1) los anuncios de interés gene-
ral, en cuyo caso el cupo libre de cargo y de cómputo comercial al-
canza hasta un minuto treinta segundos por hora (inc. d); 2) los
espacios destinados al esclarecimiento de problemas de interés na-
cional, cuya autorización se extiende hasta un máximo de un S %
de la programación (inc. e); en ambos supuestos -dice- es el
COMFER el encargado de requerir las transmisiones sin cargo y
en él, asimismo, ha quedado delegada la reglamentación de dicho
art. 105, mas como ésta no fue dictada, ello "impide, en el caso,
reputar encuadradas en los términos del mentado inciso e), a las
transmisiones que genéricamente ordenara el COMFER mediante
invocar el arto 105 de mentas, toda vez que no se encuentra todavía
determinada la forma en que ello debe ocurrir y conforme el ex-
preso mandato legal, como se ha visto, a esta previa instrumenta-
ción queda subordinada su operatividad"; por este motivo -con-
cluye el a quo- para que los -.anuncios pudieran ser transmitidos
sin cargo "debían hallarse comprendidos sus temas en los de inte-
rés general que menciona el inc. d)". Sobre esta base y tras analizar
las circunstancias de hecho y prueba del sub lite hace lugar a la
acción entablada ordenando el pago de la suma de $a 16.363.918.

UI

Contra este pronunciamiento deduce el COMFER el recurso
extraordinario que consta a fs. 617/630 analizado a fs. 632/643.

A mi modo de ver dicha apelación no debe prosperar, en espe-
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cial porque se la intenta fundar sobre la base de la doctrina de la
arbitrariedad invocada, habida cuenta de que el fallo en cuestión
resulta ser, a mi juicio, la derivación razonada del derecho vigente,
y presupone un correcto análisis de las circunstancias de la causa.

En efecto, en rigor los pronunciamientos de los jueces de la
causa prácticamente fincan la substancia del entuerto en el problema
de la acreditación del encuadre de los anuncios litigiosos en los
incisos pertinentes del art. 105 de la ley 19.798, y en este aspecto
la inteligencia propiciada por el tribunal a quo parece, en principio,
ser correcta, ya que mal podía entenderse que los anuncios eran
de interés nacional cuando este concepto debía ser definido a par-
tir de una reglamentación que al tiempo de los hechos de la causa
no había tenido lugar.

Ello expuesto y atento a que la recurrente no contradice la
realidad del exceso en minutos acaecido, estimo que el grueso de
los pretendidos agravios formulados no alcanzan a conmover la
justicia de lo decidido.

Opino, por ende, que cabe confirmar la sentencia apelada en
lo que fue materia de recurso. Buenos Aires, 28 de diciembre de
1984. José Augusto Lapierre.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 1<;>de abril de 1986.

Vistos los autos: "Compañía Argentina de Televisión S.A. el
Comité Federal de Radiodifusión sjordinario".

Considerando: I

1<;» Que la Sala 1 de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo
Contenciosoadministrativo Federal revocó el fallo de primera ins-
tancia y condenó a la demandada a abonar las facturas corres pon-
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dientes a los mensajes publicitarios que ordenó propalar a través
de la emisora LS 83 Canal 9 durante el último trimestre del año
1973, y los meses de enero, febrero y abril de 1974, por estimar que
tales emisiones habían excedido el límite que la ley autoriza a di-
fundir sin cargo. Contra tal pronunciamiento el Comité Federal de
Radiodifusión interpuso el recurso extraordinario de fs. 617/630,
que amplió a fs. 632/643, que fue concedido a fs. 663.

2'.') Que el Tribunal comparte las conclusiones expuestas por
el Sr. Procurador Fiscal, a las que se remite a fin de evitar repe-
ticiones innecesarias, toda vez que los agravios de la presentación
en examen, no obstante su extensión, no consiguen. demostrar la
arbitrariedad que atribuye a la interpretación efectuada por el a
qua del arto 105 de la ley 19.798, en cuanto resuelve encuadrar en
l~s términos del inciso d) de dicho precepto las órdenes de trans-
misión cursadas por el ente sin la especificación correspondiente
durante el período en disputa.

3'.') Que cabe asimismo destacar que la demandada. no desvir-
túa de manera concreta la existencia de órdenes de transmisión que .
sobrepasaron el límite legal del minuto y medio de duración por
cada hora de transmisión. Resulta, en consecuencia, de dudosa efi-
cacia a los fines de descalificar la decisión del a qua de reconocer
la legitimidad del crédito invocado por la actora .con base en el
exceso de minutos resultante, sostener simplemente que nada adeu-
da en tal concepto porque la empresa no se encontraba obligada a
difundirlos, toda vez que el aserto carece de respaldo en las cons-
tancias comprobadas de la causa y sólo propone, en. su apoyo, una
lectura del texto legal que no trasciende e!-marco de lo meramente
opinable.

Por ello, y lo dictaminado por el señor Procurador Fiscal, se
. confirma la sentencia apelada en lo que fue materia del recurso.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.
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LUIS EMETERIO RODRIGUEZ

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestio-
nes federales simples. Intp.rpretación de otras normas :' actos federales.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que -al disponer el modo en
que debían abonarse los haberes al peticionario- por sobre la conside-
ración de los haberes de actividad, sumas adicionales que han sido dejadas
sin efecto por el decreto 927/77, alterando lo decldido por la sentencia
anterior de la Corte' Suprema, en el sentido de que no cabía tener en
cuenta las modificaciones sufridas p'or las remuneraciones de los jueces
y camaristas de faltas en actividad (1).

BANCOVICENTE LOPEZ CooP. LTDO.

CONSTITUC10N NACIONAL: Control de constitucionalidad. Interés para im-
pugnar la lfo'nstitucio'1alidad.

Las leyes son susceptibles de ser cuestionadas en cuanto a su constitu-
cionalidad cuando resultan irrazonables, en la inteligenCIa de que la
irrazonabilidad se configura cuando no se adecuan a 'los fines cuya reali.
zación procuran o cuando consagran una manifiesta iniquidad. '

CONSTITUCION NACIONAL: Principios generales.

El principio de racionalidad debe cuÍ,dar especialmente que las normas
legales mantengan coherencia con 'las reglas constitucionales durante
su vigencia, de suerte que su aplicación concreta no resulte contradic-
toria ('on lo establecido en la Constitución Nacional.

ENTIDADES FINANCIERAS.

La ley 21.526no constituye sino la continuación de una larga tradición
en la materia, en cuanto coloca al Banco Central como eje del sistema
finanCIero y establece sus facultades en materia de política monetaria
y crediticia, así como que esas facultades se hallan dirigidas a cierta
clase de personas jurídicas, que desarrollan una actividad específica de
importancia ?sencial para la vida económica del país.

(1) 1? de abril.
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CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad e il1constitucionalidad. Leyes
nacionales. Varias.

Teniendo en cuenta las facultades del Banco Central y la situación de
subordinación en que se encuentra la sindicatura, respecto del juez de
la causa, no resulta irrazonable lo dispuesto por el art. SO de .la ley
21.526 (modif. por la 22.529).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 1'? de abril de 1986.

Vistos los autos: "Banco Vicente López Coop. Ltdo. s/quiebra" ..

Considerando:

l'?) Que la Sala Segunda de la Cámara Primera de Apelación
en lo Civil y Comercial de San Isidro rechazó la apelación deducida
contra lo resuelto por el juez de primera instancia, en tanto no
admitió la inconstitucionalidad del arto 50 de la ley 21.526 (modif.
por la ley 22.529), ni aceptó la solicitud de que se designase a otro
síndico en el concurso que no fuera el Banco Central de la República
Argentina. Contra esta decisión interpusieron el vicepresidente y el
tesorero del Consejo de Administración de la fallida, el recurso ex-
traordinario concedido a fs. 774.

2'?) Que, en lo que se' refiere a la inconstitucionalidad alegada,
el a qua entendió que la norma impugnada no afectaba el derecho
constitucional de defensa en juicio ni era irrazonable; señaló que la
sindicatura es un órgano sometido a las directivas que imparte el
juez, y 'que la establecida en el art. 50 de la ley citada no disponía
de facultades incontrolables judicialmente.

3'?) Que los recurrentes consideran que la norma que atacan de
inconstitucional ha puesto en cabeza del Banco Central decisiones
que pueden afectar a la masa concursal, y que quedan fuera del
debido control judicial; destacan que el citado Banco es en este
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concurso el principal acreedor y que juzga de su propio crédi~o, acon-
seja verificarlo y queda a salvo de cualquier impugnación, lo que
afecta los derechos reconocidos por el art. 18 de la Constitución
Nacional.

49) Que en lo referente a la falta de legitimación que les atri-
buye el a qua, señalan que todo lo que ocurra en el trámite de la quie-
bra los involucra y afecta, por lo que no pueden permanecer en una
actitud pasiva mientras -a su dedr- el ente liquidador dilapida el
patrimonio de la fallida. Advierten sobre la posibilidad de futuros
fallos contradictorios, que se darían cuando ejerzan su derecho de
reclamar del Banco Centr,al y de los funcionarios responsables, la
indemnización por los perjuicios sufridos.

Por todos estos agravios consideran violados los arts. 18 y 28
de la Constitución Nacional.

59) Que no se configura en la especie la violación de las dispo-
siciones constitucionales invocadas.

Esta Corte ha sentado el principio de que las leyes son suscep-
tibles de ser cuestionadas en cuanto a su constitucionalidad cuan-
do resultan irrazonables, en la inteligencia de que la irrazonabilidad
se configura cuando no se adecuan a los fines cuya realización pro-
curan o cuando consagran ~na manifiesta iniquidad; también ha
dicho que el principio de racionalidad debe cuidar especialmente
que las normas legales mantengan coherencia con las reglas consti.
tucionales durante su vigencia, de suerte. que su aplicación concreta
no resulte contradictoria con lo establecido en la Constitución Na-
cional (Fallos: 304:972; 305:159; causa F.570Xrx. "Flores, María Leo-
nor y otros clArgentina Televisara Color L.S. 82 Canal 7 S.A.", del 11
de junio de 1985). .

Estos supuestos no se dan en la especie. Al tratar sobre otros
pasajes de la ley 21.526, esta Corte reconoció que ese cuerpo legal
no constituye sino la continuación de una larga tradición en la
materia, en cuanto coloca al Banco Central como eje del sistema
financiero y establece sus facultades en materia de política mane-
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taria y crediticia, así como que esas facultades se hallan dirigidas
a cierta clase de personas jurídicas, que desarrollan una actividad
específica de importancia esencial para la vida económica del país
(Fallos: 303:1776).

Tales conclusiones hacen que no resulte irrazonable -con el
alcance arriba indicado que debe acordarse a este término- lo dis-
puesto por el arto 50 de la ley 21.526 (modif. por la 22.529), si se
tiene en cuenta aquellos carac~eres del Banco Central, así como los
argumentos dados por el a qua sobre la situación de subordina-
ción en que se encuentra la sindicatura, respecto del juez de la
causa. Una evidencia de ello es la designación de una sindicatura
ad hoc para los créditos insinuados por el Banco Central, que res-
ta entidad a los argumentos de los recurrentes sobre que aquél
sería síndico en relación a sus propios créditos y la consecuente
violación de la defensa en juicio.

6~) Que no es tampoco atendible el argumento referente a la
falta de legitimación atribuida a los actores y que también se vincu-
larían a su derecho de defensa. El funcionamiento de la concur-
sada, por su carácter de cooperativa, es regido por la ley 20.337,
cuyo arto 73 establece que la representación de tales entidades in-
cumbe al presidente del Consejo de Administr.ación, sin que los
recurrentes aleguen razones con basamento estatutario por las que,
estén investidos de tal' representación (confr. Fallos: 300:531, 589,
911; ,causa F. 555.xrX. "Federación Unica de Viajantes de la Argen-
tina c/Cía. Química S.A." sentencia del 30 de mayo de 1985). Adu-
cen, en cambio, intereses propios no admisibles en esta oportuni-
dad, atento a su carácter conjetural (Fallos: 297: 108; 302: 1013, 1666;
causas G.569.xrX. "García Sassone de Mateos, Mirta c/Weisburd,
Clara", y T.76.xX. "Toccacelli, Alberto V." del 11 de septiembre y el
20 de noviembre de 1984, respectivamente), a los que cabe debida
audiencia a través de los procedimientos establecidos para determi-
nar las supuestas responsabilidades del Banco Central y de sus fun-
cionarios por su actuación en el caso, o en lo que hace a la califica-
ción de la conducta de los recurrentes, en ocasión del trámite pre-
visto en el arto 248; y concordantes de la ley 19.551.
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79) Que, en tales condiciones, las disposiciones constitucionales
invocadas no guardan con lo decidido la relación directa que, exige
el arto 15 de la ley 48 y la jurisprudencia del Tribunal.

Por ello, se declara improcedente ,el recurso extraodinario.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS. S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BAC:QUE.

MARIA DE LOS DOLORES DE LOs REYES DE RODRIGUEZ
v, JOSE RODRIGUEZ y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos pmpios. Tribunal superiOl".

Si los agravios tendientes a demostrar la arbitrariedad del faHo impug-
nado, lueron objeto de tratamiento y rechazo por el Superior Tribunal
de Jus1'icia de Corrientes al resolver el recurso local de revisión, esta
decisión constituye la sentencia defiriÍtiva del tribunal superior de la
causa y trae ~parejada la impro::edencia de la apelación federal, dedu-
cida contra la de la Cámara por ausencia del requisito referente al tri-
bunal del cual debe provenir la sentencia recurrida (1).

FRANCOSEBASTIAN LUBRANO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos' propios. Cuestioi1es no federales.
Interpretación de normas y actos. comunes.

Lo decidido por el a qua en torno a la determinación de si las disposic
ciones reimplantadas por la ley 23.059, tras la derogación de la ley 21.795,
tienen o no efecto retroactivo, n::>remit~ a la interpretación de normas
federales que nada dicen sobre la aplicación temporal al caso, sino a
los criterios rle eficacia de las normas en el tiempo según las pautas
del arto 3~ del Código Civil, cuestiones que resultan propias de los jue-
ces de la causa y ajenas, como principio al recurso extraordinario (2).

(1) 1n de abriL Fallos: 300: 152; 302: 819; 303: 952.
(2) 1~ de' abril. Fallos: 302:554, 1112 y 1203.
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Es improcedente el recurso extraordim.\rio deducido contra, el pronun-
ciamiento que declaró mal concedido el r~curso de apelación interpuesto
contra el fallo que rechazó el pedido de levantamiento de la quiebra
por avenimiento, si la recurrente no se hace debido cargo de las moti-
vaciones que sustentan la decisión de la alzada en cuanto a que no se
habría acreditado debidamente la representación del concursado.

NICIO CIVIL.

El proceso civil no ha de ser conducido en términos estrictamente for-
males, pues él no se traduce en el cumplimiento de ritos caprichosos,
sino en el desarrollo de procedimientos destinados a establecer la ver-
dad jurídica objetiva que es su norte. De ahí que la custodia de las
formas a que deben ajustarse los procesos, depositada en los magistra-
dos judiciales, es cometido que deben éstos cumplir atendiendo en todo
momento al fin último a que aquéllos se enderezan, que no es otro
que lograr la más efectiva realización del derecho (Disidencia del Dr.
Enrique Santiago Petracchi).

CONSTITUClON NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Proce-
dimiento y sentencia.

Es violatorio de la defensa en juicio el pronunciamiento que declaró
mal concedido el recurso de apelación sobre la base de que el letrado
que lo dedujo no tenía acreditada la personería (art. 47 del Código
Procesal Civil y Comercial de la' Provincia de Buenos Aires). Ello es a:-~,
pues la admisión de la defensa de falta de personería produce como
consecuencia que el magistrado fije ei plazo dentro del cual debe "sub-
sanarse" el defecto y, sólo vencido ese lapso sin que la carga haya sido
satisfecha, autoriza a tener al actor por desistido del proceso (art. 352,
inc. 4 y último párrafo, del Código cit.). En el caso, la representación
invocada por el profesional, hasta el momento que intervino la alzada,
no había merecido objeción alguna y si la Cámara, llamada a revisar
la materia de fondo por el recurso aludido, estimó no justificada la
personalidad del prest:.:"1tante,debió, a riesgo de contradecir los linea-
mientos puntualizados, exigir el cumplimiento de ese recaudo y no
proceder, sin más, a fallar en el sentido impugnado (Disidencia del
Dr. Enrique Santiago Petracchi).
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Suprema Corte:
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La Cámara de Apelación de Azul, Provincia de Buenos Aires,
a fs. 895/896 declaró mal concedido el recurso interpuesto por el
Dr. Alberto J. Chaia contra la sentencia de primera instancia que
había rechazado el pedido de la fallida en el sentido que se decre-.
tase la conclusión de la quiebra por avenimiento.

Consideró el a quo que dicho profesignal no había acreditado
debidamente la representación de la parte a: quien dijo represen-
tar, en los términos del artículo 417 del código local de rito, por
lo que su apelación contra el pronunciamiento de fs. 882 resultaba
inatendible.

A mi modo. de ver,. el recurso extraordinario que se deduce
contra aquella decisión ~o resulta apto para habilitar la instancia
del artículo 14 de la ley 48.

Ello así, pues los agravios de la recurrente más parecen diri-
gidos a controvertir lo resuelto por el juez de grado que a cues-
tionar los fundamentos de la sentencia de Cámara.

,
En efecto, el punto referido a la falta de legitimación del doctor

Chaia resulta considerado por la apelante en el último párrafo de
fs. 903 y prim({ro de .fs. 903 vta., de donde no .surge en forma con.
creta cuáles son las presentaciones anteriores a que alude, de las
que surgiría su carácter de mandatario. de la fallida, ni se explica en
qué consiste la arbitrariedad ,que imputa al decisorio impugnado.

En tales condiciones, considero qu~ el remedio federal del que
se me corre- vista no reúne los recaudos de fundamentación exigi-
bles conforme al artículo 15 de la ley 48 y conocida jurispruden-
cia de V. E., por lo que considero que debe, declararse su impro-
cedencia. Buenos Aires, 9 de abril de 1985; Juan Octavio Gauna..
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Buenos Aires, 1':' de abril de 1986.

Vistos los autos: "Novo, Manuel Antonio s/concurso preven-
tivo".

Considerando:

Que contra el pronunciamiento de la Cámara de Apelación en
10 Civil y Comercial del Departamento Judicial de Azul, Provincia
de Bunos Aires, que declaró mal concedido el recurso de. apelación
interpuesto contra el fallo que rechazó el pedido de levantamiento
de la quiebra por avenimiento, se interpuso el remedio. federal, que
fue concedido a fs. 909.

Que esta Corte Suprema comparte lo dictamin!ldo precedente-
mente por el señor Procurador .General, a cuyos términos se remite
por razones de brevedad. En efecto, la recurúnte no se hace debido
cargo de las motivaciones que sustentan la decisión de la alzada en
cuanto a que no se habría acreditado debidamente la representa-
ción del concursado.

Por. ello, y de acuerdo con lo dictaminado por el señor Procu-
rador General, se declara improcedente el recurso de fs. 902/904.

JOSÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI (en disidencia) -
JORGE ANTONIO BACQUÉ.
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DISIDENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI.

Considerando:

19) Que el doctor Alberto J. Chaia, "por la fallida", apeló la reso-
lución de primera instancia, desestimatoria del pedido de aveni-
miento que había formulado mediante escrito suscripto por ese
mismo abogado. Llegado el expediente a la Cámara de Apelación
Civil y Comercial de Azul, ésta declaró mal concedido dicho reme-
dio, sobre la base de que el letrado que lo dedujo no tenía acredi-
tada la personería (art. 47 del Código Procesal Civil y Comercial
de la Provincia de Buenos Aires). Ello motivó e1 recurso extraordi-
nario de la quebrada, que fue concedido.

29) Que esta Corte ha expresado reiteradamente que el proceso
civil no ha de ser conducido en términos estrictamente formales,
pues él no se tr.aduce en el cumplimiento de ritos caprichosos, sino
en el desarrollo de procedimientos destinados a establecer la verdad
jurídica objetiva que es su norte (Fallos: 238:550, entre muchos
otros). De ahí que la custodia de las formas a que deben ajustarse
los procesos, depo:;;itada en los magistrados judiciales, es cometidú
que deben éstos cumplir atendiendo en todo momento al fin último
a que aquéllos se enderezan, que no es otro que lograr la más efec-
tiva realización del derecho (sentencia del 26 de junio de 1984, in re:
C.44-XX, "Canseco, Humberto y otros cjELMA, S.A.").

39) Que pareja orientación ha seguido el legislador local, al po-
ner, dentro de los deberes de los jueces, el de "señalar, antes de dar
trámite a cualquier petición, los defectos u omisiones de que ado-
lezca, ordenando que se subsanen dentro del plazo que fije, y dis-
poner de oficio toda diligencia que fuere necesaria para evitar ~:;.:,ji-

dades" (art. 34, inc. 59, b, del Código cit.).

49) Que la norma transcripta tiene particular relevanci", para
esclarecer el problema planteado, no sólo porque el cuerpo ritual
al que pertenece no prevé expresamente los efectos que origina la
inobservancia del requisito exigido por el arto 47 cit., sino también
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por los caracteres del régimen establecido por aquél respecto de
la excepción de falta de personería. Así, es de recordar que la admi-
sión de esa defensa produce como consecuencia que el magistrado
fije el plazo dentro del cual debe "subsanarse" el defecto y, sólo
vencido ese lapso sin que la carga haya sido satisfecha, autoriza a
tener al actor por desistido del proceso (art. 352, inc. 4 y último
párrafo, del Código cit.).

5~) Que en este orden de ideas, cabe concluir que en el sub
examine, el criterio al que se atuvo el juzgador para fallar como lo
hizo, se opone inequívocamente al que señalan la doctrina y nor-
mas mencionadas. Esto es así, por cuanto la representación invo-
cada por el profesional, hasta el momento en que intervino la alza-
da, no había merecido objeción alguna, ni siquiera del propio órgano
de la instancia anterior, que decidió sustancialmente la solicitud
antes precisada y, posteriormente, concedió la apelación deducida
también por aquél. Luego, si la Cámara, llamada a revisar la mate-
ria de fondo por el recurso aludido, estirrió no justificada la per-
sonalidad del presentante, debió, a riesgo de contradecir los linea-
mientos puntualizados, exigir el cumplimiento de ese recaudo y no
proceder, sin más, a fallar en el sentido impugnado.

69) Que, por lo demás, es del caso advertir que, si bien después
de dictada la decisión fue acreditada ante el a qua la representa-
ción de que se trata, ella deriva de un poder especial otorgado con
anterioridad a todos los actos procesales a que se ha hecho refe-
rencia.

7~) Que, en tales condiciones, el pronunciamiento en cuestión
es descalificable como acto judicial dado que, por lo expuesto, ha
irrogado agravio a la garantía de defensa en juicio de los derechos
consagrada por la Constitución Nacional (art. 18).

Por ello, y oído el señor Procurador General, se declara proce-
dente el recurso extraordinario y se deja sin efecto la sentencia ape-
lada, de manera que el expediente deberá volver a fin de que por
quien corresponda, se dicte una nueva.

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI.
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ROBERTO FELIX GENARO BANFI

JUBILACION y PENSION.

Corresponde hacer lugar al agravio del beneficiario referido a que el
a quo -al.declarar la inconstitucionalidad del arto 15 de la ley 17.3¡O,
que llabía "congelado" el haber jubilatorio del titular, y del arto 53 de'
la ley 18.037,que estableció para movilizar tal haber un sistema dife-
rente al. que fiJaba la norma bajo la cual accedió al beneficio (ley 14.473)
y ordenar el reajuste del monto de la prestación por el período que
indicó- limitó, sin dar razón alguna que lo justifique, el período por
el cual se debían reconocer las diferencias, ya que al no haberse opuesto
ni declarado la prescripc~ón en el caso lo justo y razonable es que
tales diterencias se abonen desde que fueron debidas por habérsele
dejado de pagar la prestaCión según el porcentaje or!ginario correspon-
diendo también la actualizacióri de dichas sumas (1).

SIERRAS SIN FIN SALC ..

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias Procedencia del recurso. Defectos en la consideración
de extl.emos conducentes.

Corresponde dejar sin efecto el pmnunciamiento que declaró, de oficio, .
la nulidad del concordato' resoh.ttorio homologado por el juez de pri-
mera instancia, al intervenir en las actuaciones a raíz de una apelación
relativa a un incidente de revisión promovido por 'un acreedor' hipote-.
cario cuyo privilegio había sido desconocido en el concurso por aplica-
ción del art. 122, inc. 4~, de la ley 19.551.Ello es así, pues" al afirmar
que "en virtud de la aprobación del concordato resolutorio propuesto
por la deudora, no acaecen las consecuencias previstas por el ordena-
. miento concursal para los actos celebrados durante el período de sos-
pecha';, el a. quo omitió toda referencia a los numerosos argumentos
que el juez de primera instancia y el Fiscal de ~ám"ara habían expresado
con base. a los antecedentes del case y en la ley aplicable -arts. 129,
122,70, 81, 82, 83 y concs. de la ley de concursos, todó lo cual conducía
a una conclusión opuesta a la arribada por el tribunal.

(1) 1~ de abril.

I
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La fallida dedujo recurso extraordinario a fs. 1788/1801 contra
la resolución dictada por la Sala D de la Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Comercial a fs. 1701/1702, en cuya virtud ese tribunal
declaró, de oficio, la nulidad del concordato resolutorio homologado
por el juez de primera instancia, al intervenir en las actuaciones a
raíz de una apelación relativa a un incidente de revisión promovido
por un acreedor hipotecario cuyo privilegio había sido desconocido
en el concurso por aplicación del arto 122, inc. 49, de la ley 19.551.
El recurso fue concedido por el tribunal mediante resolución de
fs. 1814/1819.

Se agravia la recurrente porque entiende que el fallo es arbi-
trario e invoca la violación de garantías constitucionales (arts. 16,
17, 18 Y 31 de la Constitución Nacional). Tras relatar los anteceden-
tes del caso, critica prolijamente los argumentos expuestos por el
a" quo, destacando la cuestón federal que estima in'volucrada en el
decisorio recurrido.

Sostiene que el tribunal habría omitido pronunciarse en debida
forma sobre una cuestión previa, cual era la admisibilidad del pe-
dido de revisión deducido por Crédito Boulogne, S.A., a fin de que
se le acordara el privilegio hipotecario, inicialmente desestimado con
. base en el arto 122, inc. 49, de la ley 19.551y que dicho acreedor con-
sideraba renacido a raíz de la homologación del acuerdo resolutorio.

Recuerda que Crédito Boulogne, S.A. no había impugnado las
causales esgrimidas por la sindicatura para rechazar el privilegio
(ver fs. 1256 y 1338), limitándose a argüir que la sola homologación
del concordato habría hecho cesar el estado de quiebra y, como con-
secuencia de "ello, recobrarían plena 'eficacia los actos celebrados con
la fallida durante el período de sospecha.

Tal tesitura, agrega el apelante, resultó luego compartida por
el a qua en la resolución recurrida, sin haberse hecho cargo el tri-
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bunal de los argumentos que el juez de primera instancia y el Fis-
cal <;leCámara habían expuesto para desecharla a fs. 12/14 y 28/29,
respectivamente, del incidente de revisión promovido por Crédito
Boulogne, S.A., cuya agregación fue requerida por este Ministerio
a fs. 1825.

Añade el apelante que el tribunal habría desinterpretado la opi-
nión vertida por el Fiscal de Cámara, pese a citarla en apoyo de su
decisión. Expresa que en modo alguno, coincidía dicha opinión con
la postura sostenida por el acreedor incidentista -Crédito Boulog-
ne, S.A.- referente a que la homologación del concordato hubiera
importado de por sí el levantamiento y la cesación del estado de
quiebra. Tal postura fue calificada como insostenible por el fiscal,
en coincidencia con el juez de primera instancia, según se revela
en el, dictamen de fs. 28/29 del incidente de revisión promovido por
,el citado acreedor y agregado a estas actuaciones, del cual reproduce
el recurrente diversos párrafos.

A la ya mencionada omisión -continúa el apelante- se suma
el haber excedido el a quo sus atribuciones al declarar la invalidez
del concordato homologado, ex officio, sin que concurrieran las cau-
sales previstas por la ley concursal al efecto y cuando ya había trans-
currido el plazo que dicha ley prevé para su impugnación. Destaca,
asimismo, que tal conclusión no venía impuesta por los antecedentes
del caso -como sugirió el a quo- y cuestiona también las aseve-
raciones del fallo vinculadas con la importancia económica del bien
inmueble sobre el cual recaía la hipoteca a favor de Crédito Boulog-
ne, S.A., declarada inadmisible por el juez del' concurso, señalando
que no tiene la "cuantía relevante" que le atribuyera la Cámara.

A mi modo de ver, asiste razón al apelante en sus agravios. Aun
cuando la materia del litigio se encuentra regida por normas de
derecho común, cuya exégesis resulta extraña como principio a la
vía éxtraordinaria elegida, es.timo que se ha configurado en autos
un supuesto en que cabe hacer excepción a dicha regla por no apa-
recer el fallo recurrido como derivación razonada' del derecho vi-
gente con aplicación a las circunstancias resultantes de la causa.
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La simple afirmación inserta en el pronunciamiento apelado de
que "en virtud de la aprobación del concordato resolutorio pro-
puesto por la deudora, no acaecen las consecuencias previstas por
el ordenamiento concursar para los actos celebrados durante el pe-
ríodo de sospecha" (fs. 1701 vta.), aparece como una aserción dog-
mática que no proporciona fundamento suficiente a lo allí resuelto.
Ello así, por cuanto al formular dicho aserto, el a qua omitió toda
referencia a los numerosos argumentos que el juez de primera ins-
tancia y el Fiscal de Cámara habían expresado, con base en los
antecedentes del caso -vgr.: falta de impugnación por el inciden-
tista de las causas que habían determinado la exclusión de su privi-
legio- y en la ley aplicable, todo lo cual conducía a una conclusión
opuesta a la arribada por el tribunal. No menos sigriificativo resulta
el grave desacierto en la remisión a lo dictaminado por el Fiscal de
Cámara, quien, como advirtiera el recurrente, había sostenido una
opinión bien distinta de la adoptada en el fallo.

Tales falencias no pueden ser cubiertas por las extensas argu-
mentaciones desarrolladas por el a qua en el auto que concedió el
recurso, las cuales, sin embargo, parten de la misma petición de
principio que se había deslizado en la resolución recurrida, sin to-
mar en cuenta la incidencia de las prescripciones contenidas en los
arts. 129, 122, 70, 81, 82, 83 Y concs. de la ley de concursos, ni las
argumentaciones que a ese respecto desarrollaron el juez de primer
grado y el fiscal de alzada en el incidente de revisión agregado a
estas actuaciones (ver fs. 12/14 y 28/29).

Pienso, en síntesis, que la resolución que motiva este dictamen
ha omitido considerar extremos conducentes y sólo exhibe una fun-
damentación aparente, lo que hace aplicable aquí la conocida doc-
trina de V. E. segím la cual son susceptibles de descalificación las
sentencias que adolecen de tales omisiones (Fallos 298:214, 317,470;
299:32; 300:927, 1114; 301:74, entre otros).

Opino, por tanto, que corresponde declarar procedente el re-
curso extraordinario y, en consecuencia, dejar sin efecto el pronun-
ciamiento apelado a fin de que se dicte uno nuevo conforme a .de-
recho. Buenos Aires, 11 de octubre de 1985. Juan Octavio Gauna.
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Buenos Aires, 1~ de abril de 1986.

Vistos los autos: "Sierras Sin Fin SALC. s/quiebra".

Considerando:

Que la Sala D de. la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Co-
mercial declaró, de oficio la nulidad del concordato resolutorio ho-
mologado por el juez de primera instancia, al intervenir en las ac-
tuaciones a raíz de una apelación relativa a un incidente de revisión
promovido por un acreedor hipotecario cuyo privilegio había sido
desconocido en el concurso por aplicación del arto 122, inc. 4~, de la
ley 19.551. Contra tal pronunciamiento, la fallida dedujo el recurso
extraordinario concedido a fs. 1814/1819.

Que esta Corte comparte los' argumentos y conclusiones expues-
tos por el señor Procurador General en su dictamen, los que' cabe
dar aquÍ por reproducidos en razón de brevedad.

Por ello, se hace lugar al recurso extraordinario intentado y se
deja sin efecto la sentencia apelada, debiendo volver los autos a su
origen para que por quien corresponda se dicte nuevo pronuncia-
miento.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- JORGE ANTONIO BACQUÉ.

ROSENDO MARIA FRAGA

HABEAS CORPUS.

Si el estado de sitio declarado por el decreto 2069/85 fue dejado sin
efecto por el decreto 2337 del 7 de diciembre de ese mismo año, al
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igual qne los decretos 2049/85y 2070/85que habían
del beneficiario del presente hábeas corpus, ello
pronunciamiento de esta Corte en el caso (1).

I
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ordenado el arresto
torn6 inoficioso el

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria .. Por el tel'ritorio.
Lugar del domicilio de las partes.

Es competente la justicia civil de la Capital Federal, y no la provincial,
si quienes pretenden la adopci6n -domiciliados en la Capital Federal-
la iniciaron ante la justicia de esta ciudad en ejercicio del derecho que
les confiere el arto 10, inc. a), de la ley 19.134,que posibilita al adop-
tante optar entre el juez o tribunal de su domicilio, o el del lugar
donde ~e otorg6 la guarda, pues dicha norma legal impide aplicar al
caso la doctrina genérica según la cual el domicilio de los padres ae-
termina la competencia para entender en cuestiones vinculadas a la'
patria potestad, ya que aquélla establece en forma expresa una solu-'
ci6n que -a los fines de determinar el juez competente- subordina
los intereses de los padres que han dejado. de tener la guarda de sus
hijos, '1 aquellos de los menores y sus adoptantes, con quienes ahora
conviven (2).

ERNESTO DIAZ V. M.C.B.A.

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia' ordinQ1'ia. Por la materia.
Cuestiones pr,zvisionales.

Es competente la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo -quien
previno en la causa- para entender por vía de apelaci6n respecto de
una resoluci6n recaída en materia previsional, si la actora pretende
obtener la modificación de la' pensión que la beneficia- situación ex-
presamente contemplada por el arto 97, inc. e), de la ley 19.987-, pues
cabe apartarse del principio general establecido en la primera parte de

(1) 1~de abril. Fallos: 301:958; 303:402y 1437.
(2) 1~ de abril. Fallos: 272:269; 302:557; 298:447; 302:1380.
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la norma legal citada y estar a iél especial del referido inciso c) que
-siguiendo a la anterior previsión de la ley 18.499- atribuye el cOno-
cimiento de esos recursos a aquel tribunal (1).

ALICIA ALVAREZ

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Excesos u omisiones en el. pro-
nunciamiento.

Corresponde dejar sin efecto el pronunciamiento que omitió considerar
la culpa concurrente de la víctima a los efectos de determinar la indem-
nización. Ello es así, porque el fl'ndamento expuesto por el a qua en el
sentido de que dicha culpa no fue invocada en la audiencia de debate,
no resulta ajustado a las constancias de la causa, pues durante todo
el proceso se sostuvo la responsabilidad exclusiva de aquélla, de modo
que esta alegación era suficiente para habilitar el tratamiento del tema,
más aún cuando la imprudencia del occiso fue establecida en las sen-
tencias de ambas instancias (2).

ALBERTO LUIS MOEN v. BANCO DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideración
de extremos conducentes.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que condenó a la demandada
a incorporar al actor o, en su defecto, abonarle la indemnización pre-
vista en el arto 3, ap. n, de la ley 12.637modificada por la ley 18.598
y al pago de los salarios devengados. Ello es así, pues los agravios
dirigidos a reprochar la. omisión en que incurrió el tribunal al no de-
terminar el carácter de la relación existente entre las partes -esto es,
si ella es de derecho público o privado- deben ser acogidos, pues el
a qua ha prescindido de considerar una cuestión prima facie condu-

(1) 1~ de abril. Fallos: 281:195; 301:687; 304:377y 1478.
(2) 1~ de abril.
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cente para la correcta solución del litigio, ya que, de establecerse que
esa relación tiene el carácter invocado por la apelante se torna apli-
cable al caso la conocida doctrina según la cual la potestad del Poder
Judicial de revisar los actos disciplinarios emanados de la administra-
ción,' sólo comprende. el control de su legitimidad pero no el de la
oportunidad, mérito o conveniencia de las medidas adoptadas (1).

RECURSO' EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introducción de la cues-
tión federal. Oportunidad. Planteamiento en el escrito de il1terposición del re-
curso extraordinario.

No corresponde hacer lugar al agravio referido a la aplicación al caso
-en que se .:b~denó al Banco de la Ciudad de Buenos Aires a incor-
porar al actor o a abonarle la indemnización prevista en el arto 3~,ap. JI,
de la ley 12.637,modificada por la ley 18.598- de la normativa laboral,
por cuanto ¡mte la cIara remisión a aquéIIas contenida en la demanda,
ni la pretendida oposición implícita a su aplicación por parte de la em-
pleador.:t, ni la postura asumida por la accionada en actuaciones pos-
teriores. configuraron un planteo que motivara una decisión clara, po-
sitiva y precisa del tribunal de modo tal que éste se sintiera obligado
a tratarlo (2).

BANCO DEL ACUERDO

RECURSO. EX.TRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales.
Sentencias. arbitrarias. Procedencia del recurso. Exceso ritual manifiesto.

Si bien las resoluciones por las cuales los tribunales de la causa decla-
ran extemporáneos lqs recursos deducidos ante ellos no son revisables'
por la vía del arto 14 de la ley 48, en el caso cabe hacer excepción a
dicho principio; en efecto, mediante la estricta aplicación de normas
procesa~es el juez de primera instancia y la Cámara han omitido toda
. consideración acerca del error en que habría incurrido el magistrado,

(1) 1~de abril. Fallos: 259:266; 306:1792.
(2) FiliIos: 272:57; "Barsimanto c/Papeltex" y "Denicola, José c/Del-

gado", del 18 de abril de 1978 y 27 de marzo de 1979, respectiva-
wcnte.
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al no computar las suspensiones de términos dispuestas por la Supre-
ma Corte provincial, con el fin de resolver si era extemporáneo el pe-
dido de revisión formulado, renunciando de esa manera al esclareci-
miento de la verdad jurídica objetiva del caso mediante un excesivo
rigor formal (1).

ONECOR S.A.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos ;Y garantías. Derecho de propiedad.

Si en ~l proceso laboral tuvieron participación todos los legitimados
para llegar a una solución válida -inclusive el síndico del concurso-
y en la sentencia se examinó la cuestión atinente al incumplimiento de
sus obligaciones por la sociedad, deCisión que quedó firme para todos
los interesados en impugnar su alcance, corresponde dejar sin efecto
el pronunciamiento que -en sede comercial- no hizo lugar al pedido
de verificación del crédito en concepto de indemnizaciones previstas en
10s arts. 18y 19 de la ley 22.250,pues lesiona la cosa juzgada y produce
un menoscabo a lo~ derechos de la defensa en juicio y propiedad (2).

SNIAFA S.A.I.C.F. E I.

DEPRECIACION MONETARIA: Honorarios.

Es descalificable el pronunciamiento que -al confirmar el fallo de
primera instancia que había verificado con privilegio general (art. 270,
inc. 1, 'in fine, de la ley 19.551),el crédito por honorarios de los letrados
que defendieron los intereses del trabajador en el juicio seguido con-
tra la empleadora concursada- entendió que el monto debido en razón
de la depreciación monetaria, encontraba límite temporal en la presen-
tación del concurso de la deudora por ser un accesorio del crédito. Ello
es así, pues la suma de dinero que tiende a recomponer el capital ini-
cial con la finalidad de mantener el poder adquisitivo de dicho capital,

(1) 1? de abril.
(2) 1?de abril.
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no tiene el carácter accesorio que le atribuye el d qua. Por el contrario,
el capital nominal y el plus compensatorio de la depreciación de la mo-
neda confluyen a reconstituir, apreciado en el valor actual del signo
monetario, el mismo valor económico que el crédito tenía en su origen.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 19 de abril de 1986.

Vistos los autos; "Recurso de hecho deducido por Oscar J. Betti
y Rugo N. Perugini en la causa SNIAFA SA1.C.F. e 1. s/concurso-
s/inc. de verif. de crédito prom. por Jerónimo, Alberto y otros s/
incidente", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

19) Que la Sala D de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo
Comercial confirmó el fallo de primera instancia, que había verifi-
cado con privilegio general (art. 270, inc. 1 in fine, de la ley 19.551),
el crédito por honorarios de los letrados que defendieron los inte-
reses del trabajador en el juicio seguido contra la empleadora con-
cursada. Consideró el a quo, que por no tratarse de un crédito labo-
ral su revalorización no, estaba amparada por la doctrina del ple-
nario "Pérez Lozano" y que el monto debido en razón de la depre-
ciación monetaria, encontraba límite temporal en la presentación
del concurso de la deudora por ser un accesorio del crédito.

29) Que contra tal pronunciamiento los letrados' interpusieron
el recurso extraordinario cuya denegación. motiva la presente queja.
Sostienen que el fallo es arbitrario al limitar la pauta de actualiza-
ción y el privilegio del crédito a su valor nominal, pues prescinde
del arto 273 de la Ley de Contrato de Trabajo y 270, inc. 1 de la
Ley Concursa!.

3,;,) Que la suma de dinero que tiende a recomponer el capital
inicial con la finalidad de mantener el poder adquisitivo de dicho
capital, no tiene el carácter accesorio que le atribuye el a quo. Por
el contrario, el capital nominal y el plus compensatorio de la de-
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preciación de la moneda. confluyen a reconstituir, apreciado en el
valor actual del signo monetario, el mismo valor económico que el
crédito tenía en su origen (doctrina de Fallos 29~:146; 301:319, en-
tre otros).

4?) Que la sentencia en recurso es descalificable por haber inter-
pretado la ley de forma que la desvirtúa en su contenido y la vuelve
inoperante en 'desmedro de la garantía de la propiedad (artículo 17. .
de la Constitución Nacional), ya que frente al marcado envileci-
miento de la moneda que ha .tenido lugar desde que el derecho al
cobro de los honorarios se originó, el fallo c~:mduce a que se anule
prácticamente el privilegio concedido por el legislador al crédito
respectivo, que quedaría limitado a 'una cantidad de moneda sin
significación económica apreciable (doc. de Fallos 303:1708, consi-
derando 16, sentencias en las causas C.52-XX, "CIGAIF, S.A. s/quie-
bra s/incidente de verificación de crédito promovido por la Fiscalía
de Estado de la Provincia de Buenos Aires s/impuesto de sellos",
considerando s 4?) y 5?) Y C.14-XX, "Complejo Textil Bernalesa S.R.L.
s/quiebra ~incidente de revisión artículo 38-, ley 19.551", del 11
de junio y 2 de abril de 1985, respectivamente).

Por ello, se háce lugar a la queja, se declara procedente el re-
curso extraordinario y se revoca la sentencia apelada en cuanto ha
sido materia del referido recursp. Costas por su orden' en razón de
que la doctrina jurisprudencial del a qua permitía a la concursada
considerarse con razón para sostener la posición cqntraria .

. AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JÓRGE

ANTONIO BACQUÉ.
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En el arto 8? de la ley 21.864, posterior a la ley de concursos, se c~ta-
blece que los créditos mencionados en el art. 7?, no abonados en tér-
mino -situación en 1<\ que se encuentra el que se refiere a aportes y
contribuciones sindicales y de obra social (art. 7?, ine. a)-, se actuaJi-
zarána pártir del cuarto mes de atraso y hasta el efectivo pago y deven-
garán además 'el interés que se. determine, "hasta el día de pago, de la
interposición de la demanda o de la apertura del concurso". Tal norma
modifica implícitamente las disposiciones de la ley 19.551 que pudiera;1
oponérsele, en virtud del principio de que la ley posterior deroga a la
anterior. Por tanto, en esta materia la ley concursal está integrada por.
la ley 21.864.

DEPRECIACION MONET4RIA: Principios generales.

La regla del arto 20 de la ley 19.551 ~e refiere a los accesorios del ca-
pital, carácter que no puede atribuirse al plus compensatorio de la
depreciación monetaria que pretende reconstituir el mismo valor eco-'
nómico que el capital tenía en su origen.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 1':' de abril de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora
en la causa Transportadora Coral Argentina, S.A. s/concurso prevo
s/inc. de rev. por Sindicato Choferes y Afines s/inc. de revisión",
para ?ecidir sobre su' procedencia.

Considerando:

1?) Que la Sala A de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo
Comercial verificó con privilegio general (art.' 270, inc. 2':',' de la
ley 19.551) el crédito por aportes y contribuciones sindicales y de
obra social. Consideró el a qua, que el privilegio comprendía el
capital nominal y la compensación por depreciación monetaria pero
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limitó el curso de la actualización hasta la fecha de presentación
en concurso, con base en lo dispuesto en el arto 20 de la ley 19.551,
por no ser aplicable el plenario "Pérez Lozano". Contra tal pro-
nunciamiento el acreedor interpuso el recurso extraordinario, cuya
denegación motiva la presente queja.

2?) Que la recurrente sostiene que el a qua ha incurrido en
arbitrariedad al no actualizar el crédito entre la fecha de inicia-
ción del concurso y la homologación del concordato, lo que im-
plica una quita del 63,26% que desvirtúa el privilegio. Alega. que,
de esa forma, se interpreta arbitrariamente el arto 20 de la ley
19.551 que solo prevé la suspensión de los intereses y se prescinde
del arto 8? de la ley 21.864.

3?) Que la sentencia en recurso es descalificable por haber res-
tringido la extensión del privilegio concedido por el legislador al
crédito respectivo sobre la base de una interpretación del arto 20
de la ley concursal que lo desvirtúa en su contenido y con pres-
cindencia de la norma aplicable. En efecto, en el arto 8? de la ley
21.864, posterior a la ley de concursos, se establece que los cré-
ditos mencionados en el arto 7?, no abonados en término -situa-
ción en la que se encuentra el verificado en estos autos (confr.
arto 7?, inc. a)-, se ~ctualizarán a partir del cuarto mes de atraso
y hasta el efectivo pago y devengarán además el interés que se
determine, "hasta el día de pago, de la interposición de la deman-
da o de la apertura del concurso". Tal norma modifica implícita-
mente las disposiciones de la ley 19.551 que pudieran oponérsele,
en virtud del principio de que la ley posterior deroga a la anterior.
Por tanto, en esta materia la ley concursal está integrada por la
ley 21.864 (doctrina de la sentencia del 2 de abril de 1985 en C.14-
XX, "Complejo Textil Bernalesa S.R.L. si quiebra - incidente de revi-
sión, arto 38, de la ley 19.551").

Por otra parte, la regla del arto 20 de la ley 19.551 se refiere
a los accesorios del capital, carácter que no puede atribuirse al
plus compensatorio de la depreciación monetaria que pretende re-
constituir el mismo valor económico que el capital tenía en su
origen (doctrina de Fallos 299: 146; 301:319, entre otros).
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49) Que la solución del'a qua lleva a que desaparezcan en la
práctica y por el solo transcurso del tiempo, el privilegio recono-
cido por la ley desvirtuando de ese modo el régimen concursal,
por lo que debe ser dejada sin efecto.

Por ello, se hace lugar a la queja, se declara procedente el re-
curso extraordinario y, no siendo necesaria mayor sustanciación,
se deja sin efecto la sentencia en lo que fue materia de apelación.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO B1\CQuÉ.

ITALMARS.R.L. v. MUNICIPALIDADDE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Resolución contraria.

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la senten-
cia que hizo lugar a la demanda de repetición de las sumas abonadas
a la Manicipalidad de la Ciudad de Buenos Aires en concepto de im-.'
puesto sobre los ingresos brutos, con motivo de la actividad de agente
marítimo, desarrollada por la actora. Ello es así, pues se ha planteado
en el caso la ~nvalidez de actos de la Municipalidad fundados en nor.
mas locales, por ser violatorios de disposiciones constitucionales, y el
pronunciamiento no ha sido en favor de la validez de aquéllos (1).

CESAR CARLOS MINOPRIO

JUBILACION DE MAGISTRADOS Y DIPLOMATICOS ..

No corresponde hacer lugar a la petición formulada por un ex secre-
tario letrado del Tribunal para que se determine su derecho a percibir
el haber de retiro establecido por la ley 18.464 (t. o. 1983). EÍlo así,

(1) 1? de abril. Fallos: 287:124; 302:1192.
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pues el arto ,16 de la citada ley contempla los casos de magistrados y
funcionarios que cesan .en sus cargos por causas ajenas a su voluntad
con exclusión de la remoción por mal desempeño-. y que no reúnen
las condiciones para jubilarse yen' el caso la separación involuntaria
del recurrente fue 'remediada casi de inmediato con su posterior desig-
nación como juez de primera instancia, cargo al que renunció con pos-
terioridad; hecho éste que en definitiva determinó el carácter de su
desvinculación del Poder Judicial (1).

JUBILACION y PENSION.

La correcta inteligencia que cabe asignar a las normas que consagran
beneficios pr~"isio~ales de excepción, no se aviene con las reglas am-
plias 'rle interpretación respecto de los sistemas jubilatorios ordinarios.
pues median obvias razones de justicia que impiden evaluar ambos re-
gímenes por las mismas pautas (2).

J'

CINTAFON S.R.L.

IMPUESTO: Interpretación de normas impositivas.

Los artículos 17 y 19, inc. 3, de la ley 11.683 (Lo. 1960) instituyeron
como rt"sponsables de la retención del impuesto a ciertos sujetos especí-
ficamente llamados agentes de retención. los que son distintos de aque-
llos que resultan obligados al pago del impuesto por su carácter de con-
tribuyentes. A los primeros, la ley les atribuyó el deber de practicar
retenciones por deudas tributarias de terceros. sobre los fondos de que
disponen cuando con su intervención se configura el presupuesto de he-
cho determinado por la norma legal y los obligó a ingresar al fisco los
importes retenidos en el tÚmino y las condiciones establecidas, puesto •
que tal actividad se vincula con el sistema' de percepción de los tribu-
. tos en la misma fuente en vir.tud de una disposició;" expresa que así lo
ordena y atendiendo a razones de conyeniencia en la p'olítica de recau-
dación tributaria.

(1) 1~ de abril.
(2) Fallos: 301:1173.
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IMPUESTO: Interpretación de normas impositivas ..
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El agente de retención que voluntariamente o por propia negligencia
no cumple con el deber de retener, deviene responsable del ingreso del
impuesto debido, previéndose como única' dispensa, la acreditación d~
que el contribuyente ingresó las sumas respectivas (art. 36 de la Ley
de Impuesto a los Réditos t.O. 1960).

IMPUESTO: InterpretaCión de normas impositivas.

El agente de retención no integra la relación jurídica sustancial, puesto'
que el hecho imponible se verifica con respecto al sujeto pasivo de la
retención, a quien la ley lo atribuye en modo directo, por lo que la res-
ponsabilidad que al primero se le asigna ante el incumplimiento de los
deberes fiscales que le incumben, no resulta susceptible de ser dispen-
sada con fundamento en que la retención constituye un pago a cuenta
del gravamen, cuya exigibilidad como tal. cesa después de vencido el
término para presentar la declaración jurada del período fiscal de que
se trate.

DICTAMEN DEL PROCURADOR fISCAL DE LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

Contra -la sentencia de la. Sala 1 de la Cámara Nacional de
Apelaciones en lo Contenciosoadministrativo Federal que revocó el
pronunciamiento del Tribunal Fiscal en cuanto había confirmado
la resolución cuya copia obra a fs. 7/11, dedujo la accionada re-
curso extraordinario, el que fue concedido a fs. 365.

Para arribar a la decisión que se impugna, sostuvo el a qua
que la determinación de oficio se había efectuado en el Impuesto
a los Réditos por retenciones no realizadas sobre honoraríos abo-
nados en los períodos 1967, 1968 y 1969. Sentado ello, distinguió
los casos en que la retención. es consagrada por la ley con carácter
definitivo para el contribuyente -supuesto en el que constituye
una modalidad del ingreso del tributo~ de aquéllos en que los
ingresos por retención no constituyen para éste pagos definitivos,'
sino ingresos a cuenta del gravamen que presumiblemente adeu-
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dará al terminar de verificarse el hecho imponible al cierre del
ejercicio fiscal.

En tales condiciones, estimó que había quedado configurado en
autos el carácter de pago a cuenta de los importes que en la emer-
gencia se reclaman del agente de retención, lo que tornaba aplica-
ble la doctrina sentada por V. E. en punto a los anticipos, según la
cual, vencido el término para presentar la declaración jurada del
período, el fisco carece de facultades para reclamar sumas por
dicho concepto.

La recurrente, por su parte, sostiene que constituye un error
conceptual de orden jurídico confundir la retención con el anticipo,
pues la primera constituye el ingreso del impuesto que debe efec-
tuar un tercero al abonar una suma dineraria a un contribuyente,
es decir, no actúa como un anticipo, sino que es .esencialmente gra-
vamen que devenga un acto de naturaleza económica captado por
la legislación tributaria. En tal orden de ideas, controvierte la dis-
tinción entre retenciones definitivas y aquéllas que no lo son, efec-
tuada por la Cámara.

Entiende que, por el contrario, los anticipos constituyen moda-
lidades que la ley autoriza para ingresar el tributo que en defi-
nitiva se adeude conforme al resultado del ejercicio anterior.

Por último, afirma que el fallo impugnado ha equiparado la
condición de agente de retención -responsable por deuda ajena-
con la del contribuyente directo ,-responsable por deuda pro-
pia-. Al respecto, recuerda que la ley 11.683 en su art. 18, inc. a),
establece que responden con sus bienes propios y. solidariamente
con los deudores, los referidos agei1tes con relación al gravamen
que dejaron de retener y en la medida en que el contribuyente di-
recto no hubiera pagado el impuesto al presentar su declaración
jurada final, circunstancia que debe ser acreditada por quien pre-
tende liberarse.

En primer término, debo señalar que el recurso extraordinario
es formalmente procedente en tanto se cuestiona la inteligencia
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asignada a disposiciones de naturaleza federal como lo son las
leyes 11.682 (t. o. 1960/1968) y 11.683 (t. o. 1960/1968) y lo resuelto
ha sido contrario a las pretensiones de la recurrente.

Respecto del fondo del asunto debo recordar que en oportuni-
dad de emitir opinión con fecha 21 de mayo de 1984 en la causa
E. 220, "ECA CINES S.R.L. c/Instituto Nacional de Cinematografía
s/ordinario", mi antecesor en el cargo doctor José Augusto Lapie-
rre, señaló que la actividad desarrollada por los agentes de reten-
ción, en tanto responsables del cumplimiento de deuda ajena con
los recursos que administran, perciben o disponen, se vincula con
el sistema de percepción de los .tributos en la misma fuente, en
virtud de una disposición expresa que así lo establece y atendiendo
a razones de conveniencia en la política de recaudación tributaria.

En ese orden de ideas, se expuso que los agentes de retención
y los de percepción manejan, en cumplimiento de ese mandato le-
gal, fondos que no les son propios sino que pertenecen a los con-
tribuyentes a quienes les han detraído el impuesto al 'efectuarles
un pago o intervenir en un acto de tal naturaleza, o se lo han
cobrado juntamente con el precio del bien o servicio que comer-
cian y que esta actividad reviste el carácter de intermediación en
virtud de un mandato legal expreso, que los sujeta incluso a con-
secuencias de naturaleza patrimonial y penal en caso de incum-
plimiento o de cumplimiento defectuoso de sus deberes.

En suma, retiene esencialmente en interés del fisco y cuando
ingresa los fondos, dicho pago es imputado desde el punto. de vista
impositivo, al contribuyente sin perjuicio de que lo libera de sus
propias responsabilidades.

Lo expuesto no impide distinguir, como a mi juicio en forma
correcta lo ha hecho la Cámara, los C:1S0S en que la suma ingre-
sada se considera impuesto único ':f definitivo de aquéllos en que
la retención tiene el carácter de un ingreso a cuenta del resultado
final del período en que se efectúa, ya que en el caso de tributos
como el del sub lite, denominados de período, la retención sobre
sujeto pasivo se basa en una presuncióI). de capacidad contribu-
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tiva. que sólo adquirirá certeza al completarse el hecho imponible
(conf. dictamen de este Ministerio Público respecto del tema de
los anticipos en la causa R.30 "Repartidores de Kerosene de Y.P.F.
de la provincia de' Córdoba c/Fisco Nacional D.G.!. s/repetición"
del 28 de mayo de 1984). En este punto sí, la estructura de tales
pagos guarda analogía con el' instituto de los anticipos. Dicha
distinción, por lo demás, resulta admitida por el organismo re-
caudador (ver resolución general 2.277, arto 1?, párrafo primero
in fine) y no estimo que la controversia propuesta por esa parte
. resulte seria en tanto admite a fs. 356 acápite IV párrafo quinto
que "la retención sería computada en el balance fiscal final como cré-
dito contra el impuesto definitivo;', sin que se explique cómo ex-
cluye a tal resultado el carácter de pago a cuenta.

Sentado ello, resulta claro que al igual que en el sistema de
anticipos, cuando el tributo retenido no es definitivo sino que
tiene el carácter de "a cuenta" su exigencia al contribuyente --obli.
gado por deuda propia- carece de sentido a partir del venci-
miento del plazo general que a partir de allí, el .interés del fisco
sólo puede recaer sobre el gravamen que surge al final del pe-
ríodo con el perfeccionamiento del hecho imponible.

No obsta a tal inteligencia lo dispuesto por el arto 18, inc. B,
de la ley 11.683 (Lo. 1960), en tanto estableCÍa que el agente de
retención sólo puede eximirse de responsabilidad respecto del gra-
vamen que ha dejado de retener en tanto acredite que éste ha
sido pagado por el contribuyente.

En efecto, no debe olvidarse que la reglamentación de la Ley
de Impuesto a los Réditos vigente al momento de efe<;:tuarse los
pagos (art. 47 del decreto 10.609/59 texto ordenado por decreto
4778/61) disponía: "En todos los casos en que un agente de reten-
ción, por error u omisión no haya retenido el. impuesto, es obli-
gación del contribuyente ingresar dentro de los 15 días hábiles.
cO\ltados desde la fecha del pago, el importe no retenido, debien-
do informar a la Dirección el nombre y el domicilio de la persona
que abonó la renta.
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Transcurrido ese plazo sin que el contribuyente haya ingre-
sado el impuesto, será responsable del mismo el agente de reten-
ción, sin perjuicio de su derecho a reclamar del contribuyente las
sumas que por ese concepto debe abonar.

Quedará a cargo del agente de retención la prueba de que el
contribuyente ha cumplido con lo dispuesto en el primer párrafo
de este artículo".

A mi juicio, la responsabilidad respecto del gravamen que,
salvo prueba acerca de su ingreso por el contribuyente, imponía
el ar1. 18, inc. 3<;>),de la ley li.683 (1.o. 1960), se encontraba refe-
rida al supuesto del primer párrafo del ar1. 47 antes citado, "es
decir, al incumplimiento por parte de éste de la obligación de
abonar la suma no retenida por quien correspondía. En el caso
en que el monto debía ingresarse a cuenta del tributo queda claro
que el deber del contribuyente subsiste hasta. el vencimiento del
plazo general para la presentación de la declaración jurada y pago
del impuesto que resulte en definitiva, pues a partir de ese mo-
mento esto último es lo único que puede pretender el fisco en
tanto no impugne las declaraciones presentadas o, ante la falta de
presentación de las mismas, determine de oficio o reclame el pago
provisorio a cuenta del impuesto (actual ar1. 38 de la ley 11.683,
t.O. 1978).

Es que cómo se dijo en el recordado dictamen en materia de
. anticipos, aquí también puede afirmarse que se es deudor sin ser
aún, en un sentido estricto, contribuyente en cuanto no se ha veri-
ficado a su respecto el hecho imponible.

Esa limitación temporal circunscribe de igual manera, en mi
opinión, el deber de los retentistas respecto del tributo no retenido
y ello es lógico en tanto a la luz de lo expuesto en el párrafo pre-
cedente, este responsable no podrá en general, probar el ingreso
por parte del contribuyente de la retención omitida, sino tan sólo,
como ha ocurrido respecto de algunos contribuyentes en el sub lite,
la situación final de éste ante el fisco con lo que, interpretado el
arto 18, inc. 3':'), de la ley 11.683 (t. o. 1960) como lo pretende el orga-
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nismo recaudador, este precepto exigiría una prueba en numerosos
casos de producción imposible, lo que llevaría a pensar que ha
existido inconsecuencia o falta de previsión por parte del legisla-
dor (Fallos: 297:142; 300:1080; entre otros):

Por lo demás, no debe olvidarse que V.E. ha afirmado con an-
terioridad que si bien el derecho privado ha perdido la preeminen-
cia que antes tenía sobre el derecho tributario, por los conceptos,
principios, instituciones y métodos con que éste cuenta, no por eso
esta disciplina está al margen de la unidad general del derecho, ni
es incompatible con los principios del derecho privado y en espe-
cial del derecho civil, generalmente .con vigencia en todo el orden
jurídico (Fallos: 297:500). Ello resulta importante, en este punto,
pues la solución propuesta concuerda con los principios estableci-
dos en materia de solidaridad aun cuando se trate aquí de un su-
puesto de caducidad no contemplado expresamente en el Código
Civil.

Lo expuesto no consthuye un obstáculo para que la falta de
.retención produzca otros efectos que subsistirán aun vencido el
plazo general del tributo. En primer término la aplicación de la
doctrina propuesta por este Ministerio Público respecto de los inte-
reses y la actualización de los pagos a cuenta no efectuados o
efectuados fuera de término (conf. causa R.30 "Repartidores de
Kerosene de Córdoba c/Fisco Nacional" antes citado).

Así también, el reten tista que incumple su deber como tal, se
encuentra sujeto a las sanciones específicas de naturaleza penal y
otras como la que contemplaba el arto 37 de la ley 11.682 (t.o. 1960)
vigente al ocurrir las omisiones aquí juzgadas en tanto facultaba
a la Dirección, a los fines del balance impositivo del contribuyente
cuando omitiera cumplir con su obligación de retener, e impugnar
el gasto efectuado por éste.

En virtud de lo expuesto, considero que cabe confirmar el fallo
recurrido. Buenos Aires, 16 de septiembre de 1985. José Osvaldo
Casas.
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. Buen()s Aires, 3 de abril de 1986.

Vistos los autos: "CINTAFON S.R.L. s/recurso de apelación.
Impuesto réditos".

Considerando:

1<;»Que la Sala N<;>1 de la Cámara Nacional de Apelaciones en
lo Contenciosoadministrativo Federal revocó el pronunciamiento de
la instancia anterior que había confirmado la resolución. recurrida
por la cual la Dirección General Impositiva determinó la obligación
fiscal que en carácter de agente de retención del impuesto a los
réditos de los ejercicios 1967, 1968 Y 1969 correspondía ingresar a
la' firma CINTAFON S.R.L. .

2<;»Que para así resolver, el tribunal interpretó que los im-
portes reclamados al agente de retención constituyen un pago. a
cuenta del gravamen que presumiblemente adeudaban los contri-
buyentes al cumplirse el hecho imponible, por lo que resulta apli-
cable en la especie la doctrina según la cual, vencido el término
para presentar la declaración jurada del período, el fisco carece
de facultades 'Para reclamar tales importes a cuenta o anticip'os.

3<;»Que contra dicha decisión, el ente recaudador interpuso re-
curso extraordinario, remedio qu~ resulta formalmente procedente
toda vez que se discute la inteligencia de normas de naturaleza fe-
deral como son las leyes 11.682 (t.o. 1960/1968) .y 11.683 (t.o. 1960/
1968) y lo resuelto es contrario a las pretensiones que 'la apelante
funda en aquéllas (art. 14, inc. 3<;>,de la ley 48).

4<;»Que los arts. 17 y 19, inc. 3; de la ley 11.683 (1.0. 1960) ins-
tituyeron como responsables de la retención del impuesto a ciertos
sujetos específicamente llamados agentes de retención, los que son
distintos de aquéllos que resultan obligados al pago del impuesto
por su carácter de contribuyentes. A los primeros, la ley les atri-



450 FALLOS DE LA COl<TE SUPREMA

buyó el deber de practicar retenciones por deúdas tributarias de
terceros, sobre los fondos de que disponen cuando con su inter-
_vención se configura el presupuesto de hecho determinado por la
norma legál. Además, los obligó a ingresar al fisco los importes
retenidos en el térmi?o y las condiciones establecidas, puesto que
tal actividad se vincula, en lo que aquí interesa, con el sistema de
percepción de los tributos en la misma fuente en virtud de una
disposición expresa que así lo ordena y atendiendo a razones de
conveniencia en la política de recaudación tributaria.

Por último, el agente de retención que voluntariamente o por
propia negligencia no cumple con el deber de retener,' deviene -res-
ponsable del ingreso del impuesto debido, previéndose como única
dispensa, ola acreditación de que el contribuyente ingresó las sumas
respectivas (art. 36 de la Ley de Impuesto a los Réditos, t.O. 1960).

5':') Que cabe concluir que el agente de retención' no ° integrao la
relación jurídica sustancial, puesto que el hecho imponible se veri-
fica con respecto al sujeto pasivo de la retención, a quien la ley
lo atribuye en modo directo, por lo que la responsabilidad que al
primero se le asigna ante el incumplimiento de los deberes fiscales
que le incumben, no resulta susceptible de ser dispensada con _fun-
damento en que la retención consti.tuye un pago a cuenta del gra-
"vamen, cuya exigibilidad como tal cesa después de vencido el tér-
mino para presentar l~ declaración jurada del período fiscal de que
se trate.

Por ello, y de conformidad con "lo dictaminado por el señor
Procurador Fiscal acerca de la procedencia del recurso extraordi-
nario se revoca el pronur..ciamiento recurrido en cuanto ha sido ma-
teria de recurso.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUE.
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Es descalificable la sentencia que -:-al disponer que la actualización de
la suma reclamada se efectuase desde la intimación judicial de pago-
entendió que el proceso de ejecución se inició sobre la base de un cero.
tificado que instrumertta. una deuda de exigibilidad inmediata, lo que
obliga a que se efectúe un requerimiento formal al deudor para que.
éste quede en mora, por imperio del arto 509 del Código Civil, el
que no puede ser dejado sin efecto por una ordenanza municipal.
Ello. es 'así, pues la 'deuda de que. se trata -<:ontrato de concesión de
obra pública- se origina en una relación regida por el' derecho ad-
ministrativo, cuyas disposiciones son las que deben aplicarse, - máxi-
me cuando como en el caso, existen normas expresas de tal índole
referentes a la cuestión en examen -la ordenanza municipal que pres-
cribe que tal mora se produciría dentro de los treinta días de lapu-
blicación de edictos a que la norma municipal se refiere-, por lo que
no cabe admitir la aplicación con carácter subsidiario de la legisla-
ción civil a problemas de derecho administrativo (1).

MIGUEL ASENSIO GOMEZ V. ALGODONERA FLANDRIA S.A.

RECURSO EX FRAORDIN,tJ..RIO: Requisitos propios. Cuestiol1es 110 federales.
Interpretación de normas y actos comUl1es.

Determinar las características que deben revestir los premios a la
mayor productividad para que puedan ser considerados corno un in-
tegrante permanente del salario del trabajador, así como establecer
las' condiciones que deben cumplirse a fin de declarar que la obli-
gación respectiva ha dejado de subsistir, constituyen cometidos pro-
pios de los jueces de la causa que no incumbe a la Corte revisar, dada
la índole eminentemente fáctica y de derecho común de tales cues-
tiones (2).

(1) 3 de abril. Fallos: 183:234;.191:490;208:87; 300:649; 301:292; 302:159.
(2) 3 de abril. FaHos: 255:31.
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CLUB <;OMUNICACIONESv: UNIVERSIDAD NACIONAL DE BUENOS AIRES

PRESCRIPCION: Prescripción adquisitiva.

Las CClsasque se encuentran en el comercio son susceptibks de po-
sesión (art. 2.400 del Código Civil), de modo que a partir de dicho
mamerto es, que debe comenzar a correr el plazo de usucapión,

PRESCRIPCION: Interrupción.

No pue,de atribuirse efecto interruptivo ,de la prescripción en los tér-
minos de los arts. 2462, inc. 6~ y 3989 del Código Civil a la escritura
pública por ,la que el Estado Nacional transfirió, el dominio de los
terrenos que se intentan reivindicar, porque en el .otorgamiento de
dicho instrumento no intervino ningún represéntante de la demandada,
de modo que el acto no emana del poseedor, por lo 'que 'es inopobible
a la demandada.

POSESIONo

Sólo puede adquirirse por tradición la posesión de inmuebles mediante
la realización de actos materiales (arts. 2378, 2379, 2380, Y 2468 del
Código Civil), y cuando el inmueble esté libre de toda otra posesión,
y sin contradictor que se oponga a que el adquirente la. tome (art.
2383).

ENTIDADES AUTARQUICAS,

Si bien la creación de las entidades autárq.uicas obedece a, la conve-
niencia de atribuirles personería para el, ejercicio autónomo de fun-
ciones que" de 10 contrario, deberían ser asumidas por la Nación de
modo directo, y que escapa consecuentemente también a las' atribu-
ciones de dichos entes 10 atinente a la posible enajenación del domi.
nio de sus bienes por. acto del Gobierno Nacional, lo que no pueden
desconocer con 'prescindencia de la voluntad legislativa, lo concreto
es .que en' el caso la defensa de prescripción de la Universidad de
Buenos Aires se opone, mediante el 'ejercicio de legítimos derechos
a la', pretensión del reivindicante y no a los del Estado mismo. Es
contra el derecho a la posesión que asiste a la actora que se ha opues-
to la excepción de prescripción adquisitiva por la demandada de ma-
nera quP. no se advierte la supuesta colisión entre ella y la voluntad
del Estado, cuando este último ya 'se desprendió de dicho derecho.
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La circunstancia de hallarse impedida de demandar judicialmente la
enajenaCión jel inmueble !).O configura ninguna causal de suspensión
o de interrupción de la prescripción adquisitiva, cuyo curso se com-
puta desde el día en que comienza la posesión' aunque la persona
contra la cual corriese se encontrare en la i~posibiIidad del ejercicio,
efectivo de sus derechos (art. 3961 del Código Civil).

PRESCRIPCION: Prescripción adquisitiva.

Conforme al arto 101 de la ley 13.031 la Universidad de Buenos Aires,
tenía capacidad para adquirir el dominio de inmuebles, lo que fue rei-
terado por la ley 14.297 en sus arts. 62 y 63. Por su parte, el arto 103
de la ley 17.245 estableció que dicho organismo podía ejercer la po-
'sesión' o adquirir cualquier clase de bienes, y del arto 45 de la ley
20.654 se desprende idéntica facultad. De estos ordenamientos surge
que ninguno privó a la Universidad de la posibilidad de adquirir el
dominio de cosas inmuebles, de manera que al ser la prescripción ad-
quisitiva un modo de adquirir el dominio, no existe impedimento le-
gal alguno que se oponga a la defensa opuesta por la demandada.

'PRESCRIPCION: Prescripción adquisitva.

Las construcciones efectuadas revelan en forma fehaciente la realiza-
ción de actos posesorios en los términos del arto 2384 del Código-
Civil, ejercidos en forma contínua (art. 4015) si, se considera la na-
turaleza y destino de la cosa poseída. Idéntica ,apreciación merece el
hecho de la existencia de alambrados, acto que exterioriza la inten-
ción de someter la cosa al ejercicio del derecho de propiedad.

PRESCRIPCION: Prescripción adquisitiva.

La circunstancia de que el arto 24 de la ley 14.159 establezca que será
especialmente considerada la prueba del pago de impuestos y tasas,
no obsta a qm', mediante otras pruebas se pueda declarar operada la
usucapi6n.

REIVINDICACWN.

La doctrina <;egúnla cual es posible intentar la acción reivindicatoria
a pesar de no haberse obtenido la posesión de la cosa, en el carácter'
de, cesionario implícito o expreso de dicha acciÓn, sólo juega cuando'
el objeto cuya posesión se pretende se encuentra en poder de terce-
ros, pero no cuando es tenido por el enajenante. El actor, pues, sólo
ostenta un derecho personal a obtener la entrega de la cosa en virtud
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de su título, de modo que contra la Nación sólo podría dirigir la
. acción derivada de ese título, la que -por su naturaleza- se halla sujeta
a un pIno de prescripción sensiblemente más breve.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 3 de abril de 1986.

Vistos los autos: "Club Comunicaciones c/Universidad Nacio-
nal de Buenos Aires s/acción reivindicatoria".

Considerando:

1?) Que contra la sentencia de la Sala 1 de la Cámara Nacional
de Apelaciones en lo Civil' y Comercial Federal, confirmatoria de
la dictada en primera instancia, que hizo lugar a la acción reivin-
dicatoria por' la cual se perseguía la entrega de la posesión de la
fracción de terr~no objeto de este litigio, la parte demandada de-
dujo el recurso ordinario de apelación (fs. 434), que fue conoedido
(fs. 435) y fundado (fs. 440/467). La contraparte evacuó el tras-
lado conferido (fs. 469/477).

2,;,)Que el recur:so es formalmente procedente toda vez que se
trata de una sentencia definitiva, recaída en una causa en que es
parte un ente autárquico, y el valor cuestionado, actualizado a la
fecha de interposición, supera el mínimo establecido en el arto 2(
inc. 6?, apartado a, del decreto-ley N,;, 1285/58, modificado por la
ley 21.708, y resolución de la Corte N? 50/85.

3?) Que los agravios vertidos por la apelante, esencialmente, se
refieren a los siguientes aspectos: a) la legitimación activa para
ejercer la acción reivindicatoria por quien nunca ha si~o poseedor
de la cosa; b) su derecho de dominio sobre el inmueble en virtud
de lo dispuesto por los decretos del 4 de setiembre de 1901 (apro-
bado por ley 4174) y N? 7361/57, Y por las leyes 12.249, 13.031,
14.297, 17.245 y 20.654; c) el no acogimiento de la aefensa de pres-
cripción corta fundada en su buena fe y en la ley 12.249 la que, en
su criterio, constituye el justo título; d) el momento a partir del
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cual debe computarse el plazo de la prescripción larga también
opuesta como defensa.

4~) Que por razones -metodológicas y de economía procesal,
conviene examiriar en primer término la excepción fundada en la
usucapión larga, ya que una respuesta favorable a los agravios ex-
presados \ sobre este tópico tornaría innecesario pronunciarse sobre
los restantes (Fallos: 96:2}3; 100:5; 146:304; 182:88).

5?) Que mediante el decreto 14.508/53, el Poder Ejecutivo, en
ejercicio de facultades conferidas por el art. 53 de la ley 12.961,
transfirió a jurisdicción del Ministerio de Comunicaciones de la Na-
ción una fracción de aproximadamente quince hectáreas compren-
dida en el paralelogramo limitado por la avenida Francisco Beiró,
la línea de prolongación al norte de la calle Zamudio, Tinogasta,
la avenida San Martín y la línea de prolongación al norte de la
calle Terrero (v. fs. 116/117). Luego, el decreto 15.859/53 deter-
minó con más precisión la superficie y ubicación de la fracción de
tierra aludida, estableciendo la superfice en 15 hectáreas, 56 áreas
y 50 centímetros cuadrados, y sus límites por la avenida Francisco
Beiró, vías del Ferrocarril Nacional General Urquiza, línea de pro-
longación al norte de la calle General Artigas, Tinogasta, avenida
San Martín y línea de prolongación al norte de la calle Terrada,
conforme a su plano anexo (v. fs. 118/120). Finalmente, la ley 14.313
autorizó al Poder Ejecutivo a ceder al Club Comunicaciones una
fracción de terreno que comprendía a la anterior más una amplia-
ción, ya que en uno de sus lados el límite ya no es la calle Artigas
sino la calle Zamudio y se determina una superficie aproximada
de veinte hectáreas. Respecto de la parte del inmueble compren-
dida en los decretos aludidos, se hizo efectiva la entrega de la
posesión el 8 de octubre de 1953 (v. acta de fs. 22); en cambio la
superficie mayor resultante de la ley "14.313no fue entregada a la
actora y es la que motiva la presente acción real. Por otra parte,
con fecha 18 de abril de 1962 se otorgó la escritura traslativa de
dominio por la que el Estado Nacional cedió al Club Comunicacio-
nes el inmueble determinado por la ley citada (v. copia de fs. 5/
15), título que fue inscripto en el Registro de la Propiedad Inmue-
ble el 28 de mayo de dicho año.
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6':') Que si bien se. muestra controvertida la situación de dichos
terrenos con antelación a la ley 14.313, es indudable que a :partir
de la promulgación de ésta dichos bienes se encontraban en el co-
mercio en los términos del arto 2336 del Código Civil. Ello se des-
prende no sólo de los claros términos de la ley titulada "Cesión
de un terreno fiscal ubicado en la Capital Federal al Club Comuni-
caciones", cuyo art. 1':' dispone: "Autorízase al Poder Ejecutivo a
ceder ... ~', sino también de su discusión parlamentaria, en la que
el senador que hizo uso de la palabra manifestó que el proyecto
de {ley enviado por el Poder Ejecutivo constituía una autorización
"a desafectar del patrimonio fi~caluna fracción de terreno, para
concederla a título gratuito a una entidad -deportiva ... ". Pues bien,
las cosas que se encuentran en el comercio son susceptibles lie
posesión (art. 2400), de modo que a partir de dicho momento es
que debe comenzar a correr el plazo de usucapión (art. 3952'y su
nota), ya que no se advierte ninguna razón que lo impida. Ade-
más, es clara la posibilidad de ejercer la posesión sobre los terre-
nos en cuestión desde el momento señalado si se tiene en cuenta
que sobre gr~ parte del inmueble cedido -según se expuso en el
considerando 5,:,- la actora ya era poseedora.

7':') Que, admitido ello, corresponde det~rminar cuál ha sido la
incidencia de la escritura pública por la cual el Estado Nacional
transfirió el dominio de dichos terrenos a la actora. Al respecto,
es desacertada la afirmación del a qua en el sentido de que dicho
acto jurídico importó la transmisión del dominio, ya que en nues-
tro sistema legal, con excepción de la hipoteca y de algunas .servi-
dumbn~s, lá adquisición .derivada de derechos reales sobre inmue-
bles por actos entre vivos requiere el concurso del título y la tra-
dición, esta última equivalente al modo suficiente (arts. 577, 2609,
3265 y concordantes, del Código Civil) o

Tampoco puede atribuírsele efecto interruptivo. de la prescrip-
ción en los términos de los' artso 2462, inc. 6':' y 3989 del citado
Código porque en el. otorgamiento de dicho instrumento públicó
no intervino ningún representante de la Universidad de Buenos
Aires, de modo que el acto no emana del poseedor, por lo que es
inoponible a la demandada (argo arto .119~).
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Por lo demás, debe descartarse la posibilidad de que la escri-
tura haya importado la configuración del constituto posesorio esta-
blecido por el ,arto 2462, inc. 3\', del Código Civil.' En primer lugar,
aunque cón a~gunas contradicciones, ambas partes están contestes
en qúe la actora no ha tenido la posesión del fundo que pretende
reivindicar y, por otra parte, el funcionamiento de la figura requiere
ineludiblemente un segundo acto jurídico, distinto del precedente,
que justifique la retención alieno domine de la cosa por quien an-
tes era su dueño. Se produce de esa manera un cambio en la causa
de la posesión por acuerdo de partes, lo cual está autorizado en la
medida en que el Código sólo imp\de la transformación unilateral
~art. 2353). En el sub lite, ese segundo acto jurídico no ha existid~,
y difícilmente podía haber sido efectuado si se advierte que el Es-
tado carecía de la posesión efectiva de los bienes transmitidos. Por
último, la, figura en cuestión debe ser examinada con criterio res-
trictivo.

La circunstancia de que en la citada escritura se haga mención
sobre que se "cede y transfiere en ,absoluta propiedad, posesión y
dominio a 'favor del "Club Comunicaciones» una fracción de terre-
no ... " y que el Estado Nacional desiste de "todos los derechos de
propiedad, posesión y dominio que a la tracción cedida tenía y los
traspasa en el «Club Comunicaciones»" (v. fs. 9 y 12) es irrelevante,
pues sólo puede adquirirse por tradición la posesión de inmuebles
mediante la realización de actos materiales (arts. 2378, 2379, 2380,
Y 2468), Y cuando el' inmueble esté libre de toda otra posesión, y
sin contradictor que se oponga a que el adquirente la tome (art.
2383).

8\') Que, en razón de las p:-ecedentes consideraciones, debe aco-
gerse el agravio de la demaridada en cuanto la fecha a partir de
la cual debe comenzar a computarse el plazo de prescripción es la
de la sanción de la ley 14.313 -lo que aconteció en el año 1954-,
y no la de aquella en que se otorgó la escritura N\' 91, el 18 de
abril de 1962. Desde aquel momento la cosa se encontraba en el
comercio jurídico y, por ende, pudo ser poseída a título de dueño
por cualquier persona que tuviera capacidad para ello, de manera
que no parece razonable colocar a la demandada, por su condición
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de ente autárquico, en peor situación que la de un tercero cuando
se halla autorizada a tal efecto (art. 3951), máxime si se tienen en
cuenta los fines de interés público que su actividad implica.

9<;»Que no obsta a lo expuesto el argumento de la actora en
cuanto a que la conclusión antedichá supone la colisión entre los
intereses de un organismo autárquico por un lado, y los de la ad-
ministración a la que pertenece, por otro. Si bien la creación de
las entidades autárquicas obedece a la conveniencia de atribuirles
personería pará el ejercicio autónomo de funciones que, de lo con-
trario, deberían ser asumidas por la Nación de modo directo (Fa-
llos: 221:100; 222:395), Y que escapa consecuentemente también a
las atribuciones de dichos entes lo atinente a la posible enajena-
ción del dominio de sus bienes por acto del Gobierno. Nacional, lo
que no pueden desconocer con prescindencia de la voluntad legis-
lativa (Fallos: 252:375), lo concreto es que en el caso la defensa
de la Universidad de Buenos Aires se opone, mediante el ejercicio
de legítimos derechos, a la pretensión del Club Comunicaciones y
no a los del Estado mismo.

Ello es así porque en virtud de la ley 14.313, y especialmente
con el otorgamiento de la escritura pública, el Estado Nacional se
desprendió, no del dominio, pero sí de sus derechos sobre el inmue.
ble en favor del cesionario aquÍ actor, y es justamente con apoyo
en tales derechos que se ejerce esta acción reivindicatoria. Si bien
el reivindicante no es titular del derecho real que pretende, de ello
no se deriva que carezca en absoluto de derechos toda vez que no
sólo tiene el de obtener que la cosa le sea entregada por el trans-
mitente (arts. 1833 y1834), sino que, además, tiene "derecho a la
posesion", y es por ello que se han establecido medios jurídicos
enderezados a obtenerla (arts. 2468 y 1834, aplicables en el caso).
Es pues, contra el derecho a la posesión que asiste a la actora que
se ha opuesto la excepción de prescripción adquisitiva por la de-
mandada, de manera que no se advierte la supuesta colisión entre
ella y la voluntad del Estado, cuando este último ya se desprendió
de dicho derecho.

10) Que señala la actora en su escrito de fs. 469/477 que el
período anterior al otorgamiento de la escritura no debe ser compu-
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. tado a los efectos de la úsucapión en razón de que, conforme a
lo dispuesto por los arts. 1792, 1793, 1810, inc. 1<;>,y 1812, antes de
la formalización del acto y la aceptación por parte del donatario,
careCÍa de todo derecho a reclamar la transmisión del inmueble, ya
que l~ ley 14.313 sólo "autorizó" al Poder Ejecutivo Nacional a ce-
derlo sin ningún efecto constitutivo de derechos a su favor.

Aun cuando se acepte dicho argumento, ello en nada puede
alterar la suerte del pleito, pues la circunstancia de hallarse im-
pedida de demandar judicialmente la enajenación del inmueble no
configura ninguna causal de suspensión o de interrupción de la
prescripción adquisitiva, cuyo curso se computa desde el día en
que comienza la posesión aunque la persona contra la cual corriese
se encontrare en la imposibilidad del ejercicio efectivo de sus de-
rechos (art. 3961). Explica el codificador en la nota a esta norma
que "en la prescripción de los derechos reales, que está fundada
sobre la posesión de la cosa, ella debe poderse cumplir, a pesar de
los obstáculos temporarios que impidan a la persona en cuyo per-
juicio procede, de ejercer su derecho".

Sólo podría atenderse tal planteo si se dieran las circunstan-
cias previstas por el arto 3980, primera parte -no invocado por el
interesado-, pero el funcionamiento de la dispensa requiere que la
prescripción se cumpla durante el impedimento y que se hagan va-
ler los derechos en el término de tres meses, hechos totalmente
distintos de los acontecidos en el sub lite, en el que no se ha de-
mostrado que entre 1962 y 1974 la actora se hallara imposibilitada
de demandar. Tampoco se ha invocado ni acreditado que se con-
figure en autos la situación prevista por la segunda parte de dicha
norma.

Finalmente, la realización de gestiones extrajudiciales a las' que
alude el a qua, con apoyo en la prueba de posiciones de fs. 134/135,
es irrelevante por carecer de efectos interruptivos de la prescrip-
ción en curso (art. 3986). Además, de las posiciones absueltas por
el representante de la demandada -a pesar de lo sostenido en la
sentencia apelada- no se .advierte la existencia de tales gestiones
ni que hayan mediado actos de reconocimiento por; parte del po-
seedor sino todo lo contrario.
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11) Que, sentado lo anterior, Gorresponde señalar que conforme
al arto 101 de la ley 13.031 la Universidad de Buenos Aires tenía
capacidad para adquirir el dominio de inmuebles, lo que file reite-
rado por la ley 14.297 en sus arts. 62 y 63. Por su parte, el arto
103 de la ley 17.245 es.tableció que dicho organismo podía ejercer
la posesión o adquirir cualquier clase de bienes, y del arto 45 de
la ley 20.654 ~e desprende idéntica facultad. Pues bien, de los dis-
tintos ordenamientos legales que regularon el funcionamiento de
la Universidad surge que ninguno de ellos privó -a ésta de la posi-
bilidad de adquirir el dominio de cosas inmuebles, de manera que
al ser la prescripción adquisitiva un modo de adquirir el dominio
(arts. 2510, 2606, 3947 Y 3948), no existe impedimento legal alguno
que se oponga a la defensa opuesta por la demandada.

12) Que, en razón de -las consideraciones precedentes, es me-
nester precisar si la demandada ha acreditado el ejercicio de una
posesión contÍnua durante veinte años, sin perjuicio de advertir
que prácticamente dicha circpnstancia se encuentra reconocida por

. las partes, pues de no ser asÍ, es d~cir, de no encontrarse la deman-'
dada en posesión de la c?sa, se vería privada de sentido la presente
acción reivindicatoria cuyo objeto es, precisamente, recuperar la
posesión perdida (causa C.230.xX "Corregidor, Felipe Santiagoc/
AmoreIli, Pilar E. Serrano L. de y otros s/ordinario - reivindicación
y cobro de daños y perjuicios", sentencia del 26 de febrero de 1985).

Del informe presentado por los peritos ingenieros a fs. 170/
178 surge la existencia de construcciones de antigua data en el pre-
dio cuya reivindicación se pretende, tales como un chalet destinado
a vivienda en la esquina' que forman las calles Tinogasta y ~amu-
-dio, un edificio situado en la esquina formada por la calle Zamudio
y por la calle interna par,alela a las vías del Ferrocarril, del cual
una mitad se destina a funciones docentes y en el resto existen ta-
lleres de máquinas agrícolas, un -galpón construido en 1912, entre
cuyas' características -que también son allí descriptas-, pueden
destacarse la existencia de baños, cocinas, instalación eléctrica, y
provisión de agua corriente, gas y cloacas. Al respecto es suficien-
temente ilustrativo el plano de mensura obr,ante a fs. 169. Tales
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circunstancias fueron corroboradas por la prueba testimonial ren-
dida a fs. 255, 256 Y 266/261.

Tales construcciones revelan en forma fehaciente la -realización.
de actos posesorios en los términos del arto 2384 del Código Civil,
ejercidos en forma contínua (art.' 4015) si se considera la natura-
leza y destino de la cosa poseída. Idéntica apreciación merece el
hecho de. la existencia de alambrados -según se desprende del ci-
tado informe-, acto que exterioriza la intención de someter la cosa
al ejercicio del derecho de propiedad (art. 2351; Fallos: 182: 88).

13)-Que, sin perjuicio de observar que la actora no ha inten~
tado prueba alguna en contra de la posesión adquirida por la con-
traria, existen otras constancias en la causa demostrativas del ani-
mus rem sibi habendi por parte de la demandada. Así, por ejem~
plo, puede citarse la nota obrante a fs. 209 en la que el delegado
interventor calificó de "despojo" a la cesión de terrenos efectuada
por el gobierno anterior en beneficio del Club actor. La resolución
N'? 487/56 del entonces interventor nacional de la Universidad de
Buenos Aires resolvió dirigirse al Ministro de Educación a los efec-
tos de solicitarle que gestionara ante el Poder Ejecutivo la deroga-
ción de los decretos 10.005/48, 14.508/53, 16.925/54 Y la ley 14.313
(v. fs. 216/217). _Asimismo, del expediente administrativo agregado
por cuerda ~e desprende que la conducta observada por las auto-
ridades de la Universidad fue contraria a la decisión instrumen-
tada por los decretos 14.508/53 y 15.589/53 (fs. 10/Ú, expte. N'? 2252/
53), de los que con posterioridad a la entrega de la posesión se
solicitó aclarato!ia ante el Ministerio de Educación (fs. 23, expte.
cit.) y que fue motivo de diversos dictámenes jurídicos.

Es indudable la existencia de animus domini por parte de la
demandada con respecto al terreno en litigio pues siempre se com-
portó respecto de éste como si fuera el dueño, sin reconocer nin-
gún derecho sobre aquél al Club Comunicacione~. Tampoco ha pro-
bado el interesado que dicha posesión fuera turbada y, por lo de-
más, la posesión fue ejercida en forma pública y pacífica.

Por último, la circunstancia de que el arto 24 de la ley 14.159
establezca que será especialmente considerada la prueba del pago
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de impuestos y tasas, no obsta a que mediante otras pruebas se
pueda declarar operada la usucapión y, además, ha resuelto este
Tribunal que dicha prueba reviste mayor importancia cuando se
trata de la demostración de la prescripción entre particulares (Fa-
llos: 253:53).

14) Que, no obstante lo expuesto en los considerandos prece-
dentes, cabe señalar que aun de aceptarse la tesis esgrimida por
la actora acerca de la casi total identidad entre los organismos
autárquicos y el Estado Nacional, de modo que las facultades lega-
les de aquéllos serían sumamente reducidas, tampoco así sería dis-
tinta la suerte del litigio. Ello porque, en primer lugar, la demanda
no podría ser admitida en razón de que debería darse intervención
en el litigio a la Nación (doctrina de Fallos: 241:218; 250:676; 252:
375) y, además, de haberse trabado la litis con el Estado Nacional
la acción reivindicatoria sería improcedente pues no es ésta la vía
adecuada para reclamar la entrega de la cosa del propio transmiten-
te, quien mientras no haga tradición de ella sigue. siendo su dueño
(v. la ilustrativa nota del codificador al Título IV del Libro III y
art. 577 y su nota). Precisamente, la doctrina invocada por el de-
mandante según la cual es posible intentar la acción reivindicatoria
a pesar de. no haberse obtenido la posesión de la cosa, en el carác-
ter de cesionario implícito o expreso de dicha acción, sólo juega
cuando el objeto cuya posesión se pretende se encuentra en poder
de terceros, pero no cuando es tenido por el enajenante. El actor,
pues, sólo ostenta un derecho personal a obtener la entrega de la
cosa en virtud de su título, de modo que contra la Nación sólo po-
dría dirigir la acción derivada de ese título (en el caso, arts. 1833
y 1834), la que -por su naturaleza- se halla sujeta a un plazo de
prescripción sensiblemente más breve.

15) Que, en consecuencia, por estar cumplido el plazo de pres-
cripción veinteñal previsto por el art. 4015 a la fecha de promo-
ción de la demanda -~O de junio de 1976 conforme al cargo de
fs. 20-, corresponde acoger los agravios vertidos por la demandada
sobre el punto y hacer lugar a la excepción de prescripción opuesta
por dicha parte al progreso de la acción reivindicatoria incoada
por la actora.
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Por ello, se hace lugar al recurso ordinario de apelación inter-
puesto y se revoca la sentencia apelada; rechazándose la acCión
reivindicatoria. Costas por su orden en razón de la complejidad
de las cuestiones jurídicas planteadas en la causa (art. 68, Código
Procesal Ci~il y Comercial de la Nación).

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT
- JORGE ANTONIO BACQUÉ.

CLEMENTE ORELLANAv. NESTOR ORELLANA

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por el territorio.
Lugar de ubicación del inmueble.

Si la demanda entablada persigue la escrituraGión de la. conpraventa
convenida en un boleto referente a un inmueble situado en la pro-
vincia de Santiago del Estero, y en el cual no se ha pactado el lugar
de cumplimiento de la obligación, debe entenderse implícitamente
que lo es el de la ubicación de aquél, por ser allí donde -segun los prin-
cipios de la legislación vigente- puede verificarse la tradición del
inmueble vendido, lugar que debe prevalecer sobre el del juez del
domicilio demandado o, en su caso, el de la celebración del contrato (1).

SALVADOREDUARDOLOPEZ

DEPRECIACION MONETARIA: Intereses.

Cuand') no existe deuda alguna de capital por haber sido éste total-
mente saldado, la prohibición del ¡¡rt. 623 del Código Civil no tiene
sentido ni razón de ser, de modo que si únicamente se adeuda una
sola suma de dinero debe estimarse que se ha transformado en una
deuda "autónoma" que, por disposición del art. 622 del mismo código
debe d~vengar intereses en caso de mora. De modo que, frente al carác-
ter autónomo de la deuda y al retardo en el pago, corresponde com-
putar la depreciación operada con posterioridad al devengamiento del
crédito.

(1) 3 de abril. Fallos: 247: 752; 258: 111; 263: 581:
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 3 de abril de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Elisa Clau-
dia Torriglia y Myrna Beatriz Xorriglia en la causa López, Salvador
Eduardo s/p.s.a'. homicidio culposo".

Considerando:

1?) Que contra el pronunciamiento de la Cámara en 10 Crimi-
nal y Correccional de la Ciudad de Villa María, Provincia de Cór-
doba, que desestimó el pedido de reaj~ste por depreciaCión mone-
taria de los intereses moratorias impagos y de los gastos causídicos,
los actores civiles dedujeron el recurso extraordinario cuyadene-
gación origina la presente queja.

2?) Que los agravios de los apelantes suscitan cuestión féderal
suficiente para su consideración en la vía intentada, habida cuenta
de que ponen de manifiesto un agravio de imposible reparación
,ulterior y de que lo decidido, bien que vinculado a temas fácticos
y de derecho común y proc,esal, conduce a la frustración de dere-
chos que cuentan con amparo constitucional.

3?) Que, en efecto, con respecto a la procedencia de la actua-
, lización de los intereses moratorias, la Corte -en el precedente

"Viannini S.P.A.y Supermercado SAI.C. c/Obras .Sanitarias de la
Nación s/cobro" del 2 de marzo de 1982, causa V.3'xIII- deslin-
dó el ámbito de aplicación del art. 623 del Código Civil, al señalar
-entre otros fundamentos- que "cu<:ind()no existía deuda alguna
de ,capital por haber sido éste totalmente saldado, la prohibición
de lá ley no tenía' sentido ni razón de ser ... ';; "de modo que si
únicamente se adeuda una sola suma de dinero", debía ,estimarse
'que se había transformado en una deuda "autónoma" que, por
dispos~ción del arto 622' del mismo código, debía devengar intere-
, ses en caso de mora.
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4,;,).Que, por ser ello así, frente al carácter autónomo de la
deuda y al retardo en el pago., la solución del. caso debe. sustentarse
en la aplicación de la doctrina que sanciona el incumplimiento me-
diante el reconocimiento del derecho que, en situaciones análogas,
autoriza a computar la depreciación operada con posterioridad al
devengamiento del crédito (conf. autos P.303.XX. "Pereira, Dora
Aída cjCoppari, Roberto y Esso S.A.P.A." del 11 de marzo de 1986).

5';') Que igual solución cabe dar al agravio referente a la actua-
lización de los gastos causídicos, sobre todo cuando el deudor se
encuentra en mora en el pago de las erogaciones que demandó el
pleito, hecho no contemplado debidamente en la resoluCión y que
priva a la acreedora de obtener reparación plena del daño sufrido
al hacer pesar parcialmente sobre ella un daño accesorio surgido
de la necesidad de litigar en justicia.

6';') Que, en tales condiciones, la sentencia en recurso debe ser
descalificada como acto jurisdiccional, pues las razones expresadas
ponen de manifiesto que media nexo directo e inmediato entre lo
resuelto y las garantías constitucionales que se dicen vulneradas
(art. 15, ley 48), sin que sea óbice a ello la ausencia de queja por
denegación del recurso local, atento a que las razones que se die-
ron con anterioridad para denegar esa vía son persuasivas de su
inexistencia, y de que la dualidad de remedios deducida oportuna-
mente tuvo por finalidad cubrir todas las instancias posibles para
acceder al reconocimiento oportuno del derecho.

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario y se
deja sin efecto la sentencia interlocutoria de fs. 385. Con costas.
Vuelvan Jos autos al tribunal de origen a fin de que, por medio de
quien corresponda, proceda a dictar nuevo fallo con arreglo a lo
expresado.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI - JORGE ANTONIO ÉACQUÉ. /
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JORGE ERNES10 DE DONATO v. COMISION MUNICIPAL DE LA VIVIENDA

RECURSO EX1 RAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Exclusión de las cuesti011es de hecho. Varias.

Lo atinente a no hallarse cumplidos en el caso los recaudos exigidos
por el arto 28 de la ley 19.549, remite al examen de cuestiones de
hecho y prueba ajenas a la instancia extraordinaria, máxime si se tie-
ne en cuenta que la sentencia apelada cuenta con fundamentos su-
ficientes que impiden su descalificación en los términrs de lá doc-
trina de( la arbitrariedad (1) .

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiof1es 110 federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recw'so. Exceso ritual manifiesto.

Reviste un rigor formal injustificado, y corresponde dejar sin efecto-
el pronunciamiento que rechazó la demanda de amparo por mora de
la administración, pues frente a las razohes dadas por el apelante- con
relación a sus condiciones familiares, a sus dificultades para conse-
guir viviC'nda. a las políticas enunciadas por la autoridad competente y
a su inscripción en los planes correspondientes de la Comisión Muni-
cipal d~ la _Vivienda, la demanda no debió ser rechazada in limine
y sin requerir un informe a la aútoridad competente, ya que la ne-
cesida::l de respuesta sobre un problema de vital im~ortancia para el
demandante -poseedor de una familia numerosa que aspira a la uti-
lización de un plan oficial para lograr acceso a una vivienda digna-
no puede ser desatendido por completo -sobre la base de consideracio-
nes procesales -insuficientes (Disidencia de los Dres. Carlos S. Fayt y
Jorge Antonio Bacqué).

ABEL BONORINO PERO y OTROS v. NACION ARGENTINA
(MINISTERIO DE EDUCACION y JUSTICIA) .

SENTENCIA: Ejecució¡1.

Respecto al período que debe abarcar la liquidación en el caso en
que se hizo lugar .al amparo por disminución de las compensaciones
de los Jueces está claro, de acuerdo a lo decidido, que el límite tem-

(J) - 3 dE' abril.
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poral objetivo de aquélla se circunscribió hasta el mes de mayo, in-
clusive, de 1985.Por otra parte, la metodología empleada por la Sub-
secretaria de Administración, es un procedimiento técnico de suficien-
te razonabilidad que, en el período tenido en cuenta por la decisión
no produce el agravio económico que aduce el Estado.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL SUBROGANTE

Suprema Corte:

1?) Está claro que la Constitución "asegura el valor real de las
remuneraciones judiciales" y por ello instituye un mecanismo apto
para enfrentar "las fluctuaciones de la moneda", prohibiendo la
disminución de las compensaciones -de los jueces- en manera
alguna (art. 96 CN). Se trata, al decir de Dromi -El Poder Judi-
cial, edic. Unsta, Tucumán 1982, p. 139- de una situación consti-
tucional "prevista".

2?) No dudamos en sostener, con Sagüés -La desvalorización
monetaria y el pl'incipio constitucional de irreductibilidad de 'las
compensaciones judiciales, en J.A. 1977-IV, p. 730 y ss.- que el
art. 96 instrumenta una prerrogativa inspirada en razones de bien
común público. Y, a la vez, que las razones que explican el pre-
cepto deben buscarse: a) en el ánimo de independizar al Poder
Judicial del Poder Legislativo,' de colocarlo fuera del alcance y aún.
de la sospecha de cualquier influencia de aquel poder; b) esta-
blecer una valla también frente al Poder Ejecutivo, sea en los pe-
ríodos de facto, sea, durante los tramos constitucionales, ante su
derecho de proyectar la ley en materia de presupuesto (arts .. 68
y 86 CN); c) salvaguardar al Poder Judicial de cualquier tipo de
presión, pública o privada, en pro de una real independencia de
acción y criterio de los magistrados, sin. distinción de personas,.
poniendo iguaJ interés en el pobre que en el rico; d) asegurar el
principo de inamovilidad, puesto que para llevar a cabo la preten-
.sión de doblegar o desarticular una Judicatura, no hay procedi-
miento más simple y concluyente que alentar el éxodo de funcio-
narios y magistrados, a través de un empobrecimiento paulatino
y progresivo; e) tiende también a asegurar una sucesión de hom-
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bres sabios en los tribunales, quienes a consecuencia de un cierto
sueldo seguro, están en aptitud y son inducidos a abandonar las
ocupaciones lucrativas de los negocios privados, por los deberes de
ese importante puesto -Kent, J., Del gobierno y jurisprudencia
constitucionál de los Estados Unidos, traduc. de A. Carrasco Albano,
p. 128-; f) alejar a los magistrados de las angustias económicas,
como modo de garantizar una auténtica independencia del juez co-
mo persona; g) afirmar una remuneración que haga al juez hones-
to, en palabras de Joaquín V. González, exento de la pasión del
lucro y de los poderosos. impulsos de la necesidad, que lo lleva-
rían a l/buscar ilegítimas ganancias o a descuidar sus funciones
públicas por los oficios privados"; h) instituir un mecanismo re-
muneratorio apto para enfrentar las fluctuaciones de la moneda y,
de este. modo, asegurar el valor real de las remuneraciones judi-

ciales.

3?) Si bien algunos de estos fundamentos han sido tachados,
por un sector de la doctrina, de ser el producto de una mentalidad
exacerbadamente liberal, puritana y calvinista, para la cual el di-
nero se confunde con la libertad (money is liberty) y el progreso
material se asocia con la independencia, estamos absolutamente
convencidos, desde una posición realista, que ello no es así. Muy
por el contrario, observamos que el descalificar la lucha por un sa-
lario justo, sea de los jueces o sea de los profesores universitarios,
o de quien fuere en el ámbito de la función pública, importa privi-
legiar criterios plutocráticos o elitistas, incompatibles con una de-

mocracia verdadera.

4?) Otros, de los fundamentos recordados, han sido cuestiona-
dos de entrañar el planteo de una cuestión política pura, acto
político o de gobierno, cuyo acceso a la jurisdicción se encuentra
vedado y, por tanto, que escapa al control de los jueces. Pensa-
mos que no es así. Que el art. 96 provoca en cada juez el deber
de oponerse a todo intento de disminución de sueldos, ya que no
está en sus manos abdicar de algo puramente personal, sino de
orden público constitucional, como lo ha declarado la Corte Su-
prema de los EE.UU.. en autos O'Donoghue v. United States, y lo
ha repetido nuestro más alto tribunal en Fallos: 176:92. Se trata,
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al decir del Superior Tribunal de La Rioja, lA 1963cI-527, de una
garantía típicamente irrenunci~ble, sea en forma personal o colec-
tiva. El no reajustar debidamente, a tono con. la pérdida del poder
adquisitivo de la moneda, es sí un acto de gobierno; empero, pese
a la finalidad política trascendente o superior que el mismo pueda
tener, en la medida en que afecta a los particulares en sus derechos
subjetivos, puede ser impugnado ante los tribunales judiciales. Y ello
es así, sea que se recepte el distingo, propugnado por un sector de
la doctrina publicística nacional, entre acto político o de gobierno
y acto institucional, sea que se entienda que tiene por fin inme-
diato la seguridad económica de quien desempeña el cargo, la de-
fensa de su derecho de propiedad a una remuneración a cubierto
de las fluctuaciones de la moneda.

5?) Estos primeros parágrafos nos ubican en. el quid de la
cuestión, permiten aventar dificultades que son extrañas a ella y
nos ayudan a adentrarnos en los "vericuetos" formales. La exis-
tencia de una situación constitucional prevista hace que su desco-
n()cimiento -el no hacer el reajuste debiendo hacerlo- entraña la
inconstitucionalidad de las normas que fijan o mantienen los emo-
lumentos desactualizados. Sin perjuicio de las dudas que la tipi-
ficación de una cuestión como ~'política" encierra, creemos que el
Estado de Derecho es incompatible con el mantenimiento de un
Estado, sea Nacional o Provincial, que pretende eludir la "respues-
ta" adecuada y legalmente impuesta, con el argumento de la poli-
ticidad del tema. Los avances del Derecho en orden' a la respon-
sabilidad de los Poderes del Estado, cualquiera sea él, o el órgano
jerarquizado o la facultad distr.ibuida, no se compadecen con la
actitud de esgrimir un escudo eximente, detrás del cual puede es-
conderse la violación a la Constitución y el perjuicio a los par-
ticulares.

6?) La trascendencia o el eco que la cuestión justiciable tiene,
no empece a que se consideren reunidos los extremos del arto 1?
de la ley 16.985: omisión de la au~oridad pública, que lesiona dere-
chos o garantías explícitamente reconocidos por la Constitución Na-
cional. El interés que se tiende a tutelar es el individual, aunque
la decisión pueda trascender dicho interés. Nadie puede negar que
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el menoscabado. en su derecho a una retribución no disminuida es
el propio juez demandante, aunque se pueda considerar afectado el
Poder Judicial, como antes hemos señalado.

79) No nos parece que se viole el derecho de defensa, con el
planteamiento por esta vía de amparo de la cuestión del art. 96
. de la Constitución Nacional. Está muy claro en autos que el de-
bate ha sido amplio, completo y exhaustivo. La doctrina nos enseña
que una exégesi's liviana del inc. d) del arto 29 de la .ley 16.986 pue-
de llevar a la desvirtuación de todo amparo, a través del fácil re-
chazo del juicio. Por lo demás, si se aceptan las premisas expues-
tas, en parágrafos anteriores, la cuestión a resolver aparece como
clara y transparente, así como se muestra, sin conos de sorilbras,
la evidencia de la ilegalidad o arbitrariedad del "no hacer" del
Estado.

89) El inc. d) in fine, del art. 29 de la ley 16.986, no importa
una valla infranqueable a la regla constitucional, arto 31, y, por
ende prescripción obligatoria, que dispone que todo juez, en todo
pleito, debe estudiar la concol:dancia de cualquier norma con la
Constitución Nacional. También es el juicio ,de amparo terreno
propicio para practicar esa obligada tarea judicial, porque el dere-
dio constitucional argentino, al decir de Sagüés, no ha previsto
especie alguna de pleitos en que los jueces puedan fallar con pres-
cindencia del texto constitucional. Es sabido que esa tesitura, sos-
tenida en el caso "Outon" fue prolongada luego por otros fallos
de esta Corte. Cabe agregar que los actores articularon oportuna-
mente la inconstitucionalidad del mencionado inc. d), del arto 29.

99) El escollo que se deduce de la prescripción del art. 29,
inc, e), de la ley 16.986, necesidad de presentar la demanda de am-
paro dentro de los quince días hábiles a partir de la fecha en que
el acto fue ejecutado o debió producirse, no es insalvable en la
medida en que con la acción incoada se enjuicia una arbitrariedad
o ilegalidad continuada, sin solución de continuidad, originada, es
verdad, tiempo antes de recurrir a la justicia, pero mantenida al
momento de accionar y también en el tiempo siguiente. No es un
hecho único, ya pasado, cuyo juzgamiento tardío comprometa la
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seguridad jurídica, ni un hecho consentido tácitamente, ni de aque-
llos que. en virtud de su índole deben plantearse en acciones ordi-
narias; se trata, por el contrario, del deterioro de mi sueldo de
hoy, que sumado al deterioro de meses anteriores y posteriores,
completa un cuadro de perjuicio o menoscabo máximo que, de
pronto, se presenta como cuestión urgente que no admite las dila-
ciones de otros mecanismos judiciales. Es del caso insistir en que
estamos frente a un dilema de hierro para el juez: si acciona ante
la primera remuneración depreciada, puede razonablemente contes-
társele que el hecho carece de la significación necesaria como para
constituir una lesión a un derecho subjetivo; puede incluso plan-
tearse la falta de prudencia del juez, su intolerancia o apresura-
miento. Y si, como en autos, se dejan pasar unos meses, a la espera
de la solución justa, se imputa al accionan te la desactualidad de la
lesión. Pensamos que en la especie la lesión es a la vez, inescindi-
blemente, actual y pasada.

10) La expresión "en manera alguna" que contiene el arto 96
nos está indicando la amplitud de la protección. No se trata en-
tonces de limitar los alcances de la garantía, que conlleva al ajuste
operativo, a los casos de disminución' dolosa o intencional, o mera-
mente culposa o negligente; o bien disminución para menoscabar
la independencia de los jueces. El hecho debe juzgarse en sí
mismo, en su antijuridicidad objetiva, con prescindencia del ánimo.
de quien debiendo hacer no hizo. Y, por lo demás, el deber de
seguridad o garantía frente a los jueces se viola también de modo
objetivo, co~ la comisión del daño injusto que significa el pago de
una remuneración aguada o desvalorizada.

11) El recurso a los índices oficiales del INDEC nos parece
inobjetable. No creemos que pueda hacerse una división tajante
entre índices para el sector público y para el sector privado, como
si hubiera reajustes de primera y de segunda categoría o bien re-
ajustes que nada tienen que ver con el costo de vida.

12) . Hemos puesto el acento, citando al Superior Tribunal de
La Rioja, en el carácter irrenunciable de la garantía, que el arto 96
otorga a los jueces. Es un derecho concedido "menos en el interés
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particular de las personas, que en mira del orden público", confor-
me al art. 872 del Cód. Civil. De donde no puede plantearse con efi-
cacia ni la falta de reserva al percibir esos emolumentos injustos
ni el hecho del juramento, puesto que antes de jurar "por el sueldo
que el cargo tenía asignado", los jueces juraron por la Constitución.
Nos parece, asimismo, que nada empece que a los fines de calcular
el deterioro se vaya más allá de la época del juramento o se retro-
traiga el cálculo a una fecha en que, alguno de los actores, no eran,
magistrados. Pensamos que no hay otra forma de calcular el haber
justo que mirando hacia atrás y que no hay relacÍón entre esa mo-
dalidad .operativa o de cálculo y la circunstancia de pertenecer o no,
para tal tiempo, al Poder Judicial.

13) La cuestión debatida no ha devenido abstracta. Si bien la
ley 23.199 ha consagrado la" autarquía del Poder Judicial y"con ella
resuelta la cuestión de conformidad con el arto 96 de la Constitu-
ción, en orden" a dar una solución a la irreductibilidad de las com-
pensacione"s, lo cual ha tenido principio de ejecución con la Acor-
dada N'? 38/85, ello es desde la fecha de tales actos y para el fu-
turo. Queda pendiente entonces la situación anterior. La situación
es similar a la que plantea la reincorporación a su cargo del em-
pleado cesanteado arbitrariamente; quedan pendientes los perjui-
cios irrogados.

14) Estamos convencidos de que el reclamo de la diferencia
entre la retribución justa y la injusta o depreciada, que es ahora
el tema en debate, no es un asunto ajeno al juicio de amparo. Mu-
cho menos cuando el tema aparece de este modo en virtud de he-
chos sobrevinientes a la demanda, nacidos de la voluntad unilateral
de la parte demandada.

15) A esta altura de nuestra expOSlClOnsurge' claro que no
compartimos el criterio de la Sala acerca de la inaplicabilidad a
la especie juzgada de las prescripciones de la ley 16.985. Juzgamos
que no hay contradicción en sostener, por una parte, que la norma
del arto 96 es en sí misma autosuficiente, operativa a la ~ez que
dispositiva, y predicar, por otra parte; que el amparo es lá vía ade-
cuada para pedir que cese la disminución de los sueldos del juez
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y, a la vez, que se les reconozca el derecho a percibir los importes
integrativos de su salario justo.

16) Y también surge claro que interpretamos que las sumas
caídas por d~svalorización monetaria o sumas que deben integrar
por mandato constitucional el sueldo, deben pagarse desde la fecha
del juramento de cada uno de los actores hasta el 31 de mayo de
1985.y esa solución se impone, sea que se funde en el carácter ali.
mentario del salario, que lo parifica con los haberes j~bilatorios,
según el voto en disidencia del vocal Ekmekdjian, sea que se con-
sidere, tal como lo hemos destacado, el carácter irrenunciable de
la garantía del arto 96.

17) En lo atingente a la prescripción del inc. a) del art. 2<;>
de la ley 16.986, entendemos que no basta que haya una vía pro-
cesal, de cualquier Índole, para desestimar un pedido de amparo.
Hay que considerar, como tiene dicho la doctrina más autorizada,
si tal trámite es auténtjcamente operativo para enfrentar el acto
lesivo. Y con base en ese argumento ha dicho la Corte que el am-
paro es viable, aun habiendo otros procedimientos admisibles o
previstos, cuando el empleo ordinario de éstos, según las caracte-
rísticas del problema, pudiera ocasionar un daño grave e irrepa-
rable -CSJN, Fallos: 268:159; 267:215; 241:291-; o cuando se co-
rra el riesgo de brindar al recurrente una protección legal, pero
posterior a su ruina -LL, 139-753-. La situació.n de quien ve dis-
minuida mes a mes su única entrada, su salario vital, na admite

, dilaciones o demoras. de ningún tipo. Su urgencia da pie a la vía
de amparo. De no ser así el remedio llegaría luego del abandono
de la función o de la pérdida del estilo o tipo de vida al cual el
juez tiene un derecho inalienable.

18) El margen o la cuantía de la disminución no es relevante
a los fines de la decisión del litigio. Volvemos a la expresión "en
manera alguna" y deducimos que cualquiera sea esa disminución
del 1 %, del 5 % o del 60 %, debe ella ser corregida, durante todo el
período de duración del servicio. El criterio puesto tiende a man-
tener la intangibilidad desde el juramento o. desde la demanda, y
se basa en realidades y no en conjeturas.



474 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

19) Empero, nos parece obvio señalar que aún cuando los
cálculos se remonten a una época anterior a la. demanda, debe
estarse a lo peticionado, es decir a limitar la condena al pago de
haberes reajustados o mejor diferencias, desde octubre de 1984,
inclusive, a mayo de 1985. No hay, en consecuencia,. decisión que
vaya más allá de lo pedido en la demanda.

20) La imposición de costas al vencido aparece dispuesta por
el arto 14 de la ley 16.986. No se da la cesación del "acto u omisión
en que se fundó el amparo", pues, lo reiteramos, la situación sólo
ha sido resuelta para el futuro, y no se ha dado solución satisfac-.
toria, en cambio, al reclamo de la diferencia a partir de octubre
de 1984. Creemos que en la causa de autos hay una parte vence-
dora y una parte vencida y, por tanto, que la imposición es inex-
cusable.

21) Los parágrafos precedentes apuntan a contestar los agra~
vios que dan pie al recurso extraordinario, ya sea en punto a la
supuesta inconstitucionalidad de la sentencia de la Sala, sea en or-
den a la arbitrariedad alegada. Sostenemos que no existe funda-
mento razonable para tales alegaciones; que la sentencia se ajusta
a la Constitución, cuyo art. 96 tiende a reconocer en su vitalidad
operativa, y a la normativa vigente, siendo. una derivación razo-
nada y justa de la misma. Debe tenerse en cuenta la "limitación"
expresada a fs. 536, en cuanto a que la fecha tope de los cálculos
es el mes de noviembre de 1983. Buenos Aires, 30. de octubre de
1985. Jorge Mosset ¡turraspe.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 4 de abril de 1986.

Visto el proyecto de liquidación elevado por la Subsecretaría
de Administración de la Corte Suprema de Justicia de la Nación
que corre a fs. 576/690, y las impugnaciones efectuadas por el Es-
tado Nacional a fs. 705/706 y la contestación de los actores obran-
te a fs. 709/711, y
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1'?) Que este Tribunal, en la resolución de fs. 573/574, y en fase
de ejecución, con arreglo al arto 16, apartado final, de la ley 48,
determinó las bases a las cuales debía ajustarse la liquidación.

2?) Que mediante dicha resolución el Tribunal ejercitó las facul-
tades que le asisten a los efectos de hacer cumplir la sentencia
definitiva dictada a fs. 553/561, etapa ésta de la ejecución que ha
quedado precluida.

3?) Que; respecto al período que debe abarcar la liquidación,
está claro, de acuerdo a lo expresado en el considerando 4? de la
resolución de fs. 573/574, que el límite temporal objetivo de aqué-
lla se circunscribió hasta el mes de mayo, inclusive, de 1985.

4?) Que la metodología empleada por la Subsecretaría de Ad-
ministración, según se desprende de los p'recedentes de esta Corte,
es un procedimiento técnico de suficiente razonabilidad que, en el
período tenido en cuenta por. esta decisión, con arreglo a lo decla-
rado en el considerando 3':', no produce el agravio económico que
aduce el Estado.

5?) Que lo manifestado en la sentencia de mérito en el sentido
que las retribuciones actualizadas debían preservarse en el futuro
(considerando 5? de dicha sentencia) es una afirmación de mera
certeza que, por su índole, no acarrea ejecución, y que sólo podrá
poner en movimiento los mecanismos jurisdiccionales cuando ope-
ren las circunstancias de excepción enunciadas en la sentencia alu-
dida, hipótesis actualmente conjetural y ajená al marco de actua-
ción específica del tribunal en esta causa.

Por ello, oído el señor Procurador General Subrogante, que
comparte las razones expuestas, se dispone:

1) hacer lugar a la impugnación de la parte demandada en
cuanto al período de la liquidación, que deberá comprender sola-
mente los meses de octubre de 1984 a mayo de 1985, ambos in-
clusive;
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2) rechazar la impugnación formulada por. la accionada en cuan-
.to al método de actualización empleado en el proyecto de liquida-
.ción considerado;

3) devolver las actuaciones a la Subsecretaría de Administra-
ción para que, en el plazo de veinte días, reformule dicha liqui-
dación con ajuste a los criterios señalados. - Augusto Mario More-
llo - Germán Bidart Campos - Luis Moisset de Espanes - Ernesto
R. Gavier - Roberto A. N. Terán Lomas - Jorge Mosset Iturraspe.

JOEL BILLORDO y O.TROSv. ASOCIACION CIVIL JOCKEY CLUB

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. C¡A.estiones no federales.
In(erpretación de normas locales de procedimientos. Casos varios.

Es improcedente "el recurso extraordinario deducido contra el pro-
. '

nunciamiento que no hizo lugar al reclamo de los actores ~quienes
desempeñan tareas administrativas para el' Jockey Club de lunés a vier-
nes y trabajan en reuniones hípicas los sábados, domingos y feriados-
dirigido a obtener el otorgamiento. de los descansos semanales' com-
pensatorios correspondientes a las tareas cumplidas los días sábados,
domingos y feriados o en su defecto el pago del recargo 'del 100%
por esos servicios, de conformidad con lo dispuesto en. las leyes 4661,
n .544, decreto-ley 2446/56 y sus decretos reglamentarios. Ello es así
pues el a quo resolvió la cuestión planteada sobre la base de la in-
terpretación y aplicación de normas de carácter procesál -arts. 59 Y
94 de la ley 18,345- con fundamentos suficientes que, al margen de
su acic-:rto o error, le otorgan validez corno acto judiCial (1) .

ACEBO S.A.C.I.I.F. v. PROVINCIA DEL NEUQUEN

REIVINDICACJON.

La acción reivindicatoria debe ser dirigida contra quien se encuentre
ejerciendo la posesión 'de la cosa, eón el objeto de recuperarla (arts.
2758, 2772 y concordan tes de Código Civil).

(1) 4 de abril. Fallos: 287:237.
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No es aplicable al caso el arto 2782 del Código Civil si, formulada la
declaración del nombre y residencia de la persona a cuyo nombre se
tiene h cosa, al contestarse la demanda, y a pesar del reconocimiento
de la situación por parte del tercero citado al juicio, la actora no di-
rigió su demanda contra el indicado. como poseedor sino que insis-
tió en atribuirle tal carácter a la provincia demandada. Al no haber
sido demandado por reivindicación el citado como tercero, es impro-
cedente pronunciarse acerca de la defensa de usucapión opuesta por
éste en subsidio al progreso de la acción. La pretensión formulada
en el 31~gatode que se condene también a .dicho tercero es improce-
dente por constitllirun extemporáneo intento de alterar la relación
procesal.

REIVINDlCACION.

Si las ,:onstancias dcl caso no permiten afirmar que la Provincia del
Neuquén haya realizado el mejoramiento de la pista. de aterrizaje con
la. intención de hacerse poseedora del terreno sobre el cual ésta se
asienta y se ha presentado la entidad Aeroclub de San Martín de
los Andes y se dice poseedora del terreno' en que se asienta la pista
de aterrizaje, calidad ésta que también le es atribuida por la deman-
dada, la prueba sobre la posesión de la última debe ser de aprecia-
ción estricta porque dos posesiones iguales y de la misma naturaleza
no pueden concurrir sobre la misma cosa (art. 2401,Código Civil).

REIVINDICACION.

Para tener por configurada la desp'osesión por parte de la provincia no
basta con la realización de parte de ésta de actos materiales -en
el caso el mejoramiento de la pista de aterrizaje- de los que resulte
una exclusión absoluta del poseedor, sino que es preciso también que
sean ejecutadas con intención de poseer (arts. 2455, 2496 Y 2497), as-
pecto que la actora no ha conseguido demostrar. La posesión está in-
tegradi por Jn elemento subjetivo, el animus do mini (art. 2351), que
requiere comportarse sin reconocer en otra persona el derecho de
propiedad (art. 2352); en el supuesto de autos la provincia ha reco-
nocido en un tercero el derecho de dom.inio, lo que la priva de dicho'
elemento subjetiv'J.

DAROS Y PERJUICIOS: Responsabilidad del Estado, Casos varios.

Al no prosperar la acción reivindicatoria por no haber probado el ac-
tor la posesión de la demandada, carece de sustento su pretensión de
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que se le indemnicen los daños derivados de la ilegítima ocupaClOn
del inmueble, porque tal pretensión -ac~esoria de la principal (arts.
2756 j 2787, Código Civil)- sólo sería viable en el supuesto de una
reivindicación triunfante contra el poseedor de mala fe (arts. 2438 y
2439 del Código citado).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 8 de abril de 1986.

Vistos los autos: "ACEBO S.A.C:I.I.F. c/Neuquén, Provincia del
s/acción qe reivindicación", de los que

Resulta:

1) A fs. 175/85, ACEBO S.A.C.I.I.F. promueve demanda de rei.
vindicadón contra la Provincia del Neuquén de la porción de te-
rreno ubicada dentro de la fracción C de la Chacra 7, de la Vega
Maipú, Colonia Maipú, Sección 37, Departamento Lacar, de dicha
provincia.

Dice que los terrenos le pertenecen conforme a los antecedentes
dominiales que indica y los títulos que adjunta. Relata que en el
año 1964 autorizó en forma precaria a que una porción del lote
N'? 7 fúera utilizada para la cabecera de pista del Aeroclub de San
Martín de los A~des y que se alambraron sus límites para seguri-
dad de los animales allí existentes, y que hasta 1970 la pista fue
usada en eScasas oportunidades. Afirma que en 1982 tomó cono-
cimiento de la realización de trabajos que se internaban en la frac-
ción de terreno aludido sin su autorización y que excedían la "auto-
rización precaria" antes otorgada, por lo que requirió de la provin-
cia y del Aeroclub su cesación sin obtener respuesta de la primera,
lo cual -a su juicio- implica el desconocimiento de su posesión.

Más adelante formula algunas consideraciones que demostra-
rí~n su derecho de dominio sobre el inmueble y que la provincia.
carece de todo derecho sobre aquél.
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Pretende también que se condene a la provincia al resarcimiento
de los .daños y perjuicios derivados de la ilegítima ocupación y de
la construcción de una capa asfáltica que inutilizaría a los terre-
nos para sus fines. Réclama también el valor locativo de la porción
ocupada, que estima en $ 25.000.000 mensuales. Invoca el arto 17
de la Constitución Nacional y el arto 1109 del Código Civil. A fs. 193/4
amplía la documentación acompañada.

II) A fs. 220/2 contesta la Provincia del Neuquén. Formula una
negativa general de los hechos invocados en la demanda,. acerca de
los cuales da su propia versión. Sostiene que con motivo de anti-
guas gestiones efectuadas por el Aeroclub de San Martín de los An-
des para obtener apoyo en el mejoramiento de la infraestructura
de su pista de aterrizaje, se decidió prestarle colaboración ante la
certeza de que poseía las tierras en cuestión, a títuló de dueño,
desde hacía más de 20 años. Alega que la provincia no ha poseído
ni posee el inmueble cuya reivindicación se pretende, de manera
que esta acción, dirigida en su contra, es improcedente. Agrega que
la indemnización solicitada por la actora es desmesurada y pide el
rechazo de la demanda.

III) A fs. 228 se dispone la citación como tercero, en los tér-
minos del arto 94 del Código Procesal Civil y Comercial, del Aero-
club de San Martín de los Andes, el que comparece a fs. 249/51.
Considera que su citación ha sido anómala por no haber sido soli-
citada en las oportunidades previstas por el arto 94 del Código Pro-
cesal. Entiende que, dada su condición de tercero, la sentencia que
se dicte no puede serle opuesta por no haber sido demandado.

Formula una negativa general y afirma que es poseedor del
inmueble que se pretende reivindicar desde el afío 1959. Señala que
las tierras le fueron cedidas a título oneroso por su entonces .titu-
lar, Francisco Blake O'Grady, según se desprende de unas cartas
suscriptas por éste, y que la contraprestación a su cargo consistió
en alambrar a su costa los límites del terreno. Sostiene que las
construcciones no han perjudicado sino beneficiado a la actora por-
que han ~alorizado las tierras adyacentes, y que la construcción
efectuada por la provincia obedéció a un pedido suyo. En subsidio,
opone al progreso de la demanda la defensa de prescripción.
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IV) Corrido traslado de dicha presentación a la actor a (fs. 252),
contesta ésta señalando que la Provincia del Neuquén es la posee-
dora por cuanto las obras de pavimentación sólo a ella pueden ser
imputables. Asimismo, niega que el Aeroclub San Martín de los An-
des tenga la posesión del terreno y solicita que se rechace la defensa
de prescripción (fs. 254/255)..

Considerando:

1'?) Que este juicio es de la competencia originaria de la Corte
Suprema (arts. 100 y 101 de la Constitución).

2'?) Que, conforme a las normas que rigen la aCClOn reivindi- .
catoria, ésta debe ser dirigida contra quien se encuentre ejerciendo
la posesión de la cosa, con el objeto de recuperarla (arts. 2758, 2772
Y concordantes del Código Civil). En el presente caso: la demandada
niega ser poseedora del inmueble que se pretende reivindicar y le
atribuye dicho carácter al Aeroclub' de San Martín de los Andes,
el que fue citado como tercero. Este último, a su vez, reconoce
tener la posesión del terreno en cuestión y señala que la realiza-
ción de construcciones por parte de la Provincia del Neuquén obe-
deció a un pedido suyo realizado en su carácter de poseedor.

3'?) Que dispone el art. 2782 del citado Código que cuando es
demandado quien no es el poseedor de la cosa, éste no está obli-
gado a responder la acción, si declara el nombre y la residencia de
la persona a cuyo nombre la tiene; y que desde que así lo haga
la acción debe dirigirse contra el verdadero poseedor de la cosa,
esto es la n0111.inatio o laudatio auctoris, cuya consecuencia es ex-
cluir del juicio a quien formula la declaración y dirigir la demanda
contra el nombrado.

No obstante ello, no es aplicable en el caso dicha norma por-
que, después de formulada la declaración al contestarse la deman-
da, y a pesar del' reconocimiento de la situación por parte del ter-
cero citado al juicio, la actora no dirigió su demanda contra el indi-
cado como poseedor sino que insistió en atribuirle tal carácter a
la provincia demandada, según se desprende claramente del escrito
de fs. 254/255.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 481

De tal manera, al no haber sido demandado por reivindica-
ción el Aeroclub de San Martín de los Andes, es improcedente pro-
nunciarse acerca de la defensa de usucapión opuesta por éste en
subsidio al progreso de la acción. La pretensión formulada en el
alegato de que se condene también a dicho tercero es improce-
dente por constituir un exteinporáneo intento de alterar. la rela-
ción procesal.

49) Que, en las condiciones expuestas, atento a que el actor
insiste en atribuir carácter de poseedora a la provincia deman-
dada, el caso debe ser resuelto a la luz de lo dispuesto por el
. arto 2783 del Código Civil: "El demandado que niega ser el posee-
dor de la cosa, debe ser condenado a transferirla al demandante,
desde que éste probare que se halla en poder de aquél". De este
modo, la acción debe continuar contra la demandada, pero su pro-
cedencia está supeditada a que el actor consiga demostrar, ade-
más de un mejor derecho sobre el inmueble, que aquélla es la
verdadera poseedora.

59) Que, según los términos en que fue trabada la litis, en-
tiende la actora que la desposesión por parte de la provincia se
produjo durante el año 1982 con motivo. de la realización de unas
construcciones que excedían la autorización antes otorgada. Por
su parte, en su responde, la demandada afirma que dichas cons-
trucciones no fueron realizadas con intención de poseer el inmue-
ble, sino para colaborar con el Aeroclub en el cumplimiento de
sus fines y a pedido de éste, a quien consideraba poseedor del
terreno objeto del pleito. Indudablemente, existe coincidencia en-
tre las partes acerca de la efectiva realización de trabajos -mejo-
ramiento asfáltico de la pista de aterrizaje- por parte de la pro-
vincia en un lote de terreno que, prima tacie, pertenece a la actora.
Lo que corresponde entonces es determinar si dichos actos fueron
ejecutados por la provincia con la intención de hacerse poseedora
del inmueble o con otra finalidad.

Para ello es fundamental examinar el expediente administra-
tivo N9 2100-41.927, en el cual el Aeroclub de Sán Martín de los
Andes solicitó a la Provincia del Neuquén el mejoramiento de la
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pista de aterrizaje. El citado aeroclub efectuó el pedido atribu-
yéndose el c"arácter de propietario de las tierras donde se ubica
la cabecera de pista. Para justificar dicho dominio invocó una su-
puesta cesión realizada por instrumentos privados y la circunstan-
cia de poseer la fracción de terreno por un lapso superior al de
20 años (v. fs. 206/207). Esta petición fue efectuada el 2 de no-
viembre de 1981 (fs. 205 vta.) , mientras que los trabajos se lleva-
ron a cabo -según manifiesta la actora- durante el año 1982,
lo que permite inferir que su realización por parte de la provin-
cia obedeció al pedido formulado por el Aeroclub, dada la proxi-
midad de las fechas en que los hechos se fueron desarrollando.

6':') Que la alegación de la actor a en el sentido de que las obras
no fueron realizadas en provecho del Aeroclub sino de la propia
demandada, tampoco ha sido fehacientemente demostrada. La de.
claración del testigo Pommer, agrimensor que realizó trabajos de
mensura y amojonamiento en el campo de la actora, nada aporta
para esclarecer el punto porque se refiere a hechos acontecidos en
mayo de 1975 (v. f. 295), mientras que la supuesta desposesión
imputada a la demandada se habría producido a principios de 1982.

Según el informe del Director de Tránsito Aéreo de la Fuerza
Aérea (fs. 335), el aeródromo se encontraba clausurado desde 1975
y, además, en la provincia existen pistas de aterrizaje similares,
lo que permite descartar la aseveración de que las obras fueran
realizadas por la provincia en su provecho, así como su supuesta
utilización de la pista. Cabe consignar que el informe fue emitido
el 15 de noviembre de 1983.

Tampoco permite arribar a dicha conclusión el dictamen del
perito ingeniero civil designado en autos. Este profesional describe
a la pista como apta sólo para el aterrizaje de aviones livianos a
hélice con motores a pistón, o motores a turbina en aviones livia-
nos, especialmente diseñados para aterrizaje en pistas no pavi-
mentadas. Señala que la pista no es apta para el decolaje y ate-
rrizaje de aviones similares a los que operan en el aeropuerto Cha-
peleo y que el mejoramiento realizado no añadió ninguna resisten-
cia adicional a la estructura de la pista. Si bien estima que el me-



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 483

joramiento fue realizado para permitir el aterrizaje de los aviones',
de la línea aérea provincial, turbo-hélice de 21 plazas, se trata nada~
más que de una conjetura, pues no asevera que ello haya aconte--
cido. Además, señala el propio perito, que dicha estimación no'
llegó a concretarse porque el método de trabajo adoptado en el'
aeropuerto de Chapelco permitió mantenerlo activo permanente-
mente y que "es impensable que pueda utilizarse la pista del Aero-
club como alternativa meteorológica de Chapelco dada la proximi-
dad de los mismos y estando la primera en una zona más desfavo-
rable" (fs. 419).

En suma, las constancias obran tes en autos no permiten afir-
mar que la Provincia del Neuquén haya realizado el mejoramiento
de la pista de aterrizaje con la intención de hacerse poseedora del
terreno sobre el cual ésta se asienta.

7'!) Que, además, no puede soslayarse que en -autos se ha pre-
sentado la entidad Aeroclub de San Martín de _los Andes y se dice
poseedora del terreno en que se asienta la pista de aterrizaje,cali-
dad ésta que también le es atribuida por la demandada, de manera
que la prueba sobre la posesión de la última debe ser de apreciación
estricta porque dos posesiones iguales y de la misma naturaleza
no pueden concurrir sobre la misma cosa (art. 2401, Código Civil).
Tampoco es dable presumir que sea falsa la manifestación de la
provincia cuando tal actitud la haría responsable de todos los per-
juicios que le ocasione el reivindican te (doctrina arts. 2784 y 2785,
código citado).

8'!) Que para tener por configurada la desposesión por parte
de la provincia no basta con la realización de parte de ésta de actos
materiales -en el caso el mejoramiento de la pista de aterrizaje-
de los que resulte una exclusión absoluta del poseedor, sino que
es preciso también que sean ejecutadas con intención de poseer
(arts. 2455, 2496 Y 2497), aspecto que la actora no ha conseguido
demostrar. La posesión está integrada por un elemento subjetivo,
el animus domÍni (art. 2351), que requiere comportarse sin reco-
nocer en otra persona el derecho de propiedad (art. 2352); en el
supuesto de autos la provincia ha reconocido en un tercero el dere-
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cho de dominio, lo que -al margen del acierto o error de su apre-
.ciación- la priva. de dicho elemento subjetivo.

9?) Que, en lo que respecta al reclamo de daños y perjUICIOS,
al no prosperar la acción reivindicatoria por no haber probado el
actor la posesión de la demandada, carece de sustento su preten-
sión de que se le indemnicen los daños derivados de la ilegítima
ocupación del inmueble, porque tal pretensión -accesoria de la
principal (arts. 2756 y 2787, Código Civil)- sólo sería viable en
el supuesto de una reivindicación triunfante contra el poseedor de
mala fe (arts. 2438 y 2439 del código citado, Fallos: 263:158), su-
puesto éste que no es el de autos.

Por ello, y lo dispuesto 'en los arts. 2782, 2783 Y concordantes
del Código Civil, se rechaza la demanda interpuesta, con costas.

JOSÉ SEVERO CABALLERO -:. AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S.' FAYT'- ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI - JORGE ANTONIO

.BACQUÉ.

CARLOS A. CARUSO y CíA. S.A.C. E 1. y OTROS v. NACION ARGENTINA
(OBRAS SANITARIAS)

TERCEROS.

Corresponde distribuir por mitades los gastos emergentes de la ci.
tación como tercero de una provincia, toda vez que la demandante
no' se opuso a tal citación, dicho. solución' fue adoptada con criterio
general en el convenio celebrado entre las partes y porque el pedido
. de inte!"Vención del estado provincial se encoI!traba prima facie jus-
tificado por los términos de su participación en el acuerdo.
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Si la 'ilctora manifestó un total desinterés en la intervención de la
Provinci<l,así como su voluntad expresa de no dirigir la acción contra
ella y, ya que así limitada la participación del tercero, sólo pudo ser
concebida en salvaguardia de una eventual acción. de regreso contra
la intelviniente por la responsabilidad emergente de los hechos que
constitl.rian el objeto litigioso, no cabe sino concluir en que tales ero-
gaciones deben ser soportadas por la demandada, pues a su pedido y
en su solo beneficio tuvo lugar la integración de la litis (conf. arto 77,
ap. 2~, del Código Procesal); conclusión particularmente válida atento
al modo de terminación del proceso y los límites subjetivos de la
transacción puesto que fue celebrada sólo por las partes principales
(Disidencia del Dr. Augusto César Belluscio).

FALLODE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 8 de abril de 1986.

Autos y Vistos:

Homológase el acuerdo celebrado entre la actora y la empresa
Obras Sanitarias de la Nación (cfr. copia de fs. 129/138 y manifes-
taciones de fs. 139 y 152/153). Costas por su orden (cfr. arto 73
del Código Procésal y cláusula 3. b. del aludido acuerdo).

Sentado ello, sólo resta resolver acerca de cuál de las partes
principales deberá hacerse cargo de los gastos emergentes de la
citación como tercero de la Provincia de Córdoba (cfr. petición de
fs. 145/146 y 151 Y contestaciones de fs. 152/153 y 156/157). En tal
sentido, con:esponde distribuirlos por mitades, toda vez que la
demandante no se opuso a tal citación,. dicha soluciÓn fue adop-
tada con criterio general en el convenio mencionado y porque el
pedido de intervención del estado provincial se encontraba prima
facie justificado por los términos de su participación en el acuerdo-
de que da cuenta la copia obrante a fs. 46/49 (cfr., en particular,
la cláusula 7~), lo que así se resuelve. Las costas del presente inci-
dente también se imponen por su orden en atendón a que la actora
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pudo creerse fundadamente con derecho a solicitar su eximición
(art. 68, 2~ parte y 69 del código citado).

JOSÉ SEVERo' CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO (en disidencia) - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE'

ANTONIO BACQUÉ.

DISIDENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON ÁUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO

Autos y Vistos:

Homológase el acuerdo transaccional entre la actora y Obras
:Sanitarias de la Nación (conf. copia de fs. 129/138 y manifestacio-
nes de fs. 139 y fs. 152/153). Con costas por su orden (art. 73 del
,Código Procesal y cláusula 3. b. del aludido acuerdo).

En atención a lo precedentemente dispuesto, corresponde de-
cidir el cargo de los gastos emergentes de la citación como tercero
,de la Provincia de Córdoba (fs: 145/146, fs. 151., fs. 152/153 y
fs. 156}157).

Dadas las características que tuvo la intervención de Úl Pro-
vincia, con fa cual la actora manifestó. un total desinterés así como
su voluntad expresa de no dirigir la acción contra ella (fs. 53 vta.,
punto 4), y, ya que así limitada la participación del tercero, sólo
pudo ser concebida en salvaguarda de una eventual acción de re-
greso contra la interviniente por la responsabilidad emergente de
los hechos que constituian el objeto litigioso, no cabe sino concluir
.en que tales erogaciones deben ser soportadas por la demandada,
pues a su pedido y en su solo beneficio tuvo lugar la integración
de la litis (conf. art. 77, ap. 2'?, del Código Procesal); conclusión
particularmente válida atento al modo de terminación del proceso
y los límites subjetivos de la transacción puesto que fue celebrada
sólo p.or las partes principales (fs. 129/138).
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En su mérito se resuelve: declarar que los gastos generados
por la intervención de la Provincia de Córdoba son a cargo de la
demandada. Con costas (art .. 69 del Código Procesal) toda vez que
no concurre circunstancia alguna que justifique un apartamiento
del criterio objetivo de la derrota. Augusto César Belluscio.

JOSE SALOMON

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Causas penales. De-
litos que obstruyen el normal funcionamiento de lás instituciones nacionales.

Resulta competente la justicia federal, y no la justicia en lo penal
económico, si se investiga la presentación ante el Banco Central de
la República Argentina de diversos documentos presuntamente falsos
-con la finalidad de girar al exterior en pago de ficticias operaciones
importantes :;umas de divisas adquiridas según la cotización de! mer-
cado oficial-, toda vez que ello puede obstruir el buen servicio de
sus empleados y e! normal desenvolvimiento de ese organismo (art.
3?, inc. 3?, de la ley 48) (1).

JULIO GERARDO IVENTO

JURISDICCIOV y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. Intervención
de la Corte Suprema.

De conformidad con lo prescripto por el arto 67 del Código de Pro-
cedimientos en Materia Penal, resulta conveniente que las cuestiones
de competencia tramiten por vía incidental en procura dc que su sus-
tanciación no interrumpa el curso del sumario -el que. deberá pro-
seguir hasta tanto se resuelvan aquéllas en forma definitiva por el
juez que previno-o En el caso, la omisión del juez en lo penal econó-
mico de cumplir con las reglas de dicho artículo adquiere particular
significación, ya que por la inactividad jurisdiccional por más de tres
años el imputado ha visto restringida su libertad y afectado su pa-

.(1) 8 de abril.
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,trimonio -circunstancias tampoco advertidas por los demás tribuna-
les intervinientes- lo que obliga a la Corte a exhortarlos para que
omisiones similares -que sólo concurren en detrimento de una rá-
pida y buena administración de justicia- no se produzcan en el fu-
turo {l).

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por la materia. Cues-
tiones penales. Pluralidad de delitos.

Result'l competentE' para proseguir en la causa la justicia de instrucción
-y no la justicia en lo penal económlco- si existe conexidad entre el
libramÍento de cheque sin fondos y los delitos investigados en sede
criminal -en relación con maniobras de las. que .forma parte dicho li-
bramiento-, .pues corresponde al magistrado con competencia más am-
plia el conocimiento de delitos conexos aunque su tratamiento en for-
ma independiente sea privativo de fueros diferentes (2).

RAMON OSVALDO SALINAS v. JUNTA NACIONAL DE GRANOS

IURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Por la mataia.
Varias.

Es cO.Inoetente para entender en la causa -en que se demandó a la
Junta Nacional de Granos por cobro de los daños y perjuicios sufri-
dos por el actor mientras trábajaba para aquélla- la justicia civil y
comercial federal, toda vez que el vínculq entre las' partes resulta en-
cuadrable corno relación de empleo público (arto 1° del decreto-ley
6698/63;art. l? de la ley 22.140; arto 2?, inc. a), de la ley 20.744) Y se
invocan normas civiles como base fundante de la pretensión, pues
no se dan los supuestos que habilitarían a la justicia nacional del tra-
bajo' para entender en la litis (3).

(1) 8 de abril. Fallos: 306:1997,1688.Causas: "Campón, Angel Fernan-
do", 20 de setiembre de 1984;y "Martínez, José y otros", 18 de di-
ciembre' de 1984.

(2) Failos: 295:35il,1159;304:316;"Vázquez, R. V.", 26 de junio de 1984.
(3) 8 de abril. "Somante, Rosa Beatriz c/Estado Nacional, Ministerio

del Interior y otro", 27 de agosto de 1985.
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JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia fedeml. POI" las personas.
Nación.

Si la demandadá es una entidad nacional, corresponde entender en
la causa a la justi.cia federal y dentro de ésta al fuero civil' y comer-
cial cuando aquélla -aunque relativa a un empleo público- remite a
cuestiones resardtorias para resolver las cuales es necesario -prima
facie- considerar la aplicabiHdad de las soluciones dadas por la
legislación civil ,(1) ,

BALFOUR WILLIAMSON & Ca. v. ROBERTO A. CROM

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. COIl-
cepto y generalidades.

Si bien los pronunciamientos recaídos en juicios ejecutivos no revis-
ten, en principio" el carácter de sentencia definitiva en los términos
del arto 14 de la ley 48, corresponde reconocerle tal carácter' a la deci-
ción que rechazó la excepción de re¡nisiqn de deuda con argumentos
que frustran todo replanteo ulterior de la cuestión en juicio ordinario:
Ello es así, pues los instrumentos invocados por el recurrente ponen de
. manifie~to que la solución se apoya en 'meras aserciones dogmáticas,
ya que en ellos se hace referencia a la libertad de "todas" las obÜ-
gaciones del avalista, lo cual comprende inequívocamente también a la
reclamada en el caso y deja sin sustento a la afirmación referente a
la insuficiencia pr,obatoria que menciona la alzada (1).

DORA IRMA CHERU5E DE SANTAGATI

JUBILACIOH y PENSION.

Si bien el art. H, inciso a). de la ley 17.562dispone la pérdida del dere-
cho a pensión del cónyuge culpable de divorcio, no corresponde ex-
tender esas r.onsecnencias a los casos regidos por el arto 67 bis de la
ley 2393en los que se haya mantenido el derecho alimentario en favor

(1) Fallos: 297:159; 308:72.
(2) 8 de abril.
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de la cónyuge. Ello encuentra sustento en la ley 23.263 sin que obste
a su aplicación al caso la circunstancia de haber entrado en vigencia
con posterioridad al divorcio (1).

JUAN LUIS STRADA v. OCUPANTES DEL PERIMETRO UBICADO
ENTRE LAS CALLES DEAN FUNES, SAAVEDRA, BARRA y CULLEN

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Tribunal superior.

Tribunal superior de provincia es el que se halla habilitado para de-
cidir sobre la materia que suscita la cuestión federal, u origina esta
última, mediante una sentencia que, dentro de la organización ritual
respectiva, es insusceptible de ser revisada por otro o, inclusive, por
él mismo,

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Tribunal superior.

Es requisito inexcusable del recurso extraordinario el fenecimiento
de las clisputas en sede local, lo que implica el agotamiento de todas
las instancias hábiles allí establecidas.

SUPREMACTA DE LA CONSTITUCION y LEYES NACIONALES.

Es elemental en nuestra organización constitucional. la atribución que
tienen y el deber en que se hallan los tribunales de justicia de exami.
nar las leyes en los casos concretos que se traen a su decisión, campa.
rándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o
no conformid<1d con ésta, y abstenerse de aplicarlas, si las encuentran
en oposición con ella.

SUPREMACIA nE LA CONSTITUCION Y LEYES NACIONALES.

Es facultad no delegada por las provincias al Gobierno Nacional la de
organizar su <1dministración de justicia y, por ello, la tramitáción de
los juicios es de su incumbencia exclusiva, por lo que pueden establecer
las instancias que estimen convenientes (arts. 104, 105 Y 108 de la Cons-
titución Nacional); empero tal ejercicio es, desde todo punto de vista,
inconstitucional si impide a los magistrados locales considerar y aplicar
en su integridad la totalidad' del orden jurídico del Estado, en cuya cús.

(1) 8 de abril. Fallos: 290: 288; 308: 113. Causas: "Benutti, Lily Helena" y
"García, Layra Noemí", del 11 de junio y 8 de agosto de 1985, res-
pectivamente.
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pide se encuentra la Constitución Nacional, las leyes que en su conse-
cuencia se dicten por el Congreso y los tratados con las potencias ex-
tranje!"as, a las que las autoridades de cada estado están obligadas a
conformarse, no obstante cualquier disposición en contrario que con-
tengan sus constituciones o leyes.

JUECES.

Todos jos jueces, de cualquier jerarquía y fuero, pueden interpretar y
aplicar la Constitución y las leyes de la Nación en las causas cuyo co-
nocimiento les corresponde sin perjuicio de los recursos a que puede
haber lugar, incluso el extraordinario.

SUPREMACIA DE LA CONSTITUCION y. LEYES NACIONALES.

Las provincias son libres para crear la instancia judicial que estimen
apropiadas, pero no pueden vedar a ninguna de ellas y menos a las
más alIas, la aplicación preferente de la Constitución Nacional. Ello se
sustenta en el cUI;nplido respeto del régimen federal de gobiernos, por
conferir a la zona de reserva jurisdiccional de las provincias la plenitud
que constitucionalmente le corresponde, al reconocer a los magistrados
de todas sus instancias el carácter de irrenunciables custodios de los
derechos y garantías de la Ley Fundamental, y emplazar la intervención
apelad'! de la Corte Suprema en el quicio que aquélla le ha señalado:
ser su intérprete v salvaguardia final.

RECURSO EXTRAORDINARIO:' Requisitos pl"Opios. Tribunal superior.

Tribunal superior de provincia, según el arto 14 de la ley 48, es el órgano
judicial erigido como supremo por la Constitución de la provincia, salvo
que ~ea incompetente en el caso, circunstancia que no podrá extraerse
del carácter constitucional federal de la materia que aquél suscite. En
los supuestos en que por razone:; diversas de esta última naturaleza, el
órgano judicial máximo de la provincia carezca de aptitud jurisdiccio-
nal. "Iql'eJla calidad la tendrá el tribunal inferior habilitado para resol-
ver el litigio por una sentencia que, dentro del régimen procesal respec-
tivo, no sea ~usceptible de ser revisado por otro o, incluso, por él mis-
mo. Los litigantes deben alcanzar a ese término final, mediante la con-
sunción, en la forma pertinente, de las instancias locales, a efectos de
satisfacer el recaudo examinado.

RECURSO EXTRAORDIN4RIO: Requisitos pl"Opios. Tribunal superior.

Cuando las partes consideren que las vías previstas en el ordenamiento
local quedan, para el caso concreto, terminadas con la intervención de
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las instancias inferiores de la justicia provincial, deberán exponer las
razones pertinentes al interponer el recurso extraordinario federal, cuya
concesión '0 denegación habrá de fundamentar, también en ese aspecto,
el tribunal de la causa.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos. y garantías. Defensa en juicio. Proce-
dimiento y sentencia.

Si la demandante impugnó ante la Corte local el fallo de la instancia
anterior, por considerar, mediante diversos argumentos, que los votos
emitidos en éste no guardaban la concordancia que, según aquélla: era
menester par"! la validez de la decisión, con arreglo a las disposiciones
'legales, doctrina de ese alto tribunal de provincia y derechos constitu-
cionales que invocó, la genérica respuesta dada por este órgano no sa-
tisface el requisito de fundamentación suficiente que exige para todo
acto judicial la garantía de defensa en juicio consagrada por la Consti-
tución Nacional, y se impone la descalificación del pronunciamiento del
superior tribunal provincial que rechazó la queja por recurso extraor-
dinario local no concedido.

RECURSO EXTRAORDINARIO.' Requisitos propios. Tribunal superior.

Es tribunal superior de la causa aquel que dentro de la respectiva orga-
nización procesal se encuentra habilitado para decidir en último térmi-
no sobre la materi:l que suscita la cuestión federal. Normalmente es el
que dirime el litigio, una vez agotados los recursos ordinarios que au-
torizan a pronunciarse en dicha materia. Por excepción, cuando las
Cortes Supremas o Superiores Tribunales provinciales la consideran y
resuelven al entender en los recursos extraordinarios' locales deducidos
para an!e ellas,. su sentencia pasa a ser la del tribunal superior a los
fines del arto 14 de la ley 48 (Disidencia de fundamentos del Dr. José
Severo Caballero).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requísitos propios. Tribunal superior.

La ley 48 sustituyó el régimen optativo de instancias locales y federales
de la ley 27 por el de radicación y fenecimiento obligado de las causas
en el fnero provincial, principio que importa al respeto cabal del fede-
ralismo instituido por la Constitución, asumiendo en materia de orga-
nización judicial importancia las cláusulas' de los arts. S, 31, 67, inc. 11,
100,104y 105y conforme a la ley 48. En consecuencia, el agraviado debe
recorre': las instancias existentes en la respectiva jurisdicción local, sean
ordinarias o extraordinarias. La .exigencia legal' y su razón de ser las'
inciuye a todas pOl su aptitud para reparar el gravamen eliminando el
interés jurídico del recurrente que es un requisito común de toda ape-
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lación y por ende del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48 (Voto
del Dr. Carlos S. Fayt).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Tribunal supel"Íor.

La aplicación por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en su-
puestos donde lo discutido es la procedencia de recursos extraordinarios
locales, de su doctrina relativa a la admisión de la apelación federal
respecto de las resoluciones que deniegan arbitrariamente remedios ex-.
traordinarios estatuidos por el procedimiento del lugar, importa la ad-
misión de que cotresponde reconocer el carácter de superior tribunal
de provincia al órgano máximo de la estructura judicial local habilitado
para entender mediante dichos recursos extraordinarios provinciales.
Esta doctrina es de aplicación aún en los supuestos de recursos locales
de extf'nsión limitada o extraordinarios que no contemplasen el trata-
miento de la cuestión federal ya que tales restricciones legales para su
cognicio::J.serían indefendibles frente a la Constitución Nacional (art. 31)
que obliga a los jueces de cualquier jerarquía o fuero a interpretar y
aplicar la ley fundamental y las leyes de la Nación en las éausas cuyo
conocimiento les corresponde (Voto del Dr. Carlos S. Fayt).

FALLODE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 8 de abril de 1986.

Vistos los autos: "Recursos de hecho deducidos por la actora
en la causa Strada, Juan Luis e/Ocupantes del perímetro ubicado
entre las calles Deán Funes, Saavedra, Barra y Cullen", para deci-
dir sobre su procedencia.

Considerando:

19) Que de acuerdo a la acumulación dispuesta, sub examine
comprende las dos quejas de la actora por sendos recursos extra-
ordinarios denegados, atento a lo cual es conveniente pormenorizar
los antecedentes de ambas. La Sala Primera de la Cámara de Paz
Letrada de Rosario mo.dificó el fallo de la instancia previa, favora-
ble a la demanda por desalojo, lo que motivó a dicha parte a. inter-
poner el recurso local de inconstitucionalidad y el extraordinario
federal. En el primero de ellos, se adujo, entre otros argumentos,
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el relativo a la falta de mayría en la votación de la Sala, resultante
de la disparidad de los fundamentos vertidos por cada uno de los
opinantes. Este remedio, en su integridad, no fue concedido por la
Cámara, lo cual dio origen a una queja ante la Corte Suprema de
Justicia de Santa Fe, que la rechazó por considerar que los puntos
'en juego no excedían de la mera discrepancia en la interpretación
de los hechos, de la prueba y del derecho procesal y común. Con-
tra este último pronunciamiento, la actora dedujo un nuevo recurso
extraordinario federal que fue asimismo denegado, aun cuando la
Corte Suprema local admitió en esa providencia, que lo expuesto
por sus anteriores integrantes al desestimar la queja, "podría cons-
tituir" -en lo vinculado a la validez de la votación- "una funda-
mentación tan sólo aparente". Al efecto, esa Corte afirmó que el
recurso extraordinario federal contra la decisión que ella misma
calificó en, los términos señalados, no debía proceder, porque "era
claro que el derecho substancial que se pretende lesionado puede
encontrar adecuado amparo mediante la vía del recurso extraordi-
nario intentado contra la sentencia de la Cámara ... ".

Obsérvase, que el "derecho sustancial" al que se refiere última-
mente la Corte local es el alegado por la actora acerca de la ma-
nera -a su juicio irregular- en la cual se formó la decisión de 'la
Cámara. Asimismo, debe interpretarse que ese Tribunal reconoció,
al denegar el remedio federal, que el cuestionamiento aludido hu-
biera podido ser satisfecho por un fallo adecuado proveniente de
ella, al decidir en la queja, pero que estimó, a la vez, que la omi-
sión en la que habría incurrido no sería corregible por esa apela-
ción extraordinaria, fundada en la arbitrariedad. Ello, por cuanto
esta Corte Suprema nacional estaría directamente habilitada para
examinar las cuestiones constitucionales tocantes al modo en que
se dictó la sentencia de la Cámara, sin necesidad de previo pronun-
ciamiento del alto tribunal provincial al respecto.

Por el contrario, la Cámara de Paz Letrada al juzgar del reme-
dio federal extraordinario restante, sostuvo que el superior tribu-
nal de la causa a los fines del arto 14 de la ley 48 era la Corte
Suprema santafesina¡ pues a ella le habían sido planteados, y ella
había resuelto, los agravios objeto del remedio federal deducido
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ante la Cámara, por lo que se "produce un 'elevamiento del con-
cepto de superior tribunal de la causa a la Corte Suprema local,
apareciendo ésta como una tercera e ineludible instancia -extra-
ordinaria, pero tercera instancia al fin- (que) obviamente es pre- .
via a la cuarta que está constituida por la Corte Federal a la que
no parece correcto arribar elípticamente ... ". Por ello, tampoco fue
concedido dicho remedio.

Finalmente, los dos rechazos ocasionaron las ya indicadas pre-
sentaciones directas a este Tribunal.

29) Que el relato demuestra la diversidad de criterios seguidos
en torno del concepto de "tribw1al superior de provincia" en los
términos del art. 14 de la ley 48. Ello, en el sub judice, condujo
al singular resultado de impedir el progreso de. las dos apelacio-
nes deducidas, pues los órganos judiciales se adjudicaron recípro-
camente, y en forma exclusiva, el uno al otro, la condición men-
cionada.

La complejidad del punto obliga a recordar que esta Corte
tampoco ha elaborado a su respecto una jurisprudencia nemine
discrepante. De ello son prueba concluyente los reiterados cambios
de orientación que se han sucedido (v.gr., en épocas recientes: Fa-
llos: 302:1337; 304:1468, y sentencia del 24 de mayo de 1984, in re:
M.704'xIX. "Municipalidad de San Martín de los Andes e/sucesión
de Roque Ugarte", entre otras).

Es necesario, pues, esclarecer el interrogante, en pro del afian-
zamiento de la seguridad jurídica y para evitar situaciones poten.
cialmente frustratorias de derechos constitucionales, máxime si las
formas a que deben ajustarse los procesos han de ser sopesadas
en relación con el fin último al que éstos se enderezan, o sea, con-
tribuir a la más efectiva realización del derecho (sentencia del 26
de junio de 1984, in re: C.44'xX. "Can seco, Humberto y otros c/
ELMA S.A.").

39) Que la ley 48 establece expresamente que "será conside-
rada adicional y correctiva de la del 16 de octubre de 1862" (art.
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23), de' manera que, para la mejor comprensión de sus efectos, es
conducente precisar los alcances de la norma sobre la que éstos
obraron.

La ley aludida es la N'? 27, de "organización de la Justicia Na-
cional". Disponía que "la Corte Suprema conoce... 2'? En grado
de apelación o nulidad, de las causas que, con arreglo al arto 22,
corresponden a los juzgados de sección, y de las que le vayan de
los Tribunales superiores de Provincia, con arreglo al arto 23... "
(art. 7). A su vez, por el arto 21, los juzgados de sección, que ejer-
cían igualmente la justicia nacional (art. 13), entendían por apela-
ción "de los fallos y resoluciones de los juzgados inferiores de pro-
vincia, en los casos regidos por la Constitución y leyes nacionales,
siempre que el agraviado no prefiera concurrir al juzgado o tribu-
nal superior de la provincia"; en tanto que, conforme al arto 22,.
en todas "las causas mencionadas en los dos artículos precedentes,
habrá los ordinarios recursos. de apelación o nulidad para ante la.
Corte Suprema" y, de acuerdo con el arto 23, "cuando en un juz-
gado de provincia hubiera duda o' cuestión sobre si el asunto de
que se trata debe ser regido solamente por las leyes provinciales,
y se decidiese en última instancia en este sentido, el agraviado po-
drá apelar para ante la Corte Suprema".

Este sistema tuvo como fuente nacional a la ley 182, sancio-
nada por el Congreso de la Confederación Argentina, el 28 de agosto
de 18'58. La consulta de las actas de las sesiones celebradas en la
Ciudad de Paraná, aporta valiosos elementos de ilustración sobre
el particular. El proyecto del Poder Ejecutivo, suscripto por el
presidente Urquiza y el ministro Juan del Campillo, preveía que
"corresponde á la Suprema Corte de Justicia en grado de apelación
ó enmienda las demás causas de la Jurisdicción Federal que vinie-
sen ante ella de los tribunales federales inferiores conforme al
orden establecido en esta ley (ó las que vengan de los Tribunales
Superiores de Provincia)" (art. 14); además, después de indicar la
competencia originaria de las cortes de distrito que creaba (art.
22), establecía que "en los demás asuntos regidos por la Constitu-
ción y las leyes nacionales conocen y deciden las Cortes de distrito
en apelación de los juzgados federales y de los jueces inferiores de
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provincia" (art. 23, "Actas de las Sesiones del Paraná", correspon-
dientes al año 1957, Congreso Nacional, Cámara de Senadores, Bue-
nos Aires, Imprenta de la Nación, 1884, p. 214).

La Comisión de Legislación y Negocios Constitucionales del
Senado, propuso modificar las condiciones de acceso a la justicia
federal de los juicios provenientes de la provincial, por medio del
agregado al final delart. 23, del proyecto del Poder Ejecutivo cit.,
del siguente párrafo: "cuando las sentencias de estos (los jueces
inferiores de provincia), no tengan recurso al 'Tribunal local supe-
rior" (art. 26; ídem, p. 218).

En la oportunidad de su debate, la enmienda fué censurada
con vehemencia por Del Campillo: "El arto leído -sostuvo- niega
pues el recurso inmediato á la Corte Federal de Distrito del pro-
cedimiento inconstitucional de un Juez inferior de Provincia, y esta
disposición no solo anula la eficacia de los Tribunales inferiores
Federales sinó también enerva la acción de la' Soberanía Nacional
para la oportuna y pronta aplicación de sus leyes... 1\.unque esta
Constitución y leyes obligan- á toda autoridad de Provincia según
el artículo 31 de nuestra Constitución y debe suponerse que éstas
cumplirán fielmente con su deber, pero no es ese el punto de vista
nuestro en la presente discusión: lejos de eso, es nuestro deber
ponernos en el caso de que suceda lo contrario y entónces es muy
preciso que la Nacion tenga allí guardianes suyos, propios, centine-
las alertas de la inviolabilidad de la Carta Constitucional, de las
hermosas promesas que ella contiene y finalmente de las leyes que
el Congreso Nacional hubiese dictado segundando aquellos propó-
sitos. " Sinó podemos pues negar á las JustÍGias de Provincia la
iniciativa de los procesos en que evidentemente tienen interés legí-
timo de conocer, no retardemos tampoco la intervención de la Jus-
ticia Nacional en los casos dignos de enmienda. Asi habremos con-
ciliado todo" (ídem, p. 243; asimismo, ps. 251/254).

En definitiva las objeciones hallaron eco, y el aditamento acon-
sejado por la Comisión fue reemplazado en estos términos: "siem-
pre que no se prefiera el recurso al juzgado o tribunal local supe-
rior", que se convertirían, a la postre, en ley (a~t. 34 de la ley 182 cit.).
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4?) Que se siguen de estos antecedentes, tres proposiciones de
la mayor importancia: a) el rechazo legislativo del sistema que ten-
día al agotamiento de las instancias locales; b) la adopción del
contrario a éste mediante la cr,eación de una alternativa entre las
jurisdicciones de apelación federal y provincial, y c) la marcada filia-
ción -especialmente en este respecto- de la ley 27 con la de 1858
(confr. artso 21 de la primera y 34 de la segunda, citso; también, la
exposición del senador Navarro, en la sesión del 28 de agosto de 1862,
"Cámara de Senadores", sesiones de 1862,Buenos Aires, 1929,po 343).

Ello posibilita aquilatar, como se lo ha anticipado, el grado de
la "corrección" operada por la ley 48, la cual, como en temprana
hora se encargó de manifestarlo categóricamente la Corte Suprema,
suprimió "el recurso de apelación, creado por (la N?27) de las reso~
luciones de los juzgados inferiores de Provincia, en que se hubiera
violado la Constitución, las leyes ó los tratados de la Nación, para
ante los Juzgados Federales de Sección, sustituyéndose para estos
casos el procedimiento descripto en el artículo catorce de la nueva
ley ... "(Fallos: 3:397, del 25 de octubre de 1866)o

En efecto, el arto 14 de la ley 48 estatuye que "una vez radi-
cado un juicio ante los tribunales de provincia, será' sentenciado y
fenecido en la jurisdicción provincial, y sólo podrá apelarse a la
Corte Suprema de las sentencias definitivas pronunciadas por los
tribunales. superiores de provincia ... " (primer párrafo) o

La comparación de ese texto legal con el que le precedió, autoriza
a concluir que aquél impulsó un cambio sustancial para la situación
dada, por medio de una clausura inequívoca de la opción vigente,
que con elocuencia denotan las voces "sentenciado", "fenecido",
"solo" y "tribunal superior de provincia". De ahí que, en la sene
tencia citada en último término, fuese asentado este colofón: "que,
por consiguiente, aun cuando apareciese justificada la infracción
constitucional alegada (por el actor)... y no obstante ser defini-
tivo el auto del Juez de Letras de que se queja ante el Juez de
Sección .. o su recurso de apelación directa no ha debido admitirse"
(asimismo, Fallos: 302:1325)o
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Es necesario advertir que los vocablos mencionados en el pá-
rrafo anterior guardan entre sí ,vínculos profundos, como el que.
media entre "superior tribunal de provincia" y "fenecido", que es
de naturaleza inescindible. En rigor, uno. se halla en función del
otro. El primero es el órgano ante el cual la situación de "fene-
cido", a que se refiere el segundo, puede y debe producirse. Luego,
la clave radica en el significado de tal acabámiento adjetivo, que
ha de entenderse' como el estado en que se encuentra un proceso,
fallado sin posibilidad de revisión alguna.

Por consiguiente, el desarrollo del concepto, en una primera
aproximación, lleva a afirmar que tribunal superior de provincia
es el que se halla habilitado para decidir sobre la materia que sus-
cita la cuestión federal, u origina esta. última, mediante una sen-
tencia que, dentro de la organización ritual respectiva, es insus-
ceptible de ser revisada por otro o, inclusive, por él mismo.

Se desprende de ello que, hasta, tanto los litigantes no alcan-
cen dicho extremo deben persistir en las instancias provinciales
idóneas, en la inteligencia: a) de que no corresponde distinguir si
éstas son "ordinarias" o "extraordinarias" -por lo. que luego se
verá (considerando 7?)-, y b) de que su falta de actividad en tal
sentido, o la desplegada deficientemente, obstará a la admisibili-
dad de la apelación del arto 14 cit., por ausencia del recaudo en
estudio. Así se lo ha declarado: 1) respecto de la omisión de ins-
tancias previas, en Fallos: 99: 172 (de revisión, provincia de Cór-
daba); 110: 387 (ante el jurado del art. 48 de la ley 2829, Pcia. de
Buenos Aires); 131: 150 (de apelación ante la Cámara de la Capi-
tal Federal); 204: 427 (de apelación ante la Cámara del Trabajo);
211: 804 (de apelación ante el Juez de Sección), 1150 (de apelación
ante la Cámara Federal respectiva); 229: 365 (de apelación ante la
Cámara Nacional respectiva); 256: 348 -considerando 5'.'- (de ape-
lación ante el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas); 283: 145
(de apelación ante la Cámara Federal respectiva); 294: 279 (de ape-
lación ante la Cámara local respectiva); 302: 654 (de aclaratoria);
303: 238 (de inaplicabiJidad de ley ante la Suprema Corte de Jus-
ticia, Pcia. de Buenos Aires); 508 (de queja, ante esta última, por
denegación del recurso de inaplicabiJidad de ley); 899 (ídem, por
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denegación del recurso de nulidad extraordinario); sentencias: del
24 de mayo de 1984, in l'e: M.704-XIX, "Municipalidad de San Mar-
tín de los Andes c/sucesión de .Roque Ugarte", cit. (de gravedad ips-
titucional Y arbitrariedad, Pcia. del Neuquén): 2 de julio de 1985,
in re: L,243-XX, "López, Raúl Angel c/Instituto Nadonal de Ser-
vicios Sociales para Jubilados y Pensionados" (de aclaratoria); 27
de agosto de 1985, in re: M.252-XX, "Menéndez, Luciano Benjamín
s/decreto 158/83" (ante la Cámara Federal respectiva), entre otras;
y 2) respecto de la pérdida de instancias previas por .la activi-
dad deficiente, en Fallos: 55:228 (deserción de apelación); 261:420
(ídem); 302:1337 (deserción de recur~o de casación, Pcia. de San
Luis), 1502 (apelación extemporánea);' 303:352 (falta de fundamen-
tación del recurso de inconstitucionalidad,' Pcia. de Buenos Aires), .
AqO (insuficiencia del depósito para ~l recurso de inapÜcabilidad de
ley, Pcia. de Buenos Aires), 945 (fundamentación insuficiente de la
queja por denegación del recurso de casación, Pcia. de Córdoba);
.sentencias del 4 de setiembre de 1984, in re: P.503-XIX, "Piñero,
Héctor Lorenzo y Piñero, Héctor Luis s/inspección 1979 (Resisten-
cia, Pcia. del Chaco)" -considerando 3?- (falta del depósito p~ra
el recurso de inaplicabilidad de ley, Pcia. del Chaco); 11 de setiem-
bre de 1984 in re: L, 57-XX, "LlCTOS, S.A. s/habilitación munici-
pal" (apelación extemporánea); 2 de abril de 1985, in re: F.601-XIX,
"FONIVA y otro c/Textil Las Flores s/cobro de aportes" (falta del
.depósito para el recurso de inaplicabilidad de ley, Pcia. de Buenos
Aires); 8 de agosto de 1985, in l'e: C.235-XX, "Club Deportivo Do-
rrego c/Orecchia, José Juan Pablo y otros s/adquisición de domi-
nio por usucapión (ídem); y 13 de agosto de 1985, in re: S.594-XIX,
"Santana, Juan y Faustina del Carmen Graña s/sucesión" (ídem),

entre muchas otras.

Por lo demás, resulta justo tratar parejamente a quienes incu-
rren en uno u otro de los defectos especificados ("La deserción
-fue dicho en el dictamen de Fallos: 55:228, y reiterado en la
sentencia- es exactamente igual en sus efectos a la falta de inter-

posición") .

5?) Que, aunque en menor medida, apoya a tal exégesis la ley
4055, de reformas de la Justicia Federal y creación de cámaras de
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apelación. Los motivos que condujeron a su sanción fueron deba •.
tidos . con amplitud por los legisladore's y concernían, principal-
mente, a las dificultades con que se llevaba a cabo el servicio de
la justicia federal. Los debates respectivos acreditan la preocupa-
ción del Congreso por el elevado número de causas correspondien-
tes a la Corte, y por la elección de los arbitrios para superar ese
estado de cosas. Es oportuno trasladar las palabras del senador
Palacio, informante por la Comisión de Legislación: liLa Corte Su-
prema de Justicia tiene, poco más o menos, 2000 expedientes atra-
sados; entran alrededor de 1000 cada año; de éstos se fallan la mi-
tad y el rest? pasa a aumentar la montaña que duerme en los es-
tantes. De este solo hecho surgen consideraciones las más graves
y que han dado lugar a que se busque perpétuamente un remedio
a este mal. Dos han sido los sistemas' o proyectos que han venido
discutiéndose desde hace mucho tiempo: el del aumento de miem-
bros de la Suprema Corte a nueve o diez, para que, formando Cá-
maras parciales de tres miembros en un caso, de seis en otro y
de corte .plena en los demás, despacharan estos expedientes. Yo
no discutiré -agregó- la bondad de este proyecto de organiza-
ción ... y no lo discutiré, porque ha sido siempre un propósito que
'no ha tenido aceptación' en el público; en el seno 'de los poderes
del Estado, ni en las' Cámaras del Congreso. 'El otro es el de los
tribunales intermedios o cámaras federales de apelación, que es
lo que ha prevalecido siempre y lo que. encarna también toda nues-
tra tradición constitucional y legislativa. Para no abundar en citas
y detalles, diré solamente que este sistema, con pequeñísima dife-
rencia con el propuesto por la Comisión, ha sido alguna vez ley
de la Nación, en el Congreso de 1858. Posteriormente, en 1863, la
Comisión de Legislación del Senado, compuesta por hombres emi-
nentes, lo aconsejó asimismo, resolviendo su aplazamiento por cir-
cunstancias especiales de aquella época; y últimamente, en 1896, en
esta misma Cámara de Senadores fue sancionado un proyecto seme-
jante al que está en discusión" ("Diario de sesiones de la Cámara
de Senadores", período de 1901, Congreso Nacional, Buenos Aires,
1961, p. 580).

La ley 4055, así como las posteriores, han seguido ese rumbo,
el cual si bien no desatiende a otros factores, tiene en cuenta espe-
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cialmente la creación de las condiciones imprescindibles para que
el tribunal satisfaga al alto ministerio que le ha sido confiado; pro-
pósito al que contribuye la existencia de órganos judiciales "inter-
medios", sea porque ante ellos pueden encontrar las partes la repa-
ción de los perjuicios irrogados en instancias anteriores, sin nece-

o sidad de recurrir a la Corte Suprema, sea porque el objeto a revi-
sar por ésta ya sería un producto seguramente más elaborado.

Aunque la ley 4055 no innovó en el aspecto .sub examine, es
más, repitió que "la Corte Suprema conocerá ... en grado de apela-
ción, de las sentencias definitivas pronunciadas... por los superio-
res tribunales de provincia ... en los casos previstos por el arto 14
de la ley 48 del 14 de setiembre de 1863" (art. 69), tal reiteración,
efectuada en el contexto de la dirección adoptada, ratifica el con-
vencimiento de que no ha de ser excluida localmente instancia
útil alguna, como requisito para habilitar esta competencia extra-
ordinaria.

Tampoco debe olvidarse que, aun en el reglmen de la ley 27,
la vía per saltum para sustituir, por el federal, el ámbito provin-
cial no agotado, interponía entre esta Corte y la justicia local a
un órgano federal inferior (art. 21), de manera que la "preferen-
cia" del litigante lo comunicaba, en principio, solo mediatamente
con el tribunal.

69) Que es notorio que el llamado derecho procesal constitu-
cional, ha tenido, en nuestro país, entre sus fuentes primigenias,
al de los Estados Unidos de Norte América, según lo pusieron de
relieve los autores de las leyes 182, 27, 48 Y 4055 citados; y que
en el art. 14 de la ley 48 dejó su impronta la sección 25, de la
Judiciary Act, del 24 de setiembre de 1789 (Fallos: 101:70; 120:166),
recogida en la sección 28, parágrafo 1257 del United States Code
(Stern, Robert M. y Gressman, Eugene, Supreme Court Practice,
'5~ ed., 1978, BNA, Washington, p. 201 Y sigts.).

Cabe entonces destacar, que la jurisprudencia del más alto
tribunal de esa nación, ha establecido que, si para la corte supe-
rior de un estado existe una discretionary review (revisión discre-
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cional) O una review as of right (revisión legalmente obligatoria),
si éstas no se procuraran, o se lo hiciera incorrectamente, se vería
frustrada la posibilidad de acudir ante él mediante writ of certio-
rat-i o apelación, con arreglo a la norma aludida (cfr.: "Neuman v/
Gates", 204 U.S. 89; "Stratton v/Stratton", 239 U.S. 55; "Matthews v/
Huwe", 269 U.S. 262, 265-266; "Gotthilf v/Sills", 375 U.S. 79; "Banks
v/California", 395 U.S. 708; .Stern ... y Gressman ... , op. y loe. cits.,
p. 201 Y sigts., esp. ps. 205 a 207).

Análogo colorario se impuso a raíz de la omlSlOn de recursos
ante otros tribunales inferiores (cfr.: "Costarelli v/Massachusetts",
421. U.S. 193; "Whitmarsh v/Massachusetts", 421 U.S. 957).

y si este es así de acuerdo al texto comparado, con mejor ra-
zón lo será por imperio del nuestro, que no ha seguido ad pedem.
litterae a su modelo, pues la desemejanza entre uno y otro en lo
que interesa, evidenciada por la especial expresividad y encareci-
miento puestos en el arto 14 cit., como ha sido indicado (conside-
rando 4<;>,párrafos cuarto. y quiJ?to), traducen un firme propósito
de despejar cualquier vacilación interpretativa, en cuanto a que
por él se instituye un remedio solamente para cuando la última
palabra de la jurisdicción local haya sido emitida (cfr. el primer
párrafo del art. 14 cit., con el de su igual ubicación de la sección
25 cit.: Robertson, Reynolds y Kirkham, Francis R., Jurisdiction
of the Supreme Cow-t of the United States, 1936, p. 851).

7<;»Que las reflexiones efectuadas forman una estructura con-
ceptual de trazos nítidos, que permiten establecer como requisito
inexcusable del recurso extraordinario el fenecimiento de las dispu-
tas en sede local, lo que implica el agotamiento de todas las ins-
tancias hábiles allí establecidas.

Empero, para el trance de su aplicación en concreto, ese aser-
to exige todavía una mayor precisión. Ello deriva de que aún cuan-
do él no ha ofrecido grandes dificultades en supuestos en que se
halla en juego la existencia de las instancias denomin~das "ordi-
narias", no ha ocurrido lo mismo con las "extraordinarias".
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Ahora bien, la elucidación del problema conduce a afirmar la
irrelevancia de la clasificación en una u otra categoría, pues lo que
corresponde examinar no son éstas, sino las aptitudes de las ins-
_tancias -cualquiera de ellas- para generar la revisión mencionada.
Decidir si se hallan terminadas localmente las instancias, es esta-
blecer si existe alguna idónea para el examen de lo juzgado, al
margen de si ésta debe ser calificada de "ordinaria" o "extraor-
dinaria".

La influencia asignada a la distinción es, por lo dicho, sólo ilu-
soria, aunque explicable por el dato -insustancial para la teorÍa-
de que la aptitud de las instancias _extraordinarias es de más difícil
determinación que la de las ordinarias.

Es cierto que en repetidas oportunidades declaró que el tri-
bunal superior a los fines del arto 14 cit., "normalmente es el que
dirime el litigio, una vez agotados los recursos ordinarios que auto-
rizan a pronunciarse" en la materia federal, y que "por excepción,
c?ando las cortes supremas o superiores tribunales provinciales -la
consideran y resuelven al entender en los recursos extraordinarios
locales. .. su sentencia pasa a ser la del tribunal superior" (v. gr.,
Fallos: 304:1468, voto de la mayoda, considerando 4'?, entre muchos
otro~) .

Sin embargo, la experiencia de esta Corte (véase Fallos: 283:
145 -considerando 4'?-) y la consulta a la legislación provincial,
autorizan a valorar que dichas pautas de normalidad y excepcio-
nalidad obedecen más a las prácticas forenses que a las exigencias
legales.

Esto -es así, pues se observa con regular frecuencia que el tri-
bunal recibe causas de similar contenido y procedencia territorial,
. ora falladas sustancialmente por las cortes supremas locales a con-
secuencia de recursos, ora por órganos funcionalmente inferiores.
Estrictamente, esa realidad pone de manifiesto que se ha instituido
una suerte de opción, al modo de la ley 27, que, en el actual régi-
men normativo (art. 14 cit.), es inaceptable, por cuanto "importa
reconocer. .. que el tribunal que actuó como última instancia ordi-
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naria no ha sido ... el superior tribunal de la causa a que se refiere
el arto 14 de la ley 48" (sentencia del 24 de mayo de 1984, in ¡-e:
M.704-XIX, "Municipalidad ... " -considerando _4?- cit.).

A su vez, desde 1873, año en que se consagró el recurso de ina--
plicabilidad de ley en la Provincia de Buenos Aires, hasta nuestros.
días, las constituciones y las leyes locales han implantado distintos-
medios de revisión ante los tribunales supremos de los estados,
cuya suficiencia para el juzgamiento de puntos regidos por la Cons-
titución Nacional no pueden soslayarse sin el riesgo de contradecir
a las normas que los instituyen.

8?) Que es cierto que a este orden de consideraciones se le .
ha opuesto el relativo a la extensión generalmente limitada de los.
aludidos recursos locales, o, con mayor justeza, a su impropiedad
para la solución de la materia señalada.

Pero, esta Corte no comparte tales objeciones. En primer lu-
gar, pues -como ya se ha dicho- es vasto el número de cuestio-
nes federales conocidas por los superiores tribunales de provincia
según su competencia de alzada, de lo que son apenas un ejemplo
los supuestos de recursos del arto 14 cit., desestimados por "pre-
maturos" (Fallos: 269: 156; 274:90; 277:239, 462; 283:330, 375; 293:
424, 577; 295:101; 300:610, 1173; 302:182, 237, 450, 772, 819, 1126;
sentencias del 23 de agosto de 1984, in re: B.618-XIX, "Britez de
Layús, Juana Francisca y Rafaela Britez c/EduarQo Pellegrino ...
s/filiación extramatrimonial y petición de herencia", considerando
2?; 4 de setiembre de 1984, in re: P.503-XIX, "Piñero, Héctor .Lo-
renzo ... ", cit. considerando 2?; 30 de mayo de 1985, in re: R.148-
XX, "Ronchetti, Oscar Alberto c/Fluvio Facio, Lidio Hugo".; 25 de
junio de 1985, in re: A.161-XX, "Alesy, S.A. s/concurso preventivo";
M.116-XX, "Muñoz, Stella Maris y otro c/Campesino Cuñado, Aga-
pito y otros s/ cumplimiento ... " -considerando 2?-; 17 de setiem-
bre de 1985, in re: F.594-XIX, "Favero, Ezio c/La Papelera del Pla-
ta, S.A. s/daños y perjuicios" y PA28-XIX, "Pérez, Humberto c/
I.C.A.S.A. s/daños y perjuicios" -considerando 4?-; y 22 de oc-
tubre de -1985, in re: C.630-XX, "Copaco S.A.C.I.F.A. c/Banco Ar-
gentino del Centro s/cobro de pesos", entre muchas otras).
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En segundo término porque aun cuando mediasen restriccio-
nes legales para tal cognición, ellas serían indefendibles frente a
la Constitución Nacional.

99) Que esta última afirmación encierra un núcleo de capital
trascendencia. Sabido es que el art. 31 de la Ley Fundamental con-
sagra expresamente el principio de la supremacía de la Constitu-
ción: "Esta Constitución, las leyes de la Nación que en su. conse-
cuencia se dicten por el Congreso y los tratados con las potencias
extranjeras, son la ley suprema de la Nación; y las J'lutoridades
de cada provincia están obligadas a conformarse a ella, no obs-
tante cualquier disposición en contrario que contengan las leyes o
Constituciones. provinciales, salvo para la Provincia de Buenos Ai-
res, los tratados ratificados después del pacto del 11 de noviembre
de 1859".

No lo es menos, que la efectividad de un precepto tan termi-
nante demanda un régimen de control de la constitucionalidad de
las leyes, normas y actos de los gobernantes; así es como, entre
nosotros, rige el sistema de control judicial, que es difuso, en tanto
tal custodia está depositada en el quehacer de todos y cada uno
de los jueces: "Es elemental en nuestra organización constitucio-
nal, la atribución que tienen y el deber en que se hallan los tri-
bunales de justicia de examinar las leyes en los casos concretos
que se traen a su decisión, comparándolas con el texto de la Cons-
titución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y
abstenerse de aplicarlas, si las encuentran en oposición con ella ... "
(Fallos: 33: 162; 267: 215, considerando 11, entre otros).

Es más; "todos los jueces de cualquier jerarquía y fuero pue-
den interpretar y aplicar la Constitución y las leyes de la Nación
en las causas cuyo conocimiento les corresponde ... " (Fallos: 149:
122; 302:1325).

No se alcanza a percibir, entonces, cómo podría compatibili-
zarse con esas premisas, la prohibición de que un magistrado argen-
tino, federal, nacional o provincial, sea cual fuere su competencia,
se pronuncie sobre las cuestiones constitucionales que pudiesen
proponerse en los asuntos que deba juzgar.
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Esta Corte reafirma que es facultad no delegada por las pro-
vincias al Gobierno Nacional la de organizar su administración de
justicia y que, por ello, la tramitación de los juicios es de su in-
cumbencia exclusiva, por lo que pueden establecer las instancias
que estimen convenientes (arts. 104, 105 Y 108 de la Constitución
Nacional); empero conceptúa, parejamente, que tal ejercicio es,
desde todo punto de vista, inconstitucional si impide a los magis-
trados locales considerar y aplicar en su integridad la totalidad
del orden jurídico del Estado, en cuya cúspide se encuentra la
Constitución Nacional, las leyes que en su consecuencia se dicten /
por el Congreso y los tratados con las potencias extranjeras, a las
que las autoridades de cada estado están obligadas a conformarse,
no obstante cualquier disposición en contrario que contengan sus
constituciones o leyes (art. 31 cit.; doctrina de Fallos: 200:444).

Se sigue de lo expuesto, que el aseguramiento de la "adminis-
tración de justicia" a cargo de las provincias (art. S,:, de la Cons-
titución Nacional). reclama, con carácter de necesidad, que sus jue-
ces no estén cegados al principio de supremacía evocado, para que
dicha "administración de justicia" sea plena y cabalmente tal.

"Es doctrina común emanada del arto 31 de la Constitución,
que todos los tribunales deben aplicar en primer término, la Cons-
titución y las leyes nacionales. Y si de las sentencias de prinlera
instancia hay recurso de inaplicabilidad de ley o doctrina, para
ante la Cámara respectiva, con mayor razón parece debiera sus-
tentarse ante el Supremo Tribunal, creado especialmente por el
Código para mantener esa aplicabilidad o evitar la errónea apli-
cación de las leyes" (del dictamen del Procurador General, doc-
tor Sabiniano Kier, del 16 de diciembre de 1906, referente al art. 384
del Código de Procedimientos de la Provincia de Buenos Aires,
Fallos: 98:335).

En un sentido similar, esta Corte ha resuelto, en fecha cer-
cana, que la controversia "en que se persigue en sede local una
declaración de inconstitucionalidad de acuerdo con la Constitución
de la Provincia y leyes de rito aplicables, autoriza también la com-
petencia judicial para el examen de los planteas con base en la
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necesaria preeminencia de las, normas federales (art. 31 de la Cons-
titución Nacional)" (Fallos: 298:679).

Del mismo modo, a partir "de la sanción de la ley 48 -arts. 14
y 15- la circunstancia de que en una causa radicada' ante un tri-
bunal provincial se haya propuesto una cuestión federal, no jus-
tifica que el juez que no declara su incomp~tencia, la remita al juez
nacional de sección, luego de resuelto el caso, a los fines de la
decisión originaria del punto federal del pleito. Ello es así por-
que todos los jueces, de cualquier jerarquía y. fuero, pueden inter-
pretar y aplicar la Constitución y las leyes de la Nación en las cau-
sas cuyo conocimiento les corresponde -Fallos: 149:122'y otros-
sin perjuicio de los recursos a que pueda haber lugar, incluso el
extraordinario" (Fallos: 254:437).

Ya hace más de un siglo, el Tribunal manifestó: " ... la obje-
ción de incon,stitucionalidad ... á la referida ley, no basta para pri-
var á los Tribunales de esa Provincia, de la jurisdicción que les
compete para conocer y decidir en causas regidas por Leyes Pro-
vinciales .. , porque, siendo la Constitución Federal ley suprema de
la Nación, á la que están obligadas á conformar sus actos las auto-
ridades de cada provincia, no obstante cualquier disposición en
contrario que contengan las leyes ó Constituciones Provinciales,
artículo treinta y mio, ellas son ejecutores de .la Constitución Na-
cional, y en ese carácter la pueden y deben interpretar y explicar
como la entiendan, quedando á salvo el recurso que contra sus
decisiones establece el párrafo segundó, artículo catorce de la ley
de catorce de Setiembre, á fin de corregir la interpretación erró-
nea de los Tribunales Provinciales, y de salvar la integridad del
derecho Nacional; y haciendo uso de esa facultad y cumpliendo
ese deber, de interpretar la Constitución Nacional para ajustar sus
resoluciones á ella, los Tribunales de la Provincia de Santa-Fé tie-
nen jurisdicción bastante para decidir por sí, y sin perjuicio del
recurso anteriormente mencionado, la objeción de inconstituciona-
lidad hecha á la Ley Provincial cuya aplicación se pide. .. que esta
doctrina se comprueba por las disposiciones que contienen el citado
párrafo segundo, artículo catorce... y el artículo veinte y uno de
la de diez y seis de Octubre de mil ochocientos sesenta y dos, que



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 509

necesariamente suponen el conocimiento y decisión por los Tribu-
nales de Provincia, de casos regidos por la Constitución y Leyes
Nacionales, y de casos en que se cuestiona la validez de una ley,
decreto 6 autoridad de Provincia como repugnante á la Constitu-
ción, á los tratados públicos 6 á las leyes del Congreso". Se agregó,
asimismo: úque, de otro modo, y contra la letra y el espíritu de
la Constitución Federal, la jurisdicdón de los Tribunales de Pro-
vincia sería absorbida por la de los Tribunales de la Nación, pues
para privarlos del conocimiento de las causas que son de su com-
petencia, bastaría que cualquiera de los litigantes alegase con buen
ó mal fundamento que las leyes aplicables al debate eran contra-
rias á la Constitución NacionaL .. " (Fallos: 10:134 -segunda se-
rie- 1:134);

En tal corriente de ideas, se inscribe la decisión del 11 de
noviembre de 1980, en la cual, con cita del último caso transcripto,
se expresó: "la introducción de una cuestión federal (art. 67, inc.
27, Constitución Nacional) no basta para privar a los tribunales
(provinciales) de la jurisdicción que les compete para conocer y
decidir las causas regidas por normas locales" (Fallos: 302:1325).

En conclusión, las provincias son libres para crear las instan-
cias judiciales que estimen apropiadas, pero no pueden vedar a
ninguna de ellas y menos a las más altas, la aplicación preferente
de la Constitución Nacional.

Es menester recalcar que esta creencia se sustenta en el cum-
plido respeto del régimen federal de gobierno, por conferir a la
zona de reserva. jurisdiccional de las provincias la plenitud que
constitucionalmente le corresponde, al reconocer a los magistrados
de todas sus instancias el carácter de irrenunciables custodios de
los derechos y garantías de la Ley Fundamental, y emplazar la in-
tervención apelada de esta Corte Suprema en el quicio que aquella
le ha señalado: ser su intérprete y salvaguardia final.

Es ésta, 'pues, una forma de dar integridad a tal atribución
de los estados (doctrina de Fallos: 208:521, párrafo decimoséptimo).
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10) Que, en suma, esta Corte sienta la doctrina de que tribu-
nal superior de provincia, según el art. 14 de la ley 48, es el órgano
judicial erigido como supremo por la constitución de la provincia,
salvo que sea incompetente en el caso, circunstancia que no podrá
extraerse del carácter constitucional federal de la materia que aquél
suscite. En los supuestos en que por razones diversas de esta últi-
ma naturaleza, el órgano judicial máximo de la provincia carezca
de aptitud jurisdiccional, aquella calidad la tendrá el tribunal infe-
rior habilitado para resolver el litigio por una sentencia que, den-
tro del régimen procesal respectivo, no sea susceptible de ser revi-
sada por otro o, incluso, por él mismo. Consecuentemente, los liti-
gantes deben alcanzar a ese término final, mediante la consunción,
en la forma pertinentc, de las instancias locales, a efectos de satis-
facer el recaudo examinado.

Además, cuando las partes consideren que las vías previstas
en el ordenamiento local quedan, para el caso concreto, terminadas
con la intervención de las "instancias inferiores de la justicia pro-
vincial, deberán exponer las razones pertinentes al interponer el re-
curso extraodinario federal, cuya concesión o denegación habrá de
fundamentar, también en ese aspecto, el tribunal de la causa.

11) Que en vista de cuanto se "ha manifestado, debe tenerse por
correcta, en el sub judice, la actitud de la actora de plantear los
agravios que alega como constitucionales, que le habría irrogado
la sentencia de la "Sala, ante la Corte Suprema local, que revistió el
carácter de tribunal superior (art. 14 cit.), y también 10 fue la de
deducir la apelación extraordinaria" contra la decisión de ésta, que
la ha denegado desacertadamente por los motivos enunciados (con-
siderando 19). En cambio, asistió razón a la Cámara para no conce-
der el remedio federal dirigido contra su pronunciamiento.

Ahora bien; como se lo ha recordado (considerando 1<;»,la de-
mandante impugnó ante la Corte local el fallo de la instancia ante-
rior, por considerar, mediante diversos argumentos, que los votos
emitidos en éste no guardaban la concordancia que, según aquélla,
era menester para la validez de la decisión, con arreglo a las dis-
posiciones legales, doctrina de ese alto tribunal de provincia y de-
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rechos constitucionales que invocó. En tales condiciones, la gené-
rica respuesta dada por este último órgano (ídem), no satisface el
requisito de fundamentación suficiente que exige para todo acto
judicial la garantía de defensa en juicio consagrada por la Cons-
titución Nacional (art. 18; Fallos: 297: 100; 298: 360, entre muchos
otros). Por lo demás, redunda en apoyo de este aserto, lo expre-
sado por la Corte santafesina al denegar la apelación federal contra
su fallo, en cuanto a que el contenido de éste, relativo al tema de la
formación de la sentencia de la Cámara, "podría constituir una fun-
damentación tan sólo aparente" (ídem).

Lo dicho, impone la descalificación del pronunciamiento de la
Corte Suprema de Justicia de Santa Fe,' que rechazó la queja por
recurso extraordinario local no concedido, sin que con ello se abra
juicio sobre la solución definitiva del caso (art. 16, primera parte,
de la ley 48).

Por ello, esta Corte decide: a) hacer lugar a la queja por dene.
gación del recurso extraordinario interpuesto contra la sentencia de
la Corte Suprema de Justicia de Santa Fe, del 27 de abril de 1983,
declarar procedente dicha apelación, y dejar sin efecto ese pro-
nunciamiento en cuanto fue materia de agravios, de manera que el
expediente deberá volver a fin de que, por quien corresponda, se
dicte uno nuevo, con costas en el orden causado; y b) desestimar
la queja por denegación del recurso extraordinario deducido contra
el fallo de la Sala Primera de la Cámara de Paz Letrada de Rosario.

JOSÉ SEVEROCABALLERO(con disidencia. de
fundamentos) --'- AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO
- CARLOSS. FAYT(por su voto) - ENRIQUE
SANTIAGOPETRACCHI JORGE.ANTONIO
BACQUÉ.
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DISIDENCIA DE FUNDAMENTOS DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON JOSÉ

SEVERO CABALLERO

Considerando:

1~) Que de acuerdo a la acumulación dispuesta este expediente
'Comprende las dos quejas de la actora por sendos recursos extra-
ordinarios denegados, atento a lo cual es conveniente pormenori-
zar los antecedentes de ambas. La Sala Primera de la Cámara de
Paz Letrada de Rosario modificó el fallo de la instancia previa,
favorable a la demanda por desalojo, lo ,que motivó a dicha parte
a interponer el recurso de inconstitucionalidad local y el extraordi-
nario federal. En el primero de ellos, se adujo, entre otros argu-
mentos, el relativo a la falta de mayoría en la votación de la Sala,
resultante de la disparidad de los fundamentos vertidos por cada
uno de los opinantes. Este remedio, en su integridad, no fue con-
'Cedido por la Cámara, lo cual dio origen a una queja ante la Corte
Suprema de Justicia de Santa Fe, que la rechazó por considerar
que los puntos en juego no excedían de la mera discrepancia en
la interpretación de los hechos, de la prueba y del derecho proce-
sal y común. Contra este último pronunciamiento, la actora dedujo
un nuevo recurso extraordinario federal que fue asimismo denega-
do, aun cuando la Corte Suprema local admitió en esa providencia,
que lo expuesto por. sus anteriores integrantes al desestimar la
queja, "podría constituir" -en .lo vinculado, a la validez de la
votación- "una fundamentación tan solo aparente". Al efecto, 'esa
Corte afirmó que el recurso extraordinario federal contra la deci-
sión que ella misma calificó en los términos señalados, no debía
proceder, porque "era claro que el derecho sustancial que se pre-
tende .lesionado puede encontrar adecuado amparo mediante la vía
del recurso extraordinario intentado contra la sentencia de la Cá-
mara ... "

Obsérvese, que el "derecho sustancial" al que se refiere últi-
mamente la Corte local es el alegado por, la actora acerca de la
manera -a su juicio irregular- en la cual se formó la decisión
de la Cámara. Asimismo, debe interpretarse que ese tribunal reco-
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nació, al denegar el remedio f~deral, que el cuestionamiento alu-
dido hubiera podido ser satisfecho por un fallo adecuado prove-
niente de ella, al decidir en la queja, pero que estimó, a la vez,
que la omisión en la que habría incurrido no sería" corregible por
esa apelación extraordinaria, fundada en la arbitrariedad. Ello,
por cuanto esta Corte Suprema Nacional estaría directamente habi-
litada para examinar las cuestiones constitucionales tocantes al"
modo en que se dictó la sentencia de la Cámara, sin necesidad de
previo pronunciamiento del alto tribunal provincial al respecto.

La Cámara de paz Letrada, por su lado, sostuvo, contraria-
mente, que el superior tribunal de la causa a los fines del arto 14
de la ley 48 era la Corte Suprema santafecina, pues a ella le habían
sido planteados, y ella había resuelto, los agravios objeto del reme-
dio federal ded,ucido ante la Cámara, por lo que se "produce un
elevamiento del concepto de superior tribunal de la causa a la
Corte Suprema local, apareciendo ésta como una tercera e inelu-
. dible instancia -extraordinaria, pero tercera instancia al fin- que
obviamente es previa a la cuarta que está constituida por la Corte
Federal a la que no parece correcto arribar elípticamente ... ". Por
ello, tampoco fue concedido dicho remedio.

Finalmente, los dos rechazos ocasionaron las ya indicadas pre-
sentaciones directas a este Tribunal.

29) Que es del caso reiterar la jurisprudencia tradicional de
esta Corte Suprema según la cuai es tribunal superior de la causa
aquél que dentro de la respectiva organización procClsal se encuen-
tra habilitado para decidir en último término sobre la materia que
suscita la cuestión federal. "Normalmente es el que dirime el liti-
gio, una vez agotados los recursos ordinarios que autorizan a pro-
nunciarse en dicha materia (Fallos: 283:145; 300:152; 301:60). Por
excepción, cuando las Cortes Supremas o Superiores Tribunales
provinciales la consideran y resuelven al entender en los recursos
extraordinarios locales deducidos para ante ellas, su sentencia pasa
a ser la del tribunal superior a los fines del arto 14 de la ley 48
(Fallos: 269:156; 287:205, 322; 289:422; 294:251; 300:152, 610; 302:
927, 1126; voto del suscripto en la causa M.704.XIX. "Municipalidad
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de San Martín de los Andes c/sucesión de Roque Ugarte", fallada
el 24 de mayo de 1984; entre otros).

3?) Que en vista de cuanto ~e ha manifestado, debe tenerse'
.por correcta, en el sub judice, la actitud de la actora de plantear
los agravios. que alega como constitucionales, que le habría irro-
gado la sentencia de la Sala, ante la Corte Suprema local, que re-
vistió el carácter de tribunal superior (art. 14 cit.), Y también lo
fue la de deducir la apelación extraordinaria contra la decisión de
ésta, que la ha denegado desacertadamente por los motivos enun-
ciados (considerando 1?).

En cambio, asistió razón a la Cáni.ara para no conceder el re-
medio federal dirigido contra su pronunciamiento.

4?) Que, como se lo ha recordado, la actora impugnó ante la
Corte local el fallo de la instancia anterior, por considerar, mediante
diversos argumentos, que los votos emitidos en éste no guardaban
la concordancia 'que, según aquélla, era menester para la validez de
la decisión, con arreglo a las disposiciones legales, doctrina de ese
alto tribunal de 'provincia y derechos constitucionales que invocó.
En tales condiciones, la genérica respuesta dada por este último
órgano, no, satisface el requisito de fundamentación suficiente que
exige par~ todo acto judicial la garantía de defensa en juicio. con-
sagrada por la Constitución Nacional (art. 18; Fallos: 297:100; 298:
360, entre muchos otros).

Por lo d~más, 'redunda en apoyo de este aserto, lo expresado
por la Corte santafecina al denegar la apelación federal contra su
fallo, en cuanto a que el contenido de éste, reiativo al tema de la
formaéión de la sentencia de la Cámara,. "podría constituir una
fundamentación tan sólo' aparente".

'Lo dicho, impone la descalificación del pronunciamiento de la
Cofte Suprema .de Justicia de Santa Fe, que rechazó la queja. por
returso extraordinario local no concedido, sin que con ello se abra
juicip sobre la solución definitiva del caso (art. 16, primera parte,
de la ley 48).

j

, .
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Por ello, se hace lugar a la queja por. denegación del recurso
extraordinario interpuesto contra la sentencia de la Corte Suprema
de Justicia de Santa Fe del 27 de abril de 1983, se declara proce-
dente dicha apelación, y se deja sin efecto ese pronunciamiento
en cuanto fue materia de agravios, de manera que el expediente
deberá volver a fin de que, por quien corresponda, se dicte uno
nuevo, con costas en el orden causado. Asimismo se desestima la
queja por denegación del recurso extraordinario deducido contra
el fallo de la Sala Primera de la Cámara de Paz Letrada de Rosario.

JOSÉ SEVERO CABALLERO,

VOTO DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS. S. FAYT

Considerando:

19) Que de acuerdo a la acumulación dispuesta, este expediente
comprende las dos quejas de la actora por sendos recursos extra-
ordinarios denegados, atento a lo cual es conveniente pormenorizar
los antecedentes de ambas. La Sala Primera de la Cámara de Paz
Letrada de Rosario modificó el fallo de la instancia previa, favo-
rable a la demanda por desalojo, lo que motivó a dicha parte a
interponer el recurso local de inconstitucionalidad y el extraordi-
nario federal. En el primero de ellos, se adujo, entre 'otros argu-
mentos, el relativo a la falta de mayoría en la votación de la Sala,
resultante. de la disparidad de los fundamentos vertidos por cada
uno de los opinantes. Este remedio, en su integridad, no fue con-
cedido por la Cámara, lo cual dio origen a una queja ante la Corte
Suprema de Justicia de Santa Fe, que la rechazó por considerar
que los puntos en juego no excedían de la mera discrepancia en
la interpretación de ,los hechos, de la prueba y del derecho proce-
sal y común. Contra este último pronunciamiento, la actora d~dujo
un nuevo recurso extraordinario federal que fue asimismo ~ene-
gado, aun cuando la Corte Suprema local admitió en esa providen-
cia, que lo exp~esto por sus anteriores integrantes al desesti~ar
la queja, "podría constituir~' -.:en lo vinculado a la validez de \a
votación- "una fundamentación tan sólo aparente". Al efecto, esa



516 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

Corte afirmó que el recurso extraordinario federal contra la deci-
sión que ella misma calificó en los términos señalados, no debía
proceder, porque "era claro que el derecho sustancial que se pre-
tende lesionado puede encontrar adecuado amparo mediante la vía
del recurso extraordinario interitado contra la sentencia de la Cá-
mara ... ".

Obsérvese, que el "derecho sustancial" al que se refiere últi-
mamente la Corte local es el alegado por la actora acerca de la
manera -a su juicio irregular- en la cual se formó la decisión
de la Cámara. Asimismo, debe interpretarse que ese Tribunal re-
conoció, al denegar el remedio federal, que el cuestionamiento alu-
dido hubiera podido ser satisfecho por un fallo adecuado prove-
niente de ella, al decidir en la queja, pero que estimó, a' la vez, que
la omisión en la que habría incurrido no sería corregible por esa
apelación extraordinaria, fundada ~n la arbitrariedad. Ello, por
cuanto esta Corte Suprema l)acional. estaría directamente habili-
tada para examinar las cuestiones constitucionales tocantes al modo
en que se dictó la sentencia' de la Cámara, sin necesidad de previo
pronunciamiento del alto tribunal provincial al respecto.

La Cámara de Paz Letrada, por su lado, sostuvo, contraria-
mente, que el superior tribunal de la causa a los fines del art. 14
de la ley 48 era la Corte Suprema santafecina, pues a ella le habían
sido planteados, y ella había resuelto, los agravios objeto del re-
medio federal deducido ante la Cámara, por lo que se "produce un
elevamiento del concepto de superior tribunal de la causa a la
Corte Suprema local, apareciendo ésta como una tercera e inelu-
dible instancia -extraordinaria, pero tercera instancia al fin- (que)
obviamente es previa a la cuarta que está constituida por la Corte
Federal a la que no parece correcto arribar elípticamente ... ". Por
ello, .1ampoco fue concedido dicho remedio .

.Finalmente, los dos rechazos ocasionaron las ya indicadas pre-
sentaciones directas a este Tribunal.

29) Que la minoría de esta Corte en su actual composición en-
fendió, en numerosos pronunciamientos que debía considerarse
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tribunal superior de la causa, a aquél que dentro de la respectiva
organización procesal se encontrare habilitado para decidir en úl-
timo término sobre la materia que suscitara la cuestión federal.
El que, normalmente sería, se entendió, aquél que dirima el litigio
una vez agotados los recursos ordinarios, que autorizaran a pro-
nunciarse en dicha materia; y por excepción se consideró tal a
los superiores tribunales provinciales que trataran aquella cuestión
judicial y la resolvieran, al entender en los recursos extraordinarios
locales deducidos para ante ellos (sentencia del 24 de octubre de
1985 in re: B.406.xX. "Bianco, Ismael Antonio c/Franch, Casimiro
y otra", y sus citas).

39) Que a aquél convencipliento se había llegado en virtud de
consideraciones legales y prácticas que no es del caso aquí señalar.
Sin embargo, un nuevo y, si cabe, aún más meditado análisis del
tema motivado en la particular y específica situación de esta causa
ya reseñada "en el considerando primero y que condujo al singular
resultado de impedir el progreso de las. dos apelaciones deducidas,
pues los órganos judiciales se adjudicaron recíprocamente, y en
forma exclusiva, el uno al otro, la condición de Tribunal Superior
de Provincia en los términos del artículo 14 de la ley 48, ha llevado
a la conclusión de la necesidad de reexaminar la cuestión con el
fin de afianzar la seguridad jurídica y para evitar situaciones po-
tencialmente "frustratorias de derechos constitucionales.

49) Que a diferencia de la ley 27, cuyos arts. 21 y concordante s
estableCieron que la prosecución de la causa en las instancias loca-
les o federales dependía de la preferencia del agraviado, la ley 48
ha consagrado la necesidad de agotar las instancias provinciales al
disponer en su arto 14 que una vez radicado un juicio ante los tri-
bunales de provincia será sentenciado y fenecido en la jurisdicción
provincial y sólo podrá apelarse a la Corte Suprema nacional de
las sentencias definitivas pronunciadas por los tribunales superio-
res de provincia en los casos allí enumerados. De tal modo, la ley
sustituyó el régimen optativo de instancias locales y federales de
la ley 27 por el de radicación y fenecimiento obligado de las causas
en el fuero provincial, principio que importa al respeto cabal del
federalismo instituido por la Constitución, asumiendo en materia
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de organizaclOn judicial importancia las cláusulas de los arts. 59,
31, 67, inc. Ji; 100; 104 y 105 Y conforme a la ley 48 (confrontar
Fallos: 3: 397). En consecuencia, interpretando genuinamente el ré-
gimen legal vigente, el agraviado debe recorrer las instancias exis-
tentes en la respectiva jurisdicción local, sean ordinarias o extra-
ordinarias (do.ctrina de Fallos: 55:228; 261:420; "Arce, Alfredo Sera-
fín y otro", del 9 de diciembre de 1980, sumariado en Fallos: 302:
1502; 303:508, 899; "Panelli, Antonio y otros s/defraudación", del
12 de agosto de 1982). La exigencia legal y su razón- de ser las in-
cluye a todas por su aptitud para: reparar el gravamen eliminaildo
el interés jurídico del recurrente que es un requisito común de
toda apelación y por ende del recurso previsto en el arto 14 de la
ley 48. .No excepción sino' aplicación genuina de estos principios
son los casos en que la Corte ha considerado prematuros los recur-
sos extraordinarios federales deducidos contra sentencias de Cá-
mara cuando las respectivas cortes supremas o superiores tribu-
nales provinciales, al entender en los recursos extraordinarios loca-
les deducidos para ante ellos, han considerado y resuelto la materia
que suscita la cuestión federal o el gravamen, pues dichas senten-
cias son las del tribunal superior a los fines del arto 14 'de la ley 48
(Fallos: 269:156; 274:90; 283:330; 287:205, 322; 289:422; 294:251;
30Ó:152, 610; 302:927, 1126; sentencias del 23 de agosto de 1984, in
re B.618.XX. "Britez de Layús, Juana Francisca y Rafaela Britez
c/Eduardo Pellegrino s/filiación extramatril!1onial y petición de he-
rencia" -considerando 29; 4 de septiembre de 1984, in re P.503.XIX.
"Piñero, Héctor Lorenzo ... ", cit. considerando 29; 30 de mayo de
1985, il~re R.148.xX. "Ronchetti, Oscar Alberto c/Fluvio Facio, Li-
dio Hugo"; 25 de junio de 1985, in re A.161.XX. "Alesy S.A. s/con-
curso preventivo"; M.116.XX. "Muñoz,Stella Maris y otro c/Cam-
pesino Cuñado, Agapito y otros s/cumplimiento ... " -considerando
29; 17 de septiembre de 1985, in re F.594.XIX. "Favero, Ezio e/La
Papelera del Plata S.A. s/daños y perjuicios" y P.428.XIX. "Pérez,
Humberto cjLC.A.S.A. s/daños y perjuicios" -considerando 49; 22
.de octubre de 1985, in ¡'e C.630.xX. "Copaco S.A.C.I.F.A. c/Banco
Argentino' del Centro s/cobro de pesos"; y dictamen del señor Pro-
curador General, Dr. Elías P. Guastavino, del 21 de diciembre de
1977; in ¡.e U.38.XVII. "Udabe, Eloy Héctor c/Prati .Vázquez Igle-
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sias S.A.", causa fallada el 20 de julio de 1978, entre muchos otros).
Asimismo, la aplicación por esta Corte, en supuestos donde lo dis-
cutido es la procedencia de recursos extraordinarios locales, de su
doctrina relativa a la admisión de la apelación federal respecto de
las resoluciones que deniegan arbitrariamente remedios extraordi-
narios estatuidos por el procedimento del lugar, importa la admi-
sión de que corresponde reconocer el carácter de superior tribunal
de provincia al órgano máximo de la estructura judicial local habi- .
litado para entender mediante dichos recursos extraordinarios pro-
vinciales (Fallos: 278: 168; 296:734; 298:268, 422; "Zaccaro, H. A~
s/homicidio culposo", del 15 de noviembre de 1977; "Cía. Azucarera
Santa LuCÍa S.A. c/Rougés, E. A. Y otro", del 28 de julio de 1978;
"Ferri, Osvaldo Luis c/Wiskiel, José y otra", del 17 de marzo de
1981; "Orellana, Félix Marino c/Empresa Constructora Osear A. Ma-
yocchi S.C.A.", del 2 de julio de 1981; "Pasteknik, EIsa Leonor s/
recurso de inconstitucionalidad", del 6 de octubre de 1981; "Moro,
José Domingo y otra e/la sucesión de Leopoldo Antonio Obregón
Sosa y su administrador judicial s/consignación", del 11 de marzo
de 1982, entre otros).

59) Que esta doctrina es de aplicación aún en los supuestos
de recursos locales de extensión limitada o extraordinarios que no
contemplasen el tratamiento de la cuestión federal ya que tales
restricciones legales para su cognición serían indefendiblés frente
a la Constitución Nacional (art. 31) que obliga a los jueces .de cual.
quiero jerarquía o fuero a interpretar y aplicar la ley fundamental
y las leyes de la Nación en las causas cuyo conocimiento les corres- .
ponde (Fallos: 149:122; 302: 1325).

69) Que en vista de cuanto se ha manifestado, debe tenerse por
correcta, en el sub judice, la actitud de la actora de plantear los
agravios que alega como constitucionales, que le habrían irroga.do
la sentencia de la Sala, ante la Corte Suprema local, que revistió
el carácter de tribunal superior (art. 14 cit.), y también lo fue la
de deducir la apelación extraordinaria contra la decisión de ésta,.
que la ha denegado desac~rtadamente por los motivos enunciados'
(considerando 19). En cambio, asistió razón a la Cámara para no
conc'eder el remedio federal dirigido contra su pronunciamiento.
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Ahora bien, como se lo ha recordado (considerando 19), la de-
mandante impugnó ante la Corte local el fallo de la instancia ante-
rior, por considerar, mediante diversos argumentos, que los votos
emitidos en éste no guardaban la concordancia que, según aquélla,
era' menester para la validez de la decisión, con arreglo a las dis-
posiciones legales, doctrina de ese alto tribunal de provincia y de-
rechos constitucionales que invocó. En tales condiciones, la gené-
rica respuesta dada por este último órgano (ídem), no satisface el
requisito de fundamentación suficiente que exige para todo acto
judicial la garantía de defensa en jui~io consagrada por la Cons-
titución Nacional (art. 18; Fallos: 297: 100; 298: 360, entre muchos
otros) .

Por lo demás, redunda en apoyo de este aserto, lo expresado
por la Corte santafesina al denegar la apelación federal contra su
fallo, en cuanto a que el contenido de éste, relativo al tema de la
formación de la sentencia de la Cámara, "podría constituir una
fundamentación tan sólo aparente" (ídem).

Lo dicho, impone la' descalificación del pronunciamiento de la
Corte Suprema de Justicia de Santa Fe, que rechazó la queja por
recurso extr.aordinario local no concedido, sin que con ello se abra
juicio sobre la solución definitiva del caso (art. 16, primera parte,
de la ley 48).

Por ello, en atención a las concIusion'es resueltas en los con si-
derandos 10 y 11, esta Corte decide: a) hacer lugar a la queja
por denegación del recurso extraordinario interpuesto contra la sen-
tencia de la Corte Suprema de Justicia de Santa Fe, del 27 de abril
de 1983, decIarar procedente dicha apelación, y dejar sin efecto ese
pronunciamiento en cuanto fue materia de agravios, de manera
que el expediente deberá volver a fin de que, por quien corres-
ponda, se dicte uno nuevo, con costas en el orden causado; y b)
desestimar la queja por denegación del recurso extraordinario de-
ducido contra el fallo de la Sala Primera de la Cámara de Paz
letrada de Rosario.

CARLOS S. FAYT.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

JOSE LUIS SANCHEZ

521

RECURSO EXTRAOIWINARIO: Requisitos formales. Interposición del recurso.
Término.

Debe considerarse que el. recurso extraordinario -interpuesto por el
procesado, quien solicitó se le proveyera la asistencia técnica del De-
fensor Oficial- ha sido fundado en término, si no existe constancia
alguna ~~obreel momento a partir del cual el funcionario pudo tomar
cabal conocimiento de la causa para formular los agravios del caso.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Procedi-
mientó y sent.~ncia.

Si el a quo anuló la unificación de penas declarada en primera instancia
sin que mediara recurso acusatorio y agravando de ese modo la situa-
ción elel condenado. ha incurrido en un supuesto de reformatio in peius
que descalifica. la sentencia.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:'

El Juez de Primera Instancia condenó al acusado a la pena de
siete años de' prisión,' la que unificó con una anterior de seis años
y ocho meses en una única de trece años de prisión, cuyo venci~
miento operaría el 20 de enero de 1988 (ver fs. 188 vta. de los autos
principales, a los que se refieren las siguientes citas de fojas de
este dictamen).

La Cámara, al conocer de los recursos de apelación interpues-
tos por el procesado y un defensor, declaró la nulidad de la aludida
unificación y ordenó se volviera a practicar el cómputo respectivo,
del que surgió como nueva fecha de vencimiento de la pena l;:l 13
de enero de 1991 (conf. fs. 201).

A fs. 218 el procesado declaró que el 15 de agosto de 1985 en-
VIO al tribunal una carta certificada interponiendo recurso extra-
ordinario contra esa sentencia y reiteró en ese acto sú voluntad de
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deducir dicho recurso. Solicitó también ser asistido en lo suce.
sivo por el Sr. Defensor Oficial.

.A pesar de que la mencionada carta nunca fue hallada la Cá-
mara entendió que la manifestación verbal del procesado impor:-
taba la deducción de un' recurso extraordinario in forma pauperis
y, en consecuencia, remitió la causa al defensor oficial a los efec-
tos de su fundamentación.

Dicho funcionario planteó que la Cámara, al extender la dura.
ciÓn de la pena en casi tres años sin que existiera recurso~cusa-
torio, había excedido los límites de su competencia, pues la decla-
ración de nulidad se apoyaba en, un criterio interpretativo diferente
del del juez de grado que la Cámara no estaba habilitada para re-
visar si no mediaba un recurso de apelación.

A fs', 244 el tribunal denegó el recurso extraordinario y contra
esta decisión la defensa dedujo la presen~e queja.

Según surge de las constancias de fs. 199 vta. la sentencia que
motivó la apelación extraordinaria fue notificada' al acusado .el 12
de agosto de 1985, en consecuenci~ el recurso extraordinario inter-
puesto verbalmente por éste el 26 de agosto (ver fs. 218) ha sido
deducido en término (Fallos: 302:1276).

A mi modo de ver, la demora en fundamentarlo por parte del
defensor oficial no es óbice para su tratamiento en. esta instancia .

.Ello así porque, si bien dicho funcionario fue notificado de su
designación el 26 de agosto de 1985 (fs. 219) y presentó el escrito
respectivo el 27 de septiembre del mismo año, es doctrina del Tri-
bunal que en las causas de naturaleza penal debe prevalecer la
preocupación por brindar al defendido todas las oportunidades para
un adecuado resguardo de la garantía de. la defensa en juicio (Fa-
llos: 302:1669) y por otra parte, no surge de' las actuaciones que
el referido funcionario hubiera tomado cabal conocimiento de ellas
antes de los diez días hábiles inmediatamente anteriorés a la fecha
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de su presentación (conf. doctrina de Fallos: 301:419 y sus citas
y 302:1264).

En cuanto al fondo del asunto, considero directamente aplica-
bIes, ,al caso ,en examen los criterios sustentados en la sentencia
de V.E. registrada en--Pallos: 295:778.

Considero, ,Por ello, que corresponde hacer lugar a esta queja
para dejar sin efecto la sentencia apelada en cuanto dispone la
nulidad de la unificación de penas decretada por el señor j,uez de
primera instancia. Buenos Aires, 17 d~ marzo de 1986. Juan Octa-
vio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 8 de abril de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el defensor
oficial de Ira. y 2da. Instancia en lo Criminal y Correccional Titular
de la Defensoría N<;>2 de Capital Federal en la causa Sánchez, José
Luis s/inf. arto 166, inc. 2<;>,del c.P.", para decidir sobre su proce-
dencia.

Considerando:

Que contra la sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones
en lo Criminal y Correccional, Sala I, que confirmó la condena im-
puesta en primera instancia a José Luis Sánchez y anuló la unifi-
cación de penas efectuada por el juez de grado, aquél interpuso
personalmente -dentro del plazo legal- el recurso extraordinario
del que da cuenta el acta de fs. 218 del/principal, y solicitó que
se le proveyera la asistencia técnica del Defensor Oficial para fun-
dar la impugnación. Si bien este funcionario intervino a partir del
26 de agosto de 1985 -fecha en que se le notificó el auto que lo
designaba (fs. 218 vta., ídem)- y sólo cumplió su cometido el 27
de septiembre siguiente (fs. 236/242, ídem), debe considerarse que
el remedio federal ha sido fundado en término toda vez que' no
existe constancia alguna sobre el momento a, partir del cual pudo
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tomar cabal conocimiento de la causa para formular los agravios
del caso (conf. constancia sin fecha al .pie de fs. 220, y actuaciones
de fs. 221 que demuestran que el 9 de septiembre el proceso per-
manecía aún en la Sala sin haberse cumplido la remisión ordenada
a fs. 220).

Que, en cuanto al fondo del asunto, es aplicable la doctrina del
Tribunal expuesta al resolver el caso que se registra en Fallos: 295:
778, por resultar idéntico al sub lite. En efecto, al anular el a qua
la unificación de penas declarada en primera instancia, sin que me-
diara recurso acusatorio y agravando de ese modo la situación del
condenado, ha incurrido en un supuesto de retonnatio in peius
que descalifica la sentencia.

Por ello, y de' conformidad con lo dictaminado por el señor
Procurador General, se declara procedente el recurso extraordina-
rio denegado a fs. 244. Y, por no ser necesaria más sustariciación,
se revocan los puntos III y IV del dispositivo de la sentencia de
fs. 197/199,y se deja fIrme -en cuanto a la unificación de la pena
y su cómputo- lo resuelto a fs. 174/188.

JOSÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI - JORGE ANTONIO

BACQUÉ.

JAIME WASSERMAN

JUBILACION y PENSION.

Es descalificable el pronunciamiento que -por entender que no se ha-
llaban reunidos los requisitos del art. 28 de la ley 18.037,t.O. 1976- de-
negó la jubilación solicitada por quien -habiendo prestado servicios
para Jos firmas- a partir de determinada fecha integró una de ellas
como socio colectivo sin percibir sueldos. Ello es así, pues no debe sos-
layarse el examen de la incidencia que pueda tener en el caso el art.'27
del R.e.T. (t.o. por decreto 390/76), considerando para ello la índole

-..
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de las tareas cumplidas por el peticionante a efectos de ponderar su
inclusión en las previsiones de la citada norma y también debe tenerse
en cuenta la <"ceptaciónde los pagos por parte de la Caja lo que pudo
razonablemente interpretar el interesado corno aceptación implícita del
ejercicio de la opción prevista en el art. 4? de la ley 14.397o en el arto 2?
del decreto 1644/57(1).

ENRIQUE DANTE DAVID

SUPERINTENDENCIA.

No corresponne' computar el lapso de prescindibilidad a efectos jubila-
torios, habida cuenta de que durante aquél, los agentes -en el caso un
perito médico del' Cuerpo Médico Forense- no prestaron servicios ni
percibieron remuneraciones y tampoco efectuaron aportes en los tér-
minos de la ley 18.037,(arts. 10, 11 y 15), mientras que sí serán tenidos
en cuenta los años de servicios prestados con anterioridad para las
futuras promociones y la liquidación de la bonificación por anti-
güedad (2).

CARLOSGRAFFIGNALATINO y OTROS

CONFLICTO DE PODERES

La Corte' Suprema carece de jurisdicción para conocer respecto de cues-
tiones que cons,tituyen conflictos de poderes de una misma provincia.
Esta doctrina encuentra fundamento en la reforma constitucional de
1860 y en los arts. 104 y siguientes de la Constitución Nacional que
consagran la autonomía de los estados provinciales. Así ocurre en el
caso en el que varios magistrados del Superior tribunal de una provin-
cia impugnan la resolución del jurado de enjuiciamiento mediante la
que se dispuso suspender en sus funciones a los actores entretanto se
tramita el proceso abierto en virtud de las denuncias formuladas por

(1) 8 de abril.
(2) 8 de abril.

il,
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el Fiscal de Estado, vinculadas a la tramitación de una causa elevada
ante' aquel alto tribunal por dos legisladoras separadas del seno de, la
legislatura local.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

El Presidente y el' Ministro sub decano de la Exma. Corte de
Justicia de San Juan, y el Procurador General de la Provincia, ini-
cian en jurisdicción originaria de V.E. ,esta demanda de amparo
contra la' resolución del Jurado de enjuiciamiento de dicha provin-
cia, suscripta el 14 del corriente, mediante la que se dispuso sus-
pender en sus funciones a los actores entretanto se tramita el pro-
ceso abierto en virtud de las denuncias formuladas por el Fiscal de
Estado, vinculadas a la tramitación de uila' causa elevada ante aquel
~Ito tribunal por dos legisladoras separadas del seno de la legis-
latura local, de todo lo cual dan cuenta las constancias anexas al
sub júdice.

Reclaman de V.E. q~e "como cabeza de poder y.órgano supre-
mo de la organización judicia~ argentina", ,garantice el normal fun-
cionamiento de la institución e investidura de los jueces provin-
ciales, con apoyo .normativo en los arto 5? y 18? de la Constitución
Nacional, en cuanto no se encuentl"a asegurada la Administración
de Justici~ y se han violado el derecho de defensa y el debido pro-
ceso.

En lo substancial, entonces, debo advertir que el problema' que
se intenta traer a la consideración de V.E. constituye un conflicto
de poderes de una misma provincia en los términos de Fallos: 283:
243, y los allí citados, a los que cabe remitirse, respecto del cual la
Corte Suprema carece de jurisdicción con fundamento en la reforma
constitucional de 1860 y en. los arts. '104 y ssts. de la Constitución
Nacional, que consagran la autonomía de los estados provinciales.

Al margen de este impedimento fundamental que hace a la injus-
ticialidad en esta instancia federal del suscitado conflicto, de natu-
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raleza política, no está demás observar que la preSente acción no
se dirige ni en sentido nominal ni en el sustancial contra la men-
tada provincia (cf. "Marrese, Alberto A.", del 28/11/85),. desde que
s~ demanda contra ~ tribunal de enjuiciamiento, entidad que nq
cubre en ninguno de tales sentidos al estado provincial al efecto
de lo establecido en el arto ~01 de la Constitución Nacional y lo
consagrado por esta Corte' en punto al. restrictivo ámbito de su
jurisdicción originaria.

Opino, por tanto, que V.E. debe desestimar sin más esta ac-
ción. Buenos Aires, 24 de marzo de 1986. Juan OCtavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 10 de abril de 1986.

. Autos y Vistos:

De conformidad con lo dictaminado por el señor Procurador .
General, a cuyos fundamentos y conclusiones corresponde remitir
en razón de brevedad, declárase que la presente causa es ajena a
la competencia de esta Corte.

JosÉ SEVERO CABALLERO -.:.. AÜGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO ~ CARLOS S. FAYT - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI JORGE ANTONIO
BACQUÉ.

FERMIN J. DIAZ v. COBY S. A. y OTROS

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por la materia. Cues-
tiOlies civiles y comerciales. Contratos innominados.

De acuerdo a las previsiones de los arts. 1, 5, 6, 7, 8, inc. 5~, 223 Y 226
del Código de Comercio -y atendiendo al carácter com'ercial de los actos
cumplidos- es competente la justicia comercial, y no la especial en lo
Civil y comercial para conocer en la demanda por cobro de. honorarios
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y restitución de gastos emergentes de haber efectuado gestiones rela-
tivas a la puesta en marcha de un complejo industrial, si la actora
afirma haber actuado siguiendo expresas instrucciones de los deman-
dados, obrando en su representación Y por su cuenta aunque lo hiciera
a nombre propio. Ello es así, pues la relación jurídica que vincula a los
litigantes encuentra mayores semejanzas con el mandato que con la loca-
ción de obra, y del intercambio documental de cartas se configura el
mismo -del que nace la obligación de rendir cuentas- (1) .

GUSTAVO OSCAR SERANTES 'v. RODOLFO OMAR RODRIGUEZ y OTRO

JURlSDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por la materia.
Cuestiones civiles y comerciales. Sucesión. Fuero de atracción.

No obstante que el proceso de sucesión atrae al Juzgado donde tramita
todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante, sea
cual fuere la causa que determine esa jurisdicción, si la demanda se
promueve por daños y perjuicios por lesiones contra el transportador
responsable, conductor y dueño del colectivo -de conformidad con el
arto 184 del Código de Comercio-- y se cita en los' tén:ninos del arto 94
del Cód~goProcesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires
-en igual redacción al de-la Nación- a quien resulta ser el titular
del dominio del rodado -sin que su citación importe incorporarlo como
sujeto pasivo de la pretensión-, no es competente para entender en la
causa el juez del sucesorio. Ello es así, pues al no tratarse de una acción
deducida contra el causante, no cabe considerar a la demanda com-
prendida en el supuesto contemplado por el ar1'..3284, inc. 4~, del Có-

digo Civil (2).

(1) 10 de abril.
(2) 10 de abril. Fallos: 298: 341; 306: 969.
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CARLOSALBERTO PE~A v. MUNICIPALIDAD DE RIO COLORADO
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. CuestiOltes no federales.
Sentencias arlJitrarias. Procedencia del recurso. Exceso ritual manifiesto.

Incurre en excesivo rigor formal y corresponde descalificar la resolución
que desestimó el recurso de revocatoria contra la sentencia que rechazó
in limine la demanda contenciosoadministrativa, y. que por considerarla
extemporánea rechazó su nueva deducción peticionada en subsidio. Ello
es así, p;,¡es se encontraba cumplido lo requerido por el tribunal -acom.

r pañal' copia íntegra de una resolución administrativa y reponer el se-
llado-y, respecto a la posibilidad de reiniciar la demanda, la aplicación
de las reglas de prescripción no debió efectuarse de oficio (art. 3964
del Código Civil) (1).

BANCO NACIONAL DE DESARROLLO v. JUAN BARRERA REAL

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. Reso-
luciones posttlriores a la sentencia.

Si bien las resoluciones recaídas en los procesos de ejecución de sen-
tencia no son susceptibles de apelación extraordinaria, cabe hacer ex-
cepció;l a la r~gla mencionada cuando la solución traduce un aparta.
miento inequívoco de lo resuelto en ella con el consiguiente menoscabo
de las garantías de la defensa en juicio y de la propiedad. Así ocurre
en el c:!'.soen que el a qua, con el sólo fundamento de la ausencia de
imperatlvidad en hs causas judiciales de la circular R.F. 8 del Banco
Central -que sustituyó a las disposiciones de las circulares B. 1352 y
LF. 609- prescindió, sin dar razón plausible para ello, de los términos
expresos de la sentencia de trance y remate en cuanto había establecido
el reajuste del crédito del actor de conformidad con lo estipulado en
el contrato de prenda con registro, que remitía de modo expreso a las
disposiciones modificatorias de las circulares en vigencia a la época
de su celebrasión por las partes.

(1) 10 de abril.
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Suprema Cortoe:

FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Contra lo resuelto a fs. 180 por la Cámara Nacional de Apela-
ciones en lo Civil y Comercial Federal Sala N? 3 interpuso la parte
actora recurso extraordinario cuya denegatoria dio origen a la pre-
sente queja.

El tribunal a qua, sobre la base de considerar que la circular
del Banco Central en la cual la actora fundó su pretensión de repo-
tenciar el saldo adeudado no era de aplicación imperativa a las
causas judiciales, revocó la resolución de grado. Ordenó, por ello,
fuera el juzgador quien fijara el quantum de la depreciación que
partir de la ponderación global de los distintos índices existentes,
con especial atención a la realidad económica que reflejaban.

Los agravios del recurrente están dirigidos a la arbitrariedad
que supone una decisión que, a su juicio sin fundamentos, modificó
en lo sustancial los términos de la litis. Ello, porque luego de con-
sentida la sentencia y abonada la liquidación que oportunamente
confeccionó el recurrente, cualquier modificación en ese aspecto
debería entenderse como una violación a las garantías' consagradas
por el artículo 17 de la Constitución Nacional.

Soy de opinión que resulta aplicable al sub lite la reiterada
doctrina de V.E. que establece que la invocación de agravios mera-
mente conjeturales resulta inhábil para abrir la instancia extraor-
dinaria (Fallos: 279: 322; 300: 1010; 301:866,' 1186).

Considero que los expuestos por el apelante en este remedio
federal revisten aquel carácter, toda vez que el decisorio atacado
_y por los fundamentos que expuso-, se limitó a fijar las pautas
genéricas que deberán atenderse en orden a una adecuada actua-
lización de la deuda, y no ha sido demostrad,o, precisamente por la
indeterminación del quantUl11, la existencia de gravamen actual que,
por lo expuesto, constituye requisito para la procedencia del re-
curso extraordinario.
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Por lo demás, no resulta ocioso recordar que la invocada doc-
trina de la arbitrariedad sólo tiene por objeto cubrir un notorio
desvío de las leyes' aplicables o una total ausencia de fundamenta-
ción, puesto que no se propone corregir decisiones que, como las
referidas al criterio a seguir para determinar un porcentaje de co-
,rrección a las deudas existen,teso las d<:;s,tipadasa interpretar los
alcances de las' cláusulas contractuales que vincularon a las partes,
constituyen cuestiones de hecho, prueba, derecho común y procesal,
'ajenas a la competencia de la Corte (Fallos: 297:42, 73, 179; 298;
276; 302:1033, entre ..muchos otros).

Cabe agregar que tampoco aparecen controvertidos por esta
apelación federal los fundamentos que sostienen la resolución del
tribunal a quo en tanto remiten a las razones dadas en las causas
que cita. Finalmente, advierto que es sólo a partir. de la impugna-
ción de la accionada a la última liquidación practicada cuando se
exteriorizó en autos el método utilizado para la corrección del capi-
tal adeudado, por lo ,cual no advierto la' demasía decisoria que se
imputa al auto cuestionado.

Por estas consideraciones, soy de opinión que esta queja no debe
tener favorable acogida., Buenos Aires, 30 de diciembre de' 1985.
Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires,' 10 de. abril de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de' hecho, deducido por .la actora en
la causa Banco Nacional de Desarrollo e/Barrera Real, Juan", para
decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1':') Que contra el pronunciamI"entó de la Sala IJI pe la Cámara
Naci~nal de Apelaciones en lO Civil y Comercial Federal que, al revo-
car parcialmente el fallo de la instancia anterior, dispuso que la
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nueva liquidación del crédito ejecutado se efectuara a la luz de la
ponderación global de los índices oficiales de reajuste, el actor inter-
puso el recurso extraordinario cuya denegación motiva esta pre-

sentación directa.

29) Que los agravios del. apelante suscitan cuestión federal
bastante para su tratamiento por la vía intentada pues si bien,
en principio, las resoluciones recaídas en los procesos de ejecu-
ción de sentencia no son susceptibles de apelación extraordinaria,
cabe hacer excepción a la regla mencionada cuando -como en el
caso- la solución traduce un apartamiento inequívoco de lo re-
suelto en ella con el consiguiente menoscabo de las garantías de
la defensa en juicio y de la propiedad (Fallos: 297:49; 299:224;

302: 1222, entre otros).

39) Que tal situación se ha configurado en el sub lite cuando
la alzada, con el solo fundamento de la ausencia de imperatividad
en las causas judiciales de la circular R. F. 8 del Banco Central
-que sustituyó a las disposiciones de las circulares B. 1352 Y 1. F.
609- prescindió, sin dar razón plausible para ello, de los térmi-
nos expresos de la sentencia de tl"ance y remate en cuanto había
establecido el reajuste del crédito del actor de conformidad con
lo estipulado en el contrato de prenda con registro (fs. 31), cuya
cláusula tercera remitía a esos fines y de modo expreso a las dis-
posiciones modificatorias de las circulares en vigencia a la época
de su celebración por las partes.,

49) Que, .en tales condiciones, al sustituir el índice de correc-
ción proveniente de la circular aludida en primer término, es de-
cir, el de precios al por mayor nivel general, por el establecimiento
de una pauta genérica e imprecisa de reajuste en punto a la liqui-
dación de la deuda ejecutada, el fallo impugnado ha interpretado
de modo claro e indudablemente equivocado el sentido y alcance
.de un pronunciamiento investido de la autoridad de cosa juzgada
y, consecuentemente, debe ser dejado sin efecto.

Por ello, oído el señor Procurador General, se declara proce-
dente el recurso extraordinario y se deja sin efecto la sentencia.
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Con costas. Vuelvan los autos al tribunal de origen a fin de que
por medio de quien corresponda proceda a dictar nuevo pronun-
ciamiento.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUE.

MARIA DEL CARMEN BARACCO DE PERDOME y OTRO
v. BANCO DEL ACUERDO S.A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas y actos comunes.

):..OS agravios tendientes a demostrar la procedencia del pago de horas
suplem~ntarias remiten al examen de cuestiones de hecho y de derecho
común.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Exceso ritual manifiesto.

El pronunciamiento que desconoció los efectos de un telegrama y se
consideró impedido de resolver la eventual transgresión del arto 3986
del Código Civil, por la circunstancia de no haber alegado el recurrente
la configuración del absurdo, consagra un exceso ritual manifiesto con
menoscabo de la verdad jurídica objetiva. Ello es así porque del escrito
en el que el aquí recurrente fundó su recurso de inaplicabilidad de ley
se desprende que hubo un planteo suficientemente explícito en torno a
la existencia y contenido del telegrama en cuestión y a su posible inci-
dencia en la solución de la litis conforme al texto del arto 3986 del Có-
digo Civil, el cual, aunque no mencionase expresamente la doctrina del
absurdo bastaba para que la Corte provincial resolviera el punto.

JUICIO CIVIL ..

El proceso civil no puede ser conducido en términos estrictamente for-
males; no se trata ciertamente del cumplimiento de ritos caprichosos,
sino del desarrollo de procedimientos destinados al establecimiento de
la verdad jurídica objetiva, porque la renuncia consciente a la verdad
es incompatible con el adecuado servicio de justicia.
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FALLO -DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 10 de abril de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por los actores
en la causa Baracco de Perdome, María del Carmen y otro c/Banco
del Acuerdo, S.A.", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

19)' Que contra la sentencia de la Suprema Corte de Justicia
de la Provincia de Buenos Aires, que rechazó el recurso de inapli-
cabilidad de ley interpuesto por la actora contra la decisión del
Tribunal del Trabajo N9 2 de Mar del Plata que había hecho lugar
parcialmente a la demanda, se interpuso el recurso extraordinario
que, denegado, dio lugar a la presente queja.

29) Que la recurrente ataca de arbitraria a la sentencia ape~
lada por haber' considerado infundada la pretensión de que se con-
siderasen elementos obrantes en la causa que, a su decir, deter-
minarí;m la suspensión del término de prescripción, y por haber
hecho prevalecer la norma del arto 39- de la ley 11.544 por sobre
las disposiciones específicas que rigen la actividad bancaria.

39) Que los agravios de los recurrentes tendientes a demostrar
la procedencia del pago de horas suplementarias remiten al' exa-
men de cuestiones de hecho y de derecho 'común, resueltas con
fundamentos suficientes de dicho carácter que impiden la des-
calificación del fallo en los términos de la doctrina de la arbi-
trariedad.

49) Que, en cuanto concierne a la suspensión del plazo de pres-
cripción, el a qua consideró que la omisión por el tribunal de
grado inferior de considerar un documento agregado a la causa,
remitía al examen de una cuestión de hecho y prueba y a la deter-
minación de la eventual existencia de absurdo, cuya apreciación le
estaba vedada por no haber señalado el apelante el precepto legal
que regla la tarea axiológica del juzgador (v. fs. 188).
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5':') Que el pronunciamiento apelado, en cuanto desconoció los
efectos del telegrama de fs. 6 y, por ende, se consideró impedido
de resolver la eventual transgresión del arto 3986 del Código Civil,
por la circunstancia de no haber alegado el recurrente la configu-
ración del absurdo, consagra un exceso ritual manifiesto con me-
noscabo de la verdad jurídica objetiva. Ello es así porque del es-
crito en el que el aquí recurrente fundó su recurso de inaplicabi-
lidad de ley 'se desprende qué hubo un planteo suficientemente
explícito en torno a la existencia y contenido del telegrama en
cuestión y a su posibl~' incidencia en la solución de la litiS con-
forme al texto del art. 3986 del Código Civil, el cual, aunque no
mencionase expresamente la doctrina del absurdo, bastaba' para
que la Corte provincial resolviera el punto.

6':') Que, además, cabe recordar la doctrina de la Corte en el
sentido de que el proceso civil no puede ser conducido en términos
estrictamente formales; no se trata ciertamente del cumplimiento
de ritos caprichosos, sino del desarrollo de procedimientos desti-
nados al establecimiento de la verdad jurídica objetiva (Fallos:
238:550; 300:4,14; 301:725), porque la renuncia consciente a la ver-
dad es incompatible con el adecuado servicio de justicia (Fallos:
301:922).

Por ello, se hace lugar a la qU,eja y se deja sin efecto la sen-
tencia apelada con el alcance indicado. Vuelvan los autos al tri-
bunal de origen' para que, por quien corresponda, se dicte una
nueva con arreglo al presente.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

'- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONiO BACQUÉ.
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STABILISIERUNGSFOND FüR WEIN v. BODEGAS ESMERALDA S.A.

MARCAS DE FABRICA: Designaciones y objetos.

Corresponde confirmar la sentencia que entendió que no existe impedi-
mento para la concesión de la marca "Kiedrich", pues el arto 5? de la
ley 3975 establece que podrán emplearse como marcas los nombres de
lugares o pueblos sin otra limitación que la derivada del inc. 4? del
arto 3?, es decir, la referente a los términos o locuciones que hayan
pasado al uso general, circunstancia que no concurre en el caso.

IDENTIFICACION DE MERCADERIAS.

En atención a lo dispuesto en los arts. 1? y 2? de la ley 11.275y su re-
glamentación, corresponde descartar el eventual perjuicio contra la Re-
pública Alemana respecto de su industria vitivinícola por la concesión
del uso de la marca "Kiedrich" -por tratarse de una comarca de ese
paÍs-o pues dichas disposiciones, ampliatorias del régi,men de la ley
3975establecen la obligación de identificar los productos o mercaderías
fabricadas en el país, a cuyo fin requieren que sobre los envases o en-
voltorios o sobre los mismos objetos se imprima la expresión "industria
argentina" y dicha obligación legal ha sido debidamente cumplida.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Exclusión de las cuestiones de hecho. Marcas y Patentes.

El agravio referente a la apreciación efectuada por el a qua respecto
de la claridad con que se indica la procedencia del producto en las
etiquetas del vino, remite a una cuestión fáctica, irrevisable en la ins-
tancia de excepción.

FALLODE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 10 de abril de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en
la causa Stabilisierungsfbnd Für Wein e/Bodegas Esmeralda, S.A.",
para decidir sobre su procedencia.
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19) Que la Sala III de la Cámara Nacional de Apelaciones en
lo Civil y Comercial Federal confirmó lo resuelto en la instancia
anterior en cuanto había rechazado la acción sobre nulidad de la
marca "Kiedrich" para identificar todos los productos de la clase
23 del Nomenclador Nacional, cuyo titular es la demandada. Con-
tra tal pronunciamiento se interplJso el recurso extraordinario, cuya
denegación motiva la presente queja.

2?) Que al fundar su pretensión, la actora sostuvo que la voz
"Kiedrich" coincidía con el nombre de una antiquísima comarca
vitivinícola situada en el valle del Rhin, productora de vinos cuyas
características son particulares y exclusivas, y, por tanto, consti.
tuía una denominación de origen no susceptible de funcionar idó.
neamente como marca.

3?) Que el tribunal a qua entendió que el art, 5? de la ley 3975
posibilitaba el registro de los nombres de lugares o pueblos siem-
pre que se adoptaran las especificaciones convenientes para evitar
la confusión y que, conforme a lo prescripto por la ley 11.275, las
etiquetas de la marca de la demandada establecían claramente el
origen del producto. Sostuvo asimismo, que en nuestro país la voz
"Kiedrich" no sólo no ha pasado al uso general (art. 5? de la ley
3975 y su remisión al inc. 4? del arto 3? de dicha ley), sino que
muy pocas personas debían conocer que se trataba de una comarca
de Alemania.

4?) Que procede formalmente el recurso extraordinario toda
vez que se ha cuestionado la inteligencia de una norma federal y
la decisión ha sido adversa "a las pretensiones del apelante (Fallos:
301:744; 304:519).

5?) Que tal como lo entendió el a qua, no existe impedimento
legal para la concesión de la marca cuestionada, pues el arto 5?
de la ley 3975 establece que podrán emplearse como marcas los
nombres de lugares" o pueblos sin otra limitación que la derivada
del inc. 4? del arto 3?, es decir, la referente a los términos o locu-
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ciones que hayan pasado al uso general (Fallos: 237:753; 248:385),
circunstancia que no concurre en el caso para la denominación
"Kiedrich".

6':') Que asimismo y en atención a lo dispuesto en los arts. 1'!
y 2,:,,de la ley 11.275 y su reglamentación, corresponde descartar el
eventual perjuicio contra la República Alemana respecto de su
industria vitivinícola, pues dichas disposiciones, ampliatorias del
régimen de la ley 3975 (Fallos: 165:349) establecen la obligación
de identificar los productos o mercaderías fabricadas en el país,
a cuyo fin requieren que sobre los envases o envoltorios o sobre
los mismos objetos se imprima la expresión "industria argentina".
Dicha obligación legal ha sido debidamente cumplida por la de-
mandada, pues -tal como lo tiene acreditado el a quo- en las
etiquetas de las botellas, se señala claramente su origen.

7':') Que corresponde desestimar el agravio referente a la apre-
ciación efectuada por el a quo respecto de .la. claridad con que se
indica la procedencia del producto en las etiquetas del vino, pues
remiten al examen de una cuestión fáctica, irr~visable en la ins-
tancia .de excepción.

8':') Que, por último, los agravios sobre la existencia de presun-
ciones contrarias a la buena fe y lealtad en el desarrollo de las
prácticas comerciales (art. 953 del Código Civil) deben ser recha-
zados, pues escapan a la competencia del tribunal, máxime cuando
el fallo cuenta con fundamentos suficientes, que no obstante su
opinabilidad, bastan para sustentarlo e impiden su descalificación
como acto judicial válido (Fallos: 302:1396; 303:1304).

Por ello, se hace lugar a la queja, se declara procedente el re-
curso extraordinario y se confirma la sentencia apelada en lo que
pudo ser materia del recurso.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO ;...- CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. Reso-
luciones anteriores a la sentencia definitiva. Cuestiones de competencia.

Es improcedente el recurso .extraordinario deducido cOl)tra el pronun-
ciamento que declaró la nulidad de lo actuado en el juicio promovido
contra la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires por el depen-
diente que, a raíz de un accidente laboral, sufrió la pérdida de la visión
de su ojo derecho, y dispuso remitir las actuaciones a la justicia Espe-
cial CivIl y Comercial, inv.ocando para ello la necesidad de preservar cl
carácter de orden público de la competencia del fuero y la consecuente
facultad que inviste el órgano para declararla de oficio y en cualquier
estado de la causa. Ello es aSÍ, pues si bien los agravios que suscita el
pron~mciamiento apelado, abren serios interrogantes acerca del acierto
de la solución arbitrada y de la corrección con que han sido aplicadas
las normas y principios que regulan la distribución de la competencia
de los tribunales ordinarios, la vía del arto 14 de la ley 48 sólo puede
habilita!"se después que ha recaído sentencia definitiva, que es aquélla
que pone fin al pleito o que impide su continuación, y tal requisito
no se c:umple en el caso, en que al recurrente no le es negada la posibi-
lidad de tramitar el reclamo indemnizatorio ante el juez competente,
circunstancia que descarta la idoneidad de la tacha de arbitrariedad y
de las cláusulas :onstitucionales invocadas para invalidar lo resuelto
por la Cámara (1) .

ENRIQUE KACZ,ATOWSKAV. FABRICA MILITAR DE ACIDO SULFURICO

EMPLEADOS PUBLICOS: Principios generales.

Es improcedente PJ recurso extraordinario deducido contra la senten-
cia que -al rechazar la indemnización reclamada con fundamento en
el arto 212 de la Ley de Contrato de Trabajo- consideró que el Personal
civil de la Dirección de Fabricaciones Militares no está comprendido en
el ámbito de aplicación de dicha ley según lo dispuesto pare! arto 2~,

(1) 10 de abril. Fallos: 242:460; 245:204; 254:282; 276:303, 366; 286:240;
288:95; 292:331; 293:459; 296:701; 300:836; 302:417.
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segundo párrafo, por tratarse de agentes de la Administración Pública
Nacional regidos por un estatuto especial que no han sido expresa-
mente incluidos en las disposiciones de la ley o en el régimen de con.
venciones colectivas de trabajo. Ello es así, pues la. argumentación del
recurrente carece de sustento porque parte de la afirmación dogmática
de que la demand"ida es una empresa del Estado sin hacerse cargo de
las razones expresadas por el a qua con base en las normas que la
rigen y que exprf'samente la tipifican como entidad autárquica del
Estado Nacional (1).

RODOLFO VILLALBA v. FLOTA FLUVIAL DEL ESTADO ARGENTINO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas y actos comunes.

Las cuestiones entre empleados y empleadores, atinentes a derechos
que emanan de la relación laboral. y debatidos entre los tribunales del
fuero respectivo, son temas de hecho, prueba y de derecho común aje-
nos a la instancia del artículo H de la ley 48. Así ocurre en el caso en
que la alzada desestimó la pretensión del actor -tendiente al cobro de
la indemnización que la ley 9688a raíz de la reagravación de las secue-
las del accidente sufrido por el actor mientras' se hallaba a las órdenes
de la demandada- sobre la base de la inexistencia de prueba de nexo
causal entre la enfermedad actual y el anterior accidente e hizo mé-
rito a ese fin de los imprecisos términos del peritaje médico acerca del
origen y fecha de aparición de la dolencia, circunstancia que no pudo
ser esclarecida por la actividad renuente del propio interesado que no
compareció al examen del Cuerpo. Médico Forense, dispuesto por el ór.
gano jurisdiccional en calidad de "medida para mejor proveer" (2).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gmvamen.

No son invocables :os agravios de carácter constitucional cuando ellos
derivan de la propia conducta discrecional del recurrente. Así ocurre
en el cu!'o en que el a quo -frente al incumplimiento injustificado del

(1) 10 de abril. Fallos: 210:308; 278:131.
(2) 10 de abril. Fz.Uos: 297: 117; 300:589. "García c/Fcrrara", del 22 de

agosto de 1985.
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examen médico ordenado por el Juzgado- rechazó el reclamo tendiente
al cobro de la indemnización de la ley 9688a raíz de la reagravación de
las s~r.uelas del accidente sufrido por el actor mientras se hallaba a
las órdenes de la demandada (1) .

PETROQUIMICA COMODORO RIVADAVIA S.A. v. NAClON ARGENTINA

RECURSO ORDINARlO .T)E APELACION: Tercera instancia. Generalidades.

Corresponde confirmar la sentencia que -al calificar a la interpuesta
como una acción destinada a la percepción del crédito cedido y no como
integración de aporte social- aplicó el plazo de prescripción decenal
del art. 846 del Código de Comercio y desestimó la defensa opuesta por
la apelante por no estar cumplido el lapso establecido por la norma
citada, computado desde el momento de constitución de la sociedad
reclamp.nte. Ello es así, pues no se advierte en qué medida se han alte-
rádo las circunstancias fácticas del pleito de modo lesivo al derecho de
defensa de la recurrente toda vez que la situación de hechos configu-
rativos de los elementos de la pretensión incoada a que alude la Cáma-
ra, resultan coincidentes con los esgrimidos en la demanda y no fueron
negados en ~l responde sin que el encuadramiento legal de la acción
intentada de modo divérso al esbozado por la demandada al deducir
la defensa de prescripción exceda el marco del debido ejercicio del
iura novit curia, ya que la alzada hizo suyo el planteo de la actora con-
tenido f'n el alegato de bien probado acerca del plazo de prescripción
aplicable, oportunidad en la cual quedó satisfecho el principio de con-
tradicción o bilateralidad frente a la ausencia de sustanciación de la
excepción opuesta al contestar la demanda.

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Generalidades.

Si el ....-¡emonalante la Corte no ha aportado ningún elemento nuevo
de convicción u otras razones que justifiquen una solución distinta
de la <ldoptada en la anterior instancia, corresponde desestimar el
agravio si las consideraciones de la demandada sólo constituyen meras'
discrepancias con el criterio del a quo en la materia examinada, pero
distan de contener una crítica concreta y razonada de los sólidos
fundamentos que infornlan la sentencia y resultan, a la postre, inefi-
caces al fin perseguido.

(l) Falios: 298:220: 302:478, 1397.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 15 de abril de 1986.

Vistos los autos: "Petroquímica Comodoro Rivadavia, S.A. cl
Estado Nacional s/cobro".

Considerando:

1'.') Que contra el pronunciamiento de la Sala 1 de la Cámara
Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal (fs. 338/
340) que confirmó la sentencia de primera instancia en todo cuanto
ella decidió salvo en lo referente al modo de actualizar el crédito
y liquidar los interes~s, el Estado Nacional interpuso el recurso
ordinario de apelación que autoriza el artículo 24, inciso 6, apar-
tado a), del decreto-ley 1285/58, que fue concedido a fs. 345. A
fs. 348/352 obra el memorial que prescribe el artículo 280 del Có-
digo Procesal y a fs. 354/363, su contestación por la actora.

2'.') Que en ei sub lite, "Petroquímica Comodoro Rivadavia, S.
A." -continuadora de "Petroquímica Empresa Nacional"- recla-
mó el cobro de la suma de $ 5.000.000, con la depreciación moneo.
taria consiguiente y los demás accesorios legales en contrapresta-
ción del valor de los bienes aportados por el Estado Nacional al
constituirse "Astrasur, S.A." y que figuraban incorporados en el
activo de "Petroquímica Empresa Nacional", propiedad de la de-
mandada. Al constituirse la actora como sociedad anónima con
participación estatal mayoritaria, el Estado aportó como capital
los bienes y derechos de "Petroquímica E.N.", entre. los que se
encontraba el precitado crédito, el que permaneció insatisfecho
pese al reclamo administrativo previo cumplido. por la demandante
en los términos del artículo 30 de la ley 19.549, circunstancia que
motivó la promoción de la presente litis.

3'.') Que la alzada confirmó la sentencia de la instancia anterior
que había admitido la pretensión deducida sobr:e la base de moti-
vaciones d~stintas a las formuladas por el juez de grado, puesto que
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calificó a la interpuesta: como una acción destinada a la percepción
del crédito cedido a la actora y no como de integración de aporte
social, y, en consecuencia, al aplicar el plazo de prescripción dece-
nal consagrado en el artículo' 846 del Código de .Comercio, deses-
timó la defensa opuesta por la apelante por no estar cumplido el
lapso establecido por la norma citada, computado desde el mo-
mento de constitución de la sociedad reclamante.

4\') Que, e:p.otro orqen de' consideraciones y frente a los agra-
vios formulados por el Estado Nacional acerca de la improceden-
cia del reconocimiento de la depreciación monetaria sobre el cré-
dito reclamado, el a quo hizo mérito de las siguientes considera-
ciones: 1\') la inoponibilidad a la actora de la supuesta renuncia
a dicho reClamo contenida en el acta N\' 100 del directorio de "Pe-
troquímica Comodoro Rivadavia, S.A.", toda vez que tal decisión
configurativa de una disminución de capital social es atribución
exclusiva de la asamblea extraordinaria de accionistas (arts. 233 y
235, inciso 2\' de la ley 19.550); 2\') la cláusula adicional N\' 1 con-
tenida en el contrato de venta de acciones pertenecientes al Estado
Nacional, celebrado con motivo de la privatización de la sociedad
demandante, tampoco puede tener el aludido alcance, toda vez que
la aprobación de la gestión cumplida por los directores del ente
societario no puede extender su eficacia a los actos cumplidos fue-
ra del ámbito de sus facultades legales y, en todo caso, tal conva-
lidación debió provenir de la asamblea extraordinaria de accionis-
tas; 3\') la 'actualización monetaria fue ya reclamada en la presen-
tación de la sociedad actora en sede administrativa en el mes de
diciembre de 1975 (confr. expte. 32.739/75, fso 6/9 especialmente)
antes de su privatización, por lo que la circunstancia de que al
adquirir el paquete accionario estatal, el crédito figurara en el ba-
lance por su valor nominal, no es' óbice del derecho a perseguir el
cobro de la pertinente indexación, extremo que hubiese hecho neo
cesaria una renuncia expresa (art. 874 del Código Civil) o En todo
caso, una defectuosa negociación por parte del Estado Nacional no
es idónea para gravitar en situaciones ya consolidadas (arto 1197
del Código Civil); 4\')' aun cuando se juzgara que el dictado del
decreto del Poder Ejecutivo Nacional N\' 3020/78 (confr. expte.
N\' 7295), que dispuso la habilitación del crédito por su importe
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nominal y mediante la pertinente modificación presupuestaria, hu-
biese constituido un ofrecimiento de pago, por ser parcial no obli-
gaba al acreedor a recibirlo (art. 742 del Código Civil); y, a su
vez, la voluntad de percibir el crédito actualizado fue exteriorizada'
con mucha anterioridad, por medio de la nota inicial del 2 de junio
de 1975, hábil para constituir en mora al Estado Nacional. '

5?) Que el apelante, sin controvertir eficazmente en su memo-
rial de fs. 348/352 la aplicación a la acción intentada de la pres-
cripción decenal del artículo 846 del Código de Cpmercio, circuns-
cribe su primer agravio contra el fallo impugnado a la violación
por el a qua del principio procesal de congruencia, situación con-
figurada -según su parecer- por la modificación de la preten-
sión deducida por la actora en los términos que ilustra el tercer
considerando de la presente. Los restantes reparos están destina-
dos a cuestionar la procedencia de la indexación admitida en la
sentencia.

6?) Que, sobre el particular, no advierte esta Corte -ni tam-
poco se menciona en la pieza en examen- en qué medida se J;1an
alterado las circunstancias fácticas del pleito de modo lesivo al
derecho de defensa de la recurrente y que justifique dejar sin efec-
to el pronunciamiento (arts. 34, incisos 4? y 163, inciso 6?, del Có-
digo Procesal), toda vez que la si~uación de hechos configurativos
de los elementos de la pretensión incoada a que alude la Cámara,
soporte del derecho que declara aplicable, resultan coincidentes
con los esgrimidos en la demanda y que no fueron negados en
el responde (fs. 184/193 y fs. 214/215), sin que el encuadramiento
legal de la acción intentada de modo diverso al esbozado por la
demandada al deducir la defensa de prescripción exceda el marco
del debido ejercicio de la facultad judicial conocida con el viejo
aforismo iura novit curia. Por otra parte, mal puede considerarse
excedido el límite de la contienda cuando la alzada, en definitiva,
hizo suyo el planteo de la actora contenido en el alegato de bien
probado (fs. 284/290) acerca del plazo de. prescripción aplicable,
oportunidad en la cual quedó satisfecho el principio de contradic-
ción o bilateralidad frente a la ausencia de sustanciación de la
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excepclOn opuesta al contestar la demanda (art. 350, Código Pro-
cesal Civil y Comercial).

79) Que, en lo que respecta al problema central del recono-
Cimiento de la depreciación monetaria sobre el crédito reclamado
a que quedó circunscripta la materia litigiosa, el ya referido me-
morial no ha aportado ningún elemento nuevo de convicción u
otras razones que justifiquen una solución distinta de la adop-
tada en la anterior instancia y cuya reseña resulta del cuarto con-
siderando. Tal circunstancia, que este tribunal ha ponderado a los
efectos de la determinación de la suficiencia del recurso y, conse-
cuentemente, del alcance de su jurisdicción en la tercera instan-
cia ordinaria, es suficiente para desestimar el agravio de la deman-
dada en este punto, pues sus consideraciones sólo constituyen rei-
teración de las formuladas con anterioridad o, en el mejor de los
casos, meras discrepancias con el criterio del a qua en la materia
examinada, pero distan de, contener una crítica concreta y razo-
nada de los sólidos fund8ffieé':os que informan la sentencia y re-
sultan, a la postre, ineficaces al fin perseguido (Fallos: 288: 108;
289: 329; M.56-XX, "Mevopal, S.A. y otra c/Banco Hipotecario Na-
cional s/ordinario", del 25 de noviembre de 1985).

Por ello se confirma la sentencia de fs. 338/340. Con costas
(art. 68 del Código Procesal) por no existir mérito para apartarse
del criterio objetivo de la derrota.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT
- ENRIQUE SANTIAGO PEtRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.,
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AGENCIA DE TRANSPORTES MOORE Mc. CORMACK S. A.

ADUANA: Importación. Prueba del destino;

Corresponde revo.car la sentenCia que dejó sin efecto la multa impuesta
'por la Aduana en los términos del arto 954, ap. 1?, inc. a), del Código
Aduanero. Ello es así, pues en virtud de dicha norma y de los arts. 956,
inc. b), y 142, inc 2?¡ del mismo cuerpo legal, el pago de los tributos
que correspondan a la mercadería faltante a la descarga constituye sólo
una de las consecuencias de orden tributario atl'ibuídas legalmente a
las declaraciones inexactas, la que no puede ser entendida con el al.
cance de invalidar la restante previsión -de .índole sancionatoria-
contenida en la misma. ley para los casos en que dichas discordancias
se configuren.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 15 de abril de 1986.

Vistos los autos: "Agencia de Transportes Moore Mc Cormack,
S.A. s/recurso de apelación".

\

Considerando:

1?) Que la Sala N? 1 de la Cámara Nacional de Apelaciones en
lo :Contenciosoadministrat~vo Federal, al confirmar el pronuncia-
miento del Tribunal Fiscal de la Nación, dejó sin efecto la resolu-
ción por la que la Administración Nacional de Aduanas .aplicó a
la Agencia de Transportes Moore Mc Cormack, S.A. una multa en
los términos del arto 954, aparta?o 1?, inc. a), del Código Aduanero.

2?). Que para adoptar esa decisión, consideró que no podía en-
.tenderse configurada la infracción prevista por la norma referida,
toda vez que el perjuicio fiscal requerido para ello no era: suscep-
tible de verificarse en el caso en razón de que, .conforme al arto 142
del mismo Código, el 'pago de los gravámenes debía efectuarse por
la' totalidad de lo declarado.
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3?) Que contra la sentencia interpuso la representación fiscal
recurso extraordinario, que es formalmente procedente, ya que se
cuestiona Jil interpretación de normas federales, y la sentencia defi-
nitiva del superior tribunal de la causa es contraria al derecho que
la apelante funda en ellas (art. 14, inc. 3?, de la ley 48).

4?) Que el arto 954 del Código Aduanero declara punibles las
inexactitudes en que se incurra en las declaraciones formuladas
ante el servicio aduanero si, como consecuencia de ellas y en el
supuesto de pasar inadvertidas, se produjere o se hubiere podido
producir un perjuicio fiscal, es decir, conforme a la definición del
inc. b) del arto 956 y en lo que al caso atañe, la falta total o par-
cial de ingreso del importe que correspondiere en concepto de
tributos.

S?) Que el inciso 2? del arto 142 contempla asimismo a las dife-
rencias que se produzcan entre las mercaderías declaradas y las
que resulten al concluir la descarga, disponiendo que si no fuesen
justificadas en la forma y tiempo que establece, se presumirá, sin
admitirse prueba en contrario, que el faltante ha sido importado
para consumo, debiendo abonarse los gravámenes correspondientes.

6?) Que,'en virtud de tales normas, el pago de los tributos que
correspondan a la mercadería faltante a la descarga constituye' sólo
una de las consecuencias de orden tributario atribuidas legalmente
a las declaraciones inexactas, la que no puede ser entendida con
el alcance de invalidar la restante previsión -de índole sanciona.
toria- contenida en la' misma ley para los casos en que dichas
discordancias se configuren (Fallos: 300:713).

7?) Que, en este orden de ideas, la conclusión a que arriba el
tribunal a' quo llevaría, si fuera admitida, a la imposibilidad de
sancionar tales manifestaciones inexactas, ya que los tributos co-
rrespondientes deben ser satisfechos en todos los casos. Esta inter.
pretación, además de prescindir de lo dispuesto expresamente por
el inc. 3? del arto 142, conforme al cual el tratamiento tributario
otorgado según el inc. 2? será de aplicación sin perjuicio de la res-
ponsabilidad por las sanciones que pudieran corresponder por los
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hechos ilícitos que se hubieran cometido, omite considerar que el
arto 954 no exige que el perjuicio fiscal sea efectivo, sino que basta
la mera posibilidad de su existencia.

Tal posibilidad existe, sin duda, en el momento de formularse
la declaración, sin que el pago de los derechos a que alude el
arto 142 -por ser, una consecuencia, y como tal, posterior a la pre-
sentación de aquélla- obste ala configuración de la conducta pu-
nible, que consiste en la transgresión a los principios de veracidad
y exactitud que deben regir las declaraciones efectuadas por los
responsables, sobre los cuales reposa el sistema aduanero en su
conjunto, sumada a la posibilidad o existencia de perjuicio fiscal.

Por ello, se revoca en cuanto fue materia de recurso la sen-

tencia de fs. 35/36.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

_ ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.

JOSE ELlAS EL BARRI

IMPUESTO: Interpretación de normas impositivas.

Corresponde revocar la sentencia que no hizo lugar a la liquidación de
actualización monetaria, cuyo pago se intimó a la actora, correspon-
diente a cuotas del plan de facilidades del impuesto especial a la regu-
larización impositiva. Ello es así, pues de los términos del arto 6?, último
párrafo, de la ley 21.'589,se concluye que se prevén dos supuestos de ca-
ducidad por mora independientes entre sí, uno para el atraso durante
todo el plan y otro para el retardo en el ingreso de cada cuota en par-
ticular, y que ambos implican la pérdida ministerio legis del beneficio
de abonar en cuotas el saldo del impuesto, por lo que, en el segundo
caso, deviene ineficaz ponderar las oportunidades en que se ingresaron
las cuotas posteriores, ya que el plan de facilidades de pago no es sus-
ceptible de rehabilitarse.
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Buenos Aires, 15 de abril de 1986.

Vistos los autos: "El Barri, José Elías s/apelación".

Considerando:

1':') Que la Sala N,:,1 de la Cámara Nacional de Apelaciones en
lo Contenciosoadministrativo Federal conf~rmó el pronunciamiento
de la instancia anterior que había revocado la liquidación de actua-
lización monetaria cuyo pago se intimó a la actora, correspondiente
a las cuotas Nos. 4, 5 Y 6 del plan de facilidades del impuesto espe-
cial a la regularización impositiva.

2':') Que para así resolver consideró que, sin perJUIcIo de que
el arto 6':' de la ley 21.589 prevé dos supuestos de caducidad del
plan de facilidades de pago del tributo, el atraso en el ingreso de
las cuotas debía exceder, en conjunto, los doce días; agregó que
la actora incurrió en una única demora de diez días en el cumpli-
miento de la totalidad del régimen adoptado, y que no podía encon-
trarse en peor situación que quien hubiera cometido sucesivos in-
cumplimientos que, sin superar los seis días corridos en cada uno
de ellos, no totalizaren doce días.

3':') Que contra dicha decisión la Dirección General Impositiva
interpuso recurso extraordinario, que resulta procedente habida
cuenta de que se halla cuestionada la interpretación de normas
de naturaleza federal y la sentencia definitiva del superior tribu-
nal de la causa es contraria al derecho que la recurrente sustenta
en ellas (art. 14, inc. 3':', de la ley 48).

4':') Que, según lo preceptúa el arto 6':', último párrafo de la
ley 21.589, "el plan de facilidades caducará cuando no se ingresare
alguna de las cuotas y asimismo, cuando se produjera el atraso
en el pago de las cuotas por un total de doce (12) días durante
todo el plan de pago o de seis (6) días corridos en el pago de una



550 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

de' ellas. De verificarse alguno de estos supuestos, deberá ingre-
sarse el. saldo adeudado en los plazos y condiciones que establez-
can la Dirección General Impositiva". De tales términos se concluye
que se prevén dos supuestos de caducidad por .mora independien-
tes ent"re sí, uno para el atraso durante todo el plan y otro, para
el retardo en el ingreso de cada cuota en particular, y que ambos
implican la pérdida ministerio legis del beneficio de abonar en cuo-
. tas el saldo del impuesto, por lo que, en el segundo caso, deviene
ineficaz ponderar las oportunidades en que se ingresaron las cuo-
tas posteriores, ya que el plan de facilidades de pago no es sus-
ceptible de rehabilitarse.

59) Que ello es así, toda vez que no resulta admisible una
interpretación que omita conside"rar lo previsto en forma expresa
por el texto legal, si no media debate y declaración de inconstitu-
cionalidad, pues la exégesis de la norma, aun con el fin de adecua-
ción o principios de equidad, debe practicarse sin violencia de su
letra y de su espíritu (Fallos: 301:595 y 849, entre otros).

Por ello, se revoca 'el pronunciamiento recurrido. Con costas
por su orden, en mérito a que la actora pudo creerse con derecho
a sostener su posición, la que fue compartida por las instancias
anteriores.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.

KERSZBERG S. A.C. I. y DIRECTORES

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 170 federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Contradicción.

En virtnd de la contradicción entre el fundamento invocado y lo de-
cidido, es descalificable el fallo que confirmó el pronunciamiento del
Tribunal Fiscal de la Nación en cuanto había. revocado Jas multas apli-
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cadas a una firma, toda vez que en el precedente a cuyos fundamen-
tos se remite la sentencia se mantuvo la multa aplicada a la firma
recurrente en los tt&rminosdel arto 172,6? párrafo, de la Ley de Aduana,
por considerar el tribunal que la conducta descripta por esa norma
no había quedado desincriminada por la sanción. del Código Adua-
nero (1).

CARLOS ENRIQUE AGUILAR V. PROVINCIA DE MENDOZA

RECURSO EXTRAORDINARiO: Requisitos propios. Cuestiones no fedemles.
Interpretación de normas locales de procedimientos. Casos varios.

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sen-
tencia que ~descartando la alegación de imprescriptibilidad de los
plazos para recurrir en la instancia administrativa,. fundada en: la
presunta inexistencia del acto impugnado-- reéh~zó la acción proce-
sa! administrativa.. promovida a raíz del decreto que desestimó por
tardía la presentación del actor solicitando su reincorporación al car-
go del que había sido dejado cesante. Ello es, así, pues lo decidido y
los agravios que plantea el recurrente conducen, en lo esencial, al exa.
men de cuestiones de hecho y de derecho procesal y público local pro-
pias de los jueces de la causa y ajenas a la instancia extraordinaria
sin que el desacuerdo con las conclusiones alcanzadas en materias no
federal.es torne aplicable la doctrina de la arbitrariedad (2).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. In-
terpretación de normas y actos locales en general.

Lo atinente a las facultades eJe los tribunales provinciales, para de-
terniínar el alcance de ,su jurisdicción y la forma en que' ejercen su
minist.eno es materia ajena a la instancia del arto 14 de la ley 48,
en virtud del respeto debido a las atribuciones de las Provincias de
darse sus propias instituciones y regirse .por ellas (3).

(1) 15 ~e abril. Fallos: 304:1496
(2) 15 de abril. Fallos: 274:243; 280:320; 302:1139..
(3) Fallos: 298:116; 299:421; 300:366; 301:624.
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MARIA ESTHER TELLEZ v.BAGALA S. A.

JURISPRUDENCIA.

Las nuevas. pautas jurisprudencia1es contenidas en el caso "Strada"
-donde se estableció la inteligencia que debía atribuirse a la expre-
sión "tribunales superiores de provincia" contenida en el arto 14 de la
ley 48--, s610 habí~n de ser puestas en juego respecto de las apelacio-
nes extraordinarias federales dirigidas contra sentencias notificadas con
posterioridad a ese precedente, ya que la aplicación inmediata de esa
,doctrina impediría la apertura de la instancia extraordinaria en un
momento en que el acceso ante los tribunales provinCiales se encon-
traría clausurado por preclusi6n de la etapa pertinente,

DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

Contra la sentencia del Tribunal del Trabajo N'? 2 de la ciudad
de Mar del Plata, Provincia de Buenos Aires (fs. 88/97), que en
lo que aquí interesa rechazó el reclamo indemniza torio por des-
pido, la actora interpuso recurso extraordinario (fs. 102/103), cuyo
traslado de ley fue contestado (fs. 112/115), siendo finalmente con-
cedido por el inferior (fs. 116).

1

En el sub examine el tribunal a qua para así resolver, tuvo
por probado que la demandante prestó servicios bajo relación de
dependencia de la accionada desde el 1/1/83 al 31/8/83 distribuyen-
do productos gastronómicos entre el personal de' Gas del Estado,
empresa con la cual la empleadora celebró un convenio de provi-
sión de refrigerios por seis meses, con opción de prórroga de dos
meses más, la que se hizo efectiva por la repartición estatal, con
lo cual, la atención de las apuntadas tareas se cumplió hasta el 31
de agosto de 1983.
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En cuanto al tipo de contratación y la forma en que se extin-
guiera la relación laboral, el inferior, luego de ponderar la prueba
producida, y en particular los contratos por tiempo determinado
(fs. 27 y 29), coincidentes en el período abarcado -180 y 60 dÍas-
con el que conviniera la empleadora para la prestación del servicio
de refrigerio al personal de Gas del Estado, aplicó el arto 90 de la
L.C.T. declarando que el vínculo laboral temporario quedó conclui-
do por expiración del plazo libremente pactado entre las partes,
en los contratos de marras.

También- tuvo a la accionada por cumplida con la exigencia
de notificación del preaviso, según nota obrante en las actuaciones
(fs. 32).

II

En el remedio federal se tacha la sentencia .de arbitraria, ya
que, según la recurrente, ignoró el último párrafo del arto 90 de
la L.C.T. que sanciona con la nulidad a los contratos sucesivos por
plazo determinado, y por lo demás, también valoró inadecuada-
mente la prueba, desde que,' cuando comenzó a trabajar para la
demandada no existió ninguna convención escrita y consiguiente-
mente la relación laboral nació como un típico contrato de tra-
bajo por tiempo indeterminado.

III

Anticipo mi opmIOn en el sentido de que los agravios traídos
a la consideración de esta inst2.!1cia no deben prosperar.

Ello aSÍ, desde que es tradicional y reiterada doctrina de V.E.
que las cuestiones entre empleados y empleadores, que atañen a
derechos que emanan de la relación laboral, y debatidos ante los
tribunales del fuero respectivo, no dan lugar, por ser extremos de
hecho, prueba y derecho común y procesal, a la vía del arto 14 de
la ley 48 (Fallos: 251:18; 268:38; 297:117, ~32; 300:466, entre otros).
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Debo destacar que la concurrente tampoco se ha hecho cargo
eficazmente de los argumentos brindados por el inferior para en-
cuadrar la relación laboral en' el contrato de plazo fijo, cuando
éste señaló, qu~ las dos condiciones exigidas por el arto 90 de la
L.C.T. son "a) Fijación en forma expresa y por escrito del tiempo
de su duraCión; y b) Que las modalidades de la tarea o de la acti-
vidad razonablemente apreciadas, así lo justifiquen. En autos y
mediante los contratos glosados a fs. 27 y 29 se ha dado cumpli-
miento a lo esdpulado en el apartado a). En cuanto a la motiva-
,ción objetiva para contratar a término; ella resulta debidamente
justificada con la concesión que convino la empleadora con la .em-
presa estatal y que ilustran los instrumentos de fs. 28 y 30 respec-
tivamente. Además, entiendo que la prórroga de 60 días (ver fs. 29),
de manera alguna excede los requisitos del apart. b) del citado
arto 90 L.C.T.".

Por lo demás, en cuanto. al tópico referido aJa fecha de cele-
bración de los contratos, la sola afirmación de la actora de que
fueron suscriptos en oportunidad distinta de la que indica su
texto, no corroborada por constancia alguna de la causa, no sus-
tenta la rotunda afirmación formulada en el remedio federal, en
el sentido de que, se habría "demostrado en autos que el con-
trato de trabajo no se firmó el día 1'? de Enero de 1983 ... " (fs.
102 vta.).

IV
Opino, por tanto, que debe declararse mal concedido el recur-

so extraordinario. Buenos Aires, 30 de diciembre de 1985. José
Osvaldo Casas.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires;, 15 de abril de 1986.

Vistos los autos: "Tellez, María Esther c/Bagala S;A., s/in-
denmización por antigüedad".
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1?) Que contra la sentencia del Tribunal de Trabajo N? 2 de
Mar del Plata, Provincia de Buenos Aires, que rechazó el reclamo
de indemnización por despido, la actora interpuso recurso extra-
ordinario, que fue concedido.

2?) Que, ante todo, corr.esponde advertir que no es aplicable
en el sub examine la doctrina enunciada por el Tribunal, in re:S.
168. XX. "Strada, Juan Luis e/ocupantes del perímetro ubicado
entre las calles Deán Funes,Saavedra, Barra y Cullen" (senten-
cia del 8 del corriente).

En efecto, como fue puntualizado en tal oportunidad, consti-
.tuyó un cometido central de ese fallo esclarecer el interrogante
originado en torno de. la inteligencia que debía atribuirse a la
expresión "tribunales superiores de provincia", contenida en el arto
14 de la ley 48. Tal propósito reconodó como motivo, según
también se expuso, el estado de la jurisprudencia que se había
ido elaborando al respecto, y tendió al afianzamiento de la segu-
ridad jurídica, y a evitar situaciones potencialmente frustratorias
de derechos constitucionales, máxime si las formas a que deben
ajustarse los procesos han de ser sopesadas en relación con el fin
último a que éstos se enderezan, o sea, contribuir a la más efecti.'
va realización del derecho (considerando 3?).

Empero, no escapa al juicio del Tribunal, que la aplicación
en el tiempo de los nuevos criterios asentados, ha' de ser presidida
por una especial prudencia con el objeto de que los logros pro-
puestos no se vean malogrados en ese trance.

En mérito de ello, es necesario fijar la "línea divisoria" que
bosquejaba Benjamín N. Cardozo, para el obrar de la nueva juris-
prudencia, apoyándola en razones de conveniencia, de utilidad y
en los más hondos sentimientos de justicia (Cardozo, Benjamín
N., The nature ot the judicial process, Universidad de Yale, 1937,
p. 148 Y sig.).
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Tal necesidad entraña, a su vez, la de fijar el preciso momen-
to en que dicho cambio comience a operar (Roubier, Paul, Les
conflits de lois dans le temps. Recueil Sirey, París 1929, 1, pp., 27

Y 28).

En este sentido, se exhiben como puntos de referencia orien-
tadores, las reflexiones formuladas por la Corte Suprema en casos
vinculados con el tema en estudio.

El seguimiento de ellas conduce a afirmar, primeramente, que
no puede soslayarse la situación a la que se verían reducidos los liti-
gantes que apelaron por el arto 14 cit. con anterioridad a que se
consagrase la doctrina del caso "Strada", y a quienes, la actua-
ción de ésta llevaría a verse impedidos de obtener la revisión de
sentencias que, a su entender, irrogan agravios de naturaleza cons-
titucional. En efectp, la aplicación inmediata de dicha doctrina im-
pediría la apertura de la instancia extraordinaria, en un momento
en el que el acceso ante los tribunales provinciales se encontraría
clausurado por preclusión de la etapa pertinente. El descripto mu-
tatis mutandi, no es un supuesto ajeno al examinado en el pro-
nunciamiento que se registra en Fallos: 281:95, según el cual no
cabía reconocer carácter operativo a la ley 18.499, pues, de 10 con-
trario, se hubiese producido la pérdida de la vía de impugnación
ya empleada y que esa norma sustituía por otra, cuando tampoco
era factible la u~ilización de la instituida por ésta.

De tal suerte es apropiado, en segundo término, reiterar el
rumbo trazado por el Tribunal, de acuerdo con el cual, dada la
naturaleza de la materia de que se trata, la autoridad institucional
del precedente "Strada", deberá comenzar a regir para el futuro
(Fallos: 293:531, considerando 99).

Como consecuencia de estos desarrollos, corresponde declarar
que las nuevas pautas jurisprudenciales contenidas in re: "Stra-
da", sólo habrán de ser puestas en juego respecto de las apelacio-
nes extraordinarias federales dirigidas contra sentencias notifica-
das con posterioridad a ese precedente.
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3':') Que, en cuanto al fondo del asunto, a JUICIO de esta Corte
no se advierte un caso de arbitrariedad que justifique su inter-
vención en puntos que, según el arto 14 de la ley de 1863 citada,
no son de su competencia extraordinaria.

Por ello, y lo dictaminado por el Sr. Procurador Fiscal, se
declara improcedente el recurso extraordinario.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.

PETRACCAE HIJOS S.A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la fundamentación
normativa.

Es descalificable el pronunciamiento que admitió como monto com-
putable a los fines regulatorios el estimado como valor del activo por
la propia convocatoria omitiendo considerar que la regulación defi.
nitiva se practicaba habiendo transcurrido casi dos años de proceso
inflacionario, y que las circunstancias económicas imponían a fin de
asegurar una adecuada contraprestación de los servicios profesionales,
partir del capital según estimaciones actualizadas al tiempo de la sen-
tencia, por constituir ello la forma más apropiada para respetar el
principio de justicia conmutativa y el derecho de propiedad, y aun-
que no hubiere mediado un pedido anterior a la regulación. Ello es
así, pue~ el arto 8~ de la ley 21.488, invocado en el pronunciamiento
impugnado, se refiere únicamente a la exclusión de los concursos pre-
ventivos de la posibilidad de reajuste de los créditos verificados en
los casos en que hubiere remanente, sin contemplar sin embargo pauta
alguna relativa a las bases computables a los fines regulatorios en tales
procesos, tema éste, debatido en el caso (1).

(1) 15 de abril. Fallos: 301:108;"Noel y Cía", del 16 de junio de 1983;
"Halassanian Hnos. S.A.", del 24 de noviembre de 1983.
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COMISJON PROVINCIAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

JURISDICCION y COMPETENCIA: Organismos administrativos con facultades
jurisdiccionales ..

Las facultades de investigación que la ley 21.383 confiere a la Fiscalía
Nacional de Investigaciones Administrativas no importan liberar a los
jueces penales de las obligaciones que por ley les son exigidas -com-
probación en un proceso regularmente iniciado, de la existencia de un
hecho o de una omisión que la ley reputa delito o falta (art. 207 del
Código de Procedimientos en Materia Penal), y la. determinación de
sus autores, cómplices o auxiliares (art. 178, inc. 3?, del ordenamiento
citado). Ello sin perjuicio de la intervención que -en virtud de lo
prescripto en el arto 4? de aquella, norma legal- pueda asignársele al
aludido organismo (1).

JURISDICCIO,,! y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por la materia.
Cuestiones penales,: Prevención en la causa.

El juez que previno en la causa debe continuar con su conocimiento
hasta tanto una adecuada investigación permita individualizar los
hechos sobre los cuales versa el conflicto, y las calificaciones que les
pueden ser atribuidas -elementos éstos que resultan indispensables
para el correcto planteamiento de una <;:ontiendade competencia-, pues
sólo en relación a un delito concreto, cabe pronunciarse acerca de su
comisiór¡ y -sobre tal base-, respecto del juez a quien compete investi-
garlo v juzgarlo (2).

JURISDICCION y COMPETENCIA: Ct¡estiones de competencia . .Intervención
de la Corte Suprema.

De conformidad con lo prescripto por el, arto 67 del Código de Pro-'
cedimicmos en Materia Penal, las cuestiones de competencia deben
tramitar por vía incidental, en procura de que su sustánciación no
interrumpa el curso del sumario, el que deberá proseguir hasta tanto
se resuplvan aquéllas, por el juez .que prev.ino en la causa. Si desde
la denuncia de supuestas irregularidades administrativas. no se ha
realizado ninguna medida de investigación, y el juez federal que pre-
vino omItió cumplir con las reglas del referido arto 67 -lo que deter-

(1) 15 de abril.
(2) Fallos: 303:1531;304:949, "Boeris, Enrique Fortunato", 29 de marzo

de 1984.
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minó que durante casi un año y medio el juzgado de instrucción no
refllizar.\ diligencia alguna, en i1?fracción de lo establecido por el arto
169, párrafo1?, del código citado-, corresponde que la Corte exhorte
a los tribunales para que omisiones similares -que sólo concurren
en detrimento de una rápida y buena administración de justicia-, no
se produzcan en el futuro.

EMMA SPJONE DE BAAMONDE

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia militar.

Es exigible la individualización precisa y concreta de un imputado mi-
litar, 'o investido de categoría asimilable a en los términos del art,
10 de la ley 23.049. para que surja el fuero castrense.

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia militar.

Para que tenga' intervención el fuero castrense, el personal militar,
suficientemente individualizado, debe estar procesado o por 10 menos
imputado en la causa.

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia militar.

No basta para dar intervención al fuero castrense la presunción gené-
rica 'de que integrantes de aquellas fuerzas resulten autores del de-
lito, si es que no están' concretamente identificados.

DICTAMEN DEL PROCURADOR. GENERAL

Suprema, COI:te:

Se investiga en la causa la presunta privación ilegítima de
libertad de Clara Catuegno de Baamonde y del menor Martín Baa-
monde, hecho ocurrido el día 29 de junio de 1978.

La investigación practicada no ha permitido hasta el momen-
to individualizar al autor b autores del hecho, no existiendo impu-
tación concreta cOJ:itra algún militar o iptegrante de las fuerzas
de seguridad.
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En tales condiciones y conforme a los criterios expuestos por
esta Corte, entre otras en la causa "Avellaneda Arsinoe s/priva~
ción ilegítima de libertad", sentencia del 24 de diciembre último,
y habida cuenta de que por sus características el hecho podría ser
de los que afectan o corrompen el buen servicio de los empleados
de la Nación, opino que por el momento la Justicia Federal es
competente para seguir conociendo en la causa. Buenos Aires,
26 de febrero de 1986. Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 15 de abril de 1986.

Autos y Vistos; Considerando:

1'?) Que tanto el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas
como el señor Juez a cargo del Juzgado Nacional de Primera Ins-
tancia en 10 Criminal y Correccional Federal N'? 1, se han declarado
competentes para entender en esta causa, por lo que ha quedado
trabada en autos una contienda que corresponde a esta Corte re-
solver, conforme a las facultades que le confiere el arto 43, inc. 4'?,
del Código de Procedimientos en materia penal y el arto 24, in'c. 7'?,

del decreto-ley 1285/58.

2'?) Que el objeto de las presentes actuaciones es investigar
la privación ilegal de la libertad de que habrían sido víctimas Clara
Catuegno de Baamonde y su pequeño hijo Martín Baamonde. Este
delito habría tenido comienzo el día 29 de junio de 1978, cuando
Clara Cattlegno salió con su hijo Martín de su domicilio de la ca-
lle Agüero 1260, de la Capital Federal, al cual nunca regresó (fs. 1

del principal).

Según surge de las declaraciones de fs. 205 y 269 del expediente
A-140 "Chorobik de Mariani, María Isabel", del Juzgado Nacional
en lo Criminal y Correccional Federal N'? 1, fotocopiado en el anexo
"BRAVO" de los autos elevados a esta Corte por el Consejo Su-
premo (expte. N'? 5.124.244 "Abuelas de Plaza de Mayo s/denuncia
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de desaparición de menores") y de fs. 28/29 del sub judice, la pri-
vación ilegal de la libertad de Martín Baamonde habría. cesado en
el mes de julio de 1978, mientras que la de su madre continuaría
hasta la fecha.

3?) Que, tanto los presuntos delitos a los que se acaba de alu-
dir, como muchos otros que habrían sido cometidos contra otras
personas en similares circunstancias, fueron investigados, en un
principio, por el Juzgado de Instrucción de Menores N? 9 de la Ca-
pital Federal, planteándose una cuestión de competencia con el
Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal N? 1 que
fue resuelta por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal
y Correccional de la Capital -Sala VI- (fs.- 28/30 del expte. A-140
"Chorobik de Mariani, María Isabel s/presentación" que se en-
cuentra fotocopiado en el anexo "BRAVD" ya mencionado antes
de los N? 5.124.244 "Abuelas de Plaza de Mayo s/denuncia desapa-
rición de menores"), en favor del Juzgado Federal N? 1 (v. tam-
bién fs. 8/9 de las presentes actuaciones).

Dicho juzgado federal entendió que, por razón de lugar en
que fueron perpetrados algunos de los hechos, correspondía remi-
tir las causas referentes a ellos, a los juzgados federales con com-
petencia territorial según los casos.

Una de las varias causas así formadas ("Pietragalla, Horacio
y otros s/presunta privación ilegítima de la libertad", expte. N?
2354/84), fue remitida al Juzgado Federal de Morón, que a fs. 23
de. dicha causa agregada ahora al anexo "BRAVD" de los autos
elevados por el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas, solicitó
al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal N? 1
de la. Capital, que le enviara fotocopia certificada de la causa A-140
("Chorobik de. Mariani, María Isabel s/pr~sentación"), diligencia
que fue cumplimentada.

4?) Que, con motivo de la sentencia de este Tribunal, dictada
en fecha 21 de junio de 1984 en la causa B.97.xX. "Incidente pre-
vio y especial pronunciamiento presentado por el doctor Lucas
Lennon a favor del procesado Gral. Reynaldo Benito A. Bignone"
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(Fallos:: 306:655), el Juez Federal de Morón entendió que debía
declinar su competencia en favor del Consejo Supremo de las Fuer-
zas Armadas y le remitió estas actuaciones junto con las causas
"Lliveille, Irma y otra s/presunta privación ilegal de la libertad",
expte. N'? 1871/84 Y "Chorobik de Mariani, María Isabel s/denun-
cia", expte. 1348/83, a las que acompañó la fotocopia de la causa
A-140, o sea del conjunto de los obrados originales referentes a
hechos que, en su mayor parte, continuaron siendo investigados
por el Juzgado en lo Criminal y Correccional ,Federal N'? 1 de la
Capital Federal.

El Consejo Supremo formó, con las actuaciones así recibidas,
la causa N'? 5.124.244 "Abuelas de Plaza de Mayo s/desaparición de
menores", en la que los exptes. 1348/83 "Chorobik de Mariani,
María Isabel", N'? 1871/84 "Lliveille, Irma" y N'? 2354/84 "Pietra-
galla", con el agregado A-140 (f,otocopiado), pasan a formar el ane-
xo "BRAVO" de dicha causa.

El Alto Tribunal Militar delegó la investigación preliminar en
el Juez de Instrucción Militar N'? 6 del Comando de la Fuerza Aé-
rea (fs. 2 del expte. 5.124.244 "Abuelas de Plaza de Mayo s/desapa-
rición de menores").

En los presentes actuados, o sea en los que se caratulan "Spia.
ne de Baamonde, Emma s/denuncia", el Juez Nacional en lo Cri-
minal y Correccional Federal interviniente, tuvo noticia de que
el Consejo Supremo pidió al Juez de Instrucción Militar llevar a
cabo indagaciones referentes al hecho de esta causa, por cuyo ma.
tivo, atento a lo solicitado por el fiscal federal, resolvió librar oficio
al titular del Juzgado de Instrucción Militar N'? 6, solicitándole que
se inhibiera de seguir entendiendo en el sumario N'? 5.124.244 (FF.
AA.), en lo que respecta a la presunta privación ilegal de la libertad
de Clara Catuegno de Baamonde y de Martín Baamonde (fs. 46 de
estos autos).

A fs. 102 de ellas, el Juez de Instrucción Militar declinó la
competencia militar pero el fiscal federal, a fs. 104, observó que
el pedido de inhipitoria había sido mal dirigido al Juez de Ins-
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trucción Militar, pues éste era sólo un delegado del Consejo Su-
premo.

Ante ello, el Ju~z Nacional en lo Criminal y Correccional Fe-
deral, resolvió, a fs. 105, librar oficio a ese tribunal, solicitándole
que se inhibiera de seguir entendiendo respecto del hecho que
afectó a Clara Catuegno de Baamonde y a Martín Baamonde.

A fs. 115/118 obran fotocopias de la resolución del Consejo
Supremo de las Fuerzas Armadas por la cual rechaza el pedido de
inhibitoria, a la, vez que a fs. 832/836 del expte. N? 5.124.244 se
encuentra el original de la resolución y la argumentación vertida
por el fiscal general.

En conocimiento de dicha resolución, el Juzgado Nacional en
lo Criminal y Correccionai Federal decidió mantener su compe-
tencia y elevar las actuaciones a esta Corte para que dirima la cues-
tión planteada.

S?) Que, al respecto, examinados los presentes autos, se ad-
vierte que no se ha individualiza'do a ningún militar o integrante
de fuerza de seguridad, y ni siquiera a algún civil, como autor o
partícipe directo o indirecto del hecho.

Esta exigencia de individualización precisa y concreta de un
imputado militar, o investido de categoría asimilable a en los tér-
minos del art. 10 de la ley 23.049, para que surja 'el fuero cas-
trense, está consagrada en dicha norma, como lo declaró éste Tri-
bunal en sus sentencias del 20 de agosto y 24 de diciembre de 1985
dictadas in re "Basterra, Víctor Melchor s/querella" comp. N? 33'1.
,XX. Y "Avellaneda, Arsinoe s/privación ilegal de la libertad" A. 252•
. XX., respectivamente.

Ello es coincidente con la reiterada y uniforme jurispruden-
cia de la Corte, con arreglo a la cual, para que tenga intervención
el fuero castrense"el personal militar, suficientemente individuali-
zado, debe estar procesado o por lo menos imputado en 1<lcauSa
(Fallos: 212:266; 246:32; 251:139; 267:347; 281:176; 294:287 y 400;,
302:1108).
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Entre los precedentes citados revisten particular interés los
de Fallos 212: 266 y 251: 139 porque de ellos surge que no basta
para dar intervención al fuero castrense la presunción genérica
de que integrantes de aquellas fuerzas resulten autores del delito,
si es que no están concretamente identificados.

Por ello, de acuerdo con lo dictaminado por el señor Procu-
rador General, se declara 'que en las presentes 'circunstancias co-
rresponde al señor Juez a cargo del Juzgado Nacional de Primera
Instancia en lo Criminal y Correccional Federal N9 1, entender
respecto del hecho de autos, debiendo desagregarse de la causa
elevada por el Consejo Supremo de, las Fuerzas Armadas los obra-
dos que se refieren al hecho, y que serán reIIlitidos junto con el
sumario sub judice al magistrado federal. Devuélvanse las restan-
tes actuaciones del. fuero castrense al tribunal de origel)., con copia
de esta resolución y del dictamen del señor Procurador General.

JOSÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI - .JORGE ANTONIO

BACQUÉ.

SEBASTIAN DAVID FERRITa y OTRO

JURISDICCION y COMPETENCIA: 'Competencia federal. Causas penales, Vio-
.iaci6n de normas federales. '

Al resultar privativo de los tribunales nacionales el juzgamiento del
delito de tenencia de estupefacientes (art, 11 de la ley 20.771, modifica-
do por ley 21,566), corresponde asignar el conocimiento de la causa' a
1ajusticia federal. y no a la provincial, en atención al carácter ines-
dndible qúe ambos magistrados asignan al accionar de los imputados:
En el caso, el juzgado en lo penal de Lomas de Zamora y' el juez fe-
deral de' esa localidad, coinCidieron en que las cOJ;lductasr~prochadas
,a aquéllos constituye un hecho único, que estaría encuadr¡¡.do en las
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previsiones de los arts. 166, inc. 2?, del Código Penal y 6? de la ley
20.771, que concurren en. forma ideal. (art. 54 del Código citado) (1).

AMERICA LAtINA CAJA DECREDITO CooP. LTDA..

ENTIDADES FiNANCIERAS.
\

La ley 21.526 establece reglas específicas para la liquidación concur-
sal de las entidades financieras y encomienda la tarea al Banco Cen-
tral de la República Argentina, entidad que no percibe honorarios por
su gestión, está facultada para contratar el personal necesario con
cargo a la liquidación, y goza de una preferencia de cobro' con res-
\ecto a .los gasto.s que le demande'. ~l desempeño de sus funciones
(r.~t. 50, mc. a), e mc. c), ap. 1, y arto 54).

ENTIDADES FTNANCIERAS.

El carácter gratuito. e indeIegable de la función de liquidador atribuida
al Banco Central de la República Argentina es incompatible con la
percepción de honorarios por la institución gestora del crédito, o por
sus ma;:¡datarios y delimita el alcance de la preferencia de cobro ins-
tituida en el arto 54 de ,la ley 21.526, la cual comp'rende sólo a los
gastos causados directamente por la liquidación. En consecuencia, re-
sulta irrelevante que el organismo oficial lleve a cabo la liquidación
por medio de sus propios funcionarios o por terceros contratados que
lo representen.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 15 de abril de 1986.

Vistos los autos: l/Recurso de hecho deducido por el síndico
designado B.C.R.A.en la causa América Latina Caja de Crédito
Coop.Ltda. s/quie~ra",' para decidir sobre su procedenéia.

(1) 15 de abril: Fallós: 279:364, 307:533.
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Considerando:

FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

1':') Que la Sala E de la Cámara Nacional de Apelaciones en
lo Comercial, confirmó el fallo de primera instancia que había
rechazado el pedido de revisión formulado por el Banco Central
de la República Argentina por haberse declarado inadmisible el
crédito que se pretendió verificar en concepto de gastos por la
liquidación de América Latina Caja de Crédito Cooperativa Limi-
tada.

Para así. resolver, el a quo entendió que la retribución de los
liquidadores contratados no puede ser considerada como un gasto
a cargo de la masa, pues el arto 50, inc. c), ap. 1, de la ley 21.526,
autoriza a contratar el personal necesario para llevar adelante di-
chas tareas, pero no para contratar con terceros la liquidación,
por ser ésta indelegable.

2':') Que contra dicha sentencia se interpuso recurso extraor-
dinario, cuya denegación motiva la presente queja, y toda vez que
los agravios del apelante remiten a la interpretación de. normas
de carácter federal, corresponde declarar procedente el remedio
deducido.

3,;,)Que la ley 21.526 establece reglas específicas para la liqui-
dación concursal de las entidades financieras y encomienda la
tarea al Banco Central de la República Argentina, entidad que no
percibe honorarios por su gestión, está facultada para contratar
el personal necesario con cargo a la liquidación, y goza ~e una
preferencia de cobro con respecto a los gastos que le demande el
desempeño de sus funciones (art. 50, inc. a), e inc. c), ap. 1, .y
art. 54).

4<;» Q.ueel carácter gratuito e indelegable de la función de liqui-
dador atribuida al Banco Central de la República Argentina es in-
compatible con la percepción de honorarios por la institución ges-
tora del crédito, .0 por sus mandatarios y delimita el alcance de
la preferencia de cobro instituida en el arto 54, la cual comprende
sólo a los gastos causados directamente por la liquidación. En con-
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secuencia, resulta irrelevante a los fines pretendidos por la parte
recurrente, que el organismo oficial lleve a cabo la liquidación por
medio de sus propios funcionarios o por terceros contratados. que.
lo representen, como acontece en el sub examine.

Por ello, se hace lugar a la queja, se declara procedente el
recurso extraordinario, y se confirma la sentencia de fs. 40 del
incidente, en cuanto ha sido materia de la apelación. Con costas.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT
- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.

RECTOR GONZALEZ

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia .del recurso. Exceso ritual manifiesto.

Es descalificable el. pronunciamiento que denegó la jubilación por in-
validez, en razón de que el solicitante estaba incapacitado al iniciar
su últiI'1a relación laboral -arto 33, ley 18.037-. Ello es así, pues -te-
niendo en cuenta que la seguridad. social tiene como cometido propio
la .cobertura integral de las consecuencias negativas producidas por
las contingencias sociales- el apego excesivo al texto de las normas
sin aprpciar las circunstancias particulares del caso, no se aviene con
la cautela con que los jueces deben juzgar las peticiones vinculadas
con la 'llateria previsionaI. En el caso, el a qua no valoró la capacidad
de ganancia que permitió al actor -aún cuando tuviera un porcentaje
elevado de disminución física- realizar los .últimos trabajos que acre-
dita, aspecto conducente para arribar al resultado final, dado que
pone de manifiesto que la incapacidad que lo invalidó de manera to-
tal sól!) se produjo durante su actividad laboral (1).

(1) 15 de abril.
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HUMBERTO DE JESUS ALLENDE v. BROWN SECURITY SERVICE y. OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introducción de la cues-
tión federal. Oportunidad.

La exigencia del planteamiento oportuno de la cuestión federal se
vincula primordialmente con el requisito de la resolución contraria im-
plícita -referente al derecho, federal invocado- y no al tema de la
sentencia arbitrari~. Esta es la razón por la cual no cabe extremar
las car~as formales sobre el recurrente, en un rigorismo que puede
frustrar la jurisdicción de la Corte como tribunal de garantías consti-
tucionales, y a este prop'ósito concurre la clásica jurisprudencia de
acuerdo con la cual, el planteamiento de la cuestión federal stricto
sensu no requiere la utilización de términos sacramentales.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. t::uestiones 110 federales.
Sentencias ar/);trarias. Procedel7cia del recurso. Valoración de circunstalicias
de hecho y prueba.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que -con fundamento en
la inexistencia de caso fortuito- hizo lugar a la demanda por cobro
de d'años y perjuicios promovida por un empleado de una empresa
que prestaba servicios de vigilancia en la residencia del embajador
de los Estados' Unidos de Norteamérica, a consecuencia del derrumbe
de dos árboles sobre la casilla en la que él se hallaba., Ello es así, Pt!es
la equi.paración del hecho accid,ental que ocasionó el daño cuya re-
paración se persigue ,a un simple fenómeno natural, signado por las
mismas notas de necesidad e inevitabilidad que 'gobiernan "la caída
.de la lluvia" y' desvinculado de las condiciones climáticas extraordina-
rias que se reconoce que intervinieron en su producción; comporta, a
la par que una contradicción, un exceso en los límites de la discre-
cionabilidad, propia de los jueces ordinarios en' la apreciación de las,
circunstanCias de hecho de la causa, lo que transgrede la exigencia de
razonabilidad a que tales juicios deben estar subordinados.

"¡UICIOCIVIL.

Uno de los prinCIpIOSrectores del proceso civil es el establecimiento
de la verdad jurídica objetiva, la cual ~e ve comprometida cuando se
reemplaza su búsqueda por generalizaciones no verificables, emanadas
de un r~zonamiento abstracto, desconcertante e impreciso, que, por
tanto, no resulta referible a las específicas modalidades del caso.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introducción de la cues-
tión federal. Oportunidád. Planteamiento en el escrito 'de interposición del re.
curso extraordinario.

Si el tribunal de alzada reiteró argumentos del fallo apelado, y toda
vez que en la expresión de agravios que contra éste formuló la deman-
dada, no fueron planteadas las cuestiones que en el recurso extraor-
dinario se articulan como de naturaleza federal, fundadas en la ar-
bitrariedad de la sentencia, su introducción resulta tardía, lo cual
obsta a la procedencia del remedio que prevé el arto 14 de la ley
48 (DiSIdencia del Dr. Jorge Ant~nio Bacqué)~

,DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

Se trae queja por denegatoria del, recurso extraordinario in-
terpuesto contra la sentencia de fs.s02/s08 que confirmó la de
fs. 444/448 que hizo lugar a la' den~anda que por daños ocasionados
por accidente de trabajo se interpuso en autos.

El apelante ,discrepa con las conclusiones a las que arribó el
tribunal respecto, de la causa del 'evento y al"monto de la indem-
nización debida.

El}.mi opinión la protesta no debe, tener acogida favorable.

En efecto, aún cuando se considere que el remedio federal
reúne los requisitos de adecuada fundamentación que' exige el arto
15 de la ley 48, cabe señalar que no se observa que la cuestión fe-
deral referida a la causa del accidente haya sido oportunamente
planteada por el recurrente, desde que debió hacerlo en el memo-
rial de agravios que dirigió contra la sentencia de primera instan-
cia a fs. 470/493 o en el traslado que contestó a fs. 497/499, dado
que constituía una eventualidad previsible que el a qua coincidiera,
como lo' hizo, con el criterio del inferior respecto de que no era el
de autos un caso fortuito o de fuerza mayor.
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Es decir que no fue planteada, aquella cuestión en la primera
oportunidad que el pronunciamiento brind6, resultando tardía' la
inclusión del tema en el remedio federal intentado como lo indica
reiterada jurisprudencia de la Corte (Fallos: 304:1524, .1879).

Cabe advertir que la observación que se formula a fs. 475 vta.
y 492vta. del citado memorial no salva la omisión señalada, pues
el presunto exceso ritual manifiesto que allí se menciona aparece
dirigido sólo a la valoración de ciertos elementos probatorios.

Por último y a mayor abundamiento, corresponde señalar que
los, agravios remiten a cuestiones de hecho, prueba y derecho co-
mún que no resultan aptas para habilitar la vía del arto 14 de la
ley 48 (Fallos: 300:850; 301:970) no advirtiéndose,. como se des-
prende de los considerandos de fs. 502/507, la arbitrariedad alegada.

Por lo expuesto, considero que corresponde desestimar hi
presentación directa en examen. Buenos Aires, 14 de octubre de
1985. Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA .CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 15 de abril de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Marcelo y
Horacio Castro en la causa Allende, Humberto de Jesús c/Brown
Security Service y otros", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

19) Que el recurso extraordinario cuya denegación motiva la pre-
sente queja se interpuso contra' el pronunciamiento de la Sala VII
de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo que confirmó,
por mayoda, el fallo de primera instancia. Este ha'Qía hecho lugar
a la demanda por cobro de daños y perjuicios promovida por
el actor.
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29) Que el demandante -empleado de una empresa que pres-
taba servicios de vigilancia en la residencia del embajador de los
Estados Unidos de Norteamérica- pidió que se condenara a dicha
firma a pagar los daños sufridos a consecuencia del derrumbe de
dos árboles sobre la casilla en la que él se hallaba. La demandada,
.a su vez, solicitó el rechazo de la pretensión, a cuyo fin sostuvo
-entre otras razones- que la caída de los árboles se había pro-
ducido como efecto de un huracán y que, por consiguiente, el he-
<:ho debía ser considerado. como fortuito o fuerza mayor.

39) Que la sentencia de primera instancia condenó a la deman-
dada al pago de daños y perjuicios sobre la base de considerar
que no se presentaba la eximente de responsabilidad prevista en
el arto 514 del Código Civil. A tal efecto, el juez sostuvo que aun-
que la violencia de un fenómeno meteorológico puede constituir
caso fortuito, no ¡;:eviste dicho carácter la caída de. árbole~ pravo-
-cada por aquél, dado que éstos igual suelen caer durante tormen-
tas de intensidad normal. Aclaró, por fin, que aún en la hipótesis
<le COnsiderar existente un casus, tal circunstancia no liberaba a
la demandada, pues las constancias de la causa llevaban a afirmar
una concurrencia causal entre aquél y el vicio de la cosa, consis-
tente este último en la precariedad de la casilla en que el actor
buscó guarecerse. Ante dicha causalidad, la norma legal aplicable
(art. 1113 del Código Civil) no autorizaba -sostuvo- una exención
parcial de responsabilidad, la que -por el contrario- caía total-
mente sobre el dueño o guardián de la cosa.

49) Que, apelada la sentencia por la demandada, la C~ara la
-confirmó, pues e~tendió que si bien era cierto que la tormenta
había alcanzado una intensidad que permitía calificarla como caso
fortuito, tal caracterización no excusaba la responsabilidad de la
demandada. En este punto acentuó notablemente el enfoque -ya
bosquejado en la sentencia de primera instancia- según el cual
la caída de árboles por acción de los vientos nunca podía ser en.
cuadrada en el arto 514 del Código Civil, cualquiera que hubiere
.sido la intensidad de aquéllos. El a qua prescindió de abordar el
tema de la posible concurrencia del caso fortuito -cuya existencia
negÓ- con otras concausas, asunto que sí había merecido consí.
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deración por parte del juez de primera instancia, en la forma ya
referida.

5<;»Que la demandada tachó de arbitraria la sentencia del a qua
y, a tal fin, seíi.aló los vicios de razonamiento en que éste había
incurrido en lo conceriliente al punto de la inexistencia del caso
fortuito. Debe seíi.alarse. que similar agravio había expresado la ape-
lante respecto de la sentencia de"primera instancia, a la que cali-
ficó reiteradamente de verdadero sofisma (fs. 471 vta. y 476), en
términos .tales que resultan idóneos para tener por planteada la
arbitrariedad de aquélla. En efecto, puesto que la sentencia debe
ser derivación razonada del derecho vigente, toda vez que tal cap-
dición sea inequívocamente controvertida es preciso tener por de-
ducida la referida tacha.

6<;»Que, por lo demás, la exigencia del planteamiento oportuno
de la cuestión federal se vincula primordialmente con el requisito
de la resolución contraria implícita -referente al derecho federal
invocado- y no al tema de la sentencia arbitraria. Esta es la razón
por la cual no cabe extremar las cargas formales .sobre" el recu-
rrente, en el rigorismo que puede frustrar la jurisdicción de la
Corte como tribunal de garantías" constitucionales. A este propó- .
sito concurre la clásica jurisprudencia de acuerdo con la cual el
planteamiento de la cuestión federal st¡'icto sensu no requiere la
utilización de. términos sacramentales (Fallos: 292:296; 294:9; 302:
326; 304:148, entre otros).

7<;»Que conviene adelantar que el tribunal estima justificado
el agravio de la apelante, pues el razonamiento con el cual la ma-
yoría de la Cámara sustenta la conclusión referida -inexistencia. \ "

de caso fortuito- presenta graves falencias que descalifican la de-
cisión en recurso. En efecto, el a qua sostiene que: "con total inde-
pendencia de la intensidad con que se desplazan las masas de aire,
siempre -casi diría, fatalmente- se producen caídas de árboles.
Por consiguiente éste -derrumbe de árboles:"'- como fenómeno
ordinario, entra en la categoría común de aconte"cer usual, habi-
tual, propio, general, corriente, ya que se da con frecuencia de
regularidad constante cómo hecho" (fs. 502 vta./S03 de los autos
principales) .
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8<;»,Que el aserto, al margen de proponer una caracterización
dogmática del género en cuestión, pues define a los árboles por
una" cualidad que no sólo dista de ser relevante sino que incluso
aparece reñida con la intuición y la experiencia común de la reali-
dad; resulta, además, ininteligible frente a la subsiguiente afirma-
ción de que: "lo que cambió por la intensidad del fenómeno atmos-
férico o climático ocurrido el 28 de octubre de 1978 no fue la natu-
raleza (jurídicamente hablando) de las caídas de los árboles, sino
la intensidad del suceso y por ello varió fundamentalmente en cuan-
to a sus efectos... Lo inusual se da en la intensidad pero nunca
en el hecho en sí, pensando dentro de los cánones, de fenómeno
natural" (fs. 504 de los mismos autos).

9<;»Que la equiparación del hecho accidental que ocasionó el
daño cuya reparación se persigue a un simple fenómeno natural,
signado por las mismas notas de necesidad e inevitabilidad que
gobiernan "la caída de la lluvia" y desvinculado de las condiciones
climáticas extraordinarias que se reconoce que intervinieron en su
producción, comporta, a la par que una contradicción, un exceso
en los límites de la discrecionalicÍad, propia de los jueces ordina-
rios en la apreciación de las circunstancias de hecho de la causa,
lo que transgrede la exigencia de razonabilidad a que tales juicios
deben estar subordinados.

10) Que resulta por ende aplicable la, jurisprudencia de esta
Corte, según la cual, uno de los principios rectores del proceso
civil es el establecimiento de la verdad jurídica objetiva, la cual
se ve comprometida cuando, tal c()mo ocurre en la especie, se re-
emplaza su búsqueda por generalizaciones no verificables, emana-
das de un razonamiento abstracto, desconcertante e impreciso, que,
;'0r tanto, no resulta' referible a las específicas modalidades del
caso (Fallos: 238:550; 248:291; 258:199).

11) Que, en tales condiciones, resulta procedente el remedio
federal intentado por la demandada, por lo que la sentencia recu-
rrida debe ser dejada sin efecto con arreglo a la jurisprudencia de',
esta Corte sobre arbitrariedad (Fallos: 297:470; 299:85; 300:349),
.sin que ello implique abrir juicio acerca de la solución que en defi-
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nitiva corresponda asignar ala cuestión debatida. Esto último en-
tendido tanto respecto del caso fortuito en sí mismo, como del
tema referente asi es posible su concurrencia con otras concausas
del daño, para el supuesto que éstas hayan existido.

Por ello, y habiendo dictaminado el señor Procurador General,
se hace lugar a la queja, se declara procedente el recurso de fs. 518/
525 vta. y se deja sin efecto la sentencia apelada. Reintégrese el
depósito afectuado y agréguese la queja al principal y vuelvan los
autos al tribunal de origen, a fin de que por quien corresponda se
dicte nuevo fallo con arreglo al presente (art. 16, primera parte,
de la ley 48).

JOSÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI - JORGE ANTONIO-

BACQUÉ (en disidencia).

DISIDENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON JORGE ANTONIO BACQUÉ

Considerando:

1':') Que el recurso extraordinario cuya denegación motiva la pre--
-sente queja, se interpuso contra el pronunciamiento de la Sala VII
de la Cámara de Apelaciones del Trabajo que confirmó, por mayo--
ría, el fallo de primera instancia que había hecho lugar a la deman-
da de indemnización por daños y perjuicios derivados del accidente~
sufrido por el actor, al derrumbarse dos árboles sobre la casilla
donde se encontraba prestando servicios de vigilancia por cuenta_
de la firma demandada.

2':') Que para así resolver, el tribunal de alzada reiteró argu-
mentos del fallo apelado, y toda vez que en la expresión de agra-
vios que contra éste formuló la demandada, no fueron planteadas
las cuestiones que en el presente recurso se articulan como de-
naturaleza federal, fundadas en la arbitrariedad de la sentencia,
cabe concluir que su _introducción resulta tardía, lo cual obsta a'_
la procedencia del remedio que prevé el arto 14 de la ley 48. Así:
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lo ha dictaminado el señor Procurador General, en términos que
esta Corte comparte ,y da por reproducidos brevitatis causa.

3'?) Que en cuanto atañe al agravio acerca del monto de la
indemnización que se fijó en el pronunciamiento, el recurso extra-
ordinario no satisface los requisitos de fundamentación que se exi-
gen con arreglo a reiterados precedentes del Tribunal (Fallos: 280:
121; 283:404; 298:793; 300:656).

Por ello, de conformidad con el dictamen que antecede, se
desestima la queja.

JORGE ANTONIO BACQUÉ.

LA MONUMENTAL S. A. DE CAPITALIZACION

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Valoración de circunstan-
cias de hecho y prueba.

Si b-ien las cuestiones propuestas remiten al examen de cuestiones de
derecho común, como son las atinentes a la interpretación de las nor-
mas que rigen el capital de las sociedades de capitalización y ahorro,
tal circunstancia no constituye óbice decisivo para frustrar la vía fe-
deral cuando la inteligencia asignada a las normas prescinde de la fi-
nalidad misma de la ley, ál no contemplar la realidad económica a la
cual están destinadas y desconocer la necesidad de armonizar las
disposiciones aplicadas que se vinculan con el patrimonio de la enti~
dad. Así ocurre en el caso en que la necesidad de actualizar el capital
social impuesta por la decisión del a quo, implica también la de efec-
tuar nuevos aportes al desenvolvimiento social y el ,implícito recono-
cimiento de que los capitales nominales iniciales son insensibles a
las oscilaciones del valor de la moneda; conclusión que desatiende la
realidad económica del país y acentúa indebidamente el cumplimiento
de recaudos formales' que aparecen ciivorciados del desarrollo patri-
monial de la soclt'dad.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos' en la fundamenta-

áón normativ'l.

Es descalificable 1:'1 sentencia que confirmó la resolución de la Ins-
pección Gene!'al de Justicia que había intimado al cumplimiento del
capital ,mínimo exigido por los arts. 3, 32 Y 34 del decreto 142.277/43,
ya que la aplicación literal de la norma Y la referencia a su finalidad
no constituyen fundamentación' apropiada cuando introducen' un fac-
tor de inestabilidad en la vida de la sociedad, prescinden de la reali-
dad económica y Uegan a conclusiones que no se compadecen con el
criterio ya referido respecto de los revalúos de bienes, con lo cual se
quiebra la lógica que necesita el régimen de estas entidades para su

correcto funcionamiento.

~/RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
1n'terpretación de normas. y' actos comunes.

Los agravios. dirigidos contra la sentencia que confirmó la resolución
de la Inspección General de Justicia en cuanto le exigió demostrar que
posee el capital mínimo previsto por las normas vigentes, representado
por acciones' integradas en efectivo, remiten a la interpretación de
normas de derecho común, Y no son aptos para suscitar la ap~rtura
de la instancia del arto 14 de la ley 48. Máxime, cuando la decisión im-
pugnada ,cuenta con fundamentos de la misma .índole que bastan para
descartar la tacha de arbitrariedad cuya formulación en la especie,
por lo demás, únicamente ,traduce la discrepancia de quien la invoca
con lo expresado por los jueces intervinientes (Disidencia del Dr.

Carlos S. Fayt).

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

A fs. 154/161 de las actuaciones principales, "La Monumental,
Sociedad Anónima de Capitalización" dedujo recurs'o extraordina-
rio contra la sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones en
lo Comercial de la Capital que confirmó la resolución N9 000215
de l,a Inspección General de Justicia en cuanto le exigió demostrar
que posee el capital mínimo previsto por las normas vigentes, re-
presentado por acciones integradas en efectivo.
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Por su parte, la recurrente trata. de demostrar, en lo sust;an-
cial, que la inteligencia correcta de los arts. 3, 32 Y 34 del decreto
N,:, 142.277/43 indica que el capital mínimo sólo debe provenir de.
la suscripción de acciones en efectivo al momento en que se funda
la sociedad, razón por la cual, cuando se trate de sociedades en
funcionamiento, debe tenerse en cuenta el patrimonio, que, en su
caso, supera el mínimo exigido.

Habida cuenta que dichos agravios remiten a la interpretación
de normas de derecho común, estimo que no son aptos para sus-
citar la apertura de la instancia del arto 14 d~ la ley 48. Máxime,
cuando .la decisión impugnada cuenta con fundamentos de la mis-
ma índole que bastan para descartar la tacha de arbitrariedad cuya
formulación en la especie, por lo demás, únicamente traduce la
discrepancia de quien la invoca con lo expresado por los jueces
intervinientes.

Sin perjuicio de ello, cabe señalar, en cuanto a la alegada rati-
ficación del citado decreto 142.277/43 por la ley 22.315, que ésta
(art. 9,:,), remite al primero sólo en lo que hace a las atribuciones
de la Inspección General de Justicia en calidad de autoridad de
contralor de entidades como la actora, aspecto que, aunque posee
carácter federal, no es objeto de controversia en el sub lite.

En tales condiciones, al no guardar las garantías constitucio-
nales citadas relación directa niim1).ediata con lo resuelto, consi-
dero que el remedio federal intentado es improcedente y, por ende,
que también lo es esta presentación direcfa. Buenos Aires, 12 de
febrero de 1986. Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 15 de abril de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por La Monu-
mental, S.A. de Capitalización en la causa La Monumental, S.A. de
Capitalización s/apelación de resolución de la Inspección General
de Justicia", para decidir sobre su procedencia.
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19) Que contra el pronunciamiento de la Sala E de la Cámara
Nacional de Apelaciones en lo Comercial, que confirmó la resolu-
ción de la Inspección General de Justicia que había intimado al
cumplimiento del capital mínimo exigido por las normas vigentes,
la sociedad interesada dedujo el recurso extraordinario cuya dene-
gación origina la presente queja.

29) Que, como señala el señor Procurador General, la recu-
rrente trata de demostrar, en lo sustancial, que la inteligencia co-
rrecta. de los arts. 3, 32 Y 34 del decreto 142.277/43 indica que el
capital mínimo allí previsto sólo debe provenir de la suscripción
de acciones en efectivo al momento en que se funda la sociedad,
razón por la cual, cuando se trata de sociedades en funcionamiento
debe tenerse en cuenta el patrimonio social -según previsiones de
la propia ley- que, en el caso, supera con creces el mínimo legal.

39) Que si bien es cierto que las cuestiones propuestas remi-
ten al examen de cuestiones de derecho común, como son las ati-
nentes a la interpre~aciónde las normas que rigen el capital de
las sociedades de capitalización y ahorro, tal circunstancia no cons-
tituye óbice decisivo para frustrar la. vía federal cuando la inteli-
gencia asignada a las normas prescinde de la finalidad misma de
la ley, al no contemplar la realidad económica a la cual están des-
tinadas y desconocer la necesidad de armonizar las disposiciones
aplicadas que se vinculan 'con el patrimonio de la entidad.

49) Que, en efecto, la necesidad. de actualizar el capital social
impuesta por la 'decisión del a quo, implica también la de efectuar
nuevos aportes al desenvolvimiento social, y el implícito reconoci-
miento de que los capitales nominales iniciales son insensibles a
las oscilaciones del valor de la moneda: conclusión que desatiende
la realidad económica del país y acentúa indebidamente el cumpli-
miento de recaudos formales que aparecen divorciados del desa-
rrollo patrimonial de la sociedad.

59) Que, precisamente, si se admite que las normas sobre reva-
lúa de los bienes de propiedad de la recurrente son aplicables al
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organismo, virtualmente se acepta también que el capital no per-
manece estático ni resulta desvinculado de la suerte que tengan los
bienes que integran el patrimonio social neto; por lo que debe
entenderse que la discriminación alegada por el apelante respecto
de que a las sociedades deben aplicarse las normas en juego, no
resulta ajena a una interpretación de la ley que intente sistemati-
zar las distintas disposiciones en un régimen armónico y coherente.

6':') Que, por ser ello aSÍ, la aplicación literal de la norma y la
referencia a su finalidad no constituyen fundamentación apropiada
cuando introducen un factor de inestabilidad en la vida de la so-
ciedad, prescinden de la realidad económica y llegan a conclusio-
nes que no se compadecen con el criterio ya referido respecto de
los revalúos de bienes, con lo cual se quiebra la lógica que nece-
sita el régimen de estas entidades para su correcto funcionamiento.

Por ello, y oído el señor Procurador General, se declara pro-
cedente el recurso extraordinario y se deja sin efecto la sentencia.
Vuelvan los autos al tribunal de origen a fin de que, por medio de
quien corresponda, proceda a dictar nuevo fallo con arreglo a lo
expresad!?

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

(en disidencia) - ENRIQUE SANTIAGO PE-

TRACCHI - JORGE ANTONIO BACQUÉ.

DISIDENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FAYT

Considerando:

Que contra el pronunciamiento de la Sala E de la Cámara Na-
cional de Apelaciones en lo Comercial, que 'confirmó la resolución
de la Inspección General de Justicia en cuanto había intimado al
cumplimiento del capital mínimo exigido por las normas vigentes,
la sociedad interesada dedujo el recurso extraordinario cuya dene-
gación origina la presente queja.
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Que los agravios de, la apelante han sido objeto de apreciación
,adecuada en el dictamen del señor Procurador General, a cuyos
fundamentos esta Corte se remite por razones de brevedad.

Por ello, se desestima la queja y se da por perdido el depósito.

CARLOS S. FAYT.

RAMONA DELFINA CARRASCO' DE OSWALD

JUBILACION y PENSION

Corresponde dejar sin efecto el pronunciamiento que -en razón de
no haber aportado elementos' de juicio. que permitieran retrotraer su
incapacidad actual a la fecha de expiración del plazo de quince años
de la ley 434:>- dl';negó la rehabilitación de pensión solicitada por la
hija del causante del beneficio. Ello es así, pues no está vedado enun-
ciar, a título de presunción, que cuando la madre y la hija compar-
ten el mismo hogar la pensión investida en la primera es el sostén
económico de' ambas, máxime cuando la prestación fue acordada a
esas dos personas y fue sólo después de transcurrido el lapso l<,;gal
que se extinguió el derecho de la hija, pero acreciendo en 'igual me-

dida el de la madre (1) .

JUBILACION y PENSION.

Las leyes previsionales, con el instituto de la pensión a los distintos
deudós tienden, en definitiva, a proteger ese núcleo familiar consti-
tuido por los integrantes de la familia, cumpliendo de este modo,
con el objetivo constitucional d~ alcanzar "la protección integral de
la, familia", mediante un sistema de seguridad social dotado del mis-
mo carácter' (art. 14 nuevo de la Constituciqn Nacional) (2),

(1) 15 de abril.
(2) Fallos: '235:47; 286:93.
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LA RECTORA COMPAÑIA ARGENTINA DE SEGUROS S. A. v.
LA CASA DE LAS JUNTAS S. A.

581

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones, no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideración
de extremos conducentes.

Si bien lo atinente a la exégesis de ]a voluntad contractual es materia
de derecho común, ajena a la instancia extraordinaria, ello reconoce
excepción cuando los jueces asignan a las cláusulas de un contrato'
un alcance reñido con la literalidad de sus términos y con los princi-.
pios que deben guiar su interpretación, y, lo decidido no se basa en
explícitas razones suficientes de derecho. Debe dejarse sin efecto. el
pronunciamiento que -al rechazar' la demanda por cobro de la liqui-
dación definitiva de la prima de un contrato de seguro de accidente de
trabajo- declaró la caducidad del derecho de la aseguradora a pesar
de 'no h:1ber sido pactada expresamente por las partes, por aplicación
analógica de otra norma, cuando dicho instituto, por afectar. la sub-
sistencia de los derechos, constituye una excepción al principio ge-
neral que tiende a la conservación de los actos jurídicos, por lo que
su aplicacióri e interpretación debe ser restrictiva.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

Se trae queja por denegátoria del recurso extraordinario inter-
puesto contra la sentencia ,de fs. 186/188 que rechazó la demanda
que por cobro de' liquidación definitiva de prima por el riesgo cu-
bierto en un seguro de accidentes de trabajo se promovió en autos.

Se limita la apelante a sostener que el fallo es arbitrario, mas
no invoca de modo expreso los derechos o. garantías constitucio-
nales que. pudieran considerárse afectados.

De allí que por aplicación al caso de la doctrina de' la Corte
que ha establecido que la arbitrariedad no constituye un funda-
mento autónomo de apelación extraordinaria, sino un medio idó-
nea" para asegurar el reconocimiento de las garantías consagradas
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por la Constitución Nacional y que si éstas no fueran invocadas,
ni en consecuencia, demostrada su relación directa e inmediata con
la materia del fallo, ello obsta a la procedencia del recurso (Fallos:
300:1006; 301:602), no correspondiendo admitir el remedio federal.

A ello puede agregarse que de todos modos los agravios remi.
ten a cuestiones de hecho, prueba y derecho común que no son
aptas para habilitar la vía del arto 14 de hi. ley 48.

Si bien esta doctrina reconoce excepción en aquellos casos en
los que se ha incurrido en arbitrariedad, no me parece que esta
tacha sea imputable al fallo impugnado.

En efecto, éste cuenta con apoyo suficiente en el examen que
los jueces de .la causa realizaron de lo dispuesto en la cláusula
octava. de las condiciones generales del contrato de seguro que las
partes convinieron (fs. 8) y del arto 36 de la ley 17.418,además de
las constancias agregadas como las cartas documento de fs. 15y 17.

Por lo expuesto, considero que corresponde desestimar la queja ..
en examen. Buenos. Aires, 30 de diciembre de 1985.Juan Octavio
Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 15 de abril de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho ded~cido por la actora en
la causa La Rectora Compañia Argentina de Seguros, S.A. c/La
Casa de Las Juntas, S.A.", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1"') Que contra el fallo de la Sala B de la Cámara Nacional de
Apelaciones en lo Comercial que revocó la sentencia de primera
instancia y, eh consecuencia, rechazó .la demanda por cobro de la
liquidación dyfinitiva de la prima de un contrato de seguro de
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accidente de trabajo, la actora interpuso el recurso extraordinario
que, denegado, originó la presente queja .

.2'?) Que las partes acordaron un plazo de noventa días para
practicar la liquidación referida (v. cláusula 8~ a fs. 8 de los autos
ppales.) dentro del cual la aseguradora requirió a la asegurada
los elementos de juicio para hacerlo, pero -en definitiva- la
comunicó casi un mes después de vencido el término. Por ello,
la demandada opuso la defensa de caducidad del derecho a efec-
tuarla y -por ende- a percibir su importe.

3'?) Que el a qua, si. bien tuvo en cuenta la intimación cursada
a la demandada a la que se hizo referencia ut supra, consideró que
la liquidación fue extemporánea, y que aun cuando no se haya pac-
tado expresamente la caducidad del derecho, ello se sigue por apli-
cación analógica del arto 36 de la ley 17:418, puesto que "nadie esti-
pula un plazo para no prevalerse de las consecuencias de su incum-
plimiento" por parte de ,la contraria.

4'?)Que si bien lo atinente a la exégesis de la voluntad contrac-
tual es materia de derecho común, ajena a la instancia extraordi-
naria, ello reconoce excepción cuando, como ocurre en el caso,
los jueces asignan a las cláusulas de un contrato un alcance reñido
con la literalidad de sus. términos y con los principios que deben
guiar su interpretación, y lo decidido no se basa en explícitas razo-
nes suficientes de derecho (Fallos: 300:676; 302: 1111; causa "Arri-
billaga, Luis María cjVoragini S.C.A.", sentencia del 1'? de marzo
de 1984). .

S'?) Que, en efecto, no se muestra razonable la conclusión del
a qua de declarar la caducidad del derecho de la aseguradora a
pesar de no haber sido pactada expresamente por las partes, por
aplicación analógica de otra norma, cuando dicho instituto, por
~fectar la subsistencia de los derechos, constituye una excepción
al principio general que tiende a la conservación de los actos jurí-
dicos, por lo que su aplicación e interpretación debe ser restrictiva.

6'?) Que, además, el argumento del a qua en el sentido de que,
de no sancionarse a la actora con la caducidad; carecería de sentido
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el plazo estipulado para la determinación de' la prima, es inexacto
y sóló constituye una afirmación dogmática que no guarda corres-
pondencia con las circunstancias de la causa. Ello porque de la
"cláusula de cobranza del premio" establecida en la p.óliza (fs. 7)
se infiere que el incumplimiento del plazo puede traer aparejadas
para la interesada otras consecuencias, como la falta de comie:qzo
del curso de los intereses pactados.

Por ello, habiendo. dictaminado el señor Procurádor General,
se hace lugar a la 'queja y se deja sin efecto la sentencia apelada,
con costas. Vuelvan los autos al tribunal de origen para que, por
quien corresponda,' se dicte una nueva con arreglo' al presente.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE.

ANTONIO BACQUÉ.

HILDA L. PALLERO ,DE ONTIVEROS v. FERROCARRILES ARGENTINOS

RECURSO EXTRAORDINARIO: RequiSitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arb.ztrarias . .Procedencia del recurso. Valoración de circunstancias
de hecho y prueba.

Si bien se trata de cuestiones de hecho y prueba y derecho común,.
ajenas al recurso extraordinario, corresponde dejar sin efecto :Ia sen-
tencia que -en base a un análisis parcial de la prueba, sin integrarla
ni armonizada en su conjunto, t::on menoscabo de la verdad material
.y,de los derechos de los actorE'S- rechazó la demanda de daños y
perjuicios derivados del accidente en que perdió la vida el esposo y
padre de los actores,' sin considerar las presunciones del carácter de.
pasajero de la vktima (1).

RECURSO EXTRAORDIN.4RIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretapión de normas y actos comunes.

Los agravios dirigidos contra la sentencia que rechazó la demanda de.
daños ~. perjuicios derivados del accidente en el cual perdió la vida,.

(1) 15 de abril.
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el esposo y padre de los actores remiten al examen de cuestiones de.
hecho, ürueba y derecho común, propias de los jueces de la causa y
ajenas, en priucipio y por su naturaleza; a la instancia del arto 14 de
la ley 48,.mátime cuando el fallo cuenta con fundamentos suficientes
del mismo carácter que, no obstante su opinabilidad, bastan para sus.
te!ltarb e impiden su descalificación corno acto judicial válido (Di-
sidencia del I'r. Jcrge Antonio Bacqué) (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias. arbitrarias. Principios generales.

Los jueces no están obligados a ponderar una por una y exhaustiva-
mente todas las probanzas agregadas, sino sólo aquellas que estimen
conduc<::ntep'lra fundar sus conclusiones (2).

CARLOS JORGE GOLBERG v. BANCO ITALIA y RIO DE LA PLATA

RECURSO EXTRAORDINARIO:. Requisitos propios. Cuestiones no federales ..
Interpretación de .normas y actos comunes.,

Los agravios vinculados con el método empleado para reajustar sus
obligaciones emergentes del contrato de prenda cuya nulidad parcial.
fue de::larada, rem;.ten al examen de cuestiones de hecho, prueba y
derecho com.ún irrevisables en la instancia extraordinaria cuando la
sen'::;'.,,, que las resuelve cuenta con fundamentos suficientes de di-
C" • carácter que, al margen de su acierto o error, impiden su desca-
lificación en los términos de la doctrina de la arbitrariedad, máxime
si no se advierte que el fallo apelado haya incurrido en autocontra-
dicción pues la tasa de interés máximo que fijó el a quo por todo
concepto -17,50 % anual- es inferior a la estipulada por las partes
en el contrato de prenda (3).

(1) Fallos: 302: 1095; "Grirrioldi de Silveyra, Martha y otro. c/Ferro--
carriles Argentinos", del 15 de noviembre de 1984.

(2) Fallos: 297: 526; 300: 522; 301: 602, ,1073.
(3) 15 de abril.
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RECURSO EXIRAORDINARlO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Contradicción.

Es descalificable la sentencia que -al decretar la nulidad parcial del
contrato prend¡¡.rio y establecer el mudo de abonar el saldo adeudado-
consideró que el sistema de actualización previsto en el contrato re.
sultaba contrario a la moral y las buenas costumbres y produciría
un enriquecimiento ilícito. Ello es así, pues no se compadece lo que
resulta ser la consecuencia económica de. lo decidido por la senten-
cia recurrida, con las consideraciones expuestas en ella; en especial,
no resulta adecuada la aplicación de un interés como el dispuesto del
17,50%, atento a los' términos en que el a quo se refiere al sistema
de actualización previsto en el contrato (Disidencia del Dr. Carlos S.
Fayt) (1).

AGUSTIN OSVALDOHERNANDEZ y OTROSv.. PRODUCTOS DEL MAR S. A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos prop'ios. Cuestiones no federales.
Interpretación de. normas y actos comunes.

La sentencia que, al modificar lo de<oididoen el fallo' del juez de
grado en' lo relativo a las diferencias por participación en la produc-
ción reclamadas por .los actores, estimó que la forma ~n que dicha re-
muneración era liquidada por el empleador no había configurado de
su partf' una actitud fraudulenta ni una injuria cuya gravedad impi-
diese la prosecución del vínculo laboral y justificara la situación del
despido en que se colocaron los primeros, remite al examen de cues-
tiones de hecho, prueba y de derecho común propias de los jueces de
la causa y extrañas a la vía excepcional del arto 14 de la ley 48. De
ese carácter participa sin duda, determinar cuáles son los valores'
sobre los que corresponde calcular el porcentaje reconocido a 'la
tripulación embarcada sobre el total de lo producido en cada viaje
por la unidad pesquera de que se trata, con arreglo a lo pactado en
los contratos de ajuste celebrados entre las partes y 10 dispuesto en
la convención coleC'tiva de trabajo vigente para el caso (2).

(1) Fallos: 300:993; 30J:,338;302:264.
(2) 15 de abril.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas locales de procedimientos. Doble instancia y recursos.

Lo relativo .a la presunta omisión de pronunciamiento acerca de las
diferencias salariales correspondientes al sueldo anual complementa-
rio, al no demostrarse que su examen hubiese gravitado de manera
decisiva en la solución del caso. constituye una cuestión que debió
ser planteada por VÍa de aclaratoria y no, como se intenta, en la ins-
tancia de excepción de la Corte (1).

BRAULIO ORTEGA v. JOSE H. BARBIERI

.BANCO HIPOTECARIO NACIONAL: Régimen legal.

Son ineficaces para habilitar la VÍa extraordinaria los agravios de la
ejecutante dirigidos contra la sentencia que -aplicando en forma .exten-
siva el arto 35 de la ley 22.232,que veda el embargo sobre los inmuebles
gravados por préstamos otorgados para vivienda única propia- revocó
el fallo que había dispuesto la venta en pública subasta de los derechos
y acciones sobre un inmueble adjudicado al ejecutado por el Banco
Hipotecario Nacional, pues la sola circunstancia de hallarse preclusa la
oportunidad -procesal correspondiente no obsta para impedir la reali-
zación de la subasta de un bien que no se encuentra en el comercio en
términos .que permitan su realización forzada, conclusión particular-
mente válida si se atiende a los alcances y finalidad de los beneficios
de inembargabilidad e inejecutabilidad a que se refiere el citado arto 35.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

. Buenos Aires, 15 de abril de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Braulio
Ortega Lara en la causa Ortega, Braulio cjBarbieri, José H.", para
decidir sobre su procedencia.

(1) Fallos: ,02:654.
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Considerando:

FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

19) Que contra el pronunciamiellto de la Sala A de la Cámara
.Nacional de Apelaciones en lo Comercial, que revocó el fallo de.
primera instancia que había dispuesto la venta en pública subasta
de los derechos y acciones sobre un inmueble adjudicado al eje-
cutado por el Banco Hipotecario .Nacional, la ejecutante dedujo el
recurso extraordinario cuya denegación origina la. presente queja.

29) Que, a tal efecto, ela qua aplicó i en forma extensiva el
arto '35 de la ley 22.232 -que veda el embargo sobre los inmuebles.
gravados por préstamos otorgados para vivienda única propia-
e hizo mérito también de que mediaba un obstáculo insalvable
para la adquisición de los bienes por un tercero, cual era el carác-
ter intuitu persanae del derecho a obtener la compraventa e hipo-
teca en las condiciones pactadas.

39) Que los agravios del apelante resultan ineficaces para ha-
bilitar la vía intentada,. pues la sola circunstancia de hallarse pre-
clusa la oportunidad procesal correspondiente no obsta para im-
pedir la realización de la subasta de un bien que no se encuentra
en el comercio en términos que permitan su realización forzada,
conclusión particularmente válida si se atiende a los alcances y
finalidad de los beneficios de inembargabilidad e inejecutabilidad
a que se refiere el citado arto 35.

49) Que, en efecto, atendiendo al carácter de orden público.
y a los propósitos de interés general y de fomento de la vivienda
familiar que inspiraron el dictado de aquella disposición, cabe.
admitir que la 'omisión que se aduce no puede constituir funda-
mento adecuado para sostener la ejecutabilidad del bien por parte'
de quien conocía su condición jurídica al obtener el embargo (arg ..
de Fallos: 256:571; 288:77) .

59) Que, por ser ello así, la preclusión invodda no puede apli- .
carse indiscriminadamente para llevar adelante una subasta con'
transgresión de normas expresas que -sobre la base de las razo-
nes apuntadas- han creado un régimen de mdisponibilidad relativa~
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del bien; de modo que la actuación del a qua implica tornar las
medidas conducentes para su adecuado cumplimiento y para evi-
tar todo planteo eventual de nulidades, lo cual cobra particular
relevancia si se tiene en cuenta que por esta vía se hace efectiva
también la protección de los terceros que podrían resultar even-
tualmente interesados en la adquisición de los derechos mencio-
nados.

Por ello, se rechaza la queja y se da PO! perdido el depósito.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.

MANUFACTURATEXTIL SAN JUSTO S.A.

CORTE SUPREMA.

El arto 296, inc. 7°, de la ley 19.551, cuando dispone quc "no se deba
remitir el expedier.te del con<;:ursoa juzgado distinto del de su trami-
tación" no puede entenderse en el sentido de. que prive a la Corte de
las facultades a los fines del ejercicio de la jurisdicción que 'le confiere
el arto 101 de la Constitución Nacional, regla el arto 14 de la ley 48, y le
reconoce el arto 285, 2do. párrafo, del Cód'igo Procesal Civil y Comercial
de la Nación,' cqmo 19 hizo desde el principio el arto 230 de la ley 50.
Ello es así, pues la supremacía de la Corte, cuando ejerce la jurisdicción
que las leyes le confieren, impone a todos los tribúnales nacionales o
provinciales, la obligación de respetar y acatar sus decisiones por lo
cual eSle Trihunal posee facultades para disponer las medidas pertinen-
tes, incluso conminatorias, a los fines del adecuado ejercicio de su com-
petencia legal
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 15 de abril de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Investa S.A.
para el Comercio Exterior en la causa Manufactura Textil San Jus-
to S.A. s/quiebra-concurso especial promovido por Investa S.A.", para
decidir sobre su procedencia. .

Considerando:

19) Que el 4 de octubre de .1984 se libró por Secretaría oficio
al señor juez a cargo del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil
y Comercial de quinta nominación de Santa Fe, solicitando la re-
misión .de los autos caratulados "Manufactura Textil San Justo S.A.
s/quiebra - concurso especial promovido por Investa S.A." (fs. 56),
requerimiento que no fue cumplido y que dio lugar al nuevo oficio
librado el 19 de febrero de 1985 (fs. 58).

La causa solicitada fue finalmente recibida en la Mesa de En-
tradas del Tribunal el 22 de marzo de 1985, entregándolo el propio
letrado de la recurrente (fs. 60/61).

En el escrito' en. el que deja constancia de la entrega de los
autos! el patrocinante expresó que para la debida consideración del
recurso de hecho entablado no bastaba tener a la vista el incidente
agregado, sino que era del caso requerir la remisión del expediente
principal, caratulado "Manufactura Textil San Justo S.A. s/quiebra".

Dicha solicitud fue proveída favorablemente (fs. 62) y ello dio
lugar a que el 30 de abril dé 1985 fuera remitido al juzgado antes
aludido otro oficio solicitando el envío del expediente principal de
quiebra (fs. 63).

La respuesta arribó a esta Corte el 28 de junJo de 1985, con. un
informe en el sentido de que los autos de referencia habían sido
elevados a la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial, Sala
Tercera (fs. 64 vta.).
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El 5 de julio de 1985 se libró oficio a dicha Cámara de Apela-
ciones requiriéndole la remisión del expediente (fs. 66).

Ante la falta de respuesta, el oficio fue reiterado el 22 de octu-
bre de 1985 (fs. 70). Tampoco éste fue respondido y volvió la Se-
cretaría a reiterarlo el 24 de diciembre de 1985 (fs. 73).

2?).Que este último oficio quedó sin respuesta, y ante tal si-
tuación, el 31 de marzo ppdo., dictó el Presidente de esta Corte la
resolución que se transcribe (fs. 74): "Buenos Aires, 31 de marzo
de 1986. Atento que los oficios librados a fs. 66, 70 Y 73, con fecha
5 de julio, 22 de octubre y 24 de diciembre de 1985, respectiva-
. mente, no han sido cumplimentados, ofíciese telegráficamente al.
señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia de Santa Fe a
efectos de que disponga la inmediata remisión a este Tribunal de
los autos caratulados: "Manufactura Textil San Justo S.A. s/quie-
bra», solicitándole, asimismo, que se sirva informar a esta Corte
las razones de la demora incurrida para hacer efectiva las rogato-
rias de referencia. Como recaudo, transcríbanse en el nuevo oficio
el texto de los anteriores. Fdo. José Severo Caballero":

En el oficio obrante a fs. 75, el Presidente del Tribunal trans-
cribió el auto por él firmado y todos los anteriores de la Secre-
taría. Recibido este último oficio, el 1? del corriente, el Presidente
de la Corte Suprema de Justicia de Santa Fe pidió informe a la
Cámara, cuya Secretaría manifestó que los autos principales ha-
bían sido. devueltos al juzgado de origen para que los elevara a
esta Corte Suprema "si el estado de las actuaciones lo permitía".

A su vez, la titular del Juzgado aludido manifestó a fs. 78: "San-
ta Fe, abril 2 de 1986. Por recibido. Informo a Ud. que en fecha
9 de diciembre de 1985 en los autos mencionados no se accedió al
pedido de remisión de las actuaciones fundado en lo dispuesto en
el arto 296 inc. 7? d~ la ley 19.551 lo que, según constancias de autos,
se comunicó por oficio en fecha 11-2-86a la Excma. Corte Suprema
de la NaCión en contestáción a lo requerido el 6-2-86. Hago saber
asimismo, que en la actualidad se encuentra aún en trámite con
dos cuestiones pendientes de resolución. Vuelva, sirviendo el pre-
sente de atenta nota de remisión" ..
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Con tal informe remitió el Presidente de la Corte Suprema de
Justicia de Santa Fe lo actuado a este Tribunal, con un oficio que
expresa que dichas actuaciones "se devuelven debidamente cum-
plimentadas" (fs. 80).

Cabe consignar, que la respuesta a la que alude el informe del
Juzgado no fue recibida, según las constancias de la Mesa de En-
tradas de esta Corte (fs. 81).

3':') Que el arto 296, inc. 7,:" de la ley 19.551, cuando dispone que
"no se deba remitir el expe~liente del concurso a juzgado distinto
del de su tramitación" no puede entenderse en el sentido de que
prive a esta Corte de las facultades que a los fines del ejercicio
de la jurisdicción que le confiere el arto 101 de la Constitución Na-
Cional y regla el arto 14 de la ley 48, le reconoce el arto 285, 2':' pá-
rrafo del Código. Procesal Civil y Comercial de la Nación, como lo .
hizo desde el principio el arto 230 de la ley 50.

4':') Que' la supremacía de la Corte, cuando ejerce la jurisdic-
:ción que las leyes le confieren, impone a todos los tribunales nacio-

. naies o provinciales, la obligación de respetar y acatar sus deci-
siones (Fallos: 245:429; 252:286;. 289:446,. entre otros), por lo cual
este Tribunal posee facultades para disponer las medidas pertinen-
tes, incluso conminatorias, a los fines del adecuado ejercicio de su
competencia legal (Fallos: 240:9) .

_Por ello, hágase saber la presente resolución a la Suprema
Corte de la Provincia de Santa Fe, recabándole la inmediata remi-
sión de las actuaciones requeridas en el oficio de fs. 75. Para la
mejor información de aquel tribunal, acompáñese también copia
de lo obrado de fs. 75 a fs .. 81.

JosÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS 'S. FAYT - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI - JORGE ANTONIO

BACQUÉ.
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BANCO DE INTERCAMBIO REGIONAL

CADUCIDAD DE LA lNST ANClA.
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El proceso es único y la instancia, por lo tanto, tambiéIl: lo es, pOle lo
que el :lcto o los actos interruptivos r~lizados por un litisconsorte, ac-
tivo o pasivo mantienen la actividad procesal e impiden, en consec:\en~
cia, la caducidad de la instancia, sea que favorezcan o perjudiquen ai los

. I
demás, puesto que suponer lo contrario implicaría violar el principio
de igualdad entre las partes. Hay una suerte de solidaridad procesal que,
una vez estable~ida, no puede romperse (1).

CADUCIDAD DE LA INST ANClA.

Frente al principio de conservación del. proceso que inspira nuestra .le-
gislación ritual y el consecuente carácter restrictivo de la perención de
la instancia, no es que 'la negligencia de uno de los demandados o su
propósito de no pedir la. perención no pueda comprometer el derecho
de los otros sino que, por. el contrario, el deseo de los que quieran ter-
minar el pleito debe prevalecer sobre la voluntad de los que prefieren
perimirlo. '

DECRETO 2474/85

SUPERlNiENDENCIA.

No corresponde hacer lugar a la petición que diversos agentes del Po.
del' Judicial de la Nación hacen a la Corte para que ésta, en ejerciCio
de sus tacultades de superintendencia, resuelva en materia que, en rigor,
.entraña el cuestionamiento constitucional del decreto 2474/85, al que
estiman violatorio del régimen salarial previsto en las leyes 22.969 y
23.199.Ello es así pues el tratamiento de planteos de inconstitucionali-
dad es ajeno al ámbito de superintendencia (2).

(!) 15 de abril.
(2) 15 de abril. Fallos: 31.288; 114:56; 156:318; 301:708.
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,
CíA. FINANCIERACASTELARS.A. v. RESOLUCIONN? 700 B.C.R.A.

ENTfDADES FINANCIERAS.

Las relaciones jurídicas entre el Banco Central y las entidades finan-
cieras sujetas a su fiscalización se desenvuelven en el marco del derecho
administrativo, Y esa situación particular es bien diversa al vínculo que
liga a todos los habitantes del territorio nacional con el Estado.

Las faCtlltades atribuidas al Banco Central por la ley 21.526no se ha-
llan dirigidas a individuos cualesquiera sino a cierta clase de personas
jurídicas (art. 9, ley cit), que desarrollan una actividad específica (in-
termediación habitllal entre la oferta y la demanda de recursos finan-
cieros). y esa actividad afecta en forma directa e inmediata a todo el
espectro de la política monetaria y crediticia en el que se hallan invo-
lucrados vastos intereses económicos y sociales, en razón de los cuales
se ha instituido este sistema de contralor permanente, que comprende
desde la ,autorización para operar hasta la cancelación, de la misma.

{
1

E~TIDADES FINANCIERAS.

}
(
"

ENTIDADES FINANCIERAS.

El arto 45, inc. a), de la ley 21.526remite a la ley de sociedades exclusi-
vamente con respecto a las causales de disolución de su arto 94, pues las
demás disposiciones de ésta serán aplicables sólo si resultan compati-
bles con las normas de aquélla, que es la ley específica de la materia.
Ello es así, pues parece desprovisto de coherencia otorgar a .los inte-
grantes de la empresa la posibilidad de evitar su disolución mediante el
simple reintegro total o parcial de su capital cuando, por otro lado, la
ley 21.526prevé un severo régimen en torno a la autorización para fun-
cionar, que puede ser revocada por el Banco Central, incluso cuando
en la entidad se hayan producido cambios fundamentales en las condi-
ciones básicas que se tuvieron en cuenta para acordarla (confr. arto 15.
último párrafo), que deben ser evaluados por dicho organismo.

ENTIDADES FINANCIERAS.

El arto 26 de la ley 22.529no impone llevar a cabo el intento de sanea.
miento ('amo requisito ineludible Y previo a la medida de liquidación,
ya que el "gradualismo y progresividad" invocados deberán llevarse a la
práctka siempre que lo permitan las circunstancias del caso, pues se
desprende claramente de la norma mencionada que la autoridad de'
control puede disponer directamente la liquidación, actitud razonable
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si, por ejemplo, el plan de saneamiento presentado careciera, a su jui-
cio, de toda posibilidad de éxito.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

Contra la sentencia de la Sala III de la Cámara Nacional de
Apelaciones en lo Federal y Contenciosoadministrativo de la Capital
(fs. 43/45) que confirmó la resolución del Banco Central de la Re-
pública Argentina que, a su vez, dispuso la revocación de la auto-.
rización para funcionar y consiguiente liquidación de "Cía. Finan-
ciera Castelar S.A." en los términos de los arts. 45, inc. a) de la
ley 21.526 y 26 de la ley 22,529, el Presidente de dicha entidad inter-
puso el recurso extraordinario de fs. 48/58.

Estimo que el remedio deducido es procedente en cuanto se ha
puesto en tela de juicio la inteligencia que corresponde asignar a
normas de carácter federal y la decisión del superior tribunal de la
causa es contraria al derecho que en ellas funda el apelante.

En primer lugar, sostiene dicha parte que, en tanto la ley de
entidades financieras remite a las oausales de disolución de socie-
dades previstas en la ley 19.550, ésta es aplicable íntegramente, y
por lo tanto, es improcedente la disolución decidida con apoyo en
su arto 94, inc. 5,:" cuando se habría dado el caso del arto 96, 'ya
que los directivos de la financiera habían presentado un plan ten-
diente al reintegro del capital social, que no fue considerado por
la autoridad de control, violándose así el principio de conservación
de la empresa contenido en el arto 100, siempre de la ley citada en
último término.

En este sentido, debo recordar una vez más que las facultades
atribuidas al Banco Central por la ley 21.526 no se hallan dirigidas
a individuos cualesquiera sino a eierta cIase de personas jurídicas
(art. 9, ley cit.) que desarrollan una actividad específica (interme-
diación habitual entre la oferta y la demanda de recursos finan-
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cieros), y esa actividad afecta en forma directa e inmediata a todo
el espectro de la política monetaria y crediticia en el que se hallan
involucrados vastos intereses económicos y sociales, en razón de los
cuales se ha instituido este sistema de contralor permanente, que
comprende desde la autorización para operar hasta la cancelación

de la misma.

Por lo demás, las relaciones jurídicas entre el Banco Central
y las entidades financieras sujetas a su fiscalización se desenvuel-
ven en el marco del derecho administrativo, Y esa situación par-
ticular es bien diversa al vínculo que liga a todos los habitantes
del territorio nacional con el Estado (conf. dictamen del Procurador
General en Fallos: 303:1776 y sus citas).

, Ello así, creo que debe entenderse, en cuanto importa y resulta
suficiente para la solución del sub lite, que el art. 45, inc. a) de
la ley 21.526 no remite a la ley de sociedades con la amplitud sos-
tenida por el apelante; sino exclusivamente a las causales de diso-
lución de su arto 94, pues las demás disposiciones de ésta, en el
mejor de los casos para el recurrente, serán aplicables sólo si resul-
tan compatibles con las normas de aquélla, que es la ley espedfica

.de la materia.

En efecto, concordantemente con lo declar,ado por el a qua,
parece desprovisto de coherencia otorgar a los integrantes de la em-
presa la posibilidad de evitar su disolución mediante el simple re-
integro total o parcial de su capital cuando, por otro lado, la ley
21.526 prevé un severo régimen en torno a la autorización para fun-
donar, que puede ser revocada por el Banco Central, incluso cuan-
do en la entidad se hayan producido cambios fundamentales en las
condiciones básicas que se tuvieron en, cuenta para acordarla (conf.
arto 15, último párrafo), que deben ser evaluadas por dicho orga-
nismo y que consisten en la conveniencia de la iniciativa, las carac-
terísticas del proyecto, las condiciones generales y particulares del
mercado y los antecedentes Y responsabilidad de los solicitantes Y
su experiencia en la actividad financiera (conf. arto 8~), de tal forma
que la desaparición de alguna de ellas basta para disponer la me-

dida en cuestión.
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La conclusión expuesta cobra mayor fuerza si se repara en que,
tal como expresa el apelante, la ley 22.529, modificatoria de la
anterior, contiene normas específicas que apuntan, entre otros ob.
jetivos, al saneamiento de entidades en dificultades, cuya suerte
deberá, por tanto, resolverse a la luz de aquéllas.

En segundo término, tampoco asiste razón al apelante en su
planteo relativo a que el arto 26 de la citada' ley 22.529 impone
llevar acabo el intento de saneamiento como requisito ineludible
y previo a la medida de' liquidación toda vez que, según ese pre-
cepto, "El Banco Central de la República Argentina podrá disponer
sin más trámite la liquidación de una entidad, con o sin la revo-
cClción de la autorización para funcionar, cuando considerare fra-
casada la altemativa de saneamiento o no viable o fracasada las de
consolidación ... " (el subrayado me pertenece).

Vale decir, que el "gradualismo y la progresividad" sostenidos
por el recurrente deberán llevarse a la práctica siempre que lo
permitan las circunstancias del.caso, pues se desprende claramente
del texto transcripto que la autoridad de control puede disponer
directamente la liquidación, actitud razonable si, por ejemplo, el
plan de saneamiento presentado careciera, a su juiCio, de toda posi-
bilidad de éxito, en cuyo caso el acto sería perfectamente legítimo,
salvo hipótesis de arbitrariedad. Esta inteligencia se encuentra co-
rroborada, además, por la parte del mensaje de elevación del pro-
yecto de la ley 22.529, según el cual, "las diversas alternativas pue-
den ejercerse en forma directa, independiente, no excluyentes entre
sí o en forma secuencial, a fin de permitir ir encarando paulatina-
mente soluciones más vastas y adecuadas si las primeras. no pudie-
ran lograrse".

Lo hasta aquí expuesto agota la materia de este dictamen, ha-
bida cuenta que el. recurso fue denegado por el a quo con relación
a la tacha de arbitrariedad, tema que abordaré al expedirme en la
pertinente queja.

Opino, pues, que procede confirmar la ,sentencia de fs. 43/45
en cuanto fue materia de examen en la instancia del artículo 14
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de la ley 48. Buenos Aires, 29 de noviembre de 1985. Juan Octavio
Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 17 de abril de 1986.

Vistos los autos: "Cía. Financiera Castelar S.A. c/Res. N? 700
BCRA s/apel.".

Considerando: .

Que contra el pronunciamiento de la Sala III de la Cámara Na-
cional de Apelaciones en lo Contenciosoadministrativo Federal, con-
firmatorio de la Resolución N'? 700 del Banco Central en cuanto
dispuso la revocación de la autorización para funcionar y conse-
cuente liquidación de una entidad financiera (art: 45, inc. a), de la
ley 21.526 y 26 de la ley 22.529), la afectada dedujo el recurso extra-
ordinario que fue concedido parcialmente a fs. 64 y, ante la dene-
gación del remedio federal fundado en la arbitrariedad de la sen-
tencia, también interpuso la queja respectiva que corre agregada
por cuerda.

Que los agravios del apelante encuentran apreciaclOn adecuada
en los fundamentos de los dictámenes del señor Procurador Gene-
ral que esta Corte comparte y a los que se remite por razones de
brevedad y a fin de evitar repeticiones inútiles.

Por ello se desestima la. queja, se da por perdido el depósito
y se confirma la sentencia de fs. 43/45.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.
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Corresponde de~ar sin efecto el pronunciamiento que declaró la incons-
titucionalidad de la movilidad aplIcada en los períodos en que a partir
de la primera petición efectuada por el beneficiario se observe una dis-
minución mayor al 10% entre lo percibido y lo que debería percibir
actualizando el haber primitivo. obtenido al momento. de reconocerse el
derecho al beneficio según el aumento de precios al consumidor. Ello
es así, pues el recurrente demuestra que lo que le correspondería per•.
cibir de acuerdo al sistema de actualización fijado por el a qua traduce
una injustificada reducción con relación a lo que le habría correspon-
dido cobrar si hubiera continuado en actividad.

DICTÁMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

El cotejo de los cuadros que ilustran por una parte, los haberes
jubilatorios percibidos (fs. 59) y, por otra, las remuneraciones co-
rrespondientes al cargo en que se jubiló el titular (fs. 97/98), pone
en evidencia que entre uno y otro concepto median en la mayoría
de los períodos consignados diferencias que permiten afirmar, a mi
juicio, que la prestación fue abonada con una desproporcionada
reducción, según el criterio aceptado por el Tribunal en casos simi-
lares (cf. causas M.654.xIX. "Méndez, Enrique s/jubilación" y F.157,
L. XX. "Ferro, Pedro s/jubilación", sentencias del 30 de julio y 8
de octubre del corriente, respectivamente), lo que viene a vulnerar
un derecho de raigambre constitucional (art. 14 nuevo y 17 de la
Constitución Nacional).

En estas condiciones, opino que el decisorio atacado es desca-
lificable por lo que corresponde hacer lugar al recurso extraordi-
nario y revocar la sentencia. Buenos Aires, 18 de diciembre de
1985. Máximo l. Gómez Forgues.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 17 de abril de 1986.

Vistos los autos: "Mancini, José s/jubilación ordinaria".

Considerando:

1,;,)Que la Sala 111 de la Cámara Nacional de Apelaciones del
Trabajo, en lo que al caso interesa, declaró la inconstitucionalidad
de. la movilidad aplicada en los períodos en que a partir de la pri-
mera petición efectuada por el beneficiario se observe una dismi.
nución mayor al 10% entre lo percibido y lo que debería percibir
actualizando el haber primitivo obtenido al momento de reconocerse
el derecho al beneficio según el aumento de precios al consumidor.
Contra lo así decidido, el jubilado dedujo el recurso extraordinario
concedido a fs. 91.

2,;,)Que el' apelante impugna el fallo en cuanto establece la apli-
, cación de un sistema de movilidad que no contempla la naturaleza
sustitutiva de la prestación previsional en violación de garantías
constitucionales que protegen la integridad y movilidad de tales
beneficios. Se agravia también por la, fecha que la Cámara ,adoptó
para establecer las diferencias, ya que, señala, ello importa desco-
nocer la disposición contenida en el arto 82, párrafo tercero de la
ley 1,8.037que establece un plazo de prescripción de dos años a la,
obligación de pagar haberes devengados con posterioridad al acuer-
do del beneficio, por lo que, afirma, los cálculos y la liquidación
respectivos deberían efectuarse desde dos años antes a .la fecha del
reclamo.

3';') Que, como el recurrente claramente demuestra en el escrito
de interposición d~l recurso extraordinario (fs. 74 vta. in fine/75)
y surge del informe agregado él fs. 98 vta., lo que le correspondería
percibir de acuerdo al sistema de actualización fijado por el a quo
traduce una injustificada reducción con relaciÓn a lo que le habría
correspondido cobrar si hubiera continuado en actividad. Sobre el
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particular, en reiteradas oportunidades esta Corte se ha pronun-.
ciado en favor de la necesidad de revisar los porcentajes de' reduc-
ción de las prestaciones de los agentes pasivos, doctrina aplicable
al' caso por tratarse de una situación sustancialmente análoga a las
que condujeron a adoptar tal. criterio (sentencias del 30 de juli.o y
8 de octubre de 1985 in 1'e: M.654.XIX."Méndez, Enrique s/jubila-
ción" y K.18.xX. "Kundt, Melita Siria s/jubilación", respectiva-
mente).

49) Que también debe prosperar el agravio "referente a la fecha
que debe tomarse como punto de partida. para elaborar la liquida-
ción toda vez que el a qua no ha expresado razón alguna .que per-
mita apartarse de la regulación legal sobre el punto.

59) Que en tales condiciones, corresponde hacer lugar al recurso.
extraordinario y dejar sin efecto la sentencia. apelada pues existe
nexo directo e inmediato entre lo resuelto y las garantías consti-
tucionales que se invocan como vulneradas (art. 15 ley 48).

Por ello, y lo dictaminado por .el señor Procurador Fiscal, se
deja sin efecto la sentencia recurrida en cuanto fue materia de
.apelación.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO -;- CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.

ANGELA BlANCO

ACTOS ADMINISTRATIVOS.

Los actos administrativos emitidos en ejercIcIO de facultades regladas
son inmutables a condición de que se respeten los recaudos pertinentes
en materia de forma y competencia y que la voluntad de la administra-
ción no haya estad,o viciada de error grave lindante con la incompeten-
cia, en cuyo caso cede el principio de la estabilidad del acto.
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JUBILACION r PENSION.

Es des-:alificable el pronunciamiento que denegó la .rehabilitación del
beneficio jubilatorio pues el acto que da de baja o anula la prestación
anteriormente acordada, no se beneficia para asegurar su inmutabili-
dad por el principio de la cosa juzgada, ya que evidentemente estuvo
viciado de error esencial al tener por prC?badala falsedad de la presta-
ción de cierto" servicios lo que después vino a ser desvirtuado por la
proyección del fallo penal (arts. 7~,inc. b); 14, inc. a), de la ley 19.549).
En el ,aso del auto de sobreseimiento total y definitivo de la causa
criminal se puede extraer la conclusión que la interesada no incurrió
en dolo CoIIiOparece que lo habría presumido la Caja al dejar sin
efecto el otorgamiento del beneficio y dar intervención a la justicia
penal, V si bien la propia interesada, intimada que fue a hacerlo, rein-
tegró a la Caja sin reserva ni salvedad alguna los importes percibidos,
la valoración de su conducta no puede ser hecha con prescindencia de
su nivel social y de la edad a la sazón alcanzada.

DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

En una primera etapa, la Caja Nacional de Previsión de la In-
dustria, Comercio y Actividades Civiles con base. en las certifica-
ciones y declaraciones juradas que lucen de fs. 4 a fs. 8 acordó, en
diciembre de 1975, a doña Angela Bianco jubilación por edad avan-
zada en los términos del decreto 1021/74 (vo lO/lO vta.) o

Como consecuencia de una verificación ordenada por dicha Caja
y practicada luego del otorgamiento del beneficio -noviembre de
1976-, de cuyos términos puede extraerse que para los agentes que
la llevaron a cabo no había existido la real prestación de los ser-
vicios que la señora Bianco había declarado, las autoridades. del
ente previsional con, base en el arto 48 de la ley 18.037-t.O. 1976-,
resolvieron dejar sin efecto la resolución que había otorgado la
jubilación por considerarla afectada de nulidad absoluta e intima-
ron a aquélla' a reintegrar las sumas percibidas. Sin perjuicio de
ello, dispusieron radicar en sede penal una denuncia por los pre-
suntos delitos que pudieran haberse cometido mediante tales cer-
tificaciones (vo.fs. 11, 12 Y 19/20)o
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Posteriormente, consentida la resolución que revocó el benefi-
'CÍo y efectuado el reintegro de las sumas cobradas, la titular, en
abril de 1983, solicitó la rehabilitación del beneficio.

Tal pedimento halló sustento en la circunstancia de que el Juez
Federal que había intervenido en la referida denuncia resolvió, por
un lado, su sobreseimiento total y definitivo en razón de que no
estaba probada su responsabilidad en el hecho que se le imputara'
y, por otro, en que dicho magistrado hizo notar en su sentencia
que el testimonio que don Ormando Ismael Saavedra prestara ante
sus estrados ratificaba lo que tal persona sentara en la declaración
jurada de fs. 6 respecto de ,los servicios que bajo su dependencia
cumplió la nombrada Bianco.

El pedido de rehabilitación fue denegaclo en sede administrativa
en razón de encontrarse firme y consentido el pronunciamiento re-
vocatorio de fs. 19/20 y porque la interesada no aportó ningún ele-
mento probatorio que posibilite la revisión de aquel temperamento
pues, a juicio de la Asesoría Técnica de la Comisión Nacional de
Previsión Social, los argumentos que esgrimiera no eran aptos a:
tal fin ya que, si bien el juez penal decretó su sobreseimiento total
y definitivo, su pronunciamiento, obviamente, no estuvo dirigido al
tema del beneficio jubilatorio, de donde se infiere, tal como se con-
signa a fs. 48/49, que el testimonio del señor Saavedra prestado
en sede penal es irrelevante a los fines previsionales (v. fs. 39/40
Y 48/50).

Llegadas las actuaciones en apelación a la alzada judicial, la
Sala III de la Cámara del Trabajo, en coincidencia con lo dictami-
'nado por el Ministerio Público del fuero, confirmó la resolución
administrativa que desestimó el pedido de rehabilitación del be-
neficio.

Contra esta sentencia interpuso la solicitante recurso extraor-
dinario a fs. 63/67 vta. el que le fue concedido a fs. 77, previo tras-
lado de ley.

Observo que del auto. de sobreseimiento total y definitivo de
la causa criminal se puede extraer la conclusión que la interesada
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no incurrió en dolo como parece que lo habría presumido la Caja
. al dejar sin efecto el otorgamiento del beneficio y dar intervención
a la justicia penal.

Si bien es cierto que la propia interesada, intimada que fue a
hacerlO, reintegró a la Caja sin reserva ni salvedad alguna los im-
portes percibidos, no lo es menos que la valoración de su conducta
no puede ser hecha con prescindencia de su nivel social, percep-
tible a tenor de las constancias de autos, y de la edad a la sazón
alcanzada, circunstancias que, conjugadas con el tenor conminatorio,
de la nota de fs. 26/26 vta. dan, a mi juicio, explicación a la acti-
tud asumida en la emergencia por la ex beneficiaria, cuando toda-o
vía no podía tener conocimiento de la suerte favorable que para
ella tendría el trámite de la acción penal.

Importa también señalar. que en la causa mencionada instruida
por el Juez Federal con asiento en la Ciudad. de Azul, provincia de
Buenos Aires, consta la declaración de Saavedra sobre que la impu-
tada prestó servicios bajo su dependencia.

A mi juicio, ese reconocimiento del nombrado testigo si bien
fue prestado en sede penal, no tolera la dicotomía argüida a fs.
48/49, pues resulta evidente que si la Bianco trabajó. para el depo-
nente, se debilita y, cabe decir, desaparece, la aptitud que el hecho
de la prestación de tales servicios tuvo para brindar apropiado fun-
damento a la resolución revocatoria de fs. 19/20.

Igualmente es digno de apuntar que en la predicha resolución
no se prec.isa concretamente cuáles' son los seudos. servicios, es de-
cir, si son todos los denunciados o solamente los cumplidos de
febrero.a julio de 1975 a las órdenes de Ormando Ismael Saavedra.

Es doctrina reiterada de V.E. que los actos administrativos emi-
tidos en ejercicio de facultades regladas son inmutables a condi-
ción de que se respeten los recaudos pertinentes en materia de for-
ma y competencia y que la voluntad de la administración no haya
estado viciada de error grave lindante con la incompetencia, en
cuyo caso cede el principio de la estabilidad del acto (Fallos: 250:
491; 265:349, consid. 7?). y 277: 430, consid. 13?), entre otros).
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Ello así, ese acto que da de baja o anula la prestación anterior-'
mente acordada, no se beneficia para asegurar su inmutabilidad
por el principio de la cosa juzgada, ya que evidentemente estuvo
viciado de error esencial al tener por probada la falsedad de la
.prestación de ciertos servicios lo que después, como se dijo antes,
vino a ser desvirtuado por la proyección del. fallo penal (aits. 7?,
inc. b), 14, inc. a) de la ley 19.549; doctrina de Fallos: 302: 545, con-
:siderando S?).

Queda despejada pues, a mi -yer, la perspectiva que remata en
la posibilidad de un nuevo tratamiento del reclamo de la titular sin
~ue a ello, obste la pretendida cosa juzgada que se habría operado y
.que no es Úl1 según lo he puesto de manifies{o en los párrafos pre-
.cedentes.

En fuerza de lo dicho, juzgo inoficioso el tratamiento del agra-
'vio que versa sobre la alegada inconstitucionalidad del arto 48 de
la ley 18.037 -t.O. 1976-.

Ópino, por lo expuesto, que corresponde .declarar procedente el
.recurso extraordinario y revocar la sentencia apelada. Buenos Ai-
:res, 30 de diciembre de 1985. Máximo l. Gómez Forgues.

FALLO DE 'LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 17 de abril de 1986.

Vistos los autos:"Bianco, Angela s/jubilación".

Considerando:

Que esta Corte participa de los ~ndamentos y conclusiones del
~dictamen antecedente del señor Procurador Fiscal, que da por repro-
.ducidos brevitatis causa.

Por ello, se hace lugar al recurso extraordinario y se deja sin
.efecto la sentencia apelada con los alcances indicados, de manera
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que el expediente deberá volver a fin de que, por quien corresponda,
se dicte una nueva.

AUGUSTO CESAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUE.

JUEZ DE INSTRUCCION MILITAR -
SEXTA BRIGADA DE INFANTERIA DE MONTAÑA

JURlSDICCION y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. Inhibitoria.
Planteamiento y trámite.

Para una adecuada traba de la contienda de competencia resulta nece-
sario que la justicia militar se expida al respecto, expresando en forma
particularizada las razones en que funda su competencia, consignando
ademá3 que la atribución de los jueces penales para reclamar de la que
se crean asistidos tiene como presupuesto la existencia de un procedi-
miento válidamente iniciado ante el propio magistrado que requiere la
i~ibitoria del otro ya sea por un sumario por los mismos hechos
investigados en la otra causa o por una cuestión de competencia pro-
puesta por parte legitimada para hacerlo' ante el juez que luego expide
la solicitud de inhibitoria (1).

JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. Inhibitoria.
Planteamiento y trámite.

No exi.ste cuestión de competencia ciebidamente planteada que corres-
ponda a la Corte dirimir, y resulta competente para entender en la causa
la justicia federal -y no la militar- si de la información producida por
el Juzgado de instrucción castrense no se desprende que el hecho inves-
tigado -presunta sustracción de aeronave- constituye parte de la in-
vestigación desarrollada en el fuero federal -presuntos excesos en
ocasión de lucha contra la subversión por parte del personal militar en
jurisdicción de ésta-, ni que la solicitud de inhibitoria -dirigida por

(1) 17 de abril. Fallos: 284:153; 292:335; 307:1419.
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el juez castrense al magistrado federal- se funde en una presentación
proveniente de parte legitimada.

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia militar.

La intervención del fuero castrense está reservada a supuestos en los
que personal militar -suficientemente individualizado- se halle proce-
sado o por lo menos imputado en la causa (1).

ENTIDADBINACIONALYACIRETAv. LA RECTORACíA.DE SEGUROS y OTROS

JURISDICCION y COMPETENCIA: Principios generales.

Los jueces sólo están autorizados a declarar su incompetencia ab initio
o al re~olver la excepción de incompetencia que hubiere opuesto el de-
mandado en las oportunidades previstas por los arts. 4? y 347, inc. 1?,
del Código Prccesal Civil y Comercial de la Nación, y después de aqué.
llas -como se infIere del arto 352 del código citado-, las partes no pue-
den argüir ni los jueces de oficio declarar la incompetencia. Tales direc-
tivas encuentran sustento en motivos de seguridad jurídica y en la nece-
sidad de lograr una buena admini.stración de justicia, rápida dentro de
lo razonable, evitando así que los procesos se prolonguen indefinida-
mente, y en fijar límites a dichas declaraciones conforme la doctrina
de la Corte referente al principio de radicación, en cuanto a la aplicabili-
dad a las causas en trámite dé nuevas leyes que regulan la competen-
cia (2).

JURISDICCION y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. Inhibitoria.
Planteamiento y trámite.

Resulta competente la justicia en lo contenciosoadministrativo federal
-que ;¡revino en la causa-, y no la civil y comercial de igual' fuero,
si el órgano jurisdiccional pronunció su incompetencia fuera de las
oportunIdades previstas por el ordenamiento procesal, pues cabe con-
siderar extemporánea la declinatoria planteada por el primero sin que
resulte aplicable la excepción',que contempla el arto 352, 2? párrafo, del

(1) Fallos: 212:266; 246:32; 251:139; 267:347; 281:176; 294:287 y 400; 302:
1108.

(2) 17 de abril. Fallos: 258:237; 280: 101.
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Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto habilita a la
Corte Suprema -cuando interviene en instancia originaria-, y a. los'
jueces tederales con asiento en las provincias, para declararse incom.
petentes en cualquier estado del proceso, .por cuanto se deduce que los
restantes tribunales nacionales han de ajustarse a las oportunidades
procesales contempladas en los arts. 4, 10 Y 352 de dicho código (1).

RAQUEL MARTHA ORTELLAO v.
MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES

.RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitós propios. Cuestiones no federales.
Jnterpretación de normas Y actos locales en general.

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia
que elevó el monto de la indemnización .por los daños ocasionados por
la cercanía de la autopista al inmueble motivo de la litis. Ello es así,
pues los temas materia de la deci~ión versan sobre aspectos de hecho,
prueba y derecho común y público local ajenos, dada su naturaleza,
a la vía del arto 14 de la ley 48, máxime cuando el fallo del a qua cuenta
con fundamentos bastantes de aquel carácter, que más allá de su opio
nabiiidad, impiden la apertura de la vía intentada (2).

JULIO E. VIRGOLINI

.'SUPERINTENDENCIA.

La potestad disciplinaria respecto de los magistrados, con las limita .
. ciones que. impone su investidura, constituye materia propia de la su-
perintendencia que ejerce cada cámara, a la que incumbe apreciar las
circunstancias del caso; y, en principio, no es revisable por vía de avoca.
cación, salvo supuestos de manifiesta extralimita,ción, o cuando razones

(1 Fallos:. 261:291; 305:903.
(2) 17 de abril. Fallos: 306:443; "Margaroli, Eolo c/M.C.B.A." del 29

d~ marzo de 1984.
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de superintendencia general lo tornan procedente. Por ello, no corres-
ponde hacer lugar a la avocación deducida por un juez al que la cámara
le impuso un llamado de atención ya que esta medida no constituye una
sanción (l) . .

SENTENCIA: Principios [!.P.11erales.

Los ma¡!istrados, en sus decisiones, han de circunscribirse a evaluar los
elementos fácticos y jurídicos necesarios para la solución de las cau-
.S¡lS,omitiendo cor,sideraciones extrañas a ellas o innecesarias a su ob-
jeto, absteniéndo'se de efectuar apreciaciones con sentido personal ~n
aspect0S no relacionados éon los temas sometidos a su conocimiento
(Disidencia de los Dres. Enrique Santiago Petracchi y Jorge Antonio
Bacqué) (2).

SUPERINTENDENCIA

Aún cuando sea evidente la falta de sentido agraviante de las expre-
siones que se reprochan a UD magistrado, más allá de la intención con
que fuecon efectuadas, la impropiedad del lenguaje determina la nece-
sidad de adecuarlas a la elevada jerarquía de sus autores y destinatarios
(Disidencia de los Dres. Enrique Santiago Petracchi y Jorge Antonio
Bacqué) (3).

SUPERINTENDENCIA.

Corresponde recomendar a la Sala 1~.de la Cámara Nacional de Apela-
ciones en lo Penal Económico que se absteng~ de formular, dentro de'
las causas que se hallan sometidas a su decisión, consideraciones rela-
tivas a la conducta de los magistrados, que por la consiguiente notifi.
cación a las partes intervinientes, resultan c.ontrarias al objeto de pre-
servar la investidura de los jueces y evitar la trascendencia de con-
flictos fuera del ámbito correspondiente (Disidencia de Jos Dres. Enrique
Santia~o Petracchi y Jorge Antonio Bacqué).

(1) 17 de abril. Fallos: 301: 1193; 302:255, 767; 303:414.
(2) Fallos: 300: 949.
(3) Fallos: 305: 78.
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CíA.ENTRERRIANA DE TELEFONOS S. A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos' propios. Resolución contraria.
\

Procede el recurso extraordinario cuando se ha denegado el fuero fede-
ral op')rtunamente invocado (1) .

. JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Principios generales.

Si bien la nuda violación de garantías constitucionales provenientes de
particulares o de autoridades de provincia no sujeta por sí sola las
causas que así surian al fuero federal, procede la intervención de dicho
fuero cuando medien razones vinculadas a la tutela y el resguardo de
las competencias que la Constitución confiere al gobierno nacional. Dado.
que el alcance que se dé a la sujeción del servicio telefónico interpro-
v:incial a la jurisdicción micional será determinante para la solución del'
caso --en que ~e dedujo amparo contra la ordenanza municipal por la
que se intimó a la prestataria del servicio telefónico de la Provincia de.
Entre Ríos para que colocara medidores en el domicilio de los usuarios
que lo pidieron-, y puesto que tal comprensión no puede alcanzarse
.sin una adecuada inteligencia del sistema de competencia -federal, pro-
vincial, -Íminicipal':- previsto por nuestra Ley 'Fundamental, la causa.
resulta por ser de aquellas especialmente regidas por la Constitución,.
a las que alude el arto 2~,inc. l~, de la ley 48 y esto hace que, consiguien-
temente, sea la justicia nacional la única competente para conocer en
ella (2).

JUAN A. WILMS

SERVICIO MI[']TAR.

Corresponde confirmar la sentencia que condenó a un soldado conscripto.
como autor del delito militar de insubordinación, ya que la circuns-
tancia de haberse reconocido oficialmente el culto que dice profesar-
el condenado. no varía la solución, pues aún así. se mantiene a su res-o

(1) 22 de abril. Fallos: 276:255; 303:1702.
(2) Fallos: 307:2249.
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pecto la obligatoriedad de prestar el servicio militar por no hallarse com-
prendido en las excepciones que contemplan los incs. 2? y 3? del arto 32
de la ley 17.531(1)

UNION OBRERA METALURGICA DE LA RE PUBLICA ARGENTINA V.

MAVILA S.A.C.I.F.I.A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la fundamentación
normativa.

,.
Es descalificable la sentencia que -en una causa. en que se condenó
a una empresa al pago de una suma en concepto de aportes y con-
tribuciones por obra social- fijó la tasa de interés omitiendo, sin dar
razones que lo justifiquen, la aplicacióll del régimen previsto al res-
pecto en la ley 21.864.

DICTAMENDELPROCURADORFISCALDELACORTESUPREMA.

.Suprema Corte: .

El juez actuante, y en lo que es materia de recurso, hizo lugar
a la 'demanda que la Unión Obrera Metalúrgica de la República Ar.
gentina incoara contra Mavila S.A.C.I.F.I. y A. Y condenó a esta
última al pago de la suma que consignó en la sentencia de fs. 38
y vía., en concepto de aportes y contribuciones por obra social, suma
que debía actualizarse conforme lo establecía la iey 21.864,con más
intereses del 8 % mual.

Contra lo así resuelto interpuso el representante de la actora el
recurso extraordinario de fs. 41 y vta., que le fue concedido a fs. 44
y que, a mi juicio, es procedente.

Ello así, pues estimo que le asiste razón al recurrente cuando
afirma que el a cjuo se apartó, sin dar razón justificante para eÍlo

(1) 22 de abril. Fi'lIlos: 304:1524.
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de lo preceptuado en el art.8'?, penúltimo párrafo de la ley 21.864.
Tal norma remite a la tasa de interes que se encomienda fijar al
Ministerio de Bienestar Social y este dio cumplimiento a lo dispuesto
mediante la Resolución 372 del 2 de marzo de 1979 (B.O. 27-IlI-79).

Por ser el mencionado derecho vigente a la fecha de dictarse
la sentencia, el juzgador no pudo válidamente prescindir de tal nor-
ma (cf. Fallos: 300:558 y causa D. 48, L. XX "Dirección Nacional
de Recaudación Previsional c/Empresa Argentina de Servicios Pú-
blicos S.A. s/ejecución", sentencia del 15 de octubre del corriente).

Por lo expuesto, y dado que en el aspecto señalado lo resuelto
resulta descalificable" estimo que corresponde dejar sin efecto la
sentencia apelada en la medida indicada. Buenos Aires, 30 de di-
ciembre de 1985. Máximo J. Gómez Forgues.

FALLO DE LA CORTE SlJPREMA

Buenos Aires, 22 de abril de 1986.

Vistos los autos: "Unión Obrera Metalúrgica de la República
Argentina c/Mavila S.A.G.I.F.I.A. s/leyes 18.610 y 22.269".

Considerando:

Que, como lo destaca el señor Procurador Fiscal en el dicta-
menque antecede, al fijar la tasa de interes el a qua ha omitido,
sin invocar razones que lo justifiquen, la aplicación del regimen '
previsto al respecto en la ley 21.864.

Por ello, se hace lugar al recurso extraordinarioyse deja sin
efecto la sentencia apelada, de manera que el expediente deberá
volver a fin de que, por quien corresponda, se dicte una nueva.
Costas a la demandada (art. 68 del Código Procesal Civil y Comer-
cial, de la Nación).

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BA,CQUÉ.
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PROVINCIA DE SANTA CRUZ v. BRIDAS S.A.P.LC. y QUITRAL Co. S.A.LC.

CADUCIDAD DE LA INSTANCIA.

Si después del transcurso de más de un año desde la última actua-
ción realizada en el pleito, la Corte declaró de oficio la caducidad de
la instancia, corresponde rechazar el recurso de reposiCión fundado
en qi.e como la demandada se había. acogido a los beneficios impo-
sitivos establecidos en la ley 1640/84 de la Provincia de Santa Cruz,
es aplicable al caso la última parte del arto 10 de la citada norma que
establece la suspensión del procedimiento judicial mientras se dé cum-
plimiento al plan de pagos contemplado en. aquella ley. Ello es así,
pues no obstante' los alcances que correspondiese otorgar a las dis-
posiciones aludidas, la parte actora debió haber acreditado el hecho
condicionante de su aplicación, esto es, la adhesión de la demandada
al régimen de moratoria allí previsto, lo que no hizo ni con anterio-
ridad a la resolución cuestionada, ni en la presentación del recurso que
se resuelve.

FALLO DE LA CORTE SUPREJMA

Buenos Aires, 22 de abril de 1986.

Autos y Vistos; Considerando:

Que después del transcurso de más de un año desde la última
actuación realizada en el pleito, esta Corte a fs. 61 declaró de oficio
operada la caducidad de la instancia. Contré:l esa decisión la actora
interpuso el recurso de reposición que antecede, al considerar que
como la demandada se había acogido a los beneficios impositivos
establecidos en la ley provincial 1640/84, es aplicable al caso la úl-
tima parte del art. 10'de la citada norma que establece la suspensión
del procedimiento judicial mientras se dé cumplimiento al plan de
pagos contemplado en aquella ley.

Que tales razones carecen de entidad suficiente para dejar sin
efecto la perención decretada. En efecto, no obstante los alcances que
correspondiese otorgar a las disposiciones aludidas, la parte actora
debió haber acreditado el hecho condicionante dé su aplicación, ésto'
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es, la adhesión de la demandada al régimen de moratoria allí pre-
visto, lo que no hizo ni con anterioridad a la resolución cuestionada,
ni en la presentación del recurso que se resuelve.

Por ello, se rechaza la articulación de fs. 63.

JOSÉ SEVERO' CABALLERO ~ AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT - ENRIQU1l

SANTIAGO PETRACCHI - JORGE ANTONIO

BACQUÉ.

JORGE M. AGUILAR

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideración 'de
ecctremos conducentes.

Es descalificable el pronunciamiento que -sin procesar a persona al-
guna...,...wbreseyó definitivamente en la causa iniciada con motivo de
las denuncias que imputaron a los funcionarios de la Municipalidad
de la Ciudad de Buenos Aires, intervinientes en el dictado y aplica-
ción de la ordenanza por la que se dispuso ajustar las patentes de los
vehículos medi¡mte una cuota extraordinaria de emergencia equivalen-
te al cif'nto por ciento de la patente establecida para el año en que se
dictó, 1:\ presunta comisión de los delitos previstos, en los arts. 248 y
266 del Código Penal, por cuanto se sostuvo que aquella norma, con
arreglo a la ley 21.314,modificada por ley 21.557,sólo podia, dictarse
ad referendum del ',Poder Ejecutivo Nacional; exigencia que en el caso
la administración municipal había omitido sin fundamento. Ello es así,
pues el argumento del a quo para sostenér la legitimidad de la cues-
tionada ordenanza no se corresponde con las constancias incorporadas
a la C:lUsa,toda vez que el decreto del Poder Ejecutivo Nacional, in-
vocado en la resolución apelada, resultaba ajeno por completo a los
hechos materia de investigación de la causa (1) .

(1) 22 ae abril.
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Es descaJificable la sentencia que denegó el reajuste del haber jubi-
latorio, por considerar que la liquidación era correcta y conforme con
lo que disponían las normas legales vigentes, si de las constancias de
la causa surge inequívocamente que el interesado teriía razones vale-
deras para impugnar los arts. 53 y 55 de la ley 18.037,dado que de los
informes acompañados surge el menoscabo patrimonial sufrido en
virtud de la aplicaciÓn de topes e índices que desconocieron la reali.
dad económica con la consiguiente pérdida de la naturaleza sustitutiva
que dehen conservar las prestaciones de pasividad.

DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

El cotejo de los cuadros que ilustran, por una parte, los habe-
res. jubilatorios percibidos y, por otra, las remuneracion<;:s corres-
pondientes al cargo en que se jubiló el titular (fs. 71, 72 y 73 del
principal), pone en evidencia que entre uno y otro concepto median
en la mayoría de los períodos consignados diferencias que permiten
afirmar, a mi juicio, que la -prestación fue abonada con una despro-
porcionada reducción, según el criterio aceptado por el Tribunal en
casos similares (cf. causas M. 654, XIX, "Méndez, Enrique sjjubi-
ladón", y F. 157, L.XX, "F~rro, Pedro Francisco José sjjubilación",
sentencias del 30 de julio y del 8 de octubre de 1985, respectiva-
mente), lo que viene a vulnerar un derecho de raigambre constitu-
cional (art. 14 nuevo y 17 de la Constitución Nacional).

En estas condiciones, opino que el decisorio atacado es descali-
ficable por lo que corresponde hacer lugar a la queja y al recurso
extraordinario y revocar la sentencia. Buenos Aires, 18 de marzo
de 1986. Máximo l. Gómez 'Porgues.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA
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Buenos Aires, 22 de abril de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Antonio Tallo
en la causa Tallo, Antonio s/jubilación", para decidir sobre su pro-
cedencia.

Considerando:

19) Que contra el pronunciamiento de la Sala nI de la Cámara
Nacional de Apelaciones del Trabajo, que 'confirmó la resolución
administrativa que había denegado el reajuste del haber jubilatorio,
por considerar que la liquidación era correcta y conforme con lo
que disponían las normas legales vigentes, el actor dedujo el recurso
extraordinario cuyo rechazo origina la presente queja.

2'?) Que el apelante impugna el fallo en cuanto convalida la apli-
cación de topes máximos de un sistema de movilidad que ha dete-
riorado la naturaleza sustitutiva de su prestación previ~ional y ha
tornado ilusoria la doctrina que sostiene que el jubilado debe perci-
bir un haber que le permita continuar con el nivel de vida alcanzado
durante la actividad laboral, 'en abierta violación a las garantías
constitucionales que consagran los arts. 14 bis, 16, 17 Y 18.

3'?) Que, como señala el señor Procurador Fiscal con fundamen-
to que esta Corte comparte y a los que se remite por razón de bre-
vedad, 'de las constancias de .la causa surge inequívocamente que el
interesado tenía razones valederas para impugnar los arto 53 y SS
de la ley 18.037, dado que de los informes acompañados surge el me-
noscabo patrimonial sufrido en virtud de la aplicación de topes e
índic~s que desconocieron la realidad económica coI:\ la consiguien-
te pérdida de la naturaleza sustitutiva que deben conservar las
.prestaciones de pasividad.

4'?) Que, en consecuencia, frente a los términos de l~ apelación
y a los elementos obrantes en la causa, que eran idóneos para escla-
recer los hechos y probar que la disminución sufrida en el monto
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del haber era confiscatoria, la Cámara no debió omitir el trata-
miento de las objeciones planteadas, máxime cuando se' ajustan
a lo sostenido por este Tribunal en conocida jurisprudencia (Fa-
llos: 292:'447;293:235; 300:84, 571; 305:866).

s'?) Que, en tales condiciones, corresponde declarar procedente
el recurso extraordinario y dejar sin efecto la sentencia apelada
habida cuenta de que los agravios ponen de manifiesto la existen-
cia de nexo directo e inmediato entre lo resuelto y las garantías
constitucionales que se c;licenvulneradas.

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por el Sr. Pro-
curador Fiscal, se declara 'procedente el recurso extraordinario y
se deja sin efecto la sentencia. Vuelvan' los autos al tribunal de
origen, para que., por quien corresponda, se dicte nuevo pronun-
ciamiento de acuerdo a lo expuesto.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO CARLOS S. FÁYT
- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQU~.

DANIEL ALBERTO SANTOS y OTRAv. RICARDO RECTOR VALENTINI y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO:' Requisitps propios. Cuestión federal. Cuestio.
nes federales simples. Interpretación de otras normas y actos federales.

Con arreglo a lo previsto en el arto 14 de la ley 48, siempre que esté
en tela de juicio la inteligencia de pronunciamientos del Tribunal, en
los que el recurrente funde el derecho que' estima asistirle, se confi-
gura una hipótesis que hace formalmente viable el recurso extraordi.
nario, cuya procedencia está condicionada a que la resolución impug-
nada consagre un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por la Cor-
te. Ello no ocurre en el caso en que de lo decidid() por el.a. qua res-
pecto de la obligación de. los demandados de obtener la extinción de
la hipotl'ca con que se gravara el inmueble, así como el acogimiento de
la consignación del saldo de precio, no cabe aducir divergencia o apar-
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tamiento con referencia al tema que constituyó materia de la anterior
sentencia de la Corte Suprema, sin que a ésta le competa revisar el
criterio seguido por los jueces de la causa para resolver dichas cues-
tiones, ya que ello quedaba sujeto al ejercicio de sus facultades pro-
pias, máxime si el' recurrente no demuestra la irrazonabilidad de lo

resuelto (1) .

HOTEL INTERNACIONAL IGUAZU S. A. v. NACION ARGENTINA

,CONTRATOS ADMINISTRATIVOS.

En los contratos de la Administración se supedita su validez y efi-
cacia al cumplimiento de las formalidades exigidas por las disposi-
ciones vi!!entes en cuanto a la forma y procedimientos de contratación,
entre éstos se encuentra la licitación pública, que se caracteriza como
aquél, mediante el cual el ente público invita a los interesados para
que, de acuerdo con las bases fijadas en el pliego de condiciones, for-
mulen propuestas entre las que se seleccionará la más conveniente. La
ley de la licitación o ley del contrato es el pliego donde se especifican
el objeto de la ccmtratación y los derechos y obligaciones del lici-
tante, de los oferentes y del adjudicatario.

,CONTRATOS 4DMINISTRATlVOS.

El procedimiento regla en la manifestación de la voluntad contractual
administrativa es la adhesión del cocontratante a cláusulas prefijadas
por el Estado. La fusión de voluntades se opera sin discusión porque
el oferente debe aceptar las cláusulas contractuales preparadas y re-
dactadas por el licitante; en caso contrario, la oferta es inadmisible y
debe ser rechazada, y la adjudicación qi"Ieno respeta tales pautas es-
taría viciada de ilegitimidad.

ACTOS ADMINlSTRATIVOS.

El silencio de la administración es una conducta inapta para ser con-
siderada como una manifestación positiva de voluntad pues salvo dis-

(1) 22 de abril. Fallos: 189:205; 233:32; 245:533; 253:118;266:273; 297:149;
298':584; 306:1195.'
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posición expresa del orden normativo, el silencio debe ser interpretado'
en sentido negativo (artículos 913, 918, 919, 1145, 1146 del Código
,Civil y artículo 10 de la ley 19.549). Nada debe tomarse como conce-
,dido sin<)cuando ¡osdado en términos inequívocos o por una implican-
cia igualmente clara. La afirmativa necesita ser demostrada, el silencio
es negación y la duda es fatal para el derecho del concesionario.

DERECHO ADMINISTRATIVO.

Es una regla consagrada por el derecho administrativo que en materia
de franquicias o concesión de privilegios por el Estado a personas o
individuos, en caso de duda la interpretación debe ser en contra de los
-concesionarios, porque la presunción más. aproximada a la verdad es
que el Estado ha acordado sólo lo que en términos expresos resulte
de ellos.

'CONTRATOS ADMINISTRATIVOS .

.corresponde dejar sin efecto la sentencia que condenó al Estado Na-
cional a indemniz3.r a la actora los daños y perjuicios derivados del
incumplimiento de las obligaciones contractuales y del amparo de la
legislación específica de fomento (ley 17.752y sus prórrogas). 'Ello es
así, pues el a qua examinó la pretensión indemnizatoria sobre la base
de estipulaciones 110 incorporadas al contrato lo que en definitiva se
traduce en un desconocimiento del convenio real entre las partes.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposición del recurso.
Fundamento.

Es im9rocedente el recurso extraordinario que no contiene un preciso
relato de los hechos de la causa, de la materia federal en debate y de
la vinculación existente entre ésta y aquéllos, con una crítica prolija y
circunstanciada de todos y cada uno de los argumentos en que la de-
"Cisiónse apoya para arribar a las conclusiones que motivan los agra-
vios (Disidencia del Dr. Augusto César Belluscio).

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

:Suprema Corte:

La Sala nI de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo ,Fede-
ral,Civil y Comercial confirmó, en lo principal, el fallo del juez
de primera instancia que había hecho lugar a la demanda inter-
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puesta por la .adjudicataria de una licitación y condenó al Estado,
Nacional al pago de una indemnización por los daños y perjuicios:
derivados del incumplimiento de lo pactado en. el contrato qu~
vinculó a las partes.

,Contra dicha resolución, el accionado interpuso el recurso ex-
traordinario cuya denegatoria dio lugar a esta presentación directa.

Es jurisprudencia corriente de V.E. la que determina que en
atención a su cará~ter autónomo es menester que. el recurso ex-
traordinario sea fundado mediante un preciso relato de los hechos
de la causa, de la materia federal en debate y de la vinculación
existente entre ésta y aquéllos, con una crítica prolija y circuns-
tanciada de todos y cada uno de los argumentos. en que la. decisión
se apoya para arribar a las conclusiones que motivan los agravios.
(Fallos: 255:182; 259:436; 263:568; 270:176; 283:404; 299:258; 302:
1171, causa: "Balaguer, Pedro Tomás y otra e/Flores Carreras, Caro.
los Manuel", R 455, L. XX, sentencia del 10 de diciembre d~ 1985,.
entre muchos otros).

A mi modo de ver, tales recaudos no se satisfacen con los tér-.
minos del remedio federal en análisis --=-comparto, al respecto, el
criterio del a qua en su auto denegatorio de fs. 1131-, en tanto.
se omite en aquél una completa relación de hechos relevantes del
proceso, y las impugnaciones que se efectúan consisten tan sólo en
la reiteración de argumentos anteriores en punto a la valoración
de elementos de juicio y a la aserción de determinada solución
jurídica, sin referencia concreta a los términos del pronunciamiento"
atacado.

'En tales condiciones, opino que corresponde desestimar la queja_
Buenos 'Aires, 30 de diciembre de 1985. Juan Octavio Gauna ..
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Buenos Aires, 22 de abril de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la demandada
'en la causa Hotel Internacional Iguazú S.A. e/Estado Nacional",
para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

19) Que a fs. 1082/1097 de los autos principales, la Sala III
.de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Fe-
deral confirmó la sentencia de primera instancia (fs. 908/924) que
había condenado. al Estado Nacional a indemnizar a la actora los
daños y perjuicios derivados del incumplimiento de las obligado-
nes contractuales y del amparo de la legislación específica de fo-
mento (ley 17.752 y sus prórrogas), según los siguientes conceptos:
1- Inversión para proveer agua, energía y servicio sanitario, 2- ma-
yor costo de la construcción, 3- diferencia de costo financiero,
4- reintegro de LV.A. y 5- productos químicos blanqueadores para
lavado de mantelería y blanco. Asimismo, amplió la condena ha-
ciendo lugar al réclamo por ausencia. de aportes de capitales ge-
nuinos, reintegro del LV.A. hasta el 24 de abril de 1985, aportes
previsionales y exenciones arancelarias de la ,ley 18.575 y lucro
cesante. Contra tal pronunciamiento se interpuso el recurso €x-
traordinario, cuya denegación motiva la presente queja.

29) Que el tema sustancial de controversia en estos autos gIro
-en torno a los términos del contrato firmado entre las partes los
que -según el demandéido- se ajustaron exactamente a las condi-
ciones del pliego y -según la actora- se integraron con las espe-
cificaciones y tiempos determinados en la nota acompañada al
presentar la oferta. Consecuentemente, l<;tcontratista fundó su de-
manda de daños ,en el incumplimiento de las obligaciones asumi-
,das por el Estado conforme a las condiciones de la oferta, mien-
tras que su son trap arte, desconoció la existencia de la nota y su
virtualidad jurídica para modificar. las cláusulas licitatorias.
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3<;»Que tanto el juez de primera instancia como la Cámara
consideraron que fue probada la existencia y tenor de la nota cuya
copia acompañó la actora y que los tiempos y condiciones en ella
establecidos para el. 'cumplimiento de las dbligaciones del Estado
respecto de la construcción de las obras de infraestructura y des-
gravaciones impositivas, fueron aceptadas al adjudicar la oferta.
Sobre esa base contractual se apoyaron luego las argumentaciones
de los a qua en la consideración de los reclamos indemnizatorios.

4<;»Que el recurrente tacha de arbitraria la sentencia porque des-
conoce las normas que rigen la contratación y otorga al silencio
de la Administración efectos contrarios a los previstos en la ley
19.549. Sostiene que sólo la adjudicación en los términos autoriza-
dos por el pliego fija las estipulaciones contractuales de la venta
del terreno en el que se edificó el hotel.

5<;»Que lo relacionado con la interpretación de las disposicio-
nes contractuales y el alcance que el pronunciamiento les atribuye,
remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho co-
mún extrañas, como regla y por su naturaleza, a la instancia del
artículo 14 de la ley 48, salvo el supuesto de arbitrariedad (doc-
trina de Fallos: 299:229; 302:877; 305:921).

6<;»Que en los contratos de la Administración se supedita su
validez y eficacia al cumplimiento de las formalidades exigidas por
las disposiciones vigentes en cuanto a la forma y procedimientos
de contratación, entre éstos se encuentra la licitación pública, que
se caracteriza como aquél, mediante el cual el ente público invita
a los interesados para que, de acuerdo con las bases fijadas en el
pliego de condiciones, formulen propuestas entre las que se selec-
cionará la más conveniente. La ley de la licitación o ley del con-
trato es el pliego donde se especifican el objeto de la contratación
y los derechos y obligaciones del licitante, de los oferentes y del
adjudicatario.

7<;»Que el procedimiento regla en la manifestación 'de la vo-
luntad contractual administrativa es la adhesión del cocontratante
a cláusulas prefijadas por el Estado. La. fusión de voluntades se



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 623

opera sin discusión porque el oferente debe aceptar las cláusulas.
contractuales preparadas y redactadas por el licitante, en caso con-'
trario, la oferta es inadmisible y debe ser rechazada, y la adjudi-
caciÓn que no respetara tales pautas estaría viciada de ilegitimidad.

89) Que, por otra parte, el silencio de la administracióJ? es una
conducta inapta para ser considerada como una manifestación' po-
sitiva de voluntad, pues salvo disposición expresa del orden nor-
mativo, el silencio debe ser interpretado en sentido negativo (ar-
tículos 913, 918, 919, 1145, 1146 del Código Civil y artículo 10 de la
ley 19.549). Nada debe tomarse como concedido sino cuando es
dado en términos inequívocos o por una implicancia igualmente
clara. La afirmativa necesita ser demostrada, el silencio es nega-
ción y la duda es fatal para el derecho del concesionario (doctrina
de Fallos: 149:218 -último considerando-).

99) Que, además, es una regla consagrada por el derecho admi-
nistrativo que en materia de franquicias o concesión de privilegios.
por el Estado a personas o individuos, en caso de duda la inter-
pretación debe ser en contra de los concesionarios, porque la pre-
sunción más aproximada a la verdad es que el Estado ha acordado
sólo lo que en términos expresos resulte de ellos (Fallos: 149:218
-último considerando-).

10) Que el a qua consideró que la nota del 23 de noviembre
de 1972, cuya copia se agregó como anexo 7, referente .a las obli-
gaciones asumidas por el organismo estatal en el concurso, fue pre-
sentada, formó parte de la oferta de la actor,a y, en consecuencia,
el decreto de adjudicación N9 1714/73 perfeccionó el vínculo con-
tractual de acuerdo con las pautas allí fijadas. Consideró probada
la existencia de dicha nota y su tenor, por la constancia de recep-
Ción del escrito de presentación de la oferta que hacía mención
de ella y por la comunicación del Director General de Planeamiento
y Desarrollo, fechada el 31 de mayo de 1973, elementos que cons-
tituían -a juicio del a quo- principio de prueba por escrito y ql¡!e
junto a la testimonial eran suficientes para acreditar la auÚ:ntici-
dad de la nota, ante la imposibilidad de la contratista de obtener
la prueba designada por la ley a raíz de la pérdida del expedie:nte
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administrativo imputable a la negligencia del Estado (arts. 1191,
'1192 Y 1193 del Codigo Civil).

11) Que en atención a los principios y normas de derecho ad.
ministrativo y reglas de interpretación enunciadas en los conside-
randos anteriores, las argumentaciones del a qua resultan insufi-
cientes para avalar su conclusión de que las condiciones y tiempos
especificados por la contratista .fueron aceptados por el Estado Na-
cional. En efecto, la mencionada constancia de recepción de la ofer-
ta sólo hace' referencia a una nota de aclaraciones pero no acredita
que sea del tenor de la copia que obra en el anexo 7; la declaración
de los ex funcionarios sobre ,la interpretación de las obligaciones
asumidas por el Estado Nacional de conformidad con la cláusula
17 del pliego de contratación no constituye un antecedente decisivo
en tanto el alcance asignado no coincide con el contenido de los
instrumentos contractuales; y la comunicación del 31 de mayo de
1973 (anexo 27) dirigida a la empresa con posterióridad a la adju-
dicación y antes de formalizarse el contrato, explica las gestio~es
tendientes a obtener respuesta de los organismos competentes para
el cumplimiento de los compromisos que el arto 17 señala a cargo
del Estado, y se refiere, sin especificación, a las "fechas en que'
esa Sociedad estima la prestación de los mismos", lo que evidencia
que las partes no consideraron esos tiempos como condición de
oferta aceptada.

12) Que aun en la hipótesis de estimar acreditados la presen-
tación y contenido de la nota de aclaraciones y reservas, ella sólo
exteriorizaría la voluntad del oferente en cuanto a las precisiones
que debían incluirse en el contrato y ser expresamente aceptadas
en la adjudicación (confrontar párrafos finales de los artículos .6,
7 Y 8 de la nota en copia en el anexo 7), lo que no ocurrió, según
lo evidencian los términos del decreto respectivo y los del contrato
firmado con posterioridad.

13) Que la sentencia del a qua examinó la pretensión ilidem-
nizatoria sobre la base de estipulaciones no incorparadas al con-
trato lo que en definitiva se traduce en un desconocimiento del
convenio real entre las partes, razón por la cual debe ser dejada
sin efecto.
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Por ello, se hace lugar a la queja y, por no ser necesaria mayor
sustentación, se. declara procedente el recurso extraordinario y se
deja sin efecto la sentencia apelada. Vuelvan los autos al tribunal
de origen a fin de que por quien corresponda se dicte nuevo pro-
nunciamiento. .

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO' (en disidencia)
- CARLOs S. FAYT - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI - JORGE ANTONIO BACQUÉ.

DISIDENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO

Considerando:

Que el tribunal comparte y hace suyos los fundamentos y con-
clusión del dictamen del señor Procurador General, el que se da
por reproducido por razones de brevedad.

Por ello, se desestima la queja.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO.

UNION OBRERA METALURGICA DE LA RE PUBLICA ARGENTINA v.
KELMAR S.A.C.I.F.

PAGO: Principios generales.

La liberación, obtenida mediante pago de la obligación hecho con su-
jeción ~ todo lo que en orden a su forma y sustancia dispongan las
leyes es inalterable (1).

(1) 22 de abril. Fallos: 209:193; 211:576.
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PAGO: Principios generales.

Por expresa disposición de la ley civil, el cumplimiento exacto de la
obligación confiere al deudor el .derecho de obtener .la liberación co-
rrespondiente (art. SOS,segunda parte del Código Civil), norma que se
refiere de manera explícita a los supuestos de cumplimiento de las obli-
gacione, y que, por ende, comprende el pago, medio extintivo que su-
pone :\icho cumplimiento (art. 725 del Código Civil) (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la fundamentación
normativa.

Es arbitraria la sentencia que rechazó la demanda de cobro de las di-
ferencias resultantes de la liquidación de intereses, recargos Y depre-
ciación monetaria por el depósito tardío de los aportes sindicales y de
la obra social, ya que no puede considerarse que el depósito de tales
sumas efectuado con posterioridad a la fecha en que debía cumplirse
la obligación tenga el carácter de pago cancelatorio pues no reúne el
requisito de integralidad. Ello es así, pues las normas aplicablc::s al
caso son claras en el sentido de que el no cumplimiento en término
ae la obligación da derecho al acreedor al cobro de intereses, recargos
y compensación por depreciación monetaria (conf. arto 7? de la ley
18.610,arto 12, segundo párrafo, del decreto 4714/71, arto 17 de la ley
22.769,leyes 21.235,21.864).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Valoración de circunstancias
de hecho y vrueba.

En atención a las características del sistema de recaudación y per-
cepción de aportes sindicales y de obra social, resulta arbitrario con-
siderar que la constancia del Banco de la recepción del depósito efec-
tuado por el empleador sea el recibo del acreedor al que se refiere el
artículo 624 del Código Civil.

(1) Fallos: 273:351; 294:456; 300:792.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

ROLANDOALBERTO GONZALEZ

627

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas locales de procedimientos. Casos varios.

Lo relativo a la determinación de los actos procesales que constituyen
secuela de juicio a los efectos de considerar interrumpida la pres-
cripción de la acción penal, es materia de hecho y de derecho procesal
y común extraña a la instancia extraordinaria (1).

ISIDRO GERMAN HERRERA y OTROSV. LEDESMA S.A.A.!.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios .. Relación directá. Senten-
cias con fundamentos no federales o federales consentidos. Fundamentos de
hecho.

La existencia de fundamentos no revisables en la instancia extraor-
dinária suficientes para sostener el pronunciamiento obsta a la proce-
dencia de la apelación, aún cuando. el fallo recurrido contemple aspec-
tos de orden federal concurrentes para la decisión del caso. Así ocurre
en el sub lite en que se consideró que si la Provincia de Jujuy pudo dis-
poner un feriado local -en tanto materia de poder de policía no de-
legado- correlativamente se hallaba autorizada para, reglamentar esa
circunstancia -establecido el pago de un recargo del 100% por ser-
vicios prestados en la fecha conmemorativa del éxodo jujeño- lo que
implicaba legislar sobre jornada 1:>salarios.

CONSTITUCIOi'l NACIONAL: Control de constitucionalidad. Interés para im-
pugnar la const~tucionalidQd.

Es abstracta la inconstitucionalidad planteada del decreto reglamen-
tario de una ley provincial, que dispuso el pago de un recargo del 100%
sobre los salarios por servicios prestados durante un feriado local, en
tanto la decisión impugnada se apoya, además, en la aplicación de las
normas que regulan el pago de los feriados nacionales y que por es-'
tablecer idéntico rtcargo que el decreto analizado, deja incólume la
solución adoptada.

(1) 22 de abril. Fallos: 307:2504.
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Suprema Corte:
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Contra el pronunciamiento del Tribunal de Trabajo de la Pro-
vincia de Jujuy que admitió la demanda de un grupo de trabaja-
dores de la' empresa Ledesma S.A.A.!. se alzó el vencido mediante
recurso extraordinario y, ante su rechazo, interpuso la presente
queja.

Se agravia el recurrente por cuanto, reiterando lo expuesto en
su responde, sostuvo la inconstitucionalidad del decreto-ley 6-G (S.
G.) 1962, reglamentario de la ley N'? 128 que estableció el feriado
provincial del día 23 de agosto, en tanto aquél, al disponer el pago
de un recargo del 100% por servicios prestados en esa fecha con-
memorativa del éxodo jujeño, incursiona en materia de remunera-
ciones, jornada, régimen de feriados nacionales y de trabajo por
equipo; materia reservada al Congreso de la Nación por el artícu-
lo 67, incs. 11 y 28 de la Constitución Nacional. Afirma que de esa
forma entra en pugna con los artículos 31 y 108 y aunque las pro-
vincias en ejercicio de los llamados poderes de policía puedan dis-
poner feriados provinciales o locales no están facultadas para alte-
rar o impedir lo dispuesto por las I;lormas nacionales sobre dichos
temas. Considera, además, errónea la naturaleza jurídica atribuida
al recargo dispuesto y estima que el decreto altera la continuidad
del trabajo por equipo al imponer el pago en día feriado. Agrega
que el decisorio vulnera así el derecho a un debido proceso, sin
.efectuar una aplicación razonada de la ley vigente por lo que, sos-
tiene, cabe su descalificación y revocatoria por esa Corte.

Debo ~eñalar que el tribunal a quo, que en extenso estudio se
expidió por la constitucionalidad del decreto en análisis, dio ade-
más argumentos no federales para sostener, en subsidio, el fallo
apelado. Ello así, por cuanto consideró que si la Provincia pudo
disponer el feriado local predicho -en tanto materia de poder de
policía no delegado- parece obvio que correlativamente también
se hallara autorizada para reglamentar esa circu~stancia. A criterio
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del a qua ello no implica legislar' sobre jornada o salarios sino que
el tema debe ubicarse dentro de aquel marco más amplio del poder
señalado y no obstante los defectos de técnica legislativa que pue-
cían imputársele, decidió no alcanzarlo con la tacha de inconstitu-
cionalidad que se formula. A esto cabe agregar, dijo, que al no plan-
tearse la inconstitucionalidad de la ley 128/50 y aún cuando, recep-
tando el planteo del recurrente, se admitiera lo artieulado, el vacío
legal que dejaría la desaparición del decreto atacado, por imperio
de lo establecido en el artículo 11 de la ley de contrato de trabajo,
debería ser cubierto. De allí que, por esta vía, se sostuvo que nada
mejor para llenar esa laguna que la aplicación para este feriado
provincial del régimen similar establecido en el orden nacional.
Arribó de esa forma a la admisión, de todos modos, de la demanda
interpuesta, proporcionando igual protección para los trabajadores
de provincia que trabajan un feriado de alcance local que la tutela
dada sobre este tema en el ordenamiento nacional. Concluyó así
otorgando idéntica solución al caso por cualquiera de los enfoques
que la cuestión, a su criterio, admitía, por lo que decidió el pro-
greso de los recargos pretendidos.

Cabe recordar que es doctrina reiterada de V. E. que la exis-
tencia de fundamentos no revisables en la instancia extraordinaria
suficientes para sostener el pronunciamiento obsta a la proceden-
cia de la apelación, aun cuando el fallo recurrido contemple aspec-
tos de orden federal concurrentes,para la decisión del caso (Fallos:
292:408).

Ello así, debe destacarse que el recurrente, en idéntica actitud
que la adoptada al contestar la demanda, reiteró en todas sus par-
tes el planteo referido al decreto reglamentario de marras, pero
omitió toda consideración a los restantes argumentos de natura-
leza no federal que, en mi opinión, sostienen igualmente el deciso-
rio y conducen a idéntica solución.

Desde que los términos del recurso limitan la competencia de
V. E. y no se advierte referencia. alguna en el escrito recursivo a
lo dicho acerca de la aplicación, a todo evento, de normas .de dere-
cho común que conllevan a la solución propiciada por el tribunal,
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considero. que cabe desestimar por abstracta la inconstitucionali-
dad planteada en tanto la decisión impugnada se apoya, además,
en la aplicación de las normas que regulan el pago de los feriados
nacionales y que por establecer idéntico recargo que el decreto ana-.
lizado, deja incólume la solución adoptada y en consecuencia, el
monto. de la condena.

Debe recordarse que en términos .semejantes a los que propicio
se expidió V. E. cuando le fue sometida una cuestión análoga a la
presente frente a idéntico planteo efectuado por los trabajadores
de la misma empresa, oportunidad en que, por similares fundamen-
tos, también rechazó por abstracta la inconstitucionalidad plantea-
da por la parte demandada (Fallos: 301:113).

Por consiguiente, opino que esta presentación directa debe ser
rechazada. Buenos Aires, 21 de agosto de 1985. Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 22 de abril de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la dem_andada
en la causa Herrera, Isidro Germán y otros c/Ledesma S.A.A.!.",
para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

Que el recurso extraordinario cuya denegación motiva la pre-
sente queja se interpuso contra la decisión del Tribunal del Tra-
bajo de la Provincia de Jujuy, que hizo lugar. a .la demanda y. con-
denó a pagar a los actores la diferencia de salarios reclamada, por
haber trabajado en el establecimiento de la demandada en día fe-
riado provincial durante los años 1977 y 1978.

Que el Tribunal comparte los fundamentos y conclusiones del
dictamen. del señor. Procurador General, los que se dan por repro-
ducidos en razón de brevedad.
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Por ello, y lo díctaminado por el señor Procurador General, se
desestima la queja.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO '- CARLOSS. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI JORGE'

ANTONIO BACQUÉ.

ENRIQUE RAUL LEGARRE y OrRos v. roSE NEHM!\D

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos' propios. Cuestiones '110 federal~s.
Interpretación de normas y actos comunes.

El pronunciamiento que hizo lugar a la demanda por reVlSlOnde con-
trato y reajuste de saldo de precio y ia amplió declarando válida y con
fuerza de pago la consignación efectuada por los actores, ha resuelto
cuestiones de hecho y prueba y. de derecho común, no susceptibles de
tratamiento, en prmcipio, por vía del arto 14 de la ley 48, como son
las rela~ivas a cO¡;lsiderar que el reclamo directo de .revisión del con-
trato. permite llegar, a soluciones valiosas desde el ángulo de la jus-
ticia conmutativa, que de la comparación de la variación porcentual
del dólar con otros índices surge la necesidad de establecer el equi-
librio 'contractual requerido por. los demandantes, y -que éstos con la
consignación efectuada- han cubierto satisfactoriamente el interés pa-
trimoniRl del acreedor (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas, y actos comunes.

Lo atiof'Dte a la revisión contractual es materia ajena al recurso ex-
traordinario (2).

(1) 22. de abril,'
(2) Fallos: 307:716. Causa "Covii.1exS.A.C.I. c/Miguel Angel Soprano

S.A.C.I.F.I.A.", del 19 de marZo de 1985.'
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TERESA TORNATORE

RECURSO EXTRAORDIN.4RIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas y actos, comU'1es.

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra el pro-
nunciamiento que denegó el beneficio de la ley 20.475, en razón de
considerar que la solicitante estaba incapacitada a la fecha de afi-
liación al régimen de la ley 18.038. Ello es así pues se' trata de cues-
tiones de hecho, prueba y del alcance otorgado a las normas de de-
recho previsianal, temas ajenos -como regla y por su naturaleza- a
la instancia de excepción, máxime cuando la ley para trabajadores au-
tónomos, de aplic.'1dón supletoria exige -para poder acceder a cual-
quiera de los beneficios que otorga el sistema legislado para minus-
válidos- estar capacitado a la fecha de afiliación. En ei caso, la ape-
lante no cumple con este requisito, según 'surge de lo expresado por
los profesionales de la administración que -en ese aspecto- aparece
corroborado por el dictamen del Cuerpo Médico Forense (1) .

ROGELIO FEDERICO AURELIO CORTE

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas y actos comunes.

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sen-
tenéia que -al denegar a la cónyuge supérstite el derecho de habita-
ción previsto por el arto 3573 bis del Código Civil- estimó que ese
derecho tenía carácter netamente asistencial' y que su reconocimiento
dependía de la reunión de una serie de supuestos entre los cuales se
contaba la existencia de un solo inmueble habitable, extremo éste
que no resultaba acreditado en el caso, ya que existía en el acervo del
causante otro departamento en condiciones semejantes. Ello es así,.
pues se trata de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ma-
teria propia de los jueces de la causª, y ajena -como regla y por su
naturaleza- al remedio del arto 14 de la ley 48, máxime cuando -como
en el caso- lo decidido cuenta con fundamentos suficientes para ex-
cluir la tacha de arbitrariedad (2). .

(1) 22 de abril.
(2) 22 de abril.
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GRACIELABELKIS DURílSSE DE FERNANDEZ v. PROVINCIA DE SANTA FE

PROCEDIMIENTO A.DMINISTRATIVO.

Si bien la garantía constitucional de la defensa en juicio no se opone
a su reglamentación en beneficio de la correcta sustanciación de las.
causas y dicho poder incluye la facultad de efectuar distinciones ra-
zonables entre quienes no se encuentran en la misma condición, la
regulación legislativa y reglamentaria referente al silencio adminis-
trativo debe evitar que por tal actitud los particulares queden fuera
de protección jurisdiccional, en situación de indefensión. Frente a la
inercia dd órgano, la VÍa de la ficción legal no. puede utilizarse hasta
aniquilar los derechos subjetivos e intereses legítimos de los adminis-
trados.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO.

Importa un trato desigual no razonable de los sujetos de la relación
de derecho público y atenta contra la garantía de la defensa en juicio
la resolución que ante una manifestación inequívoca y expresa del re-
currente de impugnar un acto administrativo, suficiente para deter-
minar la medida y el alcance de su reclamo, y encontrándose las ac-
tuaciones pendientes del pronunciamiento del. órgano administrativo
ya que no quedaba ninguna diligencia a cargo del particular, declaró la
caducidad de la instancia prevista en el arto 65 del decreto 10.204/58
cuando el órgano no cumplió con su obligación de resolver y el in-
teresado no urgió la decisión.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO.

Conforme a los principios generales que rigen la materia, el recurrente
concurre como colaborador en la elaboración de la decisión admi-
nistrativa aun cuando defiende sus derechos subjetivos, por lo que
predominan las reglas de informalismo y la impulsión de oficio. Ade-
más, la buena fe, la lealtad y la probidad que deben caracterizar todo
proceso y la actividad de las partes en él, determinan que las normas
adjetivas regulatorias de su conducta no contengan exigencias con-
trarias a tales principios.

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad e inconstitucionalidad. Decre-
tos nacionales.

La aplicación al caso del arto 65 del decreto 10.204/58es inconstitucio-
nal darlo¡ su disconformidad con los arts. 16 y 18 de la Constitución
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Nacional, ya que la sanción prevista por dicha norma debe reservarse
para aquellos casos en que el interesado deje transcurrir el plazo "sin
realizar actos tendientes a su diligenciamiento o resolución", pero no

. en los que ninguna diligencia le quedaba por realizar porque la ad-
ministración se encontraba en condiciones de pronunciarse.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

En el caso en que resulta irrazonable la declaración de caducidad de
la instancia previ~ta en el art. 65 del decreto 10.204/58,son de apli-
cación subsidiaria las disposiciones del Código Procesal Civil y Co-
merCial que resulten más ajustadas al caso (art. 73, decreto citado), y
el art. 232 de este último impide la declaración de la caducidad cuan-
do los autos estuvieren pendientes de resolución judicial.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

A fs. 56/61 la Corte Suprema de Justicia de la Provincia de
Santa Fe resolvió rechazar el recurso contencioso administrativo pro-
movido a fs. 5/10.

Contra este pronunciamiento la actora interpuso el recurso
federal que sólo fue concedido en cuanto no había tenido acogida
favorable el planteo de inconstitucionalidad formulado respecto del
arto 65 del decreto provincial 10.204/58.

La impugnación a la validez constitucional de la norma aludida
que establece, bajo determinadas condiciones, la caducidad por pe-
rención d<:: instancia de toda gestión que se promoviera ante el
Poder Ejecutivo o sus organismos descentralizados cuando los inte-
resados dejen pasar un año sin realizar actos tendientes a su dili-
genciamiento o resolución, se fundó en que se aparta, a criterio de
la accionan te, de las reglas del. debido proceso y defensa en juicio
y del principio de igualdad.

En mi opinión, la protesta no debe tener acogida favorable.

Es que, como ha dicho la Corte, la garantía constitucional de
la defensa no se opone a su reglamentación en beneficio de la co-
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rrecta sustanciación ,de las causas (Fallos: 185:242; 299:761) y di.
,cho poder incluye la facultad de efectuar distinciones razonables
,entre quienes no se encuentran' en la misma condición (Fallos:
216:69) .

Por otra parte, la norma cuestionada responde a princIpIOS de
seguridad jurídica innegables, sobre todo si se toma en considera-
dóri el largo lapso de inactividad que condiciona la aplicación del
instituto de la caducidad.

A ello cabe agregar que la recurrente (que no se ocupa de
demostrar en el remedio federal que la sanción impuesta por la
norma traiga como consecuencia la hnposibilidad de iniciar una
nueva gestión) no prueba que, el citado artículo le haya impedido
la realización de actos tendientes a evitar la demora en la trami-
tación y que evidenciaran su interés en que ésta se realizara en
término.

Por el contrario, no surge de autos en forma fehaciente acti-
vidad alguna de su parte a pesar del prolongado plazo de inacti-
vidad transcurrido. De allí que, en su aplicación al caso, no resulta
irrazonable que la norma presuma el desinterés de la accionante
en la gestión que había realizado.

Debe recordarse al respecto que, según la inteligencia que la,
Corte ha asignado a la garantía del arto 18 de la Constitución Na.
donal, ésta no salvaguarda al individuo de las consecuencias jurí-
dicas de sus propias omisiones o negligencias (Fallos: 188:120;
196:19; 229:507; 139:51).

Por 10 expuesto, considero que, corresponde confirmar el fallo'
de fs. 56/61. Buenos' Aires, 6 de diciembre de 1985. Juan Octavio
Gauna.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 24 de abril de 1986.

Vistos los autos: "Durusse de Fernández, Graciela Belkis c/
Provincia de Santa Fe s/recurso contencioso administrativo de plena
jurisdicción" .

Considerando:

1?) Que contra la sentencia de la Corte Suprema de Justicia
de Santa Fe, que rechazó el recurso contenciosoadministrativo pro-
movido por la actora con el objeto de que se dejase sin efecto la
resolución administrativa que había dispuesto el archivo de las
actuaciones por haberse operado la' caducidad de instancia, dicha
parte dedujo recurso extraordinario, que solo fue concedido en lo
que respecta al planteo de inconstitucionalidad del arto 65 del de-
creto provincial 10.204/58.

2?) Que de las constancias del expediente administrativo agre-
gado por cuerda surge que la aquí actora interpuso recurso admi-
nistrativo de apelación contra la resolución de la Comisión Inter-
ventora del Banco Provincial de Santa Fe, por la cual se rechazó
el recurso de reconsideración interpuesto contra la anterior que
había dispuesto su cesantía como agente del organismo. Después
de haber expresado agravios la interesada, se corrió el traslado co-
rrespondiente a la Dirección General de Asesoría Letrada del Mi-
nisterio de Hacienda (fs. 9, expte. N? 182.801), cuyo dictamen le
fue favorable (fs. lO/U, expte. cit.). Acto seguido, pasaron las ac-
tuaciones a dictamen de la Fiscalía de Estado, la que, transcurrido
con exceso el plazo de un año a que se refiere el arto 65 del decreto
10.204j58, sugirió que se declarase la perención de la instancia y
se procediese al archivo de las actuaciones (fs. 13), criterio que
fue seguido por el Ministerio referido.

3?) Que si bien es exacto, como señala el señor Procurador Ge-
neral} que ha dicho la Corte que' la garantía constitucional de la
defensa en juicio no se opone a su reglamentación en beneficio de
la correcta sustanciación de las causas (Fallos: 185: 242; 229: 761)
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y dicho poder incluye la facultad de efectuar distinciones razona-
bles entre quienes no se encuentran en la misma condición (Fallos:
216: 69), también ha señalado este Tribunal que la regulación legis-
lativa y reglamentaria referente al silencio administrativo debe evi-
tar que por tal actitud los particulares queden fuera de protección
jurisdiccional, en situación de indefensión. Frente a la inercia del
órgano, la vía de la ficción legal no puede utilizarse hasta aniquilar
los derechos subjetivos e intereses legítimos de los administrados
(Fallos: 300:1292).

4<;»Que, a la luz de tales princIpIOS y conforme a las' circuns-
tancias del caso, resulta irrazonable que al existir una manifesta-
.ción inequívoca y expresa del recurrente de impugnar un acto ad-
ministrativo, suficiente para determinar la medida y el alcance de
su reclamo, y encontrarse las actuaciones pendientes del pronun-
ciamiento del órgano adminIstrativo ya que no quedaba ninguna
diligencia a cargo del particular -el expediente había sido. recibido
por la Fiscalía de Estado segun se desprende del sello de fs. 12-,
ese aplique la norma cuestionada cuando el órgano no cumple con
:su obligación de resolver y el interesado no urge la decisión. En
el punto, no puede tampoco soslayarse que el dictamen requerido
a la Fiscalía de Estado no era un trámite inoficioso porque se trata
,de un requisito indefectible para la resolución del recurso de ape-
lación (art. 52, segunda parte, decreto 10.204/58).

5<;»Que conviene también recordar que, conforme a los prin-
'Cipios generales que rigen la materia, el recurrente concurre como
colaborador en la elaboración de la decisión administrativa aun
cuando defiende sus derechos subjetivos, por lo que predominan
las reglas de informalismo y la impulsión de oficio. Además, la
buena fe, la lealtad y la probidad que deben caracterizar todo pro-
.ceso y la actividad de las partes en él, determinan que las normas
adjetivas regulatorias de su conducta no contengan exigencias con-
trarias a tales principios (Fallos: 300: 1292).

6'?) Que, en tales condiciones, la aplicación del arto 65 del de-
creto 10.204/58 por la circunstancia de no haber urgido el intere-
sado el procedimiento ante el silencio del órgano administrativo,
no guarda coherencia con las reglas referidas ni con lo dispuesto
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por el arto 66 de dicho régimen legal que establece para todo el.
personal de la administración provincial "la obligatoriedad de dedi-
car el máximo de atención y contracción al trabajo en las tareas
a su cargo ... ", ni tampoco con su arto 41 que obliga a las repar-
ticiones a "especificar al pie de la última actuación, el tiempo en
que el expediente permaneció radicado en la misma" y contempla
que "cuando se excedieran los términos establecidos en el artículo
precedente, se expondrán las razones de la demora".

Por el contrario, la resolución impugnada importa un trato des-
igual no razonable de los sujetos de la relación de derecho público
y atenta contra' la garantía de la defensa establecida en el arto 18
de la Constitución Nacional.

79) Que, en suma, la aplicación en las presentes circunstancias
del arto 65 del decreto 10.204/58 es inconstitucional dada su discon-
formidad con los arts. 16 y 18 de la Constitución Nacional, ya que
la sanción prevista por dicha norma debe reservarse para aquellos
casos en que el interesado deje transcurrir el plazo "sin' realizar
.actos tendientes a su diligenciamiento O' resolución", pero no en los
que ninguna diligencia le quedaba por realizar porque la adminis-
tración se encontraba en condiciones de pronunciarse.

A mayor abundamiento, cabe señalar que son de aplicación
subsidiaria las disposiciones del Código Procesal Civil y Comercial
que resulten más ajustadas al caso (art. 73, decreto citado), y el
,arto 232 de este último impide la declaración de la caducidad cuan-
do los autos estuvieren pendientes de resolución judicial.

Por ello, habiendo dictaminado el señor Procurador General,
se revoca la sentencia apelada y se declara, en el caso, la incons-
titucionalidad del arto 65 del decreto provincial 10.204/58. Costas a
cargo de la vencida (art. 68, Código Procesal Civil y Comercial de .
la Nación). Vuelvan los autos al tribunal de origen para que, por
quien corresponda, ,se dicte nuevo pronunciamiento con arreglo al
presente.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- JORGE ANTONIO BACQUÉ.
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CELINA CENTURION DE VEDOYA v. PROVINCIA DE MISIONES

PERITOS.

63~

Corresponde hace:- lugar a la nulidad de la designación de un peritó
que se dectuara prescindiendo de lo dispuesto en el arto 464 del Có-
digo Pl"Ocesal -tftulo habilitante- y en el decreto-ley 6070/58, que.
reglamenta el ejercicio. de la agrimensur!l. la agronomía, la arquitec•.
tura y la ingeniería (1).

PEDRO GALLARDO V. YACIMIENTOS PETROLIFEROS FISCALES

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Selttencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la. fundamentación
normativa.

Teniendo en cuenta que la decisión se basa en una exégesis literal
de la norma aplicable, que la desvirtúa y vuelve inoperante. extremo
que se traduce en una restricción al derecho del trabajador de obtener
una adecuada indemnización frente a una enfermedad inva1idante, es
descalificable el pronunciamiento si la base del cálculo prevista en
el arto 11 de la ley 9688 traduce 'el propósito del legislador de esta-
. blecer una pauta, suficientemente representativa del nivel real de in.
gresos y la sentencia recurrida contradice el referido propósito al omi-
tir ponderar la depreciación del sigilo monetario durante el año.
anterior al distracto en el que el actor no percibió remuneración al-
guna debido a que se encontraba en situación de .reserva de empleo,
-arts. 211 'Régimen de Contrato de Trabajo- (Z),

LEY: Interpretación y aplicación.

Ha de buscarse si~mpre una interpretación valiosa de lo que las nor-
mas han querido mandar, de suerte que la admisión de soluciones in-
justas cuando es p'osible arbitrar otras de mérito opuesto. no resulte'
incomp'ltible con el fin común de la tarea legislativa como de la ju-
dicial (3).

(1) 24,de abril.
(2) 24 de abril. Fallos: 306: 1622.
(3) Fallos: 300: 417; 303: 245.
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LUIS ZA.RABOZO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
-Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Valoración de circunstancias de
hecho y prueba.

Si bien las cuestiones que se suscitan en torno a los hechos y las pruebas
aportadas al juicio -en el caso, pru~ba por presunciones de estafa
procesal- son ajenas, como regla, a la vía del arto 14 de la ley 48, ello
no es óhice para que la Corte pueda conocer en los casos cuyas parti-
cularidades hacen excepción al principio, con base en la doctrina de
la arbitrariedad, toda vez que con ésta se tiende a resguardar la garantía
de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias
de los jueces sean fundadas y constituyan una derivación razonada del
derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de
la causa (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
-Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Valoración de circunstancias de
hecho y prueba.

Es arbitraria la sentencia, en cuanto desarrolla una argumentación sólo
aparente para desechar los numerosos indicios tenidos en cuenta por el
juez de primera in~tancia e invocados por el apelante para probar por
presunciones la tentativa de estafa procesal imputada .<¥ procesado.
Ello es así, pues la sentencia apelada privilegió los dichos del apelante
en cuanto concordaban con los de dos imputados cuya veracidad estaba
cuestionada en el juicio; no dio razón alguna para desechar la interpre-
tación contraria del juez de grado que aludió expresamente a las dife-
rencias que observó en las declaraciones de estos mismos imputados
en el ju;cio comercial; calificó como favorables los dichos del sobrino
del procesado, y al mismo tiempo los consideró irrelevantes porque
no llegaban a atribüirle la autoría al imputado; y además descartó los
indicios valorados por el juez de primera instancia sin proponer, según
las reglas de la sana crítica, una interpretación distinta de la del juez
de grado.

RECURSO EX1 RAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Valoración de circunstancias de
hecho y prueba.

Es arbitraria la sentencia que, para absolver al acusado, seleccionó úni-
camente las pruehas. que permitieran su liberación, sin confrontarlas

(1) 24 de abril. Fallos: 261:209;274:135;284:119;297:100.
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críticamente con la múltiple variedad producida en la causa e invocada
en la sentencia condenator.ia de primera instancia.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia 'del recurso. Valoración de circunstancias de
hecho y prueba.

La arbitrariedad se configura, entre otros casos, cuando se han consi-
derado testimonios en forma fragmentaria y aisladamente, incurriéndose
en omisiones y falencias respecto de la verificación de hechos condu-
centes para la decisión del litigio, en especial cuando se ha prescindido
de una visión de conjunto y de la necesaria correlación de los testimo-
nios entre sí, y de ellos con otros elementos indiciarios.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentel1cias arbitrarias. Procedencia del recurso. Valoración de circunstancias de
hecho y prueba.

Es arbitraria la sentencia que ha omitido de manera evidente evaluar
en conjunto las pmebas allegadas al sumario, si ello condujo a la no
valoración de indicios que pudieron ser decisivos para el resultado del
pleito.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales.
Sentel1cias arbitrarias. Procedel1cia del recurso. Valoración de circunstancias de
l/echo y prueba.

Es arbitraria la sentencia en la cual la interpretación de la prueba se
limita a un análisis parcial y aislado de los elementos de juicio obran tes
en la causa, pero no los integra ni armoniza debidamente en su con-
junto, defecto que lleva a desvirtuar la eficacia que, según las reglas
de la sana crítica, corresponde a los distintos medios probatorios.

LEDESMA SOCIEDAD ANONIMA, AGRICOLA E INDUSTRIAL
v. ESTADO PROVINCIAL

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas y actos comunes.

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia
que dejó sin efecto el decreto del Poder Ejecutivo de la Provincia de
Jujuy que no había reconocido el carácter privado de las aguas de las
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vertientes de "El Tajamar". Ello es aSÍ, pues lo resueíto acerca de la
inteligencia que cabe asignar a los arts. 2340, inc. 3~, 2350Y 2637 del
Código Civil, remite al examen de cuestiones de derecho común irré-
visables en la instancia extraordinaria, no abstante la tacha de arbi-
trariedad invocada, ya que la sentencia expone argumentos suficientes
de esa naturaleza que, no obstante ser opinable la interpretación rea-
lizada, bastan para sustentarla e impiden su descalificación como acto
judicial.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestione,s no federales.
Sentencias arbitrarias. Principios generales.

La tacha de arbit¡'ariedad no tiene por objeto corregir en una nueva
instancia pronunciamientos equivocados o que se reputen tales, pues sólo
se refiere, a los supuestos de omisiones o desaciertos de gravedad ex-
trema.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Principios generales.

La doctrina de la arbitrariedad es particularmente restringida respecto
de pronunciamientos de superiores tribunales provindales.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la funda:nentación
normativa.

Es descalificable -por apartarse manifiestamente de lo disPtlesto en
los textos legales que rigen la materia- el pronunciamiento que, al'
rechazar que las aguas de unas vertientes fueran de dominio privado,
sostuvo que las aguas de vertientes o de fuentes, conforme a la redac-
ción del arto 2637,del Código Civil anterior a la reforma de la 17.711,
serían públicas o privadas según lo fuese el fundo en que nacen, por
lo que la actora tendría derechos adquiridos sobre las aguas en <cuestión.
Ello es asÍ, pues se está en el caso ante una vertiente, de la cual se
origina un curso de agua que se prolonga más allá de las tierras de pro-
piedad de la actora, y que va a dar finalmente a ríos públicos, y es de
aplicaci..ín lo dispuesto por el arto 2340,inc. 3~,del Código Civil, por lo
cual, y en tanto no se está ante la hipótesis del arto 2350de dicho código,
cabe admitir el carácter público que tenían las aguas en cuestión, aún
antes de la reforma de la ley 17.711(Disidencia del Dr. Carlos S. Fayt)_
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Buenos Aires, 24 de abril de '1986.

Vistos los autos: :"Recurso de hecho deducido por la Fiscalía
de Estado de la Provincia de Jujuy en la causa Ledesma, Sociedad
Anónima, Agrícola e Industrial e/Estado Provincial", para decidir
sobre su procedencia.

Considerando:

1':') Que contra la sentencia del Superior Tribunal de Justicia
de Jujuy que, por mayoría, hizo lugar a la demanda contenciosoad-
ministrativa de 'plena jurisdicción y, en consecuencia, dejó sin efec-
to el decreto del Poder Ejecutivo provincial que no había recono-
cido el carácter privado de las aguas de las vertientes de "El Taja-
mar", la demandada dedujo recurso extraordinario que, desestima-
do, dio origen a la presente queja.

2':') Que lo resuelto por el a qua acerca de la inteligencia que
cabe asignar a los arts. 2340, inc. 3':', 2350 y 2637 del Código CiVil,
remite al examen de cuestiones de derecho común irrevisables en
la instancia extraordinaria, no obstante la tacha de arbitrariedad
invocada, ya que la sentencia expone argumentos suficientes de esa
naturaleza que, no obstante ser opinable la~interpretación reali-
zada, bastan para sustentarla e impiden su descalificación como
acto judicial (Fallos: 278:135; 296:608; 302:254, entre otros).

3':') Que ello es así porque la referida tacha no tiene por objeto
corregir en una nueva instancia pronunciamientos equivocados' o
que se reputen tales, pues sólo se refiere a los supuestos de omi-
siones o desaciertos de gravedad extrema (Fallos: 244: 384; 248:
129; 294:376 y 425, entre otros). En el caso, el fallo impugnado no
ha prescindido de las normas aplicables -como pretende el recu-
rrente- sino que, por el contrario, les asignó un alcance distinto
al propuesto por aquél, de modo que sus discrepancias con el cri-
terio seguido no encuentran respaldo en la doctrina de la arbitra-
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riedad (Fallos: 298:30; 300:92), la que, además, es particularmente
restringida respecto de pronunciamientos de superiores tribunales
provinciales (Fallos: 302:418).

Por ello, se desestima la queja.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT (en
disidencia) - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

- JORGE ANTONIO BACQUÉ.

DISIDENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FAYT

Considerando:

1'.') Q4e -contra la sentencia del Superior Tribun:;tl -de Justicia
de Jujuy, que concluyó por revocar el decreto del Poder Ejecutivo
local, que en lo que al sub lite interesa, había rechazado que las
aguas de las vertientes de "El Tajamar" fueran de dominio privado,
interpuso recurso extraordinario el Estado provincial que, desesti-
mado, dio origen a la presente queja.

2'.') Que los fundamentos de la opinión mayoritaria expuesta
en la sentencia apelada, sostienen -en lo esencial- que. las aguas
de vertientes o de fuentes, conforme a la redacción del arto 2637, del
Código Civil anterior a la reforma de la 17.711, serían públicas o
privadas según lo fuese el fundo en que nacen, por lo que la ac-
tora tendría derechos adquiridos sobre las aguas en cuestión.

3'.') Que la recurr.ente considera que la reforma del art. 2637 del
Código Civil tendió únicamente a regular las facultades del propie-
tario del fundo donde nacen las aguas, o la alteración de su curso,
pero no cambió la 'condición jurídica de las aguas.

4'.') Que la sentencia apelada, si bien trata una cuestión de
derecho común, lo hace con manifiesto apartamiento de lo dis-
puesto en los textos legales que regulan la materia, lo que hace
aplicable la doctrina de -esta Corte sobre la arbitrariedad (confr.
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Fallos: 301:909; 302:175, causas E.232-XX, "Estrella, Carlos Alberto
c/Editorial Crea, S.A.", del 16 de agosto de 1984, y D.412-XX, "Druett
Fábrica de Maquinaria Agrícola, S.A. c/Arismendi, Fernando M.",
del 18 de abril de 1985).

5':') Que según surge de las constancias acompañadas se está
en el caso ante una vertiente, de la cual se origina una curso de
agua que se prolonga más allá de las tierras de propiedad de la
actora, y que va a dar finalmente a ríos públicos.

Los términos "aguas que broten ... " que empleaba el legislador
en el arto 2637 del Código Civil, en su redacción anterior a la refor-
ma de la ley 17.711, es admisible que alcancen a los manantiales,
pero no puede extenderse a las vertientes, que se caracterizan por-
que en ellas el agua se colecta, y cuya condición de privadas está
limitada por los requisitos del arto 2350 del Código citado.

Esto sentado, es de aplicación al sub lite lo dispuesto por el
arto 2340, inc. 3,:,), del Código Civil, por lo cual, y en tanto no se
está ante la hipótesis del arto 2350 de dicho Código, cabe admitir
el carácter público que tenían las aguas en cuestión, aun antes
de la reforma de la ley 17.711.

6':') Que resulta entonces arbitraria la inteligencia que efectúa
el a qua de las normas en cuestión, máxime que a más de la deci-
siva argumentación de carácter semántico expuesta, aquélla no tiene
en cuenta óbices de carácter sistemático, c<>mosería el hecho que
ante una interpretación tan amplia del arto 2637, resultaría obvia
la disposición del "arto 2350 del Código Civil, y la circunstancia de
que no resulta adecuado considerar en un mismo nivel, a los efec-
tos de la hermenéutica lo dispuesto por los arts. 2340, inc." 3':' y
2350 con el arto 2637, atento a que los dos primeros se encuentran
en el Título 1, Capítulo único del Libro III de dicho Código, que
trata "De las" cosas consideradas" en relación con las personas", y
donde el legislador se ocupa de los "bienes públicos", mientras que
el tercero se halla en el Título VI del referido libro, "De las restric-
ciones y límites del dominio" entre las normas relacionadas con las
aguas pluviales y las aguas de fuentes, contexto del que no cabe
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extraerlo para integrarlo con los temas del dominio público y los
ríos.

Por ello, se declara procedente el recurso interpuesto, se deja
sin efecto la sentencia apelada. y se rechaza la acción administra-
tiva intentada.

CARLOS S. FAYT.

RAMON EDUARDO ARANCIBIA v. EMPRESA FERROCARRILES ARGENTINOS

DEPRECIACION MONETARIA: Principios generales.

Al aludir el arto 11 de la ley 9688el cálculo del salario diario como punto
de referencia para la determinación. de la indemnización por accidente
de trabajo, corresponde inferir que el fin propuesto por la norma es el
de otorgar al trabajador una base real de ingresos y que la sentencia
que establece el resarcimiento sobre la base de montos nominales con-
tradice el referido propósito legislativo si no contempla el envilecimiento
del signo monetario en el período en cuestión (1).

ANTONIO HORACIO PONCETTA v.
EMPRESA NACIONAL DE TELECOMUNICACIONES

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Valoración de circunstancias de
hecho y pruena ..

Es desc':Ilificableel pronunciamiento que -al imponer al actor acreditar
la "cu!pa del dependiente" como presupuesto de la procedencia o no de
la resoonsabilidad objetiva del empleador- interpreta que no. juega en

(1) 29 <;leabril. Fallos: 306:1622, 1834. Causa: "Marino, Julio A.", del
1~ de octubre de 1985.
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el caso la segunda parte del arto 1113del Código Civil en cuanto res-
ponsabiliza al dueño o guardián por el daño causado por las cosas o
por su r;esgo o vicio, partiendo de la circunstancia que, por resultar el
perjuicio en cuestión de la colisión de dos automotores, se produjo una
neutralización de dicho riesgo. Ello es así, pues lo decidido omite un
adecuado, pormenorizado, e integral tratamiento, de acuerdo con los
antecedentes específicos del juicio,' de las variadas soluciones legales
consagradas por el ya referido artículo 1113del Código Civil,partiendo
de las cos situaciones concretamente diferenciadas por aquel ordena-
miento: de un lado la responsabilidad indirecta del principal por los
hechos dañosos causados por personas que están bajo su dependencia;
y de otro, la deriyada de las cosas de las cuales una persona se sirve
o tiene bajo su cuidado (1).

MUNICIPALIDADDE LAPRIDA v. UNIVERSIDAD DE BUENOS AIRES
-FACULTAD DE INGENIERIA y MEDICINA-

-NOTIFICACION.

De acuerdo a una interpretación armónica de lo establecido por el ar-
tículo 1~de la ley 3367,y artículo 1?, inciso b), de la ley 17.516,respal-
dada en la inveterada. práctica de los tribunales, corresponde notificar
la sentencia apelada al señor fiscal de Cámara, en su despacho, con-
forme a lo que dispone el artículo 135 in fine del Código Procesal Civil
y Comercial de la Nación.

.RECURSO EXTRAORDINARiO: Requisitos propios. Resolución contraria.

Si el a quo no se pronunció sobre el alcance del arto 72 de la ley 22.207,
cabe considerar al fallo como. implícitamente contrario al derecho invo-
cado por la recurrente.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestio-
.nes federales szmples. Interpretación de la Constitución Nacional.

Procede el recurso extraordinario si en el caso fueron impugnadas las
ordenanzas locales que imponen el pago de tasas como contrarias a ló

( 1) 29 de abril.
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dispuesto en los mc. 16 y 27 del arto 67 de la Constitución Nacional y la
decisión fue favorable a la aplicación de aquéllas (art. 14, inc. 1~ y 2~,
de la ley 48).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Gravedad institucional.

Es formalmente admisible el recurso extraordinario no obstante tra-
tarse de una ejecución fiscal, respecto de cuyas sentencias no procede,
en principio, el remedio federal, toda vez que dicha doctrina' reconoce
excepción cuando lo decidido reviste gravedad institucional y puede
resultar frustratorio de derechos federales, perturbando el normal de-
sempeño de la actividad educativa del Estado.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos pmpios. Cuestión federal. Cuestio-
nes federales simples. Interpretación de las leyes federales.

Cuando se encuentra en discusión el alcance quc cabc asignar a una
norm;;t de derecho federal, la Corte no se encuentra limitada en su deci-
sión por los argumentos de las partes o del a qua, sino que le incumbe
realizar una declinatoria sobre el punto disputado.

IMPUESTO: Far.ultades impositivas de la Nación, provincias y municipalidades.

Las exenciones como las del arto 72 de la ley 22.207no han de entender-
sc como indiscriminadas y absolutas, sino que revisten carácter excep-
cional, por lo que es menester que se las júzgue atendiendo a las cir-
cunstancias de la especie, a la naturaleza de la actividad desarrollada
por la :nstitución que las invoca, a la índolc del tributo exigido y a los
distintos hechos jurídicos tributarios a que respondan las diversas clases
de imposiciones, so pena de coartar las facultades impositivas de las
provincias que éstas deben ejercer en su ámbito propio, en tanto no
hayan sic10 delegadas en el Gobierno Federal, conforme a lo dispuesto
en los <'Irts.5, 104 y 105 de la Constitución Nacional. Tales principios
rigen también respecto del poder impositivo de las municipalidades.

IMPUESTO: Facultades impositivas de la Nación, provincias y municipalidades.

Las municipalidades no son más que delegaciones de los poderes pro-
vinciales circunscriptas a fines y límites administrativos que la Consti-
tución ha previsto, como entidades del régimen provincial y sujetas a
'su propia legislación (art. 5~), para 10 cual ejercen también facultades
impositivas y coextensivas en la parte de poder que para este objeto
le acuerdan las constituciones y leyes provinciales, en uso de un de-
recho primordial de autonomía.
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IMPUESTO: blterpretación de normas impositivas.
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La tasa por conservación, reparación y mejorado de la red vial mUnICI.
pal, cotejada con específica relación a la" actividad desarrollada por
la Universidad de Buenos Aires en el predio afectado por aquélla -pro.
ducción agropecu'aria- y teniendo en cuenta su especial carácter de
retribución de servicios, no puede ser considerada dentro de la exención
del arto 72 de la ley 22.207.

CONSTITUCION NACIONAL: Control de constitucionalidad. Facultades del
Poder Judicial.

El control de constitucionalidad de las leyes que compete a los jueces,
y especialmente a la Corte Suprema, en los casos concretos sometidos
a su conocimiento en causa judicial, no se limita a la función en cierta
manera negativa, de descalificar una norma por lesionar principios de
la Ley Fundamental, sino que se extiende positivamente a la tarea de
interpretar las leyes con fecundo y auténtico sentido constitucional, en
tanto la letra o el espíritu de aquéllas lo permita.

ESTABLECIMIENTO DE UTILIDAD NACIONAL.

La legislación propia del Congreso Federal, en los lugares adquiridos:
en las provincias para establecimientos de utilidad nacional, no autori ..
za a concluir que se pretende federal izar esos territorios en medida
tal que la Nación atraiga toda potestad de manera exclusiva y exclu-.
yente; la supresión de la jurisdicción provincial debe limitarse a los.
casos en que su ejercicio interfiera con la satisfacción del propósito de..
interés )1úblico que requiere" el establecimiento nacional.

ESTABLECIMIENTO DE UTILIDAD NAciONAL.

El criterio para aceptar o excluir el ejercicio de poderes provinciales
en lugares sometidos a la jurisdicción federal por interés nacional, es
"precisamente el de la compatibilidad con dicho interés. Como ejercicio
de una facultad por la provincia en los enclaves de jurisdicción federal
incide siempre en éstos, la pauta no es la incidencia sino su compati.
bilidad con "lo afectado o inherente a esa utilidad nacional" o con "las
actividades normales que la utilidad nacional implique", conforme
a los arts. 2? y 3? de la ley 18.310. Debe concluirse que si esa facultad
provincial no condiciona, menoscaba o impide el interés nacional, es
compatible con él. Los tres efectos censurados, en cuanto disputan en
diverso grado su primada al interés nacional, indican que el ejercicio.
del poder provincial es incorrecto.
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FACULTADES NO DELEGADAS~

El reclamo de tasas por conservación, reparación y mejorado de la red
vial mtmicipal no importa una traba al ejercicio de la actividad ,que
incumb~, a la Universidad demandada, capaz de obstaculizar o interfe-
rir en el cumplimiento de las finalidades que l~ corresponde aten'der y
que están en la raiz de la exenció~ legai que alega, por lo que ha de
privar el carácter federal de nuestra órganización nacional y salvaguar-
dar las facultades propias no delegadas de las, provincias, conforme a
lo dispuesto por los arts. 1, 5, 104y 105de la Constitución Nacional.

DICTAMEN DEL PROCURADORFISCAL DE LA CORTE SUPREMA

:Suprema Corte:

En virtud de lo dispuesto por el arto 249 del Código Procesal
'Civil y Comercial de' la Nación, la resolución de Is. 43/44 ha que-
,dado notificada para ambas partes por Ministerio de la Ley.

En tales condiciones, el remedio federal de fs. 62/68 ha sido'
',deducido fuera del término de diez días, razón por la 'que debe
declarárselo improcedente. Buenos Aires, 23 de agosto de 1985.
.José Osvaldo Casas.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buell0s Aires, 29 de abril de 1986.

Vistos los autos: "Municipalidad de Laprida c/Universida.d de'
Buenos Aires -Facultad de Ingeniería y Medicina s/ejecución fiscal".

Considerando:

1':') Que la Sala Civil Primera de la Cámara Federal de Apela-
,ciones, de La Plata confirmó la sentencia de primera instancia que,
,a su vez, había rechazado las defensas opuestas y mandado, llevar
.adelante la ejecución promovida. Contra tal pronuncia,miento la de-
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mandada dedujo el recurso extraordinario de fs. 62/68, concedido
a fs. 71.

2?) Que en primer lugar corresponde señalar que de acuerdo
a una interpretación armónica de lo establecido por el artículo 1?
de la ley 3367, y artículo 1?, inciso b), de la ley 17.516, respaldada
en la inveterada práctica de los tribunales, correspondía nOlificar
la sentencia ahora apelada, al señor fiscal de cámara, en su des-
pacho, conforme a lo que dispone el artículo 135 in fine del Código
Procesal Civil y Comercial de la Nación. Por ello, no resultaba
aplicable la norma contenida en el artículo 249 del citado ordena-
miento, como propicia el señor Procurador Fiscal. En consecuen-
cia, en virtud de lo establecido en los incisos 7 y 13 del artículo
135 del citado ordenamiento adjetivo, corresponde considerar al
recurso intentado como interpuesto oportunamente.

3?) Que, ello sentado, es de destacar que el recurso extraordi-
nario es procedente toda vez que en autos, al no pronunciarse el
,a quo sobre el alcance del artículo 72 de la ley 22.207, cabe con-
siderar al fallo como implícitamente contrario al derecho invocado
por la recurrente (Fallos: 305: 115). Asimismo, en autos fueron im-
pugnadas las ordenanzas locales que imponen el pago de la tasa
reclamada como contrarias a lo dispuesto en los incs. 16 y 27 del
.art. 67 de la Constitución N'!1cional y la decIsión fue favorable a la
.aplicación de aquéllas (art. 14, incs. 1? Y 2?, de la ley 48).

4?) Que el recurso intentado es formalmente admisible no obs-
tante tratarse de una ejecución fiscal, respecto de cuyas sentencias
no procede, en principio, el remedio federal, toda vez que dicha
doctrina reconoce excepción cuando lo decidido reviste gravedad
institucional y puede resultar frustratorio de derechos federales, per-
turbando el normal desempeño de la actividad educativa del Estado.

5?) Que cabe recordar nuevamente que esta Corte ya tiene di-
'cho que cuando se encuentra en discusión el alcance que cabe asig-
nar a una norma de derecho federal, el Tribunal no se encuentra
limitado en su decisión por los argumentos de las partes o del a
.quo, sino que le incumbe realizar une declaratoria sobre el punto
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d'rsPUtado (sentencia del 22 de agosto de 1985 in re Fo296.xX. uFer-
nández Meijide, Pablo sjaveriguación por privación ilegítima de la
libertad") .

6'.') Que esta Corte ha establecido como pauta hermenéutica
para determinar el alcance que debe otorgarse a exenciones como
la aquí alegada -':"'conbase en el arto 72 de la ley 22.207- que éstas
no han de entenderse como indiscriminadas y absolutas, sino que
revisten carácter excepcional, por lo que es menester que se las
juzgue atendiendo a las circunstancias de la especie, a la natuxa-
leza de .la actividad desarrollada por la institución que las invoca,
a la índole del tributo exigido y a los distintos hechos jurídicos
tributarios a que respondan las diversas clases de imposiciones, so
pena de coartar las facultades impositivas de las provincias que
éstas deben ejercer en su ámbito propio, en tanto no hayan sido
delegadas en el Gobierno Federal, conforme a lo dispuesto en los
artso 5, 104 Y 105 de la Constitución Nacional (confro doctrina de
Fallos: 279:76; 282:407; 302:1425)o Tales principios rigen también
respecto del poder impositivo de las municipalidades, que es el su-
puesto de autos (Fallos: 123:313); en tanto éstas no son más que
delegaciones de los podere~ provinciales circunscriptas a fines y
límites administrativos que la Constitución ha previsto, como en-
tidades del régimen provincial y sujetas a su propia legislación
(arto 5<;»,para lo cual ejercen también facultades impositivas y co-
extensivas en la parte de poder que para este objeto le acuerdan
las constituciones y leyes provinciales, en uso de un derecho pri-
mordial de autonomía (Fallos: 94:421; 114:282).

7<;»Que sobre tales presupuestos, la contribución requerida
-tasa por conservación, reparación y mejorado de la red vi~l mu-
nicipal- cotejada con específica relación a la actividad desarro-
llada por la demandada en el predio afectado por aquélla -pro-
ducción agropecuaria- y teniendo en cuenta su especial carácter
de retribución de servicios, no puede ser considerada dentro de la
exención alegada.

8<;»Que no obsta a lo expuesto la aparentemente rígida expre-
sión de la ley, ni exige tampoco dicha conclusión la declaración de
inconstitucionalidad..de la norma,. ya que el control de constitucio-
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nalidad de las leyes que compete a los jueces, y especialmente a la
Corte Suprema, en los casos concretos sometidos a su conocimiento
en causa judicial, no se limita a la función en cierta manera nega-
tiva, de descalificar una norma por lesionar principios de la Ley
Fundamental, sino que se extiende positivamente a la tarea de inter-
pretar las leyes con fecundo y auténtico sentido constitucional, en
tanto la letra o el espíritu de aquéllas lo permita (Fallos: 283:239;
301:489; disidencia en Fallos: 304:737; sentencia del 27 de junio de
1985 in re C.368.XX. "Capitán Jorge Santa Ana y otros s/abandono
,de personas y encubrimiento").

9?) Que la demandada argumenta, aSImIsmo, que la exenClOn
:surge de lo establecido en el artículo 67, inciso 27, de la Consti-
tución Nacional. Para analizar este extremo corresponde, en primer
lugar, precisar si el establecimiento rural, perteneciente a la Facul-
.tad de Ingeniería de la Universidad de Buenos Aires, puede quedar
comprendido en el concepto de "establecimiento de utilidad nacio-
nal" en los términos de la doctrina del Tribunal sobre el punto.

Si bien es claro que en ese predio no se desarrollan específi-
,camente las tareas de promoción, difusión y preservación de la cul-
tura, fines propios y específicos de la Universidad (Punto I de las
Bases del Estatuto, artículo 2?, ley 23.068), no lo es menos que al
cumplimiento de tales fines se destina el producido de la explo-
tación que en él se realiza, por lo que así corresponde calificarlo.

10) Que, ello sentado, procede reiterar que este Tribunal ya
ha dicho que la legislación propia del Congreso Federal, en los
lugares adquiridos en las provincias para establecimientos de uti-
lidad nacional, no autoriza a concluir que se pretende federalizar
esos territorios en medida tal que la Nación atraiga toda potestad .
de manera exclusiva y excluyente; la supresión de la jurisdicción
provincial debe limitarse a los casos en que su ejercicio interfiera
con la satisfacción del propósito de interés público que requiere
el establecimiento nacional (Fallos: 240:311 y sus citas; 301:1122;
302: 1223, sentencia del 8 de marzo de 1983 in re T.l.XIX. "TAGSA
Transportadora y Almacenadora a Granel S.A.", Comp. N? 332.XX.
"Noguera, Carlos Daniel" del 21 de febrero de 1985).
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11) Que "el criterio para aceptar o excluir el ejercIcIo de po-
'deres provinciales en lugares sometidos a la jurisdicción federal por
interés nacional, es precisamente el de la compatibilidad con dicho
interés. Como ejercicio de una facultad por la provincia en los
enclaves de jurisdicción federal incide siempre en éstos, la pauta
no es la incidencia sino su compatibilidad con «lo afectado o inhe-
rente a esa utilidad nacional» o con «las actividades normales que
la utilidad nacional implique», conforme a los arts. 2'! y 3'! de la
ley 18.310. Debe concluirse que si esa facultad provincial no con-
diciona, menoscaba o impide el interés nacional, es compatible con
él. Los tres efectos censurados, en cuanto disputan en diverso gra-
do su primacía al interés nacional, indican que el ejercicio del poder
provincial es incorrecto" (voto del doctor Pedro J. Frías en Fallos:
301:1122 y Resolución 778/85 en exp. N'! 2382/74 Superintendencia
administrativa) .

12) Que, en el ,caso no se observa que se produzca dicha coli-
sión de intereses, ya que no .puede argüirse, juzgando con los cri-
terios de interpretación restrictiva señalados, que el tributo cuyo
cobro se pretende importe una traba al ejercicio de la actividad
que incumbe a la Universidad demandada, capaz de obstaculizar o
interferir en el cumplimiento de las finalidades que le corresponde
atender y que están en la raíz de la exención legal que alega, por
lo que ha de privar el carácter federal de nuestra organización na-
cional y salvaguardar las facultades propias no delegadas de las
provincias, conforme a lo dispuesto por los arts. 1, 5, 104 Y 105 de
la Constitución Nacional.

Por ello, habiendo dictaminado el señor Procurador, Fiscal, se
declara procedente el recurso extraordinario intentado y se con-
firma la sentencia apelada.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.
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RECURSO EXTRAORDINARIO:' Requisitos formales. Interposición del recurso.
Ante quién debe interponerse.

Si el recurso extraordinario no fue interpuesto ante el tribunal qt¡e
dictó el pronunciamiento que motiva la impugnación, sino que se dedujo
.en la instancia que había intervenido con anterioridad, ello -en virtud
de lo dispuesto por el arto 257 del Código Procesal en lo Civil y Comer-
cial- obsta a su admisibilidad (1).

TOMAS ANIBAL BAZAN V. O.E.B.A.

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Por las personas.
Nación.

Con arreglo a lo dispuesto en los arts. 100 de la. Constitución Naciomi.l,
2~, inc. 6°, y 12 de la ley 48, corresponde a la justicia federal y no a la
provincial conocer de las causas en que la Nación o una entidad nacional
sea pirte, aún en aquellas emergentes de relaciones laborales; a ello no
obsta la circunstancia de que el organismo .estatal -Agua y Energía
Eléctrica- sea citado a juicio en los términos del arto 94 del Código
Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Air<,s(2).

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Por las personas.
Entidades autárquicas y nacionales.

Siendo Agua y Energía Eléctrica una sociedad del Estado, continúa
siend3 propiedad del mismo sin perjuicio de la transformación dispuesta
por decreto 3407/77, que -además- la creó y dictó sus estatutos para
'cumplir con sus fines específicos, lo que hace que los juicios en que
aquélla mtervenga interesan a la Nación al poder eventualmente en-
contrar~e comprometida su responsabilidad, circunstancia que deter-

(1) 29 de abril. Fallos: 257: 90; 266: 216.
(2) 29 de abril. Fallos: 305:200; 307:1724.
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mina h. jurisdicción federal rationae personae de los jueces nacionales
de sección y no de la Corte (1) .

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia originaria de la Corte Supre-
ma. Causas en que es parte una provincia. Generalidades.

Si la Dirección. de Energía de la Provincia de Buenos Aires, es en orden
a lo rlispuesto por la ley 7952de dicho estado local, una entidad autár-
quica (art. 1~) con capacidad para actuar pública y privadamente e
insusc~ptible de indentificarse con la provincia, las causas en que inter-
venga son ajenas a la jurisdicción originaria de la Corte (2).

JURISDICCION y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. Inhibitoria:
planteamiento y trámite.

Es competente la justicia federal de San Nicolás -y no la del trabajo
provincial- si la demanda se promueve contra la Dirección de Ener-
gía de la Provincia de Buenos Aires -indemnización de daños derivados
de enfermedad por accidente- y el actor se desempeñó en relación de
dependencia a partir de la transferencia del servicio público de electri-
cidad onerado entre aquélla y "Agua y Energía Eléctrica", siendo con-
tratado originariamente por esta última, a quien se cita en calidad de
tercero -arto 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia
de Buenos Aires-. Ello es así, pues los juicios en que aquélla interviene
intere~an a la Nación al poder comprometer eventualmente su respon-
sabilidad, lo que determina la jurisdicción federal rationae personae de
los jueces nacionales de sección.

IVONNE BARBARAMOLTKE V. GUILLERMO PAATS y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Procedencia del recurso. Excesos u omisiones en el pronunciamiento.

Es descalificable el pronunciamiento que -al hacer lugar a la demanda
de daños y perjuicios- no resolvió la responsabilidad de la compañía
de seguros. Ello es así, pues al aceptar la culpabilidad compartida de

(1) F.lllos: 181:326;295:394; 303:434.
(2) Fallos: 293:416.
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ambos codeJ;Ilandados,'era menester que la Cámara tratara también
la defensa accesoria atinente a la responsabilidad de la citada en garantía,
puesto que al tribunal se le revirtió la plenitud de la jurisdicción sobre
ese problema y estaba obligado a tratar todas las alegaciones condu-
centes que, por la diversa solución de la instancia anterior, habían sido
omitidas, conclusión que no se altera por la circunstancia de que la
recurrente no hay"_reiterado su petición ante la alzada, toda vez que
la form'l en que se había resuelto la litis en primera instancia, no hacía
necesario insistir sobre dicha cuestión (1).

ACFOR S, A. v. MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del 'recurso. Falta de fundamentación su-
ficiente.

Es des<:aiificable el pronunciamiento que -en un caso en que se de-
mandó la expropiación,irregular de un predio que 'concluyó por haberse
desafectado el inmueble- excluyó de la imposición de costas, las ori-
ginadas en la actividad del perito' contador y del consultor técnico res-
pectivo, por considerar que el resarcimiento cuyo quantum se había
intentado probar por tal medio no habría prosperado -aun de admi-
tirse la demanda en términos generales- pues apuntaba a un' perjuicio
conjetural que -conforme a la ley 21.499- no es, resarcible. Ello es así,
pues si excluyó los honorarios de las peritaciones referentes a los ítems
referidos por juzgar que dichos rubros no podían ser aceptados por cons-
tituir daños eventuales, igual suerte debió seguir lo 'atinente a los hono-
rarios efe los profesionales del derecho que -por el contrario- puso a
cargo de la demandada al admitir tal pretensión como Integrante del
monto del proceso.

(1) 29 de abril. Fallos: 234:307;265:201;299:167,"Bianchi, Héctor A. y
otro c/Dirección Provincial de Vialidad", del 12 de diciembre de
1985.
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. DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema' Corte:

Se trae queja por denegatoria del recurso extraordinario inter-
puesto contra la sentencia de fs. 682/686 en cuanto a criterio de
la accionada tomó como monto del proéeso a los efectos de la fija-
ción de los honorarios a su cargo valores muy superiores' a los
que' debieron considerarse y en cuanto decidió que los honorarios
de los letrados de la actora por su labor en primera instancia que-
daran totalmente a su cargo.

Afirma la apelante que el fallo es arbitrario y que vulnera lo
establecido en los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional.

En Íni opinión, la protes"ta debe tener acogida favorable.

En efecto, si bien la Corte ha establecido que las cuestiones
que versan sobre la regulación de honorarios y las bases compu-
tables para ella no son aptas para habilitar el remedio federal (Fa-
llos: 300:386, entre otros) también ha dicho que ese principio re-
conoce excepción en .aquellos casos en los que se ha incurrido en
arbitrariedad (Fallos: ~98:565).

Entiendo que en autos se ha producido uno de estos últimos
supuestos.

. .

Ello en razón de que el a qua incurrió en auto contradicción
cuando decidió tomar como monto del proceso el de la totalidad
del reclamo formulado por la actora, no advirtiendo que no modi-
ficó el criterio del inferior en el sentido de que no correspondía
ad!TIitir los' daños eventuales y conjeturales, sino que por' el con-
trario lo ratificó (fs. 684/685 vta.) y que como consecuencia no re-
sulta razonable adoptar como base regulatoria aquella totalidad.

De esta conclusión ,se desprende que deba reexaminarse tam-
bién lo decidido respecto de la carga de los honorarios de los letra-
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dos por su labor en primera instancia ya que la modificación del
criterio sobre el que se determina la base regulatoria implica a su
vez, revisar ese tema.

Por lo expuesto, y con el alcance indicado, considero que.cprres-
pbnde admitir la presentación directa, declarar procedente el re-
curso extraordinario de fs. 691/698y ordenar se dicte nuevo pro-
nunciamiento con arreglo a derecho. Buenos Aires, 30 de diciembre
de 1985. Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Afres, 29 de abril de 1986.

.Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la deman-
dada en la causa ACFOR S.A. c/Municipalidad de la Ciúdad de
Buenos Aires", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1':')Que contra el fallo de la-Sala C de la Cámara Nacional de
Apelaciones en lo Civil que modificó en parte lo dispuesto sobre
el monto del litigio y la imposición de las costas, la demandada
interpuso el recurso extraordinario que, denegado, originó la pre-
sente queja.

2':')Que.en el presente juicio se demandó la expropiación irre-
gular de un predio y se reclamq el pago de una indemnización en
concepto de resarcimiento del valor de la empresa "en marcha".
El proceso concluyó por haberse desafectado ei inmueble, mediante
una ordenanza de la Municipalidad cíe la. Ciudad de Buenos Aires.

3':') Que el a qua concluyó que debía aplicarse en forma ana-
lógica un fallo plenario de esa Cámara y por ello tomó en con-
sideración, para establecer el monto del proceso a los fines regu-
latorios, el total de lo reclamado, es decir, incluyó el resarcimiento
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por el cese temporario de la actividad mercantil. Respecto de las
costas, las impuso a la demandada con exclusión de las originadas
en la actividad del perito contador y del consultor técnico respec-
tivo, por considerar que el resarcimiento cuyo quantum se había
intentado probar por tal medio no habría prosperado -aun de
admitirse la demanda en términos generales- pues apuntaba a un
perjuicio conjetural que -'conforme a la ley 21.499- no es resar-

cible~

49) Que, en tales términos, el razonamiento del a qua sólo
constituye un fundamento aparente, puesto que si excluyó los ho-
norarios de las peritaciones referentes a los ítems referidos por
juzgar que dichos rubros no podían ser aceptados por constituir
daños eventuales, igual suerte debió seguir lo atinente a los hono-
rarios de los profesionales del derecho que -por el contrario-
puso a cargo de la demandada al admitir tal pretensión como inte-
grante del monto del proceso.

Por ello, conforme a lo dictaminado por el señor Procurador
General, se hace lugar a la queja, y se deja sin efecto la sentencia

, obrante a fs. 682/686 de los autos principales, en cuanto fue mate-
ria de recurso. Agréguese la queja y remítanse al tribull<tl de su
procedencia. para que -por quien corresponda- se proceda a dic-
tar un nuevo pronunciamiento conforme a derecho.

JOSÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI - JORGE ANTONIO

BACQUÉ.
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PETERS HNOS. S.A.

661

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Excesos u -omisiones en el pro-
nunciamiento.

Es descalificable lo decidido si, para denegar el pedido de"reconocimien-
to del privilegio que los recurrentes sustentaron en su memorial, la
alzada sostuvo que el tribunal se encontraba imposibilitado de conocer
la provéniencia de los créditos que se calificaban de quirografarios y la
de los restantes, pues el juzgado se había abstenido de efectuar las
respectivas individualizaciones y la parte no había develaclo tampoco la
"correspondencia ontológica" de ellos ni cuál era el. privilegio concreto
que pretendía. Ello es así, pues la solución del a quo no toma en consi-
deración que la pretensión se basa en créditos emergentes de relaciones'
laborales y que la' parte expresó en esa ocasión que todos sus reclamos
por capital e intereses gozaban de los privilegios a que hace referencia;
pretensión que fue compartida por el síndico del concurso tanto al con-
testar el trasiado del incidente de verificación cüanto al. responder al
memorial respectivo (1) .

RICARDO AVALaS v. "NAClONARGENTINA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpmtación de normas y actos comunes.

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la senten-
cia que hizo lugar a la excepción de prescripción opuesta por el Estado
Nacional contra la demanda por resarcimiento de daños y perjuicios fun-
dada en la supues~a detención ilegítima que el actor sufriera durante los
años 1976y 1977.Ello es así, pues lo decidido remite al tratamiento de
cuestiones de naturaleza fá~tica y de derecho común y procesal, propias,
por regla, de los jú("ces de la causa y ajenas a la instancia extraordinaria.
Tal lo referente a la omisión de abrir a prueba la excepción y lo
atinente a la prescripción y el cómputo de su plazo.

(1) 29 de abril.
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RECURSO EXTRAORDINARIO:. Requisitos propios. Cuestiones no .federales.
Sentef1cias arbitrarias. Improcedencia del recurso.

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra el. pronun-.
ciamiento que -al hacer lugar a la excepción de prescripción- enten-
dió que, aun de aplicarse el arto 3980del Código Civil la acción debió
ser interpuesta en el término de tres meses contados desde que hubo
cesadó el ~~ecfunento, para lo cual. no era requerible -contrariamente
a lo sostenido por el recurrente- la integración conforme a la previsión
constitucional de todo el Poder Judicial de la Nación, atento ~l principio
de continuidad jurídica del Estado.

PRE$CRIPCION: Suspensión.

No obsta para interponer la querella prevista en el art. 3982'bis del
Código Civil la ignorancia de la identidad de los agentes adrninistrati-
vos que le habían privado de .su "libertad, pues el arto 176, inc, 2~, del
Código de Pro'cedimientos en o Materia Penal prevé claramente el su-

o puesto de querella a persona no determinada.
11' '.

PRESCRIPCION: Tiempo de la prescripción. Materia civil.

No cabe distingUir entre la acción por resarcimiento de los daños cau-
sados por la actividad lícita o la ilícita del poder público, siempre que
la' responsabilidad sea de origen extracontractual, por lo que resulta
aplicable el arto 4C37 del Código Civil -prescripción. bienal- y no el
4023del mismo cuerpo legal.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 29 de abril de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en
la causa Avalos, Ricardo e/Estado Nacional", para decidir sobre su
procedenci.a.

Considerando:

1':') Que contra la resolución de la Sala N,:, 3 de la Cámara Na-
. cional de Apelacion'es en lo Contenciosoadministrativo Federal, con-
firmatoria de la de primera instancia que hizo lugar a hl excepción
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de prescripción opuesta por el Estado Nacional contra la deman-
da por resarcimiento de daños y perjuicios, el actor interpuso el
recurso extraordinario que, denegado, originó la presente queja.

2<;»Que en esta litis, iniciada en abril de 1984, se reclama el
pago de una indemnización por los daños que el actor dice sufrir
desde su detenCión -que reputa ilegítima- en el año de 1976, la
que continuó hasta marzo de 1977, oportunidad en que fue puesto
en libertad por decreto del Poder Ejecutivo Nacional. Este invocó'
la: prescripción liberatorifl del arto 4037 del Código Civil y -a todo
evento- consideró vencido el plazo del arto 3980 del mismo código.
En ambas instancias se hizo lugar -a la defensa sin abrir la causa
a prueba.

3<;»Que en el recurso extraordinario el actor se agravia de esta
última circunstancia. Afirma que ello le impidió probar que su de-
tención fue investigada por la CONADEP,y que el daño sigue flu-
yendo. También sostiene que medió apartamiento de lo dispuesto
en los arts. 3980, 3982 bis y 4023 del Código Civil. Del primero por-
que esa norma importa que haya cesado el' impedimento fáctico al
que hace referencia, lo que en la especie no ocurri6 hasta la fecha
de promoción de la ,demanda pues hasta entonces no se había inte-
gra~o el Poder Judicial de la Nación conforme a las disposiciones
constitucionales. En orden al arto 3982 bis por cuanto mal podía
suspenderse el curso de la prescripción por la interposición de que-
rella criminal cuando se igriora qué agentes administrativos inter-
vinieron en el hecho, a la par que no sería posible querellar a des-
conocidos. También habría apartamiento de lo dispuesto en el arto
4023 del, Código Civil, el que correspondía aplicar en la especie por
tratarse -como afirma el recurrente, en subsidio- de un acto
lícito dañoso. Finalmente el a qua habría omitido considerar que
el plazo de prescripción del arto 4037 que aplica, sólo empieza a
contarse desde que ha cesado el hecho dañoso (arg. arto 3959), lo
que no ocurrió en el caso de autos hasta después de instaladas las
nuevas autoridades constitucionales.

4<;»Que -como se advierte- los temas traídos por ,el recu-
rrente a conocimento de esta Corte remiten al tratamiento de cues-
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tiones de naturaleza fáctica y de derecho común y procesal, pro-
pias, por regla, de los jueces de la causa y ajenas a la instancia
extraordinaria. Tal lo referente a la omisión de abrir a prueba la
excepción (Fallos: 298:676; sentencia in re "Andrés, Carlos A. si
causa N'? 27.463" A.73.xX. del 28 de junio de 1984) y lo atinente a
la prescripción y el cómputo de su plazo (Fállos: 297:307, 392;
302:159).

5'?) Que, por lo demás, la sentencia que las resuelve cuenta con
fundamentos de aquel carácter que bastan para sustentarla como
acto judicial y obstan al progreso de la tacha que se le opuso con
invocación de la doctrina sobre arbitrariedad (Fallos: 290:95; 300:
200; 304:1633).

6'?) Que, en particular, cabe señalar que el a qua consideró
que aun de aplicarse el arto 3980 del Código Civil la acción debió
ser interpuesta en el término de tres meses contados desde que
hubo cesado el impedimento, para lo cual no es requerible -con-
trariamente a lo sostenido por el recurrente- la integración con-
forme a la previsión constitucional de todo el Poder Judicial. de la
Nación, atento al principio de continuidad jurídica del Estado. En
la especie, lo expuesto a fs. 14 vta./15 por el recurrente sólo se
refiere a la pretendida imposibilidad fáctica de actuar en el período
que media desde la asunción del Poder Ejecutivo en diciembre de
1983 hasta la fecha de, promoción de la demanda, lo cual deja sin
.tratamiento el que corre desde 1977 -fecha en que cesó el daño
al haber desaparecido su causa en la oportunidad en que el actor
recobró su libertad aun cuando el perjuicio no hubiese sido repa-
rado- o desde el cumplimiento de la prescripción bienal -1979-
hasta 1983. Por lo demás, es claro que dicha norma supone una
prescripción ya cumplida, lo que no se corresponde con la decenal
cuya aplicación se pretende.

7'?) Que, con respecto al afirmado apartamiento de lo previsto
en el arto 3982 bis del Código Civil, debe señalarse que aun en la
hipótesis de que cupiese su aplicación, no constituiría óbice para
intt;rponer la querella prevista en dicho artículo la ignorancia de
la identidad de los agentes administrativos que le habían privado
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de su libertad, pues el arto 176, inc. 2':',del Código de Procedimien-
tos en Materia Penal prevé claramente el supuesto de querella a
persona no determinada.

8':') Que -por último- tampoco se advierte arbitrariedad en la
circunstancia de que el a qua no haya aplicado al caso la prescrip-
ción decenal del art. 4023 del Código Civil, pues desde la modifi.
cación del arto 4037 por la ley 17.711 no cabe distinguir entre la
acción por resarcimiento de los daños causados por la actividad
lícitq o la ilícita del poder público, siempre que la responsabilidad
sea de origen extra contractual, por lo que resulta aplicable el se-
gundo de los citados preceptos y no el primero (Fallos: 300:143;
304:721).

Por ello, se desestima la queja.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT
- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.

JUAN JOSE ALARCONy OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes.' Cuestión justiciable.

El pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia de la Provincia de
Santa Fe que desestimó la impugnación formulada contra la decisión
mediante la cual -~n cumplimiento de lo dispuesto en el arto 92, in-
ciso 5~.de la Constitución provincial- había resuelto proponer al Poder
Ejecutivo provincial doce ternas de candidatos para la provisión de va-
cantes en otras secretarías de primera instancia de los tribunales de
Rosario, ha sido dictado en actuaciones de superintendencia que no
constituyen -por regla- el juicio al que se refiere el arto 14de la ley 48,
sin que se advierta que por ese medio se vulnere en forma irreparable
derecho federal algnno, ya que el apelante omitió demostrar que la reso-
lución arlministrativa no es susceptible de revisión por. vía de acción u
otro recurso.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 29 de abril ?-e 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Juan José
Alarcón .y otros en la causa Alarcón, Juan José y otros s/expte.
N'? 1260/1984", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

Por ello, se desestima la queja .

.. AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.
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LUIS ALVES y OTROS v. CiA. HOTELERA SUDATLANTICA y OTROS.

667

RECURSO EXTRAORDINARIO: RequisiTos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de _normas locale~ de procedimiel1to. Doble instancia y recursos.

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia
que. declaró mal concedido el recurso de inaplicabilidad de ley por no
haberse dado cumplimiento al depósito dispuesto por el art. 56 de la
ley 7718de la Provincia de Buenos Aires. Ello es así, pues las resolucio-
nes qu.:: declaran improcedentes recursos interpuestos ante los tribu-
nales locales no justifican,' como regla el otorgamiento de la apelación
del arto 14 de la ley 48.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cue~tiones no federales.

Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Exceso ritual manifiesto.

Si bien- las resoluciones que declaran improcedentes los. recursos inter-
.puestos ante los tribunales locales no justifican, como regla, el otorga-
miento de la apelación del arto 14 d.e la ley 48, corresponde apartarse
de tal p"ir\cipio, cuando, como en el caso, el pronunciamiento apelado
revela tm exceso ritual susceptible de frustrar el derecho federal invo-
cado. Ello es así, pues toda vez que el depósito previo de capital, inte-
reses y costas dispuesto por el arto 56 de la ley 7718de la Provincia de
Buenos Aires tiende a asegurar el cumplimiento de la condena, exigir
dicha imposición a la provincia, cuya solvencia es indiscutible, importa
una aplicaci~n mecanica de tal precepto y umi renuncia consciente a la
verdad jurídica objetiva, incompatible con el adecuado servicio de jus-
ticia; máxime si se tiene en cuenta, tal cómo sostiene el recurrente,
que el decreto 8879/77autoriza a sustituir el depósito en dinero por su
equivalente en títulos o valores de la Nación o de la Provincia de Bue-
nos Aires.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires,' 29 de abril de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la Fiscalía
de Estado de la Provincia de Buenos Aires en la causa Alves, Luis
y otros e/Cía. Hotelera SudatIántica y otros", para deCidir sobre su
procedencia.
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Considerando:

FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

/

1<;»Que la sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la Pro-
vincia de Buenos Aires declaró mal concedido el recurso de inapli-
cabilidad de ley por no haberse dado cumplimiento al depósito dis-
puesto por el art. 56 de la ley 7'718. Contra tal pronunciamiento se
interpuso el recurso extraordinario, cuya denegación motiva la pre-
sente queja.

2<;»Que resulta aplicable al caso la conocida jurisprudencia de
la Corte según la cual, las resoluciones que declaran improcedentes
recursos interpuestos ante los tribunales locales no justifican, como
regla, el otorgamiento de la apelación del arto 14 de la ley 48 (Fa-
llos: 278:187; 281:38; sentencia del 7 de marzo de 1985 en la causa
R.143-XX, "Recabarren, Segundo Abegael c/Juárez, Cristóbal Gil y
otros") .

3<;»Que, 'por lo demás, la decisión cuestionada cuenta con fun-
damentos suficientes de orden no federal que, no obstante su opi-
nabilidad, bastan para sustentarla e impiden su descalificación como,
acto judicial válido.

Por ello, se desestima la queja.

JOSÉ SEVERO CABALLERO AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI (en disidencia) -
JORGE ANTONIO BACQUÉ (en disidencia).

DISIDENCIA DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON ENRIQUE SANTIAGO'

PETRACCHI y DON JORGE ANTONIO BACQUÉ.

Considerando:

1<;»Que la sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la Pro-
vincia de Buenos Aires declaró. mal concedido el recurso de ina-
plicabilidad de ley por no haberse dado cumplimiento al depósito
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.-dispuesto por el art. 56 de la ley 7718. Contra tal pronunciamiento
.se. interplÍsoel recurso extraordinario, cuya denegación motiva la
presente queja.

2':') Que el a qua entendió que en la mencionada norma no se
estableCÍan distinciones que permitieran eximir a la Provincia de
,esa exigencia procesal' para poder recurrir de la sentencia conde-
natoria ante ese tribunal.

3':') Que si bien las resoluciones que declaran improcedentes
los recursos interpuestos ante los tribunales locales no justifican,
,como regla, el otorgamiento de la apelación del arto 14 de la ley 48
(Fallos: 278:187; 281:38; sentencia del 7 de marzo de 1985 en la
causa R.l43-XX, "Recabarren, Segundo' Abegael c/Juárez, .Cristóbal
Gil y otros"), corresponde apartarse de tal principio cuando, como
en el caso, el pronunciamiento apelado revela un exceso ritual sus-
,ceptible de frustrar el derecho federal invocado (Fallos: 301:1149;
303:1535; 305:576).

4,:,) Que, eh efecto, toda vez que el depósito previo de capital,
intereses y costas dispuesto por el art. 56 de la ley 7718 tiende a
.asegurar el cumplimiento de la condena, exigir dicha imposición
a la Provincia, cuya solvencia es indiscutible, importa una aplica-
ción mecánica de tal precepto y una renuncia consciente a la ver-
dad jurídica objetiva, 'incompatible' con el adecuado servicio de
justicia; máxime si se tiene en cuenta, tal como sostiene el recu-
rrente, que el decreto 8879/77 autoriza a sustituir el depósito en .
.dinero por su equivalente en títulos o valores de la Nación o de
la Provincia de Buenos Aires .

. Por ello, se hace lugar a la queja, se declara procedente el
:recurso extraordinario y se deja sin efecto la resolución apelada.

ENRIQUE SANTIAG{) PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQuÉ.
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JOSE ODASSO". CAJA DE PREVISION y SEGURIDADSOCIAL DE ABOGADOS'
y PROCURADORESDE LA PROVINCIA DE CORDOBA

.RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas y actos locales úz general.

Es. improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia
que ordenó á la Caja de Previsión y Seguridad Social de Abogados y
Procuradores de la Provincia' de Córdoba que continuara el trámite de
la jubilación ordinaria solicitada por el actor, sobre la base de computar
los períodos en que el afiliado había efectuado aportes de acuerdo con
lo qu~ prescribía el arto 78 de la ley 4474.Ello es así, pues las partes
discuteon la interpretación del régimen especial que la provincia insti-
tuyó para abogados y procuradores que no se encontrase dentro del
sistem~ de reciproridad jubilatoria, lo cual pone de manifiesto que se.
trata de una materia que -en principio- no es revisable en la instancia
de excepción, en razón del respeto debido al derecho de los estados.
provinCIales de darse sus propias instituciones y regirse por ellas (1).

LEY: Interpretación y aplicación.

Si bien la ley 4474de la Provincia de Córdoba había sido derogada' al
tiempo de la solicitud del actor, no lo es menos que la ley 6468-que la
sustituyó- regula un sistema que permite obtener el cómputo de ser-

. . I
vicios por el período que se discute, lo que revela la improcedencia de.
los agravios en tal sentido, dado que sólo traducen las discrepancias.
con el criterio que utilizó el tribUnal para decidir el tema.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recw'so. Defectos' en la fundamentación
normativa.

Si bien no incumbe a la Corte por la vía excepcional del art. 14 de la
ley 48, l'evisar la aulicación e interpretación de disposiciones de derecho.
público local efectuada por los tribunales provinciales, ]¡i utilización
de úna norma que ya no regía al momento de dictarse, el pronuncia-
miento, permite descalificar la decisión como ,arbitraria. Así ocurre en
el caso en que el a qua invocó expresamente el arto 53 de la ley 4474
.de la Provincia de Córdoba, sin reparar en que dicho precepto había
si'do derogado incuestionablemente por la ley 6468,al tiempo en que el
actor presentó .la solicitud de jubilación como abogado y sin que .exista.

(1) 29 de abril.
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constancia de que rigiera tal ley al. momento de la cesación de los servi-
cios (Disidencia d"l Dr. José Severo Caballero) (1).

AMALIO VILLORDO y OTROSV. DOERR PRODUCTOS BIOLOGICOS S. R. L.
y/o DUPOMAR S.A.C.I.F.

RECURSO 'EXTRAORDINARiO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. Reso-
luciones anteriores a la sentencia definitiva. Medidas precautorias. ,;

La decisión que estableció que la declinatoria opuesta por el embargado
.en el incidente de medidas cautelares podía ser .resuelta en el proceso
principal, no constituye sentencia definitiva en los términos del arto 14
de la ley 48 ni resulta equiparable a ella (2).

(1) Fallos: 219:392; 237:438; 238:444; 239:204; 247:292; 248:225; 251:309;
254:38; 261:223; 268:186; 269:117; 270:52; 297:452; 306:718.

(2) 29 de abril.
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ALCALIS DE LA PATAGONIA S.A.J.C.

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO.

El denomi.nado crédito fiscal por impuesto al valor agregado no reviste
el carácter de un verdadero crédito del sujeto pasivo de la obliga-
ción tributaria, cuya satisfacción pueda reclamar en todo supuesto
al organismo recaudador, sino que constituye tan sólo uno de los tér-
minos (le la sustracción prevista por la ley dentro del sistema de li-
quidación del gravamen, lo que requiere, para su virtualidad, que
deba operar en relación necesaria con el elemento restante -cons-
tituido por el débito- ya que sólo de la conjugación de"ambos podrá
resultar un saldo susceptible, en su caso, 'de libre disposición.

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO.

El llamado. crédito fiscal constituye una acreen<::ia sujeta a la con-
dición legal de que se verifiquen operaciones generadoras de un dé-
bito contra el que aquél pueda. ser imputado, lo que implica' que el
momento en que el adquirente de los bienes satisface el impuesto
no coincide con aquél en el cual el tributo ingresado se convierte en
crédito fiscal, ya que no sólo su medida sino también su existencia
dependen de la ulterior concreción de tales operaciones. A eilo no
obsta el arto 13 de la ley 20.631, toda vez que, por referirse al modo
en que los contribuyentes podrán utilizar los saldos. que les sean
favorables, requiere que se haya cumplido la' condición a la que el
crédito fiscal se subordina.

DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL D~ LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

. A mi modo de ver, el recurso extraordinario deducido a fs. 122/
126 no satisface el requisito de fundamentación que exigen el arto 15
de la ley 48 y la reiterada doctrina de V. E.

Así lo considero, pues la recurrente se limita a signar en for-
ma dogmática a los arts. 8, 9 Y 13 de la ley 20.631 (t.o. 1977 y sus
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modif.) y 17 de su reglamentación, un alcance diverso del que le
asignara el a qua, sin desarrollar los fundamentos sobre cuya base
prqpone ótorgarles' dicho alcance, sin que tal deficiencia. pueda sub-
sanarse por medio de la remisión ,que se efectúa a fs. 125 vta. a
las razones expuestas en. el pronunciamiento del Tribunal Fiscal.

Por ello, opi.no que corresponde declarar mal concedido el re-
curso extraordinario. Buenos Aires, 7 de .diciembre de 1984. José
.Augusto Lapierre.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 6 de mayo de 1986.

Vistos los autos: "Alcalis de la Patagonia SALC. s/apelación
por denegatoria .de repetición".

Considerando:

'19) Que la Sala N9 3 de la Cámara Nacional de' Apelaciones en
lo Contenciosoadministrativo Federal, al revocar el pronunc;iamiento
de la instancia anterior, denegó la devolución de la~ sumas que,
como saldo a su favor resultante de las declaraciones juradas del
impuesto al' valor agregado presentadas por los años 1977 a 1981
inclusive, requirió Alcalis de la Patagonia SALC.

"-
29) Que contra la sentencia interpuso la act<;>rarecurso extra-

ordinario, que resulta procedente toda vez que se cuestiona la inte-
ligencia asignada a normas federales, y la .sentencia definitiva del
superior tribunal de la causa es contraria al derecho que en ellas
funda -la apelante (art. 14, inc. 39 de la ley 48).

39) Que las .sumas cuyo reintegro se demanda, reconocen. su
origen en el credito fiscal emergente del impuesto al valor agre-
gado' tributado por la firma al efectuar diversas inversiones en bie-
nes. destinados a una planta productora de soda solvay que, por no



- DE JUSTICIA DE LA NACIÓN . 675

haber sido aún puesta en funcionamiento, no ha generado ingreso
alguno.

4?) Que la apelante afirma que en virtud de 10 dispuesto por
el arto 13 de la ley 20.631, modificada por la ley 22.294, los importes
pagados en concepto del tributo constituyen un crédito a su favor
del que puede disponer libremente, lo que hace procedente', en con-
secuencia, la devolución que solicita. Agrega que ello no se ve afec"
tado por el hecho de no haber realizado aún operaciones que. den
lugar al débito fiscal respectivo, ya que no existe en la ley de la
materia disposición alguna que impida vincular las compras .reali-
iadas cdn operaciones gravadas futuras.

S?) Que para resolver la cuestión debatida ha de acudirse a las
disposiciones de la ley 20.631 que fijan la naturaleza de los créditos
y débitos fiscales, y en especial, al arto 8, inc. a) que se refiere a
la esencia del gravamen -al establecer. que para arribar al crédito
fiscal computable deberá sustraerse del impuesto que resulta al
aplicar la alícuota establecida sobre las operaciones gravadas en
una determinada etapa del ciclo económico, el monto de. ~mpuesto
que corresponda a las' operaciones gravadas en la etapa precedente.
Se logra así que en cada estadio el impuesto obtenido recaiga sólo
sobre el valor añadido en él.

6?) Que integrando el sistema así estructurado en orden ano
desvirtuar esa finalidad, el arto 9, segundo. párrafo, establece el tra-
tamiento que deberá otorgarse a los créditos fiscales derivados de
adquisiciones vinculadas en forma inescindible con operaciones gra-
vadas, exentas y no gravadas, cuando la apropiación de aquéllos a
unas y otras no fuera posible; y concordemente,. determina para
el supuesto de inexistencia de operaciones, la postergación del
cómputo del c~édito hasta el año fiscal inmediatamente posterior
a aquél en que se verifique alguna de ellas.

Tales pautas rigen asimismo para las inversiones en bienes
de uso, según lo dispone el arto 10, que establece que la respec-
tiva imputación se efectuará a partir del período de habilitación
del bien, es decir, desde aquél en que resulte afectado material-
mente a la. actividad.
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7?) Que las normas referidas, cuya exégesis debe tender a inda-
gar su verdadero alcance mediante un' examen atento y profundo
de sus términos que consulte la racionalidad de los preceptos y
la voluntad del legislador, teniendo en cuenta su contexto general
y los fines que las informan (Fallos: 304:1181 y sus citas, entre
muchos otros) llevan a concluir que el denominado crédito fiscal
por impuesto al valor agregado no reviste el carácter de un ver-
dadero crédito del sujeto pasivo de la obligación tributaria, cuya
satisfacción pueda reclamar en todo supuesto al organismo recau-
dador, sino que constituye tan sólo uno de los términos de la sus-

. tracción previsfa por la ley dentro del sistema de liquidación del
gravamen, lo que requiere, para su virtualidad, que deba operar

.en relación necesaria con el elemento restante -constituido por
el débito-, ya que sólo de la conjugación de ambos podrá resul-
tar un saldo susceptible, en su caso, de libre disposición.

8?) Que en tales condiciones el llamado crédito fiscal consti-
tuye una acreencia sujeta a la condición legal de que se verifiquen
operaciones generadoras de un débito contra el que aquél pueda
ser imputado, lo que implica que el momento en que el adquirente

. de los bienes satisface el impuesto no coincide con aquél en el cual
el tributo ingresado se convierte en crédito fiscal, ya que no sólo
su medida sino también su existencia dependen de la ulterior con-
creción de tales operaciones.

9?) Que el arto 13 de la ley que rige el impuesto en nada altera
la conclusión a que se arriba, toda vez que, por referirse al modo
en que los contribuyentes podrán utilizar los saldos que les sean
favorables, requiere ,que se haya cumplido la condición a la que
el crédito fiscal se subordina.

Por ello, y habiendo dictaminado el señor Procurador Fiscal,
se confirma la 'sentencia de fs. 117/119. Costas por su orden, en
atención a que, por las características de la cuestión debatida, la
recurrente pudo creerse con derecho a sostener su posición (art. 68,
in fine, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

_ ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.
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RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Juicios en que la
Nación es par~e.

No corresponde acoger el agravio' referente a que los acreedores de
los créditos reclamados serían los bancos cesionarios y no la inci-.
dentista, si no fue presentado por la parte en las instancias anteriores,
donde se limitó a señalar los efectos que esa cesión tendrían sobre el
derecho al ajuste por depreciación que admite la ley 21.392, sin des-
conocer el. derecho de la incidentista.

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Juicios en que la
Nación es parte.

No cabe admitir la compensaCIOnque pretende la Dirección Nacional
de Vialidad atento a que la incidentista -empresa contratista que
había realizado obras para la demandada- manifestó su disconformi-
midad al suscribir los documentos mediante los que se instrumentó
los débitos. La falta de una posterior fundamentación que alega la
recurrente no es atendible, ya que la compensación no se intentó
en el momento de emitir. los certificados sino al efectuar las liqui-
daciones de aquéllos, en fecha posterior al auto que declaró Ía quiebra.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 6 de mayo de 1986.

Vistos los autos: "Constructora Vial, S.A. sjincidente de cobro:
de acreencia a la Dirección Nacional de Vialidad".

Considerando:

1~) Que la Sala C de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo
Comercial confirmó el fallo del juez de primera instancia,que
aprobó la liquidación de las sumas adeudadas por la Dirección
Nacional de Vialidad presentada en este incidente por el síndico
de la fallida -empresa contratista que había realizado obras para
la demandada-o

/
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29) Que contra ese pronunciamiento interpuso recurso ordi-
'nario de apelación la Dirección Nacional de Vialidad, concedido a
fs. 65, el que resulta procedente toda vez que se trata de tina sen-
tencia que pone fin ~ lo actuado, r:ecaída en una causa en que la
Nación es parte,. y el valor cuestionado, actualizado a la fecha de
interposición de la apelación, supera el mínimo establecido por el
art.24, inc. 69, apartado a), del decreto-ley 12Bs/58,modificado se-
gún la ley 21.798 y resolución de esta Corte N9 50/85.

39) Que este incidente se formó a .instancias del síndico de la
fallida, quien perseguía el cob~o del crédito, documentado en dos
certificados de obra, _que adeudaría a la incidentista la demandada,
originado en la construcción de la obra de acceso a la Base Aérea
Militar y playa de estacionamiento de la Aeroestación de Río Ga-
llegos, Provincia de Santa Cruz, y el ensanche de la cabecera 25
en el Aeropuerto Río Gallegos.

La demandada se opuso a la liquidación en que la incidentista
concretó su pretensión, aduciendo que ésta no tenía en cuenta los
certificados negativos obran tes en las actuaciones administrativas
agregadas, compensables con los ttaídos por aquélla a los efectos
de determinar el crédito resultante; se opuso también a la aplica-
ción de las pautas de la ley 21.392 para efectuar el ajuste por de-
preciación monetaria y depositó la cantidad de $a 3055,87 que era
lo que a su entender adeudaba, tras efectuar la compensación.

El juez de primera instancia desechó los argumentos de la
demandada y aprobó la liquidación presentada, pues sostuvo que
si algún crédito tenía la demandada contra el incidentista, debió
hacerlo .valer en el concurso de aquélla y no en este proceso; señaló
también que la. actor<;l había reclamado el ajuste por depreciación
en tiempo hábil.

La Dirección Nacional de Vialidad apeló la sentencia; fundó su
recurso en que el juez no había tenido en cuenta la suma líquida
documentada en uno de los certificados, la inaplicabilidad alegada
de la ley 21.392 para el ajuste por depreciación monetaria y el he-
cho de que los certificados negativos forman parte de la liquida-
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ClOn de los reclamados, cuya fecha es anterior a la de la decla-
ración de quiebra.

1

4':') Que el a qua, al dictar la sentencia que es ahora objeto de
recurso -en la que se remite a los argumentos vertidos por. el Fis-
cal de Cámara en su dictamen- entendió que la apelante carecía
de razón' en tanto no pudo válidamente efectuar la .compensación
que pretendía, ya que los certificados negativos fueron suscriptos
en disconformidad por la representante de Constructora Vial S.A.,
por lo que no existió liquidez, de los débitos rechlmados; entendió
que el reconocimiento de tales créditos 'sólo podía intentarse por
vía de su verificación.

En cuanto al tema de la aplicación de la ley 21.392 para la
actualización, estimó que si bien la incidentista había cedido sus
derechos, tales operaciones quedaron sin efecto cuando las cesio-
narias concurrieron a verificar" esos créditos en la quiebra de la
cedente; sobre la falta. de reclamo. de la actualización, señala que
.ellaes contradicha por las constancias de la causa. Agrega que,
más allá de las circunstancias reseñadas, sería totalmente inequi-
tativo que se admitiese el pago en valores nominales," recordando
la jurisprudencia de esta Corte conforme a la cual la actualizacIón
po"r depreciación monetaria no importa un accesorio, sino el man-
tenimiento de la equivalencia de las prestaciones en el tiempo.

s':') Que' la recurrente se agravia de que la sentencia apelada
no proporcionó fundamentos jurídicos para no considerar que los
acreedores de la Dirección Nacional de Vialidad eran los bancos
cesionarios y no la incidentista, que había cedido sus créditos a
aquéllos, cesión que fue anterior a la quiebra de la cedente.

Ataca también el rechazo de la compensación que se habría
operado a raíz de créditos de la demandada contra la incidentista,
que el a qua basó en el carácter ilíquido de tales créditos, atento
a que la, empresa firmó en disconformidad los certificados nega-
tivos. Aduce que tal disconformidad no fue posteriormente fun-
dada dentro del plazo c~nvenido contractualmente y que la reserva
formulada en el acta de recepción provisional .obra en beneficio
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del saldo insoluto de los certificados cuyo importe -en valores no-
minales- se depositó en cumplimiento de orden judicial.

En cuanto a la actualización de la suma remanente, señala que
no es exacto que se oponga a ella -como indica la Cámara- sino
que su pretensión consiste en que el ajuste no se haga conforme
a lo dispuesto por el arto 1':' de la ley 21.392, norma que no resul.
taría' aplicable al caso por haber sido negociado el crédito, pero
no se opone a la utilización de otros medios de repotenciación que
conservan igualmente el valor del dinero.

6':') Que el agravio de la recurrente referente a que los acree-
dores de los créditos reclamados serían los bancos cesionarios y
no la incidentista no fue presentado por la parte en las instancias
anteriores, donde se limitó a señalar los efectos que esa cesión
tendrían sobre el derecho al ajuste por depreciación que admite la
ley 21.392, sin desconocer el derecho de la incidentista. Esto obsta
a su consideración a esta altura del proceso; no obstante ello, cabe
agregar que la afirmación del Fiscal de Cámara, de que un fun-
cionario de su' dependencia constató la verificación de los créditos,
no fue negada por la recurrente.

7':') Que no cabe tampoco admitir la compensaclOn que pre-
tende la recurrente atento a que la incidentista manifestó su dis-
conformidad al suscribir, los documentos mediante los que se ins-
trumentó los débitos. La falta de una posterior fundamentación
que alega la recurrente no es atendible, 'ya que la compensación
no se intentó en el momento de emitir los certificados sino al efec-
tuar las liquidaciones de aquéllos, en fecha posterior al auto que
declaró la quiebra (confr. fs. 390 de los autos principales, fs. 221
del expte. administrativo N,:, 12.064 y fs. 145 del N,:, 12.067, ambos
unidos por cuerda en estos autos), ~on violación de lo dispuesto
por el arto 133 de la ley 19.551 -ley 22.917-.

8':') Que en lo que se refiere a la actualización de los créditos
por depreciación monetaria, tampoco son atendibles los agravios
de la recurrente. En su 'memorial deja en claro que no se opone
al ajuste; rechaza que éste se haga conforme a las disposicones
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de Ía Íey 21.:392,arto 1'?,pero nO se opone a que pueda hacerse "por
otros medios que igualmente conservan el valor del dinero".

Esto sentado, y puesto que no indica qué gravamen concreto
le ir,rogala aplicación de la norma que emplea el a quo, ni que
ella no sea uno de .los medios aptos para conservar el valor del di-
nero, no se hallan razones para modificar lo decidido en la materia.

Por ello, se confirma la sentencia apelada. Con costas. Noti-
fíquese.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.

ANTONIO JOSE CUGLIANDOLO V. NACION ARGENTINA
(MINISTERIO DE AGRICULTURA y GANADERIA)

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales ..
Interpretación de normas y actos comunes.

Los. agravios destinados a intentar la revisión de las conclusiones' del
a quo referentes a que en el caso se habría configurado un supuesto
de cesantía encubierta y a la falta de un procedimiento sumarial .pre-
vio a la prescindibilidad dispuesta deben ser desechados, pues se

/ vinculan .con el análisis de temas de hecho, prueba y de derecho co-
mún, extremo cuyo conocimiento compete a los jueces de la causa y
resulta ajeno,. como regla y por su naturaleza, a la instam:ia extra-
ordinaria (1).

(1) 6 de mayo. Fallos: 307:1204,1220.Causas B-589. XIX. "Banc.:> de la
Nación Argentina c/Morcillo, Norberto A. s/pago por consignación
- acumulado N~ 1574/81";B-lOOXX. "Bedini Laredo, Jorge c/Estado
Nacional s/nulidad de resoludón"; R-13.XX. "Rodríguez de Ritter-
busch, Martha Miriam c/Estado Nacional. (Ministerio de Cultura y
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EMPLEADOS PUBLICaS: Nombramiento y cesación. Prescindibilidad y supre-
sión de cargos.

No corresponde el pago de salarios por funciones no desempeñadas
durante el período qu~ media entre la separación del agente publico
dado ilegítimamente de baja y su reincorporación, máxime si 110 se
han 3cr~rlitadc los perjuicios que el apelante pudo haber sufrido y
que hubieran hecho necesario considerar la responsabilidad de la Ad-
ministración, ya que no basta la ilegitimidad del acto de baja para
acordar el reclamo por 'los salarios caídos (1).

MANUEL MADANES

IMPUESTO: IY'.terpretacióli de normas impositivas.

El decreto 957/70 -reglamentario de la ley 18.529, que instituyó un
'régimen que tuvo como propósito la regularización patrimonial de los
contribuyentes, estableciendo un tratamiento de excepción que les per-
mitiera ajustar su situación impositiva frente al fisco-, de conformi-
dad con lo previste por .la ley para impue~tos ingresados 'a cuenta, o
retenciones sufridas, ~adió en el arto 21, inciso d), que los saldos de
impuesto a favor de los contribuyentes que resultaran de la última

Educación) s/nulidad de resolución"; S~165.XX. "Salom, Graciela M.
S. c/Estado Nacional s/nulidad de resolución", y N.146. XIX. "Na-
varro, Ricardo e/Banco de la Nación Argentina s/nulidad de reso-
lución", falladas el 23 de abril, 1~de agosto, 17 y 31 de octubre d~
1985,sus citas y muchos otros. '

(1~ Fallos: 144:1~8; 172:396; 192:436; 255: 9; 291:.406; 295:318; 297:427;
'299:72,73 y 74; 302:786,'1544;304:199,1459;307:'1199,1215;causas K.3I.
XX. "Kowalsky, Julio c/Estado Nacional (A.N.A.) s/ordinario";
S.136. XX.' Schmid,' Ornar c/Estado Nacional - Congreso Nac. s/nu.
lidad de resolución"; A.99.xX. "Alfaro, Carlos Alberto e/Estado Na.
cional (A.N.Á.) s/nulidad de acto administrativo"; A-425.XX."Alonso;
Lino c/Estado Nacional (D.G.!.) s/nulidad de resolución"; V.124.XX.
"Vitale, Roberto c/I<¡lNación s/ordinario", falladas el 1~de agosto,
22 de octubre y 5 de noviembre de 1985,respectivamente, sus citas
y muchos otros.
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declaración jurada presentada, no. utilizados hasta el día 25 de febre-
ro de 1970inclusive, tendrían el mismo tratamiento que aquéllos, o sea,
serían considerados como renta justificada, lo que permite concluir
que el citado decreto incorporó un supuesto que involucra también
un importe a favor de los responsables.

IMPUESTO: Interpretaci6n de normas impositivas.

El espíritu que informó íntegramente la ley 18.520y su decreto regla-
mentario 957/70, fue el de' promover la regularización de la situación
fiscal de los contribuyentes que no habían, cumplido debidamente con
las norm:lS de imposición a la renta, facultándolos a justificar las ren-
tas omitidas, mediante la declaració!! de las que "realmente" fueron
obtenidas, con la finalidad de adecuarse al régimen 'legal. Por ello los
contribuyentes que optaron por acogede al régimen especial, con dicho
acto formularon, por su parte, la autoimpugnación de la liquidación
del tributo efectuada anteriormer:te, a los fines ,de revelar en la de-
claración. requerida, un aumento patrimonial o una manifestación de
bienes dispuestos 'o consumidos, sobre los cuales había sido omitido Cl

pago del gravamen correspondiente.

IMPUESTO: Intl'rpretación de normas impositivas.

En lo atinente a la interpretación de las normas impositivas, la ley
11.683consagra la prim"lcía, en la materia, de los textos que le son
,propios, de su espíritu y de los principios de la legislación especial, en
cuya virtud, el concepto de "leyes impositivas" empleado en dicha ley
no excluye las disposiciones reglamentarias emanadas de los órganos
competentes, pues ellos, en la medida que respeten su espíritu, son
parte integrante de la ley reglámentada y tienen la misma validez y
eficacia que la propia ley.

DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA

.Suprema Corte:

Contra la sentencia de la Sala 1 de la Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Contencioso administrativo Federal, que revocó el pro-
;nunciamiento del Tribunal Fiscal y dejó sin efecto las resoluciones
cuyas copias obran a fs. 4/11, dedujo la Dirección General Imposi-
tiva recurso extraordinario! el que fue concedido a fs. 79.



684 FALLOS DE LA CORTE SUPRE~

Para arribar a la decisión .que se impugna, sostuvo el a quo'
que por medio de la ley 18.529 se estableció un régimen de regula~
rización particular que sujetaba a ,los incrementos patrimoniales no.
justificados al pago de un impuesto especial. Recordó entonces, que
según el arto 4<;>de dicho cuerpo debía considerarse justificado y,
por lo tanto, no alcanzado por sus disposiciones, el patrimonio for-
mado por bienes y deudas existentes con anterioridad al 1<;>de enero.
de 1964 y por el integrado, en lo que aquí interesa, por réditos o
ganancias que correspondieran a impuestos ingresados a cuenta por
el contribuyente o retenciones sufridas por éste y no computados
en las declaraciones del impuesto a los réditos y/o a las ganancias.
eventuales.

En ese orden de ideas señaló la Cámara, que respecto de los
saldos de impuesto a favor del contribuyente que resultaren de la
última declaración jurada presentada por los gravámenes mencio-
nados y no utilizados hasta el día 25 de febrero de 1970, el qecreto.
957/70 en su arto 21 otorgaba igual tratamiento que para los pagos
a cuenta o retenciones, es decir, la determinación como renta jus-
tificada 'de lo que resultare de acuerdo a las tasas vigentes para,
el respectivo período.

Esta regulación, sostuvo él tribunal, se apartaba de los linea-
mientos de la ley 18.529, en tanto el tratamiento brindado a los
saldos favorables existentes no sólo importaba alterar lo dispuesto.
por la ley mencionada, sino también desconocer el destino acor-
dado para aquéllos por la ley 11.683. En tales condiciones, esti-
mó que tanto el referido decreto como la resolución general 1339'
(art. 27) careCÍan de validez constitucional por infringir la cláusula
según la cual la facultad reglamentaria debe ejercitarse cuidando.
de no alterar el espíritu de las leyes de la Nación.

La recurrente, por su parte, afirma que el mecanismo de con.
versión de impuesto ingresado a renta justificada no resulta ilegal,
puesto que incorpora de manera legítima todos los pagos efectua-
dos por impuestos dentro del período referido. Agrega que la for-
ma de reglamenta'r el beneficio no puede cuestionarse, ya que no se'.
trata de la ampliación de la base del tribut? por la inclusión de
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nuevas etapas o sujetos, sino de establecer una fecha para compu-
tar los saldos existentes.

En ese orden de ideas, señala que no se requiere un trata-
miento específico de la cuestión por la ley 18.529, toda vez que
los saldos a favor del contribuyente no constituyen una categoría
-especial, sino que, por el contrario, son ingresos efectuados por
diversas causas en virtud de decisiones del propio contribuyente
que aceptó que sus pagos se tradujeran a renta justificada o se
aplicaran a la regularización de su .património.

Al respecto, estima que el arto 21 del decreto 957/70 que con-
cede a los saldos a favor, el tratamiento conferido por el arto 4<;>
de la ley 18.529a los pagos a cuenta y a las retenciones, no importa
asimilación ni aplicación analógica del precepto, sino que traducen
la necesidad reglamentaria de enumerar aspectos derivados trata-
dos en forma genérica por la ley, respecto de rubros implícitos
que no requieren ser individualizados.

Toda vez que se ha declarado en autos la inconstitucionalidad
del decreto 957/70 Y se cuestiona el alcance que debe asignarse al
arto 4<;>de la ley 18.529,el remedio deducido es procedente desde
el punto de vista formal.

En cu~nto al fondo del asunto la cuestión sometida al cono-
cimiento de V.E. se vincula con el alcance que debe asignarse al
arto 4<;>,inc. e) de la ley 18.529a los fines de determinar si al dic.
tar el decreto 957/70, arto 21, el Poder Ejecutivo ha excedido la
facultad reglamentaria que le acuerda el arto 86 de la Constitución
Nacional.

La norma mencionada en primer término establecía: Ita los
efectos de esta ley debe considerarse justificado, y por lo tanto
no alcanzada por las disposiciones de la misma, el patrimonio for-
mado por bienes y deudas existentes con anterioridad al 1<;>de ene-
ro de 1984,en el caso de personas físicas y sucesiones indivisas, y,
a la .finalización del último ejercicio cerrado antes del 1<;>de agosto
de 1964en el supuesto de sociedades de capital, y por el integrado
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con.... e) Réditos o .ganancias que corresp0l}dena impuestos ingre~
sados a cuenta por el contribuyente o retenciones sufridas por el'
mismo y no computados en las declaraciones del impuesto a los.
réditos y/o a las ganancias eventuales".

A su vez, el arto 21 de la reglamentación disponía: "Cuando
durante el período que abarca la regularización, t:x.istieronomisio-
nes de rentas o beneficos sujetos al impuesto a los réditos y/o ~,
las ganancias eventuales y se hubieran efectuado ingre~os o sufri.
do retenciones por esos gravámenes y no computadas por el cOn-
tribuyente, se procederá de la siguiente forma: ... d) Saldos de' im-
puestos a su favor que resulten de la última declaración jurada
presentada por los gravámenes mencionados y no utilizados hasta
el día 25 .de febrero de 1970, inclusive: se les dará el mismo trafa-
miento. que para los pagos a cuenta o retenciones se establece en
los incisos a) y p)". Esto es, se debía establecer como renta justi-
ficada, la que resulte de acuerdo a las tasas vigentes para el pe-
ríodo.

A mi modo de ver, y como se deduce de la lectura del pronun~.
ciamiento del Tribunal Fiscal que obra a fs. 30/35, la solución del
tema en estudio pasa por determinar si la expresión "no compu~
tados en las declaraciones" contenida en el arto 4 inc. e de la ley
18.529constituye una exigencia referida a los réditos del contri.
buyente -como lo resolvió aquel tribunal- o a los. pagos a cuen~
ta y retenciones. Ello así, por cuanto en el primer supuesto, el sal.
do favorable que el fisco pretende afectar a la justificación de la
renta omitida no sería sino el resultado de pagos a cuenta y re-
tenciones superiores a la deuda tributaria que resulta al final de
período (ver fs. 21/37 del expediente administrativo agregad~ por
cuerda) razón por la cual la mecánica -implementada no implica-
ría un exceso en el uso de la facultad .reglamentaria conferida al
Poder Ejecutivo.

Por el contrario, si se entendiera que lo exigido por la leyes
que se trate de pagos a cuenta o retenciones no computadas por
el sujeto pasivo de la relación tributaria en sus declaraciones ju-
radas, el hecho.de utilizar el saldo de impuesto que surge de ellas
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para regularizar un incremento patrimonial no justificado impor-
taría apartarse de lQs términos de la ley que se dice reglamentar,
en tanto' esos ingresos no computados no hubieran podido tener
influencia alguna en el resultado favorable al contribuyente al fi.
nal, del período.

En nii criterio, esta última es la interpretación correcta. Así
lo considero, pues no' resulta dudoso que el inc. e se refiere espe-
cíficamente a réditos o ganancias que no han sido consignadas al
confeccionarse las respectivas declaraciones juradas y que toda
aclaración al respecto .resulta sobreabundante, pues, de habérselos
manifestado se, encontrarían cubiertos por el impuesto liquidado
en ellas y, por lo tanto, comprendidos en el,inc. a) del arto 4<;>.

Ante ello, estimo que una interpretación correcta lleva a des-
cartar que ambos incisos se refieran a la misma situaCión, más.'
bien debe entenderse que el inc. e) tiene vida propia y que se re~
fiere a un supuesto diverso de los que lo preceden. En ese sentido,
creo razonable concluir que lo exigido' por la ley para afectar el
ingreso a cuenta, del tributo, a la regularización de renta omitida,
es que aquél no haya sido computado en la declaración jurada,
pues de tal forma adquiere sentido la inclusión expresa de ese
requisito por el legislador.

, Por ello, y toda vez que, como ha quedado expresado, el pro-
cedimiento seguido por el organismo recaudador sobre la base de
lo impuesto por el art~ 21 del decreto 957/70 no encuentra sustento
en ninguno de los incisos del arto 4<;>~e la ley 18.529,opino que
corresponde confirmar el pronunciamiento apelado. Buenos Aires,
15 de octubre de 1985.José Osvaldo Casas.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 6 de mayo de 1986.

Vistos los autos: "Madanes, Manuel s/apelación".

Considerando:

19) Que la Sala N9 1 de la Cámara Nacional de Apelaciones
en l? Contenciosoadministrativo Federal rev0có el pronunciamien-
to de la instancia anterior y, en consceuencia, dejó sin efecto
las resoluciones administrativas mediante las cuales se impugna-
ron las declaraciones juradas del impuesto especiál a los incre-
mentos no justificados presentadas por el contribuyente, en razón
.de no haber convertido en renta justificada el saldo de impuesto
:a su favor -no utilizado hasta el 25 de febrero de 1970.,.....que re-
sultaba de la declaración jurada del impuesto a los réditos del
caño 1968, y la declaración jurada del impuesto a los réditos del año
1969, débido a que en razón de lo -resuelto con relación al mencio-
nado impuestq especial, no procedía el cómputo' de dicho saldo a
favor para establecer el impuesto adeudado.

29) Que para así resolver el tribunal interpretó que se aparta
-de los lineamientos de la ley 18.529 anular el saldo a favor del
contribuyente que surge de su declaración jurada del año 1968
para exigirle' el ingreso de un impuesto' menor por el año 1969,
y que el decreto 957/70, en cuanto lo posibilita, resulta manifies-
tamente ilegal y carece de validez constitucional por vulnerar la
cláusula según la cual la facultad reglamentaria debe ejercitarse
cuidando de no alterar el espíritu de las leyes de la Nación (art.
86, inc. 29, de la Constitución Nacional).

39) Que contra dicho pr0nunciamiento el representante del
Fisco Nacional interpuso recurso extraordinario, que fue concedi-
do y es procedente, pues 'en el sub exam.ine se halla cuestionada la
interpretación de normas de naturaleza federal y la decisión defi-
nitiva del superior tribunal de la causa es contraria al derecho
que el recurrente sustenta en ellas.
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4?) Que la ley 18.529instituyó un régimen que tuvo corno pro-
pósito la regularización patrimonial de los contribuyentes, estable-
dendo un tratamiento de excepción que les permitiera ajustar, su
situación impositiva frente al fisco. En tal sentido, el arto 4 dispuso
qué patrimonio se consideraba justificado, especificando, en lo
'que aquí interesa, en el inc. e), 'réditos o ganancias que correspon-
dan a impuestos ingresados a cuenta por el contribuyente o reten-
dones sufridas por él y no computadas en las declaraciones del
impuesto a lbS réditos.

Que el decreto reglamentario N? 957/70, de conformidad con
]0 previsto por, la ley para impuestos ingresados a cuenta, o re-
tenciones sufridas, añadió en el arto 21, inciso d), que los saldos
,de impuesto a favor de los contribuyentes que res~ltaran de la
última declaración jurada presentada, no utilizados hasta el 'día
25 de febrero de 1970 inclusive, tendrían el mismo tratamiento
'que aquéllos, o sea, serían considerados corno renta justificada, lo
-que permite concluir que el citado decreto incorporó un supuesto
,que involucra también un importe a favor de los responsables.

5?) Que, además, el espíritu que informó íntegramente el sis-
tema normativo fue el de promover la regularización de la situa-
ción fiscal de los contribuyentes que no habían cumplido debida-
mente, con las normas de imposición a la renta, facultándolos a'
justificar las rentas omitidas, mediante la declaración de las, que
"realmente" fueron obtenidas, con la finalidad de adecuarse al ré-
gimen legal.

Que por ello los contribuyentes que optaron por acogerse al
régimen especial, con dicho acto formularon, por su parte, la auto-
impugnación de la liquidación del tributo efectuada anteriormen-
te, a los fines de revelar en la declaración requerida, un aumento
patrimonial o una manifestación de bienes dispuestos o consumi-
dos, sobre los. cuales había sido omitido el pago del, gravamen
correspondiente.

6?) Que en lo atinente a la interpretación de las normas impo-
sitivas, la ley 11.683 consagra la primacía, en la materia, de los
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textos que le son propios, de su espíritu y de 10sprinclplOsde la
legislación especial, en cuya virtud, el concepto de "leyes imposi-
tivas" empleado en dicha ley no excluye las disposiciones regla-
mentarias emanadas de los órganos .competentes, pues ellos, en la
medida que respeten su espíritu, son parte integrante de la ley
reglamentada y tienen la misma validez y eficacia que la propia
ley (Fallos: 190: 301; 202: 193; 249: 189).

Por ello, y habiendo dictaminado el señor Procurador Fiscal,
se revoca la sentencia.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.

SYLGI S.A. v. NACION ARGENTINA

ADUANA: Importación. En general.

Cuando el interesado no solicite en el plazo correspondiente alguna
"destinación aduanera" definitiva o suspensiva para la mercadería, el
servicio aduanero debe anunciar su existencia y situación jurídica in-
dicando .las características suficientes para su individualización (art.
417; mc. b), del Código Aduanen?), para proceder luego a su .venta,
previa verificación, clasificación y valorización de oficio de la respec-
tiva mercaderia (art. 419), siempre que transcurrido el plazo previsto
al efecto no se hubiere solicitado alguna de las destinaciones autori-
zadas. Dichos preceptos establecen en forma expresa la "caducidad"
de los derechos que el interesado hubiera dejado de ejercer con res-
pecto a los actos ya cumplidos, determinándose que una vez dispues-
ta la \.enta de la mercadería, no se admitirá otra destinación que la
definitiva fijada en dicho acto (art. 420).

ADUANA: Importación. En general.

Si la Aduana, cumplidos los recaudos legales exigidos y ante la impo-
sibilidad de adjudicación de los tractores en la subasta realizada, al
no haberse registrado ofertas por ellos, resolvió considerar la merca:
dería de que se trata, abandonada y a favor del Estado Nacional en
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los términos de los arts. 421, 429 y siguientes del Código Aduanero,
tal dedsión resulta legítima, puesto que el solo hecho demencioharse
el nombre del consignatario en el conocimiento o de efectuarse pagos
de gastos de custodia, no implica que la Aduana conozca al titular
(art. 421, inc. a), si no se ha pedido destinación en el plazo del arto
217 del Código citado. En consecuencia, al haberse producido la "ca-
ducidad" de los derechos que .asistían a la recurrente por no haberlos
ejercid') en tiempo hábil, dicho acto administrativo quedó firme, sin
que la disposición dictada posteriormente y que autorizó . la "solicitud
de destinación dé importación para consumo del remanente de dos
tractores que aún se encontraban en poder de la autoridad aduanera,
pueda modificar el destino antes otorgado a la mercadería, ni resulte
idóneo para habilitar la revisión de lo actuado o eficaz para adjudicar
al organismo interviniente, responsabilidad alguna que dé lugar. a in-
demnización de los perjuicios que se invocan.

FALLODE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 6 de mayo de 1986.

Vistos "los autos: "Sylgi S.A. e/Estado Nacional s/indemniza.
ción da:5.os y perjuicios".

Considerando:

1?) Que la Cámara Federal de Apelaciones de La Plata revocó
la sentencia de la instancia anterior y condenó a la demandada. al
pago de la suma ,que resulte de la liquidación a practicarse con-
forme a 10 puntualizado en el acuerdo. "

Para así resolver, entendió que la resolución N? 10/82 de la
Aduana de La Plata, que dispuso considerar abandonada y a favor
del Estado Nacional la mercadería importada por la aetora -die-
cisiete tractores- no era legítima, por cuanta ella estaba consig-
nada a su nombre, o sea, que la mercadería tenía titular y ello era
conocido por la citada dependencia.

2?) Que contra dicho pronunciamiento, la Administración Na-
cional de Aduanas' interpuso recurso extraordinario, que fue con.
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cedido y que es procedente por hallarse controvertida la interpre-
.tación de normas de carácter. federal.

31?)Que de acuerdo con los preceptos. del código aduanero
que resultan aplicables al sub examine, cuando el interesado no.
solicite en el plazo correspondiente alguna "destinación aduanera"
definitiva o susp~nsiva para" la mercadería, el servicio aduanero
debe anunciar su existencia y situación jurídica indicando las ca-
racterísticas suficientes para su individualización (art. 417 inc. b),
para proceder luego a su ve~ta, previa verificación, clasificación y
valoración de oficio de la respectiva mercadería (art. 419), siempre
que transcurrido el plazo previsto al efecto no se hubiere solici-
tado alguna de las destinaciones autorizadas.

Además, dichos preceptos establecen en forma expresa la "ca-
ducidad" de los derechos que el interesado hubiera dejado de ejer-
cer con .respecto a los actos ya cumplidos, determinándose que
una vez dispuesta la venta de la mercadería, no se admitirá otra
destinación que la definitiva fijada en dicho acto (art. 420).

4<;»Que la Administración Nacional de Aduanas, cumplidos
los recaudos legales exigidos y ante la imposibilidad de adjudica-
. ción de los tractores en la subasta realizada, al no haberse regis-
trado ofertas por ellos, resolvió considerar la mercadería de que
se trata, abandonada y a favor del Estado Nacional en los términos
de los arts. 421, 429 Y sgtes. del Código Aduanero.

51?)Que, en tales condiciones, la disposición N<;>10/82 por la
cual se determinó la situación de abandono de las mercaderías im-
portadas por la actora, resulta legítima, puesto que el solo hecho
de mencionarse el nombre del consignatario. en el conocimiento
o de efectuarse pagos de gastos de custodia, no implica que la
Aduana conozca al titular" (art. 421, inc. a), si no se ha pedido des-
tinación en el plazo del arto 217 del Código citado. En consecuen-
cia, al haberse producido la ""caducidad" de los derechos que asis-
tían a la recurrente por no haberlos ejercido en tiempo hábil, di-
cho acto administrativo quedó firme, sin que la disposición NI?
5/83 dictada posteriormente y que autorizó la solicitud de destina-
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ción de importación para consumo del remanente de dos tractores
que aún se encontraban en poder de la autoridad aduanera, pueda
modificar el destino antes otorgado a la mercadería, ni resulte idó-
neo para habilitar la revisión de lo actuado. o eficaz para adjudicar
al orgar¡.ismointerviniente, responsabilidad alguna que dé lugar a
indemnización de los perjuicios que. se invocan.

Por ello, se revoca la sentencia de fs. 305/308, en cuanto fue
materia de recurso' extraordinario. Las costas de esta instancia por
su orden, atento. a que la actora pudo creerse con derecho a sos-
tener su posición.'

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI JORGE

ANTONIO BACQUÉ.

YACIMIENTOS PETROLIFEROS FISCALES v. WILCO S.C.P.A.
LAVEZZARI HNOS. S.R.L.

RECURSO ORDlNARIO DE APELACION. Tercera instancia. Juicios en que la
Nación es parte.

Es improcedente el recurso ordinario de apelación si el apelante -en
lo atinente a los honorarios- ha omitido demostrar que la diferencia
entre lo regulado y lo que pretende -que no determina- supere el
mínimo establecido por el arto 24, inc. 6?, apartado a), del decreto-ley
1285/58,modificado según la ley 21.708 y resolución de la Corte Su-
prema n? 146/84(1).

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Generalidades.

Si los términos en los que se encuentra redactado el memorial ponen
de relieve que no contienen una crítica concreta y razonada de los
fundamentos de la sentencia, tal circunstancia de acuerdo con lo dis-

(1) 6 de mayo. Fallos: 306:1251;causa "Fisco Nacional c/Suc. DelIa Valle
de Palermo, Josefa", del 5 de octubre de 1985.
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puesto por el arto 280, apartado 2~, del Código Procesal Civil y Comer-
cial de la Nación, trae aparejada su deserción.

PODER EJECUnVO y FISCAL DE ESTADO DE LA PROVINCIA DE MENDOZA
EN ,JUICIO: ALBERTO LUIS STAIB y OTROS

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Ley an- '
terior y jueces naturales.

!/ l'
Las garl':ltías del juez natural, del debido proceso y de la defensa en
juicio exigen tanto que el Tribunal se halle establecido por ley ante-
rior al hecho de la causa, cuanto que haya jueces que hagan viable la
actuación de aquél en las causas en que legalmente se le requiera y le
corresponda.

PRlVACION DE JUSTICIA.

El concepto de privación de justicia puede, ser referido a las circuns-
tancias en que se lo invoca, en cuanto de ellas resulte que lo decidido
y apelado prive al ejercicio del derecho en debate de toda razonable
utilidad.

PRlVACION DE JUSTICIA.

Si las sentencias oudieran dilatar sin término la decisión referente al
caso controvertido, los derechos podrán quedar indefinidamente sin
su debida aplicación, con grave e .injustificado perjuicio de quienes los
invocan y vulneración de la garantía de defensa en juicio.

PRlVACION DE JUSTICIA.

La Suprema Corte de la Provincia de Mendoza deberá decidir, sin
dilación alguna, lo concerniente a su integración para resolver el am-
paro deducido por un grupo de magistrados a fin de mantener la
intangibilidad de sus sueldos. A ello no obsta que se haya resuelto' in.
tegrar el tribunal provincial con tres conjueces de la lista respectiva,
pues éstos aún no han tomado intervención en la causa, se ignora si
están habilitados para hacerlo y, por fin, el alcance que darán ,a su
eventual participación, razones todas que no permiten tener por de-
saparecido el graV2.men de los recurrentes, ya que la integración de-
finitiva del tribunal de la causa a los efectos de pronunciarse en ella
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no puede sufrir nuevas postergaciones, que agravarían la privación
de justicia en que se ha incurrido.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 6 de mayo de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de' hecho deducido por los actores
en la causa Poder Ejecutivo y, Fiscal de Estado de la Provincia de
Mendoza en juicio: Staib, Alberto Luis y otros e/acción de amparo
s/inconstitucionalidad y casación", para decidr sobre su proce-
dencia.

Considerando:

1,:,)Que los apelantes -magistrados de la Primera Circuns-
cripción Judicial <;tela Provincia de Mendoza- promovieron acció~
de amparo por entender que el decreto N,:,3751/84 violaba la in-
,tangibilidad de sus sueldos a la que -sostenían- tienen derecho.

2':') Que en primera y segunda instancias -en tribunales inte-
grados por conjueces- dicha pretensión fue, en lo sustancial, aco-
gida, lo q.ue motivó que el Asesor.de Gobierno en representación
del Poder Ejecutivo de la Provincia de Mendoza, y el Fiscal de
Estado de ésta, dedujeran recursos extraordinarios de inconstitu-
cionalidad y casación ante la Suprema Corte local, el 26 de marzo
de 1985 (fs. 2/10). ,

, 3':') Que con fecha 8 de abril de 1985 (fs. 47/52), los actores
recusaron con causa a la totalidad de los miembros de la Suprema
Corte de la Provincia, al procurador general y a todos los, magis-
trados ,provinciales con los que se intentase integrar el tribunal,
razón por la que pidieron que se diera intervención a los conjueces
de la lista respectiva.

,4':') Que a partir de allí se sucedieron fallidos intentos para
integrar la Corte local, algunos de, cuyos miembros no aceptaron
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la recusaClOn (vo fso.77/78; 80/81; 90/92; .103/104) o En efecto, todos
los jueces llamados a subrogar a los .ministros de la Suprema
Corte entendieron que estaban impedidos para hacerlo. Debe des-
tacarse que en cada una de las oportunidades los actores reitera-
ron la recusación que habían deducido a fso 47/52 (vo fs. 57/58;
73/74; 96; 113).

s'?) Que el 9 de septiembre de 1985 (fs. 119/130), los demaD.-.
dante s interpusieron recurso extraordinario en el cual, entre otras
razones, sostuvieron que la inútil dilación en llarpar a los con-
jueces de l~sta para integrar el tribunal, importaba una verdadera
privación de justicia, que impedía el pronunciamiento sobre el
fondo del asunto. Ante la denegación tácita del referido recurso
-evidenciada por la demora indefinida en el despacho de aquél-
esta Corte, con fecha 30 de diciembre de 1985, ordenó su substan-
ciación, la que ya se ha producido.

6'?) Que, de conformidad con lo reseñado precedentemente, la
recusación que los actores habían deducido contra la totalidad de
los magistrados que podían llegar a ser convocados para subrogar
a los min;stros de la Corte provincial, impedía a aquéllos integrar
esta última, puesto que todos resultaban impugnados en cuanto a
su habilidad para formar parte del tribunal. En tal situación, se hacía
evidente desde un principio que los referidos magistrados no podrían
subrogar eficazmente y que la integración de la Suprema Corte sólo
sería posible si se recurría a los conjueces de lista.

7'?) Que, desde tal perspectiva, las sucesivas convocatorias a
magistrados provinciales -a los que ya se sabía recusados- sólo
importó el vacío cumplimiento de un rito, cuya ineficacia final era
fácilmente predecible, y que no se compadecía con la naturaleza
sumaria del juicio de amparo y las características qe interés insti.
tucional que ostenta el presente caso (doctrina de .la causa "Bono-
rino PeÍ"Ó,Abel y otros c/Estado Nacional s/amparo", Comp. N'?
423.XX, resolución del 18 de junio de 1985, canso 2'? T'? 194, F'! 1694
del libro de sentencias) o
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8<;»Que las garantías del. juez natural, del debido proceso y
de la defensa en juicio exigen tanto que el Tribunal se halle esta-
blecido por ley anterior al hecho de la causa, cuanto que haya
jueces que hagan viable la actuación de aquél en las causas en que
legalmente se le requiera y le corresponda (doctrina de Fallos
289:153).

9<;»Que guarda relación con lo expuesto la doctrina del Tri.
'bunal según la cual el concepto de privación de justicia puede ser
referido a las circunstancias en que se lo invoca, en cuanto de ellas
resulte que lo decidido y apelado 'prive al ejercicio del derecho en
debate de toda razonable utilidad (Fallos: 246:87). También ha
dicho la Corte -con referencia al tema- que si las sentencias
pudieran' dilatar sin término la decisión referente al .caso contro-
vertido, los derechos podrían quedar indefinidamente sin su de-
bida aplicación, con' grave e injustificado 'perjuicio de quienes los
,invocan y vulneración de la garantía de defensa en juicio (Fallos:
244:34).

10) Que no obsta a lo dicho la circunstancia de que -según
surge de fs. 157- se haya resuelto, con fecha 7 de noviembre de
1985, integrar el tribunal provincial con tres conjueces de la lista
respectiva, pues éstos aún no han tomado intervención en la cau-

!
sa, se ignora si están habilitados para hacerlo y, por fin, el alcance
que darán a su eventual participación, razones todas que no per-
miten tener por desaparecido el gravamen de los recurrentes.

11) Que, de .acuerdo con lo expuesto, la integración definitiva
del tribunal de, la causa a los efectos de pronunciarse en ella no'
puede sufrir nuevas postergaciones, que agravarían la privación
de justicia en que se ha incurrido y que es'ta Corte -por imperio
de la norma constitucional que garantiza la defensa en juicio de
la persona y de los derechos- tiene por misión subsanar (doctrina
de Fallos:' 178:399 y 289:153).

Por ello, se' hace lugar a la queja, se declara procedente el
recurso extraordinario y se dispone que la Suprema Corte de la
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Provincia de Mendoza deberá decidir, sin dilación alguna, lo con.
cerniente a su integración para resolver el fondo del asunto.

JOSÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI - JORGE ANTONIO

BACQUÉ.

JULIO ALBERTO ALDONATE v. NACION ARGENTINA

EMPLEADOS PUBLICaS:, Nombramiento y cesación.

Teniendo en cuenta que no corresponde el pago de dichos salarios por
funciones no cumplidas, y sjn perjuicio de señalar que la capacidad
laboral ('specializada 'constituye un~ de' esas facultades y derechos sus-
ceptibles de apreciación pecuniaria, debe dejarse sin efecto la senten-
cia en cuanto -a1J.te la inhabilitación dispuesta para desempeñarse en
establecimientos de enseñanza privada, con base en las leyes 21.744,
21.490 y 21.381- condenó a la demandada por los salarios caídos CIu-
rante el lapso de la inhabilitación (1).

l\IARIA ROSA BADIALI v. NACION ARGENTINA

DAROS Y PERJUICiOS: Determinaciórz de' la indemnización. Daño material.

No corresponde computar las ganancias frustradas que la víctima po:'
dría haber obtenido durante el lapso probable de su vida, pues tal
criterio fue desestimado por el codificador al establecer el derecho a
la indemnización por muerte (art. 1084 del Código Civil), y porque la
ley ha queridc/otorgar una reparación proporcionada a la pérdida su-
frida, extendié,ldola a "lo que fuere necesario para la subsistencia. de
la viuda e hijos del muerto", sin que resulten admisibles criterios
matemáticos para graduar el monto de los perjuicios por este con-
cepto.

(1) 6 de mayo. Fallos: 307: 1782. Causa: Schmid, Ornar c/Estado Nacio-
nal", del 1~,de agosto de 1985.
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DAÑOS Y PERJUICIOS: Determinación de la indemnización. Daño material.

Para establecer la indemnización por muerte no deben desecharse to-
talmente los posibles ingresos de la víctima, pues la idea de "subsis-
tencia" que se menciona en el arto 1084del Código_Civil debe aseme-
jarse a -~odolo que aquél ha podido representar para las personas a
que se refiere, es decir, a todo lo que la ley supone que la víctima
hubien podido administrar como sostén y efectiva ayuda, lo cual,
en definitiva, queda reservado a una adecuada y prudente aprecia-
ción judicial, y en estos casos la prueba debe ser apreciada con un
criterio amplio.

DAÑOS Y PERJUICIOS: Determinación de la indemnización. Daño moral.

Corresponde incrementar el monto del daño moral teniendo en cuenta
su carácter resarcitorio, la índole del hecho generador de la respon-
sabilid?d. la .entidad del sufrimiento causado a los familiares de la
víctima, que se ven privados de un esposo y padre, y que no tiene
necesarLmlente que guardar relación con el daño -material, pues no
se trata de un daño accesorio a éste.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 6 de mayo de 1985.

.- Vistos los autos: "Badiali, María Rosa c/Estado Nacional s/
daños y perjuicios".

Considerando:

1':') Que contra la sentencia de la Sala B de la Cámara Federal
de Apelaciones de Rosario modificatoria de la dictada en primera
instancia, que redujo la indemnización fijada para resarcir los da-
ños y perjuicios derivados de un accidente de tránsito en el cual
perdió la vida el esposo y padre de las actoras, éstas dedujeron el
recurso ordinario de apelación (fs. 328), que fue concedido (£s.
383) y fundado (fs. 394/408). El señor Procurador General, en re--
presentación del Estado Nacional, evacuó el traslado conferido (fs.
409/410). A fs. 412/413 obra el dictamen del señor Defensor Oficial.
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2':') Que el recurso es formalmeJ1te procedente toda vez que
se trata de una sentencia definitiva, recaída en una causa en que.
es parte la Nación, y el valor cuestionado, actualizado a la fecha
de interposición, supera el mínimo establecido en el arto 24, inc. 6':',.
apartado a, del decreto-ley N,:,1285/58, modificado por la ley 21.708,
y resolución de la' Corte N,:,50/85.

3':') Que se agravia el apelante del monto de la indemnización
otorgada y de la forma en que fueron impuestas las costas de se..
gunda instancia. Para ello se refiere, esencialmente, a la valora-'
ción de la prueba informativa, testimonial y pericial, y al criterio.
seguido por el a qua para determinar la cuantía de los daños y
perjuicios ocasionados. Propone, al efecto, que se multipliquen
los meses de probable vida útil del causante por los ingresos que
percibía mensualmente.

4':') Que en cuanto concierne a la existencia de un daño cierto'
cabe' señalar que, como ocurre en el sub lite, la parte actora no.
necesita probarlo porque se encuentra beneficiada con las presun-
ciones legales estatuidas para la cónyuge y los descendientes por
los arts. 1084 y 1085 del Código Civil.

5':') Que respecto a la cuantía del resarcimiento, esta Corte
estima improcedente computar las ganancias frustradas que la víc-
tima podría haber obtenido durante el lapso probable de su vida.
Ello porque el criterio propuesto. por la recurrente fue desestimado
por el codificador al establecer el derecho a' indemnización por
muerte (art. 1084 cit.), ya que se apartó de la solución dada en
ese sentido por Freitas (confr. arto 3642, inc. 2':', Proyecto) a pesar
de que en sus manuscritos la había adoptado, y, además, porque
la ley ha querido otorgar una reparación proporcionada a la pér-
,dida sufrida, extendiéndola a "lo que fuere necesario para la sub-
sistencia de la viuda e hijos del muerto", sin que -ha dicho este
Tribunal- resulten admisibles criterios matemáticos para gra-
duar el monto de los perjuicios por este concepto (Fallos: 300:
1254).

6':') Que, no obstante lo expuesto, no deben desecharse total-
mente los posibles ingresos de la víctima, pues la idea de "subsis-
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1encia" que se menciona en la norma citada debe asemejarse a to-
,do lo que aquél ha podido representar para las personas a que se
refiere, es decir, a todo lo que la ley supone que la víctima hubiera
podido suministrar como sostén y efectiva ayuda, lo cual, en defi-
nitiva, queda reservado a una adecuada y prudente apreciación
judicial.

7'!) Que, en tal orden de ideas, corresponde tener en cuenta
,que la víctima era un hombre joven, contaba con 28 años -según
surge de la partida de fs. 35- poseía título de "técnico en auto-
motores" (v. fS. 38 y 136), Y que ejercía el comercio dedicándose
,a tareas vinculadas a la imprenta. Debe también tenerse en cuenta
la corta edad de su hija al momento de su muerte -poco más de
un año (v. fs. 33)-, lo que revela que el deber de sostenimiento
se habría prolongado por largo tiempo (arts. 265 y 267 del Código
'Civil). Esta circunstancia impone señalar que la viuda, aunque tam-
bién joven, no se encuentra en óptimas condiciones de atender a
.su subsistencia porque es de suponer que debe cuidar y educar a
,su pequeña hija, de modo que no se muestra razonable lo afir-
mado por el a qua al respecto (fs. 323).

Tampoco es acertada la consideración efectuada por el a qua
,acerca de que la "suma representada por el capital que el extinto
tenía en la imprenta que poseía con su' hermano, debe tenerse en
cuenta" (fs. 323), pues tales bienes se reciben a otro título y no
inciden en el daño que ha producido a las actoras la muerte. Ade-
más, no ha acreditado la demandada que la viuda se encuentre
en condiciones de idoneidad para explotar por sí misma la acti-
vidad comercial que desarrollaba su esposo. La circunstancia de
que se haya invocado una responsabilidad objetiva del Estado
tampoco debe ser ponderada en' desmedro de la indemnización
.correspondiente.

Por último, teniendo en cuenta que en estos casos la prueba
debe ser apreciada con un criterio amplio, tampoco co~parte ,este
Tribunal la apreciación del a qua en el sentido de que la víctima
éra un hombre de condición modesta. Ello no sólo se contradice
<con su posterior reconocimiento de que poseía un capital, inverti-
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do en una imprenta, sino porque, además, las declaraciones testi ..
moniales de fs. 183 y fs. 191 permiten suponer que su situación
económica era buena.

89) Que, en razón de las precedentes consideraciones, estima
esta Corte que la cantidád establecida por el a qua no satisface
en plenitud el menoscabo causado por la muerte de la víctima,
por lo que corresponde elevarla, a valores actualizados a la fecha
del presente pronunciamiento a la suma de cincuenta mil austra-
les (A 50.000).

99) Que también se muestra atendible el agravio de la recu •
.rrente vinculado con la cuantía del daño moral, con relación al
cual cabe incrementar su monto teniendo en cuenta su caráctér
resarcitorio, la índole del hecho generador de la responsabilidad, la
entidad del sufrimiento causado a los familiares de la víctima, que
se ven privados de un esposo y padre, y que no tiene necesaria-
mente que guardar relación con el daño material, pues no se trata
de un daño accesorio a éste. Por lo tanto, ha de elevarse laindem-
nización asignada a este rubro a la cantidad de veinte mil australes.
CA 20.000).

10) Que los gastos de sepelio serán resarcidos en la forma.
dispuesta en las' instancias anteriores ya que no existe agravio al
respecto. En cuanto a las objeciones dirigidas a determinar la
cantidad de meses que constituirían la probable vida útil del cau-
sante, dado que la indemnización se ha determinado en función
de pautas distintas de las propuestas por el recurrente, el planteo
resulta inoficioso. Las costas de esta instancia y de las anteriores
serán soportadas por la demandada vencida (art. 68, Código Proce-
sal Civil y Comercial de la NaCión). Con relación al plazo de 30
días fijado por el a qua para que se haga efectiva la condena,
cuestionado por el apelante, cabe señalar que se muestra razona-
ble sin que se hayan aportado razones de envergadura para su re.
ducción, por lo que debe ser mantenido.

POI' ello, se modifica la sentencia apelada y se eleva el monto.
de la condena en favor de la actora a la suma de setenta mil aus-
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trales (A.70.000) con más sus ~tereses desde el momento del he-
cho hasta el de su efectivo pago a la tasa del 6% anual; suma ésta.
que. deberá abonarse en el plazo de 30 días, sin perjuicio del dere-
cho de la actora a obtener su reajuste hasta el momento del efec-
tivo pago para el caso de incumplimiento; con costas de todas las
instancias a cargo de la demandada (art. 68¡ del Código Procesal
Civil y Comercial de la Nación).

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT'

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE:

ANTONIO BACQUÉ.

BSTORNELL S.A.C.!.F.!.

CADUCIDAD DE LA l}lST ANClA.

Si desde que se reqwneron por oficio las actuaciones principales ha.
transcurrido el lapso de tres m'eses previsto en el arto 310, 2? párrafo,.
del Código P!"ocesal, sin, que haya mediado actividad procesal impul-
sora por parte del recurrente, ello determina la procedencia del pe-o
dido de caducidad de la instancia pues la carga de remitir .el expe-
diente al Superior -arto 251 del Código Procesal Civil y Comercial-
no releva a las partes de la realiiación de los actos procesales necesa--
rios para urgir su cumplimiento, ante la omisión del órgano júdicial,.
la cual" por lo demás, puede suplirse mediante una diligente actuación:
procesal (1).

,
(1) 6 de mayo. "Cardozo, René c/Sasso S. A.", y "Núñez, Juan S~

c/Lespada, Jorge y otro", arribos del 12 de diciembre de 1985.
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KASDORF S. A. v. PROVINCIA DE JUJUY y OTRO

LITIS CONSORCIO.

Debe rlesestimarse la integración de la litis. en los términos del arto
89 del Código Procesal con una empresa, habida cuenta de que nin-
guna d.isposición legal, así como tampoco la naturaleza de la situación
jurídica controvertida ..,..daños y. perjuicios atribuidos a la conduCta
de la empresa transportista y a la de los dependientes del estado
provincial- imponen la necesidad de que se demande conjuntamente
a todos los eventuales obligados a fin de que la sentencia que opor- .
tunamente se dictase no sea inutiliter datur (1).

CARLOSRODOLFO LAURIDO.

JURIsDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Causas penales. De-
iitos en perjuicIO de los bienes y rentas de la N ación y de sus entidades autdr-
quicas.

Corresponde a la justicia federal de Paraná -y no .a la provincial-
conocer de los hechos que por malversación afectan al patrimonio de
la Nación. Ello es así, toda vez que la propiedad de armas .de la
.policía de la provincia -al ser aquéllas decomisadas en procedimien-
tos por infpcción a la Ley Nacional de Armas N~ 20.429sustanciados
'ante dicha policía- ha sido sucedida por el Estado Nacional, con-
forme con lo dispuesto por el arto 70 del decreto. 395/75 -reglamen-
tario de la ley 20.429-, pues aún cuando no se haya dictado todavía la .
disposición administrativa de distribución material, estas facultades de
distribución e incluso de destrucción de las armas, quedan reserva-
das al Poder Ejecutivo Nacional, presuponiendo su propiedad (2).

(1) 6 de mayo.
(2) 6 de mayo.
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JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por la materia.
Cuestiones pe¡wles. Pluralidad de delitos.

Co~resDonde que la justicia penal ordinaria de la Capital Federal -y
no la penal económico- prosiga con el conocimiento de la causa cn
la que <;einvestigan presuntas maniobras llevadas a cabo en perjuicio
de accionistas de una sociedad anónima por los directores y gerentes
de la Plisma -omisión de asentar la adquisición de diversos insumos
y el eventual producido por la venta de los bienes elaborados, en li-
bros cuntables, confeccionándose un balance que no reflejaba las re-
ales utIlidades obtenidas-o Ello es asi, pues la competencia de la jus-
ticia en lo criminal es más amplia que la ejercida en el fuero penal
económico para conocer en el caso en que pueda considerarse que
un balance falso, si bien no fue el medio utilizado para cometer el
delito de defraudación, lo fue en cambio para ocultar de alguna for-
ma y aunque fuese temporariamente, ese delito contra la propiedad (1).

JURISDICCION y COMPETENCIA: Cuestiones 'de competencia. Intervención
de la Corte Suvrema.

Si la (':msa tue iniciada por denuncia hace cinco años -encon,trán-
dose procesadas las autoridades de una sociedad anónima por pre-
suntas maniobras en perjuicio de accionistas- y, -dispuesta la' clau-
sura dd sumario-. la representante del ministerio púbHco dedujo la
excepc;ón dé falta de jurisdicción que -admitida por el juez de sen-
tencia- dio origen al conflicto de competencia, no puede soslayar la
C::0rte que el trámite impuesto desde que se articuló la dec1in¡,toria
-hace más de tres años por la justicia ~en lo penal económico-
concurrió con la demora en detrimento de una rápida y buena ad-
ministración de justicia a la que es deber propender de manera inexcu-
sable, resultando imprescindible exhortar a los tribunales intervinien-
tes para que en lo sucesivo procuren evitar situaciones similares. Más
aún cuando el caso adquiere particular significación -sin que se haya
desanollado actividad jurisdiccional alguna, salvo el de la cuestión
planteada- y los imputados. encuentran restringida su libertad con
las condiciones impuestas por la liberación anticipada S afectados sus
patrim0nios con motivo de la medida de cautela real dictada (2).

(1) 6 de mayo. Fallos: 295:358.
(2) "Vannoni, Pahlo Felipe sjadulteración de documento", 10 de se-

tiembre de 1985; 306: 1688.
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PESQUERA CONO AUSTRAL S.A.N.C. E 1.

JURlSDICCION :ir COMPETEN,CIA: Competencia ordinaria. Por la materia.
Cuestiones civiles y comerciales. Quiebra.' Fuero de atracción.

Es com:r>etenteel juez ante quien tramita la quiebra para entender
en la regulación de honorarios del profesional que intervino en el
diligenciamiento del oficio. librado poi: aquél al juez provineÍal, pues
no cabe hacer prevalecer lo dispuesto por el arto 12 del convenio apro-
bado por ley 22.172 -que establece que la regulación de honorarios
corresponderá al tribunal ante el que se diligencia el oficio, que la
practicará de acuerdo con la ley arancelaria vigente en su jurisdicción-
sobre el régimen de la ley 19.551,ya que ésta regula específicamente lo
atinente a los honorarios de quienes intervienen.' en el concurso al
contemplar adecuadamente los intereses de éste y la justa retribu-
ción de los profesionales y demás funcionarios no permanentes; es por
ello que su arto 294 establece la inaplicabilidad de las disposiciones de
,las leyes arancelarias locales, lo que debe hacerse extensivo a aque-
llas normas que -corno el mencionado arto 12 de la ley 22.172- son
de carácter genérico en cuanto no tomap. en consideración lo peculiar.
del jukio de quiebra y de las medidas que en él se ordenan (1).

JURlSDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por la materia.
Cuestiones civiles y comerciales. Fuero de atracción.

Corresponde al juez del concUrso la regulación de honorarios del es-
cribano ;nventariador, con prescindencia de que su designación haya
sido efectuada por el magistrado ¡;>rovincialen el marco de la delega-
ción que le otorgara aquél toda vez que el crédito respectivo está .in-
cluido expresamente dentro de los previstos en el arto 264, inc. 1?, de.
la ley 19.551e integra una categoría inequívocamente reservada al juez
de la quiebra a los efectos regulatorios (art. 289, 290 y 291 de la citada
ley). J.o mismo debe suceder con los honorarios de quien intervino.
en el diligenciamiento del oficio, pues la naturaleza de la labor reali-
zada determina que aquéllos sean encuadrables en los gastos necesa-
rios para diligencias judiciales de beneficio común, a que se refiere la
primera parte del arto 264 de la. mencionada ley 19.551. Desde esta
perspectiva y atento los propósitos de la regulación legal -contem-
plar nnecuadamen'te los intereses del concurso y la justa retribución
de los profesionales y demás funcionarios no permanentes-, resulta
de competencia del juez del concurso fijar su monto, única manera, de.
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asegurar, por otra parte, que éste guarde adecuada relación con el
correspondiente a lós hop.orarios del escribano inventariador.

ALEJANDRO MIGUEL AGUIRRE

JURlSDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinatia. Por el territorio.
Lugar del delito

Al no existir solución de continuidad entre la privacJOn de la libertad
comenz¡>da en una juri~,dicción y su transcurso en otra u otras, si se
hubier.l c.onsumado otro delito en perjuicio de la víctima en cualquiera
de ellas, es a sus tribunales a los que corresponde atribuir la inves- '
tigación de ambos hechos ilícitos. En el caso en qtle el asalto de UTl

'camión que transoortaba mercaderías se produjo en la Capital Federal
y fue privado de su libertad el.conductor del vehículo, siendo condu-
cido p.n esa condición hasta la jurisdicción provincial donde se lo
liberó, l~esulta competente la justicia de instrucción, y no la provin-
cial, teniendo en cuenta que los autores de Úl sustracción adquirieron
el poder de disposición de la carga inmediatamente después de pro-
'ducido el asalto en la Capital Federal, lugar donde cabe tener por
consumada la apropiación ilícita (1).

SARATYREMAWA

JURlSDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Competencia ongl-
naria de la Corte' Suprema. Agentes diplomáticos y consulares. Embajadores y
Ministros Extranjeros.

Corresponde que el juez de instrucció:n cumpla con las directivas que
le impartiera el Presidente de la Corte Suprema, en su carácter de vo-
cal instructor, si desconoció las mismas -acreditación fehaciente del
"status diplomático" de quien efectuó denuncia de hurto, por medio
del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto; iniciación de actua-

(1) 6 de mayo. Fallos: 300:869;causas "Incidente de competencia en causa
N~ ilo" 6 de diciembre dé 1984; "Palacios, i;relson Eiadio y otros
s/robo", 11 de marzo de 1986.
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ciones con intervención de la Corte en el caso de que, verificada su
calidad de aforada, resultara imputada de algún delito-, y no -al
haberse comunicado telefónicamente con la embajada- observó lo
dispuesto por ~l arto 38 del Reglamento para la Justicia Nacional,
que prescribe que las comunicaciones a los agentes diplomáticos ex-
tranjeros acreditados en el país se harán por oficio dirigido a aquel
ministerio, pues incumbe al Ministerio de Relaciones Exteriores y
Culto determinar el estado diplomático de los componentes' de las
representaciones extranjeras acreditadas en el país a los fines de la
jurisdicdón respectiva (1) .

JURlSDICCION y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. Intervención
de la Corte Suprema.

Teniendo en cuenta la falta de acreditación del privilegio diplomático
del que gozaría la denunciante, sumado a la total falta de actividad pro-
cesal y a la clausura intempestiva de la prevención policial en pos de
la discusión de la competencia, corresponde efectuar un llamado de
atención al juez de la causa en virtud del menoscabo a la buena ad-
ministración de justicia (2).

ATILIO PASQUINELLI y OTROSV. CAJADE RETIROS, JUBILACIONES
y PENSIONES DE LA POLICIA FEDERAL

INTERESES: Relación jurídica entre las partes. Casos varios.

La naturaleza accesoria de los intereses respecto del capital cuyo pago se
ha condenado, así como su carácter esencialmente inden111izátorio de la
privación temporaria de aquél, hac~n que no resulte excesivo un distinto
tratamiento en cuanto a su inclusión dentro de la base regulativa; lo
mismo puede decirse de la apreciación de que la condena a satisfacer
dicha renta no requiere por parte del profesional una actividad precisa
y diferc:nte de aquélla que l~corresponde cumplir en el pleito' para la
obtención de un pronunciamiento favúrable a las pretensiones deducidas.

(1) . 6 de mayo. Fallos: 238:313; 249:620; 259:25.
(2) "Azubel, Rebeca s/inf. arto 302 del Código Penal", 8 de octubre

de 1985.
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Corresponde confirmar la regulación que consideró como monto del
juicio el capital actualizado sin acumular los intereses. Ello es así, pues
el no cómputo de tal rubro queda ubicado en el espacio de la razonable
discreción del legislador, y del juzgador que lo interpreta, sin lesión de
las garantías alegadas, cuyas normas tutelares no imponen una versión
reglamentaria única del ámbito en cuestión. máxime si lo resueltu no
puede calificarse como confiscatorio, sin perjuicio de señalar que el
apelante no demuestra en su rec;urso extraordinario la aducida dismi-
nución del 35% de la retribución que le habría de corresponder "egún
sus cálculos.

DICTAMEN DEL PROGURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

Después de la intervención que le cupo al Triqurlal a fs. 3551
355 vta. de los autos. principales, foliatura a citar en adelante, la
Sala II de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso-
administrativo. Federal,. confirmando a fs. 483/483 vta. lo ,resuelto
a fs. 417 por el Inferior, dispuso que, a "los efectos de la regulación
de honorarios a favor del abogado doctor Miguel Angel Ekmekd-
jian, no serían incluidos los intereses para 'determinar el monto-
del juicio.

Contra esta decisión dedujo ei letrado el recurso extraordina-
rio obrante a fs. 497/498 vta.

Alega el recurrente que los intereses estabap determinados al
momento de dictar sentencia condenatoria en cuanto se establece
una precisa referencia f/ ••• a la última columna del anexo C de fs.
238/254" y agrega que la sentencia de Cámara confirmó la anterior
f/ ••• con excepción del cálculo de los intereses que debe efectuarse'
de modo simple .(fs. 323 in fine, 323 vta.)", y concluye que la resoJ
lución de fs. 483/483 vta. modifica la sentencia firme e introduéé
una distinción que no existe en el texto legal aplicable, arto 19 de
la ley 21.839, Y que asume -carácter confiscatorio al privarlo de una
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suma equivalente al' 35 % aproximadamente de sus honorarios,
con desmedro de las garantías de los arts. 17y 18 de la Constitu-
ción Nacional.

Con tales argumentos el apelante se coloca bajo el amparo
del inciso 2~ del arto 14 de la ley 48 para requerir la apertura de la
,instancia extraordinaria.

No 10 entendió así el a qua que, previo traslado de ley, denegó
a fs. 511/511 vta. la apelación intentada, 10 que da origen a esta
presentación directa.

Importa señalar que, el segundo de los considerando s enun-
ciados a fs. 511 por la _Cámara con el fin de convalidar la dene-
~atoria del recurso interpuesto, ha sido tomado en cuenta a fs.
10 vta. punto V de esta queja el'l términos que, a mi entender,
satisfacen los requerimientos -formales exigibles acerca del parti-
cular. Además, estimo que la situación señalada resultaría asimi-
lable, a los efectos de 'la admisibilidad del remedio federal, a una
inadecuada aplicación del derecho no federal (cf. doctrina Fallos:
303:1917).

Sin perjuicio de la precedente aclaración liminar estimo que
conviene tener en cuenta 10 siguiente: 1) que, salvo mejor criterio
de V.E., la Corte no se ha pronunciado en estas actuaciones sobre
el tema controvertido, ya que ello no -surge de lo resuelto a fs.
355/355 vta.; 2~) que tal género de decisiones han sido pronuncia-
. das en otros precedentes en el sentido de que la inclusión o ex-
clusión de los intereses del capital en el monto básico del jui-
cio, a los efectos .de regular honorarios, es irrevisable por la vía
del arto 14 de la ley 48 (Fallos: .304:332 y sus remision~s, y 305:121).

En mi concepto, se desprende de esa doctrina, al proclamar que
la exclusión de los ,intereses a los fines indicados, o su contraria,
no son causales aptas par~ habilitar la instaricia de excepción, que
ello equivale a reconocer que determinarse en uno 'u otro sentido
configura una preferencia por una solución posible u opinable, sin
afectar garantías constitucionales ni principios de raíz constitucio-
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nal. Esta inteligencia esclarece, a mi ver, el cabal sentido de lo
resuelto en Fallos: 304:332 y 305:121.

Valga tkmbién, para completar lo dicho, que esa inteligencia
viene a sentar un principio que, como tal, no impide admitir ex-
cepciones cuando las circunstancias concretas del caso lo consien-
tan, es decir, cuando aparezca quebrantada' alguna garantía' o prin-
cipio constitucional.

En fuerza de esta reserva o advertencia se impone pue's, en
la especie, establecér si en las circunstancias del sub lite se han
quebrantado garantías o principios constitucionales.' En este' sen-
tido, ,es de apuntar que antes de la sentencia de primera instancia
el hoy recurrente, al solicitar regulación a fs. 415/416 vta., dejó
planteado el caso federal y adujo a tal propósito diversas razones
para marcar su oposición a la aplicación en esa causa' de los argu-
mentos enunciados por la Corte en el precedente de ,Fallos: 295:72.

Expresó, en este orden de ideas, que todos los rubros que inte-
gran la condena, por consigUiente los intereses, dependen de la acti-
vidad profesional y que, en este caso particular, los intereses no
constituían un accesorio indeterminado al momeI).to de la senten-
cia sin que la ley 21.839 -arto 19-, permita distingos que su texto
no contiene (v. fs. 416).

Toda esta argumentación fue reiterada en el memorial ante la
Cáinara(fs. 426/427 vta.) , tribunal que al decidir los puntos pro-
puestos lo hizo reproduciendo textualmente los fundamentos em-
pleados por la Corte en Fallos: 295:72, que cita el a qua para lle,-
gar a idéntica conclusión, adversa al reclamo del abogado./ '

La reducción de los intereses para no incurrir en anatocismo,
ordenada por la Cámara a fs. 321/323 vta., plantea como interro-
gante de señalada importancia establecer si existió o no determi-
,nación firme de intereses.

El letrado se pronuncia afirmativamente y de aquí deduce que
el desconocimiento de esta circunstancia importa apartarse de una



712 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

decisión firme, con la consiguiente lesión del derecho de defensa
en juicio. De este modo se expresó ya ante la Cámara a fs. 427, pun-
to III, tras haberlo hecho ante el Juez de grado (fs. 416, pun-
to VIII), todo lo cual reproduce en la apelación federal fs. 497/
498 vta.).

En mi sentir, la alzada resolvió el punto de una manera que
juzgo insuficiente, dado los aspectos particularmente indicados por
el letrado reclamante en términos que requerían una respuesta de
otro tipo, a fin de no resentir la validez del pronunciamiento.

El trabajo profesional de los abogados, obvio resulta decirlo,
es trabajo humano y, por serlo,. posee una dignidad (cf. Fallos:
304: 415, consid. 7?) de la que deriva la exigencia de rodear su valo-
ración dentro de un marco adecuado.

Desde este ángulo, la función de los letrados aparece poten-
ciada en su rol específico por claras disposiciones legales. Así, el
arto 58 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación expresa
que "En el desempeño de su profesión, el abogado será asimilado
a los magistrados en cuanto al respeto y consideración que debe
g.uardársel e" .

Este enunciado, lo reproduce en su art. 5 el nOVlSlmo estatuto
para el ejercicio de la profesión en la Capital Federal, instituido
por la ley 23.187, de la cual también cabe recordar que su texto
se ahre con el art. 1? donde se declara como finalidad de la ley
la protección de la libertad y dignidad de la profesión de abogado,
objetivo acorde con el carácter de auxiliar de la justicia de estos
profesionales.

Tales enunciados proporcionan una sólida base para asentar
laaÚrmación que la retribución de este tipo de trabajo no sólo
debe ..ser justa, como lo quiere genéricamente la Constitución Na-
cional (art. 14 nuevo), sino que ha de estimarse con prudente cau-
tela lo que pueda llevar a cercenarla sin una clara e indubitable
imposición de las circunstancias de la causa, lo que a mi ver no
ha ocurrido en. el' sub lite.
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En estas condiciones, opino que corresponde hacer lugar a la
"queja y al recurso extraordinario, y dejar sin efecto la sentencia
apelada en lo que fue materia de recurso. Buenos Aires, 30 de
septiembre de 1985. Máximo l. Gómez Forgues.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 6 de mayo de 1986.
I rl¡

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Miguel Angel
Ekmekdjian en la causa Pasquinelli, Atilio y otros e/Caja de Reti-
ros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal", para decidir
sobre su procedencia.

Considerando:

1<;»Que contra la sentencia de la Cámara Nacional de Apela-
ciones en lo Contenciosoadministrativo Federal (fs. 483 de los autos
principales) que, a los efectos de la regulación de honorarios del
letrado apoderado de los actores, consideró como monto del juicio
el capital actualizado sin acumular los intereses, dicho profesio-
nal dedujo el recurso extraordinario (fs. 497) que, denegado, dio
origen a la presente queja.

2<;»Que el recurrente impugna la interpretación dada por el
a qua a la expresión monto del juicio contenida en el arto 19 de
la ley 21.839 por considerarla lesiva del decreto de propiedad con-
sagrado en el art. 17 de la Constitución Nacional y por resultar,
en el caso, confiscatoria, pues -según expresa- disminuye en un
35 % el importe de la retribución que a su entender le corresponde.

3<;»Que, en tales condiciones, hállase excluida de la competen-
cia de esta Corte en el caso lo relativo a la hermenéutica de la
norma no f,ederal mencionada, y sólo corresponde tratar la validez
constitucional de lo resuelto por el tribunal a qua. En tal sentido,
a los efectos de determinar tal razonabilidad, cabe considerar que
la naturaleza accesoria de los intereses respecto del capital a cuyo
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pago se ha condenado, así como su carácter esencialmen.te indem-
nizatorio de la privación temporaria de aquél, hacen que no re-
.sulte excesivo un distinto. tratamiento en cuanto a su. inclusión den-
tro de la base regulativa; lo mismo puede decirse de la apreciación
de que la condena a satisfacer dicha renta no requiere por parte
del profesional una actividad precisa y diferente de aquélla que le
corresponde cumplir en el pleito para la obtención de un pronun-
.ciamiento favorable a las pretensiones. deducidas.

4~) Que, de tal manera, y disponiendo de las pautas valorativas
,contenidas en el arto 6~ de la ley arancelaria, el a quo ha podido
referirse a que los intereses que se ordena abonar en la sentencia
,constituyen una contingencia variable y extraña a la labor cum.
plida por el letrado, ya que si bien el monto del juicio es uno de
los elementos a tenerse en cuenta para una regulación justa, no
.es. el único, pues se debe atender asimismo al intrínseco valor de
la tarea realizada .

.5~) Que, así, el no cómputo de tal rubro queda ubicado en el
.espacio de .la razonable discreción del legislador, y del juzgador
que lo interpreta, sin lesión de las garantías alegadas, cuyas nor-
mas tutelares no imponen una versión reglamentaria única del ám-
'bita en cuestión (Fallos:' 264:185, entre otros).

M) Que, por lo expuesto, lo resuelto no puede calificarse como
.confiscatorio, sin perjuicio de señalar que el apelante no demues-

" ,
tra en su recurso extraordinario la aducida disminución del 35 %
de la retribución que le habría de corresponder según sus cálculos.

Por ello, habiendo dictaminado el señor Procurador Fiscal, se
.confirma la sentencia de fs. 483 en lo que pudo ser materia de
.recurso extraordinario.

JosÉ SEVERO CABALLERO ~ AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI . JORGE ANTONIO

BACQUÉ.
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En los créditos laborales la aplicación de las normas de la Ley de Con-
trato de Trábajo 'surge inequívocamente de la circunstancia de ser ésta
posterior y de haber innovado (arts. 268 y 273) en, relación con las dis-
posiciones de la Ley de Concursos (arts. 265, inc. 4?, y 270, inc. l?), mo-
dificándola implícitamente en todo lo que aquélla pudiera oponérsele,
en virtud del principio de que la leyposterior deroga a la anterior. Por
tanto, no cabe duda alguna de que en esta materia la ley concursal está
integrada por la Ley de Contrato de Trabajo (1).

ABEL ZENTENO GONZALEZv. ROSEDA SALC.

REQUISITO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitmrias. Procedencia del recurso. Valomción de circunstan¡;Uls
de hecho y prueba.

Es descalificable la sentencia' que ha prescindido de valorar adecuada-
mente la incidench del porcentaje del 70O/o establecido tanto en el peri-
taje médico como en sede previsional para la determinación de si la ,
incapacidad revestía el carácter de absoluta o parcial, y la circunstancia
de que en 'aquel dictamen también se había señalado que por las afec-
ciones que presentaba el actor a la época de' su confección, no podría
superar un examen médico preocupacional, sin que asuma relevancia
para la solución del litigio el argumento del fallo recurrido fundamen-
tado en la falta de constatación de la demandada acerca de las dolen-
cias del empleado.

(1) 6 de mayo. Fallos: 307:398.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 6 de mayo de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deduGido por la actora en
la causa Zenteno González, Abel c/ROSEDA SALC.", para decidir-
sobre su procedencia.

Considerando:

1'.') Que contra la sentencia de la Sala VIII de la Cámara Na-
cional de Apelaciones del Trabajo que -al revocar la de primera:
instancia- "rechazó la indemnización solicitada con sustento en el
arto 212, 4'." párrafo, de la Ley de Contrato de Trabajo, la deman-
dante interpuso el recurso extraordinario que, al ser deriegado, mo-
tivó la presente queja.

2'.') Que el a qua arribó a ese resultado, sobre la base de esti-
mar que .no obstante que el trabajador se encontraba totalmente.
incapacitado para realizar t~reas pesadas y.laborar en ambientes.
ruidosos y con suspensión de polvillo .de lana y pelusa, podía en
cambio desempeñar tareas livianas que no requiriesen prolongada
permanencia de pie y cumplimiento de horario. Asimismo, indicó
que la empleadora no había tenido oportunidad después de la rup-
tura del vínculo laboral de constatar el estado de salud de su de-
pendiente. Por su parte, el apelante sostiene. la arbitrariedad de
ese fallo, toda vez que a su parecer se funda en una irrazonable
hermenéutica -en cuanto se exige un grado de incapacidad mayor
al 66%- de la norma aludida.

3<;»Que si bien como regla la interpretación de normas de.
derecho común no puede dar lugar a la intervención del Tribunal
por la vía del arto 14 de la ley 48, corresponde en el caso hacer
excepción a ese criterio, pues lo resuelto no puede ser considerado.
aplicación razonada del derecho vigente con relación a las circuns-
tanciascomprobadas de la causa y, por ende, merece ser descali-.
ficado en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.
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49) Que, al respecto, cabe remitir -en mérito a la brevedad-
:a los fundamentos y conclusiones expuestos en la causa A.446-XX,
"Arrieta de Reynoso, Julia Argentina e/Empresa Ferrocarriles Ar-
gentinos", sentencia del 19 de noviembre ppdo., considerandos 59
y 69. En tal sentído, el a qua ha prescindido de valorar adecuada~
mente la incidencia del porcentaje del 70 % establecido, tanto en
el peritaje médicO como en sede previsional para la determinación
de si la incapacidad revestía el carácter de absoluta o pardal, y
la circunstancia de que en aquel dictamen también se había seña-
lado que por las afecciones que presentaba el actor a la época de
su confección, no podría superar un examen médico preocupacio-
nal(cfr. fs. 131/136, 148 Y 136, respectivamente, de las actuaciones
que corren agregadas por cuerda). Sentado ello,. no asume rele-
vancia para la solución del litigio el argumento. del fallo recurrido
fundamentado en la falta de constatación de la demandada acerca
de las dolencias del empleado.

Por ello, se hace lugar a la. queja y al. recurso extraordinario
interpuestos y se deja sin efecto la sentencia apelada, por lo que
-el expediente deberá volver al tribunal de origen para que, por
-quien corresponda, se dicte una nueva c~n arreglo ál presente.

AUGUSTO CESAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.

SOCIEDAD HEBRAICA ARGENTINA v. MARIO JOSE
BENDERSKY y OTRA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. Reso-
luciones anteriores a.la sentencia definitiva. Juicios de apremio y ejecutivo.

Es imprúcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia.
que declaró mal concedido el recurso de nulidad interpuesto contra la
sentencia de primera instancia que mandó llevar adelante la ejecución
por el pago de una deuda por expensas comunes, habi'cla cuenta que las
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decisiones dictadas en los juicios ejecutivos y de apremio no constitu-.
yen, como regla, la sentencia definitiva que exige el arto 14 de la ley 48;
como requisito de procedencia del recurso intentado, pues no ponen fin.
al pleito ni .causan un gravamen de imposible o insuficiente reparación,
ulterior (1) .

CARLOS ALBERTO TORRINI V. ADMINISTRACION
NACIONAL DE ADUANAS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales ..
Exclusión de las cuestiones de hecho. Varias.

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia
que revocó las sanciones aplicadas en los téqninos del arto 198 de la.
Ley de Aduána. Ello es así, pues lo .relacionado con la naturaleza de.
"incidf"ncias de viaje" atribuida a los objetos secuestrados por la Adua.
na, así como la aplicación al caso del principio contenido en el arto 13-
del Código de Procedimientos en Materia Penal, conduce ~ la considera-
ción de cuestione's de hecho, prueba y derecho procesal, que .los jueces
de la causa h'an resuelto con sustento suficiente en' los antecedentes:
del caso (2).

MARIA SILVIA ZOANI

RECURSO EXrRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales ..
Interpretación de normas, y actos comunes.

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia.
que inhabilitó a la denunciada en los términos del arto 152 bis del CÓ-.
digo Civil. Ello es así, pues el pronunciamiento impugnado ha resuelto
cuestiones de hecho y prueba y de derecho común y procesal, propias
de los jueces de la causa y extrañas, en principio, a la vía. del a,-t. 14

(1) 6 de mayo. Fallos: 293:269;298:458;305:901,2046.
(2) 6 de mayo. "De Dios Hnos. S.A. e/Viviendas S.A.", del 19 de no-
viembre de 1985.
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de la ley 48; tales, verbigracia, las relativas a la valoración de la conduc-
ta de la inhabilitada, al alcance probatorio que cabe asignar a los in-
formes p¿riciales obran tes en los autos y a la imposición de costas (1).

CESAR RUBEN ARIAS y OTROS

HABEAS CORPUS.

Los -recursos de .hábeas corpus son ajenos a la competencia originaria
de la Corte reglada por los arts. 100y 101 de la Constitución Nacional.
que no contempla la posibilidad de intervenir en tales supuestos (2).

CAMPETTI S.R.L. v. PROVINCIA DEL CHACO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales ..
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Apartamiento de conslancias
de la causa.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que desestimó la demanda por
reajuste de precios basado en los perjuicios que, según la actora, le iJ:ro-
gó el desequilibrio económico financiero derivado de la demora que
sufrió para poder iniciar y desarrollar las obras que contrató con la
provincia aemandada. Ello es así, pue~ las conclusiones alcanzadas por
el juzgador no se exhiben como fruto de un estudio acabado de las
circunst::mcias de la causa, pues' ha sido soslayado el de las que surgen
del expediente administrativo iniciado con motivo de las solicitudes de
la demandante, y también se ha prescindido del examen detenido del
peritaje y de las explicaciones que le siguieron (3).

(1) 6 de mayo.
(2) 6 de mayo. Fallos: 306:515.
(3) 8 de mayo.
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NANCY BRUSCHI DE SAUCEDO v. OLIMPO S.A.

RECURSO EXTRAORJJINARlO: Requisitos propios. Tribunal superior.

Si el recurso extraordinario 'local de inaplicabilidad de ley fue denegado
por no haberse. cumplido el requisito de constituir domicilio legal, y el '
federal tiene por base argumentos similares a los vertidos en aquél, la
parte frustró por 1ma causa sólo a ella imputable, una vía que estimó
apta p~ra reparar su gravamen, circunstancia que determina la inadmi-
sibilidad del recu!,so extraordinario federal intentado por no estar sa-
tisfecho el requisito relativo al tribunal del cual debe provenir la sen-
tencia definitiva (1).

JUAN ALBERTO TISNES v. DIRECCION NACIONAL DE VIALIDAD

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Exclusión de las cuestiones de hecho. Expropiación.

Los agravios deducidos contra el pronunciamiento que .declaró desistida
en los términos de los arts. 305 y 306 del Código Procesal Civil y Comep
cial la prescripción opuesta por la Dirección Nacional de Vialidad, sobre
la base de considerar la conducta de la demandada, que depositó y dio
en pag') el importe de la tasación del inmueble expropiado, al par que
solicitó y obtuvo la posesión del bien, no suscitan cuestiones que h3.bi-
liten la mstancia del arto 14 de la ley 48, pues no exceden de la formu-
lación de una mera discrepancia con lo decidido por el a qua en temas
d~ carácter fáctico, probatorio y de derecho procesal y común, lo cual
,no confiere sustento a la tacha, de arbitrariedad (2).

(1) 8 de mayo. Fallos: 302: 1337; 303: 238; 307: 1263.
(2) 8 de' m'ayo.
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CARLOS OSCAR ROJAS v. ARGENCARDS.A. y/o CREDITO LINIERS S. A.

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. PQr el terrilorio.
Lugar del cumplimiento de la obligación.

Si de las constancias del proceso -en que se demandó a dos entidades
por cobro de pesos por la venta de artículos que se efectuara por el
sistema de tarjetas de compra- no surge con claridad el lugar en que
se celebró el convenio -base de la acción-, y de la guía de diligencias
y reglamento para comerciantes adherentes al sistema -que constitu-
yeron a la ciudad de Mar del Plata como centro de operaciones vincu-
ladas '1 las tarjetas de crédito- se infiere que aquél fue hecho en dicha
localidad, así como que el negocio adherido se encuentra en aquélla y
que las diligencias derivadas de la relación jurídica y el cumplimiento
de obligaciones pactadas se efectuaron en esa ciudad, cabe considerar
ubicado en el Departamento Judicial d~ Mar del Plata tanto el terri-
torio de celebración. como el de cumplimiento del contrato y, por lo
tanto, atribuir competencia al jue~ provincial para decidir en la causa,
sin que ello se vea alterado por la prórroga de jurisdicción invocada
por la codemandada, más aún si la cláusula mecanografiada no aparece
en la copia carbónica entregada al actor, pues -tal antecedente- crea
la firme presunción de no mediar manifestación de. voluntad de aquél
para atribuir competencia a la justicia de la Capital Federal (1).

BOSCHMOTORSS.A.C.I.v. MUNICIPALIDADDE LA CIÜDADDE BUENOS AIRES

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 T,derales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la fundamentación
normativa.

Es arbitraria la decisión que se aparta de la solución normativa pre-
vista para el caso, al prescindir de lo dispuesto en el arancel que afirma
aplicar y regular honorarios por debajo del mínimo legal (2).

(1) 8 de mayo. Fallos: 298:447; 303:225; 306:1021.
(2) 8 de mayo. Fallos: 302: 958, 1429; 306: 1265.
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ANIBAL MARTIN ETCHEVERRY

JUB1LACION y PENSION.

Si biei11a. decisión que no hizo lugar a! pedido de pensión que formuló
la acci')nante sobre la base de la prolongada convivencia con el cau-
sante, de quien afirma haber tenido un hijo versa sobre materia no
federal que impediría su revisión en la instancia excepcional del arto 14
de la ley 48, la sanción de la ley 23.226 impone que la situación planteada
en autos sea valorada a la luz de la normativa ahora 'vigente y descalifi-
car la sentencia a fin de nó llegar a! desconocimiento del derecho pre-
visiona! ll).

OSCAR HORACIO GARCIA CON!

RECURSO' EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias: Procedencia del recurso. Defectos en la fundamentación
normativa.

Es descalificable la sentencia que. para denegar el beneficio jubilatorio
reclamado, prescindió sin dar razón plausible alguna, de la norma legal
referente al caso y. falló la causa como si el primitivo texto del arto 65.
de la ley 18.037 (t. originario) hubiera perdurado sin modificación (2).

MARIO FRANCISCO GIMENEZ V. YACIMIENTOS PETROLIFERQS FISCALES

JUICiO Clvn.
El proc.eso civil no debe ser conducido de modo estrictamente formal,
pues no consiste en el cumplimíento de ritos caprichosos, sino en el
curso de procedimientos destinados a establecer la verdad jurídica
objetiva. De modo que los magistrados judiciales deben custodiar las.

(1) 8 de mayo. Fallos: 308:116.
(2) 8 de mayo. Fallos' 259: 121; 266; 226; 271: 310; 297; 452; 301:74.
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reglás a que han de ajustarse los litigios atendiendo en todo momento
al fin último a que aquéllas se enderezan: contribuir a la más efectiva
realización del derecho (1).

RECURSO EXFRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitra/'ias. Procedencia del recurso. Exceso ritual manifiesto.

Consagr'l un excesivo rigor formal, incompatible con el adecuado ser-
vicio de justicia, y corresponde dejar sin efecto el pronunciamiento que
-rechazando la alegación referida a que la actora había percibido
haberes jubilatorios por Invalidez por no haber sido planteada en la
instancia anterior (arts. 277 del Código. Procesal Civil y Comercial de
la NacJón y 155 de la ley 18.345)- condenó a pagar salarios de enfer-
medad por determinado período. Ello es así, pues la negativa a tratar
un tema argüido' con arreglo a las circunstancias acreditadas mediante
prueba regularmente traída al debate, so capa de los arts. 277 y 155
citados, desconoce la necesidad de acordar primacía a la verdad jurí-
dica objetiva e impedir su ocultamiento ritual, máxime cuando, como
ocurre en el sub examine, la actora no desconoció la base fáctica en
juego al responder al agravio llevado ante el a quo, ni opuso la existen-
cia de l'n supuesto del que pudiese derivar un menoscabo a su derecho
de defensa (2).

VICENTE CUENZE

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. Reso-
luciones anteriores a la sentencia definitiva. Varias.

El pronunciamiento que rechazó la excepción de falta de aCClOnarticLl-
lada por la defensa del procesado no constituye sentencia definitiva en
los términos del "arto14 rle la ley 48, ni resulta equiparable a ella (3).

(1) 8 de mayo. Fallos: 306:1609,1846..
(2) Fallos: 247:176; 253:133.
(3) S de mayo: "Greco, Héctor Osvaldo M.", del 15 de octubre' de 1985.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. Con-

cepto y genera!idades.

Las cuestiones federales resueltas por autos no definitivos, son suscep-
tibles de conocimieI1-topor la Corte en ocasión del recurso extraordina-
rio que, en su caso, quepa deducir contra la sentencia final de la
causa (1).

SUSANA PAULINA SPINA DE TESSA v. NACION ARGENTINA (MINISTERIO
DE DEFENSA. COMANDO EN JEFE DEL EJERCITO)

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas locales de procedimientos. Costas y honorarios,

Es materia ajena al recurso extraordinario establecer si el pacto de
cuota litis celebrado para tramitar procesos previsionales, en violación
del arto 4 de la ley 21.839,vulnera el orden público, y a determinar el
carácter de la nulidad que lo afecta (2).

RICARDO OSVALDO GOMEZ

GOBIERNO DE FACr;O.

Es improcedente el recurso extraordinario en el que se cuestiona 121

aplicación al caso de la reforma introducida al arto 26 del Código Pen':tl
por la ley de facto 21.338,en tanto impide la ejecución condicional de
las penas de multa e inhabilitación, sosteniendo la inexistencia de dicha
ley por no haber emanado de un poder legítimamente constituido. Ello
es así, pues la validez de las normas dictadas Ipor los gobernantes de
facto está condicionada a que, explícita o implícitamente, las autorida-
des constitucionalmente elegidas que los sucedan la reconozcan, requi-
sito que se ha cumplido en la especie mediante la sanción de la ley 23.057.

(1) Fallos: 296:576;298:113;300:1136;303:1040;304:153;305:1745.
(2) S de mayo. Fallos: 292:397; 295:984; 301:870.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

725

Buenos Aires, 8 de mayo de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Ricardo Os-
valdo Gómez en la causa Gómez, Ricardo Osvaldo sjlesiones culpo-
sas", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

Que el recurrente cuestiona la aplicación al caso de la reforma
introducida al art. 26 del Código Penal por la ley de facto 21.338,
en tanto impide la ejecución condicional de las penas de multa e
inhabilitación, sosteniendo la inexistencia de dicha ley por no ha-
ber emanado 'de un poder legítimamente constituido.

Que esta Corte ya tiene declarado que la validez de las normas
dictadas por los gobernantes de facto está condicionada a que, ex-
plícita o implícitamente, .las autoridades' constitucionalmente elegi-
das que los sucedan la reconozca (Fallos: 306:174, y sus citas), re-
. quisito que se ha cumplido en la especie mediante la sanción de
la ley 23.057.

Por ello, se desestima la queja. Intímese a la parte recurrente
a que dentro. del quinto día deposite la. suma de cincuenta y tres
australes con quince centavos (A 53,15) en el Banco de la Ciudad
de Buenos Aires, a la orden de esta Corte, bajo apercibimiento de
ejecución.

JosÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR,
BELLUSCIO - CARLOS' S. FAYT - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI - JORGE ANTONIO

BACQUÉ.
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KARGOS'S S.A.C.I.F.

RECURSO DE QUEJA: Fundamentación.

Si en el recurso de hecho el apelante no. se hace debido cargo de los
argumentos del auto denegatorio consistentes en que la cuestión federal
-incomtitucionalidad del arto 9 de la ley 21.898- no fue planteada en
la primera oportunidad procesal idónea -contestación de la expresión
de agravios-, ello obsta a la viabilidad del remedio intentado, toda vez
que resulta así privado del fundamento tendiente a demostrar su pro-
cedencia (1).

COMPAÑIA ARGENTINA TECNICA INDUSTRIAL S. A. (C.A.T.I.)
v. BANCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

RECURSO DE REVOCATORIA.

Debe desestimarse la revocatoria intentada contra la intimación a hacer
efectivo el depósito a que se refiere el art. 286 del Código Procesal,
ya que la exención prevista en el arto 2? mc. h, de la ley 21.859respecto
de las reparticiones autárquicas fue dejado sin efecto por la ley 22.016
(B.O. 22 de junio de 1979),Y el argumento referente a la exención dis-
puesta por la ley 9434 de la Provincia de Buenos Aires, no resulta tam-
poco hábil para alcanzar el fin perseguido, pues conforme con el re-
ferido arto 286 sólo quedan relevados de cumplir con el depósito los
que se encuentran exentos de pagar sellado o tasa judicial, según las
disposiciones de las leyes nacionales iespectivas, sin que el pzecepto
comprenda a aquéllos que pudieran estarlo en virtud de normas
locales (2).

(1) 3 de mayo. Fallos: 287:237; 298:84; 302:183, 1520.
(2) 53 de mayo. Fallos: 301:871.
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No corresponde, por vía de superintendencia, que la Corte emita pro-
nunciamiento sobre la legitimidad del decreto 2474/85que fijó una asig-
nación especial no remunerativa en concepto de dedicación exclusiva
para 10<;magistrados y funcionarios en actividad (1).

SUP ERI NT EN}JENCI A.

Es improcedente el pedido formulado por los prosecretarios adminis-
trativos del fuero criminal y correccional de que se abone el comple-
mento por dedicación exclusiva desde el 1? de enero de este año ya
que éste debe ser liquidado desde que se cumple con la presentación
ante el Tribunal de la deéIaración jurada y el informe completo del
superior jerárquico.

SUPERINTENDENCIA .

. Es inadmisible la petición de que se dejen sin efécto las acordadas
4/86 y 5/86 que extienden la asignación especial no remunerativa en con-
cepto de dedicación exclusiva fijada por el decreto 2474/85 para magis-
trados y funcionarios en actividad, a los prosecretarios jefe y prose-
cretarios administrativos, pues ellas han sido dictadas en ejercicio de
la facultad reglamentaria propia de la Corte .Suprema -arto 99 de la
Constitución Nacional-.

INES A. D'ARGENIO v. RESOLUCION 869 DEL TRIBUNAL DE CUENTAS
DE LA NACION

ACTOS ADMINlSTRATIVOS.

Resulta incuestionable que el Poder Judicial se encuentra investido de
la potestad de revisar los aCtos disciplinarios emanados de la Adminis-
tración, comprendiendo el ámbito posible de intervención de los ma-

(1) 8 de mayo.
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gistrados no sólo el control de su regularidad, sino también el de la
razonabilidad de ias medidas que los funcionarios hayan. adoptado en
el ejercicio de sus facultades, pudiendo 10s jueces anularlas cuando
aquéllos incurriesen en arbitrariedad manifiesta.

FACULTADES DISCRECIONALES.

La circunstancia de qtie la Administraci6n obrase en ejercIcIo de fa-
cultades discrecionales, en manera alguna puede constituir un justifica-
tivo de su conducta arbitraria puesto que es precisamente la razona-
bilidad con que se ejercen tales facultades el principio que otorga va-
lidez 1 los actos de los órganos del Estado y que permite a los jueces,
ante pl.mteos concretos de. parte. interesada, verificar el cumplimiento
de dicha exigencia.

ACTOS ADMINISTRATIVOS.

Corresponde confirmar la sentencia que dej6, sin efecto las resoluciones
. mediante las cuales el Tribunal de Cuentas de la Naci6n había decla-
rado la .responsabilidad disciplinaria de la actora al par que consideró
que ésta había cesado en sus funciones a partir de determinada fecha.
Ello ~s así, pues el a qua ha actuado dentro de los límites fijados por
los arts. 40 y 41 de la ley 22.140 que admiten recurrir ante el órgano
jurisdicclOnal de los actos administrativos que dispongan la cesantía
o exoneraci6n del personal amparado por la estabilidad prevista en el
régim:m jurídico. básico de la función .pública que el citado cuerpo
'legal .regla, correspondiendo señalar que la apelación puede fundarse,
en la ilegitimidad de la sanción basada en la violaci6n de normas o
vicios incurridos en el sumario instruído, y la decisión de la Cámara
estuvo basada, entre otras argumentaciones, en las contradicciones
que observó en distintas etapas del sumario que, a s'u juicio, lesionan
la seriedad de los cargos mismos.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Súprema Corte:

La resolución N? 2745/80 del Tribunal.de Cuentas de la Nación
dispuso cancelar el nombramiento de la doctora Inés Anunciada
D'Argenio de Redwka en ese organismo (fs. 38, expediente admi-
nistrativo agregado).
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Por decreto 1360/82 el Poder Ejecutivo de la Nación hizo lugar
al recurso jerárquico que la mencionada propició y dispuso que el
organismo aludido le instruyera sumario por los hechos. que se le
imputaban en el expediente N? 105.777/80 (fs. 39, expediente admi.
nistrativo) .

En virtud de ello el citado tribunal dispuso, a. través de la
resolución 3192/82 (fs. 44, expediente administrativo) realizar esa
instrucción y suspender preventivamente a la afectada, medida pro-
rrogada por la resolución N? 218/83.

Luego, y a través de la resolución N? 869/83 del 10 de mayo
de 1983 (fs. 41/42, expte. administrativo) se dispuso la cesantía de
la profesional por considerar que había violado las disposiciones
sobre incompatibilidad y que no había prestado eficientemente el
servicio de acuerdo a las normas emanadas de la autoridad.

La. agente había sido intimada, al concluir el plazo de suspen-
sión sumarial, a tomar servicios (fs. 1, expediente administrativo),
a lo que contestó el 5 de abril de 1983, que ello no era posible por
desempeñarse en ese momento en un cargo público incompatible
y que, por ello, presentaba su renuncia al del tribunal (fs. 2, expte.
administrativo) .

Frente a ello, este organismo, suspendió la aceptación de su
renuncia, consideró injustificada la causa alegada por la doctora
D'Argenio y decidió tomar las medidas necesarias en relación a la
, nueva incompatibilidad que a su criterio se había manifestado (fs. 3,
expediente administrativo).

En virtud de esta circunstancia dictó luego la resolución N? 1308
del 13 de junio de 1983 por la que declaró la existencia de respon-
sabilidad disciplinaria de la nombrada y decidió dejar constancia
en su legajo personal que, de haber continuado en servicio, se hu-
biera hecho pasible de cesantía por la causal de inasistencias injus-
tificadas (fs. 24/25, expediente administrativo).

. A fs. 57/66 de estos autos judiciales, la Sala N? 2 de la Cámara
NaciQnal de Apelaciones en lo Contenciosoadministrativo Federal
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dejó sin efecto, tanto la resolución 869/83 como.la 1308/83, y decla.
ró que la profesional había cesado en sus funciones el 7 de abril

de 1983.

Contra ese fallo se interpuso el remedio federal de fs. 80/88.
En él se expresa que el a qua excedió el ámbito de su intervención,
ya que no habiéndose producido apartamientos a los principios
regulares del sumario y a los encuadres legales sobre los que re-
posa la decisión del agravio mencionado, la sentencia desbordó los
Hrilites impuestos a la actuación de los poderes del Estado. Tam-
bién se manifiesta discrepancia con la valoración de constancias de
la causa efectuada por la Cámara.

A fs. 107 ésta concedió el recurso extraordinario solo en cuanto
en él se planteó el apartamiento de principios constitucionales en
orden al ejercicio de la potestad jurisdiccional y no en lo que hace
a la arbitrariedad alegada.

Ello motivó la interposición de queja sobre la que me expido
por separado.

Con referencia al tema sobre el que el remedio del arto 14 de
la ley 48 fue concedido, opino. que la protesta no debe tener acogida
favorable.

Ello en razón de que, resulta incuestionable que el Poder Judi-
cial se encuentra investido de la potestad de revisar los actos. dis-
ciplinarios emanados de la Administración, comprendiendo el ám-
bito posible de intervención de los magistrados no sólo el control
de su regularidad, sino también el de la razonabilidad de las me-
didas que los funcionarios hayan adoptado en el ejercicio de sus
facultades, pudiendo los jueces anularlas cuando aquéllos incurrie-
sen en arbitrariedad manifiesta (conf. doctrina de Fallos: 304:1335).

Es que la circunstancia de que la Administración obrase en
ejercicio de facultades discrecionales, en manera alguna puede cons-
tituir un justificativo de su conducta arbitraria, puesto que es pre-
cisamente la. razonabilidad con que se ejercen tales facultades el
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prinCIpIO que otorga validez a los actos de los órganos del Estado
y que permite a los jueces, ante planteos concretos de parte intere-
sada, verificar el cumplimiento de dicha exigencia (Fallos: 298:223).

En el caso, el a qua ha actuado dentro de los límites fijados
por los arts. 40 y 41 de la ley 22.140, que admiten recurrir ante el
órgano jurisdiccional de los actos administrativos que dispongan la
cesantía o exoneración del personal amparado por la. estabilidad
prevista en el régimen jurídico básico de la función públicá que
el citado cuerpo legal regla, correspondiendo señalar que la ape-
lación puede fundarse, en la ilegitimidad de la sanción basada en
la violación de normas o vicios incurridos en el sumario instruido.

Justamente la decisión de la Cámara estuvo basada, entre otras
argumentaciones, en las contradicciones que observó en distintas
etapas del sumario que, a su juicio, lesionan la seriedad de los
cargos en que no fueron probados los hechos individualizados como
configurativos de infracciones o ~ue éstos fueron exagerados me-
diante el empleo de un extremo rigorismo formal y porque en defi-
nitiva, el órgano administrador actuó irrazonablemente y en forma
arbitraria.

Es decir, que el a qua no excedió el marco de sus atribuciones
y por el contrario, ejerció en forma prudente la legítima función de
.control que compete al poder jurisdiccional.

Por lo expuesto, considero que corresponde, en cuanto pudo ser
materia del recurso extraordinario de fs. 80/88, confirmar el fallo'
de fs. 57/66. Buenos Aires, 4 de diciembre de 1985. Juan Octavío
Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 13 de mayo de 1986.

Vistos los autos: "D'Argenio, Inés A. c/resol. N'? 869 del Tri-
hunal de Cuentas de la Nación s/apelación (art. 40, l.ey 22.140)".
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Considerando:

FALLOS DE LA CORTE SUPREh1A

Que la Sala N'? 2 de la Cámara Nacional de Apelaciones en b
Contendosoadministrativo Federal dejó sin efecto las resoluciones.
mediante las cuales el Tribunal de Cuentas de la Nación había de-
clarado la responsabilidad disciplinaria de la actora al par que con-
sideró que ésta había cesado en sus funciones a partir del 7 de
abril de 1983. Contra dicho pronunciamiento la parte vencida inter-
puso el r~curso extraordinario, que fue concedido a fs. 107.

Que esta Corte Suprema comparte los fundamentos y conclu-
siones del precedente dictamen del señor Procurador General, que.
se dan por reproducidos en razón de brevedad ..

,
Por ello, y de acuerdo con lo dictaminado por el señor Procu-

ra'dor General, se confirma' la sentencia apelada en cuanto pudo.
ser materia de recurso.

JosÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT - ENRIQUE

SANTIAGO PETRA<;CHI ~ JORGE ANTONI()'

BACQUÉ.

PABLO EULOGIO GUTlERREZ v. GOBIERNO DE LA NACION

EMPLEADOS PUBLIcas;. Nombramiento y cesación. Prescindibilidad )' ~Hpre-
sión de cargos. Indemnización.

Salvo disposición expresa Y específica para el caso, no corresponde el
pago de salarios por funciones no desempeñadas durante el período
que media 'entre la separación del agente público dado ilegítimamente
de baja y su reincorporación, ya que no basta la ilegitimidad del aC~0
de bajé!.para aCQrdardicho reclamo (1) .

(1) Fallos: 144:158; 172:390; 192:436; 255:9; 291:406; 295:318; 297:437; 299:
72,73 y 74; 302:786, 1544; 304:199, 1459; 307: 1199, 1215; causas K. 31. XX.
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Si bien es cierto que para establecer el alcance y los límites de la de-
cisión que emana de un fallo ha de atenderse primordialmente a su par-
te dispositiva, no lo es menos que no debe prescindirse de sus funda-
mentos, pues toda sentencia constituye una unidad, en la que aquella
parte no es sino la conclusión final y nece~aria del análisis de los pre-
supuestos de hecho y legales tenidos en cuenta en su fundamentación (1).

REGINALD RAYFORD y OTROS

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Proce-
dimieY.lto y sentencia.

Si a partir de la inspección realizada en el domicilio' de uno de los
coptocesados se desenvolvieron los distintos pasos de la pesquisa que
llevaron a la incriminación del apelante, la garantía del debido proce-
so que le ampara lo legitima para perseguir la nulidad de la condena,
, fruto de los antecedentes del sumario que, desde el comienzo mismo de
los sucesos, túvo a' dicho coprocesado como protagonista, sin que obste
a ello que éste no hubiera apelado la condena, pues durante el curso
del proceso cuestionó la validez del allanamiento y su especial situación
personal, al tratarse de un extranjero no radicado en el país -que por
otra pane ya abandonó-, hace presumir su' falta de interés en conti-
nuar la causa,

"Kowalsky, Julio c/Estado Nacional (A.N.A.)s/ordinario"; S. 136,XX.
"S.::hmid, Om~r c/ Estado Nacional - Congreso Nacional s/ nulidad
de resolución"; A. 99. XX. "Alfaro, 'Carlós Alberto c/ Estado Nacio-
nal (A.N.A.) s/nulidad de acto administrativo" del 1~de agosto de 1985.
A. 425. XX. "Alonso, Lino c/Estado Nacional (D.G.!.) s/nulidad de
Resolución; V. 124.XX. "Natale, Roberto c/ la Nación s/ordinario",
falladas el 22 de octubre y 5 de noviembre de 1985,respectivamente.

(1) Fallos: 295:780.
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ALLANAMIENTO.
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La ausencia de objeciones por parte del interesado respecto de la
inspecció;l domiciliaria que. pretenda llevar a cabo el personal poli-
cial, no resulta por sí sola equivalente al consentimiento de aquél,
en la medida en que tal actitud debe hallarse expresada de manera que
no querlen dudas en cuanto a la plena libertad del individuo al for-
mular la autorización. En el caso no puede equipararse a una auto-
rización válida -y debe desecharse la legitimidad de la. requisa y del
secuestro que es su resultado- la mera ausencia de reparos, teniendo
en cuenta que se procedió a la detención del procesado en la vía pú-
blica .{ .durante la madrugada, a escasos metros de su domicilio, al 1

que penetró de inmediato la comisión policial. Pero, y ello es fun-
damental, esa persona era extra!1jera y desconocedora del idioma na-
cional, de modo que ante la falta de auxilio por algún intérprete, re-
sulta extremadamente dudoso que pudiera comprender cabalmente el
alcance riel procedimiento que se realizaba y, en concreto, la posibi-
lidad que tenía de oponerse a su ejecución.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa eIt juicio. Proce-
dimiento y sentencia.

Conceder valor a las pruebas obtenidas por vías ilegítimas y apoyar
en ellas una sentencia judicial, no sólo es contradictorio con la ga-
rantía del debido proceso, sino que compromete la buena administra-
ción de justicia al pretender constituirla en beneficiaria del hecho ilí-
cito por el que se adquirieron tales evidencias.

PRUEBA: Apreciación.

Aprechr la proyección de la ilegitimidad del procedimiento sobre cada
element0 probatorio es función de los jueces, quienes en tal cOme-
tido deben valorar las particularidades de cada caso en concreto. Resul-
ta ventajoso para esa finalidad el análisis de la concatenación causal
de los <lctos, m)ls no sujeta a las leyes de la física sino a las de la
lógica, de manera que por esa vía puedan determinarse con claridad
los efectos a los que conduciría la eliminación de los eslabones vi-
ciados. Debe tenerse en cuenta asimismo, la posibilidad de adquisición
de las evidencias por otras fuentes distintas de las que se tengan por
ilegítimas.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Proce-
dimiento y sentencia.

Corresponde revocar la sentencia que condenó al apelante por el delito
de summistro de estupefacientes, si aquél quedó vinculado a la in-
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vestigación como efecto exclusivo del procedimiento ilegítimo en el
que se secuestró el estupefaciente, desde que esa circunstancia deter-
minó las manifestaciones de uno de los coprocesados y la consecuente
incriminación de aquél. Ello es aSI, pues no hubo varios cauces de in-
vestigación sino tillO sólo, cuya vertiente original estuvo viciada y
contambó todo su curso, abarcando también el reconocimiento del
propio r~currente en tanto ello es consecuencia directa de su ilegítima
vinculación al sumario.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introducción de la cues-
tión federal. O!Jortunidad.

La cuestión federal, base del recurso extraordinario, debe introducirse
en la primera ocasión posible que brinde el procedimiento, a fin de
que los jueces de la causa puedan tratarla y resolverla, pues tanto la
admisi("n como el rechazo de las pretensiones de las partes son even-
tos previsibles que obligan a plantear en su momento las defensas a
que hubiera lugar. En ese sentido, se ha expresado que la invocación
de que se halla involucrada en el pleito una cuestión constitucional,
no puede ser el resultado de una reflexión tardía o de una mera ocl!.-
rrencia (Disidencia del Dr. José Severo Caballero).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introducción de la cues-
tión federal. Oportunidad. Planteamiento en el escrito de interposición del
recurso extraordinario.

Los agravios del único apelante vinculados con la supuesta violación del
arto 18. de la Constitución Nacional en virtud del presunto allana-
miento ilegítimo practicado en el domicilio de quien resultó conde-
nado por tenencia de estupefacientes, no pueden tener cabida, pues
tal cuestión federal, que se pretende someter al conocimiento de la
Corte Suprema, ha sido tardíamente introducida en el escrito de in-
terposición del recurso extraordinario, cuando la primera oportunidad
posible fue al mejorar los fundamentos del fallo de primera instancia,
que acogió las objeciones constitucionales de la defensa de quien
sufriera dicho allanamiento y sustentó la absolución, en lo pertinente,
de aqué1Ja (Disidencia del Dr. José Severo Caballero).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Subsistencia de los re-
quisitos.

Son inalendibles las alegaciones que plantean la violaCión del reglmen
penal de .la lIiinoridad. Ello. es así, puesto que el recurrente no de.
muestra que el condenado sufra gravamen actual por la no aplicación
del régimen que propugna, ya que, si bien era menor de 18 años al
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tiemp::>de comisión de los hechos ilícitos incriminados, a la fecha
ha excedido -tiene 22 años- la pauta temporal que tal norma fija
para Id aplicación del régimen especial; lo que determina que resulte
inoficio~o un pronunciamiento de la Corte al respecto (Disidencia
de los Dres. José Severo Caballero y Carlos S.' Fayt).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110' federaleS.
Interpretación de normas Y actos comunes.

Remite al examen de temas de hecho y prueba -Y de derecho común
y procesal, que han sido resueltos con fundamentos de igual carác-
ter, la df"cisión que, a partir de. considerar que el apelante tenía 19
años de edad al tieÍnpo de dictar la Cámara su sente!lcia, y tras esti.
mar acreditado el delito de suministro de estupefacientes -indepen-
diente de la tenencia- y la. intervención que en aquél cupo al cau-
sante a título de autor responsable, efectuó una interpretaci6n del
arto 4? de la ley 22.278en función del art. 8? de la misma norma,. que
10 llev0 a condenarlo haciendo mérito de las constancias de la causa
que brindaban infermadón sobre su conducta, considerando cumpli-
dos los fines tutelares que persigue el citado régimen legal, dada la
edad del imputado al momento de la' decisión. (Disidencia del Dr.
José Severo. Caballero).

. rCONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Proce-
,dimiento y sentel1cia.

Si la sentencia recurrida tiene sustento en otros elementos probato-
rios. que permiten arribar a similares conclusiones, en especial la
existencia de parte de todos los procesados de confesión judicial del
delito cometido, aún cuando la versión de los hechos haya sido dife-
rente según quién los haya relatado, ello impide la descalificación
de lo decidido por el a qua por la sola impugnación de la diligencia
llevada a cabo por la policía (Disidencia del Dr. Carlos S. Fayt).

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

La Sala IV de la Cámara Nacional' de Apelaciol)es en lo Crimi-
nal y Correccional revocó la sentencia de primera instancia y con-
.denó a los acusados de los delitos de tenencia y suministro de estu-
pefacientes (fs. 306/311).
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Contra esa decisión interpuso recurso extraordinario el abo-
gado defensor de uno de ellos (fs. 349/362), el que fue concedido
(fs. 369).

Entre los agravios que nutren la apelación federal debe ser
atendido prioritariamente el que se vincula con la afectación a la
garantía de la invi91abilidad del domicilio (art. 18 de la Constitu-
ción Nacional) por la consumación de un allanamiento ilegal de
morada y el consiguiente demérito de la prueba obtenida en el
curso de la requisa, ya que, si fuere declarado procedente, el tra-
tamiento del restante carecería de objeto. Si bien el procedimiento
cuestionado se llevó a cabo en la residencia de un coprocesado que
no ha recurrido el pronunciamiento del a quo, como la base de
este proceso ha sido aquél, es evidente el interés del apelante en
su impugnación.

Ello establecido, estimo que entre el presente caso y el resuelto
por V. E. en la sentencia del 27 de noviembre de 1984 (causa F.S08,
L.XIX, "Fiorentino, Diego Enrique s/tenenda ilegítima de estupe-
facientes") existe una marcada analogía. En efecto, tanto en aquél
como en éste la inspección domiciliaria se llevó a cabo sin que
la autoridad preven tora requiriera orden de allanamiento, no me-
.dian circunstancias que autoricen la aplicación de alguna de las
excepciones previstas por el arto 189 del Código de Procedimientos
. en lo Criminal, y el presunto consentimiento de quien podía opo-
nerse al ingreso carece de efectos por las circunstancias en que se
prestó (en estado de detención, por alguien que no conoCÍa el idio-
ma nacional y luego' de ser sorpresivaménte interceptado por el
personal policial en la puerta del domicilio y en horas de la ma-
drugada). En tales condiciones, con remisión a los fundamentos
del fallo citado y los que informan el dictamen de este Ministerio
Público que le precede, pienso que cabe acoger favorablemente el
agravio y dejarse sin efecto el decisorio recurrido en todo cuanto
resuelve porque, en las especialísimas circunstancias del sub exa-
mine, al caer el presupuesto del arto 207 del ordenamiento instru-
mental, no puede mantenerse la condena.
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Opino, por tanto, que corresponde revocar la sentencia apelada
con el alcance indicado. Buenos Aires, 14 de marzo de 1985. Juan
Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 13 de mayo de 1986.

Vistos los autos: "Rayford, Reginald; Baintrub, Alvaro Eze-
quiel; Loubet, Alejandro Miguel c/I consumo de estupefacientes;
II y III suministro estupefacientes".

Considerando:

1'?) Que en la madrugada del día 4 de febrero de 1982 se cons-
tituyó una comisión policial en el cruce de las calles Florida y Via-
monte de esta Capital Federal, con el objeto de investigar la acti-
vidad de una persona de origen extranjero que, según informacio-
nes confidenciales, se dedicaría en esa zona a la consumición y dis.
tribución de "picadura de marihuana". A las 4.45 se individualizó a
Reginald Ray Rayford, de nacionalidad estadounidense, en tránsito
en el país, domiciliado en Florida 878, 6'? piso, departamento 21,
quien refirió consumir marihuana y poseer esa sustancia en su
domicilio. Allí concurrieron de inmediato los policías -que al efec.
to recabaron la presencia de un testigo-, y ante la falta de reparo
por parte de Rayford se procedió a la inspección de la morada,
secuestrándose de un portafolios una envoltura de papel contenien- -/
do dicho estupefaciente. Durante el traslado a la comisaría, el dete-
nido entregó una tarjeta personal de Alvaro Ezequiel Baintrub,
quien sería el que le suministró la marihuana (confr. fs. 1/2, 4,
10, 12 Y 14). A las 9.45, el menor Baintrub fue detenido en la casa
de sus padres (fs. 18), Y sus manifestaciones condujeron a la de•.
tención de Alejandro Miguel Loubet Sarrasin, también menor de
edad (fs. 39).

Rayford relató que se hallaba circunstancialmente en' el país
por pertenecer a una compañía extranjera de espectáculos, y que
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conoció casualmente a Baintrub, con quien trabó cierta relación
que los llevó a convenir la compra de marihuana para consumo
personal, que sería provista por el nombrado, entregando Rayford
el dinero. Reconoció que la sustancia secuestrada era el sobrante
de la que le llevó Baintrub (fs. 24/25 y 85/86). A su vez, éste ad-
mitió haber adquirido la marihuana con el dinero de Rayford, para
lo que solicitó la colaboración de Loubet Sarrasin, quien le pre-
sentó a un proveedor a fin de comprar el estupefaciente, que luego
fumó en parte con Rayford en su departamento, quedándose éste
con el resto (fs. 38 y 88/90). Por último, Loubet Sarrasin aceptó
haber intervenido en el acercamiento de Baintrub con el proveedor
(fs. 47 y 92/93).

29) Que el ministerio público formuló acusaClOn a fs. 197/201,
solicitando que se condenase a Rayford a la pena de un año de
prisión y multa como autor del delito de tenencia de estupefa-
cientes (art. 69 de la ley 20.771), Y a Baintrub y Loubet Sarrasin
a la pena de tres años de prisión y multa como autores del delito
. de suministro de estupefacientes (art. 29, inc. d, de la citada ley).
Luego del período de prueba, la defensa de Rayford cuestionó a
fs. 268/270 la validez del allanamiento y secuestro, sobre la base de
la violación del arto 188 del Código de Procedimientos en Materia
Penal.

La sentencia de primera instancia (fs. 275/278) absolvió a los
imputados por considerar nula la diligencia de secuestro, en razón
de no haberse recabado la pertinente orden de allanamiento, la
ausencia de consentimiento válido del interesado, la hora en que
se realizó, y por ler insuficiente la presencia de un solo testigo.
Valoró también el haberse omitido la exhibición del material se~
cuestrado al tiempo de rendirse las respectivas declaraciones inda-
gatorias, concluyendo en la falta de acreditación del cuerpo del
delito. Apelado este pronunciamiento por el fiscal, la Cámara Na-
cional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Sala IV, lo
revocó con fecha 27 de octubre de 1983, condenando a los proce-
sados de acuerdo a la pretensión de aquél (fs. 306/311). La alzada
sostuvo la validez del secuestro por haber mediado el consenti-
miento del interesado, circunstancia que consideró no negada por
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éste- y que sólo introdujo la defensa al alegar. .Tampoco encontró
óbice en la hora del procedimiento por corresponder al momento
de la detención del sospechoso; ni estimó inválida el acta por haber
concurrido un solo testigo, ya que este punto no fue cuestionado
y -a su juicio- debían computarse también los testimonios de los
policías iritervinientes. Desechó, asimismo, el vicio derivado de la
falta de exhibición de la sustancia en las indagatorias, pues ese
tema no se había planteado antes y porque siempre reconocieron
los imputados la calidad de 10 secuestrado:

3?) Que dicha sentencia dio lugar al recurso extraordinario ar-
ticulado por la defensa de Alvaro Ezequiel Baintrub (fs. 349/362),
en el que se impugna la condena, entre otros agravios, a raíz de la
ilegitimidad de la actividad policial que condujo a la formación

del proceso.

Cuestiona, en ese sentido, los actos iniciales de la investigación
por cuanto resultarían vio1atorios de las garantías contenidas en el
arto 18 de la Constitución Nacional. En particular se agravia del ile-
gítimo allanamiento en el domicilio de Rayfard y tada la que fue

su can secuencia.

En _este orden carresponde resa1ver coma asunto. previa el in-
terragante que podría suscitarse en tamo. a la legitimación del
recurrente para impugnar los actas iniciales del procedimiento., en
tanto padría sastenerse que su validez o invalidez afectarían sólo.
el. interés del copracesado Rayfard, mas na el de Baintrub, que. \
fue ajena a ellos. La respuesta na puede ser sino. afirmativa par-
que, camo luego. se _verá, fue a partir de la inspección realizada
en el damicilia de aquél que se desenvolvieran los distintos pasas
de la pesquisa que llevaran a su incriminación en esta causa. Tales
acantecimientas, pues, aunque en apariencia habrían acurrido fuera
del ámbito. de protección de sus derechas, resultan indisaluble-
mente re1acianadas can su situación, a punta tal que la candena
es fruta de todas las antecedentes del sumario, desde el camienza
mismo de las sucesas que tuvieron a Rayford como protagonista.

En cansecuencia, la garantía del debido proceso que ampara a
Baintrub lo legitima para perseguir la nulidad de dichas actuacio-
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nes, y su recurso ha sido entonces' bien concedido por el a qua a
fs. 369. Es de destacar, asimismo, que la circunstancia de que
Rayford no haya apelado el fallo condenatorio por la vía prevista
en el arto 14 de la ley 48, no configura óbice a los agravios de Bain-
trub. Esa' omisión no debe entenderse en el caso como si aquél
admitiese, en definitiva, la validez. del allanamiento, ya que durante
el curso del proceso lo cuestionó, (confr. fs. 268/270), y ello fue
inclusive admitido por el juez de primera instancia; y porque, ade-.
más, la especial situación personal de Rayford, al tratarse de un
extranjero no radicado en el país -que por otra parte ya aban-
dprió-, hace presumir su falta de interés en continuar la causa.
En estas condiciones, la interpretación de su actitud particular no
puede ampliarse hasta perjudicar el derecho de un tercero que
cuenta con interés legítimo en la impugnación.

Cabe anticipar por último, antes de ingresar en la considera-
ción de las cuestiones a resolver, que su naturalezaexigrá necesa-
riamente al Tribunal incursionar en las circunstancias fácticas del
caso, que aUIique son regularmente extrañas a la instancia extra-
ordinaria, se encuentran aquí de tal modo ligadas al planteo cons-
titucional que resulta imposible su solución sin atender a ellas.

4\') Que esta Corte tiene declarado que la ausencia de objecio-
nes por parte del interesado respecto de la inspección domiciliaria
que pretenda llevar a cabo el personal policial, no resulta por sí
sola equivalente al consentimiento de aquél, en la medida en que
tal actitud debe hallarse expresada de manera que no queden dudas
en cuanto a la plena libertad del individuo al formular la autoriza-
ción (doc. causas: "Fiorentino, Diego Enrique" y "Cichero, Ariel
Ignacio", del 27 de noviembre de 1984 y 9 de abril de 1985, respec-
tivamente). Para ello es útil el examen de las circunstancias que
ha!) rodeado al procedimiento y las particularidades en que se ma-
nifestó la falta de oposición al registro. En este sentido corres-
ponde tener especialmente en cuenta que, en el caso, se procedió
a la detención de Rayford en la vía pública y durante la madru-
gada, a escasos metros de su domicilio, al que penetró de inme-

. .
diato la comisión policial. Pero, y ello es fundamental, esa per-
sona era extranjera y desconocedora del idioma nacional, de modo
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que ante la falta de auxilio por algún intérprete, resulta extrema-
damente dudoso que pudiera comprender cabalmente el alcance
del procedimiento que se realizaba y, en concreto, la posibilidad
que tenía de oponerse a su ejecución. Cabe concluir, pues, que en
estas condiciones, la mera ausencia de reparos no puede razonable-
mente equipararse a una autorización válida. Como consecuencia
de lo expuesto debe desecharse la legitimidad de la requisa y, por
ende, del secuestro que es su resultado.

59) Que, sin embargo, si bien la invalidez declarada precedente-
mente resulta decisiva en cuanto elimina la prueba esencial refe-
rente a la existencia misma del objeto material sobre el que recae
el delito de tenencia de estupefacientes, es de destacar que Bain-
trub no ha sido condenado por esa figura, sino por la de suministro,
cuya comprobación no requeriría necesariamente el secuestro de
la sustancia incriminada y podría extraerse de otros medios de
prueba.

En la especie, la condena del nombrado se sustenta en el se-
o cuestro de la marihuana que suministró, en su confesión y en los
dichos de Rayford y Loubet Sarrasin. Descartado el secuestro, los
restantes medios podrían aún constituir elementos suficientes para
justificar el reproche. Y es en este punto donde corresponde aden-
trarse, porque debe determinarse en qué medida la ilegitimidad
inicial del procedimiento afecta la validez de los actos subsiguien-
tes; hasta qué punto el vicio de origen expande sus efectos nuli-
ficantes.

Al respecto, la regla es la exclusión de cualquier medio proba-
torio obtenido por vías ilegítimas, porque de lo contrario se des-
conocería el derecho al debido proceso que tiene todo habitante
de acuerdo con las garantías otorgadas por nuestra Constitución
Nacional. Ya ha dicho esta Corte que conceder valor a esas prue-
bas y apoyar en ellas una sentencia judicial, no sólo es contradic-
torio con el reproche formulado, sino que compromete la buena
administración de justicia al pretender constituirla en beneficiaria
del hecho ilícito por el que se adquirieron tales evidencias (Fallos:
303: 1938).
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Pero dicha regla, no obstante su categórica formulación, ad-
mite también el concurso de factores que pueden atenuar los efec-
tos derivados de una aplicación automática e irracional. Así, por
'ejemplo, de ordinario los elementos materiales indebidamente obte-
nidos perderán valor de una vez y para siempre por su espuria ad-
quisición, dada la imúutabilidad del objeto que constituye la evi-
dencia. Por el contrario, la prueba que proviene directamente de
las personas a través de sus dichos, por hallarse ellas dotadas de
voluntad autónoma, admite mayores posibilidades de atenuación de
la regla. En este aspecto, el grado de libertad de quien declara
no es irrelevante para juzgar sobre la utilidad de sus manifes'ta-
ciones, de modo que la exclusión requiere, en estos supuestos, un
vínculo más inmediato entre la ilegalidad y el testimonio que el
exigido para descalificar la prueba material.

En definitiva, apreciar la proyección de la ilegitimidad del pro-
cedimiento sobre cada elemento probatorio es función de los jue-
ces, quienes en tal cometido deben valorar las particularidades de
cada caso en concreto. Resulta ventajoso para esa finalidad el aná-
lisis de la concatenación causal de los actos, mas no sujeta a las
leyes de la física sino a las de la lógica, de manera que por esa
vía puedan determinarse con claridad los efectos a los que condu-
ciría la eliminación de los eslabones viciados. Debe tenerse en cuen-
ta, asimismo, la posibilidad de adquisición de las evidencias por
otras fuentes distintas de las que se tengan por ilegítimas.

No cabe olvidar, por último, como ya lo recordó el Tribunal
en el citado precedente de Fallos: 303:1938, que la materia en
examen siempre encierra un conflicto entre dos intereses funda-
mentales de la sociedad, como lo son el qe una rápida y eficiente
ejecución de la ley y el de prevenir el menoscabo de los derechos
individuales de sus miembros a raíz de la aplicación de métodos
inconstitucionales por parte de quienes se encuentran encargados
de resguardar su cumplimiento.

6':') Que, en consecuencia, corresponde ahora examinar concre-
tamente las circunstancias del caso sobre la base de las pautas
señaladas. Y en esta tarea se observa que, como ya se dijo, dese-
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chado el secuestro ilegítimo, quedarían aún en pie las manifes-
taciones de Rayford y Loubet Sarrasin, y la confesión de Baintrub.

Para determinar la utilidad de esos elementos, y de acuerdo al
método expuesto, se debe retornar al punto de origen de la inves-
tigación. Para ello habrá que guiarse por las constancias efectivas
del sumario, pues de los informes confidenciales a que se alude a
fs. 1/2, 10 Y 12/13 no existen otros antecedentes que los allí expre-
sados. Con esto se quiere significar que no se advierte que la
pesquisa haya tenido vida por una vía distinta de la que consta
efectivamente en la causa, es decir, la intercepción de Rayford en
la vía pública y el inmediato allanamiento ilegítimo de su domicilio.

Una observación racional de lo ocurrido a partir de entonces
conduce a la conclusión invalidante de los actos s~bsiguientes. En
efecto, en ese procedimiento se incauta indebidamente parte del
estupefaciente suministrado por Baintrub. De no haber sido por
ese medio, resulta harto conjetuml suponer que Rayford lo hubiera
involucrado espontáneamente. Ello es así porque surge obvio que
la indagación ha girado, d~sde el comienzo, sobre esa sustancia se-
cuestrada y no sobre otra, de modo que existe un nexo directo
entre el secuestro ilegítimo y la mención que Rayford trae de Bain-
trub. Es más, aún antes de que aquél efectuara manifestaciones
en la comisaría, ya en camino hacia ella entregó a la comisión po.
licial una tarjeta personal de Baintrub a quien indicó como ven.
dedor de "dicha marihuana" (confr. fs. 1/2, 10 Y 12/13), vale decir,
de la que fue específicamente objeto de la requisa.

En tales condiciones, la incriminación de Baintrub por Rayford
no puede tenerse en cuenta porque las circunstancias en que se
efectuó autorizan a descartar que sus manifestaciones sean el fruto
de una libre expresión de la voluntad. Al contrario, aparecen evi.
dentemente inducidas por la situación en que se lo colocó a raíz
del allanamiento ilegal que, por otra parte, no fue casual sino que
Ílevaba el específico propósito de reunir evidencias del delito. Si
se elimina el secuestro y su inmediata consecuencia que son los
dichos de Rayfor, ¿cómo se podría haber llegado a la individuali-
zación de Baintrub? Tal como se ~ncaminó la investigación se puede
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aseverar que ello habría sido imposible porque no existen otros in-
dicios que conduzcan a éste.

En otras palabras, Baintrub quedó vinculado a la investiga-
ción como efecto exclusivo del procedimiento ilegítimo en el que
se secuestró el estupefaciente, desde que esa circunstancia deter-
minó -las manifestaciones de Rayford y la consecuente incriminación
de aquél. No hubo varios cauces de investigación sino uno solo,
cuya vertiente original estuvo viciada y contaminó todo su curso,
abarcando también el reconocimiento del propio Baintrub en tanto
ello es consecuencia directa de su ilegítima vinculación al sumado.
También deb~n caer los dichos de Loúbet San;asin por los mismos
motivos, pues se lo incorporó a los autos a través de las explica-
ciones de Baintrub. Cabe señalar que, de todos modos, en rigor
aquél no presenció el suministro a Rayford, lo que minimiza su
relevancia.

Por ello, y de conformidad con lo dictaminad~ en sentido con-
cordante por el señor Procurador General, resultando innecesaria
toda otra sustanciación, se revoca la sentencia apelada y, en ejerci-
cio de la facultad conferida en la segunda parte del arto 16 de la
ley 48, se absuelve a Reginald Ray Rayford, Alvaro Ezequiel Bain-
trub y Alejandro Miguel Loubet Sarrasin, por los delitos de tenen-
cia de estupefacientes el primero, y tráfico de estupefacientes los
dos últimos, que fueron objeto de acusación en esta causa.

JosÉ SEVERO CABALLERO (en disidencia)
AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO (en disidencia)
- CARLOS S. FAYT - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI - JULIO CÉSAR IMOLDI.

DISIDENCIA DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON JOSÉ SEVERO CABALLERO

Considerando:

le;» Que en la madrugada del día 4 de febrero de 1982se cons-
tituyó una comisión policial en el cruce de las calles Florida y
Viamonte de esta Capita~ Federal, con el objeto de investigar la
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.actividad de una persona de origen extranjero que, según informa"
ciones confidenciales, se dedicaría en esa zona a la consumición y
distribución de "picadura de marihuana". A las 4.45 se individua-

. lizó en la vía pública a Reginald Ray Rayford, de nacionalidad
estadounidense, en tránsito en el país, domiciliado en Florida 878,
6? piso, departamento 21, quien refirió consumir marihuana y po-
seer esa sustancia en su domicilio. Allí concurrieron de inmediato
los policías -que al efecto recabaron la presencia de un testigo-,
y ante la falta de reparo por parte de Rayford, se procedió a la
inspección de la morada, secuestrándose de un portafolios una en-
voltura de papel que contenía dicho estupefaciente. Ya detenido,
durante el traslado a la Comisaría, Rayford entregó una tarjeta
personal de Alvaro Ezequiel Baintrub, quien sería el que le sumi-
nistró la marihuana (confr. fs. 1/2, 4, lO, 12 Y 14). A las 9.45, el
menor Baintrub fue detenido en la casa de sus padres (fs. 18) y
sus manifestaciones condujeron a la detención de Alejandro Miguel
Loubet Sarrasin, también menor de edad (fs. 39).

2?) Que Rayford relató que se hallaba circunstancialmente én el
país por pertenecer a una compañía extranjera de espectáculos, y
'que conoció casualmente a Baintrub, con quien trabó relación. Ex-
plicó que éste lo invitó a su departamento, donde lo convidó con
algunos cigarrillos de marihuana -luego negó esto último- y que,
asimismo, dicha relación los llevó a convenir la compra de mari-
huana para consumo personal, que sería provista por Baintrub,
.entregándole Rayford el dinero. Reconoció que la sustancia se-
cuestrada era el sobrante de la que le llevó Baintrub (fs. 24/25 y
85/86). A su vez, éste admitió haber adquirido la marihuana con
.el dinero de Rayford, para lo que solicitó la colaboración de Lou-
bet Sarrasin, quien le presentó a un proveedor a fin de comprar
el estupefaciente, que luego fumó en parte con Rayford en su de-
partamento, quedándose éste con el resto (fs. 38 y 88/90). Por úl-
timo, Loubet Sarrasin aceptó haber intervenido en el acercamiento
.de Baintrub con el proveedor, y refirió que en esa ocasión Bain-
trub llevó una balanza para pesar la droga y discutió con el vende-
.dor por la calidad y el precio (fs. 47 y 92/93).
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39) Que el ministerio público formuló acusación a fs. 197/201,
solicitando que se condenase a Rayford a la pena de un año de
prisión y multa como autor del delito de tenencia de estupefacien-
tes (art. 69 de la ley 20.771), Y a Baintrub y Loubet Sarrasin a la
pena de tres años de prisión y multa como autores del delito de
suministro de estupefacientes (art. 29, inc. d, de la citada ley).
Unicamente después del período de prueba, la defensa de Rayford
.cuestionó a fs. 268/270 la validez del allanamiento y secuestro, so-
bre la base de la violación del arto 188 del Código de Procedimientos
en Materia Penal, y afirmó que la absolución de su asistido se ins-
piraba en los principios fundamentales que garantizan la seguridad
individual consagrados por la Constitución Nacional. Con cita de
Fallos de esta Corte Suprema y de la Cámara Criminal de la Capi-
tal, recordó que no resulta posible admitir la prueba ilegalmente
obtenida ni la que es consecuencia de ella, y que ello es así, a fin
de salvaguardar el derecho de defensa y la garantía del debido pro-
ceso legal, para no hacer, en definitiva, beneficiaria a la adminis-
tración de justicia de un hecho ilícito.

49) Que la sentencia de primera instancia (fs. 275/278) absol-
VIO a los imputados por considerar nula la diligencia de secuestro,
en razón de no h~berse recabado la pertinente orden de allana-
miento, la ausencia de consentimiento válido del interesado, la hora
,en que se realizó, y por ser insuficiente la presencia de un solo
testigo. Se adhirió al criterio de la defensa del procesado Rayford
y también valoró el haberse omitido la exhibición del material se-
cuestrado al tiempo de rendirse las respectivas declaraciones inda-'
gatorias, concluyendo en la falta de acreditación del 'cuerpo del de-
lito. Apelado este pronunciamiento por el Fiscal de primera ins-
tancia,contestaron la vista el Fiscal de Cámara y la defensa de
Alvaro Ezequiel Baintrub, tras lo cual, la Sala IV de la Cámara Na-
cional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional lo revocó con
fecha 27 de octubre de 1983, condenando a los procesados de acuer-
do a la pretensión del representante del ministerio público (fs.
306/311). La alzada sostuvo la validez del secuestro por hab~r me-
diado el consentimiento del interesado, circunstancia que consideró
no negada por éste, ya que de otro modo lo hubiera hecho saber
al juez instructor o su defensa la habría referido al contestar la
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acusación; máxime cuando la tacha habría sido introducida reClen
al alegar. Tampoco encontró óbice en la hora del procedimiento,
por corresponder al momento de la detención del sospechoso; ni
estimó inválida el acta por haber concurrido un solo testigo, toda
vez que no se desconoció el secuestro, ni se cuestionó la identidad
del material; ni tampoco el punto fue impugnado oportunamente.
Asimismo, a su juicio, debían computarse la hora en que el proce-
dimiento se realizó y los testimonios de los policías intervinientes.
Desechó el vicio derivado de la falta de exhibición de la sustancia
en las indagatorias, pues ese terna nQ se había planteado antes y
porque siempre reconocieron los imputados la calidad de lo rete-
nido, circunstancia que ponderó, al igual que la de las confesiones
judiciales.

59) Que dicha sentencia solamente dio lugar al recurso extra-
ordinario articulado por la defensa de Alvaro Ezequiel Baintrub,
condenado por suministro de estupefacientes (fs. 349/362), en el que
impugna el fallo, a raíz de la ilegitimidad de la actividad procesal
que condujo ala formación del sumario, y en virtud de la violación
del régimen penal de la minoridad (ley 22.278). En tal sentido,
cuestiona los actos iniciales de la investigación, producidos con rela-
ción a Rayford, por cuanto resultarían violatorios de las garantías
consagradas en el arto 18 de la Constitución Nacional, agraviándose
del ilegítimo allanamiento en el domicilio de éste y de todo lo que
fue su consecuencia; y refiere en lo que concierne a su defendido,
que el a qua debió limitarse a declarar la responsabilidad penal del
procesado, ya que la imposición de una pena se hallaba supeditada,
conforme al arto 49 de la ley 22.278, al cumplimiento de una serie
de requisitos, entre ellos, dicha declaración previa de responsabi-
lidad. También afirma que se ha despojado al causante del derecho
a la segunda instancia, que no se trajo al proceso el expediente
tutelar de Baintrub, y que los magistrados no tomaron impresión
directa de su defendido, por todo lo cual aduce la conculcación de
la garantía constitucional de 'la defensa en juicio.

69) Que, en primer lugar, cabe recordar que la cuestión fede-
ral, base del recurso extraordinario, debe introducirse en la primera.
ocasión posible que brinde el procedimiento, a fin de que los jue ..
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ces de la causa puedan tratarla y resolverla, pues tanto la admisión
como el rechazo de las pretensiones de las partes son eventos pre-
visibles. que obligan a plantear en su momento las defensas a que
hubiera lugar (Fallos: 291:354; 297:285; 302:1081; entre otros). En
ese sentido, se ha expresado que la invocación de que se halla in-
volucrada en el pleito una cuestión constitucional, no puede ser el
resultado de una reflexión tardía o de una mera ocurrencia (Fa-
llos: 179:5; 188:482; 210:718; 302:458).

7'?) Que por ser ello asÍ, los agravios del único apelante vincu-
lados con la supuesta violación del arto 18 de la Constitución Na-
cional en virtud del presunto allanamiento ilegítimo practicado en
el domicilio de quien resultó condenado por tenencia de estupefa-
cientes, no pueden tener cabida, pues tal cuestión federal, que se
pretende someter al conocimiento de este Corte Suprema, ha sido
tardíamente introducida en el escrito de interposición del recurso
extraordinario, cuando la primera oportunidad posible fue al me'
jorar los fundamentos del fallo de primera instancia, que acogió
las objeciones 'constitucionales de la defensa de Rayford y sustentó
la absolución, en lo pertinente, en aquélla. De modo que debiÓ al
menos proponerse el caso federal ante la alzada, en la oportunidad
prevista por el arto 533 del Código de Procedimientos en Materia
Penal, en vez de efectuar afirmaciones genéricas e insistir sobre la
falta de tipificación de la figura del suministro de estupefacientes;
máxime si se tiene en cuenta que -según pretende- la validez o
invalidez de los actos iniciales del procedimiento afectarían no sólo
el interés del coprocesado Rayford sino también el suyo propio
(causas C.90S.XIX. "Cattaneo, Andrés s/usura"; C.l83.xX. "Cecchi-
,ni, Carlos Alberto del Corazón de Jesús y otros s/desobediencia";
B.279.XX. "Blanco, Héctor O. y otros s/contrabando", y G.370.xX.
"Geniso, José Oscar s/causa N'?284", falladas el 25 de setiembre de
1984 y el 11 de junio, el 15 de octubre y el 30 de diciembre de
1985).

8'?) Que también resultan inatendibles las alegaciones que plan-
tean la violación del régimen penal de lá minoridad. Ello es asÍ,
puesto que el. recurrente no demuestra que el condenado sufra gra-
vamen actual por la no aplicación del régimen que propugna, ya
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que, si bien era menor de 18 años al tiempo de comislOn de los
hechos ilícitos incriminados, a la fecha ha excedido -tiene 22
años- la pauta temporal que tal norma fija para la aplicación del
régimen especial; lo que determina que resulte inoficioso un pro-
nunciamiento del Tribunal a su respecto (Fallos: 280:355; 292:589;
296:604; causas E.220.XIX. "Editorial Latinoamericana SRL e/Mu-
nicipalidad de la Ciudad de Buenos Aires"; V.243.xIX. "Velázquez,
Luis e/Estado Nacional", y D.18.xX. "Diez, Alberto Luis e/Univer-
sidad Nacional del Sur s/nulidad acto administrativo, reposición
en el cargo y cobro de pesos", falladas el 22 de marzo 'Yel 31 de
mayo de 1984, y el 4 de julio de 1985).

9~) Que, asimismo, además de la falta de fundamentación que
revela el recurso deducido, que en este aspecto carece de la crítica
concreta y razonada de los argumentos de la sentencia que ataca,
lo decidido sobre el punto remite al examen de temas de hecho y
prueba y de derecho común y procesal, que han sido resueltos con
fundamentos de igual carácter que, al margen de su acierto o de
su error, brindan al fallo sustento bastante que lo p<,>nea cubierto
de la tacha de arbitrariedad. En efecto, a partir de considerar que
Alvaro' Ezequiel Baintrub tenía 19 años de edad al tiempo de dictar
la Cámara su sentencia, y tras estimar acreditado el delito de su-
ministro de estupefacientes -independiente de la tenencia- y la
intervención que en aquél cupo al causante a título de autor res-
ponsable, el a qua efectuó una interpretación del arto 4~ de la ley
22.278 en función del arto 8~ de la misma norma, que lo llevó a
condenarlo haciendo mérito de las constancias que brindaban in-
formación sobre su conducta, considerando cumplidos los fines
tutelares que persigue el citado régimen legal, dada la edad del
imputado al momento de la decisión.

10) Que, en las condiciones expuestas, no media entre lo re-
suelto y las garantías constitucionales invocadas, la relación directa
e inmediata que exige el arto 15 de la ley 48.

Por ello,' y habiendo dictaminado el señor Procurador General,
se declara improceden.te el recurso extraordinario interpuesto.

JOSÉ SEVERO CABALLERO.
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DISIDENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIÜ'

Considerando:

1<;»Que en la madrugada del día 4 de febrero de 1982 se cons-
tituyó una éomisión policial en el cruce de las calles Florida y Via-
monte de esta Capital Federal, con el objeto de investigar la acti-
vidad de una persona de origen extranjero que, según informacio-
nes confidenciales, se dedicaría en esa zona a la. consumición y
distribución de "picadura de marihuana". A las 4.45 se individua-
lizó en la vía pública a Reginald Ray Rayford, de nacionalidad esta-
dounidense, en tránsito en el país, domiciliado en Florida 878,
M piso, departamento 21, quien refirió consumir marihuana y po-
seer esa sustancia en su domicilio. Allí concurrieron de inmediato
los policías -que al efecto recabaron la presencia de un testigo-, y
ante la falta de reparo por parte de Rayford, se procedió a la ins-
pección de la morada, secuestrándose de un portafolios una envol-
tura de papel que contenía dicho estupefaciente. Ya detenido, du-.
rante el traslado a la Comisaría, Rayford entregó una tarjeta per-
sonal de Alvaro Ezequiel Baintrub, quien sería el que le suministró
la marihuana (confr. fs. 1/2, 4, 10, 12 Y 14). A las 9.45, el menor
Baintrub fue detenido en la casa de sus padres (fs. 18) y sus ma-
nifestaciones condujeron a la detención de Alejandro Miguel Lou-
bet Sarrasin, también menor de edad (fs. 39).

2<;»Que Rayford relató que se hallaba circunstancialmente en
el país por pertenecer a una compañía extranjera de espectáculos,
y que conoció casualmente a Baintrub, con quien trabó relación.
Explicó que éste lo invitó a su departamento, donde lo convidó con
algunos cigarrillos de marihuana -luego negó esto último- y que,
asimismo, dicha relación los llevó a convenir la compra de mari-
huana para consumo personal, que sería provista por Baintrub,
entregándole Rayford el dinero. Reconoció que la sustancia secues-
trada era el sobrante de la que le llevó Baintrub (fs. 24/25 y 85/
86). A su vez, éste admitió haber adquirido la marihuana con el
dinero de Rayford, para lo que solicitó la colaboración de Loubet
Sarrasin, quien le presentó a un proveedor a fin de comprar el
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estupefaciente, que 1uego fumó en parte con Rayford en su depar-.
tamento, quedándose éste con el resto (fs. 38 y 88/90). Por último,
Loubet Sarrasin aceptó haber intervenido en el .acercamiento de
Baintrub con el proveedor, y refirió que en esa ocasión Baintrub '
llevó una balanza para pesar la droga y discutió con el vendedor
por la calidad y el precio (fs. 47 y 92/93) o

39) Que el ministerio público formuló acusación a fs. 197/201,
solicitando que se condenase a Rayford a la pena de un año de
prisión' y multa como autor del delito de tenencia de estupefacien-
tes (arto 69 de la ley 20.771), Y a Baintrub y Lotibet Sarrasin a la
pena de tres años' de prisión y multa como autores del delito de
suministro de estupefacientes (arto 29, inc. d, de la citada ley). Uni-
camente después del período de prueba, la defensa de Rayford
cuestionó a fs. 268/270 la validez del allanamiento y secuestro, sobre
la base de la violación del arto 188 del Código de Procedimientos
en Materia Penal, y afirmó que la absolución de su asistido se ins-
piraba en los principios fundamentales que garantizan 'la seguridad
individual consagrados por la Constitución Nacional. Con cit~ de
Fallos de esta Corte Suprema y de la Cámara Criminal de la Capi-
tal, recordó que no resulta posible admitir la prueba ilegalmente
obtenida ni la que es consecuencia de ella, y que ello es así, a fin
de salvaguardar el derecho de defensa y la garantía del debido pro-
ceso .legal, para no hacer, en definitiva, beneficiaria a la adminis-
tración de justicia de un hecho ilícito.

49) Que la sentencia de primera instancia (fs. 275/278) absolvió
a los imputados por considerar nula la diligencia de secuestro, en
razón de no haberse recabado la pertinente orden de allanamiento,
la ausencia de consentimiento válido del interesado, la hora en' que
se realizó, y por ser insuficiente la presencia de IDl solo testigo. Se
adhirió al criterio de la defensa del procesado Rayford y también
valoró el haberse omitido la exhibición del material secuestrado
al tiempo de rendirse las respectivas declaraciones indagatorias,
concluyendo en la falta de acreditación del cuerpo del delito. Ape-
lado este pronunciamiento por el Fiscal de primera instancia, con-
testaron la vista el Fiscal de Cámara y la defensa de Alvaro Eze-
quiel Baintrub, tras lo cual, la Sala IV de la Cámara Nacional de
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Apelaciones en lo Criminal y Correccional lo revocó con fecha' 27
de octubre de 1983,condenando a los procesados de acuerdo a la
pretensión del representante del ministerio público (fs. 306/311).
La alzada sostuvo la validez del secuestro por haber mediado el
consentimiento del interesado, circunstancia que consideró no neo'
gada por éste, ya que de otro modo lo hubiera hecho saber al juez
instructor o su defensa la habría referido al contestar la .acusa-
ción;'máxime cuando la tacha habría sido introducida, recién al ale-
gar. Tampoco encontró óbice en la hora del procedimiento, por
corresponder al momento de la detención del sospechoso; ni estimó
inválida el acta por haber concurrido un solo testigo, toda vez que
no se desconoció el secuestro, ni se cuestionó la identidad del ma-
terial; ni tampoco el punto fue impugnado oportunamente. Asi-
mismo, a su juicio, debían computarse la hora en que el procedi-
miento se realizó y los testimonios de los policías intervinientes.
Desechó el vicio derivado de la falta de exhibición de la sustancia
en las indagatorias, pues ese tema no se había planteado antes y
porque siempre reconocieron los imputados la calidad de lo rete-
nido, circunstancia que ponderó, al igual que la de las confesiones
judiciales.

S?) Que dicha sentencia solamente dio lugar al recurso extra-
ordinario articulado por la defensa de Alvaro'Ezequiel Baintrub,
condenado por suministro de estupefacientes (fs. 349/362), en el
que impugna el fallo, a raíz de la ilegitimidad de la actividad pro-
cesal que condujo a la formación del sumario, y en virtud de la
violación' del régimen penal de la minoridad (ley 22.278). En' tal
sentido, cuestiona los actos iniciales de la investigación, producidos
con relación a Rayford, por cuanto resultarían violatorios de las
garantías consagradas en el arto 18 de la Constitución Nacional,
agraviándose del ilegítimo allanamiento en el domicilio de éste y
de todo lo que fue su consecuencia; y refiere en lo que concierne
a su defendido, que el a quo debió limitarse a declarar la responsa-
bilidad penal del procesado, ya que la imposición de una pena se
hallaba supeditada, conforme al arto 4? de la ley 22.278,al cumpli-
miento de una serie de requisitos, entre ellos, dicha declaración
previa de responsabilidad. También afirma que se ha despojado
al ,causante del derecho a la segunda instancia, que no se trajo al
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proceso el expediente tutelar de Baintrub, y que los magistrados.
no tomaron impresión directa de su defendido, por todo lo cual
aduce la conculcación de la garantía constitucional de la defensa
en juicio.

69) Que, aun partiendo de la base de la nulidad del aHana-
miento llevado a cabo en el domicilio de Rayford -con arreglo
al criterio establecido por esta Corte a partir de la causa F.508.XIX.
"Fiorentino, Diego Enrique s/tenencia ilegítima de estupefacien-
tes"-, la sentencia recurrida tiene sustento en otros elementos
probatorios que permiten arribar a similares conclusiones, en espe-
cial la existencia de parte de todos los procesados de confesión
judicial del delito cometido, aun cuando la versión de los hechos
haya sido diferente según quien los haya relatado (fs. 307 vta.) , y,
en lo que se refiere específicamente al recurrente, su admisión de
haber recibido dinero de Rayford con el fin de conseguirle mari-
huana, las gestiones realizadas para ello, y la concreción de la ope-
ración de compra (fs. 88 vta. y ss.), corroborada por la de Rayford,
que expresa haber adquirido el estupefaciente a Baintrub (fs. 85
vta./86). Esa circunstancia impide la descalificación de lo decidido
por el a qua por la sola impugnación de la diligencia llevada a cabo
por la policía.

79) Que también resultan inatendibles las alegaciones que plan-
tean la violación del régimen penal de la minoridad. Ello es así, pues-
.to que el recurrente no demuestra que el condenado sufra grava-
men por la no aplicación del régimen que propugna, ya que ,si bien
era menor de 18 años al tiempo de comisión de los hechos ilícitos
incriminados, a la fecha ha excedido -tiene 22 años- la pauta tem-
poral que tal norma fija para la aplicación del régimen especial; lo
que determina que resulte inoficioso un pronunciamiento del Tri-
bunal a su respecto (Fallos: 280:355; 292:589; 296:604; causas E.
220.XIX "Editorial Latinoamericana S.R.L. c/Municipalidad de la
Ciudad de Buenos Aires"; V.243'xIX "Velázquez, Luis c/Estado Na-
cional", y D.18'xX "Diez, Alberto Luis c/Universídad Nacional del
Sur s/nulidad acto administrativo, reposición en el cargo y cobro
de pesos", falladas el 22 de marzo y el 31 de mayo de 1984, y el 4
de julio de 1985).
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Por ello, y habiendo dictaminado el señor Procurador General,
se declara improcedente el recurso extraordinario interpuesto. Au-
gusto César Belluscio.

FISCO NACIONAL v. N.N. y/o JUAN PEDRO VARELA

ACLARATORIA.

Es de la tradición judicia~ -argentina el princIpIO según el cual, los
errores aritméticos o de cálculo en que incurra una decisión deben
ser ner;esariamente rectificados por los jueces, sea a .l?edido de parte
o ex officio. En efecto, en el actual arto 166, inc. 1~, último párrafo,
del. Código Procesal Civil y Comercial de la Nación -aplicable en el
sub examine-, así como en otros ordenamientos rituales nacionales y
provinciales, puede reconocerse la impronta de un criterio que, en-'
tre las fuentes positivas nacionales, fue ya acuñado en las leyes de'
Partidas. Ello se sustenta en el hecho de ,que el cumplimiento de una
sentenCI:l informada por vicios semejantes, lejos de preservar, cons-
pira v destruye la institución de la cosa juzgada, de inequívoca rai-
gambre constitucional, pues aquélla busca amparar, más que el texto'
formal del fallo, la solución real prevista en él.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios, Cuestiones no federales.
Sentencias a¡'bit1'arias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideración
de extremos conducéntes.

Si en lill proceso por expropiaclOn, se resolvió oportuI]amente que,
a los fines de regular los honorarios, el monto del juicio no tomaría
en consideración los intereses (art. 28 de la ley 21.839), y la liquida-
'ción contiene una manifiesto error de .cálculo, ya que la cifra en ella
apuntada como correspondiente a capital (indemnización), era compren-
siva no sólo de ese ítem, ,sino también de intereses, el fallo que re-
chaza la enmienda, se aparta de las circunstancias comprobadas de la
causa y de la norma aplicable (art. 166, inc. 1, último párrafo, eit.) ,
con :lgravio de la garantía de la defensa en juicio.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 13 de mayo de 1986.

Vistos los autos: "Fisco Nacional c/N.N. y/o Varela, Juan Pe-
dro slexpropiación: mc. 31: Rosa Cosenza de Varela (Suc.) - Lydia
Antonio Varela de Gómez Osher".

Considerando:
-1<;» Que la Sala Civil 1 de la Cámara Federal de Apelaciones de

La Plata rechazó el planteo de la parte deudora de los honorarios
controvertidos, tendiente a reducirlos por haberse deslizado erro-
res de cálculo en el cómputo del monto sobre el cual aquéllos fue-
ron regulados. El a qua sostuvo, en síntesis, que lo pretendido 'no
trataba "simplemente de enmendar un error, sino de alterar subs-
tancialmente lo decidido en sentencia firme; validada por pronun-
ciamiento consentido de alzada... ". Ello dio lugar al recurso ex-
traordinario de la vencida, que fue concedido.

2<;» Que el caso, no obstante vincularse con una materia de
índole procesal, es i4óneo para habilitar la instancia del art: 14 de
la ley 48, toda vez que la conclusión asentada menoscaba el derecho
<le defensa en juicio, circunstancia que lo 'pone en relación directa
.e inmediata con el arto 18 de la Constitución Nacional.

3<;» Que es de la tradición judicial argentina el principio según
el cual, los errores aritmé~icos o de cálculo en que incurra una
decisión deben ser necesariamente rectificados. por los jueces, sea
a pedido de parte o ex officio. En efecto, en el actual arto 166, mc. 1<;>,
último párrafo, del CódigoProcesal Civil y Comercial de la Nación
-aplicable en el sub examine-, así .como en otros ordenamientos
rituales nacionales y provinciales, ,puede reconocerse la impronta
de un criterio que, entre las fuentes positivas nacionales, fue ya
acuñado en las leyes de Partidas, al' disponer que un juyzio suscep-
tible del reproche en estudio: non deue valer ... en lo demas que
fue acrecido por yerro de cuenta (Partida 3~,título XXII, ley 19;
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asimismo: título XXVI, ley 4 de igual Partida), regla esta a la que
se ajustó el Tribunal en temprana hora (Fallos: 34:65; asimismo:
doctrina de Fallos: 24: 290).

4'.') Que esta constante orientación se sustenta en el hecho de
que el cumplimiento de una sentencia informada por vicios seme-'
jantes, lejos de preservar, conspira y destruye la institución de la
cosa juzgada, de inequívoca raigambre constitucional, pues aqué-
'lla busca' amparar, más que el texto formal del faÍlo; la solución
real prevista en él.

5'.') Que en este orden de ideas se inscriben diversos preceden-
tes de la Corte. Así, se ha precisado que "si los jueces, al descubrir
un error de esa naturaleza no lo modificasen, incurrirían con la
omisión en grave falta, pues estarían tolerando que se generara o
lesionara un derecho que sólo reconocería como causa el error" (Fa-
llos: '286: 291, considerando 18'.'). Y también, que exigir que la Cámara,
por estricta aplicación del plazo para interponer aclaratoria, se vea
impedida de corregir un mero defecto numérico de su pronuncia-
miento importaría tanto como desconocer la unidad de las sentencias
judiciales, así como amparar, el predominio de una solución formal,
que contradiría sustancialmente el claro resultado a que se arribó
en ia sentencia (Fallos: 302: 82 y sus citas).

6':') .Que en este proceso por expropiación, se resolvió opor-,
tunamente que, a los fines de regular los honorarios, el monto del
juicio no tomaría en consideración los 'intereses (art. 28 de la ley
21.839). A su vez, con el propósito de establecer el quantum de di-
chos accesorios respecto del monto total al que ascendía el crédito
de la recurrente al momento de esa providencia (junio de 1982), el
juzgado!" estimó apropiado atenerse a "la relación y proporción
que guardan la indemnización y los intereses en la liquidación pre-
sentada (en diciembre de 1981) o., a fso 5~Oj551. oo ($ 86.161.925.000
por actualización de la indemnización '+ $ 7.776.818.600 por inte-
reseso. o)" (fs. 34 vta.).

7'.') Que, empero, la liquidación citada (copia de fs. 526j527)
contiene un manifiesto error de cálculo, ya que la cifra en ella apun-
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tada como correspondiente a capital (indemnización), era com-
prensiva no sólo de ese ítem, sino también de intereses, como 10
demuestran las actuaciones que la originaron (copias de fs. 518/519
y 520/525). De tal suerte, los guarismos en los que se apoyó el juez
para hallar la proporción que trasladaría al nuevo importe, son re-
_sultado de una cuenta errónea y que, por ende,- condujo a que
aquella operación terminase no respondiendo a las pautas que pre-
tendía traducir numéricamente.

8':') Que, en estas condiciones, el fallo impugnado, en cuanto re.
chaza la enmienda, se aparta de las circunstancias compr?badas
de la causa y de la norma aplicable (art. 166, mc. 1, último párrafo,
cit.), con agravio de la garantía. enunciada supra (considerando 2':').
En consecuencia, .debe ser descalificado como acto judicial a fin de
que, mediante uno nuevo, se rectifiqiIe el punto y sean regulados los
.emolumentos en cuestión de conformidad a las reales bases que
en su momento fueron establecidas.

Por ello, se hace lugar al recurso extraordinario y se deja sin
efecto la sentencia apela<J.a, de manera que el expediente deberá
volver a fin de que, por quien corresponda, se dicte una nueva con
los alcances indicados.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

-'- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.

JORGE DE PAOLO v. CARLOS JOSE DI PAOLO y/o sus SUCESORES

RECURSO EXTRAORDINAR{O: Requisitos comunes. Gravamen.

Si el pronunciamiento recurrido resolvió desestimar el amparo, por
entender que el derecho que se pretendía vulnerado. debía ser pro-
tegido en las .actuaciones en que las medidas de prueba se habían ofre-
cido, 3 fin de resguardar los valores -de seguridad y estabilidad ju-
rídica, y dejó abierta en forma expresa, la posibilidad de que el de- -
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mandante se presentase en aquel proceso e hiciera valer allí sus in-
vocados derechos, ello revela la inexistencia de gravamen por falta
de' interés jurídico -pues' el actor tiene como vía apta para el eues-
tionamiento de las medidas probatorias la presentación en el juicio
donde (llas fueron ofrecidas- y conduce, a rechazar el remedio fede-
ral int('ntado (1).

DARDORAULGHIGO v. MARIAJOSEFINA ZERBONI

RECURSO .EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales.
Interpretación de normas y actos comunes.'

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra el pro-
nuncüimiento que desestimó el pedido de levantamiento de embai-go
formulado por el tercer adquirente del 20% indiviso de los derechos
y acciones cuya subasta pública fue decretada en el proceso, ya que
los agravios propuestos sólo suscitan el examen de cuestiones de
hecho y de derecho común y procesal local, materia propia de los
jueces de la causa y extraña a la instancia del artículo 14 de la ley 48,
la que ha sido resuelta por la sentencia con fundamentos suficientes
de ese mismo carflcter (2).

SYLVIA RUDNIKS CARVIN DE SOLA CLARET v.
FUERZA AEREA ARGENTINA

RECURSO EXTRAORDINARIO: .Requisitos formales. Interposición del recurso.
Fundamento.

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sen.
tencia que rechazó la demanda tendiente a obtener la nulidad de la
resolución del Comandante en Jefe de la Fuerza Aérea Argentina que
no hizo lugar a la rehabilitación de la pensión de la actora. Ello es
así, pues el agravio referente a la presunta inconstitucionalidad del

(1) 13 de mayo. Fallos: 242:524.
(2) 13 de mayo.
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arto 85, inc. 1~, de ia ley 14.777 no puede ser acogido favorablemente
en esta instancia toda vez que la recurrente omite rebatir, aunque
más no sea en mínima medida, -los argumentos que sobre el punto
expresó el-a qua, sin que la mención del Pacto de San José de Costa
Rica ~fectuada en el escrito de interposición del recurso extraordinario
sea suficiente a t:ll fin. ya que no explica con relación a quienes se
sufriría la discriminación alegada, si e! beneficio sólo es acordado
a las esposas, por lo que únicamente a ellas y no a los hombres
pueden referirse Lis limitaciones que se establezcan para su goce (1).

RECTOR ALFREDO RUBILAR

JURlSDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Por la materia. Cau-
sas excluidas de la camfJetencia federal.

Dado que la presunta defraudación fiscal o evasión impositiva no
debe confundirse con la del inc. 5~ del arto 174 del Código Penal -la
primera prevista y reprimida por las leyes pertinentes (ley 11.863, t. o.
1978)-con su procedimiento especia! (arts. 72 a 77 de! citado texto
legal), tiende a: obstruir el poder financiero de la' administración pÚ¡
blica, afectando la incolumidad de sus rentas fiscales; y la segunda,
constituye una fraudulenta o abusiva privación de un bien que per:
tenece, como propiedad, a una administración pública-, y que las
maniobras llevadas a cabo por el imputado en perjuicio de la empresa
no determinaron liberarla de sus obligaciones fiscales ante el ente
recaudador, su juzgamientoresulta toda vez que los hechos investiga-
dos damnificaron únicamente a! patrimonio de particulares- ajeno
a! fuero de excepción, y debe entender respecto de la supuesta de-
fraudacion a las _rentas nacionales la justicia provincial (2).

(1)
.. (2)

13 de mayo.
13 de mayo. Fallos: 196:521. .
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roSE RODRIGUEZ CARRERA E HIJOS S. A. v.
PROVINCIA DE SANTA CRUZ

761

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Falta de fundamentación sufi-
ciente.

Corresponde dejar sin efecto el pronunciamiento que rechazó la de-
manda contenciosoadministrativa por revocación del decreto y de las
resoluciones que no habían hecho lugar al .reclamo de intereses. Ello
es así, pues, aceptado por el a qua que estaba "suficiente. y definitiva-
mente probado en autos" que "para el descuento de certificados de
obras públicas'1 el banco referido aplicaba las "pautas instrumentadas
en la circular N? 999/77", se advierte que .las referencias a la tasa efec-
tiva annal sólo se sustentan en una apreciación subjetiva sobre el
modo de establecerla y hacen perder de vista el tema central del
planteo, ya que .el fallo desconoce lo que surge de los antecedentes y
contrato de obra pública e incide en menoscabo de los derechos de la
contratista que, en razón de la falta de pago a su debido tiempo, se
vio privada del capital correspondiente que pudo haber dispuesto.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Falta de fundamentación su-
.ficiente.

Si las ¡)artes estaban contestes en la existencia de diferencias en la
forma rle computar los plazos, corresponde hacer lugar al agravio
referido al punto de partida de .los intereses moratorias, pues el a
qua debió resolver si la apelante tenía razón al ajustarse a los pliegos
o era la demandada quien obraba correctamente al computar un lap-
so maYOrpara el pago de los intereses.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposiciól1 del recurso.
Fundamento.

Es improcedente el recurso extraordinario si los argumentos del a
quo no fueron rebatidos en términos que satisfagan el requisito de
fundamentación autónoma a que se refiere el arto 15 de la ley 48, pues,
según esta exigencia, la presentación recursiva debe contener una
crítica prolija de la sentecia impugnada, de modo que el apelante
debe rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que se apoya
el tribunal para arribar a las conclusiones que lo agravian (Disiden-
c)a del Dr. Carlos S. Fayt).
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales ..
.5entel1cias a¡'bitrarias. Inzprocedlp1cia del recurso.

Es improcedente ei recurso extraordinario deducido contra la sen-
tencia que rechazó la demanda contenciosoadministrativa por revo-
cación del decreto y de las resoluciones que no habían hecho lugar
al reclamo de intereses. Ello es así, pues la llamada tasa efectiva
anual resulta de la capitalización de intereses ganados en los subpe-
ríodos que se determine, y reinvertidos en tantos de tales subperío-
dos C01110 sea necesario para cubrir el lapso de un año;, aquella tasa
se indica a título ilustrativo y sólo podría coincidir con la tasa de
efectiva aplicación en las peculiares condiciones que señala el a, qua:
que el plazo sea de un año y que la tasa de interés no sufra modi-
ficaciones en ese período, circunstancias que no se dan en la causa.
Sostener por el contrario, su aplicación directa conduciría a' alterar
la ecuación ~conómica. en un caso en que, por lo demás y como el
mismo recurrente destaca, el capital ha sido ajustado. (Disidencia del
Dr. Carlos S. Fayt);

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

Contra la sentencia del Tribumil Superior de Justicia de la
Provincia de Santa Cruz, que rechazó la demanda contenciosoadmi-
nistrativa interpuesta por la parte actora, dedujo ésta recurso ex-
traordinario, que desestimado por el a quo, ha dado origen a la
presente queja.

Sostiene la apelante que el fallo resulta arbitrario, en cuanto
no se le reconocen las diferencias surgidas de los pagos de la accio-
nada, derivadas. de la tasa de intereses y de la fecha a partir de la
cual deben computarse los mismos.

Cabe poner de relieve, en forma liminar, que reiterados
pronunciamientos de V.E. han sostenido que es improcedente el
recurso extraordinario si los argumentos del a qua no fueron reba-
tidos en términos que satisfagan el requisito de fundamentación
autónoma a que se refiere el arto 15 de la ley 48, pues, según esta
exigencia, la presentación recursiva debe contener una crítica pro-
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lija de la sentencia impugnada, de modo que el apelante debe reba-
tir todos y cada uno de los fundamentos en que se apoya el tribunal
para arribar a las conclusiones que lo agravian (Fallos: 302: 155,
174,283,582, entre otros).

En este sentido, estimo que el recurso no. satisface los requi-
sitos enunciados. En efecto, los razonarpientos que realiza la actora
,en torno a las disquisiciones del fallo acerca de los distintos tipos
de tasas de interés, que considera alejadas del fondo del debate,
omiten contemplar los presupuestos del pronunciamiento en redor
de la materia contenciosoadministrativa, largamente desarrollados
en el apartado nI de la. sentencia. Allí el tribunal estableció que la
causa estaba dirigida a dar satisfacción a un derecho subjetivo de
la demandante establecido con anterioridad por una norma, de
modo que era necesario individualizar esta regla en forma previa.
Encuentra, al respecto, que la norma que sirvió de sustento al de-
recho presuntamente vulnerado de la apelante era el arto 7 de la
.ley de obras públicas local, que reconoce un cierto interés sobre el
m~nto de los certificados abonados en mora y, por tanto, el resto
del discurso, en este aspecto, va dirigido a desentrañar cuál es el
tipo de tasa que debió aplicarse concluyendo que no es la preten-
dida por la actora sino la que abonó la provincia demandada. Estos
.argumentos, a mi modo de ver, no han sido suficientemente refu-
tados por la quejosa, quien se' limita a reclamar el pago de lo que
esa parte abonó al. Banco de la Provincia de Santa Cruz, donde
había descontado los certificados emitidos por la accionada.

En lo que hace al segundo de los agravios, relacionado con la
fecha de arranque dé! cómputo de los intereses moratorias, ad-
vierto que el recurso incurre en análogas falencias a las ya señala-
.das, puesto que no controvierte adecuadamente las razones de la
sentencia, que desestima su reclamo por. ausencia de prueba sobre
el desajuste que surgiría entre el cálculo practicado por la comi-
tente y el qué la apelante pretende que debería aplicarse.

Finalmente, debo agregar que, a mi juicio, no media en el sub
lite la gravedad institucional alegada por la apelante, que de haberse
configurado permitiría, en principio sortear algún .escollo formal
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del recurso., puesta que las cuestianes traídas a canacimienta dé esta
Corte na exceden el interés 'patrirrianial de las partes:

Opina, en can secuencia, que carrespande desestimar la presente
queja. Buenas Aires, 18 de febrera de 1986. Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenas Aires, 13 de maya de 1986.

Vistas los autas: "Recurso. de hecha deducido par la actara en
la causa Jasé Radríguez Carrera e Hijas' S.A. c/Pravincia de Santa
Cruz", para decidir sabre su pracedencia.

Cansiderando:

1<;» Que cantra el pranunciamienta del Superiar Tribunal de
Justicia de la Pravincia .de Santa Cruz que rech~zó la demanda can-
tenciasaadministrativa par revacación del decreta y de las resalu-
cianes que na habían hecha lugar al reclamo de intereses, la actara
dedujo. el recurso. extraardinario cuya denegación arigina la presen-
te queja. .

2<;»Que las agravias de la apelante suscitan cuestión federal
suficümte para su tratamiento. en la vía intentada, pues si bienes
cierta que se remiten al examen de cuestianes de hecha. y derecha
pública local, ajenas -cama regla y par su natutaleza- al remedia
del arto 14 de la ley 48, tal criterio. na resulta de aplicación al casa
en que la salución canduce a la frustración de garantías que cuen-'
tan can ~mpara canstitucianal.

3<;»Que, en efecto., la recurrente sastiene que su impugnación
de arbitrariedad de la sentencia tiene das bases principales: a) haber
entrada en una disquisición sabre las tipas de intereses, sin' advertir
que su. reclamación era distinta; bY dar por sentada, en cantra
de tada la prueba praducida, que la tasa efectiva anual está sujet~
a un ,término de' 365 días y que necesita -cama conditi sine qua
non- de un interés fija.
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49) Que no obstante lo expresado en el dictamen precedente,
la actora ha refutado la parte medular del fallo con argumentos
que son suficientes para alcanzar la finalidad perseguida, pues,
aceptado por el a qua que estaba "suficiente y definitivamente
probado en autos" que "para el descuento de certificados de obras
públicas" el banco referido aplicaba las "pautas instrumentadas
en la circular N9 999/77", se advierte que las referencias a la tasa
.efectiva anual sólo se sustentan en una apreciación subjetiva sobre
el modo de establecerla y hacen perder de vista el tema central del
planteo.

59) Que, al respecto, resulta pertinente señalar que la actora
pretende el cobro de la capitalización mensual de los intereses o lo
que se llama "tasa efectiva anual", de conformidad con el modo de
-operar del banco local, solución que obviamente no exige para su
procedencia de la conjunción de los' extremos a que se refiere el
superior tribunal, como surge inequívocamente de la forma de ac-
tuar de la institución bancaria y como es de público conocimiento
que ha sido también una forma de obtener renta de un capital en
depósitos a plazos fijos n~invertibles mensualmente.

6'?)Que, por ser ello así, no resulta fundamentación apropiada
de la sentencia la expresada en el fallo, pues desconoce lo que surge
de los antecedentes y contrato de obra pública e incide en menoscabo
de los d~rechos de la contratista que, en razón de la falta de pago
a su debido tiempo, se vio privada del capital correspondiente que
pudo haber dispuesto con la rentabilidad propia de las pautas se-
ñaladas.

79) Que, de igual modo, el punto de partida de los intereses
moratorias merece también idéntico reproche de arbitrariedad, pues
,las partes estaban contestes en la existencia de diferencias en la
forma de computar los plazos por lo que el a qua debió resolver si
la parte tenía razón al ajustarse a los pliegos o era la demandada
quien obraba correctamente al computar un lapso mayor para el
pago de los intereses.

89) Que, en consecuencia, la preClSlOn que exige el tribunal su-
perior respecto de los intereses no toma en cuenta la relación pro-
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cesal, ya que pone el acento en algo que no había sido materia de
discusión, para llegar a una conclusión que había sido diversa a
la que surge, del comportamiento de las partes y de sus expresio-
nes obrantes en la causa.

DISIJ)ENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FAYT

Considerando:

l?) Que contra el pronunciamiento del Superior Tribunal de
Justicia de la Provincia de Santa Cruz,. que rechazó la demanda
contenciosoadministrativa por revocación del decreto y de las reso-
luciones que no habían hecho lugar al reclamo de intereses, la ac-
tora dedujo el recurso extraordinario cuya denegación origina la
presente queja.

2?) Que los agravios de la apelante han sido objeto de apre-
ciación adecuada en el dictamen del señor Procurador General, a
cuyos fundamentos esta Corte se remite por razones de brevedad.

3?) Que a ellos cabe agregar que la llamada tasa efectiva anual
resulta de la capitalización de intereses ganados en los subperíodos
que se determine, y reinvertidos en tantos de tales subperíodo~
como sea necesario para cubrir el lapso de un año; aquella tasa se
indica a título ilustrativo y sólo podría coincidir con la tasa de
efectiva aplicación en las peculiares -condiciones que señala el a
qua: que el plazo sea de un año y que la tasa de interés no sufra
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modificaciones en ese período, circunstancias que no se dan en la
causa. Sostener por el contrario, su aplicación directa conduciría
a alterar la ecuación económica, en un caso en que, por lo demás
y como el mismo recurrente destaca, el capital ha' sido ajustado.

Por dIo, se desestima la queja y se da por perdido el depósito._
Carlos S. Fayt.

PASCUA REYNOSO DE LA CRUZ VDA. DE DIAZ v.
ANILDA ADELFA VDA. DE SANTIAGO y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cues--
tiones federale~ simples. Interpretación de otras normas y actos federales.

Si en oportunidad de expedirse respecto del' recurso de la recurrente-
planteado contra la sentencia que había denegado toda mejora con-
cerniente al reajuste aceptado en primera instancia, la Corte sostuvo
que la afirmación del a qua sólo exhibía su desacuerdo sobre la via-
bilidad de la recomposición del saldo de precio, aspecto firme del
fallo de la instancia anterior, pero no comportaba razón suficiente
para 3ustentar lo c1ecididosobre el monto de la actualización, que fue-
el tema controvertido en la alzada, debe descalificarse lo decidido,
que nuevamente vuelve a valorar aspectos, sobre los cuales no co-
rrespondía expedirse, pues aceptado que la actora consintió la sen--
tencia que, para salvar "principio de moral y equidad", reajustó en
forma prudencial el saldo de precio, quedaba en pie -amén de otros
agravios que fueron ya rechazados- el tratamiento del "monto de la
actualhación" según dichas pautas, y la oposición de la actora al pedido-
de actuillizar el precIo debió ser tomada en su contexto y con refe-
rencia ~ los plazos y modo de hacer efectiva su prestación, ya que
si bien es cierto que la conducta de la parte debía ser tomada cn
cuenta, tal circunstancia no podría perjudicar todo derecho al re.
ajuste por envilecimiento monetario, pues de lo contrario se con
validaría un despejo para el propietario, 'al privarlo de su inmueble-
por un precio irrisorio y carente de toda significación patrimoDlaL
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 13 de mayo de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Marta Mar-
garita Santiago y otras en la causa Reynoso de la Cruz Vda. de
Díaz, Pascua e/Adelfa Vda. de Santiago, Anilda y otros", para deci-
dir sobre su procedencia.

Considerando:

1'?) Que contra el pronunciamiento de la Sala C de la Cámara
Nacional de Apelaciones en lo Civil, dictado en virtud del fallo de
esta Corte que invalidó un fallo anterior de la Sala B -respecto
de lo decidido sobre el reajuste del precio-, la demandada dedujo
el recurso extraordinario cuya denegación origina la presente queja.

2':') Que los agravios de la apelante suscitan cuestión federal bas-
tante para su consideración en la instancia del arto 14 de la ley 48,
pues el tratamiento de la tacha de arbitrariedad invocada presupone
determinar el alcance de una decisión del Tribunal dictada en la
causa, circunstancia que hace procedente la apertura del recurso
a los fines consiguientes.

3':') Que en oportunidad de expedirse respecto del recurso de
la recurrente planteado contra la sentencia de la Sala B que había
denegado toda mejora concerniente al reajuste aceptado en primera
instancia, esta Corte sostuvo que la ,afirmación del a quo sólo ex-
hibía su desacuerdo sobre la viabilidad de la recomposición del
saldo de precio, aspecto firme del fallo de la instancia anterior, pero
no comportaba razón suficiente para sustentar lo <;lecididosobre el
monto de la actualización, que fue el tema controvertido en la alzada.

4':') Que, en consecuencia, y más allá de las opiniones perso--
nales de los jueces que integran la sala que intervino en el caso,
se aprecia que nuevamente se vuelve a valorar aspectos sobre los
cuales no correspondía expedirse, pues aceptado que la actora con-
sintió la sentencia que, para salvar "principio de moral y equidad",
reajustó en forma prudencial el saldo de precio, quedaba en pie



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 769

-amén de otros agravios que fueron ya rechazados- el tratamiento
del "monto de la actualización" segúil dichas pautas.

5'.') Que la oposición de la actora al pedido de actualizar el
precio debió ser tomada en su contexto y con referencia a los pla-
zos y modo de hacer efectiva su prestación, ya que si bien es cierto
que la conducta de la parte debía ser tomada en cuenta, tal cir-
cunstancia no podría perjudicar todo derecho al reajuste por envio
lecimiento monetario, pues de lo contrario se convalidaría un des-
pojo para el propietario, al privarlo de su inmueble por un precio
irrisorio y carente de toda significación patrimonial.

6'.') Que, por ser ello así, aunque la mora del deudor ha ser-
vido regularmente para agravar su responsabilidad, resulta contrario
a los principios constitucionales pretender que ese estado tenga vir-
tualidad para legitimar un traspaso de bienes de una persona a otra
sin contraprestación alguna, máxime cuando por sus caracteres de
contrato conmutativo y bilateral, es conforme con la naturaleza de
la compraventa un cierto equilibrio en el intercambio de valores,
aun .cuando éste sólo sea dado -en función de las circunstancias
del caso- para salvar los "principios de moral y equidad".

7'.') Que, en tales condiciones, la solución del a qua es notoria-
mente injusta, desvirtúa la naturaleza del contrato y no integra de
manera armónica las soluciones que corresponden en razón de la
mora del deudor y de la depreciación monetaria, por lo que corres-
ponde invalidar lo resuelto por mediar nexo directo e inmediato
entre lo decidido y las garantías constitucionales que se dicen vul-
neradas.

Por ello, se hace lugar a la queja, se declara procedente el re-
curso extraordinario y se deja sin efecto la sentencia. Sin costas
atento al carác;:ter dudoso de la solución aceptada y a las circuns-
tancias del caso. Vuelvan los aptos al tribunal de origen a fin de que,
por medio de quien corresponda, proceda a dictar nuevo fallo con
arreglo a lo expresado.

CARLOS S. FAYT - ENRIQUE SANTIAGO PETRAC-

CHI - JORGE ANTONIO BACQU~.
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ROLANDO RAUL AGüERO v. CONCEJO. DELIBERANTE DE BRANDSEN

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Cuestión justiciable.

Los agravios dirigidos contra el pronunciamiento de la Suprema
Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires que, al conocer
en el conflicto imerno contemplado por el artículo 187 de la Cons-
titución Provincial, anuló la cesantía aplicada al concejal actor y or-
denó su reincorporación al ca;go electivo, resultan ineficaces para la
apertura del recurso extraordinario, pues la Corte carece de juris-
dicció!l para conocer respecto de cuestiones que, por su esencia, cons-
tituyen conflictos de poderes locales, toda vez que tales controversias
deben h3llar solución, jurídica o política, en su respectivo ámbito y
sin intervención de la Justicia Nacional (arts. 5? y 104 de la Consti-
tución Nacional (1).

INES A. D'ARGENIO v.
RESOLUCION 869 DEL TRIBUNAL DE CUENTAS DE LA NACION

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales ..
Sentencias arbitrarias. Principios generales.

La arbitrariedad no constituye un fundamento autónomo de apela-
ción extraordinaria, sino un medio idóneo para asegurar el reconocí--
miento de las garantías consagradas por la Constitución Nacional y si.
éstas 110 fueron invocadas ni en consecuencia, demostrada su rela-
ción :iirecta e inmediata con la materia del fallo, ello obsta a la'
procedencia del recurso (2).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federaíes;.
Sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso.

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sen-
tencia que dejó sin efecto las resoluciones por las que se había de-
clarado' la responsabilidad disciplinaria de una funcionaria del Tri-
bunal de Cuentas. Ello es así, pues lo decidido no carece de fundamen-

(1) 13 de mayo. Fallos: 248:828; 259: 194; 261: 103; 262:212; 266: 189;
291: 384.

(2) lJ de mayo. Fallos: 300: 1006; 301: 1602.
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tación, ya que el a quJ examinó las constancias del expediente penal
promovIdo contra aquélla, de las que concluyó que el mismo había
finalizado con sobreseimiehto provisional en la causa, que su desem-
peño en la docencia universitaria por el .que se la acusó de violar el
régimen de incompatibilidades era conocido por los miembros 'del
Tribunal de "Cuentas d<"spués de designarla, que la incompatibilidad
horaria fue subsanada porque la profesional comenzó a dictar sus
clases los días sábado por la mañana, que en el citado Tribunal cum.
plíapor demás con el horario establecido, y que resulta admisible la
explicaci6n que brindó sobre el horario consignado en la declaración
jurada presentada ante la Universidad de La Plata.

ANIB~ LUIS ROMPATO y OTROS

NAVEGACION.

Es inadmisible el planteo de inconstitucionalidad de la ley 18.870, toda
vez qu~ ni los arts. 86, 87 y 88 de ésta -conforme ley 20.395-, ni la
interpretación que de esas disposiciones efectuó el a qua han consa-
grado el carácter de no recurribles de los pronunciamientos' del Tribunal
Administrativo de la Navegación.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

Se trae queja por denegatoria del recurso extraordinario inter-
puesto contra la sentencia de fs. 885/889 en cuanto confirmó la reso-
lución de fs. 765/787 del Tribunal Administrativo de la Navegación
que impuso al' Práctico del Río Paran á Odilio Francisco :Escher la
sanción de seis meses de suspensión.

Afirma la apelante que el fallo es arbitrario y que interpreta
erróneamente disposiciones de la ley 18.870, modificada por la ley
20.395, del decreto 5207/71 Y de la Ordenanza Marítima de la Pre-
fectura Naval Argentina N? 2/82 (Agregado N? 3, capítulo 21, apar-
tado 3.7.2.). Añade que lo decidido vulnera lo prescripto en los arts.



772 FALLOS.DE LA CORTE SUPRE~A

16, 18, 94, 95 Y 100 de la Constitución Nacional, que el arto 6? de la
citada ley resulta inconstitucional y que, en caso de duda, debió
estarse a favor del imputado.

En mi opinión los agravios solo ongman cuestión federal en
cuantó imputan al pronunciamiento atacado la tacha de arbitrarie-
dad.

En efecto, a fs. 847/850 el apelante formuló una serie de crí-
ticas al fallo del tribunal administrativo, entre las que pueden men-
cionarse las referidas a que éste no había tomado debidamente en
cuenta la comunicación efectuada por el capitán de otro buque
colisionante que podría '.haber inducido a error al práctico Escher,
al criterio del tribunal respecto de la ubicación de los buques poco
antes del choque, a la presunta omisión en examinar los efectos
hidrodinámicos que afectaron al buque Bernardo Houssay, a la
circunstancia de que no se habría ponderado suficientemente que
el otro buque fue el embistente y que fue el que creó le riesgo de
colisión.

Tales temas conducentes para la dilucidación del litigio no me-
recieron tratamiento por parte de la Cámara, resultando por ello
el decisorio descalificable en razón de la doctrina que sobre la arbi-
trariedad de sentencias elaboró V.E.

En cambio, no ocasiona cuestión federal la alegación que efec-
túael quejoso respecto a lo dispuesto en el agregado N? 3, ap. 3.7.2.
de la Ordenanza Marítima 2/82, en razón de que, como se desprende
de los considerandos del fallo y, en especial de los expresados por
el tribunal administrativo a fs. 777 y 785/786 la imputación de res-
ponsabilidades realizada en su. contra no tiene como fundamento
la violación de lo establecido en la citada norma.

Por úitimo, cabe señalar que n'o furidamenta el recurrente la
pretendida cuestión federal vinculada a la interpretación del de-
creto 5207/71 Y tampoco lo hace suficiente respecto de la presunta
inconstitucionalidad del arto 6? de la ley 18.870 y al alegado error
en cuanto a la interpretación delart. 86 de la misma pero aun
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cuando se considerara que resultan suficientes las referencias con.
tenidas a fs. 899/$99vta. y 901 vta.j902 cabría señalar que es ine.
xacto que el citado arto 6'?autorice la aplicación de sanciones sin
sustento normativo sino que, a contrario de .10 que pareciera inter.
pretar el apelante, lo único que se expresa es que las decisiones
del Tribunal Administrativo de la Navegación tendrán por objeto
determinar la falta de idoneidad profesional, la imprudencia, im.
pericia o negligencia del 'personal responsable, directa o 'indirec-
tamente, de un accidente de navegación, o la inobservancia de las
leyes, reglamentos y ordenanzas vigentes en cada caso, no .admi-
tiéndose que el mencionado tribunal quede autorizado a imponer
sanciones a su mero .arbitrio, postura que no fue, por otra parte
sostenida por el a quo quien, acertadamente, interpretó el citado
arto y el 86 de dicho cuerpo legal en cuanto determina cuándo pro-
cede el recurso de infracción de ley, al expresar que corresponde
en las circunstancias enumeradas en. el considerando.

Por lo expuesto, y con el alcance indicado, considero que debe
.hacerse lugar a la queja en examen, declarar procedente el recurso
extraordinario de fs. 898/902 y ordenar se dicte nuevo pronuncia-
miento con arreglo a derecho. Buenos Aires, 3 de noviembre de
1985. Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 13 de mayo de 1986..

Vistos los autos:' "Recurso de hecho deducido por Odilio Fran.
cisco Escher en la causa Rompa~o,Aníbal Luis y otros s/recurso
de apelación e/res. del Trib. Adm. de la Navegación (ley 18.870)".
para decidir sobre su. procedencia.

Considerando:

1'?)Que el práctico del Río Paraná, Odilio F. Escher, interpone
esta queja por habér~ele denegado el recurso extraordinario dedu.
cido contra el fallo de la Sala IV de la Cámara Nacional de Apela-
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ciones en lo Contencioso administrativo Federal, que confirmó lo re-
suelto. por el Tribunal Administrativo de la Navegación.

2':') Que el planteo de inconstitucionalidad de la ley 18.870 for-
mulado en la apelación es inadmisible, toda vez que ni los arts. 86,
87 Y 88 de ésta -conforme ley 20.395-, ni la interpretación que
de esas disposiciones efectuó el a quo, han consagrado el carácter
de no recurribles de los pronunciamientos del órgano administra-
tivo mencionado.

3':') Que tampoco es atendible el cuestionamiento de igual Índole
dirigido contra el art. 6 de la ley citada, tal como lo pone de mani-
fiesto el dictamen antecedente del señor Procurador General, al que
cabe remitir en razón de brevedad.

4':') Que los restantes agravios atañen a,puntos de hecho, prue-
ba y derecho procesal, ajenos por ende a la instancia del arto 14
de la ley 48. Asimismo, no se advierte la configuración de un caso
de arbitrariedad, máxime cuando las defensas en las que se basa
el recurrente no se exhiben como de entidad suficiente como para
variar la decisión impugnada, habida cuenta de los diversos repro-
ches expuestos por el tribunal señalado.

Por ello, y de conformidad en lo pertinente con lo dictaminado
.por el señor. Procurador General, se desestima la queja.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ ..
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UNION DEL CENTRO DEMOCRATICO (U.C.D.)

775

RECURSO EX [RAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales .
.sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso.

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sen-
tencia que -fundada en la efectiva preexistencia del uso de la sigla
por parte de la Unión Cristiana Democrática y la vigencia de su con-
dición de partido político- declaró el derecho de la Unión Cristiana.
Democrática al uso exclusivo de la sigla "U.C.D.", a la vez que prohi-
bió su utilización por parte de la Unión de Centro Democrático. EllQ
es así, pues la vía excepcional del arto 14 de la ley 48 no la autoriza a
sustrael a los magistrados de la causa en la decisión de cuestiones que
por su índole les son privativas, ni tampoco tiene por objeto corregir
sentencias que se reputf'n erróneas en razón de meras discrepancias del
apelante .con la valoración de circunstancias y pruebas del juicio.

FALLODE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 13 de mayo de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la Unión del
'Centro Democrático (U.C.D.) s/reconocimiento como partido polí-
tico Distrito Capital Federal", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1<:) Que la Cámara Nacional Electoral declaró el derecho de la
Unión Cristiana Democrática al uso exclusivo de la sigla "U.C.D.",
a la vez que prohibió su utilización por parte de la Unión de Cen-
tro Democrático. Contra esa decisión, el partido político citado en
último término interpuso recurso extraordinario que, denegado, dio
origen a la presente queja.

2<:) Que el pronunciamiento apelado se fundó en la efectiva
preexistencia del uso de la sigla por parte de la Unión Cristiana
Democrática y la vigencia de su condición de partido político, ex-
tremos cuyo examen encomendó esta Corte al tribunal a qua en
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el anterior pronunciamiento obrante a fs. 371/372 de los autos prin~
cipales, como recaudos ineludibles para la admisión del pretendido
derecho de oposición.

A esas conclusiones arribó el juzgador tras analizar las cons-
tancias agregadas en el expediente, de las que se desprende que la
Unión Cristiana Democrática viene haciendo uso de su nombre y
de la sigla que forman sus iniciales desde hace veinte años, como
así también su continua actividad política desde entonces.

3~) Que el apelante' se agravia del fallo, al que considera arbi-
trario y.violatorio del derecho de propiedad de su representada, por
cuanto, a su entender, atribuye a una simple agrupación política
derechos que la "ley22.627reserva a los partidos políticos legam;ente
constituidos o en formación y reitera que las agrupaciones que opor-
tunamente se identificaron a través de la sigla en cuestión dejaron
de existir a la fecha de la impugnación, sin que su contraria sea
continuadora de aquéllas, y porque no podría invocar, además, la
titularidad de derechos adquiridos al amparo de la legislación que
la "Nueva Ley Orgánica de los Partidos Políticos" vino a derogar.

4~) Que esta Corte tiene reÚerado que la vía excepcional del
arto 14 de la ley 48 no la autoriza a sustraer a los magistrados de
la causa en la decisión de cuestiones que por su índole ies son priva-
tivas, ni tampoco tiene por objeto corregir. sentencias que se repu-
ten erróneas en razón 'de meras discrepancias del apelante con la
valoración de circunstancias y pruebas del juicio (Fallos: 286:291;
291:545; 293:649; 294:17; 295:535; causas E.232-XIX,"Estrella, Car-
los Alberto e/Editorial Crea, S.A.", del 16 de agosto de 1984;D.23-
XX, "Delgado Báez, BIas A. c/S.I.P.A. y otro", del 26 de marzo de
1985;R.170-XX,"Remad S.R.I,..",del 27 de junio de 1985y muchos
otros) .

Ello resulta particularmente aplicable al sub examine, por cuan-
to la sentencia apelada cuenta con fundamentos suficientes de ese
carácter ajenos, como principio, a la instancia extraordinaria, que
bastan para fundamentarla e impiden su descalificación como deci-
sión judicial. Frente a éstos, el recurrente no hace sino manifestar
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su desacuerdo con el criterio. seguido por los jueces de la causa,.
por lo que es impropia la aplicación al caso de la doctrina de la
arbitrariedad, máxime si se tiene en cuenta que el a qua limitó su
cometido a resolver la cuestión litigiosa a través del esclarecimiento
de los supuestos fácticos cuya dihicidación le encomendó esta Corte
en su anterior intervención.

5<;»Que no basta para alterar tal conclusión la reiteración de
cuestiones federales que corno tal propone el quejoso, referentes a
la interpretación y alcances de los derechos reconocidos por la ley
22.627a los partidos políticos legalmente constituidos o en forma-
ción, las que ya fueron decididas en otras instancias y se encuen-
tran .firmes.

Por ello, se desestima la queja.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT
- JORGE ANTONIO BACQUÉ.

JACOBO LANGMANy O~

ADUANA: Infracciones. Varias.

El arto 150, inc. b), de la Ley de Aduanas prevé Ümto la hipótesis de
la declaración falsa, incompleta o ambigua, como el. supuesto de la
intr~ducción al pros formando parte del equipaje conjuntamente con
él, de mercaderías sujetas al.pago de derechos, y en ambos casos se
reprime la vía por la que se intenta el ingreso de las mercaderías,
prescindiendo de la manifestación del pasajero. Tales consideracio.
nes, ):lor lo demás. resultan aplicables también Para interpretar el arto
. 977 del Código Aduanero, habida cuenta la similitud de los textos' le-
gales (1).

(1) 15 de mayo. Fallos: 265:24; 273:264;287:66.
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NACION ARGENTINA (SECRETARIA DE ESTADO DE JUSTICIA) v.
S. A. LAS PALMAS DEL CHACO AUSTRAL

\

RECURSO ORD1NARIO DE APELACION: Tercera instancia. Sentencia defi-
nitiva. Resoluciones posteriores a la sentencia.

Si bien es cierto que sólo en excepciones ha sido admitido el recurso
ordinario de apelación contra resoluciones pósteriores a la sentencia
definitiya, cabe incluir entre aquéllas al caso en que se alegó por el
Estado Nacional que el modo 'de ejecución ordenado no se ajustó a lo
dispue.,;to por la Certe y, puesto que el monto de la regulación que
debería el actor soportar excede en mucho el mínimo establecido por
el arto 24, inc. 6~. ap. a), del decreto-ley 1285/58, modificado por la
ley 21.708 y resolución de la Corte 50/85, es aplicable la doctrina según
la cual el beneficio de la tercera instancia ordinaria ante el Tribunal
tiene p0r objeto proteger los intereses del Fisco Nacional y' conceder
una mayor seguridad de acierto a las sentencias que decidan cues-
tiones de determinada cuantía, que comprometan el patrimonio de la
Nación.

.sENTENCIA: Ejecución.,

Con, respecto a la ejecutabilidad de las sentencias dictadas en los
juicios de expropiación no rige la limitación establecida en el art. .7~
de la ley 3952,por estar en juego la garantía que reconoce el art. 17
de la Constitución Nacional en cuanto a la indemnización previa de-
bida al expropiado.

BUENA FE.

El ejercicio de todo derecho debe tener lugar dentro de los' límites
impuestos por la buena fe, traspasados los cuales aquél deviene abu.
sivo y no resulta amparado por la justicia (art. 1071 del Código Civil).

JUECES.

De conformidad con la regla ium novit curia, el juzgador tiene 1a
facultad y el deber de analizar los conflictos litigiosos y dirimirlos se.

, gúri el derecho vigente, calificando de modo autónomo la realidad fác-
tica y ~ubsumiéndola en las normas jurídicas que la rigen con pres-
cindencia de los fundamentos que enuncien las partes.
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Los pagos que el Estado Nacional debe efectuar para el cumplimiento
de sentencias judiciales firmes, requieren la apertura de créditos en
la forma regulada en el arto 17 de la Ley de Contabilidad.

EXPROPI ACION: Indemnización. Dete'nninación del valor real. Deprcriaciól1
monetaria.

Si la indemnización al expropiado no' se paga en el término fijado en
la sentencia, ella debe ser reajustada hasta el efectivo pago y sólo
cuando ¡Sste es justo, íntegro y definitivo se opera la adquisición del
dominio a favor 'del expropiante.

J..OSTAS: Naturaleza del juicio. Expropiación.

La ejecución referida a la suma resultante de la liquidación no debe
generar imposición de costas al expropian te, ya que tal conducta no
resulta coherente con la posterior de pedir el embargo de fondos ptl
blicos a poco de emitido el libramiento de pago y cuando la finaliza-
ción' de los trámites hada razonable esperar el rápido cumplimiento
de este último, lo que confiiura un proceder no conciliable con el
principio de la buena fe y contradictorio con sus propios actos, que no
debe ser amparado por el derecho (art. 1071del Cód. Civil).

COSTAS: Natumleza del juicio. Expropiación.

La ejecución promovida para obtener el pago del saldo adeudado por
el actor que derivó en un nuevo embargo sobre fondos del Ministerio
de Salud y Acción Social y que terminó al darse en pago dicho importe,
justifica imponer costas al Estado Nacional en cuanto a ella respecta.

COSTAS: Naturaleza del juicio. Expropiación.

Si se hallaba vencido el plazo fijado para el cumplimiento del fallo en
la decisión de segunda instancia la promoción de ejecución de sentencia
por parte de la demandada, resulta adecuada a derecho, ya que tal
actitud fue precedida de diligencias judiciales y extrajudiciales que re-
velan prudencia y modera,ción de su parte y excluyen toda posible impu-
tación de apresuramiento o ejercicio abusivo de sus derechos (Disiden-
cia del Dr. Augusto César Belluscio) .

.sENTENCIA: Ejecución.

La circunstancia de que el cumplimiento de sentencias judiciales firmes
requiera la apertura de créditos en la forma regulada por el arto 17 de



780

. I •

'l. i! f .
/," 1,)

FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

la Ley de Contabilidad, no exime a la administración de proceder dili-,
gentemente a fin de lograr dicha apertura dentro del plazo señalado.
por los tribunales para aquel cumplimiento; máxime en el caso en que
el plazo. fue fijado por la sentencia de segunda instancia sin merecer
objeción alguna de parte del Estado -pese a gozar del derecho a una
tercera mstancia ordinaria y haberlo ejercido con l'elación a otros pun-
tos del fallo-, lo que indica que debe haberlo consider~do suficiente
(Disidencia del Dr. Augusto César Bellus~io).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 15 de mayo de 1986..

Vistos los autos: "Estado Nacional Argentino (Sec. de Estado.'
de Justicia) c/S.A. Las Palmas del Chaco Austral s/expropIación".

Considerando:

1'?) Que la resolución de la Sala II de la Cámara Nacional de.
Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal de fs. 2179 confirmó la
de primera instancia (fs. 2157), en cuanto declaró admisible la eje-
cución de sentencia llevada adelante por la demandada y, en con-
secuencia, impuso a hit actora las costas de esa etapa del proceso.
A ese fin reguló los honorarios' del doctor Julio C. Alfonso Correas
-letrado patrocinante del liquidador de la sociedad expropiada-
en la suma de $a 383.408.200por su actuación en primera instancia,.
y en la de $a 2.108.750 por su labor en segunda instancia.

2'?) Que contra ese pronunciamiento interpusieron sendos reo.
cursos la actora, el representante de la sociedad demandada y el'
. mencionado letrado (fs. 2183/2184), que fueron concedidos a fs. 2186
y fundados, por el último de los nombrados en el escrito de inter-
posición, y por la demandante a fs. 2192/2197.

3'?) Que las apelaciones son formalmente procedentes, pues -si
.bien es cierto que sólo en excepciones ha sido admitido el recurso .
.ordinario de apelación contra resoluciones posteriores a la senten--
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oCiadefinitiva (Fallos: 258:43, cons. 29)- cabe incluir al presente
,caso entre aquéllas, por haber sido alegado por el Estado Nacional
que el modo de ejecución ordenado no se ajustó a lo dispuesto por
el tribunal en la sentencia de fs. 1810/1818 (v. fs. 2195; confr. doc-
trina de Fallos: 222:215). Por lo demás, puesto que el monto de la
regulación que debería el actor soportar excede en mucho el míni-
mo establecido por el art. 24, inc. 6'.', ap. a) del decreto-ley 1285/58,
modificado por la ley 21.708 y resolución de la Corte 50/85, es apli-
.cable la doctrina del Tribunal según la cual el beneficio de la ter-
-cera instancia ante esta Corte tiene por objeto proteger los inte-
reses del Fisco Nacional y conceder una mayor seguridad de acierto
.a las sentencias que decidan cuestiones de determinada cuantía, que
'comprometan el patrimonio de la Nación (Fallos: 241:218, cons. 4'.'
y sus citas).

49) Que los agravios articulados por el actor versan sobre la
imposición dé costas a éste por las actuaciones cumplidas durante
la ejecución de la sentencia y también sobre el monto de los hono-
rarios que se regularon, en tanto que los de los restantes apelantes
se circunscriben a este último aspecto. Con referencia al primer
punto la parte actora sostiene que no corresponde condenar en cos-
tas al Estado Nacional, pues el juez de primera instancia -al auto-
rizar actos de ejecución contra aquél que se tradujeron en embar-
gos sobre fondos existentes en cuentas públicas- permitió un pro-
cedimiento innecesario y desprovisto de fundamentación fáctica y
normativa, atento a lo establecido en el arto 7'.' de la l~y 3952 y los
criterios sentados por el tribunal en la materia.

5'.') Que conviene recordar que -en lo concerniente a la ejecu-
tabilidad de las sentencias dictadas en los juicios de expropiación-
desde antiguo la Corte Suprema ha resuelto que no regía para ellas
la limitación establecida: en el arto 7'.' de la ley 3952 (Fallos: 186:
151; 211:1547; 217:420; 240:382; 241:382; 249:691; 251:98), por estar
en juego la garantía que reconoce el arto 17 de la Constitución Na.
'ciona! en. cuanto a la indemnización previa debida al expropiado.

69) Que, sin perjuicio de lo expuesto, es necesario que el ejer-
cicio de todo derecho tenga lugar dentro de los límites impuestos
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por la buena fe, traspasados los cuales aquél deviene abusivo y no'
resulta amparado por la justicia (confr. art. 1071 del Código Civil;
Fallos: 289:400).

79) Que, por lo demás, de conformidad con la regla iura navit
curia, el juzgador tiene la facultad yel deber de analizar los con-
flictos litigiosos y dirimidos según el derecho vigente, calificando
de modo autónomo la realidad fáctica y subsumiéndola en las nor-
mas jurídicas que la rigen con prescindencia de los fundamentos
que enuncien las partes' (Fallos: 300:1034, cons. 39 y su cita).

89) Que las circunstancias de autos hacen particularmente apli-
cables los principios recordados en los' considerando s precedentes.
En efecto, resulta de aquéllas que una vez dictada sentencia con
fecha 10 de noviembre de 1983 -que al confirmar la de Cámara
"en lo demás que decide y ha sido materia de agravio (fs. 1817 vta.),
no modificó el plazo de treinta días que el a qua había fijado p~ra
el pago (fs. 1743)- se practicó liquidación de lo adeudado por
la expropiante en concepto de indemnización y accesorios '($a
635.507.307,05), la que fue homologada el 27 de diciembre de
1983 (fs. 1833 vta.). El liquidador de la expropiada solicitó que
el Ministerio de Salud y Acción Social informara qué medidas se
habían tomado con relación al pago de dicha liquidación (13 de
febrero de 1984) y aquél manifestó que se habían solicitado los
fondos al Ministerio de Economía (20 de febrero de 1984). A fs. 1849
(8 de marzo de 1984), el juez de primera instancia -a pedido del
representante de la demandada- intimó al Estado Nacional para
que manifestara en qué plazo haría efectivo el depósito de la suma
correspondiente a la liquidación aprobada, bajo apercibimiento de
ejecución. Ello motivó la respuesta del señor ministro de Salud y
Acción Social que obra a fs. 1852 (19 de marzo de 1984) en la que
se hizo presente que estaba a la firma del. señor ministro de Eco-
nomía la aprobación del pago de la suma correspondiente. El repre-
sentante de "la demandada -con fecha 11 de abril de 1984 (fs. 1855)-
inició la ejecución de la sentencia expropiatoria y de 'la liquidación
complementaria, a cuyo fin solicitó el embargo de fondos existentes
en una cuenta de la Dirección General de Administración del Mi-
nisterio de Salud y Acción Social, lo que fue proveído favorabl~
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mente por el juez de primera instancia (fs. 1856). A los efectos que
aquí son relevantes basta señalar que en la mencionada cuenta los
fondos existentes ($a 160.230.201,97)eran inferiores a las sumas por
las que se había ordenado el embargo ($a 635.507.308,- de la liqui-
dación, con más $a 445.000.000,- presupuestado provisoriamente en
la forma de estilo), pero que, con fecha 24 de abril de 1984, el Es-
tado Nacional dio en pago la suma correspondiente a la liquida-
ción -con afectación a la orden de pago 0066 sobre la que más
abajo se vuelve- y pidió el levantamiento de la medida cautelar
y la transferencia de la suma embargada a su cuenta originaria, a
todo lo cual prestó conformidad la expropiada (fs. 1868, 1873 Y
1882).

9'.') Que es menester tener presente que los pagos que el Estado
Nacional debe efectuar para el cumplimiento de sentencias judicia-
les firmes, requieren la apertura de créditos en la forma regulada
en el arto 17 de la Ley de Contabilidad. A este respecto es impor-
tante señalar que la actividad del representante de la demandada
se orientó -según sus propias manifestaciones y más allá del plazo
fijado por la sentencia para el cumplimiento- a obtener la culmi-
nación del pertinente trámite. De ello da explícita cuenta su escrito
de fs. 1855, en el que relata sus gestiones referentes a las diversas
etapas que se fueron concluyendo, tales como el acuerdo 680 -apro-
batorio del pago-, la resolución del Ministerio de Economía N'.' 237
del 26 de marzo de 1984 -por la que se modificó el presupuesto
general incorporando en la jurisdicción 91, "Obligaciones a cargo
del Tesoro" al crédito corresp<;>ndiente a la liquidación ya citada,
y fs. 56 del expediente administrativo N'.' 80.933/83 agregado al
N'.' 80.147/84- y, por fin, el libramiento de pago 0066/84.

Ahora bien, resulta de la fotocopia obrante a fs. 2217/2218 que
tal orden de pago por la suma de $a 635.507.308fue emitida el día
3 de abril de 1984 por la Dirección ,General de Asuntos Administra-
tivos del Ministerio de Salud y Acción Social y luego intervenida
por el Tribunal de Cuentas de la Nación el 6 de abril de 1984, últi-
mo paso -según lo dispuesto por el arto 34 de la Ley de Contabi-
lidad- previo al cumplimiento.
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10) Que si el representante de la demandada persiguió el pago
-de la suma resultante de la liquidación aprobada por la vía admi.
nistrativa que se ha reseñado y con prescindencia de que el plazo
judicial para el cumplimiento de la sentencia ya hubiese vencido,
-debe necesariamente concluirse que 10 hizo en la inteligencia de
que los derechos de la expropiada no sufrirían, en definitiva, men-
.gua, 10 que se compadece con la jurisprudencia de este Tribunal,
según la cual si la indemnización al expropiado no se paga en el
término fijado en la sentencia, ella debe ser reajustada hasta el
-efectivo pago (Fallos: 294:202; 295;326) Y sólo cuando éste es justo,
íntegro y definitivo se opera la adquisición del dominio a favor del
-exprápiante (Fallos: 304:782). Tal conducta no resulta coherente
-con la posterior de pedir el embargo de -fondos públicos a poco
de emitido el libramiento de pago y cuando la finalización de los
trámites hacía razonable esperar el rápido cumplimiento de este
último, 10 que configura un proceder no conciliable con elprinci-
pio de la buena fe (Fallos: 289:400) y contradictorio con sus pro-
pios actos (sentencia de fecha 27 de febrero de 1986, in re: "Zub-
desa S.A.C.I.F.I. c/Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires",
Z.45-XX, cons. 59 y sus -citas), que no debe ser amparado por el
dere"cho (art. 1071 del Código Civil). En consecuencia, la ejecución
practicada a partir del escrito de fs. 1855 y relativa a la suma de
$a 635.507.308 -result'ante de la liquidación aprobada el 27 de di-
ciembre de 1983- no debe generar imposición de costas al expro-
piante.

11) Que, por el contrario, la ejecución promovida para obte-
ner el pago del saldo adeudado por el actor ($a 614.441.798,10al 25
de abril de 1984), que derivó en un nuevo embargo sobre fondos
-del Ministerio de Salud y Acción Social (v. fs. 1898/1899, 1956, 1958)
Y que terminó al darse en pago dicho importe (fs. 1970) y el -de
$a 427.429.195,- que cubrió el reajuste hasta el 25 de julio de -1984
(fs. 1981/1982), justifica imponer costas al Estado Nacional en cuan-
to a ella respecta. En efecto, a diferencia de la primera etapa eje-
cutoria, el representante de la demandada en esta ocasión no -se
comprometió con los trámites administrativos orientados a la ap~r-
tura de un segundo crédito presupuestario, de los cuales se le dio -
cuenta en la audiencia del 22 de junio de 1984.. Por otra parte, di.
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chos trámites aparecen inconclusos -ver expedientes administrati-
vos agregados por cuerda- y en ellos no se encuentran trazas del
proyecto de decreto que con fecha 26 de junio de 1984 debía ele-
varse, con el indicado fin, a la firma del señor Presidente de la
República, según lo manifestado .en la señalada audiencia por el
representante del Ministerio de Salud y Acción Social (fs. 1942).

Todo ello hace justificativo el pedido de embargo formulado
por la demandada el 6 de julio de 1984 (fs. 1956) y que el Juzgado
ordenó el 11 de ese mes" y año, con el resultado ya expuesto. En
consecuencia, por los actos. de ejecución a que aquí se alude debe
condenarse en costas al Estado Nacional.

12) Que corresponde considerar los agravios relativos al mon-
to de los honorarios regulados al doctor Julio C. Alfonso Correas
por la resolución apelada. La parte actora y la demandada los ape-
laron por altos (fs. 2184 y 2196 Y vta.) , en tanto que el letrado hizo
lo mismo por bajos (fs. 2184 y vta.).

De conformidad a lo expresado en el cons. lO, dicho profesional
no puede resultar acreedor a suma alguna por la etapa ejecutoria
inicial, es decir, aquella relativa al monto de la primera liquidación
($a 635.507.308), porque resultaría contradictorio calificar como ile-
gítimo ese tramo de la ejecución y luego regular por él honorarios.
A ello no obsta lo decidido en el precedente de Fallos: 301:863,
puesto que allí las circunstancias del caso fueron muy diversas
(ver especialmente cons. 3~, de la citada sentencia).

En el presente. caso la regulación sólo corresponderá a las labo-
res profesionales desplegadas en la etapa de la ejecución a que se
alude en el cons. 11 y tomará como monto -actualizado a la fecha
(confr. art. 22 de la ley 21.839)- el importe de la liquidación al 25
de abril de 1984 ($a 614.441.798,10), sobre el que se aplica el míni-
mo de la escala, que en el caso no es la prevista en el art. 40 de
la citada ley (confr. Fallos: 303:798, cons. 5~), sino la que establece
el arto 33 de aquélla. En consecuencia, se regulan los honorarios del
doctor Julio C. Alfonso Correas por su actuación en primera. instan-
cia en la suma de A 152.200 (arts. 6~, 7~, 22 Y 33 de la ley 21.839)
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y en la suma de A 1500 por sus tareas en segunda instancia -en
la que las costas se soportarán en el orden causado- (arg. arts. 71
y 279 del Código Procesal en lo Civil y Comercial de la" Nación;
arts. 14 y 33 de la ley 21.839).

Por ello, se revoca la sentencia apelada en la forma y con los
alcances indicados en los considerandos 10, 11 Y 12.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO (en disidencia)
CARLOS S. FAYT- ENRIQUE SANTIAGO PE-

TRACCHI - JORGE ANTONIO BACQUÉ.

DISIDENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO

Considerando:

19) Que la resolución de la Sala II de la Cámara Nacional de
Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal de fs. 2í79, confirmó
la de primera instancia (fs. 2157) en cuanto declaró admisible la
ejecución de sentencia promovida por la demandada y, en conse-
cuencia, impuso -a la actora las costas de esa etapa del proceso .

. 29) Que contra ese pronunciamiento interpusieron sendos re-
cursos la actora, el representante de la sociedad demandada y el
letrado Julio C. Alfonso Correas (fs. 2i83/84), que fueron conce-
didos a fs. 2186 y fundados, por el último de los nombrados en el
escrito de interposición, y por la demandante a fs. 2192/97.

39) Que las apelaciones son formalmente procedentes, pues -si
bien es cierto que sólo en casos excepcionales ha sido admitido el
recurso ordinario de apelación contra resoluciones posteriores a la
sentencia definitiva (Fallos: 258:43, considerando 29)- cabe incluir
al presente caso entre aquéllas, por haber sido alegado por el Es-"
tado Nacional que el modo de ejecución ordenado no se ajustó a
lo dispuesto por el Tribunal en la sentencia de fs. 1810/1818 (v.
fs. 2195; confr. doctrina de Fallos: 222:215). Por lo demás, puesto
que el monto de la regulación que debería soportar el actor excede
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en mucho el mIDlmo establecido por el arto 26, inc. 6, apartado a,
del decreto-ley 1285/58, modificado por la ley 21.708, y resolución
de la Corte 50/85, es aplicable la doctrina del Tribunal según la
cual el beneficio de la tercera instancia ante esta Corte tiene por
objeto proteger los intereses del Fisco Nacional y' conceder una
mayor seguridad de acierto a las sentencias que deCidan cuestio-
'nes de determinada cuantía, que comprometan el patrimonio de' la
Nación (Fallos: 241:218, considerando 49 y sus citas).

49) Que los agravios articulados por el actor versan sobre la
imposición de costas a éste por las actuacion~s cumplidas durante
la ejecución de la sentencia y también sobre el monto de los hono-
rarios que se regularon, en tanto que los de los restantes apelantes
se circunscriben a este último aspecto. Con referencia al primer
punto, la parte actora sostiene que no corresponde condenar en
costas al Estado Nacional, pues el juez de primera instancia -al
autorizar actos de ejecución contra aquél que se tradujeron en em.
bargos sobre fondos existentes en cuentas públicas- permitió un
procedimiento innecesario y desprovisto de fundamentación fáctica
y normativa, atento a lo establecido en el arto 7 de la ley 3952 y
los criterios sentados por el Tribunal en la materia.

59) Que desde antiguo la Corte Suprema ha resuelto que la
limitación establecida en el arto 7 de .la ley 3952 no rige para las
sentencias dictadas. en juicios de expropiación, por estar en juego
la garantía que reconoce el arto 17 de la Constitución Nacional en
cuanto a la indemnización previa debida al expropiado (Fallos:
186:151; 211:1547; 217:420; 240:382; 241:382; 249:691; 251:98).

69) ,Que, en consecuencia, al promover .la demandada a fs. 1855
la ejecución de la sentencia, obró con arreglo a derecho, puesto que
se hallaba vencido el plazo fijado para el cumplimiento del fallo
en la decisión de segunda' instancia (fs. 1743), no modificado en
este aspecto por esta Corte. En efecto, la sentencia de última ins-
tanciafue notificada al Estado Nacional el 23 de noviembre de 1983
(fs. 1819 vta.) y la liquidación aprobada el 27 de diciembre del mis-
mo año (fs. 1833 vta.), en tanto que la ejecución se promovió el
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11 de abril de 1984 (fs. 1855), según lo habilita el arto 499 del Có-
digo Procesal Civil y Comercial.

79) Que, como pone de relieve correctamente la sentencia recu-
rrida, esa actitud de la demandada fue precedida de diligencias
judiciales y extrajudiciales que revelan prudencia y moderación de
su parte. y excluyen toda posIble imputación de apresuramiento o
ejercicio abusivo de. sus derechos. En el primer aspecto, comenzó
por requerir que. se oficiara al Ministerio dé Salud y Acción Social
para que informase qué medidas se habían tomado para el pago
de la liquidación (fs. 1837; 13 de febrero de 1984); solicitó luego que
se intimara a fijar el plazo en el cual se haría el depósito (fs. 1848;
7 de marzo de 1984), intimación que fue ordenada y no fue con-
cretamente respondida, pues en lugar de manifestarse ese plazo, se
informó que estaba a la firma del Ministro de Economía la apro-
bación del pago (fs. 1852; 19 de marzo). Por tanto, la ejecución
fue promovida cerca de un mes después de haber sido desoída la
intimación previa, y sin que existá constancia alguna de que la de-
mandada tuviese conocimiento de la resolución 237 del Ministerio
de Economía, del 26 de marzo, por la cual se modificaba el pre-
supuesto general de la Nación incorporando en la jurisdicción 91
el crédito correspondiente a la liquidación judicialmente aprobada.
En el segundo aspecto, remitió al Ministro de Economía la carta-
documento de fs. 1854, que no se afirma haber sido contestada.

80) Que, por lo demás, la circunstancia de que el cumplimiento
de sentencias judiciales firmes requiera la apertura de créditos en
la forma regulada por el arto 17 de la Ley de Contabilidad, no exime
a la administración de proceder diligentemente a fin de lograr di-
cha apertura dentro del plazo señalado por los tribunales para aquel
cumplimiento; máxime en este caso, en el cual el plazo fue fijado
por la sentencia de segunda instancia sin merecer objeción alguna
de parte del Estado -pese a gozar del derecho a una tercera ins-
tancia. ordinaria y haberlo ejercido con relación a otros puntos del
fal1o-, lo que indica que debe haberlo considerado suficiente.

99) Que de las actuaciones administrativas requeridas para me-
jor proveer no resulta esa diligencia sino, por el contrario, demora
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injustificada en gestionar la provisión de los fondos necesarios para
el pago de la indemnización expropiatoria. En efecto, a pesar de
que el 21 de noviembre de 1983 el asesor de gabinete Dr. Gascón
comunicó el dictado de la sentencia de esta Corte (fs. 25 del exp.
80.484/81 y 1 delexp. 12.818/71, cde. 113), lo que motivó el pase a
la Dirección General de Asuntos Administrativos el día. siguiente
(fs. 24 del primero del expediente citado en primer término), y de
que el 20 de diciembre el señor Procurador del Tesoro se dirigió
al Director General de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Econo-
mía haciendo saber el monto que debía ser depositado (fs. 1/2 del
exp. 80.933/83) -nota reiterada el 14 de marzo frente a la falta de
contestación (fs. 49/50, íd.) -, no aparece tomada ninguna provi-
dencia útil hasta el 21 de febrero, fecha en la cual el jefe del Depar-
tamento Presupuesto ordena el pase a la Secretaría de Hacienda
para dar cumplimiento al art. 17, inc. c, de la Ley de Contabilidad
(fs. 30, exp. 80.484/81). Pese a todo, la resolución del Ministro de
Economía sólo se dicta el 26 de marzo (fs. 36, íd.), y el pago se
hace efectivo en abril (fs. 40, íd.).

10) Que, por tanto, no existe motivo para apartarse de lo re-
suelto en la instancia anterior, sin que sea menester pronunciarse
sobre los recursos referentes a los honorarios regulados, en. aten-
ción a la conclusión del voto de la mayoría.

Por ello, se confirma la sentencia apelada, con costas.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO.

JULIO CESAR CAMPILLA y v. LA RAZON y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestio-
nes federales simples. Interpretación de la Constitución Nacional.

Existe cuestión federal bastante, en los términos del arto 14, inc. 3~,de
la ley 4~, ya que si bien la sentencia que, al admitir la responsabilidad
derivada de la publicación de una noticia errónea que involucraba al
actor eél la perpetración de diversos delitos -de los que fue sobresf;ldo
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definitivamente en sede penal-, condenó alas demandados a abonar
un resarc.imier¡.toen concepto de daño moral, se sustenta en las normas
de derf'cho común que regulan la responsabilidad civil cuasidelictual,
el tribu!1al a qua decidió en forma contraria a las pretensiones de los
apelantes la cuestión constitucional fundada en los arts. 14 y 32 de
la Carta Magna.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Libertad de expresión.

La libertad de expresión contiene la de dar y recibir información, y tal
objeto ha sido especialmente señalado por el arto 13, inciso 1~ de la
Convención Americana de berechos Humanos, llamada Pacto de San
José de Costa Rica, ratificada por la ley 23.054,que, al contemplar el
derecho de toda persona a la libertad de pensamiento y de expresión,.
declara c'Jmo comprensiva de aquélla "la libertad de buscar, recibir y
difundir informaci6n o ideas de toda índole, sin consideración de fron-
teras, ya sea oralmente, por' escrito o en forma impresa o artÍsti::a
o por cualquier otro procedimiento de su elección".

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Libertad de expresión.

El derecho a la libre expresión e información no es absoluto en cuanto
a las responsabilidades que el legislador puede determinar a raíz de los
abusos ryroducidosmediante su ejercicio, sea por la comisión de delitos
penales o actos ilícitos civiles. Si bien en el régimen republic.cll1''>la
libertad de exprsión,' tiene un lugar eminente que obliga a partic'lbr
cautela en cuanto se trata de deducir responsabilidades por su desen-
volvimiento, :;:lUedeafirmarse sin vacilación que ello no se traduce en el,

propósito de asegurar la impunidad de la prensa. La función primordial
que en toda sociedad moderna cumple el periodismo supone que ha
de actuar con la más amplia libertad, pero el ejercicio del derecho de
informar no puede extenderse 'en detrimento de la necesaria armonía
con lo,; restantes derechos constitucionales, entre los que se encuentran
el de la integridad moral y el honor de las personas.

CONSTITUC[ON NACIONAL: Derechos y garantías. Libertad de expresión.

El honor de las personas no sólo puede verse afectado 'a través de los
delitos de injurias o calumnias cometidas por medio de la prensa (art.
113 del Código Penal), toda vez que puede existir injustificada lesión a
este d,~recho que resulte de un acto meramente culpable o aun del
ejercicbabusivo del derecho de informar por lo que el propietario o
editor del periódico que da a conocer las falsas imputaciones no puede
'quedar exento -al igual que cualquier habitante de la Nación- de la
responsabilidad civil emergente de tales actos (art. 1109 del Código Civil).
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CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Libertad de expresión.

Un enfoque adecuado a la seriedad que debe privar en la misión de
difundir noticias qué puedan rozar la reputación de las personas -admi-
tida aún la imposibilidad práctica de verificar su exactitud- impone
propalar la información atribuyendo directamente su contenido a la
fuente pertinente, utilizando un tiempo de verbo potencial o dejando en
reserva la identidad de los implicados en el hecho ilícito. El hecho de
que las publicaciones que motivaron la condena se hayan limitado a
transcribir prácticamente el comunicado policial respectivo -al margen
de la responsabilidad de dicha autoridad, extraña al marco del proceso--
no excusa la atribuible a los editores involucrados, toda vez que éstos
hicieron "suyas" las afirmaciones contenidas en aqu~l, dándolas por
inexcusablemente ciertas, pese a que un prudente examen de tal memo-
rándum evidenciaba que la .versión respectiva daba cuenta de que el actor
no había sido oído ni juzgado por la autoridad judicial interviniente, la
que concluyó, a la postre, con un sobreseimiento definitivo a su respecto.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Libertad de expresión.

Si bien' debe evitarse la obstrucción o entorpecimiento de la prensa libre
y de sus funciones esenciales, no puede considerarse tal la exigencia de
que su ejercicio resulte compatible con el resguardo de la dignidad indi'
vidual de los ciudadanos, impidiendo la propalación de imputaciones que
pueda'1 dañarla injustificadamente. De ahí que ~ tales casos resulte
procedente la reparación de los daños causados, en virtud de la violación
del principio legal del alterum non laedel'e (art. 1109 del Código Civil) y,
a la luz de las normas vigentes en la legislación de fondo, que no ha reco-
nocido Pi "derecho de réplica" o "derecho de rectificación" existente en
otras legislaci0nes y que tan sólo ha admitido para tasas excepcionales
la publicación de la sentencia o reparación (art. 113 del Código Penal y
arto 1071 bis del Código Civil),

l'¡
<:ONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Libatad de expresión.

De acuerdo con los principios recogidos por los arts, 14 y 32 de la Cons-
titución Nacional, en materia de prensa, ya' se trate de la libertad de
información o del derecho de crónica, está permitido publicar lo que se
desea pero con la condición de responder por los abusos, En el sistema
,argentino la prensa no goza de impunidad, sino de seguridad por la
función que desempeña y los riesgos a que está expuesta. De ahí surge
como prIncipio la responsabilidad que tiene la pre!)sa por los daños que
hubiera causado mediante abuso o la represión penal de los sujetos que
hubieran cometido delitos por, su intermedio, pues la naturaleza jurídica
de un hecho debe examinarse ya sea en relación a los elementos del delito
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(arts. 109 y 110 del Cód. Penal), a los elementos del daño culposo (art.
1109 del Código Civil) o al derecho a la intimidad (art. 1071 bis del CÓ.
digo Civil) (Disidencia del Dr. José Severo Caballero).

CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Libertad de expresión.

La reproducción efectuada en el caso limitando un comunicado policial,
constituyó el ejercicio del derecho de crónica propio de los medios de
prensa, circunstancia que exime de ilicitud a la información, máxime
cuando la fuente de la noticia -autoridad policial con competencia fun-
cional en la investil?'ación y prevención de delitos y faltas- obliga en la
práctica profesional periodística o considerar como objetivamente con-
fiable la veracidad del contenido de esa noticia sobre la que se ejerció
el derecho de crónica. Ello es así, pues teniendo en cuenta que del informe
se descart'aron partes en las que se efectuaban apreciaciones sobre otras
conductas de los detenidos y sus fines delictuosos, el obrar de los deman.
dados no parece motivado por finalidades injuriosas o calumniosas, sino
que cons'(jtuye el ejercicio regular de un derecho conforme a la previsión
del art. 1071 del Código Civil, porque lo regular no es otra cosa que remi-
sión a pautas sociales o culturales vinculadas al ejercicio de una activi-
dad (Disidencia del Dr. José Severo Caballero).

CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Libertad de expresión.

El dere~ho de prensa, reconocido como derecho de crónica en cuanto
a la difusión de noticias que conciernen a la comunidad como cuerpo
social y cultural, requiere para su ejercicio que las restricciones, sancio-
nes o limitaciones deban imponerse conforme a razones definidas espe-
cialmente por la ley, aún cuando ésta pueda remitirse a pautas culturales.
La preusa, es decir, el periódico como medio y el periodista como comu-
nicador, no responden de las noticias falsas, cuando, como en el caso, la
calidad de la fuente los exonera de indagar la veracidad de los hechos, y
la crónica se reduce a la simple reproducción de la noticia, proporcio-
nada para su difusión por la autoridad pública competente. La previa
averiguación de la veracidad de la noticia en supuestos como el presente
limitaría el derechn de crónica, estableciendo una verdadera restricción
a la libertad de información (Disidencia del Dr. José Severo Caballero).

CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Libertad de expresión.

Si en h Nación existen un Código Civil y un Código Penal únicos, dicta-
dos por el Congreso, y a su vez, a éste se le prohibe dictar leyes que
restrinjan la libertad de imprenta o establezcan sobre ella la jurisdicción
federal, parece evidente que es mayor la limitación que tiene en la le-
gislació!1 común argentina la cláusula del arto 32 de la Ley Fundamental,
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pues ('s al mismo órgano legislativo al que se le confiere la facultad y se
le impone la restricción. En ese sentido, corresponde hacer notar que' del
juego ne los arts. 17, 512 y 1109 del Código Civil surge la remis.ión hacia
pautas sociales para valorar la conducta de imprudencia, negligencia, im-
pericia o inobservancia de los deberes a su cargo en que pudieran haber
incurrido los demandados. Su forma de proceder limitando la noticia re-
vela que no se han lesionado las pautas sociales corrientes en el perio-
dismo, haciendo uso de su derecho de crónica y de información (Disi-
dencia del Dr. José Severo Cahallero).

CALUMNIAS.

La figura del arto 109 del Código Penal es dolosa, y la calumnia -también
en el orden civil- se asienta en una subjetividad dirigida a un propósito
men03cabante de la personalidad a través de una imputación que se sabe
falsa, lo que no acontece en el caso en que se condenó a varios diarios
por la publicación de una noticia errónea (Disidencia del Dr. José Severo
Caballero) .

CONSTITÚCION NACIONAL: Derechos y garantías. Libertad de expresión.

El derecho de prensa, reconocido coq¡o derecho de crónica en cuanto a
la difusión de notir::iasque conciernen a la comunidad como cueipo social
y cultural, requiere para su ejercicio que las restricciones, sanciones o'
limitaciones deban imponerse únicamnte por razones definidas solamen-
te por la ley. Que la prensa, es decir, el periódico como medio y el pe-
riodista como comunicador, no responden a las noticias falsas, cuando la
calidad de la fuente los exoneran de indagar la veracidad de los hechos
y la crónica se reduce a la simple reproducción imparcial y exacta de la
noticia, proporcionada para su difusión por autoridad pública compe-
tente. La previa averiguación de la veracidad y exactitud de la noticia
limitaría el derecho de crónica y afectaría el derecho de información
convirtiendo al periodista en censor de lo que la sociedad tiene el derecho
de conocer (Disidencia del Dr. Carlos S. Fayt).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Libertad de expresión.

La prensa está exonerada de la necesidad de comprobar o verificar las
noticias emanadas de órganos del poder público y, por consiguiente, de
,la responsabilidad por la falsedad total o parcial de la noticia. De 'ahí
que el derecho de réplica y el de rectificación se constituyan en el medio
idóneo para vivificar la prensa, como respuesta de la noticia que los inte-
resados consideren falsa. Los periódicos están obligados por cánones de
ética a T)ublicar las afirmaciones, respuestas o versiones que los afecta-
dos soliciten o reclamen por cargos o acusaciones que menoscaben su
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honor, reputación o carácter moral. Ello es así, porc]ue las noticias que
puedan, de algún modo, afectar la reputación de las personas, hacen
nacer el derecho de respuesta simultáneamente a su publicación y en
plenitud el de su rectificación luego de comprobada su inexactitud, con
lo que se acrece el ámbito de la información verídica. La rectificación debe
aparecer en el mismo lugat y'con el mismo tipo de letra con que se pu-
blicó la noticia inexacta y en la primera' edición inmediata al envío de
la misma. El bien protegido, que compromete a la libertad de prensa
e interesa a la comunidad, es la exactitud informativa (Disidencia del
Dr. Carlos S. Fayt).

<:ONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho de réplica.

El derecho de réplica ha sido incorporado a nuestro derecho interno,
conforme lo normado por el arto 31 de la Constitución Nacional, mediante
la aprobación por el arto 1~de la ley 23.054 del llamado "Pacto de San
José de Costa Rica", cuyos arts. 13 y 14 protegen la libertad de pensa-
mient') y de expresión, y el "derecho de rectificación o respuesta", res-
pectivamente (Disidencia del Dr. Carlos S. Fayt).

-cONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Libertad de expresión.

En mat~ria de prellsa, ya se trate del derecho de información o del dere-
cho de crónica, está permitido publicar 10 que se desee pero con la con-
dición de responder por los abusos, los que únicamente pueden ser califi-
cados por la ley y sancionados por los jueces. La prensa no goza de impu-.
nidad pero sí tiene el beneficio de la seguridad por la función que desem-
peña y los' riesgos a que está expuesta. De ahí surge como principio
la responsabilidad que tiene la prensa por los daños que hubiera cau-
sado o la represión penal de los sujetos que hubieran cometido delitos
por su intermedio (Disidencia del Dr.. Carlos S. Fayt).

-cONSTITUCION NACION.A!-: Derechos y garantías. Libertad de expresión.

La repr0ducción literal efectuada por los demandados de un comunicado
policial sin introducir modificaciones ni añadir .calificativos constituye
ejercicio regular del derecho de crónica propio de los' medios de prensa
(art. 1071 del Código Civil). circunstancia que exime de ilicitud a la in-
formacion y excluye la posibilidad de configurar un abuso del derecho,
por no existir dolo, culpa o negligencia, precisamente porque la fuente
de la noticia -autoridad policial con competencia funcional exclusiva en
la prevención y represión de delitos y faltas- convierte en objetivamente
confiable la veracidad y exactitud del contenido de la noticia objeto del
derechó de crónica, todo ello sin dejar de señalar la responsabilidad del
Estado por la falsedad de la noticia proporcionada en los medios de
prensa (Disidencia del Dr. Carlos S. Fayt).
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DICTÁMENES DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

795

Contra la sentencia dictada por la Sala E de la Cámara Nacio-
:nal en lo Civil que confirmó la de primera instancia en cuanto hizo
lugar a la demanda por indemnización de 'daños causados al actor
.a raíz de una publicación periodística. que lo involucra errónea-
mente en un hecho policial, la codemandada S.A. La Razón dedujo
recurso extraordinario, cuya denegatoria dio lugar a la presente
-queja.

Se agravia la recurrente porque considera que el fallo es viola-
torio de la libertad de prensa e importaría una intromisión en la
esfera de acción del Poder Ejecutivo. Aduce arbitrariedad y. consi-
<lera que la cuestión debatida reviste gravedad institucional.

?ienso que los argumentos en que tales agravios se sustentan
.carecen de aptitud para habilitar la vía extraordinaria intentada.

En efecto,' aunque se invoque reiteradamente la libertad de ex-
presión gráfica y el derecho a la información, surge de las actua-
~iones que las garantías constitucionales respectivas no tienen rela-
.ción directa e inmediata con lo resuelto, conforme lo exige el art.
15 .de la ley 48.

La sentencia dictada en el sub lite ha decidido un tema de res-
ponsabilidad extracontractual, y las conclusiones a que arribaron
los jueces de la causa tienen fundamento en el análisis de los he-
chos y las pruebas producidas, así como en las normas de derecho
común aplicables, sin que las discrepancias que al respecto plantea
la apelante resulten suficientes para apoyar la tacha de arbitrariedad
invocada.

Más aún, las acotaciones contenidas en el fallo en torno a la
libertad de prensa tienden, precisamente, a poner de relieve que
ella no está en juego aquí ni se encuentra afectada, pues se trata
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de estableoer la responsabilidad derivada de actos ilícitos cometi-
dos por medio de la prensa, en 'el caso imputables a quienes infi-
rieron agravio al honor ajeno.

La apelante no h~ rebatido adecuadamente las conclusiones del
tribun~al, limitándose a invocar como eximente el origen de la in-
formación publicada, proveniente de un comunicado emitido por la
Policía Federal. Esa cuestión fue exhaustivamente analizada en el
pronunciamiento recurrido. Pero ello no implica -como sostiene
la apelante- una intromisión de los jueces en la esfera propia del
Poder Ejecutivo, ya que no se hallaba en tela de juicio la conve-
niencia u oportunidad, ni la eficacia o los alcances de un acto
emanado de aquél, sino tan sólo la incidencia que cabía atribuir al
referido comunicado policial en la conducta de los accionados, bajo
la óptica de las normas que rigen la responsabilidad civil.

Finalmente, toda vez que la cuestión debatida no excede el
interés individual de las partes ni atañe de modo directo al de la
comunidad, no se configura en autos un supuesto de gravedad ins-
titucional (d. Fallos: 301:1045; 302:495,795, 1138, Y otros).

Por las razones expuestas, opino que corresponde desestimar
esta presentación directa. Buenos Aires, 13 de junio de 1985. Juan
Octavio Gauna.

Suprema Corte:

Contra la sentencia ,dictada por la Sala E de la Cámara Nacio-
nal en 10 Civil (fs. 589/594) que confirmó la de primera instancia
en cuanto hizo lugar a la demanda, por resarcimiento de los daños
causados al actor a raíz de una publicación periodística que lo in-
volucraba erróneamente en un hecho policial, el codemandado Fe-
derico C. Humbert Lan -titular del Diario Popular- dedujo re-
curso extraordinario (fs. 610/614), cuya denegatoria .(fs. 619) dio
lugar a la presente queja.
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Sostiene el recurrente que el fallo ha errado en la apreciaclOn
de los hechos y en el derecho aplicable. Aduce violación de garan-
tías constitucionales y arbitrarieda~. En especial, se agravia por-
que considera que los jueces de ambas instancias no habrían valo-
rado adecuadamente el origen de la información publicada en su
-periódico, proveniente de un comunicado emitido por la Policía
Federal, lo que legitimaría el proceder de los medios periodísticos
demandados.

Sin dejar de señalar que no se explicitan las razones por las
cuales el apelante considera violadas diversas normas legales y
. constitucionales que cita, lo que compromete la fundam.entación del
recurso en punto a las exigencias del arto 15 de la ley 48, cabe rei-
terar aquí lo expuesto al dictaminar en la queja C.184 de esta mis-
ma causa, en el día de la fecha, a cuyos términos me remito brevi-
tatis causae.

Sólo resta agregar que la cuestión inherente a la responsabi-
lidad que el recurrente atribuye al Estado Nacional -en virtud de
la emisión del comunicado policial ya referido- fue analizada por
el a quo, quien concluyó que no era excluyente de la que cabía
imputar a los demandados. Las discrepancias con la valoración de
los hechos y la interpretación legal en que se basó dicha conclusión
'carecen de aptitud para sustentar la vía extraordinaria elegida.

Opino, en consecuencia, que corresponde desestimar esta pre-
sentación directa. Buenos Aires, 13 de junio de 1985. Juan Octavio
Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 15 de mayo de 1986.

Vistos los autos: "Recursos de hecho deducidos por S.A. La
Razón y el cademandado . Dr. Federico Camilo Humbertlan en la
causa Campillay, Julio César c/La Razón, Crónica y Diario Popu-
lar", para decidir sobre su procedencia.
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Considerando:

FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

1?) Que contra el pronunciamiento de la Sala E de la Cámara
Nacional de Apelaciones en lo' Civil, confirmatorio del fallo de la
instancia anterior que, al. adlJlitir la responsabilidad derivada de la
publicación de una noticia errónea que involucraba al actor en la
perpetración de diversos delitos -de los que fue sobreseído defini-
tivamente en sede penal--':"-,condenó a los demandados a abonar un
resarcimiento en concepto de daño moral, dos de ellos dedujeron
los recursos extraordinarios que, denegados, originan las quejas
cuya acumulación corresponde disponer.

2?) Que en autos existe cuestión federal bastante, en los térmi-
. nos del arto 14, inciso 3?, de la ley 48, ya que si bien la sentencia
impugnada se sustenta en las normas de derecho común que regu-
lan la responsabilidad civil cuasidelictual, el tribunal a qua decidió
en forma contraria a las. pretensiones de los apelantes la cuestión
constitucional fundada en los arts. 14 y 32 de la Carta Magna.

3?) Que, en efecto, el tema central del planteo se halla confi-
gurado, en el sub lite, al sostener las recurrentes que, al circuns-
cribirse el artÍCulo periodístico cuestionado a la transcripción del
comuhicado de la Policía Federal N? 65 del 25 de febrero de 1980,.
la exigencia que impone el a qua de verificar la veradd~d de su
contenido con carácter previo a su difusión, y cuya omisión cons-
tituye la causa de atribución de responsabilidad, traduce una inde-
bida restricción a la libertad de prensa y de información, al impo-
sibilitar de hecho el correcto cumplimiento de la tarea periodística
tal cual se desenvuelve en los tiempos actuales.

4?) Que si bien en la jurisprudencia del Tribunal; la libertad
en que se funda el recurso aparece frecuentemente designada con
.las denominaciones literales que le da la Constitución, o sea, liber-
tad de imprenta, libertad de publicar las ideas por la prensa sin
censura previa y libertad de prensa (Fallos: 248:291, considerando.
23; 248:664; 269:189,195 y 200; 270:268; 293:560), en Fallos: 257:308,
considerando 9?, la Corte, refiriéndose a la garantía de los arts. 14
y 32 de la Constitución, recalcó "las características del periodismo.
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moderno, que responden al derecho de información sustancial de
los individuos que viven en un estado democrático ... ", Gonceptos
que también fueron subrayados en el voto concurrente del juez
Boffi Boggero, al afirmar que " ... la comunidad, dentro de una
estructura como la establecida por la Constitución Nacional, tiene
derecho a una información que le permita ajustar su conducta a las
razones y sentimientos por esa información sugeridos; y la prensa
satisface esa necesidad colectiva ... " (voto citado, considerando 79).

La libertad de expresión contiene, por lo tanto, la de dar y reci-
bir információn, y tal objeto ha sido especialmente señalado por
el arto 13, inciso 19, de la Convención Americana de Derechos Hu-
manos, llamada Pacto de San José de Costa Rica, ratificada por la
ley 23.054, que, al contemplar el derecho de toda persona a la li-
. bertad de pensamiento y de expresión, declara como comprensiva
de aquélla "la libertad de buscar, recibir y difundir información e
ideas de toda Índole, sin consideración de fronteras, ya sea oral-
mente, por escrito o en forma impresa o artística o por cualquier
otro procedimiento de su elección".

Se;» Que, no obstante, el aludido derecho a la libre expresión
.e información no es absoluto en cuanto a las responsabilidades qué
el legislador puede determinar a raíz de los abusos producidos me-
diante su ejercicio, sea por la comisión de delitos penales o actos
ilícitos civiles. Si bien en el régimen republicano la libertad de
expresión, en el sentido amplio expuesto en el considerando prece-
dente, tiene un. lugar eminente que obJi~a a particular cautela en
cuanto .se trata de deducir responsabilidades por su desenvolvi-
miento, puede afirmarse' sin vacilación que ello no se traduce en
el propósito de asegurar la impunidad de la prensa (Fallos: 119:
231; 155: 57; 167: 121; 269: 189, considerando 49; 269: 195, consideran-
do 59). La función primordial que en toda sociedad moderna cum-
ple el periodismo supone que ha de actuar con la más amplia
libertad, pero el ejercicio del derecho de informar no puede exten-
derse en detrimento de la necesaria armonía con los restantes
derechos constitucionales, entre los que se encuentran el de la inte-
gridad moral y el honor de las personas (arts. 14 y 33 de la Cons~
titución Nacional).
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6':') Que, por otra parte, el honor de -las personas no sólo pue-
de verse afectado a través de los delitos de injurias o calumnias
cometidas por medio de la prensa (art. 113 del Código Penal), toda
vez que puede existir injustificada lesión a este derecho que resulte
de un acto meramente culpable o aun del ejercicio abusivo del
derecho de informar -como ocurrió en el sub lite- por lo que el
propietario o editor del periódico que da a conocer las falsas impu-
taciones no puede quedar exento -al igual que cualquier habitante
de la Nación- de la responsabilidad civil emergente de tales actos
(art. 1109 del Códgo Civil).

7':') Que, en el sub lite, las notlclas en cuestión aparecen plaga-
das de subjetividades e inexactitudes respecto del actor, quien es
calificado como integrante de una asociación delictiva dedicada al
robo y al tráfico de estupefacientes, que gastaba su botín en casinos,
hipódromos y en diversiones con mujeres. Tal proceder de los dia-
rios demandados, implicó un ejercicio imprudente de su derecho de
informar, toda vez que un enfoque adecuado a la seriedad que debe
privar en la misión de difundir noticias que puedan rozar la repu-
tación de las personas -admitida aún la imposibilidad práctica de
verificar su exactitud- imponía propalar la información atribu-
yendo directamente su contenido a la fuente pertinente, utilizando
un tiempo pe verbo potencial o dejando en reserva la identidad
de los implicados en el hecho ilícito, como bien lo señaló el a qua.

8':') Que el hecho de que tales publicaciones se hayan limitado
a transcribir prácticamente el comunicado policial respectivo -al
margen de la responsabilidad de dicha autoridad, extraña al mar-
co del proceso- no excusa la atribuible a los editores involucrados,
toda vez que éstos hicieron "suyas" las afirmaciones contenidas en
aquél, dándolas por inexcusablemente ciertas (Fallos: 257:316, voto
del juez Boffi Boggero), pese a que un prudente examen de tal
memorándum evidenciaba que la versión respectiva daba cuenta
de que el actor no había sido oído ni juzgado por la autoridad judi-
cial interviniente, la que concluyó, a la postre, con un sobreseimiento
definitivo a su respecto.

9':') Que si bien ha señalado esta Corte que debe evitarse la obs-
trucción o entorpecimiento de la prensa libre y de sus funciones
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esenciales (Fallos: 257:308), no puede considerarse tal la exigencia
de que su ejercicio resulte compatible con el resguardo de la dig-
nidad individual de los ciudadanos, impidiendo la propalación de
imputaciones que puedan dañarla injustificadamente. De ahí que'
en tales casos resulte procedente la reparación de los daños cau-
sados, en virtud de la violación,del principio legal del alterum non
laedere (art. 1109 del Código Civil) y, a la luz de las normas vigen-
tes en la legislación de fondo, que no ha reconocido el "derecho de
réplica" o "derecho de rectificación" existente en otras legislacio-
nes y que tan sólo ha admitido para casos excepcionales la publi-
<:aciónde la sentencia o reparación (art. 113 del Código Penal y
arto 1071bis del CódigoCivil).

10) Que, por lo demás, como bien destaca el señor Procurador
General en su dictamen; no se advierte en qué medida dicha solu-
.ción iniplica una intromisión' indebida de los jueces 'en la órbita
de acción del Poder Ejecutivo, puesto que el comunicado eman~do
de la Policía Federal fue analizado a los fines de valorar su inci-
dencia en la conducta de los demandad~s a la luz de las normas que
regulan la responsabilidad civil, y es ajena a la presente litis toda
<:uestiónreferente a la validez, mérito, oportunidad o conveniencia
de dicho acto administrativo.

11) Que en lo atinente a la arbitrariedad que también se imputa
a lo resuelto, al admitir la procedencia de la indemnización por
daño moral, los reparos, propuestos no resultan suficientes para
<:onfigurarla,ya que las objeciones en ese 'sentido sólo trasuntan
meras discrepancias con relación al alcance de las normas de dere-
<:hocomún aplicadas y a la valoración de las circunstancias de he-
cho debatidas en el proceso, aspectos que se encuentran al margen
de esta vía excepcional que, según conocida jurisprudencia de este
Tribunal, no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en
la resolución de las cuestiones que les son privativas ni habilitar
una tercera instancia para debatir temas no federales (Fallos: 298:
360; 301:909).

12) Que, en tales condiciones y admitida la procedencia for-
mal del recurso, resulta inoficioso el tratamiento por este Tribunal

\
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de la supuesta "gravedad institucional" del caso examinado, a la
luz de las apreciaciones genéricas formuladas en este aspecto por
una de las agraviadas, toda vez que su interés ha quedado satis-
fecho mediante la consideración del fondo de la cuestión debatida.

Por ello y de conformidad con lo dictaminado en sentido con.
cordante por el señor Procurador General, se declaran procedentes
los recursos extraordinarios' deducidos y se confirma la sentencia
apelada en lo que ha sido materia de recurso.

JOSÉ SEVERO CABALLERO (en disidencia) -
AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S.
FAYT (en disidencia) - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI - JORGE ANTONIO BACQUÉ.

PISIDENCIA DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON JOSÉ SEVERO CABALLERO

Considerando:

1'?) Que la Sala E de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo
Civil confirmó la sentencia de primera instancia, que condenó a
los demandados a reparar el daÍío moral por la responsabilidad
emergente de la publicación de una nota periodística, en la que se
imputaba al actor la autoría de diversos delitos, respecto de los
cuales, en sede penal, se lo sobreseyó definitivamente. Contra dicho
fallo se interpusieron los recursos extraordinarios de fs. 600/608 y
610/614 del principal, cuya denegación motiva esta queja y la C. 189
que corre agregada, en las que corresponde dictar un único pro-
nunciamiento en atención a. la similitud de los agravios traídos.

2'?) Que los apelantes sostuvieron haber procedido sin inten-
ción de menoscabar al actor, y con la finalidad de informar al pú-
blico sobre' un hecho que realmente ócurrió, limitándose a trans-
'cribir el comunicado N'? 65 del 25 de febrero de 1980 que emitió la
Policía Federal. Mencionaron que dieron por ciertos los hechos
debido a la seriedad de la fuente, como asimismo, que ejercieron
el derecho de información con prudencia y dentro de límitesobje-
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tivos, ya que no podían comprobar, en ninguna otra fuente, la vera-
cidad de la noticia. Además, alegaron que limitar el ejercicio del
derecho de información al previo examen de la exactitud del parte,
cuando éste proviene de una fuente jurídicamente autorizada para
intervenir en los hechos que constituyen el contenido de la noticia,
imposibilitaría el correcto cumplimiento de la tarea periodística
y constituiría una restricción al derecho de prensa.

3<;»Que en autos existe cuestión federal bastante en los térmi-
nos del arto 14, inc. 3<;>,de la ley 48, ya que si bien la sentencia im-
pugnada se sustenta en las normas del derecho común que regulan
la responsabilidad' civil cuasidelictual, el tribunal a quo decidió en
forma contraria a la pretensión de los apelantes la cuestión cons-
titucional fundada en los arts. 14 y 32 de la Carta Magna.

4<;»Que en el caso sub examine se plantea un conflicto entre
el derecho personal a la honra y el derecho individual de expre-
sión del pensamiento a través de la palabra impresa; es decir, entre
la honra y el derecho de crónica e información. En ese orden, es
incuestionable el derecho que toda persona tiene a no ser difama-
da, y en caso de serlo, a recibir indemnización por los daños y per-
juicios sufridos; también lo es el ejercicio autónomo de la prensa
como medio de información colectiva a través de la compleja divi-
sión del trabajo que requiere la producción cotidiana de un diario
moderno, con el fin de resolver el problema cuantitativo del flujo
de noticias, su rapidez, su carácter casi instantáneo con el aconte.
cimiento o suceso objeto de la información. Estas y otras circuns-
tancias, obligan a tener en cuenta pautas sociales o culturales en
el ejercicio de esta actividad a las que se remite el arto 1109 del
Código Civil por su propia estructura. Por último, existe también
el derecho de la comunidad a ser bien informada y que encierra
en sí el derecho del hombre a formar un pensamiento propio y ac-
tualiúldo sobre lo que ocurre en la sociedad en que vive. De aquí
que se produzcan conflictos entre valores o bienes jurídicos contra-
puestos, lo que obliga a los jueces a decidir prefiriendo los que tie-
nen mayor jerarquía, con miras a asegurar los grandes objetivos
para los que fue dictada la Constitución.
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S'?) Que los principios de la libertad' y la responsabilidad de
la prensa constituyen una larga y. honrosa tradición a partir del
artículo 11 de la Declaración Francesa de los Derechos del Hom-
bre en 1789, que bajo la fórmula "La libre comunicación de los pen-
samientos y de las opiniones es uno de los más preciosos derechos
del hombre; por lo tanto, todo ciudadano puede hablar, escribir e
imprimir libremente, salvo la responsabilidad por el abuso de esta
libertad, en los casos determinados por la ley", consagró la libertad
de prensa bajo reserva de la represión de los abusos, en los casos
determinados por la ley. La Enmienda 1 a la Constitución de los
Estados. Unidos de Norteamérica los tuvo en cuenta, y estableció
que "El Congreso no dictará ley alguna ... que restrinja la libertad
de palabra o de prensa ... ".

Estos principios, en su esencia, 'han sido' recogidos por los ar-
tículos 14 y 32 de la Constitución Nacional, de manera que en ma-
teria de prensa, ya se trate de la libertad de información o del de-
recho de crónica, está permitido publicar lo que se desee pero con
la condición de responder por los abusos. En el sistema argentino
la prensa no goza de impunidad, sino de seguridad por la función
que desempeña y los riesgos a que está expuesta. De ahí surge como
principio, la responsabilidad que tiene la prensa por los daños que
hubiera causado mediante abuso o la represión penal de los sujetos
que hubieran cometido delitos por su intermedio, pues la naturaleza
jurídica de un hecho debe examinarse ya sea en relación a los ele-
mentos del delito (arts. 109 y 110 del Cód. Penal), a los elementos
del daño culposo (art. 1109 del Cód. Civil), o al d.erecho a'la intimi-
dad (art. 1071bis del Cód. Civil).

6'?) Que, en el sub lite, la reproducción que los demandados
efectuaron limitando un comunicado policial, constituyó el ejerci-
cio del derecho de crónica propio de los medios de prensa, circuns-
tancia, que exime de ilicitud a la información, máxime cuando la
fuente de la noticia -autoridad policial con competencia funcional
en la investigación Y prevención de delitos y faltas- obliga en la
práctica profesional periodística a consider~r como objetivamente
confiable la veracidad del contenido de esa noticia sobre la que se
ejerció el derecho de crónica. En efecto, debe tenerse en cuenta
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que los demandados en la publicación obraron eliminando los cali-
ficativos criminológicos tales como 11 o. odepravado.. o" del carácter
del sujeto, lo que revela intención de no herirlo en su estructura
personal; y se refirieron solamente al acto en sí, descartando partes
dei informe en las que se efectuaban apreciaciones sobre otras con-
ductas de los detenidos y sus fines delictuosos, como ser, por ejem-
plo, en un caso, que " ... también se dedicaban a efectuar salideras
de BanCal),Financieras, etc., asaltos a comerciantes y a distintos
particulares o.. "; .y, en el otro, que ". o.no obstante lo apremiante
de las circunstancias los sujetos no se amedrentaron y por el con-
trario intentaron confundir a los investigadores teniendo in mente
las contestaciones necesariaso. o" (Confr. fs. 93/95 y 586/587). En
estas condiciones, el obrar de los demandados no parece motivado
por finalidades injuriosas o calumniosas, sino que constituye el
ejercicio regular de un derecho conforme a la previsión del arto 1071
del Código Civil, porque lo regular no es otra cosa que remisión a
pautas sociales o culturales vinculadas al ejercicio de una activida'd.

7'?) Que el derecho de prensa, reconocido como derecho de cró-
nica en cuanto a la difusión de noticias que .conciernen a la comu-
nidad como cuerpo social y cultural, requiere para su ejercicio que
las restricciones, sanciones o limitaciones deban imponerse con-
forme a razones definidas especialmente por la ley, aun cuando
ésta pueda remitirse a pautas culturaies. La prensa, es decir, el pe-
riódico como medio y el periodista como comunicador, no respon-
den de las noticias falsas, cuando, como en el caso, la calidad de la
fuente los exonera de indagar la veracidad de los hechos, y la cró~
nica se reduce a la simple reproducción de la noticia, proporcionada
para su difusión por la autoridad pública competente. La previa
averiguación de la veracidad de.la noticia en supuestos como el pre-
sente limitaría el derecho de crónica, estableciendo una verdadera
restricción a la libertad de información.

8'?) Que cabe recordar que los referidos artículos constitucio-
nales no garantizan solamente la libertad personal, sino que también
trascienden a la estructuración general de los derechos individuales,
.ya que en la Constitución Nacional, el régimen federal no tiene el
alcance del norteamericano, en el cual cada Estado dicta Sl1 legisla-
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ción común. Por lo tanto, si en la Nación existen un Código Civil y
un Código Penal únicos, dictados por el Congreso, y a su vez, a éste
se le prohíbe dictar leyes que restrinjan la libertad de imprenta o
establezcan sobre ella la jurisdicción federal, parece evidente que
es mayor la limitación que tiene en la legislación común argentina
la cláusula del arto 32 de la Ley Fundamental, pues es al mismo
órgano legislativo al que se le confiere la facultad y se le impone
la restricción. En ese sentido, corresponde hacer notar que del
juego de los arts. 17, 512 y 1109 del Código Civil surge la remisión
hacia pautas sociales para valorar la conducta de imprudencia, ne-
gligencia, impericia e inobservancia de los deberes a su cargo en
que pudieran haber incurrido los demandados. Su forma de pro-
ceder limitando la noticia según se ha establecido, revela que no han
lesionado las pautas sociales corrientes en el periodista, hacienc;lo
uso ..de su derecho de crónica y de información.

9'?) Que, por último, debe observarse que la figura del arto 109
.del Código Penal es dolosa, y que la calumnia -también -en el
orden civil- se asienta en una subjetividad dirigida a un propósito
menoscabante de la personalidad a través de una imputación que
se sabe falsa, lo que no acontece en el sub examine por las cir-
cunstancias referidas supra, máxime cuando se reclamó el daño
moral únicamente.

En consecuencia, cabe hacer lugar a °los agravios plantéados
y dejar sin efecto la sentencia, pues es indudable la protección que
les corrésponde a los recurrentes en el ámbito de los arts. 512 y 1071
del Código Civil en relación a los arts. 14 y 32 de la Constitución

Nacional.

Por ello, .habiendo dictaminado el señor Procurador General, se
revoca la sentencia apelada y se rechaza la demanda (art. 16, 2~parte,
ley 48). Costas por su orden en todas las instancias en atención a
que el actor pudo considerarse con derecho a litigar.

JOSÉ SEVERO CABALLERO.
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DISIDENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FAYT

Considerando:

807

1':') Que la Sala E de la Cámara Nacional de Apelaciones en 10
Civil confirmó la sentencia de primera instancia que condenó a los
demandados a la reparación del daño moral por la responsabilidad
emergente de la publicación de una nota periodística en que se impu-
taba al actor la autoría de diversos delitos, siendo que en sede penal
recayó sobreseimiento definitivo a su respecto. Contra dicho fallo,
se interpusieron los recursos extraordinarios de fs. 600/608 y 610/
614 (del principal), cuya denegación motiva esta queja y la C. 189 que
corre agregada y en las que correspoJ;lde dictar un único pronuncia-
miento en atención a la similitud de los agravios traídos en ambos.

2':') Que los apelantes sostienen haber procedido sin intención
de menoscabar al actor y con la finalidad de informar al público
sobre un hecho que realmente ocurrió, limitándose a transcribir
el comunicado N,:, 65 del 25 de febrero de 1980 que emitió la Policía
Federal y dio por cierto los hechos debido a la seriedad de la
fuente. Que ejercieron el derecho de información con prudencia
y dentro de límites objetivos, ya que no podían comprobar, en nin-
guna otra fuente, la veracidad de la información. Que limitar el
ejercicio del derecho de información a la previa verificación de
la exactitud de la noticia, cuando proviene de una fuente jurídica-
mente autorizada para intervenir en los hecnosque constituyen el
contenido de la noticia, imposibilitaría el correcto cumplimiento
de la tarea periodística y constituiría una restricción al derecho
de prensa amparado por los arts. 14 y 32 de la Constitución Na-
donal.

3':') Que el actor, no obstante su condición de ex agente de la
Policía Federal y agraviarse por haber sido separado de la institu-
ción por causa de ineptitud, descalifica por maliciosa la actitud de
la ~olicía Federal y considera relativa su seriedad como fuente cte
información, por entender que "dicho organismo es uno de los más
desprestigiados ante la opinión pública ... ". Sostiene que la liber-
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tad de prensa no puede ser más importante que la libertad y el
honor de las personas y que la actitud de los periódicos deman-
dados hizo trizas, en más o en menos, no interesa el grado, la repu-
tación y el honor del actor al involucrado con drogas, asalto y ar-
mas; y que no puede quedar sin reparación el.daño ocasionado a
quien' fue víctima de una noticia falsa. Que la libertad de prensa
no es un derecho supremo, al que tienen que supeditarse,la liber-
tad y el honor de las personas.

4'?) Que habiendo sido cuestionado el alcance atribuido por el
a qua a las cláusulas constitucionales que garantizan.la libertad
de prensa y la decisión es contraria al privilegio o exención que
sostienen los recurrentes se funda en aquéllas, existe en autos cues.
tión federal suficiente como para habilitar la instancia extraordi.
naria (art. 14, inc. 3'?, ley 48), por 10 que se declaran procedentes
los recursos extraordinarios interpuestos y, no siendo necesaria ma-
yor sustan'ciac:ión,se pasa a considerar el. fondo del asunto.

S'?) Que el derecho de prensa, 'reconocido como derecho de cró-
nica en cuanto a la difusión de notici3:sque conciernen a la comu-
nidad como cuerpo social y cultural, requiere para su ejercicio que
las restricciones, sanciones o limitaciones deban imponerse única-
mente pór razones definidas solamente por la ley. Que la prensa.
es decir, el 'periódico como medio y el periodista como comunica-
dor, no responde a las noticias falsas, cuando la calidad de la fuente
los exoneran de indagar la veracidad de los hechos y la crónica se
reduce a la simple reproducción imparcial y exacta de la noticia.
proporcionada para su difusión por autoridad pública competente.
La previa averiguación de la veracidad y exactitud de la noticia
limitaríael derecho de crónica y afectaría el derecho de informa-
ción convirtiendo al periodis,taen censor de 10 que la sociedad tiene
el derecho de conocer.

6'?) Que este tipo de justificación, que en el derecho angloame-
ricano tiene categoría de privilegio, exonera a la prensa de com-
probar o verificar las noticias emanadas de órganos del poder pú-
blico y, por éonsiguiente, de la responsabilidad po:!;la falsedad
total o.parcial de la noticia. De ahí que el derecho de réplica y el



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 809'

de rectificación se constituyan en el medio idóneo para vivificar
la prensa, como respuesta de la noticia que los interesados consi-
deren falsa; Los periódicos están obligados _por cánones de ética
a publicar las afirmaciones, respuestas o versiones que los afecta.
dos soliciten-o reclamen por cargos o acusaciones que menoscaban
su honor, reputación o ,carácter moral. Ello es asÍ, porque las noti-
cias que puedan, de algún modo, afectar la- reputación de las per-
sonas, hacen nacer el derecho de respuesta simultáneamente a su
publicación y en plenitud el de su rectificación luego de compro-
bada su inexactitud, con 10 que se acrece el ámbito de la informa-
ción verídica. La rectificación debe aparecer en el mismo lugar y
con el mismo tipo de letra con que se publicó la noticia inexacta
y en la primera edición inmediata al envío de la misma,. El bien
protegido, que cúmpromete a la libertad de prensa e interesa a la
comunidad, es la exactitud informativa.

Aunque no sea de aplicación al sub judice, habida cuenta de-
que su entrada en vigencia es posterior al momento en que ocurrie-
ron los hechos que originaron esta litis, es de destacar que el dere-
cho de réplica de que se trata, ha sido incorporado a nuestro dere-
cho interno, conforme lo normado por el art. 31 de la Constitución_
Nacional, mediante la aprobación por elart. 1<;>de la ley 23.054del
llamado "Pacto de San José de Costa Rica", cuyos arts. 13 y 14 pro-
tegen la libertad de pensamiento y de expresión, y el "derecho de-
rectificación o respuesta", respectivamente.

7<;»Que en el caso sub examine se plantea un conflicto entre-
el derecho personal a la honra, el derecho individual de expresión_
de pensamiento a través de la palabra impresa y en concreto, el
derecho de crónica; y el derecho a la información. En ese orden,
como principio' es incuestionable el derecho que toda persona tiene-
a no ser difamada y en caso de serlo, a recibir indemnización por-
los daños y perjuicios sufridos; también 10 es el ejercicio autónomo-
de la prensa como medio de información colectiva que en la actua.
lidad debe realizarse a través de la compleja división del trabajo
que requiere la producción cotidiana de un diario moderno, con el
fin de resolver el problema cuantitativo del flujo'- de noticias, su
rapidez, su carácter casi instantáneo con el acontecimiento o.suceso,

•
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objeto de la información. Por último, el derecho de la comunidad
a ser bien informada y que encierra en sí el derecho del hombre a
formar un pensamiento propio y actualizado sobre lo que ocurre
en la sociedad en que vive. Este conflicto entre valores o bienes
jurídicos contrapuestos obliga a los jueces a realizar, en cada caso,
una armónica ponderación axiológica con miras a determinar con
precisión sus respectivos alcances y límites, a fin de asegurar los
objetivos para los que fue dictada la Constitución que los ampara.

8<;»Que los principios de la libertad y la responsabilidad de la
prensa constituyen una larga y honrosa tradición a partir del arto 11
de la Declaración de los Derechos del Hombre en 1789 que consa-
gró la libertad de prensa bajo reserva de la represión de los abu-
sos en los casos determinados por la ley.

En efecto, el citado artículo decía: "La libre comunicación de
los pensamientos y de las opiniones es uno de los derechos más
preciosos del hombre. Todo ciudadano puede, pues, hablar, escri-
bir, imprimir libremente, debiendo responder de los abusos de esta
libertad, en los casos determinados por la ley". Es decir, que en
materia de prensa, ya se trate del derecho de información o del
derecho de crónica, está permitido publicar lo que se desee pero
con la condición de responder por los abusos, los que únicamente
pueden ser calificados por la ley y sancionados por los jueces. La
prensa' no goza de impunidad pero sí tiene el beneficio de la segu-
ridad por la función que desempeña y los riesgos a que está ex-
puesta. De ahí surge como principio, la responsabilidad que tiene
la prensa por los daños que hubiera causado o la represión penal
de los sujetos que hubieran cometido delitos por su intermedio.

9<;»Que el fundamento jurídico de la reparación civil está cons-
tituido por la ilicitud del hecho dañoso, causado sin derecho a otro
por dolo, negligencia o imprudencia. Que el criterio de negligencia
está determinado por la naturaleza del acto y se corresponde, en
cuanto a las noticias falsas, al hecho de haber examinado o no,
seriamente y de buena fe, la fuente de la que emana la noticia y
si esa fuente por el grado de responsabilidad que la ley le asigna
y la función que cumple, hace que la información que suministra
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deba considerarse como verdadera. En todos los casos, máxime.
'cuando se afecta con la publicación de una noticia falsa el derecho
de la personalidad que corresponde al honor personal, el daño cau-
sado debe serlo intencionalmente o por negligencia y no por el ejer-
ciciopropio de un derecho.

10) Que en consecuencia, la reproducción literal efectuada por
los demandados de un comunicado policial sin introducir modifi-
caciones ni añadir calificativos constituye el ejercicio regular del
derecho de crónica. propio de los medios de prensa (art. 1071 del
Código Civil), circunstancia que exime de ilicitud a la información
y excluye la posibilidad de configurar un abuso del derecho, por
no existir dolo, culpa o negligencia, precisamente porque la fuente
de la noticia -autoridad policial con competencia funcional exclu-
siva en la prevención y represión de delitos y faltas-, convierte en
objetivamente confiable la veracidad y exactitud del contenido de
la noticia objeto del derecho de crónica, todo ello sin dejar de seña-
lar la responsabilidad del Estado por la falsedad. de la noticia pro-
porcionada en los medios de prensa.

A mayor abundamiento, cabe señalar que la Oficina de Prensa
y Difusión de la Policía Federal emitió el comunicado N? 65 del 25
de febrero de 1980 en uso de las atribuciones que le confiere el
Reglamento N? 17 del Registro de Reglamentos de esa institución
(R.R.P.F. 17) aprobado por el decreto N? 18.874/48, como así tam-
bién que la misión para la cual aquélla fue creada es, justamente,
la de "promover el conocimiento público de la obra y labor insti-
tucional por medio de la prensa y órganos de extensión cUltural"
(art. 13 del Reglamento citado).

Por ello, habiendo dictaminado el señor Procurador General,
se revoca la sentencia apelada y se rechaza la demanda (art. 16,
2~ parte, ley 48). Costas por su orden en todas las instancias en
atención a que el actor pudo considerarse con derecho a litigar.

CARLOS S. FAYT.
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RODOLFO JORGE BRIEBA v. NACION ARGENTINA

EXCUSACIQN.

De conformidad C0n lo previsto. en los arts. 17, inc. 7? y 30 del Código-
Procesal Civil y Comercial de la Nación, corresponde declarar. que los-
integrantes de la Corte se hallan impedidos .para resolver la causa en que-
se solicitó que se declare inaplicable la Acordada N? 43/85, y dar inter-
vención a los conjueces designados para decidir aquélla en que se planteó-
la suspensión de los efectos de las Acordadas N? 43/85 y 50/85. Ello es
así, para evitar el dictado de falios contradictorios sobre la misma ma-
teria, con fundamento en la preservación de la seguridad jurídica y que-
la pronta terminación de los procesos es requerida por la buena admi-
nistración de justicia.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 15 de mayo de 1986..

.Autos y Vistos; Considerando:

1'?) Que en estas actuaciones el doctor Rodolfo Jorge Brieba.
inició demanda de amparo a fin de. que se declare inaplicable a su
respecto el punto 2 de la Acordada N'? 43/85 de la Corte Suprema.

2'?) Que en el recurso de hecho F.439-XX, "Fabris, Marcelo H.
c/Estado Nacional (Poder Judicial de la Nacian) ", que tramita
pqr este Tribunal; el recurrente solicitó una. medida cautelar para
suspender los efectos de las Acordadas N'? 43/85 Y 50/85.

3'?)-Que, en consecuencia, en la presente causa median las mis-
mas razones que determinaron la excusación de los integrantes de
la Corte Suprema en el recurso de hecho aludido en el considerando-
segundo.

4'?) Que también el seÍíor Procurador. General como integrante-
del cuerpo y primer reemplazante de sus jueces participa en esta
deliberación y suscribe el pronunciamiento.
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s'?) Que para el caso "Fabris, Marcelo H. c/Estado Nacional
(Poder Judicial de la Nación)", el tribunal se ha integrado en la
:forma prevista en el arto 22, inc. 3'?, del decreto-ley 1285/58, ratifi-
-cado por la ley 14.46.7.

6'?) Que es aconsejable evitar el dictado de fallos contradicto-
rios sobre la misma materia, con fundamento en la preservación
de la seguridad jurídica y que la pronta terminación de los pro-
,cesas es requerida por la buena administración de justicia (confr.
Fallos: 234: 786 y 256: 580).

7'?) Que, por tales motivos, se estima que, en principio, es per-
"tinente que el Tribunal 'resuelva ambas causas con la misma inte-
gración, tanto más ,cuanto la ,naturaleza de las acciones 'interpues-
tas exige especial celeridad, principio éste que se, compadece con
la circunstancia de que los, conjueces ya designados forman parte
de la lista correspondiente a este período.

Por lo expuesto, y de conformidad con lo previsto en los arts. 17,
inc. 7'?, y 30 del CódigoProcesal Civil y Comercial de la Nación, se
-declara que los, integrantes del Tribunal que suscriben la .presente
resolución se hallan impedidos de resolver este litigio. Y, a los efec-
tos mencionados en el considerando 7'?, dése intervención a la Cor-
te Suprema formada por los conjueces designados que conocen el
caso "Fabris, Marcelo H. c/Estado Nacional '(Poder Judicial de la
Nación).

JosÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI - JORGE ANTONIO

BACQUÉ - JUAN OCTAVIO GAUNA.



814 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

FERNANDO KRAYACICH

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Cuestión justiciable.

Las F~s()lucionesque los tribunales adoptan respecto de sus empleados,
en ejercicio de las facultades de superintendencia, no constituyen materia
justiciable a los fines dispuestos por el arto 14 de la ley 48 (1) .

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

La Constitución Nacional no consagra derechos absolutos; ins\lsceptibleso

de razonable reglamentación (2).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

Los derechos constitucionales' no se afectan por la imposición de condi-
ciones a su ejercicio que guardan adecuada proporción con 'la necesidad'
de salvaguardar el interés público comprometido: en el caso -en que'
se solicita la declaración de inconstitucionalidad de acordadas y recusa a
integrantes de la Corte-, la correcta administración de justicia.

SUPERINTENDENCIA.

Si la medida cuya reconsideración se adoptó como consecuencia de una
acordada dictada por la Corte en ejercicio de las facultades reglamenta-
rias consagradas por el arto 99 de la Constitución Nacional, resulta ajeno-
al ámbito de.superintendencia el tratamiento del planteo del inconstitucio-
nalidad (3).

SUPERINTENDENCIA.

Las disposici<:messobre recusación no son aplicables en supuestos, en que'
se han ejercido facultades de superintendencia. En el caso, un empleado-
del fuero civil planteó ,la recusación de los 'integrantes de esta Corte en
razón de 10 establecido por Acordadas 22/85 y 56/85, por las cuales se
dispuso comisionarIo (4).

(1) 15 de mayo. Fallos: 298: 589; 300: 180; 302: 856.
(2) Fallos: 297: 201; 300: 700; ,305: 831.
(3) Fallos: 31: 288; 114: 56; 156: 318; 301: 708.
(4) Fallos: 245: 26; 265:377; 302:272.
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Si la deuda por pérdida del valor adquisitivo de los sueldos de .los
magistrados no fue abonada oportunamente, corresponde actualizar su
monto hasta la fecha del efectivo pago, tomando en consideración la
real depreciaci6n sufrida. Para ello debe tenerse en cüenta' que en el
intervalo transcurrido entre la fecha a partir de la cual la deuda es
exigible y el momento en que se efectúe el pago se ha producido un
hecho t"('on6mico notorio: la reducción sustancial en los índices men-
suales dt" inflaci6n. lo que determina que no sea razonable reajustar la
suma adeudada con la misma metodología aplicada hasta el 31 de mayo
de 1985para la actualizaci6n de los sueldos, los que fuerqn devengados
en un lapso de características econ6micas sustancialmente diferentes,
p'or lo que para llegar a una soluci6n equitativa. es menester arbitrar
como r~curso adecuado la aplicación de un índice igual al del último
mes cuyo índice sea conocido.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

B~enos Aires, 19 de mayo de 1986:

Vista la liquidación obrante a fs. 717/747, así como .los escritos
de la actora a fs. 751/752 y 759/760 Y de la demandada a fs. 754/
.756, Y

Considerando:

1?). Que esta Corte reafirma lo decidido en su resolución de
fecha 4 de abril de 1986 (fs. 712/713) y la metodología de actuali-
zación adoptada por la que se fijó la suma adeudada a los actores
al 31 de mayo de 1985.

2?) Que como tal deuda no fue abonada oportunamente, co-
rresponde actualizar su. monto hasta la fecha del efectivo pago,
. tomando en consideración la real depreciación sufrida.

3?) Que en el intervalo transcurrido entre la fecha a partir de
la cual la deuda es exigible y el momento en que se efectúe el pago



816 FALLOS DE LA CORTE, SUPREMA

se ha praducida un hecha ecanómica nataria: la reducción sus-
tancial en las índices mensuales de inflación.'

. 4?)' Que la aplicación del mecanismo. de actualización matell~á-
tica de la suma adeudada, basada en el emplea de índic;es can un
mes de retrása, canduciría a una diferencia apreciable que tarnaría
objetivamente Ü'ljusta el resultada de esa actualización, ya que se
utilizaría cama primer indica dar un índice carrespandiente a un
períada de alta inflación para cubrir el indicadar descanacida ca-
rrespandiente al 'mes en que el paga s'e efectúe.

S?) Que para abviar tal incanveniente esta Carte cansidera que
par las circunstancias referidas en las cansiderandas 3? y 4? na es
razanable reajustar la suma adeudada can la misma metadalagía
aplicada hasta el 31 de maya de 1985 para la actualización de las
sueldas, las que fueran devengadas en un lapsa de características
ecanómicas sustanciálmente diferentes.

6?) Que tampaca puede dejarse sin actualizar el última períada
par' descanacimienta del índice carrespandiente al mes de paga, y
para llegar a una salución equitativa es menester arbitrar cama
recurso. adecuada la aplicación de un índice igual al del última mes
cuya índice sea canacida.

Par ella, se dispane:

1?) Na aprabar la liquidación practicada a fs. 717/747.

2?) InstI:uir a la Subsecretaría de Administración para que prac-
tique una liquidación fundada en las siguiente's pautas:

a) Se fijará el crédito. tatal de cada una de lo.s demandantes al
31 de maya de 1985 can arregla al criterio. establecida en el cansi-
derando. 4? de la resalución dictada po.r esta Carte el 4 de abril del
carriente año. (fs. 712/713).

b) Cada una ~e dichas sumas será actualizada hasta el paga
aplicando. la variación experimentada en el índice de precias al
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consumidor, para lo cual se tomará como base el indicador corres-
pondiente al mes de mayo de 1985.

Notifíquese y devuélvanse los autos a la Subsecretaría de Admi-
nistración a los efectos señil1ados.

AUGUSTO MARIO MORELLO - GERMÁN BIDART

CAMPOS - ERNESTO R. GAVIER -ROBERTO

A. M. TERÁN LOMAS - LUIS MOISSET :DE

ESPANES.

ROBERTO EDGARDOGHIRARDI

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Ley an-
terior y jueces naturales.

La garantía constitucional de los jueces naturales no guarda relación
con la distribución de la competencia entre los jueces permanentes que
integran el Poder Judicial de la Nación y de las provincias, por lo
que aquélla no sufre menoscabo porque uno u otro de ellos intervenga
en la causa con arreglo a lo que disponga la 'respectiva legislación
procesal (1).

RUBEN KADL GAISINSKY v. SERVICIOS MEDICOS BS. AS. y OTRO

FACULTADES NO DELEGADAS.

La facultad de legislar en materia de remuneraciones de los profesiona-
les médicos en relación de dependencia ha sido conservada por las pro-
vincias en los términos del arto 104 de la Constitución Nacional (2).

(1) 20 de mayo. F:'Illos: 293:443.
(2) 20 de mayo. Fallos: 305:1044; "Corrales Sánchez, Teodoro Santiago

c/Clínica Privada 25 de Mayo" y "Beltrán, Jorge R. y ofros c/Ducilo
S. A.", del 3 de julio y 11 de septiembre de 1984,respectivamente.
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MARIACAROLINAOLIVA DE CATANIA

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. P!:ocedi-
miento y sentencia.

Corresponde hacer lugar al 'agravio de quien aduce que compareció en
la causa por derecho propio y en representación de sus hijos, sin que
en los autos se hubiese articulado excepción de falta de legitimación
para obrar o de personería al respecto, en tanto que la sentencia que
rechazó el recurso de casación con fundamento en que quien lo había
interpuesto carecía de legitimación para hacerlo, extiende los supuestos
alcances de la falta de legitimación referida más allá del ámbito en que
cabe encuadrarla, y dentro del cual sólo podría tener un efecto parcial,
frustrando así .la garantía constitudonal de la' defensa en juicio (1).

MACKENTOR S.A.C.C.I.A.I.F. v. DIRECCION NACIONAL DE VIALIDAD

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Generalidades.

Debe declararse desierto el recurso ordinario de apelación si el ape-
lante no rebate el principal argumento del a qua para fundar la in-
constitucionalidad del arto 1~del decreto 1938/79por el cual se establece
un plazo para presentar la solicitud de ajuste de las deudas emergentes
del contrato de obra pública en que exista mora del comitente .en el
pago de los certificados, cual es que la norma impugnada excede la
potestad atribuida al Poder Ej~cutivo en, el arto 86, inc. 2~, de la Cons-
titución Nacional, al establecer la pérdida de un derecho .por la de-
mora en presentar la solicitud de reclamo, .cO,nsecuencia que la ley
21.392 no preveía, ya que .,no está en discusión la potestad reglamen-
taria sino los límites de su ~jercicio, en tanto éste' no puede contrariar
la letra y el espíritu de la ley.

(1) . 20 de mayo.
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Buenos Aires, 20 de mayo de 1986.

Vistos los autos: "Mackentor S.A.C.C.I.A.I.F. e/Dirección Nacio-
nal de Vialidad (Mrio. de Obras y Servicios Públicos) (Estado Na-
cional) s/revisión resolución".

Considerando:

1~) Que la Sala IV de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo
Contenciosoadministrativo Federal confirmó, por' mayoría, la sen-
tencia de primera instancia que, a su vez, ,había declarado la incons-
titucionalidad del arto 1? del decreto 1938/79 por el cual se establece
un plazo para presentar la solicitud de ajuste de las deudas emer-
gentes de~ contrato de obra pública en que exista mora del comi-
tente en el pago de los certificados. Contra tal pronunciamiento, la
demandada dedujo recurso ordinario de apelación que fue conce-
dido a fs. 89.

2~) Que para así decidir, los vocales que hicieron mayoría sos-
tuvieron en lo esencial, que, por la ley 21.392 es la Administración
la responsable de impulsar el mecanismo tendiente a satisfacer el
perjuicio que con su mora ocasione a los contratistas, sin que en
su texto exista mención alguna en cuanto a los requisitos que deba
llenar o procedimientos a los que deba someterse el acreedor para,
ver satisfecho su crédito.' Esto no impide que por vía reglamentaria
se puedan establecer ctetermin,ados recaudos 'a llenar para posibi-
litar el cumplimiento en forma más eficiente de la obligación por
parte de la Administración deudora, todo ello sin incluir exigencias
cuyo incumplimiento lleve a la pérdida del derecho del particular,
circunstancia eJ+modo alguno prevista por la ley que se reglamenta,
lo que resulta viblatorio del arto 86, mc. 2~ de ia Constitución Na-
cional.

3~) Que la recurrente sostiene que el decreto impugnado halla
su justificativo en las amplias concesiones que había hecho susimi-
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lar 2611/78 respecto del cual tiende a mantener el equilibrio y afir-
ma que en el espíritu de aquel decreto no está afectar derechos
adquiridos, sino que .por tratarse de normas eminentemente admi-
.nistrativas y sectoriales tiende a mantener el desenvolvimiento de
la administración dentro del esquema del manejo presupuestario
del Estado, afianzando esencialmente la seguridad jurídica. Afirma,
asimismo, que la reglamentación de la ley 21.392 por medio de los
decretos citados no constituye un acto sorpresivo desde el punto de
vista reglamentario, ya que es la propia ley la que en su arto 9 or-
dena al Poder Ejecutivo dictar las normas aclaratorias y de proce-
dimiento que resulten necesarias para su cumplimiento. Sostiene
que al actor no se le quita ningún derecho adquirido, sino que sim-
plemente no lo ejerció, y si el interés es la medida de las acciones,
la accionante no lo demostró en tiempo propio en sede adminis-
. trativa.

4'?) Que si bien y conforme lo demuestra el apelante a fs. 88,
se trata en el caso de sentencia definitiva recaída en una causa
en que la Nación es parte y el valor disputado en último término
excede el mínimo establecido en el arto 24, inc. 6'?,apartado a), del
decreto-ley 1285/58, modificado por ley 21.708 y resolución de esta
Corte N'? 445/85, el apelante no rebate el principal argumento del
a quopara fundar la inconstitucionalidad de la norma impugnada,
<:ual es que ésta excede la potestad atribuida al Poder Ejecutivo
en el arto 86, inc. 2'?de la Constitución Nacional, al establecer la pér-
dida de un derecho por la demora en presentar la solicitud de re-
damo, consecuencia que la ley no preveía; no son suficientes para.
tal fin las razones de conveniencia esgririlidas en el punto III del
memorial de fs. 92/97 ni las referencias que se efectúan en su apar-
tado IV al artículo 9'?de la ley 21.392, ya que no está en discusión
'la potestad reglamentaria -que esta Corte ha reconocido desde anti-
'guo- (Fallos: 148:430;.237:636; 275:89; 280:25; 292:382) sino los
límites de su ejercicio, en tanto éste no puede contrariar la letra
y el espíritu de la ley. Tal circunstancia trae aparejada la deserción
del recurso ordinario de apelación, de acuerdo con lo dispuesto por
el arto 280, ap. 2'?, del Código Procesal Civil y Comercial de la Na-
ción (Fallos: 303:1776; 304:556,1444 y sus citas).



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN lI21

Por ello, se declara. desierto el recurso ordinario intentado.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT
- JORGE ANTONIO BACQUÉ.

ROSA MARIA JUANAMARTINEZ SUAREZ DE TINAYRE y OTROV.

ARGENTINA TELEVISaRA COLOR LS 82 CANAL7 S. A. (ATC - CANAL7)
ADMINISTRACION PUBLICA.

A la luz del marco normativo constituido por la ley 20.705 -aplicable
a la demandada en virtud del art. 6?<:lela ley 21.969,.régimen no modifica-
do por las leyes1?osteriores 22.285 (art. 114)"y 22.786 (art. 2?)- "Ar-
gentina Televisora Color LS 82 Canal 7" aparece como el medio ins-
trumental de que se vale el Estado, adoptando el tipo de "Sociedad Anó.
nima" (art. 2? ley 20.705) para cumplir una finalidad que no resulta de
innegable carácter público. Si bien debe considerarse en principio su-
jeta al derecho privado (Ley de Sociedades) y no comprendida en las
leyes de contabilidad, de obras públicas ni de procedimientos adminis-
trativos, concurren elementos de .jnnegable carácter estatal, principal-
mente en lo concerniente a la naturaleza de sus constituyentes y a la im-
posibilidad de participación de capitales privados (art. l? ley 20.705),
por lo que más allá del amplio grado de su descentralización, integra
la organización administrativa del Estado. De modo que el régimen
jurídico preponderantemente de derecho privado aplicable al ente traído
a juicio no permite equiparado a un particular en su relación con el
Estado puesto que este último. evidencia una interferencia intensa en
su desenvolvimiento como persona jurídica y, en 10 qu.e aquí interesa
-lo relativo a los topes contractuales-, ya regía con bastante anterioridad
a la cdebración de los contratos cuya ruptura originara el juicio, por
lo que de.be descartarse la alegada "fuerza mayor" emergente del me-
morándum proveniente del señor Subsecretario de Comunicaciones que,
al fijar con carácter obligatorio el tope de remuneraciones mensuales
para el año 1982para los "actores, directores, productores, conductores,
autores de programas y cargo o función similar", en una suma muchas
veces inferior a la establecida en el contrato, motivó la rescisión uni-
lateral.

CONTRATOS.

El arto 1154del Código Civil adopta la teoría del "envío" en materiá de
la formación del consentimiento entre ausentes y, en lo pertinente, dis-
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pone: "La aceptación hace sólo perfecto el contrato desde que ella se
hubiese mandado al proponente".

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instalU:ia. Generalidades.

Si bien al contestar agravios la demandada no reiteró la cuestión refe-
rida al plazo de vigencia del contrato y fue objeto de rechazo en la al-
zada por dicha circunstancia, ello no constituye óbice decisivo para su
consideración en esta instancia, pues es objeto de planteo expreso en
el memorial pertinente (art. 280 del Código Procesal) y la Corte par-
ticipa de un criterio amplio en la materia -acorde con 'la debida tutela
de la garantía de la defensa en juicio (art. 18 de la Constitución Na-
cional)- fundado en que, con excepción de las cuestiones expresa o
implícitamente. excluidas, el tribunal de apelación tiene con respecto a
las pretensiones y oposiciones oportunamente interpuestas la misma com-
petencia que corresponde al juez de primera instancia, conclusión par-
ticularmente válida en el sub lite puesto que no podía exigirse a la de-
mandada, vencedora en primera instancia, que apelara de un pronun-
ciamiento favorable.

DAROS Y PERJUICIOS: Determinación de la indemnización. Daño material.

Si no es dudosa la posibilidad cierta de ambos reclamantes, de haber
obtenido otro trabajo durante el lapso de vigencia del contrato y tam-
poco se ha justificado que aquéllos hayan declinado alguna oferta por
ese mismo medio u otro similar (radio, cine, teatro, etc.) en la expec-
tativa del negocio frustrado, resulta adecuado el uso de la facultad de
reducir equitativamente la reparación (art. 1638del Código Civil).

DAROS Y PERJUICIOS: Determinación de la indemnización. Daño material.

Las facultades concedidas a los jueces por el arto 1638del Código Civil
en cuanto los autorizan a reducir equitativamente la utilidad a recono-
cer cuando la aplkación estricta de la norma conduzca a una notoria
injusticia, debpn Sf:r ejercidas con amplitud en el caso en que se hizo
lugar a la demanda por la indemnización de los daños y perjuicios
causados a los actores a raíz de la ruptura unilateral del contrato de
la sociedad estatal demandada, atendiendo a lo desorbitado de la re-
muneración pactada -en promedio, cuarenta mil dólares de los Es-
tados Unidos mensuales durante el lapso, que debía abarcar la actuac~ón,
suma prácticamente imposible de obtener mediante el desempeño de
ninguna actividad socialmente útil- y a que ella recae en defintiva so-
bre el Estado, vale decir, que debe ser soportada por la comunidad sin
que de ello pudip.ra derivar un concreto beneficio para ésta ni aun
en el caso de que la actuación televisiva se hubiese llevado a cabo.
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.BuenosAires, 20 de mayo de 1986.

Vistos los autos: "Martínez Suárez de Tinayre, Rosa María Jua-
na y otro e/Argentina Televisora Color L.S. 82 Canal 7, S.A. (ATC-
Canal 7) s/incumplimiento de contrato".

Considerando:

19) Que contra el pronunciamiento de la Sala 1 de la Cámara
Nacional de Apelaciones en -lo Civil y -ComercialFederal que, al
revocar el fallo de la instancia anterior, hizo lugar parcialmente a
la' demanda por la indemnización de los daño~ y perjuicios causa-
dos a los actores a raÍZ de la ruptura 'unilateral del contrato por
la sociedad estatal demandada, la vencida interpuso. el recurso or-
dinario de apelación que autoriza el artículo 24, inciso 6':', aparta-
do a), del decreto-ley 1285/58 (fs. 405), el que fue concedido a
fs. 406.A fs. 418/434obra el memorial que prescribe el artículo 280
del Código Procesal, el que mereció la contestación de fs. 436/446.

2':') Que las cuestiones involucradas en la apelación y sobre las
que debe pronunciarse esta Corte tienen sú origen en sendos con-
tratos que celebraron Rosa María Juana Martínez Suárez de Ti-
nayre y su cónyuge, Daniel Andrés Manoli Tinayre, con "Argentina
Televisora Color L.S. 82 Canal 7" el día 30 de diciembre de 1981
,para la realización y puesta en escena del programa de televisión
.conocidocon el nombre de "Almorzandocon Mirtha Legrand" (ins-
trumentos' de fs. 14/2.1).Las derivaciones de dicho plexo conven-
.cional en lo atinente a la conducta adoptada por "ATC"-mediante
.carta documento de fecha 16 de febrero de 1982y por la que pone
-en conocimiento de los demandantes "la imposibilidad material y
jurídico legal de poner en vigencia a partir del 15 de marzo de 1982
la contratación programada", motivó, la promoción de la presente
.litis por la que se persigue la indemnización de los perjuicios su-
fridos por la extinción injustificada, del vínculo, contractual.
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3':') Que la sentencia de primera ,instancia (fs. 308/313) rechazó
la pretensión incoada y tuvo en cuenta para ello que la vía procesal
utilizada no era la idónea al fin propuesto pues los actores debieron
cuestionar, en su caso, la legitimidad del "memorándum" prove-
niente del Subsecretario de Comunicaciones (fs. 83/86) -sustento
de la decisión. de dar por extinguido el acuerdo- y reclamar del
Estado central los daños y perjuicios invocados, toda vez que para
la demandada, persona jurídica distinta .del Estado Nacional, las
medidas adoptadas en esa materia configuraron un "hecho del prín-
cipe" (arts. 513 y 514 del Código. Civil), excluyente de toda res-
ponsabilidad patrimonial.

4':') Que el fallo de la alzada (fs. 393/399), después de un pon-
derado análisis de la situación jurídica de la demandada como so-
ciedad del Estado, según las normas que rigen sus atribuciones y
funcionamiento (leyes 20.705, 21.969, 22.285 y 22.786), concluyó que
el supuesto fáctico configurativo de la fuerza mayor, al derivar del
propio Estado Nacional, titular de la totalidad del patrimonio de
"ATC Argentina Televisora Color L.S. 82 Canal 7", no podía ser,
invocado por la demandada para sustraerse al cumplimiento de sus
obligaciones. En tales condiciones, admitiÓ la demanda pero sólo
en forma parcial al reducir los daños materiales solicitados en un
50 % -en aplicación de lo dispuesto por el artículo 1638 del Código
Civil reformado por la ley 17.711-, desestimó la petición de daño
moral e impuso las costas en el orden causado en ambas instancias.

S':') Que 1';' apelante plantea la nulidad' de l~ decisión impug-
nada, con fundamento en el incumplimiento por la contraria de
la carga de fundamentación del recurso de apelación impuesta por
el artículo 265 del Código Procesal, falencia que debió conducir
-según su parecer- a la deClaración de deserción de la segunda
instancia (art. 266 del Código citado) y al consecuente carácter fir-
me de la sentencia de grado anterior.

La expresión de agravios formulada por los actores para su
consideración por el tribunal a qua no padece de los defectos for-
males que aduce la recurrente (véase fs. 358/372); muy por el con-
trario, exhibe una crítica concreta y razonada de los aspectos fun-
damentales del fallo de primera instancia, por lo. que la Cámara no
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ha excedido el marco de sus atribuciones en el ámbito de conoci-
. miento que le es propio (arts. 271 in fine y 277 del Código Procesal)
de modo que justifique la declaración de invalidez pretendida.

Por otra parte, las afirmaciones efectuadas por el vocal que
vota en primer término (fs. 393 último párrafo y fs. 393 vta. primer
párrafo) no tienen otro alcance que el de reseñar el sistema utilizado
por 10s actores para cumplir tal recaudo procesal; pero de modo
alguno puede extraerse la conclusión propiciada por la recurrente,
la que tampoco formuló objeción alguna en este punto al contestar
el traslado del memorial pertinente (fs. 382/391) o

6':') Que este Tribunal comparte y hace suyos los sólidos fun-
damentos que informan la decisión recurrida en cuanto al rechazo
de una de las defensas opuestas por la sociedad estatal, consistente
en la alegada "fuerza mayor" emergente del memorándum prove-
niente del señor Subsecretario de Comunicaciones (fso 83/86) que,
al fijar con carácter obligatorio el tope de remuneraciones men-
suales para el año 1982 para los "actores, directores, productores,
conductores, autores de programas y cargo o función similar", en
una suma' muchas veces inferior a la establecida en el contrato,
motivó su rescisión unilateral.

A la luz del marco normativo constituido por la ley 20.705
-aplicable a la demandada en virtud del arto 6':' de la ley 21.969, régi-
men no modificado por las leyes posteriores 22.285 (art. 114) y
~2.786 (arto 2':')- "Argentina Televisora Color L.S. 82 Canal 7" apa-
~ce como el medio instrumental de que se vale el Estado, adop-
tando el tipo de "Sociedad Anónima" (art. 2<;>ley 20.705) para CUI¡l-

plir una finalidad que no resulta de innegable carácter público. Si
bien debe considerarse en principio sujeta al derecho privado (Ley
de Sociedades) y no comprendida en las leyes de contabilidad,' de
obras públicas ni de procedimientos administrativos, concurren
. elementos de innegable carácter estatal, principalmente en lo con-
cerniente a la naturaleza de sus constituyentes y a la imposibilidad
de participación de capitales privados (art. 1'? ley 20.705), por 10
que más allá del amplio grado de su descentralización, integra la
organización administrativa del Estado.
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En tales circunstancias, resulta inobjetable la conclusión del
a quo en punto a que la demandada invocó un "hecho propio"
insusceptible de excluir la responsabilidad derivada de la ruptura
del contrato celebrado: bien entendido, que el régimen jurídico
preponderantemente de derecho privado aplicable al ente traído
a juicio no permite equipararlo a un particular en su relación con
el Estado puesto que este último evidencia una interferencia inten-
sa en su desenvolvimiento como persona jurídica y,en lo que aquí
interesa --lo relativo a los topes contractuales-, ya regía con bas-
tante anterioridad a la celebración de los contratos aludidos, ex-
tremo que resulta significativamente de los informes de la Secre-
taría de Información Pública de fs. 208 y fs. 270 y pone de manifiesto
la ausencia de los elementos configurativos del "hecho del príncipe",
fundamentalmente en' cuanto al supuesto carácter "imprevisible"
-de la medida adoptada. '

7'!) Que, por lo demás, las partes anudaron su consentimiento
por correspondencia epistolar, mediante el envío de las propuestas
respectivas de los esposos Tinayre al representante legal de "Ar-
gentina Televisora Color L.S. 82 Canal 7", quien, por el mismo me-
dio, aceptó en todos sus términos y condiciones las ofertas formu-
ladas, con fecha 30 de diciembre de 1981 (fs. 21 y fs., 190).

Esa "declaración de voluntad común" (art. 1137 del Código
Civil) hizo perfecto el contrato, en virtud de lo dispuesto por el
arto 1154del Código Civil que adopta la teoría del "envío" en materia
de la formación del consentimiento entre ausentes y que, en lo
pertinente, dispone: "La aceptación hace sólo perfecto el contrato
desde que ella se hubiese mandado al proponente".

8e;» Que el hecho de que el negocio jurídico así formado pre-
viera un plazo cierto de vigencia, según resulta de su cláusula vigé-
sima, no tiene el alcance que pretende asignarle la demandada, toda
vez que si los contratantes entendían que sólo a partir del comienzo
de dicho plazo c:;¡.bíareputar perfeccionado el vínculo contractual,
ello debió ser objeto de una estipulación expresa a fin de eludir el
efecto propio de la norma antes citada frente al carácter consen-
sual del convenio.
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Por el contrario, la sola frase en cuestión no aparece como una
.cláusula de "libre revocación de la oferta o de la aceptación" sino
-que al establecer simplemente la fecha de inicio y fin de las obliga-
ciones respectivas, sólo traduce las modalidades propias de la eje-
cución de la convención celebrada.

9~) Que si bien al contestar los agravios de los actores la de-
mandada no reiteró la cuestión aludida y fue objeto de rechazo en
la alzada por dicha circunstancia, ello no constituye óbice decisivo
para su consideración en esta instancia, pues es objeto de planteo
expreso en el memorial pertinente (art. 280 del Código Procesal) y
,este Tribunal participa de un criterio amplio en la materia -acor-
de con la debida' tutela de la garantía de la defensa en juicio
(art. 18 de la Constitución Nacional)- fundado en que, con excep-
'ción de las cuestiones expresa e 'implícitamente excluidas, el tribu-
nal de apelación tiene con respecto a las pretensiones y oposiciones
oportunamente interpuestas la misma competencia que corresponde
al juez de primera instancia, conclusión particularmente válida en
el sub lite puesto que no podía exigirse a la demandada, vencedora
,en primera instancia, que apelara de un pronunciamiento, favorable.

10) Que, sentado lo expuesto, sólo resta considerar las obje-
.ciones de la apelante en punto a la extensión de la indemnización
acordada a los actores, en virtud de lo dispuesto por el arto 1638 del
Código Civil con la reforma introducida por la ley 17.711, cuya apli-
-cación al caso no es objeto de cuestionamiento específico por la
demandada.

E~ precepto legal no distingue según que el contrato de locación
de obra o de servicios haya, o no tenido principio de ejecución y dis-
pone derechamente que el desistimiento por el comitente impone a
éste la obligación de indemnizar todos los gastos, trabajos y utilidad
que hubiera sobrevenido al locador por la ejecución de la obra.

Los actores circunscribieron su pretensión de daño material al
llamado "daño al interés, positivo o de cumplimiento" y reclama-
ron todo lo que hubieron de percibir si los acuerdos se hubiesen
cumplido. Dicho en otros términos, la utilidad a la que alude la
citada disposición 'y que no requiere de ninguna otra prueba espe-
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cífica más allá del contrato mismo, objeto de resolución unilateral
por la demandada.

11) Que, sin. embargo, la alzada hizo uso de la facultad de-
reducir equitativamente la reparación -según lo autoriza la últi-
ma parte del arto 1638 después de la reforma introducida por la
ley 17.711- conclusión que esta Corte comparte en principio, pues
no es dudosa la posibilidad cierta de ambos reclamantes de haber
obtenido otro trabajo durante el lapso de vigencia del contrato
y cuando tampoco se ha justificado que aquéllos hayan declinado
alguna oferta por ese mismo medio u otro similar (radio, cine,.
teatro, etc.) en la expectativa del negocio frustrado.

Ninguna prueba se produjo en punto a las pérdidas o gastos-
que los esposos Tinayre habrían experimentado en vista del con-
trato resuelto. Por el contrario, bastante elocuente resulta la ab-
solución de posiciones de la actora a fs. 247 (posición 1?), cuando
reconoce que después del intercambio de la propuesta y. de su
aceptación no concurrió a ATC y se fue de vacaciones, pues sólo
bastaba hacerlo diez o quince días antes de la puesta en el aire-
del programa y, en su caso, se trataba de un trabajo rutinario que
ya llevaba diez años de antigüedad.

No se ha probado que el señor Tinayre adoptara otra con.
ducta en la situación descripta y no parece ocioso destacar que:
según la cláusula décima de la propuesta quedaban a cargo exclu-
sivo de ATC Canal 7 todos los gastos que demandara la produc-
ción, realización y difusión del programa.

12) Que, por otra parte, las facúltades concedidas a los jueces
por el arto 1638 del Código Civil, en cuanto los autorizan a reducir
equitativamente la utilidad a reconocer cuando la aplicación es-
tricta de la norma conduzca a una notoria injusticia, deben ser
ejercidas con amplitud en el caso, atendiendo no solamente a las
circunstancias reseñadas en el precedente considerando sino- tam-
bién a lo desorbitado de- la remuneración pactada -en promedio,
para la Sra. de Tinayre, cuarent.a mil dólares de los Estados Uni-
dos mensuales durante el lapso que debía abarcar la actuación,
suma prácticamente imposible de obtener mediante el desempeño
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de ninguna actividad socialmente útil- y a que ella recae en de-
finitiva sobre el Estado, vale decir, que debe ser soportada por la
comunidad sin que de ello pudiera derivar un concreto beneficio
para ésta ni aun en el caso de que la actuación televisiva se hubie-
se llevado a cabo.

En atención a tales razones, este Tribunal considera prudente
.reducir al 5 % las sumas debidas por la demandada en virtud de
los contratos concluidos con los aquí actores, por lo que en este
punto deben prosperar, en parte, los agravios del ente estatal
orientados a la disminución de la indemnización fijada en la ante-
rior instancia.

13) Que, por último, y en lo atinente a las ~ostas devengadas
por este recurso, puesto que no media agravio concreto respecto
de las establecidas en la sentencia impugnada, habrán de seguir
su misma suerte, atento a la naturaleza de las cuestiones debati-
das y al éxito parcial de la impugnación, en aplicación de las
directivas contenidas en los arts. 68, 2~ parte y 71 del Código,
Procesal Civil y Comercial de la Nación).

Asimismo cabe adecuar los honorarios regulados por el a quo
a la reducción sufrida en el monto de la condena.

Por ello se modifica la sentencia de fs. 393/399 y en conse-
cuencia se condena a la demandada a abonar a los actores el 5 %
del valor de los contratos concluidos con fecha 30 de diciembre
de 1981, con más sus intereses calculados según la tasa y el modo
establecido en el pronunciamiento recurrido, confirmándola en
lo demás que decide. Con costas de esta instancia por su orden
(arts. 68, 2~ parte y 71 del Código Procesal). Déjanse sin efecto
las regulaciones de honorarios efectuadas y se difiere su determi-
nación hasta que se practique la liquidación final en la causa (art.
279 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).

JOSÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI - JORGE ANTONIO

BACQUÉ.
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DRAGADOS y OBRAS PORTUARIAS S. A. y OTROS v.

PROVINCIA DE SANTA CRUZ

HONORARIOS: Regulaci6n.

A los fines de ef~ctuar la regulación de honorarios cabe recordar que.
en los supuestos de rechazo de la demanda, debe computarse coma.
monto del juicio el valor íntegro de aquélla (1).

ISMAEL P. GOMEZ v. CIRCULO DE SUBOFICIALES DE LA ARMADA

JURISDICCION y COMPETENCIA: Cuestiones de competel1cia. Generalidades ..

Toda vez que el arto S? del Código Procesal Civil y Comercial de la Na-
ción, después de la reforma introducida por la ley 22.434, sienta como-
regla general que la competencia se determinará por la naturaleza de-
las pretensiones deducidas en la demanda y no por las defensas opues-
tas por el demandado, tal criterio debe conjugarse con lo dispuesto
por el ;:¡rtículo anterior del citado ordenamiento así como por la ju-
risprudencia de la Corte, en el sentido de que corresponde estar -a
esos fines- a la /':xposición de los. hechos que el actor haga en la de-.
mand:l. y sólo.. secundariamente, y en la medida en que se' adecue a.
ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la acción (2).

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia. ordinaria. Cuestiones civiles y' .

comerciales. Locaci6n de obra.

De conformidad con 10 dispuesto por el art .. 43 del' decreto-ley 1285/58.
(texto según ley 22.093, arto 1?), procede atribuir el conocimiento del
asunto a la justicia civil, y no a la especial en lo civil y comercial, si
resulta que permite a los vendedores satisfacer la prestación prometida.
-entrega de una unidad de vivienda con el fin de transferir su do-
minio- y dicha ronclusión se hace extensiva a la adquisición -en
cabeza de la demandada- del terreno en que habrá de levantarse la.

(1) 20 de mayo. Fallos: 293:655, "Leblón S. A. e/Córdoba, Pcia. de y-
otros", del 4 de marzo de 1986.

(2) 20 de mayo. Fallos: 279:95; 286:45; 307:2366.
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obra con fondos suministrados por los c.ompradores para su posterior
adjudicación a éstbs últimos sin que el futuro adquirente se reserve
para sí la facultad de intervenir en. la marcha de aquélla ni de ejercer
control alguno en su ejecución.

ALEJANDRO ARIAS y OTROSv. DIRECCION PROVINCIAL DE VIALIDAD

RECURSO EXTIiAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Exceso ritual manifiesto.

Corresponde dejar sin efecto. la sentencia que desestimó la 'demanda.
que perseguía el pago actualizado de indemnizaciones expropiatorias,.
llegada por vía del recurso contra una resolución administrativa, con
fundamento en que tal remedio fue interpuesto vencido el plazo de 30,
días a partir de la resolución, que prevén las normas !ocales que rigen.
el contenciosoadministrativo. Ello es así, pues si bien las .normas lo..
cales sujetan la vía contenciosoadministrativa a un plazo de caducidad,.
por otra parte est;¡,blecenque -en principio- los juicios .de expropiación
sólo se encuentran sujetos a plazos de prescripción, lo que autoriza a.
suponer que pudieran generar una razonable deuda en la actora, má.
xime si se tiene en cuenta que, en el fondo, el ajuste por depreciación
monetaria no hace a la deuda más onerosa que en su origen, sino que.
sólo mantiene su valor económico real.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho de propiedad.

La garantía de propiedad, en atención al imperativo del arto 17 de la,
Constitución Nacional, impone indemnizar al propietario con un. valor'
igual "\ aquel del que se lo priva para lo que se le deben asegurar los
medios adecuados de modo que arribe a resultados que satisfagan aquel:
derecho.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Co.rte:

1

En auto.s se pro.mo.vióacción co.ntra la Dirección Pro.Vincialde
Vialidad a fin de que sea co.ndenada "al pago. de lo.s d~os. y per':'
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juicios ocasionados a los actores por la priyación del uso y goce
de las fracciones de .terreno que más abajo se detallan con motivo
de la expropiación de los mismos y el impago de su precio" (fs. 43
de los autos principales, a los que me referiré en adelante).

Al haber sido sujeta a expropiación una parte del campo de la
que era propietaria, con destino a la apertura del camino que uni-
ría Cañuelas-Luján, "Arias Hermanos S.C. por Acc." celebró un ave-
nimiento con la demandada por el que cedió la fracción de terreno
afectada (parte de las parcelas 156 a y b)., comprometiéndose la
adquirente a acreditar el monto de la indemnización al pago de la
contribución por mejoras. La posesión de las tierras habia sido
otorgada en 1963, libre de ocupantes, y el convenio se formalizó
en 1965, año en que se inscribió el dominio a favor de la Provincia.

Los actores indican que, además de la fracción citada, adqui-
rieron otras del mismo Partido (137 y 146), también sujetas a expro-
piación, subrogándose en los derechos de los anteriores titulares al
cobro del precio pactado con la accionada, según contratos simila-
res celebrados en 1964 y 1968.

En 1977 reclamaron el pago del valor real y actual de las tierras,
.en razón de que hasta ese tiempo el camino no había sido ejecu-
tado. Luego de una serie de actuaciones en sede administrativa, la
Dirección Provincial de Vialidad en base a lo aconsejado por los
organismos asesores, que tomaron en cuenta la imposibilidad de
cumplir lo pactado toda vez que el tributo al que se debía imputar
la indemnización había sido eliminado a partir de 1970, resolvió el
pago de la suma fijada en 1966, a valor nominal, incrementada sólo
con intereses calculados a partir del reclamo administrativo (23-
VI-1977), rechazando la petición de incremento del capital en. base
a la actualización monetaria.

Los anteriores propietarios se negaron a recibir la suma, así
calculada, e interpusieron recurso jerárquico, el que fue desesti-
mado por decreto 1558/78 del gobernador de la Provincia.
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Al contestar la demanda la Fiscalía de Estado dedujo, entre
otras defensas, la excepción de 'incompetencia. El juez de primera
instancia se declaró competente para entender en la litis, basado
en que su objeto es el cobro de la indemnización debida por la
expropiación, materia que según la ley local corresponde al fuero
Ovil y Comercial, incluso cuando es el expropiado quien acciona

'. (fs. 116/117).

Apelada la resolución, la Sala 11 de la Cámara Segunda de Ape-
lación de La Plata (fs. 132/134) hizo lugar a la incompetencia opues- .
ta, fundando la decisión en un fallo de la Suprema Corte local, pos-
terior a la traba de la litis, que declara ajena a la materia de los
jueces de primera instancia todo aquello relativo a la expropiación,
como por ejemplo la contratación directa discutida en el sub júdice,
.que no sea juicio expropiatorio.

Llevada la caUSa al tribunal a quo, por vía del recurso de ina-
plicabilidad de ley, éste resolvió la cuestión de competencia con abs-
tracción de la procedencia o mérito del recurso extraordinario pro-
vincial. Apreció que los accionantes intentan hacer valer los efec-
tos de contrataciones directas sometidas al régimen de la ley pro-
vincial de expropiaciones, es decir, contratos regidos por el derecho
público administrativo; lo que lo llevó a decidir -siguiendo el pre-
cedente ya citado por el Inferior: causa "Petringa de Portela" 25-9-80,
en contra de lo opinado por el Procurador General de esa Corte (ver
fs. 162/163), la competencia originaria del tribunal para conocer en
el sub lite (fs. 182/186).

Finalmente, 'la misma Suprema Corte Provincial desestimÓ la
demanda por su improcedencia formal (fs. 214/216), en razón de
,que, el acto que clausuró la vía administrativa había sido notificado
a la parte el 20-9-78y la demanda se presentó ante la justicia fuera
del plazo de 30 días, previsto en el código contenciosoadministra-
tivo de la jurisdicción.
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III

Contra ese pronunciamiento interpone la parte actora el recur-
so extraordinario del arto 14 de la ley 48. Pone de resalto que la
demanda se dedujo en la justicia ordinaria, en 1979, de conformidad
con la ley provincial 5708, que no exige plazos de caducidad especial
sino los comunes en materia de prescripción de acciones; por lo que
la competencia de la Suprema Corte y la sujeción a un proceso con-
tenciosoadministrativo, que prescribe un breve término de 30 días
para impugnar la decisión de la Administración, decidida en base
a un cambio de jurisprudencia acaecido en 1980, sumerge a los acto-
res en un estado de indefensión total y violenta las garantías conte-
nidas en los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional.

Tacha de arbitrario el fallo por hacer mérito de una defensa no
invocada al contestar la demanda y pecar de excesivo ritualismo,
cuyo resultado se traduce en el pago de 0,45 pesos argentinos por
las hectáreas enajenadas en el Partido de Las Heras.

Por otra parte, sostiene que la decisión es arbitraria porque
clausura el reclamo judicial referido a las parcelas 137 y 146, cuando
éstas no integraron la resolución desestimatoria adoptada en sede
administrativa, pese a que se requirió oportunamente el pago del
precio actualizado de esas acciones, circunscribiéndose la Dirección
Provincial de Vialidad y el Gobernador Provincial a expedirse sobre
los lotes de las parcelas 156 a y 156 b Y guardando silencio sobre
las restantes, circunstancia ésta que torna viable la acción a su res-
pecto en virtud del arto 7 del código contenciosoadministrativo.

El argunlento reseñado fue también motivo de un recurso de
nulidad planteado a fs. 223 y rechazado a fs. 232 por el a quo; lo .que
motivó la presentación de fs. 236, en la que los actores mantienen
el recurso extraordinario ya interpuesto a fs. 219/221, criticando el
rechazo de la nulidad con similares fundamentos a los ya enuncia-
dos. No habiéndose hecho lugar a dicho recurso se impetra la pre-

sente queja.
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Considero conveniente resaltar dos aspectos que deben ser me-
rituados para una correcta solución del caso.

En primer término, debe tenerse presente que el derecho de
propiedad, asegurado por la Constitución Nacional en los artículos
14 y 17, recibe en éste último una especial protección en los supues-
tos de desapoderamiento provocado por la satisfacción del interés
comunitario. La relación expropiatoria se constituye con la declara-
ción de utilidad públiCa y se agota con el pago de la indemnización
que se fije po:r acuerdo de partes o por sentencia definitiva, subor-
dinándose la adquisición del dominio sobre el bien expropiado al
cumplimiento de este último requisito (Fallos: 291:507; 287:387).
Como ha sostenido esta Corte en reiteradas oportunidades, el prin-
cipio que impone que las indemnizaciones expropiatorias sean justas
(art. 2511 del Código Civil), tiene su raíz en el arto 17 de la Cons-
titución Nacional y sólo se cumple cuando se restituye integralmente
al propietario el mismo valor económiCo de que se lo priva (Fallos:
296:546; 298:463); de acuerdo con este criterio, también se ha diCho,
que es menester arbitrar los medios necesarios para que quienes
experimentan un perjuicio, por la causa indiCada, obtengan un re-
sultado que garantiCe su derecho (Fallos: 302:463).

En base a lo expuesto, estimo que no sin mucha prudencia cabe
interpretar las normas adjetivas que puedan venir a frustrar las
garantías de raigambre constitucional que invocan los recurrentes,
de modo que la inteligencia adjudicada por el fallo no impida de
manera efectiva la posibilidad de ocurrir a la justiCia, privando a
los expropiados del debate judicial, recaudo que esta Corte ha en-
tendido que es esencial para asegurar el derecho de defensa (Fa-
llos: 301:1149).

Por otra parte, destaco que a mI JUICIOp.udo existir una duda
razonable en los actores acerca del tribunal y plazo en que acudir
para intentar la satisfacción de su interés, en razón de que la orga-
nización judicial local si bien prevé la competencia contenciosoad-
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ministrativa de la Corte provincial, en instancia originaria y sujeta
a un breve término de caducidad, no es' menos cierto que, en prin-
cipio, los juicios de expropiación tanto directa como inversa, 'se
ventilan ante la justicia ordinaria de primera instancia y su pro-
moción sólo se encuentra sujeta a los plazos de prescripción. Esta
afirmación se ve robustecida, en mi criterio, por las especiales cir-
cunstancias de la causa, en las que se reclama el pago de una indem-
nización actualizada, en base al convenio o avenimiento celebrado
hace ya tiempo con la autoridad provincial, y frustrado por el cam-
bio de legislación, lo que pudo crear hesitación en torno a la natu-
raleza y origen del derecho reclamado. A ello cabe añadir que el pre-
cedente jurisprudencial en que tanto la segunda instancia como el
a quo se han basado para sos.tener la competencia de la Suprema
Corte local (fs. 133y fs. 185 vta.) es de fecha posterior a la radicación
del pleito ante la justicia provincial de primera instancia, y por lo
demás el Procurador General del superior tribunal entendió que
no era aplicable al sub júdice por diferir las circunstancias del he-

cho (fs. 163 vta.).

En las condiciones expuestas y reafirmando una vez más las
peculiaridades que exhibe la litis, a mi modo de ver la solución del
fallo recurrido se exhibe como un exceso ritual manifiesto, incom-
patible con el adecuado servicio de la justicia, cuyo destino de ser
mantenida es cohonestar la apropiación de tierras, que la Provincia
ha inscripto a su nombre hace ya una década, mediante el recono-
cimiento a los anteriores propietarios de un precio que hoy no tiene
más efecto que el simbólico. En consecuencia, estimo que la deci-
sión resulta descalificable como acto judicial, según reiterada ju-
risprudencia que V.E. ha acuñado desde Fallos 238:550, hasta nues-
tros días (ver sentencia del 22-10-85, in re: "Cometta Alberto Fer-
nando y otros c/Cañogal S.R.L. y otro" C. 619 XIX).

Opino, por tanto, que 'corresponde hacer lugar a la queja y al
recurso extraordinario interpuesto, dejar sin efecto el fallo y dis-
poner que se dicte nuevo pronunciamiento. Buenos Aires, 4 de di-
ciembre de 1985. Juan Octavio Gauna.
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Buenos Aires, 20. de mayo de 1986.

Vistos los. autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en
la .causa Arias, Alejandro y. otros. e/Dirección Provincial de Viali-
dad", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1'?) Que la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires,
desestimó la demanda que perseguía el pago actualizado de indem-
nizaciones expropiatorias, llegada ante ella por vía del recurso con-
tra una resolución administrativa, con fundamento en que tal re-
medio fue interpuest?- vencido el plazo de 30 días a partir de la
resolución, que prevén las normas locales que rigen el contencioso-
, administrativo. Contra esa decisión interpuso la actora recurso extra-
ordinario, que, denegado, .dio origen a la presente queja.

2'?) Que la recurrente aduce que lo decidido incurre en un ex-
cesivo rigor formal, que tiene como consecuencia la fijáción de un
precio irrisorio, así como que el a qua no ha considerado que parte
de los bienes nO fueron objeto de tratamiento por la decisión admi-
nistrativa en cuestión.

3'?) Que cabe el1¡los casos de expropiación. tener .especialmente
presente la garantía de propiedad, en atención al imperativo del
arto 17 .de la Constitución Nacional; la doctrina del Tribunal ha sos-
tenido que esto impone indemnizar al propietario con un. valor
igual a aquel del que se lo priva (Fallos: 296: 546; 298: 463) para
lo que se le deben asegurar los medios adecuados de modo que
arribe a resultados que satisfagan. aquel derecho (Fallos: 302: 463).

4'?) Que en el caso cabe cons.iderar que si bien las normas loca-
les sujetan la vía contenciosoadministrativa a un plazo de caduci-
dad, por otra parte establecen que -en principio- los juicios de
expropiación sólo se encuentran sujetos. a plazos de prescripción,
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lo que autoriza a suponer. que pudieran generar una razonable deu-
da en la actora, atentas las vicisitudes de la causa, relatadas en los
puntos 1 y II del dictamen del señor Procurador General, a cuyos
términos cabe remitirse y darlos por reproducidos en razón de

brevedad.

5':') Que estas particulares circunstancias hacen que pueda apli-
carse en el caso la doctrina del Tribunal en materia de exceso ritual
manifiesto (confr. Fallos: 300:414; 302:1262), máxime si se tiene
en cuenta que, en el fondo el ajuste por depreciación monetaria no
hace a la deuda más onerosa que en su origen, sino qúe sólo man-
tiene su valor económico real (Fallos: 299:146; 300:864; 301:319).

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por el señor Pro-
curador General, se hace lugar al recurso y se deja sin efecto la
sentencia apelada. Acumúlese la queja al principal y vuelvan al tri-
bunal de procedencia para que se dicte nuevo pronunciamiento en

la causa.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- JORGE ANTONIO BACQUÉ.

HIPOLITO DJAZ J. MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Procedi-

miento y sentencia,

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que hizo lugar a la excepción
de falta de legitimación para obrar opuesta por la demandada, por en-
tender qué el actor había interpuesto en forma extemporánea el re-
curso de revocatoria contra el acto que lo limitaba en sus funciones.
Ello es así, pues aun considerando que el recurso administrativo haya
sido deducido fuera de término, lo' cierto es que el Intendente Muni-
cipal e'1tró a conocer del fondo del asunto vía denuncia de ilegitimidad
ejerciendo su facultad revisora del acto. impugnado y, por otra parte,
d actor inició la demanda judicial en razón de haber transcurrido el
plazo legal sin que la Comuna se hubiese pronunciado en forma expresa
acerca del recurso interpuesto, lo cual autorizó al recurrente a inter-
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pretar el silencio como una denegación sustancial de la petición (arts.
99 y 101 de la Ley Orgánica Municipal - 19.987) (1).

ESPINA VDA. DE TESSA y OTRAv. NACIONARGENTINA
(MINISTERIO DE DEFENSA - COMANDOEN JEFE DEL EJERCITO)

HONORARIOS: Regulación.

Corresponde dejar sin efecto el pronunciamiento que desestimó la ape-
lación deducida contra la de primera instancia que rechazó el planteo
de nulidad del pa-::to de cuola litis celebrado entre la actora y el pro-
fesional que la representó. Ello es así, pues el arto 14 bis de la Consti-
tución Nacional expresa que tendrán carácter integral e irrenunciable
los beneficios de la seguridad social. De tal suerte, la .ley arancelaria
que veda la concertación de pactos como el aludido sólo puede inter-
pretarse como que sanciona con nulidad absoluta a aquellas convencio-
nes que contradicen las notas características del derecho previsional enun-
ciadas entre las declaraciones, derechos y garantías del texto funda-
mental. Lo. contrario importaría negar los fines superiores que persi-
gue el beneficio previsional, y caer en el absurdo de remunerar la tarea
profesional tendiente a la obtención del reconocimiento de un derecho,
con una lesión al mismo derecho por el que se litigó (2).

EDGARDOMANUEL DE LA CRUZ IBA~EZ

ESCRIBANO.

La aplicación de la sanción de destitución en el cargo prevista en el arto
52, inc: f), dé la ley 12.990 no es sino el ejercicio de una facultad ad-
ministr3tiva de imponer ciertas consecuencias que son accesorias de
la condena penal, y no afectan por lo tanto la garantía de la cosa juz-
gada.

(1) 20 de mayo. Fallos: 295:276.
(2) 20 de mayo. Fallos: 305:611.
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ESCRIBANO.

FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

La reglamentación a que puede someterse el ejercIcIo de las profesio-
nes liberales, ofrece aspecto esencial tratándose de los escribanos,
porque ia facultad que se les atribuye de dar fe a los actos y contratos
que celebren conforme a las leyes constituye una concesión del Estado
acordada por la c::l1idadde funcionario o de oficial público que corres-
ponde a los escribanos de registro.

ESCRIBANO.

La atribución o concesión de delicadas facultades a los escribanos tiene
so neces~rio correlato en las exigencias que la reglamentación contiene,
por lo que no aparece como irrazonable las normas del arto 4~, inc. d),
de la ley 12.990que dispone que no pueden ejercer funciones notariales
"d) los condenados dentro o fuera del país por delitos que den lugar
a la acción pública o por contravención a las leyes nacionales de ca-
rácter penal, con excepción de las sentencias por actos culposos o in-
voluntarios", ya que esta disposición no es sino la consecuencia directa
del requisito contenido en el arto l~, inc. d), que exige para el desem-
peño de la profesión conducta, antecedentes y moralidad intachables.

ESCRIBANO.

La concesión que el Estado hace a los. escribanos invistiéndolos de la
facultad de dar fe de los actos y contratos que ante ellos se celebren
conforme a las leyes, resulta esencialmente revocable cuando su con-
ducta se aparte de los parámetros que la ley estipula. No es, pues, el
Estado quien a su capricho puede retirar la .facultad otorgada sino el
sujeto quien voluntariamente se margina al dejar de cumplir con los
deberes del cargo.

ESCRIBANO.

Corresponde confirmar la sentencia que aplicó a un escribano la san-
ción de destitución, prevista en los arts. 52, inc. f), de la ley 12.990y 59,
inc. c), del decreto 26.655/51,porque al haber certificado la autenticidad
de firmas no pertenecientes a quienes se les atribuían, dejó de lado las
normas que rigen la mnción de los escribanos, y violó los principios
de credibilidad, certeza y seguridad jurídica, que son propios de los
actos que se llevan a cabo ante los notarios. Ello es así, pues la deci-
sión se funda en una razonable interpretación de la reglamentación del
.mencionado ejercicio profesional, cuyo's límites y estrictas exigencias se
justifican por su t:special naturaleza, ya que debe asegurars'e que las
delicadl'.s funciones del desempeño notarial sean cumplidas por personas
de antecedentes y conductas óptimos, y en el caso el.delito por el que
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resultó condellado, lo fue en el de~empeño de su misión como escri-
bano y en violación precisamente a la fe pública lo cual revela la ausen.
cia de elementale~ condiciones para cumplir la función que le había
sido confiada.. .

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

1

Contra la resolución 'del Tribunal de Superintendencia del no-
tariado que aplicÓ al escribano Edgarcio Manuel de la Cruz Ibáñez.
la sanción de destitución, según lo dispuesto en el art. 52, inc. f)
de la ley 12.~90,y arto 59, inc. c) del decreto 26.655/51, se interPuso.
recurso extraordinario cuya denegatoria motiva la presente queja.

En la presentación se imputa arbitrariedad del decisorio en ra-
zón de no haberse considerado defensas capaces de influir en el
resultado de la causa. Se tachan de inconstitucionales las normas.
en las que el tribunal fundó la sanción que se aplicó, por. entender
que la privación sin límite de tiempo del ejercicio de la profesión
resulta irrazonable, citando en apoyo de esta tesis el antecedente'
de Fallos: 303:1674, "Berti de Sandoval, Wenceslada Argentina".
Afirmase igualmente que en el caso se ha sancionado dos veces.
por un mismo hecho y ambas sanciones tienen carácter punitivo,
todo lo cual se hallaría en contradicción con lo dispuesto en los
arts. 14, 17 y 18 de la Constitución Nacional.

A mi modo de ver, corresponde desestimar los agravios sus-
tentados en presunta omisión en el tratamiento de cuestiones plan-
teadas, dado que la resolución del tribunal apelado rechazó implí-
cita y explícitamente las defensas opuestas. Así 10 hizo, tanto cuanto,
a la presunta irrazonabilidad' de las sanciones, que por el contrario
estimó razonables y adecuadas a la importancia de los bienes jurí-
dicos en juego, como en 10 que atañe a la doble imposición qe un
castigo, tema en el cual diferenció las distintas responsabilidades.
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<lel escribano en sede penal, civil y administrativa. Destacando tam-
bién que, en el caso, el imputado había transgredido sus deberes
.funcionales, lo que lo hacía pasible de una sanción disciplinaria.

II

Respecto de la no aplicación del principio según el cual no
puede penarse dos veces a una misma conducta,. con lo que habría
resultado afectada la garantía de la cosa juzgada, no coincido tam- .
poco con el recurrente.

Ello así, por cuanto más allá de la naturaleza que se le asigne
a ambas sanciones y aun cuando se considere que la conducta me-
rituada en ambos procesos fue la misma, en el primer caso la pena
se aplicó como consecuencia de la violación a bienes jurídicos pro-
tegidos 'por la legislación penal que se produjo mediante la realiza-
.ción de una conducta tipificada en dichas normas.

En cambio, la medida que aquí se discute, si bien puede reco-
nocérsele un aspecto sancionatorio, tiene como fundamento no la
violación. a un tipo penal sino a las normas que rigen la actividad
notarial, transgresión que lo coloca al margen de esa actividad se-
gún surge del capítulo 1 de la ley 12.990,"Condiciones para el ejer-
cicio del Notariado", que en su arto 1<;>, inc.' d) le exige "ser de con-
ducta, antecedentes y moralidad intachables". Esta disposición a la
que el recurrente omite referirse en el recurso, tiene como razón
de ser las importantes funciones de los notarios y la garantía que
debe brindárseles a todos aquellos que recurren a sus servicios para
que den fe de los actos que deban realizar.

Tenemos, entonces, que la destitución en el cargo que agravia
al quejoso, prevista en' el arto 52, inc. f), no es sino consecuencia
directa e ineludible del hecho de que ha dejado de reunir las con-
diciones necesarias para el ejercicio de la profesión.

Resulta inhábil también para acudir en apoyo. de la tesis del
quejoso la cita que efectúa de un antecedente del fuero en lo Penal
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Económico, pues en éste, causa "Rosa Vallejos Ramón", sentencia
de esta Corte del 10 de marzo de 1983, se estableció que "la atri-
bución de competencia a la Administración Nacional de Aduanas
para la aplicación de las sanciones de comiso, multa e inhabilita-
dón previstas en los incisos a, b, c, f y g del arto 191 de la ley de
Aduana's, no responde a su jurisdicción en cuestiones de infracción
aduanera, sino a su facultad administrativa de imponer ciertas con-
secuencias accesorias de la condena penal".

Trasladado ello a esta causa puede afirmarse que la aplicación
,de la sanción de destitución en el cargo prevista en el arto 52, inc. f)
de la ley 12.990 no es sino el ejercicio de una facultad administra-
tiva de imponer ciertas consecuencias que son accesorias de la con-
dena penal, y no afectan por lo tanto la garantía de la cosa juzgada.

III

En cuanto a la inconstitucionalidad de la pena de destitución
de cargo que el recurrente extrae del hecho de que a su juicio el
impedimento sine die para ejercer la profesión de notario que ella
implica resulta irrazonable, suscita, a mi entender, cuestión federal
suficiente para ser tratada en esta instancia, por lo cual la presen-
tación directa es formalmente procedente en este aspecto.

No pienso lo mismo, sin embargo, en cuanto al fondo de la
,cuestión propuesta. Ello así, por cuanto ya en el antecedente de
Fallos: 235:445 esta Corte, refiriéndose al particular status del es-
cribano, señaló que "la reglamentación a que puede someterse el
.ejercicio de las profesiones liberales, ofrece aspecto esencial tra-
tándose de los escribanos, porque la facultad que se les atribuye
de dar fe a los actos y contratos que celebren conforme a las leyes
,constituye una concesión del Estado acordada por la calidad de fun-
.cionario o de oficial público que corresponde a los escribanos de
registro".

Claro está, entonces, que esta atribución o concesión de facul-
tades tan delicadas tiene su necesario correlato en las exigencias
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que la reglamentación contiene, por lo que no aparece como irra-
zonable la norma del arto 4':', inc. d) de la ley 12.990, que dispone
que no pueden ejercer funciones notariales "d) los condenados den-
tro o fuera del país por delitos que den lugar a la acción pública
o por contravención a las leyes nacionales de carácter penal, con
excepción de las sentencias por actos culposos o involuntarios".
Como vemos, esta disposición no es sino la consecuencia directa .
. del requisito contenido en el arto 1':', inc. d), al que antes me referí,.
y que exige para el desempeño de la profesión conducta, antece-
dentes y moralidad intachables.

A diferencia, entonces, del antecedente de Fallos: 303: 1674, que.
invoca el recurrente, en el caso en examen, la concesión que el
Estado hace a los escribanos invistiéndolos de la facultad de dar
fe de los actos y contratos que ante ellos se celebren conforme a
las leyes, resulta esencialmente revocable cuando su conducta se.
aparte de los parámetros que la ley estipula. No es, pues, el Estado
quien a su capricho puede retirar la facultad otorgada sino el sujeto
quien voluntariamente se margina al dejar de cumplir con los debe-
res del cargo.

En el caso, además, ello es aún más razonable si se repara en
que el delito cometido y por el que resultó finalmente condenado,.
lo fue en el desempeño de su misión como escribano y en violación
precisamente a la fe pública lo cual, como afirma el fallo apelado,
revela la' ausencia de elementales condiciones para cumplir la fun-
ción que le había. sido confiada.

Por ello, opino que corresponde confirmar la sentencia en todo.
cuanto pudo ser objeto de recúrso extraordinario. Buenos Aires,
27 de diciembre de 1985. Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 20 de mayo de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Edgardo
Manuel de la Cruz Ibáñez en la causa Ibáñez, Edgardo Manuel de,
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la Cruz sjJuzg. Nac. Pra. Inst. en lo Crim. y Correcc. N? 1 en la
causa C.112-79", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

l?) Que el Tribunal de Superintendencia del Notariado aplicó
al escribano Edgardo Manuel de la Cruz Ibáñez la sanción de des-
titución, prevista en los arts. 52, inc. f) de la ley 12.990'y 59, inc. c)
d.el decreto 26.655/51, porque al haber certificado la autenticidad
.de firmas no pertenecientes a quienes se les atribuían, dejó de
lado las normas que rigen la función de los escribanos, y violó los
principios de credibilidad, certeza y seguridad jurídica, que son
propios de los actos que se llevan a cabo ante los notarios.

2?) Que contra dicho pronunciamiento el interesado dedujo el
recurso extraordinario, copiado a fs. 25/36. Adujo que la decisión
violó el principio del non bis in idem y las garantías constitucio-
nales del debido proceso, de la cosa juzgada y. de la propiedad,
toda vez que su actuación ya había merecido sanción penal ante
la justicia en lo criminal y correccional federal y, asimismo, afir-
mó la arbitrariedad de lo decidido. la inconstitucionalidad de las
normas que rigen la cuestión, y que se dejó de lado el arto 14
de la Constitución Nacional. La denegación del remedio federal dio
.origen a la presente queja.

3?) Que el Tribunal comparte los fundamentos y contlusiones
del precedente dictamen, a los que se remite por razones de bre-
vedad. En efecto, si bien la presunta colisión entre preceptos cons-
titucionales y normas locales que integran el ordenamiento legal
,del notariado, constituye cuestión federal bastante en los términos
.del arto 14 de la ley 48 (Fallos: 303:1796 y sus citas), corresponde.
confirmar la sentencia impugnada, que se funda en una razonable'
interpretación de la .reglamentación del mencionado ejercicio pro-
fesional, cuyos límites y estrictas exigencias se justifican por su
especial naturaleza, ya que debe asegurarse que las delicadas fun-
dones del desempeño notarial sean cumplidas por personas de an-
tecedentes y conducta óptimos (doctrina de Fallos: 268:91).
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49) Que cabe agregar que el derecho de trabajar se encuentra
sujeto a las leyes que reglamentan' su ej.ercicio, y no se altera por
la imposición de condiciones que, lejos de' ser arbitrarias y de des-
naturalizarlo, guardan adecuada proporción con la necesidad de tu-
telar el interés público comprometido con el ejercicio de ciertas
profesiones (Fallos: 214: 612; 292: 517 y sus citas).

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por el señor
Procurador General, se hace lugar a la queja y se confirma la. sen-
tencia apelada, en' cuanto pudo ser objeto de recurso extraordina-

rio. Con costas.

JOSÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BEL]:.USCIO - CARLOS S. FAYT - JORGE AN-

TONIO BACQUÉ.

MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES v.
GUSTAVO ALBERTO RUIZ CARAMES

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no feiJ.erales_
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideración'
de extremos conducentes.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que rechazó la demanda de
la Municipalidad por cobro de los gastos de. manutención y cuidado
de los leones internados en el zoológico e hizo lugar a la reconvención
ordenando la entrega de los animales a su dueño y el pago de un ca-
non por el uso de éstos. Ello es así, pues las conclusiones del fallo de-
satienden las circunstancias concretas del caso sobre la base de afir-
maciones dogmáticas que dejan de lado las pruebas aportadas, sin un
mínimo de análisi<; que permita establecer las razones por las cuales
la Cámara sienta presupuestos de hecho que aparecen en contradicción
con las constancias de la causa (1) . .

(1) 20 de mayo. Fallos: 300: 1276; 301: 1194.
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HOTELERA RIO DE LA PLATÁS.A.C.I. v. PROVINCIA DE BUENOS AIRES

HONORARIOS: Regulación.

No corresponde hacer lugar a la regulación por actuaciones posteriores
a la sentencia definitiva, que no han dado lugar a pronunciamientos.
de la C..>rtesobre cuestiones litigiosas (1).

HONORARIOS: Regulación.

En el caso en que se regulan honorarios teniendo en cuenta la labor
desarro.1lada en el principal de acuerdo con lo dispuesto por los arts.
6~,incs. a), b), c), y d); 7~,9? 22 Y 38 de la ley 21.839, los pagos deberán
efectuarse en .el plazo que prevé el arto 49 de la, citada ley de. arancel.

CVERPO MEDICO FORENSE

SUPERINTENDENCIA.

No re~ulta arbitraría la no retribución de una jornada laboral desarro-
llada con abandono, aunque sea parcial de sus funciones dado el in-
cumplimiento de las obligaciones inherentes a éstas que tal actitud
implica. Ello surge de la acordada 21/85 de la Corte Suprema que adop-
tó un régimen similar al vigente para la Administración Pública Na-
cional, con fundamento en que el ejercicio de tal facultad le competía
en virtud de lo dispuesto por el arto 99 de la Constitución Nacional,
máxime cuando dicha reglamentación propende al logro del mejor fun-
cionamiento del servicio de la Justicia (2).

(1) 20 de mayo.
(2) 20 de mayo.
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ALFREDO JOSE BlANCHI

\

ACTOS ADM!NISTRATIVOS.

Corre!¡ponde .dejar sin efecto el pro.nunciamiento que -por entender
que no es imprescindible' el cumplimiento de la condición del arto 10,
inc. c), del decreto 1797/80- hizo lugar a la impugnación de un agente
de la DG.L, efectuada por vüi del arto 40 de la ley 22.140,del acto admi-
nistrativo por el que se canceló su designación, ya que aun cuando su
dictado se produjo con anterioridad al término de los 12 meses. de ser-
vicio efectivo -11 de agosto de 1981-, la notificación tuvo lugar venCido
ese plazo -día 31, siguiente-. Ello es así, pues la circunstancia de que
el. actp en cuestión fuera notificado con posterioridad al vencimiento
del lapso indicado no lo anula, sino que sólo determina la fecha a par-
tir de la cual será eficaz, y la conclusión del a qua en torno de la inne-
cesariedad del recaudo del inc. c, del arto 10 cit.' a los fines de la con-
formacIón automática, no descansa en una fundamentación que exceda
de 10 aparente (1).

CADIPSA S.A. y WELBERS INSUA S.A: v. YACIMIENTOS
PETROLIFEROS FISCALES

HONORARIOS: Regulapión.

La dp.dsión de reajustar el monto del juicio sólo a partir del momento
de interposición de la demanda no refleja en términos reales el verda-
dero contenido económico del asunto, pues al prescindir del reajuste
correspondiente a un período mayor de tres años, caracterizado por
una notoria inflación, la cantidad que sirvió de bas~ a las regulaciones
se hal!aba envilecida. Más aún, al haberse allanado la .demandada 'al
cumplimiento del contrato cuya ejecución se pretendía y haber sido,
por ende~ condenada por sentencia a dar cumplimiento a lo convenido
es evidente que la cuantía económica del asunto está representada jus-

(1) 22 de mayo. Fallos: 307:321, 349 y 1936.
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tamente por lo estipulado en dicho contrato, valor éste que no coincide
con el determinado en la sentencia apelada (1).

HONORARIOS: RegulacióII

El criterio de fijar una base que ya había perdido actualidad al tiempo'
de su pronunciamiento se aparta de lo expresamente estipulado por las
partes al respecto y, además, no se compadece' con el arto 22 de la ley
21.839ni tampoco con el fin de asegurar una adecuada contraprestación
de los ~ervicios profesionales, lo que se encuentra resguardado por los
arts. 14 bis y 17 de la Constitución Nacional.

HONORARIOS' Regulación.

La tasa' de justicia puede servir de indicio en aquellos casos en que la
fijación del valor del pleito es dudosa o 'de difícil determinación, pero
no en los que la cuantía económica surge con claridad de las constan-
cias de la causa. Además, en caso de 'no haberse pagado debidamente
la tasa ,iudicial, lo que corresponde es adoptar los ,mecanismos condu-
centes para obtener el ingreso de la suma faltante.

HONORARIOS' Regulación.

En los juicios susc:eptibles de apreciación pecuniaria, por aplicación de
losarts. 6? y 7? de la ley 21.839,los honorarios no pueden ser inferiores
a los que .resultan de aplicar el mínimo de la escala, pero debe dejarse
a salvo la posibilidad de practicarse reducciones cuando ello corres-
pondiera por aplicación de las demás normas de la ley arancelaria que
así lo autoricen (2).

ASOCIACIONVOLUNTARIAS PARA LA PATRIA
v. CENTRO DE VOLUNTARIOS POR LA PATRIA

.RECURSO EXIRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales.
Exclusión de las cuestiones de hecho. Marcas y patentes.

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra el pronun-
ciamiento que -por entender que se trata de vocablos de uso común-

(1) 22 de mayo.
(2) Fallos: 306:1265.
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desestimó la demanda promovida por la "Asociación Voluntarias para
la Patria" contra el "Centro de Voluntarios por la Patria", con el objeto
de que este último cesara en el uso de tal designación. Ello es así, pues
las cuestiones resueltas remiten al examen d~ temas de hecho y prueba
y de derecho común, materia propia de los jueces de la causa y ajena,
como regla y por su naturaleza, a la instancia del arto 14 de la ley 48, má-
xime cuando el a qua ha expresado argumentos suficientes que, más allá
de su acierto o error, impiden su descalificación como acto judicial.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 22 de mayo de 1986.

Vistos los autos: "Asociación Voluntarias para la Patria 'c/Cen-'
tro de Voluntarios por la Patria s/cese de uso de la designación".

Considerando:

1':') Que la Sala 1 de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo
Civil y Comercial Federal revocó el fallo de la instancia anterior y
desestimó la demanda promovida por la "Asociación Voluntarias
para la Patria" contra el "Centro de Voluntarios por. la Patria", con
el objeto de que este último cesara en el uso 'de tal designación.
Contz:a dicho pronunciamiento, la vencida interpuso el recurso ex-
traordinario que fue parcialmente concedido a fs. 449,' lo que dio
motivo a la queja que corre agregada.

2':') Que, tras señalar que no resultaba decisivo el análisis de
lo referente a la similitud entre las aCfvidades realizadas por las
partes, ni al registro como marca de la expresión "Voluntarias para

./

la Patria", el a qua destacó que la idoneidad de los vocablos que
pueden utilizarse para designar una actividad, debe apreciarse de
acuerdo con principios similares a los que rigen cuando se trata
del registro de marcas. En ese sentido, recordó que no son regis-
trables los nombres y palabras que hubieran pasado al uso general
antes de su solicitud de registro, y que la exclusividad en el uso
de una designación puede ser "potencialmente enervada" por tra-
tarse de expresiones o vocablos del uso común; lo que entendió que
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había ocurrido en el sub lite, ya que la expresión "Voluntarios para
la Patria" no resultaba susceptible de monopolio, ni fue ilegal que
se la empleara por diferentes entidades, siempre que se le incor-
porasen agregados que traduzcan algún matiz distintivo.

3'?) Que las cuestiones resueltas remiten al examen de temas
de hecho y prueba y de derecho, común, materia propia de los jue-
ces de la causa y ajena" como regla y por su naturaleza, a la ins-
tancia del arto 14 de la ley 48, máxime cuando el a qua ha expre-
sado argumentos suficientes que, más allá de su acierto o de su
error, impiden su descalificación como acto judicial (causas: M.
665-XX, "Messe-Undausstellungs-Ges mbh c/Photokina S.R.L. s/cese
uso nombre comercial"; B.523-XIX, "Burda, Verlag Aenne e/Vergel,
Héctor s/uso indebido de marca"; y M.292-XX, "Mack Trucks Inc.
e/Aira,' Gerardo Julio", falladas el 5 de julio y el 28 de agosto de
1984, y el 16 de abril de 1985).

4'?) Que, en el caso, no está en tela de juicio la interpretación
de ley alguna de carácter federal, pues el problema radica en la
valoración de aspectos fácticos, concernientes a si la idoneidad de
los vocablos o expresiones que pueden usarse para designar una
actividad se debe apreciar con similares principios a los que rig~n
cuando se trata del registro de marcas, circunstancia que el tribu-
nal inferior ha decidido con fundamentos bastantes, sin que la im-
pugnante demuestre la irrazonabilidad de la solución admitida ni
aporte razones que justifiquen revisar lo resuelto.

5'?).Que, además, la tacha que se formula a la sentencia por
apartamiento de lo que señalarían la jurisprudencia y la doctrina,
tampoco resulta procedente, con arreglo a lo resuelto en Fallos:
300:1170 y 302:768 y 785, Y en las causas: F.250-XX, "Fe~nández Ba-
dos, Orlando Néstor s/homicidio culposo", y V.207-XX, "Van Broo-
ke, Federico y otros s/defraudación, expte. N'? 8153, inc. de prescrip.
de la acción penal de Osear Vittorio Rocca (expte. N'? 19.108)", el
30 de, diciembre de 1985. A 10 que cabe finalmente agregar, en pun-
to a la decisión del a qua de prescindir del tratamiento de aspectos
que el apelante estima decisivos, que los magistrados no están obli-
gados a tratar todas las cuestiones propuestas por las partes, ni a
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analizar todos los argumentos utilizados, que a su juicio no sean
relevantes (Fallos: 297:333; 300:522, 1163; 301:602; 302:235, 1191).

6?) Que, en consecuencia, los preceptos contenidos en la ley
federal y en la Constitución Nacional que se invocan no gUardan
con lo decidido la relación directa é inmediata que requiere el
arto 15 de la ley 48.

Por ello, se declara improcedente el recurso.

JOSÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT ~ ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI - JORGE ANTONIO

BACQUÉ.

ARCADIA CIA. ARGENTINA DE SEGUROS S.A. v. CARLOS F. HESSLEGRAVE

JURlSDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por la materia.
Cuestiones civiles y comerciales. Quiebra. Fuero de atracción.

Es competente para entender en la causa -en que se' promovió la de-
manda contra presuntos responsables por accidente de tránsito, y citada
en garantía la aseguradora de uno de los codemandados -tanto por
la actora como por su asegurado- resultó encontrarse en estado de
liquidación judicial, siendo luego desistida la acción de la actora contra
aquélla- la justicia comercial, y no la especial civil y comercial, toda
vez que -de acuerdo con lo prescripto por el arto 118 de la ley 17.418,
último párrafo- la citación en garantía del asegurador pedida por el
asegurado es una acción judicial deducida contra aquél que -por su
.contenido patrimonial- se ve comprendida en el fuero de atracción
,establecido en el arto 136de la ley 19.551(t.o. decreto 2449/84)(1).

(1) 22 de mayo. Fallos: 306:1685.
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ADOLFO LUIS BARBIERI y OTROS
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CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Procedi.
miento y sentencia.

Aunque en rigor no resulta exigencia del arto 18 de la Constitución Na-
cional que la orden de allanamiento emane de los jueces, el principio
es que' sólo ellos puedan autorizar esa medida, sin perjuicio de los
supuestos en que alguna ley reconozca a funcionarios la posibilidad de
obviar tal recaudo.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Proce-
dimiento y sentencia.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que condenó al imputado
como autor de delito de tenencia de material explosivo y munición de
guerra, si las instgncias en que se llevó a cabo el secuestro del material
por CUYiI tenenCia resultó condenado -realizado sin su presencia, me.
diante la falsificación de su firma en una autorización para penetrar
en la vivienda, y omitiendo la orden judicial correspondiente, además
de otras irregularidades en cuanto. al acta, labrada sólo 'tres días des-
pués, y a la intervención de los testigos- determinan su invalidez como
prueba. de cargo. .

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

Se interpuso recurso extraordinario contra la sentencia dictada
por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correc-
cional Federal que condena al acusado en autos como autor del
delito de tenencia de material explosivo y munición de guerra. De-
negada que fue la apelación, el recurrente arriba en queja a esta
Corte.

En su presentación expresa que el procedimiento de secuestro
de los elementos en que se basó la condena, presuntamente halla-
dos en la finca donde residía, fue ilegítimo, avasallándose la garan-
tía del arto 18 de la Constitución Nacional. Ello, por cuanto fue rea-
lizado sin su presencia, mediante la falsificación de su firma en
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una autorización para penetrar en la vivienda, y omitiendo la or-
den judicial correspondiente, además de otras irregularidades en
cuanto al acta, labrada sólo tres días después, y a la intervención
de los testigos.

No hallándose en discusión la ilegitimidad del allanamiento del
domicilio del acusado, dado que ello ha sido aceptado' implícita-
mente por el a quo, cabe analizar la argumentación del sentenciante
según la cual la ratificación en sede judicial que efectuaron los
testigos del secuestro suple la "falencia de la instrucción policial.

Al respecto, cabe decir que esas ratificac;iones podrán suplir
las falencias del acta de secuestro pero de ningún modo son aptas
para tornar lícito ,lo ilícito. Es decir, que el allanamiento efectuado
sin' autorización del juez de la causa no puede ser legitimado de
manera alguna.

Sobre el tema, esta Corte ha dicho que aunque en rigor no
resulta exigencia del arto 18 de la Constitución Nacional que la
orden de al~anamiento emane de los jueces, el principio es que
sólo ellos puedan autorizar esa medida, sin perjuicio de los su-
puestos en que alguna ley' reconozca a funcionarios la posibilidad
de obviar tal recaudo (Conf. causa "Fiorentino, Diego Enrique s/
tenencia ilegítima de estupe~acientes", F.508, L. XIX, sentencia del
27 de noviembre de 1984).

En la presente causa no se ha configurado ninguna de las
excepciones previstas en el arto 189 del Código de Procedimientos
en Materia Penal, ni ha mediado consentimiento válido que per-
mitiera la intromisión del personal policial en el domicilio del
procesado.

Ello así, el secuestro del material explosivo y proyectiles no
es sino fruto del allanamiento ilegal y reconocer valor al resultado
del delito y apoyar sobre él una sentencia judicia~, no sólo es con-
tradictorio con el reproche formulado sino que compromete la bue-
na administración de justicia al pretender constituirla en beneficia-
ria del hecho ilícito (Fallos: 303:1938). El interés social en la re-
presión de los delitos, no justifica que se violenten los derechos
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y garantías del individuo, pues ello acarrearía un peligro mucho
mayor que el que presuntamente se quiere evitar.

Opino, por lo "expuesto; que corresponde" declarar procedente
la queja y dejar sin efecto la sentencia apelada a fin de que por
donde corresponda se dicte nuevo pronunciamiento conforme a
-derecho. Buenos Aires, 24 d~ julio de 1985. Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 22 de mayo de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el abogado
defensor en la causa Barbieri, Adolfo Luis y otros s/tenencía de
arma y munición de guerra", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

Que el recurso extraordinario tuya denegación motiva esta que-
ja (fs. 16/20), se dedujo contra la sentencia de la Cámara Nacional
de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal (Sala I1), que
condenó a Adolfo Luis Barbieri a la pena de cuatro años de prisión
como autor de delito de tenencia de material explosivo y munición
de guerra (fs. 9/15).

Que el tribunal comparte los fundamentos y "conclusiones ex-
puestos por el señor Procurador General a fs. "60/61.En efecto, las
circunstancias en que se llevó a cabo el secuestro del material por
cuya tenencia resultó condenado Barbieri, determinan su invalidez
como prueba de cargo (confr. causa: F.S08-XIX,"Fiorentino, Diego
Enrique", del 27 de noviembre de 1984).

Por ello, se hace lugar a la queja y se declara procedente el
recurso extraordinario, dejándose sin efecto la sentencia apelada
en lo que ha sido materia de impugnación.

JOSÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT - ENRIQUE"

SANTIAGO PETRACCHI - JORGE ANTONIO

BACQUÉ.
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JOSE JULIO BUGUEIRO y OTROSv. UNIVERSIDAD DEBUENOS AIRES

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. Reso-
luciones anteriores a la sentencia definitiva. Medidas precautorias.

Las resoluciones que decretan medidas cautelares no son susceptibles
de revisión por vía del recurso extraordinario en tanto no constituyen
sentencia definitiva, salvo, cuando la medida adoptada produce un
agravio de tardía o insuficiente reparación ulterior, por lo que lo deci-
dido rC'iulta equiparable al definitivo a los fines del art. 14 de la ley 48.
Así ocurre en el caso en que se suspendió un acto eleccionario en la
Facultad. de Ciencias Económicas de la Universidad de Buenos Aires' y
todo otro llamamiento que. se efectúa hasta que recaiga sentencia en
el amp:lIO, ya que tal prohibición enerva las consecuencias de las reso-
luciones tendientes a la normalización de la Universidad dispuesta en
la ley 23.068 (1).

RECURSO EXIRAORDINARlO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Pr~cedencia del recurso. Falta de fundamentación su-
ficiente.

Si bien las decisiones de las Universidades Nacionales en el orden inter- .
no, disciplinario y docente no son, como principio, susceptibles dé re-
visión judicial, de~e descalificarse el pronunciamiento que dispuso la
suspensión sine die de todo acto eleccionario hasta que recaiga senten-
cia definitiva, pues no se encuentra suficientemente fundada con la
afirmación del a quo de que ella se justifica por las sucesivas compli-
caciones que el trámite de la causa ha tenido a raíz de las suspensiones
limitadas que se han decretado con anterioridad. En efecto; tal razón
no sustenta la decisión que traba el proceso de normalización de la
Universidad por tiempo indefinido (2).

(1) 22 de mayo. Fallos: 307: 1994.
(2) Faltos: 251:276; 267:450; 279:65; 283:189; 288:44; 302:1503; 304:391.
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LUIS ERNESTO GIORDANO
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CONSTITUClON NACIONAL: Control de constitucionalidad. Facultades del
Poder Judicial.

Cuando un precepto frustra o desvirtúa los propósitos de la ley en
que se encuentra inserto, de modo tal que llegue a ponerse en colisión
con enunciados de jerarquía constitucional o su aplicación torne iluso-
rios derechos por ellos consagrados, le es .lícito al juzgador apartarse
de tal precepto y dejarlo de aplicar a fin de asegurar la primacía de
la Ley Fundamental, como medio de afianzar la justicia que está en-
cargado de administrar (1).

JUBILACION y PENSION.

Corresponde hacer lugar al agravio fundado en el perjuicio que ocasionó
al recurrente la falta de actualización de los sueldos percibidos en el
último año laboral al realizar el cómputo que llevó a la determinación
de su prestación, como también la falta de correspondencia entre los
índice.; con que se determinó la movilidad del haber y la situación
económica del país, aspecto que no fue valorado por el a qua, que se
limitó a aplicar los arts. 49, inc. 1?, y 53 de la ley 18.037 literalmente sin
realizar una ~nterpretación que contemplara los fines propios de las
disposiciones examinadas.

BADANO y PERAZZO Sc.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantias. Igualdad.

La garantía de la igualdad no impone que la legislación en materia
laboral sea uniforme, y permite que se contemplen en forma distinta,
situaciones que se consideran diferentes con tal que la discriminación
no sea arbitraria e importe ilegítima persecución o indebido privilegio
de personas o grupos de personas, aunque su fundamento sea opi-
nable (2).

(1) 22 de mayo. Fallos: 292: 363; 306: 1694; 307:2376.
(2) 27 de mayo. Fallos: 290: 356; 299: 146, 18!; 300: 1049, 1087; 301: 1185; 302:

192, 457.
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CONSTlTUCION NACIONAL: Constitucionalidad e incol1stitucioltalidad. Con-
venios colectivos.

Al margen del acierto o desventaja de lo establecido en el art, 68 del
Convenio Colectivo 62/75; que veda a las panaderías la posibilidad de
trabajar los días domingos, dicha norma 'no es descalificable desde el
punto de vista constitucional, ya que no -resulta violatorio del derecho
de iguaÍdad ante la ley ni configura una irrazonable restricción al dere-
cho de trabajar y de ejercer toda industria lícita,

FRENTE DEL PUEBLO y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos p1'Opios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas y actos locales en general.

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra el pronun- '
ciamiento de la Junta' Electoral de la Provincia de Buenos Aires, ante
presentaciones de diversos partidos políticos que reafirmó' la declara-
ción enutida en un anterior comunicado suyo, en el sentido de que las
elecciones efectuadas el 3 de noviembre de 1985para cubrir cargos elec-
tivos provinciales y municipales, se' regían por la ley local 5109. Ello
es así, pues el caso versa sobre la interpretación y. vigencia de normas
de derecho público local, materia extraña por su naturaleza al recurso
extraordinario, resueltas por el organismo de procedencia con funda-
mentas' bastantes para descartar la aplicación en la causa de la doc-
trina de la arbitrariedad.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

Llegan estas actuaciones a conocimiento de V. E. en virtud de
sendos recursos extraordinarios deducidos a fs. 103/107 y. 111/117
por los apoderados del "Frente del Pueblo" y de la "Alianza' del
'Centro" y otros, respectivamente, contra el pronunciamiento de la
Junta Electoral de la Provincia de Buenos Aires de fs. 46/50, que
desestimó las impugnaciones articuladas por esas y otras agrupa-
dones políticas. en relación al régimen legal aplicable en dicha pro-
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vincia al acto electoral cumplido el día 3 de noviembre de 1985.
Consideró la Junta Electoral que, para los cargos electivos provin-
ciales y municipales, era de aplicación el sistema de representa-
ción proporcional establecido por la ley 5109, que constituye el
régimen normativo permanente en el ámbito provincial, y no el
previsto en la llamada ley 10.000 (hoy decretO-ley), 'cuyo alcance
era transitorio y se agotó en las elecciones de 1983. Tesitura ésta
que controvierten ambos recurrentes, quienes exponen argumentos
basados en Sll interpretación del decreto 3151/85 por el cual el
Gobernador convocó a las ~lecciones de noviembre último y a la
subsistencia de algunas normas de la citada ley 10.000 inherentes
al régimen de asignación de bancas.

Los dos recursos mencionados fueron concedidos a fs. 126/127.

Estimo pertinente señalar, ante todo, que la Junta Electoral
de la Provincia de Buenos Aires, conforme se desprende de los
arts. 49 y 50 de la Constitución Provincial y los arts. 14 y siguien-
tes de la ley provincial 5109, constituye un organismo permanente,
integrado por cuatro magistrados del Poder Judicial y el presidente
del Tribunal de Cuentas, con competencia para desarro!lar tareas
de Índole administrativa (vgr.: formar y depurar el registro de elec-
tores, realizar escrutinios, etc.; arto 20 de la ley 5109) y también
jurisdiccional (vgr.: juzgar sobre la validez del acto eleccionario y
resolver sobre las impugnaciones el mismo basadas en infracción
'a la ley, art. 50 de la Constitución y arts. 20 y 21 a 24 de la ley
citada).

Frente a tal configuración preciso es recordar que la Corte ha
admitido desde antiguo que, si bien la apelación extraordinaria con
base en el arto 14 de la ley 48 procede, como regla, respecto de las
resoluciones definitivas de los tribunales que integran de modo per7
manente el poder judicial, de la Nación o de las provincias (Fallos:
242:353; 245:530; 247:674; 157:37 y 266; 292:565 y 620; sentencias
de fecha 3 de mayo y 22 de mayo de 1984 en las causas: 0.123,
"Otaegui, Julio c.", y E. 1, "Echenique y Sánchez Galarce, S.A. c/
Tietar, S.A.", respectivamente, entre muchos otros), cabe también
admitirla respecto de pronunciamientos de funcionarios u organis-.
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mos no judiciales, cuando se trata del ejercicio de facultades juris-
diccionales que les han sido conferidas por ley y siempre que no
exista recurso ante los tribunales judiciales ordinarios (Fallos:
191:61 y 356; 192:48~; 193:495; 240:407 y 453; 247:168; 263:146; 264:
25; 292:331 y otros). Con esto, decía en Fallos: 242:353, no se ex-
tiende la jurisdicción constitucional y legal de la Corte porque se
trata de resoluciones que, en el orden normal de las instituciones,
corresponde dictar a los jueces ordinarios. "Se procura así -con.
cluía- l,a preservación y no la extensión de la compe.tencia de esta
Corte, el mantenerla respecto de resoluciones detraídas al conoci.
miento judicial".

Con particular referencia a organismos de la índole del que
aquí. se trata, esto es vinculados funcionalmente a la materia elec-
toral, la Corte admitió la procedencia del remedio federal en Fa-
llos: 285:410 con fundamento en que la decisión que había adop-
tado el Tribunal Electoral de Santiago del Estero en ese caso era
definitiva, y que "cualquiera sea -dijo- la denominación de ese
órgano o el alcance de sus atribuciones, es lo cierto que en el caso
actuó como tribunal de justicia" (considerando 9':'). Apartóse así
del dictamen del Procurador General Sustituto, doctor Oscar Freire
Romero, quien había sostenido que juzgar de manera final sobre la
validez de las elecciones suponía una atribución de carácter político
y no el otorgamiento de funciones específicamente judiciales. Como
se advierte, en el recordado precedente no sólo se hallaba en dis-
cusión la naturaleza del órgano del cual provenía la decisión recu-
rrida, .sino más bien el carácter de esta última y si ella involu-'
craba una cuestión justiciable.

Pienso por mi parte, en cuanto al caso que es materia de dic-
tamen, que la determinación del régimen legal aplicable para el
cómputo de los sufragios a los efectos de la .distribución de los
cargos electivos, sobre la base de una hermenéutica de la legisla-
ción provincial vinculada con ese tópico y de las normas mediante
las cuales se instrumentó la convocatoria al acto eleccionario, sus-
cita una controversia de índole jurídica que requiere un pronuncia-
miento que le ponga fin a través de la solución que en derecho
corresponda (cf. doctrina del citado precedent~ de la Corte de Fa-
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110s: 285:410, considerandos 79 y 89, Y en lo pertinente los votos
.del doctor Luis María Boffi Boggero régistrados en Fallos: 243:
260, 248:518 y otros).

Ello no obstante, los agravios que ambos recurrentes procuran
-someter a consideración de V.E. en la especie, no involucran, en
mi opinión, una cuestión federal que habilite la instancia extraor-
,dinaria.

En efecto, la controversia se ha circunscripto aquí en torno a
una interpretación sistemática de normas de derecho público local
y la vigencia temporal que cabe atribuir a las mismas, temas que
por su naturaleza resultan extraños a la vía que prevé el arto 14
de la ley 48 (cf. sentencias de fecha 14 de junio de 1984 en las
,causas 1.195, "Ingeniero Zilvestein SRL c/Basterra, Héctor" y S.762,
."Steffens, Carlos A. e/Poder Ejecutivo de la Provincia de San Luis",
.sentencia del 17 de septiembre de 1985 en la causa; D.106, "De la
.Canal, Juan José e/Gobierno de la Provincia de San Luis", sus citas
JI muchos otros). Doctrina ésta que encuentra sustento en el arto
105 de la Constitución Nacional, al que se remitió la Corte en di-
versos precedentes análogos (Fallos: 246:68; 252:102; 285:19 y 50;
305: 1689; entre otros).

No encuentro motivos que autoricen un apartamiento de tales
principios en la especie, ya que la solución alcanzada por la Junta
Electoral no aparece desprovista de sustento normativo y exhibe
una inteligencia posible de las normas en juego. Así, con abstrac-
ción de las opiniones que pudiera suscitar el sistema de cómputos
JI asignación de cargos previsto en la ley 5109, aún en la versión
que le atribuyen la mayoría de los miembros del órgano electoral
.a qua a fs. 87/89, esto es, más allá del favor o disfavor con que
pueda ser visto en contraste con el régimen adoptado por la ley
10.000, lo cierto es que no se hubo puesto en cuestión su validez
intrínseca. Antes bien, un punto central de la. controversia consis-
tía en establecer si dicha ley 5109 conservaba o no su vigencia en
los tópicos mencionados. Y la respuesta afirmativa que el órgano
electoral apoyó en el alcance transitorio de la ley 10.000 en modo
alguno puede considerarse irrazonable ante los términos con que
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ésta fue concebida, los cuales revelan su inmediata y necesaria
vinculación con las elecciones realizadas en octubre de 1983 (ver,
en particular, el primer párrafo del arto 29;. en cuanto indica que.
es esa elección la 'que "se regirá por las disposiciones de la pre-
sente ley").

La explicación que el órgano electoral proporcionó en lo, refe-,
rente a la cita de la ley provincial 10.000 y sus modificatorias, en
los resultandos del decreto que convocó al acto eleccionario de no-
viembre de 1985, aparece igualmente fundada y acorde con las cir-
cunstancias del caso.

En las condiciones expuestas, no encuentra margen de aplica-
ción la tacha de arbitrariedad invocada y las disposiciones consti-
tucionales que se' mencionan en los recursos carecen de relación.
directa e inmediata con lo resuelto en autos.

Opino, en consecuencia, que. corresponde declarar improceden-
tes los recursos materia de dictamen. Buenos Aires, 5 de marzo,
de 1986. Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 27 de mayo de 1986..

Vistos los autos: "Apoderados de diferentes partidos políticos,.
deducep oposición, requieren pronunciamiento expreso, formulan.
reserva".

Considerando:

19) Que la Junta. Electoral de la Provincia de Buenos Aires,.
ante presentaciones de diversos partidos políticos, reafirmó la de-
claración emitida en un anterior comunicado suyo, en el sentido.
de que las elecciones efectuadas el 3 de noviembre de 1985 parac
cubrir cargos electivos provinciales y municipales, se regían por la.
ley local 5109.
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Contra esta decisión interpusieron recursos extraordinarios los.
representantes del Frente del Pueblo y la Alianza del Centro. con-
cedidos a fs. 126.

29) Que la Junta entendió que la llamada ley 10.000 agotó su
vigencia, pues constituyó un régimen de excepción, sólo aplicable
a las el~cciones del 30 de octubre de ese año, y no implicó una
modificación del régimen estable en la materia, que es el qmtenido
en la ley 5109. La. mención de la disposición de facto 10.000/83
por el decreto de convocatoria no pudo entonces haber sÍdo hecha
sino como mero antecedente temporal.

I
39).Que el caso versa sobre la interpretación y vigencia de nor-

mas de derecho público local! materia extraña por su naturaleza
al recurso extraordinario, resueltas por el organismo de proceden-
cia con fundamentos bastantes para descartar la aplicación en la
causa de la doctrina de esta Corte sobre la arbitrariedad (Fallos:
297:117; 300:113, 252, 589; causas: D.106.xX. "De la Canal, Juan
José c/Gobierno de la Provincia de San Luis", del 17 de setiembre
de 1985; E.103.XX. "Escalante, Teófilo c/Mauricio Espíndola", del
24 de diciembre de 1985, y muchos otros). Tal conclusión resulta
suficiente para desestimar el recurso intentado, y hace innecesario
. el análisis de los restantes aspectos referentes a su admisibilidad.

Por ello, y lo concorde mente dictaminado por el señor Pro-
curador General, se declara improcedente el recurso extraordinario.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT
JORGE ANTONIO BACQUÉ.

\

CONSORCIO DE PROPIETARIOS FINCA Av. CORRIENTES 745/51
v. ELISA C. E. REISS

JURlSDICCION y COMPETENCIA: Comp'!tencia ordinaria. Por la materia ..
Cuestiones civill's y comerciales. Sucesión. Fuero de atracción.

Si en el juicio ejecutivo se persigue el cobro de obligaciones que no han.
tenido por deudor a la causante, lo que excluye que sea aplicable el art ..
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3284,inc. 4~,del Código Civil y -consiguientemente- ei fuero de atrac-
ción prcvisto por la citada norma legal, resulta competente para s~guir
entendicndo en la causa el juez especial civil y comercial ante quien se
demandó a aquélla por cobro de expensas comunes relativas a. un de.
partamento de su propiedad (1).

JORGE ARTURO GUZMANv. COMISION MUNICIPAL DE LA VIVIENDA

RECURSO EXTRAORDINARIO: ReqUisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Excesos u omisiones en el
pronunciamiento.

Es descalificable la sentencia que hizo lugar al amparo y condenó a la
Comisió~ Municipal de la Vivienda de la Ciudad de Buenos Aires a que,
en calidad de comodato, entregara al actor una vivienda adecuada para
su grupo familiar. Ello es así, pues las actuaciones fueron inidadas a
raíz de '-ln pedido de amparo por mora de la administración cuya fina-
lidad aparece circunscripta por el arto 28 de la ley 19.549;a lo que cabe
agregar que dicha circunstancia se ve corroborada por el actor en oca-
ción de expresar agravios ante el rechazo de la acción en primera instan-
cia. Por )0 tanto, la decisión que, al considerar manifiestamente ilegal
la conducta de la entidad por omitir dar inmediata solución a la falta
de vivienda del demandante, entend~ó acreditados los extremos del arto
1~de la ley 16.986y, en consecuencia, condenó a aquélla a disponer de
un inmueble en favor de éste, debe ser dejada sin efecto por exceso de
jurisdicción apelada (2).

ACCION DE AMPARO. Actos u omisiones de autoridades públicas.

La aCCIónde amparo no tiene por finalidad obviar o urgir el trámite
de los procedimientos administrativos o judiciales estabiecidos legal o
reglamentariamente para el logro del resultado que con él se procura,
ni es apta para autorizar a los jueces a irrumpir en asuntos ajenos a la
jurisdicción que por ley tienen conferida, alterando el. normal juego de
las instituciones vigentes (2).

(1) 27 de mayo.
(2) 27 de mayo.
(3) Fallos: 396, 1453.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposición del recur:
.so. Fundamento.

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia
que hizo lugar a! amparo y condenó a la Comisión Municipal de la
Vivienda de la Ciudad de Buenos Aires a entn~gar al actor, en calidad
de com()dato, una vivienda adecuada para él y su grupo familiar, ya que
'el recurrente no refuta adecuadamente las consideraciones del a qua, en
particular las que, vinculan las disposiciones del arto 14 nuevo de la
Constitución Naciona! con la situación planteada en autos, de la cual a,
decir del j~gador surge el derecho a una solución concreta que impide
que se soslaye la protección que el Constituyente quiso proporcionar
a la familia, y, en particular, en relación con su vivienda (Disidencia
de los Dres. Carlos S. Fayt y Jorge Antonio Bacqué) .

.RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestio-
nes federales simples. Interpretación de las leyes federales. Leyes federales de
.carácter procesal.

La 'inteligencia del arto 28 de la ley 19.549,atenta su índole procesal, es
materi 1 propia de los jueces de la causa, ajena a la instancia extraor-
dinaria (1).

RAULNIZZIA v. LECOR S. A.

IMPUESTO AT. VALOR AGREGADO.

Del análisis de las leyes 20.631y 22.294,decreto 929/74,Resolución de la
ex-Secretaría de Estado de Vivienda y Urbanjsmo N~ 368/76Y las Re-'
.soluciones Generales de la Dirección General Impositiva N~ 2238 y N~
2285resulta que al mes de abril de 1980,fecha en la que según el boleto
de compraventa, la unidad debió ser entregada al comprador, y verifi-
carse el hecho imponible, resultaba procedente la exención del impuesto
a! valor agregado. De modo que corresponde dejar sin efecto la senten-
cia que revocó el pronunciamiento de la instancia anterior en cuanto
eximió al actor del pago del impuesto al valor agregado en relación con
una operación de compraventa inmobiliaria, a. fin de que se resuelva
a cuál de las .partes del contrato de éompraventa inmobiliaria le cabe
la obligación de afrontar el pago del impuesto al valor agregado, to-

(1) Fallos: 298:760; 300:293; 302:237, 884; "Jaloff, Elisa s/amparo por
mora", del 15 de abril de 1986.
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mand::>en cuenta la demora de la vendedora en la entrega de la pose-
sión de la unidad, y del alcance de la cláusula pactada que al efecto
fije el inferior.

DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

Contra la sentencia de la Sala G de la Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Civil (fs. 345/347), que revoca la del juez d~ la ins-
tancia anterior (fs. 293/296), condenando al. actor al pago del Im-
puesto al Valor Agregado, interpuso éste recurso extraordinario (£s.
350/56), cuyo traslado fue contestado (fs. 359/362), desestimándolo
el tribunal a quo (fs. 363), lo que dio origen a la presente queja.

1

En el sub lite el actor adquirió por boleto de compraventa, el
17 de mayo. de 1979 un departamento en construcción. Ya con-
cluido el edificio, demandó la entrega de la posesión y la corres-
pondiente escritura traslativa de dominio, afirmando que la ven-
dedora había supeditado el cumplimiento de los actos reclamados
al pago, por su parte, del Impuesto al Valor Agregado, que entiende
no corresponde ser tributado.

La accionada expresó su conformidad con afrontar las presta-
ciones reclamadas, siempre que el adquirente abonara el gravamen
en cuestión, en mérito a 10 dispuesto en el boleto de compraventa,
cláusula 4~), según la cual "El Impuesto al Valor Agregado (LV.A.)
si correspondiera su aplicación a la presente .operación de com-
praventa, será abonado por el comprador en el acto de la posesión
y/o escrituración de la unidad, según la tasa vigente a esa fecha
o, en definitiva, en la oportunidad que el organismo pertinente. 10
establezca" .

El adquirente, fundó su negativa a abonar el gravamen en la
franquicia fiscal que por "vivienda económica" le reconocía la ley
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20.631 (t.o. 1977) y la Resolución de la Secretaría de Estado de
Vivienda y Urbanismo N,:,368/76, vigentes a la firma del boleto y
también a la fecha estipulada en dicho instrumento para la entrega
de la posesión, momento, este último, en que se habría verificado
el hecho imponible de haberse operado la tradición del inmueble.

Agregó asimismo, que al ponerse a su cargo el impuesto "si
correspondiere", esto es en forma condicional, ello se compadecía
con el hecho de que la empresa vendedora tenía en trámite el
expediente N,:,2537/79 ante la Dirección Nacional de Investigación,
Desarrollo Tecnológico, Habitacional y Urbano que calificó en defi-
nitiva las. unidades como "vivienda económica".

La demandada, por su parte, argumentó que en la calificación
de "vivienda económica" dada por el organismo citado en el pá-
rrafo anterior, no importaba la exención automática del LV.A., sino
que la normativa de este gravamen remitía al Impuesto a las Ga-
nancias y en particular al decreto 929/74, que acotaba la franquicia
al cumplimiento de determinadas condiciones, entre ellas, limita-
ciones al preciQ de las unidades. Tal recaudo, se habría visto re-
producido con la sanción de la ley 22.294, que si bien deroga la
exención, la deja subsistente para las ventas con fecha cierta ante-
rior al 6 de octubre de 1980, como así también en la Resolución
General N,:, 2238 de la Dirección General Impositiva cuyo arto 10
fijó topes para el precio de venta.

II

El juez de grado hizo lugar a la demanda, condenando a la
vencida a otorgar la posesión de la unidad y a escriturada al com-
prador, eximiendo a éste, del pago del Impuesto al Valor Agregado.

Para así decidir, tuvo particularmente en cuenta el informe ex-
tendido por la Dirección G~neral Impositiva (fs. 165), en el que se
consignaba que atento la calificación de "vivienda económica" del
inmueble, debió estarse a la fecha de entrega de posesión de las
unidades, y que para las entregadas con anterioridad al 6 de octu-
bre de 1980 prosperaba la exenci6n.
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III

El tribunal a quo, sustentó su resolución revocatoria en varias
consideraciones.

. Por un lado, que mal se podía declarar a un sujeto exento de
un tributo nacional, sin integrar a la litis a la Dirección General
Impositiva, ya que de pronunciarse el justiciante por la inexisten-
cia de la obligación, tal declaración, no tendría efecto vinculante
para la acreedora que no pudo ejercer su derecho de d~fensa en
juicio.

Desde otro punto de vista, que la relación entre las partes fue
regida por el boleto de compraventa, cuya cláusula 4~ asignaba al
comprador el pago del impuesto, estando, por ende, a su cargo, para
liberarse de la obligación, aportar la prueba de que la operación
estaba exenta del gravamen, cosa que no ocurrió, ya que el informe
de .fs. 165 y la consulta de fs. 212, ambos de la Dirección General
Impositiva, sólo indicaban las normas generales para la percepción
del LV.A., pero no su improcedencia en el caso concreto.

Como elemento "definitorio", el inferior tuvo en cuenta que el
precio fijado en el boleto excedía el máximo admitido para "vivien-
da económica", remitiéndose a la ampliación de la pericia contable
(fs. 183/184).

Luego, abundó en detalles sobre la falta de presentación de la
declaración jurada requerida por la Resolución General N'! 2285 de
la Dirección General Impositiva, y si este deber formal, debió ser
cumplido por la vendedora, sin perjuicio de no reunir los requi-
sitos para el beneficio fiscal, y si ante tal omisión, ella pudo ser
suplida por el comprador.

Destacó firmemente, que ante la asunClOn de la prestación
fiscal por el adquirente, y no habiéndose demostrado que la contra-
parte se hubiera obligado a conseguir, ni a -tramitar la exención
impositiva,' correspondió a aquél instar a la contraria a realizar las
diligencias para obtener el beneficio.
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Como colofón de los considerandos expuestos, el tribunal a quo,
revocó la. sentencia del inferior, dejando sin efecto la eximición al
actor del pago del In;¡puesto al Valor Agregado.

IV

En el remedio federal, se tacha al fállo de arbitrario, seña-
lando que el reconocimiento en él contenido, de que "no pueda
resolverse definitivamente la cuestión", implica lisa y .llanamente
privación de justicia.

V

Entiendo que los temas que se plantean en el sub examine
deben ser desarrollados metodológicamente tratando de dar res-
puesta a alguno de los dos siguientes interrogantes:

¿Si la exención para la "vivienda económica" beneficiaba a la
. operación de autos?

De corresponder al pago del Impuesto al Valor Agregado,¿quién
debe soportarlo?

LimÍtándome al primer aspecto, a mi modo de ver, el remedio
.federal interpuesto es formalmente procedente, toda vez que se ha
cuestionado el alcance de disposiciones de naturaleza federal, leyes.
20.631y 22.294,decreto 929/74, Resolución de la ex Secretaría .de
Estado de Vivienda y Urbanismo N'? 368/76Y las Resoluciones.Ge-
nerales qe la Dirección General Impositiva N'? 2238Y N'? 2285, Y lo
decidido, ha sido contrario a las pretensiones del recurrente.

En cuanto al fondo del asunto, y también en el ámbito limi~
tado que .he circunscripto en el primero de los interrogantes, ad-
quiere trascendenc:ia la fecha de entrega de .la posesión de la uni.
dad calificada como "vivienda económica", pues en tal oportunidad
se verificará en la realidad fáctica, el hecho definido abstractamente
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"

.por la ley como supuesto de la obligaciÓn, lo que a su vez, deter-
minará la regulación jurídica aplicable, y en su caso, la proceden-
cia, o no, de la exención.

Hasta el 6 de octubre de 1980, fecha de publicación de la ley
22.294, estuvo en vigencia la exención en el Impuesto al Valor Agre-
gado de la venta de "vivienda económica", según previsión contenida
en el arto 27, inc. c), de la ley 20.631 (t.o. 1977).

La remisión del arto 41 del decreto reglamentario del gravainen
(t.o. 1979), al arto 96 de la ley de Impuesto a las Ganancias (t.o.
1977), supeditaba la franquicia a la obtención por ante la Secre-
taría de Vivienda y Urbanismo de un certificado donde constare
la categoría de la vivienda y la aprobación del plazo de ejecución
de las obras.

La Secretaría de Vivienda y Urbanismo dictó sobre el particu-
lar dos Resoluciones, la N'? 368/76 Y la N'? 243/78, de las cuales la
segunda nunca fue publicada en el Boletín Oficial.

De acuerdo a las disposiciones antedichas, la procedencia de
la exención por "vivienda económica", no tuvo topes con relación
al costo y precio de venta de las unidades.

Con anterioridad el Poder Ejecutivo había dictado el decreto
929/74, que en su anexo nI), fijó límites en el precio de las uni-
dades para la procedencia de la exención. Tal temperamento fue
mantenido, pásteriormente, por el arto 10 de la Resolución General
2238 de la Dirección General Impositiva.

Si bien la franquicia quedó derogada, como ya lo expresara, a
partir del 6 de octubre de 1980, en que se publica la ley de la re-
forma al Impuesto al Valor Agregado 22.294, se mantuvo el bene-
ficio para las ventas que se hubieran concertado con fecha cierta
anterior, siempre que, el enajenante, presentare una declaración
jurada consignando los nombres de los adquirentes y la ubicación
de los respectivos inmuebles.

A los fines expresados en el punto anterior, la Dirección Gene-
ral Impositiva dictó la Resolución General' N'? 2285, fijando el día
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28 de noviembre de 1980 como fecha de vencimiento para lapre-
sentación de la antedicha declaración jurada.

Así las cosas, corresponde definir si las operaciones de venta
concertadas antes del 6 de octubre de 1980, referidas a inmuebles
calificados como "vivienda económica" por la autoridad de aplica-
ción, siendo su relación costo-precio, superior al establecido en el
decreto 929/74, anexo III, o al fijado en el arto 10 de la Resolucion
General N? 2238 de la Dirección General Impositiva, se hallaban
exentas del Impuesto al Valor Agregado.

A tal respecto, resulta por demás acláratoria, la Instrucción del
13 de marzo de 1981 de la Dirección General Impositiva N? 311
(Boletín D.G.!. julio 1981), por la cual se deja constancia que la
condición de "vivienda económica" de las unidades comprendidas
en la exención a que se refiere la ley 22.294, derogatoria para lo
futuro del beneficio, "deberá considerarse cumplida en tanto se ade-
cue -indistintamente- a las exigencias del decreto 929/74 o a las
que la resolución de la ex Secretaría de Estado de Vivienda y Ur-
banismo 368/76 fija para la categoría económica".

Por lo demás, la limitación establecida por el arto 10 de la Reso-
lución General N? 2238 de la Dirección General Impositiva, como
bien lo afirma el perito contador (fs. 183 vta.), y no lo advierte el
tribunal a qua, carece de relevancia, ya que con fecha 23 de di-
ciembre de 1980, por Resolución N? 863 de la Secretaría de Ha-
cienda de la Nación,' se suspendió desde su vigencia la aplicación
de la antedicha norma impositiva.

De lo hasta aquí expuesto resulta, en mi opllllOn, que al mes
de "abril de 1980, fecha en la que según la cláusula 8~ del boleto de
compraventa (fs. 19), la unidad debió ser entregada al comprador,
y verificarse el hecho imponible, resultaba procedente la exención
del Impuesto al Valor Agregado, como además lo corrobora el pro-
pio informe de la Dirección General Impositiva agregado a autos
(fs. 165).

Por su parte, a partir del 6 de octubre de dicho año, el bene-
ficio fiscal se habría mantenido, de haber dado cumplimiento el
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enajenante a la obligación tributaria formal de presentar la decla-
ración jurada a que se refiere la Resolución General N~ 2285, lo
que no aconteció, según resulta de las constancias de la causa.

Conforme a las conclusiones a que arribo, en el momento en
que se haya entregado el bien, se completarán los hechos objetivos
'contenidos en la definición legal del presupuesto del impuesto, y
deberá atenderse el pago de la prestación pecuniaria fiscal.

Los desarrollos expuestos, debilitan seriamente los fundamentos
"definitorios" de la sentencia recurrida, como para poder consi-
derarla derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a
las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que opino co-
rresponde, se declare procedente el recurso extraordinario, con el
limitado alcance que resulta de este dictamen, dejando sin efecto
el pronunciamiento recurrido y mandando dictar otro para que,
por quien corresponda, se resuelva a cuál de las partes del contrato.
de compraventa inmobiliaria le cabe la obligación de afrontar el
pago del Impuesto al Valor Agregado, en la inteligencia que de las
normas implicadas que se formula, tomando en cuenta la demora
de la vendedora en la entrega de la posesión de la unidad, y del
alcance de la cláusula pactada que al efecto fije el inferior. Bue-
nos Aires, 13 de setiembre de 1985. José Osvaldo Casas.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA .

Buenos Aires, 27 de. mayo de 1986..

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en
la causa Nizzia, Raúl c/LECOR S.A.", para decidir sobre su pro-
. cedencia.

Considerando:

Que contra la sentencia de la Sala G de la Cámara Nacional de
Apelaciones en lo Civil que revocó el pronunciamiento de la ins-
tancia anterior en cuanto eximió al actor del pago del Impuesto al
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Valor Agregado en relación con una operación de compraventa in- .
mobiliaria, dedujo aquél recurso extraordiI}ario, cuya denegación
motiva esta presentación directa.

Que esta Corte comparte los fundamentos y conclusiones del
dictamen del señor Procurador Fiscal, cuyos términos se dan por
reproducidos' .en razón de brevedad.

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por el señor Pro-
cUrador Fiscal, se hace lugar a la. queja y se declara procedente el
recurso extraordinario, dejándose sin efecto la sentencia apelada.
Vuelvan los autos al tribunal de origen para que, por quien corres-
ponda, se dicte un nuevo fallo de acuerdo a lo expuesto.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO -. CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.

FRENTE JUSTICIALISTA DE LIBERACION

RECURSO DE QUEJA: 'Fundamerztación.

Debe desestimarse la queja deducida contra la denegatoria del recurso
extraordinario que emitiera la. Junta Electoral de la Provincia de Bue-.
nos Aires, por entender que la presc:-:~:::-::ióndel apoderado de la Alianza'
Fr~nte Justicialista de Liberac.ión no reunl. los requisitos exigidos para
!~ r.o,?cesión del mismo. Ello es asÍ, pues el .~lanteo no cumple mÍnima-
Int:iJ.LelciS .exigencias del arto 15 de la ley 48 y la jurisprudencia de la
Corte en pUnto a su debida fundamentación.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

Se trae queja contra la denegatoria del .recurso extraordinario
que emitiera la Juntá Electoral de la Provincia de Buenos Aires a
fs. 126/127,por entender que la presentación del apoderado de la
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Alianza Frente Justicialista de Liberación de fs. 102 no reunía los
requisitos exigidos para la concesión. del mismo.

La citada pieza procesal no contiene, en rigor, fundamento al-
guno, limitándose a expresar que "apela" la resolución dictada por
la Junta Electoral (fs. 46/50) "en función de la oportuna y expresa
reserva del caso federal planteado ... ", de modo que no cumple
mínimamente las exigencias del arto 15 de la ley 48 y la jurispru-
dencia de V.E. en punto a su debida fundamentación.

En tales condiciones, no cabe atender las argumentaciones ex-
puestas en la queja materia de dictamen, toda vez que el pronun-
ciamiento de la Corte cuando conoce por vía de recurso extradrdi-
nario, está limitado a los agravios propuestos en el escrito de inter-
posición de éste, sin que puedan considerarse las cuestiones intro-
ducidas sólo en oportunidad del recurso directo deducido por la
denegatoria del primero (cf. Fallos: 289:315; 293:591; 296:291, 639;
305:853, 865, entre muchos otros).

Má.'Üme cuando en el escrito de queja nada se dice acerca del
contenido del auto denegatorio del recurso, por lo que tampoco
cumple su fin específico (cf. Fallos: 305:769, 900, 901 Y otros).

Opino, en consecuencia, que corresponde desestimar esta pre-
sentación directa. Buenos Aires, 5 de marzo de 1985. Juan Octavio.
Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 27 de mayo de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el Frente
Justicialista de Liberación en la causa Frente Justicialista de Libe-
ración s/queja", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

Que esta Corte comparte los fundamentos y conclusiones del
dictamen del señor Procurador General, cuyos términos se dan por
reproducidos en razón de brevedad.
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Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por el señor
Procurador General se desestima la queja.

AUGUSTO CESAR BELLUSCIO CARLOS S. FAYT
- JORGE ANTONIO BACQUE.

DECAVIAL S.A.I.C.A.C y ALICURA S. A. v. DIRECCION PROVINCIAL
DE ViALIDAD DE TUCUMAN

CADUCIDAD DE LA INSTANCIA.

En materia de perención de instancia no se computa el término durante
el cual estén los autos a despacho (art. 313, inc. 4~, del Código Procesal
Civil y Comercial de la Nación).

RECURSO DE QUEJA: Trámite.

Las partes carecen de derecho a realizar ante la Corte observaciones al
dictamen del señor Procurador General, pues ello no se compadece
con las características propias de la vista del Procurador General en
los recursos extraordinarios o en los de queja, ya que el dictamen
respectivo se produce una vez clausurado el debate, y cuando la causa se
halla sometido al pronunciamiento del Tribunal, de modo que el es-
crito que contiene tales observaciones debe ser desglosado y devuelto al
presentan te.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Proce-
.dimiento y sentencia.

La igualdad de posibilidades de las partes es consecuencia del derecho
constitucional de la defensa en juicio (art. 18 de la Constitución Na-
cional) (Disidencia de los Dres. Carlos S. Fayt y Enrique Santiago Pe-
tracchi).

RECURSO DE QUEJA:. T-fá'mite.

Si la ley no prevé la intervención de la recurrida, ni en consecuencia,
el plazo en que ella sea admisible, no cabe que se produzca con pos-
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teriorid~d a la emisión del dictamen del señor Procurador General,
circunstancia por la que ante la ausencia de una norma aplicable aná--
loga al arto 484 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, co-
rresponde considerar que clausura el debate y que tras ella, la causa
se halla sometida al pronunciamiento de la Corte (Disidencia' de los.
Ores. Carlos S. Fayt y Enrique Santiago Petracci).

FALLO D~ LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 27 de mayo de 1986..

Vistas las presentaciones de fs. 65 y 66 Y

Considerando:

~9) Que en materia de perenclOn de instancia no se computa
el término durante el cual estén los autos a despacho (art. 313,
inc. 49, del Código Procesal Civil y Comercial de la NaciÓn y Fa-
llos: 256:97), por lo cual no corresponde decretar la' caducidad"
solicitada.

29) Que, en cuanto a la nueva constitución de domicilio, nada
obsta a que se la efectúe.

39) Que, en cambio, las partes carecen de derecho a realizar ante-
la Corte observaciones al dictamen del señor Procurador General,
pues ello no se compadece con las características propias de la vista'
del Procurador General en los recursos extraordinarios o en los de
queja, ya que el dictamen respectivo se produce'una vez clausurado
el debate, y cuando la causa se halla sometida al pronunciamiento.
del Tribunal (doctrina de Fallos: 181:172 y 305:1978). En consecuen-
cia, el escrito que contiene tales observaciones debe ser desglosado.
y devuelto al presentante.

Por ello, se rechaza el pedido de caducidad de instancia formu-
lado y se. dispone el desglose del escrito de fs. 61/63, que será de-
\lUelto bajo constancia. Téngase al Dr. Mario Daniel Pacios por pre":'
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:sentado, por parte a mérito de la fotocopia de poder acompañada
.Ypor constituido el domicilio legal en la calle Talcahuano 638, P.B.,
.depto. uD", Capital Federal.

JOSÉ SEVERO CABALLERO AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCrO - CARLOS S. FAYT (disidencia
.de fundamentos) - ENRIQUE SANTIAGO

PEtRACCHI (en disidencia de fundamentos)
- JORGE ANTONIO BACQUÉ.

DISIDENCIA DE FUNDAMENTOS DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCtORES

DON CARLOS S. FAYT y DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

Considerando:

1<;»Que no cabe computar el término durante el cual los al!-tos
-están a despacho a los efettos de la caducidad de la instancia, con-
forme lo dispone el arto 313, iné. 4<;>,del Código Procesal Civil y Co-
.mercial de la Nación, razón por la cual no corresponde decretar la,
que fue solicitada en esta causa.

2<;»Que nada obsta a que se admita la constitución de nuevo
d.omicilio.

3<;»Que en relación a lo decidido a fs. 64, la igualdad de posi-
bilidades de. las partes es consecuencia del derecho constit~cional
de la defensa en juicio (art. 18 de la Constitución Nacional; Fallos:
234: 372).

En el caso de la parte contraria a aquélla que interpone el re-
curso de queja por denegación del extraordinario, establecido por
el arto 285 del referido Código, cabe atender en principio sus argu-
mentos, en especial los referentes a la admisión o el recha~o de la
procedencia del recurso extraordinario por el tribunal a qua, sobre
éUYOSfundamentos obviamente no tuvo ocasión de manifestarse.

4<;»Que este, principio no puede' tener aplicación más allá de
ciertos límites, que son necesarios para el orden 'de los procesos,
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sin el cual aquella igualdad de las partes se vería precisamente afec-
tada.

5'?) Que en e,l caso, en que la ley no prevé la intervención de la
recurrida, ni en consecuencia, el plazo en que ella sea admisible, no
cabe que se prodUzca con posterioridad a la emisión del dictamen
del señor Procurador General, circunstancia por la que ante la au-
sencia de una norma aplicable análoga al arto 484 del Código Pro-
cesal Civil y Comercial de la Nación, corresponde considerar que
clausura el debate y que tras ella, la causa se halla sometida al
pronunciamiento de la Corte (doctrina de Fallos: 181:172; 305: 1978).

Por ello, se rechaza el pedido de caducidad de instancia for-
mulado y se dispone el desglose del escrito de fs. 61/63, que será
devuelto bajo constancia. Téngase al Dr. Mario Daniel Pacios por
representado, por parte en mérito de la fotocopia de poder acom-
pañada y por constituí do el domicilio legal en la calle Talcahu..'l-
no 638, planta baja, departamento "D", Capital Federal.

CARLOS S. FAYT - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI.

ANA OFELIA MOSSE DE ESTEVEZ v. CAJA DE RETIROS, JUBILACIONES y
PENSIONES DE LA POLICIA FEDERAL

RETIRO POLlerA£.

Corresponde confirmar la sentencia que revocó la resolución dictada'
por el Directorio de la Ca.ia de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la
Policía Federal que había rechazado el pedido de ju1?iIación por iúvali-
dez solicitado por una agente dependiente de la Secretaría de Informa-
ción Pública. Ello 'es así, pues el inc. c), del arto 10 de la ley 19.396(in-
corporado por la ley 19.650)disponía que, para acced~r al beneficio por
incapacidad total y permanente, se requieren como mínimo diez años
de antigüedad en el servicio computados o computables cualquiera
fuese la antigüedad en Presidencia de la Naci6n y esa disposición no
fue derogada por la ley 21.746.
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DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

879'

Los jueces de la Sala 3~ de la Cámara Nacional de Apelaciones
en lo Contenciosoadministrativo Federal, revocaron la resolución
dictada por el Directorio de la Cajao de Retiros, Jubilaciones y Pen-
siones de la Policía Federal de fecha 14 de julio de 1983 -que fue
aprobada, en su momento, por la N'? 1458, dictada por el señor Mi-
nistro del Interior- que había rechazado el pedido de jubilación
por invalidez solicitado por la titular, doña Ofelia Mosse de Estévez,
agente categoría 13 °de la Presidencia de la Nación -Subsecretaría
de Planeamiento dependient~ de la Secretaría de Información PÚ-
blica-. Ello en razón de que ésta no cumplía con los requisitos
exigidos en el inciso c), del arto 10 de la ley 19.396 (incorporado
por la ley 19.650).

A tal efecto los magistrados señalaron, que la norma supradi-
cha disponía que, para acceder al beneficio por incapacidad total
y permanente, se requieren como mínimo diez años de antigüedad
en el servicio computados o computables cualquiera fuese la anti.
güedad en Presidencia de la Nación. A continuación subrayaron los
jueces que esa disposición no fue derogada por la ley 21.746.

Ello obliga a entender, afirmaron, que a contrario de lo que
sostiene la Caja Policial en el caso de especie no cabe exigir, para
computar los servicios que a la interesada le fueran reconocidos
por la Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Acti-
vidades Civiles, el requisito de tres años de aportes a la Caja de
Retiros Policial al tiempo de entrar a regir la ley 21.746, según lo
disponía el arto 3'? de esta última norma.

Este precepto, a tenor de los considerandos del fallo, rige para
otros supuestos pero no para el beneficio de invalidez que cuenta
con la norma específica propia, esto es, el inciso c), del arto 10 de
la ley 19.396 (incorporado por la ley 19.560).
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En razón de ello y toda vez que a tenor de las constancias de
autos surgía que la peticionante alcanzaba el mínimo de antigüe-
dad impuesto por el mencionado inciso c), sumando para ello los
servicios reconocidos por la Caja Nacional a los prestados en Pre-
sidencia de la Nación, entendieron los jueces que la interesada te-
nía derecho al beneficio y, en consecuencia,ordenaron se le acuerde.

Contra esta decisión el apoderado de la Caja de Retiros, Jubila-
ciones y Pensiones de la Policía Federal. interpuso recurso extraor-
dinario' que, previo traslado de ley, le fue concedido en tanto puso
en tela de juicio la interpretación de una norma de carácter fede-
ral y denegado en cuanto tachó de arbitrario el fallo, sin que mediara
la interposición de la correspondiente queja. Considero que el meno
cionado recurso es procedente (Fallos: 295:486y 546).

En cuanto al fondo del asunto, creo que el a quo 'procedió a una
interpretación y aplicación adecuadas de las normas en juego. Ello
así, puesto que, a mi juicio, la solución alcanzada en el decisorio
ati~nde los fines tuitivos para los que están establecidos los bene-
ficios de la seguridad social y se hace eco del criterio lato que
ilustra el fallodel 4 de diciembre de 1984dictado en la causa L. 86,
L. XX "Lavagnini de Milloc, Irma Ofelia e/Caja de Retiros, Jubila-
ciones y Pensiones de la Policía Federal s/apelación".

Opino, por todo ello que corresponde confirmar la sentencia
apelada. Buenos Aires, 25 de marzo de 1986.Máxim.o 1. Góm,ez

Forgues.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Ruenos Aires, 29 de mayo de 1986.

Vistos los autos: "Mosse de Estévez, Ana Ofelia e/Caja de Re-
tiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal".

Consider.ando:

Que contra la sentencia de la Sala III de la Cámara Nacional
de Apelaciones en lo Contenciosoadministrativo Federal, que re-
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vocó lo decidido por el Directorio de la Caja de Retiros, Jubilacio-
nes y Pensiones de la Policía Federal, éste interpuso el recurso"ex-
"traordinario concedido a fs. 104.

Que esta Corte compart~ los fundamentos y conclusiones del
dictamen del señor Procurador Fiscal, a cuyos términos cabe remi-
tirse en razón de brevedad;

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por el señor
Procurador Fiscal,"se confirma la sentencia apehi.da.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIo - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ •

. BARTOLOME MINETTI v. SUD AMERICA CiA. DE SEGUROS DE VIDA S. A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas locales de procedimientos. Costas y honorarios.

Las cuestiones referentes a los honorarios regulados en las instancias
ordinarias, a la determinación del interés comprometido en el juicio,
y a las bases consideradas a tal fin, así como la interpretación y aplica-
ción de las normas arancelarias, son -en virtud de su carácter fáctico
y pror:esal -materia extraña a la vía del arto 14 de la ley 48 y -conse.

cuentemente- ajenas al recurso extraordinario (1). "

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiol1es no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Falta de fundamentación su-
ficiimte.

Es"descalificable la regulación que no responde a un fundamento acorde
con la seriedad y extensión de las" articulaciones de las partes en el
juicio y desconoce los requisitos impuestos en "el pronunciamiento ano

(1) 29 de mayo. Fallos: 270:388;277:248;278:365;279:387;281:431;297:46;
299:307; 300:295; 302:1135;303:451; 304:501.
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terior de' la Corte. Ello es así, pues eÍ a quo omite la determinación
del monto del litigio -recaudo que se imponía en el estado de autos

- '

por no mediar una liquidación firme acorde al pronunciamiento defi-
nitivo-, así como también una 'apreciación pormenorizada de la 'rele-
vaJ;lciade los trabajos profesionales cumplidos en el juicio, y, la inter-
-pretación -y aplicación de las respectivas normas arancelarias -desde
la perspectiva de la procedencia de atribuir como monto del juicio a
los fines regulatorios los rubros intereses y de~reciación monetaria (1).

CARLOS ALBERTO'MATTlCOLI

RECURSO. EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas y ,actos comunes.

Es improcedente el recurso extraordinar:io contra la sentencia que
condenó al recurrente por haber librado dos cheques sin contar con
fondos suficientes ni autorización para girar en descubierto (art. 302,
inc. 1?, del Código Penal). Ello es así, pues los agravios del recurrente
remiten al examen -de cl1estiones de hecho y de derecho cOmún, y lo
determi'lant~ de la condena no fue la causal del rechazo sino la falta
de provisión de fondos suficientes sin que el apelante discuta que la
aS~\Teraciónsobre tal inexistencia sea al menos errónea (2).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos. propios. Cuestiones no federales.
Interpretación- 'de normas .locales de procedimiento. Casos varios.

Si bien la prescindencia de la doctrina emergente de un fallo..plenario
configura en principio una .cuestión no susceptible de tratamiento en
la instancia del arto 14 de la ley 48, el recurrente ,tampoco demuestra
que de Jos términos de lo resuelto en el plenario que invoca surja que,
su doctrina comprende aún a los casos en que -como el p~esente-
el conocimien~o del .cierre de la cuenta es poste,rior a la e~trega_ del
cheque, razón por la cual resulta impr~cedente el recurso extraordinarii>
interpuesto (3) . .

(1) Fallos: 298: 565; 303: 863, 1604, 1621; 304: 147; 306: 1361.
(2) - 29 de mayo. _
(3) Fallos: 304: 1587;. 305:1977. .
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ELSA JUANA AGRIFOGLIO
v. NACION ARGENTINA (ESTADO MAYOR DE LA ARMADA)

PENSIONES MILITARES: Pensiones a deudos de' militare$ ..

Si bien las cuestiones atinentes a beneficios. de excepción deben inter-
pretarse con criterio estricto y riguroso, no debe darse a las disposi-
ciones que los rigen un alcance que desvirtúe los principios de la ma-
teria previsional, lo que autoriza a .afirmar que en las situaciones regla-
das por el arto 28, inc. 1?, de, la ley 19.101 los efectos',de la culpa se
detienen frente al derecho alimentario reservado expresamente por la
interesada (1).

MARIA JOSEFA FONTAU

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal: Cuestio-
nes federales simples. Interpretación de otras normas y actos federales .

. Procede el recurso extraordinario en el caso en que está el1 tela de.
juicio la validez de una autoridad ejercida en nombre de la Nación
-en el caso, una resolución de la Comisión Nacional de' Previsión So.-
cial- y la decisión ha sido contraria a su validez (2).

JUBILACION y PENSION.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que revocó la resolución de
la Comisión Nacional de Previsión Social e hizo lugar al pedido de'
pensión de la actora, en su carácter de viuda del matrimonio contraído
con el causante en la República de México, ya que el arto 38, penúltimo
párrab de la ley 18.037 (texto según ley 21.451) faculta a la autoridad
administrativa de aplicación para decidir acerca de la validez y efectos

(1) 3 de junio. Fallos: 308:113; Causas: "Berutti, Lily", "García, Laura
Noemí", del 11 de junio y 8 de .agosto de 1985, respectivamente.

(2) 3 de junio.
\
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jurídicos de "¡osactos del estado cívil invocados por el beneficiario, y
puesto de manifiesto que el causante se hallaba vinculado por un ma-
trimonio anterior contraído en la .República Argentina, la recurrente
pudo legítim:amente negar eficacia al que invoca la solicitante de la
pensión a fin de denegar el beneficio. No obstante ello, el a quo debió
haber apreciado si de la convivencia resultante de dicho matrimonio
extranjero podía resultar el derecho invocado, mediante la aplicación
de las ñiversas normas legales vigentes; y, al haberse sancionado poste-
riormente la ley 23.263,que a los efectos previsionales confiere conse-
cuencias a la mentada convivencia, corresponde que la causa sea re-
suelta con sujeción a lo que la nueva legislación dispone.

OBRA SOCIAL DE MECANICOS'DEL TRASPORTE AUTOMOTORv.
RENAULTARGENTINAS. A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Falta de fundamentación su-
ficiente.

Es descalificable el pronunciamiento que -al confirmar la regula-
ción de honorarios practicada en primera instancia- omitió conside-
rar los serios argumentos expuestos por el recurrente respecto a la
forma en que debía determinarse el monto del juicio -que al haber
renunciado al patrocinio de su cliente con anterioridad a la transac-
ción a que arribaron las partes, tenía un derecho adquirido a que se
computara la mitad del val<?r reclamado en la demanda; que la re-
solución impugnada carecía ,de fundamentación; y que el monto to-
mado como base a los efectos regulatorios tampoco guardaqa corres-
pondenCIa con el valor real emergente del convenio celebrado entre
las partes-o Ello es así, pues al prescindir la sentencia apelada dél
examen y decisión de temas oportunamente propuestos, susceptibles
de gravitar en el resultado del tema debatido, produjo el desmedro
del derecho que consagra al respecto el arto 18 de la Constitución
Nacioml (1).

(1) 3 de junio. Fallos: 298:158; 299:17, 32, 101; 300:1114;301:174.



DE JUSTICIA DIl LA NACIÓN 885

FISCO PROVINCIAL v. VICTORIA CiA. DE COLONIZACION LTDA. (PROVINCIA
DE MISIONES)

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la fundamenta-
ción normativa.

Es descalificable la sentencia que declaró la procedencia del reajuste
por depreciación monetaria desde la fecha del decreto 1615 de la
Provincia de Misiones que, al rechazar los recursos administrativos
planteados por el sancÍonado contra la disposición que impuso la mulo
ta y establecer en forma definitiva la pretensión fiscal, tornó exigible
el crédito, por considerar que sólo debía calcularse la actualización a .
partir del momento en que la ejecutada incurrió en mora y no, como
pretendía el Fisco, desde que fueron deducidas las impugnaciones en.
sede administrativa. Ello es así, pues el arto 84 de la ley provincial 854
dispone q,ue las penas pecunarias aplicadas que sean recurridas en
sede administrativa, en caso de ser confirmadas quedarán sujetas a
reajuste por depreciación de la moneda desde la promoción del re-
curso hasta el efectivo pago. Por lo tanto, condicionar su viabilidad a
la existencia de mora del deudor con la única mención de que el al-
cance de tal. norma debe encuadrarse en. el marco de dicho principio,
no encuentra fundamento sino en una exégesis inadecuada que la des-
viitúa y vuelve inoperante (1).

CHARLES OLAF HENRISCHSEN

JUBILACION y PENSION.

Corresponde hacer lugar a los agravios del recurrente cuando aduce
que el monto de su haber jubilatorio sufrió una seria disminución
.como consecuencia del cambio de sistema de movilidad que estipuló
índices de reajuste que no contemplaron la realidad económica y afec-
taron el carácter. sUstitutivo de la prestación (2).

(1) 3 de junio. Fallos: 294:363; 295:606; 305:2040.
(2) 3 de junio. Fallos: 279:389;280:424;294:84; 305:2119;Causa: "Mén-

dez, Enrique", del 30 de julio de 1985.



886 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

JUBILACION y PENSION.

Deben desestimarse las impugnaciones que objetan la aplicación del nuevo
régimen de movilidad de los haberes pues no existen derechos adquiridos
al respecto (1).

JUBILACION y PENSION.

En la actualización de los haberes jubila torios debe tomarse como pauta
el cálculo del 70% del.monto de lo percibido. por el agente en actividad,
a fin de determinar los períodos en que la reducción reviste carácter de
confiscatoria (2).

ROSA SCIOLLO - AQUILES CONCEPCION OLIVIERI Suco

JUBILACION y PENSION.

Es descalificable la' sentencia. que rechazó la pensión con el funda-
mento de no haberse probado que el causante haya soportado una
incapacidad mínima del 66% a la fecha de cesar en la actividad, ni
que haya alcanzado ese grado en los dos años posteriores a tal hecho,
requisitos exigidos por los arts. 33 y 43 de la ley 18.037, norma esta
última que declaró aplicable al caso. Ello es así, pues por ia fecha
en que se produjo el deceso del causante, hecho determinante de la
ley aplicable para la pensión, que no es otra que la 14.370 vigente
en tal momento, resulta que la prf.tensión de la viuda, debe aquila-
tarse bajo la óptIca del. arto 21 de la ley 14.370 de pertinente apli-
cación' al caso (3).

(1) Fallos: 170:12;.179:394,:409;300:616~303:1674.
(2) :Fallos: 307:13.4.
(3) 3 'de junio.,
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VICTOR "RUGO PEREZ RODRIGUEZ

EXTRADICION' Extradición con países extranjeros. Generalidades.

887

La extmdición es un acto de asistencia jurídica internacional cuyo
fundamento radica en el interés común a todos los Estádos de que
los delincuentes sean juzgados, y eventualmente castigados, por el
país a cuya jurisdicción corresponde el conocimiento de los respecti-
vos hechos delictuosos, sin admitirse otros reparos que los derivados
de la soberanía de la Nación requerida y de las leyes o tratados que
rijan el caso.

EXTRADICION: ExtradicIón con países extranjeros. Procedimiento.

La extradición no constituye un juicio propiamente dicho, en el que co-
rresponda prejuzgar sobre' la inocencia o culpabilidad del reo, sino
simplemente un procedimiento que sólo se propone conciliar las exi-
gencias de la administración de justicia represiva en los países civi-
lizados, con los derechos del asilado. En tal sentido, el pronuncia-
mient::>a dictar s6lo puede versar sobre los puntos a que se refieren
el arto 18 de ~a ley 1612y los arts. 651, 652 y, 655 del Código de Proce-
dimientos en Materia Penal.

pXTRADICION: Extradición con países extranjeros. Procedimiento.

Corresponde confirmar el fallo que hizo lugar a la extradición si se
si se encuentra plenamente acreditado que la persona cuya extradi-
ción se solicita, se halla privada de su libertad, ya que toda otra con-
sideración tendiente a demostrar la falta de vinculación del requerido
con el robo" cometido en el "país requirente, resulta ajena al proce-
dimiento, pues ello importaría arrogarse la jurisdicción del tribunal
competente para juzgar al nombrado, apartándose del objeto propio
de la extradición máxime sí. se ha constatado la validez extrínseca
de los documentos presentados, así como la competencia de los tri-
bunales que los expidieron, y la naturaleza común del delito enros-
trado, que no se encuentra prescripto.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

Las objeciones. de índole formal que el letrado defensor del
,extraído trae ante V.E. constituyen reiteración de las expuestas en
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las oportunidades de fs. 126/137 y 191/195.Como ellas fueron de.
sestimadas, con sólidas razones e invocación de jurisprudencia de
esta Corte correctamente citadas, en el dictamen de este Ministerio
Público ante la primera instancia (fs. 140/141) y por el juez de
grado en su sentencia (fs. 171/181), a la que adhirió el a quo (fs.
199/200),nada debo agregar a lo allí dicho, máxime cuando el ape-
lante no ha utilizado nuevos argumentos, en su escrito de fs. 212/
217 que contradigan los fundamentos en que reposa el fallo. recu-
rrido cuya confirmación, por tanto, solicito. Buenos Aires, 7 de mayo
de 1986.Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 5 de junio de 1986.

Vistos los autos: "Pérez Rodríguez, Víctor Rugo s/extradición".

Considerando:

1?) Que contra la sentencia de la Sala 11 de la Cámara Nacional
de Apelacionesen lo Criminal y Correccional Federal, que hizo lugar
a la extradición del ciudadano uruguayo Víctor Rugo Pérez Rodrí-
guez, solicitada por el Juzgado Criminal de Gladsaxe, Copenhague,
Dinamarca, la defensa del nombradp interpuso el recurso ordinario
de apelación previsto en el arto 24, inc. 6?,apartado "b", del decreto.
ley 1285/58,que fue concedido a fs. 208.

2?) Que la extradición es un acto de asistencia jurídica inter-
nacional cuyo fundamento radica en el interés común a todos los
Estados de que los delincuentes sean juzgados, y eventualmente
castigados, por el país a cuya jurisdicción corresponde el conoci.
miento de los respectivos hechos delictuosos (Fallos: 298:126y 138),
sin admitirse otros reparos que los derivados de la soberanía de la
Nación requerida y de las leyes o tratados que rijan el caso (Fallos:
263:448y 304:1609).

3?)Que, por lo mismo, la extradición no constituye un juicio pro-
piamente dicho, en el que corresponda prejuzgar sobre la inocencia
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o culpabilidad del reo (Fallos: 42:409; 150:316; 166:173 y 178:81)~
sino simplemente un procedimiento que sólo se propone conciliar
las exigencias de la administración de justicia represiva en los países.
civilizados, con los derechos del asilado (Fallos: 265:219). En tal
sentido, el pronunciamiento a dictar sólo puede versar sobre los pun-
tos a que se refieren el arto 18 de la ley 1612y losarts. 651, 652 y 655
del Código de Procedimientos en Materia Penal, de aplicación al sub
judice.

4~) Que se encuentr¡l plenamente acreditado que la persona cuya
extradición solicita el Reino de Dinamarca es la misma que, con mo-
tivo de' ella, se halla en esta causa privada de su libertad. Toda otra
consideración tendiente a demostrar -como 10 pretende la defensa-
la falta de vinculación de Pérez Rodríguez con el robo especialmente
peligroso cometido el 4 de febrero de 1985 frente a los Correos de
Bagsvaerd, Copenhague, resulta ajena a este procedimiento, ya que
ello importaría arrogarse la jurisdicción del tribunal competente para
juzgar al nombrado, apartándose del objeto propio de la extradición
(Fallos: 236:306, y sus citas).

5~) Que se ha constatado, además, la validez extrínseca de los
documentos presentados, así como la competencia de los tribunales
que los expidieron, y la naturaleza común del delito enrostrado~
que no se encuentra prescripto.

Por ello, y las consideraciones concordante s de las decisiones'
de primera y segunda instancia, y de conformidad con 10 dictami-
nado por el señor Procurador General, se confirma el fallo apelado
de fs. 198/200 vta. que hace lugar a la extradición de Víctor Rugo
Pérez Rodríguez solicitada por el Reino de Dinamarca.

JOSÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO

- CARLOS S. FAYT - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

- JORGE ANTONIO BACQUÉ.
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ROBERTO DE MATTRAEIS v. RECTOR JOSE LEONETTI

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones ita federales.
Interpretación de normas locales de procedimiento. Casos varios.

No cabr hacer lugar a 'los agravios vinculados con la determinaciÓn
del monto del litigio, pues la determinación de las cuestiones com-
prendidas en la litis y el alcance de las peticiones de las partes son
materia propia de. los jueces de. la causa y ajena al recurso extra-
ordinario.

DEPRECIACION MONETARIA: Honorarios.

Corresponde hacer lugar al agravio referido a que el a quo omitió
computar la desvalorización monetaria operada entre su pronuncia-
miento y el de 'primera instancia, ya que al apelar la demandada los
honorarios fijados a los letrados de la aetora, solicitó que aquéllos
fueran "reducidos a la mitad", lo que efectivamente hizo la Cámara,
pero a valores nominales. Ello es así, pues lo decidido no sólo pres-
cindió del arto 22 de la ley 21.839 sino que, además, al no computar
la depreciación monetaria operada durante el período en cuestión, no
se compadece con el fin de asegurar la adecuada contraprestación de
los servicios profesionales, lo que se encuentra resguardado por el
arto 17 de la Constitución Nacional.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Excesos u omisiones en el
pronunciamiento.

Es de"cil1ificable la regulación que se sustenta .en que en el caso "el
porcentaje a aplicar ... debe ser establecido prudencialmente", ya
que esta afirmación, al margen de ser arbitraria, excede de lo preten-
dido por' el propio apel~nte €.n su escrito de expresión de agravios,
quien se limitó a solicitar la reducción de los honorarios a la mitad.
En definitiva, dicho argumento no puede ser admitido en razón de
que los tribunales de alzada no piIeden exceder la jurisdicción que les
confieren los recursos concedidos para ante ellos, pues si prescinden
de esa limitación y resuelven cuestiones ajenas, se causa agravio a la
defensa 'en juicio y al derecho de propiedad.
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Buenos Aires, 5 de junio de 1986.

.Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Carlos .Wowe,
Alicia Mabel Repun y por la sucesión de Mario Repun en la causa
De Matthaeis, Roberto cjLeonetti, Héctor ~osé", para decidir sobre
su procedencia.

Considerando:

1<;» Que contra la resolución de la Sala A de la Cámara Nacio-
nal de Apelaciones en 16 Comercial, que redujo el monto de. los
honora~ios de los letrados de la parte actora, éstos interpusieron
el recurso extraordinario que, al ser denegado, dio origen a la pre-
sente queja.

2<;» Que los agravios vinculados con la determinación del mon-
to del litigio.-esto es, si la estimación de fs. 50, reiterada a fs. 62,
comprendió a la totalidad del valor del inmueble o sólo .se refirió
al 50 % indiviso- no pueden tener acogida, pues la determinación
<le las cuestiones comprendidas en la litis y el alcance de las peti-
ciones de .las partes son materia propia de los jueces de la causa
y ajena al recurso extraordinario (Fallos: 297:140; 301:449; 302:
175, entre otros), .sin que, en el caso, se advÍerta arbitrariedad en
lo decidido.

3<;» Que, en cambio, asiste razón a los recurrentes en cuanto sos-
tienen que el a qua omitió computar la desvalorización monetaria
operada entre su pronunciamiento y el de primera instancia. En
efecto, al apelar la demandada los honorarios fijados a los letrados
de la aetora, con sustento en la circunstancia referida en el consi-
derando anterior, solicitó que aquellos fueran "reducidos a la mi-
tad". (fs. 86), lo que efectivamente hizo la Cámara, pero a valores
nominales, según surge de comparar las cantidades allí estableci-
das con las fijadas en la instancia anterior (fs. 79 y 93).
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4'?) Que; en tales condiciones, la resolución apelada no consti-
tuyederivación razonada del derecho vigente con relación a las cir-
cunstancias de la causa, pues no sólo prescindió del arto 22 de la
ley 21.839 sino que, además, al no computar la depreciación mone-
taria operada durante el período en cuestión, no se compadece con
el fin de asegurar la adecuada contraprestación de los servicios pro-
fesionales, lo que se encuentra resguardado por el arto 17 de la Cons-
titución Nacional (Fallos: 298:519; 301:580; causa C.679-XX, "Cinti,
Aldo c/Larrere, E. y otro", sentencia del 11 de febrero de 1986).

S'?) Que, además, tampoco sustenta la decisión de la Cámara
su referencia a que en el caso "el porcentaje a aplicar ... debe ser
establecido prudencialmente", ya que esta afirmación, al margen
de ser arbitraria, excede -como señala el recurrente-. de lo pre-
tendido por el propio apelante en su escrito de expresión de agra-
vios, quien se limitó a solicitar la reducción de los honorarios a la
mitad. En definitiva, dicho argumento no puede ser admitido en
razón de que, como ha señalado este Tribunal en reiteradas opor-
tunidades, los tribunales de alzada no pueden exceder la jurisdic-
ci~n que les confieren los recursos concedidos para ante ellos, pues
si prescinden de esa limit~ción y resuelven cuestiones ajenas, se
causa agravio a la defensa en juicio y al derecho de propiedad (Fa-
llos: 297:521; 298:371; 300:708, 890; 301:104).

Por ello, se hace lugar a la queja, y se deja sin efecto la reso-
lución apelada con el alcance indicado. Costas por su orden. Vuel-
van los autos al tribunal de origen para que, por quien corresponda,
se dicte una nueva con arreglo al presente.

AUGUSTO CESAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - J9RGH

ANTONIO BACQUE.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Apartamiento de constancias
de la causa.

Si en el juicio de divorcio promovido por presentación conjunta, las
partes convinieron atribuir a la esposa, sin sometimiento a condi-
ción alguna, el inmueble de carácter ganancial que' había sido ad-
quirido por el marido. corresponde dejar sin efecto la resolución que
consideró que el actor pretendía modificar lo pactado sobre el in-
mueble en el convenio cuya homologación le otorgó autoridad de cosa
juzgada y consideró extemporánea ,l,apretensión sobre todas las cues-
tiones que se plantearon o debieron ser planteadas anteriormente.
Ello es así, pues con respecto a la atribución del inmueble, no se
convino que debiera quedar supeditada a su ocupación por la madre
con su hija. De' tal suerte, el convencimiento -toda vez que nada se
afirmó sobre la existencia de un vicio del consentimiento- no llegó a
constitnir una manifestación de voluntad aceptada por la otra parte (1).

PAM S. A. COMPAÑIAFINANCIERA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios, Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Apartamiento de constancias
.de la causa.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que revocó el fallo 'de la
instancia anterior en cuanto había admitido la verificación del cré-
dito d21 Banco Central de la República Argentina, en concepto de
cargos por exceso en las relaciones técnicas, impuestos a la fallida
en su carácter de entidad financiera privada, por entender que debía
revisarse la procedencia de tales cargos, habida cuenta de que no pu-
dieron cuestionarse en sede administrativa pues la resolución que ha-
bía declarado la liquidación de la entidad financiera no se había pro-
nunciado sobre ellos, y al atribuirles carácter sancionatorio, concluyó
que antes de su imposición era menester la realización de un sumario.
Ello es así, pues el fundamento de la sentencia relativo a la falta de

(1) 5 de junio.
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consentimiento por Ía .fállida de los cargos en cuestión, no se ajusta.
a las circunstancias comprobadas de la Causa, lo cual configura mo-
tivo de arbitrariedad suficiente, sin que obste a ello la reserva "para
las instancias futuras de liquidación todos los derechos y acciones pro-o
cedentes", por carecer de' .virtualidad para alterar el procediniiento. de.
impugnación reglado en la ley 21.526.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

El Banco Central de lá República Argentina impuso a la ahora.
fallida "cargos" por considerarla incursa en exceso en las relacio-
nes técnicas. vigentes (fs. 604, 605 del principal).

Decidida luego la cancelación de la autorización para funcio-
nar y, la liquidación de la empresa financiera (fs. 566/568 del prin-
cipal), la entidad bancaria ofidalsolicitó la verificación del crédito.
por dicho concepto, trámite que condujo al incidente de revisión.
de autos en el que pidió se dejara sin efecto la resolución denega-
toria anterior y. se admitiera su crédito por eso~ "cargos" basados
en excesos en la graduación de créditos, activos inmoviliza!ios y.
relación entre pasivos financieros y la responsabilidad patrimonial
(fs. 114 del principal).

A fs. 499/501 del principal (a cuya foliatura me referiré en
adelante), el magistrado actuante en primera ~nstancia hizo lugar
parcialme~te a la revisión pedida y verificó por la suma que al~f
estableció el crédito en concepto de "cargos".

Sostuvo en esa oportunidad, que la fallida no había opuesto-
oportunamente la cuestión referida. a la presunta inconstituciona-
lidad de las normas que autorizan a la entidad citada a aplicar.
cargos a las -entidades financieras, porque había consentido su.
liquidación.

Agregó en el IV considerando de su decisorio que, como con- .
secuencia de ello, no podía la fallida atacar los cargos en sí, ni
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tampoco la situación que había conducido a su liquidación y que,
por otra parte, esos cargos que no revestían carácter sancionato-
rio, habían sido impuestos confQrme a normas jurídicas vigentes.

Dijo, asimismo, que lo expuesto en el mencionado IV conside-,
randa lo era a fin de aclarar más acabadamente la improcedencia
de la pretensión de la fallida, por cuanto los fundamentos vertidos
en los considerandos anteriores bastaban para desestimar la im-
pugnación de la legitimidad de los cargos.

A fs. 519 "Pam, S.A. Cía. Financiera" apeló el fallo precitado.

La Sala B de la Cámara N:acional de Apelaciones en lo Comer~
cial se pronunció a fs. 636/638 y revocó el fallo del inferior.

Expresó el tribunal, en forma coincidente con el dictamen del
señor Fiscal de la Cámara, que no pudo mediar en sede adminis-
trativa apelación respecto de los cargos en sí porque la resolución
que había declarado la liquidación de la financiera no se había pro-
nunciado sobre aquéllos. De allí que al no haber sido consentidos,
podía revisarse su imposición. Puesto a ello, el a quo expresó que.
-revestían carácter sanciona torio y que, por esa circunstancia, su.
aplicación debía estar sujeta a un previo proceso contradictorio,.
lo que no había ocurrido en el caso.

Contra esta resolución, el Banco Central de la República Argen-
tina interpuso recurso extraordinario (fs. 645/657), cuya denega-
toria (fs. 683) originó la presentación directa ahora en examen.

En ella se expresa que en la sentencia se incurrió en arbitra-
riedad porque se omitió considerar elementos de hecho esenciales
para la solución del' pleito, violándose así lo dispuesto por los.
.arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional y que constituye, además,
cuestión federal la interpretación efectuada por el a quo en el sen-
tido de que los cargos constituyen sanciones que requieren para su
aplicación un sumarió previo con audiencia del interesado. Agrega
que la cuestión reviste interés institucional.
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Refiriéndose concretamente a la arbitrariedad alegada, ataca
el Banco Central la conclusión de la Cámara en el sentido de que
la resolución que dispuso liquidar la empresa financiera no se ha-
bía pronunciado respecto del tema de los cargos y que, en conse-
-cuencia, no hubo consentimiento respecto de ellos por parte de

la fallida.

En mi opinión, la protesta debe tener acogida favorable.

En efecto, la Resolución N? 95/78 (fs. 604 del principal) dictada
por el Banco Central impuso, a la fallida la exigencia de una refor-
mulación del plan de regularización y saneamiento que ésta había

- :propuesto por notas de fechas 2 y 6 de marzo de 1978.

Se ordenó allí, además, entre otros requisitos, que la empresa
financiera efectuara de inmediato una sustancial integración de
-capital a fin de cancelar las deudas que mantenía con el ente esta-
tal en concepto de cargos devengados pendientes de P(lgo.

Dicha' resolución fue comunicada por nota del 29 de marzo de
1978. Pocos días después, según nota del 11 de abril, el banco indicó,
en contestación al pedido de aclaraciones que le fue formulado por
la fallida respecto de la mencionada resolución, que el importe de
la integración de capital que esta última debía efectuar de inme-
.(liato, tenía que cubrir el monto de los cargos devengados pendien-
tes de pago originados por incumplimientos incurridos en la obser-
vancia de las relaciones técnicas vigentes, a determinar por la com-
pañía sobre la base de los elementos de juicio obrantes en su po-
der (fs. 261, 298 del principal).

El 13 de abril de 1978 (fs. 569/576) la ahora fallida presentó su
plan de regularizáción y saneamiento y recurso de reconsideración.

En esa presentación pidió que se dejase sin efecto la exigencia
de efectuar de inmediato una sustancial integración de capital para
cancelar las deudas por cargos devengados pendientes de pago.

El 17 de mayo del mismo año (fs. 566/568 del principal) se dic-
ió la Resolución 148/78, por la que se decidió la cancelación de la
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autorización para funcionar con el carácter de compañía financiera
acordada a la fallida y se dispuso su liquid~ción.

En los fundamentos de la medida se expresó, entre otras con-
sideraciones, que no correspondía admitir el pedido de la finan-
ciera de que se dejara sin efecto la exigenciade hacer de inmediato
efectivas las deudas que mantenía en concepto de cargos deven-
gados e impagos por excesos incurridos en algunas relaciones téc-
nicas a partir del 1<;>de febrero de 1978,atento lo establecido por
el arto 35 de la ley 2L526y disposiciones reglamentarias.

Se destacó, también, que la empresa financiera, con anterio-
ridad a esa fecha, había abonado cargos or-iginadospor desajustes
en materia de activos inmovilizados, sin cuestionarlos ni efectuar
reserva de derechos.

Luego de otras consideraciones,se manifestó que, en virtud de
las circunstancias expuestas. en los considerandos, resultaban de
aplicación las disposicionesde la ley de entidades financieras que
~acu1tanal Banco Central para decidir la liquidación de entidades.

El 8 de junio de 1978la fallida comunicó a la entidad oficial
que decidió no interponer contra la resolución antedicha el recurso
de apelación autorizado por el arto 46 de la ley 2L526,a pesar de
que manifestó su discrepancia con ella y con la tramitación seguida
por el Banco Central (fs. 577/578), a las' que tachó de ilegítima.
Afirmó asimismo que los accionistas de la financiera se reservaban
para las instancias futuras de liquidación de todos los derechos y
acciones procedentes.

De allí que el fallo atacado, contradiga constancias. del expe-
diente en materia que resulta de principal importancia para la dilu-
cidación del litigio, cuando expresa que no pudo mediar en se~e
administrativa apelación respecto de los cargos en sÍ, por cuanto
la resolución que declara la liquidación de la financiera no se pro-
nuncia sobre aquéllos, quedando de esa forma excluido el tema en
discusión del ámbito jurisdiccional administrativo y que,' sentado
ello, no había existido consentimiento por parte de la financiera
respecto de los cargos y de su determinación.
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Ello no se ajusta a lo que expresamente indica la resolución
N'? 148/78, de la que se desprende que el incumplimiento por parte
de la fallida de la exigencia de saldar las deudas que mantenía en
concepto de cargos devengados e impagos por excesos incurridos
en ciertas relaciones técnicas fue una de las circunstancias que la
autoridad financiera tomó en consideración para decidir la cancela-
ción de la autorización para funcionar y la liquidación de la fallida.

Es por eso que, a mi entender, la cuestión referida a la impo-
sición de los cargós había quedado consentida, aun cuando pudiere
admitirse que la empresa financiera discutiera en sede judicial los
montos de aquéllos.

Cabe tomar en consideración que la propia fallida reconoció a
fs" 133 que sus autoridades no apelaron la Resolución N'? 148 que
dispuso su liquidación.

Además, y a contr~rio de lo que parece sugerir la quejosa en
la manifestación que efectuó en esta presentación directa el 21 de
agosto de 1985, no me parece que la entidad oficial haya expresado
en la absolución de posiciones prestadas por oficio que los cargos
nunca habían sido consentidos.

Es que lo contestado en las respuestas a las POSIcIones sexta
y séptima se remite y vincula como allí se dice a las respuestas
brindadas a las posiciones tercera y cuarta (fs. 271/273) y en és-
tas el Banco Central contradice la postura de la financiera al ex-
presar que aquella Resolución había quedado consentida al no haber
recurrido la entidad afectada en los términos del arto 45 de la ley
21.526 y que la determinación del monto de los cargos se realizaba
de acuerdo. con el método establecido por las normas técnicas en

vigor.

Siendo así, considero que en el fallo atacado se ha incurrido en
arbitrariedad y que corresponde una nueva revisión del tema en el
ámbito jurisdiccional correspondiente. Ello conduce a que resulte
innecesario tratar los restantes agravios traidos por la quejosa.
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Por 10 expuesto, y con el alcance señalado, considero que debe
V.E. hacer lugar a esta presentación directa, dejar sin efecto el
fallo impugnado con el alcance que surge del presente dictamen y
ordenar se dicte uno nuevo con arreglo a derecho. Buenos Aires,
10 de octubre de 1985.Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 5 de junio de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el Banco
Central de la República Argentina en la causa PAM,S.A. Compañía
Financiera s/quiebra sjinc. de rev. arto 38, ley 19.551,promovido
por ei Banco Central de la República Argentina", para decidir so-
bre su procedencia.

Considerando:

1?) Que la Cámara. Nacional de Apelaciones en lo Comercial,
Sala B, revocó el fallo de la instancia anterior en cuanto había ad-
mitido la verificación del crédito del Banco Central de la República
Argentina, en concepto de cargos por exceso en las relaciones téc-
nicas, impuestos a la fallida en su carácter de entidad financiera
privada.

2?) Que para así resolver, el tribunal consideró que .correspon-
día revisar la procedencia de tales cargos, habida cuenta de que
no pudieron cuestionarse en sede administrativa, pues la resolu-
ción que había declarado la liquidación de la entidad financiera
no se había pronunciado sobre ellos, y al atribuirles carácter san-
cionatorio, concluyó que antes de su imposición era menester la
realización de un sumario.

3?) Que contra dicha sentencia, el Banco Central interpuso re.
curso extraordinario -cuya denegación dio lugar a esta queja-,
en el que tacha de arbitraria la decisión en cuanto se sustenta en
la inexistencia de pronunciamiento acerca de los cargos en la reso-
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lución administrativa, y además cuestiona lo afirmado en el sen-
tido de que constituyen sanciones que requieren un sumario pre-
vio con audiencia del interesado.

4'?) Que, en lo que al caso interesa, al serIe exigida por el Banco
Central una integración de capital para cancelar deudas por cargos
devengados pendientes de pago, la entidad financiera privada de.
dujo recurso de reconsideración en el que cuestionó ese reclamo.
Posteriormente, el Banco Central dispuso rechazar el pedido de que
se dejara sin efecto el requerimiento de efectivizar de inmediato
tales deudas, y por resolución N'? 148/78, revocó la autorización para
funcionar otorgada a la entidad (fs. 566/568, autos ppales.). Contra
dicho acto administrativo, no se interpuso recurso alguno, tal como
lo destacó expresamente la entidad financiera, sin perjuicio de re-
servar "para las instancias futuras de liquidación todos los dere-
chos y acciones procedentes" (nota del 8 de junio de 1978, fs. 577/

578, autos ppales.).

5'?) Que, en razón de lo expuesto, y por las consideraciones que
en igual sentido se formulan en el dictamen que antecede, cabe con.
cluir que el fundamento de la sentencia relativo a la falta de con.
sentimiento por la fallida de los cargos en cuestión, no se ajusta a
las circunstancias comprobadas de la causa, lo cual configura mo-
tivo de arbitrariedad suficiente para descalificar el pronunciamien-
to, sin que obste a ello la reserva antes señalada por carecer de vir-
tualidad para alterar el procedimiento de impugnación reglado en

la ley 21.526.

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por el señor Pro-
curador General, se hace lugar a la queja y se declara procedente
el recurso extraordinario. Déjase sin efecto la sentencia de fs. 636/
638 de los autos principales, con el alcance que surge de este pro-
nunciamiento, y vuelva la causa al tribunal de origen para que dicte

uno nuevo.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S.' FAYT

_ ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.
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EDUARDORODOLFO BRAVO y Omo

RECURSO DE QUEJA: Fundamentación.

901

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra el pro-
nunciamIento de la Cámara Nacional Electoral que declaró la validez
de los comicios del 3 de noviembre de 1985que habían sido objeto de
planteo de nulidad deducido por el Frente Justicialista de Liberación.
si el recurrente se limita a manifestar su discrepancia con la sen•.
tencia l'Ipelada y ¡;l. proponer una solución jurídica distinta, sin reba-
tir adecuadamente los argumentos en que aquélla se sustenta. En tales
condi,ciones, no cumple con el requisito de fundamentación suficiente
exigido por el arto 15 de la ley 48 y la doctrina de la Corte.

MEDIDAS DISCIPLINARIAS.

Es improcedente .la propuesta efectuada a la Corte por el recurrente
para la adopción de las medidas que estime convenientes para sancio-
nar la conducta del letrado apoderado de la parte contraria pues, se.
gún manifiesta, éste ha incurrido en una falta de ética profesional y
en una velada presión al órgano jurisdiccional al constituir domicilio
legal en una oficina de la Honorable Cámara de Diputados de la Nac\ón
y se ha expresado en los autos principales en términos que considera
injuriosos e inapropiados para dirigirse a los tribunales de justicia.
Ello es así pues la actuaci6n que lo motiva no fue cumplida ante los
estrados del Tribunal y no se observa que pueda constituir una notoria
irregularidad la sola constituci6n del domicilio en el lugar indicado,
atento a la íildole de la cuesti6n tratada y la naturaleza de los sujetos
intervinientes.

FALLODE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 5 de junio de 1986.

Vistos l<;>sautos: "Recurso de hecho deducido por el apoderado
. del Frente Justicialista de Liberación, Distrito de San' Luis, en la
causa Bravo, Eduardo Rodolfo y otro sjformulan protesta contra
escrutinio provisional (art.' 121 del C. Electoral Nac.)", para deci.
dir sobre su procedencia.
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Considerando:

'FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

1':') Que la Cámara Nacional Electoral confirmó, por el voto
de la mayoría de sus integrantes, la resolución 'de la Junta Electo-
ral Nacional, Distrito de San Luis, y declaró la validez de los comi-.
cios del 3 de noviembre de 1985 que habían sido objeto del planteo
de nulidad deducido por el Frente Justicialista de Liberación. Con-
tra ese pronunciamiento, el impugnante interpuso recurso extra-
ordinario que, denegado, dio origen a esta queja.

2':') Que para decidir como 10 hizo, el a qua tuvo en Ctienta
una triple clasificación de las observaciones: en primer lugar, las
referentes a aquellas mesas donde no existen votantes agregados
sin derecho; a continuación, las otras. con. hasta cuatro agregados
aparentemente sin derecho, supuesto en el que, al igual que el ante-
rior, desestima el reclamo deducido, aunque en este caso con fun-
damento en su propia jurisprudencia; y finalmente aquéllas en las
que se superó ese tope, respecto de las cuales también juzga im-
procedente el planteo de nulidad por no haber existido impugna-
ción por parte de los fiscales, ni aun por los del partido político
recurrente, como era su misión hacerlo, toda vez que a consecuen-
cia de ello debe forzosamente interpretarse que se consideró legí-
tima la inclusión de esos ciudadanos.

Destaca asimismo la Cámara, que el resultado del escrutmlO
cuya revisión se pretende arrojó diferencias tan abultadas en favor
de los ganadores, que aquél no sufriría alteración ni aun para el
caso de que no se computasen los ciudadanos agregados, por lo
que concluye que aun en este último supuesto, es decir, el de las
meses con más de cuatro ciudadanos agregados, corresponde el
rechazo de la acción, pues no es procedente la declaración de nuli-
dad en el solo interés de la ley.

Finalmente, el tribunal señala que las diferencias que había,
en algunas mesas entre el número de sobres y el de votantes con-
signados en las actas no es motivo de invalidez, dado que aqué-
llas responden al' error material en que incurrieron las respectivas
autoridades al asentar el total de inscriptos en lugar del total de
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electores que en cada caso sufragaron, circunstancia que, por ser
ajena a la hipótesis prevista en el arto 114, inc. 39, del Código Elec-
toral Nacional, excluye su aplicación.

39) Que, contra las consideraciones que llevaron a la mayoría
de la Cámara Nacional Electoral a pronunciarse del modo en que
lo hizo respecto de la cuestión de fondo, el recurrente aduce que
se han violado los arts. 86, 87 Y concordantes del Código Nacional
Electoral, por haberse agregado votantes al padrón sin aclarar en
qué carácter emitían el sufragio y estar comprobada la existencia
de diferencias entre la cantidad de sobres utilizados y el número
de sufragantes.

Asimismo, califica de políticos y no jurídicos los argumentos
del fallo atacado en cuanto atribuye a los fiscales "una intervención
y atribuciones por encima de la propia ley ... ", y finaliza reiteran-
do las consideraciones del presidente del tribunal a qua que votó
en disidencia y se pronunció en favor del acogimiento parcial de
las impugnaciones formuladas.

49) Que el recurrente se limita a manifestar su discrepancia con
la sentencia apelada y a proponer una solución jurídica distinta,
sin rebatir adecuadamente los argumentos en que aquélla se sus-
tenta. En tales condiciones, no cumple con el requisito de funda-
mentación suficiente exigido por el arto 15 de la ley 48, y.la doc-
trina de esta Corte (Fallos: 288:453; 291:88; 292:360 y 373; causas:
O.170-XX, "Obstein de Rey, Sara e/Instituto Municipal de Obra Sq-
cial"; S.43-XX, "Scaletta, Humberto Ezio", del 19 de setiembre y
del 19 de febrero de 1985, respectivamente).

59) Que, por otra parte, propone a consideración de esta Corte
la adopción de las medidas que estime co"nvenientes para sancionar
la conducta del letrado apoderado de la parte contraria pues, se-
gún manifiesta, éste ha incurrido en una falta de ética profesional
y en una velada presión al órgano jurisdiccional al constituir domi-
cilio. legal el) una oficina de la Honorable Cámara de Diputados
de la Nación y se ha expresado en los autos principales en términos
que transcribe, que considera injuriosos e inapropiado s para diri-
girse a los tribunales de justicia.
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Este pedido es improcedente, habida cuenta de que la actua-
ción que lo motiva no fue cumplida ante los estrados del Tribunal.
Por lo demás, no se observa que pueda constituir notori~ irregula-
ridad -como pretende el recUrrente- la sola constitución del do-
micilio en el lugar indicado, atento a la índole de la cuestión tra-
tada y la naturaleza de los sujetos intervinientes.

Por ello, se desestima la queja.

AUGUSTO CJ~SAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- JORGE ANTONIO BACQUÉ.

HECTOR GUILLERMO IGOLNIKOV y OTROS'

CONSTITUCION NACIONAL:. Derechos y .garantías. Defensa en juicio Proce.
dimiento y sentencia.

Corresponde dejar sin efecto la decisión que -fundada en argumenta ..
ciones extrañas a la situación planteada- no hizo lugar a la. nulidad'
articulada por la defensa del condenado -a raíz de no habérsele no-
tificado debida'mente las oportunidades para expresar agravios, ofrecer'
prueba o presentar memorial en segunda instancia-o Ello es así, pues la
falta d~ una adecuada notificación de las distíntas etapas fundamentales
del procedimiento de segunda instancia ha impedido a la defensa. ejercer'
su ministerio con la amplitud que exige el debido proceso, que de ese-
modo se vio privada de plantear cuestiones que pudieron resultar con-
ducentes a la solución del juicio (1).

(1) 12 de junio.
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SINDICATO DE OBREROS y EMPLEADOS DE LA EDUCACION y LA
MINORIDAD (S.O.E.M.E.) v. PROVINCIA DE JUJUY

APORTES.

90S.

Corresponde rechazar la demanda deducida por el .Sindicato de Obreros.
y Empleados de la EducaCión y la Minoridad iniciada contra la Pro-
vincia de Jujuy tendiente al cobro de la suma correspondiente a cuo-
tas sociales no retenidas, si la actora no ha acreditado el cumplimie¡;lto.
de los requisitos exigidos en el decreto 385/77 y en el arto '28 del decreto.
640/80 -reglamentarios de los arts. 41 de la ley 20.615 y 47 de la ley
22.105- para que surja la obligación de retener las cuotas sindicales
por pa.•.te del empleador: Ello es así, pues la ley 21".809 Y sus dispo-
siciones complementarias no impusieron a las. provincias el deber. de.
actuar :'lutomáticamente como agentes de retención de las contribucio.
nes reclamadas, a diferencia de 10 que se declaró exprc::samente en el'.
arto 7 de esa ley con relación a otras cuesti0:Iles similares (1).

VIX S.A.C.I.F.I. v. LAS PIEI;>RASS. A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestio-
nes federales simples. Interpretación de otras normas y actos federales.

Con arreglo a lo previsto por el arto 14 de la ley '48, siempre que esté.
en tela de juicio la interpretación de sentencias de la Corte Suprema
en las que el recurrente funde el derecho que estime asistirle; se con..
figura una hipótesis que torna viable el recurso extraordinario, siem-
pre que medie un desconocimiento, en lo que es esencial, de lo dispues.
to por el Tribunai. Ello no ocurre en el caso er¡.que .la Corte habilító.
al a qua para analizar si resultaba' o no aplicable al caso la "teoría,
de la imprevisión", por lo que carece de sustento el agravio del ape-
lante que pretende demostrar que la Cámara, al no considerar reunidos
en la especie ios presupuestos básicos de aplicación del arto 1198 del'
Código Civil, se apartó de lo resuelto por el pronunciamiento referido ..

(1) 12 de junio. "Sindicato de Obreros y Empleados de la Educación y
la Minoridad (S.O.E.M.E.) e/Corrientes, Prov. de, s/cobro de pe-o
sos", del 31 de agosto de 1982.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 12 de junio de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la deman-
dada en la causa:VIX S.A.C.I.F.I. c/Las Piedras, S.A.", para decidir
sobre su procedencia.

Considerando:

1?) Que contra el pronunciamiento de la Sala B de la Cámara
Nacional de Apelaciones en lo Civil, que confirmó el de primera
instancia en cuanto había hecho lugar a la consignación y lo re-
vocó en lo atinente a la reconvención por reajuste del saldo de
precio -todo ello a raíz de que esta Corte había dejado sin efecto
la sentencia dictada con anterioridad por la Sala A de la misma
Cámara-, el demandado dedujo el recurso extraordinario cuya de-
negación motiva esta presentación directa.

2?) Que los agravios del apelante suscitan cuestiÓn federal bas-
tante para su examen en la vía intentada, pues con arreglo a lo pre-
visto por el art. 14 de la ley 48, siempre que esté en tela de juicio
la interpretación de sentencias de esta Corte, en las que el recu-
rrente funde el derecho que estime asistirle, se configura una hipó-
tesis que torna viable el recurso extraordinario. Si bien es indis-
pensable para su viabilidad que medie un desconocimiento, en lo
que es esencial, de lo dispuesto por el Tribunal (causas: M.159-XX,
"Márquez, Néstor José c/López, Arturo"; E.8-XX, "Elorza, Julio Cé-
sar c/Banco de la Nación Argentina"; H.141-XIX, "Hernández, En-
rique. e/Empresa Rojas S.A.C. y otra" y P.31-XX, "Paz, Daniel Nico-
lás s/pensión", falladas el 13 y el 20 de diciembre de 1984, y 19 de
febrero y 7 de noviembre de 1985, respectivamente).

3?) Que, al anular el anterior fallo de la alzada, este Tribunal
señalÓ que "si efectivamente el motivo determinante del reajuste
,era un acontecimiento extraordinario e imprevisible, posterior a la
fecha de escrituración -el a quo-, debió precisar ese aconteci-
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miento, la época en que se produjo y su incidencia sobre el cré-
dito", de lo que sólo cabe inferir que tal directiva habilitó al a quo
para analizar si resultaba o no aplicable al caso la "teoría de la
imprevisión" .

49) Que, por ser ello así, carece de sustento el agravio del
apelante que pretende demostrar que la Cámara, al no considerar
reunidos en la especie los presupuestos básicos de aplicación del
arto 1198 del Código Civil, se apartó de lo resuelto por el pronun-
ciamiento referido; conclusión particularmente válida si se consi-
deran los antecedentes que ponderó el Tribunal, a los que se suma
una situación que se sustenta en argumentos fácticos y jurídicos
suficientes para dar base jurídica a sus conclusiones y excluir la
tacha de arbitrariedad invocada.

59) Que, por otra parte, no se aprecian defectos de razona-
miento o de fundamentación al resolver el problema del reajuste
por depreciación monetaria, ya que et' criterio empleado por la Cá-
mara para concluir que no se acreditó la existencia del "aconte-
cimiento extraordinario e imprevisible" -posterior a la fecha de
la escritura- no suscita los reparos que se le formulan ni que-
branta las reglas de la lógica al considerar el tema.

69) Que, por otro lado, no se advierte que al decidir sobre la
imposición de las costas y la base regulatoria, la alzada se haya
apartado de las constancias de la causa y haya avanzado sobre cues-
tiones firmes o consentidas, habida cuenta de que la caída del tema
principal reabría su competencia para decidir la suerte que habrán
de correr los accesorios. Dada la diversa índole de las normas que
rigen la materia de fondo y los honorarios profesionales, no se
aprecia tampoco la auto contradicción que se aduce.

79) Que, por último, las objeciones relativas a las afirmaciones
dogmáticas en que incurrió el a quo, si bien es cierto que pueden
ofrecer dudas por carecer del debido apoyo legal, lo antes expuesto
determina que no tienen incidencia alguna en el resultado final del
pleito.
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Por ello, se hace lugar al recurso extraordinario interpuesto
y se confirma la sentencia.

JosÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT.

MONICA DE BRAHSBOURGH DE GARAY v. RICARDO HORACIO GARAY

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos. en la fundamentación
normativa.

Es descaIificable el pronunciamiento que denegó el pedido de los le-
trados tendiente a obtener la reducción del embargo sobre el retiro del
demandado, con el objeto de cobrar sus honorarios. Ello 'es así, pues
la alzada -a pesar de reconocer la. existencia de una cuestión de pri.
vilegio- descartó la aplicación del mejor dere~ho invocado por los
abogados sobre la base de que obstaba al progreso de esa pretensión
el carácter inalienable del crédito alimentario, y dicho fundamento no
constit'.lye razón plausible para obviar la aplicación. de la norma que
rige la cuestión planteada, ya que tal conclusión surge de la mera con-
frontación de los derechos de la actora a la integridad de los alimentos
y al privilegio reconocido a los gastos de justicia hechos en el interés
de los créditos que determinaron el pleito (art. 3900del Código Civil),
privilegio que la ley ha establecido expresar.!\::11Lt:y que no presenta
graves dificultades de comprensión ni autoriza una interpretación que lo
desconozca o juzgue sobre su posible injusticia o desacierto (1).

(1) 12 de junio.
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DORANOELI FERNANDEZ DE LOPEZ y OTROV. ASOCIACIONCIVIL
CLUB ATLETICO ALL BOYS

RECURSO EXFRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sen-
tencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Valoración de circunstancias de he.
oChoy prueba.

Es descalificable la sentencia que deClaró la inexistencia de responsabi-
li~ad en los términos de. los arts. 1113y 512del Código Civil, ya que aun
cuando la omisión de denunciar la existencia de enfermedad -el cau-
sante padecía de epilepsia y tomaba un potente anticonVulsivo- pudiera
. incidir en menoscabo de los derechos a un pleno resarcimiento, ya que
de alguna manera podría implicar la necesidad de alertar a las autori-
dades del club sobre un eventual peligro derivado de esa causa, tal cir-
cunstancia no parece decisiva para eximir de responsabilidad a quienes
tenían a su cargo el deber de vigilancia y seguridad de los b~ñistas. Ello
es así, pues no resulta apropiado el razonamiento de la alzada de hacer
recaer toda la culpa sobre la víctima, ya que la sola circunstancia de
qúe 6;ta' tuviera un buen estado de salud aparente, en manera alguna
cubría todas las hipótesis de riesgos posibles a que se ve sometido un
bañista, máxime si no se ha precisado el alcance de la labor del .guar-
davidas ni si una soia persona en esa tarea podía razonablemente abar-
car el cuidado de varias piletas al mismo tiempo, a lo que cabe agregar
que el único bañero se habría retirado de la pileta con anterioridad al
cierre del horario de habilitación. .

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas y actos comunes.

Los agravios dirigidos contra la sentencia que rechazÓ la demanda de
daños y perjuicios resultan ineficaces para habilitar la vía intentada,
pues remiten .al examen de cuestiones de hecho y de derecho común,
materia propia de los jueces de la causa y ajena -como regla y por 'su
naturaleza- al remedio del arto 14 de la ley 48 (Disidencia de los Dres.
Augusto César Belluscio y Enrique Santiago Petracchi).
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 12 de junio de 1986.

1

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en
la causa Fernández de López, Dora Noelí y otro clAsociación Civil
Club Atlético All Boys", para decidir su procedencia.

Considerando:

1':') Que contra el pronunciamiento de la Sala G de la Cámara
Nacional de Apelaciones en lo Civil, que revocó la sentencia de
primera instancia que había hecho lugar. a la demanda de indem-
nización de daños y perjuicios, la actora dedujo el recurso extra-
ordinario cuya denegación origina la presente queja.

2':') Que los agravios de la apelante suscitan cuestión federal
bastante para su tratamiento en la vía intentada, pues aunque se
refieren a. cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas
-como regla y por su naturaleza- al remedio del arto 14 de la
ley 48, tal circunstancia no impide la apertura del recurso cuando
-como en el caso-'- la decisión coriq.uce a la frustración de las
garantías constitucionales invocadas.

3':') Que, al respecto, interesa señalar que el a qua acepta que
el causante padecía de epilepsia y que tomaba un potente anti.
convulsivo, por lo que estima que el trágico episodio fue conse.
cuencia de la afección neurológica que le provocó la pérdida de
conocimiento y la muerte por asfixia, ya que cualquier cuadro de
tal naturaleza podría llegar a ese estado con las ulterioridades que
se derivan después del desmayo.

4':') Que la alzada sostuvo también que al encargado de segu-
ridad pudo pasarle inadvertida esta situación, "pues era compren-
sible que prestara mayor dedicación a los menores existentes en
esa o en las otras dos piletas, sin que le llamara la atención que
un mayor que presentaba buen estado muscular y óseo se sumer-
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giera sin ofrecer resistencia, en lo que podría aparecer como una
forma de buceo voluntario, que es tan habitual entre los banistas".

5'?) Que, por ello, la Cámara concluye que el "no haber anoti-
ciado al club ni al cuidador a cargo del natatorio de la posibilidad
de sufrir el desvanecimiento implica haber introducido subrepti-
ciamente un riesgo superior al normal, que impide atribuir respon-
sabilidad a la demandada, que se vio impedida de tomar las pre-
visiones necesarias para cubrirlo", todo lo cual provoca la inexis-
tencia de responsabilidad en los términos de los arts. 1113 y 512
del Código Civil.

6'?) Que aun cuando la omlSlOn de denunciar la existencia de
enfermedad pudiera incidir en menoscabo de los derechos a un
pleno resarcimiento, ya que de alguna manera podría implicar la
necesidad de alertar a las autoridades del club sobre un eventual
peligro derivado de esa causa, tal circunstancia no parece decisiva
para eximir de responsabilidad a quienes tenían a su cargo el deber
de vigilancia y seguridad de los bañistas.

7'?) Que, en efecto, el tribunal no ha precisado el alcance de
la labor del guardavidas ni si una sola persona en esa tarea podía
razonablemente abarcar el cuidado de varias piletas al mismo tiem-
po, como así tampoco ha tomado en consideración que la mayor
dedicación que -según acepta- habría exigido el cuidado de los
menores' a que se refiere, hubiera podido incidir -a su vez- r en
menoscabo de la seguridad de los mayores por la cual igualmente
se debía velar.

8'?) Que, por ello, no resulta apropiado el razonamiento de la
alzada de hacer recaer toda hl culpa sobre la víctima, ya que la
sola circunstancia de que ésta tuviera un buen estado de salud
aparente, en manera alguna cubría todas las hipótesis de riesgos
posibles a que se ve sometido un bañista; conclusión particular-
mente válida con referencia al caso de autos si se pondera que,
amén de lo expresado anteriormente, el único bañero se habría
retirado de la pileta con anterioridad al cierre del horario de habi-
litación.
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9?) Que, frentt: a tales argumentos, y aunque se aceptara como
causa verosímil de la asfixia sufrida por el occiso el desmayo deri-
vado de su padecimiento neurológico, corresponde invalidar la de-
cisión en recurso a fin de que, valorando los antecedentes men-
donados, el tribunal se expida sobre procedencia de admitir una
culpabilidad concurrente, ya sea con referencia al bañero y al club
en los términos legales pertinentes, o en su caso, directamente con
relación a este último, por no haber puesto la vigilancia que las
drcunstancias exigían para una adecuada seguridad de los socios.

10) Que, en tales condiciones, y dado que no se observa un
claro apartamiento de los términos de la litis, con el alcance indi-
cado en los considerandos precedentes procede abrir el recurso
intentado, pues en esa medida se aprecia una clara lesión al dere-
cho de defensa en juicio (art. 15, ley 48).

Por ello, se declara proce~ente el recurso extraordinario y se
deja sin efecto la sentencia' con el alcance indicado. Con costas.
Vuelvan los autos al tribuna,l de origen a fin de que, por medio
de quien corresponda, proceda a dictar nuevo fallo .con arreglo a
lo expuesto.

JOSÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO

(en disidencia) - CARLOS S. FAYT - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI (en disidencia) ~ JORGE

ANTONIO BACQUÉ •

. DISIDENCIA DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO y DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

Considerando:

1?) Que contra el pronunciamiento de la Sala G de la Cámara
Nacional de Apelaciones en lo Civil, que revocó la sentencia de pri"
mera instancia que había hecho lugar a la demanda de indemniza-
ción de daños y perjuicios, la actora dedujo el recurso extraordi-
nario cuya denegación origina la presente queja.
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2?) Que los agravios del apelante resultan ineficaces para habi-
litar la vía intentada, pues remiten al examen de cuestiones de hecho
y de derecho común, materia propia de los jueces de la causa y
ajena -como regla y por su naturaleza- al remedio del arto 14
de la ley 48..

3?) Que, por otra parte, el tribunal ha dado fundamentos fác-
ticos y jurídicos suficientes para sustentar sus conclusiones y ex-
cluir la tacha de arbitrariedad invocada, sin .que corresponda a
esta Corte abrir una nueva instancia ordinaria para revisar cues-
tiones que son ajenas al recurso planteado, aun cuando la solución
dada .sea opinable.

4?) Que, por lo demás, no se advierte un claro apartamiento
de los. términos en que se trabó la relación procesal ni de las cons-
tancias probatorias allegadas al juicio, y las divergencias de la recu-
rrente con el alcance asignado por el a qua a los distintos elemen- '
tos que pondera, no resultan amparados por la vía elegida que,
según conocida jurisprudencia del Tribunal, no tiene por objeto
sustituir a los magistrados ordinario~ en la solución de las cues-
tiones que les son privativas.

5?) Que, en tales condiciones, las garantías constitucionales que
se dicen vulneradas no guardan nexo directo e inmediato con lo
resuelto, según lo exige el arto 15 de la ley 48, por 10 que corres-
ponde el rechazo de esta presentación directa sin más trámite.

Por ello, se desestima la queja.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI.
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RUBEN FRANCISCO PEREA

JUBILACION DE EMPLEADOS MUNICIPALES.

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia
que confirmó el decretó municipal que había denegado la jubilación
especial de la ordenanza 29.531, en virtud de no estar incluido en sus
disposiciones el cargo desempeñado por el solicitante. Ello es así, pues
las jubilaciones se rigen por la ley vigente a la fech,a de cesación en
el servicio, y el recurrente no acreditó que durante la vigencia de la
ordenanza 30.296 -que equiparó el cargo por él desempeñado -Director
General de Secretaría- al de Secretario del Departamento Ejecutivo
y posibilitó con ello el acceso' al beneficio de la ordenanza 29.531-'- con-
tara con la antigüedad requerida, por lo que no resulta irrazonable ni
carente de fundamentos la menci,onada decisión en virtud de que -al
cese de los serviclOs- ya no regía aquella norma equiparatoria (1) .

JUBILACION y PENSION.

Si bien en materia. previsional' no debe llegarse al desconocimiento de
derechos sino con extrema cautela, ello' es' posible en los regímenes
generales, pero no debe aplicarse idéntico criterio cuando se trata de
interpretar disposiciones que otorgan beneficios especiales, en los cua-
les para acordarlos es necesario examinar sus requisitos de modo estric-
to y riguroso por obvias razones de justicia (2),

RODOLFO LARROSA v. EMACO S. A. C. I. E I.

RECURSO EXTRAORDINARIÓ: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia' del recurso. Falta de fundamentación su-
ficiente.

Es condición de valipez de los fallos judiciales que ellos sean fundados
y constituyan derivación razonada del derecho vigente, con aplicación
a las circunstancias comprobadas de la causa. Por ello, careciendo la

(1) 12 de junio.
(2) Fallos: 300: 236; 306: 211.
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sentencia de la fundamentación mínima que la valide como acto judicial
o incurriendo en errores de gravedad que la descalifiquen como tal,
debe ser declarada arbitraria, pues en ambos supuestos se encuentra
desprovista de la fundamentación que es recaudo de su validez y que
tiene base constitucional (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Contradicción.

Corresponde descalificar la sentencia que hizo lugar a la demanda por
cobro de la indemdzación derivada de un accidente laboral si la exis-
tencia de una contradición explícita respecto a la fecha en que éste se
produjo, importa un error inadmisible del fallo impugnado que tuvo
por acreditad:> -a través de la confesión ficta de la demandada- que .
el accidente aconteció en determinada fecha, sin advertir que el. actor
no se ~ncontraba aún en relación de dependencia con la empleadora.

FRANCISCOMAZZINI

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Resolución contraria.

Si en reiación con la pretendida incostitucionalidad del art. 53 de la
ley 18.037el sentenciante se ha pronunciado implícitamente en forma
adversa sobre la impugnación, ello habilita la procedencia del remedio
federal intentado (2).

JUBILACION y PENSION.

Si el cuadro comparativo que informa sobre la remuneración que hubie-
ra perci!:lÍdo el titular de haber continuado en actividad durante el
período cuestionado y lo que habría percibido por igual lapso si su
haber jubilatorio no hubiera estado limitado por los "topes" de la ley
18.037-t.O. 1976-, muestra que en diversas mensualidades surgen dife-
rencias que exceden largamente el 20%, es lícito admitir que se halla
acreditada la circunstancia fáctica condicionante, para estimar la re.
ducción confiscatoria o irrazonablemente desproporcionada (3).

(1) 17 de junio. Fallos:. 302:264; "Caracciolo, Atilio e/Ferrocarriles Ar-
gentinos", 31 de mayo de 1984.
(2) 17 de junio. Fallos: 257:65; 263:529; 303:651.
(3) Fallos: 295:674.
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JUBILACION y PENSION.

La jubilación constituye una consecuencia de la remuneración que per-
cibía el beneficiario como contraprestación de su actividad laboral una
vez cesada ésta y como débito de la comunidad por dicho servicio,
razón por la cual el principio básico que se privilegia 'es' el de la nece- .
saria proporcionalidad entre el haber de pasividad 'y el de actividad (1) .

FRANCISCO SENOSIAIN v. CITl:W:tm ARGENTINA S. A.
! I
RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interp.osición del recurso.
Término.

El plazo para dedudr la apelación del arto 14 de la ley 48 es peren~orio
y no se interrumpe por la presentación de recursos declarados impro-
cedentes por razones formales (2).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Excesos u omi,siones. en el pro-
.nur¡ciamiento.

No constituye der.tvación razonada del derecho vigente con relación a
las circunstancias del caso la decisión que, so pretexto de corregir un
error material.. introdujo una cuestión que ya había sido resuelta de
manera distinta y que se encontraba firme -computó sobre cantidades
en juego la actualización monetaria en forma distinta 'a la fijada en la
primitiva sentencia-, por lo que el a quo no sólo excedió las facultades
que le otorgaba el arto 104de la ley 18.345-en tanto permite corregir en
cualquier estado del juicio errores al itméticos o de nombres-, sino que
además, desconoció los derechos reconocidos por una sentencia pasada
en autoridad .de cosa juzgada, los que se encuentran incorporados al
patrimonio del afectado y protegidos por el arto 17 de la Constitución
N:aciomtl,de modo que no podía ser privado de ellos sin que se viole el
mencionado precepto constitucjonal (3).

(1) Fallos: 279:389;293:26; 294:84; 300:84; 305:2126;
(2) 17 de junio. Fallos: 276:303; 284:334.
(3) Fallos: 184:137; 209:303; 243:465~297:344; 302:315.
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CtA. AZUCARERA TUCUMANA v. NACION ARGENTINA'

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Generalidades.

917

Para la procedencia del recurso ordinario de apelación en tercera ins-
tancia, p.n causa en que la Nación directa' o indirectamente revista el
carácter de parte, resulta necesario demostrar que el "valor disputado
en último término,", o sea aquél por el que se pretende la modificación
de la condena o "mopto del agravio", exceda el mínimo legal a la fecha
de su interposición.

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: ,Tercera instancia. Generalidades.

Si bien de la norma contenida en el' arto 244 del Código Procesal Civil
y Comercial de la Nación -después de la. reforma introducida por la
ley 22.434- resulta que la fundamentáción del recurso de apelación'
contra las regulaciones de honorarios es facultativa, tal circunstancia no
exime al apelante de la carga de justificar, en oportunidad de su inter-
posición, el cumplimiento del citado recaudó, lo que no ocurre en el
caso en que quien intentó el recurso ordinario se ha limitado a señalar
que las regulaciones son "elevadas" y ha ,omitido toda referencia a la
sustancia económica discutida, la que se hallaría representada por la
diferencia entre las sumas reguladas y las menores pretendidas, porque
tal sería el valor disputado en último término.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 17 de junio de 1986.

Vistos los autos: "Cía. Azucarera Tucumana e/Estado Nacional
s/incidente de nulidad solicitado por síndico".

Considerando:

1~)Que contra las resoluciones (fs. 271 y fs. 276)de la Sala III
de la Cámara,Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Fe-
deral, por' las que se procedió a establecer los honorarios. del sín.
dico y su letrado patrocinante por, la intervención en el presente
incidente, la sociedad fallida interpuso los recursos ordinarios que
fueron concedidos a fs. 279 y fs. 282.
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..

2?) Que, según conocida jurisprudencia de esta Corte, para la
procedencia del recurso ordinario de apelación en tercera instan-
cia, en causa en que la Nación directa o indirectamente revista el
carácter de parte, resulta necesario demostrar que el "valor dispu-
tadoen último término", o sea aquél por el que se pretende la
modificación de la condena o "monto del agravio", exceda el mí-
nimo legal a la fecha de su interposición (Fallos: 245:46; 246:303;
297:393; 302:502; entre otros) .

3?) Que si bien de la norma contenida en el arto 244 del Código
Procesal Civil y Comercial de la Nación -después de la. reforma
introducida por la ley 22.434- resulta que la fundamentación del
recurso de apelación contra las regulaciones de honorarios es fa-
cultativa, tal circunstancia no exime al apelante de la carga de jus-
tificar, en oportunidad de su interposición, el cumplimiento del cita.
do recaudo, lo que no se ha verificado en el sub lite. En efecto, el
recurrente se ha limitado a señalar que las regulaciones son "ele-
vadas" y ha omitido toda referencia a la sustancia económica dis-
cutida, la que se hallaría representada por la diferencia entre las
sumas reguladas y las menores pretendidas, porque tal sería el va-
lor disputado en último término (H.115.XIX. "Hilanderías Olmos
S.A. s/intervención órgano judicial - incidente regulación de hono.
rarios de veedores", del 28 de junio de 1984; M.299.XX. "Menem,
Carlos Saúl c/Estado Nacional s/ordinario", del 3 de septiembre
de 1985, entre otros).

4?) Que, en tales condiciones, y ante la falencia apuntada, co-
rresponde declarar improcedentes las apelaciones respectivas, dada.s
las amplias facultades de que goza este Tribunal como juez del
recurso.

Por ello se declaran mal concedidos los recursos ordinarios
deducidos a fs. 278 y fs. 281.

AU(iUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS' S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.
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HECTOR OSCAR DEL BLANCO

IMPUESTO: Pril'icipios generales.
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En virtud de que los anticipos reconocen como base de cálculo el
monto de impuesto debido por el período fiscal inmediato anterior, y
teniendo en cuenta que el contribuyente es responsable por la exactitud
de los datos que debe contener la declaración jurada original (art. 21
de la ley 11.683 t. o.), cabe atribuirle las consecuencias que derivan del
ingreso de anticipes por un monto menor al que correspondía aún
cuando haya mod;ficado a aquélla, pues la presentación de declara-
ciones juradas rectificativas no lo releva de tal responsabilidad (art. 21
de la ley citada) (1).

IMPUESTO: Principios generales.

Tratándose los anticipos de obligaciones de cumplimiento independien-
te, con individualidad y fechas de vencimiento propias, su falta de pago
en término da lugar a la aplicación' de intereses resarcitorios, aún en el
supuesto de que el gravamen adeudado, de acuerdo a la liquidación final
del ejercicio, fuere menor que las cantidades anticipadas o que debieron
anticiparse (2) .

IMPUESTO: Principios generales.

La actualización monetaria de los anticipos no ingresados en término
en la proporción debida, resulta procedente, sólo en la medida en que
se registre en el ejercicio al que correspondan, saldo de impuesto a
favor de la Dirección General Impositiva susceptible de cancelarse con
los mencionados pagos a cuenta (3).

(1) 17 de junio.
(2) Fa110s: 303: 1496 y 1500.
(3) Fallos: 302: 504; 303: 1496.
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LA FIRMA BAYOL y CtA. V. EDUARDOORLANDOGARCIA

RECVRSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestio-
nes federales simples. Interpretación de las leyes federales.

Siempre que. esté en tela de juicio la inteligencia de un pronunciamiento
del Tribunal en que el recurrente funda el derecho que estima asistirle,
se configura una hipótesis que hace formalmente viable el recurso extra-
ordinario, pero la procedencia sustancial de dicha apelación está con-
dicionada a que la resolución impugtÍada, consagre un inequívoco apar-
tamiento de lo dispuesto por la Corte. Esto no ocurre respecto de la
decisión del Tribunal que dejó sin efecto la sentencia de alzada en lo
atinente a la condena en costas, pues el a qua hizo mérito -en esta
oporti.m;dad~ del vencimiento total del actor en la pretensión por él
.incoada y puso a su cargo los gastos causídicos, ~in que su distribución
en el orden causado en punto a la reconvención deducida y, a la luz del
progreso parcial de la defensa de prescripción de la actora, ponga de
manifiesto un desvío de lo resuelto por la Corte o la existencia de vicios
graves de fundamentación fáctica o normativa que puedan merecer am-
paro p.nla doctrina de la arbitrariedad (1).

PIDILO S.A.C.I.F. y E. v. NACION ARGF,NTINA (ADMINISTRACION
NACIONAL DE ADUANAS)

ADUANA: Infracciones. Manifestación inexacta.

Corresponde confirmar el pronunciamiento que -en virtud del princi-
pio de aplicación de la ley penal más benigna contenido en el arto 899
del Código Aduanero- revocó la multa aplicada a la firma actora con
sustento en lo dispuesto por el art.l71, párrafo 2~, inc. c), de la Ley
de Aduana. Ello e<;;así, pues la comparación entre los textos sucesiva-
mente vigentes -el citado arto 171 y el arto 954, inc. c), del Código
. Aduanero- y la circunstancia de que en el régimen penal bajo el cual se
sancionó a la infractora no se requiriera sino la inexactitud de la de-
claración con respecto a la calil;lad. especie o naturaleza de la merca-
dería involucrada, llevan a desestimar la pretensión de que dicha con-

(1)' 17 de junio. Fallos: 189:205; 233:32; 245:533; 253:118; 266:273; 297:149;
298: 584; 306: 1195.
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ducta quede subsumida en el tipo de la segunda de las normas men•.
donadas, ya que ello supone cambiar la calificación del hecho, agre-
gándole un recaudo no contenido en la norma vigente al tiempo de.
cometérselo.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 17 de junio de 1986.

Vistos los autos: "PidiJo S.A.C.I.F. y E. e/Estado Nacional
(A.N.A.) s/anulación de multa - sumario N,:,601.509/78".

Considerando:

1':') Que la Sala N,:,2 de la Cámara Nacional de Apelaciones en
lo Contenciosoadministrativo Federal, al confirmar el pronuncia-
miento de la instancia anterior, revocó la multa aplicada a la firma
actora con sustento en lo dispuesto por el art. 171, párra'fo 2':', inc ..
c)" de la Ley de Aduana.

2':') Que contra el fallo interpuso la representación fiscal recur-
so extraordinario, que fue concedido y es formalmente. procedente,.
ya que se cuestiona la interpretación de normas federales, y la sen-
tencia del superior tribunal de la causa es contraria al derecho
que la apelante funda en ellas. (art. 14, inc. 3':', de la ley 48).

3':') Que para arribar a la decisión impugnada, consideró el tri-
bunal que, en virtud del principio de aplicación de la ley penal
más benigna contenido en el arto 899 del Código Aduanero, corres-
pondía eximir de sanción a la, actora, toda vez que en dicho cuerpo
legal no se encuentra incriminada la falsa manifestación si, como
en el caso, no existe perjuicio fiscal. Estimó, asimismo, que la
inexactitud de la manifestación efectuada ante el servicio aduanero ..
no resultaba idónea para poner en peiigro el bien tutelado por el
arto 954 del Código citado, dado que!. por resultar ineludible en.
operaciones de la índole de la que ,se aquí se trata el control con-
sistente en el análisis de la mercadería, no cabía la posibilidad de
que se produjera el efecto previsto. en el inciso c), de la norma
.mencionada.
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49) Que el arto 171, inc. c), de la Ley de Aduana sancionaba
las diferencias resultantes de las declaraciones comprometidas con
respecto a mercaderías documentadas para despacho de exporta-
ción, cuando tales inexactitudes se refirieran a la naturaleza, especie
.0 calidad de la mercadería, sin exigirse ningún otro requisito para
tipificar la conducta punible.

El art. 954, inc. c), del Código Aduanero -cuyos alcances y
aplicación al caso se cuestionan en el recurso extraordinario-
establece, en cambio, que la declaración inexacta será punible cuan-.
do, en el supuesto .de pasar inadvertida, produjere o hubiere podido
producir. el ingreso o egreso desde o hacia el exterior, de un im-
porte pagado o por pagar distinto del que efectivamente corres-
pondiere. Cabe señalar que esta consecuencia, contemplada como
un elemento que integra el hecho ilícito en la ley 22.415, revestía
en el sistema legal anterior un carácter autónomo, disponiéndose
tan sólo que, si la falsedad de las .declaraciones implicare cual-
quier violación o lesión al régimen cambiario, monetario, crediticio,
. debería ponerse el hecho en conocimiento de las autoridades com-
petentes " ... aun cuando ello no resultare aduaneramente sancio-
nable ... " (art. 171 bis, 69 párrafo, de la Ley de Aduana).

59) Que la comparación entre los textos sucesivamente vigen-
tes, y la señalada circunstancia de que en el régimen penal bajo
el cual se sancionó a la infractora no se requiriera sino la inexac-
titud de la declaración con respecto a la calidad, especie o natu-
raleza de la mercadería involucrada, llevan a desestimar la preten-
sión de que dicha conducta quede subsumida en el tipo legal del
arto 954, inc. c), de la ley 22.415, ya que ello supone cambiar la
calificación del hecho, agregándole -en aras de una irrazonable
interpretación del principio contenido en el arto 899- un recaudo
no contenido en la norma vigente al tiempo de cometérselo.

69) Que, en tales condiciones, resulta inoficioso establecer si el
sistema de control aduanero obsta o no a la posibilidad de que
la inexactitud de la declaración sea inadvertida, ya que este ex-
tremo externo a la conducta juzgada, es irrelevante cuando, como
en el caso, ella no resulta incriminada en el nuevo ordenamiento
que rige la materia.
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Por ello, se confirma el fallo de fs. 47/48 en cuanto fue objeto
de recurso. Sin costas, en atención a no existir actividad proc'esal
de la parte vencedora en esta instancia.

. AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

.ANTONIO BACQUÉ.

D'AMORE y CíA.S. A. DE AHORRO y PRESTAMO v. BANCO CENTRAL DE LA

REPUBLICA ARGENTINA

REcilRSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comU/1es. Subsistencia de los re.
quisitos.

Si, según resulta de lo informado, la resolución del Banco Central me-
diante la cual se dispuso la intervención cautelar de la entidad financiera
quedó ~in efecto ~ raíz de haberse revocado la autorización para fun-
cionar y dispuesto la liquidación de ia entidad' financiera apelante, no
subsiste el agravio que dio origen a las actuaciones, y la ausencia de
dicho requisito torna improcedente el remedio federal (1).

HERMOGENES ESPINDOLA v. SILVANA S.C.P.A. y OTRO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. lntaposición del recurso.
Fundamento.

Cuando se invoca la falta de consideración de determinados elementos
de juicio, no basta con señalarlos, sino que es preciso también demos-
trar su conducencia para variar el resultado de la cuestión (2).

(1) 17 de junio. Fallos: 286:220; 293:42; 298:33; 301:947.
(2) 17 de junio. Causas: "Scocimarro, Vicente c/Marltima Davenia S.A.C."

y "Lopetegui, Rosa M. c/Medilogos S.A.", del 6 de junio y 24 d~
octubre de 1985, respectivamente.
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AGUSTIN MINGRONE y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposición del recurso ..
Término.

El plazo para interponer la apelación extraordinaria no se interrumpe'
ni suspe!lde por la deducción de un pedido de aclaratoria que resulte,
a la po~tre, desestimado sin alterar la resoluCión impugnada por esta.
via.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Trámite.

La invocación de las normas iocales que otorgan efecto suspensivo a la
interposición de la aclaratoria no impide el efecto preclusivo emergente'
de la ausencia de interposición oportuna del recurso extraodinario
-dentro del plazo de diez días desde la notificación de la sentencia-
toda vez que jo relativo al tiempo y a las formas procesales del remedio
. federal incoado está determinado por el Código Procesal Civil y Comer-
cial de la Nación, que no consagra tal excepción a la regla contenida
en su artículo 257.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110, federales.
Sentencias arlJitrarias. Procedencia del recurso. Contradicción.

I

Es descalificable el pronunciamiento que si bien acepta en sus con-
siderandos argumentos en favor de una nueva regulación de sus ho-
norados, mayor que la efectuada antes, acaba por fijarlos en una su-
ma que resulta menor si se atiende a la depreciación monetaria, ope-
rada (Disidencia del Dr. Carlos S. Fayt).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 17 de juniq de 1986.

Vistos los autos: ItMingrone, Agustín y otros s/usura y falsifi-
cación de documento".

Considerando:

Que, con arreglo a conocida jurisprudencia de esta Corte, el
plazo para interponer la apelación extraordinaria no se interrumpe
ni suspende por la deducción de un pedido de aclaratoria que re-
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sulte, a la postre, desestimado sin alterar la resolución impugnada,
por esta vía (Fallos: 266:52; 288:219; 300:73; S.340.xX. "Salgado,
'Horacio c/Zimerman, Manuel y otros s/cobro de pesos" fallada' el
4 de marzo de 1986).

Que, por otra parte, la invo~ación de las normas locales que
,otorgan efecto suspensivo a la interposición de la aclaratoria no
impide el efecto preclusivo emergente de la ausencia de interpo-
sición oportuna -dentro del plazo de diez días desde la notifica-
-ción de la sentencia- toda vez que lo relativo al tiempo y a las. .
formas procesales del remedio federal. incoado, está determinado
por e~CódigoProcesal Civil y Comercial de la Nación, que no con-
sagra tal excepción a la regla contenida en su artículo 257 (Fallos:
.303:435;'304:515,entre otros).

Por ello, se declara improcedente el recurso extraordinario.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

(en disidencia) - ENRIQUE SANTIAGO PE-

TRACCHI - JORGE ANTONIO BACQUE •

. DISIDENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FAYT

'Considerando:

H) Que contra la sentencia de la Cámara de Apelaciones en lo
Penal de Junín, interpuso' el doctor Osear Vicente Glineur el recurso
.extraordinario concedido a fs. 1531y vta.

2í;»Que no es menester en el caso' analizar si la sentencia ape-
lada ~mana del superior tribunal. de la causa, en los términos de
la doctrina sentada por esta' Corte' en los autos S.168.xX. "Strada,
.Juan Luis e/ocupantes del 'perímetro ubicado entre las calles Deán
Funes, Saavedra, Barra y Cullen", del 8 de abril ,de 1986,en aten-
dón a lo resuelto en el expediente T.108.XX."TéIlez,María Esther
e/Bagada, S.A.", del 15 de abril de 1986,y a la fecha en que el '
apelante fue notificado de la decisión que ataca.
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3<;»Que se agravia el recurrente de que el pronunciamiento.
apelado, si bien acepta en sus _considerandos argumentos en favor'
de una nueva regulación de sus honorarios, mayor que la efectuada
antes, acaba por fijarlos en una suma que resulta menor si se atien-
de a la depreciación monetaria operada.

4<;»Que asiste razón al recurrente en tanto el a quo 'consideró
que debía limitarse, en lo que al caso interesa, al capítulo de la
apelación que consideraba bajos los honorarios regulados y cono.
cluyó en que atentas las circunstancias ellos no resultaban adecua-
dos, por lo que debía admitirse la pretensión articulada a su res-
pecto, pero,. sin embargo fijó un nuevo monto, inferior en valores.
constantes al antes determinado.

S<;»Que esto hace que la sentencia apelada sea autocontradi¿to-
ria, por lo que cabe aplicar en el caso la doctrina de esta Corte-
sobre la arbitrariedad.

Por ello, se deja sin efecto la sentencia apelada, en cuanto fue:
materia de recurso.

CARLOS S. FAYT.

SEGBA S. A. v. GUILLERMO G. SOLER y OTRA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cues-
tiones federales simples. Interpretación de las leyes federales.

Procede el recurso extraordinario cuando se trata de la interpretación
de una norma de carácter federal -en el caso, ley 19.552-.

SERVIDUMBRE.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que condenó a Segba S. A.
a pagar a los propietarios del fundo sirviente una indemnización por
la servidumbre de electroducto constituida a favor de aquélla, para el
paso aéreo de líneas de alta tensión por entender que el hecho de la.
existencia de ese vínculo jurídico origina por sí solo un perjuicio>
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susceptible de apreciación económica, que se refleja en la pérdida del
valor venal de la finca afectada. Ello es así, pues los propios términos
de la ley 19.552 impiden interpretar que la mera constitución de la
servidumbre genere la obligación de indemnizar; antes bien, dichos
términos tornan aplicable la doctrina según la cual el concepto de in-
demnización de perjuicios lleva implícita la realidad de los mismos y,
para su establecimiento judicial, requiere la comprobación suficiente
de tal reali4ad.

DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

Contra la sentencia de la Sala 1 Civil de la Cámara Federal de
Apelaciones de l.a Ciudad de La Plata, que confirmó la de primera
instancia en cuanto había hecho lugar a la demanda por indemni-
zación derivada de la constitución de una servidumbre de electro-
dueto, dedujo la empresa SEGBA S.A. recurso extraordinario, el
que' fue concedido a fs. 177.

Para arribar a la decisión que se impugna, sostuvo el tribunal
que el juego armónico de los arts. 3?, 4?, 5<:>,9?, 11<:>,14? y 18<:>de la
ley 19.552, permitía concluir que la servidumbre de electroducto
siempre ocasiona un perjuicio, por limitar o restringir el ejercicio
del derecho de propiedad y por las consecuencias económicas que
se traducen en una disminución del valor venal del bien, el que
encuentra su origen de manera directa en la constitución del dere-
cho real, sin. perjuicio de que todos los demás daños que se invo-
quen, afectando el destino del bien, su explotación, como los deri-
vados de la extensión de los tendidos eléctricos, bases de torres, etc.,
deben ser acreditados en debida forma.

Añadió el tribunal que en los supuestos de servidumbre de
electroducfo, lo indemnizado era la desmembración del derecho de
propiedad o disminución parcial del goce del bien cuya titularidad
permanece en cabeza del propietario. En tal orden de ideas, ex-
presó que si mediante la constitución de esta clase de restricciones
reales, continuas, perpetuas y aparentes se procura un servicio a
la comunidad con objetivos de tipo social, este cometido debe
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lograrse en forma tal, que los predios sirvientes sufran el deterioro
mínimo, sea en su aspecto físico como en el económico.

La recurrente, por su parte, controvierte la afirmación del a
quo, según la cual la constitución de una servidumbre de electro-
ducto origina por sí misma un perjuicio susceptible de apreciación
económica. En tal orden de ideas, expresa que el arto 9'? de la ley
19.552 establece que la indemnización procede' en el caso que la
servidumbre origine algún perjuicio positivo susceptible de apre-
ciación económica, disposición que se complementa con lo esta-
tuido ~n los artículos 10~, 11'?y 14'? (este último prevé que el con-
venio pueda efectuarse a título gratuito u oneroso).

De allí surge, afirma, que la ley ha previsto dos categorías de
servidumbres, la gratuita que no ocasiona perjuicio y la onerosá, y
que esta interpretación ha sido admitida por la Corte en la causa
G.704. "Gil, Rodolfo Emilio y otra c/SEGBA S.A. s/expropiación
inversa", fallo del 9 de noviembre de 1982.

Por lo demás, discrepa con el criterio del a quo de recurrir a
la figura de la servidumbre legislada en el Código Civil, por cuanto
se trata, en el presente caso, de una servidumbre administrativa.
Ello tiene importancia; sostiene, por cuanto el mero cruce aéreo
de los cables y, la instalación de estructuras que no afecta lo éx-
elusivo del dominio, sino, tan sólo lo absoluto de ese derecho, cons-
tituyen en realidad una limitación a la propiedad, pues ellas no
contemplan la posibilidad que terceros utilicen el fundo del admi.
nistrado. Tal restricción, manifiesta, no da lugar a indemnización"

al~una.

A mi modo de ver, el planteo de la recurrente contiene dos
problemas distintos. El primero: ¿Es illdemnizable la pérdida del
valor venal del inmueble como consecuencia de la constitución de
una servidumbre de electroducto? El segundo: ¿Constituye tal cir-
cunstancia un supuesto de presunción de daño; o, 'en otras pala-
bras, debe el propietario acreditar la existencia del perjuicio?

La primera pregunta debe tener, a mi juicio, una respuesta
positiva. Así lo considero, pues como lo señaló este Ministerio Pú-
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blico en el caso de Fallos: 304: 1603, el perjuicio positivo suscep-
tible de apreciación económica a que se refiere la ley 19.552, no
puede ser entendido única y exclusivamente como daño inmediato
y directo sobre la explotación o los proyectos en ejecución al mo-
mento de constituirse la servidumbre, sino que comprende también
los perjuicios derivados de las restricciones que la' servidumbre
impone al uso, explotación o destino razonablemente probable del
inmueble.

En tal orden de ideas, en el considerando 4,:, del voto mino-
ritario de ese precedente, se señaló que la interpretación de la
ley a los efectos de la solución del caso bajo examen, debe reali-
zarse a la luz del manifestado propósito del legislador de proteger
y garantizar perfectamente los derechos, de los particulares, salva-
guardándose el derecho de propiedad en forma compatible con las
necesidades colectivas (ver el texto de la nota de elevación res-
pectiva). En tal sentido, el legislador ha buscado indemnizar al
particular afectado "tanto por la ocupación del terreno necesario
para la instalación del electroducto, cuanto por la disminución del
valor del predio" además de otros perjuicios "que cause o resulten
de la servidumbre" (ídem).

Lo expuesto, resulta acorde con la doctrina del Tribunal, según
la cual la realización de obras como la presente no impide la res-
ponsabilidad del Estado, siempre que con ellas se prive a un ter-
cero de su propiedad o se lo lesione o disminuya en sus atributos
esenciales (Fallos: 274: 432 y sus citas).

Ello, más ,allá de que se produzca la efectiva instalación de
una torre en el predio sirviente, como lo pretende la apelante, pues
según el arto 3':' de la ley 19.552, "la servidumbre administrativa de
electroducto 'afecta el terreno y comprende las restricciones y limi-
taciones al dominio que sean necesarias para construir, conservar,
mantener, reparar, vigilar y disponer todo sistema de instalaciones,
cables, cámaras, torres, columnas aparatos 'y demás mecanismos
destinados a transmitir, transportar, transformar o distribuir ener-
gía eléctrica".
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Finalmente, en lo que hace a este terna, no comparto el crite-
rio en virtud del cual la pérdida del valor venal del inmueble cons-
tituye un daño conjetural, por el contrario, entiendo que se trata
de un daño cierto, comprobable y verificado en el patrimonio del
propietario del predio.

A lo expuesto no obsta, entrando de lleno en la segunda de las
cuestiones planteadas, la idea de que la indemnización de perjUi-
Cios, corno lo ha sostenido la Corte, lleva implícita la realidad de
. éstos y, para su establecimiento judicial, se requiere la comproba~
ción suficiente de tal realidad, corno se señalara en el voto mayo-
ritario de Fallos: 304:1603.

En virtud de ello, creo que se debe revocar el pronunciamiento
apelado y devolver las actuaciones para que el tribunal de origen,
por donde corresponda, dicte uno nuevo con arreglo a la presente
doctrina, en el que se deberá valorar si de las constancias de fs. 23
y 65 Y del acta del Tribunal de Tasaciones surge el perjuicio invo-
cado por la demandante, más allá de que V.E. considere oportuno
ejercer las facultades previstas en el arto 16 de la ley 48. Buenos
Aires, 30 de diciembre de 1985. José Osvaldo Casas.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

BuenosAires, 17 de junio de 1986.

Vistos los autos: "Segba S.A. e/Soler, Guillermo G. y otra sI
constitución de servidumbre".

Considerando:

1'?)Que la Sala 1~Civil de la Cámara Federal de Apelaciones
de La Plata condenó a Segba S.A. a pagar a los propietarios del
fundo sirviente una indemnización por la lservidumbre de :eleCtro-
ducto constituida a favor de aquélla, para el paso aéreo de líneas
de alta tensión. Afirmó el a quo, en tal sentido, que el hecho de la
existencia de ese vínculo jurídico origina por sí sólo un perjuicio
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susceptible de apreciaclOn económica, que se refleja en la pérdida
del val~r venal de la finca afectada. Ello dio lugar al' recurso extra-
ordinario de la vencida, que fue concedido.

2':') Que los agravios conciernen a la exégesis dada por el a quo
a la ley 19.552,en la que la apelante funda sus derechos. Por ende,
dada la naturaleza federal de esa norma, el caso es de la compe-
tencia de esta Corte (art. 14, inc. 3, de la ley 48).

3':') Que interesa recordar que el arto 9 del cuerpo legal prime-
ramente citado, expresa: "El propietario del predio afectado será
indemnizado por el titular de la servidumbre en el caso que ésta
le origine algún perjuicio positivo susceptible de apreciación eco-
nómica".

4':') Que el Tribunal partIcIpa de la decisión registrada en Fa-
llos: 304:1603,en la medida en que sostiene que "los propios tér-
minos de la ley impiden interpretar que la mera constitución de
la servidumbre genere la obligación de indemnizar; antes bien, di-
chos términos tornan aplicable la doctrina de esta Corte según la
cual el concepto de indemnización de perjuicios lleva implícita la
realidad de los mismos y, para su establecimiento judicial, requiere
la comprobación suficiente de tal realidad".

S':') Que, consecuentemente, la sentencia sub examine debe ser
revocada por sustentarse 'en una interpretación diversa de la ante-
dicha, sin que esto implique abrir juicio sobre el resultado que
merezca el litigio de acuerdo con los alcances de esa doctrina (art.
16, primera parte; de la ley 48).

Por ello, de conformidad en lo pertinente con lo dictaminado
por el Sr. Procurador Fiscal, se hace lugar al recurso extraordi.
nario y se deja sin efecto el pronunciamiento apelado, de manera
que el expediente deberá volver a fin de que, por quien corres.
ponda, se dicte uno nuevo.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S.' FAYT
- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGB
ANTONIO BACQUÉ.
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.
MIRTA DEL VALLE ALBARRACIN DE SARMIENTO v. LEON LIPCHAK

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por la materia.
Cuestiones civiles y comerciales. Tenencia de hijos.

Teniendo en cuenta lo establecido en el arto 264 del Código Civil -tex-
to según arto 3? de la ley 23.264- Y que el domicilio de los padres de-
termina la competencia para entender en cuestiones vinculadas a. la
patria potestad -ya que de acuerdo con lo establecido por el arto 9?,
.inc. '6? del Código Civil, cabe presumir que los hijos menores de edad
tienen su domicilio legar en el de sus padres en ejercicio de la patria
potestad-, es competente para entender en la tenencia del hijo ex-
tramatrimonial reconocido por ambos contendientes el 'del domicilio
del menor, que coincide con el de la madre por encontrarse la misma
en ejercIcio actual de su guarda (1).

rH"

JURISDICCION y COMPETENCIA:' Cuestiones de competencia. Intervención

de la Corte Suprema.

No corresponde a la Corte determinar en concreto qué tribunal provin-
cial deberá continuar entendiendo en las actuaciones, pues ello resultará
de la aplicación que hagan de las leyes locales los órganos jurisdiccio-
nales que ellas contemplan (2).

MARIA ANA MORENO HUERGA v. CLUB EMPR~SARIO S.R.L.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Valoración de circunstancias

de hecho y prueba.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que -al hacer lugar .al re-
clamo indemnizatorio promovido por' el agente despedido- estimó
no acreditad.os los hechos alegados por el empleador como justifi-
cación de la ruptura del contrató laboral. Ello es así, pues el a quo
descartó de plano el examen de hechos -certificado expedido en sede

(1) 17 de junio. Fallos: 272:269;302:557.
(2) Fallos: 308:329.
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penáI, del que resulta el procesamiento de la actora por el delito de
defraudación que ésta habría cometido en perjuicio de su empleador-
que beron alegados por el empleador al contestar .la demanda (1).

JUICIO CIVIL.

El proceso civil no puede ser conducido en términos estrictamente for-
males, ya que no se trata ciertamente del cumplimiento de ritos ca-
prichosos, sino del desarrollo de procedimientos destinados al escla-
recimiento de la verdad jurídica objetiva (2).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso.

No cabe proclamar. un exceso ritual si los jueces apoyaron sus conclu-
siones en preceptos adjetivos, no tachados de inconstitucionales y que
se presunlen sancionados, precisamente, en' salvaguardia de los dere-
chos hmdamentales de !os justiciables, insertados en los mandatos
de la Constitución Nacional (Disidencia del Dr. Carlos S. Fayt) (3).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 170 fedérales.
Sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso.

Es improced:mte el recurso extraordinario deducido contra ia sen-
tencia que, al. confirmar el fallo de primera instancia que había he-
cho lugar al reclamo indemnizatori') promovido por el agente despe-
dido, estimó no acreditados los hechos' que alegara el empleador como
justificación de la ruptura del contrato laboral. Ello es así, pues el
mstrumento con que la demandada pretendió en la alzada remediar
su desidia ante" la intimación del juez de grado -que le fuera debida-
mente notificada- no resulta idóneo al fin perseguido, dado que- del
mismo no surge que en la acción iniciada contra la actora por el
delito rie defraudaciones se le hayan imputado la comisión de hechos.
.perjudidules para su ex empleadora (Disidencia del Dr. Carlos S.
Fayt).

(1) 17 de junio.
(2) Fallos: 238:550; 300:414; 301:725.
(3) Fallos: 300:93
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JOSE EDUARDO ORMACHE

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestio-
nes federales complejas. Inconstituciol1alidad de normas y actos provil'lciales.

Si bien la aplicación de una' sanción, con apoyo en la interpretación
de las normas públicas locales que la autorizan, no es revisable en la
instancia extraorcL.naria procede la intervención de la Corte por ha-
berse impugnado la validez del arto 157 de la Constitución de Entre
Ríos y de los arts. 6? y 7? de la ley local 6902en 'relación con los arts.
14 y 16 de la Constitución Nacional y la decisión ha sido en favor de
las normas locales.

PROVINCIAS.

Entre las potestades inherentes a la competencia provincial, utilizables pa-
ra asegurar el logro de una correcta y eficiente administración judicial,
figura la de proh;bir, en determinadas circunstancias, ciertos modos
de ejercicio de los derechos que la Constitución prevé. En efecto, hay
actividades que son palmariamente incompatibles con alguno de los
intereses que aquella potestad tutela y, en tal caso, resulta admisible
que se prohiba la conducta inconveniente.

PROVINCIAS.

La indudable finalidad del art. 157 de la Constitución de Entre Ríos y
de los arts. 6? y 7? de la ley orgánica del Poder Jlldicial local (N? 6902)
es reguardar la imparcialidad del juez y la independencia de su fun-
ción. y la actividad política partidista, que implica proselitismo elec-
toral, l,,:a1tade~,respecto a la conducción, etc., de los magistrados y
funcionarios judiciales, podría convrrtirse en obstáculo para el logro
de tales fines, por lo que su prohibición, circunscripta a quienes ejer-
cen la función judicial y a sus colaboradores directos, no parece irra-
zonable aunque se afecte el interés personal. Por 10 demás, este cri-
terio referente a los magistrados y funcionarios del Poder Judicial,
es el que rige en la mayoría de las constituciones provinciales.

EMPLEADOS JUDICIALES.

La prohibición de la actividad políticá partidista de los magistrados y
funcionarios judióal,es no se configura respecto de los empleados, que
ejercen actividad administrativa dentro del,Poder Judicial, porque ellos
no comprometen el ejercicio de la función específica de dicho P~der'
con su afiliación o actuación en política, salvo que hicieran propaganda,
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proselitismo, coacción ideológica o de otra naturaleza, .con motivo o
en ocasión de sus tareas, cualquiera sea el ámbito donde se cumplan.

CONSTITUCIOIll NACIONAL: Constitucionalidad e inconstitucionalidad. Cons-
tituciones provinciales .

.El arto 157 de la Constitución de Entre Ríos y los correspondientes a
la reglame::ntación legal local, no se compadecen con los principios,
declaraciones y garantías de la Ley Fundamental, .por lo que se impone
declarar su. invalidez (arts .. 5~ y 31 de la Constitución Nacional), ya
que la consagrada incompatibilidad, en cuanto importa establecer un
impedimento absoluto para ejercer actividad políticá infringe los arts.
14, 16 Y33 de la Constitución Nacional, con mengua de los derechos del
empleado frente a los demás habitantes de la República sin que razones
de "interés público" o "bien común" así lo justifiquen.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

El actor, empleado judicial en la Provincia de Entre Ríos,. fue
sancionado con cincuenta días de suspensión por dedicarse a la
actividad política partidaria contraviniendo lo estatuido en el arto
157 de la Constitución Provincial, que de modo expreso lo prohíbe.

A juicio del agente esa pauta prohibitiva viola fundamentales
garantías que consagra la Constitución Nacional, tales como el de.
recho de asociación con fines útiles y la igualdad ante la ley, esto
último porque aquel cuestionado precepto no existe en la Carta
de la Nación ni en las de las provincias, padeciendo por ende los
empleados de la justicia entrerriana' un trato diferencial con seria
desventaja respecto de derechos esenciales.

Es nítido que ~a prohibición de referencia no puede tener sino
el indudable objetivo de garantizar ante los litigantes la imparcia-
lidad del juzgador y hacer más diáfana la substancial independen-
cia de su función (conforme lo expre'sado por V.E. al modificar el
arto 10 del Reglamento para la Justicia Nacional con fecha 15 de
mayo de 1984, expte. N? 525/84 -Superintendencia-).
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Pero tal limitación cuya razonabilidad es aceptable respecto de
los jueces, quienes son los personalmente responsables de decir jus-
ticia en cada pleito, y que no deja de parecer asimismo razonable.
cuando se la extiende a los funcionarios judiciales que reglamenta-
riamente colaboran con aquéllos a través de delicadas funciones que
de modo estr~cho se vinculan con la augusta tarea de juzgar, carece
de manera franca de sentido al hacérsela extensiva -como ocurre
con la norma cuestionada en autos- a los empleados de los tribu-
nales, quienes en el ejercicio de sus importantes labores auxiliares
no resultan, empero, comprometidos en las decisiones judiciales.

Por ser así .estimo que la norma de la Constitución de Entre
Ríos carece de validez y es doblemente disvaliosa, desde que ade-
más de afectar legítimos derechos individuales que consagra la
Constitución Nacional y que el interesado en el sub examine invoca,
de manera indirecta, en razón de la referida irrazonabilidad de su
pauta prohibitiva, viene a echar sombras sobre la actividad polí-
tica legítima que en el concierto de la organización republicana
que nos rige reclama, en campio, de su constante exaftación y ele-
'vación, así como del concurso de los ciudadanos más civicamente
instruídos.

Considero, por enqe, que corresponde declarar inválida con
relación a la controversia de autos la norma del arto 157 de la Cons-

:. tituCÍón de Entre Ríos y su similar del arto M de la ley o decreto-
ley 6902, en tanto vedan al actor su actividad en un partido políti-
co, siendo dei caso puntua~izar -como lo. hizo V.E. en el preceden-
te citado- que en modo alguno dicha actividad partidaria podrá
darse con motivo o en ocasión del ejercicio de las tareas judiciales.

Restaría, a mi criterio, analizar el .problema autónomo de la
sanción en sí, puesto que al margen de la razón que a la postre
viene a reconocérsele al empleado, entiendo que la conducta de
éste no fue en modo. alguno la correcta, toda vez que, incluso po-
niendo énfasis en ello, de hecho no hizo otra cosa que violar. una
norma a la que estaba en principio obligado, desde que aceptó so-
meterse a las reglamentaciones de la justicia provincial sin efec-
tuar reservas de 'ninguna índole sobre el tema que nos ocupa.
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En el estado de derecho, a cuya consolidación, según sus di.
chos, entregó y entrega sus desvelos CÍvicos el empleado recurrente~
una regla de oro. es el respeto inclaudicable al imperio. de la ley,
y cuando un ciudadano considera que alguna norma legal no es
razonable o válida tiene posibilidad y necesidad de ejercer contra
ella, del modo procesal. y oportunamente establecido, los caminos
estrictamente no menos legales para obtener la declaración de su
invalidez, pero nunca violarla a sabiendas, y menos de modo osten-
toso, porque de tal suerte, seguramente sin quererlo, está hiriendo
la plenitud del sistema jurídico cuyo pilar de mayor peso radica
en aqúella esencial regla del respetuoso sometimiento a la majes-
tuosidad de la ley.

En el. sub examine el empleado, como dije, siguió el camino
indebido y en vez de plantear en sus inicios la inconstitucionalidad
de los preceptos que juzgaba inválidos, a fin de poder dedicarse a
la actividad polÍtica avalado por la autorización del sistema nor-
mativo de resultas del acto jurisdiccional que lo liberase de las
trabas ilegítimas, hizo equivocadamente caso omiso de la norma
vigente, a la cual se había obligado sin reservas al aceptar el em-
pleo, para recién plantear sus razones legítimas en oportunidad
de la sanción que se le aplicó con no menor .legitimidad por su
conducta antijurídica.

En consecuencia, la referida sanción impuesta dentro del mar-
co del ejercicio de la potestad disciplinaria de la justicia provincial,
ajena a la instancia federal, no resulta en principio revocable, si
bien creo que su graduación es excesiva si se valora la ulterior
razón que vino a adquirir el planteo del empleado y al fin de cuen-
tas, la bienintencionada, aunque equívoca, actitud de éste, inspi-
rada en la noble vocación que lo anima. Por tanto corresponde, a
mi criterio, devolver los autos a la autoridad judicial de la pro-
vincia a fin de que, mediante su prudente arbitrio, decida final-
mente mantenerla en menor grado, de modo de hacerla razonable
o bien, atendiendo a las particulares circunstancias del caso, dejar-
la sin efecto. Buenos Aires, 25 de julio de 1985. Juan Octavio Gauna.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 17 de junio de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por José E. Or-.
mache en la causa Fiscal del Superior Tribunal de Justicia Dr. Mes-
tres. Informa sobre el Sr. Ormache, José Eduardo'.', para decidir
sobre su procedencia.

Considerando:

1?) Que a fs. 13/19 de los autos principales, el Superior Tribu-
nal de Justicia de la Provincia de Entre Ríos rechazó el planteo de
inconstitucionalidad. del arto 157 de la Constitución provincial y de
las normas legales reglamentarias y, en consecuencia, aplicó la san-
ción disciplinaria de cincuenta días de suspensión al escribiente'
mayor del juzgado de Instrucción N? 1 de la Ciudad de Paraná Sr.
José Eduardo Ormache, con más la- accesoria prevista en el arto 13
del decreto-ley 5143 por el término de seis meses. Asimismo, 10 in-
timÓ a concluir de inmediato con las actividades políticas que re-
.conoce realizar. Contra tal pronunciamiento, el afectado interpuso
.el recurso extraordinario cuya denegación motiva la presente queja.

2?) Que de los antecedentes resulta que la cuestión sometida
a esta Corte Suprema es la de saber si los derechos políticos de
constituir o integrar asociaciones, participar o realizar reuniones
de aquél carácter, adoctrinar o recibir adoctrinamiento, que per-
miten intervenir, de modo indirecto, en la formación del gobierno
del Estado y de su voluntad política, han podido ser cancelados,
.anulados o suspendidos, por la circunstancia de que su titular sea
empleado judicial y esté sujeto a un régimen de incompatibilidad
previsto por la Constitución y la ley provinciales.

3?) Que, como principio, las consideraciones que llevaron al
tribunal a qua a aplicar la sanción de suspensión, con apoyo en la
interpretación de las normas públicas locales que la autorizan, no
:son revisables en la instancia extraordinaria (doctrina, de Fallos:
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283: 145; 300:439; causa 0.123.XIX. "Otaegui, Julio C. s/denuncia",
sentencia del 3 de mayo de 1984) o No obstante, procede la inter-
vención de esta Corte por haberse impugnado la validez del arto 157
de la Constitución de Entre Ríos y de los arts. 6':' y 7? de la ley
local 6902 en relación con los arts. 14 y 16 de la Constitución Na-
cional y la decisión ha sido en favor de las normas locales (art. 14,
inc. 2?, de la ley 48; doctrina de Fallos: 301: 1211). Corresponde, por
,consiguiente, hacer lugar a la queja, declarar admisible el recurso
extraordinario y considerar la cuestión de fondo.

4?) Que el reconocimiento del poder de la Provincia para orga-
nizar su administración de justicia (arts. S? y 105 de la Constitución
Nacional) se halla fuera de discusión, de modo que el debate plan-
teado no recae sobre ese poder, sino sobre sus alcances. Entre las
potestades inherentes a esa competencia provincial, utilizables para
asegurar el logro de una correcta y eficiente administración judicial,
figura la de prohibir, en determinadas circunstancias, ciertos modos
de ejercicio de los derechos que la Constitución prevé. En efecto,
hay actividades que son palmariamente incompatibles con alguno de
los intereses que aquella potestad tutela y, en tal caso, resulta admi-
'sible que se prohíba la conducta inconveniente (doctrina de Fallos:
198:111; 253:133).

S?) Que la indudable finalidad del arto 157 de la Constitución
provincial y de los arts. 6? y 7? de la ley orgánica del Poder Judicial
local (N? 6902) es resguardar la imparcialidad del juez y la indepen-
dencia de su función. Y la actividad política partidista, que implica.
proselitismo electoral, leaitades, respecto a la conducción, etc., de
los magistrados y funcIonarios judiciales, podría convertirse en obs-
táculo para el logro de tales fines, por lo que su prohibición, cir-
cunscripta a quienes ejercen la función judicial y a sus colaborado-
res directos, no parece irrazonable aunque se afecte el interés per-
sonal. Por lo demás, este criterio referente a los magistrados y fun-
cionarios del Poder Judicial, es el que rige en la mayoría de las cons-
tituciones provinciales (Catamarca, arto 202; Córdoba, arto 135; Co-
rrientes, arto 148; Chaco, arto 167; Chubut, arto 179; Formosa, arto 126;
Jujuy, arto 123; La Pampa, arto 87; La Rioja, arto 104; Mendoza,
arto 169; Neuquén, arto 157; Río Negro, arto 132; San Luis, arto 98;
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Santa Fe, arto 89; Santa Cruz, arto 128; Santiago del Estero, arto 122;:
Tucumán, arto 125).

69) Que, en cambio, tal situación no se configura respecto
de los' empleados, que ejercen actividad administrativa dentro del
Poder Judicial, porque ellos no comprometen el ejercicio de la fun-
ción específica de dicho Poder con su afiliación o actuación en pO-
lítica, salyo que hicieran propaganda, proselitismo, coacción ideo-
lógica o de otra naturaleza, con motiyo o en ocasión de sus tareas"
cualquiera sea el ámbito donde se cumplan.

79) Que la consagrada incompatibilidad, en cuanto importa es-
tablecer un impedimento 'absoluto para ejercer actividad, política
infringe los arts. 14, 16 Y 33 de la Constitución Nacional, con men-
gua de los derechos del empleado frente a los demás habitantes
de la República sin que razones de "interés público" o "bien co-
mún" así lo justifiquen.

Cabe conCluir pues que, en el caso, el arto 157 de la Constitu-
ción provincial, y los correspondientes a la reglamentación legal
local, n'o se compadecen con los principios, declaraciones y garan-
tías de la Ley Fundamental, por lo que se impone declarar su inva-'
lidez (arts. 5 y 31 de la Constitución Nacional).

8~) Que corresponde al Superior Tribunal de Justicia provincial
ajustar la decisión del caso a lo resuelto en el presente fallo dentro.
del marco' dé su potestad disciplinaria.

Por ello, y lo dictaminado por el señor Procurador General en
, '

sentido concordante, se revoca la sentencia apelada y se declara la
invalidez constitucional de las normas citadas. Vuelvan los autos al
tribunal de origen a fin de que adecue su decisión a lo en esta causa
resuelto. Costas por su orden en atención a la naturaleza de la cues-
tión planteada.

JosÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI - JORGE ANTONIO,

BACQUÉ.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de nonnas locales de procedimientos. Costa,s y honorarios.

Si bie;¡, lo concerniente a honorarios regulados en instancias ordinarias
no da 'lugar -en principio- al recurso del arto 14 de la ley 48, tal re-
gla debe dejarse de lado cuando la resolución respectiva se limita a
efectuar una mera cita de las disposiciones arancelarias, utiliza ,paut~s
de' excesiva latitud y ello implica omitir el pronunciamiento sobre ar-
ticulaciones serias y conducentes para la decisión respectiva, formula-
d¡¡s o?ortunamente por los interesados (1).

DEPRECIACION MOf:olETARIA: Honorarios.

En circunstancias en que los valores sufren una permanente distorsión
por influjo del envilecimiento de la moneda, se impone como exigen-
cia para asegurar una adecuada contraprestación por los servicios pro-
fesionales, considerar aquéllos según estimaciones ,actualizadas al tiem-'
po dé la sentenda. Ello es así, pues tales estimaciones constituyen la
forma más adecuada para respetar el principio de justicia conmutativa y
el derp-cho de propiedad garantizado por el arto 17 de la Constitución
Nacional.

RECURSO, EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Excesos u omisio11es en el pro-
nunciamiento.

Debe dejarse sin efecto la sentencia que confirmó los honorarios regu-
lados a la p~rito contadora por su labor en un incidente de verificación
de crédito prendario, si se advierte que la alzada omitió considerar el
planteo' referido a que la base sobre la que correspondía aplicar la
escala de arancel (art. 3? del decreto-ley 16.638/57) era el monto del
crédito verificado ('on privilegio especial no a valores nominales --como
lo estimó el a quo- sino debidamente actualizado -sin que dé res-
puesta al mencionado planteo la escala del arto 33 del arancel de aboga-
dos ante la falta de norma. expresa del decreto-ley. mencionado que re-
gula la actuación de profesionales en incidentes (2).

(1) 17 de junio. Fallos: 243:223; 274:182; 279:319; 296:743; 300:1246; 303:578.
(2) "Pamet S.A.C LF.L s/concurso preventivo - incidente de impugna-

ción promovido' por' el Banco Nacional de Desarrollo", 7 de no-
viembre de 1983.
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RECURSO EXTRAORDINARiO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arhitrarias .. Procedencia del recurso. Defectos en la fundamentación:
normativa.

Es descalificable la regulación que -al admitir la aplicación supletoria
de la lf'Y21.839,según lo dispuesto en el arto 12 del ~rancel de contado-
res- t)mitió considerar las prescripciones de los arts. 31 y 22 de dicha
ley, pertinente para la resolución del caso.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. In-
terpretación de normas locales de procedimientos. Costas y honorarios.

Las cuestiones ref~rentes a la regulación de honorarios profesionales y
a la determinación de las bases computables para tal fin son materia
ajena al recurso extraordinario. Así ocurre en el caso en que .el a qua
reguló los honorarios de la perito contadora en un incidente de verifi-
cación de crédito prendario teniendo en vista el monto de condena y
aplicando en él lo dispuesto por el arto 3? del decreto-ley 16.638/57,en
una suma que se aproxima al máximo de la escala en el contenido (Di-
sidencia del Dr. Carlos S. Fayt) (1).

RECURSQ EXTRAORDINARiO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso.

No procede .el recurso extraordinario si, al solicitar el ajuste del monto
de los honorarios por depreciación monetaria, la recurrente -perito
contadora que intervino en un incidente de verificación de crédito pren-
dari<r- no se hace cargo de la circunstancia de que la actualización de
la suma consignada en la sentencia es sólo posible, 'pues está sujeta' a
las. alternativas que incidirán en su liquidación final. Ello impide aten-
der el argumento que resulta así meramente conjetural, máxime cuando
la perit<r- si bien admite la aplicación supletoria de la ley 21.839-, no
se refiere a las previsioneS contenidas en su arto 47, tercer párrafo, sino
que pretende un remedio actual para su agravio (Disidencia del Dr.
Carlos S. Fayt).

(1) Fallos: 302:539, 1135. "Pazzi, Juan Alberto c/Sudatlántica Cía. de
Seguros S. A.", 13 de mayo de J984; "Roij, Adolfo c/Banco Mercan-
til S. A.H, 10 de octubre de 1985.

"
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AMALFI YOLANDABELCASTRO DE PERIS v.
PROVINCIA DE CORRIENTES

PODER DE POLlCIA.

943

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la senten-
cia quo:'rechazó la demanda de nulidad contra las resoluciones median-
te las cuales se emplazó a la acto'ra para que observara las disposiciones.
de la ley 17.565-cuyo arto 20 establece que los farmacéuticos que ten-
gan al mismo tiempo el título de bioquímico no podrán ser a la vez
directores técnicos de una farmacia y directores técnicos de un labo-
ratorio rle análisis clínicos- en el funcionamiento de una farmacia, bajo
apercibimiento de clausura. Ello es así, pues dicha ley ha sido dictada
por la autoridad nacional en ejercicio de las facultades previstas en el
arto 67, mc. 16. Trátase, en definitiva, del poder de policía del Estado
que se justifica por la necesidad de la defensa y afianzamiento de la
moral, la salud y la conveniencia colectiva o el interés económico de la
comunidad. El empleo concreto de tales facultades por el gobierno de
la Nación deviene legítimo, y aun ineludible, cuando tiene en mira sa-
tisfacer un interés que trasciende el ámbito provincial.

PODER DE POLlCIA.

La inexistencia de un régimen de incompatibilidad -como el estableo.
cido por la ley nacional 17.565- en el ámbito local no excluye. la apli-
cación .de la norma nacional dictada en ejercicio de una facultad con-
currente entre la Nación. y las provincias.

LEY: Interpretación y aplicación.

Carece de fundamento el agravio sustentado en el carácter retroactivo.
que se atribuye a la aplicación de 'una norma si sólo se alteran los efec-
tos en curso de la relación nacida bajo el imperio de la ley antigua,
a partir de la vigf'ncia del nuevo texto legal (doctrina del arto 3~ del
Código Civil, primera parte).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 17 de junio de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deduCido por la actora en
la causa Belcastro de Peris, Amalfi Yolanda e/Estado de la Provin-
cia de Corrientes", para deCidir sobre su procedenCia.
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Considerando:

FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

1':') Que el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Co-
rrientes rechazó la demanda de nulidad contra las resoluciones 941/
82 Y 1168/82 del Ministro de Salud Pública de la Provincia de Co-
rrientes y el decreto del Poder Ejecutivo local 3814/82, mediante
los cuales se emplazó a la actora para que observara las disposi-
ciones de la ley 17.565 (art. 20) en el funcionamiento de la farmacia
"'San Luis~', bajo apercibimiento de clausura. Contra tal pronun-
ciamiento se interpuso el recurso extraordinario cuya denegación
motiva la presente queja.

2':') Que el a qua consideró que la autoridad sanitaria provin-
cial con competencia para la habilitación de las farmacias, aplicó
correctamente al caso el arto 20 de la ley 17.565, en el que se esta-
blece que los farmacéuticos que tengan al mismo tiempo el título
de bioquímico no podrán ser a la vez directores técnicos de una
farmacia y directores técnicos de un laboratorio de análisis clíni-
cos. Interpretó que la' norma citada limita razonablemente los d'e-
rechos de propiedad, de trabajar y de tener empresa, con miras a
proteger la salud' pública, y que su aplicación no se efectuó en for-
ma retroactiva.

3':') Que la recurrente sostiene que la decisión administrativa
,carece de fundamento legal porque no existe ninguna norma local
que establezca la incompatibilidad ,entre el ejercicio de la profesión
de farmacéutico y la de bioquímico ni se ha probado la incompati.
bilidad horaria. Sostiene, además,que las situaciones anteriores a
la nueva ley deben continuar amparadas en la legislación vigente
a la fecha de iniciación de la actividad o autorización respectiva.

4':') Que la ley 17.565 ha sido dictada por la autoridad nacional
en ejercicio de las facultades previstas en el arto 67, inc. 16. Trá-
tase, en definitiva, del poder de policía del Estado que, de acuerdo
con la jurisprudencia de esta Corte, se justifica por la necesidad de
la defensa y afianzamiento de la moral, la salud y la conveniencia,
colectiva o el interés económico de la comunidad (Fallos: 198:111;
200:450; 217:468; 268:491; 289:67; 295:552). El empleo concreto de
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tales facultades por el Gobierno de la Nación deviene legítimo y
aún ineludible, cuando tiene en mira satisfacer (como en el caso)
un interés que trascienda el ámbito provincial (confr. nota al Po-
der Ejecutivo acompañando el proyecto de ley) o

5?) Que, en consecuencia, la inexistencia de un reglmen de in.
,compatibilidad en el ámbito local no excluye la aplicación de la
norma nacional. dictada en ejercicio de una facultad concurrente
entre la Nación y las provincias (confr. doctrina de Fallos: 300:
402, considerando 6?).

6?) Que, por otra parte, el agravio del apelante sustentado en
el carácter retroactivo que atribuye a la aplicación de la mencionada
norma carece de fundamento ya que -como lo señaló ela quo-
sólo se alteran los efectos en curso de la relación nacida bajo el
imperio de la ley antigua, a partir de 1a vigencia del nuevo texto
legal (doctrina del arto. 3 del Código Civil, primera parte) o

Por ello, se desestima la queja.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT . ....,.--

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE ANTONIO

BACQUÉ.

ÍSMAEL ANGEL ROLLERI v.
PROVINCIA DE BUENOS AIRES

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionnlidad e inconstitucionalidad. Leyes
provinciales.

El ar~. 3'1 de la ley 5708 no resulta viola torio de la igualdad ante la ley.
del derecho de propiedad, ni del principio de la reparación integral (1).

(1) 19 Je Junio. Pallas 204:534; 245:252; 247:686;' 248:139; 250:738.
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CORINA MARTINEZ DE VAZQUEZ v.
NACION ARGENTINA - MINISTERIO DE DEFENSA

COMANDO EN JEFE lJEL EJERCITO

PENSIONES MILITARES: Pensiones a deudos de militares.

Corresponde confirmar la sentencia que declaró el derecho de la actora
a cobrar la pensión militar que le corresponde en su carácter de madre
viuda dd causante, subteniente de banda "en comisión"., prevista en
los arts. 82, inc. 7~; 86, inc. 9~; 92, inc. 3~,ap. b) y 94,' de la ley 19.101,
desde b fechd en que cesó el beneficio que percibía su nieto. Ello es así,
pues el arto 84 de la mencionada ley ha reconocido, en forma precisa,
como lma excepción al principio que consagra la imposibilidad de los
familiarés del milaar de concurrir a ejercitar el derecho a pensión
cuando no lo tuvieron al momento del fallecimiento del causante, la
situación de la madre viuda.

DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

La Sala 1 de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Conten~
ciosoadministrativo Federal al' dictar sentencia a fs. 105/107, revocó
lo decidido por el inferior y, en consecuencia, hizo lugar a la de-
manda declarando que la Nación debía acordar pensión a la titu-
lar, doña Corina Martínez de Vázquez, en su carácter de madre
viuda del subteniente de banda don Luis Vázquez y que tal bene-
ficio debía liquidarse desde la fecha en que cesó en cabeza de su
nieto considerando, el haber que percibe quien reviste el mismo
grado que alcanzara el causante, con intereses del 6 % mensual a
partir de la fecha del reclamo (arts. 82, ¡nc. 7'?; 86, inc. 9'?; 92,
inc. 3'?, ap. b) y 94, de la ley 19.101).

Contra esta sentencia, interpuso el apoderado del Estado Na-
cional (Comando en Jefe del Ejército) recurso extraordinario el
que, previo traslado de ley, le fue concedido y que considero pro-
cedente por haberse puesto en tela de juicio la inteligencia de nor-
mas de carácter federal (Fallos: 295:486 y 546), y ser la decisión.
definitiva del superior tribunal 'de la causa contraria al derecho
que en ellas funda el apelante.
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En su presentación el recurrente alega, en síntesis, que el texto
de' la ley aplicable (N'? 19.101) es claro cuando establece que de
existir un hijo del causante a éste debe considerárselo único titu-
lar del derecho y, otorgado que le es el beneficio, tal derecho se
extingue definitivamente para todo otro posible beneficiario. Por
ello, agrega, lo decidido por el a quo, que hace renacer tal pres-
tación a favor de la madre viuda -para quien no existía' tal dere-
cho al fallecer el causante-, no se compadece con los términos
de la citada ley 19.101.

Pienso que tal interpretación no se concilia con .la que juzgo
que debe acordarse al arto 84, según la cual, a. mi entender, la
madre por virtud d~ la excepción que contempla expresamente este
artículo puede concurrir a ejercitar el derecho a pensión con pos-
terioridad a la situ~ción existente el día del fallecimiento del cau-
sante. En el caso de especie, al haberse extinguido el beneficio
otorgado al hijo del causante -por alcanzar el límite de edad
legal- debe concedérsele el beneficio sin limitación en cuanto al
monto y al tiempo.

En tales condiciones, opino que corresponde confirmar el fallo
apelado en lo que pudo ser materia de recurso. Buenos Aires, 24
de diciembre de 1985. Máximo l. G6mez Forgués.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 19 de junio de 1986.

Vistos los autos: "Vázquez, Corina Martínez de c/Gqb. Nac.
-Ministerio de Defensa-, Comando en Jefe del Ejército s/ordi-
nario".

Considerando:

1'?) Que la Sala 1 de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo
Contenciosoadministrativo Federal, al revocar el fallo de la ante-
rior instancia, declaró el derecho de la actora a cobrar la pensión
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militar que le corresponde en su carácter de madre viuda del cau-
sante, subteniente de banda "en comisión", prevista en los arts. 82,
.inc. 7?; 86, inc. 9?; 92, inc. 3?, ap. b) y 94, de la ley 19.101, desde
la fecha en ,que cesó el beneficio que percibía su nieto.

2?) Que contra dicho 'pronunciamiento la parte demandada in-
terpuso el recurso extraordinario que fue concedido a fs. 119 y
resulta procedente, toda vez que se controvierte la inteligencia de
normas federales, y la sentencia definitiva emanada del superior
tribunal de la causa es contraria a la pretensión que el apelante
funda en ellas (art. 14, inc. 3?, de la ley 48).' .'

3?) Que, en cuanto al caso interesa, el arto 84 de la ley 19.101
establece que los familiares del personal militar,' con excepción de la
madre viuda, separada o divorciada sin culpa (inc. 7'! del art. 82),
concurren a ejercitar su derecho a pensión con arreglo a la situa-
ción existente al día del fallecimiento o de la baja del causante, y
que con posterioridad no pueden concurrir a ejercitar ese derecho
si no lo tuvieron en aquel momento.

4'!) Que las partes discrepan acerca del alcance que cabe otor-
gar a la norma transcripta, en orden a determinar si corresponde
.a la peticionante, madre viuda del causante, obtener el derecho pre-
visional de que se trata después. de' que su nieto cesó en el goce
del beneficio al llegar a la edad límite prevista legalmente.

S?), Que esta Corte Suprema comparte los fundamentos del dic-'
tamen del señor Procurador Fiscal, a los que se remite por razones
de brevedad. En efecto, el arto 84 de la ley 19.101 ha reconocido, en
forma precisa, como una excepción al principio que consagra la
imposibilidad de los familiares del militar de concurrir' a ejercitar
el derecho a pensión cuando no lo tuvieron ,al momento del falle-
cimiento del causante, la situación de la madre viu~a. La claridad
de la norma no da lugar a una inteligencia diversa de la formulada
por el tribunal a qua, por lo que corresponde rechazar los agravios

planteados.
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Por ello, y de acuerdo con lo dictaminado por el señor Procu-
rador Fiscal, se confirma la sentencia apelada en cuanto fue mate-
ria de agravios.

JosÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI JORGE ANTONIO

BACQT)É.

ANGEL GOMEZ y OTROV. CELESTINO ROGELIO Pu'CHETA

RECURSO EXTRAORDINARiO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales.
Sentencias arZ,itraria5. Procedencia del recurso. Exceso ritual manifiesto.

Es descalificable la sentencia que rechazó la demanda por no haber
acreditado oportunamente el representante' necesario del actor su ca-
lidad de padre del menor, si de las constancias de autos surge qúe aquél
acompañó la partirla de nacimiento que acreditaba a ese momento su
maYOlÍa de edad y el vínculo familiar cuestionado por la contraparte.
Ello es así, pues Já Cámara -que consideró que la cuestión planteada
se vinculaba con la falta de acción del padre y no con su ausencia de
personería, e hizo lugar a la defensa por entender que dicho documento
había sido agregado extemporáneamente- prescindió por .razones for-
males del instrumento que constituye la prueba de aquel vínculo, con-
figurándose un supuesto de aplicación mecánica .de las normas adjetivas
y una renuncia consciente a la verdad jurídica objetiva, lo cual implica
un exceso ritual manifiesto, que resulta incompatible con el adecuado
semcio de justicia que garantiza el arto 18 de la Constitución Nacional,
máxime en el caso en el que la representación necesaria había dejado
de ser tal en virtud de haber alcanzado el menor su mayoría de edad (1).

JUICIO CllliL.

El proceso n6 debe ser conducido en términos estrictamente formales,
pues no se trata del cumplimiento de ritos caprichosos, sino del de-
sarrollo de procedimientos destinados al establecimiento de la verdad
jUrídica objetiva(2) ..

(1) 19 de junio. i~allos: 238:550; 303; 1646.
(2) Fallos: 300:414; 301; 725.
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BURGER KING CORPORATlON v. FACILVEN S.A.C.LC.

• J

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Ex-
clusión de las cuestiones de hecho. Marcas y patentes.

Lo atinente a la existencia del plagio, la mala fe atribuible a la de-
mandada y la presencia de un interés legítimo en un caso en que ambas
partes se disputan la titularidad de la inscripción marcaria de un lo-
gotipo que acompaña las respectivas denominaciones de sus productos
remite a cuestiones de hecho; de modo que aun cuando el fallo con.
templa 'lspectos de orden federal -ley de marcas-, la decisión del li-
tigio en este punto no gira en torno a una particular inteligencia de
normas de ese carácter ni el recurr~nte propone, en concreto, una dis.
tinta a 1&que surge de la sentencia.

RECURSO E'l{TRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso.

Los jueces no están obligados a seguir a las partes en todas las argu-
mentaciones ni a ponderar una por una y exhaustivamente todas las
prueba~ agregadas a la causa, sino .~óloaquéllas estimadas conducentes
para fundar sus conclusiones. Así ocurre en el caso en que el recurren-
te no demuestra la inteligencia de los elementos quc destaca con lo
sustancial del debate, toda vez que ni el intento anterior de la actora
de inscribir su denominación como marca, ni lo atinente al origen del
nombre adoptado por la demandada -plagiado o no-, se. muestran
como circunstancias susceptibles de alterar la solución alcanzada por
el a quo en lo que estrictamente resolvió, esto es, la atribución del lo-
gotipo en disputa.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arhitrarias. Improcedencia del r~curso.

Si el agravio referido a que se omitió el tratamiento de la defensa de
prescripción -que no había sido considerada en la sentencia de pri.
mer grado- no fue oportunamente articulado ante la alzada por la re-
currente al expresar' sus agravios, a pesar de que la tesitura que allí
sostenía -confundibilidad de las inscripciones marcarias en litigio-,
de aceptarse, haCÍa necesario reiterar el planteo de la prescripción para
su examen por la Cámara, pudo el tribunal considerar que no se ha-
llaba habilitado para abordar la defensa mencionada (cf. arto 271 in fille
del Código ritual). Por consiguiente, no puede interpretarse su silencio
como una denegatoria tácita de la pretensión esgrimida por el recurren-
te con base en una norma federal (art. 44 de la ley 3975,hoy arto 29 de
la ley 22.362), ni resulta atendible la arbitrariedad aducida al respecto.
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Las partes en este litigio se han disputado la titularidad de la
inscripción marcaria de un logotipo que acompaña las respectivas
denominaciones de sus productos y que consiste en dos mitades
enfrentadas de pan para hamburguesas. colocadas en los límites
superior e inferior de dichas denominaciones (ver: fs. 488). La ac-
tora demandó la nulidad de la inscripción que había obtenido la
accionada para las clases 22 y 23 en relación al mencionado logo-
tipo y, al mismo tiempo, ambas partes reclamaron que se decla-
rasen infundadas las oposiciones recíprocas a sendos intento~ de
inscrIPción. Todas estas pretensiones tramitaron, acumuladas, en
la presente causa. No suscitó controversia la confundibilidad del
signo en cuestión; sin embargo, el juez de primera instancia, basa.
do en la falta de originalidad del diseño y la diferente denomina-
ción de cada parte, concluyó que no existía posibilidad de confu-
sión, de modo que ambas marcas podían coexistir y resolvió en
consecuencia. La Cámara, en cambio, se hizo eco del agravio coin-
cidente de ambos litigantes sobre este punto y admitió que los
logotipos enfrentados eran confundibles y se excluían uno al otro.
Este aspecto fáctico de la decisión no ha sido cuestionado en esta
instancia.

Luego de analizar los antecedentes del caso, la Cámara enten-
dió que resultaba aplicable al sub lite la doctrina establecida por
la Corte en el precedente registrado en Fallos: 253:267, en cuanto
había. determinado que el carácter territorial de las marcas, la espe-
cialidad y el ámbito atributivo de la ley respectiva, no eran óbice
para la vigencia de los principios de derecho referidos a la inva-
lidez de los actos jurídicos contrarios a la moral y las buenas cos-
tumbres. Sobre esta base, declaró la nulidad solicitada por la actora
y ordenó a la demandada cesar en el uso del logotipo en. disputa,
adecuando a esta premisa la decisión sobre las restantes preten.
siones.
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Contra dicho pronunciamiento, dedujo recurso extraordinario
el apoderado de la demandada (fs. 496/512). Sostiene que la Cá-
mara debió aplicar el principio que consagra el carácter territorial
de la Ley de Marcas (art. 41 de la ley 3975) y no la doctrina de
excepción del precedente de Fallos: 253:267, cuyas circunstancias
de hecho serían, a su entender, totalmente disímiles a las del pre-
sente. Añade que la nulidad de la marca constituye un remedio de
excepción, lo que supone mayor rigor en el cotejo. Aduce, asimis-
mo, la arbitrariedad .de la sentencia por haber omitido el trata-
miento de la defensa de prescripción, por prescindir de prueba
decisiva e invocar prueba inexistente.

El recurso fue concedido parcialmente, en la medida que lo
decidido remite al alcance del derecho de propiedad de la marca,
pero fue denegado en cuanto imputa arbitrariedad al fallo (fs, 597).
En razón de esta denegatoria se dedujo la queja que tramita por
expediente B. 278, agregado a estas actuaciones. Ello no .obstante,
con el propósito de preservar cierto orden y unidad en el trata-
miento de los agravios, consideraré en forma conjunta los que die-
ron lugar a la concesión del recurso y los vertidos en la citada
queja.

A mi modo de ver, aunque articulado bajo la invocación de
principios legales y su interpretación, el primero de los agravios
relatados remite, en esencia, a cuestiones de hecho que el tribunal
resolvió con apoyo en los elementos de convicción arrimados a la
litis. Así ocurre en lo concerniente a la verificación en autos de
los distintos extremos fácticos que, a juicio del a qua, autorizaban
la aplicación de la doctrina del recordado precedente de Fallos:
253:267, como la existencia de plagio, la mala fe atribuible a la
demandada, la presencia de un interés legítimo en la actora y otros
aspectos secundarios.

En consecuencia, aun cuando el fallo contempla aspectos de
orden federal -Ley de Marcas:-, la decisión del litigio en este punte-
no gira en torno a una particular inteligencia de normas de ese
carácter ni el recurrente propone, en concreto, una distinta a la
que surge de la sentencia. De este modo, se procura traer a cono-
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cimiento de V. E., la revisión de tópicos ajenos a la vía que pl'evé
el arto 14 de la ley 48, para cuya admisibilidad no basta la invo-
cación de disposiciones constitucionales o preceptos, contenidos en
una ley federal si no se demuestra su relació11 directa e inmediata
con lo resuelto (cf. B. 523, "Burda, Verlag Aenne c/Vergel, Héctor",
sentencia de fecha 28 de agosto de 1984, entre otros).

A similar conclusión conduce el examen de los otros agravios,
en cuanto atribuyen arbitrariedad al fallo por defectos' o extralimi-
taciones en la valoración de las pruebas producidas. En este sen-
tido, la Corte tiene dicho reiteradamente que los jueces no están
obligados' a seguir a las partes en todas las argumentaciones ni a
ponderar una por una y exhaustivamente todas las pruebas agre-
gadas a la causa, sino sólo aquellas estimadas conducentes para
fundar sus 'conclusiones (Fallos: 297:333; 300:535; 301:676; 302:
235, 1030, entre 'muchos otros). A lo que cabe agregar que, en la
especie, el recurrente no demuestra la atingencia de los elementos
que destaca con lo sustancÍal del debate, toda vez que ni el intento
anterior de la actora de inscribir su denominación como marca, ni
lo atinente al origen del nombre adoptado por la demandada -pla-
giado o no--, se muestran como circunstancias susceptibles de alte-
rar la solución ;¡tlcanzada por el a qua en lo que estrictamente reso'l.
vió, esto es, la atribución' del logotipo en disputa.

Un párrafo aparte merece la tacha de arbitrariedad que se
imputa a la sentencia por haber omitido el tratamiento de la
defensa de prescripción.

.
Observo que esta cuestión -que ,no había sido considerada

en .1asentencia de primer grado-- no fue oportunamente articu-
lad,a ante la, alzada por la recurrente al expresar sus agravios
(fs. 472/477), a pesar de que la tesitura que allí sostenía -con-
fundibilidad de las inscripciones marcarias en litigio-, de acep-
tarse, haCÍa necesario reiterar el planteo de la prescripción para
su examen por la Cámara. Y en este sentido, no podría conside-
rarse suficiente la simple mención del tema al responder los agra-
vios de su contraria (fs; 481 vta.).
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En las condiciones expuestas, pudo el tribunal considerar que
no se hallaba habilitado para abordar la defensa mencionada (cf.
arto 271, in fine, del Código ritual). Por consiguiente, no puede
interpretarse su silencio como una denegatoria tácita de la pre-
tensión esgrimida por el recurrente con base en una norma fede-
ral (art. 44 de la ley 3975, hoy arto 29 de la ley 22.362), ni resulta.
atendible la arbitrariedad aducida al respecto (cf. Fallos: 302:865
y otros).

Las consideraciones precedentes bastan, a mi JUICIO,para de-
sestimar el recurso interpuesto. Empero, a mayor abundamiento
y para el supuesto que V. E. considerase formalmente admisible
el remedio intentado, estimo pertinente poner de relieve dos obser-

I .

vaciones que conducen a confirmar la solución alcanzada por el
a qua en cuanto hace a la materia federal en debate.

En primer lugar, lo concerniente a los alcances que asigna la
Cámara al precedente de Fallos: 253:267 y su incidencia en este
caso -aspecto que suscitó las divergencias del apelante-, no ofre-
ce reparos a la luz de la aplicación que la Corte ha hecho de los
mismos principios consagrados en aquél en otros de más reciente
data como los registrados en Fallos: 299:162; 302:519 y 813, entre
otros.

En segundo lugar, la defensa de prescripcIOn aducida por la
accionada con base en las disposiciones inherentes a la tutela del
nombre o designación usado para identificar un establecimiento
o actividad (art. 44 de la ley 3975 y arto 29 de la ley vigente) no
puede tener acogida en tanto ella no es invocable respecto de la
acción de nulidad de la inscripción marcada sustentada en los
arts. 953 y 1047 del Código Civil, a la que el a qua hizo lugar.

En efecto, al registrar como marca el logotipo en cuestión y
reivindicarlo en autos como tal, la accionada se sometió volunta-
riamente a las disposiciones respectivas (vgr. arts. 1, 4, 5, 23 a 26
y concs. de la ley 22.362) y lo sustrajo del régimen concerniente
a las designaciones (arts. 3, inc i), 27 a 30 de la ley citada), de
modo que cualquier derivación de este último resultaría abstracta
para la decisión de este litigio. Más aún, sea que se considere im-
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prescriptible la antedicha ácción de nulidad, sea que se estime
aplicable la norma específica contenida en el arto 25 de la ley
vigente, la pretensión de la actora no se vería neutralizada en
ningún caso.

En síntesis, por las razones expuestas, opino que corresponde
declarar' improcedente el recurso extraordinario y, en su caso, con-
firmar la sentencia en cuanto pudo ser materia de agravio. Bue-
nos, Aires, 2 de abril de 1986. Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 19 de junio de 1986.

Vistos los autos: "Burger King Corporation c/FACILVEN ,S.A.
C.LC. s/op. reg. marca - nulidad y cese".

Considerando:

1'?) Que contra la sentencia de la Sala III de la Cámara Na-
cional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, que revocó
la de primera instancia e hizo lugar a la demanda de nulidad en
'las marcas inscriptas por 'la demandada y declaró infundada la
oposición de esta última al registro de las marcas y logotipos de
la actora, interpuso la vencida el recurso extraordinario concedido
a fs. 597, en cuanto se refiere a la inteligencia de la legislación de
marcas y denegado en sus restantes argumentos.

2'?) Que esta Corte compa~te los argumentos y conclusiones del
dictamen del señor Procurador General, a cuyos términos cabe re-
mitirse, en razón de brevedad, enderezados a declarar la improce-
dencia del recurso.

3'?) Que a ellos cabe agregar que la inteligencia que de la Ley
de Marcas efectúa el a qua es adecuada, conforme los casos que
cita el dictamen y el de Fallos: 305: 1589, en tanto no contraría las
disposiciones de dicha ley sino que integra, con los preceptos del
ordenamiento jurídico vigente aplicables, que la sentencia apelada
señala (Fallos: 299:93; 303':578 y 600), arribando' a una solución
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que asegura esenciales principios morales reconocidos por el dere.
cho, cuya vigencia en el ámbito l;narcario admitió esta Corte, evi.
tando una solución injusta qqe resulta incompatible con la fun-
ción judicial y que tampoco puede suponerse que sea finalidad
del legislador (Fallos: 281:146; 302:1284).

Por ello, se declara improcedente el recurso extraordinario.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.

ERWIN OMAR BESKOW v. INSTITUTO DE PREVISION SOCIAL
PROVINCIA DEL CHACO y OTROS

RECURSO EY.TRAORDINARIO: Requisitos. propios .. Cuestiones no federales.
Intapretación de normas locales de proceljimientos. Costas JI honorarios.

Si bien lo atinente' a las regulaciones de honorariós en las instancias
ordinarias es materia ajena al remedio previsto por el art. 14 de la ley
48, ello no es óbice para que la Corte p.ueda conocer en el asunto por
la vía intentada, habida cuenta de que por medio de la doctrina de la
arbitrariedad se tiende a hacer efectiva la garantía de la defensa en
juicio, exigiendo que las sentencias constituyan derivación razonada dd
derecho vigente con aplicación a la~ circunstancias comprobadas de la
causa (1) .

.RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias m'hitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la fundamentación
normativa.

Es descalificable e! pronunciamiento que -habiendo tenido a la actora
por desistida del proceso-, reguló los honorarios prescindiendo de las
derivaciones concretas del juicio en que hubo oposición de excepciones
por la demandada, situación contemplada por e! art. 20 de la ley de
aran ce! de la Provincia del Chaco, que establece una retribución dis-
tinta" superior a la emergente de! art. 27 de dicho ordenamiento, ci-
tada por e! fallo impugnado.

(1) 19 de junio. fallos: 296: 168: 297: 470; 300: 349.
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RECURSO. EXTRAo.RDINARIo.: Requisitos pmpios. Cuestiones no federales.
Sentencias a¡'bitrarias. Procedencia del recurso. Falta de fW7damentació17 su-
ficiente.

Es descalificable la sentencia del Superior Tribunal de Justicia del Cha-.
cú que reguló los honorarios apartándose de los porcentajes correspon-
dientes al. desistimiento' -según lo establecido por la ley arancelaria
local (art. 24)- sin dar razón plausible para ello y con cl solo funda-
mento de una afirmación dogmática, puesto que de las constancias del
expediente se extraía que la conducta procesal adoptada por la actora
-a quien se tuvo por desistida del proceso- se habría exteriorizado en
una oDortunidad idónea para hacer aplicable' la disposición citada.

RECURSO. EXTRAo.RDINARIo.: Requisitos pmpios. Cuestiones no federales.
Sentencias a¡'IJitrarias. Procedencia del recurso. Contradicción.

Es arbitraria la regulación que excluyó por su carácter incierto los ru-
bros reclamados en la demanda en concepto de "lucro cesante" y "daño
morar' para .establecer en ll;lbase econób1ica computable para fijar las
retribuciones, formulando una distinción que no autoriza la norma
aplicable e incurre en autocontradicción, pues más allá de que la de-
terminación correspondiente sólo dependía de una simple operación de
cálculo, no siguió el mismo criterio respecto del ítem d'e "daño ma-
teria!". expresamente computado para las re~laciones, a pesar de con-
currir idéntica falta de certeza en punto a su procedencia, dada la. ex-
tinción 'de la litis antes de la sentencia de mérito (1).

RECURSO. EXTRAo.RDINARlo.: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas locales' de procedimientos. Costas y honorarios.

Lo atiriente a Jos honorarios regulados en las instancias ordinarias cons-
tituye materia ajena al recurso del arto 14 de la ley 48, toda vez que la
determinación del monto del litigio, ]a apreciación de los trabajos cum-
plidos v la interpretación y aplicación ,de las normas arancelarias son,
como regla, en razón de! c'arácter fáctico y procesal de tales cuestiones,
insusceptibles de tratamiento en la instancia extraordinaria. No 'existe
mérito para apartarse de tal principio si los apelantes pretenden el
reexamen de cuestiones no federales cuya solución. es .del resorte ex-
clusivo de los jueces de la causa -que e! monto del juicio era el resul-
tante de considerar la suma reclamada en concepto de daño material
con exclusión del lucro cesante y daño moral, atento su carácter de
hipotéticos, inciertos e indeterminados- sin demostrar siquiera un no-

. (1) Fallos: 296: 658; 302:1518.
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torio desvío de las leyes aplicables o una total ausencia de fundamen-
tación (Disidencia del Dr. Carlos S. Fayt) (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introducción de la cues-
tión federal. Oportunidad. Planteamiento en el escrito de interposición del l'e-
curso extraordinario.

No resulta idóneo para habilitar el conocimiento de la Cqrte el que
los apelantes se agravien de que las regulaciones cuestionadas sean
globales sin discriminación de las sumas que corresponden a cada ac-
tividad, si no han demostrado interés en subsanar esa ¿misión ni in-
vocaron impedimentos en lograrlo en la instancia respectiva ante el
órgano apelado, por lo que su introducción deviene tardía (Disidencia
del Dr. Carlos S. Fayt).

RAMON MANUEL VEGA v. NACION ARGENTINA
(MINISTERIO DE DEFENSA. COMANDO EN JEFE Db"L EJERCITO)

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no "federales.
Exclusión de las cuestiones de hecho. Varias.

Los agravios' dirigidos contra la sentencia que dispuso que el actor se
encuentra encuadrado desde el 7 de septiembre de 1978 en el arto 76,
inc. 2~, ap. a, de la ley 19.101 y orde~ó el pago de la diferencia de habe-
res correspondiente remiten al examen de cuestiones que, en esencia,
hacen a la apreciación de los hechos y pruebas de la causa, cuales son
las conclusiones del a qua en torno a la entidad de la enfermedad pade-
cida por el actor, y la incidencia Que ella debió proyectar sobre su
situación de revista, a partir del momento en que se configuró.

MILITARES.

Toda vez que el' arto 1~ de la ley 21.507 e:';t~l;kce que el personal que
como consecuencia de su intervención en la lucha contrasubversiva' re-
sultare con la inutilización o disminución psicofísica permanente,. tendrá
derecho a un subSIdio extraordinario. ello significa que no podrán per-
cibirlo aquéllos que, no obstante haber "intervenido" en ese tipo de
acciones lograron' salir indemnes.

(1) Fallos: 297: 46, 255, 302; 299: 279, 307, 365; 300: 295, 386, 439; 302: 253, 325,
334, 1135; "Roy, Adolfo c/Banco Mercantil Argentino S.A.", del 10
. de octubre de 1985.
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El Estado Nacional interpone recurso extraordinario contra
la sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Federal
y Contenciosoadministrativo de la Capital -Sala 1- obrante a
fs. 299/305, que dispuso: a) confirmar la de primera instancia en
cuanto, al declarar que el actor se encuentra encuadrado desde el
7 de septiembre de 1978 en el arto 76, inc. 2?, ap. a) de la ley 19.101,
ordenó el pago de la diferencia de haberes correspondientes y b),
la revocÓ en la parte que había denegado el subsidio previsto por
la ley 21.507.

En mi opinión, los agravios dirigidos contra el prim~ro de esos
puntos remiten: al examen de cuestiones que, en esencia, hacen a
la apreciación de los hechos y pruebas de la causa, cuales son las
conclusiones del a qua en torno a la entidad de la enfermedad
padecida por el actor, y la incidencia que ella debió proyectar so-
bre su situación de revista, a partir del momento en que se con-
figuró (d. Fallos: 297:54, 103; 298:376, entre otros).

Los restantes argumentos, vinculados a la irrevisibilidad que
alega la actora de 'la resolución de la Junta Superior de Califica-
ciones de Oficiales que en mayo de 1979 consideró al actor apto
para continuar en su grado, importan en el caso, proponer una
cuestión insustancial, ya que V. E. tiene resuelto reiteradamente
que ello es así siempre y cuando no medie arbitrariedad. A lo que
cabe agregar que lo expresado por los jueces respecto a que la inep-
titud comprobada del actor impedía aquella declaración así como.
asignarle destinos en actividad es también una apreciación de los
hechos de la causa, en. principio ajena a la instancia excepcional.

Por tanto, entiendo que el recurso es improcedente en los te-
mas de referencia. Máxime, cuando el fallo exhibe fundamentos de
Índole no federal bastantes para descartar las deficiencias que se
le imputan y que, por otra parte, sólo evidencian la discrepancia
de quien las formula con lo expresado por el juzgador.
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En lo que atañe al subsidio previsto por la ley 21.507, creo
necesario poner de manifiesto que, frente a lo declarado por la
Cámara -entre otras consideraciones- respecto a que no corres-
ponde extremar el rigor en la interpretación de aquélla pues, si
bien el beneficio es extraordinario, fue acordado para hacer frente
a eventos también extraordinarios, y a que la lucha contrasubver.
siva es una misión que en tiempos normales no corresponde a las
fuerzas armadas sino a las policiales, la recurrente se limita a sos-
tener como todo argumento sustancial que el propósito del legis-
lador fue que el infortunio sea causado directa y exclusivamente
por la intervención en e'sa lucha, "ya que dar a la, palabra «inter-
vención» un alcance más amplio derivaría en que todo el personal
militar y de seguridad séría ácreedor al beneficio".

Pienso que, además de su faita de aptitud para controvertir
lo expresado por el sentencian te, este aserto no es corr.ecto, toda
vez que el arto 1<:>de la citada ley establece en la parte 'pertinente,
que el personal "que como consecuencia de su intervención' en la
lucha contrasubversiva resultare con la inutilización o disminución'
psicofísica permanente, tendrá derecho a un subsidio extraordina-
rio" y ello significa, por lo tanto, que no podrán percibirlo aque-
llos que, no obstante haber "intervenido" en ese tipo de acciones,
lograron salir indemnes.

En tales condiciones, estimo que la apelación también resulta
improcedente en este aspecto, toda vez que el recurrente no expuso
fundamentos que sustenten una diversa inteligencia de la norma
federal aplicada (conf. Fallos: 302:1519,Y sentencia del 16 de agos"
to de 1984, in re: D. 72, "Ducilo, S.A. e/Fisco Nacional", entre otros

pronunciamientos) .

Similar objeción merece el párrafo que el apelante destina a
afirmar que no procede la acumulación de beneficios, habida cuen-
ta que aparece desprovisto de todo apoyo y, pot ende, tampoco
controvierte los argumentos en contrario de la sentencia.

Opino, pues, que el remedio intentado no resulta procedente
y ha sido mal concedido por el a qua. Buenos Aires, 24 de febrero
de 1986. Juan Octavia Gauna.
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Buenos Aire~, 19 de junio de 1986.

Vistos los autos: "Vega, Ramón Manuel c/Estado Nacional (M.
de Defensa - Cdo. en Jefe del Ejército) s/nulidad de resolución".

Considerando:

Que el Tribunal comparte y hace suyos los fundamentos y con-
cIusiones del dictamen de fs. 331/332,- a cuyos términos se remite
por razones de brevedad.

Por ello, y lo dictaminado por el señor Procurador General, se
declara improcedente el recúrso extraordinario concedido a fs. 327.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S.- FAYT

~ ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHJ - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.

CARLOS GRAFFIGNA LATINO y 01~OS

CONFLICTOS DE PODERES.

Por tratarse de la renovación del planteamiento de un conflicto de pode- -
res, res~llta incompetente la Corte Suprema para conocer de la demanda
de amparo -iniciada por los mismos magistrados que habían promo-
vido una anterior- contra la res91ución del jurado de enjuiciamiento
que -ante el dictado de la nueva Constitución de la Provincia de San
Juan .por la cual la facultad de enjuiciamiento de los integrantes de la
Corte de Justicia pasó a la Cámara de Diputados- decidió mantener la
suspensión de los afectados y remitió el caso a la Sala de Acusación de
la Cáma.ra de Dipl.l~ados.
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CUESTION POLlTICA.

FALLOS DE LA CORTE SUPREI"LI

La dilucidación de la compatibilidad de las instituciones provinciales
con lo ctispuesto en el arto S? de la Constitución Nacional -forma repu-
blicana de gobierno, división de poderes, delegación de éstos- cnvuelve,
en principio, una cuestión de naturaleza" política y está, como tal, veda.
da a los tribunales de justicia. La posibilidad dc distinguir entre los
conflictos loca~es de pode¡-es en semido estricto y los supuestos en los
que se trata de hacer valer a favor de personas individuales la garantía
constitucional de la defensa en juicio, podrán hallar, de todos modos,
su campo, no en el ejercicio de la jurisdicción originaria de la Corte,
sino en el de la apelada.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:"

Si bien los demandantes invocan un supuesto desconocimiento,
por parte del Jurado Provincial contra el que accionan, del fallo
de V. E. del 10 de abril ppdo., por el cual se decidió que el ante.
rior amparo deducido por los mismos actores era ajeno a la com-
petencia originaria de la Corte, lo cierto es que, a mi criterio, aqué.
llos en el sub examine no hacen otra cosa que intentar replantear
por una nueva vez de modo improcedente el problema para el cual
el Tribunal se consideró incompetente.

Así lo estimo desde que la última resolución del Jurado de En-
juiciamiento de la provincia de San Juan, de fecha 14 de mayo del
corriente año, así como su aclaratoria del siguiente día, no revis-
ten, al efecto de que aquí se trata, distinta naturaleza de la que
posee la dictada el 14 de marzo que dio origen a la precedente
acción de amparo cuya improcedencia declaró V. E.

Advierto, por ende, que los mismos impedimentos sustanciales
que se tuvieron en cuenta para decidir aquella improcedencia sub.
sisten en la especie, sin que se alcance a vislumbrar cuál es la rela.
ción directa que pudiere eventualmente existir entre ese rechazo
del anterior amparo y la aquí controvertida resolución, dispuesta
por el Jurado Provincial en el marco de su invocada competencia,
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regulada por la normativa local, sin que esto conlIeve -es obvio-
abrir juicio alguno acerca del acierto o validez de la misma.

En tal sentido, debe quedar en claro que cuando esta Corte
dijo, al resolver el amparo anterior, que la cuestión litigiosa que
pretendía traerse a su conocimiento escapaba a su órbita por re-
presentar un conflicto de poderes que debía resolverse dentro del
exclusivo ámbito provincial, vino a afirmar que dicha cuestión no
constituía una "causa" judicial en los términos del arto 100 de la
Constitución Nacional, mas en modo alguno quiso dejar sentada
decisión de ningún tipo en punto a los límites o alcances con que
el problema debía ser sustanciado en la esfera local, con arreglo
a las competencias de las propias instituciones provinciales legis-
ladas al efecto. Haber sostenido esto último hubiera implicado tan-
to como la configuración de un faBa autocontradictorio, toda vez
que al unísono que se decidía la incompetencia del Tribunal para
entender en la solución del entuerto se consagraban con carácter
imperativo pautas resolutivas sobre éste, lo cual es obviamente
inadmisible.

Opino, por tanto, que corresponde rechazar el amparo inten-
tado. Buenos Aires, 3 de junio de 1986. Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 19 de junio de 1986.

Vistos los autos: "Graffigna Latino, Carlos y otros s/acción
de amparo".

Considerando:

1':') Que en la causa G.487-XX, "Graffigna Latino, Carlos y otros
s/recurso de amparo", los demandantes se presentaron a esta Corte
solicitando amparo contra la decisión del jurado de enjuiciamiento
de la Provincia de San Juan que los suspendió en sus funciones.
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En tal ocaSlOn, reclamaron que el Tribunal "como cabeza de
poder y órgano supremo de la organización judicial argentina" ga-
rantizara el normal funcionamiento de la Corte de Justicia de la
Provincia de San Juan y la investidura de los jueces provinciales,
con apoyo normativo en los arts. 5~ y 18 de la Constitución Nacio-
nal, en cuanto no se encontraría asegurada la administración de
justicia y se habrían violado el derecho de defensa y el debido pro-

ceso legal.

2~) Que; en la oportunidad .referida, esta Corte declaró su in-
competencia para entender en la demanda de amparo iniciada. Para
ello se remitió a jurisprudencia que puede sintetizar se así:

a) Que el sometimiento al Tribunal de un conflicto entre órga-
nos del gobierno local escapa a la competencia originaria que le
atribuye el arto 101 de la Constitución Nacional, conclusión inevita-
ble ante el hecho. de que la reforma de 1860 derogó de modo ex-
preso las cláusulas de los arts. 97 y 98 del texto original de 1853
-correspondientes a los actuales artículos 100 y 101- que asigna-
ban a la Corte Suprema dicha competencia para el conocimiento
y decisión "de los conflictos entre los diferentes poderes públicos
de una provincia" (confr., especialmente, Fallos: 136: 147; 263: 15 y

283:243); y

b) que el caso no podía ser juzgado por el Tribunal en ejer-
cicio de su jurisdicción originaria porque en él no .revestía la Pro-
vincia de San Juan el carácter de parte (v. doctrina del pronun-
ciamiento, in re: "Marresse, Alberto A. e/Cámara de Diputados Pcia.
de Santa Fe s/recurso de amparo y medida de no innovar", Comp.

N~ 281.XX, 28"11-1985).

3~) Que, al dictarse la nueva Constitución de la Provincia de
.San Juan, la facultad para el enjuiciamiento de los integrantes de
la Corte de Justicia pasó a la Cámara de Diputados (art. 219). En
mérito a ello, el jurado que intervenía resolvió su propia inhabili-
dad para entender, deciciió mantener la suspensión de los afectados
y remitió el caso a la Sala de Acusación de la Cámara de Diputados.
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4':') Que, contra la resolución mencionada en último término,
inician nue.va demanda de amparo' los mismos magistrados que
promovieron la anterior, porque estiman que este Tribunal declaró,
en ese primer proceso, la existencia de un conflicto local de pode-
res entre la Corte de Justicia de San Juan y el jurado de enjuicia-
miento, CJ,ueno permite innovar unilateralmente la situación sin'
desacatar el fallo dictado por esta Corte Suprema en el caso antes
aludido.

A tal razón, agregan que la intervención de esta Corte resulta
"necesaria para evitar el perjuicio irreparable que se irroga con la
situación creada "al sistema republicano, a la independencia de los
jueces y a la seguridad jurídica de los justiciables".

5':') Que, más allá de observar que el primero de los argumen-
tos de los demandantes, reseñados en el considerando precedente
sólo importa, en substancia, la renovación del planteamiento del
conflicto de poderes para cuya resolución el Tribunal ya se declaró
incompetente, es preciso atender, frente al segundo de dichos argu-
mentos, al límite que a la intervención de la Corte Suprema pone,
en hipótesis de esa índole, nuestro sistema constitucional.

En efecto, conforme a reiterada jurisprudencia del Tribunal,
la dilucidación de la compatibilidad de las instituciones provincia-
les con lo dispuesto en el arto 5,:,de la Constitución Nacional -forma
republicana de gobierno, división de poderes, delegación de éstos-
envuelve, en principio, una cuestión de naturaleza política y está,
corno tal, vedada a los tribunales de justicia (Fallos: 187:79 y los
antecedentes allí citados; 216:267 y otros).

6':') Que, las excepciones al principio aludido, propuestas en las
disidencias de Fallos: 261:104 y 264:7 y 375, Y que se fundan en
la posibilidad de distinguir entre los conflictos locales de poderes
en sentido estricto y los supuestos en los que se trata de hacer
valer a favor de personas individuales la garantía constitucional de
la defensa en juicio, podrán" hall<ir, de todos modos, su campo; no
en el ejercicio de la jurisdicción originaria del Tribunal, sino en el
. de la apelada (v. doctrina de Fallos: 216:267).
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Por todo lo expuesto, y habiendo dictaminado el Sr. Procura-
dor General, se declara que la Corte carece de jurisdicción origi-
naria para entender en la presente demanda de amparo.

JOSÉ SEV£RO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI JORGE ANTONIO

BACQUÉ.

ESTANCIAS MARRE SOCIEDAD, ANONIMA,
INDUSTRIAL, AGROPECUARIA, FINANCIERA E INMOBILIARIA

v. PROVINCIA DE CORDOBA, LA PAMPA y OTRA

JUICIO SUMARlO.

Es inadmisible la alegación de hechos nuevos cuando ha transcurrido
ampliamente el phzo previsto por el arto 365 del Código Procesal, com-
putado desde la resolución antes mencionada; bien entendido quc en el
proceso sumario -a diferencia del ordinario- no existe una providen-
específica que disponga la apertura a prueba del juicio (art. 489 del
Código citado) (1).

MEREGILDA LOPEZ 11., PROVINCIA DE BUENOS AIRES

DAIVOS y PERJUICIOS: Responsabilidad del Estado. Registro de la Pl'Opiedad.

La eventual responsabilidad del escribano -en el caso en que se reclama
por lo~ daños y perjuicios derivados de la conducta negligente en que
incurrieron los funcionarios del registro provincial en el cuidado de los
asientos a su cargo- no excusa total ni parcialmente la de la provincia,
sin p("rjuicio de las acciones que ulteriormente pudiese ejercer ésta
contra aquél para obtener su contribución en la deuda solventada. E]]o
es así, pues aún cuando se probase la falta de diligencia del escribano.

(1) 19 de junio.
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ello no obstaría a la responsabilidad que corresponde adjudicar a la
provincia, que es de derecho administrativo y se origina en la deficiente
prestación del servicio registral; en tanto que la posible del escribano
sería de derecho civil basada en la negligencia en el desempeño de su
profesión. Mediarían, de configurarse ese supuesto, obligaciones concu-
trentes -también denominadas in solidum-, las que se caracterizan
por la existencia de un solo acreedor, un mismo objeto, pero distintas
causas en relación a cada uno de los deudores (1).

TRANSPORTES COLEGIADOS. S.A.C.I. v. DIRECCION PROVINCIAL
DE RENTAS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

CADUCIDAD DE LA INSTANCIA.

La presentación de nuevo apoderado y la constitución de un nuevo domi-
cilio no configura una actividad procesal idónea para impulsar el pro-
cedimiento, habida cuenta de que reviste ese 'carácter únicamente la
que, cumplida por las partes, el órgano jurisdiccional o sus auxiliares,
resulte adecuada a la etapa procesal en la que se la realice para hacer
avanza," el proceso hacia la sentencia (art. 331, Ira. parte, del Código
Procesal) (2).

JOSE MARlNO

JURISDICCION y COMPETENCIA: Cuestiofles de compt!tencia. Intervel1ción de
la Corte Suprema.

No solo resulta indispensable el cumplimiento de los recaudos previstos
por el arto 61 del Código de Procedimientos en Materia Penal para que
la Corte pueda ejercitar en las causas criminales las atribuciones re-
gladas por el art. 9~ de la ley 4055 y 24, inc. 7~, del decreto-ley 1285/58
sino que el desistimiento del juez requirente de la inhibitoria hacc de.
saparecer todo conflicto que pudiera ser sometido al Tribunal.

(1) 19 de junio. "Etchebcrry, Oscar Ignacio y otros c/Buenos Aires,
Pcia. de", del" 27 de agosto de 1985.

(2) 19 de junio.
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pues las contiendas de competencia se terminan o por decisión del ór-
gano encargado de dirimirlas o por desistimiento de los magistrados
que las han suscitado.

JURISDICCION y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. Generalidades.

No cabe admitir la renovación de cuestiones de competencia ya cerra-
.das si no se han ))uesto de manifiesto en la causa, después de solucio-
nado el conflicto anterior, hechos que permitan modificar el sustento
fáctico de la primera controversia.

JURISDICCION y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. ]¡¡Iúbitoria.
Plantea,miel1to )' trámite.

Cuando la tramitadón de un proceso ha llegado hasta el estado de
sentencia definitiva respecto de algunos de los parctícipes, no cabe ad-
mitir que se suscite cuestión de competencia respecto del juzgamiento
de los otros.

JURISDICCION y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. Generalidades.

Integra el orden público la regla que impide que sea atribuida a clis-
tintas jurisdicciones la decisión acerca de. idéntica materia fáctica,
con violación del nrincipio según el cual la identidad de hechos deter-
mina l::tunidad de conocimiento, col'?prescindencia del número de par-
tícipes, lo que significa que no cabe admitir que las cuestiones de com-
petencia se plant~en y concluyan primero respecto de un partícipe y
después con relación a otro. El magistrado que reclama el juzgamiento
de uno de: los responsables de la acción delictiva asevera que el hecho
entero cae bajo su competencia, pues al partícipe no le es atribuible un
segmento de aquél, sino la' totalidad, en el grado de causación y re-
proche que le sea asignable.

JURISD1CCION y COMPETENCIA: Cl/estiones de competencia. Inhibitorio,.
PIQl~teamiento )' trámire.

Al haberse producido en la causa el sobreseimiento definitivo de varios
de los imputados, ello impide "la renovación del artículo, máxime si
tampoco se ha producido la incorporación de nuevos elemcntos de he-
cho. Ello es aeí, pues razones elementales de buen orden procesal y de
coherencia ló~ica, vedan que los restantes implicados sean sometidos <'.
otro tribunal distinto del que ya se ha pronunciado respecto del hecho
de la causa, en el momento en que su competencia había sido exprc-
samente reconocida por el fuero que ahora postula la reapertura del
debate jurisdiccional, que aparece," así, manifiestamente extemporáneo.
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Entiendo que con los elementos incorporados en el expediente
- 3 J4, N'? 1008, corresponde 5, que corre por cuerda, ha quedado
satisfecho lo requerido por el Tribunal en orden al planteamiento
de una contienda de competencia que corresponde a V.E. dirimir.

Respecto del fondo del asunto, estimo que los hechos por los
cuales han sido sometidos a procesamiento personal de la policía
provincial afectado en la época de la presunta comisión de los dé-
bitos denunciados al control operacional del Comando del IIIcer.
Cuerpo de Ejército aparecen prima facie, comprendidos en el arto
10 de la ley 23.049 que atribuye competencia al fuero castrense para
conocer de ellos (sentencia del 21 de junio de 1984 en la causa de
competencia N'? 97, L. XX Y pronunciamientos posteriores).

Siendo ello así, opino que cabe dirimir la presente contienda
de competencia .trabada entre el señor Juez en 10 Criminal y Co-
rreccional de Santiago del Estero y la Justicia Militar, declarando
que toca a esta última entender del proceso en lo que concierne
a los efectivos de seguridad mencionados. Buenos Aires, 23 de octu-
bre de 1985. Juan.Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 19 de jl;1-niode 1986.

Autos y Vistos; Considerando:

1'?) Que mediante el auto. que obra a fs. 13/13 vta. del expe-
diente agregado 3 J4 N'? 1008 Cde. 5 el Consejo Supremo de las
Fuerzas Armadas ha sometido a e~ta Corte el conflicto de compe-
tencia que mantiene el fuero castrense con la justicia en lo crimi-
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nal de la Provincia de Santiago del Estero, acerca de la causa cara.
tulada "Homicidio en perjuicio de José Marino".

Si bien la cuestión de competencia por inhibitoria, fundada
en el art. 10 de la ley 23.049, fue propuesta por el señor Juez de
Instrucción Militar a cargo del Juzgado N? 72, con sede en Cór.
doba, el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas, al insistir en
debida forma, en el planteamiento efectuado por el juez militar,
lo ha ratificado en términos expresos. En consecuencia, han que-
dado satisfechos los recaudos exigibles de conformidad con el pro-
nunciamiento emitido el 20 de agosto de 1985 in re "Basterra,
Víctor l\'1elchor s/querella" - Competencia N? 331.XX para tener
por planteada una cuestión de competencia que corresponde diri-
mir a esta Corte conforme a las facultades que le confieren el art.
43, inc. 4'?, del Código de Procedimientos en Materia Penal y el
arto 24, inc. 7?, del decreto-ley 1285/58.

2?) Que es preciso tener en cuenta que en los autos principa-
les, agregados por cuerda, han sido procesadas por la justicia pro-
vincial diversas personas en relación a varios hechos penales sepa-
rados. Ellos son:

a) la privación ilegítima de la libertad y homicidio cuya víctima
fue José Marino (este expte. lleva el N? 44 del Juzgado en lo Cri-
minal y Correccional de 2~ Nominación de Santiago del Est~ro y
tiene tres cuerpos);

b) la privación ilegítima de la libertad calificada en perjUICIO
de Carlos Alberto Gómez (este expediente lleva el N'? 43, fue tra-
mitado por el juzgado antes aludido y tiene un solo cuerpo);

c) la privación ilegítima de la libertad cometida contra el doc-
tor Edgardo Elías Nazar (expediente N? 68 del mismo juzgado, que
también comprende un solo cuerpo) y

d) la privación ilegítima de la libertad en perjUICIOde Conso-
lación Carrizo, cuya muerte -producida por haberse arrojado al
vacío desde la terraza del segundo piso del inmueble donde se la
detuvo- no imputa el juez de la causa a los autores de la presunta.
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privaclOn de la libertad mencionada (expediente N? 301 del Juzgado
de referencia, ver fs. 145/148).

Por el hecho referido sub a -que es el único sobre el cual
versa la presente cuestión de competencia, aunque existió otra en
cuanto al hecho sub d, fs. 1/11 del incidente agregado al expediente
301- la justicia del crimen de Santiago del Estero dispuso el pro-
cesamiento y prisión preventiva de los empleados de la policía de
dicha provincia Ramón Alberto Guevara y Ramqn Gustavo Ponce
por el delito de' privación ilegítima de la libertad seguida de muerte
y sólo por el delito de privación ilegítima de la libertad calificada
del coronel Ramón Werfil Herrera, ex Jefe de la Policía de la Pro-
.vincia, del Comisario Retirado y ex Jefe del' Departamento de In-
formaciones Sr. Muza Azar y del Sub-Comisario Ramón Oscar San-
tos Marchen.

En cúanto a los restantes imputados, se declaró que no existía
mérito para su procesamiento (ver auto de fs. 499/529 del expe-
diente N? 44). '

Las cuatro causas mencionadas fueron objeto de una reqUIsI-
toria conjunta del Ministerio Público que corre de fs. 157 a fs. 189
del expediente N? 301 (de Consolación Carrizo).

Después de dicha requisitoria,' las defensas de los procesados
Musa Azar y Ramón Werfil Herrera solicitaron, el 27 y 28 de marzo
de 1985, que se declarara prescripta la acción penal con respecto a
sus defendidos (fs. 211/212 y 213/214 del expediente N? 301); y por
ello, con la conformidad del Ministerio Público (fs. 226), el juez
decretó el 23 de abril del mismo año, el sobreseimiento definitivo
de ambos imputados (fs. 228), resolución que quedó firme.

Por otra parte, se había declarado la falta de mérito para el
procesamiento de Musa Azar respecto del hecho sub d (fs. 145/148
del expediente N? 301), decretándose más adelante el sQbreseimiento
definitivo (fs. 234/255 del expediente citado).

El auto de elevación de la causa a plenario alcanza a Ramón
Alberto Guevara, Ramón Gustavo Ponce y Ramón Oscar Santos
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Marchen, en tanto sobresee definitivamente a los restantes impu-
tados (fs. 234/255 del expediente N~ 301).

3~) Que el 22 de febrero de 1984, el señor juez de instrucción
militar a cargo del Juzgado N~ 72 había reclamado a la justicia de
Santiago del Estero el conocimiento de la causa por homicidio en
perjuicio de José Marino "en que se encontraría involucrado prima
tacie el señor Coronel don Ramón Werfil Herrera" (fs. 207 del ex-
pediente 44), solicitud que fue rechazada a fs. 218/224 de las
actuaciones mencionacJas y que dio lugar a que se planteara ante
esta Corte, por parte de. la justicia militar, la cuestión de compe-
tencia caratulada "Azar Musa y otros s/privación ilegítima de la
libertad y homicidio calificado", Competencia N~ 87, de la cual in-
forman las constancias de Secretaría que obran de fs. 32 a fs. 3.5
del expediente en el que se emite el presente fallo y las actuacio-
nes agregadas posteriormente, a solicitud de esta Corte, por el señor
Juez de Santiago del Estero (fs. 38/47).

Requerido el juez de instrucción militar por el auto del 2 de
mayo de 1984 para que manifestara, de acuerdo con el arto 151 del
Código de Justicia Militar, si mantenía su pedido de inhibitoria
(fs. 34 y 43), éste fue desistido en fecha 8 de mayo de 1984 (fs. 35
y 44). En tal ocasión, el, juez de instrucción militar exp'resó que
"analizados los fundamentos expuestos en la presente cuestión de
competencia, resuelvo declinar la misma, remitiendo en consecuen-
cia, el expediente en el cual se origina la cuestión planteada" (fs.
44). Ante ello, con fecha 14 de mayo de 1984, el secretario del Tri.
bunal que intervino en aquel caso dictó la siguiente resolución:
" ... Tómese razón de lo resuelto y remítase sin más trámite al Juz-
gado de Primera Instanciá en. lo Criminal y Correccional de la se-
gunda nominación de Santiago del Estero ... " (fs. 44 vta.).

De tal incidente, y del modo en que finalizó, hace mérito el
pronunciamiento dictz.do por el juez de Santiago del Estero en el
auto por el cual :.-ehúsa admitir el nuevo pedido de inhibitoria
formulado pór el fuero militar (fs. 18 del incidente que se cara-
tul a "juez de instrucción militar a.cargo del Juzgado N~ 72, plantea
cuestión de competencia en los autos: expediente N~ 44/84, en autos
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caratulados: «Azar Musa y otros s/privación ilegítima de la libero'
tad y homicidio en perjuicio de ,José Marino»"), el cual se halla
agregado al incidente de competencia promovido, y al parecer, no
continúado, en el sumario referente al deceso de Consolación Ca-
rrizo mencionado en el considerando 3? sub d) de la presente sen~
tencia.

4?) Que no sólo resulta indispensable el cumplimiento de los
recaudos previstos por el a~t. 61 del Código de Procedimientos en
Materia Penal para que esta Corte pueda ejercitar en las causas
criminales las atribuciones regladas por el arto 9? de la ley 4055 y
24, inc. 7?, del decreto-ley 1285/58 (Fallos: 108:77), sino que el de-
sistimiento del juez requirente de la inhibitoria hace desaparecer
todo conflicto que pudiera ser sometido al" Tribunal (Fallos: 76:
118 y 304:1572), pues las contiendas de competencia 'se terminan o
por decisión del órgano encargado de dirimirlas o por desistimiento
de los magistrados que las han suscitado (Fallos: 78:200). '

Por otra parte, este último criterio está expreso en la ley de
rito en materia penaL Relacionando el texto del arto 60 de aquélla
con su arto 62, se advierte que, al desistir del planteamiento de la
competencia, el juez que propuso la inhibitoria reconoce la juris-
dicción del magistrado a quien la había discutido.

S?) Que la jurisprudencia del Tribunal no admite la renovación
de cuestiones de competencia ya cerradas si no se han puesto de
manifiesto en la causa, después de solucionado el conflicto ante-
rior, hechos que permitan modificar el sustento fáctico de la pri-
mera controversia (v. los pronunciamientos recaídos en los casos:
"Guerrero, Juan Carlos s/defraudaciones reiteradas, Competencia
317.XX."; "Instituto Nac. de Vitivinicultura c/San Alberto S.R.L.
s/ denuncia falsificación de sellos, Comp. 454.XX." y "Aguilera, Gil-
berta y otros s/contrabando, Competencia 543.XX.", de fechas 5 y
12 de septiembre de 1985 y 13 de marzo de 1986, respectivamente).

6?) Que el Tribunal, en el c~so publicado en resumen en Fallos:
300:538, indicó que cuando la tramitación de un proceso ha llegado
hasta el estado de sentencia definitiva respecto de algunos de los
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partícipes, no cabe admitir que se suscite cuestión de competencia
respecto del juzgamiento de los otros. En efecto, también integra
el orden público la regla que impide que sea atribuida a distintas
jurisdicciones la decisión acerca de idéntica materia fáctica, con
violación del principio según el cual la identidad de hechos deter-
mina la unidad de conocimiento con prescindencia del número de
partícipes (confr. también las sentencias dictadas en las causas:
"Fasanella, T.", Comp. 508, XVII, sentencia del 14 de diciembre de
1976; "Bell, Carmen A.", Comp. 576, XVII, sentencia del 15 de
marzo de 1977).

Esto significa que no cabe admitir que las cuestiones de com-
petencia se planteen y concluyan primero respecto de 'un partícipe
y después con relación a otro. El magistrado que reclama el juz-
gamiento de uno de los responsables de la acción delictiva asevera
que el hecho entero cae bajo su competencia, pues al partícipe no
le es atribuible un segmento de aquél, sino la to.talidad, en el grado
de causación y reproche que le sea asignable.

79) Que, al haberse producido en esta causa el sobreseimiento
definitivo por parte de la justicia en lo Criminal de Santiago del
Estero del Cnel. Ramón Werfil Herrera, del Comisario Musa Azar,
y de varios de los empleados policiales inicialmente imputados -lo
cual se hizo posible al desistir el fuero castrense de la cuestión de
competencia planteada en la anterior oportunidad-, las razones de
orden público expuestas en el considerando anterior impiden la re-
novación del artículo, máxime si tampoco se ha producido la incor-
poración de nuevos elementos de hecho.

Que, en síntesis, mientras el sobreseimiento definitivo pasado
en cosa juzgada' de alguno de los partícipes impide la renovación
del planteamiento de competencia (Fallos: 243: 173 y 240: 149, a
contrario), razones elementales de buen orden procesal y de cohe-
rencia lógica, afirmadas en la jurisprudencia de la Corte, vedan
que los restantes implicados sean sometidos a otro tribunal dis-
tinto del que ya se ha pronunciado respecto del hecho de la causa,
en el momento en que su competencia había sido expresamente
reconocida por el fuero que ahora postula la reapertura del debate
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jurisdiccional, que aparece, así, manifiestamente extemporáneo (Fa-
llos: 257: 151).

Por ello, habiendo dictaminado el señor Procurador General,
se declara improcedente la cuestión de competencia planteada. en
autos por el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas. Agréguese
copia de esta sentencia al incidente acompañado letra 3J4 N? 1008,
Cde. 5, caratulado "Ministerio de Defensa - Consejo Supremo de
las FFAA - Incidente de Competencia planteado por el JIM N'! 72
en los autos caratulados «Homicidio en perjuicio de José Mari-
no»", que será remitido a dicho Consejo Supremo. Devuélvanse los
autos al señor Juez en 10 Criminal y Correccional de Santiago del
Estero.

JOSÉ SEVERO CABALLERO' - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI JORGE ANTONIO

BACQUÉ.

AGUSTIN PANELO v. COMESI S. A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiol1es 110 federales.
Selltel1cias ar1Jitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la fundamentacióll
110rmativa.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que rechazó la demanda por
indemIllzación de daños y perjuicios derivados de una relación de tra-
bajo si se advierte que la interpretación del arto 1113del Código Civil
efectuada por el a quo frustra el objetivo perseguido por dicha norma,
toda vez que al incluir como factor eximente de responsabilidad un
supuesto no contemplado en ella -como es la existencia de una COI1-

dición con causal, el ambiente laboral, no imputable al actor- res-
tringe dogmáticamente la eficacia de una disposición cuyo fin espeCÍ-
fico es posibilitar la indemnización del daño causado por el vicio o
riesgo de la cosa, en las situaciones en que éste se produce con in.
dependencia de t"da idea de culpa del sujeto (1).

(1) 19 de junio. Fallos: 297:63, 322; 298:214.
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ROBERTO ROMERO v.
CAJA NACIONAL DE PREVISION SOCIAL PARA EL PERSONAL DE LA

INDUSrRIA, COMERCIO y ACTIVIDADES CIVILES

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestio-
nes federales simples. Interpretación de las leyes federales.

Procede el recurso extraordinario en el caso en que se cuestionó la
validez y alcance de normas que hacen a la estructura institucional del
fuero bboral de la Capital -ley 14.236-, cuyos jueces tienen carácter
nacional, y la decisión atacada es contraria a la pretensión del recu-
rrente enderezada a demostrar la privación de garantías constitucio-

nales.

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad e incol1Stitucionalidad. Leyes
l1acionales. Comunes.

La constitucionalidad del arto 14 de la lcy 14.236 se fundamenta en la
seguridad que brinda al particular el control judicial instituido en la

norma.

ACCION DIRECTA DE INCONSTITUCIONALIDAD.

Para 1':1 admisión de la existencia en el orden nacional de las acciones
directas de inconstitucionalidad, como el amparo, la acción de mera
certeza o el juicio sumario en materia constitucional, el actor debe
carece¡- de otros medios legales aptos para obtener la protección del
derecho o garantía constitucional de que se trate (arg. arto 322 del Có-
digo Procesal Civil y Comercial de la Nación y arto 2~, inc. a). ley
16.986).

DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

Don Roberto Romero, en su condición de titular de una jubi-
lación ordinaria, requirió de la Caja Nacional de Previsión de la
Industria, Comercio y Actividades Civiles, la rectificación de las
cifras que expresaban el contenido económico de su beneficio, a
lo cual el .organismo mencionado contestó que la prestación se en-
contraba correctamente liquidada (v. fs. 44 y 46 del expediente
administrativo N'? 23.058.798, agregado por cuerda).
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No consta de autos que ante esa negativa el interesado utili-
zara la facultad que otorga el arto 13 de la ley 14.236 y menos, por
supuesto, la instituida en el arto 14 de la misma ley.

En cambio de ello el nombrado Romero promovió demanda
ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo N,:, 5
contra la Caja otorgante con el objeto de que el monto de su pres-
tación le sea reajustado de manera que mantenga para el futuro
cierta proporcionalidad con referencia al sueldo que 'percibe quien,
en actividad, ocupa el cargo que desempeñaba. A tal fin, planteó
la inconstitucionalidad de los arts. 49 y 53 de la ley 18.037 -t.O.
1976- solicitando, también, la actualización monetaria de las su-
mas resultantes del reajuste (v. fs. 2/3 vta. del principal, foliatura
a citar en adelante).

Corrido traslado al organismo previsional demandado, éste fue
evacuado en los términos del escrito de fs. 10/11.

La señora jueza interviniente, que en un primer momento de-
claró su competencia, modificó después su criterio a tenor de la
sentencia interlocutoria de fs. 19/21, la cual, apelada por el bene-
ficiario, fue confirmada por la Sala IV de la Cámara Nacional de
Apelaciones del Trabajo (fs. 32/32 vta.).

Contra 19-decisión del a qua se interpuso recurso extraordinario
cuya denegatoria, previo traslado de ley, da motivo a esta presen-
tación directa.

A mi ver el recurso extraordinario es procedente por haberse
puesto en tela de juicio la validez y alcance de normas que hacen
a la estructura institucional del fuero laboral de la Capital cuyos
jueces tienen carácter nacional y por ser, a mi juicio, definitiva la
resolución atacada bajo la pretensión de privar de garantías cons-
titucionales al recurrente.

En cuanto al fondo del asunto, afirma la Cámara en conso-
nancia con lo resuelto por el inferior que la accionante debió ob-
servar para el trámite de su pretensión el procedimiento reglado
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con garantía de tutela judicial a través de los recursos que prevé
la ley 14.236, instancia ésta en 'la que podrá ventilarse el planteo
de inconstitucionalidad Y eventualmente llegarse a un resultado
satisfactorio para la parte.

El señor Romero, por su lado, manifiesta en su escrito de fs.
33/34 vta. que promovió demanda de inconstitucionalidad de los
arts. 49 y 53 de la ley 18.037 porque la Caja otorgante y la Comi-
sión Nacional son incompetentes para entender y resolver en su
planteamiento. Agrega, que el decisorio impugnado rechaza esa
tesitura con lo que viola los arts. 14 bis, 16, 18, 94 Y 100 de la Cons-
titución Nacional, todo ello como. fruto de detraer del Poder Judi-
cial una ,materia que es de su incumbencia.

Considero inatendibles los agravios del reclamante.

Así lo pienso, por las razones expuestas al dictaminar con fecha
25 de noviembre de 1985 en la causa Comp. N'? 549, L. XX, "Lan-
cellotti, Guido Oreste c/Caja Nacional de Previsión de la Industria,
Comercio y Actividades Civiles s/cobro de australes", actualmente
a decisión del Tribunal, a las cuales me remito en lo pertinente.

Cabe agregar, que la constitucionalidad del arto 14 de la ley
14.236 ~e reconocida en los casos de Fallos: 244:548; 247:344; 248:
501; con fundamento en la seguridad que brinda al. particular el
control judicial mstituido en la norma. Sentido .coincidente r~vela
la doctrina de la mayoría" en Fallos: 247:646, acerca .de la necesidad

de control judicial.

Es también oportuno recordar que el carácter especial de alza-
da contenciosoadministrativa reconocida por la ley 14.236 a la Cá-
mara Nacional de Apelaciones del Trabajo aparece registrado, asi-
mismo, en las leyes 19.346, 21.624, arto 97, inc. c), 22.804, arto 23,

entre otros cuerpos.

Por último, cabe señalar que en el orden nacional no existe
la déclaración de inconstitucionalidad por vía de acción a diferen-
.cia de lo que disponen ciertas provincias en sus códigos procesales
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dictados en consecuencia de las respectivas constituciones. Así,
por ejemplo, Buenos Aires C.P.C.C., arto 683, .constitución de San-
tiago del Estero,- arto 126, inc. 1':', apartado c).

Opino, por lo expuesto, que corresponde confirmar la sentencia
apelada. Buenos Aires, 15 de abril. de 1986. Máximo l .. Gómez
Forgues.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 19 de junio de 1986.

, Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Roberto Ro~
mero en la causa Romero, Roberto c/Caj~ Nacional de Previsión'
Social para el Personal de la Industria, .Comercio y Actividades Ci-
viles", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1':') Que la Sala IV de la Cámara Nacional de Apelaciones del
Trabajo, al confirmar la sentencia de primera instancia, se declaró
incompetente para tratar la inconstitucionalidad de los arts. 49 y
53 de la ley 18.037, en razón de que el interesado no había usado
el procedimentlj administrativo -reglado con garantías de tutela
judicial- que regulan los recursos de la ley 14.236. Contra ese.
pronunciamiento, aquél dedujo el recurso extraordinario cuya de-o
negación origina la presente (:Iueja.

2':') Que el remedio federal es procedente por haberse cuestio-
nado la validez y alcance de normas que hacen a la estructura
instituci?nal del fuero laboral de la Capital, cuyos jueces tienen
carácter nacional, y ser la decisión atacada contraria a la preten-
sión del recurrente enderezada a demostrar la privación de garan-
tías constitucionales que invoca .

. 3':') Que los agravios ,del apelante encuentran adecuada apre-
ciación en los fundamentos del' dictamen 'del señor Procur~dor
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Fiscal, que esta Corte comparte y a los que se remite por cuestión
de brevedad, sin perjuicio de señalar, que en las causas B.169.XX
"Baeza, Aníbal Roque c/Estado Nacional"; F.203.XX "Fonrouge,
Alberto M. s/amparo"; S.291.XX "Santiago del Estero, Provincia de
e/Estado Nacional y/o Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/acción
de amparo", de fechas 28 de agosto, 2 de noviembre de 1984 y
20 de agosto de 1985, el Tribunal admitió la existencia en el orden
nacional de las acciones directas de inconstitucionalidad, como el
amparo, ,la acción de mera certeza oel juicio sumario en materia
constitucional, bien entendido que el actor debe carecer de otros
medios legales aptos para obtener la protección del derecho o ga-
rantía constitucional de que se trate (arg. art. 322 del Código Pro-
cesal Civil y Comercial de la Nación y art. 2, inc. a), ley 16.986).

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado en sentido con-
cordante por el señor Procurador Fiscal, se declara procedente el
Tecurso extraordinario y se confirma la sentencia apelada.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

_ ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.

TECNOFOREST S. A. v. DIEMINGER HNOS. S.R,L.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 170, federales.
Sentencias al"11itrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideración
de extremos conducentes.

Si bien el tema referente a la validez de las notificaciones sólo suscita
una cnestión fáctica y procesal, propia de los jueces de la causa Y
extraña a la instancia del arto 14 de la ley 48, ello no impide a la Corte
conoc,~r en un planteo de esa naturaleza- la vencida interpuso recurso
extraordinario contra el pronunciamiento que desestimó el incidente
de nuJi:lad de notificación del traslado de la demanda- cuando la
decisión omite considerar elementos relevantes del expediente y lás
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normas conducentes para su solución correcta, todo lo cual redunda
en evid.ente menoscabo del derecho de defensa garantizado por el arto
18 de la Constitución Nacional (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestion~s no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso: Defectos en la consideración
de extremos conducentes.

Es descalificable la sentencia que desestimó el incidente de nulidad
de notificación del traslado de demanda, si a pesar de admiti. que el
domicilio lega~ de la sociedad demandada siempre estuvo situado en
Capital Federal --Comprobado por la prueba informativa en el inci-
dente y jo. instrumental acompañada por la actora en autos principa-
les-, la alzada reconoce eficacia 0.- la notificación por cédula en extraña
jurisdicción, cumpiida con la persona que -al declarar como testigo-
admite carecer de facultades para representarla. Ello es así, pues lo
decidido -{;on notorio apartamiento de las circunstancias de hecho re-
señadas y de las normas de derecho de fondo referentes al régimen del
domicilio de las personas jurídicas (arts. 90, inc. 3?, del Código Civil y
11 de la ley 19_550, modificada por ley 22.903) - no halla justificación
en las consideraciones vertidas en el fallo"acerca del alcance atribuible a
otras ';);ezas telegráficas agregadas, toda vez que tales citaciones fueron
practicadas en una época en que el domicilio social ya se había tras-
ladado a otro lugilr de la Capital Federal, según resulta de los infor.
mes de la Inspección Gen~ral de Justicia y de las certificaciones efec-
tuadas por escribano público.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Principios generales.

Es descalificable como acto judicial la sentencia que carece de un aná-
lisis razonado de problemas conducentes para la correcta dilucidación
del pleito y lesiona gravemente el derecho de defensa en juicio (2).

(1) 19 de jumo.
(2) Fallos: 276:261; 279: 176; 284: 375.
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YABOTI S.R.L. v. LAUTARODURAÑONAy VEDJA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la fundamentación
normativa.

Es descalificable la decisi6n que se limita a imponer las costas de-
vengadas por la tasaci6n pericial con fundamento en la preclusi6n
nacida por el originario acogimiento del recurrente al trámite ,pre-
visto por el artículo 9? del decreto-ley 30.439/44, omitiendo, sin' em-
, bargo, toda consid-::raci6n desde la perspectiva del artículo 63 de la ley
21.839' -cuesti6n oportunamente introducida en la litis según lo ex-
puesto- que ciispone que dicha ley se aplicará a todos los asuntos o
procesos, en los que como en el caso de autos, no hubiere recaído
resolución firme regulatoria al momento de su publicación (1) .

RECURSO 'EXTRAORDINARIO:, Resolución. Límites del pronunciamiento.

El pronunciamiento de la Corte se encuentra limitado a los agravios
que fueron deducidos en el recurso extraordinario y reiterados en la
presentaci6n directa (2).

JUAN BAlJTISTA DAVID SPINETTO v. JUAN CARLOS SALVI y OTRA

DEPRECJACION MONETARIA: Indices oficiales.

Si bien los cálculos para recomponer el valor de la moneda pueden
efectuarse sin su:eci6n estricta a los índices oficiales, corresponde
dejar sin efectó la sentencia cuya correcci6n de valores no consulta'
tales índices ni, expone motivos suficientes que ~n el caso justifique
un apartamiento notorio', de la realidad económica que dIos traducen;
máxime si la incidencia de la depreciación monetaria supera amplia-
mente la sunla establecida por el 'a qua (3).

,(1) 19 de junio. Fallos: 302: 1458.
(2) Fallos: 297: 133; 298:354, 612.
(3) 24 de junio. Fallos: 299: 97, 125; 300: 197; 301: 747; Causa: "Pita, Juan

Carlos e/O.e.A. S.R.L.", del 20 de marzo de 1986.
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COPRAVE S.A. v.
ASOCIACION DE COOPERATIVAS ARGENTINAS (CooP. LTDA.)

983

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos 'propios. Cuestiones 110 federales.
Interpretación de normas locales de procedimientos. Cosa juzgada.

Si bien lo atinente a la existencia o inexistencia de cosa juzgada es
en prin"ipio una cuestión de hecho y de derecho procesal extraña a la
vía del arto 14 de la ley 48, tal regla "'ebe dejarse de lad,o cuando su
valor. formal se extiende en el apartamiento de lo decidido en resolu-
ciones firmes. Así ocurre en el caso en que se discutía exclusivamente
si pror;edía la actualización del monto del capital a partir de la fecha
de la sentencia y no de la del dictado de la circular del Banco Centnil,
y el tribunal sustituyó expresamente del sistema de recomposición por
el cómputo de intereses con posterioridad a la sentencia, por el de la
revalorIzación monetaria, pues toda vez que por vía de una interpreta-
ción se modifica el alcance de una resolución firme, ello culmina en la
frustrar.ión ritual del derecho del acreedor a obtener el reconocimiento
integral de su crédito mediante un pago actualizado, con evidente me-
noscabo del derecho de propiedad (1) .

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentel1cia definitiva. Re-
soluciones posteriores a la senf.encia.

No procede el recurso extraordinario a fin de rever lo. dispuesto por
los juec("s de la causa en cuanto se relaciona con la ejecución de sus
propias sentencias; salvo que lo decidido importe una alteración pal-
maria de lo resuelto en aquéllas (2).

DEPRECIAClON MONETARIA: Cosa juzgada.

Es procedente el r("ajuste del monto del capital por el lapso posterior
al fallo, toda vez que si no se cumple en tiempo la condena dicha so-
lución -basada en principios constitueionales- mantiene la viabilidad
de la actualización plena de los créditos en lapsos anormales y de
emergencia que implica el proceso inflacionario (3).

(1) 24 de junio. Fallos: 238:550; 304:106, 521; "Silcor S.A. en nombre
-:le la sucesión de José Rafael Gómez e/Ramón Eugenio Paiz s/jui-
ci::>ordinario", del 12 de noviembre de 1985.

(2) Fallos:' 295:33. 429, 828; 298:522, 586; 299:32; 302:748, 1222.
(3) "Echaniz, Héetor Marcos' c/Fe:nández Raquel Susana s/ejeeución

hipotecaria, del 11 de abril de 1985.
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MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES v.
QUIEN RESULTE PROPIETARIO DE LA FINCA CALLE TEJEDOR 147/55

RECURSO. EXTRAOlUJINARIO: Requisitos propios. Sel1tencia definitiva. Re-
solución anterior a la selltencia def{nitiva. Varias.

Es equiparable a sentencia defintlVa el pronunciamiento que -fun-
dado en el art. 30 de la ley 21.499- dispuso la caducidad de la instancia.
Ello p-s así, pues si bien 10 decidido no clausura definitivamente el
debate, genera un gravamen para el ente apelante de muy difícil re-
paración, habida cuenta que en autos se tomó posesión del inmueble
afectado. a expropiación con destino a la construcción de la autopista
"25 de Mayo", obra que corno es de público y notorio conocimiento ya
ha sid0 concretada.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sel1iel1cias arbitrarias. Procedencia del l"eCUrso. Exceso' ritual manifiesto.

Incurre en un excesivo rigor formal el pronunciamiento que, del modo
en que ilizo aplicación del arto 30 de la ley 21.499, desatendió las es-
peciales circunstancias que se suscitaron en el caso, ya que cuando
aún gu::trdaba jurisdicción para disponer la reactivación del trámite,
la litis ya se encontraba trabada, con toma de posesión del inmueble
por el expropiante .y, restando sólo dilucidar el monto indemnizatorio,
la situación procesal encuadraba dentro de los presupuestos estable-
cidos en la norma citada, la cual en ese caso veda la posibilidad de
disponer la caducidad de instancia.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

La Sala "C" de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil
confirmó la resolución del juez de grado, que había dispuesto la
caducidad de la instancia en los autos principales, basándose en
que a la fecha de la primera decisión no se encontraban reunidos
los requisitos previstos por el arto 30 de la ley 21.499 para tornar
improcedente la perención.

Contra ese fallo se alzó la Municipalidad de la Ciudad de Bue-
nos Aires mediante recurso extraordinario, con cuyos términos pres-
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tó conformidad la parte demandada, estimando que el decisorio re-
sulta arbitrario. La denegatoria de la apelación dio origen a la
presente queja.

A mi modo de ver, el recurso en análisis debe tener acogida en
esta instancia. Ello así porque -en primer lugar- si bien lo deci-
dido no clausura definitivamente el debate planteado en el sub
judice, entiendo que genera un gravamen para el ente apelante de
muy difícil reparación, habida cuenta que en autos se tomó pose-
sión del inmueble, afectado a expropiación con destino a la cons-
trucción de la autopista "25 de Mayo", obra que como es de público
y notorio conocimiento ya ha sido concretada. Por lo tanto, a los
fines del remedio federal, estimo que la resolución apelada debe
ser equiparada a las de carácter definitivo.

En cuanto al fondo de la cuestión, a mi JUICIO la decisión im-
pugnada revela un excesivo rigor formal, incompatil;>le con el ade-
cuado y económico servicio de justicia, lo que la torna descalifi-
cable como pronunciamiento judicial (Fallos: 300:1185); pues con
el modo en que hizo aplicación del arto 30 de la ley 21.499 el a quo
desatendió las especiales circunstancias que se suscitaron en estos
actuados. En efecto, cuando aún guardaba jurisdicción para dispo-
ner la reactivación del trámite, la litis ya se encontraba trabada con
toma de posesión del inmueble por el expropiante y restando sólo di-
lucidar el monto indemnizatorio, vale decir, que la situación procesal
encuadraba dentro de los presupuestos establecidos en la norma cita-
da, la cual en ese caso veda la posibilidad de disponer la caducidad
de instancia, como ya antes de su sanción lo había establecido una
reiterada jurisprudencia de V.E.

Por las razones expuestas, opino que corresponde hacer lugar
a la queja, dejar sin efecto la resolución apelada y mandar que se
dicte una nueva por quien corresponda. Buenos Aires, 10 de abril
de 1986. Juan Octavio Gauna.
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Buenos Aires, 2~ de junio de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actóra
en la causa Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires c/quien
resulte propietario de la' finca calle Tejedor 147/55", para decidir
sobre su procedencia.

Considerando:

Que por los fundamentos del dictamen del 'Sr. Procurador Ge-
neral, que esta Corte comparte y hace suyos por razones de breve-
dad, corresponde hacer lugar a esta' presentación directa.

Por ello, se declara procedente el. recurso extraordinario y se
deja sin efecto' la sentencia. Costas por su orden atento a la confor-
midad de partes. Vuelvan los autos al tribunal de origen a fin de
que, por medio de quien corresponda proceda a dictar nuevo fallo
con arreglo a lo expresado.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO- CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE.

ANTONIO BACQUÉ.

EMILIA 1. FRIEBOES DE BENCICH

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas y actos comunes.

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra el pro-
nunciamiento que revocó la resolución de primera instancia y ordenó
el archivo del .expediente sobre extensión de la quiebra. Ello es así,
pues 1<'15 objeciones de la recurrente suscitan el examen de cuestiones
de hecho y de derecho común y procesal,' materia propia del tribunal
de la causa y ajena -como regla y por naturaleza- al remedio del
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arto 14 de la ley 48, máxime cuando la sentencia se sustenta en argu-
mentos no federales que, más allá de su acierto o error,' resultan su-
ficientes para excluir la tacha de arbitrariedad (1).

CID FELIPE ASENSIO v. NACION ARGENTINA
(MINISTERIO DE BIENESTAR SOCIAL)

ACTOS ADMlNISTRATIVOS.

Si bien el mensaje de elevación y el arto 1~ de la ley 20.007 son claros
en el sentido de otorgar cierto gtado de discrecionalidad al Poder
EjecutIvo, no parcce raionable que ello pueda jugar en contra del
beneficiario cuando el acto administrativo denegatorio no se funda
en razones de oportunidad o conveniencia sino en la aplicación de una
norma del decreto reglamentario N~ 2109/73, circunstancia que deter-
mina que se trate de una facultad reglada, máxime cuando este tipo
de decretos integra la ley respectiva (2).

ALEJANDRO MELITON FERRARI v. NACION ARGENTINA (P.E.N.)

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestio-
nes fedemles simples. Interpretación de las leyes federales.

Es formalmente admisible el, recurso extraordinario si se ha puesto
en tela de juicio la constitucionalidad de una ley nacional de carácter
local -en el caso, ley 23.187-, y la decisión del superior tribunal de
la causa ha sido contraria al dere::ho 'que el recurrente fundó en las
cláusulas constitucionales que cita (art. 14, inc. 3~, de la ley 48).

PROFESIONES LIBERALES.

La facultad de reglamentar el ejercicio de las profesiones liberales 110 es
contraria a los dereChOSconstitucionales.

(1) 24 de juni9.
(2) 26 de junio. Fallos: 295: 574.
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COLEGIOS PROFESIONALES.

Es admIsible la delegación en on~¡;nismos profesionales del control
del ejercicio regular de sus labores y un régimen adecuado de disci-
plinas, ya que su razonabilidad está avalada por el directo interés de
sus miembros en mantener el prestigio de su profesión, así como por-
qué c;:\be reconocerles autoridad para vigilar la conducta ética en el
ejercicio de aquéI1a, delegación que ha alcanzado a muy diversos as-
pectos del ejercicio de la profesión, tales como la determinación de
la remuneración v la percepción de aportes con finaJidades previsio-
nales.

PROFESIONES LIBERALES.

La facultad ;:\tribuida al Congreso Nacional para dictar normas ge-
nerale<; relativas a las profesiones cuyo ejercicio es consecuencia de
los títulos habilitan tes otorgados por las universidades nacionales,
por el arto 67, mc. 16, de la Constitución Nacional no es exclusiva ni
excluyente de las potestades de reglamentación y policía locales, en
tanto no enerven el valor del título.

COLEGIOS PROFESIONALES.

El hecho de que la entidad que crea la ley 23.187 tenga rasgos que
puedan encontrarse en sociedades civiles o gremiales no basta para
basar en este pretendido parecido la razón de la' pertenencia o exclu-
sión del Colegio en cuestión a un régimen propio del derecho común,
dentro del cual no tendría cabida la vinculación obligatoria de pro-
fesionales que surge del arto 18 de lá ley referida. Ello es así, pues
no hay Impedimentos constitucionales para que entidades de derecho
público adopten una forma de organización que incluya caraeterísti~
cas similares a las que son propias de las asociaciones civiles.

COL,EGIOS PROFESIONALES.

La en tidad creada por ley 23.187 tiene el carácter de persona jurídica
de derecho público, de manera que la posición del abogado frente al
colegio es la de sujeción ope legis a la autoridad pública que éSTe
ejerce, y a las obligaciones que directamente la ley le impone a aquél,
sin relación a ,iínculo' societario alguno.

COLEGIOS PROFESIONALES.

El colegio creado por la ley 23.187 no es una asociaclOn (art. 14 de la
Constitución Nacional) que se integra con la adhesión libre y espon-
tánea de cada componente, sino una entidad destinada a cumplir
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fines p(¡blicos que originariamente pertenecen al Estado, y que éste
por del~gación, cIrcunstanciada normativamente, transfiere a la insti-
tución que crea para el gobierno de la matrícula y el régimen disci-
plinario de todos los abogados de la Capital Federal, como auxiliares
de la rtdministración de justicia.

COLEGIOS PROFESIONALES.

La matriculación obligatoria en el Colegio Público de Abogados de la
Capital Federal, sólo comporta la imposición de las razonables cargas
públic'l~ y servicios personales que cabe imponer con fundamento en
los art:;. 16 y 17 de la Consti~ución Nacional.

COLEGIOS PROFESIONALES.

La ley 23.187 no contiene preceptos según los cuales la inscripción en
la matrícula gobernada por el' Colegio Público de Abogados, y que es
obligatoria para el ejercicio profesional (art. 2?), importe ingresar en
un vínculo asociativo con los demás matriculados en la aludida entidad.
La posición del matriculado frente al Colegio es la de sujeción ope
legis :'1 la autoridad pública que éste ejerce, y a las obligaciones que
directamente la ley le impone a aquél, sin relación a vínculo societario
alguno (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

COLEGIOS PROFESIONALES.

El colegio creado por ley 23.187 es un órgano de naturaleza pública
destinado al cumplimiento de funciones igualmente públicas, tales
como el gobierno de la matrícula de los abogados y el control. del
ejercido profesional, el dictado de normas de ética, el resguardo de
dicho ejercicio, y la promoción de la asistencia y defensa jurídica de
personas que carezcan de recursos económicos. Asimismo, se confían
a la institución mencionada facultades consultivas destinadas a con-
tribuir al mejoramiento del servicio de justicia y a la elaboración
de la legislación en general, y de cooperación en el estudio del derecho
(arts. 20 y 21 de la citada .ley) (Voto de los Dres .. Enrique Santiago
Petracchi y Augusto César Belluscio).

COLEGIOS PROFESIONATJES.

El requisito de la matriculación en el Colegio no importa ingresar a
una asociación (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

COLEGIOS PROFESIONALES.

El funcionamiento de la forma representativa puede ser reforzado y
mejorado con los modos de consulta y participación de base socio-
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profesio:mal, entre otras, sin que dichos modos comporten la inserción
compulsiva de los integrantes de cada sector al cumplirr.iento regu-
lar de actividades societarias. De modo que no se advierte que exista

I
violencia a la libertad de las personas cuando se les exige, en medida
razonable, su concurso momentáneo para la elección de un. órgano de
autOI:id"d en el seno del sector socio-profesional en el que actúan,
órgano entre cuyos fines públicos figura el de contribuir al dcbatc en
torno a las decisiones que las afectan en el desempeño de sus queha-
ceres (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

COLEGIOS PROFESION4ES.

El Colegio Público, en' su misión consultiva, no compromete la opmlOn
de cad3 uno de los matriculados, sino que éstos, sin perjuicio de ma-
nifestar sus pareceres de modo individual o en agrupaciones que es-
pontánl'ilmente creen, contribuyan, además, a la integraci61l de los
foros de debates y planificación que auspician quienes buscan el
perfeccionamiento de la democracia representativa (Voto del Dr. En-
rique Santiago Petracchi).

ABOGADO.

El abogado no es simplemente un profesional h;;¡bilitado por su diplo-
ma universitario para exponer el derecho, enseñarlo y hacerlo valer
.en patrocinio de las causas en justicia, es decir, un juris peritus y un
juris consultus según la expresión y el concepto r?mano; es, además,
un auxiliar de la justicia, ,un colaborador de la misma y un integrante
potencial de sus tribunales en los casos de impedimento, recusación o
excusación de sus miembros .. ,; y en su consecuencia lógica, las leyes
que organizan la justicia -en la Nación y' en las provincias- confor-
me al enunciado del Preámbulo y el arto s? de la Constitución Nacional,
pueden exigir a los 'abogados cierta organización y disciplina dentro
del po-:ler reglamentario previsto' en el arto 14 de dicha Carta Fun-'
damental (Voto del Dr. Augusto César Belluscio).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho de asociación.

Al derecho de asociarse con finés útiles corresponde, sin duda, la li-
bertad de no asociarse. Pero tanto aquel derecho como esta libertad se
refieren a sociedades cuya existencia no sea requerida por el buen
orden y el bienestar de la superior colectividad -Nación, provincia,
municiDio- dentro de la cual se constituyen. Así como no se tiene
derecho a asociarse con riesgo o perjuicio del recto orden y el bien-
estar de la comunidad política a que se pertenece; se tiene el deber
de entrar en las estructuras sociales cuya constitución legal es re-
querida por razones de orden y de bien común, mientras se las dis-
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ponga sin menoscabo de los derechos que hacen
persona, para cuyo bien existe la comunidad que
cionar mediante dichas, estructuras (Voto del Dr.
lluscio) :

COLEGIOS PROFESIONALES.

991

esencialmente a la
se trata de perfec-
Augusto César Be-

El Colegio Público de Abogados' organizado por la Ley 23.187 no es
una asociación, pnes' la 'mencionada ley no contiene preceptos según
fas cuales la inscripción en la matrícula importe ingresar en un vínculo
asociativo con los demás matriculados en la aludida entidad. Por el
contrario, su naturaleza jurídica y su objeto esencial están definidos
por el arto 1.7de la ley, que le asigna el carácter de persona jurídica
de derecho público, de manera que la posición del abogado frente al
Colegio es la de sujeción ope legis a la autoridad pública que éste
ejerce, y a las obligaciones que directamente la ley le impone a .aquél,
sin relación a vínculo societario alguno (Voto del Dr. Augusto César
BellusclO)..

COLEGIOS, PROF1?SIONALES.

La matrículac;ón obligatoria no excluye el derecho de los abogados de
continuar ,formando parte de las asociaciones profesionales existentes
o de incorporarse a ellas, lás cuales subsisten de hecho en las mismas
condicipnes que antes de la vigencia de la ley (Voto del Dr. Augusto
César Belh.iscio).

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

I

Contra la sentencia del tribunal a qua que rechazó su demanda
de amparo tendiente a obtener: la declaración de i.nconstitucionali-
dad de la ley 23.187 por cuanto -dice- al exigir ésta la afiliación
imperativa al Colegio Público de Abogados que crea, como requisito
necesario para el ejercicio de la profesión de abogado, se viola, a
su ,criterio, el "~arto14 y el arto 14 bis de la Constitucióri Nacional,
deduce el actor el recurso extraordiriariode fs. 333;348.
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Sin entrar a reseñar el grueso de las argumentaciones y comen-
tarios desarrollados por el actor, de contenido sustancialmente filo-
sófico a que el tema en debate en principio se presta y ciñéndome
a las quejas elaboradas con apoyo en razones estrictamente jurídi-
cas, los agravios del accionado son los que siguen:

1) mientras el voto en disidencia es concreto respecto del pro-
blema esencial en litigio, esto es, la inconstitucionalidad de la ley,
exponiendo -en sus puntos 17 y 18 de modo categórico su conclusión
sobre el punto, el voto mayoritario carece de claridad y de pronun-
ciamiento asertivo al respecto;

2) el a quo, por mayoría, en vez de pronunciarse en definitiva
acerca del exclusivo tema en debate, pareciera que lo suple por su
_convicción de que las normas cuestionadas se justifican "por la
necesidad de salvaguardar el in.terés público";

3) comete un decisivo error el a quo al pretender equiparar los
términos "colegiación", "afiliación" y "asociación" con "matriculari-
zación". De allí que incurra en el equívoco de decir que el actor no
cuestiona la colegiación, cuando en todo caso lo no discutido es la
"matricularización" ;

4) también se equivoca el juzgador al atribuirle a la demanda
el defecto de no dejar estableéido expresamente los artículos incons-
titucionales, cuando se trata en rigor, por el carácter compulsivo de
. la colegiación de una inconstitucionalidad global y palmaria;

5) lo que fulmina a la asociación legal -dice- "con la tacha
irredimible de inconstitucionalidad es la obligatoriedad que tenemos
quienes deseamos trabajar de abogados en esta Capital, de afiliarnos
y de ser representados -querramos o no- por ella";

6) la doctrina del caso "üutón" avala la razón de esta demanda,
ya que no existe diferencia entre la agremiación obligatoria que allí
se prohíbe y la concebida por la ley 23.187.

II

Estimo necesario advertir, ante todo, que al discurrir sobre el
problema que aquí se debate, quienes sustentan la palmaria incons-
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titucionalidad de los regímenes de colegiació.:1 profesional obligato-
ria suelen expresar de manera enfática su convicción -si bien en
el sub lite ello se manifiesta mediante una COríecta moderación- de
que exclusivamente de su lado se encuadra la verdad absoluta y or-
todoxa sobre el tema, mientras que, en cambio, todos los que de-
fienden la legitimidad del sistema -que al margen de las disquisi-
,ciones del recurrente en punto a minorías y mayorías, no son pre-
cisamente pocos ni de tibia envergadura jurídica y republicana (re-
cordar, entre otros, a Miguel Cané, Carlos Pellegrü1i, José Figueroa
Aleorta, Roberto Repetto, citados por el miembro informante cíipu-
tado Ricardo A. Terrile)- están inmersos en una lamentable deser-,
ción constitucional y complicados en una suerte de perversión fas-
cista. Dista tal dicotomía de raigambre maniquea de ser en verdad
cierta y baste, a mi juicid, para' desmentir ese tremendismo, señalar
que una nación, que como los Estados Unidos de Norte América es
destacada justamente p0.t:'quienes controvierten la constitucionalidad
de estos regímenes como un ejemplo de democracia liberal, tiene
consagrado en varios de ses estados este sistema ahora aquí discu-
tidC? y que ante planteo similares a los que en autos se efectúan
el Supremo Tribunal Federal Norteamericano ratificó su plena cons-
titucionalidad. (Conforme por ejemplo, el taso "Lathrop V. Dono-
tive", fallado por el Supremo Tribunal Federal, citado en artículo
de doctriria publicado en Revista La Ley, 1985-B, 765). Son varios,
asimismo, los países europeos de tradición liberal y republicana,
que de igual modo han legislado sistemas semejantes.

De aquí que, entonces, no sea rigurosamente válido teñir la dis-
cusión jurídica sobre la materia en litigio, de tales afirmaciones en-
fáticas cuando no anatemizadoras en desmedro del natural respeto
que se deben las partes, aún en el calor del debate de principios
que se reputan fundamentales; por el contrario, una máxima de la
sabiduría republicana es por sobre otras las que infunde tal respeto
entre quienes contienden ante los estrados judiciales, los que al ses-
go de sus legítimos ap~sionamientos ,deben siempre admitir la even-
tual validez de las otras posturas disímiles u opuestas y no pre-
sentarse al ruedo del debate en la esta sí autoritaria actitud de sen-
tirse ser el exclusivo elegido y depositario de la posición correcta.
Máxime en el campo ,del derecho, donde la' verdad en numerosos
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aspectos que hacen al devenir humano está lejana de ser evidente
y cristalina; por el contrario, desde que precisamente es de la esen-
cia del objeto que regula, esto es, las conductas individuales y so-
ciales, el movimiento, la transformación continuada. Aplicando este
principio al campo del derecho constitucional es un principio acep-
tado que ciertas normas no pueden permanecer inalterables dentro
de su. limitada literalidad porque de ser así no existiría constitución
posible que pudiere regir válidamente, ya que el paso del tiempo
y la indudable realidad de la evolución de la cultura i!l1plicaría la
constante necesidad de su reforma. No resulta razonable, empero,
arribar en todos los supuestos a Jos mecanismos reformantes cuando
la inteligencia con sentido dinámico que se puede y se debe realizar
,de sus normas permite a la jurisprudencia adecuar al nuevo sentido
de la realidad regulable la esencia de la norma del modo en que
ésta, claro está, no resulte subrepticiamente reformada o burlada
con tal interpretación.

V.E. tiene dicho, en este sentido, que "la Constitución Nacional
tiene la virtualidad necesaria de poder gobernar las relaciones jurí-
dicas nacidas en circunstancias sociales diferentes a las que exis-
tían en tiempos de su sanción" (241: 291); con anterioridad dejó
expuesto que la realidad viviente de cada época perfecciona el espí-
ritu de las instituciones de cada país o descubre nuevos aspectos
no contemplados antes, sin que pueda oponérsele el concepto medio
de una época en que la sociedad actuaba de distinta manera, regla
de hermenéutica a la que no escapa la Constitución Nacional y que
no implica destruir las bases del orden interno preestablecido, sino
defender la constitución en el plano para cuyo gobierno pacífico ha
sido instituida (211: 162) y en el Fallo: 301 :1122, mediante el voto
de mi antecesor en el cargo, se dijo que "las normas constitucio-
nales deben ser analizadas como un conjunto armónico, en que cada
una ha de interpreta'rse de acuerdo con el contenido de las demás.
Su interpretación debe tener en cuenta además de la letra (el subra.
yado es mío), el dato histórico que permite descentralizar la fina-
lidad perseguida y la voluntad del constituyente, y debe captar la
dinámica cambiante de la realidad, añadiendo el doctor Mario J. Ló-
pez en su disidencia de Fallos: 302: 1461, que dicha realidad es "~ea-
cia a ser captada mediante fórmulas inmutables".
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III

995

Trátase entonces, en el sub judice, de desentrañar esta cuestión:
si frente al régimen de colegiación' profesional que nos ocupa pro-
cede concluir su inconstitucionalidad palmaria ante la letra del arto
14 y 14 bis de la Constitución Nacional, como lo pretende el ape-
lante, o si vale esta disyuntiva: si aun frente a esa literalidad el
régimen que se controvierte dista de ser inconstitucional incluso en
el sistema de la a veces llamada "Constitución Histórica" -posición
que, adelanto, es la que he de propugnar en definitiva-o bien si
en el ámbito de la captación de la actual realidad sociopolítica y
tras el análisis de los datos históricos fluyentes al tiempo de su
redacción su literalidad no aparece como razonablemente tan com-
pacta y faculta, obviamente sin desnaturalizarla o burlarla, una in-
terpretación dinámica que la haga vibrar en armonía con el texto
legal que se cuestiona.

Antes de entrar al análisis de ello es del caso advertir que el
pronunciamiento del a qua, no vino sino a seguir este acertado
planteo y que el recurrente, en rigor, no se ha hecho debido cargo
dél conjunto de las argumentaciones expuestas por el juzgador ins-
sistiendo meramente en la indeclinable postulación de una inteligen-
cia estrictamente literal de las normas constitucionales que invoca
de resultas de la cual, a su juicio, le acompaña siempre de manera
indiscutible la razón de su aserto. Empero, a esto último sólo puede
arribar el recurente como resultado de su limitada actitud de hacer
de lado los reiterados principios de la Corte antes expuestos en tor-
no a la interpretación dinámica de los preceptos fundamentales e
incurriendo, además, en el defecto de falta de debida fundamenta-
ción del recurso que deduce, punto que con .arreglo a la reiterada
jurisprudencia del tribunal es sabido que deben rebatirse todas y
cada una de las razones del juzgador, extremo que dista de cum-
plirse a través de dicha reiteración dogmática de su único argu-
mento consistente, como quedó dicho, en sostener a ultranza la inte-
ligencia estrictamente literal de las normas sin abrirse, siquiera
para rebatirla, a la tesis expuesta por el sentenciante de que la vali-
dez constitucional del sistema legal cuestionado proviene del funda-
mento autónomo que se deriva de otros preceptos fundamentales en
juego.
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IV

Como aspecto. intermedio procede que me expida, a pesar de
no venir discutido a esta instancia, acerca de la viabilidad de la
acción de amparo aquí incoada.

De manera breve debo decir que considero acertada la decisión
que tomó el a qua en punto a su admisión formal, puesto que tam-
poco al respecto cabe la mera aplicación literal de las normas, sino
en cambio desarrollar una inteligencia de su literalidad que las tor-
ne adecuadas a los demás principios o normas fundamentales en
juego. Al respecto debe aquí reiterarse lo que se ha dejado dicho
en varios precedentes: que cuando el problema jurídi~o a dirimirse,
;¡tún referido.a la constitucionalidad de una ley, se agota en el breve
proceso de la acción de amparo por no requerir mayor debate y
prueba para su plena 'dilucidación y media la urgencia del accio-
nante en que se lo resuelva con prontitud, declarar la inadmisibili-
dad formal del amparo implicaría una irrazonable reglamentación
del derecho' constitucional que la ley 16.986 vino. al fin y al cabo, a
regular y significaría un ritualis~o arbitrario que conduciría asi-
mismo a un no menos inadmisible desgaste jurisdiccionaL

V

La tesis substancial del a qua, consonante con la sustentada en
varios precedentes de la Corte, y que por mi parte desde ya com-
parto, es que la lil;>ertad de no. asociarse que dimana de nuestro
derecho constitucional se refiere sólo a las sociedades emergentes
de la exclusiva voluntad individual cuya existencia, entonces, no es
requerida por raZO¡;lesde derecho público ni hacen a las facultades
policiales del estado en aras de los intereses y el bienestal~ de la
sociedad como un todo.

Estamos frente a dos supuestos francamente distintos: el de la
libertad de asociación, por un lado, con su implícita libertad de
no asociarse, voluntariamente con otros individuos para desarrollar
fines útiles, y el de la regulación del ejercicio profesional de la abo-
gacía en cumplimiento del poder de policía del Estado por el otro,



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 997

que es, en rigor, de lo que fundamentalmente trata la ley 23.187
desde el primer párrafo de su artículo 1?

En el marco de esta indiscutida potestad del Estado de regla-
mentar dicho ejercicio a fin. de resguardar los intereses públicos
que se derivan de la actividad profesional .de la abogacía, la ley crea
un órgano de derecho público (art. 17), el cual, en lo sustantivo, nada
tiene de común con las asociaciones reguladas por el derecho común
y que a lo sumo remitiría a la discusión en torno a la potestad
del Estado para delegar dicho cometido en personas públicas no
estatales.

Por lo pronto, entonces, el primer interrogante que se impone
es el siguiente: ¿estar obligado a inscribirse en esta persona de dere-
cho público encargada por ley del control del ejercicio profesional
de la abogacía, a efectos precisamente de posibilitar y facilitar dicho
control, tiene realmente conexión alguna con el derecho individual
a no asociarse -mero reflejo negativo de la norma que. prevé el
derecho a asociarse- con fines útiles a que. se refiere el art. 14
de la Constitución Nacional? La. respuesta me parece evidente: no
tiene relación alguna.

Porque del contenido de este precepto constitucional sólo cabe
desprender la libertad de asociarse o no, para fines útiles en el
marco de la libre iniciativa individual mas no, como parece ser la
inteligencia del actor, la prohibición de que aún mediando razones
de interés público los ciud~danos puedan verse sujetos a regímenes.
de organización compulsiva:

Es una máxima de lógica basal que cuando una parte se abso-
lutiza destruye al todo; -de allí que absolutizar el principio de la.
libertad de no asociarse, mero reflejo negativo, reitero, del derecho
a asociarse que consagra el arto 14, como si fuere un precepto ex-
clusivo y estanco en redoi- del cual girase imantado todo el com-
plejo resto integral de la Constitución, es un error de bulto. De
lo que aquí se trata -vale insistirlo-- .no es de la libertad absoluta.
de no asociarse sino de la razonabilidad de la reglamentación del
ejercicio de la abogacía por parte del legislador en nombre del cons-
titucional poder de policía del Estado.
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Precisamente una nota distintiva del concepto jurídico de so-
ciedad o asociación emergente de nuestro derecho constitucional y.
civil es el de la libre voluntad que preside su integración, que pre-
supone asimismo el aspectovoiitivo del afecto social que debe per-
durar entre los asociados. ¿Puede, en consecuencia, sostenerse, en
rigor, que el instituto de neta naturaleza pública que crea la ley
23.187 participa del concepto de sociedad o de asociación, como para
afirmar que a quien se obliga a integrarlo compulsivamente se le
burla su derecho constitucional de no asociarse? No se puede.

Estamos, a mi criterio, sólo frente al reiterativo equívoco de
una visión hemipléjica del contenido integral de la Constitución, que
desemboca, por vía de este exacerbado parcialismo, en este énfasis
absolutizador del derecho individual de no asociarse, con errada
desechanza de otros derechos fundamentales no de los individuos
como tales sino de la plenitud de todos ellos en tanto comunid~d
organizada en el Estado que, con igual trascendencia, nuestro dere-
cho constitucional consagra, en al-as del difícil Y republicano equi-
librio entre los intereses individuales y los de la sociedad que los
hombres esencialmente conforman.

Es de una diáfana evidencia que nuestra Constitución Nacional
consagra la libertad individual contra el autoritarismo y que la filo-
sofía que emerge del precitado derecho a la libertad campea en la
integridad de sus normas, pero no es menos claro ni evidente que,
-como contexto fundamental de una comunidad organizada, la Cons-
titución Nacional no exalta el derecho individual absolutizado que
pudiere fatalmente herir, justamente, los deberes a su vez esencia-
les a que los individuos se ven obligados entre sí en tanto integran-
tes de la comunidad.

¿Se puede, más a esta altura de la educación republicana y del
constitucionalismo social, sostener que un derecho o garantía indio
vidual ha sido concebida constitucionalmente como un absoluto al
cual dicho interés comunitário no puede en diversas situaciones
limitar precisamente en resguardo de ese interés superior? Ni el
recurrente, claro está, sostiene acaso ese despropósito. Es obvio
que todo lo regulado por el derecho constitucional en orden a los



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 999

derechos y libertades individuales tiene un ámbito de aplicación de-
terminado: el libre juego de las voluntades particulares dentro del
cual cada ciudadano es perfectamente libre de asociarse o no aso-
ciarse -libertad que el régimen de la ley que nos ocupa no res-
tringe, como luego será del caso destacar-, pero no es menos obvio
que tiene a su vez un límite que se configura a través de otro ám-
bito de no menos determinada aplicación: el interés público.

La substancia normativa de nuestra Constitución Nacional, como
no puede ser de otra manera, tiene una nítida definición tanto en
el texto originario cuanto, subrayaba, en el contexto de su inter-
pretación dinámica: los derechos y las libertades de los individuos
están fundamentalmente consagrados, hasta el límite del interés
público.

En Fallos: 199:483 dijo la Corte que debe interpretarse la Cons-
titución de manera que sus limitaciones no lleguen a destruir ni
a trabar el eficaz ejercicio de los poderes ~tribuidos al Estado a
efecto del cumplimiento de sus elevados fines del modo más bene-
ficioso para la comunidad (1. 171, p. 88 in fine; "The constitution of
the United States of America Annotated", 1938, págs. 67 y 68), razón
por la que ha reconocido de antiguo la fa.cultad de aquél para inter-
venir por vía de reglamentación en el ejercicio de ciertas industrias
y actividades a efecto de restringirlo o encauzarlo en la medida que
10 exijan la defensa y el afianzamiento de la salud, la moral y el
orden público ... " Con respecto a ese poder reglamentario :-añadió
en dicho fallo-, dentro del cual tienen fácil cabida todas aquellas
restricciones y disposiciones impuestas por los intereses generales
.Y permanentes de la colectividad, sin otra valla que la del arto 28
de la Constitución Nacional (1. 142, p. 62), ~sta Corte, después de
referirse a los dos criterios, amplio y restringido con que ha sido
contemplado en los Estados Unidos de Norteamérica, ha dicho que
acepta el más amplio porque está más de acuerdo con nuestra Cons-
titución, que no há reconocido derechos absolutos de pmpiedad ni
de libertad, sino limitados por las leyes reglamentarias de los mis-
mos en la forma y extensión que el congreso, en uso de su atribu-
ción legislativa (arts. 14, 28 Y 67 de la Constitución) lo estime con-
veniente a fin de asegurar el bienestar general, cumpliendo así, por
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medio. de la legislación, lo.s elevado.s pro.pósito.s expresado.s en el
¡:-reámbulo. (1. 172, pág. 21) ... "

"Ese es, también -dijo. asimismo.-, el criterio.' sustentado. po.r
la Co.rte Suprema de 1o.sEstado.s Unido.s de No.rteamérica en el caso.
Nebbia v. New Yo.rk, parcialmente transcripto. en el t. 172, p. 58; y
ea cuya sentencia declaró que <da co.nstitución no. garantiza el abso.-
luto. privilegia de encarar o. dirigir un nego.cio. co.mo. uno. quiera.
Ciertas clases de nego.cio.s pueden ser prohibido.s; y el derecho. de
co.nducir un nego.cio. o. de ejercer una pro.fesión puede ser regla-
.mentado.». .. «No. existe libertad abso.luta para pro.ceder Co.mo. se
desea o. para co.ntratar co.mo. se prefiere. La garantía de la libertad
na quita de la vigilancia legislativa ese amplio. campo. de actividad
que co.nsiste en.la celebración de co.ntrato.s, ni deniega al go.bierno.
el po.der de establecer salvaguardias restrictivas. Libertad implica
ausencia de restricción arbitrari~, no. inmunidad de regulacio.nes y
pro.hibicio.nes razonables, impuestas en' el interés de la co.munidad»
(Chicago., B. & O. P. Ca. v. Mc. Guire, 219 U.S. 549, 55 L. ed. 328,
31 S. C1..259)".

Estimo. que aquí -sin entender necesario. recurrir a la fatigo.sa
reiteración de o.tro.s principio.s análo.go.s fijado.s en o.tro.s vario.s pre-
cedentes-, se encuentra la co.rrecta do.ctrina de V.E., ratificada en
lo. principal en el caso. de Fallo.s: 289:238, a cuyas citas cabe en
ho.menaje a la brevedad remitirse.

VI

So.bre estas bases creo. que ha sido. en un to.do..co.rrecta la po.si-
ción del a qua al detenerse en el análisis de la ley. De su co.ntenido.
se desprende que su finalidad excluyente es la de regular el ejer-
cicio. pro.fesianal de la abo.gacía, mediante la matriculación y su co.n;-
tralo.r, en do.nde,en co.nsecuencia, se co.ncluye que no. 'estamo.s frente
a un sistema de simple defensa de intereses sectoriales ni ante un
pro.yecto. de mera agremiación; quizás pueda caber el equívoco. o.
la duda po.rqueel uso. de lo.s vo.cabl9s lo. pasibilita, pera una nueva
vez valga decir que es imprescindible estar po.r encima de la litera-
lidad en sí y penetrar en lo.s co.ncepto.s reales que subyacen en el
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campo de lo que la letra simboliza. Así se advierte que en el título
1 de la ley primariamente estatuye los .requisitos para el ejercicio
profesional, con sus respectivas incompatibilidades (capítulo 1), con
su jerarquía, deberes, derechos y prohibiciones (capítulo II) y que
seguidamente, en su título II, se refiere al régimen de la matrícula,
todo ello en el indiscutido predio del derecho público, del ejercicio
del poder de policía, frente al cual, salvo desnaturalizaciones arbi-
trarias, no procede oponer derecho o libertad algunas entendidas
absolutamente con amparo en principio o norma de nuestro Dere-
cho Constitucional

Cuando en el capítulo III se regula en redor ,de la colegiación
obligatoria y se crea el Colegio 'Público de Abogados de la Capital
Federal, cabe poner de resalto que, con plena coherencia dentro del
régimen legal, se lo crea como una persona de derecho público, desde
que no se lo concibe como una asociación del. derecho común, a la
cual se es libre de asociarse o de no asociarse, para la defensa de
los intereses sectoriales, sino como el órgano que en el ámbito de
la delegación transestructural de las funciones estaduales es reves-
tido de naturaleza pública para llevar adelante 'el cumplimiento de
un cometido público que se le encomienda, cual es el de controlar
el ejercicio de la profesión con arreglo alas pautas preestablecidas
en resguardo de los intereses, no de los abogados individual o sec-
torialmente, sino de la comunidad que necesita del concurso de
éstos para garantir el afianzamiento de la justicia, de la que los
abogados son auxiliares, motivo principal por el que dicho órgano
ha de gobernar la matrícula.

De allí que la obligatoriedad de la afiliación al Colegio deviene
de la registración en la matrícula, con la que se relaciona íntimamen-
te, así como de la sujeción al poder de PQlicía y nada tiene que ver
con el derecho a no asociarse del arto 14 que se refiere a asocüiciones
vinculadas a intereses personales o de sector. Este último derecho
-:-vale aquí recalcarlo- está previsto como subsistente en la ley,
como no podía ser de otro modo pues entonces sí sería inconstitu-
cionai, de acuerdo al contenido del tercer párrafo del citado arto 17.

Por eso es, igualmepte, que la ley, al referirse a la finalidad, fun-
ciones, deberes y facultades del Colegio (Cap. II del Título III),



1002 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

transcribe todas conceptualizaciones de invariable Índole pública, en
las que media no el interés de un sector sino el público con el que
en este caso dicho sector se relaciona. Así incluso en lo preceptuado
en el inc. c), que importa con toda nitidez al interés público en
razón de que el abogado es, como queda dicho, un auxiliar de la
justicia y su actuación resulta ineludible. para la garantía constitu-
cional del debido proceso. Lo mismo cabe decir respecto de lo que
en consonancia dispone el inc. j) del arto 21, principio actualmente
prescripto en el Código Procesal. No es ocioso poner de relieve,
finalmente, que la misma asonancia dimana de la norma del inc. e)
del arto 7? referida a la inviolabilidad del estudio profesional, que
no se concibe en el interés sectorial sino, como se dice de modo
expreso, "en resguardo de la garantía constitucional de la defensa
en juicio".

VII

En apretada síntesis de lo expuesto concluyo por señalar:

1) que no está en rigor en juego aquí la afectación del derecho
de no asociarse (art. 14 de la Constitución Nacional);

2) que, en cambio, se trata del ejercicio del poder de policía
y del derecho público de reglam'entar la profesión de la abqgacía;

3) que el ,órgano legal conce6ido a los fines de este poder no
es una asociación de las aludidas en el mentado arto 14 sino un
ente de derecho público en el cual se vino por ley a delegar el ejer-
cicio de aquel poder (cf. doctrina de Fallos: 286: 194, entre otros).

4) que, por ende, la obligación ~e estar afiliado a dicho órgano
tampoco pasa por el ámbito regulador de tal artículo, desde que no
significa la obligación anticonstitucional de asociarse con fines útiles
individuales o sectoriales, sino que implica una razonable reglamenta-
ción y limitación de la libertad particular por virtud del interés pú-
blico convergente en el ejercicio de la profesión de abogado;

5) que al margen de la aceptación que en la jurisprudencia y
. doctrina modernas tiene la delegación del poder de policía sobre el
ejercicio profesional en entidades de derecho público integradas por
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los profesionales matriculados, no resulta del caso profundizar en
-ello atento a que la recurrente no funda en este aspecto su planteo
_de inconstitucionalidad;

6) qu~, por tanto, no resultan violados por el reglmen que ins-
taura la ley 23.187 ni el derecho de trabajar ni la libertad de aso-
ciación, porque aquél simplemente ha venido a recibir una razonable
reglamentación en virtud del derecho policial del Estado, como a
su modo ya venía aconteciendo por parte de, la Corte Suprema y
las normas procesales, y ésta subsiste indemne con la única salva-
guarda de que las asociaciones a crearse no se nominen, como _es
razonable asimismo, de manera similar al órgano de derecho pú-
blico que por ley se crea.

7) que no se adviérte en el escrito de interposición del recurso
extraordinario, fuera del desechado cuestionamiento con apoyo en el
art. 14, otros planteas atendibles y concretos que controviertan con
base constitucional el régimen legal; como muy bien lo dijo

- el a qua, cualquier eventual desnaturalización o desvío de sus níti-
das funciones públicas, al modo como lo sugiere el_actor, por parte
del órgano, quedarán al resguardo del Poder Judicial cuando en
cada caso concreto, dejando el marco de lo meramente conjetural,
así se lo proponga.

Opino, por tanto que corresponde confirmar la sentencia apelada.
Buenos Aires, 14 de abril de 1986. Juan Uctavia (;auna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 26 de junio de 1986.

Vistos los autos: "Ferrari, Alejandro Melitón c/Estado Nacional
(P.E.N.) s/amparo".

Considerando:

1) Que la Sala IV de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo
Contenciosoadministrativo Federal revocó lo decidido por el juez
de primera instancia y, en cQl1secuencia, rechazó la acción de amparo
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destinada a obtener la declaración de inconstitucionalidad de la ley
23.187, que exige la inscripción en el Colegio Público de Abogados
de la Capital Federal para ejercer la profesión mentada en aquel
ámbito. Contra esta sentencia, interpuso el actor el recurso extraor-
dinario, concedido a fs. 356.

2~) Que el recurrente sostiene la inconstitucionalidad de la obli-
gación de matricularse en el Registro del Colegio mencionado porque
ello implicaría, a su juicio, el ingreso compulsivo a una asociación,
con menoscabo de las garantías de los arts. 14 y 14 bis de la Cons-
titución Nacional.

Tal matriculación forzosa en el Colegio, por otra parte signifi-
caría un exceso en la facultad de reglamentación de .la profesión de
abogados e implicaría el establecimiento de una corporación pro-
fesional, lo que no se compadecería con el sistema vigente en el
país, donde los títulos que otorgan las universidades nacionales
tienen el carácter de habilitantes y no de meramente académicos.

\

3~) Que el recurso es formalmente admisible en tanto que se
ha puesto en tela de juicio la constitucionalidad de una ley nacio-
nal de carácter local, y la decisión del superior tribunal de la causa
ha sido contraria al derecho que el recurrente fundó en las cláu-
sulas constitucionales que cita (art. 14, inc. 3~, de la ley 48) <

4~) Que es doctrina de ~sta Corte, ha tiempo sentada, y man-
tenida .a través de diversas composiciones del Tribunal, la que re-
conoce que la facultad de reglamentar el ejercicio de las profesiones
liberales no es contraria a los derechos constitucionales. Tan' es así, .
que la cuestión es de aquéllas que pueden considerarse insubstan-
ciales pese a su carácter federal, y buena parte de los precedentes que
se encuentran en esta transitada vía jurisprudencial se ocupan con
más detalle de afirmar la existencia de tal facultad, que de preci-
sar su extensión y límites -en especial en relación a los poderes.
del Estado Nacional y las provincias que no es el caso sub lite-
(Fallos: 65:58; 97:367; 115:82, 343; 117:432; 145:47; 156:290; 164:
113; 197:569; 199:202; 207: 159; 214: 17; 237:397; 258:315; 286:187;
302:231; 305:1094, causa C.656-XX, "Consejo Profesional de Cien-
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cias Económicas c/Renry Martin y Cía." del 5 de noviembre de
1985; y las citas contenidas en ella).

5'?) Que esto sentado, cabe considerar si, como pretende el re-
currente, la entidad creada por la ley tiene formas de asociación
civil o gremial, impropias de su carácter de persona de derecho
público a la que es indispensable vincularse para el ejercicio de
una profesión liberal en la Capital Federal, y si resulta fruto de un
empleo irrazonable del poder estatal de reglamentar el ejercicio de
tales profesiones. El tema halla también respuesta en la jurispru-
dencia del Tribunal.

6'?)' Que así se ha admitido la delegación en organismos profe-
sionales del control del ejercico regular de sus labores y un régimen
adecuado de disciplinas y se ha señalado que al margen del juicio
que merezca el sistema adoptado' por el legislador, su razonabilidad
está avalada por el directo interés de sus miembros en mantener
el prestigio de su profesión, así como porque cabe. reconocerles au-
toridad para vigilar la conducta ética en el ejercicio de aquélla (Fa-
llos: 237: 397). Esta delegación ha alcanzado a muy diversos aspec-
tos del ejercicio de la profesión, tales como lá determinación de la
remuneración (Fallos: 214:17) y la percepción de aportes de terce-
ros (Fallos: 258:315) y de sus propios miembros, en proporción a
los honorarios recibidos (Fallos: 286: 187) con finalidades previsio-
nales.

7'?) Que en cuanto al argumento del recurrente referente al ca-
rácter que tienen los títulos universitarios entre nosotros, no se com-
padece con la doctrina establecida en el sentido que la facultad atri-
buida al Congreso Nacional para dictar normas generales relativas
a las profesiones cuyo ejercicio es consecuencia de los títulos ha-
bilitantes otorgados por las unive~sidades nacionales, por el arto 67,
inc. 16, de la Constitución Nacional no es exclusiva ni excluyente de
las potestades de reglamentación y poliCía locales, en tanto no ener-
ven el valor del título, extremo que no se da en el caso (Fallos: 97:
367; 117:432; 156:290; 207:159; 237:397).

8'?) Que el hecho de que la entidad que crea la ley 23.187 tenga
rasgos que puedan encontrarse en las sociedades civiles o gremiales



1006 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

como los que el recurrente señala, no basta para basar en este pre-
tendido parecido la razón de la pertenencia o exclusión del Colegio
en cuestión a un régimen propio del derecho común, dentro del cual
no tendría cabida la vinculación obligatoria de profesionales que
surge del arto 18 de la ley referida.

Esto, por cuanto no hay impedimentos constitucionales para que
entidades de derecho público adopten una forma de organización
que incluya características similares a las que son propias de las
asociaciones civiles (como el sistema de elección para la designación
de sus autoridades, o la institución de un tribunal de ética destinado
a juzgar la conducta de sus afiliados): En este sentido, esta Corte
ha corregido la denominación de "persona jurídica de derecho pri-
vado" que la ley 3950 de Santa Fe atribuía a los colegios organizados
.por ella, puesto que lo que define la naturaleza jurídica de una ins-
titución son los elementos que realmente la constituyen y las facul-
tades que la ley le otorga, cualquiera sea el nombre que el legislador
o los particulares le atribuyen (Fallos: 237:397).

En este caso, la situación es clara en tanto de la denominación
legal, contenida en el arto 17, párrafo segundo, de la ley 23.187, como
de las funciones que ella le acuerda, resulta que el Colegio Público
de Abogados de la Capital Federal es una entidad de derecho público,
ámbito del que no pueden detraerla -cabe reiterarlo- caracteres
similares a los de las asociaciones.

9~) Que tales funciones comprenden el gobierno de la matrÍCula
de los abogados y el control del ejercicio profesional, el dictado de
normas de ética, el resguardo de dicho ejercicio y la promoción de la
asistencia y defensa jurídica de las personas que carezcan de recur-
sos económicos. Asimismo, se confían a la institución mencionada
facultades consultivas destinadas a contribuir al mejoramiento del
servicio de justicia y a la elaboración de la legislación en general
y de cooperación en el estudio del derecho (arts. 20 y 21 de la ley
23.187) .Y la defensa de sus miembros, la cual -tal como se des-
prende del contexto de la ley citada- es también una función pú-
blica, destinada a la protección del libre desarrollo de la actividad
de los abogados como representantes de los justiciables y como
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órganos auxiliares de la justicia (conf. arto 5'0', párrafo primero, y
argumento del arto 7'0', inc. e), parte primera, del cuerpo legal re-
ferido) .

10) Que la ley mencionada no contiene preceptos según los
cuales la inscripción en la matrícula importe ingresar en un vínculo
asociativo con los demás matriculados en la aludida entidad. Por
el contrario, su naturaleza jurídica y su objeto esencial están defi-
nidos por el art, 17 de la ley, que le asigna el carácter de persona
jurídica de derecho público, de manera que la posición del abogado
frente al Colegio es la de sujeción ope legis a la autoridad pública
que éste ejerce, y a las obligaciones que directamente la ley le im-
pone a aquél, sin relación a vínculo societario alguno.

Es insuficiente para apartarse de la mencionada conclusión la
circunstancia de que el arto 53 de la ley aluda a "asociados", puesto
que dicha referencia no se corresponde con el contexto del cuerpo
legal que organiza la institución con las características preceden-
temente indicadas. Tanto es así, que la matriculación obligatoria
no excluye el derecho de los abogados de continuar formando parte
de las asociaciones profesionales existentes o de incorporarse a ellas,
las cuales subsisten de hecho en las mismas condiciones que antes
de la vigencia de la ley.

11) Que, en definitiva, el Colegio no es una asociación (art. 14
de la Constitución Nacional) que se integra con la adhesión libre y
espontánea de cada componente, sino una entidad destinada a cum-
plir fines públicos que originariamente pertenecen al Estado, y que
éste por delegación, circunstanciada normativamente, transfiere a
la institución que crea para el gobierno de la matrícula y el régimen
disciplinario de todos los abogados de la Capital Federal, como au.'Ci-
liares de la administración de justicia.

12) Que, a su vez, la colaboración en el mejoramiento dc la
administración de justicia y los estudios del derecho, en el nombra-
miento de magistrados y en la elaboración de la legislación en gene-
ral, comportan objetivos característicos de los llamados entes de
consulta como forma de participación de los grupos sociales. Así lo
manifestó el legislador en el debate que precedió a la sanción de la
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ley cuestionada (Cámara de Diputados, Dario de Sesiones, 1984, pá-
ginas 2968, 2971, 2972 Y passim; Cámara de Senadores, Dario de Se-
~;iones, 1985, págs. 375, 376 Y passim).

Se busca así el perfeccionamiento de la democracia representa-
tiva, mediante la creación de instituciones que se adecuan a la cre-
ciente complejidad de la estructura social que caracteriza a nuestra
época, y que en modo alguno contradicen la forma de gobierno repu-

. blicana y representativa consagrada por el art. 1':' y concordantes
de la Constitución Nacional.

13) Que no es tampoco admisible la asimilación que pretende
el recurrente del. Colegio en cuestión a una asociación gremial, con

. miras a extender a su respecto lo decidido por este Tribunal en el
caso de Fallos: 267:215, pues más al1,á de las semejanzas que el re-
currente pretende señalar, su condición y régimen jurídico propios,
han quedado precedentemente señalados,

14) Que lo expuesto en los considerandos precedentes basta para
fundar la confirmación de la sentencia apelada, pues de ello surge
que la matriculaCión obligatoria en el Colegio Público de Abogados
de la Capita'! Federal, sólo comporta la imposición de las razonables
cargas públicas y servicios personales que cabe imponer con fun-
damento en los arto 16 y 17 de la Constitución Nacional.

Esta conclusión está avalada por una larga línea jurisprudencial,
que puede de algún modo remontarse hast:¡t el caso de Fallos: 65:58.

Por todo ello y lo concordemente dictaminado por el señor Pro-
curador General, se confirma la sentencia apelada. Costas por su
orden atenta la naturaleza de la cuestión planteada.

JosÉ SEVERO CABALLERO -- CARLOS S, FAYT --

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO (segÚn su voto)
-- ENRIQUE, SANTIAGo PETRACCHI (según su
voto) -- JORGE ANTONIO BACQUÉ.
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VOTO DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHl

Considerando:

19) Que la Sala IV de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo
Contenciosoadministrativo Federal rechazó, por mayoría, la pro~
puesta de inconstitucionalidad de la ley 23.187 objeto de la pre-
sente acción de amparo. Ello dio lugar a que el actor interpusiera
recurso extraordinario, que fue concedido.

29) Que aún cuando la apelación ~dolece de las insuficiencias
indicadas por el Proc:unidor General, cabe estimar que, en mínima
medida, ella contiene una fundamentación idónea para ser exa-
minada por el Tribunal.

39) Que corresponde destacar que la impugnación constitucIO-
nal se dirige exclusivamente contra la obligación de matricularse
en el registro que lleva el Colegio.Público de Abogados de la Capi-
tal Federal, establecido por la ley 23.187, a raíz de considerarse que
dicha obligación es violatoria del derecho de no asociación inferible
del arto 14 de la Ley Fundamental.

49) Que dado el contenido del planteo, es necesario, establecer
si el nombrado Colegio es o no una asociación.

La respuesta debe ser negativa. En efecto, la ley 23.187 no con-
tiene preceptos según los cuales la inscripción en la matrícula go-
bernada por el Colegio Público de Abogados, y que es obligatoria
para el ejercicio profesional (art. 29), importe ingresar en un vínculo
asociativo con los demás mqtriculados en lá aludida entidad.

Por el contrario, el arto 23 de la ley establece que' "el Colegio
Público de Abogados se c~mpondrá de los siguientes órga.nos:

a) Asamblea de delegados;

b) El Consejo Directivo;

e) El tribunal de disciplina".
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La naturaleza jurídica y el objeto esencial de dicho Colegio es-
tán definidos por el arto 17 de la ley, que en sus tres primeros
párrafos expresa:

"Créase el Colegio Público de Abogados de la Capital Federal,
que controlará el ejercicio de la profesión de abogado~ y tendrá a
su cargo el gobierno de la matrícula respectiva en el ámbito geo-
gráfico de la Capital Federal y con referencia a las actuaciones pro-
fesionales en tal jurisdicción, ajustándose a las disposiciones de
esta ley.

El Colegio Público de Abogad?s de la Capital Federal funcio-
nará con el carácter, derechos y obligaciones de las personas jurí-
dicas de de;recho' público.

Sin perjuicio de las remisiones especiales, la actuación del Cole-
gio que se refiere al ejercicio del cometido administrativo que esta
ley le habilita, se regirá observando supletoriamente la ley 19.549
de procedimientos administrativos".

Si bien el arto 18 de la mentada ley hac~' referencia a la matri-
culación en el Colegio Público de Abogados, el arto 19 sólo saca de
la circunstancia' de hallarse matriculado el profesional la. consecuen-
cia de que el Colegio ejercerá poder disciplinario sobre el inscripto
que deberá acatar los deberes y obligaciones fijados por la ley.

En otros términos, la posición del matriculado frente al Coie-
gio es la de sujeción ope legis a la autoridad pública que éste ejer-
ce, y a las obligaciones que directamente la ley le impone a aquél,
sin relación a vínculo societario alguno.

5?) Que, en cuanto a las notas que determinan la estructura
del Colegio, es fácil advertir que se trata de un órgano de natura-
leza pública destinado al cumplimiento de funciones igualmente pú-
blicas, tales como el gobierno de la matrícula de los. abogados y
el control del ejercicio profesional, el dictado de normas de ética,
el resguardo de dicho ejercicio, y la promoción de la asistencia y
defensa jurídica de personas que carezcan de recursos económicos.
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Asimismo, se confían a la institución mencionada facultades con-
sultivas destinadas a contribuir al mejoramiento del servicio de
justicia y a la elaboración de la legislación en general, y de coope-
ración en el estudio del derecho (arts. 20 y 21 de la ley 23.187).

6':') Que, es conveniente examinar las diversas finalidades alu-
didas.

En cuanto a las de gobierno y control, debe advertirse que este
Tribunal ha reconocido a los estados provinciales la potestad de
reglar y limitar, razonablemente, el ejercicio de las profesiones por
causa de utilidad general, lo cual legitima la obligación <;lelos letra-
dos de matricularse -como requisito para su actuación- y de so-
meterse a los tribunales creados para vigilar la ética de ese ejer-
cicio. También es doctrina de esta Corte, que dichas funciones no
exigen como recaudo esencial que sean desarrolladas por la admi-
nistración pública centraliZada, por lo que son delegables en autori.
dades electas por los mismos interesados, temperamento legislativo
que no es revisable por los jueces (Fallos: 237:397, entre otros).

En suma, no cabe sostener con base en esas finalidades, que
el requisito de la matriculación en el Colegio, importe ingresar a
una asociación.

7':') Que el agravio invocado por .el apelante tampoco se confi~
gura tomando en consideración los restantes propósitos del Colegio.

Esto es así, pues la defensa de los miembros persigue, con arre-
glo al contexto de la ley 23.187, una análoga finalidad pública. Efec-
tivamente, en virtud de esta ley, el Colegio está encargado de co-
adyuvar en la custodia de la garantía constitucional de la defensa
en juicio, protegiendo el libre desarrollo de la función de los abo-
gados como representantes de los justiciables y como órganos auxi-
liares de la justicia (art. 5,:,-párrafo primero- y ratio del lart. 7,
inc. e) -parte primera- de la ley 23.187).

8':') Que, a su vez, la colaboración en el mejoramiento de la
administración de justicia; y los estudios del derecho., en el nom-
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bramiento de magistrados y en la elaboración de la legislación en
general, compartan objetivos característicos de los llamados entes
de consulta y participación, los cuales, antes que asociaciones, cons-
tituyen instituciones de derecho público que los gobiernos pueden
crear con sustento en los principios de la democracia social o par-
ticipativa, y de subsidiariedad. Así lo manifestó el legislador en el
debate que precedió a la sanción de la ley cuestionada (ver "Diario
de Sesiones": Cámara de Diputados, 1984, págs. 2968, 2971, 2972 y
passim; y Cámara de Senadores, 1985, págs. 375, 376 y passim).

En conclusión, el Colegio, en el aspecto analizado en este con-
siderando, resulta una entidad de consulta y participación, no aso-
dativa.

9?) Que esta Corte no deja de ver que las razones dadas -sufi-
cientes para desestimar los agravios articulados- conducen a una
esfera de problemas constitucionales cuyos límites exceden los es-
trictos del art. 14 de la Constitución. La cuestión se emplaza en la
temática concerniente a la correlación entre la libertad personal y
la situación del hombre como integrante de la comunidad.

Ciertamente, no resulta compatible con el espíritu social de la
Constitución, puesto de manifiesto especialmente en su art. 14 bis,
la visión individualista -criticada en Fallos: 264:422, consideran-
do 6?; 286: 187 y 289:238- en la cual cada ser aparece aislado, vin-
culándose con los otros sólo tangencialmente, y, ante todo, de modo
competitivo.

Claro que dicha incompatibilidad no impone olvidar que si la
personalidad humana sólo puede desenvolverse en la intercomuni-
cación y la solidaridad, también la autonomía de sus decisiones
-que tutela el arto 19 de nuestra Carta Magna- es imprescindible
para la existencia de una verdadera solidaridad y auténtica comu-
nicación.

Según este orden de ideas, no cabe que el Estado imponga la
pertenencia a una asociación o grupo determinado, y tampoco debe
elevar sin más al plano normativo las conexiones fácticas entre per-
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sanas que, antes que del consenso, derivan de las estructuras, coer-
citivas espontáneamente desarrolladas en el curso histórico de la
sociedad.

Por el contrario, resultan plausibles las iniciativas tendientes a
otorgar a los miembros de aquélla mayores oportunidades de cons-
ciente y racional participación y control en el ámbito de la forma-
ción de las decisiones que les interesan.

En este sentido, resulta preciso subrayar, ante todo la primacía
necesaria de la representación política -según el modo tradicional.
Cuando ella no existe se cae, por lo menos, en la fragmentación sec-
torial y corporativa.

En cambio, como lo sostienen numerosos pensadores políticos
-todos ellos democráticos, aunque adscriptos a variadas _cosmovi-
siones-, el funcionamiento de la forma representativa puede ser
reforzado y mejorado con los modos de consulta y participación de
base socio-profesional, entre otras, sin que dichos modos -cabe
agregarlo- comporten la inserción compulsiva de los integrantes
de cada sector al cumplimiento regular de actividades societarias.

Por lo tanto, no se advierte que exista violencia a la libertad
de las personas cuando se les exige, en medida razonable, su con-
curso momentáneo para la elección de un órgano de -autoridad en
el seno del sector socio-profesional en el que actúan, órgano entre
cuyos fines públicos, según se ha expresado, figura el de contribuir
al debate en torno a las decisiones que las afectan en el desempeño
de sus quehaceres. Al respecto, el legislador ha elaborado una rele-
vante regla interpretativa de su mandato: "La protección de la liber-
tad y dignidad de la profesión de abogado forma parte de las fina-
lidades de esta ley y ninguna de sus disposiciones podrá entend~rse
en un sentido que las menoscabe o restrinja" (párrafo 2'? del arto 1'?
de la ley).

Tampoco se trata de que el Colegio Público, en su mlSlOn con-'
'sultiva; comprometa la opinión de cada uno de los matriculados,
sino de que éstos, sin perjuicio de manifestar sus pareceres de modo
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individual o en agrupaciones, que espontáneamente cr~en, contribu-
yan, además, a la integración de los foros d,e debates y planificación
que auspician quienes buscan el perfeccionamiento de la democra-
cia representativa, mediante ensayos institucionales, no prohibidos
por la Constitución, que se compadezcan de la creciente compleji-
dad de la estructura social que caracteriza a nuestra época.

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por el señor
Procurador General, se hace lugar al recurso extraordinario y se
confirma la sentencia en cuanto fue materia de los agraviosexa-
minados. Costas por su orden atenta la naturaleza de la cuestión
planteada.

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI.

VOTO DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO

Considerando:

1'.') Que la Sala IV de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo
Contenciosoadministrativo Federal rechazó, por mayoría, la propues-
ta de inconstitucionalidad de la ley 23.187 objeto de la presente ac-
ción de amparo. Ello dio lugar a que el actor interpusiera recurso
extraordinario, .que fue concedido.

2'.') Que aún cuando la apelación adolece de las insuficiencias
indicadas por el Procurador General, cabe estimar que, en mínima
medida, ella contiene una fundamentación idónea para' ser exami-
nada por el Tribunal.

,3'.') Que corresponde destacar que la impugnación constitucio-
nal se dirige exclusivamente contra la obligación de incorporarse al
Colegio Público de Abogados de la Capital Federal a fin de poder
ejercer la profesión de abo"gado en dicho territorio; a raíz de consi.
derarse que dicha obligación es violatoria del derecho de no aso-
ciación inferible del arto 14 de la Ley Fundamental y de la libre'
agremiación consagrada en su arto 14 bis.
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4?) Que esta Corte, en su actual composición, no comparte el
criterio establecido en el precedente registrado en Fallos: 203:100,
en el' cual, por mayoría, se declaró la inconstitucionalidad de una
ley provincial que impedía ejercer la profesión de abogado a quie-
nes no fueran miembros del respectivo colegio.

S?) Que, por el contrario, los agravios del apelante encuentran
adecuada respuesta en el voto disidente expedido en la mencionada
causa por los doctores Sagarna y Casares, quienes arribaron a la
conclusión contraria.

6?) Que, se dijo en dicho voto, "el abogado no es simplemente
un profesional habilitado por su diploma universitario para expo-
ner el derecho, enseñarlo y hacerlo valer en patrocinio de las cau-
sas en justicia, es decir un juris peritus y un juris consultus según
la expresión y el concepto romano; es, además, un auxiliar de la
justicia, un colaborador de la misma y un integrante potencial de
sus tribunales en los casos de impedimento, recusación o excusa-
ción de sus miembros ... ; Y en su consecuencia lógica, las leyes
que organizan la justicia -en la Nación y en las provincias- con-
forme al enunciado del Preámbulo y el art. 5de la Constitución
Nacional, pueden exigir a los abogados cierta organización y dis-
ciplina dentro del poder reglamentario previsto en el art. 14 de
dicha Carta Fundamental.

"Que la institución del Colegio de Abogados por reglamentación
estatal. .. no es iniciativa de esta provincia (alude a aquélla en la
cual se había dictado la ley impugnada, Santiago del Estero) ni de
los tiempos contemporáneos; es una vieja realidad jurídica en Euro-
pa y ,en América, que actuó y actúa en países donde' la libre aso-
ciación estuvo y está establecida y garantida (Italia, Francia, Chile,
Brasil, entre otros).

"Que la multiplicación de los profesionales ha hecho que sea
cada día menos efectiva y sensible su responsabilidad de tales por
obra espontánea de las sociedades en que actúan, como pudo suce-
der antes de que dicha multiplicación -fenómeno relativamente
reciente- se produjese. Un contralor superior del ejerCicio de las
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profesiones, siempre que no menoscabe el carácter particular y pri-
vado que es de su esencia y de la esencia de un sano orden social,
se hace pues, indispensable. Y de los dos modos posibles de ejer-
cerlo: por un órgano esta dual o por la entidad social que consti-
tuyen los miembros de cada profesión, el segundo, que favorece la
estructuración natural de la sociedad, ofrece mayores, más efecti-
vas y más responsables garantías individuales y sóciales, tanto posi-
tivamente, porque tiene a su alcance posibilidades que no tiene el
primero, cuanto negativamente, porque hace innecesaria en este
punto la injerencia estadual inmediata y directa y con ello una
hipertrofia de la burocracia que puede llegar a ser el peor ene-
migo d.e la real autoridad del propio Estado. Sobre la constitucio-
nalidad y el indudable beneficio común de un régimen legal que
entrega a los miembros de un determinado sector de la sociedad
regularmente constituidos y no a un organismo exclusivamente esta-
dual, la atención de los problemas que conciernen a sus propios
intereses, esta Corte tuvo oportunidad de pronunciarse con ampli-
tud de fundamentos, in re: "Inchauspe c/Junta Nacional de Car-
nes" (Fallos: 199:483). A lo allí expuesto cabe remitirse en este
punto porque la analogía de las cuestiones es innegable.

"Que el derecho de asociarse con fines útiles corresponde, sin
duda, la libertad de no asociarse. Pero tanto aquel derecho como
esta libertad se refieren a sociedades cuya existencia no sea reque-
rida por el buen orden y el bienestar de la superior colectividad
-Nación, provincia, municipio- dentro de la cual se constituyen.
Así como no se tiene derecho a asociarse con riesgo o perjuicio del
recto orden y el bienestar de la comunidad política a que se per-
tenece, se tiene el deber de entrar en las estructuras sociales cuya
constitución legal es requerida por razones de orden y de bien
común, mientras se las disponga sin menoscabo de los derechos
que hacen esencialmente a la persona, para cuyo bien existe la
comunidad que se trata de perfeccionar mediante dichas estruc-
turas. El régimen de colegialización que se está considerando no
vulnera el derecho de asociarse y la correlativa libertad de no ha-
cerlo porque se trata, precisamente, del estatuto legal de una es-
tructura social preconstituida por la naturaleza de las cosas. No
se les impone a los abogados la constitución de una sociedad dis-
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tinta de aquélla a la que se incorporan por el solo hecho de ins-
cribirse en la matrÍCula de la provincia y ejercer en su foro la pro-
fesión, y se formaliza esa comunidad para la disciplina y el mejor
resguardo moral del ejercicio de la profesión en ese fuero; esto
es, para que la responsabilidad social de que se trata se haga efec-
tiva socialmente. Por lo demás esos mismos abogados quedan en
libertad de constituir con fines lícitos las asociaciones profesiona-
les privadas que deseen".

7?) Que consideró también el citado voto minoritario que el
régimen legal por el cual se colegializaba a los abogados de un foro
consistía en considerar miembros del Colegio a todos los inscriptos
en la matrícula, de manera que la disposición que sólo permitía
ejercer su ministerio a los miembros del Colegio de Abogados no
tenía más alcance restrictivo que el que tuviera la existencia de
tal inscripción, puesto que al Colegio lo integraban todos los ins-
criptos con la sola exclusión de los mencionados en una disposición
particular fundada en inhabilidades morales, lo que excluía la exis-
tencia de "una restricción arbitraria del ejercicio de la abogacía
ni, por ende, del derecho de trabajar, sometidos, como todos los
derechos, al orden de las leyes que los regulen razonablemente".

8':') Que, con arreglo al citado precedente, el Colegio Público
de Abogados organizado por, la ley 23.187 no es una asociación. En
efecto, la mencionada ley no contiene preceptos según los cuales
la inscripción en la matrícula importe ingresar en un vínculo aso-
ciativo con los demás matriculados en la aludida entidad. Por el
contrario, su naturaleza jurídica y su objeto esencial están defini-
dos por el arto 17 de la ley, que le asigna el carácter de persona
jurídica de derecho público, de manera que la posición del abo-
gado frente al Colegio es la de sujeción ope legis a la autoridad
'pública que éste ejerce, y a las obligaciones que directamente la
ley le ,impone a aquél, sin relación a vínculo societario alguno.

9?) Que, en cuanto a las, notas que determinan la estructura del
Colegio, es fácil advertir que se trata de un órgano de naturaleza
pública destinado al cumplimiento de funciones igualmente públi-
cas, tales como el gobierno de la matrÍCula de los abogados y el
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control del ejercicio profesional, el dictado de normas de ética, el
resguardo de dicho ejercicio, y la promoción de la asistencia y de.
fensa jurídica de personas qúe carezcan de recursos económicos.
Asimismo, se confían a la institución mencionada facultades con-
sultivas destinadas a contribuir al mejoramiento del servicio de
justicia y a la elaboración de la legislación en general, y de coope-
ración en el.estudio del derecho (arts. 20 y 21 de la ley 21.837).

10) Que es insuficiente para apartarse de la mencionada con.
clusión la circunstancia de que el arto 53 de la ley aluda a "Asocia-
dos", puesto ql1e dicha referencia no se corresponde con el con-
texto del cuerpo legal que organiza la institución con las caracte-
rísticas precedentemente indicadas. Tanto es así, que la matricu-
lación obligatoria no excluye el derecho de los abogados de con-
tinuar formando parte de las asociaciones profesionales existentes
o de incorporarse a ellas, las cuales subsisten de hecho elJ..las mis-
mas condiciones que antes de la vigencia .de la ley.

11) Que tampoco está en juego, en el caso, la libertad de agre-
miación consagrada en el arto 14 bis de .la Constitución, pues el
Colegio Público no es, obviamente, una organización sindical.

Por tales consideraciones, y las concordante s del dictamen' del
sei'íor Procurador Generai, se confirma la sentencia apelada. Cos-
tas por su orden en atención a la existencia de un precedente favo-
rable a la posición sustentada por el actor.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO.

BANCO DE INTERCAMBIO REGIONAL S.A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestio-
17es fedemles simples. Interpretación de las leyes federales.

Procede el recurso extraodinario cuando los agravios remiten a la inter-
pretación de normas federales, como son las contenidas en la ley 17.516
y su decreto .':'eglamentario N? 411/80,Y la decisión ha' sido adversa a los
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derechos que aquélla fundó en dichas disposiciones (art.. 14, inc. 3?,
ley. 48).

REPRESENT ACION DEL EST ADO~

La representación de los procuradores fiscales federales, prevista para
los casos de ausencia -en el interior del país- de servicios jurídicos
de los organismos estatales, no aparece sometida en la ley. a condición
o requisito alguno que no sea la exigencia de actuar con autorización
(arts. l? a 3~ del decreto 411/80), circunstancia que pone de manifiesto
que su objetivo ha sido asegurar la plena defensa de todos los sectores
de la administración y hace necesario evitar toda comprensión de las
normas que pueda resultar opuesta a sus fines propios.

REPRESENTACION DEL ESTADO.

La existencia de autorización hace esencialmente al encauzamiento y
control de la actu¿¡ción de los procuradores fiscales y se complemcnta
con las "instrucciones pertinentes" que le deben impartir las autorida-
<;lesque la ley prevé (art. 3? del decreto 411/80),pero no impide su actua-
ción como gestores de los intereses públicos -tal como la ley' lo permite,
al contemplar la actuación del "gestor" cuyo obrar debe ser ratificado
(art. 'Í? de la ley 17.516)- en las hipótesis en que la índole y circuns-
tancias del caso hicieran imprescindible su actuación judicial para evitar
perjuicios a dichos intereses, sea promoviendo demandas o contestán-
dolas, sea realizando cualquier actuación conducente a la adecuada de-
fensa de los intereses del Estado.

REPRESENTACION DEL ESTADO.

Corresponde revocar la sentencia que hizo lugar a las excepciones de
falta de personería y prescripción en el caso en que la demanda fue
iniciada por el señor Procurador Fiscal subrogante sin la autorización
que 'prevé el arto 3? del decreto 4li/80, la cual sólo fue agregada con
posterioridad pero antes de hacer efectivo el tiaslado de la demanda,
circunstancia que la alzada consideró idónea como ratificación posterior
de lo actuado, mas estimó que era ineficaz para perjudicar los derechos
de terceros o para hacer renacer una acción prescripta por el mero
transcurso del tiempo. Ello es así, pues la intervención de los procura-
dores fiscales. como gestores no requiere de regulación alguna en los
orden3mientos procesales locales, pues tiene opcratividad propia por
virtud rle las normas federales señaladas; de modo que si se ha cumplido
. en tienlPo razonable con la ratificación por parte de la autoridad com-
petente, debe entenderse que la gestión emprendida por el Procurador
Fiscal subrogan te ha sido legítima y que su actuación ha interrumpido
el curso de la prescripción en trámite.
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Llegan estas actuaciones a conocimiento de V.E. en virtud del
recurso extraordinario deducido a fs. 66/71 por el Procurador Fis-
cal Federal con asiento en Corrientes, contra la sentencia dictada
por la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial N~ 1 de esa
ciudad a fs. 58/63, confirmatoria de la de primera instancia de
fs. 34/36.

Se trata de una aCCIOnde daños y perJUIcIOs promovida por el
magistrado antes mencionado en representación del Estado Nacio-
nal contra la quiebra del Banco de Intercambio Regional, cuyo liqui-
dador, el Banco Central de la República Argentina, contestó la de-
manda por medio de apoderado y opuso a su progreso -entre
otras defensas- la excepción de falta de personería y la prescrip-
ción de la acción resarcitoria. Tanto el juez como la Cámara admi-
tieron dichas excepciones y declararon prescripta la acción, con
costas a cargo del Estado Nacional.

Para resolver de ese modo, consideró la Cámara que al presen-
tarse en autos el Procurador Fiscal subrogante (fs. 4/6) no contaba
aún con la autorización específica que prevé el art., 3~ del decreto
411/80, reglamentario de la ley 17.516, la que fue agregada después
(fs. 7/10). Añadió que el arto 6~del citado decreto, invocado por la
actora al responder el traslado de la excepción (fs. 24/26) y al ape-
lar (fs. 42/44), al mencionar la figura del "gestor" se estaría refi-
riendo a lo preceptuado por el arto 48 del Código Procesal Civil y
Comercial de la Nación, el cual no es de aplicación en la Provin-
cia, sin que ésta cuente en su ordenamiento procedimental con un
precepto análogo. Señaló, en seguida, que ello no significaba que
la figura del gestor se encontrase prohibida en el orden provincial,
por lo que en el caso podían ser de aplicación los arts. 1870, inc.
6~, y 1936 del Código Civil (la cita del art. 1059 debe entenderse
referida a la nota de este artículo). Con base en esas disposicio-
nes, concluyó que la ratificación posterior -operada en el caso con
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la autorización ministerial de fs. 8-, si bien tiene efectos retro-
activos, ellos no pueden perjudicar los derechos de terceros, y en
el sub lite, no podía "tener por efecto renacer un derecho o acción
prescripta por el solo transcurso del tiempo" (fs. 60).

El apelante fundó extensamente su recurso contra ese pronun-
ciamiento, invocando la transgresión de normas federales y la doc-
trina sobre arbitrariedad. A fs. 103 fue concedido sólo por esta
última causal.

Cabe señalar que el Procurador Fiscal Federal también recurno
por la vía de revisión ante el Superior Tribunal de Justicia de Co-
lTientes, el cual se expidió a fs. 95 declarando inadmisible ese recur-
so en razón de que los planteos formulados excedían el limitado
alcance de aquél, porque las "contradicciones" que lo habilitan sólo
pueden estar en la parte dispositiva del fallo que se recurre y tam-
poco permite revisar la interpretación del derecho formulada en la
instancia ordinaria.

Como se desprende de los antecedentes reseñados, la sentencia
,contra la cual se interpuso el remedio federal proviene del tribu-
nal superior de la causa a los fines del arto 14 de la ley 48, carácter
que inviste en el caso la Cámara que la dictó, y tiene alcance defi.
nitivo ya que, al declarar prescripta la acción ejercida, pone fin al
pleito e impide su prosecución, sin que medie .instancia judicial
ulterior posible.

Opino, asimismo, que pese a la aparente limitación en la con-
<:esión del recurso, admitido sólo en cuanto se invocó "arbitrarie-
dad" (fs. 103), toda vez que esta causal se identifica en la especie
con la cuestión federal claramente articulada por el recurrente y
resuelta en ambas instancias, corresponde conocer irrestrictamente
sobre el punto, aún no mediando queja (cf. Fallos: 301: 1194, 302:
400). El análisis de la cuestión planteada remite a la inteligencia
de disposiciones de carácter federal contenidas en la ley 17.516 y
su decreto reglamentario, por lo que el recurso resulta formalmente
procedente (Fallos: 302: 1128). La vinculación con temas de natu-
raleza procesal no obsta en el caso a tal conclusión -como pre-
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tende la parte apelada a fs. 1100- por cuanto de no admitirse la
apelación en autos p.odría afectarse la defensa en juicio del Estado
Nacional (Fallos: 301: 1188; 302: 400 y otros)., .

En cuanto al fondo del asunto, pienso que asiste razón al ape-
lante en sus agravios y que el fallo no contiene una interpretación
adecuada de la ley 17.516 y su reglamentación.

Los preceptos que integran ese conjunto normativo; al reglar
la representación judicial del Estado Nacional, atribuyen e~e come-
tido con carácter permanente a los funcionarios que en cada caso
se mencionan (art. 1, 'ley 17.516). Es éste un rasgo significativo
que, al igual que otras peculiaridades inherentes a la función de
que se trata, muestra la necesidad de una interpretación de sus
alcances acorde. con la finalidad de asegurar la defensa del Estado,
objetivo que la propia 'ley meritúa en su articulado (art. 6?, ley
17.516); e impide, a la vez, una remisión incondicionada a otras
normas que reglan relaciones de otra naturaleza y de distinto ori-
gen, en tanto podrian conducir a frustrar esa finalidad que la ley
tuvo en mira preservar .

En este orden de ideas, interpretar, como lo hace la Cámara,
que el arto 6? del decreto 411/80 sólo podría tener plena aplicación
cuando el respectivo ordenamiento procesal local contempla la fi-
gura del "gestor", importa desnaturalizar dicho precepto y, más
aún, hacer depender la eficacia de esa norma federal de las varia-
bles disposiciones adjetivas que cada provincia pueda establecer,
'contraviniendo el art. 31 de la Constitución Nacional.

El aludido arto 6? del de~reto 411/80 no tiene otro sentido que
atribuir a la autorización ministerial emitida con posterioridad a
la presentación en juicio del representante del Estado Nacio-
nal que compareció sÍn ella, el alcance de una ratificación de lo
actuado por aquél. Y es pertinente destacar que la actuación del
representante pudo consistir en entablar o contestar demandas o
reconvenciones (art. 8?, decreto 411/80). A mi ver, pues, la opera-
tividad de aquella disposición no ha menester de una específica
regulación de la "gestión procesal" en el ámbito local que la com-
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plemente; ella tiene sentido jurídico propio y la inclusión en su
texto de la palabra "gestor" en nada lo condiciona o altera.

Por otra parte, si de lo que se trata es de precisar el sentido
técnico d~ dicho vocablo, no se comprende que el tribunal a quo
haya ,silenciado toda referencia a los arts. 2288 y ss. del Código
Civil que definen y regulan la gestión de negocios ajenos, figura
que no excluye la actuación judicial del negotiorum gestor (vgr.
arto 2291 in fine y nota al arto 2297 del Código Civil). Y dentro de
ese contexto, precisamente, el arto 2304 del Código citado atribuye
a la ratificación "efecto retroactivo al día en que la gestión prin-
cipió'.'.

Ahora bien, la Cámara consideró aplicable las reglas sobre el
mandato, las cuales también alcanzan a los "gestores oficiosos"
. (arts. 1870, inc. 5':',y 2288, Código Civil). Asimismo, lo que es aún
más importante en la especie, esas reglas son aplicables "a las
representaciones necesarias y a las de los' que por su oficio público
deben representar determinadas clases de personas" (art. 1870, inc.
1~), hipótesis que pareciera incluir el supuesto de autos -en el
lenguaje qué emplea el Código- y que contiene una reserva que
cabe destacar: "en todo lo que no se oponga a las leyes especiales
sobre ellas" (art. 1870, inc. 1':', in fine). Aunque esa salvedad sería
de rigor tratándose de normas subsidiarias, conviene resaltarla aquí
por los motivos precedentemente expuestos, en lo referido a una
adecuada hermenéutica legal respecto del art. 6'?del decreto 411/80.

Pero aun siguiendo las argumentaciones del a qua, basadas en
el arto 1936 del Código Civil, se advierte que esta norma prevé una
situación distinta a la de autos, cual es la de actos provenientes
del mandante que constituyen derechos a terceros durante el lapso
que media entre lo actuado por el mandatario y su ratificación.
Al preservar la eficacia de esos a.ctos no sólo se protege el interés
de los terceros sino el del propio mandante (cfr. arts. 1930 a 1933,
C. Civil). Sin embargo, ningún acto ha habido aquí proveniente
de la parte representada (Estado Nacional), como no sea la pro-
pia ratificación, concretada a través de un procedimiento adminis-
trativo que demanda cierto tiempo y que concluye con la respectiva
instrucéión ministerial que tiene ese efecto ratificatorio (fs. 7 y 8).
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Más aún, si se analizan las c'onstancias de la causa, se observa
que la presentación de esos instrumentos ratificatorios se produjo
sucesivamente a la interposición de la demanda (fs. 10) y antes de
conferir el traslado de la misma (fs. 12), de modo que al momento
de presentarse la demandada y oponer sus defensas (fs. t"9/22) , la
presunta falla en la personería de la actora ya se había subsanado.

En tales condiciones, y ,de seguirse el criterio escogido por la
Cámara, ésta no pudo obviar la aplicación del. arto 1937 del Código
Civil que rige estrictamente el caso en cuanto dispone: "Los terce-
ros no pueden oponer el exceso o inobservancia del mandato, una
vez que el mandante lo hubiere ratificado, o quiera ratificar lo que
hubiese hecho el mandatario".

En, síntesis, el pronunciamiento recurrido no sólo desinterpretó
las disposiciones de carácter federal aplicables sino también aque-.
llas otras que estimó de aplicación subsidiaria.

Por consiguiente, es mi opinión que corresponde revocar el
fallo apelado en el sentido que se desprende de lo expuesto. Bue-
nos Aires, 16 de diciembre de 1985. Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 26 de junio de 1986.

Vistos los autos: "Incidente de verificación tardía promovido
por el Estado Nacional en autos: "Banco de Intercambio Regional
S.A. s/quiebra»".

Considerando:

1'?) Que contra el pronunciamiento de la Cámara de Apelacio-
nes en lo Civil y Comercial N'? 1 de la Ciudad de Corrientes, que
confirmó la sentencia de primera instancia que había hecho lugar
a las excepciones de falta de personería y de prescripción, la actora
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dedujo el recurso extraordinario que fue concedido parcialmente
por resolución de fs. 103.

2e;» Que los agravios de la apelante suscitan cuestión federal
bastante para habilitar la vía intentada,. pues remiten a la inter-
pretación de normas federales, como son las contenidas en la lev
17.516 y su decreto reglamentario Ne;> 411/80, y la decisión ha sido
adversa a los derechos que aquélla fundó en dichas disposicione$
(art. 14, inc. 3e;>, ley 48).

3e;» Que, en consecuencia, y por estar dirigidas las objeciones
de la recurrente contra la sentencia definitiva emanada del superior
tribunal de la causa a que se refiere" el mencionado arto 14, corres-
ponde examinar lo atinente a la inteligencia que cabe asignar a las
normas de derecho público que rigen la representación en juicio
del Estado, sin que sea pertinente exigir otras formalidades con
referencia a su introducción en el pleito ni limitar el tratamiento
de la cuestión a la de la arbitrariedad, atento a que el problema
de fondo ha sido resuelto, precisamente, sobre la base del alcance
asignado a las normas nacionales mencionadas.

49) Que, a tal efecto, resulta pertinente señalar que la demanda"
fue iniciada por el señor Procurador Fiscal subrogante sin la auto-
rización que prevé el art. 39 del decreto 411/80, la cual sólo fue
agregada con posterioridad pero antes de hacer efectivo el traslado
de la demanda, circunstancia que la alzada consideró idónea como
ratificación posterior de lo actuado, mas estimó que era ineficaz
para perjudicar los derechos de terceros o para hacer renacer una
acción prescripta por el mero transcurso del tiempo.

Se;» Que la solución del caso pasa por determinar la medida
de la representación estatal asignada por ley -en ciertos casos-
a los procuradores fiscales en el interior (arts. le;> y 2e;> de la ley
17.516), ya que al haber establecido la reglamentación la exigencia
de actuar con autorización (arts. le;> a 39 del decreto citado) y haber
contemplado también la actuación del "gestor" cuyo obrar debe
ser ratificado (art. 69), corresponde precisar el alcance de este ins-
tituto y si su vigencia debe ser admitida con prescindencia de lo
que, al respecto, dispongan los ordenamientos locales.
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6':') Que, sobre el tema, parece conveniente señalar que la re-
presentación de los procuradores fiscales federales, prevista para
los casos de ausencia -en el interior del país- de servidos- jurí-
dicos de los organismos estatales, no aparece sometido en la ley a
condición o requisito alguno que no sea el mencionado; circuns-
tanciaque pone de manifiesto que su objetivo ha sido asegurar la
plena defensa -de todos los sectores de la administración y hace
-necesario evitar toda comprensión de las normas que pueda resul-
tar opuesta a sus fines propios.

79) Que el hecho de que en el decreto reglamentario se haya
previsto que, como regla, los procuradores fiscales deban contar con
la autorización para promover o contestar demandas (arts. 19 Y 39
decreto 411/80), no es óbice para que se haya reglado también la
figura del "gestor" para aquellos supuestos en los cuales, por razón
de la magnitud y complejidad de los negocios del Estada, exista
urgencia en atender a _la defensa de los intereses públicos y la exi-
gencia de autorización pueda resultar frustránea del derecho in-
vocado.

89) Que la existencia de autorización hace esencialmente al en-
cauzamiento y control de la actuación de los procuradores fiscales
y se complementa con las "instrucciones pertinentes" que le deben
impartir las autoridades que la ley prevé (art. 39 del citado de-
creta), pero no impide su actuación como gestores de los intereses
públicos -tal como la ley lo permite- en las hipótesis en que la
índole y circunstancias del caso hicieran imprescindible su actua-
ción judicial para evitar perjuicios a dichos intereses, sea promo-
viendo demandas o contestándolas, sea realizando cualquier actua-
ción conducente a la adecuada defensa de los intereses del Estado.

99) Que, por ser ello así, la intervención de los procuradores
fiscales como gestores no requiere de regulación alguna en los orde-
namientos procesales locales, pues tiene operatividad propia por
virtud de las normas federales señaladas; de modo que si se ha
cumplido en tiempo razonable con la ratificación por parte de la
autoridad competente, debe entenderse que la gestión emprendida
por el Procurador Fiscal subrogan te ha sido legítima y que su ac-
tuación ha interrumpido el curso de la prescripción en trámite.
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Por ello, se revoca la sentencia de fs. 58/63 en cuanto ha sido
materia de agravio federal. Costas por su orden atento a la' natu-
raleza de la cuestión planteada.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI JORGE

ANTONIO BACQUÉ.

COOP. AGRICOLA GANADERA llE IDIAZABAL LTD,\. v. FACA y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Resolución contraria.

Procede el recurso extraordinario cuando se ha denegado el fuero
federal QPortunamente in'vocado.

JURlSDICCION y COMPETENCIA: -Competencia federal. Por las personas.
Distinta vecindad.

La vecindad para los' efectos _del fuero es individualizada por el esta-
blecimiento local en que aparece la sociedad haciendo negocios. Ese
centro de negocios fija la vecindad, razón por la que resulta esencial
determinar si se ha tenido relación con esa sucursal o establecimiento
local.

JURlSDICCION y COMPETENCIA:, Competencia federal. Por las personas.
Distinta vecindad.

Si la actora -<;uyo carácter de vecino de Córdoba no está en discusión-
expresamente ha sostenido que siempre tuvo trato con la sucursal Ro-
sario, ello impide considerar que se esté en presencia de una cau-
sa vinculada a la sucursal Córdoba de la apelante. y demuestra que
dicha sucursal no ha tomado parte en las autorías contables que
dan origen al juicio. En consecuencia, no, se da la condición que
permita considerar a la apelante vecina de la Provincia de Cór-
doba, a lo que cabe ailadir que la recurrente tiene su sede central en
la Capital Federa!, en cuyo domicilio ha sido notificáda la demanda,
por lo que la asiste el derecho al fuero federal que reclama (art. 100
de la Constitución Nacional).



1028

Suprema Corte:

FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Se interpuso recurso extraordinario contra la resolución dc la
Cámara Nacional de Apelaciones en 10 Civil y Comercial de Bell
Ville, Pcia. de Córdoba, obrante a fs. 254/256, concedido a fs. 282
sólo en cuanto se refiere a la interpretación del arto 100 de la Cons-
titución Nacional, y arts. 2, 8, 9, 11 Y 12, inc. 4,:" de la ley 48.

Considero aplicable al caso lo manifestado por esta Corte a
partir del antecedente de Fallos: 292:545 en el sentido que tratán-
dose de una sociedad anónima constituida en la Capital Federal,
con establecimiento permanente de sus negocios en uno o varios
territorios provinciales, no cabe determinar la vecindad de la so-
ciedad en atención al lugar de su domicilio estatutario a fin de
establecer el fuero federal por su distinta vecindad con la contra"
parte.

Ello, por cuanto si la sociedad anónima -asimilando a tal figura
societaria a la entidad codemandada F.A.C.A.- ejerce su actividad
en una provincia se halla en las mismas condiciones en que puede
hallarse otro vecino de la misma provincia, y dicho arraigo torna
inútil su amparo ante el fuero federal.

Lo alegado por el recurrente, quien manifiesta que la actora
sólo tuvo tratos con la sucursal Rosario de F.A.C.A. y no con la
de la Provincia de Córdoba, no modifica la situación en cuanto a
10 que aquí se discute y ello por dos motivos. El primero, es que
de las propias presentaciones que ha efectuado en autos surge que
F.A.C.A.es una sola persona jurídica con asiento en la Capjta~
Federal y sucursales o "agencias" en provincias, entre ellas Cór-
doba. Y la segunda, es que si la actora hubiera optado por deman-
dar ante los tribunales de Rosario, no existiría posibilidad alguna
de reclamar por denegatoria del fuero federal por que en ese caso
la aforada sería, precisamente, la actora. En efecto, a nadie le es
dado declinar los jueces de su propio fuero (conf. doctrina de Fa-
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11os: 51:429; 77:121; 103:273; 121:447; 177:41, sentencia en la cau-
. sa: "Caja de Prevo y Seg. Médica de la Provincia de Buenos Aires
e/Agentes de Propaganda Médica s/apremio", C. 90, L. XVIII, del
23 de octubre de 1979).

En cuanto a la arbitrariedad deducida, al no conceder el tribu-
nal apelado el recurso a ese respecto, decisión que fue consentida
por el recurrente quien no ,interpuso queja, considero que la juris-
dicción de la Corte quedó abierta exclusivamente con relación al
tema ya tratado en este dictamen, por lo que no cabe expedirse
sobre las supuestas causales de tal arbitrariedad (Fallos: 300: 130;
301:1103 y otros).

Por lo expuesto, opino que corresponde confirmar la sentencia
en lo que pudo ser materia de apelación extraordinaria. Buenos
Aires, 16 de octubre de 1985. Juan Octavia Gauna.

'FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 26 de junio de 1986.

Vistos los autos: "Coop. Agrícola Ganadera de Idiazábal Ltda. c/
F.A.C.A. y otros - ordinario - incidente de excepción de incompetencia
por distinta vecindad - apelación y nulidad".

Considerando:

1~) Que la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de
Bell Ville, Provincia de Córdoba, revocó la sentencia de primera
instancia que había hecho lugar a la excepción de incompetencia
fundada en razones de distinta vecindad, deducida por la "Federa-
ción Argentina de Cooperativas Agrarias Sociedad Coopeqltiva Limi-
tada". Contra ese pronunciamiento esta última dedujo el recurso,
extraordinario de fs. 269/277, concedido a fs. 282/284.

2~) Que para así decidir, el a qua estimó que las constancias
del proceso permitían la aplicación al caso de la doctrina de Fallos:
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292: 545, reiterada en el fallo de fecha 5 de junio de 1984 recaído,
in re: "Timbo S.A.G.A.F. e 1." (Fallos: 306: 539). Ponderó, para ello,
que la codemandada "Federación Argentina de Cooperativas. Agra-
rias Sociedad Cooperativa Limitada" tenía sucursal en la Provincia
de Córdoba, razón por la cual -concluyó- debía ser considerada
vecina de ella. Esa circunstancia la privaba -según el a quo- del
derecho a la jurisdicción federal.

3':') Que la apelante sostuvo en su recurso que los precedentes
citados no resultaban aplicables al supuesto de autos, pues en ellos
se trataba de demandas contra una sucursal local que había inter-
venido en el negocio que motivaba el litigio. El presente caso sería
distinto, porque -a estar a los dichos de la recurrente- en ningún
momento la actora trató con la sucursal de F.A.C.A. que se encuen-
tra en la Provincia de Córdoba.

4':') Que el recurso extraordinario es procedente al haberse de-
negado el fuero federal oportunamente invocado (doctrina de Fa-
llos: 276: 255 y sus citas; 303: 1702, entre muchos otros).

5':') Que, en atención a las particularidades de la causa, corres-
ponde aplicar el arto 9 de la ley 48. En efecto, si bien es cierto "que
la apelante es una cooperativa, también lo es que el art. 118 de la
ley 20.337 establece que "para las cooperativas rigen supletoriamen-
te las disposiciones del capítulo Il, sección V, de la ley 19.550 en
cuanto se concilien con las de esta ley y la naturaleza de aquéllas".
Por otra parte, la "Federación Argentina de Cooperativas Agrarias
Sociedad Cooperativa Limitada" es una entidad de grado superior
(art. 85 de la citada ley), que está integrada --'-según su memoria
y balance correspondiente al año 1981 (fs. 221 vta.)- por más de
doscientas cooperativas asociadas. Todo ello conduce a juzgar la
procedencia del fuero federal reclamado a la luz de lo establecido
por 'la ley 48 en su arto 9, pues dicha norma legal -en el ámbito
y finalidad que le son propios- resulta la más acorde con la natu~
raleza y características de la Federación apelante.

6':') Que el mencionado arto 9 de la ley 48 ha sido interpretado
por el tribunal (confr. fallos citados en el considerando 2':' y más
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recientemente el dictado con fecha 3 de diciembre de 1985, in re:
Comp. 455.xX, "Cooperativa de Electricidad y Servicios Anexos de
Zárate Ltda. c/Compañía Minera Cerro Negro, S.A. s/cobro de pe-
sos") en el sentido de que la vecindad para los efectos del fuero
es individualizada por el establecimiento local en que aparece la
'sociedad haciendo negocios. Cabe destacar, empero, que ese centro
de negocios fija la vecindad -con esos alcances- sólo para las
causas vinculadas a él (Fallos: 292:545,cons. 10 y Fallos: 306:539,
cons. 2':'), razón por la que resulta esencial determinar si se ha
tenido relación con esa sucursal o establecimiento local, pues sólo
en ese -supuesto será aplicable la doctrina que surge de los pre-
cedentes mencionados.

7':') Que la actora -cuyo carácter de vecino de Córdoba, no
está en discusión- expresamente ha sostenido que "siempre tuvo
trato con F.A.C.A.-Rosarib" (fs. 42 vta.) , lo que impide cons~derar
que se esté en presencia de una causa vinculada a la sucursal Cór-
doba de la apelante y demuestra que dicha sucursal no ha tomado
parte en las auditorías contables que dan origen al juicio. En con-
_secuencia, no se da la condición que permita, con arreglo a la citada
jurisprudencia del Tribunal, considerar a la apelante vecina' de la
Provincia de Córdoba.

8':') Que a lo expresado en el considerando precedente cabe
añadir -que la recurrente tiene su sede central en la Capital Federal
(fs. 42 vta.; 70 y vta.; 166; 213), en cuyo domicilio ha sido notifi-
cada la demanda (fs. 17), lo cual reafirma la conclusión de que le
asiste el derecho al fuero federal que reclama (art. '100 de la Cons-
titución Nacional).'

Por ello, habiendo dictaminado el señor Procurador General, se
deja sin efecto la decisión apelada en lo que fue materia del re-
curso.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.
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DELIA FLORA EFFRON v. SUBTERRANEOS DE BUENOS AIRES
SOCIEDAD DEL ESTADO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Valoración de circunstancias
de hecho y prueba. '

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que rechazo la demanda de
daños v perjuicios promovida a raíz de la caída de la actora desde el
andén a las vías en momentos en que una estación de la línea "D" de
subterráneos quedó a oscuras por una interrupción en el suministro
de energía eléctrica Ello es así, pues el a quo, sobre la base de que la
actora declaró que "se encontraba caminando lentamente cuando se
cortó la luz" conc.uye que continuó haciéndolo después de producirse
el corte, lo que ccnstituiría su "conducta culposa". y tal aser'to cons-
tituye una afirmaci,ón dogmática que no se compadece con el dicho de
la apelante, cuyo obvio sentido se reduce a sostener que al ¡nomento
de quedar la estación a oscuras no se hallaba detenida sino caminando.
sin que de elle pueda extraerse que prosiguió su marcha después de
quedar en tinieblas el lugar (1).

DANIEL SEGUNDO v. SIEMENS S.A.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Igual remuneración por
igual trabajo.

El empleador 'puede remunerar -siempre que respete los mínimos
convencionales o legales- de distinto modo a sus dependientes en tanto
ello responda a las "causas objetivas" que individualiza el art. 81 dd
Régimen de Contrato de Trabajo (1.0. decreto 390/76) y sin necesidad
de acreditar la existencia de aquellas causas. De manera tal que no
conculca la garantía de igual remuneración por igual tarea el que algu-
nos trabajadores resulten más favorecidos por el empleador en este
aspecto. O sea, no se prohibe pagar mayor remuneración por un ma-
yor rendimiento, desde que aquella garantía no se dirige a imposibili-
tar que haya un trabajador más beneficiado, sino a impedir que al-
guno resulte discriminado con respecto a la generalidad. No puede

(1) 26 de jumo. Fallo: 302:1095; 303:694.
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dejar de reconoce~se la facultad de premiar a los. mejores trabajadores,
pero debe .protegerse al dependiente del uso abusivo o con propósitos
persecutorios o subalternos, de ese derecho.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

1

Contra la sentenciá dictada por la Sala 1 de la Cámara de Ape-
laciones del Trabajo de Rosario a fs. 340/344 de los autos princi-
pales Ca cuya foliatura me referiré en lo sucesivo), interpuso la
parte actora recurso extraordinario a fs. 347/361, cuya denegatoria
motiva la presente queja.

A mi juicio, el remedio federal es formalmente procedente, toda
vez que se halla en juego la interpretación de una norma federal
-arto 14 nuevo de la Constitución Nacional- y la decisión recu-
rrida omitió su tratamiento en forma expresa, constituyendo una
implícita resolución contraria a la pretensión que en ella funda-
mentó el reéurrente.

II

El actor sostuvo al demandar que no le fueron otorgados dis-
tintos aumentos salariales que le habían sido. concedidos a sus com-
pañeros de labor. Frente a tal circunstancia se considera injuriado
y despedido, reclamando en consecuencia las diferencias_resultantes
de los incrementos omitidos, y las indemnizaciones emergentes del
distracto.

El tribunal a qua expresó que, luego de abonada a los depen-
dientes la remuneración justa y legal, la retribución especial por
calidad o cantidad de trabajo es un derecho reconocido a los em-
pleadores como facultad emanada del poder de dirección, que sólo
condiciona la evidencia de arbitrariedad; agregando que lo qu~
interesa a fin de determinar si se configura el trato discriminato-
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rio previsto en el arto 81 del Régimen de Contrato de Trabajo es si
un dependiente resultó discriminado respecto de la .generalidad; y
señala, en base a esa disposición, que no hay desigual tratamiento
cuando se responde a principios de bien común, como los susten-_
tados en mayor eficacia, laboriosidad'o contracción por parte del
trabajador, sin que aquel derecho del empleado esté sujeto a la
demostración de que estos méritos exista~.

El apelante, a s\l turno, aduce que el pronunciamiento viola su
derecho de propiedaq y la garantía de defensa en juicio, no ha-
biéndose expedido el tribunal acerca de si la política salarial adop-
tada por la empleadora violaba o no el arto 14 nuevo de la Cons-
titución Nacional. En base a las circunstanéias que puntualiza ar-
guye que en el caso la arbitrariedad de la discriminación ha sido
evidente, y que la resolución cuestionada debió basarse en las inis-
mas, y enfatiza .que no surge de la prueba producida la impuntua-
lidad que se atribuye al actor y que, en todo caso, de las planillas
agregadas a la causa resulta que quienes recibieron aumentos re-
gistran las n;üsmas atestaciones que aquél en cuanto a sus horas
.de entrada.

Añade que no se trata en el caso del otorgamiento de premios
o gratificaciones, que sí se concedieron al accionante cuando la
empleadora lo quiso, sino que la cuestión se vincula a la discri-
minación salarial, y que ésta nunca demostró que existiera un régi-
men de incentivos, sino que sólo invoca su propia discrecionalidad.

Concluye en que no se requirió a la demandada la comproba-
ción de las razones objetivas que justifican la desigualdad, que no
la hubo -sostiene- por razones de sexo, raza o religión sino por
desinteligencias entre las partes proveniente, posiblemente, de la
condición de delegado del actor.

Argumenta, por último" que se conculcaron los prinCIpIOS de
remuneración justa e. igual remuneración por igual tarea, desta-
cando que la remuneración del denunciante fue casi idéntica al
salario mínimo vital que, a la época, se hallaba deteriorado y era
insuficiente.
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La Corte ya ha tenido oportunidad de determinar el contenido
y los alcances que cabe atribuir a la garantía constitucional de ma-
rras. En Fallos: 265:248, soslayándose la cuestión que entonces po-
día plantearse en torno al carácter programático u operativo de la
cláusula, se señaló que la misma "se opone a discriminaciones ar-
bitrarias, como serían las fundadas en razones de sexo, religión o
raza, pero no a aquellas que se sustentan en motivos de bien co-
mún" ni tampoco a las que se fundamenten "en la mayor eficacia,
laboriosidad y contracción al trabajo del obrero", condiciones a las
que, en el caso, se refirió también el tribunal a qua.

Al reglamentarse por vez primera la garantía en cuestÍón, se
dispuso que el empleador debe dispensar a todo.s los trabajadores
igual trato en identidad de situaciones, considerándose arbitrario
el trato desigual que, en tales circunstancias, no responda a causas
objetivas, y estableciéndose que la exigencia legal no afectaba las
condiciones más favorables que tenga reconocidas al trabajador
provenientes del contrato de trabajo que lo vinculara a su emplea-
dor (art. 89 del Régimen de Contrato de Trabajo aprobado mediante
la ley 20.744). Si bien en el informe de la mayoría parlamentaria
no se aludió a la disposición constitucional en examen" no puede
considerarse esta norma -hoy derogada- sino reglamentaria de
la misma; y aunque se la haya referido a un fallo plenario de la
Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo que carecía de efecto,
y al convenio 100 de la Organización Internacional del Trabajo
relativo ál tópico de las remuneraciones y donde se determina la
igualdad de retribución entre .la mano de opra masculina y feme-
nina por un trabajo igual (Senador Pennisi, diario de Sesiones del
Honorable Senado de la Nación del 31 de mayo de 1974) cabe en-
tender, a mi juicio, que el principio general allí sentado impide
cualquier tipo de discriminaciones y, a la vez, admite excepciones
fundadas en "causas objetivas".

El sentido que debe atribuirse al mentado principio, fue pre-
.cisado al modificarse el mencionado arto 89 mediante la ley 21.297.
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La citada decisión de V.E. fue evidente fuente de la reforma intro-
ducida a dicha norma (hoy arto 81 del texto ordenado por dto.
390/76) que, tras mantener el aludido principio, prescribe que se
considerará trato desigual cuando se produzcan discriminaciones
fundadas en razones de sexo, religión o raza, pero no cuando el
diferente tratamiento responda "a principios de bien común, como
el 'que se sustente en la mayor eficacia, laboriosidad o contracción
a sus tareas por parte del trabajador", utilizando de ese modo
idénticas palabras que el fallo referido.

Sin embargo, a mi modo de ver no resulta suficiente, frente al
c~so concreto, remitirse a la norma legal reglamentaria para deli-
near el contenido de la disposición constitucional invocada por el
demandante. Ello así, y en vista a ,la circunstancia apuntada del pá-
rrafo anterior, creo conveniente acudir al pronunciamiento de V.E.,
en el cual, además de los enunciados que recibieron recepción nor-
mativa, se precisó: a) que el empleador cumplimenta el mandato
constitucional pagando a cada categoría de trabajadores lo que es-'
tipula el convenio colectivo, que por haberse elaborado con inter-
vención de la parte laboral, asegura una remuneración justa; b) que
el derecho del empleador a premiar por encima de aquellas remu-
neraciones a quienes revelen méritos suficientes no puede sujetarse
a la prueba, en la práctica muy sutil y difícil, de que ellos existen;
debe quedar librada a su prudente discrecionalidad, pues de lo con-
trario se desvirtuaría su ejercicio.

Resulta claro entonces que el empleador puede remunerar -siem-
pre que respete los mínimos convencionales o legales- de distinto
modo a sus dependientes en tanto ello responda a las "causas
objetivas" que individualiza el artículo 81 citado, y sin necesidad
de acreditar la existencia de aquellas causas como en el sub lite
lo afirmara el a quo. De manera tal que no conculca la garantía de
igual remuneración. por igual tarea el que algunos trabajadores
resulten más favorecidos por el empleador en este aspecto. O sea,
no se prohibe pagar mayor remuneración por un mayor rendimien-
to, desde que aquella garantía no se dirige a imposibilitar que háya
un trabajador más beneficiado, sino a impedir que alguno resulte
discriminado con respecto a la generalidad. No puede dejar de
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reconocerse la facultad de premiar a los mejores trabajadores, pero
debe protegerse al dependiente del uso abusivo o con propósitos
persecut?rios o subalternos, de ese derecho.

Es evidente que lo que se prohíbe es la utilización de la atribu-
ción de marras con fines desvinculados del contenido propio de la
prestación, sea en sus elementos cuantitativo o cualitativo. La in-
tención del legislador de bloquear toda posibilidad en este sentido
aparece patente no sólo en la reiteradamente mentada norma del
arto 81, a la que cabe relacionar con las condiciones de trabajo en
general y con la remuneración, sino también en otras disposiciones
tales como el art. 17 del R.C.T. (t.o.), y aún en el arto 172 del mismo
cuerpo legal, específicamente referido éste a la mujer trabajadora.

En suma, la decisión de excluir a un dependiente de aumentos
salariales concedidos a los demás no carece de legitimidad por su
carácter selectivo, en verdad adquiere tal condición en tanto se
basamente en las razones objetivas aludidas; más no la reviste si
se transforma en herramienta útil para violentar el principio de
igualdad (entendido éste según el tradicional criterio de la Corte
como la igualdad de los iguales en iguales circunstancias), u oculta
discriminaciones arbitrarias por sus causas o sus fines,. o se traduce
en un detrimento de otros valores e instituciones de carácter general
pero que se proyectan en la relación laboral, y que al Estado incumbe
proteger y aún promocionar.

Desde esta perspectiva corresponde a mI JUICIOconfirmar la
sentencia, toda vez que el actor no ha demostrado -en rigor, ni si-
quiera ló invocó- que la conducta de la empleadora obedeciera a
tales circunstancias, sin que resulte süficiente al efecto la insinua-
ción que tardíamente formula en el recurso extraordinario -y sólo
en términos de posibilidad-, vinculando aquella conducta a su con-
dición de delegado gremial; cuestión de la que no hiciera mención
al demandar.

Por todo ello, opino que corresponde declarar procedente el re-
curso extraordinario y confirmar la sentencia apelada en cuanto fue
materia de agravios. Buenos Aires, 12 de diciembre de 1985. Juan
Octavio Gauna.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 26' de junio de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en
la CfLUsaSegundo, Daniel c/Siemens s.A.", para decidir sobre su pro- ,
cedencia.

Considerando:

Que esta Corte Suprema comparte los fundamentos y conclu-
siones del dictamen precedente, que se dan por reproducidos en ra-
zón de brevedad.

Por ello, y de acuerdo con lo dictaminado por el señor Procu-
rador General, se declara procedente el recurso extraordinario y 'se
confirma la sentencia apelada en' cuanto fue materia de agravios.

JOSÉ SEVER.O CABAÚERO - AUGUSTO CÉSAR

. BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT '- ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI - JORGE ANTONIO

BACQuÉ.

NARCISO REYNALDO LUNA v,, CtA, AZUCARERA
INGENIO CONCEPCION S,A,

RECURSO EXTRAORDINJ),RIO: Requisitos formales, Interposición del recUl'-
so. Término.

\

Si de las cons'tanclas del caso surge la fecha en que el letrado apode-
rado de la demandada' se notificó personalmente del auto que dispuso
que se resolviera el pedido de aclaratoria formulado ,Por la: contraria
respecto de la sentencia ahora' recurrida, es tardío el recurso extraor-
dinario que no fue. interpuesto dentro del plazo de diez días desde la
notificación de la sentencia (art. 257, Código Procesal Civil y Comer-
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cial de la Nación) Ello es así, pues el arto 165 del Código de Proce-
dimientos de Tucumán dispone que. la notificación de providencias
de fecha posterior implica la presunción del conocimiento de las an-
teriores y que la notificación surtirá efectos desde entonces (1).

FERNANDO E MORTIER V. AUTOTRANSPORTES ANTARTIDA. A.T.A. S.A.

HONORARIOS: Regu!aciór..

Si el convenio de homologación de honorarios sólo es suséripto por
los letrados apoder~dos de las partes sin intervención LO conformidad
expresa de sus maJ?dantes, no corresponde que aquéllos .se pronuncien
en nombre de éstos en una cuestión en. que cabe que sus intereses
resulten divergentes, por lo que no corresponde hacer lugar a la ho-
mologación solicitada (2).

(1) 26 de junio.
(2) 26 de junio.
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Hoja incorporada a los efectos de permitir la búsqueda por 
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ANGELA ISABEL GALEA VDA. PE MARINO v.
YACIMIENTOS PETROLIFEROS FISCALES

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias Principios generales.

La dúctrina de la arbitrariedad reviste carácter excepcional y no re-
sulta apta para corregir sentencias equivocadas o que el recurrente
estime tales según su criterio, sino .que atiende sólo a supuestos de
gravedad extrema en los que se verifique un apartamiento palmario
de la solución prevista en la ley, o una absoluta carencia de funda-
mentación (1)

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no féderales.
Sentenc,ias arbitraria'. Improcedencia del recurso.

Es improcedente el recurso extraordinario si no existe una diferencia
sustancial entre la afirmación del camarista preopinante acerca de
que los agravios de la recurrente se encontraban "ordenados en de-
finitiva a que se declare que, por lo menos medió en la especie un
50% de culpa de la víctima" y lo señalado por la quejosa en cuanto a
que su solicitud fue "que la culpa de la víctima admitida por la sen-
tencia de primera instancia no podía ser menor al 50%"; tanto más
cuando ella misma asevera que su pretensión ~'no fue que determinara
que había habido culPil de Marino y que ésta era de un 50%, sino
que fijara por lo menos en ese porcentaje la proporción en que inci-
dió la culpa de la víctima ya admitida", ya que dicho magistrado es-
tableció que el juez de primer grado "no asevera terminantemente que
el occi~o haya contribuido culposamente a la producción del suceso,
limitándose a señalar que aún cuando así hubiese ocurrido, el único
. responsable sería el ente accionado". Ello es así, pues teniendo. en
cuenta que la determinación de las cuestiones comprendidas en la litis
y el alcance de las peticiones de las partes son materia propia de aqué-
llos y ajenas al r~curso extraordinario, los agravios sólo trasuntan la
discrepancia del recurrente con el sentido que el a qua atribuyó al

(1) 1~de julio. Causa: "Fangio y Cía. S.A. e/Blanco Alberto Marcelo",
del 31 de mayo de 1984.
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m~ntado párrafo de la sentencia de primera instancia, en interpre-
tacióJ?-que dista de aparecer arbitraria (1) .

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas locales de procedimientos. Doble instancia Y recursos.

Lo atinente al alcance de la competencia de los tribunales de alzada
cuando conocen por vía de recursos deducidos ante ellos constituye
una materia ajena a la vía prevista en el arto 14 de la ley 48 (2).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Contradicción.

Es descalificable lo deducido con respecto al monto de la condena si
en la aclaratoria sólo se puso de manifiesto. la metodología utilizada
pero no se llevaron a cabo, concretamente, las operaciones matemá-
)jeas, y practicadas éstas de acuerdo a lo expresado por el tribunal
se advierte que el resultado obtenido no se compadece con aquellas
pautas; ello es asÍ, pues dicho monto no es consecuencia de la apli-
cación del criterio sentado por el propio juzgador para determinarlo.

DIVANO S.A. v.EMPRESA MINERA O.M. GALLI S.A.

DEP RECI ACION MON ET ARIA: Principios generales.

Es descalificable la sentencia que circunscribe el cómputo del reajuste
a partir de la fecha de la interpelación extrajudicial a. la demandada,
con abstracción del lapso anterior que tuvo inicio en el nacimiento del
crédito reclamado, y obliga a la actora a percibir su acreencia en una
suma sensiblemente disminuida en su significfción económica real,
prácticamente cinco veces menor que la emergente de la' aplicación
de los Índices. pertinentes desde el nacimiento de la deuda. Ello es así,
pues una vez que el deudor ha incurrido en mora, nace para el acreedor
el derecho de percibir su crédito actualizado en función de la depre-
ciación de la moneda desde que tuvo lugar el nacimiento de la obli-
gación, criterio que no reviste desmedro patrimonial alguno para el
deudor y sólo reafirma la vigencia del derecho de propiedad, puesto

(1) Causa: "Municipalidad de Lobería y otro", del 30 de agosto de 1984.
(2) Fallos: 301:147y 1067.
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que la actualización del monto nominal no hace
en su origen, sino que sólo mantiene su valor
al paUlatino envilecimiento de la moneda (1).
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la .deuda más onerosa
económico real frente

COOPERATIVA AGROVITICOLA DE INDUSTRIALIZACION y
COMERCIALIZACION C.A.V.LC. LIMITADA v. INSTITUTO NACIONAL

DE VITIVINICULTURA

CONSTITUCION NACIÓNAL: Derechos. y garantías. Defensa en juicio. Proce-
dimiento y sentencia.

Corresponde declarar la nulidad de la multa impuesta por el Instituto
Nacional de Vitivinicultura si éste no dio intervención a la actora
-C.A.V.J.C.- en la etapa técnico-analítica a que se refieren los arts.
13 y 17 de la resolución 1. t-iL V. N? 270/78, lo cual le impidió ejercer
su derecho de defensa, ante la responsabilidad que le cabe atento lo
preceptuado por el arto 26 de la ley 14.878. Ello es así, pues se pro-
siguió con la etapa jurídico-sumarial impidiendo a la imputada hacer
uso del derecho de contraverificación, ya que al notificarse a C.A.V. I. C.
la iniciación del sumario había transcurrido con exceso el plazo de
cinco días que el art.6? del decreto 25.715/51 otorga para disponer
de las muestras cuyos análisis hubieran sido consentidos, y además,
había transcurrido un año y medio desde la extracción de tales mues-
tras y. diecisiete meses desde la constatación de que -el vino había sido
totalmente fraccionado y ya no existía en la planta embotelladora,
como también .de la manifestación de su propietaria de que lo había
comercializado en su totalidad.

(1) 1? ae julIo. Fallos: 299:146; 300:844, 864. Causas: "Steimberg, José
e/Mana, Silvia A." y "Cía. Financiera Universal e/Santiago del
Estero", del 27 de. agosto y 24 de octubre de 1985,y "Cinti, Aldo
c/Larrere, Eldo Rubén', del 11 de febrero de 1986.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 1':' de julio de 1986.

Vistos los autos: "Cooperativa Agrovitícola de Industrialización
y Comercialización C.A.V:.I.C.Limitada c/InstitutoNacional de Viti-
vinicultura s/recurso contenciosoadministrativo", de los que

Resulta:

1) A fs. 10, la Cooperativa Agrovitícola de Industrialización Y
Comercialización C.A.V.LC. Limitada, interpone ante el Juzgado .Fe-
deral de San Juan, el recurso de apelación autorizado por el art. 28
de la ley 14.878 contra la disposición N'? 167.624 del 10 de marzo de
1981, del Instituto Nacional de Vitivinicultura, mediante la cual se
aplicó una multa a la Corporaciói1 Agro Económica, Vitícola, indus-

trial y Comercial C.A.V.LC.

Manifiesta que lo hace en tanto pudiera considerarse continua-
dora de los derechos y obligaciones de la ex Corporación.

Dice también que el Gobierno de San Juan asumió, por ley 4785,
publicada en el Boletín Oficial de esa provincia el 7 de noviembre
de 1980, el excIusÍvo cargo del pago de todas las deu<;las de la ex
Corporación cuyo origen fuera anterior al 24 de noviembre de 1980
y que, por consiguiente, se ha producido una sustitución de deudor
(carácter que ha asumido la Provincia de San Juan).

Agrega que las actuaciones administrativas se iniciaron con mo-
tivo de la solicitud de la firma Celena S.A. de l.).nanálisis o verifica-
ción de transvase sobre vinos despachados por la Corporación CAVIC,
verificación que el Instituto Nacional de Vitivinicultura efectuó en
Resistencia, Chaco, el 23 de marzo de 1978 y que arrojó como re-
sultado "no corresponde al análisis de origen".

Sostiene que el trámite impuesto al expediente administrativo
fue erróneo, pues en un comienzo se lo dirigió contra Celena S.A.,

..
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a quien se citó para intervenir en las etapas de "fiscalización y con-
trol" y "técnica analítica", convocándola para hacer uso del dere-
cho de contra verificación. Admitido más tarde el error -dice-
después de la vista de cargos, el expedieJ;lte pasó a la delegación
San Juan; que dio vista aC.A.V.I.C. pero dirigiéndose la notifica-
ción a una propiedad de la Corporación alquilada a un tercero,
situada en la calle España 70 Sur y no a Tucumán 1969, Norte,
Concepción, domicilio con que se encuentra registrado el estable-.
cimiento en el Instituto.

Aduce que la multa fue aplicada en un término que excede el
dispuesto por el arto 23 de la Resolución 270/78 del Instituto Na.
cional de Vitivinicultura y por el arto 27 de la ley 14.878.

Por los motivos que expone, tacha de nulidad a las actuaciones
administrativas y a la .disposición recurrida por violación del dere-
cho de defensa en juicio y por entender prescripta la causa.

Funda su derecho en los arts. 5 a 12, 13 a 17 y 21 Yconcordantes
de la resolución '270/78; 27 de la ley 14.878; 38, 41 Y concordantes
del decreto 1759/72.

Pide que se deje sin efecto la multa impuesta, .con costas.

JI) A fs. 72 se presenta el Fiscal de Estado de la Provincia de
San Juan y a fs. 73 manifiesta que su parte tiene interés en el resul-
tado del juicio en razón de que la sentencia que recaiga en él deberá
afectarla, por haber asumido la Provincia todas las deudas de la
Corporación Agroeconómica "Industrial y Comercial C.A.V.LC. Rati-
fica lo act~ado poi: la Cooperativa y asume el rol de coadyuvante
pidiendo que se lo tenga como litisconsorte.

IJI) A fs. 86, contestando el traslado oportunamente conferido,
se presenta el Instituto Nacional de Vitivinicultura. Niega en for-
ma general todos los hechos articulados en el recurso y solicita que
se confirme la disposición N'? 167.624 del 10 de m¡¡.rzo de 1981.

Sostiene que la intervención dada por el Instituto Nacional de
Vitivinicultura a Celena S.A. en nada empece a la tramitación ad.
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ministrativa, pues una vez que ella manifestó su pretendida exen-
ción de responsabilidad, el Instituto dirigió procedimentalmente la
causa contra C.A.V.LC.

Agrega que la clasificación definitiva del producto, después de
notificarse el análisis, no configura anormalidad alguna, ya que ese
paso sustancial en la actuación del Instituto Nacional de Vitivini-
cultura es ineludible y escalón previo' para la instrucción sumarial.

Dice que la defensa consistente en que C.A.V.Le. no fue noti-
ficada en su domicilio, no debe prosperar, pues la Corporación lo
tuvo siempre en la calle España 70 Sur. Que la persona que recibió
la notificación, María Leonor Oro o María Oro o M. Oro, trabajó
en intendencia de C.A.V.I.C. hasta el 31 de julio de 1980, fecha en
que quedó cesante.

Sostiene que la defensa de prescripción no debe prosperar, pues
la causa no está prescripta, y que no ha mediado término alguno
de caducidad.

Por otra parte, el Instituto Nacional de Vitivinicultura entiende
que la recurrente es reincidente, por lo que no debió darse curso
a la apelación sin el depósito previo de la multa; que si la Coo-
perativa C.A.V.Le. no se consideraba sucesora de la Corporación
e.AV.Le., debió abstenerse de demandar y plantear las defensas que
articuló, por lo que debe rechazarse la demanda sin detrimento de
la responsabilidad de esta última (C.A.V.LC. Corporación). Que ha-
biéndose la Fiscalía de Estado presentado como litisconsorte, deben
ambas partes responder de sus actitudeS.

Solicita que se notifique a Celena S.A. el rechazo de la demanda,
con costas, y reserva el caso federal.

IV) A fs. 95 se encuentra agregado al cuaderno de prueba de-
mandada y a fs. 103 la producida por la Fiscalía de Estado.

A fs. 107, 114 Y 163 alegan la Fiscalía de Estado, C.A.V.LC. Coo-
perativa y el Instituto Nacional de Vitivinicultura, respectivamente.
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El Juez Federal de San Juan se declara incompetente a fs. 173,
y esta Corte asume su competencia originaria a fs. 185, previo dic-
tamen del Procurador General a fs. 184.

A fs. 208 vta. se dispone autos para sentencia.

Considerando:

19) Que el primer agravio articulado por la actora consiste en
que el Instituto Nacional de Vitivinicultura no le dio intervención a
C.A.V.LC. en la etapa técnico-analítica a que se refieren los arts. 13
a 17 de la resolución LN.V. N9 270/78, lo cual le impidió ejercer su
derecho de defensa, ante la responsabilidad que le cabe atento lo
preceptuado por el arto 26 de la ley 14.878, en cuanto prescribe que
aquélla rec!ierá en el "vendedor de la mercadería, cuando el consig-
natario, poseedor o tenedor, antes de recibirla, hubiese solicitado u
obtenido la 'extracción de muestras para el análisis del producto".

29) Que la traslación de la. responsabilidad se produjo en el
caso, atento a que CeLena S.A., poseedora del producto, solicitó y
obtuvo las muestras, y al ser notificada del resultado de los análi-
sis, invocando el citado' arto 26, rechazó la caratulación sumarial y
pidió que el expediente fuera girado a C.A.V.LC. por tratarse de un
control de transvase observado (fs. 36).

39) Que sin embargo, a pesar de que dicho temperamento fue
acepta~o por el Instituto y al trámite se continuó con C.A.v.I.C., no
se retrotrajo el procedimiento para permitir su participación en la
etapa técnico-analítica, sino que se prosiguió con la etapa jurídico-
sumarial, y ello impidió a la imputada hacer uso del derecho de
contraverificación que le otorgan el arto 15 de la resolución LN.V.
N9 270/78, Y los arts. 2 y'siguientes del decreto 25.716/51. En efecto,
al notificarse a C.A.V.LC. la iniciación del sumario, había trascu-
rrido con exceso el plazo de chico días que el arto 6 del decreto
25.716/51 otorga para disponer de las muestras cuyos análisis hubie-
ran sido consentidos, y además, había transcurrido un año y medio
desde la extracción de tales muestras y diecisiete meses desde la
constatación de que el vino había sido totalmente h"accionado y ya
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no existía en la planta embotelladora, como también de la manifes-
tación de su propietaria, de que lo había comercializado en su tota-
lidad (fs. 28 vta.) , hechos ambos que no fueron impugnados en autos.

4'?) Que la denominada etapa técnico-analítica en cuestión, "tiene
por objeto la determinación mediante pericias analíticas de la~ carac-
terísticas fisicoquímicas y organolépticas de los productos mues-
treados y de su correspondencia con el origen, efectuando las cali-
ficaciones legales y observaciones que correspondan, produciendo
protocolos e informes pertinentes, sentando las bases tét:qicas que
hagan a una correcta imputación legal de las infracciones al régi-
men legal vitivinícola" (art. 13 de la resolución N'? 270/78). Cons-
tituye, por lo tanto, :una etapa esencial del procedimiento, ya que
en ella se lleva a cabo la clasificación definitiva del producto,' con
base en la cual- se instruye luego el sumarlo.

5'?) Que, 'por consiguiente, la privación del derecho de ejercer
en el trámite mencionado el. control que prevén las normas vigen-
tes, coloca al interesado en estado de indefensión, incompatible con
la garantía constitucional respectiva, y ello torna nulas las actua-
ciones que dieron lugar a la sanción controvertida.

69) Que por la forma como se resuelve la causa, la demanda
debe prosperar y resulta inoficioso pronunciarse soBre los restan-
tes agravios y defensas articuladas ..

Por ello, se resuelve hacer lugar a la demanda, declarando la
nulidad de la disposición del Instituto Nacional de Vitivinicultura
N'? 167.624, del 10 de marzo de 1981.

JOSÉ SEVERO CABALLERO

BELLllSCIO - CARLOS

ANTONIO BACQUÉ.

AUGUSTO CÉSAR

S. FAYT - JORGE
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CARLOS QUINTEROS y OTROSv. PROVINCIA DE LARIOJA

EXCEPCIONES: Falta de ligitimación para obrar.
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Corresponde hacer lugar a la excepción de" falta de legitimación para
"obrar y admitir la irncompetencia planteada por el ente descentralizado.
Ello es así, pues el arto 1~de la ley local 4353otorga al Instituto de Previ-
sión, Seguridad y Asistencia Social de La Rioja individualidad jurídica
y funcional a la vez que dispone que actuará como ente descentraliza-
do en la esfera del Ministerio de Qobierno e Instrucción Pública, por
lo que es evidente que dicho organismo -del que" depende la explota-

"ción de la lotería provincia"l- constituye una entidad autárquica, con
capacidad para actuar pública y privadamente, que no se identifica con
la provincia (1).

CARLOS BEGHER v. MUNICIPALIDAD DE LACIUDAD DE BUENOS AIRES

EXPROPIACION: Utilidad pública y calificación por ley.

Conforme al árt. 29 de la le~ 21.499, resulta innegable la facultad del
expropiante de desistir de la acción -en tanto no haya mediado per-
feccionamiento- (;uando circunstancias sobrevinientes o hechos an-
teriores rlesconocidos demuestran, a juicio de los poderes políticos del
Estado, que la utilidad pública declarada no existe o ha desaparecido.

EXPRQPIACION: Indemnización. Otros dañ.os.

Si bien resulta indiscutible que el propietario tendrá derecho a ejercer
las acciones legales correspondientes para obtener el resarcimiento
de los perjuicios ocasionados por el desistimiento del expropian te , los
jueces deben actuar con suma prudencia cuando se trata de resarcir
tales daños, verificando con antelación si efectivamente se han pro-
"ducido y, en su caso, constatar si éstos fueron una consecuencia di.
recta e inmediata 'de la afectación y posterior desafectación del in-
mueble, cuidando de no otorgar -reparaciones que puedan derivar en
soluciones manifiestamente Irrazonables.

(1) 1~ de julic.
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EXPROPIACION: Utilidad pública y calificación por ley.

Es descalificable la sentencia que hizo lugar a la demanda de daños
por la mudanza del estudio jurídico del actor, realizada con motivo
de la afectación de su propiedad a la construcción de una autopista,
por considerar que no obstaba al progreso de la acción el hecho ex-
tintivo opuesto por la demandada -desafectación del inmueble de
autos- y, por ende, admitió tales gastos por entender que eran una
consecuencia directa de la situación planteada. Ello es así, pues la
mera existencia de una ley que afecta el bien por causa de utilidad
pública, no traduce un supuesto equiparable a la desposesión ma-
terial que prive a su propietario de las prerrogativas de uso y goce
del inmueble, como así tampoco pone de manifiesto por sí sola una
restricdón que obste a su explotación económica -en el caso, el actor
conservó en todo momento la posesión material del inmueble, no. exis-
tieron actos posesorios que le impidieran ejercer libremente su pro-
fesión, v la adquisición, traslado e instalación del nuevo estudio ju-
rídico se llevó a cabo varios años antes de la promoción de la de-
manda por t;xpropiación irregular.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 1'? de julio de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la deman-
dada en la causa: "Begher, Carlos c/Municipalidad de la Ciudad
de Buenos Aires", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1'?) Que la Sala B de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo
Civil, al revocar lo resuelto en la instancia anterior, hizo lugar a
la demanda de daños por la mudanza del estudio jurídico del actor,
r¡;:alizada con motivo de la afectación de su propiedad a la construc-
. ción de la autopista AV 3. Contra tal pronunciamiento se interpuso
el recurso extraordinario, cuya denegación motiva la presente queja.

2'?) Que el a qua consideró que, conform~ a las constancias
obran tes en la causa, no obstaba al progreso de la acción el hecho
extintivo opuesto por la demandada -desafectación del inmueble
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de autos- y, por ende, admitió tales gastos por entender que eran
una consecuencia directa de la situación planteada.

3?) Que si bien los agravios del apelante remiten al análisis de
cuestiones de hecho, prueba y derecho público local, ajenos a la
instancia del arto 14 de la ley 48, tal circunstancia no constituye
óbice decisivo para habilitar la vía elegida cuando median razones
de entidad suficiente para invalidar el pronunciamiento (Fallos:
304:471).

4?) Que, conforme al art. 29 de la ley 21.499, resulta innegable
la facultad del expropiante de desistir de la acción -en tanto no
haya mediado perfeccionamiento- cuando circunstancias sobrevi-
nientes o hechos anteriores. desconocidos demuestran, a juicio de
los poderes políticos del Estado, que la utilidad pública declarada
no existe o ha desaparecido (Fallos: 304:1484).

5?) Que asimismo resulta indiscutible que, si como consecuen-
cüi. del desistimiento llevado a cabo por el expropiante, se ocasio-
naran perjuicios al propietario, éste tendrá derecho a ejercer las
acciones legales correspondientes para obtener el respectivo resar-
cimiento (Fallos: 291:507).

6?) Que, sin embargo, los jueces deben actuar con suma pru-
dencia cuando se trata de resarcir tales daños, verificando con ante-
lación si efectivamente se han producido y, en su caso, constatar si
éstos fueron una consecuencia directa e inmediata de la afectación
y posterior desafectación del inmueble, cuidando de no otorgar .repa-
raciones que puedan derivar en soluciones manifiestamente irrazo-
nables.

7?) Que, en el sub examine, el actor conservó en todo momento
la posesión material del inmueble, no existieron actos posesorios
que le impidieran ejercer libremente su profesión, y la adquisición,
traslado e instalación del nuevo estudio jurídico se llevó acabo
varios años antes de la promoción de la demanda por expropiación
irregular.
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89). Que la mera existencia de una ley que afecta el bien por
causa de utilidad pública, no traduce un supuesto equiparable a la
desposesión material que prive a su propietario de las prerrogati-
vas de uso y goce del inmueble, como así tampoco pone de mani-
fiesto por sí sola una restricción que obste a su explotación econó-
mica -en el caso el ejercicio de su profesión-, (Fallos: 304:471,
considerando 49). En consecuencia, el fallo que se impugna no se
compadece con la realidad de los hechos y los principios mencio-.
nadas, razón por la cual corresponde dejarlo sin efecto.

99) Que, por otra parte, no encuentra sustento válido en las
constancias de la causa la afirmación del tribunal relativa a que
la Municipalidad admitió la mudanza obligada del estudio jurídico,
pues de los té:t:minos del escrito de fs. 197, analizados en su con-
texto, no surge una conclusión de esa entidad.

10) Que la procedencia del recurso en los aspectos señalados,
torna innecesario el tratamiento de los restantes agravios plantea-
dos por el recurrente.

Por ello, se hace lugar a la queja y se deja sin efecto la sen-
tencia apelada. Vuelvan los. autos af tribunal de origen a fin de
que, por quien corresponda, se dicte nuevo pronunciamiento.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- JORGE ANTONIO BACQUÉ.

JaSE aMAR OJEDA y OTRO

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia feaeral. Causas penales. Deli-
tos que obstruyen el normal funcionamiento de las instituciones nacionales.

En virtuQ de los arts. lO?, inc. H, del decreto-ley 333/58, ratificado po.
ley 14.467,8?, inc. d, y 9?, inc. a, de la ley 21.965,la intervención de un
cabo primero de la Policía Federal en el intento de robo y posterior
tiroteo -que concluyó con la muerte del nombrado y de dos de los
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asaltantes- ocurridos en un colectiv.o que circulaba en la Provincia
de Buenos Aires, lu ,fue tanto e'n el desempeño de atribuciones expresa-
mente conferidas como en el cumplimiento de sus obligaciones legal-
mente impuestas. Ello basta para determinar la competencia de la jus-
ticia federal, a la que incumpe conocer de los delitos que obstruyen
o corrompan el buen servicio de los empleados de la Nación cometidos
en las provincias' (art. 3, inc. 3?, de 'la 'ley 48).

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Causas penales. Deli-
tos que obstruyen el normal funcionamiento de las instituciones ¡laciO/MIes.

Corresponde al fuero de excepción conocer respecto del delito de encu-
brimiento imputado ante la justi~ia provincial, ,ya que, al haber sido
cometido en la Provincia de Buenos Aires, aparece vinculado a delitos
que resultan materia de investigación por la justicia nacional.

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Causas penales, Deli-
tos en perjuicio de los bienes y re11tas de la Nación y de sus entidades autár-
quicas.

Sea qu~ se trate del delito de homicidio cometido con motivo o en oca-
sión de robo '0 del homicidio criminis causa; sea en este último caso
que concurra en forma real" o ideal, corresponderá a la justicia federal
entender en lo concerniente al delito de robo. que se habría consumado
con la sustracción. del arma reglamentaria' ~signada a un cabo primero
de la Policía Federal, propiedad del Estado Nacional.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema C~rte:

La presente contienda de competencia, suscitada en,tre la Jus-
ticia en lo Penal de la ciudad, de La Plata, Provincia de Buenos
Aires y la Justicia Federal con asiento en la misma ciudad, se re-
fiere al enfrentamiento producido en el interior de un colectivo
que circulaba por la localidad de Avellaneda, del que participaron
varios malvivientes y un Cabo Primero de la Policía Federal que
viajaba franco de servicio, y vestido de civil, y como éonsecuencia
del cual perdió la vida ei mencionado representante del orden.
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Pienso que, en lás circunstancias expuestas, es de aplicación al,
caso lo decÍarado por V. E. el 20 de noviembre de 1984, in re: "Voigt,
C. R.", Comp. 141, L. XX, considerando 3'0'y sus citas, en el sentido
de que cuando un agente federal interviene en ejercicio de funcio-
nes propias -en el caso por su estado policial, ley 21.965, art. 9'0',
inc. a) - en hechos que se desarrollan fuera de jurisdicción nacio-
nal, los delitos que se hubieren cometido por él o en su perjuicio
resultan de competencia del fuero d~ excepción.

Opino, en consecuencia, que el homicidio del que resultó vÍc-
tima el Cabo Primero de la Policía Federal antes mencionado debe'
ser investigado por el señor Juez Federal de La Plata. Buenos Ai-
res, 21 de mayo de 1986. Juan qctavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA.

Buenos Aires, 3 de julio de 1986.

Autos. y Vistos; Considerando:

1'0') Que, el 13 de agosto de 1984, mientras un colectivo de la
línea 271 circulaba por la localidad de Villa Domínico, Provincia de
Buenos Aires, ascendieron a él cuatro individuos que, a la vez que
hicieron 'conocer al pasaje sus intenciones de robo, apuntaron a su
conductor con un revólver; fueron enfrentados en la oportunidad
por una persona vestida de civil -que resultó ser el Cabo Primero
de la Policía Federal, Miguel Antonio Denis- quien esgrimiendo
un arma les exclamó: "alto, policía", generándose de inmediato un
tiroteo que concluyó con la muerte del nombrado y de dos de los
asaltantes.

2'0') Que en virtud de tales sucesos se iniciaron actuaciones con
intervención, simultáneamente, del Juzgado Federal N'? 3, del Juz-
gado en lo' Penal N'? 4 Y del Tribunal .de Menores N'? 2, todos de
la Ciudad de La Plata.
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3'?) Que en esta causa, en trámite ante la jurisdicción federal,
se encuentran procesados Rodolfo Ríos y José Ornar Ojeda, a quie-
nes a fs. 122/123 se les dictó auto de prisión preventiva por con-
siderarlos incursos prima facie en los delitos de robo agravado
(art. 166, inc. 2'?, del Código Penal) y tenencia ilegítima de arma
de guerra (art. 189, párrafo 3':',del código citado), respectivamente.

4'?) Que, asimismo, según se desprende de los ,autos N'? 13.275
radicados ante el Juzgado en lo Penal N'? 4, agregados por cuerda,
los nombrados Ríos y Ojeda fueron acusados como autores penal-
mente responsables del delito de homicidio criminis causa, el pri-
mero de ellos, y del de encubrimiento, el segundo (confr. fs. 283/
285 vta.).

S':') Que la presente contienda positiva de competencia se sus-
citó en razón de que el juez provincial no hizo lugar al reclamo
.del juez federal, por el cual le solicitó que se inhibiera de conocer
respectó del homicidio del que resultó víctima el suboficial Denis.

6'?) Que, a fin de dirimir este conflicto es preciso establecer,
en atención al carácter de empleado nacional que revestía Denis, si
su intervención en los sucesos guarda o no relación con el ejercicio
defunciones públicas que le eran propias.

7':') Que, en tal sentido, corresponde señalar que la ley orgamca
de la Policía Federal, sancionada por decreto-ley 333/58, ratificada
por ley 14.467, prevé en su arto 10, inc. h, que "La Policía Federal
podrá intervenir en hechos de jurisdicción provincial en ausencia
de la autoridad local, para prevenir el delito o asegurar la persona
del delincuente, o realizar las medidas urgentes de prueba, debien-
do dar aviso y hacer entrega inmediatamente a dicha autoridad, de
las actuaciones correspond,ientes, con los detenidos y elementos de
delito si los hubiere".

8'?) Que, por su parte, el arto 8?, inc. d, de la ley 21.965 para el
. personal de la Policía Federal Argentina, establece que el estado
policial "supone los siguientes deberes comunes al personal en acti-
vidad o retiro: ... defender contra las vías de hecho, la vida, la
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libertad y la propiedad de las personas; aun a riesgo de su vida e
integridad personal"; y el arto 9?, inc. a, agrega que tal estado im-
pone como obligación esencial del personal en actividad, "mantener
el orden público, preservar la seguridad pública, prevenir y repri-,
mir toda infracción legal de su competencia, aun en forma coer-
citiva y con riesgo de vida".

9?) Que, en virtud de las normas arriba reseñadas, cabe soste-
ner que la iritervención del cabo primero de la Policía Federal Mi-
guel Antonio Denis en los hechos enunciados en el considerando
primero, lo fue tanto en el desempeño de atribuciones expresamente
conferidas como en el cumplimiento de obligaciones legalmente im-
puestas,' Ello basta para determinar la competencia de la justicia
federal, a la que incumbe conocer de los delitos que obstruyen o
corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación come-
tidos en las provincias (art. 3?, inc. 3, de la ley 48).

10) Que, ello sentado, cabe también al fuero de excepción cono-
cer respecto del delito de encubrimiento imputado a Ojeda ante la
justicia provincial, ya que, al haber sido cometido en la Provincia
de Buenos Aires, aparece vinculado a delitos que resultan materia
de investigación por la justicia nacional (Fallos: 303:1763; y Com-
petencia N? 249-XX, "Gutiérrez, Sergio Gabriel y otro", resuelta el
13 de diciembre de 1984, y sus citas).

11) Que, por otra parte, sea que se trate del delito de homi-
cidio cometido con moti\'o o en ocasión de robo --conforme a la
calificación del auto de.prisión preventiva obrante a fs. 174/178 vta.
de la causa por cuerda- o del de homicidio criminis causa; sea en
este último caso que concurra en forma real o ideal, corresponderá
también a la justicia federal entender en lo concerniente al delito
de robo que se habría consumado con la sustracción del arma regla-
mentaria asignada a Denis, propiedad del Estado Nacional (Com-
'petencia N? 475-XX, "Giranda, Antonio s/infr. arto 166, inc. 2?, del
Código Penal", resuelta el 3 de setiembre de ~985).

12) Que, conforme a lo aquí resuelto, el Juzgado Federal debe-
rá procurar por las vías procedimentales pertinentes las actuacio-
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nes que, por los mismos hechos, se siguen al menor Claudio Rugo
Ríos ante el Tribunal de Menores N? 2 de La Plata.

13) Que, finalmente, no puede soslayar este Tribunal las gra-
ves deficiencias que se observan en el desarrollo de estas actuacio-
nes -recibidas sin oficio, no obstante lo ordenado a fs. 174, último
párrafo- las que, de manera innegable, han concurrido en detri.
mento de una rápida y buena administración de justicia (Compe-
tencia N? 384-XX, "Vannoni, Pablo Felipe", resuelta el 10 de setiem-
bre de 1985, y sus citas). En tal sentido, el dilatado lapso transcu-
rrido entre las resoluciones de fs. 147 vta. y fs. 163, la omisión
advertida en esta última, la demorada reiteración dispuesta a fs. 165,
la prolongada inactividad del tribunal federal despué's de que el
juzgado provincial le hizo conocer el rechazo de la inhibitoria pre-
tendida -más de tres meses- y el igual término utilizado por aquél
para notificar al fiscal y al defensor oficial de lo resuelto a fs. 173/
174, reflejan, de modo evidente, el menoscabo a que se alude en el
considerando precedente; deterioro que en la especie adquiere par-
ticular significación toda vez que desd~ el 23 de agosto de 1984, en
que se recibió la declaración informativa a María del Carmen Ríos,
no se realizó en el sumario, en lo relativo al delito de tenencia de
arma de. guerra, cuya competencia aparece indiscutida, diligencia
alguna relevante para el progreso de la investigación.

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por el señor Pro-
curador General, y con el alcance señalado en los. considerandos
precedentes, se declara .la competencia del Juzgado Federal N? 3 de
La Plata, Provincia de Buenos Aires, al que se, remitirán estas actua-
ciones y las agregadas por cuerda, por intermedio de la Cámara
Federal de Apelaciones de esa Ciudad, la que, en virtud de las cir-
cunstancias reseñadas en el considerando 12, deberá ejercer sobre
el mencionado tribunal de primera instancia las funciones de super-
intendencia .directa que le corresponden.

JosÉ SEVEROCABALLERO
BELLUSCIO- CARLOS
ANTONIOBACQUÉ.

AUGUSTOCÉSAR
S. FAY1"- JORGE
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SUPERINTENDENCIA.

FALLOSDE LA CORTESUPREMA

CARLOS E. GUARDIA y OTRA

Habiendo establecido la Corte Suprema que las liquidaciones de sumas
que adeude el Poder Judicial a los funcionarios o agentes bajo su de-
pendencia deben practicarse sobre la base de las remuneraciones vigen-
tes en el momento de efectuarlas por razones 'de equidad y no por
aplicación de la ley 22.328,corresponde tener en cuenta los complementos
por c~mpensación funcional y dedicación exclusiva al efectuar las liqui-
daciones de los recurrentes (1).

PRODUCTOS DEL MAR S. A.

DEPRECIAClON MONETARIA: Honorarios.

Corresponde dejar sin efecto la resolución que no admitió la actuali-
zación del crédito por honorarios del perito contador que había actua-
do en nn juicio laboral contra la concursada, pues el posterior reclamo
a la parte no condenada en costas no afecta el punto de arranque del
lapso computable a los efectos del ajuste por depreciación' monetaria
y la aé:tualización del valor nominal. no hace la deuda más onerosa que
en sU origen, sino que sólo mantiene su valor económico real (2).

ANTONIO LEOPOLDO POSA v. MARSHALL ARGENTINA

RECURSO ExTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Pro<-edencia del recurso. Valoración de circunstancias de
hecho y prueba.

Es descalificable el pronunciamiento que .si bien admitió el pedido por
estabilidad gremial, lo entendió limitado a los meses que restaban para

(1) 1~ de julio.
(2) 3 de julio. Fallos: 299:146;300:844;301:319;307:894,y 308:89.

I
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cumplir un año d.~~dela reincorporación del actor, producida con mo-
tivo del cese de sus funciones de colaborador gremial y estimó que las
resoluciones de prórroga del mandato invocadas en el pleito debieron
entenderse como dirigidas a aquel cargo y no al de delegado gremial sobre
la bas~ de considerar que las mencionadas resoluciones sólo pudieron
prorrogar mandatos pero nunca restablecer la vigencia de aquellos ven-
cidos. Ello es así, JJ.O sólo porque surge de las actuaciones administrati-
vas que la entidad sindical efectuó los pedidos de ampliación cuando
mandatos como los del actor se encontraban vigentes, sino porque ade-
más la legitimidad y oportunidad de aquéllas no mereció; en este aspecto,
objeción de la empresa demandada (1).

EDUARDOPERUGINI y OTROS>!.NACIONARGENTINA

JUECES.

En virtud de las facultades que le asisten a la Corte con arreglo al art. 16,
segunc1aparte, de la ley 48, se confirma la sentencia apelada -en cuanto
ha sido materia de recurso-, disponiéndose que la Subsecretaría de Ad-
ministración practique el cálculo de liquidación -haberes de magistra-
dos judiciales- de conformidad con las pautas establecidas por el Tri-
bunal (2).

RICARDOABALDE y OTROv. NACION ARGENTINA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposición del recurso.
Fundamento.

Es improcedente el recurso extraordinario contra la sentencia que hizo
lugar al reclamo promovido por empleados de la rama Juego de los Ca-

(1) 3 de julio.
(2) 8 de julio. Fallos: 308: 815.
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sinos Marítimos, ore:anismo dependiente de .la Lotería Nacional de Bene-
ficencia y Casinos, tendiente a que se incluyan en el cálculo del sueldo
anual complementario que perciben desde el segundo semestre de 1972,
las sumas correspondientes a la denominada "caja de empleados", y de-
claró -asimismo- la inconstitucionalidad de la ley 19.767en su aplica-
ción al caso. Ello es así, pues resulta deficient~mente .fundado el escrito
de interposición del recurso al estar su mayor parte destinada a la trans-
cripción textual de parte del dictamente del Procurador del Tesoro que, si
bien apunta a controvertir supuestos, sólo traduce en el' mejor de los
casos, agravios genéricos que de ninguna manera se hallan concreta-
mente referidos a los términos de la sentencia recurrida (1) .

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposición del recurso.
Fundamento.

Es improcedente el recurso extraordinario contra la sentencia que declaró
la inconstifudonalidad de la ley 19.767,.si lo~ argumentos del recurrente
sólo tienden a demostrar en forma casi exclusiva y reiterativa que el
régi]'llen ant~;:ior a su sanción comportaba una situación de privilegio
para los actores, haciéndose cargo de modo harto insuficiente de algu-
nos argumentos aislados de otros fallos, con olvido prácticamente total
de los que exhibe el de la sala actuante. Tampoco es atendible el agra-
vio, que se refiere -"a que el fallo viola la supremacía de las leyes al
declararse la invali..jez de una ley emanada del Congreso de la Nación,
pues los jueces nu pueden subjetivamente pronunciarse en contra de
esas leyes, excepto en los supuestos de extrema gravedad en que re-
sulte lesionado algún derecho garantizado por la Constitución"-, si ello,
más allá de una mera discrepancia desprovista de. sustento, supone
tanto como desconocer la propia función de contralor de los jueces,
dentro de la diviSIón de los poderes, a fin de hacer que se cumpla
el básico principio de la supremacía de la Constitución.

(1) 8 de julic.
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DELFOR ARIEL GIMENEZ v. PROVINCIA DE SANTIAGO DEL ESTERO

JURlSDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Competencia origi-
naria de la Corte Suprema. Causas en las que es parte una provincia. Causas
civiles.

Es de la competencia ongmaria de la Corte (arts. 100y 101 de la Cons-
titución Nacional), la demanda contra una provincia por daños y per-
juicios que derivarían de la medida de no innovar que obtuvo en litigio.

DA/vDS y PERJUIC10S: Culpa. Extracol1tractual ..

El juicio por los daños y perjuicios derivados de la medida de no
'innovar obtenida }:or la provincia en un litigio donde se rechazó su
pretensión, debe resolverse de acuerdo. con los principios del Código
Civil, mediante la comprobación de si se configuran las exigencias.
de su arto 1067.

MEDIDAS CAUTELARES:

Ninguna disposición legal -sustancial o procesal- establece la respon-.'
sabilidad sin culpa de quien obtiene una. medida precautoria.

DAROS Y PERJUICIOS: Culpa. Extracontractual.

La provincia que obtuvo una medida de no innovar en un litigio donde.
se rechá:ló su pretensión, no es responsable por daños y perjuicios.
si no se incurrió en una conducta negligente, omisiva de las diligencias.
debidas según las circunstancias de tiempo, persona y lugar.

DAROS Y PERJUICIOS: Culpa. Extracol1tractual.

Prueba que la provincia que obtuvo una medida de no innovar en U1T

litigio donde se rechazó su pretensión, no incurrió en una conducta
negligente, que la. responsabilice por daños y perjuicios, la circuns-
tancia de que el tribunal impuso las costas en el orden causado fundado.
en que pudo creerse con derecho a litigar.

DAROS Y PERJUICIOS: Culpa. Extracontractual.

No es responsable por daños y perjuicios la provincia que obtuvo una.
medida de .no innovar en un litigio donde se rechazó su pretensión, si
.importó el "ejercicio regular de un derecho", que no excedió los límites.
de la buena fe ni configuró una conducta de las reprobadas en la segunda
parte del arto 1071 del Código Civil.
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MEDIDAS CAUTELARES:

FALLOS DE LA CORTE SUPRE1VIA

La procedencia del resarcimiento que consagra el arto 208del Códigó Pro-
cesal exige -en evidente remisión' al arto 1071del Código Civil- la de-
mostración de que el solicitante de la medida precautoria "abusó o se
excedió en el derecho que la ley otorga".

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 8 de julio de 1986.

Vistos los autos: "Giménez, Délfor Ariel c/Santiago del Estero,
Provincia de s/daños y perjuicios", de los que

. .

Resulta:

1) A fs. 122/135, el actor, Délfor Ariel Giménez, inicia demanda
contra 'la Provincia de Santiago del Estero por daños y perjuicios.

Expresa que conjuntamente con los señores Luis María Esandi,
Amadeo José Muccetelli, Bernabé Alberto Muttoni y Héctor Diego
Furlong, adquirió un inmueble ubicado -conforme a las pretensio-
nes jurisdiccionales, en ese entonces, de la Provincia de Salta- en
el departamento Rosario de la Frontera, cuyas características tanto
físicas como catastrales describe. En la zona del inmueble -con!i-
núa- existía un antiguo conflicto jurisd~ccional entre la mencio-
nada provincia y la demandada que ocasionaba inconvenientes a la
explotación económica del bien, pero no obstante lo cual y en la
convicción de que no podía afectar legítimos derechos particulares,
el actor y sus condóminos resolvieron efectuar una mensura del
área afectada. Deslindada la superfi~ie, se protocolizó el título ori-
ginal otorgado en Salta ante un registro notarial de Santiago del
Estero y se solicitó la inscripción judicial que, 'finalmente, y sin
que la Fiscalía de Estado provincial formulara objeciones, se pro-
dujo el 7 de noviembre de 1975.
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Logrando así el reconocimiento pleno de sus derechos, y abo-
nados los impuestos pertinentes, se dio comienzo a la explotación
forestal que incluyó tareas de desmonte, con conocimiento de las
reparticiones públicas provinciales respectivas. En esos términos,
celebraron un contrato para el desmonte de 1000ha. con la firma
Esegé.

A comienzos de 1977, los propietarios dividieron su condominio
para emprender, cada uno de ellos, la explotación del inmueble; en
particular, el actor decidió vender su parte y ceder los derechos
que le corresl?ondían en el contrato antes mencionado.

En esas circunstancias, afirma, tomó conocimiento -al igual
que sus anteriores condóminos- de que la provincia había iniciado
un juicio de reivindicación en su co:ntra ante un tribunal provincial
que se declaró incompetente, por lo que acudió ante esta Corte.
En esta nueva demanda, el estado provincial obtuvo una medida
de no innovar. Esa decisión le ocasionó grandes inconvenientes,
entre ellos, los derivados de la rescisión de la operacióil de com-
praventa, los provenientes de la frustración del contrato con Esegé
para el desmonte del campo, el costo de los honorarios que le
demandó su defensa en ese litigio y la privación de las ganancias
derivadas de la renta potencial del bien. A todo ello, cabe agregar
el daño moral.

Por último, fundamenta en derecho su pretensión.. Sólo una
conducta "negligente y culpable" de la provincia pudo pretender
el desconocimlento de una titularidad que ella misma había reco-
nocido; eSFl,actitud, torna aplicables las disposiciones del arto 208
del Código Procesal, y de los arts. 1071, 1067, 1068, 1069, 1078, 1109,
1112, 1113 Y concordantes del Código Civil.

JI) A fs. 170/180 contesta Santiago del Estero. Tras negar cier-
tos hechos invocados en la demanda, rechaza que haya mediado

• de su parte una conducta negligente o culpable, y que exista mérito
para el resarcimiento de daños y perjuicios. En efecto -dice-
una reiterada jurisprudencia tiene señalado que para que haya
derecho a ese reclamo es presupuesto indispensablrr que exista culpa
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o negligencia grave de quien obtuvo la medida, es decir, una con-
ducta que permita deducir una displicencia notoria, casi dolosa,
extorsiva, que no busca otro fin que presionar el ánimo de la
contraparte.

En apoyo de su criterio, cita el arto 1071 del Código Civil y
jurisprudencia que le resulta favorable. Su conducta -agrega-
encuadra en tales antecedentes toda vez que solicitó la medida
sobr~ la base de una profunda convicción de sus derechos, que la
decisión dictada por esta Corte corroboró. Por otro lado, era noto-
rio que el actor y sus condóminos estaban haciendo trabajos de
desmonte que, de continuar durante 'el litigio, habrían conducido
a la degradación ecológica del inmueble. Todas estas circunstan-
cias fueron reconocidas en la sentencia respectiva, qu~' aunque ad-
mitió ~l mejor derecho de sus contrarios, impuso las costas en el
orden causado por, cuanto entendió que pudo creerse con derecho
a litigar.

En otro orden de ideas, impugna los rubros reclamados, y, en
lo atinente al renglón "honorarios", opone lo que denomina defensa
de falta de acción o de cosa juzgada, basada en que los honorarios
que ahora se le reclaman fueron puestos a cargo del aquí actor y
sus condóminos, cuando la sentencia del Tribunal las impuso por
su orden.

Considerando:

1<:» Que este juicio es de la competencia originaria de la Corte
Suprema (arts. 100 y 101 de, la Constitución).

2<:»Que el actor reclama los daños y perjuicios derivados de
las consecuencias que produjo, a su resp'ecto, la medida de no in-
novar decretada por el Tribunal a fs. 94 de los auto.s: S.636.xVIII.
"Santiago del Estero, Gobierno de la Provincia de c/Esandi, Luis
María y otros", cuyo levantamiento se dispuso a fs. 788. En ese
litigio, donde la provincia actora perseguía la reivindicación del
inmueble denominado "Amasuyo", la Corte hizo mérito de los ante-
cedentes invocad€ls por las partes y rechazó la pretensión sobre la
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base de que los aquí actores poseían "títulos suficientes que justi-
fican su dominio sin que a la antigüedad y continuidad de los exhi-
bidos -no impugnados en su autenticidad- se opongan otros de-
mostrativos de un mejor derecho" (considerando 9'?, sentencia de
fs. 779/782). Por otra parte, admitió el derecho de los actores sobre
la base de la comprobación de que tenían la posesión del bien (art.
2792, Código Civil), si bien reconoció que no habían "podido de-
mostrar la alegada existencia de obras de la envergadura que indi-
can en su escrito de responde o la materialización de los contratos
. mencionados". En cuanto a las costas, el Tribunal las impuso en
el orden causado "en atención a que la actora pudo creerse con
derecho a litigar" (sentencia de fs. 779/782).

3'?) Que el presente caso' debe resolverse de acuerdo con los
principios del Código Civil y, en ese sentido, mediante la compro-
bación de si 'se configuran las exigencias de su art. 1067, toda vez
que ninguna disposición legal -ya sea sustancial o procesal- esta-
blece en este ámbito una responsabilidad sin culpa. No parece que
la actitud de la Provincia de Santiago del Estero suponga una con-
ducta negligente, omisiva de las diligencias debidas según las cir-
cunstancias de tiempo, persona o lugar; la prueba más evidente de
tal aserto la constituyen los antecedentes de la causa comentada
y, en particular, los fundamentos que el Tribunal utilizó para resol-
ver sobre la imposición de las costas, de decisiva importancia para
caracterizar el comportamiento procesal de la demandada.

4'?) Que, por lo demás, a igual conclusión conduce lo dispuesto
en el arto 1071 del Código Civil, toda vez que la petición de la me-
dida cautelar importó el "ejercicio regular de un derecho" que no
excedió los límites de la buena fe ni configuró una conducta de
las reprobadas en la segunda parte del citado texto legal. A ello
cabe agregar que tampoco abonaría una conclusión diversa la apli-
cación del art. 208 del Código Procesal, puesto que la procedencia
del resarcimiento que tal norma consagra exige -en evidente remi-
sión al texto legal citado- la demostración de que el solicitante
de la medida "abusó o se excedió en el derecho que la ley otorga",
tal como lo sostuvieron, en su voto en disidencia, los Dres. Risolía
y Cabra!, en el precedente de Fallos: 234:484.
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5'.') Que las consideraciones expuestas hacen innecesario un pro-
nunciamiento sobre la defensa de cosa juzgada o falta de acción
que planteó la demandada.

Por ello, se decide: Rechazar la demanda.

JOSÉ SEVERO CABALLERO

BELLUSCIO - .CARLOS

ANTONIO BACQUÉ.

AUGUSTO CÉSAR

S. FAYT - JORGE

NORBERTO LUIS DIFFUR v. DALMINE SIDERCA S.A.LC.

RECURSO EXTRAOPDIN4RIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. In-
terpretación dp- normas locales de procedimiento. Doble instancia y recursos.

Las resoluciones por las cuales los superiores tribunales. de provincia
.deciden acerc'3 de la procedencia o improcedencia de los recursos extra-
ordinarios de carácter local que se interponen ante ellos no son, en prin-
cipio, revisables en la instancia del arto 14 de la ley 48, y la tacha de ar-
bitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sen-
tencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Excesos u omisiones en el pronun-
ciamiento.

Es arhitraria ia sentencia de la Suprema Corte de la Provincia de Buenos
Aires que -omitiendo tratar el planteo referido a la meritación de la
depreciación monetaria para establecer el valor del litigio- declaró bien
denegado el recurso de inaplicabilidad de ley interpuesto por la actora
sobre la base de que el valor cuestionado en el juicio no excedía la suma
fijada por el arto 278 del Código Procesal Civil y Comercial local.

(1) 8 de julio. Fallos: 308: 174.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 170 federales. Sen-
tencias arbitranas. Procedencia del recurso. Falta de fundamentación suficiente.

Corresponde dejar sin efec;to la sentencia que, en un juicio de insania,
.impuso las costas correspondientes al curador provisorio y a lós peritos
medicos designados de oficio, por mitades a cargo de ambas partes, con
la mera aserción dogmática de que "ninguna duda cabe ... " respecto del
carácter que reviskn dichos gastos, sin efectuar una apreciación crítica
del tema ni discriminar sobre la razón determinante de la distinción
entre gastos particulares y comunes y sin ningún sustento legal.

COSTAS.

No pueden revestir el carácter de comunes los gastos hechos en el juicio
de insania en exclusivo interés del incapaz, como son los relacionados
con la riesignación de un curador provisorio y los correspondientes a los
honorarios de los peritos médicos designados de oficio.

COSTAS.

La circunstancia de que las personas designadas de oficio revistan el
carácter de "auxilhres" de la justicia no autoriza a modificar la califica-
ción de beneficiario del ~rámite del juicio de insania que corresponde
.al incapaz, ni justifica obViar la aplicación de conocidos principios que
toman en cuenta el interés '0 al beneficiario, Pllra efectuar la distinción
entre p';astos particulares y comunes .

. FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 8 de julio de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Carlos Al-
berto Lavezzo y otros en la causa Lavezzo, Raúl Eolo sjinsania",
para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1?) Que la Sala D de la Cámara Nacional de Apelaciones en
lo Civil, en su pronunciamiento de fs. 510 de los autos principales,
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agregados por cuerda, aclarado por resolución de fs, 518,' impuso
las costas del juicio de insania por su orden y las correspondientes
al curador provisorio y a los peritos médicos -designados de ofi-
cio- por mitades a cargo de ambas' partes.

29) Que, contra esa decisión, los denunciantes dedujeron el re-
curso extraordinario cuyo rechazo origina esta presentación directa
que, por las razones 'que se expresan a continuación, debe ser ad-
mitida parcialp-¡ente en lo atinente a las costas que se imponen por
mitades, ya que sólo los agravios que se vinculan con este tel1).a
ponen de manifiesto la existencia de cuestión federal suficiente para
habilitar la vía intentada.

39) Que, en efecto, respecto de lo resuelto en general sobre las
costas por su orden, las impugnaciones de los recurrentes remiten
a la consideración de cuestiones fácticas y de carácter procesal,
ajenas a la instancia del arto 14 de la ley 48, má.'(ime cuando ellas
han sido examinadas con fundamentos suficientes de igual carácter
que, más allá de su acierto o error, bastan para excluir la tacha
de arbitrariedad invocada.

49) Que, por lo demás, la valoración de la actitud de los de-
nunciantes no traduce graves defectos de argumentación ni un
claro apartamiento de la solución normativa prevista para el caso,
sin que las referencias que se formulan respecto del alcance que
corresponde asignar a lo dispuesto en el arto 634 del Código' Pro-
cesal Civil y Comercial, atento al diverso sep.tido de la decisión
impugnada, sean pertinentes para alterar la .conclusión expresada.

59} Que, empero, distinta situación ponen de manifiesto las
objeciones que se relacionan con las costas que se imponen por
mitades, ya que no se advierte que pueden revestir el carácter de
comunes ~os gastos hechos en exclusivo interés del incapaz, como
son los relacionados con la designación de un curador provisorio
y los correspondientes a los honorarios de los peritos médicos .. '

69) Que, por ser ello así, la mera aserción dogmática que sus-
, tenta lo resuelto en el sentido de que "ninguna duda cabe ... " res-
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pecto del carácter que revisten dichos gastos, sin efectuar una apre-
. ciación crítica del tema ni discriminar sobre la razón determinante
de la distinción entre particulares y comunes, amén de la ausencia
de todo sustento legal que evidencia, ponen de manifiesto que la
decisión no constituye derivación razonada del derecho vigente con
aplicación a las circunstancias comprobadas en la causa.

7'!) Que no empece a lo expresado la circunstancia de que las
personas designadas de oficio revistan el carácter de "auxiliares"
de la justicia, ya que tal condición no autoriza a modificar la cali-
ficación de beneficiario del trámite que corresponde al incapaz ni
justificar obviar la apJicación de conocidos principios que toman
en cuenta el interés O al beneficiario de los actos. para efectuar la
distinción anteriormente señalada.

Por ello, con el alcance indicado, se declara procedente el re-
curso .~xtraordinario y' ~e deja sin efecto la sentencia.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT
- JORGE ANTONIO BACQUÉ.

DANA VIAJES y TURISMO S.R.L. v. MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD
DE BUENOS AIRES

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestio11es
federales complejas. Inconsritucíonalidad de normas y actos municipales y poli-
cíales.

No procede el recurso extraordinario contra el pronunciamiento que ha
declarado la invalidez de actos de la Municipaj.idad por ser violatorios
de disposiciones cO;Istitucionales.
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DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

Contra la sentencia de la Sala G de la Cámara Nacional de
Apelaciones en lo Civil, que confirmó, en lo que aquí interesa, la
de primera instancia que había hecho lugar a la demanda de repe-
tición, dedujo la accionada recurso extraordinario, cuya denegato-
ria por el a quo da origen a esta presentación directa.

En primer término, debo señalar que ha mediado en la especie
un pronunciamiento respecto de la invalidez de las normas locales
que dan origen a la relación tributaria sustancial entre el contri-
buyente y el fisco local, razón por la que estimo que no se presenta
en la especie la resolución contraria que exige el arto 14, inc. 2'!, de
la ley 48 toda vez que con el alcance antes indicado, la sentencia
apelada no ha sido en favoi' de la validez de las normas locales
impugnadas.

Ello no es susceptible de alterarse, en virtud de lo dispuesto
por la ley 20.221 modif. por ley 22.006 como lo pretende la recu-
rrente, toda vez que como lo señaló este Ministerio Público en la
causa "Austral Líneas Aéreas S.A. c/Menqoza Pcia. de s/repetición"
A.628, dictamen del 10 de septiembre de 1981, las directivas emana-
das de la Nación respecto de la aplicación de diversos gravámenes,
entre ellos el que nos ocupa, no puede de ninguna manera signi-
ficar el nacimiento de la obligación fiscal para la interesada, 1?uesto
que, en cuanto a ella le atañe, esa clase de tributos compete exclu-
sivamente a la esfera legislativa local.

Por ello, opino que no debe hacerse lugar a la queja. Buenos
Aires, 28 de diciembre de 1984. José Augusto Lapien"e.
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Buenos Aires, 8 de julio de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la deman-
dada en la causa Dana Viajes y Turismo S.R.L. c/M.C.B.A.", para
decidir sobre su procedencia.

Considerando:

Que, como lo destaca el señor Procurador Fiscal, la conclusión
a la que se arriba en el fallo apelado no es revisable por la vía
del arto 14 de la ley 48, toda vez que se ha planteado en el caso la
invalidez' de actos de la Municipalidad fundados en normas locales,
por ser violatorios de disposiciones constitucionales, y el pronun-
ciamiento no ha sido en favor de la validez de aquéllos (Fallos:
287:124; 302:1192; sentencia dictada el 1? de abril del año en curso
en los autos I.208.xIX. "ItalmarS.R.L. c/Municipalidad de la pu-
dad de Buenos Aires", entre muchos otros).

Que a ello no obsta la aducida arbitrariedad del fallo en cuanto
habría prescindido de la aplicación de las leyes de coparticipación
. federal, toda vez que el argumento que sobre el punto expone la
sentencia resulta coherente -en virtud del orden de prelación de
las normas involucradas- con el alcance que el a qua les atribuye,
lo cual -al mar~en del acierto o error de la solución- descarta la
configuración de la tacha aludida.

Por ello, y lo concordemente dictaminado por el señor Procu-
rador Fiscal, se desestima la queja.

AUGUSTO CéSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT
- JORGE ANTONIQ BACQUÉ.
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SILVIA ALICIA CASTANY INGLADA

SUPERINTENDENCIA.

El arto 4? de la acordada del 3 de' marzo de 1958,establece la estabilidad
del relator y las formas de su incorporación al escalafón, de ello se in-
fiere que al ser la n:currente relatora de la Cámara Nacional de Apelacio-
nes en lo Criminal y Correccional', no integra el escaláfón del fuero y poi-
ende no resultan aplicables al caso las normas que aluden al personal
escalafon::odo(1).

VICTOR OSCAR MACHADO V. PROVINCIA !lE BUENOS AIRES

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Causas excluidas de ía
.competencia federal.

Es competente la '.justicia provincial, y no la federal, si la solución del
pleito involucra esencialmente la interpretación y aplicación de normas
de derecho público local -en el caso, revIsión de un acto admiriistr.ativo
local-o

JURISDICCION y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. Generalidades.

Declarada la competencia de la. justicia provincial, deben remitírsele las
actuaciones, pero sin determinar en concreto qué tribunal provincial de'
berá continuar entendiendo, pues ello resultará de la aplicación que hagan
de las leyes locales los órganos jurisdiccionales que ellas' contemplan.

DICTAMEN DEL PROCURADOR' GENERAL

Suprema Cor:te:

. En autos don Víctor' Osear Machado promueve demanda con-
tra .el gobierno de la Provincia de Buenos Aires, Policía de la Pro-
vincia de Buenos Aires, por nulidad de la resolución dictada en el

(1) 8 de julio. Fallos: 240:108; 276:243;301:1661.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 1073

sumario administrativo N~ 331.639/82, solicitando se deje sin efecto
su exoneraciÓn de dicha repartición policial. Indica haber agotado
la vía administrativa correspondiente. Requiere asimismo se con-
dene a la demandada a indemnizar los daños y perjuicios causados
por la citada medida administrativa. .

Iniciada la causa por ante ei Juez de Primera Instancia en lo
Federal N~ 2 de La Plata, dicho funcionario declaró su incompetencia
'a' fojas 12. Si bien en esa oportunidad, el magistrado interviniente
no atribuyó el conocimiento originario de la causa a la Suprema
Corte de la Provincia de Buenos Aires, dicho recaudo, indispen-
sable a los fines de un correcto planteo de cuestiones negativas
de competencia, ha quedado cumplido en su pronunciamiento, de
fojas 21.

Por su parte, la Suprema Corte de la Provincia de Buenos
Aires, se desprende del conocimiento del juicio, por entender que
el señor Juez a cargo del Juzgado Federal debió decretar el archivo
de las actuaciones (artículo 354, inciso 1~, del Código Proc~sal Civil
y Comercial de la Nación).

En consecuencia, no configurándose el supuesto previsto por el
artículo 6~ del Código de Procedimientos en Jo Contenciosoadmi-
nistrativo (ley 2961 de la Provincia de Buenos Aires y sus modifi-
catorias) por plantearse la contienda entre un tribunal federal -no
ordinario- de dicha Provincia y la Suprema Corte de la Provincia
de Buenos Aires, corresponde a V.E. dirimir el' presente conflicto
de competencia, por ser el único órgano superior jerárquico común
que puede resolverlo (art. 24, inc. 7~, del decreto-ley 1285/58).

A tal fin, y en mi opinión, considero que' el caso reseñado guar-
da analogía con las situaciones contempladas por el ya referido
Código de Procedimientos Contenciosoadministrativo de la Provin-
cia de Buenos Aires. Por ello y en orden a lo dispuesto por los
artículos 149, inciso 3, de la Constitución local, y 26 del referido
Código de Procedimientos Contenciosoadministrativo, la Suprema
Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires es competente
para entender en este asunto.
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Además, comparto lo expuesto por el doctor Freire Romero en
su dictamen de Fallos: 294: 25, en el sentido que la disposición del
artículo 354, inciso 1'? in fine del Código Procesal Civil y Comercial
de la Nación, no puede extenderse más allá de aquellos casos en
que sea admisible estimar inválido 10 actuado ante el juez nacio-
nal en causas cuyo conocimiento corresponde a los tribunales pro-

vinciales.

y puesto que no se advierten en autos causales de invalidez
que impiden la continuación del litigio por ante la Suprema Corte
de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, por elementales razo-
nes de economía procesal que los juece¡s deben atender, estimo que
corresponde dirimir el presente conflicto remitiéndose los autos al
mencionado tribunal superior para que continúe con el trámite de
la causa. Buenos Aires, 27 de junio de 1985. Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 10 de julio de 1986.

\

Autos y Vistos; Considerando:

Que en el caso. -cuyos antecedentes reseña el dictamen del
señor Procurador General- resulta competente para entender en
la causa la justicia de la Provincia de Buenos Aires. En efecto, el
actor pretende someter a la revisión de la justicia nacional un acto
administrativo cuya legitimidad sólo podría discutirse ante la jus-
ticia establecida por la l?rovincia (Fallos: 236: 559, consid. 17). Por
otra parte, toda vez que la solución del pleito involucra esencial-
mente la interpretación y. aplicación de normas de derecho público
local, el conocimiento de la causa no corresponde a la justicia fede.
ral (Fallos: 284:443, consid. 10).

Que si bien las actuaciones habrán de remitirse a la justicia
local (Fallos: 305: 2001, consid. 4'? y su cita), no corresponde deter-
minar en concreto qué tribunal provincial deberá continuar enten-
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diendo en aquéllas, pues ello resultará de la aplicación que hagan
de las leyes locales los órganos jurisdiccionales que ellas contem-
plan (sentencias de fecha 18 de marzo de 1986 y 17 de junio de
1986 dictadas en las causas 'Tarusa, José y otra e/Franco, _Ramón
N. s/usucapión", Comp. N'? 685.XX, consid. 4'? y "Sumarísimo por
tenencia de hijo - medida cautelar de no innovar. Mirta del Valle
AlbarraCÍn de Sarmiento e/León Lipchak", Comp. N'? 755.XX, res-
pectivamente) .

Por ello, habiendo dictaminado el señor Procurador General,_
se declara la competencia de la justicia de la Provincia de Bue"
nos Aires para entender en la causa y resolver lo que en derecho
corresponda. -

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYY-
- JORGE ANTONIO BACQUÉ.

NELIDA MABEL FADDA v. POMIL S.A.C.I.F. y OTRO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sen-
tencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideración de-
extremos conducentes.

Es arbitraria la sentencia que, frente a lo expresado por la demandada
en punto a que ni en el boleto de compraventa ni en la memoria descrip-
tiva se había ofrecido una línea telefónica instalada, se limita a enunciar-
que la ~ctora no tenía siquiera el derecho al uso de la línea telefónica
-sino en cuanto lo permitía la administración, pues no importa el ade-
cuado tratamiento de la cuestión propuesta (1).

RECURSO EXIRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sen--
tencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Falta de fundamentación suficiente ..

El fallo no cumple con los recaudos de validez exigidos por la Consti.
tución Nacional, al no hallarse debidamente fundado ni ser una derivación'
razonada del derecho vigente, con aplicación a las circunstancias pro--
badas de la causa, si sustentado en la sola aserción dogmática de que

(1) 10 de julio.
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el peJ:itaje fue realizado en forma correcta y objetiva según 105 cono.
cimientos y experiencia del perito, prescinde de analizar las impugna-
ciones del apelant~ sobre el tema.

RECURSP EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuesti011es 110'federales. Sell-
tencias arbitrarias. Procedellcia del ¡"ecurso. Defectos en' la. cOllsidel"ación de
extremos conducentes.

Es arbitraria la sentencia que omite tratar un tema conducente. a fin
de establecer la respectiva condena, como lo fue el agravio atinente
a la improcedencia del daño moral producido por el incuDlplimiento

contractual.

'SANTIAGO M. MANZANO y OTROSv. ENTIDAD BINACIONAL YACYRETA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestio-
.l1es federales simples. Interpretación de otras 110rmas y actos federales.

Procede el recurso extraordinario (art. 14,' inc. 3?, de la ley 48) contra
la sentencia fundada' en el arto 13 del Reglamento de Personal que,
en uso de las atribuciones conferidas en el estatuto anexo al Tratado
de Yacyretá (ley 20.646) dictó el Consejo de Administración de la En.
tidad Binacional Y;:)cytetá, Y en el arto III del Protocolo de Trabajo y
Seguridad Social de la' entidad (ley 21.564), pues la controversia versa
sobre la correcta inteligencia de un precepto federal y lo decidido fue
contrario al derecho qué en él fundó <}lapelante (1) .

.RECURSO EXTRAORDINARIO: Trámite.

Si existe ínt'-ma conexión entre la interpretación del derecho federal
invocado y de las causales de' arbitrariedad también invocadas, es
adecuado el tratamiento de ambos aspectos sin disociarlos (2).

ENTIDAD BINACIONAlJ YACYRETA.

Del arto 13 del Reglamento de Personal dictado por el Consejo de Ad-
ministración de la Entidad Binacional Yacyretá y del art. III del

(1) 10. de julio.
(2) Fal1(ls: 295: 636
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Protocolo de Trabajo y Seguridad Social de la entidad (ley 21.564) se
desprende claramente que la intención de las Altas Partes contratan-
tes ha sido impedir' discriminaciones de cualquier índole entre los
trabajadores, cualq~iera fuese su condición y el empieador de quien
dependi~ran.

ENTIDAD BÚJACIONAL YACYRETA.

El principio' de equivalencia salarial consagrado por el. arto 13 del Re-
glamento de Personal dictado por el Consejo de Administración de la
E:ntidad Binacional Yacyretá y por el arto 111 del Protocolo de Trabajo
y Seguridad Social de la entidad (ley 21.564) no puede estimarse re-
ferido a una igualdad nominal de l.as remuneraciones pagadas en las
distintas sedes.. valorizadas en dólares estadounidenses, sino que se di-
rige a garantizar que trabajadores de iguales categorías; que se de-
sempeñan en países distintos, reciban por sus tare~s una remuneración
con igual poder adquisitivo.

MONEDA EXTRANJERA.

No necesariam'ente la mism.a cantidad. de dólares estadounidenses im-
plica el idéntico poder adquisitivo de la retribución en dos países di-
ferente,>, desde que el tipo de' cambio y costo de Vida en cada uno,
enerva cualqui~r 'i~aldad que quiera establecerse desde esta pers-
pectiva.

RECURSO EXTRAORDIN~RIO; Requisitos propios. Cuestiol1es 110 Jederales.
Il1terpretaciól1 de l1or111;aslocales de procedimiel1tos. Costas y hOl70rarios.

Lo atinente a la imposición de las costas en las instancias ordinarias
es una cuestión fáctica y procesal, propia de los jueces de la causa y
ajena, en principio a la vía .prevista en el arto 14 de la ley 48 (1).

(1) "Luis de Ridder Ltda. S.A. s/quiebra c/Banco de la Nación Argen-
tina", del 2 de julio de 1985.
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CARLOS ORTEGA v. SEVEN UP CONCESIONES

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuesti0l1es 110 federales.
Interpretación de normas y actos comunes.

Lo relativo a la existencia o inexistencia de vínculo laboral entre las
partes y a la apreciación de los elementos demostrativos de ella remi-
te al análisis de temas de hecho y prueba y de derecho común que,
como regla, son prepios de los jueces de.la causa y ajenos al recurso
previsto por el arto 14 de la ley 48, salvo arbitrariedad (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias ar1Jitra~ias. P~ocedencia del recurso. Falta de fundamentación su-
ficiente.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que, al hacer propios los gua-
rismos de una liquidación, sin fundamentarlo debidamente, tuvo por
cierto que los haberes de ayudante de fletera ascendían a un monto
que no sólo aparece alejado en más de quince veces del sueldo mínimo
vital y móvil, sino que la desproporción se hace más evidente respecto
de otras actividades habitualmente mejor remuneradas.

CONTRATO DE TRABAJO.

Aunque los arts. 55 y 56 L.C.T., 56 L.O. y 165 del Código Procesal
Civil y Comercial de la Nación, crean una presunción a favor de las
afirmaciones del trabajador, y facultan, en .verdad, a los magistrados a
fijar' el importe del crédito de que se trata,' esto debe hacerse "por
decisorio fundado" y "siempre que su existencia esté legalmente com-
probada".

LUIS C. POTULNISKY v. TRANSPORTE LA UNION S.R.L

RECURSO EXTRAORDINARIO' Requisitos in'opios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la considemcióll
de extremos conducentes.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia de la Suprema Corte de
Buenos Aires que c~eclarómal concedido el recurso de inaplicabilidad

(1) 10 de julio.
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de ley, por estimar que el valor cuestionado no excedía el fijado en
el arto 278 del código de rito local, sin tomar en cuenta la actualiza-
ción correspondiente en razón de la depreciación monetaria (I).

THORHAUER S.A. METALURGICA COMERCIAL V.

MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES

RECURSO EXTRAORDINARIO: ~equisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas locales de procedimientos. CostclS y honorarios.

Lo concerniente a los honorarios regulados en las instancias ordina-
rias, constituye materia ajena al recurso del arto 14 de la ley 48.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiol1es no fedemles.
Sentencias arbitrarias. Improcedencia d..el recurso.

La parquedad del auto regulatorio no comporta, por sí sola, un su-
puesto de arbitra~iedad.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 120 federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la fundamenta-
ción noi'mativa.

Es arbitraria la resolución que no permite referir concretamente 'la
regulación de honorarios al respectivo arancel.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos' propios. Cuestio11es 120 federales.
SeÍ1tencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Falta de fundamentación su-
ficiente.

Es arbitraria la regulación de honorarios que ha omitido la indispen-
sable fundamentación conforme con las circunstancias de la causa.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios.' Cuestio11es 120 fedemles.
Sentencias arbitmrias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideración
de extremos conducer.tes.

Es arbitrario el auto regulatorio que no ha considerado los argumentos
oportunamente planteados a su consideración, y, en el caso dc que se

(1) 10 de julio. ,Fallos: 308:174.
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entendieran rechazados implícitamente, no hay fundamentos que per-
mitan avalar la solución máxime cuando las pautas dadas por el juz-
gador no permiten asegurar que los estipendios profesionales respeten
el mínimo establecido en las normas 'arancelarias.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

Contra el auto regulatorio de sus honorarios, practicado por
la Sala "C" de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, in-
terpuso recurso extraordinario el Dr. Gustavo Adolfo Lloveras Ce-
ballos, que al serle denegado, ha dado origen a la presente queja.

Sostuvo el apelante que la resolución es arbitraria por haber
omitido la consideración de diversos argumentos planteados al
apelar el auto del juez de grado; aSÍ, la base computable para la
regulación, que a su' juicio estaba constituida por el valor del bien
.a expropiar, calculado con anterioridad a la vigencia del Código de
Planeamiento Urbano, incrementado con el plus indemniza torio
del arto 13 de la ley 21.499 y los intereses previstos en el arto 10
de la misma. Además, consideró que el a qua no fundó su deter-
rriinación de adoptar otra tasación a la propuesta por su parte; se
apartó de la jurisprudencia plenaria del fuero al tomar en cuenta
el monto total del bien y no el reclamado en la demanda, y que
si bien actualiza valores según Índice, no indica el monto origina-
rio y los coeficientes aplicados que permitan su comprobación.

Esta Corte tiene reiteradamente dicho que lo concerniente a
los honorarios regulados en las ihstancias ordinarias constituye
materia ajena al recurso del arto 14 de la ley 48, así como, que la
doctrina establecida acerca de la' arbitrariedad es de aplicación
especialmente restringida en la materia y que la parquedad del
auto regula torio no comporta, por sí sola, un supuesto de 'tal 'ca-
rácter. Pero 10 expuesto queda subordinado a que la solución acor-
dada permita referir concretamente la regulación al respectivo aran-
cel, pues de otro modo el pronunciamiento se torna desca1ificable
como acto judicial, así como en caso de haberse omitido la lndis-
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pensable fundamentación conforme con las circuns.tancias de la
causa (Fallos: 297:287, 470, entre otros).

A mi modo de ver, nos encontramos en el sub judice ante uno
de los casos de excepción mencionados, que tornan procedente la
aplicación. de la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que el auto
regula torio no ha considerado los argumentos oportunaniente plan-
teados a su consideración y, en el caso de que se entiendan recha-
zados implícitamente, no hay fundamentos que permitan avalar taJ
solución; máxime cuando las pautas dadas por el juzgador no per-
miten asegurar que los estipendios prófesionales respeten el. míni-
mo establecido en las normas arancelarias. En tales condiciones,
considero aplicable al caso la doctrina de V.E., en el sentido que
las resoluciones judiciales que omiten cuestiones oportunamente
propu~stas, conducentes para la decisión del juicio, carecen de base
adecuada para sustentarlas y deben qescalificarse (sentencia del
7-8-84, in re G.381, "Gambarte, Rosa").

Opino, en consecuencia, que corresponde acoger la queja, dejar
sin efecto la regulación de honorarios del apelante y disponer que,
por quien corresponda, se practique una nueva.' Buenos Aires, 9 de
abril de 1986. Juan Octavio Gauna. .

FALLO DE LA CORTE' SUPREMA

Buenos Aires, 10 de julio de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Gustavo
Adolfo Lloveras' Ceballos en la causa Thorhauer. S.A. Metalúrgica
Comercial c/Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires", para
decidir sobre su procedencia.

Considerando:

Que esta Corte hace suyos los términos del dictamen de fs. 37/
38 al que, por razones de brevedad, cabe remitir.
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Por ello, conforme a lo dictaminado por el señor Procurador
General, se hace lugar a la queja y se deja sin efecto la sentencia.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

_ JORGE ANTONIO BACQUÉ.

ROSA ZINGARELLI v. RECTOR JOSE DELFIN

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Valoración de circunstancias

de hecho y prueba.

Si la <¡ctora sustentó la demanda por reconocimiento de sociedad de
hecho, Fn la existencia de una comunidad de intereses. sin prevalerse
de la relación' concubim\ria, señalando en líneas generales la evolución
del patrimonio del causante y la disminución del propio. se debe dejar
sin efecto la sentencia que valora fragmentariamente la contribución
material de aquélla a la convivencia, omitiendo ponderar elementos
que evidencian una gestión económica que fue más allá de lo natural
y propio de la referida condición de las partes. abarcando aspectos sig-
nificativos vinculados con la relación patrimonial.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos' propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Excesos u orilisiones en el
pronunciamiento.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que, en la acclOn por re-
conocimiento de sociedad de hecho entre concubinos. omitió tratar las
cuestiones vinculadas con la dependencia moral de la ac.tora. y su pro-
yección en el ámbito economico, no resultando adecuada la interpre-
tación que pierde la visión de conjunto del caso y resta eficacia pro-
batoria, a los distintos elementos de juicio, para llegar a conclusiones
que se desentienden de la gestiÓn patrimonial que habría concluido
con el incremento de los bienes del causante y una grave disminución
de los de la acto~a.

CONCUBINATO.

Demandándose por reconocImIento d.e sociedad de hecho entre con.
cubinos, es inadecuado un excesivo rigor crítico, cuando se trató de
una convivencia de alrededor. de dieciséis años. durante la cual .se
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produjo una evolución de la situación de los bienes, máxime cuando
los del causante se mejoraron sensiblemente y los de la actora mer-
maron de igual manera.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

El recurso, extraordinarió intetpuesto por la actora fue dene-
gado por el tribunal a qua (fs. 482 de los autos principales) en vir-
tud de no haber agotado la parte la totalidad de las instancias
que, en la jurisdicción local, hubieran resultado aptas para subsa-
nar sus agravios.

A mi modo de ver, la crítica que se efectúa en la presentación
en análisis no resulta atendible a efectos de admitir la queja, a
tenor de la doctrina de Fallos: 304, causa "Municipalidad de San
Martín de los Andes e/Sucesión de Roque Ugarte", M.704, L.XIX,
sentencia del 24 de mayo de 1984 y, fundamentalmente, del prece-
dente sentado in re: "Strada, Juan Luis e/ocupante del perímetro
ubicado entre las calles Deán Funes, Saavedra, Barra y Cullen",
S.l68, L.XX, del 8 de abril de 1986.

En tales condiciones, estimo que corresponde desestimar la
queja. Buenos Aires, 22 de mayo de 1986. Juan Octavio Gauna.,

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires,' 10 de julio de 1986.

Vistos .los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en
la causa Zingarelli, Rosa c/Delfino, .Héctor José", para decidir sobre
su procedencia.

Considerando:
1,1",'

1~) Que contra el pronunciauliento de la Sala Primera de la
Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de la Ciudad de Mar
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del Plata" que confirmó el de primera instancia que había recha-
zado la demanda por reconocimiento de socieda'd de hecllo, divi;
sión y posterior repartición de ganancias; la actora dedujo el re-
curso, extraordinario cuya denegación da lugar a la presente queja.

2':') Que los agravios de la recu:r;rente suscitan cuestión federal
bastante para su examen en la vía intentada, pues aunque remiten
al análisis 'de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, mate-
ria ajena -como regla y por su nattiraleza- al remedio del arto
14 de la ley 48, tal circunstancia no constituye óbice para invalidar
lo resuelto cuando lo decidido conduce a la frustración de garan-
tías que cuentan con amparo constitucional.

3':') 'Que, en efecto, el a qua desconoció la existencia de una
sociedad de hecho entre las partes, por considerar que si bien los
aportes efectuados por la actora habían sido destinados al soste-
nimiento del hogar con 'carácter de colaboración natural y propia
de su condición, no se habían precisado sobre los bienes de la
sociedad ni se había demostrado la contribución de la demandante
en la constitución de la riqueza del difunto.

4':') Que, asimismo, la alzada sostuvo que no se había probado
que las enajenaciones realizadas por la apelante se hubiesen tra-
ducido en un acrecentamiento de los bienes del causante, lo cual
conspiraba también de manera insalvable contra la pretensión ba-
sada en el enriquecimiento indebido, pues las disminuciones ale-
gadas pudieron haberse debido a otros motivos ajenos al mejora-
miento del otro patrimonio.

5':') Que con referencia a los agravios propuestos por la recu-
rrente, resulta pertinente señalar que, aparte de que la demandante
no intentó prevalerse de la relación concubinaria para sustentar su
reclamo, pues, a tal fin, hizo mérito de una comunidad de intereses
y señaló en líneas generales la evolución que había tenido el patri-
monio del causante y la disminución del propio, en la sentencia
se ha efectuado una valoracJón fragmentaria de la contribución
material realizada por aquélla a la convivencia y se ha omitido pon-
derar elementos que ponen en evidencia una gestión económica que
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fue más allá de lo natural y propio de la referida condición de
las partes.

69) Que, en efecto, los ingresos que la Cámara incluye en la
colaboración de esa índole comprenden los originados por activi-
dad personal, la pensión de que gozaba la actora y las rentas pro-
venientes de los alquileres de un chalet y de dos salones que tenía
en condominio. Tales ingresos son indudablemente una apreciable
-colaboración para permitir la evolución patrimonial de su concu-
binario'y revelan, unidos al producto de la venta de otros bienes
muebles e inmuebles de la demandante, que el modus vivendi de
la pareja no se limitó a la convivencia en común sino que abarcó
también aspectos significativos vinculados con la evolución patri-
monial.

79) Que, precisamente, con relación' a esto último el tribunal
no da explicación apropiada sobre el destino de los bienes de la
demandante ni acerca de las inversiones realizadas en común o los
d.epósitos a la orden recíproca, como así tampoco se expide res-
pecto de la colaboración activa de aquélla en la realización de 'la
mejora del inmueble ubicado en la calle Maipú ni sobre la cesión
d.e los derechos sobre el automotor que habría ganado en la rifa
.o al posible destino de los fondos percibidos por la respectiva
cesión.

89) Que, de igual modo, no se aprecia que en la sentencia se
hayan tratado las cuestiones vinculadas con la dependencia moral
de la apelante ni las proyecciones de esta situación en el ámbito
económico, ya que no resulta adecuada la interpretación que pierde
la visi?n de conjunto del caso y que va restando eficacia probatoria
a los distintos elementos de juicio para llegar a conclusiones que se
desentienden de la gestión patrimonial que habría concluido con el
incremento de los bienes del causante y una grave disminución de
los de la actora.

99) Que, en tales condiciones, frente al excesivo rigor crítico de
la alzada, 'inadecuado cuando se trata de juzgar una convivencia de al-
rededor de diez. y seis años durante la cual se produjo una evolución
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en la situación de los bienes, máxime cuando los del causante se
mejoraron sensiblemente y los de la actora mermaron de igual ma-
nera, procede admitir el recurso federal y dejar sin efecto la sen-
tencia que incurre en los defectos señalados con menoscabo de lils
garantías constitucionales invocadas.

10) Que no es óbice a lo expresado la doctrina de los fallos
citados en el dictamen del Sr. Procurador General, atento a la fecha
en que se dedujo el recurso y a la existencia de decisiones contra-
diCtorias sobre el punto que justifican no extremar la crítica en la
apreciación de los recaudos formales que hacen a la viabilidad del
recurso.

Por ello, y oído el Sr. Prócurador General, se declara admisible
el. recurso extraordinario y se deja sin efecto la sentencia.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSClO - CARLOS S. FAYT

- JORGE ANTONIO BACQUÉ.

MARIA SALLENAVE y OTRA v. aMAR JOAQUIN MANTOVANI

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. Re-
soluciones antpriores a la sentencia definitiva. Varias.

No media sentencia definitiva (art. 14 de la ley 48) cuando la Cámara
desestima el recursC'. directo contra el auto que denegó la apelación,
quedando firme el rechazo del inciden:te de nulidad -articulado al res-
ponder la demanda por interdicto de recobrar (1).

(1) 10 de julio. Fallos: 249:253; 250:85 y 815; 260:150; 262:215.
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ELENA D. PULVIRENTI DE ALBERTE y OTROSv. NACION ARGENTINA

CORTE SUPREMA.

Las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias exis-
tentes al momento de la decisjón, aunque ellas sean sobrevinientes al
recurso extraordinario (1).

BLANCALAPELLEGRINA v. BANCOCENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA

HONORARIOS: Regulqción.

En un amparo -que prosperó en primera y segunda instancia- ten-
diente a que se declarase la invalidez de la comunicación "A" 652
del Banco Central, y que la Corte declaró inoficioso el pronunciamiento,
corresponde regular los honorarios discrecionalmente, siendo el único
límite el del mínimo legal, que surge del arto 36 de la ley 21.839 -ac-
tualizado según resolución 83/86 del Ministerio de Educación y Jus-
ticia-, de modo que teniendo en cuenta la naturaleza de la causa, así
como también la importancia de los trabajos realizados, y de confor-
midad con lo dispuesto por los arts. 6?, inc. b) y d) ,y 36 -actuali-
zado según resolución N? 83/86 del Ministerio de Educación y Jus-
ticia- del arancel debe efectuarse la mencionada regulación (2).

JULIO SALOMON BEDDUR RODRIGUEZ y MUSA ALE ISA BEDDUR V.

JOSE ANTONIO LOMBARDI

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Excesos u omisiones en el
prohunciamiento.

Si se detnandó por petición de herencia a un cesionario de acciones y
derechos hereditarios que se habría beneficiado en perjuicio de los

(1) 10 de julio. Fallos: 289:33; 301:947.
(2) 10 de julio.
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actores en la partición de la sucesión, es arbitraria la sentencia que,
no obstante juzgar improcedente la petición de herencia y acoger
la excepción de falta de. acción opuesta por el demandado, e incluso
admitir que como fue calificada la acción no podía obtener la nuli-
dad o modificación de la partición, declaró su nulidad con apoyo en
el principio iura novit curia, pues el objeto de la condena no es con-
gruente con los términos de la demanda (1) ..

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales,
Sentencias arbitrarias. Principios generales.

Si bien la determinación de las peticiones de los litigantes, C0l110 lo
atinente a las. facultades de los tribunales, son materias ajenas a la.
instancia extraordinaria, cabe apartarse de dicha regla cuando se in-
curre en arbitrariedad .

.cONSTITUCION NACIONAL: Del'echos )' garantías. Defe17sa en juicio. Prin- .

.cipios generales ..

Reconocer a una de las partes derechos no debatidos, resulta incom-
p¡¡tióle con el arto 18 de la Constitución Nacional (2).

MARIA TERESA ARTAZA v. PEDRO BENIGNO GONZALEZ y OTROS

. RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales.
Sentencias arhitrarias, Procedencia del recurso. Defectos en la fundamentación
normativa.

No constituye derivación razonada del derecho vigente, con aplicación
a las circunstancia~ comprobadas de la causa, la sentencia que en la
demanrla por fraude y simulación de la esposa contra el marido y con
los terceros adquirentes del inmueble que aquél les enajenó, hizo lu-
gar', a la excep~ión de prescripción considerando que el caso se regía
sólo poi:' el arto 3970 del Código Civil, y que la suspensión de la pres-
cripción prevista por esa norma se agota' cuando los cónyuges han
iniciado entre sí la acción del divorcio, pues la interpretación no se
compadece ni con la letra ni con el espíritu de la ley.

(1) 29 de julio.
(2) Fallos: 301:104,213.
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Si la esposa demanda por fraude y simulación a su marido y con-
juntamente a los terceros adquirentes de un inmueble que éste les
enajenó, la situación deja de estar regida sólo por el art. 3970 del
Código Civil y corresponde en cuenta el arto 3969.

. DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUl'REMA

Suprema Corte:

Contra la sentencia del Superior Tribunal de Justicia de la Pro-
vincia de La Rioja que hizo lugar al recurso de casación interpuesto
por la demandada y declaró prescripta la acción de nulidad de com-
praventa promovida por la actora, ésta dedujo el recurso extraor-
dinario de fojas 27/30 que fue concedido a fojas 33/36.

Aún admitiendo en orden a la certificación de la actuaria de
fojas 30 que la apelación' en análisis ha sido deducida en la opor-
tunidad' prevista por el arto 251 primer párrafo in fine del Código
Procesal Civil y Comercial de la Nación, debo poner de manifiesto
que es reiterada la doctrina del tribunal que ha establecido que el
. caso federal, base del recurso extraordinario. debe introducirse en
la primera ocasión posible en el curso del proceso, pues tanto el
acogimiento como el rechazo de las pretensiones de las partes cons-
tituyen eventos previsibles que obligan a su oportuno planteo (Fa-
llos: 300: 147, 522; 302: 194 y jurisprudencia allí citada).

A mi modo de ver al no mediar por la apelante reserva sobre
el punto, ni en oportunidad de contestar el traslado que le fuera
corrido con motivo de las excepciones de prescripción interpuestas
por los demandados (v. fs. 42 del expte. N'?A 22.903 "":"agregado-)
ni en ocasión de responder al recurso de casación de la accionada
(v. fs. 13/14), resulta tardía la cuestión federal por haber sido ar-
ticulada por primera vez al interponú el recurso extraordinario
(Fallos: 300:596; 302:656, 705).

Por último estimo que no cabe considerar configurado en el
caso el instituto de la arbitrariedad sorpresiva merituado por el vo-

I



1090 FALLOS DE LA CORTE SUPREI'vlA

cal opinante a fojas 33 punto I, en tanto el debate relativo a la
procedencia o improcedencia del cese de la interrupción de la pres-
cripción entre cónyuges cuando media un divorcio fue traído a la
litis por la propia recurrente sil} objeción alguna de carácter cons-
titucional (v. fojas 93). El resultado adverso de sus pretensiones
sobre el particular no constituía, entonces un evento imprevisible
que torne, oportuna la introducción de la cuestión federal (Fallos:
303:386, 841 entre muchos otros).

Advierto a mayor abundamiento que el escrito de interposición
del recurso extraordinario, cuyos términos limitan la competencia
del Tribunal cuando conoce por esa vía (Fallos: 298:354; 302:821,
1171; 303:2012), carece de los recaudos de fundamentaci{lr autó-
noma, exigidos por conocida jurisprudencia de esta Corte, .,Qua vez
que omite un relato claro y suficiente de los antecedentes de la
causa, de hel cuestión federal en debate y de la relación que habría
entre ésta y aquéllos (Fallos: 300:1063, 1l~6; 302:174, 265, 283, 334,
582, 884; 303:1306,1728).

Por ello es mi opinión que corresponde declarar la improce-
dencia del recurso extraordinario deducido. Buenos Aires, 25 de
abril de 1986. José Osvaldo Casas.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 29 de julio de 1986.

Vistos los autos: "Artaza, María Teresa s/casación - (Autos:
'Herrera de González, Irene e/Pedro Benigno González y otros -
nulidad') ".

Considerando:

1':') Que contra la' sentencia del Superior Tribunal de Justicia
de La Rioja que hizo lugar al recurso de casación interpuesto por
la demandada y declaró prescripta la acción de nulidad promovida
por la actora, ésta dedujo recurso extraordinario, que fue conce-
dido a fs. 33/36.
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\
2':') Que los agravios conciernen a la exégesis dada por el a qif!?

a los arts. 3969 y 3970 del Código Civil en el que la apelante funda.
sus derechos y considera arbitraria "al ignorar o contradecir la
clara expresión de la ley" (fs. 27 vta.).

3':') Que el a qua sostuvo que la excepción de prescripción opues-
ta contra la acción de la esposa, tendiente a obtener la nulidad de
las escrituras de venta de un inmueble que su marido -del cual
estaba separada de hecho-, compró y luego enajenó a su hermana
y el esposo de ésta y éstos a un tercer adquirente, debía prosperar
en virtud de que la suspensión de la prescripción prevista en el
art 3970 "se agota cuando los cónyuges han iniciado entre sí. la ac-
ción de divorcio ya que ese hecho. exterioriza la desarmonía con-
yugal que la norma ha querido evitar" (fs. 22 vta./23).

4':') Que, en primer lugar, corresponde precisar cuál es la nor-
ma que rige la situación sub examen, ya que el art. 3969 del Código
Civil contempla los casos en que un cónyuge demanda al otro,
aunque estén separados de bienes o divorciados por autoridad com-
petente, y el arto 3970 del Código Civil el supuesto en que la mujer
demanda a un tercero y la acción ha de recaer indirectamente con-
tra el marido.

En autos la esposa demanda, por fraude o simulación, a su ma-
rido y conjuntamente a los terceros adquirentes de un inmueble
que éste les enajenó; por lo tanto, es claro que la situación dejaría
de estar eregida sólo por el arto 3970 del Código Civil, como lo re-
suelve el a qua, y corresponde tener en cuenta el arto 3969 del Có-
digo Civil que establece con toda precisión la suspensión de la
prescripción aunque los cónyuges estén dIvorciados o separados
de bienes.

5':') Que, en segundo lugar, cabe examinar los fundamentos que
inspiraron al codificador para establecer la suspensión de la pres-
cripción de la acción entre esposos. Del párrafo 3 de la nota al
arto 3969 surge que Vélez Sársfield ha querido conservar las rela-
ciones personales creadas por el matrimonio que no se ven afectadas
aún cuando los cónyuges estén divorciados o separados de bienes,
<lado que dice "el marido regularmente tiene sobre la mujer un as-
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cendiente que una separación de bienes o un divorcio no tienen el
poder de borrar. .. La separación de bienes tiene por fin la conser-
vación de la fortuna de la mujer y si ella trajese consigo la prescrip-
ción, iría contra su fin. Retenida por el amor, por el respeto o temor
a su marido, la mujer dejaría perecer sus derechos".

Son similares los fundamentos que consagra el art. 3970 en su
nota cuando dice el codificador que "una mujer cuya acción tuviera
la consecuencia inmediata de poner a un extraño en el caso de re-
clamar sus derechos del marido; o exigirle las indemnizaciones de-
bidas, se abstendría de ocurrir a los jueces para salvar sus dere-.
chos, y se sacrificarían así sus intereses y los de sus hijos, a la
afección conyugal"

6':') Que, sentado ello, resulta procedente la arbitrariedad ale-
gada en razón de que la interpretación que realiza el a qua no 'se
compadece con la letra ni con el espíritu de la ley, toda vez que si
bien el divorcio indica sin duda que la concordia matrimonial ha
sufrido una disminución y que se ha abierto judicialmente una eta-
pa .de hostilidades o de defensa de los derechos, de ningún modo
puede seguirse que con ello se agota el fundamento de la suspen-
sión de la prescripción por oponerse a las normas citadas, máxi-
me cuando -como sucede en el' caso- se trata de obligaciones
indivisibles, en las que la suspensión de la prescripción invocable
contra el marido se extiende a los codemandados (art. 3982 del Có-
digo Civil).

7':') Que, en consecuencia, el caso sub examen encuadra clara-
mente dentro de los supuestos de los arts. 3969 y 3970 del Código.
Civil, por lo que cabe concluir que en los autos resulta aplicable
la doctrina de esta Corte que ha resuelto la descalificación de aque-
llos actos judiciales que no constituyen derivación razonada del dere-
cho vigente, con aplicación a las circunstancias comprobadas de la
causa (Fallos: 271:270; 274:249; 284:375; 300:878).

Por ello, habiendo dictaminado el señor Procurador Fiscal, se
declara procedente el recurso extraordinario y se deja sin efecto la
sentencia apelada.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- JORGE ANTONIO BACQUÉ.
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SAMUEL ANTONIO ZINI v. PARANA MEDIO, DELEGACION GOYA y OTRO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Resolución contraria.

Procede el recurso extraordinario cuando se ha denegado el fuero fe-
deral invocado por el recurrente.

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Por las personas. E'l-
tidades autdrquicas nacionales.

Es competente la justicia federal con asiento en el interior del país
para conocer en las demandas de daños y .perjuicios derivados de un
accidente de tránsito contra una entidad -Agua y Energía Eléctrica-
sujeta al régimen legal de las sociedades del Estado (ley 2ü_70S) .,

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia .federal. Por las personas.
Entidades autdrquicas nacionales.

La circunstancia de que se debatan cuestiones atinentes a la responsa-
bilidad civil extracuntractual, no obsta a la competencia de la justicia
federal .con asiento en -el interior de! país en las demandas contra una
entidad sujeta al régimen legal de las sociedades del Estado (ley 20.705),
porque ella corresponde por razones de la persona (art. 2?, inc. 6?, ley
48) y no de la materia.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 29 de julio de 1986.

Vistos -los autos: "Rt;:curso de hecho deducido por Agua y Ener-
gía -Eléctrica-Sociedad del Estado en la causa Zini, Samuel Anto.-
nio c/Paraná' Medio, Delegación Gaya y _otro", para decidir sobre
su procedencia.

Considerando:

19) Que a fs. 53/54 de los autos principales, 'la Cámara de Ape.-
laciones en lo Civil, Comercial y Laboral de Gaya, Provincia de Co--
rrientes, confirmó la decisión de primera instancia que había re-
chazado la excepción de incompetencia, planteada por Agua y Energía
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Eléctrica Sociedad del Estado (fs. 38 del principal), por considerar
que las acciones civiles de daños y perjuicios causados por delitos
o cuasidelitos están excluidas de la competencia de la justicia fede-
ral con asiento en el interior del país, según lo dispuesto por el ar-
tículo 55, inc. b), de la ley 13.998. Contra tal pronunciamiento la en-
tidad estatal interpuso el recurso extraordinario, cuya denegación
motiva la presente queja.

2':') Que el recurso extraordinario es procedente con arreglo a
conocida jurisprudencia de esta Corte, por haberse denegado el fuero
federal invocado por la recurrente (Fallos: 240:22; 244:376; 249:279;

entre otros).

3':') Que, en el caso, se sustancia la demanda de daños y perjui-
cios derivados de. un accidente de tránsito, articulada contra una
entidad -Agua y Energía Eléctrica- sujeta al régimen legal de las
sociedades del estado (ley 20.705). En tales condiciones, de acuerdo
con lo dispuesto en los artículos 100 y 31 de la Constitución Nacional
y 2':',inc. 6':',de la ley 48, es indudable la competencia de la justicia
federal para conocer en la presente causa (Fallos: 303:434 y sus citas).

4':') Que a tal conclusión no obsta la circunstancia de que, en la
especie, se debatan cuestiones atinentes a la responsabilidad civil ex-
tracontractual, porque la competencia federal corresponde por razón
de la persona (art. 2':', inc. 6':', de la ley 48) y no de la materia. Al
respecto, cabe recordar que las prescripciones del artículo 100 de
la Constitución Nacional relativas a la competencia judicial, han
de estimarse excluyentes de todo otro principio o precepto (doc-
trina de Fallos: 249:248, 279; 251:498; 265:297) ..

Por ello, se hace lugar a la queja, se declara procedente el re-
curso extraordinario y se revoca la sentencia apelada.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- JORGE ANTONIO BACQUÉ.
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PROVINCIA DE BUENOS AIRES v. RAUL MUSTAFA

PRESCRIPCION: Interrupción.
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I
Interrumpen el curso de la prescripción aquellos actos o hechos a
los cuales la ley otorga entidad suficiente para' volver ineficaz; a los
efectos de la extinción de un derecho, el tiempo transcurrido desde
que nació la acción hasta que acontecen (1) .

PRESCRIPCION: Interrupción.

La interrupción hace desaparecer el lapso corrido hasta el momento
en que ella ~e produce, el que deja de computarse a los fines libera-
torios je la prescripción, y a partir de que cesa la eficacia interrupc'
tiva, comienza a correr uno nuevo.

PRESCRIPCION: Interrupción.

La demanda interpuesta aniquiló la eventual trascendencia del lapso
transcurrido hasta entonces, por lo que sólo desde la declaración de
faIta de aptitud de! juzgado para conocer en el pleito, debe compu-
tarse un nuevo período válido, a los efectos de la extinción del derecho.

VIALCO S.A. v. PROVINCIA DEL CHUBUT

JURISDICCION :y COMPETENCIA: Competencia federal. Competencia ori-
ginaria de la Corte Suprema. Generalidades.

La competencia originaria de la Corte, .que proviene de la Constitu-
ción, no puede quedar subordinada al cumplimiento de requisitos exi-
gidos por leyes locales: reclamo administrativo previo, en el caso.

EXPROPIACION: Principios generales.

El instituto de la expropiación es propio del derecho público y se
desenvuelve en el marco del derecho administrativo, en cuyo ámbito
cabe incluir lo atinente al régimen del avenimiento contemplado en
el arto 13 de la lev 21.499.

(1) 29 de julio.
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EXPROPIACION: Principios. generales. '

La circunstancia de que el instituto de la expropiación se desenvuelva
en el ámbito' del derecho administrativo, no impide la aplicación sub-
sidiarh -cuando ~ea pertinente- de normas del derecho civil.

\

EXPROPIACION: Indemnización. Generalidades.

No existió avenimiento, si la expropiad¡¡ subordinó la aceptación de la
propuesta de la provincia "al cumplimiento de dos condiciones jurídi-
cas esenciales": antorización del juez de su concurso preventivo y ac-
tualización del preci9.

EXPROPIACION: Indemnización. Generalidades.'

Para que' exista avenimiento es necesario un acuerdo sobre todos y
cada uno de los puntos' en discusión, 'sin distinguir entre aquellos que
sean esenciales o secundarios.

EXPROPI ACION: Indemnización. Generalidades.

La falta de concordancia 'sob.re un renglón que hace a la det~rminación
del monto indemnizatorio, elemento constitutivo fundamental en el
instituto expropia torio, y cuya justa determinación es prIncipio de rai-
'gambre constitucional (art. 17 de la Constitución) impide' admitir la
existencia de avenimiento.

, .

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 29 de julio de 1986.

Vistos los autos: "Vialco S.A. c/Chubut, Provincia del slcobro
de pesos", de los que

Resulta:

1) A fs. 86/93 la empresa Vialco S.A. inicia demanda ordinaria
contra la Provincia del Chubut por cobro' de la suma de $a 10.623.459
(A 10.623,46), con su actualización desde el mes de setiembre de 1984
hasta la fecha de su efectivo pago, en concepto de precio de la adqui-
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sición directa o avenimiento respecto de una' propiedad, acordado
con la provincia demandada en el trámite de expropiación.

Dice que en su momento adquirió las manzanas 66 y 67 de la
quinta 35 del pueblo de Trevelin, departamento de Futaleufú, en
las que construyó un barrio de viviendas para el personal que por
entonces trabajaba, a sus órdenes, en la construcción del proyecto
hidroeléctrico Futaleufú. Cuando se desvinculó de la obra, la pro- .
vincia le manifestó su interés en comprar ese barrio para destinarlo
como vivienda de los pobladores de la zona, gestión que no se con-
cretó, y tiempo después las viviendas fueron ocupadas por habi-
tantes del lugar, lo que motivó, de su parte, una denuncia penal por
usurpación.

El 8 de mayo de 1984 -continúa- la Legislatura provincial
declaró, por medio de la ley 2312, la utilidad pública de la propie-
dad, lo que significó el comienzo de los trámites expropiatorios que
le fueron comunicados. Más tarde y como consecuencia de esos trá-
mites recibió una carta remitida por el Ministró de Bienestar So-
cial en la que le proponía la adquisición directa del bien sobre la
base de la tasación efectuada por el Tribunal de Tasaciones más
un 10%. Dice que en conocimiento de que esos valores correspon-
dían a una tasación efectuada meses antes, remitió una carta do-
cumento en la que aceptó la propuesta con sujeción a dos condi-
ciones legales: 19) que se actualizara el pago del precio, y 29) que
se obtuviera la aprobación del juez que entendía en su concurso
preventivo, el que la otorgó tiempo después. No obstante -expre-
sa- la provincia rechazó la aceptación de la propuesta para lo cual
se basó en que, en verdad, aquélla era una contrapropuesta toda
vez que condicionaba la oferta. Señala otros trámites ulteriores que
fueron' infructuosos y funda su derecho en el arto 17 de la Consti-
tución Nacional, en los arts. 1144, 1197 Y eones. del Código Civil,
yen el arto 17 de la ley 19.551.

En ese sentido, efectúa consideraciones sobre los alcances de
la actualización del precio expropiatorio y advierte que se- perfec-
cionó el acuerdo de voluntades necesario para configurar un ave-
nimiento, que debe referirse, según el texto de los arts. 1144 y
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1152 del Código Civil, más a la sustancia de ese acuerdo que a la
forma en que se lo expresa. Menciona también el silencio guardado
por la provincia como un medio demostrativo de conformidad.

II) A fs. 160Í163 contesta la Provincia del Chubut. Reconoce
ciertos hechos y niega otras manifestaciones contenidas en la de-
manda. Sostiene que no se han cumplido, en el caso, las prescrip-
ciones exigidas por la ley de procedimiento administrativo local.

En cuanto al reclamo de la parte actora, niega que haya habido
avenimiento. En ese sentido, señala que la oferta efectuada por la
provincia no fue acepta<;la puesto que se la condicionó a que se
.actualizara el precio propuesto y que se obtuviera la conformidad
del juez del concurso. De tal manera, no cabe hablar de acuerdo
de voluntades o avenimiento, toda vez que no se configuró una acep-
tación lisa y Hana. En efecto, el avenimiento en materia expropia-
toria. exige conformidad sobre los puntos esenciales del negocio, lo
que no existe cuando se discute el precio o no hay conformidad
sobre .la depreciación monetaria y otros reclamos accesorios. Re~
cuerda los antecedentes del caso y afirma que, eventualmente, pue-
de considerarse a la respuesta de la parte actora como una modi-
ficación de la oferta, en los términos del arto 1152 del Código Civil,
que requiere la conformidad de la contraparte.

IlI) A fs; 175 vta. se declara la cuestión de puro derecho y
las partes efectúan las presentaciones que autoriza el arto 359 del
Código a fs. 176/182 y 185/189, respectivamente.

Considerando:

1,:,) Que este juicio es de la competencia originaria de la Corte
Suprema (arts. 100 y 101 de la Constitución).

2':') Que reiterada doctrina del Tribunal ha establecido que su
competencia originaria, que proviene de la Constitución, no puede
quedar subordinada al cumplimiento de requisitos exigidos por 'le-
yes locales (Fallos: 273:269; 279:33; 285:209, causa: A.43-XX, "Aero-
falcon S.R.L. e/Santiago del Estero, Provincia de s/cobro de pesos",
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sentencia del 13 de agosto de 1985). Ello basta para desestimar la
defensa basada en la inobservancia del requisito del reclamo admi-
nistrativo que se atribuye a la demandante.

3'?) Que la cuestión por decidir consiste en determinar si, como
lo entiende la parte actora, medió un avenimiento entre las partes
como consecuencia del cual puede exigir su cumplimiento tal como
ahora lo demanda.

4'?) Que si .bien es princIpIO reconocido que el instituto de la
expropiación es propio del derecho público y se desenvuelve en el
marco del derecho administrativo (Fallos: 284:23; 291: 507), en cuyo
ámbito cabe incluir lo atinente al régimen de avenimiento contem-
plado en el arto 13 de la ley 21.499, no hay duda de que tal circuns-
tancia no impide la aplicación subsidiaria -cuando sea pertinen-
te- de normas del derecho civil, tal como lo ha establecido esta
Corte en Fallos: 291:507 y más específicamente en Fallos: 303:1596.
Tal debe ser el criterio a utilizar en este caso donde corresponde
indagar sobre la conducta observada por la parte actora como con.
secuencia de la oferta efectuada por el gobierno de la Provincia del
Chubut en los términos que autoriza el arto 12 de la ley local 1739,
coincidente, en sus alcances, con el citado arto 13' de la Ley Nacio-
nal de Expropiación,

5'?) ,Que no resulta controvertido en autos que ante la nota en-
viada por el señor Ministro de Bienestar, don José María Sanz, a
los fines de hacer efectiva la adquisición directa de los inmuebles
de su propiedad (ver fs. 69 y 139), la parte actora contestó que
"sujeto al cumplimiento de dos condiciones jurídicas esenciales,
cumplimos en aceptar su oferta emitida en el expediente 0647 BS-
84, comunicada por su carta documento que recibimos el 21 de
enero de 1985". Esas "condiciones legales a cuyo cumplimiento que-
da sujeta nuestra aceptación, son" -continuaba"':- "que el precio
de la adquisición de $a 9.657.690 que corresponde a valores de se-
tiembre de 1984 según nos han informado en la repartición a su
digno cargo, deberá actualizarse desde ese mes hasta la fecha de
su efectivo pago total" y "que el señor Juez que entiende en nues-
tro concurso preventivo, autorice esta aceptación" (ver fs. 141).
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6?) Que de esa respuesta no resulta la aceptaciÓn lisa y llana
de la oferta efectuada por la provincia demandada, toda. vez que,
según la propia manifestación de la actora, estaba "sujeta al cum-
plimiento de dos condiciones jurídicas esenciales". (ver nota citada
de fs. 141). De tal manera, no hay la. necesaria concordancia entre los
alcances de la propuesta y los términos de la respuesta que impide
atribuirle el carácter de una aceptación pura y Simple (arts. 1144 y
concs. del Código Civil). En efecto, como lo ha dicho esta Corte ante
una situación semejante, es necesario para que se configure el acuer-
do de voluntades "un acuerdo sobre todos y cada uno de los puntos
en discusión sin distinguir entre aquellos que sean esenciales o se-
cundarios" (Fallos: 294:196). En todo caso, la conducta de la deman-
dante encuadraría en el supuesto comprendido en el arto 1152 del
Código Civil e importaría -por lo tanto- la propuesta de un nuevo
convenio que, obviamente, no fue .aceptado por la provincia.

7?) Que en el caso bajo examen, la falta de concordancia se ma~
nifiesta -como lo reconoce la nota de la actora- sobre un renglón
que hace a la determinación del monto indemnizatorio,. elemento
constitutivo fundamental en el institutoexpropiatorio y cuya justa
determinación es :principio de raigambre constitucional (art. 17 de
la Constitución). Tal disconformidad acerca de un elemento esen-
cial, impide admitir la existencia de un avenimiento como lo pre-
tende la actora.

,Por ello, se rechaza la demanda ..

JosÉ SEVERO CABALLERO

BELLUSCIO - CARLOS

ANTONIO BACQUÉ.

AUGUSTO CÉSAR

S. FAYT --: JORGE
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MARCELO VIDELA CUELLO SUCo V. PROVINCIA DE LA RIOJA

PRESCRIPCION: Comienzo

1101

La prescripción liberatoria no puede separarse de;:la pretensión jurídi-
camente demandable, y el plazo respectivo sólo comienza a computarse
a partir del mom~nto en que ella puede ser ejercida (1).

PRESCRIPCION: Comienzo.

El plazo de .prescripción de la aCClOnpor daños y perjUIcios contra
una provincia, delivados del levantamiento de un embargo preventivo
sobre una propiedad, en una causa por disolución y liquidación de
una sociedad de hecho, comienza a computarse desde la sentencia que
admitió la existencia del vínculo social y estableció el derecho del"actor
sobre el 50% de la propiedad.

CARLOS RECTOR PEREZ V. NACION ARGENTINA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cues-
tiones federales simples. Interpretación de otras normas y actos federales.

Procede el recurso extraordinario si se halla cuestionada la inteligen-
cia y aplicación al caso de disposiciones del Estatuto para el Personal
Civil de la Administración Pública y sus decretos reglamentarios.

EMPLEADOS PUBLICOS: Reincorporación.

Corresponde el pago de haberes y aguinaldos desde que el agente que
se hallaba suspendido con motivo de un proceso criminal, solicitó su
incorporación al servicio acompañando la constancia del sobreseimien-
to definitivo, hasta que se hizo efectivo el reintegro, pues resulta irra-
zonable extender la medida con base en una interpretación literal del
decreto 3853/63,si ha desaparecido la causa que la justificaba.

(1) 31 de julio. F'-tllos:290:77;295: 168~299:149; 303:851.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 31 de julio de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el Fiscal de
la Cámara Federal de Apelaciones de Córdoba en la causa Pérez, ,
Carlos Héctor c/Estado Nacional (Secretaría de Estado de Agri-
cultura y Ganadería) ", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1~) Que la Cámara Federal de Apelaciones de Córdoba modificó
parcialmente la sentencia de primera instancia y, en consecuencia,
ordenó pagar al actor los haberes y aguinaldos desde que éste soli-
citó su incorporación al servicio, acompañando la constancia del
sobreseimiento definitivo recaído en la causa penal en la que se
encontraba implicado por el delito de extorsión (9 de diciembre de
1977), hasta que se hizo efectivo el reintegro (20 de febrero de 1981).

2~) Que contra tal pronunciamiento el Fiscal de Cámara inter-
puso el recur$O extraordinario cuya denegación motiva la presente
queja. Sostiene que no corresponde el pago de haberes por el tiem-
po en que el agente no trabajó por estar suspendido preventiva-
. mente, en virtud de lo dispuesto en el arto 39 del decreto-ley 6666/
57, reglamentado por decreto 4520/60 y posteriormente modificado
por decreto 3853/63.

3~) Que el recurso extraordinario deducido es procedente. por
hallarse cuestionada la inteligencia y aplicación al caso de dispo-
siciones del Estatuto para el Personal Civil de la Administración
Pública y sus decretos reglamentarios (actualmente derogados por
la ley 22.140).

4~) Que, según consta en autos, la suspensión preventiva apli-
cada- al agente por resolución 119/73, lo fue con motivo del proceso
criminal instruido por hechos no vinculados al desempeño de sus
funciones y hasta que recayera sentencia firme .cn la causa, la que
se dictó el 12 de octubre de 1977 disponiéndose el sobreseimiento
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total por prescripción de la acción penal (confr. fs. 2, expte. admi-
nistrativo N9 100.302/78). El agente hizo conocer tal circunstancia
al jefe del área donde prestaba servicios, solicitando su reincorpo-
raciól1 el 9 de diciembre de 1977 (fs. 1 del expte. citado), pero sólo
el 4 de diciembre de 1980 se levantó la suspensión (resolución 769
en copia a fs. 155/156, expte. adm.) y el reintegro se hizo efectivo
el 20 de febrero de 1981.

59) Que para llegar a la conclusión que motiva los agravios, el
a qua consideró que aun cuando el decreto 3853/63, modificatorio
del decreto 4520/60, no permitía el pago de haberes por el tiempo
de suspensión cualquiera que fuese el resultado del proceso penal,
resultaba irrazonable que tal período se extendiera en más de tres
años, demora sólo imputable a la Administración.

69) Que la interpretación de la sentencia en recurso a favor del
pago de haberes desde que desapareció la causa de la suspensión
preventiva implica responsabilizar a la Administracjón por haber
omitido pronunciarse en tiempo oportuno, conclusión que, en aten-
ción a las circunstancias de la causa, se ajusta a la norma aplicada,
regulatoria de un supuesto en el cual no se verifica la ruptura del
vínculo contractual.

79) Que, en efecto, al tenor de las normas citadas, la suspen-
sión preventiva por estar el agente sujeto a proceso fue regular,
como así también lo fue la duración de ésta hasta la terminación
de la causa criminal (doctrina de Fallos: 256: 182), pero resulta irra-
zonable extender la medida con base en una interpretación literal
del precepto legal si ha desaparecido la causa que la justificaba y
privar al empleado de la retribución necesaria para su subsistencia
cuando se mantiene la relación contractual y éste se encuentra a
disposición del empleador.

Por ello, se confirma la sentencia apelada en lo que ha sido
materia de recurso.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT-
JORGE ANTONIO BACQUÉ.
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MIGUEL WENCESLAO CASCO v. YACIMIENTOS PETROLIFEROS FISCALES

JUBlLACION y PENSION.

Para llegar a la denegación de beneficios reconocidos por las leyes,
en materia de previsión social, debe actuarse con suma cautela, pauta
interpretativa que es lícito extender a los litigios laborales (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arhitrarias. Procedel7cia del recurso. Defectos en la fundamentación
normativa.

Es arbitraria la sentencia que hizo lugar a la defensa de prescripción
considerando que la demanda se interpuso después de transcurrido el
plazo de dos años desde que el actor tuvo plena conciencia de la le-
sión que padecía como consecuencia del accidente sufrido, si los ar-
gumentos de la Cámara no resultan suficientes y contrarían el arto
258 del Régimen 0e Contrato de Trabajo.

JUAN CIVIT v. PROGRESS S.A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cues-
tiones federales simples. Tnterpretación de otras normas y actos federales.

Siempre que esté en tela de juicio la interpretación de sentencias de
la Corte, en las que el recurrente funde el derecho que estime asistirle,
se configura 'una hipótesis que torna viable el recurso extraordinario.
Sin embargo, es indispensable para su procedencia que medie un des-
conocimiento, en lo que es esencial, de lo dispuesto por el Tribunal.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos iJl"opios. Cuestión federa1. Cues-
tiones federales simples. Interpretación de otras normas y actos .fedel"ales.

Procede el recurso extraordinario si la cámara no ha ponderado de-
bidamente el alcance del fallo de la Corte que le imponía una ade-
cuada romparación de' los puntos sustanciales que llevaron a esta-
blecer la doctrina que se persigue alterar por la vía del recurso de
inaplicabilidad de ley.

(1) 31 de julio. Fallos: 306:337.'
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Buenos Aires, 31 de julio de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la deman-
dada en la causa Civit, Juan c/Progress, S.A.", para decidir sobre
su procedencia.

Considerando:

19) Que contra el pronunciamiento de la Sala A de la Cámara
Nacional de Apelaciones en lo Civil, que declaró inadmisible el re-
curso de inaplicabilidad de la ley deducido respecto de la sentencia
de la Sala F del mismo tribunal que, a su vez, había hecho lugar
a la demanda por resolución de contrato y daños y perjuicios -todo
ello a raíz de que esta Corte había anulado la anterior sentenciá de
la Sala C-, la demandada interpuso el remedio federal cuya dene-
gación origina la presente queja.

29) Que los agravios del apelante suscitan cuestión federal bas-
tante para su examen en la vía intentada, pues con arreglo a lo
previsto por el arto 14 de la ley 48, siempre que esté en tela de juicio
la interpretación de sentencias de esta Corte, en las que el recu-
rrente funde el derecho que estime asistirle, se configura una hipó-
tesis que torna viable el recurso extraordinario. Sin embargo, es
indispensable para su procedencia que medie un desconocimiento,
en lo que es esencial, de lo dispuesto por el Tribunal (causas: M.
159-XX, "Márquez, Néstor José c/López, Arturo"; E.8-XX, "Elorza,
Julio César c/Banco de la Nación Argentina"; H.141-XIX, "Hernán-
dez, Enrique c/Empresa Rojas S.C.A. y otra", y P.31-XX, "Paz, Da-
niel Nicolás' s/pensión", falladas el 13 y 20 de diciembre de 1984
y el 19 de fébrero y 7 de noviembre de 1985, respectivamente).

39) Que, al anular el anterior fallo de la alzada, este Tribullal
señaló que "se advierte que en ambos casos la rescisión fue decla-
rada por culpa de la vendedora y que en ambos existe también dis-
.crepancia de doctrina sobre el alcance del resarcimiento en lo con-
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cerniente al tema del valor locativo; que mientras en el fallo que
motiva el recurso de inaplicabilidad de ley se reconoce en favor
del adquirente, en el anterior de la Sala E se lo deniega con fun-
damento -entre otras razones- en que la actora había optado
por la resolución contractual y en que semejante pretensión supone
el pago del precio y no su restitución.

4?) Que lo expresado debió llevar a la alzada a efectuar una
correcta comparación de las situaciones que influyeron de manera
decisiva en la solución de ambos precedentes y a no poner el acen-
to en aspectos incidentales o ajenos a la controversia, ya que tal
proceder habría de conducirla a una decisión inadecuada sobre el
meollo del asunto, que no era otro que la determinación de la exis-
tencia de doctrinas contradictorias sobre el lucro cesante cuando
media resolución contractual por culpa de una de las partes.

5?) Que, en tales condiciones, se aprecia que el a qua no ha
ponderado debidamente el alcance del fallo de esta Corte que le
imponía hacer una adecuada comparación de los puntos sustan-
ciales que llevaron a establecer la doctrina que se persigue alterar
por la vía del recurso de inaplicabilidad de ley, lo que determina
la procedencia del remedio federal conforme con lo expresado ante-
riormente. -

Por ello, se admite el recurso extraordinario y se deja sin efecto-
la sentencia de fs. 663/667.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT-
- JORGE ANTONIO BACQUÉ.

RECTOR OMAR RECLOUX v. CAJA NACIONAL DE AHORRO y SEGURO

EMPLEADOS PUBLICaS; Principios generales.

Las e~peciales circunstancias que inspiraron al legislador para regu-
lar las relaciones entre la Administración y sus agentes de manera
distinta al régimen de trabajadores privados, no deben ser- desean0-
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cidas aún cuando se adviertan semejanzas en las modalidades de am-
bas clases de pre~taciones. máxime si no se ha demostrado' que se
trate de un caso en el que el Estado contrata los servicios de personas
para funciones no previstas en el cuadro de la administración ni en el
presupuesto, sin horario, oficina, jerarquía ni sueldo, supuestos éstos
que se rigen por el derecho común (1) .

.SERAFIN ZUFTTA E HIJOS, BODEGAS TOLEDO S.A. V. NACION ARGENTINA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. Re-
soluciones antenores a .la sentencia definitiva. Medidas precautorias.

Es equiparable a una sentencia definitiva el pronunciamiento que dis-
pone una prohibición de innovar,¡;i enerva las consecuencias de las
disposiciones legales dictadas en el ejercicio del poder de policía y
control en la comercialización (2).

VINOS.

La ley 23.149 en la cual se dispone que "el fraccionamiento de vinos.
en envases menores de 930ce. mayores de 1.500ce. y deberá realizarse
exclusivamente en las zonas de origen de producción de uvas" (art. 1)
implica el ejercicio del poder de policía que hace a la salubridad y
promoción de los intereses económicos de la coinunidad (3).

VINOS.

Si se permitiera enervar las disposiciones de la ley 23.149 mediante la:
orden judicial de no innovar, tal resolución resultaría frustratoria del
ejercicio del poder de policía por el tiempo que durara la tramitación
de la causa y hasta que se resolviera sobre la validez constitucional
de la reglamentao::ión legal.

(1) 31 de julio. Fallos: 290:87; 295:80; 306:1236.
(2) 31 de julio. /
(3) Fallos: 307:1994.
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AGOSTO

HONORIO JUAN LUJAN v. NACION ARGENTINA

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Juicios en que la
Nación es parte.

Es for~:rlalmente procedente el recurso ordinario de apelación ante la
Corte Suprema, contra la sentencia que rechazó la demanda por in'-
demnización de los daños y perjuicios derivados del accidente sufrido'
en una clase de adiestramiento policial, toda vez que se trata .de una
sentencia definitiva, recaída en una causa en que es parte la Nación
y el valor cuestionado, actualizado a la fecha de interposición, supera
el mínimo establecido en el arto 24, inc. 6~, apartado a), del decreto-
ley 128:;158, modific'ldo por la ley 21.708,Y resolución de 'la Corte 146/84.

RET1RO POLICIAL.

Los vocables "retiro" y "pensión" no se asocian con la idea de resar-
cimiento, reparación o indemnización, sino que poseen una notoria
resonancia previsional, referida tanto a quienes, sea por edad, o por
incapacidad, deban abandonar el servicio, como aquéllos a los que la
ley 21.965 confiere beneficios que nacen en su cabeza como secuela
del fallecimiento de un pariente de los' aHí enumerados.

JUBILACION y PENSION.

El sistema de previsión argentino se sustenta en la necesaria propor-
cionalidad que debe existir entre el haber de pasividad y el de actividad,
en razón de fa naturaleza sustitutiva que cabe reconocer al primero'
respecto del segundo y de los fines que inspiran el ordenamiento ju-
rídico respectivo.

DAROS Y PERJUICIOS: Responsabilidad del Estado. Casos varios.

Dado ,,1 carácter previsional que reviste el haber de retiro otorgado a
un funcionario policial por su incapacidad resultante de un accidente
producido "en y por acto del servicio", no obsta a la indemnización
de los daños y perjuicios derivados del mismo.

DAROS Y PERJUICIOS: Determinación de la indemnización. Daño material.

No obstante lo que parece desprenderse del texto literal del art. 1086
del Código Civil, cuando la víctima resulta disminuida en sus aptitudes
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físicas o psíquicas en forma permanente,' esta incapacidad debe ser
objeto de reparaCIón, al margen de la que pueda corresponder por el
menoscabo de su actividad productiva y por el daño moral, pues la
integridad física en sí misma tiene un :vaJor indemnizable.

DA/iiOS y PERJUICIOS: Determinación de la indemnización. Daño material.

La pérdida casi total de la audición y sus graves secuelas, producen
un serio perjuicio en la vida de relación, lo que repercute en las rela-
ciones sociales, deportivas, artísticas, etc.

DA/iiOS y PERIUICIOS: Determinación de la indemnización. Daño material.

Para establecer la indemnización por la disminución de las aptitudes
físicas o psíquicas, no cabe atenerse a criterios matemáticos ni son
de aplicación los porcentajes fijados en la ley de accidentes de tra-
bajo, aunque puedan ser útiles como pauta genérica de referencia.

DA/iiOS y PERJUICIOS: Determinación de la indemnización. Daño material.

La circunstanda de que la asistencia médica del interesado esté ase8u-
rada Dor una obra social, no es de por 'sí excluyente de la restitución
de los gastos en que se deba incurrir para lograr una atención más
conveniente.

DA/iiOS y PERJUICIOS: Determinación de la indemnización. Daño material.

El lucro cesante debe ser cierto y no eventual (arts. 519 y 1068 del Có-
digo Civil).

DA/iiOS y PERJUIClOS: Determinación de la indemnización. Daño material.

A los efectos de considerar e! lucro cesante resultante a un funcionario
policial por la incapacidaq derivada de un accidente producido "en y.
por actos de "servicio", no puede soslayarse que percibirá por su invalidez
un haber de retiro proporcional al sueldo de que gozaba antes de! ac.
cident-::, de manera que en este aspecto no existe perjuicio, ya que al
mantener sus ingre~os no se producirá el desequilibrio patrimonial quc
le impida solventar ~s gastos necesarios para su subsistencia y la de
su grupo familiar.

DA/iiOS y PERJUICIOS: Determinación de la indemnización. Dalia material ..

No procede indcmnizar e! lucro cesante resultante de la incapacidad
derivada de un accidente sufrido por un funcionario policial "en y por
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actos de servicio" si en el caso no existe la probabilidad objetiva de
que de continuar el actor prestando servicios habJ;ía ascendido paula-
tinamente hasta a~canzar los grados máximos del escalafón policial,
pues durante su carrera fue pasible de numerosas sanciones discipli-
narias no se destacó en los cursos emprendidos y sólo tuvo una re-
comendación.

DAÑOS Y PERJUICIOS: Determinación de la indemnización. Dalia material.

En caso de incapaddad derivada de un accidente sufrido por un fun-.
cionario policial "en y por actos de servicio", corresponde indemnizar
la pérdida de la "chance", ya que el accidente ha privado al actor de
la posibIlidad futura de ascender.

DAÑOS Y PERJUICIOS: Determinación de la indemnización. Daño moral.

Procede indemnizar el daño moral derivado de la incapacidad produ-
cida a un funcionario policial por un accidente sufrido "en y por actos
de servicio".

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:.

El recurso ~educido a fs. 289 es formalmente procedente en
razón de ser parte el Estado Nacional en los términos del arto 24,
inc. 6?, ap. a) del decreto 1285/58 y reclamarse un monto que supera
el establecido en la Resolución N? 146 del 28 de febrero de 1984 dic-
tada por V. E., incluyendo la depreciación monetaria habida.

En cuanto al fondo del asunto entiendo que la tacha de arbi.
trariedad a que se refiere el memorial de fs. 302/305 (por remisión
al escrito de fs. 290/292) es, por su naturaleza, ajena a mi dictamen.

Ello así pues esa impugnación no configura en el caso cuestión
federal, sino agravios que referidos al criterio con que el a qua ha
resuelto problemas de hecho, prueba, derecho procesal y común,
pueden ser reparados por V. E. en ejercicio de la plena jurisdic-
ción que le acuerda al recurso interpuesto (Fallos: 277:31).
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En cambio, entiendo que suscita cuestión federal l,a controver-
sia referida a la interpretación y aplicación al caso del arto 98 de
la ley 21.965,,fundamentalmente en cuanto la Cámara consideró que
el haber de retiro que la citada norma legal regla contempla una
forma especial de resarcimiento que excluye la aplicación del régi-
men de responsabilidad consagrado por el derecho común.

Las razones que vertí con fecha 24 de mayo del corriente año
en la causa "Gunther, Fernando Raúl e/Estado Nacional s/sumario
en el sentido de considerar procedente la indemnización integral del
conscripto lesionado por actos dé servicio por encima de la percep-
ción de un haber previsional, partían del hecho de mediar en tal
caso el cumplimiento de una carga pública, extremo distinto en lo
substancial al de autos, donde el actor estaba obligado a la presta-
ción de los actos de servicio que generaron su incapacidad por su
sometimiento voluntario a la carrera policiat En consecuencia, no
advierto motivo para apartarse en el sub examine de la pacífica y
reiterada doctrina sostenida por V. E. en esta materia, 'que en lo
principal afirma que el personal policial afectado por accidentes en
y por actos de. servicio queda sujeto a las normas reglamentarias
pertinentes a las que se adhirió sin reservas, las cuales resarcen el
daño acaecido mediante un régimen específico que excluye el co-
mún que consagra el derecho civil. .

Opino, por tanto, que corresponde confirmar la sentencia ape-
lada. Buenos Aires, 19 de diciembl:e de 1985. Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 5, de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Luján, Honorio Juan e/Estado Nacional s/
daños y perjuicios".

Considerando:

le;» Que contra la sentencia de la Sala II de la Cámara Nacional
de Apelaciones en 10 Civil y Comercial Federal, revocatoria de la
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dictada en primera instancia, que rechazó la demanda por la cual
el actor perseguía la indemnización de los daños y perjuicios deri-
vados del accidente .sufrido en una clase. de adiestramiento policial,
aquél dedujo recurso ordinario de apelaCión (fs. 289) que fue con-
cedido (fs. 296), Y fundado a fs. 302/305. La contraparte evacuó el
traslado conferido a fs. ~08/310.

2'.') Que el recurso es formalmente procedente toda vez que se
trata de una sentencia definitiva, recaída en una causa en que es
parte la Nación, y el valor cuestionado, actualizado a la fecha de
interposición, supera el mínimo establecido en el arto 24, inc. 6'.',
apartado a), del decreto-ley 1285/58, modificado por la ley 21.708,
y resolución de la Corte 146/84.

3'.') Que se agravia el apelante por la circunstancia de que, no
obstante haber sufrido durante la prestación de la función policial
una importante incapacidad para el trabajo en la vida civil, se de-
negó su pretensión resarcitoria por considerar el a qua que la per-
cepción del haber de retiro que contempla la ley 21.965, excluye la
posibilidad de obtener otra indemnización con sustento en las nor-
mas de derecho común. Al respecto, sostiene que el haber de retiro
no tiene naturaleza resarcitoria sino otro carácter, de modo que no
se configura la acumulación de beneficios invocada por el a qua
para rechazar la demanda.

4'.') Que tales agravios deben tener acogida en esta. instancia
por aplicación de los principios sentados por este Tribunal al reSOl-
ver en la fecha las Causas: G.184-XX y G.156-XX, "Gunther, Fer-
nando R. e/Estado Nacional (EJército Argentino) s/sumario", a cu-
yas consideraciones cabe remitir por razones de brevedad. Ello es
así porque ha dicho esta Corte que "los vocablos retiro y pensión
no se asocian, en efecto, con la idea de resarcimiento, 'reparación o
indemnización, sino que poseen una notoria resonancia previsional,
referida tanto a quienes, sea por edad o por incapacidad, deban
abandonar el servicio, como a aquellos a los que aquel ordenamiento
confiere }Jeneficios que nacen en su cabeza como secutfla del falle-
cimiento de un pariente de los allí enumerados" (Fallos: 300:958).
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En el caso, surge clara la Índole previsional del beneficio en
cuestión si se advierte la terminología empleada por el legislador
en los títulos III y IV de la ley 21.965.Así resulta útil destacar que
conforme al arto 81, para la determinación del retiro del personal
superior debe darse "intervención a la Caja de Retiros, Jubilacio-
nes y Pensiones de la Policía Federal", requisito también exigido
para disponer el retiro del personal subalterno (art. 82).

59) Que, asimismo, puede señalarse que las asignaciones fami-
liares establecidas' por la legislación nacional se hallan excluidas del
cálculo del haber de retiro (art. 96, tercera parte), lo que guarda
correspondencia con el régimen jubil~ltorio de los trabajadores de-
pendientes, en el que se determina que aquéllas no son considera-
das remuneración (art. 13, ley 18.037).

Es importante destacar que el sistema previsional argentino se
sustenta en la necesaria proporcionalidad que debe existir entre el
haber de pasividad y el de actividad, en razón de la naturaleza sus-
titutiva que cabe reconocer al primero respecto del segundo y de
los fines que inspiran el ordenamiento jurídico respectivo (Fallos:
300:84, 571, entre otros); y, precisamente, el haber de retiro del
personal policial se determina en un porcentaje del sueldo corres-
pondiente al personal en servicio efectivo del mismo grado y anti-
güedad (arts. 96 y eones. de la ley 21.965).

Además, en aquellos casos en que, vigente la legislación ante-
rior, se demandó con el objeto de obtener el haber de retiro deri-
vado de un accidente producido "en y por acto de servicio", la
Corte atribuyó naturaleza previsional a dicho beneficio (Fallos:
299:210 y sus citas).

M) Que, en suma, establecido el carácter previsional que reviste
el haber de retiro otorgado al actor por su incapacidad resultante
de un accidente producido "en y por acto del servicio", corresponde
pronunciarse acerca de los daños invocados y de la cuantía de la
indemnización pretendida.

De las constancias de autos surge que el día 17 de setiembre
de 1981, cuando se desarrollaba un curso práctico en el Centro de
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Adiestramiento Policial Especial (CAPE), se produjo un accidente
al activarse prematuramente un explosivo, del que derivaron gra-
ves lesiones físicas al actor.

También se encuentra acreditado que dichas lesiones fueron
consecuencia de un "acto de servicio" en los términos del arto 491
del decreto N'? 6580/58. Así fue dispuesto por el Jefe de la PoliCía
Federal (resolución de fs. 154), sin que el actor haya conseguido
demostrar sus insinuaciones ~cerca de que el hecho se produjo por
culpa de otro agente policial.

Del informe presentado por el perito médico a fs. 192/193 -no
impugnado por las partes- surge que el actor se encuentra inca-
pacitado, a consecuencia del accidente, en forma parcial y perma-
nente, en un 80.% de la total obrera. Allí se indica que presenta
una hipoacusi';l grave neurosensorial de oído derecho y una ana.
cusia total de oído izquierdo, con evolución probable futura des-
favorable. Es decir, una pérdida casi total de su sentido de audio
ción, con secuelas en su visión, que lo afecta tanto en forma física
como psíquica en su vida de relación. Idénticas conclusiones pue-
den extraerse de los sucesivos dictámenes de la Junta Permanente
de Reconocimientos Médicos de la Policía Federal de fs. 69, 72, 78,
80, 82 Y 170, Y del informe del médico asistente del Hospital Poli-
cial "Bmé. Churruca" donde fue atendido (fs. 188). También surge
de las fichas médicas acompañadas por la demandada que presenta
trastornos del equilibrio y otros padecimientos (v. fs. 208/226).

79) Que, no obstante lo que parece desprenderse del texto lite-
ral der" art. 1086 del Código Civil, en el que prima tacie sólo ten-
drían cabida, en concepto de indemnización, los gastos de curación
y convalecencia y .el lucro cesante, cabe interpretar que, cuando
-como ocurre en el sub lite- la víctima resulta disminuida en sus
aptitudes físicas o psíquicas en forma permanente, esta incapaci-
dad debe ser objeto de reparación, al margen de lo que pueda
corresponder por el menoscabo de su actividad productiva y por
el daño moral, pues la integridad física en sí misma tiene un valor
indemnizable.
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En el caso, la pérdida casi total de la audición sufrida por el
actor, y sus graves secuelas, sin duda producen un serio perjuicio
en su vida de relación, lo que repercute en sus relaciones sociales,
deportivas, artísticas,- etc. Con relación al quantum que corresponde
otorgar por este concepto, cabe señalar que la extemporánea esti-
mación formulada por el actor al pedir aclaratoria del fallo de pri-
mera instancia (fs. 266) no debe ser acogida, porque no cabe ate-
nerse a criterios matemáticos, ni tampoco son de aplicación los por-
centajes fijados en la Ley de Accidentes de Trabajo aunque puedan
ser útiles como pauta genérica de referencia. De tal modo, teniendo
en cuenta las circunstancias personales del damnificado y la gra-
vedad de las secuelas, se fija la suma de nueve mil australes para
reparar el daño por incapacidad.

8'0')Que respecto a los gastos de asistencia médica en que mani.
fiesta el actor haber incurrido (fs. 8 vta.), es menester puntuaÍizar
que de las constancias de autos se desprende que tales expensas han
sido soportadas por la demandada a través de su Obra Social (v. in-
formes de fs. 233 y 238, Y reconocimiento del actor al absolver posi-
ciones a fs. 202). Si bien la circunstancia de que la asistencia mé-
dica del interesado esté asegurada por la mutual antedicha, nó es
de por sí excluyente de la restitución de los gastos en que se deba
incurrir para lograr una atención más conveniente, lo cierto es que
nada se ha probado sobre el tópico, por lo que no debe ser admi-
tido este rubro.

9'0')Que en concepto de lucro cesante pretende el actor los adi-
cionales que hubiera percibido hasta su retiro estimado en el año
2003; las diferencias entre el retiro correspondiente al grado de sub.
oficial mayor y el de cabo 1'0' desde el año indicado hasta el 2017
(según un cálculo de vida probable); y la diferencia que hubiera
ganado si a partir de enero de 1987 hubiese ascendido al grado de
sargento y desde entonces hasta. el año 2003 al de suboficial mayor.

Sobre las referidas pretensiones es importante destacar que el
daño debe ser cierto y no eventual (doctr. arts. 519 y 1068, Código
Civil; Fallos: 300: 639) y que, en el caso, aquéllas se apoyan en cir.
cunstancias cuyo acaecimiento es sumamente hipotético. No puede
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soslayarse que el actor percibirá por su invalidez un haber de retiro
proporcional al sueldo de que gozaba antes del. accidente, de ma-
nera que en este aspecto no existe perjuicio, ya que al mantener
sus ingresos no se producirá el desequilibrio patrimonial que le im-
pida solventar los gastos necesarios para su subsistencia y la de
su grupo familiar (doctr. de Fallos: 305: 50). Se requiere la pro-
babilidad objetiva de que de continuar .el actor prestando servicios
habría ascendido paulatinamente hasta alcanzar los grados máxi-
mos del escalafón policial. SiIl embargo, de las pruebas aportadas
no se advierte con la certeza necesaria que tales hechos se hubie-
ran producido con. el transcurso del tiempo. Ello porque de los
antecedentes del actor surge .que durante su carrera fue pasible de
numerosas sanciones disciplinadas (v. fs. 94/95), y que tampoco.
se destacó. en los cUrsos emprendidos (fs. 100), mientras que sólo
tuvo una recomendación (fs. 97). Además, no puede dejarse de va-
lorar que al pasar a retiro, por aplicación del arto 98, inc. a), de
la ley 21.965, le corresponde ascender al grado inmediato superior
(de cabo a. cabo 1~).

Lo que sí corresponde indemnizar por tales conceptos es la
pérdida de la "chance", ya que el accidente ha privado al actor
de la posibilidad futura de ascender y, por ende, de obtener los
beneficios en cuestión. Para resarcir este perjuicio, teniendo' en
cuenta que por aplicación del arto 98, inc. a), segunda parte, de
la ley 21.965, al haber de retiro se le agrega en el caso un 15%,
parece razonable reconocer un 15% de la suma indicada en la de-
manda, lo que representa a valores actuales la cantidad de nueve
mil australes (A 9.000).

10) Que, por último, teniendo en cuenta su carácter resarci-
torio, la índole del hecho generador de la responsabilidad, la edad
de la víctima, su situación familiar, la entidad del sufrimiento cau-
sado, y que no tiene necesariamente que guardar relación con el
daño material, pues no se trata de un daño accesorio a éste (causa:
B.439-XX, "Badiali, María c/Estado Nacional s/daños y perjuicios",
sentencia del 6 de mayo de 1986), se asigna por el daño moral recla-
mado la cantidad de seis. mil australes (A 6.000) en concepto de
indemnización.
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Las costas de las tres instancias deberán pesar sobre la parte
demandada en su condición de vencida (art. 68, Código Procesal
Civil y Comercial de la Nacian).

Por ello, habiendo dictaminado el señor Procurador General, se
revoca la sentencia apelada, se hace lugar a la demanda con el
alcance indicado,. y se condena a la demandada a pagar al actor,
dentro del plazo de 30 días hábiles, la suma de veinticuatro mil
australes (A 24.000), con más sus intereses desde el momento del
hecho hasta el de su efectivo pago a la tasa del 6 % anual, sin per-
juicio del derecho de la actora a' obtener su reajuste hasta el mo-
mento del efectivo pago para el caso de incumplimiento.

AUGUSTO CESAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI - JORGE ANTONIO BACQUÉ.

FERNANDO Ri\UL GUNTHER v. NACION ARGENTINA

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Juicios en que la
Nación es parte.

Para la procedencia del recurso ordinario de apelación en tercera ins-
tancia en causa en que la Nación directa o indirectamente revista el
carácter de parte, resulta necesario demostrar que el "valor disputado
en último término", o sea aquél por el que se pretende la modificación
de la condena o -"monto del agravio" excede el mínimo legal a la fecha
de su interposición.

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Generalidades.

Cuando el fallo impugnado hace luear en parte a la pretensión del
apelante la sustancia económica discutida no se halla representada
por las sumas reclamadas en la demanda, sino por la diferencia entre
las fijadas y las mayores a las que aspira el recurrente, porque tal serü"
el valor disputado en último término.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cllestión federal. Cuestio-
nes federales simples. Interpretación de las leyes federales.

Existe cuestión federal bastante para el tratamiento por vía del recurso
extraordinario, si se halla en tela de juicio la interpretación y, en su
caso, h constitucionalidad de los arts. 77 y 78 de la ley 19.101, de ca-
rácter federal, en cuanto supuestamente limitativos del derecho resar-
citorio de quienes sufran durante la prestación del servicio militar una
disminución o incapacidad para el trabajo en la vida civil.

LEY: InterpI"etoción y aplicación.

Por encima de lo que las leyes parecen decir literalmente, es propio de
la interpretación indagar lo que ellas dicen jurídicamente, o sea, en
conexión con las demás normas que integran el ordenamiento general
del país, de modo de obtener su armonización y concordancia entre
sí, y especialmente con los principios y garantías de la Constituciqn
Nacional.

RETIRO MILITAR.

Los voc3blos "retiro" y "pensión" no se asocian con la idea de resarci-
miento, reparación o indemnización, sino que poseen una notoria reso-
nancia 1.Jrevisional, referida tanto a quienes, sea por su edad o por
incapacidad, deban abandonar el servicio, como aquéllos a los que el
ordenamiento confiere beneficios que nacen en su cabeza como secuela
del fallecimiento de un pariente de los allí enumerados.

RETIRO MIl-IT AR.

Si bien es verdad que los conscriptos no puedan pasar a retiro (art. 68
de la ley 19.101), en el caso de quedar disminuidos para el trabajo en
la vida civil, por actos del servicio militar, percibirán un haber, en la
forma v cantidad, equiparable a 10:; retiros militares propiamente di-
chos, tal cual resulta de las normas pertinentes.

SERVICIO MILITAR.

El administrado que cumple el servicio militar hace en realidad una
prestación obligatoria al Estado, que lo incorpora a sus filas por me-
dio de un acto unilateral, aprovecha y utiliza sus servicios, del mismo
modo -aunque con las particularidades del estado militar- que un
empresano con relación a un traba jador.
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Aun cuando el con~cripto se encuentra en una relación de derecho pú-
blico administrativo con el Estado, tal circunstancia no invalida el fun-
cionamiento de la~ reglas propias de la responsabilidad extracontrac-
tual cuando no sólo la ley específIca no contiene disposición prohibiti\"a
o limitativa que impida su aplicación, sino que, además, otros ordena-
miento~ legales, at;nentes a esta materia incluyen al Estado como des-
tinatario de aquélla: el arto 2? de la Ley de Accidentes del Trabajo, que
dispone que el Estado Nacional, las provincias y las municipalidades
responderán de los accidentes ocurridos a las personas obligadas a
prestar un servicio con carácter de carga pública y el arto 13 bis que
consagra la compatibilidad de beneficios.

DAROS Y PEIUUICIOS: Principios generales.

La responsabilidad que fijan los art~. 1109y 1113del Código Civil sólo
consagra el principio general establecido en el art. 19 de la Constitu-
ción Nacional que prohibe a los "hombres" perjudicar los derechos de
de un tercero.

DAÑOS Y PERJUICIOS: Principios generales.

El principio del alterum non laedere, entrañablemente vinculado a la
idea de reparación, tiene raíz constitucional y la reglamentación que
hace el Código Civil en cuanto a las personas y las responsabilidades
consecuentes no las arraiga con carácter exclusivo y excluyente en el
derecho privado, ~ino que expresa un principio general que regula
cualqUier disciplina jurídica.

ESTADO.

Ninguna disposición constitucional destaca la posibilidad de un trata-
miento distinto entre las personas privadas o públicas (Estado) y el
arto 100 de la Carta Magna menciona a la Nación justiciable por cual-
quier clase de causa.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federale~.
Sentencias arbitrarias. Procedel7cia del recurso. Apartamiento de constancias
de la causa.

Es arbitrario el fallo que, para concluir sin más en la culpabilidad del
conscrioto accidentado, prescindió de la consideración de la confesión
ficta de la demandada, en la cual el Estado reconoce las condiciones d~
precariedad y falta de seguridad en que se desenvolvió la tarea realizada
por aquél; ante la ausencia de todo otro medio de convicción adverso,
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(art. 417 del Código Procesal) no parece razonable el encuadramiento
del supuesto en la segunda parte del ,art. 1113 del Código Civil.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones ¡io federales.
Exclusión de las cuestiones de hecho. Varias.'

La determinación de los daños constituye objeto propio de los jueces
de la causa y extraño a la instancia d~ excepción.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos pl'Opios. Cuestiones 110 federales.
Interpretación, de normas y actos comunes.

Es improcedente el recurso extraordinario,' si los reparos propuestos
por el apelante sólo trasuntan meras discrepancias con relación al
alcanc~ de normas de derecho común y a la valoración de circunstan.
cias de hecho debc,tidas en el proceso.

RECURSO EXTRAORDIN4RIO: Principios gel1erales.

La jurisdicción extraordinaria no tiene por objeto sustituir a los jue-
ces en la resolución de cuestiones que les son privati\'as, ni habilita
una tercera instanda para debatir temas no federales.

SERVICIO MILITAR.

La circunstancia de que al soldado conscripto accidentado en un acto
de servido, se otorgara el haber de retiro previsto en los arts. 77 y 78
de la ley 19.101,no obsta a su derecho a indemnización con fundamento
en los arts. 1109y 1113del Código Civil.

DAÑOS Y PERIUICIOS: Responsabilidad del Estado. Generalidades.

La aplicación supletoria de normas de derecho. común, en causas en
que está en juego la responsabilidad del Estado por hechos o actos
acaecidos. sin culpa del responsable, tiene como condición la falta de
una legitimación propia. en 'eI campo del derecho público, que deter-
mine el modo de establecer la indemnización debida (Disidencia del
DI'. Carlos S. Fayt).

FUERZAS ARMADAS.

Si se s()st¡.¡viesela. insuficiencia de las reparaciones previstas en la ley
19.101',p:'la aplicar disposiciones del derecho común no se tendría en
cuenta el plexo normativo aplicable, en el que ocupa un lugar capital
el arto 21 de la Constitución Nacional, que impone a los ciudadanos,
Ja obligacióri de armarse en defensa de la Patria (Disidencia del DI'.
Carlos S. Fayt).
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Aplicar al case de un accidente sufrido por un conscripto en actos de
servicio, normas del derecho común, que están destinadas a proteger
los derechos de los habitantes en situaciones radicalmente diferentes,
desnaturalizaría el carácter del servicio militar, que encierra siempre
una áka bélica, y'que por imperio de la Constitución se impone a los
ciudadanos como nna obligación (Disidencia del Dr. Carlos S. Fayt).

SERVICIO MIlJTAR.

Cabe mterpretar qUE'la intención del Constituyente, al establecer el art.
21 de 1:1 Constitución Nacional, fue anteponer la defensa de la Patria a
requerimientos de Índole económica (Disidencia del Dr. Carlos S. Fayt).

DAROS Y PERJUICIOS: Respol1sabilidad del Estado. Gel1eralidades.

La Índole de la institución establecida por el arto 21 de la Constitución
Nacional excluye impone~ al Estado la satisfacción de reparaciones
patrimoniales, aún mediando culpa del responsable, cuando las exi-
gencias materiales derivadas de ellas impidiesen una eficaz defensa de
la Nación, comprometiendo así su continuidad e integridad (Disiden-
cia del Dr. Carlos S. Fayt).

DAROS Y PERJUICIOS: Respomabilidad del Estado. Gel1eralidades.

El arto 21 de la Constitución Nacional no obsta a que se responsabilice
al Estado éuando medió culpa en la atención médica que se brindó a
un conscripto. si p.llo no acaeció en un teatro de operaciones militares,
:t;)ien una situacióll bélica actual (Disidencia del Dr. Carlos S. Fayt).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiol1es 110 federales.
In.terpl"etaCión de normas y actos comunes.

No procede la vía excepcional del recurso extraordinario, si los reparos
de los apelante sólo trasuntan sus discrepancias con el alcance 'acor-
dado a la legislación aplicable y con la valoración de las circunstancias
de hecho debatidas, aspectos que no autorizan la apertura de la vía
excepcional del recurso extraordinario (Disidencia del Dr. Carlos S.
Fayt) .
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El actor, mientras cumplía el serVICIOmilitar, al cual había
sido nuevamente convocado a raíz del conflicto .bélico de las Islas
Malvinas, sufrió un accidente que le ocasionó graves lesiones físi-
cas y como consecuencia un no menor grado de incapacidad labo-
rativa. El infortunio aconteció con motivo de haber subido hasta
una elevada antena a efectos de intentar el mejoramiento de la
imagen televisiva cuando un grupo de soldados y suboficiales de
guardia miraban un espectáculo deportivo -una carerra automo-
vilística internacional de fórmula uno en la cual competía el piloto
argentino Carlos Reutemann cayéndose al piso desde bastante al-
tura al querer descender, sufriendo el seccionamiento de la médula
espinal, a raíz de lo cual se le paralizó prácticamente la mitad infe-
rior del cuerpo, tras padecer una serie de complicaciones y defi-
ciencias en la atención médica que recibiera durante la primera
etapa de su curación en el Hospital Militar de Campo de Mayo.

JI

El tribunal a qua, en su sentencia d~ fs. 255/273, rechazó la de-
manda en lo principal, acogiendo sólo en parte. los reclamos por
daño moral y por reembolso de gastos de medicamentos.

Respecto del reclamo de fondo, el voto del primer miembro
opinante comienza por poner de relieve las dudas que a su criterio
dimanan de las probanzas que se arrimaron al sub judice acerca
de cómo ocurrieron los hechos; en tal sentido destaca: 1) que no apa-
rece probado que en el accidente mediara culpa grave del Personal
del Ejército; 2) que según los testimonios habría sido el propio
actor -con autorización de un superior- quien decidió subir al
techo de la cantina a fin de mejorar la orientación de la antena,
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3) que la. caída no se produjo por fallas de la escalera u otros mo-
tivos extraordinaros, sino por un error del actor al colocar el pie
en el escalón durante el descenso.

En consecuencia, concluye el juzgador que; a) aún admitién-
dose que la tarea le fuera ordenada al conscripto, ni era fuera de
lo común, ni tenía peligrosidad intrínseca, b) la eventual orden o
autorización, "puede ser entendida como razonablemente vinculada
con la vida del cuartel", esto es, ser un acto común del servicio;
c) por ende, el tema de las eventuales órdenes abusivas de la auto-
ridad, traído por el actor, es ajeno a la litis, d) el accidente fue la
consecuencia exclusiva de un acto torpe de la víctima, no habiendo,
entonces, culpa alguna del Ejército .
.II;''''¡ ,.

~ ¡ . ..
Al .ser así, a JUICIO del a quo la responsabilidad del Estado en

la especie queda limitada a la objetiva que la ley 19,101 establece,
atento al estado militar del conscripto que reviste en virtud de la
carga pública a la que se encuentra constitucionalmente sometido
(art. 68, 77 y 78 de la citada ley),

Unicamente -añade el juez opinante en primer término- co-
rrespondería a todo evento alguna otra indemnización si el daño se
hubiera producido como "consecuencia de hechos que si bien de-
bió cumplir el soldado conscripto en virtud de su deber de obe-
diencia, fueran sin embargo notoriamente ajenos a la instrucción
militar y aconteciesen por acción dolosa o gravemente culposa o
notoriamente iregular de miembros de las Fuerzas Armadas", En
este caso el derecho indemniza torio podría derivar o bien de las
normas del derecho común, o bien de los principios generales del
derecho púbilco, "que imponen la responsabilidad extracontractual
del Estado .por los daños que ocasione, determinando la reparación
integral del perjuicio en caso de que la actividad fuera ilegítima",

Es decir que -destaca- no mediando un acto ilegítimo, el
conscripto no puede pretender ninguna indemnización con apoyo
en normas del derecho privado, sino que su derecho queda limitado
a lo que prescribe sobre el particular la Ley Militar (conforme Fa-
llos: 184:378; 197:561; 204:428; 207:176 y 291:280).
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y en el sub exa111.ine -añade- corresponde rechazar de su lado
la invocada inconstitucionalidad de la ley 19.101,pues cumple con la
exigencia de justicia el deber de asistencia asumido por el Estado en
supuestos de esta Índole, sin que resulte imprescindible la necesidad
de la reparación integral del daño padecido por el conscripto mien-.
tras se encuentra' cumpliendo la carga pública de~ servicio militar.

III

El vocal opinante en segundo término adhiere a los conceptos
de su colega reseñados en el punto anterior, mientras que, con dife-
rente óptica, el vocal opinante en último término, en substancial
síntesis, admite la reparación integral del daño con fundamento en
las disposiciones contenidas en la ley 9688, porque lo opuesto lesio-
naría -dice- "inderogables garantías amparadas por nuestra Car-
ta (arts. 16, 17, 19, 28 Y 33 de la Constitución Nacional) ". Empero
--:-indica- el actor no invocó dicha ley en su apoyo y en cambio
accionó con base en 'los arts. 1109 y 1113 del Código Civil, "lo cual
excluye la aplicación del sitema mencionado en primer lugar (art.
17, ley 9688)". Si bien -finaliza- cabría la responsabilidad extra-
contractaual derivada de la aplicación de las normas del derecho
civil, si se tratase de una orden emanada de un superior respecto
de un acto ajeno' al servicio, de las constancias de autos emerge
que en la especie no se trata de tal supuesto, desde que la orfan-
dad probatoria no permite sino concluir que el accionar del infor-
tunado conscripto sólo dependió de su propia iniciativa.

IV

Entre las principales argumentaciones que fundan el recurso
extraordinario interpuesto por el actor acerca de la solución dada
por el a qua al reclamo principal, cabe reseñar las que siguen:

a) La sentencia viene a consagrar la inadmisible violación de
principios fúndamentales, entre ellos el respeto a la vida y la obli-
gación de no dañar, al permitir que el Estado pueda tomar sano
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a un joven para el cumplimiento del servicio militar, y.devolverlo
lisiado, enfermo mentalmente y con graves lesiones orgánicas, ne-
gándole el resarcimiento integral de tales daños;

b) Someter al actor a principios de derecho público que su-
.puestamente le niegan el resarcimiento pleno del daño es violato-
rio de la igualdad ante la ley.

c) En la medida que el fallo dice que el haber contemplado en
la ley 19.101 constituye una reparación de los daños del actor, con-
figura un supuesto de expropiación que viola el arto 17 de la Cons-
titución Nacional.

d) La decisión viola, asimismo, el art. 19 de la Carta, puesto
que excluye el derecho al resarcimiento sin que la ley 19.101 con-
tenga su expresa prohibición ni establezca que el haber que estatuye
sea incompatible con aquél.

e) La sentencia interpreta mal el art. 21 de la Constitución Na-
cional, ya que la carga impuesta para el cumplimiento de los deberes
ciudadanos no puede llevar a la violación de sus derechos funda-
mentales, ni escapar del principio de razonabilidad del sacrificio.

f) Existe arbitrariedad en la valoración de las circunstancias del

hecho.

g) El a qua ha interpretado de modo erróneo la ley 19.101, en
cuanto vino a entender que el haber previsto tiene naturaleza re-
sarcitoria.

v

En síntesis, entonces, la tesis del tribunal a qua mediante la cual
rechazó el reclamo indemnizatorio integral del actor, consiste en lo
siguiente: 1) por principio, en tanto dicho reclamo se funda en la
prestación del servicio militar, se rige por el derecho público, 2) por
ende, también por principio, los límites del derecho indemniza torio
están dados por los preceptos de la ley 19.101, 3) el haber que pres-
cribe la mentada ley para los casos como el que nos ocupa cubre
el deber de asistencia que el Estado está obligado a proporcionar
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a quien resulte incapacitado de resultas del cumplimiento de la caro
ga pública del servicio militar; 4) eventualmente, cabría la proce-
dencia de otra indemnización, o bien con apoyo en el derecho común,
{) bien sobre la base de los principios generales del derecho público,
pero cuando la causa de la incapacidad esté vinculada a un acto ile-
gítimo obligado a soportar en razón del servicio militar, supuesto que
no es el de autos, por que no sólo el acto debe reputarse legítimo,
sino porque además se cumplió por la propia iniciativa del cons-
cripta y sus consecuencias dañosas éste las debió sufrir por su ex-
.elusiva torpeza.

VI

Adelanto que tal tesis no me parece correcta y que, por el con-
trario, la indemnización pretendida por el actor debe ser aceptada
,en cuanto a la razonabilidad de su derecho, sin que, como es obvio,
dedique opinión alguna a los alcances cuantitativos en que deba pros-
perar, lo cual quedará sujeto a los jueces de' la causa.

Así lo pienso -lo digo en principio sumariamente- porque a mi
modo de ver el caso, si bien ha tenido un cuidadoso enfoque por parte
de la Sala en lo civil y comercial federal que lo falló, no resultó
finalmente encuadrado en profundidad dentro del marco del dere-
cho administrativo que en su integridad lo tipifica, quedándose en
tal sentido a medias 'sin adentrarse -como a mi criterio es me-
nester para su pleno y justo tratamiento- en los principios y teo-
rías más modernas acerca de la responsabilidad estadual dentro
del ámbito del estado de derecho; en punto a este aspecto, no veo
.que el a qua haya definido ni con rigor ni exactitud la naturaleza
del haber asistencial de la ley 19.101, que toma prácticamente como
piedra basal en que funda la exclusión del derecho indemniza torio
pretendido por el accionante, ni que haya ofrecido argumentos va-
lederos a fin de revestir las razones por las que vino a limitar el
eventual derecho indemniza torio cuya procedencia admite a la me:
diación de un acto ilegítimo, supuesto ya superado en el momento
actual del desarrollo de la teoría sobre la responsabilidad extra con-
tractual del Estado.
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Porque si hay un aspecto de este problema que debe quedar muy
claro -yen esto el a qua hizo correcto hincapié- es que su encua-
dramiento jurídico pasa de modo exclusivo por la particularidad
normativa del derecho público, si bien luego el propio a qua empa-
lideció su aserto al ceñir en lo fundamental el espacio de ese 'dere-
cho a la aplicación de la ley 19.101y de modo eventual, como se dijo,
aunque con primacía conjunta de principios del derecho privado, al
supuesto aquí no dado del acto ilegítimo como fuente del 4año.

A mi modo de ver, la justa solución de este caso requiere poner
ante todo de resalto tres cosas:

a) Que la aplicabilidad del derecho público en el sub lite no pue-
de quedar constreñida a la ley 19.101; b) que tampoco se agota con
el supuesto del acto ilegítimo, sino que, opuestamente, el peculiar
contenido de los principios dimanantes de la también específica
naturaleza del derecho administrativo hace extender los alcances de
la teoría de la responsabilidad del Estado a las hipótesis c\e los da-
ños derivados de su legítima actividad, c) que se trata en la especie
de quién resul~ó seriamente incapacitado en el cumplimiento del
deber de la carga pública del servicio militar.

VII,

¿Por qué la aplicación del derecho público no se ciñe en el caso
a la ley 19.101?

Para responder a ,este interrogante es necesario dejar de modo
previo esclarecida la naturaleza del haber de asistencia que aquella
ley prevé.

Antes de ello, conviene a su vez dejar bien sentado que en la -vi-
gente concepción del derecho asistencial, previsional y de seguridad
social, el distingo conceptual entre el haber de tal ca:¡;ácter y cual-
quier tipo de derecho resarcitorio es nítido y concluyente y que, en
consecuencia, se encuentra de modo pacífico consagrado el principio
sustantivo de que el goce de haber o pensión asistencial no excluye la
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subsistencia del derecho resarcitorio, desde que ambos institutos res-
ponden a diversas fuentes y poseen naturalezas jurídicas distintas.
Mientras este último deviene del primitivo concepto de la obligación
de reparar el daño que" se causa y se 1.0 halla en los rudimentos dél
ordenamiento jurídico civil o común al margen de sus avatares en el
proceso evolutivo del derecho público respecto de la responsabili.
dad del Estado, el primero de dichos institutos, esto es, el haber
asistencial o previsional, es de más moderna data y está revestido
de exclusiva naturaleza pública, y su razón de ser radica. en la asu-
mida responsabilidad comunitaria de hacerse cargo, a través de
un sistema organizado, de cubrir la subsistencia y las necesidades
vitales de quienes ya no están en condiciones de efectuarlo, en con-
sonancia con fundamentos de política social.

Por tanto, el encontrarse amparado por los mecanismos nor-
mativos del derecho de la seguridad social y el hacerse merecedor
por ende del goce de un haber asistencial con arreglo a esa res-
ponsabilidad comunitaria asumida a fin de no privar a los seres
humanos de sus derechos mínimos a la subsistencia, en ningún
momento interfiere, ni deja pesar efecto alguno, en el campo dife-
rente de las relaciones jurídicas que nacen entre la persona que
infringió un daño y la que por su lado lo padeció ..

En tal, sentido, si bien no se me escapa que no hay en esta
materia precedentes jurisprudenciales diáfanos, sino más bien con-
tradictorios, creo que V.E., en el Fallo del. Tomo 300, pág. 958,
apuntó como nunca al correcto estudio del asunto y se avino a
darle la interpretación que más se compadece, a mi juicio, con las
trascendentes implicancias del entuerto, al sostener que los voca-
blos "retiro" y "pensión" no se asocian "con la idea de resarcimien-
to, reparación o indemnización, sino que poseen una notoria reso-
nancia previsional".

Por mi parte considero que ello es así: cuando se le otorga
al conscripto disminuido en su capacidad laboral de resultas del
servicio militar el haber de la Ley Militar -en el sub lite de la
ley 19.101-,(;on ello el estado agota el cumplimiento de su deber
asistencial, cubriendo la subsistencia alimentaria de quien resultó
incapacitado para hacerlo por su cuenta, mientras se desempeñaba
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en la conscripclOn, al modo de como cualquier trabajador está cu-
bierto por las normas previsionales, pero no salva, por esta vía,
su presunta responsabilidad por los daños causados, ni su deber
de repararlos integralmente ~on arreglo a sus dimensiones.

Deshecho, por tanto, la concepción a veces perfilada en otros
antecedentes de la Corte en particular, como en el caso de Fallos:
300:958, sostenida por la justicia en lo contenciosoadministrativo,
consistente en afirmar que este tipo de haber no se. trata de un
beneficio previsional típico sino que actúa como una suerte. de
indemnización "tasada" por la propia ley militar en sustitución de
la que pudiere caber mediante una acción común resarcitoria, el
cual viene a reparar el daño causado al conscripto como conse-
cuencia de un acto del servicio militar que está obligado a prestar
con carácter de "carga pública".

Así cabe deshe.charlo desde que, ante todo, atento al básico
monto del haber de referencia, éste tiende a cubrir tales aspectos
de subsistencia mínima, sin hacerse cargo de los distintos grados
de particularidades que corresponde tomar en cuentá al efecto de
establecer el tenor de las indemnizaciones dentro de la teoría gene-
ral resarcitoria. Por lo demás la exclusiva potestad legislativa de
fijar por ley la indemnización del daño causado por el Estado no
se compadece -como en detalle lo señalaré más adelante- con
las más amplias concepciones de la doctrina moderna respecto de
la responsabilidad extracontractual del Estacio, que en redor de
los valores conceptuales del "sacrificio especial" y de "la igualdad
ante las cargas. públicas" han venido a superar el criterio tradicio-
nal -entre nosotros sustentado con brillo por Bielsa, quien hablaba
de la "garantía legal"- de la irresponsabilidad extracontractual
del Estado salvo cuando una ley la determine.

VIII

Aclarado entonces que el haber asistencial prescripto para ca-
sos como el que aquí se trata por la ley 19.101 sólo reviste carácter
previsional de naturaleza meramente alimentaria y que, por tal
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motivo, su percepción por parte del causante ni cubre ni excluye
la indemnización efectiva del daño grave causado, cabe entrar al
análisis de la eventual procedencia del reclamo resarcitorio del ac-
tor, alende el goce de dicho haber.

Como paso anterior a ello procede dejar esclarecido un as-
pecto relevante, cual es si el acto que a la postre produjo el infor-
tunio del demandante fue o no uno de servicio, esto es, si fue legí-
timo o ilegítimo.

Es nítido que este problema se vincula por lo corriente en
todos estos casos a otro en apariencia sutil, cual es precisar si se
está frente a una cuestión de hecho -irrevisable por ende en esta
instancia salvo arbitrariedad- o una de derecho. Es obvio que
determinar si el acto ha sido o no uno legítimo de servicio, a pesar
de la estrechez con que a la par deben sopesarse los aspectos ex-
clusivamente fácticos y de prueba, configura una cuestión de derecho.

Al ser así, resulta revisable por esta vía la calificación de acto
de servicio legítimo establecida por el a qua y que es resistida por
el recurrente, quien en cambio reputa como ilegítimo y fuera de
los lindes propios del servicio militar el haber tenido que subir a
una considerable altura a fin de solucionar los desperfectos de
visión del aparato transmisor de un programa televisivo durante
un momento de esparcimiento en circunstancias de hallarse de
guardia.

Estimo que el a qua no ha interpretado de modo erróneo las
normas federales en juego al afirmar que el acto de mentas ha
sido un acto de servicio y por tanto legítimo de la actividad del
Estado.

Es cierto, como lo apunta el sentenciante, que en la medida
en que una indispensable cuota de recreación y esparcimiento debe
ser considerada como integradora de la actividad total y natural
del servicio militar, la necesidad de disponer, como en el caso,
el arreglo del televisor que servía como elemento de válida fuente
generadora de aquella razonable cuota recreativa, debe ser reputada
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válida, como emergente, aunque un enfoque superficial pudiera con.
trovertirlo, de la propia vida integral del cuartel. Las circunstancias
en que la orden se dispuso, el grado de riesgo o de inseguridad que
significó cumplirla, la eventual negligencia de quien llegó a orde-
narla, sin atender todos los hipotéticos riesgos, son aspectos laterales
fácticos que no disminuyen, en principio, el carácter jurídico de
servicio que, como queda dicho, razonablemente posee el acto.

Sobre este particular, entonces, descarto los agravios del actor
tendientes a desvirtuar la mencionada legitimidad del acto, la cual,
de su lado, fue a su vez declarada por la autoridad militar en las
actuaciones administrativas que se labraron al efecto de disponer la
procedencia del haber asistencial de la ley 19.101.

IX

Empero, la reconocida legitimidad del acto de servicio cumplido
por el actor y que desencadenó su desgracia no lleva, como vino a
estimarlo el a qua, al rechazo, por esa razón, del reclamo resarci-
torio deducido por aquél, desde que, como ya lo anticipé, no es co-
rrecta la limitación que el juzgador efectuó acerca de la responsa-
bilidad extra contractual del Estado, al sujetarla al supuesto de que
la orden obligada a cumplir p'or el conscripto que resultase dañado
debió provenir del superior que incurriese en abuso o desvío de
poder, al encargar el cumplimiento de un acto manifiestamente irra-
zonable y ajeno a la natural actividad militar.

En el sub examine, como quedó dicho e~ el anterior acápite, el
acto que cumplió el demandante fue un legítimo acto de servicio
tal como fue reconocido por la autoridad militar y por el a qua y
justamente por ello es que la pregunta que sigue .se impone:

¿Agota el sentido de plena justicia que el ciudadano, quien por
razón del deber constitucional de prestar servicio militar haya
quedado gravemente dañado con motivo de un acto legítimo de ser-
vicio, pueda no tener derecho al resarcimiento integral del daño pa-
decido, y a diferencia de lo que acontece en la relación jurídica labo-
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ral, a la que se liga por su exclusiva voluntad y no por mandato
constitucional, sólo le cuadre aspirar al goce alimentario del haber
legal de naturaleza asistencial?

He aquí el nudo central del litigio, cuyo enfoque correcto, en,
definitiva, no pasa por las estrechas vías del derecho tradicional
construídas sobre la base de los principios del ordenarpiento norma-
tivo común, en especial por lo atinente a las figuras que regulan los
arts. 1109 y 1113' del Código Civil, que sirviesen para contemplar
por parte de la jurisprudencia de V.E. la responsabilidad extra-
contractual del Estado por los acaos ilegítimos llevados a cabo por,
los funcionarios o dependientes, a partir del famoso caso "Devoto",
sino que debe solucio,narse a la luz más amplia y connatural del
moderno derecho administrativo.

Precisamente en un pronunciamiento de no hace mucho V.E. '
vino a dar un substancioso giro al respecto, al declarar en una causa
donde se cuestionó la responsabilidad del Estado derivada del mal
cumplimiento de sus funciones' al prestar un servicio, que lo así
puesto en juego es la responsabilidad extracontractual del Estado
en el ámbito del Derecho Público "que no requiere, como fundamen-
to de derecho positivo, recurrir al arto 1113 del Código Civil al que
han remitido desde' antiguo, exclusiva o concurrentemente, senten-
cias anteriores de esta Corte en doctrina que los actuales integran-
tes no comparten (ver Fallos: 259:261; 270:404; 278:224; 288:362;
290: 71; 300: 867). En efecto, no se' trata de una responsabilidad in-
directa la que en el caso se compromete, toda vez que la actividad
de los órganos o funcionarios del Estado realizada para el desen-
volvimiento de los fines de las entidades de las que dependen, ha de
ser considerada propia de éstas, que deben responder de modo prin-
cipal y directo por sus consecuencias dañosas ("Vadell, Jorge Fer-
nando c/Buenos Aires, Providencia de s/indemnizaci6n", fallo del
18 de diciembre de 1984).

Este último co?cepto, la peculiar naturaleza de la responsabi-
lidad del Estado dimanante no del derecho común sino del público,
al margen de las diferencias de los casos, me sirve como pie para
entrar al análisis final del sub judice.
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x

El mentado concepto del caso "Vadell" es el siguiente: la acti-
vidad de los órganos o funcionarios del Estado es la propia de
éste, quien debe responder de modo principal y directo de sus con-

secuencias dañosas.

Fue el agudo administrativista Mayer uno de los primeros en
hablar de la obligación que contrae el Estado cuando causa daño,
aunque el acto que 10 ocasiona sea legal, en la medida que se per-
judique aun ciudadano de manera desigual y despropoI'cionada
con respecto al resto o generalidad. Ello se conoce en. doctrina como
la "teoría del sacrificio especial", cuyo sentido último sería la obli-
gación de indemnizar por parte del Estado o comunidad jurídica-
mente organizada dicho sacrificio especial generalizándolo, es de-
cir cargándolo equitativamente a la comunidad toda, que restituye
de tal suerte el empobrecimiento al particular especialmente afectado.

Teissier, por su lado, en consonancia, concibió a su turqo la lla-
mada "teoría de la igualdad ante las cargas públicas", siendo uno
de los primeros juristas que. se opusieron a la aplicación lisa y llana
del Código Civil en materia de responsabilidad estatal, propiciando
en cambio la vigencia. de los principios del Derecho Público. Los
ciudadanos -vino a decir en esencia- no deben sufrir más los
unos que los otros las cargas impuestas en el interés de todos; a
su criterio, parejo al de Mayer, ,los daños excepcionales, los acci-
dentes que el Estado pueda generar en el ejercicio de sus funciones
propias a algunos particulares deben ser soportados, asumidos, por
el pleno de la sociedad. Empero, de modo francamente ilógico y
por ende, a mi entender, equivocado, no se sintió habilitado a ex-
tender sus inteligentes y justas concepciones a .las consecuencias
de la actividad legítima estatal, como si la en principio amplia
igualdad de sacrificio potencial de cada uno de los ciudadanos tu-
viera eficacia equitativa para disipar la nítidamente injusta situa-
ción de que en la realidad sean los pocos efectivamente dañados
quienes deban sacrificarse al unísono paradojal de las ventajas con
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las que, con dicho sacrificio a cuestas, ha venido a beneficiarse el
resto con el servicio de la carga.

Sobre él a mi juicio valedero apoyo de las dos teorías ante-
~ichas, que, en el actual derecho comparado, han tenido eco en
doctrinarios como Renato Alessi y Fernando Garrido Falla, entre
otros, que en general postulan el principio de la debida indemni-
zación objetiva del Estado con prescindencia de la existencia de
.culpa es decir, de la necesidad comunitaria de asumir el sacrificio
especial y de la igualdad ante las cargas públicas, sin atender en
este caso, a la equivocada limitación a los actos ilegítimos, pienso
que cuando como en el caso sub examine .quien cumple con el ser-
vicio militar por virtud de la carga pública constitucional, re,su1ta
seriamente dañado por un acto de servicio, 'el Estado, de modo
principal y directo debe resarcir el daño, salvando así la flagrante
injusticia del sacrificio especial que implicaría .la inadmisible desi-
gualdad ante las cargas públicas.

Entre nosotros, Cassagne -quien dedicó al tema varios traba-
jos- apunta con buen criterio que comparto, que tal doctrina- tiene
base constitucional desde que se consagra que la igualdad es la
base de las cargas públicas (art. 16). En consecuencia, cabe des-
tacar que cada ciudadano, al ser convocado al servicio de armas,
ofrenda legítimamente la afectación de sus derechos individuales
hasta el límite de la legalidad, la razonabilidad y la carga equita-
tiva de los sacrificios y si .cada uno de los conscriptos está obligado
a cumplir con esta carga de los actos de servicio, ninguno en espe-
cial está obligado en cambio a soportar individualmente por enci-
ma de los demás sus consecuencias excepcionalmente dañosas más
allá de tal límite de legalidad y razonabilidad.

Una cosa -vale recalcarlo- es la legitimidad del acto en aso-
nancia con la legitimidad de la cuota de sacrificio general iguali-
tario y otra muy distinta la ilegitimidad del daño especial que even-
tualmente de aquél se deriva si éste no se compensa; y la carga
pública y el sacrificio general únicamente pueden estar referidos
a los. alcances legítimos del acto, pero es obvio que no pueden
extenderse a sus ilegítimas consecuencias particularmente dañosas.
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En el caso, para ejemplificar con propiedad, cabe aceptar que
el actor estuvo legítimamente obligado a soportar la carga pública
del servicio, militar -no carece de relevanc,ia poner de resalto que
lo estuvo por segunda vez, al haber sido convocado de nuevo por
la guerra de las Malvina's- con la cuota de sacrificio general y de
igualdad ante la carga que ello supone, y dentro del servicio tam-
bién estuvo, al menos en principio legítimamente obligado a cum-
plir el acto de servicio en cuestión, esto es, subir a reparar la ante-
na, mas a lo que no puede estar legítimamente obligado es a sopor-
tar, sin que la comunidad se lo compense, el grave daño que por
el cumplimiento del acto le devino a él en particular, cuando el
Estado debía a él, como lo hizo con el resto, reintegrarlo a la vida
civil en las mismas condiciones de salud e integridad física con
que ingresara a cumplir con la carga.

XI

La tesis precedentemente expuesta Y que en síntesis consiste
en afirmar la obligación que asume el Estado de indemnizar al
ciudadal)o que, por motivo del cumplimiento de la carga, pública
del servicio militar, queda inutilizado de resultas de un legítimo
acto de servicio, requiere para concluír de las siguientes precisio-

nes finales:

19) Dentro del enfoque del Derecho ,Público, y en especial res-
peCto del daño. derivado del cumplimiento de un acto de servicio
por razón de la carga pública del servicio militar, no corresponde
la aplicación lisa y llana de los preceptos del Derecho' Común, desde
que la naturaleza pública de la obligación que liga al conscripto con
el Estado difiere substancialmente de los supuestos plenamente al-
canzados por el Derecho Civil, tal diferencia se traduce en la cir-
cunstancia de que la actividad pública pueda generar daños legíti-
mos al particular que no pueden ser cubiertos en todos los casos
'en plenitud por la teoría civil de los hechos ilícitos, porque son
daños necesariamente infringidos en aras del orden o la seguridad
públicas, como en especial acontecede en la actividad por defini-
ción riesgosa del servicio militar. De allí que decidir cuáles son
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los daños indemnizables por dicha actividad y sobre cuáles bases,
es estricta competencia del derecho administrativo, allende la razo-
nable circunstancia de que en muchos casos el tenor de los dere-
chos afectados obliguen a la aplicación analógica del derecho común.

Al respecto cuadra volver a advertir que la actividad militar es
por naturaleza en grado sumo riesgosa, motivo por el que la even-
tualidad de resultar dañado es sin duda una circunstancia muy posi-
ble y debe interpretarse como parte del sacrificio general que el
cumplimiento de la carga impone a los ciudadanos. El resarcimien-
to, entonces, del daño efectivo no puede razonablemente emerger
de los preceptos que regulan la responsabilidad común de los he-
chos ilícitos, atento a la naturaleza pública de la relación vinculante
en cuyo ámbito deviene el daño, sino de las propias concepciones
y principios que regulan el derecho administrativo.

En la especie, si bien entonces la circunstancia de resultar da-
ñado sería legítima cuando deriva del mero infortunio con motivo
de un acto legal de servicio, e inapropiado, por ende, aplicar sin
más el principio de la cosa riesgosa del 1113 del Código Civil la
consecuencia dañosa debe reputarse ilegítima sino se le compensa
al particular afectado el sacrificio especial, porque vendría a vio-
larse el principio de la igualdad ante las cargas públicas consagra-
do en el arto 16 de la Constitución Nacional.

2~) Esta particularidad del sub lite torna asimismo razonable
limitar la indemnización al daño emergente, con exclusión del lucro
cesante, como ocurre en la teoría general de la responsabilidad del
Estado por su actividad legítima.

3~) En principio, tal tesis resulta válida para atender como en
el sub lite, la inutilización resultante de un accidente que se sufre
en acto de servicio cm?plido en tiempos de paz, o aun de guerra,
en circunstancias ajenas al combate, sin que las razones expresadas
hayan venido a tener en cuenta -por no ser del caso- supuesto de
los daños directamente sufridos en acciones bélicas.

4~) No empece a la aplicación de dicha tesis al sub judice las
relativas dudas emergentes de la prueba, en torno a si el actor obró
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por su iniciativa o en cumplimiento de una orden expresa de un
superior, toda vez que dadas las características de la rigurosa vida
militar, máxime si se tiene en consideración que el hecho se pro-
dujo durante un servicio de guardia, haya o no mediado dicha or-
den expresa la acción debe reputarse -y no existe prueba en con-
trario- cuanto menos autorizada por la autoridad jerárquica, lo
cual equivale a los efectos de que se trata, a una orden tácita.

S'?) Unicamente cabría, en principio, excusar de responsabilidad
al Estado en un supuesto como el de autos si se tratara de un
hecho que no pudiera encuadrarse como de servicio, y que fuera
ejecutado mediante su exclusiva iniciativa por el conscripto, o bien
que, eventualmente, aun siendo un legítimo acto de servicio haya
mediado en la materialización del infortunio decisiva imprudencia
o negligencia del soldado, o bien culpa grave o dolo, extremos estos
últimos no acreditados en la causa (conforme aplicación analógica
del arto 1113 del Código Civil).

6'?) Toda la teoría expuesta es válida para el supuesto del daño
derivado de un acto de servicio legít~mo cuando media el infortu-.
nio, sin que atienda los casos en que la fuente del daño provenga
de la culpa o negligencia de la autoridad militar, o de actos ile-

gítimos.

XII

En cuanto al recurso extraordinario deducido por la accionada
estimo que no debe prosperar, toda vez que ~a procedencia del daño
moral referido no al accidente en sí sino a las consecuencias deri-
vadas de su atención en el hospital militar resulta prima facie pro-
cedente, desde que -así lo tiene aceptada la doctrina- la circuns-
tancia de que el caso, como lo apunta la apelante, esté regido por
el derecho público no obsta a que éste, por analogía, pueda recu-
rrir a los preceptos del derecho común para avalar el reconoci-

miento de un derecho.

Que el caso no se agota con la aplicación de la ley 19.101 como
el recurrente pretende es un tema ya analizado precedentemente
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y no resulta irrazonable la acogida del reclamo con referencia a
lo normado en los arts. 1112 y 1078 del Código Civil por el hecho
ilícito de la mala atención médica que el a qua tuvo por probada
en autos, aspecto éste de índole fáctica irrevisable en esta instan-
cia excepcional, al igual que el referente al rubro "gastos de medi-
camentos", sobre el cual sólo cabe advertir la mera discrepancia
del recurrente con los criterios valorativos del juzgador, lo cual
no alcanza a fundar la tacha de arbitrariedad.

En razón de todo lo expuesto, opino que corresponde rechazar
el recurso extraordinario deducido por la accionada y acoger, en
cambio, el interpuesto por el actor, dejándose sin efecto la sen-
tencia apelada en cuanto a la materia de este último, debiéndose
devolver los autos al tribunal de origen para que por medio de
quien corresponda, dicte uno nuevo con arreglo a lo expuesto. Bue-
nos Aires, 24 de mayo de 1985. Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 5 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Gunther, Fernando Raúl e/Estado Nacional
(Ejército Argentino) s/sumario".

'Considerando:

19) Que contra el pronunciamiento de la Sala II de la Cámara
Nacional de Apelaciones en lo Civil. y ComercIal Federal que, al
modificar el fallo de la instancia anterior, admitió en' forma par-
cial la demanda por los daños y perjuicios causados al actor con
motivo del accidente sufrido mientras cumplía el servicio militar.
obligatorio, las partes dedujeron los recursos extraordinarios que'
fueron concedidos a fs. 317. También la actora mterpuso el recurso
ordinario de apelación autorizado por el arto 24, inciso 69, apar-
tado a), del decreto-ley 1285/58 que, denegado, motivó la deduc-
ción de la queja ¡que corre agregada por cuerda.
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2'?) Que, según conocida jurisprudencia de esta Corte, para la
procedencia del recurso ordinario de apelación en tercera instancia
en causa en q].le la Nación directa o indirectamente revista el carác-
ter de parte, resulta necesario demostrar que el "valor disputado
en último término';, o sea aquél por el que se preten~e la modifi.
cación de la condena o "monto del agravio" excede el mínimo legal
a la fecha de su interposición (Fallos: 245:46; 246:303; 297:393;

302:502).

3'?) Que la apelante no ha demostrado sobre la base de las cons-
tancias de la causa el cumplimiento del citado recaudo, puesto que
aun cuando la determinación del monto litigioso pueda ser referida
a un tiempo anterior al señalado en el auto denegatorio (fs. 279),
el fallo impugnado hizo lugar en parte a su pretensión, por lo que
la sustancia económica discutida no se hallaría. representada por
las sumas. reclamadas en la demanda sino por la diferencia entre
las fijadas y las mayores a las que aspira la recurrente, porque tal
sería el valor disputado en último término (Fallos: 261:394; 283:
392; 285: 185; H.115-XIX, "Hilanderías Olmos, S.A. s/intervención
órgano judicial- incidente de veedores (regulación honorarios) ", del
28 de junio de 1984). Dicha falencia da sustento adecuado a la dene-
gación de dicho remedio procesal e impone desestimar la queja res-

pectiva.

4'?) Que, en cambio, en lo concerniente al recurso extraordinario
también interpuesto por la actora, sus agravios sí suscitan cuestión
federal bastante para su tratamiento por esta vía, toda vez que se
halla en tela de juicio la interpretación y, en su caso, la constitu-
. cionalidad de los arts. 77 y 78 de la ley 19.101, de carácter federal,
.en cuanto supuestamente limitativos del derecho resarcitorio de
quienes sufran durante la prestación del servicio militar una dis-
minución o incapacidad para el trabajo en la vida civil.

S'?) Que el actor reclamó -con fundamento en los arts. 1109 y
1113 del Código Civil- la indemnización de los mayores daños irro-
gados mientras cumplía el servicio militar al cual había sido nue-
vamente convocado a fines del año 1978, originados en su caída des-
de el techo de la cantina del batallón del que formaba parte, donde
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se hallaba reparando los desperfectos de la antena de un aparato
de televisión que transmitía el desarrollo de una carrera automo-
vilística, observado por un grupo de soldados y suboficiales de
guardia. Tal infortunio, que trajo aparejado el seccionamiento de
la médula espinal y la consecuente parálisis de la mitad inferior
de su cuerpo, determinó que el Estado -previo encuadramiento
del hecho como un "acto de servicio" y reconbciendo una incapa-
cidad equivalente al 100% de la total obrera- le otorgara el haber
de retiro previsto por los arts. 77 y 78, de la ley 19.101, consis-
tente en la percepción, de por vida, del sueldo y suplementos gene-
rales del grado de cabo.

6~) Que el tribunal a qua sólo admitió la procedencia del resar-
cimiento de los daños material y moral emergentes de la defectuosa
atención posterior al accidente, pues concluyó que al no concurrir
un supuesto de dolo o culpa grave de las Fuerzas Armadas ni un
abuso en el cometido encomendado, la responsabilidad del Estado
se llallaba limitada a lo prescripto por la ley específica, aplicable
a los ciudadanos que se hallan bajo "estado militar", de conformi-
dad con lo dispuesto por los arts. 21 y 67, inciso 23, de la Consti-
tución Nacional y lo resuelto por la jurisprudencia de esta Corte
(Fallos: 184:378; 197:561; 204:428; 207:176; 291:280).

7~) Que por encima de lo que las leyes parecen decir literal.
mente, es propio de la interpretación indagar lo que ellas dicen jurí-
dicamente, o sea, en conexión con las demás normas que integran
el ordenamiento general del país (Fallos: 241:227; 249:37; 301:
1149), de modo de obtener su armonización y concordancia entre
sí y, especialmente, con los principios y garantías de la Constitu-
ción Nacional (Fallos: 296:22) y sentencia del 5 de marzo de 1985,
in re: L.91-XX, "Luna, Juan Sebastián e/Ferrocarriles Argentinos
s/ordinario", considerandos 12 y 13).

8~) Que si bien es cierto que la jurisprudencia de este Tribunal
-en otras composiciones- se ha manifestado en sentido contrario
a la admisibilidad de reclamos como el sub examine, cuando se ha
otorgado al soldado o, en su caso, a sus derechohabientes el haber
mensual previsto por las normas impugnadas, tal doctrina se ha
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apoyado en la necesidad de evitar la acumulación de beneficios que
respondan a la misma finalidad "resarcitoria" del daño producido
(Fallos: 291:280, considerando 12). Es decir, según esta doctrina,
el haber de retiro que percibe la víctima o sus deudos tiene "natu-

raleza resarcitoria".

9?) Que, sin embargo, y con posterioridad a los antecedentes
jurisprudenciales reseñados, esta Corte ha ahondado en los alcan-
ces de tales preceptos y les ha otorgado carácter previsional, con-
clusión reforzada, en el caso, por la terminología empleada por el
legislador en las denominaciones de los capítulos integrantes de
los títulos III y IV de la ley citada, así como por la finalidad que
informa la nota de elevación del proyecto de ley al Pod~r Ejecu-
tivo, donde se señala que para las modificaciones introducidas se
ha tenido en cuenta "ia evolución de la doctrina previsional en nues-
tro país y en el mundo entero".

10) Que, así, ha dicho esta Corte en Fallos: 300:958 qve ";os
vocablos retiro y pensión no se asocian, en efecto, con la idea de
resarcimiento, reparación o indemnización, sino que poseen una
notoria resonancia previsional, referida tanto a quienes, sea por su
edad o por incapacidad, deban abandonar el servicio, como aque-
llos a los que aquel ordenamiento confiere beneficios que nacen
en su cabeza como secuela del fallecimiento de un pariente de los
aÍlí enumerados". Si bien es verdad que los conscriptos no pue-
den pasar a retiro (art. 68), en el caso de quedar disminuidos para
el trabajo en la vida civil, por actos del servicio militar, percibirán
un haber en la forma y cantidad, equiparable a los retiros mili-
tares propiamente dichos, tal cual resulta de las normas pertinentes.

11) Que la inteligencia asignada en el considerando precedente
a las normas en juego encuentra decidido apoyo, además, en el
limitado monto del haber, lo que da una idea cabal del carácter
alimentario y asistencial que reviste y que, obviamente, no puede
cubrir los distintos aspectos que deben evaluarse a fin de estable-
cer la reparación conforme a un adecuado enfoque de la respon-
sabilidad emergente de los daños producidos a la víctima; bien
entendido que la circunstancia de que en el sub lite sea el mismo
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Estado el sujeto pasivo de ambos debei"es -"asistir" y "reparar"-
no puede llevar a confundir la diversa finalidad de las prestacio-
nes consiguientes, extremo que resulta con mayor claridad si se
visualiza el caso desde la óptica de la reglamentación legal y pre-
visional propia de los trabajadores en relación de dependencia.

12) Que, en este sentido, el administrado que cumple el ser-
vicio militar hace en realidad una prestación obligatoria al Estado,
que lo incorpora a sus filas por medio de un acto unilateral, apro-
vecha y utiliza sus servicios, del mismo modo -aunque con las
particularidades del estado militar- que un empresario con rela-
ción a un trabajador. Si este último sufre un accidente, con mo-
tivo o en ocasión de su trabajo, que lo incapacita para continuar
en él, percibirá del Estado la pensión por invalidez que acuerdan
las leyes respectivas; pero, además, respecto de su empleador, será
titular de una acción de resarcimiento de los daños causados.

13) Que, por otra parte, y aún cuando el conscripto se en-
cuentra en una relación de derecho público administrativo con el
Estado, tal circunstancia no invalida el funcionamiento de las re-
glas propias de la responsabilidad extracontractual cuando no sólo
la ley específica no contiene disposición prohibitiva o limitativa que
impida su aplicación sino que, además, otros ordenamientos legales
atingentes a esta materia, inch.iyen al Estado como destinatario de
aquélla. En efecto, el arto 2e;> de la Ley de Accidentes de Trabajo dis-
pone que "el Estado Nacional, las Provincias o las Municipalidades
responderán asimismo de los accidentes ocurridos a las personas
obligadas a prestar un servicio con carácter de carga pública"; y
más precisamente su arto 13 bis consagra la compatibilidad de be-
neficios cuando establece' que "la indemnización acordada por esta
ley no excluye ni suspende ninguno de los beneficios establecidos
en las leyes de jubilaciones, pensiones y subsidios~'.

14) Que el hecho de que la acción se haya fundado en el sub
examine en las normas del derecho civil que regulan la responsa-
bilidad cuasidelictual no constituye óbice decisivo a esta interpre-
tación, toda vez que el particular damnificado se ha limitado a
ejercer la opción que -para tales circunstancias- regula el arto 17



1144 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

de la ley 9688 y, en todo caso, la responsabilidad que fijan los arts.
1109 y 1113 del Código Civil sólo consagra el principio general esta-
blecido en el arto 19 de la Constitución' Nacional que prohíbe a los
"hombres" perjudicar los derechos de un tercero. El principio del
alterum non laedere, entrañablemente vinculado a la idea de repa-
ración, tiene raíz constitucional y la reglamentación que hace el
Código Civil en cuanto a las personas y las responsabilidades con-
secuentes no las arraiga con carácter exclusivo y excluyente en el
derecho privado, sino que exprésa un principio general que regula
cualquier disciplina jurídica. Ninguna disposición constitucional
destaca la posibilidad de un tratamiento distinto entre las perso-
nas privadas o públicas (Estado) y el arto 100 de la Carta Magna
menciona a la Nación como justiciable por cualquier clase de cau-
sa, por lo que resulta indudable también desde este ángulo la exis-
tencia de responsabilidad estatal en el sub lite.

15) Que, admitida la existencia en el plexo legal y constitu-
cional de disposiciones que reconocen el derecho a un resarci.
miento de los mayores daños causados a la víctima, la tacha de
arbitrariedad formulada contra el fallo también resulta procedente,
toda vez que para concluir sin más en la culpabilildad del actor,
el tribunal a quo prescindió de la consideración de la confesión
ficta de la demandada, en la cual el Estado reconoce las condi-
ciones de precariedad y de falta de seguridad en que se desen-
volvió la tarea realizada por el conscripto Gunther (fs. 47/48). Ante
la ausencia de todo otro medio de convicción adverso (art. 417 del
Código Procesal) no aparece razonable el encuadramiento del su-
puesto en la eximente prevista en la segunda parte del arto 1113 del
Código Civil, sin que quepa en esta oportunidad el examen del
acto realizado como con figurativo o no de "un acto de servicio",
puesto que ello resultó admitido ab initio por la demandada, y así
resulta además del expediente tramitado en sede administrativa a
los fines del otorgamiento del haber que percibe la actora.

16) Que en tales condiciones y sentado que la determinac:i6n
de los daños constituye objeto propio de los jueces de la causa
y extraño a esta instancia de excepción, sólo resta considerar el
recurso extraordinario deducido por el Estado Nacional, circuns-
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cripta al reconocimiento por la alzada de los .daños material y
moral originados en la negligente atención hospitalaria posterior.
Admitida la aplicación de las normas de derecho común en el ám-
bito del derecho público según lo señalado en el considerando 14),.
los reparos propuestos por la apelante sólo trasuntan meras discre-
pancias con relación al alcance de aquéllas y a la valoración de las
circunstancias de hecho debatidas en el proceso, aspectos que se
encuentran al margen de esta vía excepcional, que según conocida
jurisprudencia de e¡;te Tribunal no tiene por objeto sustituir a los
jueces en la resolución de cuestiones que les son privativas ni habi-
lita una tercera instancia para debatir temas no federales (Fallos:
298:360; 301:909).

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado en sentido con-
~Ol'dante por el señor Procurador General, se desestima la queja,
se declara improcedente el recurso extraordinario interpuesto por
la demandada y se hace lugar al deducido por la actora, dejándose
sin efecto la sentencia apelada en cuanto a la materia de este último.

JOSÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT (en. disi-
den.cia pá¡'cial) - ENRIQUE SANTIAGO PE-

TRACCHI - JORGE ANTONIO BACQUÉ.

DISIDENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FAYT

Considerando:

1?) Que contra el pronunciamiento de la Sala II de la Cámara
Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal que, al
modificar el fallo de la instancia anterior, admitió en forma par-
cial la demanda por los daños y perjuicios causados al actor con
motivo del accidente sufrido mientras cumplía el servicio militar
obligatorio, las partes dedujeron los recursos extraordinarios que
fueron concedidos a fs. 317.
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2?) Que el actor reclamó -con fundamento en los arts. 1109
y 1113 del Código Civil- la indemnización de los 'mayores daños
irrogados mientras cumplía el servicio militar al cual había sido
nuevamente convocado a fines del año 1978, originados en su caída
desde el techo de la cantina del batallón del que formaba parte,
donde se hallaba reparando los desperfectos de la antena de un
aparato de televisión que transmitía el desarrollo de una carrera
automovilística observado por un grupo de soldados y suboficiales
de guardia. Tal infortunio, que trajo aparejado el seccionamiento
de la médula espinal y la consecuente parálisis de la mitad infe-
rior de su cuerpo, determinó que el Estado -previo encuadramien-
to del hecho como un "acto de servicio" y reconociendo una inca-
pacidad equivalente al 100% de la total obrera- le otorgara el
haber de retiro previsto por los arts. 77 y 78 de la ley 19.101, con-
sistente 'en la percepción, de por vida, del 'sueldo y suplemento
generales, del grado de cabo.

3?) Que el tribunal a qua sólo admitió la procedencia del re-
sarcimiento. de los daños material y moral emergentes de la defec-
tuosa atención posterior al accidente, pues concluyó que al no con-
currir un supuesto de dolo o culpa grave de las Fuerzas Armadas
ni un abuso en el cometido encomendado, la responsabilidad del
Estado se hallaba limitada a lo prescripto por la ley específica,
a'plicable a los ciudadanos que se hallan bajo "estado militar", de
conformidad con lo dispuesto por los arts. 21 y 67, inciso 23, de
la Constitución Nacional y lo resuelto por la jurisprudencia de esta
Corte (Fallos: 184:378; 197:561; 204:428; 207:176; 291:280).

4?) Que el punto referente a la' inexistencia' de dolo o culpa
por parte dE: la demandada es una cuestión de índole fáctica, que
ha sido resuélta por el a qua con una sólida fundamentación, que
torna inaplicable al caso la doctrina excepcional de la arbitrariedad
(Fallos: 297:100; 299:226; causas D.23.xX."Delgado Báez, BIas A.
c/S.I.P.A. y otros", y D.412.xX. "Druett, Fábrica de Maquinarias
Agrícolas S.A. clArizmendi, Fernando M.", sentencias del 26 de
marzo y del 18 de abril de 1985, respectivamente, entre muchas
otras), por lo que su decisión, en este aspecto, no es revisable en
la instancia extraordinaria.
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59) Que, esto sentado; cabe analizar la responsabilidad extra-
contractual que pudiera caberle a la demandada por los daños su-
fridos por el actor, sin culpa por parte de aquélla. Esta respon-
sabilidad fue admitida por la Corte, que reconoció al hacerlo que
ella era de índole constitucional (Fallos: 195: 66; 247: 432; 302: 159).
~as disposiciones constitucionales tenidas en cuenta al sentar esa
doctrina eran los arts. 14 y 17 de la Constitución Nacional, en tanto
se refieren al.derecho de propiedad. En el caso será necesario, ade-
más, tener presente la obligación contenida en el arto 21 de la Cons-
titución Nacional en el mom,ento en que deba realizarse la herme-
néuti~a de las disposiciones constitucionales y legales aplicables.

69) Que en los casos citados, en que admitió la responsabilidad
referida, tras esta admisión, el Tribunal agregó que a falta de dis-
posiciones legales expresas para hacer efectivos los resarcimientos
que correspondieran, cabía remitirse a los principios generales del
derecho y a las disposiciones que rigen situaciones análogas (Fa-
llos: 195: 66; 274: 432); para esto, cuando se trataba de situaciones
equiparables conceptualmente, reconoció la función del derecho ci-
vil como legislación subsidiaria del derecho administrativo (Fallos:
183: 234; 191: 490; 208: 87), especialmente cuando se trataba de cues-
tiones patrimoniales, que tienen en el Código Civil un régimen ju-
rídico de ajustada aplicaciÓn (Fallos: 237: 452; 296: 672).

79) Que de la doctrina citada se desprende que tal aplicación
supletoria de normas de derecho común, en causas en que estaba
en juego la responsabilidad del Estado por hechos o actos acaeci-
dos sin culpa del responsable, tuvo 'como condición la falta de una
legislación propia en el campo del derecho público, que determi-
nara el modo de establecer la indemnización debida.

89) Que esto no ocurre en el sub examine, en que las dispo-
siciones cuestionadas de la ley 19.101 contienen previsiones que
reglan aquella materia.

Una inteligencia distinta que sostuviera la insuficiencia de las
reparaciones previstas en dicha ley, que pretendiera aplicar en
este caso, tal como se hizo en supuestos diferentes, disposiciones
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extraídas del derecho común, no tendría en cuenta el plexo norma-
tivo aplicable, en el que ocupa un lugar capital el arto 21 de la
Constitución Nacional, que impone a los ciudadanos la obligación
de armarse en defensa de la Patria.

99) Que esta obligación hace inadecuado pensar en que quepa
aplicar al sub lite normas del derecho común, que están destinadas
a proteger los derechos de los habitantes en situaciones radical-
mente diferentes. Tal aplicación desnaturalizaría el carácter del ser-
vicio militar, que encierra siempre un álea bélica, y que por im-
perio de la Constitución se impone a los ciudadanos como una
obligación.

Admitir lo contrario impondría al Estado una responsabilidad
desproporcionada, atento a la magnitud de la citada álea, frente a
la .cual la Nación requiere un esfuerzo de los ciudadanos que pre-
cisamente asegure su defensa, por encima de la carga económica
que supondrían otras modalidades de hacer frente a los requeri-
mientos militares, dentro de las cuales fueran aplicables las insti-
tuciones del derecho común, en cualquiera de sus ramas -aun
aquéllas que revisten carácter tuitivo-.

10) Que en cuanto al recurso interpuesto por la demandada,
éste está referido a las indemnizaciones que el a qua consideró
procedentes por las consecuencias derivadas del accidente, y no
por este hecho en sí, que fue encuadrado como acto de servicio.

11) Que aducida la culpa del Estado en cuanto a la atención
médica que recibió el actor, la situación es distinta de la planteada
por el hecho del accidente, en el que no medió tal culpa.

La falta de previsión de dicho supuesto en el derecho público
aplicable, obliga a considerar si los argumentos vertidos sobre la
Índole de la institución establecida por el art. 21 de la Constitución
Nacional impiden, también cuando media culpa del responsable, im-
poner al Estado la satisfacción de reparaciones patrimoniales.

12) Que,' en efecto, correspondería excluir tales reparaciones
cuando las exigencias materiales derivadas de ellas impidiesen una
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eficaz defensa de la NaCión, comprometiendo así su continuidad
t integridad, ya que cabe .interpretar que la intención del Cons-
tituyente, al establecer el texto del citado arto 21 de la Constitución
Nacional fue precisamente, anteponer la defensa de la Patria a
requerimientos de índole económica.

13':') Que aquella hipótesis de fundamental urgencia no se dio
en el sub lite, en que la atención médica no se le brindó al actor
en un teatro de operaciones militares, ni en Ul1a situación bélica
actual, lo que aventa toda consideración que no permita aplicar
la jurisprudencia citada de esta Corte, que admitía la aplicación
supletoria del derecho común en materia de responsabilidad del
Estado.

14':') Que como consecuencia de todo lo expuesto no cabe sino
concluir que los reparos de los apelantes sólo trasuntan sus dis-
crepancias. con el alcance que acordó el a qua a la legislación apli-

"-
cable y con la valoración de las circunstancias de hecho debatidas,
aspectos que no autorizan la apertura de la vía excepcional del
recurso extraordinario (Fallos: 298: 360; 301: 909) .

Por ello, habiendo dictaminado el señor Procurador General, se
declaran improcedentes los recursos extraordinarios interpuestos.

CARLOS S. FAYT.

VOTO DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FAYT

Considerando:

1':') Que contra el pronunciamiento de la Sala JI de la Cámara
Nacional de Apelaciones en 10 Civil y Comercial Federal que, al
modificar el fallo de la instancia anterior, admitió en forma par-
cial la demanda por los daños y perjuicios causados al actor con
motivo del accidente sufrido mientras cumplía el servicio militar
obligatorio, la actora interpuso el recurso ordinario de apelación
autorizado por el arto 24, inc. 6':';apartado a), del decreto-ley 1285/
58 que, denegado, motivó la deducción de la presente queja.



1150 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

29) Que, según conocida jurisprudencia de esta Corte, para la
procedencia del recurso ordinario de apelación en tercera instancia
en causa en que la Nación. directa o indirectamente revista el ca-
rácter de parte, resulta necesario demostrar que el "valor dispu-
tado en último término", o sea aqué~ por el que se pretende la
modificación de la condena o "monto del agravio" excede el míni-
mo legal a la fecha de su interposición (Fallos: 245:46; 246:303;

297:393; 302:502).

39) Que la apelante no ha demostrado sobre la base de las
constancias de la causa el cumplimiento del citado recaudo, puesto
que aún cuando la determinación del monto litigioso pueda.' ser
referida a un. tiempo anterior al señalado en el auto denegatorio
(fs. 279), el fallo impugnado hizo lugar en parte a su pretensión"
por lo que la sustancia económica discutida no se hallaría repre-
sentada por las sumas reclamadas en la demanda sino por la dife-
rencia entre las fijadas y las mayores a ,las que aspira. la ,recu- .
rrente, porque tal sería el valor disputado en último término (Fa-
llos: 261:394; 283:392; 285: 185; H.l15.XIX. "Hilanderías Olmos S.A.
s/intervención órgano judicial- incidente de veedores (regulación
de honorarios) ", del 28 de junio de 1984). Dicha falencia da sus-
tento adecuado a la denegación de dicho remedio procesal e impone
desestimar la queja respectiva.

Por ello.. y de 'conformidad con lo dictaminado por el señor
Procurador General, se desestima la queja.

CARLOS S. FAYT.

OSCAR GERARDO RIPAMONTl v. PROVINCIA DE BUENOS AIRES

, COSA JUZGADA..

La cosa juzg8da busca amparar, más que el texto formal del fallo,
la solución real prevista por' el juzgador.
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EXCEPCIONES: Cosa juzgada.
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Procede la excepción de cosa juzgada, si el actual reclamo de reintegro
de impuestos inmobiliarios pagados indebidamente fue objeto de pe-
tición expresa, subsumido en un reclamo total por daños y pe"rjuicios,
en un pleito anterior entablado entre las mismas partes, que finalizó
por sentencia' que desestimó la pretensión.

COSA JUZGADA.

El cambio de argumentación jurídica' no transforma a la nueva pre-
tensión en una diferente si se sustenta en las mismas circunstancias
de hecho.

COSA JUZGADA.

La eficacia de la cosa juzgada se extiende a las cuestiones que, aunque
no hayan sido, objeto de tratamiento expreso en los cónsiderandos de
,la sentencia; han' sido planteadas e~ el proceso, en taEto el rechazo
de la demanda entraña un: pronunciamiento implícitamente adverso
a la procedencia de la cuestión y la, falta de impugnación un con-
sentimiento de la sentencia. Lo contrario implicaría autorizar a~ li-
tigante vencido a reincidir indefinidamente en el ejercicio de Hna
misma acción, cuando, en razón del desacierto de su planteo inicial,
le sea imputable -y no a su contrario- dejar así pendiente la "se-
guridad jurídica".

FALLODE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 5. de agosto de 1986.

Autos y Vistós: Para resolverlas excepciones 'de cosa juzgada,
prescripción. y falta de legitimación planteadas por la demandada
a fs. 31/34, cuyo traslado se contestó a fs. 39/45.

Considerando:

1'?) Que el actor red.ama de la Provincia de Buenos Aires el
reintegro de impuestos inmobiliarios pagados indebidamente entre
1932 y 1976 con relación a un inmueble que consideró de su pro-
piedad. Recuerda que entabló demanda contra la Provincia de
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Buenos Aires en los autos caratulados "Gatti de Ripamonti, Celia
y otro c/Buenos Aires, Provincia de s/daños y perjuicios" (G.6.xIX.
Originario) en la cual fue incluida la misma petición, pero sostiene
que la sentencia recaída omitió su tratamiento específico. Entiende
que la pretensión sustentada en estos autos no ha sido resuelta y
toda vez que se ha dado en los hechos una doble imposición, se
estaría ante un pago indebido y un enriquecimiento sin causa de

la provincia demandada.

2':') Que el estado provincial afirma que el reclamo actual ha
sido una cuestión ya controvertida anteriormente y dado que la
demanda constituye una unidad con varias pretensiones que fue-
ron motivo de litis, su rechazo por la sentencia definitiva debe en-
tenderse total. A todo evento, agrega, al no haber pedido la actora
aclaratoria, esa resolución se encuentra consentida en todas sus
partes. Por ello, considera que lo solicitado en autos ya ha sido
peticionado, debatido y resuelto por este mismo Tribunal.

3':') Que el punto relacionado a la existencia o no de cosa juz-
gada exige, como condición previa, el examen integral de ambas
contiendas a efectos de determinar si la sentencia firme ha deci-
dido ya lo que forma parte de la pretensión deducida en estos
autos. A tal fin, es oportuno recordar que esta Corte ha señalado
que la cosa juzgada busca amparar, más que el texto formal del
fallo, la solución real prevista por el juzgador (Fallos: 297:383;

298:673, entre otros).

4':') Que, en esos términos, la compulsa del presente y de los
autos caratulados "Gatti de Ripamonti, Elena Carolina y otro c/
Buenos Aires, Provincia de s/daños y perjuicios", indica que, en
pleito entablado entre las mismas partes, la devolución de los im-
puestos provinciales y contribuciones municipales por el lapso que
corre entre los años 1932-1976fue objeto de petición expresa, sub-
sumido en el reclamo total por daños y perjuicios Gpnsecuen¿ia de
una alegada limitación al dominio, la que -sumada al conocimiento
de la eXistencia de un tercero con posibles derechos sobre el mismo
inmueble- orientó al actor a resolver La operación de venta.. La
supuesta doble tributación fue objeto de prueba y de apreciación
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en los alegatos (fs. 88, 196,210/212; 364; 401/3/6; 456; 503 Y 506
del expte. citado).

La pretensión así ventilada reconoce sus antecedentes en un
pago que, a raíz de la situación relatada por el actor, habría sido
efectl,lado sin causa, ya que no otra fundamentación puede darse
a la inclusión" de este rubro en la reparación integral perseguida
por el demandante, aun cuando no se hubieran invocado expresa-
mente los arts. 784 y sigts. del Código Civil.

A esta conclusión no empece la diferente naturaleza de la ac-
ción de in remo verso, distinta, subsidiaria yno confundible coñ la

, indemnización de daños (Doctrina de esta Corte, in re "Peralta
Ramos c/Provincia de Buenos Aires", Fallos: 190: 580), desde que
fue el ~ismo actor quien la ejercitó incluyéndola en su anterior
demanda.

Por lo demás, el cambio de argumentación jurídica no trans-
forma a la actual pretensión en una diferente, ya que se sustenta
<~nlas mismas circunstancias de hecho.

5':') Que la sentencia recaída en el juicio mencionado prece-
dentemente; cuyos alcances se analizan, constituye la finalización
de un prcoeso de conocimiento mediante la cual el tema intrínseco
de la controversia ha tenido una definición sustancial no basada
en contingencias procesales, que desestimó la pretensión, por lo
que adquirió el carácter de cosa juzgada. La eficacia de esta úl.
tima se extiende así a las cuestiones que aunque no hayan sido
objeto de tratamiento expreso en sus considerandos, han sido plan-
teadas en el proceso (Fallos: 301: 883; 302: 1363; 305: 1803), en tanto
.el rechazo de la demanda entraña un pronunciamiento implícita-
mente adverso a la procedencia de la cuestión y la falta de im-

\ .
pugnación un consentimiento de la sentencia. Lo contrario impli-
caría autorizar al litigante vencido a reincidir indefinidamente en
el "ejercicio de una misma acción cuando, en razón del desacierto
de su plant~o inicial, le sea implJtable a él -y no a su contrario-
dejar así pendiente la "seguridad jurídica" (confr. Fallos: 289: 151).
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6'?) Que las conclusiones a que se arriba, tornan innecesario el
tratamiento de las restantes excepciones planteadas.

Por ello, se decide: Hacer lugar a la excepción de cosa juzgada.

JOSÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO

'- CARLOS S. FAYT - JORGE ANTONIO BACQUÉ.

ALFREDO HORACIO CECCHI v. AMERICAN EXPRESS ARGENTINA S.A.

RECURSO EXTRAOR.DINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales.
Interpretación de 110nnas V actos comUl1es.

Si bien el tema referente a los requisitos propios de la imprevisión, re-
mite en principio, al examen de una cuestión. de hecho y de derecho
común, ajena a ia instancia del art. 14 de la ley 48, ello no impide a
la Corte conocer en un planteo de esa naturaleza cuando la sentencia
omite el tratamiento de aspectos sustanciales para la correcta diluci.
dación del litigio.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos pl"Opios. Cuestiol1es 110 federales.
Sente11cias arbitrarias. Pl"OCedel1Cia del recurso. Defectos en la. consideración
de extremos conducentes.

Debe descalificarse como acto judicial, por carecer de un análisis ra.
zonado de problemas conducentes para la correcta solución de la cau-
sa y lesionar el ?erecho de defensa en juicio, la sentencia que al re-
ajustar la prestación emergente del convenio entre la as:tora y la
emisora de una tarjeta de crédito, hizo ,mérito, de un modo genérico,
de la imprevisibilidad de los hechos económicos acaecidos a princi-
pios de fe1;>rerode 1981,prescindiendo .de considerar dos planteos se-
rios de la apelante susceptibles dé incidir directamente en la solución
final: la naturaleza de la deuda que consistió en el precio' de pasajes
al 'exterior adquiridos por la actora y abonados íntegramente por la
demanda'da en "dólares estadounidenses", frente al art. 617 del Có-
digo Civil; la iibertad de elección de la actora de la especie de moneda
cancelatoria del c"édito solicitado,' en oportunidad de utilizar la tar-
jeta emitida por l,a demandada y que tuvo lugar en forma casi con-
temporánea al brusco cambio en la política económica del país.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos p1'Opios. Cuestio/les no federales.
Sentencias arbitrarias. P1'OCede/lcia del recurso. Falta de fundamentación su-
ficiente.

Constituye una fundamentación sólo aparentt. del fallo que hizo lugar
al reajuste de la prestación e~ergente de un convenio entre la actora
y la emisora de una tarjeta de crédito, la afirmación del tribunal en
cuanto traslada la dilucidación del problema a la posible acción de la
emisora de la tarjeta de crédito contra las empresas a las que abonó
la totalidad del precio de pasajes.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. P1'Ocedencia del recurso. Contradicción.

La sentencia que hizo lugar al reajuste de las prestaciones emergen-
tes d~ un convenio entre la actora y la emisora de una tarjeta de
crédito, trasladando la dilucidación del problema a la posible acción
de la emisora de la tarjeta de crédito contra las empresas a. las que
abonó la totalidai del precio de pasajes, resulta autocontradictoria
frente a la conclu~ión de!' tribunal que subraya el carácter firme y de-
.finitivo que adquieren en un contrato las prestaciones ya cumplidas,
aún cuando resultare aplicable la cláusula, legal por "excesiva onero-
sidad sobreviniente".

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales.
Interpretación de normas y actos comunes.

Los agravios referentes al tipo de moneda con que debía satisfacer-
se la operación concertada entre las partes, como así también el al-
cance e interpretación de las cláusulas contractuales en que se funda
su der~cho, remite al análisis de temas de hecho', prueba y de derecho
común ajenos, por su naturaleza: a la instancia del arto 14 de la ley
48, máxime cuando el faJ]o cuenta con fundamentos de igual carácter
que, más allá de su acierto o error, bastan para desechar la arbitra-
riedad que se asigna a la decisión (Disidencia de los doctores José
Severo CabaI1ero y Carlos S. Fayt).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones IZO federáles.
Sentencias arbitrarias. Principios generales.

La impugnación de arbitrariedad reviste carácter estrictamente ex-
cepcional y no t~ene por objeto corregir pronunciamientos cquivoca-
.dos o que el recurrente estime tales en relación a temas no federales,
pucs su procedencia. requiere un apartamiento inequívoco de la solu-
ción normativa prevista para el caso o una absoluta ausencia de fun-
damentación (Disidencia de los doctores José Severo Caballero y Car-
los S. Fayt).
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

. . Mediante recurs9 extraordinario de fs. 508/515, procura la de-
mandada la revisión de la sentencia dictada por la Cámara Nacio-
nal en lo Civil, Sala D, a fs. 495/496, que confirmó la' sentencia de
primera instancia en cuanto había hecho lugar a la demanda basada
en la teoría de la imprevisión contractual (art. 1198 del Código
Civil) reajustando las prestaciones' pendientes a cargo de la accio-

nante.

Sostiene la apelante que el fallo es arbitrario porque no habría
atendido ciertos elementos probatorios y añade que considera ina-
plicable al sub lite el instituto en cuestión. El recurso fue dene~
gado a fs. 522~lo que dio origen a la presente queja.

A mi modo de ver, los agravios que la recurrente trae a cono-
cimiento. de V.E. remiten al análisis de cuestiones ajenas a la vía
que contempla el arto 14 de la ley 48, como son las que se vinculan
con la valoración de las pruebas producidas, su atingencia con la
materia del litigio y la aplicación de normas de derecho común
(cf.Fallos: 304: 586).

No advierto exceso en las atribuciones del tribunal al llevar a
cabo esa tarea que le es propia, toda vez que la circunstancia de
cómo fueron abonados los pasajes aéreos por la demandada (ue
considerada irrelevante por los motivos que expuso el a qua a fs.
495 vta., y los restantes aspectos vinculad,os a la aplicabilidad del
art. 1198 del Código Civil habían sido objeto' de meditado estudio
en' el pronunciamiento de primera instancia (ver fs. 470 vta. a 473),
compartido por la alzada, sin que las discrepancias de la apelante
alcancen para descalificar la solución alcanzada por los jue<;es de
la causa;

Opino, por tanto, que corresponde desestimar e~ta presenta-
ción directa. Buenos Aires, 30 de diciembre de 1985. Juan Octavio

Gauna.
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Buenos Aires, 5 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la deman-
dada en la causa Cecchi, Alfredo Horacio c/ American Express Ar-
gentina SA.", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1?) Que contra el pronunciamiento de la Sala "D" de la Cámara
Nacional de Apelaciones en lo Civil que, al confirmar el fallo de la
instancia anterior., hizo lugar a la demanda de la actora pór la revi-
sión de un contrato. en los términos del artículo 1198, 2da. parte, del
Código Civil, la demandada reconviniente interpuso el recurso ex-
traordinario cuya denegación motiva esta presentación directa.

2,;,)Qu~ los agravios propu~stos suscitan cuestión federal bas-
tante para su tratamiento por la vía intentada pues si bien el tema
referente a los requisitos propios de la imprevisión remite, en prin-'
cipio, al examen de una cuestión de hecho y de derecho común,
ajena a la instancia del artículo 14 de la ley. 4~ (Fallos: 270:359;
A.606.xrX, "Altheim,. Saúl y otra c/Krengel, Pedro P." fallada el 29
de' mayo de 1984, entre otros), ello no impide a esta Corte conocert .
en un planteo de esa naturaleza cuando -como en el caso- la sen-
tencia omite el tratamiento de aspectos sustanciales para la correc-
ta dilucidación del litigio.

3':') Que, en efecto, al concluir en el reajuste equitativo de la
prestación emergente del convenio entre la actora y la empresa emi-
sora de la tarjeta de crédito, la alzada hizo mérito - de un modo
genérico- de la liimprevisibilidad" de los hechos económicos acaeci-
dos aprincipios de febrero de 1981 y prescindió de la consideración
de dos planteos serios de la apelante (fs. 482/486 de los autos prin-
cipales) ,susceptibles de incidir directamente en la solución final
a adoptarse: a) la naturaleza de la deuda, cuya recomposición per-
seguía la actora, consistente en el precio de los pasajes al exterior
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por ella adquiridos y abonados íntegramente por la demandada en
"dólares estadounidenses" frente a la norma contenida en el ar-
tículo 617 del Código Civil; b) la libertad de elección de la actor a
en punto a la especie de moneda cancelatoria del crédito solicitado
en oportunidad de utilizar la tarjeta emitida por la demandada y
que tuvo lugar en forma casi contemporánea al brusco cambio en
la política económica del país.

49) Que no constituye óbi~e decisivo a la conclusión expresada
en el considerando precedente, la afirmación de la Cámara en cuanto
traslada la dilucidación del problema a la posible acción de la
recurrente contra las empresas que percibieron la totalidad del pre-
cio de los pasajes, pues, más allá de configurar una fundamenta-
ción sólo aparente del fallo, resulta además autocontradictoria frente
a la conclusión del Tribunal que subrayó el carácter firme y definitivo
que adquieren en un contrato las prestaciones ya cumplidas, aún cuan.
do resultare aplicable la cláusula legal por "excesiva onerosidad so-
breviniente" .

59) Que en tales condiciones y en función de lo expresado, la
sentencia impugnada en cuanto no valora el alcance que cabe asig-
nar a las cuestiones reseñadas, carece de un análisis razonado de
problemas conducentes para la correcta solución de la causa y lesio-
na el derecho de defensa ,en juicio de la apelante, por lo que debe
descalificarse' su carácter de acto judicial (Fallos: 276:261; 284:375,
entre otros).

Por ello, y oído el señor Procurador General, se declara proce-
dente el recurso extraordinario y se deja sin efecto la sentencia.

JOSÉ SEVERO CABALLERO (en disidencia) -
AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S.

FAYT (en disidencia) - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI - JORGE ANTONIO BACQUÉ.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 1159

DISIDENCIA DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON JOSÉ SEVERO CABALLERO

y DEL SEÑOR MINISTRQ DOCTOR DON CARLOS S. FAYT

Considerando:

19) Que la Sala D de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo
Civil confirmó el pronunciamiento de la anterior instancia que ha-
bía hecho lugar a la demanda y, en su mérito, reajustó el contrato
que unía a las partes sobre la base de lo dispuesto en el arto 1198,
párrafo 29, del Código Civil. Contra tal decisión la vencida inter-
puso el recurso extraordinario cuya denegación dio lugar a la pre-
sente queja.

29) Que los agravios del apelante referente al tipo de moneda
con que debía satisfacerse la operación concertada entre las partes
como así también el alcance e interpretación de las cláusulas con-
tractuales en que se funda. su derecho, remiten al análisis de temas
de hecho, prueba y de derecho común ajenos, por su naturaleza,
a la instancia del arto 14 de la ley 48 (Fallos: 274:404; 297:374;
causa "Martínez, Miguel Angel c/American ExpressS;A.", eJel 5 de
febrero de 1985, sus citas y muchos otros); máxime cuando el fallo
cuenta con fundamentos de igual carácter que, más allá de su
acierto o error, bastan para desechar la arbitrariedad que se asig-
na a la decisión.

39}.Que, en ese sentido, cabe recordar que la referida impug-
naClOn reviste carácter estrictamente excepcional y no tiene por
objeto corregir pronunciamientos equivocados o que el recurrente
estime tales en relación a temas no federales, pues su procedencia
requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa pre-
vista para .~1 caso o una absoluta ausencia de fundamentación, lo
que no se 'da en el sub examine para descalificar la sentencia ape-
lada como acto jurisdiccional válido (Fallos: 295: 165; 300: 927).

49) Que, en consecuencia, las garantías constitucionales que se
invocan como vulneradas no guardan' nexo a;recto e inmediato
con lo resuelto, según lo exige el arto 15 de la' ley 48.

Por ello, se declara inadmisible la queja.

JOSÉ SEVERO .CABALLERO - CARLOS S. FAYT.
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ROBERTO MARIO GIANNATTASIO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestio-
nes federales simples. Interpretación de otras normas Y actos federales.

Siempre que esté en tela de juicio la interpretación de sentencia de la
Corte en la que el recurrente funde el derecho que estima asistirle, se
configura una hipótesis que hace viable el remedio federal. Sin em-
bargo PS indispemable para su procedencia que medie un desconoci-
miento, en lo que es esencial', de lo dispuesto por el Tribunal (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias Procedencia del recurso; Falta de fundamentación sufi-

ciente.
Corresponde dejar sin efecto la sentencia que tuvo por opuesta la
defensa de prescripción, sin aducir, para ello, la fundamentación de
hccho y de prueba .que hubiera sido. menester para preservar la va-
lidez df'1 acto juri~diccional.

LUIS FEDERICO SANTA COLOMA y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas y actos comunes.

Procede el recurso extraordinario, no obstante que los agravios del
apelante remiten al análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho
común, materia propia de los jueces de la causa y ajena, como regla
y por su naturaleza, a la instancia extraordinaria, cuando median ra-
zones de mérito' suficiente para descalificar el pronunciamiento. En
el caso, se trata de los daños y perjuicios derivados de la muerte de
los hijos de los recurrentes.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Valoración de circunstancias
de hecho y pruebas.

Es arbitraria la sf'ntencia que señala que ni aún a título de "chance"
corresponde otorgar indemnización por daño material a los actores

(1) 5 de agosto. Fallos: 306:1987,2065;307:2124.
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cuya holgada situación haría irrazonable prever que 1.1Ubierende re-
cibir 3yuda económica de las hijas impediría asegurar que' de. su
muerte vaya a resultar perjuicio material para ellos, pues importa
exigir una certidumbre extraña al concepto mismo' de "chance", de
cuya reparación se trata.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideración
de extremos conducentes.

Es arbitraria la sentencia que niega indemnización a título de "chance"
por daño material a lbs actores, fundada en que su holgada situación
.-que no haría razonable prever que hubieran de recibir ayuda eco-
nómica de las hijas- iJ!1pediría asegurar que de su muerte vaya a
resultar perjuicio material para ellos, pues pasa por alt~ la circuns-
tancia de que el apoyo económico que los hijos pueden brindar a sus
padres, en determinados medios puede traducirse más frecuentemente
en la ('olaboración en la gestión del capital familiar, según su enver-
gadura, cuando la' edad de los progenitores así lo exija.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Contradicción .

.Es arbitraria la sentencia cuya conclusión revela' una evidente contra-
dicción con las premisas, pues reduce la reparación por daño moral,
no obstante destac¡;r la gravedad de la conducta de la demandada, y
que su notable negligencia surge con meridiana claridad así como el
tremendo dolor que han debido sufrir los actores, siendo obvia la
capacidad económica de la demandada.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Falta de fundamentación su-
ficiente.

Es arbitraria la sentencia que reduce la reparación del daño moral
con afirmaciones do~máticas v carentes .de la debida fundamentacic'1,
según Ji'lS cuales el dolor de los pan res no es susceptible de ser apla-
cado, ni siquiera en grado mínimo, por la recepción de dinero, cual-
quiera sea la cantidad, pues a' tal 90101' nada agregárá ni quitará la
cifra que reciban los agraviados, lo que demostraría que la repara-
ción que otorga la ley no puede tener tal finalidad.

\

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

La sentencia que al establecer la indemnización del daño moral fija
una suma cuyo alegado carácter sancionatorio es -por su menguado
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monto- meramente nominal, y renuncia expresamente y en forma
apriorística a mitigar de alguna manera- por imperfecta que sea- el
dolor que dice comprender, lesiona el principio de alterum nom laedere
que tiene raíz constitucional (art. 19 de la Ley Fundamental) y ofende
el sentido de justicia de la sociedad, cuya vigencia debe ser afianzada
por el tribunal, dentro del marco de sus atribuciones y en consonan-
cia con lo consag::ado en el Preámbulo de la Carta Magna.

CARGA PUBLICA.

No figura entre la!>potestades de un estado constitucional imponer a
los habitantes caq)'as que superen a las requeridas por la solidaridad

social.

DAROS Y PERTUICIOS: Determinación de la indemnización. Daño moral.

Es obvio. que desde una especial -y respetable- concepción de la
ética puede mirarse a la reparación del daño moral como un apar-
tamiento' de las rigurosas exigencias que tal ética formula a quie-
nes deseen seguirla. Pero no cabe que los jueces se guíen, al deter-
minar el derecho, por patrones <;lemoralidad que' excedan los habi-
tualmente admitidos por el sentimiento medio.

MORAL PUBLICA.

Los jueces deben dar vigor con sus sentencias a la moralidad corriente
de hombres y mujeres de conciencia recta.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

La decisión judicial no ha de reemplazar las opciones éticas,' cuya
autonomía reconoce el arto 19 de la Constitución Nacional.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial
Federal (Sala 2), a fs. 484/491, dictó sentencia por la cual modificó
el monto de la condena impuesta a la demandada en concepto de
indemnización de los daños y perjuicios causados a los actores a
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raíz del hecho que dio origen a la demanda. Se trata de un choque
de dos trenes, en uno de los cuales viajaban cuatro hijos del matri-
monio Santa Coloma: tres niñas, que fallecieron como consecuen-
cia "del impacto, y un niño, que resultó herido. Los padres promo-
vieron esta acción resarcitoria por sí y en representación del hijo
menor. La sentencia de primera instancia estableció la responsa-
bilidad de la empresa demandada, Ferrocarriles Argentinos, cues-
tión que no había sido controvertida por esta última, y la condenó
a pagar una suma comprensiva de varios rubros: a) pérdida mate-
rial de las tres hijas y el daño físico causado al niño; b) daño moral
padecido por los padres y por el hijo sobreviviente; y c) diversos
gastos derivados del mismo hecho. La alzada, por su parte, deses-
timó en su integridad el reclamo inherente al primero de esos ru-
bros y disminuyó sensiblemente el importe fijado para el daño moral.

Contra este pronunciamiento la actora dedujo recurso extraor-
dinario a fs. 500/524, cuya denegatoria de fs. 537/538 dio lugar a la
presente queja. Cabe señalar que el Defensor Oficial también dedujo
recurso extraordinario (fs. 525/532), el cual fue denegado por el
a qua en la misma resolución antes citada, pero sin que se haya ar-
ticulado queja al respecto.

Se agravia li apelante porque considera arbitraria la decisión
del tribunal y conculcatoria de los derechos tutelados por lQSarts. 17
y 18 de la Constitución Nacional. A través de una prolija y minuciosa
crítica de las distintas partes del fallo desarrolla su impugnación a
lo resuelto en relación con "eldaño material causado por la pérdida
de las hijas -rubro deseStimado- y el daño moral consiguiente
-rubro sensiblemente disminuido-o

Sobre el primero señala que existe autocontradicción en la sen-
tencia, ya que el a qua admitió expresamente la hipótesis de que,
pese a la actual "situación económica holgada" de los padres -se-
gún la calificó-, pudieran éstos necesitar en el futuro la ayuda de
sus hijas, de manera que habiendo admitido esa posibilidad no
podía luego negar la indemnización siquiera a título de "chance",
-como 10 hizo. Añade que la Cámara habría omitido considerar ele-



1164 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

mentos significativos al evaluar la magnitud patrimonial de la actora,
y que tampoco indicó de qué modo ella hubiera podido impedir que
se fije una indemnización por la pérdida material de las hijas. Ob-
serva la falta de sustento lógico de la conclusión a que hubo arribado
la Cámara en este punto al 'negar la reparación al menos a título de
"chance", porque ésta, por pequeña que fuese, siempre existe y en
forma cierta, dado que nadie puede asegurar el futuro.

Con respecto al daño moral, sostiene la apelante que la Cá-
mara omitió considerar todos y cada uno de sus agravios sobre el
punto y, sin dar fundamento suficiente, redujo drásticamente el
monto fijado en primera instancia a una décima parte, eh moneda
constante. Advierte que la apelación de' la accionada en este punto
no constituía un, verdadero "agravio", pues se limitó a decir que
consideraba excesiva la suma fijada por el juez y dejaba librado al
criterio de la Cámara la determinación definitiva, con lo cual, esa
parte de la sentencia de primer grado debió considerarse firme.
Agrega que el tribunal tampoco proporcionó argumentos valederos
para reducir la condena a su décima parte, porque no pueden serlo
la simple aseveración dogmática del vocal preopinante en el sen-
tido que: " ... considero exorbitante la cifra que fijó el a quo ... ".
Que también aquí se advi~rte auto contradicción en la sentencia,
ya que el a quo dijo adherir a la tesis de que el daño moral tiene
carácter de pena ejemplar -no resarcitorio-, y pese a destacar
la gravedad de la culpa atribuible a la accionada, concluyó fijando
una condena meramente simbólica. Añade que al hacerlo no pro-
porcionó argumentos que permitieron seguir un proceso lógico sus-
ceptible de justificar la sustancial variación en el monto de la
condena ni dio razón de cómo la situación patrimonial del' ~gra-
viado pudo incidir en ello. Cita jurisprudencia de la Corte en apoyo

de su quejil'

A mi modo de ver, examinados los agravios a la luz de las
constancias de la causa, asiste razón a la recurrente. Si bien se
trata aquí de cuestiones de hecho y de derecho común, ajenas como
regla a la vía del arto 14 de da ley 48, estimo configurado un su-
puesto de excepción a dicho principio en tanto el fállo recurrido
entraña una afectación de las cláusulas constitucionales invocadas'
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por la apelante pues no se muestra, conforme conocida doctrina
de V.E., como conclusión razomida del derecho vigente con aplica-
ción a las circunstancias comprobadas de la causa.

El pronunciamiento no cumple esa exigencia al desestimar ,la
reparación del daño material proveniente de la pérdida de las hijas
-y hermanas-, con el fútil argumento basado en una holgada si-
tuación económica de los padres. No sÓlo porque al resolver de
ese modo se pierde de vista la hipótesis que el propio tribunal ,ad-
mite de una colaboración futura de las lújas hacia sus progenitores
,-como señala la apelante- y que, dicho sea de paso, no hay por-
qué reducir al supuesto extremo de una "desaparición de su capi-
tal" (fs. 485), como si el' patrimonio, familiar fuese insusceptible de
acrecentarse con el' aporte de los hijos. Sino también, porque al ra-
zonar como lo hace el a quo, se abre el camino hada odiosas discri-
minaciones que reposan en una óptica parcializada y materialista de
la realidad, conforme la cual la reparación por la pérdida de un
hijo habrá o no de consentirse en función del caudal patrimonial de
sus padres, razonan:lÍento que no parece acorde con la letra y el
espíritu de nuestra legislación civil ni con el principio que dimana
del arto 16 de la Constitución Nacional.

Por otra parte, el argumento que niega la reparación a título de
"chance", tal como señala la apelante, se sustenta en una aprecia-'
ción dogmática del tribunal que no puede servir de apoyo racional
a la conclusión a que él arriba.

Análogas consideraciones merece la drástica reducción de la
condena por daño moral, que también es materia de agravio. Los
argumentos en que tal disminución se apoya son sólo aparentes y,
por tanto, inocuos para fundar la decisión, según demuestra con
acierto, a mi juicio, la recurrente.

En este sentido, creo que es deber incondicional de los jueces
procurar ,que sus decisiones trasunten el imperio de la ley, en la
cual deben aquéllas hallar furidamento, según las circunstancias del
caso y sin desatender la justicia de la solución alcanzada. Por eso,
no pueden ellos abstenerse de dar a la condena que imponen la mag-
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nitud que corresponda en función de los hechos, bajo el pretexto de
que cualquiera sería efímera para reparar la ofensa inferida. Mani-
festaciones de tal naturaleza -como las que se formulan a fs. 486
vta- importarían una suerte de renuncia a la tarea primordial que
les fuera encbmendada. Sobre las consecuencias que pueden derivarse
de actitudes semejantes previno Ihering al señalar que, en tales
circunstancÍas, "la lucha por la ley se trueca en un combate contra
ella"; añadiendo que "el sentimiento del derecho, abandonado por
el poder que debía protegerlo, libre y dueño de sí mismo", busca
entonces los medios para obtener la satisfacción que se le niega
(Rudolf von Ihering, "La lucha por el Derecho", en "Tres Estudios
Jurídicos", p. 218, edito Bibliográfica Omeba, Buenos Aires, 1960).

En la especie, preciso es observar que las meras expresiones de
aflicción o compadecimiento hacia las víctimas del hecho luctuoso
de que aquí se trata, no pueden suplir la reparación integral y
adecuada de los daños ocasionados a raíz de aquél.

Pienso, en síntesis, que en los aspectos considerados y que fue-
ron materia de agravio, la sentencia recurrida satisface sólo en
forma aparente la exigencia de constituir una derivación razonada
del derecho vigente, con aplicación a los hechos concretos de la
causa, lo que impone su descalificación como acto jurisdiccional,
según lo tiene decidido V.E. en precedentes análogos (cf. Fallos:
'300:993; causas "Mochi, Aquiles Héctor c/Universidad Nacional de
La Plata y otra s/indemnización d daños y perjuicios", M. 534, sen-
tencia de fecha 21 de junio de 1984; "Luque de Palavecino, Susana
y otros c/Ministerio de Bienestar Social", L. 226, sentencia de fecha
5 de marzo de 1985; "Ramos, Nicolás 1. y otra c/Loiotile, Eduardo y
otros", R. 419, sentencia del 19 de marzo de 1985, entre otros).

Por lo expuesto, opino que corresponde admitir esta presenta-
ción directa y, en consecuencia, dejar sin efecto la sentencia recu-
rrida a fin de que se dicte nuevo pronunciamiento respecto de las
cuestiones que han sido materia de este dictamen. Buenos Aires,
11 de septiembre de 1985. Juan Uctavio (jauna.
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Buenos Aires, 5 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en
la causa Santa Coloma, Luis Federico y otros c/E.F.A.", para deci-
dir sobre su procedencia.

Considerando:

1?) Que la sentencia de la Sala JI de la Cámara Nacional de
Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, impugnada mediante
el recurso extraordinario deducido a fs. 500/524, cuya denegación
dio lugar a la presente queja, modificó el fallo de primera instan-
cia -que había hecho lugar parcialmente a la demanda de daños y
perjuicios,ordenando abonar a los actores la suma de $a 2.786.510-
y redujo el monto de la condena a $a 557.400.

2?) Que Para la mejor comprensión del caso, conviene indicar
que a fs. 40/51 promovieron demanda .los cónyuges Luis Federico de
Santa Coloma y Jacqueline Colette Alice Dedoyard de Santa Coloma
-por derecho propio y el primero de los nombrados también en
representación del menor Martín Ambrosio de Santa Coloma- con-
tra la Empresa Ferrocarriles Argentinos, por cobro de los daños
materiales y morales resultantes del accidente ferroviario acaecido
el 8 de marzo de 1981, en las cercanías de Brandsen, Provincia de
Buenos Aires. En ese suceso perdieron la vida las menores Isabel
Claudia, Florencia y Luz de Santa Coloma, y sufrió diversas heridas
el mencionado Martín Ambrosio, todos ellos hijos de los actores.

La sentencia de primera instancia hizo lugar a la demanda por
la suma ya indicada (fs. 434/437). Interpuestos recursos de apela-
ción por la actora y la demandada, la Cámara en su decisión de
fs. 484/491 modificó el monto de la condena, reduciéndolo a la suma
de. $a 557.400. En cuanto aquí interesa, cabe señalar que la alzada
revocó la decisión de primera instancia en lo concerniente al invo-
cado daño material sufrido por los padres a consecuencia de la
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muerte de sus tres hijas -por entender que éste no había sido
probado- y, por otra parte, disminuyó considerablemente la suma
fíjada por el inferior en materia de daño moraL

Los actores se agraviaron de la manera en que la sentencia ape-
lada resolvió los m~ncionados puntos, y sostuvieron su arbitrarie-
dad con base en los variados vicios que señalan en su recurso de

fs. 500/524 y en la presente queja.

3':') Que los agravios de los apelantes suscitan cuestión federal
bastante para su tratamiento por la vía intentada, pues si bien
remiten al análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho co-
mún, materia propia de los jueces de la causa Y ajena, como regla
y por su naturaleza, a la instancia extraordinaria (Fallos: 302: 1095;
303: 694), corresponde apartarse de tal principio cuando, como en
el caso, median razones de mérito suficientes para descalificar el

pronunciamiento.

4':') Que, en efecto, al rechazar toda indemnización por daño
material a los padres, la senteJ?cia señala que .ni aun a título de
"chance" -representada por la posible ayuda económica que pueda
prestar en el futuro un hijo- corresponde fijar suma alguna. Lo
decidido al respecto en segunda instancia se funda en que la hol-
gada situación del matrimonio Santa Coloma -que no hace razo-
náble prever que hubiere de recibir ayuda económica de sus hi-
jas- impediría asegurar que de la muerte de éstas vaya a resultar
perjuicio material para los actores (fs. 485/485 vta.).

De lo expuesto resulta una contradicción en el razonar del tri"
bunal apelado, que lo priva de validez lógica. En efecto, si aquello
que se trata de resarcir es la "chance" .que, por su propia natu-
raleza, es sólo una posibilidad, no puede negarse la indemnización
con el argumento de que es imposible asegurar que de la muerte
de las menores vaya a resultarperjuició, pues ello importa exigir
una certidumbre extraña al concepto mismo de "chance" de cuya
reparación se trata. Por otra parte, la sentencia pasa por ;'llto la
circunstancia de que el apoyo económico que los hijos pueden brin-
dar a sus padres no se reduce a lo asistencial -bien que esto es lo
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habitual en las familias de escasos recursos- y que, en determi-
nados medios puede traducirse más frecuentemente en la colabora-
ción en la gestión del capital familiar, según su envergadura, cuando
la edad de los progenitores así lo exija .

.5?) Que también debe hacerse lugar a los agravios de los actores
en lo que se refiere al capítulo de la sentencia que reduce la suma
que por daño moral había fijado el juez de primera instancia. En
efecto, después de invocar que la reparación del daño moral tendría
una finalidad principalmente punitiva,~l a qua fija por este rubro
$a 230.000, como correspondiente al sufrido por los padres, no sin
.antes señalar ~entre otras consideraciones- que' ha tenido en cuen-
ta el obrar del culpable y las consecuencias de su accionar.

Los vicios que en esta parte presenta la sentencia apelada llevan
al Tribunal a detenerse con cierto detalle en su análisis. Como dato
,esencial se observa lo ínfimo de la suma por la que se hace progre-
sar el reclamo. Ello salta a la vista si se la reajusta al momento ac-
tual -usando cualquiera de los índices estadísticos oficiales~ o si
se la compara con lo admitido por el a quo en concepto de "gastos
de sepelio" (que representan un 66,52%de aquélla). En este aspecto
,es tal la desproporción entre la suma en examen y la trágica entidad
de la muerte de las tres hermanas -de 9, 10 Y 13 años al momento
del siniestro-'- que sólo cabe ~ecordar el viejo adagio res ipsa lo-
quitur.

. La alzada ha pretendido fundamentar su conclusión en este pun-
to, en la concepción según la cual lo punitivo o sancionatorio sería
la única base que justificaría establecer una suma por daño moral.
A este respecto, la sentencia destaca "la gravedad de la conducta de
Ferrocarriles Argentinos, cuya notable negligencia surge con meri-
diana claridad" y no se desentiende de las que denomina "consecuen-
cias del accionar", acerca de lo que manifiesta no olvidar "el tremen-
do dolor que han debido sufrir los progenitores". Como la capacidad
económica de la demandada resulta obvia -lo que por notorio ha
hecho que el juzgador ni se detuviera en el punto- fácilmente se
.concluye que se encuentran reunidos todos 'los requisitos que, desde
la perspectiva asumida por la Cámara, imponen la aplicación de una
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condigna sanClOn, resultado al que, inexplicable¡nente, no se arriba.
Ello revela una evidente contradicción con las premisas aceptadas y
descalifica el- prónunciamiento (Fallos: 300:993, cons. 79; fallo re-
caído, in re: "Rossi, Virgilio León e/Dirección Nacional de Vialidad
s/nulidad de acto administrativo", de fecha 8 de setiembre de 1981,

R.S08-XVIII, cons. 2'?).

69) Que, por otra parte, resultan dogmáticas Y carentes de la
debida fundamentación las afirmaciones del a quo según las cuales
el dolor de los padres "no es susceptible de ser aplacado, ni siquiera
en grado mínimo, por la recepción de dinero, cualquiera sea la can-
tidad", pues a tal dolor "nada agregará ni quitará la cifra que reci-,
ban los agraviados", lo que demostraría que "la reparación que otor-
ga la ley no puede tener tal finalidad".

En primer lugar, tal aserción no intenta siquiera compatibili-
zarse con los textos legales en los que la mentada "reparación" apa-
rece inequívocadamente relacionada con la acción por indemnización
y la obJigación de resarcir (arg. arts. S22 y 1078 del Código Civil).
Por otra parte, el pronunciamiento en recurso no atiende a las muy
variadas aplicaciones que los padres de las menores podrían dar a
la suma en cuestión, al decretar de modo indemostrable que jamás
éstos podrán -a través de ese medio- obtener un ápice de consuelo
o satisfacción, por más digna, noble o espiritual que fuese.

79) Que al fijar una suma cuyo alegado carácter sancionatorio
es -por su menguado monto- meramente nominal y al renunciar
expresamente y en forma apriorística a mitigar de alguna manera
-por imperfecta que sea- el dolor ql:le dice comprender, la sen-
tencia apelada lesiona el principio del alterum 11.0111. laedere que tiene
raíz constitucional (art. 19, de la Ley Fundamental) Y ofende el sen-
tido de justicia de la sociedad, cuya vigencia debe ser afianzada por
el Tribunal, dentro del marco de sus atribuciones y en consonancia
con lo consagrado en el Preámbulo de la Carta Magna.

89) Que, asimismo, no figura entre las potestades de un estado
constitucional imponer a los habitantes cargas que superen a las
requeridas por la solidaridad social. Es obvio que, desde una espe-
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cial -y respetable- concepción de la ética, puede mirarse a la
reparación del daño moral como un apartamiento de las rigurosas
exigencias que tal ética formula a quienes deseen seguirla. Pero no
cabe que los jueces se guíen, al determinar, el derecho, por patrones
de moralidad que excedan los habitualmente admitidos por el sen-
timiento medio, pues, como lo señala Cardozo, "los jueces deben
dar vigor con sus sentencias a la moralidad corriente de hombres
y mujeres de conciencia recta" ("The nature of the judicial pro-
cess", U.S. 1937, Yale University Press, pág. 106). En efecto, la deci-
sión judicial no ha ,de reemplazar las opciones éticas personales cuya
autonomía también reconoce el art. 19 de la Constitución Nacional.

Ahora bien, en el sentimiento corriente, la actitud hacia las
pérdidas definitivas no es aconsejar su asunción heroica, sino que
se traduce en un activo intento de mitigarlas, aun a sabiendas de
la pobreza de medios con que se cuenta a ese fin. No es ésta, sin
embargo, Ía posición de la Cámara, que de hecho compele a un re-
nunciamiento -consistente en soportar calladamente la pérdida de
tres hijas- que no puede ser impuesto a los demás, sino solo libre-
mente escogido por ellos.

9~) Que, por todo lo dicho, el pronunciamiento recurrido no
constituye una derivación razonada del derecho vigente, por lo que
debe ser revocado, de conformidad con la conocida doctrina del Tri-
bunal en materia de sentencias arbitrarias.

Por ello, y lo concordemente 'dictaminado por el señor Procu-
rador General, se hace lugar a la queja, se declara procedente el'
recurso extraordinario de fs. 500/524 y se deja sin efecto la senten-
cia apelada con el alcance indicado. Vuelvan los autos al -tribunal
de origen para que se proceda a dictar un nuevo fallo con arreglo
al presente.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

ANTONIO BACQUÉ.

S. FAYT-
JORGE
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EMPRESA CONSTRUCTORA INDECO S.A. - CRIVELLl S.R.L. V.

INSTITUTO DE VIVIENDA DEL EJERCITO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. Re-
soluciones ant aiores a la sentencia definitiva. Varias.

La decisión que desestimó el planteo de caducidad de la aCClOnpor en- '
tender que la pretensión de la actora no estaba sujeta al plazo del
arto 25 ele la ley 19,549 en razón de lo dispuesto en el art. 12 del de-
creto 739/79, no reviste el carácter de sentencia definitiva en los tér-
minos del art. 14 de la. ley 48, pues no pone fip al pleito ni' impide
su continuaciÓn ni causa un agravio de imposible o insuficiente re.
paración ulterior (1) .

NESTOR OMAR NEMIROVSKY v
MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales.
111terpretaciól1 de normas y actos comunes.

Es improcedente' el recurso extraordinario, por versar los temas ma-
teria del pronunciamiento sobre, aspectos de hecho, prueba y de de-
recho común y público local si la apelante objeta que: a) sólo medió
una mera restricción administrativa, dictada por la comuna en ejer-
cicio del poder de policía edilicia; b) qué' no existe la qecJaración
de utiJielad púbJic'l sobre el bien que posibilitase el progreso de la
demanda por expropiación irregular cuya admisión cuestiona y c)
que no corresponde el pagó de intereses por no mediar desposesión
efectiv'l del bien.

EXPROPI ACTON: Pril7cipios generales.

Si el propietario se ha visto obligado a construir sobre la nueva línea
de ed~~icación dejando libre una fracción de terreno que, de hecho,
pasó al dominio público comunal, dIo equivale a una verdadera des-

(1) 5 de agosto. Fallos 303:1040.Causas: "Arena Félix Rosario c/Estado
Nacional (Ministerio de Justicia) y "Tramec Electrónica S.A. c/Es-
tado Nacional (Secretaría del Estado de Comunicaciones)", del
8 de octubre de 1985y 6 d~ marzo de 1986'respectivamente.
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posesi6n material, al no poder usar ni disponer de una parte de su
propiedad.

EMBARGO PREVENTIVO.

No puede invocar agravios de carácter constitucional contra la reso-
lución que hizo lugar al pedido de levantamiento de embargo formu-
lado por el tercero adquirente del inmueble gravado que depositó en
pago el importe nominal consignado en la traba, el ejecutante que
omitió durante siete meses ampliar el embargo con la comunicaciÓn
al registro de que la condena era por un monto sujeto a reajuste por
depreciación monetaria, a pesar de haber podido hacerlo.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 5 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la, deman-
dada en la causa Nemirovsky, Néstor Ornar c/Municipalidad de la
Ciudad de Buenos Aires", para decidir -sobre su procedencia.

Considerando:

1'?) Que la Sala A de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo
Civil confirmó la sentencia de primera instancia que había hecJ:1o
lugar a la expropiaCión irregular, elevó el monto de la indemniza-
ción y condenó a la Comuna a abonar Jos intereses- del 6 % anual
desde la notificación de la demanda. Contra tal pronunciamiento
se interpuso el recurso extraordinario, cuya denegación motiva la
presente queja.

/
2'?) Que no cabe admitir las objeciones formuladas por la ape-

lante en cuanto sostiene: a) _que sólo medió en el caso una mera
restricción administrativa, dictada por la Comuna en ejercicio del
poder de policía edilicio; b) que no existió la declaración de uti-
lidad pública sobre el bien que posibilitase el progreso de la de-
manda por expropiación irregular cuya admisión cuestiona; y c)
que no corresponde el pago de intereses por no mediar desposesión
efectiva del bien.
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39) Que ello es asÍ, pues los temas materia del pronunciamiento
versan sobre as,pectos de hecho, prueba y de derecho común y pú-
blico local 'ajenos, dada su naturaleza, a la vía prevista en el arto 14
de la ley 48, máxime cuando el fallo del a qua cuenta con funda-
mentos bastantes de aquel carácter que, más allá de su opinabi-
lidad, impiden la apertura de la vía extraordinaria (sentencia del
29 de marzo y 17 de mayo de 1984, en las causas: M.688-XIX, "Mar-
garoli, Eolo y otro e/Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires"
y P.30-XX, "Petralia, Alfredo Antonio e/Municipalidad de la Ciu-
dad de Buenos Aires", respectivamente).

49) Que, con relación al tema de los intereses, corresponde
señalar que el precedente invocado por el apelante no resulta apli-
cable al sub lite, toda vez que las circunstancias fácticas de aquél
difieren sustancialmente con el caso de autos. En efecto, la reali-
dad de los hechos de la causa demostró en aquella oportunidad,
que no se había configurado un supuesto equiparable a despose-
sión material que privara a su propietario de las prerrogativas de
uso y goce del inmueble -afectado a la construcción de una auto-
pista-; por el contrario, en el presente caso el propietario se ha
visto obligado a construir sobre la nueva línea de edificación, de-
jando libre una fracción de terreno, que, de hecho, pasó al domi-
nio público comunal, lo cual equivale a una verdadera desposesión
material, al no poder usar ni disponer de una parte de su propie-
dad (doctrina de Fallos: 304:481).

59) Que, en tales condiciones, las garantías constitucionales que
se dicen vulneradas no guardan relación directa e inmediata con
lo resuelto, según lo exige el arto 15, de la ley 48.

Por ello, se desestima la queja.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT ~

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE ANTONIO

BACQUÉ.
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GUILLERMO NIELSEN v. ANGEL C. TILLI MAZA y OTRA

1175

CONSTlTUCION NACIONAL: CO/7trol de cO/1stituci01wlidad. Interés para im-
pugnar la constitucionalidad.

No puenen invocarse agravios de carácter constitucional cuando ellos
derivan de la propia conducta discrecional del recurrente (1).

EMBARGO PREVENTIVO.

No puede invocar agravios de carácter constitucional contra la re-
solución que hizo lugar al pedido de levantamiento de embargo for-
mulado por el tercero adquirente del inmueble gravado que depositó
en pa~o el importe nominal consignado en la traba, el ~;,ecutanteque
omitió durante siete meses ampliar el embargo con la comunicación
al registro de que la condena era por un monto sujeto a reajuste por
depreciación monetaria, a pesar de haber podido hacerlo.

LUCERO CfA.ARGENTINA DE SEGUROS v.
INSTITUTO NACIONAL' DE REASEGUROS

DAROS Y PERJUICIOS: Culpa. Contractual.

No procede la demanda de daños y perjuicios de una compañía de
seguros contra el Instituto Nacional de Reaseguros, por la inclusión
de débitos indebidos en la cuenta corriente entre ambos, pues tratándo-
se de responsabilidad contractual, y demostrado que el proceder del de-
mandado, si bien fue ilegítimo, no fue doloso, no debe responder por
perjuicios que no constituyen consecuencias inmediatas derivadas de
su proceder negligente, en los términos del art. 901 del Código Civil.

DAROS Y PERJUICIOS: Culpa .. Principios generales.

No procede la demanda de daños y perJUICIOSde una compama de
seguros contra el Instituto Nacional de Reaseguros, por la inclusión de
débitos indebidos en la cuenta corriente entre ambos, si no se ha de-
mostrado una relación de causalidad entre la conducta de la deman-
dada y Jos perjuic'.os invocados.

(1) 6 de agosto. Fallos: 288:247; 289:158; 290:92; 291:687; 295:71, 587.
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INSTITUTO NACIONAL DE REASEGUROS.

No se muestra dolosa la' actividad desplegada por el Instituto Na-
- cional de Reaseguros al efectuar un débito en la cuenta corriente .con
una compañía de seguros y promover el consiguiente proceso jUdicial,
si en su carácter de sociedad del Estado (ley 21.678) debió sentirse
alentado a la realización de diligencias tendientes _a evitar maniobras
de la compañía de seguros. Aunque su proceder haya sido erróneo
desde' el punto de vista jurídico, de ello no se sigue que lo fuera con
la intenciÓn deliberada de no cumplir con sus obligaciones contrac--
tuales.

INSTITUTO NACIONAL DE REASEGUROS.

Si bien el proceder ilegítimo. de la aseguradora, no justifica idéntica
actu¡¡.ción por parte del Instituto Nacional de Reaseguros, sí debe ser
computado para la determinación del dolo de éste, pues su conducta
fue conr.ecuencia ele aquélla.

INSTITUTO 'VACIONAL DE REASEGUROS.

El Instituto de Rp-aseguros está obligado a dar a pUblicidad sus actos,.
en atención' a la :mportancia de las funciones que cumple en una ac-
tividad como la aseguradora, a cuyo desarrollo es necesaria una gran
claridarl. y trar::sparencia (Voto de los doctores Carlos S. Fayt y Jorge
Antonio Bacqué).

/
INSTÍTUTO NACIONAL DE REASEGUROS.

Los actos del In~ütuto Nacional de Reaseguros. deben juzgarse rela-
cionándolos con los producidos por la compañía de seguros deman-
dante, pues ello resulta decisivo p"ra determinar si la actividad del
instituto cuestionada, que es en gran medida reacción ante la con-
ducta de la actora, puede o no calificarse de dolosa y si los perjuicios
que hubiera 'sufrido deben serIe indemnizados (Voto de los doctores.
Carlos S. Fayt y' Jorge Antonio Bacqué).

SEGURO.

En ~l delicado negocio de los seguros, en que el álea natural se en.-
juga con la previsión humana, la claridad y transparencia de Jos pro-
cederes debe ser la regla esencial (Voto de los doctores Carlos S. Fayt
y Jorge Antonio Bacqué).
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No pro,ede la demanda de daños y perJUICIOSde una compama de
seguros contra el Instituto Nacional de Reaseguros, .por la inclusión
de débitos indebidos en la cuenta corriente entre ambos, si fue por el
proceder de la compañía de seguros, reñido con la conducta que debe
esperar~e de quien actúa en la plaza de seguros, que el Instituto, ente
estatal y monopó:ico, debió sentirse alentado a evitar tal maniobra,
cuyas cODsecuenci<ls,de ser negativas, pesarían en última instancia so-
bre la Nación misma, y, por ser monopólico, conforme a la intención
del legislador, significaban un particular onus en sus responsabilidades
(Voto de los doctores Carlos S. Fayt .y Jorge Antonio Bacqué).

INSTITUTO NACIONAL DE REASEGUROS.

No procede la demanda de daños y perjuicios de una compañía de
seguros contra el Instituto Nacional de Reaseguros, fundada en la
. publicidad dada a la instauración de demandas de éste contra aqué-
lla, si tales publicaciones no han reflejado sino la actividad y previ-
. siones de una. entidad que, por sus características, m<'ls allá de sus
compromisos de orden Contractual, no puede desgajarse del aparato
estatal en el que cumple una función precisa e importante. La publi-
cidad de sus actos no requiere especial justificación, salvo que se
aduzcan indebidos fines de persecución o privilegio (Voto de los doc-
tores Carlos S. Fayt y Jorge Antonio Bacqué).

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

El recurso deducido a fs. 1637 resulta formalmente procedente
en razón de ser parte el Estado Nacional en los términos del arto 24,
inc. 6?, ap. a), del decreto .1285/58 y reclamarse un monto que supe-
ra el establecido en la Resolución N? 50 del 19 de febrero de 1985,
dictada por V. E.

En cuanto al fondo del asunto, no corresponde que esta Pro-
curación emita dictamen (Fallos: 277:31). Esto así, pues la cues-
tión planteada -resarcimiento de daños y perjuicios que podría
haber ocasionado la accionada en su relación con. la actora- no
suscita cuestión federal. Buenos Aires, 2 de setiembre de 1985. Juan
Octavio Gauna.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 7 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Lucero Cía. Arg. de Seg., S.A. c/I.N. de R.

s/daños y perjuicios".

Considerando:

1'?) Que Lucero Compañía Argentina de Seguros, S.A. inició
demanda contra el Instituto Nacional de Reaseguros por indem-
nización de los daños que le habían causado actos de ese ente que
configurarían un trato discriminatorio en su perjuicio, la inclu-
sión de débitos indebidos en la cuenta corriente entre ambos y
una campaña de desprestigio en su contra. Se refirió en su recla-
mo a los daños ocasionados, la pérdida del valor de empresa en
marcha, el lucro cesante y el daño moral.

2'?) Que la demanda fue rechazada en primera y segunda ins-
tancias; este último pronunciamiento impuso a la vencida la tota-
lidad de las costas. Contra él interpuso la actora este recurso or-
dinario de apelación, que es admisible por las razones dadas en
el dictamen del señor Procurador General, que se da por repro-

ducido en lo pertinente.

3'?) Que el a qua comenzó por establecer la índole de la res-
ponsabilidad en juego; consideró que todos los hechos expuestos
por la demandada habían sido realizados en ocasión de la relación
contractual. que uní~ a las partes o a través de ella, la que se evi-
denciaba en la cuenta corriente llevada por el Instituto, vínculo
permanente, en cuyo marco la demandada realizó las acciones que
la actora ál1ifica de ilícitas. Esta conclusión le llevó a rechazar la
prescripción alegada por la demandada en relación a alguno de sus
actos para los que consideró aplicables las normas que reglan la
responsabilidad extracontractual.

4'?) Que a continuación' analiza el primer hecho invocado en
la demanda, referente a un supuesto trato discriminatorio Y arbi-
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trario, cuya demostración se intentó a través de dos ejemplos, rela-
cionados con los siniestros sufridos por los buques E.arthbaÍ1k y
Punta Piedras. Concluye que en ambos casos -de acuerdo a las
constancias allegadas a la causa-, el proceder del Instituto fue
correcto, sin que pueda constatarse que el trato dispensado a Lu~
cero, S.A. haya sido diferente al usual con otras aseguradoras.

Tras analizar el siniestro de "p'anoramic, S.A.", no aducido en
la demanda, llega a la conclusión de que los actos del Instituto,
anteriores al caso del buque "Pionero" -hecho de. capital impor-
tancia en esta causa-, no demuestran el proceder incorrecto pre-
tendido por la actora.

S'?) Que en relación al siniestro de ese buque, observa que ~l
reaseguro -que cubría la casi totalidad del daño-fue dividido
en dos partes; abonada la primera a Lucero, S.A." y antes del pago
de la segunda, el Instituto le exigió. recibo que acreditara el pago
a la asegurada, la empresa Atlántico Sur. Esta satisfizo tal exigen-
cia, pese a que no había co1;>radoel importe -con el cual Lucero,
S.A. había comenzado a satisfacer algunos reclamos de terceros-,
ya que había endosado la póliza a favor del Banco Industrial de la
República Argentina, en ~carácter de acreedor hipotecario.

La actora recibió así la segunda parte del pago del reaseguro
que ingresó a su masa monetaria, según el informe pericial, y per-
maneció en ella hasta que, conforme a lo dispuesto en la causa.
que el Banco referido promovió contra ella, debió depositar el im-
porte contenido en la condena recaída en tal juicio.

Esta conducta de Lucero, S.A., que exhibió el citado documento
emanado de la asegurada, en vez de aclarar que había efectuado
pagos a terceros, supuestamente por inandato de la segunda -man-
dato no expuesto en términos precisos-, más la circunstancia de
que la asegurada debió intimar a Lucero, primero para que le paga-
ra a ella, y más adelante para que abonara los intereses debidos al
Banco, son todos elementos que llevan al juzgador a declarar su
convicción de que la actora demoró conscientemente' el pago debido
del endoso, con mala fe, reteniendo ínterin los fondos. Refuerza esa
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convicción la consideración de que si la actitud de la actora hubiera
sido franca, y hubiese estimado que la situación era dudosa, debe-
ría entonces haber consignado las sumas recibidas.

6'?) Que reseña a continuación las medidas que adoptó el Ins-
_tituto tras ser advertido epistolarmente por el hoy Banco Nacional
de Desarrollo; efectuó un débito en la cuenta corriente que refle-
jaba la relación entre aseguradora y reaseguradora, inició acción
penal contra Lucero y la demandó civilmente por el saldo de dicha
cuenta; además, obtuvo el dictado de medidas precautorias sobre
cuentas bancarias y un inmueble', de Lucero S.A. En el juicio civil
se concluyó en que el primer pago efectuado a Lucero no tenía
carácter de anticipo, por lo que el Instituto no habío podido por sí
retraerlo, aunque sí -por las circunstancias de la causa- haberse
considerado con derecho a hacerlo, de modo que no cabía calificar
a su actuar de ilegítimo, a los efectos sancionatorios. En la causa
penal se declaró que Lucero S.A. no había retenido bienes ajenos
-pues los fondos habían pasado a ser de su propiedad- sin per-
juicio de sus obligaciones frente al Banco endosatario. Este, en la
demanda que a su vez entabló contra Lucero S.A., obtuvo que se
la condenase a pagar el capital e intereses.

7'?) Que considera que de las decisiones judiciales pro.ducidas
con anterioridad no surge, con valor de cosa juzgada, la mala fe
de los funcionarios ~el Instituto; en cambio, en varias ocasiones
se insinuó en aquéllas la de Lucero S.A. En relación al hecho de
que, por efecto del débito efectuado por el Instituto y la demanda
de su asegurada por el pago que le correspondía sobre el siniestro
del buque, '~Pionero", Lucero S.A. pudo haberse visto obligada a
pagar dos veces lo mismo, sostiene que lo que el Instituto preten-
dió no fue obligar al supuesto doble pago, sino solamente que re-
tornase el dinero entregado a Lucero S.A., ante el incumplimiento
de obligaciones de ésta denunciado por el endosatario. Esta prác-
tica no sería extraña en la plaza, según el informe pericial contable.

En cuanto al argumento referente a que por su carácter mono-
pólico, el Instituto debió extremar su prudencia" considera que esto
es efectivamente lo que hizo al actuar como actuó.
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8?) Que estima probado qU~ es falso el argumento de Luce-
ro S.A.. -de donde surgiría que la actora no guardó en su poder
suma alguna de dinero- de que pagó con los fondos recibidos al
asegurado Atlántico Sur, y que actuó como su mandante frente
a reclamos de terceros. La actora no habría abonado a Atlántico
Sur la totalidad de la indemnización recibida sino aproximada-
mente la .mitad de ella; la otra no la entregó ni contabilizó a
favor de la asegurada, hasta que -años después- fue condenada
judicialmente a hacerlo al endosatariQ. Observa que la propia ac-
tora reconoció, -en carta al hoy Banco Nacional de Desarrollo, que
tenía problemas financieros para abonarle. Lucero S.A. habría
demorado los pagos y utilizado los fon,dos en su beneficio, sin
que pueda refugiarse en la figura del mandato para justificar su
actitud.

Por otra parte, el efecto del débito consistió en que los nue-
vos siniestros cubiertos por reaseguros no serían abonados a Lu-
cero S.A., impidiéndole así negociar nuevos reaseguros, sino que
debió cubrir por sí la suma debitada, suma que le fue devuelta
acrecida con intereses, los que le indemnizarían de la indisponi-
bilidad del dinero. Todo otro daño sufrido por Lucero, S.A. no
sería consecuencia. inmediata y necesaria de .la conducta del Ins-
tituto, conforme a los arts. 520 y 901 del Código Civil. Señala ade-
más que en tanto el débito afectaba por un lado a Lucero S.A.,
por el otro ésta disponía del pago recibido del Instituto, y que
no había abonado al endosatario, obligación que no cumplió hasta
que la condenó a hacerlo una sentencia judicial; pudo entonces
con esa suma .paliar el déficit que le creara el débito.

9?) Que en tales condiciones, resulta -a su entender- que
la restricción de los negocios de la actora no fue consecuencia
del débito, sino del proceder de la aseguradora de desviar los
fondos del destino que debieron tener. Si la actora contó con,
dicha suma, ningún perjuicio debió producirle el débito en su
cuenta corriente, sea que pagara al Banco endosatario, como co-
rrespondía, sea que destinase el dinero a paliar el débito. De todos
modos, juzga -con fundamento en el informe pericial contable-
que los problemas económicos de la actora se habrían producido



1182 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

también si hubiese pagado en tiempo propio al Banco y no hu-
biera mediado el débito, pues 'las causas de tales problemas esta-
ban en la marcha de la empresa; prueba de ello es que Lucero,
aduciendo estas dificultades, solicitó al Instituto el pago en plazos
de su deuda con el ente, lo que no llegó a concederse por discre-
pancias en el lapso en que se produciría 'la regularización.

Aprecia entonces que no hubo trato discriminatorio en perjui-
cio de la actora por parte del Instituto.

10) Que en relación a las publicaciones en diarios de noticias
sobre la instauración de demandas contra Lucero S.A. y el even-
tual pedido de designaciÓn de un interventor judicial, ellas fueron
dadas por el Instituto sin malicia de los funcionarios, en cumpli-
miento de reglas que imponen la publicidad de los actos de entes
estatales, contenidas en disposiciones, generales. El daño que por
su difusión hubiera sufrido la actor a no le sería de todos modos
indemnizable, pues pudo remediar la situación mediante el cum-
plimiento de su obligación, empleando para ello el dinero retenido.

11) Que concluye, tras una nueva npreciación global del sub
lite, por reafirmar conclusiones ya sentadas al tratar pormenoriza-
damente las distintas cuestiones. Finalmente no halla razones para
apartarse en el caso del principio objetivo de la derrota, e impone

las costas a la actora.

12) Que la recurrente se agravia .-en 10 esencial- porque, a
su decir, la sentencia apelada dejó de analizar. el incumplimiento,
que reputa malicioso, de obligaciones del Instituto, y consideró en
cambio 'la imputación referente a la campaña de ese organismo
contra ella, desde el punto de vista de la responsabilidad aquiliana.
La responsabilidad contractual del Instituto incluyó, según sostiene,
obligaciones de hacer -principalmente la de dar sumas de dinero,
derivada de la relación de reaseguro-, .pero además otras de no
hacer, como abstenerse de debitar de las cuentas de la aseguradora
sumas que no le eran adeudadas, no promover juicios sobre tales
débitos incausados e ilegítimos y no darlos a publicidad en per-
juicio de la imagen pública de la actora;' desde esta óptica estima
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configurado el dolo en la conducta del Instituto, en tanto actuó
como lo hizo.

Rechaza la admisión del argumento de la demandada, de que
el débito en cuestión haya podido efectuarlo en la errónea supo-
sición de que sus pagos sólo podían considerarse causados si se
aplicaban de inmediato a la cancelación de la. deuda con el ase-
gurado, y considera que el a qua atribuye un valor excesivo a la
deClaración del tribunal de alzada en la causa "INDER e/Lucero"
en el sentido de que el Instituto actuó persuadido de la legiti-
midad de su derecho, que fue formulada al tratar la imposición de
costas, remisión con la que evitó emitir un juicio propio sobre el
tema.

13) Que, en cambio, objeta que se ponga en tela de juicio la
corrección de sus procedimientos en el caso "Pionero", el que -se-
ñala- no estuvo en cuestión en la causa actual ni en las ante-
riores, y que se le reconozca al Instituto haber actuado en el sen-
tido de una "reacción justiciera", al margen de las normas que
rigen la materia, aspecto este último que, afirma, fue decidido con
valor de cosa juzgada.

Sostiene que es errónea la afirmación del a qua en el sentido
de que reclama indemnización por el desprestigio que le acarreó
la iniciación de otro juicio por parte del Instituto, cuando 10 que
demanda son los daños y perjuicios derivados del débito indebido
y las publicaciones que tuvieron serias consecuencias para su patri-
monio y su prestigio.

14) Que relata las dificultades producidas por la conducta
del Instituto, 'Y señala que no habría podido evitarlas pagando lo
adeudado al Banco Nacional de Desarrollo -o consignando el im-
porte- pues cuando efectivamente pagó, las publicaciones ya ha-
bían sido hechas.

Rechaza asimismo la~ aseveraciones del a qua en el sentido
que de contar con capacidad patrimonial suficiente no debieron
causarle perjuicio los reclamos que se le formularon, y señala que



1184 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA .

por su carácter de aseguradora no pudo recurrir al crédito. Refuta
también los argumentos referentes' a la posibilidad de que haya
podido contratar nuevos reaseguros con posterioridad al débito, las
afirmaciones sobre las posibilidades de venta de un inmueble de
su propiedad sujeto a embargo -que por ello vería su precio dis-
minuido- y la declaración de que los rubros lucro cesante, valor
llave y empresa en marcha s,e enderezarían a consecuencias remo-
tas e imprevisibles del actuar del Instituto. Se agravia finalmente
de la imposición de costas, totalmente a su cargo, y de la eleva-
ción de los honorarios por la sentencia apelada.

15) Que de la sentencia dictada en los autos "Instituto Nacio-
nal de Reaseguros e/Lucero Cía. Arg. de Seg. S.A. s/cobro de pe-
sos", que se en¿uentra firme, surge con fuerza de cosa juzgada que
el débito efectuado en la cuenta corriente de la aquí actora por
parte del INDER, no fue consecuencia de un obrar legítimo. Ade-
más, esto fue aceptado por la sentencia aquí recurrida, de modo
que nada corresponde agregar al respecto.

Admitido ello, es menester dilucidar el planteo de la actora
acerca de si corresponde responsabilizar al INDER respecto de los
daños que dice haber sufrido con motivo de dicho proceder ile-
gítimo. A tal efecto corresponde señalar que el caso debe ser en-
cuadrado en el ámbito de la responsabilidad contractual, no sólo
en virtud de las razones expuestas por el a qua en este sentido,
sino también porque así fue admitido por la propia actora al con-
testar el traslado oportunamente corrido con motivo de la excep-
ción de prescripción opuesta por la contraria (v. fs. 279 vta.) , y
también por esta última al expresar agravios contra la sentencia
de primera instancia, excepto en lo que concierne a las publica-
ciones periodísticas (fs. 1563/4).

16) Que la conclusión antedicha reviste singular importancia
en relación a la solución del presente juicio, porque ello incide en
la extensión del resarcimiento, pues si el incumplimiento de las
obligaciones -lo que en autos. no se discute- es culposo, aquél
que se limita a las consecuencias inmediatas y necesarias de la
inejecución (arts. 520 y 521 del Código Civil).
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•Sostiene la actora que la actitud de la demandada fue dolosa
y maliciosa y que ello se desprendería de la sentencia dictada en
la: causa que le promovió el INDER con el objeto de obtener el
pago del débito en cuestión, que rechazó la demanda, sin que obs-

. .
ten las manifestaciones vertidas en dicho fallo al juzgar la con-
ducta de la actora, pues ellas tenían por finalidad resolver lo ati-
nente a la imposición de las costas.

. De la sentencia referida, cuyo valor no puede desconocerse por
imperio del arto 17 de la Constitución Nacional, surge que el voto
que fundó la. decisión de la Cámara, al descartar la aplicación del
arto 45 del Código Procesal, formuló la siguiente aseveración: "En
cuanto a la actitud de la actora al demandar, no me parece que
haya sido temeraria, puesto que aparte que apreciada desde un
punto de vi~ta objetivo su pretensión no resulta absurda o mani-
fiestamente improcedente, contemplada desde un plano. subjetivo ...
no deja dudas que el INDER ha actuado en el presente proceso
persuadido de la legitimidad de su reclamo y con conciencia de
que valores de otro orden -más valiosos que el meramente eco-
nómico- avalaban suficientemente su posición" (v. fs. 668 vta./669
del expediente que corre agregado por cuerda al presente).

De ello se infiere que fue desechada, con autoridad de cosa juz-
gada, la imputación de dolo o malicia formulada por la actora. Re-
sulta insostenible su argumento de que dicha valoración fue reali-
zada en forma incidental y al 'solo efecto de la imposición de san-
ciones -y no de las costas como se afirma a fs. 1.678vta.- pues de
las palabras transcriptas se desprende que otro fue el alcance. Basta
.recordar la afirmación referida de que desde un punto de vista sub-
jetivo el INDER ha actuado "persuadido de la .legitimidad de su
reclamo", para concluir en que fue descartada la existencia de la
intención deliberada que configura, en la, acepción que aquÍ inte-
resa, la existencia de dolo (doctr. arts. 506 y 521, Código citado).
Si bien el arto 45 del Código Procesal tiene por finalidad sancionar
la inconducta procesal, la sentencia dictada no se limitó a' valorar
.el comportamiento del INDER en la tramitación del proceso, sino
que las referidas consideraciones, de las que ahora no puede pres-
<:indirse, tuvieron en mira su actuación en función de las razones
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jurídicas esgrimidas al- promoverse el pleito y en ese carácter -fue-
ron calificadas. También es útil- recordar, porque se muestra sig-
nificativa, la forma en que fueron distribuidas las costas en dicho
proceso: 55% a la actora y 45 % a la demandada por lo actuado
en primera instancia (v. fs. 667, antes citados).

17) Que, sin perjuicio de ello, existen otras razones que impi-
den considerar como dolosa la conducta de la demandada en el
incumplimiento de sus obligaciones contractuales. En primer lugar,
no puede soslayarse la conducta de la actora, quien, como demues-
tran las constancias obrantes en autos, cuando percibió la totalidad
del pago del reaseguro en setiembre de 1969, del que sólo cabe
deducir alguno~ reclamos satisfechos a terceros, dispuso de dicho
capital sin atender con él a las obligaciones a las que estaba des-
tinado en virtud del contrato de seguro a su cargo. Tanto es así
que el Banco Nacional de Desarrollo (ex Banco Industrial) instauró
demanda contra Lucero por cobro de m$n. 44.689.378, Y solamente
hizo efectivo el pago el día 3 de abril de 1975 mediante un depósito
judicial al haber sido condenada a ello por sentencia que se encuen-
tra firme (v. fs. 499/502 y 520/1 de los autos "Banco Nacional de
Desarrollo S.A. c/Lucero Cía. Arg. de Seguros S.A. s/cobro de pe-
sos", que también corren agregados por cuerda).

Es, pues, evidente, que la actor a retuvo sin derecho durante un
largo período de tiempo la suma entregada por el INDER, en su
propio beneficio y en perjuicio del titular del crédito, el Banco de
Desarrollo, en virtud del endoso de la póliza a su favor por parte
de Atlántico Sur S.A. propietaria del buque "Pionero". Esta afirma-
ción está corroborada por la respuesta que en la presente causa die-
ron los peritos contables a la cuestión "Destino que dio a la suma
de $ 424.824, entre la fecha de su cobro al INDER y el 3 de abril de
1975 (en que pagó al Banco Nacional de Desarrollo). Dado el carác-
ter fungible del dinero, el monto indicado fue depositado en Banco,
integrando a partir de ese momento la masa monetaria de la ac-
tora" (v. fs. 1073).

Frente a dichas circunstancias, no se muestra dolosa la actiVi-
dad desplegada por el INDER de efectuar el débito y promover ~l
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consiguiente proceso judicial, ya que, en su carácter de sociedad del
Estado (ley 21.678), debió sentirse alentado a la realización de dili-
gencias tendientes a evitar la maniobra de la actora. De este modo,
aunque su proceder haya sido erróneo desde el punto de vista jUr!-
dico, de ello no debe seguirse que lo haya sido con la intención
deliberada de no cumplir con sus obligaciones contractuales.

Por otro lado, este razonamiento -similar al seguido por el
a quo- no encierra contradicción ni se aparta de lo resuelto por
una sentencia firme, como pretende el recurrente. La circ.unstancia
de que se haya resuelto en el juicio que el INDER promovió contra
Lucero que "cualquiera fuera el juicio de valor ético-moral 'que pudo
haber merecido al INDER la conducta atribuida en la emergencia
a la demandada (Lucero), su .pretensión de cargar en el pasivo de
la cuenta que mantiene con ella el saldo por el siniestro del buque
"Pionero» no encuentra apoyo dentro del orden jurídico", no enerva
las conclusiones anteriores.

Debe tenerse presente que una cosa significa que el obrar del
INDER haya sido ilegítimo y otra distinta es que también sea doloso.
Si bien el proceder ilegítimo de Lucero -sobre lo cual también han
sido dictados fallos con fuerza de cosa juzgada- no justifica idén-
tica actuación por parte del INDER, sí debe ser computado para la
determinación del dolo, pues una conducta fue consecuencia de la
otra y. para calificar a ésta no puede prescindirse de la primera
por la íntima relación que existe entre ambas.

18) Que establecida, pues, la inexistencia de un actuar doloso,
corresponde pronunciarse sobre los daños pretendidos. Estimó la ac-
tora que, como consecuencia del incumplimiento contractual -con-
sistente en la violación de obligaciones de no hacer: no realizar dé-
bitos que no corresponden, abstenerse de promover juicios y me-
didas cautelares tendientes a hacerlos efectivos, y no difundir noti-
cias perjudiciales para el buen nombre de la empresa-, la deman-
dada debía reparar la pérdida del valor de la empresa, de su evolu-
ción, y los intereses pagados a los descuentos no efectuados, corres-
pondientes a los saldos acreedores exigibles que hubiera tenido Lu-
cero en su cuenta con el INDER, perjuicios todos que entienden
que no habría sufrido de no mediar dicho' incumplimiento.
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Tales per]UlClOS,vinculados todos con el detrimento patrimonial
sufrido por Lucero, no constituye consecuencias inmediatas deri-
vadas del proceder negligente del INDER en los términos del
arto 901 del Código Civil. En efecto, la caída de la producción de la
actora, la no adquisición. de nuevos inmuebles, la supuesta venta
de su principal inmueble en condiciones inferiores a su valor de
mercado, la disminución de su personal especializado y la pérdida
de clientela, no se muestran como el resultado invariable del in-
cumplimiento del INDERsino que tienen conexión con numerosos
acontecimientos de la índole más diversa y que no pueden ser impu-
tados a éste. Conforme a las particulares circunstancias que ro-
dean al sub lite, el débito realizado indebidamente en la cuenta
corriente no tiene. por sí la virtualidad de producir semejante re-

sultado.

En la evaluación de estos aspectos debe también tenerse pre-
sente que, si bien la actora tenía un débito en su cuenta corriente,
a su vez también usufructuó sin derecho el capital recibido de la
demandada para hacer frente a sus obligaciones durante un ex-

tenso período de tiempo.

19) Que, limitada la responsabilidad de la demandada a las
consecuencias inmediatas y necesarias de su incumplimiento, cabe
destacar -como lo hizo el juez de primera instancia a fs. 1484-
que éstas ya fueron satisfechas, pues el INDER reintegró la suma
resultante del débito en. cuestión con los intereses devengados des-
de la fecha de aquél hasta la de su pago (v. fs. 1072 vta.), y a ésto
se limita la reparación cuando se trata de obligaciones de dar sumas
de dinero (art. 622 y concs. del Código Civil).

20) Que, enfocada la cuestión desde otro ángulo, aunque vincu-
lado con las ideas desarrolladas, tampoco puede soslayarse que las
circunstancias del caso no demuestran una relación de causalidad
adecuada entre el incumplimiento Y los perjuicios sufridos, ya que
el deterioro de la empresa existía con prescindencia de lo actuado
por el INDER. Así se observa que, cuando éste pretendió hacer
. efectivo el embargo sobre las cuentas corrientes de la actora, la
cuenta corriente que Lucero ten'ía en el First National City Bank
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registraba saldo deudor, lo que también aconteció respecto de la
cuenta en el Banco Francés e Italiano (v. fs. 24 y 93 de los autos
"INDER c/Lucero". ya citado).

Además, la propia actora expresó en una carta. dirigida al ex
Banco Industrial, de fecha 9 de junio de 1970, que no podía pagar
por problemas financieros propios, por lo que solicitó un plazo
excepcional de veinticuatro meses para cqncelar su deuda (fs. 31
de los autos "Banco de Desarrollo c/Lucero", también ya citado).
Igualmente debe computarse que, según surge del peritaje contable
practicado a £S. 307 y siguientes de los autos "INDER c/Lucero"
al momento de iniciarse dicha demanda, excluido el débito cues-
tionado, el saldo deudor de Lucero era de una suma superior a la
resultante de este último.

De tal modo, no pueden dejar de compartirse las conclusiones
de~ .a qua en cuanto a que la actora mantenía en esa época un pa-
sivo de gran magnitud (v. fs. 1624) cuya antigüedad. era superior
a los 180 días. Al respecto, es suficientemente ilustrativa la carta
de la propia actora del 21 de setiembre de 1971 en la que explicó
-y por ende admitió- su grave situación económica (v. fs. 45.
de los autos "INDER c/Lucero") .

. J, .!V
En .estas cO:ndiciones, tampoco pueden imputarse a la deman~

dada las consecuencias de la publicación periodística, por no haberse
demostrado que la delicada situación comercial de la actora encuen-
tre su causa en aquélla cuando ya existía con anterioridad. Por otra
parte, las conclusiones del a qua sobre el tópico ni siquiera son reba-
tidas por la recurrente con la debida eficacia, ya que se limita a
afirmar que su situación económica anterior al débito era buena.
remitiéndose al peritaje contable (fs. 1682 vta.) , sin hacerse cargo
de las distintas circunstancia.s expuestas que conducen a la conclu-
sión contraria.

Igualil1ente, si se tiene en cuenta que, al margen del débito, el
INDER podía haber iniciado juicio contra Lucero por lo que real-
mente se le adeudaba y que, entonces, también se habrían difundido.
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noticias periodísticas, la situación a la que se hubiese llegado habría

sido la misma.

21':') Que, en lo que concierne al daño moral, se limita la recu-
rrente a invocar el arto 522 del Código Civil (fs. 1688 vta.), lo que
en el sub examine resulta insuficiente en ~anto no indica ni prueba
cuál ha sido el daño extrapatrimonial ocasionado, sino que, por el
contrario, a lo largo de todo el pleito se limitó a la. descripción de
perjuicios de índole patrimonial.

22':') Que, en suma, habida cuenta de que no es necesario que
se ponderen todas las cuestiones propuestas por el recurrente sino
sólo aquellas que se estimen decisivas para la solución del litigio
(Fallos: 297: 333; 300: 535, entre otros), y que sus restantes agra-
vios. no se muestran conducentes para modificar lo decidido en el
presente, la sentencia apelada debe ser confirmada, sin que tam-
poco medien razones para alterar lo resuelto en materia de costas

y honorarios.'

Por ello, se confirma la sentencia apelada.

JOSÉ SEVERO CABALLERO- AUGUSTO CÉSAR
BELLUSCIO- CARLOSS. FAYT (según su vo-
to) - ENRIQUE SANTIAGOPETRACCHI -
JORGE ANTONIO BACQUÉ (según mi voto).

VOTO DE LOS SEÑORESMINISTROSDOCTORESDONCARLOSS. FAYT
y DONJORGEANTONIOBACQUÉ

Considerando:

1'?) Que Lucero Compañía Argenti];)a de Seguros S.A. inició de-
manda contra el Instituto Nacional de Reaseguros por indemniza~
ción de los. daños que le habían causado actos de ese ente' que
configurarían un trato discriminatorio en su perjuicio, la inclusión
de débitos indebidos en la cuenta corriente entre ambos y una cam-
paña de desprestigio en su contra. Se refirió en su reclamo a los
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daños ocasionados, la pérdida del valor de empresa en marcha, el
lucro cesante y el daño moral.

29) Que la demanda fue rechazada en primera y segunda ins-
tancias; este último pronunciamiento impuso a la vencida la tota-
lidad de las costas. Contra él interpuso la actora este recurso ordi-
nario de apelación, que es admisible por las razones dadas en el
dictamen del señor Procurador General, que se da por reproducido
en lo pertinente.

39) Que el a qua comenzó por establecer la Índole de la res-
ponsabilidad en juego; consideró que todos los hechos expuestos
por la demandada habían sido realizados en ocasión de la relaCión
contractual que unía a las partes o a través de ella, la que se evi-
denciaba en la cuenta corriente llevada por el Instituto, vínculo
permanente, en cuyo marco la demandada realizó las acciones que
la actora califica de ilícitas. Esta conclusión le llevó a rechazar la
prescripción alegada por la demandada en relación a alguno de sus
actos para los que consideró aplicables las normas que reglan la
responsabilidad extra contractual.

49) Que a continuación analiza el primer hecho invocado en la
demanda, referente a un supuesto trato discriminatorio y arbitra-
rio, cuya demostración se intentó a través de dos ejemplos, rela-
cionados con los siniestros sufridos por los buques Earthbank y
Punta Piedras. Concluye que en ambos casos -de aéuerdo a las
constancias allegadas a la causa-, el proceder del Instituto fue
correcto, sin que pueda constatarse que el trato dispensado a Lu-
cero S.A. haya sido diferente al usual con otras aseguradoras.

Tras analizar el siniestro de "Panoramic S.A.", no aducido en
la demanda, llega a la conclusión de que los actos del Instituto,
anteriores al caso del buque "Pionero" -hecho de capital importan-
cia en esta causa-, no demuestran el proceder incorrecto preten-
dido .por la actora.

59) Que en relación al siniestro de ese buque, observa que el
reaseguro -que cubría la casi totalidad Qel daño- fue dividido en
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dos partes; abonada la primera a Lucero S.A., y antes del pago de
la segunda, el Instituto le exigió recibo que acreditara el pago a la
asegurada, la empresa Atlántico Sur. Esta satisfizo tal exigencia,
pese a que no había cobrado el importe -con el cual Lucero S.A.
había comenzado a satisfacer algunos reclamos de terceros- ya
que había endosado la póliza a favor del Banco Industrial de la
República Argentina, en carácter de acreedor hipotecario.

La actora recibió así la segunda parte del pago del reaseguro
que ingresó a. su masa. monetaria, según el informe pericial, y per-
maneció en ella hasta que, conforme a lo dispuesto en .la causa que
el Banco referido promovió contra ella, debió depositar el importe
contenido en la condena recaída en tal juicio.

Esta conducta de Lucero S.A., que exhibió el citado documento
emanado de la asegurada, en vez de aclarar que había efectuado
pagos a terceros, supuestamente por mandato de la segunda -man-
dato no expuesto en términos precisos-, más la circunstancia de
que la asegurada debió intimar a Lucero, primero para que le pa-
gara a ella, y más adelante para que abonara los intereses debidos
al Banco, son todos elementos que llevan al juzgador a declarar
su convicción de que la actora demoró conscientemente el pago
debido del endoso, con ~ala fe, reteniendo ínterin los fondos. Re-
fuerza esa convicción la consideración de que si la actitud de la
actora hubiera sido franca, y hubiese estimado que la situación
era dudosa, debería entonces haber consignado las sumas recibidas.

6'?) Que reseña a continuación las medidas que adoptó el Ins-
tituto tras ser advertido epistolarmente por el hoy Banco Nacional
de Desarrollo: efectuó un débito en la cuenta corriente que refle-'
jaba la relación entre aseguradora y reaseguradora, ii:lició acción
penal contra Lucero y la demandó civilmente por el saldo de dicha
cuenta; además obtuvo el dictado de medidas precautorias sobre
cuentas bancaria$ y un inmueble de Lucero S.A. En el juicio civil
se concluyó en que el primer pago efectuado a Lucero no tenia ca-
rácter de anticipo, por lo que el. Instituto no había podido por sí
retraerlo, aunque sí -:-por las circunstancias de la causa- haberse
considerado con derecho a hacerlo, de modo que no cabía calificar
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a su actuar de ilegítimo a' los efectos sancionatorios. En la causa
penal se declaró que Lucero S.A. no había retenido bienes ajenos
-pues los fondos habían pasado' a ser de su propiedad- sin per-
juicio de sus obligaciones frente al Banco endosatario. Este, en la
demanda que a su vez entabló contra Lucero S.A., obtuvo que se
la condenase a pagar el capital e intereses.

79) Que, considera que de las decisiones judiciales producidas
con anterioridad no surge, con valor de cosa juzgada, la mala fe de
los funcionarios del Instituto; en cambio, en varias ocasiones se
insinuó en aquéllas la de Lucero S.A. En relación al hecho de que,
por efecto del débito efectuado por el Instituto y la demanda de su
asegurada por el pago que le correspondía sobre el siniestro del bu-
que "Pionero", Lucero S.A. pudo haberse ,visto obligado a pagar dos
veces lo mismo, sostiene que lo que el Instituto pretendió no fue
obligar al supuesto doble pago, sino solamente que retornase el di-
nero entregado a Lucero S.A., ante el incumplimiento de obligaciones
de ésta denunciado por el endosatario, Esta práctica no sería extraña
en la plaza, segW1 el informe pericial contable.

En cuanto al argumento referente a que por su carácter mono-
pólico, el Instituto debió extremar su prudencia, considera que esto'
es efectivamente lo que hizo al actuar como actuó.

89) Que estima probado que es falso el argumento de Lucero
S.A. -de donde surgiría que la actora no guardó en su poder suma
alguna de dinero- de que pagó con los fondos recibidos al asegu-
rado Atlántico Sur,' y que actuó como su mandante frente a recla-
mos de terceros. La actora no habría abonado a Atlántico Sur la
totalidad de la indemnización recibida sino aproximadamente la
mitad de 'ella; la otra no la entregó ni contabilizó a favor de la
asegurada, hasta que -años después- fue condenada judicialmente
a hacerlo al endosatario. Observa que la propia actora reconoció,
en carta al hoy Banco Nacional de Desarrollo, que tenía problemas
financieros para abonarle. Lucero S.A. habría demorado los pagos
y utilizado los fondos en su beneficio, sin que pueda refugiarse en
la figura del mandato para justificar su actitud.
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Por otra parte, el efecto del débito consistió en que los nuevos
siniestros cubiertos por reaseguros no serían abonados a Lucero
S.A., impidiéndole así negociar nuevos reaseguros, sino que debió
cubrir por sí la suma debitada, suma que le fue devuelta acrecida
con intereses, los que le indemnizarían de la indisponibilidad del
dinero. Todo otro daño sufrido por Lucero S.A. no sería conse-
cuencia inmediata y necesaria de la conducta del Instituto, con-
forme a los artículos 520 y 901 del Código Civil. Señala además que
en tanto el. débito afectaba por un lado a Lucero, S.A., por el otro
ésta disponía del pago recibido del Instituto, y que no había abo-
nado al endosatario, obligación que no cumplió hasta que la con-
denó a hacerlo una sentencia judicial; pudo entonces con esa suma
paliar el déficit que le creara el débito.

9?)Que en tales condiciones, resulta -a su entender- que la
restricción de los negocios de la actora no fue consecuencia del dé-
bito, sino del proceder de la aseguradora de desviar los fondos del
destino que debieron tener. Si la actora contó con dicha suma, nin-
gún perjuicio debió producirle el débito en su cuenta corriente, sea
que pagara al Banco endosatario, como correspondía, sea que des-
tinase el dinero a paliar el débito. De todos modos, juzga -con fun-
damento en el informe pericial contable- que los problemas eco-
nómicos de la actora se habrían producido también si hubiese pa-
gado en tiempo propio al Banco y no hubiera mediado el débito,
pues las causas de tales problemas. estaban en la marcha de la em-
presa; prueba de ello es que Lucero, aduciendo estas dificultades,
solicitó al Instituto el pago en plazos de su deuda con el ente, lo
que no llegó a concederse por discrepancias en el lapso en que se
produciría la regularización.

Aprecia entonces que no hubo trato discriminatorio en perjui-
cio de la actora por parte del Instituto.

10) Que en relación a las publicaciones en diarios de noticias
sobre la instauración de demandas contra Lucero S.A. y el eventual
pedido de designación de un interventor judicial, ellas fueron dadas
por el Instituto sin malicia de los funcionarios, en cumplimiento
de reglas que imponen la publicidad de los actos de entes estatales,
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contenidas en disposiciones generales. El daño que por su difusión
hubiera sufrido la actora no le sería de todos modos indemnizable,
pues pudo remediar la situación mediante el cumplimiento de su
obligación, empleando para ello el dinero retenido.

11) Que concluye, tras una nUeva apreciación global del sub
lite, por reafirmar conclusiones ya sentadas al tratar pormenoriza-
damente las distintas cuestiones. Finalmente no halla razones para
apartarse en el caso del principio objetivo de la derrota, e impone
las costas a la actora.

12) Que la recurrente se agravia -en lo esencial- porque, a
su decir, la sentencia apelada dejó de analizar el incumplimiento,
que reputa malicioso, de obligaciones del Instituto, y consideró en
cambio la imputación referente a la campaña de ese organismo
contra ella, desde el punto de vista de la responsabilidad aquiliana.
La responsabilidad contractual del Instituto incluyó, según sostiene,
obligaciones de hacer -principalmente la de dar sumas de dinero,
derivada de la relación de reaseguro-, pero además otras de no ha-
cer, como abstenerse de debitar de las cuentas de la aseguradora su-
mas que no le eran adeudadas, no promover juicios sobre tales débi-
tos incausados e ilegítimos y no darlos a 'publicidad en perjuicio de
la imagen pública de la actora; desde esta óptica estima configurado
el dolo en la conducta del Instituto, en tanto actuó como lo hizo.

Rechaza la admisión del argumento de la demandada, de. que
el débito en cuestión haya podido efectuarlo en la errónea supo-
sición de que sus pagos sólo podían considerarse causados si se
aplicaban de inmediato a la cancelación de la deuda con el asegu-
rado, y considera que el a qua atribuye un valor excesivo a la decla-
ración del tribunal de alzada en la causa "INDER e/Lucero" en el
sentido de que el Instituto actuó persuadido de la legitimidad de
su derecho, que fue formulada al tratar la imposición de costas,
remisión con la que evitó emitir un juicio propio sobre el tema.

13) Que, en cambio, objeta que se ponga en tela de juicio la
.corrección de sus procedimientos en el caso "Pionero", el que -se-
ñala- no estuvo en cuestión en la causa actual ni en las anteriores,
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y que se le reconozca al Instituto haber actuado en el sentido de
una "reacción justiciera", al margen de las normas que rigen la
materia, aspecto este último que, afirma, fue decidido con valor
de cosa juzgada.

Sostiene que es errónea la afirmación del a qua en el sentido
de que reclama indemnización por el desprestigio que le acarreó
la iniciación de otro juicio por parte del Instituto, cuando lo que
demanda son los daños y perjuicios derivados del débito indebido
y las publicaciones que tuvieron serias consecuencias para su pa-
trimonio y su prestigio.

14) Que relata las dificultades producidas por la conducta del
Instituto, y señala que no habría podido evitarlas pagando lo adeu-
dado al Banco Nacional de Desarrollo -o consignando el importe-,
pues cuando efectivamente pagó, las publicaciones ya habían sido
hechas.

Rechaza asimismo las aseveraciones del a qua en el sentido
que de contar con capacidad patrimonial suficiente no debieron
causarle perjuicio los reclamos que se le formularon, y señala que
por su carácter de aseguradora no pudo recurrir al crédito. Refuta
también los argumentos referentes a la posibilidad de que haya
podido contratar nuevos reaseguros con posterioridad al débito, las
afirmaciones sobre las posibilidades de venta de un inmueble de
su propiedad sujeto a embargo -que por ello vería su precio dis-
minuido- y la declaración de que los rubros lucro cesante, valor
llave y empresa en marcha se enderezarían a consecuencias remo-
tas e imprevisibles del actuar del Instituto. Se agravia finalmente de
la imposición de costas, totalmente a su cargo, y de la elevación de
los honorarios por la sentencia apelada.

15) Que el punto central, en orden a la solución de esta contro-
versia radica en determin"ar la ubicación y el alcance de la eventual
responsabilidad del Instituto por los actos cuestionados. Este tema
ha sido correctamente situado por el a qua en el marco de la res-
ponsabilidad contractual, en lo que por otra parte las partes han
coincidido, excepto por la demandada, en relación a las publica-
ciones. Respecto de ellas, cabe reiterar las obligaciones que tiene
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el ente .demandado, referentes a la publicidad de sus actos, máxime
en casos como el presente, si se atien~e a la importancia de las
funciones que cumple en una actividad como la aseguradora, para
cuyo desarrollo es necesario una gran claridad y transparencia.

Esto sentado, deben juzgarse aquellos actos relacionándolos con
los producidos por la otra parte, la aseguradora Lucero, S.A., pues
ello resulta decisivo para determinar si la actividad cuestionada del.
Instituto, que es en gran medida reacción ante la conducta de la
actora, puede o no calificarse de dolosa, y si los perjuicios que hu-
biera sufrido la actora deben ser indemnizados por él. La afirma-
ción de aquélla, en el sentido de que la corrección de sus procedi-
mientos en relación al siniestro del buque "Pionero" no debe ser
objeto de cuestionamiento en la causa, es por ello, en esta medida,
inadmisible.

16) Que de las propias manifestaciones de la recurrente surge
que ante el reclamo para que acreditara haber efectuado el pago
de la primera paáe del reaseguro -ya abonada- al asegurado, ella
"presentó las constancias correspondientes" que le habían sido re-
queridas, y de esta afirmación y del recibo que obra a fs. 140 de
-la causa penal queda claro que la aseguradora no se ocupó de infor-
mar de los pagos a terceros que habría hecho por mandato del ase-
gurado, según la propia parte afirma. Tampoco se ocupa la recu-
rrente de rebatir eficazmente la grave. aseveración del a qua, de
que tal mandato era contradictorio y. confuso y que su invocación
cabía ser sospechada de integrar una maniobra para dilatar el pago
del Banco endosatario.

Más adelante, cuando recibe la totalidad del pago del reasegu-
ro, en setiembre de 1969, del que sólo cabe deducir algunos recla-
mas' satisfechos a terceros, engrosa su haber, como surge de la
respuesta que dan los peritos contables (a fs. 1073) ~ la cuestión:
"Destino que dio a la suma de $ 424.824, entre la fecha de su cobro
al INDER y el 3-4-75 (en que. se pagó al Banco Nacional de. Desa-
rrollo). Dad? el carácter fungible del dinero, el monto indicado fue
depositado en Banco, integrando a partir de ese. momento la masa
monetaria de .la actora".
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Esto significa que este argumento, esencial en la sentencia ape-
lada, es admisible, y junto con él las implicancias que se derivan
en relación a que si la actora no aplicó tal suma de dinero a abo-
nar lo que debía o, en la duda, consignar el importe, y en cambio,
la retuvo, no puede cabalmente responsabilizar al Instituto de las
situaciones posteriores, porque, cabe reiterarlo, en este delicado
negocio de los seguros, en que el álea natural se enjuga con la pre-
visión humana, la claridad y transparencia de los procederes debe
ser la regla esencial.

17) Que los argumentos de la actora, por los que pretende am-
pararse en el carácter definitivo del pago (que quiso retrotraer el
Instituto, ante la evidencia del proceder incorrecto de aquélla, pues-
ta de manifiesto por el hoy Banco Nacional de Desarrollo -y que
la Justicia reconoció-) para a partir de allí sostener que el Ins-
tituto debe responder de todas las consecuencias que pueda adu-
cir en su perjuicio, no tienen en cuenta que es por el proceder de
Lucero S.A. -reñido con la conducta que debe esperarse de quien.
actúa en la plaza de seguros- que el Instituto, ente estatal y mo-
nopólico -como la misma actora subraya- debió sentirse alentado
a e:'itar tal maniobra, cuyas consecuencias, de ser negativas, P?r
su carácter estatal pesarían en última instancia sobre la Nación
misma, y, por ser monopólico, conforme a la intención del legis-
lador, significaban un particular onus en sus responsabilidades.

El débito practicado por el Instituto en la cuenta corriente que
mantiene con la actora, fue calificado por el juez penal -cuyo pro-
nunciamiento transcribe en lo pertinente la propia apelante a fs. 1660
vta. de su recurso- como una práctica que se sigue "por obvias
razones financieras"; de allí que una institución como la deman-
dada, con tan pesadas responsabilidades, debió razonablemente se-
guirlas, en solo beneficio del interés público.

18) Que el carácter no doloso de las motivaciones del Instituto
en la orientación de las actitudes que asumió en su relación con
Lucero S.A. puede considerarse así admitido. Esto es válido para
las medidas que tomó, haya sido la conclusión de ellas favorable o
desfavorable a sus pretensiones. Procurar, como lo hace la recu-
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rrente, encasillar el problema en el débito que efectuara la deman-
dada, a efectos de extraer de allí una responsabilidad para el Ins-
tituto, implica desnaturalizar el sentido de las disposiciones del
Código Civil vinculables a la causa, como los arts. 519 y 521. En
el caso del primero, no puede considerarse sin más como "ineje-
cución" de la obligación a las medidas adoptadas por el Instituto
para protección de un interés seriamente amenazado y que, por el
carácter nacional del ente puede considerarse común; en relación
al segundo, la malicia -si la hubo- estuvo en la conducta inicial
de la actora.

19) Que en relación a la responsabilidad por las publicaciones
periodísticas, éstas no han reflejado sino la actividad y previsiones
de una entidad que, por sus características ya señaladas, más allá
de sus compromisos de orden contractual no puede desgajarse del
aparato estatal en el que cumple una función precisa e importante.
La publicidad de sus actos no requiere especial justificación, salvo
que se aduzcan indebidos fines de persecución o privilegio; al res-
pecto,' cabe señalar que la actora, tras formular hipótesis -o car-
gos- en este sentido, no concreta en beneficio de quiénes -ni 10
prueba- se intentaría perjudicarla, 10 que obsta a la admisión de
sus afirmaciones en este sentido.

20) Que todo esto admitido, el recurso no contiene argumentos
atendibles enderezados a la modificación de la sentencia apelada,
la que debe, por ende, ser confirmada, sin que se halle razones para
alterar 10 que decide en punto a las cuestiones accesorias de las
costas y los honorarios.

21) Que en atención a la conclusión a que se arriba, resulta
inoficioso pronunciarse sobre la gestión de los doctores Adriana
Inés Rousseaux y Alejandro D. Carrió en beneficio de la actora.

Por ello, se confirma la sentencia apelada.

CARLOS S. FAYT - JORGE ANTONIO BACQUÉ.
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BANCO SIDESA S.A. V. LENIA S.A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Sentencia definitiva. Resoluciol7es posterio-
res a la sent!'ncia.

Es improcedente el recurso extraordinario interpuesto contra la sen-
tencia. si se omitió interponer un nuevo remedio federal contra la
posterior aclaratoria.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución. Límites del pronunciamiento.

La jurisdicción de la Corte se enCUE'ntra limitada por lo .términos del
escrito del recurso extraordinario.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposición del recur-
so. Fundamento.

Los defectos de fundamentación del recurso extraordinario no son
subsan"bles por vía de la ulterior presentac!ón directa.

(;OST AS: Efecto, de la condena en costas.

En principio, la distribución de la carga de las costas tiene sobre los
honorarios de. los letrados intervinientes el sólo efecto de determinar
el obligado a su pago.

RECURSO EXTRAORDIN4.RIO: Requisitos formales. Interposición. del recur-
so. Fundamento.

Es improcedente el recurso extraordinario interpuesto por los abo-
gados 'Sobre la carga de las costas, pues la mera declaración de los
recurrentes, en e.1sentido de que lo decidido les impediría recibir la
remuner¡¡ción que les es debida, sIn dar razones de tal afirmación, no
demuestra el agravJO q\le les eausa la resolución apelada (Voto de los
doctores Augusto César BeIluscio y CarIos S. Fayt).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 7 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Eduardo
Usandivaras y Norberto Jorge Borlenghi en la causa Banco Sidesa,
S.A. s/quiebra c/Lenia, S.A.", para decidir sobre su procedencia.
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DE JUSTICIA DE LA NACIÓN , 1201

1?) Que contra el pronunciamiento de la Cámara Nacional de
Apelaciones en lo Comercial que, al revocar parcialmente la senten-
cia de primera instancia, dispuso que la actualización monetaria y
los intereses referentes al monto consignado en el pagaré corrieran
desde la fecha de intimación de pago y distribuyó las costas de arri-
bas instancias en un 85 % a cargo de la demandada y el resto a
cargo de la actora, los letrados de la ejecutada -por derecho pro-
pio- interpusieron el recurso extraordInario, cuya denegación ori-
gina la presente queja.

2?) Que aún cuando se admitiera la legitimación de los ape-
lantes para reéurrir la decisión del a qua en el tema atineIite a las
costas, sus agravios igualmente serían ineficaces para habilitar la
vía intentada, habida cuenta de que la sentencia que motiva el re-
,curso se integra con la resolución atacada y su aclaratoria poste-
rior, que no fue objeto de impugnación concreta (confr. Fallos:
302: 271; 304: 1953).

3?) Que, en consecuencia, y dado que la jurisdicción de esta
Corte se encuentra limitada por los términos del escrito del recurso
,extraordinario (Fallos: 296: 291; 302: 283), escrito en el cual -por
obvias razones- no pudieron cuestionarse las argumentaciones da-
das en la aclaratoria resuelta con posterioridad, se advierte que la
presentación en examen carece de la fundamentación requerida para
la procedencia del recurso.

4?) Que" en tales condiciones, por no haberse interpuesto un
nuevo remedio federal de la mencionada aclaratoria, no corresponde
atender a las quejas propuestas por los letrados de, la demandada,
ya que tales defectos de fundamentación -':"según conocida juris-
prudencia de esta Corte- no son subsanables por vía de la ulterior
presentación directa (Fallos: 289: 133; 291: 396, 499).

, Por lo que se desestima esta queja, sin más trámite.

JosÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO (según su voto) - CA~LOS S.

FAYT (según su voto) - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI - JORGE ANTONIO BACQUÉ.
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VOTO DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO y DON CARLOS S. FAYT

Considerando:

Que contra el pronunciamieñto de la Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Comercial que, al revocar parcialmente la sentencia
de primera instancia, dispuso. que la actualización monetaria y los
intereses referentes al monto consignado en el pagaré corrieran
desde la fecha de intimación de pago, y distribuyó las costas de
ambas instancias en un 85% a cargo de la demandada y el resto
a cargo de la actora, los letrados de la ejecutada -por derecho
propio- interpusieron el recurso. extraordinario cuya denegación
origina la presente queja.

Que la distribución de la carga de las costas tiene sobre los
honorarios de los letrados intervinientes -'--en principio- el solo
efecto de determinar el obligado a su pago. En consecuencia, la
mera declaración de los recurrentes, en el sentido de que lo deci.
dido por el a qua les impediría recibir la remuneración que les es
debida, sin dar razones de tal afirmación, no demuestra el agravio
que les causa la resolución apelada, lo que obsta al progreso del
recurso directo intentado (doctrina de Fallos: 305:126 y sus citas).

Por ello, se desestima la queja.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT.

SELIM SAADEMO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definittv.a. Re-
soluciones -anteriores a la sentencia definitiva. Varias.

El auto de prisión preventiva no constituye sentencia definitiva (1).

(1) Fallos: 212: 104; 214:6J1; 220: 1141; 223: 128; 228:743; 231: 183; 234:450;
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RECURSO EXTRAORDINARIO: R~quisitos propios. Sentencia definitiva. Con-
cepto y generalidades.

La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invoca-
ción de gar-antías constitucionales supuestamente vulneradas, 'ni por la
pretendida arbitrariedad del pronunciamiento o la alegada interpretación
errónea del derecho que exige el caso.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. Re-
soluciones posteriores a la sentencia definitiva. Varias.

No puede equipararse el auto de prisión preventiva a la sentencia de-
finitiva, pues el perjuicio irreparable que en el caso se configuraría con
la suspensión del procesado eh su actividad notarial no deviene de la
regulación procesal de la prisión preventiva, sino del régimen de la
ley 1340de la Provincia de Río NeglO, cuya validez no ha sido cuestio-
nada ni puede serlo en la causa penal.

oseAR GINALLI

SUPERINTENDENCIA.

La responsabilidad administrativa aparece cuando el agente comete una
faIta de servicio transgrediendo reglas propias de la función pública:
se hace efectiva a través de la potestad sancionatoria de la Administra-
ción Pública --el Poder Judicial en este caso-, que tiende a mantener
el debido funcionamiento de los servicios administrativos y apareja un
mínimo indispensable de autoridad jerárquica autónoma (1) .

SUPERINTENDENCIA.

En la relación discIplinaria intervienen dos sujetos: el pasivo, autor de
la infracción, y el activo, que es el órg'an~ que puede juzgar al funciona-

236:314 y 531; 238:394 y 396; 239: 495; 245:384 y 546; 246:290; 249:85;
255:259;26S:330y 336; 275:102;276:366;280:297;281:271; 286:240; 290:
393; 295:701; 297:551; 301:1181;302:345; 304:848; 306:394, 2090.

(1) 7 de agosto. Fallos: 250:418; 258:92.
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,rio incurso en la falta y aplicarle la sanción correspondiente, previa tra-
mitación de un procedimiento determinado, que ha de desarrollarse
con absoluto respeto de los principios inherentes al debido proceso
legal para preservar los derechos del agente público, y si bien el suma-
rio administrativo puede iniciarse a raíz de una denuncia formulada
por un particular éste no 'tiene la calidad de parte en él, por no tra-
tarse de un proceso contencioso.

SUPERINTENDENCIA.

La instrucción del sumario administrativo iniciado a raíz de la denun-
cia 'formulada por un abogado, debe comprobar solamente si el funcio-
nario Judicial cumplió su tarea en forma irregular Y le corresponde,
por ende, la aplicación de alguna medida disciplinaria ya que si el de-
nunciante pretende hacer efectiva la responsabilidad del agente público
en razón de haber sufrido algún daño (art. 1112 del Código Civil), de-
berá actuar por la vía correspondiente y no demandar intervenciones
impror.r.dentes en materia de superintendencia.

RECTOR GRIEBEN y OTROSv. NACION ARGENTINA

JUECES.

Si el objeto de la acción de amparo es que se condene al Estad!? Nacio-
nal a actualizar el monto de las retribuciones de magistrados, por esti-
mar qll'~ su deterioro real es' lesivo del arto 96 de la Ley Fundamental,
los integrantes de! Tribunal se hallan impec;lidos de resolver en' e!
litigio, c1ándose intervención a los conjueces de acuerdo al art. 22,
'inc. 3, del decreto-ley 1285/58, ratificado por ley 14.467.

FALLO DE LA CORTE .SUPREMA

Buenos Aires, 12 de agosto de 1986.

Autos y Vistos; Consi,derando:,

1~) Que al igual que en los autos "Bonorino Peró, Abel y otros e/
Estado Nacional s/amparo" (Comp. N~ 423.xX), "PeruginC Eduar-
do y otros e/Estado Nacional (Minist. de Educación y Justicia) s/
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demanda de amparo" (Comp. N9 547.xX) y D.494-XX, "Durañona
y Vedia, Agustín y otros e/Poder Ejecutivo de la Nación s/amparo",
varios magistrados han entablado en el sub judice una acción de
esa índole cuyo objeto es que se condene al Estado Nadonal a ac-
tualizar el monto de sus retribuciones, por estimar que el deterioro
real experimentado por éstas desde noviembre de 1983 crea una situa-
ción lesiva del arto 96 de la Ley Fundamental que garantiza a los
magistrados integrantes del Poder Judicial de la Nación contra la
disminución de sus haberes. Tales pretensiones, en lo sustancial,
han sido admitidas en primera y segunda instancia.

29) Que, de acuerdo con lo expuesto, median los mismos fun-
damentos y razones que determinaron la excusación de los sus-
criptos en los juicios de amparo, aludidos en el considerando que
antecede, como así los que aconsejaron la integración del Tribunal
con los mismos señores Conjueces que lo forman en las causas arri-
ba referidas, de acuerdo a lo previsto en el arto 22, inc. 39, de1 de-
creto-ley 1285/58, ratificado por la ley 14.467 (ver resolución del 29
de octubre de 1985, recaída en la Competencia N9 547.xX).

39) Que también el Procurador General como integrante del
cuerpo y primer reemplazante de sus titulares participa en esta
deliberación y suscribe el pronunciamiento.

Por lo expuesto, y de conformidad con lo previsto en los arts. 17,
inc. 79, y 30 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se
declara que los integrantes del Tribunal que suscriben el presente
pronunciamiento se hallan impedidos de resolver este litigio. Y,
a los efectos mencionados en el considerando 2~, dése intervención
a la Corté Suprema formada por los conjueces designados que
conocen en el caso D.494-XX, "Durañona y Vedia, Agustín y otros
e/Poder Ejecutivo de la Nación s/amparo".

JOSÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI - JORGE ANTONIO

BACQUÉ - JUAN OCTAVIO GAUNA.



1206 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

CARLOS ALBERTO ACEVEDO v. PROVINCIA DE SAN LUIS

RECURSO EXTRAOIllJINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestio-
nes federales sImples. Interpretación de otras normas Y actos federales.

Toda vez que se encuentra en tela de juicio el alcance que corresponde
dar a una decisión, de la Corte, y la solución ha sido adversa a los de-
rechos que el demandante fundó en dicha decisión, los agravios sus-
citan cuestión federal bastante para su consideración en la vía extra-

ordinaria.

CONSTÍTUCION NACIONAL:' Consfi(ucionalidad e inconstituciona1idad. Leyes

provinciales.

Procede confirmar la sentencia del Superior Tribunal de Justicia de la
Provincia de San Luis que désestimó la pretensión tendiente a la de-
claración de inconstitucionalidad de los arts. 1~,3~,4~, 5~ y 8~ de la ley
local 3697, que si bien hizo hincapié en 'razones de orden formal para
obviar el tema de la constitucionalidad en el tipo de demanda -c.onten-
ciosoadministrativa- efectuó referencias concretas y suficientes res-
pecto de la validez de la ley que permite declarar la baja de los agentes
públicos por las r'izones que expresa.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Improcedencia. del recurso.

No se 'idvierte agravio que justifique la procedencia del recurso extra-
ordinario, si el derecho del demandante a percibir la indemnización
reajustada en función de la depreciación monetaria, a fin de que la suma
establecida por tal concepto sea razonable, ha sido resuelto por remisión
a precedentes del a quo y de la Corte.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios., Cuestiones 110 federales.
Sentencías m'nitrarías. Improcedencia del recurso.

No resulta descaliflcable lo resuelto por el a quo, si la decisión ha me-
diado sobrc los puntos propuestos con incidencia sobre el fondo del
asunto, y con proyección sobre los derechos que han sido 'controverti-
dos por el agente público, y en diversos pronunciamientos la Corte ha
negado que el arto 3~ de la ley 3697de la Provincia de San Luis tenga
las connotaciones que se le atribuyen.
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RECURSO EXTRAORDINARlO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sel1tencias arbitrarias. Procedel1cia del recurso. Falta de fundamentación su-
ficiel1te.

Es descalificable el fallo que desestimó la pretensión de obtener la de-
claración de inconstitucionalidad de los arts. 1?, 3?, 4?, S?, y 8? de la ley
3697 de San Luis, sin dar motivos suficientes para sustentar su deci-
sión. Ello es así, pues no basta la sola reiteración de la existencia de
diferentes trámites para la sustanciación de las acciones contencioso-
administrativas y de inconstitucionalidad, sin explicar qué normas ad-
jetivas no habrían sido literal o sustancialmente cumplidas como para
impedir m conocimiento -máxime cuando. el propio tribunal reconoce
que ambas acciones corresponden a la misma jurisdicción y que su-
pletoriamente pueclen aplicarse las normas procesales del juicio con-
tenciosoadministrativo al juicio por incQl1stitucionalidad-, y sin que
tampoco supla ese objetivo la remisión a precedentes ya sea de aquel
tribunal o de otra Corte provincial (Disidencia de los Dres. Augusto
César Belluscio y Carlos S. Fayt).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales.
Sentencias arbitrarias. Procedel1cia del l'ecurso. Apw"tamiento de constancias
de la causa.

Corresoonde se deje sin efecto la sentencia si carece de sustento el
argumento en el que se basó para el rechazo de la demanda de incons-
titucionalidad, .desde que no aparece razonado en relación a las cir-
cunstanc:ias de la "ausa su aserto por el cual la acumulación de accio-
nes indicadas -eontenciosoadministrativas y de inconstitucionalidad-
conduce necesariamente a su desnaturalización (Disidencia de los Dres.
Augusto César Belluscio y Carlos S. Fayt).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales.
Setel1cias arbitrw"ias. Procedel1cia del recurso. COf7tmdicción.

Incurre en autocontradicción y corresponde dejar sin efe.cto el fallo
que sin perjuicio de decidir la improcedencia de la demanda de incons-
titucionalidad, se pronuncia en favor de la validez del tope indemniza-
torio pL"cvistoen el arto 4? de la ley 3697/76 de San Luis no obstante
considerar estéril rontinuár con el análisis de la causa en su propio
decir -y sin perjuicio de su adecuación a la doctrina de la .Corte-.
En tales condiciones lo efectuado por el a qua genera confusión e in-
certidum]-.re sobre las pautas que han de servir de base para la liqui-
dación del crédito del actor, a la vez que no se compadece con la
doctrina actual sentada .por la Corte (Disidencia de los Dres. Augusto Cé-
sar Be!luscio y C::-rlos S. Fayt).
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I

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. CUI~stiolles no federales.
Setencias arbitrarias. Pro!:edencia del l'ecurso. Contradiccióll.

Resulta contradictorio y corresponde dejar sin efccto el fallo que rc-
conoce la alegada invalidez del art. 8~ de la ley 3697 de San Luis -que
veda por 5 años el reingreso del agente prescindido a la administración
pública-o Y. no obstante ello, rechaza el recurso de inconstitucionalidad
(Disidencia de los Dres. Augusto César Belluscio y Carlós S. Fayt).

DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

Contra la sentencia del Superior Tribunal de Justicia de la Pro-
vincia de San Luis (fs. 439/445, foliatura de los autos principales,
a la que me referiré en lo sucesivo) " por la que se resolvió rechazar
el recurso de inconstitucionalidad 'de los arts. 1':', 3':', 4':', 5,:, y 8':' de
la ley 3697, en virtud de los cuales el actor fue dado de baja por
razones de servicio del Cuerpo Penitenciario local, interpuso el ven-
cido recurso extraordinario (fs. 447/454), cuyo traslado de ley fue
contestado (fs. 458/465), Y denegado por el a qua (fs. 468/469), dio
origen a la presente queja. .

1

Con carácter previo, corresponde reseñar, que un anterior pro-
nunciamiento dictado en la causa por el Superior Tribunal de Jus-
ticia Provincial (fs. 314/317), fue parcialmente dejado sin efecto
por V. E., devolviendo las actuaciones al inferior, para que por
quien correspondiera, dictara nuevo fallo (fs. 408/411).

La Corte fundó su decisorio, de un lado, por considerar que
la aseveración contenida en la sentencia de "que no corresponde
tratar planteos de inconstitucionalidad en la demanda contencioso-
administrativa", conforme "tiene dicho en forma reiterada este Su-
perior Tribunal", con la cita de dos fallos respecto de los cuales se
omite la fecha de pronunciamiento o, eventualmente, el lugar de su
publicación, y sin la mención' de norma legal alguna, no constituye
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derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las cir-
cunstancias concretas de la causa; y de otro, que tampoco satisface
, la exigencia de un ~decuado servicio de justicia, la mera 'afinna-
ció:n, de orden general, relativa a la compatibilidad de las leyes
de prescindibilidad de agentes estatales con los principios y pre-
ceptos constituCionales, en la medida en que se reconozca una ade-
cuada indemnización, frente a los planteos de inconstitucionalidad
formulados por el accionante con referencia a las disposiciones ya
citadas (considerand? 4?), fs. 409/409 vta.

II

Por su parte, y en Tazón, de que la Corte al 'pronunciarse des-
calificando la sentencia del a qua, se apartó del dictamen de este
Ministerio' Público (fs. 407), estimo que es del resorte exclusivo,
de V.E. definir el alcance de la jurisdicción devuelta al Superior
Tribunal Provincial, y si' éste en su nuevo' fallo, ha subsanado los
vicios que se puntualizaran en esa oportunidad.

III

En razón de lo que llevo expuesto, opino, no corresponde que
emita dictamen en la presente causa sobre la viabilidad de la
nueva queja y procedencia del recurso extraordinario. Buenos Ai-
res, 4 de abril de 1986. José Osvaldo Casas.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 12 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Carlos Al-
berto Acevedo en la causa Acevedo, Carlos Alberto c/Superior Go-
bierno de la Provincia de San Luis", para decidir sobre su pro-
cedencia.
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Considerando:

FALLOS OE LA CORTE SUPREMA

1<:')Que contra el pronunciamiento del Superior Tribunal de
Justicia de la Provincia de San Luis, que desestimó la pretensión
tendiente' a obtener la declaración de inconstitucionalidad de los
arts. 1<:',3<:',4'?,S'?Y 8'?de la ley local 3697, el actor dedujo el recurso
extraordinario cuya denegación origina la presente queja.

2'?) Que los agravios del apelante suscitan cuestión federal bas-
tante para su consideración en la vía intentada, toda 'véz que se
encuentra en tela de juicio el alcance que corresponde dar a una
decisión de esta Corte y la solución del a qua ha sido adversa a
los derechos que el demandante fundó en dicha decisión (causas:
H.141.XIX. "Hernández, Enrique e/Empresa Rojas S.A.C. y otra" y
P.3l.XX. "Paz, Nicolás s/pensión" del 19 de febrero y 7 de no-
viembre de 1985, respectivamente).

3'?) Que, al respecto, interesa recordar que en oportunidad de
expedirse en el anterior recurso de la actora, este Tribunal consi-
deró que la mera aseveración de que no correspondía' tratar los
planteos de inconstitucionalidad en la acción contenciosoadminis-
trativa, sin más argumentos que los que allí se expusieron, no
constituía derivación razonada del derecho vigente; conclusión que
hizo extensiva al modo como se había examinado la cuestión ati-
nente a la validez de las leyes de prescindibilidad.

4'?) Que al fallar nuevamente en esta causa, el Superior Tribu-
nal de Justicia ha dado motivos suficientes para sustentar su deci-
sión, pues aunque hizo hincapié en razones de orden formal para
obviar el tema de la constitucionalidad en este tipo de demanda,
lo cierto es que también efectuó referencias concretas y suficientes
respecto de la validez de la ley que permite declarar la baja de
los agentes públicos por las razones que establece; referencias que
coinciden con el criterio aceptado por esta Corte -en su actual
composición- (confr. causa C.40.xX. "Castiñeira de Dios, Enrique
c/I.N.V. s/contenciosoadministrativo s/ordinario") del 1 de agosto
de 1985 y sus citas).
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5':) Que, de igual modo, media análogo tratamiento del tema
relacionado con el pago de la indemnización, bien que al respecto
el problema haya sido resuelto por remisión a precedentes del a
quo y de este Tribunal, con lo cual ha quedado a salvo el derecho
del demandante a percibir la indemnización reajustada en función
de la depreciación monet~ria, a fin de que la suma establecida
por tal concepto "sea razonable", por lo que no se advierte un claro
agravio en este aspecto que justifique la procedencia del recurso.

6':) Que, por último, atento a que en diversos pronunciamien-
tos de esta. Corte se ha negado que el arto 3': del régimen legal
tenga las connotaciones que se le atribuyen (causas: C.92.XX. "Co-
nejos, Miguel c/Gobierno de la Nación y otra s/nulidad de acto
administrativo y otros" y sus citas, del 1': de agosto de 1985), no
se aprecia motivo válido para descalificar lo resuelto, pues debe
entenderse que ha mediado decisión sobre los puntos propuestos
con incidencia sobre el fondo del, asunto y con proyección sobre los
derechos que han sido controvertidos por el agente público.

Por ello, se declara procedente el recurso y se confirma la
sentencia.

JOSÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO

(en disidencia) - CARLOS S. FAYT (en disiden-
cia) - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.

DISIDENCIA DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO y DON CARLOS S. FAYT

,Considerando:

1,:) Que contra. el pronunciamiento del Superior Tribunal de
Justicia de la Provincia de San Luis, que desestimó la pretensión
tendiente a obtener la declaración de inconstitucionalidad de los
arts. 1':, 3':, 4':, 5,: y 8': de la ley local 3697, el actor dedujo el re-
curso extraordinario cuya denegación origina la presente queja.
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2':') Que los. agravios del apelante suscitan cuestión federal bas-
tante para su consideración en la vía intentada, toda vez que se
encuentra en tela de juicio ,el alcance que co'rresponde dar a una
decisión de esta Corte y la solución del a qua ha sido adversa a los
derechos qu~ el demandante fundó en dicha decisión (causas: H.
141.XIX. "Hernández, Enrique e/Empresa Rojas S.A.C. y otra" y
P.31.XX. "Paz, Nicolás s/pensión", del 19 de febrero y 7 de noviem-
bre de 1985, respectivamente).

3':') Que, al respecto, interesa recordar que en oportunidad de
expedirse en el anterior recurso de la actora, este Tribunal consi-
deró que la mera. aseveración de que no correspondía tratar los
planteos de inconstituciona1idad en la acción contenciosoadminis-
trativa, sin más argumentos que los que allí se expusieron, no cons-
tituía derivación razonada del derecho vigente; conclusión que hizo
extensiva al modo como se había examinado la cuestión atinente a
la validez de las leyes de prescindibilidad.

4':') Que al fallar nuevamente en esta causa del modo en que
lo hizo; el Superior Tribunal de Justicia no dio motivos suficientes
para sustentar su decisión y, por ende, no cumplió con lo ordenado
por la Corte en su anterior intervención a fs. 408/411.

Ello es así pues no basta a tal fin la soJa reiteración de la
existencia de diferentes trámites de sustanciación de las acciones
contenciosoadministrativas Y de inconstitucionalidad, sin exp~icitar
qué normas adjetivas'no habrían sido literal o sustancialmente cum-
plidas en el sub lite como para impedir su conocimiento, máxime
cuando' el propio Tribunal reconoce que ambas acciones correspon-
den a la misma jurisdicción y .que supletoriamente. pueden apli-
carse las normas procesales del juicio contenciosoadmii:listrativo al
juicio por inconstitucionalidad.

Tampoco suple ese objetivo la renUSlOn a precedentes, ya sean
del propio Tribunal o de otra Corte Provincial, de los que sólo se
transcribe la conclusión que declara no acumu1ab!es ambas accio-
nes, sin la menor referencia que demuestre la correlación de aquella
declaración con las particularidades del caso.
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En estas condiciones, carece de sustento el argumento en que
el a qua se basó para el rechazo de la demanda de inconstitucio-
nalidad, desde que no aparece razonado en telación a las circuns-
tancias de la causa su aserto por el cual la acumulación de las
acciones indicadas conduce necesariamente a su desnaturalización.

5?) Que, por otra parte, el fallo apelado incurre en autocontra-
dicción, por cuanto sin perjuicio de, decidir la improcedencia de la
demanda de inconstitucionalidad por la razón ut supra señalada, y
aunque "sería estéril continuar con el análisis de esta causa ... "
-en su propio decir-, s'e pronuncia en favor de la validez del
tope indemnizatorio previsto en el arto 4? de la ley 3697/76, sin per-
juicio' de su adecuación a la doctrina del caso "Carrizo" (Fallos:
304:972).

Además, en tales condiciones, lo actuado por el a qua, lejos
-de esclarecer la cuestión, genera confusión e incertidumbre sobre'
las pautas que han de servir de base para la liquidación del crédito
del actor, a la vez que no se compadece cón la doctrina sentada
por esta Corte en su actual integración, entre otras, en la sentencia
del 6 de jUI).io de 1985, in re: "Antequera, Alberto c/Encotel s/nu-
lidad de resolución".

6?) Que por las mismas razones resulta contradictorio el fallo
atacado en cuanto reconoce la alegada invalidez del arto 8? de la
ley 3696 -que veda por 5 años el reingreso del agente prescindido
a la administración pública-, y, no obstante ello, rechaza el recurso
de inconstitucionalidad.

Por ello, habiendo dictaminado el señor Procurador Fiscal, se
hace lugar a esta presentación directa y se deja sin efecto el fallo
recurrido.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S, FAYT.
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AURELIO AIELLO v. TRANSPORTE AUTOMOTORES CHEVALLIER S.A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentel7cias arbitrarias. Pmcedencia del recurso. Contradicción.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que, luego de resolver que
las sum~s abonadas en concepto de gastos de comida, traslado o alo-
jamiento no tienen carácter remuneratorio, condenó a pagar, en con-
cepto de valor hora, montos calculados por el perito sobr.e la base de
la interpretación contraria a lo decidido (1) .

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Pmcedencia del recurso. Contradicción.

Corresponde desca.lificar como acto judicial válido la sentencia que no
ha proyectado en la parte resolutiva el resultado de los fundamentos
expresados en los considerandos (2).

JUAN G. DIXON y OTROS v. EDUARDO M. PASTORE y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del reéurso. Falta de fundamentación su-
ficiel7le.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que desestimó la indemniza-
ción del valor vida humana por no haberse reclamado en la demanda
si su interpretación tiene en cuenta más el título' bajo el cual se for-
muló el reclamo -daño moral- que la pretensión deducida, que exa-
minada adecuadamente demUl':stra que su sentido ~s comprensivo tanto
de ese capítulo cuanto del valor de la vida humana.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Falta de fundamentación su.
ficiimte.

CorresDonde descahficar como acto jurisdiccional el fallo que incurrió
en graves defectos de fundamentación al reducir la indemnización

(1) 12 de agosto,
(2) Fallos: 303:1145.
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fijada en concepto de daño moral por muerte de la madre, sobre la
base de lo que se habría resuelto en pronunciamientos anteriores si-
milares, sin hacer mención de ello ni de las diversas circunstancias
personales de la víctima y de sus familiares.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introducción de la cues-
tión federal. Oportunidad.

Resulta tardío el planteo que sólo se aduce en la presentación directa.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 12 de agosto de 1986.

Vistos los aut.os: "Recurso de hecho deducido por María Teresa
Dixon y otros en la causa Dixon, Juan G. y otros c/Pastore, Eduar-
do M. y otros", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1?) Que contra el pronunciamiento de ia Sala III de la Cámara
Nacional de Apelaciones en 10 Especial Civil y Comercial que, al
revocar parcialmente la sentencia de primera instancia, desestimó
el Ítem del resarcimiento atinente al valor vida humana y dismi-
nuyó el monto por !ndemnización en concepto de daño moral, los
actores interpusieron el recurso extraordinario cuya denegación ori-
gina la presente queja.

2?) Que los agra,;ios de los apelantes suscitan cuestión federal
bastante para su exam~n en la vía intentada, pues no obstant~ refe-
rirse a cuestiones dé hecho y de derecho común y derecho procesal,
ajenas -en principio- al remedio del arto 1.4 de la ley 48, tal cir-
cunstancia no résulta óbice decisivo para abrir el recurso cuando
la sentencia recurrida satisface sólo en aparienéia la exigenciacom;-
titucional de adecuada fundamentación.

3?) Que, en efecto, al desestimar el renglón referente al valor
vida humana por no haberse reclamado en la demanda, el a qua
ha efectuado una interpretación que tiene en cuenta más el título
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bajo el cual se formula el reclamo -daño moral- que la verda-
dera pretensión deducida, ya que si se examina adecuadamente el
sentido de ella se aprecia que es comprensivo tanto de ese capítulo
cuanto del atinente al de valor vida humana.

4':') Que, de igual modo, al reducir el monto de la indemniza-
ción fijada en concepto de daño moral por muerte de la madre,
sobre la base de lo que se habría resuelto en pronunciamientos
anteriores similares, sin hacer mención de ellos ni de las diversas
circunstancias personales de la víctima y de sus familiares, la Cá-
mara ha incurrido en graves defectos de fundamentación que auto-
rizan a descalificar el fallo como acto jurisdiccional (Fallos: 298:
565; 302:572, 1033).

5':') Que, en cambio, no corresponde hacer lugar a la objeción
referente a la falta de tratamiento del daño moral por lesiones del
padre, toda vez que este planteo no fue oportunamente propuesto
en el escrito del recurso extraordinario; por lo 'que resulta tardío
a los fines perseguidos cuando sólo se lo aduce a la ulterior pre-
sentación directa (Fallos: 296:291; 298:354; 302:281).

6':') Que, en tales condiciones, y sin abrir juicio sobre la cuan-
tía que corresponde fijar en concepto de daño moral y valor vida
humana, corresponde hacer lugar al recurso, pues las- garantías
constitucionales que se dicen vulneradas guardan nexo directo e
-inmediato con lo resuelto según lo exige el arto 15 de la citada

ley 48.

Por ello, y con el alcance indicado, se declara procedente el
recurso extraordinario y se deja sin efecto la sentencia.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT -

JORGE ANTONIO BACQUÉ.
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JOSE CARMELO FERNANDEZ
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideración
de extremos conducentes.

Si el interesado tenía razones valederas para impugnar los arts. 49,
51, 53 y 55 de la l~y 18.037,pues los informes acompañados demuestran
el menoscabo patrimonial sufrido en virtud de la aplicación de topes
e índices que desconocieron la realidad económica, con la consiguiente
pérdida del poder adquisitivo del haber jubilatorio y de su adecuada
proporcionalidad con lo que percibiría de continuar en actividad, co-
rresponde dejar sin efecto la sentencia que omite tratar las cuestiones
planteadas, máxime cuando se ajustan a lo resuelto por la Corte (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Citestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del' recurso. Defectos en la consideración
de extremos conducentes.

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que, frente a los
términos de la apelación y a los elementos obran tes en la causa -idó-
neos para esclarecer los hechos y probar que la disminución en el monto
del haber jubilatorio era confiscatoria-, omitió el tratamiento de las
objeciones planteadas, máxiJ;ne cuando se ajustan a lo resuelto por la
Corte en conocidos precedentes (2).

FRANCISCO TORNESE BALLESTEROS y OTROSV. IGNACIO NUÑO y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestio-
nes federales simples. Interpretación de otras normas y actos federales. ,

Existe cuestión federal si se encuentra en tela de juicio el alcance 9.ue
corresponde asignar a una decisión de la Corte y el fallo del inferior
ha sido adverso a los derechos que el apelante sustentó en dicha decisión.

(1) 12 de agosto. Fallos: 295:441; 300:84, 571; 303:1155; 304:180; 305:292,
1213; "Maldonado, Lelia Alvarez de" del 29 de noviembre de 1984
y "Tallo, Antonio s/jubilación" del 22 de abril de 1986.

(2) Fallos: 292:447; 293:235; 300:84,571; 305:866.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cúestiones 1Wfederales.
Sentencias arbitrarias. Procede1tcia del recurso. Defectos en la consideració¡1 de
extremos conducentes.

Evidencia. un claro VICIO de fundamentación la sentencia que en el jui-
ciopor la ocupación ilegítima de un inmueble resuelve que el daño no
se genera por la oc.upación continuada, sino por el incumplimiento de la
obligac;ón de.restituir y que la acción de desalojo no interrumpe la pres-
cripció:t del reclamo por los perjuicios, sin que ,la cií'cunstancia de
hallarse el daño en evolución obste al curso de la prescripción, pues
omite ponderar, como señalara la Corte en un anterior pronunciamiento
en el expediente, la eficacia de la causa petendi en la determinación de las
condiciones para que opere la prescripción liberatoria y no distingue
entre el nacimiento del derecho y su caída bajo el dominio de la pres-
cripción.

,RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Improceden'cia .'del recurso.

Si el anterior pronunciamiento de la Corte descalificó la sentencia por no
efectuar una apreciación suficiente de la cuestión al tratar como acto
único e instantáneo la ocupación de un inmueble, no es arbitraria la
nueva sentencia que argumenta que el daño no, se generó por la ocupa.
ción continuada, sino por el incumplimiento de la obligación de restituir,
que la acCióri de desalojo no interrumpió la 'prescripción y que la cir-
cunstancia de estar'el daño en evolución no era óbice a su curso, pues
ha remediado las deficiencias de fundamentación del primer fallo con
suficientes y atendibles argumentos de derecho común (Disidencia del
doctor Carlos S. Fayt). ' ,

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 12 de agosto de 1986.

. Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en
la, causa Tornese Ballesteros, Francisco y otros e/Nuño, Ignacio y
otros", para decidir sobre 'su procedencia.

Considerando:

1':') Que contra el pronunciamiento de la Sala II cíe la Cámara
Nacional de Apelaciones Especial en lo Civil y Comercial, que con-



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 1219

firmó la sentencia de primera instancia que había hecho lugar a la
defensa de prescripción, la actora dedujo el recurso extraordinario
cuya denegación origina la presente queja.

2?). Que los agravios de la apelante ~uscitan cuestión federal
bastante para su consideración en la vía intentada, habida cuenta
de que se encuentra en tela de juicio el alcance que corresponde
asignar a una decisión de este Tribunal y el fallo del a quo ha sido
adverso a los derechos que aquélla sustentó en dicha decisión
(confr. causas: H.141.XIX. "Hernández, En;rique e/Empresa Rojas
S.A.C. y otra" y P.31.XX. "Paz, Nicolás s/pensión", del 19 de fe-
brero y 7 de noviembre. de 1985, resp~ctivamente).

3?) Que, al respecto, cabe destacar que en oportunidad de ex-
pedirse sobre el anterior recurso deducido por el demandante, esta
Corte señaló que la alzada no había ponderado la eficacia de la

.causa petendi (ocupación ininterrumpida e ilegítima de un inmue-
ble por largo tiempo) en la determinación de las condiciones reque-
.ridas para que se operase la prescripción liberatoria, pues .se había
expedido sobre el punto como si se tratara de un acto único e
instantáneo (fs. 1149, considerando 3?).

4?) Que, además, agregó este Tribunal que al no haber discri-
minado debidamente entre una y otra hipótesis, el a quo no había
efectuado una apreciación suficiente del problema propuesto, cir-
cunstancia que hacía aplicable la doctrina respectiva en materia de
arbitrariedad, pues lo resuelto no constituía derivación razonada
del derecho vigente con aplicación a los hechos comprobados en
la causa (fs. 1149, considerando 4?).

S?) Que la alzada se pronunció en el sentido de que el daño
no se generaba por la ocupación continuada sino por el incumpli-
miento de la obligación de restituir, y que la acción de desalojo
no interrumpía la prescripción del reclamo por los perjuicios su-
fridos, sin que la circunstancia de hallarse el daño en evolución
fuese óbice al curso de la prescripción, ya que la acción. era exigi-
ble aunque el menoscabo se proyectara hacia el futuro.
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M) Que, por otra parte, la Cámara sostuvo también que aun
en la hipótesis de que se estimara que mientras estuvo pendiente ,
de decisión la acción de desalojo mediaba para el acreedor una im-
posibilidad jurídica de obrar, atento al tiempo transcurrido desde
que quedó firme el pronunciamiento anterior hasta las acciones que
se dedujeron, igualmente habría transcurrido un lapso superior a
la dispensa contemplada en el arto 3980 del Código Civil.

7'1) Que la soltición del a qua incurre nuevamente en defecto
semejante a la anterior, ya que no discrimina debidamente entre
las hipótesis a que se ha hecho referencia en los considerandos 3'1
y 4'1, Y lleva al absurdo de considerar prescripto el reclamo de los
daños y perjuicios antes de que se hayan producido, ,como surge
de la mera computación de los plazos y de los términos de la
controversia.

8'1) Que la comprenslOn señalada evidencia un claro vicio de
fundamentación que lleva a descalificar la sentencia, pues aparte
de quebrantar la pauta señalada por esta Corte en su decisión de
fs. 1149, incurre, en el vicio de no distinguir entre el nacimiento
del derecho y su caí~a bajo el dominio de la prescripción, indis-
pensable para dar una justa solución a los casos en que los per-
'juicios se producen por la continuidad del ilícito.

9'1) Que la solución expresada no niega la posibilidad de que
parte del crédito invocado pueda hallarse prescripto, pero exige
distinguir entre las distintas etapas que correspondan a la ocupa-
ción del bien, ya que la permanencia ilegítima no puede ser juz-
gada en cuanto a los efectos "S' menoscabos que produce como un
acto único en el tiempo, bien que la causa originaria haya sido
la transgresión que determinó la invalidez del contrato.

Por ello, con el alcance que surge de las consideraciones pre-
cedentes, se declara procedente el recurso extraordinario y se deja
sin efecto la sentencia.

JOSÉ SEVERO CABALLERO - CARLOS S. FAYT (en
disidencia) - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

- JORGE ANTONIO BACQUÉ.
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DISIDENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FAYT

Considerando:
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19) Que contra el pronunciamiento de la Sala JI de la Cámara
Nacional de Apelaciones Especial en lo Civil y Comercial, que con-
firmó la sentencia de primera instancia que 'había hecho lugar a
la defensa de prescripción, la actora dedujo el recurso extraordi-
nario cuya denegación origina la presente queja.

29) Que en su anterior pronunciamiento esta Corte señaló como
defecto descalifican te de la sentencia allí considerada el no haber
efectuado una apreciación suficiente de una de las cuestiones some-
tidas a su consideración, al tratar como un acto único e instantáneo
la ocupación del inmueble.

39) Que en la nueva sentencia que aquí se recurre el a quO'
argumentó que el daño no se generó por la ocupacióJ]. continuada,
sino por el incumplimiento de la obligación de restituir, que la
acción de desalojo no había interrumpido la prescripción, porque
simultáneamente pudo demandarse por los daños derivados de la
ocupación y que Ía circunstancia de estar el daño en evolución no.
era óbice a su curso, porque la acción era exigible aunque el daño
se proyectara hacia el futuro.

49) Que de esta manera, la sentencia apelada remedia las defi-
ciencias de fundamentación de aquélla a la que suple, y lo hace'
con suficientes y atendibles argumentos de derecho común que son
propios de los magistrados a quienes está reservado su conoci-
miento en razón de la materia (art. 67, inc. 11, de la Constitución
Nacional; art. 15, in fine, de la ley 48).

Esta circunstancia no impide añadir que la solución a que el
a qua llega es coincidente con doctrina establecida por este Tribu-
nal (confr. Fallos: 300:143, especialmente considerando 79 y sus
citas) .
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5?) Que, esto sentado, el recurso es improcedente, atento que
no se ha desconocido lo deddido en el acto de autoridad federal
(Fallos: 299:287; 300:656,938), ni la sentencia apelada es arbitra-
ria (Fallos: 297: 173, 558; 300: 390, 982; 302: 562, 1574):

Por ello, se desestima la queja.

CARLOS S. FAYT.

CHEMOTECNICA SINTYAL S.A. v.' NACION ARGENTINA

ACCION DE AMPARO: Actos u omisiones de autoridades públicas. Requisitos.
Inexistencia dr: otras vías.

La existencia de procedimientos para la efectiva tutela del derecho que
se dic,~ vulnerado basta para el rechazo de la acción de amparo, 10 que
'no se obvia mediante la afirmación de que care,cen de idoneidad para
el resgu?rdo de la garantía, constitucional invocada (1).

ACCION DE .4ftilPARO: Actos u omisiones de autoridades públicas. Requisitos.
Inexistencia de otras vías.

El perjUIcio que pueda ocasionar la dilación de los procedimientos co-
rrientes, no importa otra cosa que la situación común de toda persona
que peticiona mediante ellos el reconocimiento de sus derechos (2) .

.ACCION DE A,HPARO: Actos u omisio17es de autoridades públicas. Trámite.

No procede el amparo contra la resolución del Director General del Ser-
vicio de Sanidad Vegetal que suspendió el trámite de inscripción de un
herbicida, si el planteo se vincula con la imposibilidad de ese órgano de
verificar la ~riginalidad del producto desde el punto de vista de la ley'Ü],
así como los alcances del decreto-ley 3489/58y su reglamentación (decreto
5769/59), pues se configuran cuestiones cuya dilucidación requiere mayor
debate y prueba que el autorizado por el trámite sumarísimo del amparo.

(1) 12 de agosto. Fallos: 300:200, 1033,1231;303:419,422,925, 1145y 2056.
(2) "Piccilli, Raúl Orlando v. Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires

s/amparo" del 5 de junio de 1986.
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MANUFACTURADE TABACOSPARTICULARES V. F. GRECO S.A.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. Con-
cepto y generalidades.

No es <;entencia definitiva el pronunciamiento de la Cámara que con-
firmó la regulación de honorarios de primera instancia, si el recurrente
disponía aún de una instancia impugnativa local, pues el arto 111 de
la ley arancelaria }046 de Entre Ríos prevé que mediante reposición la
alzada corrija el defecto que se le atribuye (1):

JORGE ANDRES MITARAKIS LOPEZ

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Subsistencia de los requi-
sitos.

No corresponde que la Corte emita pronunciamiento alguno en el re-
curso extraordinarIo contra el fallo de Cámara que declaró bien dene-
gada la apelación contra la sentencia que no hizo lugar a la extradi-
ción de un ciudadano chileno, si con posterioridad a la presentación
directa dicho ciudadano fue detenido por las autoridades chilenas al in-
tentar ingresar .en aquel país (2).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Subsistencia de 'los requi-
sitos.

Las <;entencias de la Corte deben atender a las circunstancias existen-
tes en el momento de la decisión, aunque ellas sean sobrevinientes al
recurso extraordinario (3).

(1) 12 de agosto.
(2) 12 de agosto.
(3) Fallos: 289: 33; 301: 947; 306:1125.
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CITREX S.A.l.C.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestio-
nes federales simples. Interpretación de las leyes federales. Leyes de carácter
federal y local.

Procede el recurso extraordinario interpuesto por la representación fis-
cal contra la sentencia de Cámara que confirmó el fallo de primera ins-
tancia que había revocado la resolución 358/84 de la Administración
Nacional de Aduanas por la cual se condenó al pago de una multa en
los términos del arto 970, apartado primero y arto 926 del Código Adua-
nero, pues se halh controvertido el alcance de normas de naturaleza
federal y se trata de una sentencia definitiva del superior tribunal de
la causa, contraria a las pretensiones que la recurrente sustenta en aqué-
llas.

ADUANA: PenalIdades.

La aplicación de una multa en los términos del art. 970, ap. l? y art.
926 del Código Aduanero. no tienen carácter retributivo del posible daño
causado sino que tiende a prevenir y reprimir la violación de las dispo-
siciones' pertinentes, por lo que no resulta controvertida su naturaleza
represiva, la que no se altera por la existencia de un interes fiscal ac-
cesorio en su percepción.

ADUANA: Infracciones. Generalidades.

No obsta a la aplicación de normas generales del Código Penal la cir-
cunstanCIa de tratarse de una infracción aduanera. y no de un delito.

ADUANA: Pen'llidades.

La incidencia respecto de multas aduaneras de leyes que implican san-
cionar la conducta de la infractora mediante su adecuación a otra fi-
gura -en el caso la destinación suspensiva de exportación temporaria
regida por los arts. 349, 368, 369, y 373 del Código Aduanero- transgrede
el principio constitucional de legalidad del régimen penal del cual se
halla excluida la analogía, y del propio Código Aduanero (art. 895).

CONSTITUCION NACIONAL: Daechos y garantías. Ley anterior y jueces na-
turales.

Una de las garantías más relevantes es la consagrada par el art. 18
de la Constitución Nacional, al ordenar que ningiín habitante de la Na-
ción pueda ser penado sin juicio previo fundado 'en ley anterior al he-
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cho del proc~so. De allí nace la necesidad de que haya una ley que
mande o pr.ohiba una conducta, para que una persona pueda incurrir
en falta por haber obrado u omitido obrar en determinado sentido, y
de qu~ se determinen también las penas a aplicar.

ADUANA: Exportación.

El arto 6~ del decreto 637/79 no constituye una norma penal, toda vez
que no dispone un régimen de penalidades, en forma expresa, que san-
cione el incumplimiento de los requisitos exigidos en los casos de ex-
portación de mercaderías en consignación de dicho decreto, sin que
pueda entenderse configurado, tampoco, de su letra por la generalidad
del text6, un supuesto de ley penal en blanco .

..FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 14 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Citrex S.A.LC. s/recurso de apelación".

Considerando:

1?) Que la Sala N? 1 de la Cámara Nacional de Apelaciones en
lo Contenciosoadministrativo Federal confirmó el fallo de la ins-
tancia anterior, que había revocado la resolución N? 338/84 de la
Administración Nadonal de Aduanas por la cual se condenó a la
actora al pago de una multa en los términos del arto 970, apar-
tado 1?), Y arto 926 del Código Aduanero.

2':') Que contra tal pronunciamiento la representación fiscal
. interpuso recurso extraordinario, el que resulta procedente por ha-
llarse controvertido el alcance de normas de naturaleza federal y
tratarse de una sentencia definitiva del superior tribunal de la cau-
sa, contraria a las pretensiones' que la demandada sustenta en
aquéllas.

3?) Que la multa mencionada tiene su origen en la infracción
cometida por la recurrente y su aplicación, de acuerdo con reite-
rada doctrina del tribunal, no tiene carácter retributivo del posible
daño causado sino que tiende a prevenir y reprimir la violación
de las disposiciones pertine.ntes, por lo que no resulta controver-
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tida SU naturaleza represiva, la que no se altera por la existencia
de un interés fiscal accesorio en su' percepción. Por ello, el carác-
ter de infracción, no de delito, no obsta a la aplicación de las nor-
mas generales del Código Penal (Fallos: 288:356; 290:202; 293:670;
297:215) .

4?) Que en consecuencia, resulta aplicable al sub exam,ine la
doctrina de Fallos: 287:76, según la cual -reconocido el carácter
punitivo de las multas aduaneras- la incidencia a su respecto de
leyes que implican sancionar la conducta de la infractora' mediante
su adecuación a otra figura, en el caso, la destinación suspensiva
de exportación temporaria regida por los arts. 349, 368, 369 Y 373
del Código Aduanero, transgrede el principio constitucional de lega-
lidad del régimen penal del cual se halla excluida la analogía (Fa-
llos: 301:395; 303:988), y del propio Código Aduanero (art. 895).

5?) Que, además, este Tribunal ha reiterado que una de las
garantías más relevantes, es la consagrada por el arto 18 de la Cons-
titución Nacional, al ordenar que ningún habitante de la Nación
pueda ser penado sin juicio previo fundado en ley anterior al he-
cho del proceso (Fallos: 136:200; 237:636; 275:89; 298:717). De
allí, nace la necesidad de que haya una ley que mande o prohíba
una conducta, para que una persona pueda incurrir en falta por
haber obrado u omitido obrar en ~eterminado sentido, y de que
se determinen también las penas a aplicar.

6?) Que de acuerdo con la doctrina reseñada, cabe concluir
que el arto 6? del decreto 637/79 no constituye una norma penal,
toda vez que no dispone un régimen' de penalidades, en forma
expresa, que sancione el incumplimiento de los requisitos exigidos
en los casos de exportación de mercaderías en consignación de
dicho decreto, sin que pueda entenderse configurado, tampoco, de
su letra por la generalidad del texto, un supuesto de ley penal en
blanco.

Por ello, se confirma la sentencia apelada.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO

JORGE ANTONIO BACQUÉ.

CARLOS S. FAYT -
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JURISDICCION y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. Inhibitoria. Plan-
teamiento y trámit~.

No existe una concreta contienda de competencia que le corresponda
dirimir a la Corte. cuando el juez provincial no acepta la competencia
que le atribuye el Juez Na~ional en lo Criminal de Rogatorias, pues ella
presupone la necesidad de ifistruir sumarios criminales, y la ley 22,777
no se ¡as :atribuye al Juez Nacional en lo Criniinal de Rogatorias. Co-
rresponde que previamente un tribunal en lo criminal de instrucción
de la (;:'Ipital se pronuncie sobre si acepta o rechaza la incompetencia
del tribunal provjncial (1).

CLAUDIO RAMON SANCHEZ

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. POI' el territorio.
Lugar del delito.

Cuando existe privación ilegal de la libertad en varias jurisdicciones. y
en una de ellas se comete otro ,delito. es a los tribunales de ésta última
a los 'que toca entender del proceso (2).

JURISDICCION y COMPETENCIA: Co!,npetencia ol'dinaria. Por el territorio.
Lugar del delito.

Si bien. a fin de fijar la competencia territorial. cabe tener en considera-
ción los dichos del imputado. aún cuando no aparezcan plenamente
corroborados, la ausencia, en el caso. de elemento de juicio alguno
que permita otorgar veracidad a aquéllos. obsta a que se atribuya su
juzgamiento a la justicia 'de. la Capital, máxime' cuando .Ias versiones
ofrecidas en nada compadecen con el informe de la prevención.

(1) 14 de agosto.
(2) 14 de agosto., Fallos: 300:869. Causa: "Albinati. A. E.•••del 12 de se-

tiembre de 1985.
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ENRIQUE GARRIDO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales .
. Sentencias arbitrarias. Pr:JCedencia del recurso. Defectos en la fundamentación
normativa.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que hizo responsable al em-
bargante por la actualización monetaria derivada del incumplimiento
de la orden judicial de intervenir los fondos correspondientes, ,pues sólo
se sustenta, en un':! apreciación fragmentaria' de la cuestión propuesta,
ya que al haber tomado participación en el pleito ambas partes, y no
haberse establecido una obligación excluyente de obrar en cabeza del
actor, la carga de hacerlo pesaba también sobre la contraparte (1).

RECURSO EXTRAORpINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentef7cias arbitrarias.' Procedencia del recurso. Defectos en la fundamentación
normativa.

La sentencia que hizo responsable sólo al embargante por la actualiza-
ción monetaria derivada del incumplimiento de la orden judicial de
intervenir los fondos correspondientes, carece de base razonable y se
aleja dI"una interpretación integrativa de la ley, toda vez que no armo-
niza las reglas procesales con las que rigen el derecho sustancial de los
litigantes y lleva a la aceptación de .la negligencia en el ejercicio de los
derecho,; con prescindencia de los principios que dominan la teoría de
los riesgos en la materia y de los deberes procesales que hacen al cum-
plimiento de las órdenes emanadas del órgano jurisdiccional.

DAROS Y PERJUICIOS: P1"incipios generales.

Al acreedor compete adoptar las medidas conducentes para eVitar todo .
incremento del perjuicio sufrido pues, según lo dispuesto por el arto 1111
del Código Civil, "el hecho que no cause daño a la persona que lo sufre
sino por una falta imputable a ella, no impone responsabilidad alguna".

(1) 14 de agosto.



HE JUSTICIJl DE LA NACIÓN

MANGIALAVORI HNOS. S.A.
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RECURSO' EXTRAO'RDINARIO': Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias' arbitrarias. Procedencia del recurso. Excesos u omisiones en el pro-
nunciamiento.

La sentencia de Cámara que actualizó las cuotas impagas del precio, sin
que mediara petición al respecto y sin audiencia, del afectado por el
.reajuste, excede' los límites de su jurisdicción, toda vez que resuelve un
capítul') que ha formó parte de la relación procesal ni fue materia de
apelación, con lo cual infirió un agravio a la garantía constitucional de
la defensa en juicio del adquirente (1).

CESAR OMAR ALVAREZ v. DIRECCION NACIONAL DE VIALIDAD

RECURSO' EXTRAO'RDINARIO': Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Imnrocedencia del recU1'SO.

Es razo!]able, y no traduce graves defectos de interpretación ni un claro
apartamiento de la solución legal, la sentencia que estimó que si bien
la parte dispositiva de la resolución que decretaba la presé:indibilidad
del empleado mencionaba que estaba motivada en que se hallaba so-
metido a sumario, también se había encuadrado, en el arto 7~ de la ley
21.274, ~or lo que atendiendo a que en los considerandos respectivos se
hacía referencia a "estrictas razones de servicio", el antecedente seña-
lado debía entenderse vinculado con la suspensión del pago de la in-
demnización establecida en el art. 7~ de la ley (2).

(1) 14 de agosto. Fallos: 270:22; 274:215; 302:207.
(2) 14 de agosto.
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DIRECCION GENERAL IMPOSITIVA v. EDUARDO SANCHEZ GRANEL

RECURSO EXTRAORDIN.4RIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. Reso-
luciones anter;ores a la sentencia definitiva. Juicios de apremio y ejecutivo.

Las decisiones recaídas en juicios ejecutivos y de apremio no son, como
principio, revisables por la vía de excepción, pues no constituyen sen-
tencia definitiva en los términos del arto 14 de la ley 48 (1).

RECURSO EXTRAORDIN.4RIO: Requisitos propiqs. Sentencia definitiva. Con-
cepto y generalidades.

La invocación de ~rbitrariedad y de violación de garantías constitucio-
nales, no suple la ausencia de sentencia definitiva (2).

RECURSO EXTRAo.RDINARIO: Gravedad institucional.

No puede alegars~ en forma válida que exista un supuesto de gravedad
institucional en la t:jecución fiscal, si no se ha acreditadq en qué medida
lo resuelto incide en la prestación del servicio público involucrado, ni
.la existencia de .impedimento para que las cuestiones planteadas s~an
debatidas en' un juicio ordinario posterior (3).

EMILIO LUIS LAMAS V. LAURA SUSANA ASTENGO

RECURSO EXTRAORDIN.4RIO: Resolución. Límites del pronunciamiento.

Las sentencias de la Corte deben limitarse a los agravios expuestos en
el recurso extraordinario, resultando excluidos del pronunciamiento los
efectuados, en oportunidad de la pre~entación directa. Tal doctrina debe
aplicarse a lo referente a las sentencias aclaratorias dictadas (4).

(1) 14 de agosto. Fallos: 298:458 y 732; 302:110 y 181. .
(2) Fallos: 256:474; 298:47; 302:785.
(3) Fallos: 302:436, 734.
(4) 14 de agosto. Fallos: 305:853, 865.
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RECURSO EXTRAORDIN.4RIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestio-
nes federales simples. Interpretación de las leyes fed~rales. Leyes de carácter
federal y local.

Procede el recurso extraordinario, si el tribunal asignó al arto 123 de
la ley 11.683(1.o. 1978)un;l inteligencia diversa de aquella en que la re-
currente sustenta sus pretensiones.

IMPUESTO: Principios generales.

La recomposición de los valores que sirven de base para el cálculo 'de
sanciones (art. 123 de la' ley 11.683, t.O. 1978) sólo procede cuando se
imponen como castigo al incumplimiento de ciertas obligaciones tribu-
tarias, situaciones en las que la pena se calcula sobre la base del cré-
dito fiscal originado por la conducta sancionada. Ello requiere la' exis-
tencia de un crédito fiscal" sobre cuya base determinar la pena, y que
al-momento de imponerse ésta dicho crédito resulte actualizable (art. 97
de la Ley de Aduana) por haber sido abonado dentro del plazo acordado
en la intimación formal. de la repartición.

DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

Contra la sentencia de la Sala III de la Cámara Nacional de
Apelaciones en lo Contenciosoadministrativo Federal, que, en cuan-
to aquí interesa, revocó lo decidido por el Tribunal Fiscal y dis-
puso la actualización de la multa impuesta respecto de las infrac-
ciones cometidas con posterioridad a la, entrada en vigencia de la,
ley 21.639, dedujo el accionante recurso extraordinario, el que ha
sido parcialmente concedido a fs: 115.

En punto a este último acto procesal, creo conveniente preci-
sar, con carácter previo, que la procedencia del remedio federal
ha sido declarada en punto al alcance que debe asignarse al arto
123 de la ley'11.683 (t.o. 1978), aspecto que no merece 'objeción
por cuanto el tribunal asignó a dicha norma, una inteligencia di-
versa de aquella en que, la recurrente sustenta sus pretensiones.
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Para arribar a la decisión que se impugna, sostuvo el a qua
que las infracciones de marras se habían configurado por la decla-
ración i:p.exacta de la actora al documentar los despachos a plaza
lo que ocasionó un menor ingreso de tributos aduaneros, diferen-
cia que, actualizada, debe integrar la base para el cálculo de la
sanción impuesta.

Al respecto, en oportunidad de emitir oprnlOn en las causas
T.96 "Thomson c.S.P.S.A.C.!. s/apelación" y F.207 "Frigorífico Go-
rina S.A. s/apelación", dictámenes del 21 de marzo y 26 de -abril
de 1985, respectivamente, este Ministerio Público señaló que la re-
composición de los valores que sirven de base o referencia para el
cálculo de sanciones, que prevé el arto 123 de la ley 11.683 (t.o.
1978), sólo procede en aquellos casos en que éstas- se imponen como
castigo al incumplimiento de ciertas obligaciones tributarias, su-
puesto referido a situaciones en las que la pena a imponer se
calcula sobre la base del crédito fiscal originado por la conducta
sancionada.

Se agregó en esos precedentes, que ello requería no sólo la
existencia de un crédito fiscal sobre cuya base determina la pena,
-sino también que al momento de imponerse ésta dicho crédito re-
sulte actualizable en los términos del arto 97 de la Ley de Aduana,
es decir, que no hubiera sido abonado dentro del plazo acordado
en la intimación formal efectuada a tales efectos por la reparti-
dón, circunstancia que no se presenta en la especie.

Por ello, opino que debe revocarse el pronunciamiento apelado
,en lo que hace a la protesta aquí analizada. Buenos Aires, 30 de
d.iciembre de 1985. José Osvaldo Casas.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 19 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Bruno Hnos. S.C. y otro s/recurso de ape-

lación".
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Que la Sala N9 3 de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo
Contenciosoadministrativo Federal confirmó, en cuanto al caso ata-
ñe, el pronunciamiento de la instancia anterior que mantuvo la
multa aplicada a la firma apelante en relación con los despachos
aduaneros registrados en el año 1977, y declaró que correspondía
reajustar la base de cálculo de la sanción. Contra este aspecto del
fallo interpuso la actora recurso extraordinario, cuya denegación
parcial dio motivo a la queja que corre agregada.

Que esta Corte comparte los fundamentos y conclusiones que
expone el señor Procurador Fiscal en el dictamen adjunto, que se
dan por reproducidos por razón de brevedad, a lo que cabe agre-
gar, en lo pertinente, los expresados por el Tribunal en la sentencia
dictada el 13 de diciembre de 1984 en la causa S.64.XX. "Silva, Ro-
daIfa s/recurso de apelación".

Por ello, y con el alcance señalado en el dictamen aludido, se
declara p\rocedente el recurso extraordinario y se revoca en cuanto
fue materi,a de apelación la sentencia de fs. 91/94.

JOSÉ SEVERO CABALLERO - CARLOS S. FAYT.

- JORGE ANTONIO BACQUÉ.

JUAN JOSE PEREZ v. NACION ARGENTINA

RECURSO EXTRAORDINARIO.: Requisitos pmpios. Cuestión federal. Cuestio-
nes federales simples. Int"rpretación de las leyes federales. Léyes federales de
.carácter procesal.

Resulta prima facle procedente el recurso, extraordinario interpuesto
contra la sentencia que excluye del ámbito de la jurisdicción federa! la
causa en la que St' demanda el resarcimiento integral de Jos d:;¡ñospro-
ducidos por la defectuosa atención médica de una herida sufrida en el
cOnflicto.bélico de las Islas Malvinas, fundada en que debía solicitarse
en sede administrativa el subsidio ce: la ley 22.6í4.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Varias.

Viola la garantía del arto 18 de la Constitución Nacional, la sentencia
que veda in limine litis la instanCia judicial a quien demanda el resar-
cimiento integral de los daños producidos por la defectuosa atención
médin de una herida sufrida en el conflicto bélico de las Islas Malvinas,
calificando como "excepción previa de incompetencia" la defensa de
"inhabjJirlad de la instancia" deducida por el Estado con fundamento
en la ley 22.674que otorga un subsidioextraordinário, pues se trata de
una típica defensa de fondo que debió dilucidarse en el fallo final de

la causa.

CONSTITUCION' NACIONAL: Derechos y garantias. Defensa en juicio. Proce-
dimiento y sentencia.

La garantía consagrada por el arto 18 de la Constitución Nacional re-
quiere, por sobre todas las cosas, que no se prive a nadie arbitraria-
mente de la adec'.1ada y oportuna tutela de los derechos que pudieren
eventualmente asistirle, sino a través de un juicio llevado en legal forma
y que concluya con el dictado de una sentencia fundada.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

El ex conscripto de la Infantería de Marina Juan José Pérez,
sobre la base de referir que fue herido de bala durante su partici-
pación en las acciones bélicas que se desarrollaron en 1982 en las
Islas Georgias del Sur y de sostener que recibió pésima atención
médica durante su posterior convalecencia en el buque "Bahía
Paraíso", así como en el hospital "Puerto Belgrano", inició la de-
manda del sub lite contra el Estado Nacional a fin de obtener un
"resarcimiento integral" de la incapacidad que dice padecer, con
fundamento en lo dispuesto por los arts. 14 bis, 20 y 45 de la
Constitución Nacional, 1068, 1069, 1109, 1112Y 1113 del Código Civil.

A fs. 178/181, la Sala Civil Primera de la Cámara Federal de
Apelaciones de La Plata resolvió confirmar la incompetencia decla-
rada por el juez. de primera instancia. A tal efecto, expresó: "en
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lo que hace a la remisión dispuesta por el arto 354, fnc. 19, Cód.
Proc., cualquiera sea la certeza o error de las razones dadas para
declarar la incompetencia, 'resulta claro que ellas no admiten la
remisión a ningún juez, ya que se alude a la autoridad administra-
tiva encargada de sustanciar el pedido de subsidio regulado por la
ley 22.674".

Contra tal decisión, el actor dedujo el recurso extraordinario
de fs. 185/192, cuya concesión por el a qua trajo el asunto a cono-
cimiento de la Corte.

A mi modo de ver, tiene razón el apelante en cuanto sostiene
que el subsidio previsto por la ley 22.674 no es apto para deter-
minar lisa y llanamente la improcedencia de la vía por él intentada.

Ello así, en primer lugar, porque, como surge del arto 19 de ese
régimen, se trata de un subsidio "extraordinario" al que tendrán
derecho todos aquellos que hayan sufrido una inutilización o dismi.
nución psicofísica permanente, por el sólo motivo de su "interven-
ción" en el conflicto bélico con el Reino Unido de Gran Bretaña e
Irlanda del Norte y, por lo tanto, cabe' concluir que no es obstativo
de los "ordinarios" que pudieren corresponder, como claramente
se desprende del texto del arto 79, al establecer que "es solamente
incompatible" con dos beneficios taxativamente enumerados y refe- .
ridos al personal de Gendarmería Nacional y de Prefectura. Por lo
demás, esta inteligencia es coherente con los fines que inspiraron
la sanción de la ley, entre los que' se encuentra el de cristalizar los
ideales del fondo patriótico "ya que será la comunidad toda quien
demuestre su agradecimiento re'specto de quienes no dudaron en
ofrecer su vida en defensa de la soberanía nacional". (ver nota con
que el Poder Ejecutivo acompañó el proyecto).

En segundo término, debo señalar que este Ministerio Público
sostuvo al dictaminar en un caso que en uno de sus aspectos guar-
da .analogía con el presente, que la cuestión en litigio no se agotaba
con la aplicación de la ley 19.101 y que no resultaba irrazonable la
acogida del reclamo con referencia a lo norma do en los arts. 1112
y 1078 del Código Civil por el hecho ilícito de la mala atención mé-
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dica que el a qua había tenido por probada (conf. dictamen del 24
de mayo de 1985, in re G. 18!+,XX "Gunther, Fernando Raúl e/Estado

Nacional s/sumario"L

AClarando que con esto último no pretendo p.brir juicio alguno
respecto de la procedencia o improcedencia de la demanda ni abar-
car integralmente los temas expuestos en ella, pienso que, un,ido a
lo anterior, es suficiente para concluir que el fallo en recurso no es
derivación razonada del derecho vigente y causa al accionante un
perjuicio de insusceptible reparación ulterior al vedarle en forma
definitiva, sin dar razón valedéra alguna para ello, el acceso' a la
justicia, en reclamo del derecho que dice corresponderle, extremos
que ,desde mi punto de vista obstan a su validez como acto juris-

diccional.

Finalmente, creo necesario destacar que, si bien ,el apelante no
. I

planteó la cuestión federal en términos saCramentales cuando ex-
presó agravios contra el fallo del juez de grado, aludió sin duda a
la falta de congruenCia de éste y a, la indefensión que le provocaba,
de manera que, a mi juicio, 'resultaría un excesivo rigorismo extremar
los recaudos formales en .torno a la procedencia de la apelación

federal.

Opino, por tanto, que corresponde dejar sin efecto la sentencia
.apelada. Buenos Aires, 26 de mayo de 1986. Juan Octavio (jauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 19 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Pérez, Juan José e/Estado Nacional (Minis-
terio de Defensa) s/sumario".

Considerando: .

1~) Que contra el pronunciamiento de la Sala Primera Civil de
la Cámara Federal de Apelaciones de la Ciudad de La Plata, que

,
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confirmó el fallo de la instancia anterior en cuanto había declarado,
la incompetencia de ,la justicia federal y lo revocó en lo concer-
niente al rechazo de la demanda, el actor interpuso el recurso ex-
t,raordinario que fue concedido a fs. 210.

2'?) Que la alzada remitió a las consideraciones del fallo de
primera instancia en lo sustancial, y, tras calificar la defensa de
"inhabilidad de la instancia" deducida por el Estado Nacional como
:'excepción previa de incompetencia", sostuvo que el actor se halla-
ba en "estado militar" cuando sufrió los daños cuya reparación
reclama, por lo que frente a lo dispuesto por la ley 22.674 y la ju-
risprudencia de la Corte en la materia, sólo tenía derecho al sub-
sidio extraordinario contemplado pOr dicho ordenamiento legal,
que debía ser solicitado en sede administrativa. En consecuencia,
al excluir la pretensión del ámbito de la jurisdicción federal, el re-.
medio deducido resulta prima .facie procedente (Fallos: 248:542;
249:623; 302:436; F.345.XX "Ferrari, Cristina 'Agrupación AZul y
Blanca' c/Sindicato de Trabajadores Municipales de La Plata s/ac-
ción de ainparo",' fallada el 3 de diciembre de 1985; entre otros).

3'?) Que, para concluir del modo .referido en el considerando
precedente, el a qua hizo mérito de la inexistencia de agravio en
el actor por la interpretación del juez de grado respecto de la natu-
raleza de la excepción opuesta (fs. 179 vta. considerando VII), sin
advertir que el memorial pertinente (fs. 157/157 vta.) hacía expresa
referencia a la violación de la garantía del debido proceso configu-
rada en el sub lite al rechazar de plano la acción promovida; por lo
que más allá del modo como fue articulada la cuestión, resultaba
claro que el apelante contradecía el alcance que el órgano jurisdic-
cional había conferi~o a la defensa introducida por el Estado Na-
cional al contestar la demanda (fs. 114/115).

4'?) Que, a la luz de las circunstancias de hecho reseñadas, la
Cámara no pudo renunciar válidamente al ejercicio de su potesta,d
jurisdiccioI).al mediante la aplicación del principio iura curia navit
(art. 163, inc. 6'?, del Código Procesal), máxime cuando -como en
el caso- la materialidad del rótulo colocado a la excepción decla-
rada proce'dente "incompetencia de jurisdicción", resultaba ajena a
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los hechos y circunstancias alegadas por el excepcionante (fs. 114/
114 vta.), que, bajo el título de "defensas de inhabilidad de la ins-
tancia y defecto legal", se opuso al progreso definitivo de la acción
por ausencia de derecho en el actor a deducir con fundamento en
las normas que regulan la responsabilidad del Estado por los hechos
u omisiones de los funcionarios públicos (arts. 1109, 1112 Y concs.
del Código Civil) la pretensión tendiente a obtener la reparación in-
tegral de los daños producidos a raíz de la defectuosa atención mé-
dica posterior a la herida de bala sufrida en ocasión del conflicto
bélico de las Islas Malvinas (fs. 28/92; fs. 141).

5<;»Que, por lo demás, la diversidad formal del título o causa
de la acción de responsabilidad tal como fue deducida en el sub lite,
frente a las previsiones contenidas en la ley federal 22.674 en cuanto
otorga un subsidio a "toda persona" que sufra una "inutilización o
disminución psicofísica permanente, como consecuencia de su inter-
vención en el conflicto con el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda
del Norte, en el Teatro de Operaciones del Atlántico Sud, yen la
Zona de Despliegu'e Continental" (art. 1<;»,apoyo de las excepciones
deducidas, otorgaba a estas últimas desde el punto de vista procesal
el carácter de una típica. defensa de fondo, insusceptible de resol-
verse como de "previo y especial pronunciamiento" por no resultar
manifiesta la ausencia de legitimatio ad causam en el excepcionado
(art. 347, inc. 3<;>,del. Código Procesal) y hada necesaria la poster-
gación de su dilucidación hasta el m,omento de emitirse el fallo de-
finitivo de la causa.

6':') Que,' en tales condiciones, con notorio apartamiento de las
normas que regulan el debido proceso adjetivo, el pronunciamiento
impugnado, al vedar la instancia judicial in limine litis al actor, se
ha traducido en un evidente cercenamiento de la garantía consagrada
en el artículo 18 de la Constitución Nacional en cuanto ésta requiere,
por sóbre todas las cosas, que no se prive a nadie arbitrariamente
de la adecuada y oportuna tutela de los derechos que pudieren even-
tualmente asistirle,. sino a través' de un juicio llevado en legal forma
y que concluya con el dictado de una sentencia fUndada (Fallos:
290:493; 295:305; 296:543, entre otros).
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Por ello y habiendo dictaminado el señor Procurador General,
se declara procedente el recurso extraordinario y se revoca la sen-
tencia apelada, difiriendo la consideración de las excepciones plan-
teadas para el momento de dictarse el fallo definitivo de la causa.

AUGUSTO CÉSAR BELLUScIO - CARLOS S. FAYT
- JORGE ANTONIO BACQUÉ.

GABRIEL CJ\NOVAS'AMENGUAL.v.
TRANSPORTES SAN FRANCISCO DE FRANCISCO DI GERONIMO

JURISDICCION y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia: Intervención
de la COl'te Suprema.

Si tanto la Cámara de apelaciones de la justicia provincial, como la Cá.
mara de Apelaciones Federal se han declarado incompetentes en el caso,
corresponde a la Corte entender en el conflicto planteado: arto 24, inc. 7?
in fine. del decreto.ley 1285/58.

JURISDICCION y COMPETENCIA: Principios generales.

Para la determinación de la competencia corresponde atender de modo
principal a la exposición de los hechos que el actor hace en su deman-
da, y después, y sóio eil la medida en que se adecue a ellos, al derecho
que invoca como fundamento de su pretensión.

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia feaeral. Por la materia. Varias.

Es de competencia de la justicia federal, el juicio por restitución de
.fletes, si el tribunal deberá adentrarse en la naturaleza del contrato de
transoorte terrestre internacional y en las obligaciones de él emergen-
tes y examinar las vinculaciones que puedan existir entre aquél y las
modalidades del comercio internacional: art. SS, inc. b), de la ley 13.998.

COMERCIO EXTERIOR.

La facultad exclu~iva que al Congreso otorga el arto 67, inc. 12, de la
Constitución Nacional -en cuanto a reglar el comercio marítimo y
terrestre con las naciones extranjeras y de las provincias entre sí- de.
terminan a un ámbito específicamente federal en toda la materia con.
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cerniente el comercio y transporte interprovincial e internacional. Bien
entendIdo que esto no iJ11pideal legislador nacional remitirse al derecho
común para la regulación sustantiva y, de modo análogo, asignar com-
petenCl:'l -si lo creyera conveniente- a los tribunales ordinarios para
entender en las causas.

JURlSDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Por la materia. Varias.

El jnc. b) del art SS de la ley 13.998 que atribuye competencia a los
'jueces federales con asiento en las provincias en lo concerniente a los
h1edios de transporte terrestre ha de ser 'interpretado como la expre-
sión de la reserva hecha por el Congreso a favor de la competencia de
los tribnnales naci.onales en lo atinente a una materia sobre la cual,
en cambio, ,no ha con.siderado necesario dictar una legislación federal
especíí'ica.

JURISDICCION y 'COMPETENCIA: Competencia federal. Principios generales.

La competencia de los tJ;ibunales nacionales es, por su naturaleza, res-
trictiva, de excepc'ón, y con atribuciones limitadas a los casos que men-
ciona el art. 100de la Constitución de manera que no puede ser amplia-
da por ley del Congreso (Disidencia de los doctores José Severo Caba-
llero y Augusto César BeJluscio).

JURlSDICCIOiV y COMPETENCIA: Competencia federal. Parla materia. Varias.
\

El arto SS, inc. b), de la ley 13,998 -después del restablecimiento de la
vigencia del texto constitucional de 1853/60-- únicamente puede ser en-
tendido como reforente a los llechos, actos y contratos concernientes
a los medios de transporte terrestre en tanto el conocimiento y la de-
cisión de las causas respectivas esté regido por las leyes dictadas por
el Con~reso .::onel fin de reglar el comercio terrestre con las naciones
eJ¡tranjeras, y de las provincias entre sí (arts. 100 y 67, inc. 12, de la
Constitllción) (Disidencia de los doctores José Severo Caballero y Au-
gusto César Belluscio).

JURlSDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Por la materia. Varias.

No es de competencia dc la justicia federal el juicio por restitución de
fletes, derivado de un contrato dc transporte de mercader.ía al exterior,
pues no se involucra la interpretación y aplicación d~ leyes fcdcrales
sino las de las normas de derecho común que rigen las relaciones con-
tractuales entre las partes (Disidencia de los doctores José Severb Ca-
ballero y Augusto César Belluscio).
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Tanto la Cámara Segunda de Apelaciones en lo Civil, Comercial,
Minas, de Paz y Tributaria, como la Cámara Federal de Apelaciones, .
ambas de Mendoza, se declararon incompetentes en estas actuacio-
nes. Ello asÍ, corresponde a V.E. dirimir este conflicto negativo de
competencia por ser el único Órgano superior jerárquico co.mún que
puede resolverlo (art. 24, mc. 79 del decreto-ley 1285/58).

En cuanto al fondo del asunto, teniendo en cuenta que la cues-
tión debatida en la causa versa sobre una pretensión resarcitoria
de derecho común no viriculada en forma directa con la seguridad,
el comercio y los intereses del transporte, o con normas del derecho
federal dictadas en ejercicio de las Facultades cohferidas por el
arto 67, inc. 12 .de la Constitución Nacional, pienso que en el caso
sometido a dictamen no corresponde entender a la justicia federal
-que es de excepción- sino a la ordinaria, tal como lo ha sostenido
V.E. en Fallos: 289:134, 302:1702; C. 380 "Obras Sanitarias de la,Na-
/ ción c/Pérez Funes, Carlos Alberto", del 25 de julio de 1985..

A mayor abundamiento, conviene destacar los conceptos vertidos
por el señor Fiscal de la Cámara Federal de Mendoza, doctor Otilio
Roque Romano en su dictamen de fs. 21/23, los que comparto y a
los que me remit~ en mérito a la brevedad.

En co:p.secuencia, por lo precedentemente señalado, y en orden
a la excepción establecida por la ley 13.998, arto 55, inc. b, estimo
que corresponde atribuir la competencia de la causa al señor Juez
a cargo del Séptimo Juzgado en lo Civil, Comercial y Minas de la
Primera Circunscripción Judicial de Mendoza, a quien se le remi-
tirán los autos a sus efectos. Buenos Aires, 5 de diciembre de 1985.
Juan Octavio Gauna.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 19 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Cánovas Amengual, Gabriel c/Transportes
San Francisco de Francisco Di Gerónimo s/ordinario".

Considerando:

1,:,) Que tanto la Cámara Segunda de Apelacionés)m lo Civil,
Comercial, Minas, de Paz y Tributaria, como la Cámara Federal de
Apelaciones, ambas de Mendoza, se han declarado incompetentes
para entender en el caso. En consecuencia, corresponqe a esta Corte
resolver el conflicto planteado, con arreglo a lo prescripto en el
arto 24, inc. 7':', in fine, del decreto-ley 1285/58.

2':') Que la primera demanda fue promovida por el a~tor ante
la justicia provincial de M~ndoza, que en primera instancia rechazó
la excepción de incompetencia deducida por la demandada. Esta
apeló la resolución, que fue revocada por la Cámara de Apelacio-
nes local. Iniciadas las nuevas actuaciones ante la justicia federal,
tanto en primera como en segunda instancia se declaró la incom-
petencia de los jueces nacionales para entender en ellas, con lo que
quedó planteada ia cuestión que toca al Tribunal dirimir.

3':') Que conforme a la jurisprudencia de esta Corte, para la
determinación de la competencia corresponde atender de modo
principal a la exposición de los hechos que el actor hace en su
demanda y, después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos,
al derecho que invoca como fundamento de su pretensión (doctrina
de la sentencia de fecha 1':' de octubre de 1985, recaída en la causa
Competencia N,:, 477.xX, "Construcciones Lama, S.A. c/SEGBA 's/
cobro de pesos", entre otras).

4':') Que el actor dice haber celebrado un contrato de transporte
internacional con la demandada, por el que ésta trasladó mercade-
ría al exterior, en el marco de una compraventa con cláusula FOB
concertada por el demandante con un importador brasileño. Sos-
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tiene que adelantó los fletes, en dólares, a la transportista -los que
luego ésta percibió del comprador al entregar la carga- y que, por
lo tanto, aquella suma, cuyo cobro persigue, le debe ser restituida
íntegramente por la demandada. Esta, según el actor, pretende sin
derecho devolver la cantidad no en la moneda recibida, sino en la
de nuestro país y -además- con una reducción relativa a gastos
de estadía.

59) Que la Corte, en numerosos pronunciamientos, ha señalado
que la facultad exclusiva que al Congreso otorga el arto 67, mc. 12,
de la Constitución Nacional -en cuanto a reglar el comercio marí-
timo y terrestre con las naciones extranjeras y de las provincias
entre sÍ-, determina un ámbito específicamente federal en toda
la materia concerniente al comercio y transporte interprovincial e
internacional. Bien entendido que esto no impide al legislador na-
cional remitirse al derecho común para la regulación sustantiva y,
de modo análogo, asignar competencia -si lo creyera convenien-
te~ a los tribunales ordinarios para entender en las causas.

Así en Fallos: 188: 27 -en conceptos reiterados en Fallos: 199:
326, cons. 4?-, se afirma que "El transporte de pasajeros de un
punto a otro del territorio de la República, es una actividad prote-
gida en cuanto a las personas y a las cosas por los arts. 14 y 67,
inc. 12, de la Constitución Nacional. La fa~ultad atribuida al Con-
greso por este último, de reglar el comercio de las provincias entre
SI, es, en cambio, aplicable a la contienda traída al conocimiento
del Tribunal. Desde el caso de Gibbons v. Ogden (9Wh 1), la Corte
Americana y, a partir. de sus primeros f~llos la nuestra, han inclui-
do el transporte como elemento esencial del comercio entre las acti-
vidades que el Congreso comprende y regula por la citada cláusula.
y el contralor de tal transporte incluye no sólo el relativo a la pro-
piedad en cualquiera de sus manifestaciones, tranvías, camiones,
telégrafos, teléfonos, buques, aviones, ómnibus, etc., sino también
. las personas y las relaciones jurídicas derivadas del mismo trans-
porte". A este respecto cabe señalar que el precedente de Fallos:
188:27, cons. 11, se remite a la autoridad de Willoughby, quien en
el mismo contexto, señala que la comprobación de si un contrato
para comprar o vender forma parte de las transacciones del co-
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mercio interestadual, consiste en establecer si en .la ejecución del
contrato está involucrado él traslado ihterestadual de mercaderías
(Willoughby, "The constitutional law of the United States", second
edition, vol. II, New York, 1929, pág. 753).

Los pronunciamientos de Fallos: 271:211 y 277:237 se inscri-
ben en igual línea doctrinal. Según ellos -:"por lo dispuesto en los
arts. 67, inc. 12, de la Constitución Nacional, 2 y 3 de la ley 12.346,
42 Y 55 de la ley 13.998, 40 y' 41 del decreto-ley 1285/58-, resulta
incompetente .la justicia provincial para conocer de los hechos, ac-
tos y contratos concernientes a los medios de transporte terrestre
realizado entre diferentes jurisdicciones. Toda ve:z;que se trate. de
empresas y servicios afectados al transporte interprovincial,. la suje-
ción de tales cuestiones a los tribunales provinciales afectaría inte-
reses que exceden al ámbito local. En Fallos: 288:378 se reitera la
doctrina, con iguales fundamentos y similar consecuencia -incom-
petencia de la justicia provincial- para un caso en que se trataba
de determinar las consecuencias del incumplimiento de obligacio-
nes nacidas de un contrato. de transporte terrestre interjurisdic-
cional.

Si bien el conocido caso de Fallos: 290:116 exclu:ye a la materia
laboral del principio enunciado en Fallos:: 271:211 y 277:237, toda
vez "que el trabajo no constituye una mercancía que pueda ser
sometida al régimen propio del comercio ni del tráfico interpro-
vincial" (considerando 49), la doctriha se mantiene en lo restante.
Así en el cons. 39. -después de transcribir el inc. b del arto 55 de
la ley 13.998- se expresa que "ello es asÍ, porque .a la luz de los
antecedentes institucionales e históricos que dieron vida a la Na-
ción Argentina, la sujeción de tales cuestiones a los tribunales fede.
rales únicamente encuentra su razón de ser cuando se trata de as-
pectos que por su íntima' vinculación con el orden económico inter-
prov~ncial tienen un evidente efecto sobre el comercio interesta-
dual, como sucede con las acciones nacidas del contrato de trans-
porte terrestre interjurisdiccional. .. ".

69) Que de conformidad con lo dispuesto por el inciso b) del
arto 55 de la ley 13.998 -no derogado por el decreto-ley número.
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1285'/58-, los' jueces federales con asiento en las provincias tienen
competencia para conocer "de los hechos, actos Sr contratos con-
cernientes a los medios de transporte terrestre, con excepción de
las acciones civiles por reparación de daños y perjuicios causados
por delitos o cuasidelitos; y a los regidos por el derecho de la
navegación y por el derecho aeronáutico"" Dicha norma legal ha
de ser interpretada -en consonancia con lo recordado preceden-
temente- como la expresión de la reserva hecha por el Congreso
a favor de la competencia de los tribunales nacionales en lo. ati-
nente a una materia sobre la cual, en cambio, no ha considerado
necesario dictar una legisladón federal específica,

79) Que al margen del encuadramiento jurídico que corresponda
dar al anticipo de fletes invocado por el actor, los hechos mencio-
nados en el considerando 4':>, obligarán al tribunal de la causa. 8.

adentrarse en la naturaleza del contrato de transporte terrestre
internacional y en las obligaciones de él emergentes, Asimismo, de-
berán ser examinada~ las vinculaciones que puedan existir entre
aquél y las modalidades del comercio internacional.

89) Que al estar directamente involucrados aspectos concernien-
tes al comercio y transporte terrestre internacionales resultan apli-
cables el arto 55, inc. b), de la ley 13.998 y la doctrina citada prece-
dentemente, todo lo cual conduce a declarar la competencia de la
justicia federal para entender en el caso.

Por ello, habiendo dictaminado el señor Procurador General,
se de~lara que debe continuar entendiendo en esta causa el señor
juez a cargo del Juzgado Federal de Primera Instancia N9 2 de
Mendo?-a, a quien se le remitirán las actuaciones.

JOSÉ SEVERO CABALLERO (en disidencia) -
AUGUSTO CÉSAR BELLUSoIO (en disidencia)
- CARLOS S. FAYT - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI - JORGE ANTONIO BACQUÉ.
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DISIDENCIA DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON JOSÉ SEVERO CABALLERO

y DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO

Considerando:

1?) Que tanto la Cámara Segunda de Apelaciones en lo Civil,
Comercial, Minas, de Paz y Tributaria, como la Cámara Federal de
Apelaciones, ambás de Mendoza, se han declarado incompetentes
para entender en el caso. En consecuencia, corresponde a esta Corte
resolver el conflicto planteado, con arreglo a lo prescripto en el
arto 24, inc. 7?, in fine, del decreto-ley 1285/58.

2?) Que la primera demanda fue promovida por el actor ante
la justicia provincial de Mendoza, que en primera instancia rechazó
la excepción de incompetencia deducida por la demandada. Esta
apeló la resolución, que fue revocada por la Cámara de Apelaciones
local. Iniciadas las nuevas actuaciones ante la justicia federal, tanto
en primera como en segunda instancia se declaró la incompetencia
de los jueces nacionales para entender en ellas, con lo que quedó
planteada la cuestión que corresponde al Tribunal dirimir.

3?) Que el actor dice haber celebrado un contrato de transporte
internacional con la demandada, por el que ésta trasladó mercade-
ría al exterior, en el marco de una compraventa con cláusula :f0B
concertada por el demandante con un importador brasileño. Sos-
'tiene que adelantó los fletes, en dólares, a la transportista -los
que luego ésta percibió del comprador al entregar la carga- y que,
por lo tanto, aquella suma, cuyo cobro persigue, le debe ser res-
tituida íntegramente por la demandada. Esta, según el actor, pre-
tende sin derecho devolver la cantidad ,no en la moneda recibida,
sino en la de nuestro país y -además- con una reducción 'rela-
tiva a gastos de estadía.

4?) Que, según la doctrina establecida por la jurisprudencia de
esta Corte desde su .instalación, la competencia de los tribunales
federales es, por su naturaleza, restrictiva, de excepción, y con atri-
buciones limitadas a los casos que menciona el artículo 100 de la
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Constitución (Fallos: 1: 170; 190:170; 283:429; 302: 1209, y Compe-
tencia 380.xX, "Obras Sanitarias de la Nación c/Pérez Funes, Car-
los Alberto s/ejecución fiscal", del 25 de julio de 1985, entre mu-
chos otros), de manera que no puede ser ampliada por ley del
Congreso.

s':') Que, por tanto, el arto 55, inc. b), de la ley 13.998 -después
del restablecimientO de la vigencia del texto constitucional de 1853/
60-, únicamente puede ser entendido como referente a los hechos,
actos y contratos concernientes a los medios de transporte terres-
tre en tanto el conocimiento y la decisión de las causas respectivas
esté regido por las leyes dictadas por el Congreso con el fin de
reglar el comercio terrestre con las naciones extranjeras, y de las
provincias entre sí (art. 100 y 67, inc. 12, de la Constitución).

6':') Que, en la especie, el actor- persigue la restitución del im-
porte de los fletes adelantados a la empresa transportadora, cues-
tión en la cual no se involucra la interpretación y aplicación de
leyes federales sino la de las normas de derecho común que rigen
Isa relaciones contractuales entre las partes.

Por ello, y lo dictaminado por el señor Procurador General, se
declara que debe continuar entendiendo en esta causa el señor juez
- a cargo del Séptimo Juzgado en lo Civil, Comercial y Minas de la
Primera Circunscripción Judicial de la Provincia de Mendoza, a
quien se le remitirán las actuaciones. Hágase saber a la Cámara
Federal de Apelaciones y a la Cámara Segunda de Apelaciones en
lo Civil, Comercial, Minas, de Paz y Tributaria, ambas_ de Mendoza.

JOSÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO.
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RICARDO BARTOLOME TALLONE v. ROBERTO ALFREDO MUGUlLLO

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por el territorio,_
Lugar del delito.,

Es de la competenCia del juez provincial conocer en 10 relativo a la
presentación, en una agencia cíe viajes de la Capital Federal de 'un che-
que l-ibrado a la. orden del denunciante, para cUY9 cobro indebido' se
habría talsific?do 5U firma en el endoso, si la escasa investigación re-
alizada hasta el momento no permite desvincular este hecho de los que
originaron la causa por defraudación' ante aquel juez en la que recayó
sobreseimiento provisional ~I),

JORGE HORACIO GARRONE y OTROS

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria, POl' el. territorio.

Lugar del delito.

Es competente el Juez en Jo Criminal de Instrucción de la Capital Fe-
deral, para conocer en la causa por encubrimiento' contra quienes fuc-
ron detenidos en jurisdicción provincial en posesión de un automotor.
sustraído en la Capital Federal, si los imputados que manifestaron des-
conocer toda circunstancia relativa 'al automotor y no fueron reco'no-
cidos por los testigos del robo, no explicaron, ni en mínima medida,
como enrraron 'en posesión de aquél, al que luego utilizaron para nevar
a cabo un. asalto (2).

OBRA SOCIAL DEL MINISTERIO DE OBRAS y SERVICIOS PUBLICO S

JURISDICCION y COMPETENCIA: Conflictos entre jueces. Cuestiones de com-
petencia. Intervención de la Corte Suprelna.

No corresponde que se pronuncie' la Corte, si el conflicto entre el juez
nacional en lo contenciosoadministrativo federal de la Capital Federal

(1) 19 de agosto.
(2) 19 de agosto. Fallos: 244: 25; 284: 191; 294: 113.
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y el jue>:nacional del trabajo de la Capital Federal, fue resuelto por la
Cáman del fuero del juez que primero conoció en la causa: arto 24, inc.
7?, del decreto-Iey 1285/58 (ley 21.708) (1).

BANCO DE LA PROVINCIA DE TUCUMAN v.
REINALDO LUIS AGUIRRE y OTRA

DEPRECIACION MONETARIA: Honorarios.

En circunstancias en que los valores sufren una permanente distorsión
por influjo del envilecimiento del signo monetario, se impone como exi-
gencia, para aség;lrar una adecuada contraprestación de los servicios
profesionales, considerar el capital según estimaciones actualizadas al
tiempo de la sentp.ncia, por constituir ello la forma más adecuada para
respetar el principio de justicia conmutativa y el derecho de propiedad
garantizado por el art. 17 de la Constitución Nacional (2).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia' del recurso. Defectos e/1. la consideración
de extl'emos .conducentes.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que si bien hizo lugar al pedi-.
do de corrección de la base monetaria para el cálculo de la retribución de
un profesional, efpctuó la actualización sólo en forma parcial, tomando
comO base índices correspondientes a períodos anteriores al del pro-
nunciamiento impugnado, de lo que resulta una sensible merma del
honorario.

(1) 19 de agosto.
(2) 19 de agosto. Fallos: 296: 168; 301: 580; 302: 1220, 1345; 305: 905.
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PEDRO ESCARAIN

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitlva. Reso-
luciones anteriores a la sentencia definitiva. Varias.

Carece de significación, para negar el carácter de sentencia definitiva,
la circunstancia de que se trate de un incidente tramitado en el con-
texto de un proceso concursal, pue~ ello no priva de singularidad a la
contienda cuya resolución produce los efectos de la cosa juzgada en lo
concerniente al crédito en discusión (art. 38 de la ley 19.551) con pres-
cindencia de las alternativas del proceso universal.

DEPRECIACION MONETARIA: Principios generales.

Si la petición tendiente al reconocimiento de la depreciación monetaria
fue claramente expuesta en el escrito liminar del incidente en el con-
curso, y sustanciada en él, no parece razonable excluirla del thema de-
cidendum.

DICT AMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte: .

Contra la sentencia die.tada por la Cámara Primera de Apela-
ción de San Nicolás, provincia de Buenos Aires, a fs. 196/207, que
confirmó el fallo de primera instancia en cuanto había acogido el
incidente de revisión promovido por la firma Buenos Aires Buil-
ding S.A. para que s,e le reconociera el carácter privilegiado de su
crédito pero lo revocó en la medida que había admitido su actu~-
lización por depreciación monetaria, dedujo la interesada recurso
extraordinario a fs. 210/232, cuya denegatoria de fs. 277 dio origen
a la presente queja, donde se reproducen los fundamentos sustan-
ciales de la apelación federal.

Analizados los antecedentes del caso y los agravios que con
. base constitucional invoca la apelante, encuentro que asiste razón

a ésta y cabe acceder a su queja.
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En primer lugar, el óbice opuesto por el tribunal a quo refe-
rente a que no se trataría en el caso de una sentencia definitiva o
equiparable a tal, argumento que también sirvió a la Suprema Corte'
provincial para declarar la improcedencia del recurso extraordina-
,rio local de inaplicabilidad de ley (fs. 256/260), no tiene funda-
mento en los principios que gobiernan el remedio contemplado por
el art. 14 de la ley 48, como sostiene en su queja la apelante. En
efecto, esa tesitura ha sido descalificada por V. E. en caso análogo
(sentencia de fecha 27 de junio de 1985, in re: "Casa Paletta, S.A.
s/quiebra", C.826, L. XIX), en el cual expresé al dictaminar que
"carece de significación la circunstancia de que se trate de un inci-
dente tramitado en el contexto de un proceso concursal, pues ello
no priva de singularidad a la contienda cuya resolución produce los
efectos de la cosa juzgada en lo concerniente al crédito en discu-
sión (art. 38, ley 19.551), con prescindencia de las alternativas del
proceso universal" (dictamen de .fecha 31 de mayo de 1985). Cabe
pues tener por cumplido el requisito en cuestión.

En lo que hace al fondo de la cuestión que se trae a conoci-
miento de V. E., el sub lite guarda sustancial angllogía con 10 deci-
dido en los autos "Concurso especial en la quiebra de COFORMA,
S.A;, iniciado por Buenos Aires Building Society, S.A.", B. 198, L.
XX, con fecha 10 de setiembre de 1985, por lo que remito a los
fundamentos expuestos al dictaminar en dicha causa. Cabe acotar,'
asimismo, que la petición tendiente al reconocimiento de la depre-
ciación monetaria fue claramente expuesta en el escrito liminar de
este incidente y sustanciada en él, por lo que no parece razonable
excluirla del thema decidendum, máxime cuando los precedentes de
la Corte en que se suste~taba aquel pedido presuponían necesaria-
mente el reconocimiento del privilegio hipotecario que simultánea-
mente persiguió y obtuvo la recurrente.

Opino, en consecuencia, que cabe hacer lugar a los agravios
de la apelante en cuanto a que el privilegio se extienda al reajuste
del crédito hipotecario hasta la medida del producido del bien gra-
vado, sin perjuicio de 10 que corresponda resolver acerca del alcan-
ce y pautas de la actualización, así como la necesaria adecuación de
los intereses pertinentes, extremos que quedarán al prudente arbi-
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AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO- CARLOS S. FAYT

_ ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI.

trio de los jueces de la causa (cf. Fallos: 303:1708; sentencia de
fecha 4 de diciembre de 1984, en la causa "Morte, José María y
otro c/Suad, José R. y otra s/quiebra", M.48, entre otros).

Por tanto, estimo que corresponde admitir esta presentación
directa y dejar sin efecto el fallo, a fin de que se dicte uno nuevo
con arreglo a lo expuesto. Buenos Aires, 30 de diciembre de 1985.

Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 19 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Buenos Aires
Building Society; S.A. en la causa Escarain, Pedro. s/concurso ci-
vil- inc. de formación de conc. esp. en los términos de los arts. 130
y 203 de la ley 19.551, promovido por Buenos Aires Building Socie-
ty, S.A. de Ahorro y Préstamo para la Vivienda", para decidir so-

bre su procedencia.

Considerando:

Que esta Corte hace suyos los términos del dictamen del señor
Procurador General, al que cabe remitir por razones de brevedad.

Por ello, conforme a lo dictaminado por el señor Procurador
General, se hace lugar a la queja y se deja sin efecto -con cos-
tas-;- la sentencia de fs. 196/207 de los autos principales, en cuanto
fue materia de recurso y con los alcances expuestos en el dictamen.
r'P.-' .
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitas propias. Cuestianes 11.0 fed~mles.
Sentencias arbitrarias. Pracedencia del recursa. Defectas en la fundamentación
narmativa.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que rechazó la. impugnación del
-apelant~ vinculada con la violación del derecho de defensa, -al negarse
los entes previsionales a producir la prueba ofrecida, ya que conside-
raron que no fue debidamente introducida por la vía de la rea'pertura
del procedimiento administrativo, sin valorar que aún no se había dic-
tado la resolución judicial o administrativa' firme en los términos del
arto 1?-de la ley 20.606, a esos fines(l):

JUAN OSVALDO FIGUEROA y OTROS V.

ARMETAL INDUSTRIA ARGENTINA DE METALES S.A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitas prapias. CU,estianes 110 federales.
Interpretación de narmas lacales de pracedimientas. Dable instancit?- y reCUl'Sas.

Las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos
ante los tribunales locales mediante fundamentos de orden común y
procesal que bastan para sustentarlos, no son revisables en la instancia
extraordinaria.

CONSTITUCION NACIONAL: Cantral de constitucianalidad. Interés para im-
pugnar la canstitucial1alidad.

Si se tuvo por acreditado que los trabajadores habían sido reiterada-
mente intimados a cesar con el estado de conflicto que afectaba las-
tareas -de la empresa, es abstracto el tratamiento de la inconstituciona-
lidad de los arts. 2 y 14 de la ley 21.400que facultaba a los empleadores
a resolver los contratos de trabajo prescindiendo de aquel requisito.

(1) 19 de agosto.
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Suprema Corte:

FALLOS DE LA CORTE SUPRE~1A

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Contra la sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la Pro-
vincia de Buenos Aires que rechazó los recursos extraordinarios
locales de nulidad e inaplicabilidad de ley, interpuso la parte acto-
ra el recurso extraordinario federal de fs. 465/483, cuya denegato-
ria dio origen a la presente queja.

Cabe señalar que los accionantes, despedidos bajo la imputa-
.ción de participar en una medida de acción directa, denunciaron
la inconstitucionalidad de la ley 21.261 y de los artículos 2 y 14
de la ley 21.400. La primera, por derogar, lisa y llanamente, el de-
recho constitucional de huelga consagrado por el artículo 14 bis
y los restantes por eliminar la obligación de una intimación pre-
via a los trabajadores en conflicto y suprimir aunque "por esta
~sola vez", la declaración del Poder Ejecutivo prevista por el citado
.artículo 2 en orden a la comprobación de los presupuestos contem-
plados por el arto 1 de la citada ley 21.400 para suspender -tran-
sitoriamente- aquel derecho constitucional. invocado.

Por lo demás, argumentaron que el carácter de sujetos pasivos
de un conflicto que los involucró en cuanto elementos del complejo
-engranaje productivo de la demandada, debió colocarlos fuera del
perjuicio que importa un despido directo sin el pago de las indem-
nizacionespertinentes, extremo que se vio agravado por el trato
,discriminatorio de que~fueron objeto por parte de la empresa.

Esto así, porque la accionada, luego de despedir a la totalidad
:del personal (420) de las secciones alcanzadas por el paro dispues-
10, permitió el reingreso de la mayor parte de los trabajadores, de
tal suerte que sólo 30 personas, entre las que -según aducen-
injustificadamente se encuentr'tn los actores, fueron separados de-
finitivamente de Armetal, S.A.

El tribunal de grado rechazó los argumentos expuestos en la
demanda y sobre la base de tener por cierto que estos fueron feha-
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cientemente intimados a reanudar las tareas in\errumpidas a partir
del 12 de marzo de 1980, decidió que más allá de la injuria espe-
cífica que cabría reconocer en la ley 21.400, a su juicio quedó de-
mostrada la injuria genérica del arto 242, L.C.T. En efecto, a cri-
terio del Tribunal de San Isidro las causales invocadas para la me-
dida de fuerza dispuesta por los trabajadores -con prescindencia
de la asociación profesional que los nuclea- resultaron insuficien-
tes para legitimar aquel paro. Así las cosas, el empleador se halló
facultado para resolver los contratos de trabajo, más allá de la
constitucionalidad de las normas que limitaban o suprimían el ejer-
cicio del derecho de huelga, tema sobre el cual se expidió V. E. en
las causas que cita el fallo apelado.

Afirmó, por último, que aquel derecho exclusivamente recono-
cido a los gremios, no puede ser invocado en el sub lite donde la
Unión Obrera Metalúrgica se declaró permanentemente ajena al
conflicto, motivo por el cual cape el rechazo de la invocada viola-
ción al artículo 14 bis de la Constitución Nacional.

Los recursos locales de fs. 419/432 llevaron la causa a cono-
cimiento de la Suprema Corte provincial quien se expidió con rela.
ción al de nulidad por omisión de tratamiento de la inconstitucio-
nalidad planteada acerca del artículo 2 de la ley 21.400 -:-que su-
prime la obligatoriedad de intimación previa a los trabajadores en
'Conflicto a fin de que depongan su actitud-, decidiendo su rechazo
:por los argumentos expuestos a fs. 457. Expresó, en tal sentido,
que los obreros fueron intimados en las oportunidades y por los
medios que surgen de las pruebas acompañadas, situación que, a
su juicio, conduce a afirmar que el empleador ajustó su conducta
al derecho invocado. De tal suerte "la cuestión que se dice omitida
quedó excluida como consecuencia de la solución que ha corres-
pondido a otra anterior a la que estaba lógicamente subordinada".

En orden al recurso de inaplicabilidad de ley. la Corte de la
Provincia de Buenos Aires decidió igualmente su rechazo, pues:
1) descartó el absurdo imputado al veredicto en orden a los he.::hos
que tuvo por acreditados; 2) desestimó la aplicación de la doctrina
sobre trato discriminatorio porque estimó que el despido de la tota-
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lidad del personal en conflicto impedía acusar a la empresa de vio-
lar aquella prohibiCión; 3) sostuvo que no atacado el fundamento
esencial del decisorio que tuvo por configurada la injuria prevista
por el arto 242, L.C.T., eximió al tribunal del tratamiento del resto
de las inconstitucionalidades opuestas, desde que una decisión so-
bre el punto en nada modificaría la suerte del litigio.

El recurso extraordinario federal interpuesto contra esta deci-
sión que rechazó aquellos remedios locales pretende, en último tér-
mino, la modifiéación del decisorio. del Tribunal del Trabajo N'? 1
de San Isidro al que reputa arbitrario por violación de las normas
constitucionales que menciona (arts. 14, 14 bis, 17, 18, 28, 31 Y
33, C.N.).

Afirma que la asociaclOn profesional tuvo activa participación
en la medida de fuerza y que, de todos modos, una moderna inter-
pretación impone la acepción más amplia del concepto de huelga
en el sentido de derecho colectivo aunque no fuera dispuesto por
la asociación respectiva. Controvierte, de esa forma, los argumentos
de fs. 458, II, 1, en tanto rechazó la declaración de inconstitucio-
nalidad reclamada sobre la base de admitir, como lo sostuvo el
tribunal a quo, que en un paro llevado acabo sin la intervención
gremial, "mal podía invocar la violación del artículo 14 bis de la
Constitución Nacional" que limita su ejercicio a los gremios.

Discrepa con lo afirmado por la sentencia en recurso en cuanto
declara firmes, por no controvertidas, las conclusiones del tribunal
de San Isidro, acerca de las causales de la medida de fuerza cali-
ficadas de ilegítimas y afirma cuestionada la injuria que, con base
en el arto 242, L.C.T., se imputó a la conducta de los trabajadores.

Se opone, por último, al rechazo de los agravios referidos al
trato discriminatorio efectuado por la empleadora, insiste que por
aquélla actitud resultaron violados los artículos 16, C.N. y 17 Y 81,
L.C.T., y reitera la arbitraria interpretación de los. hechos proba-
dos :::n la causa que condujo, a su juicio, a una decisión errónea.

A mi modo de ver los agravios traídos en el remedio federal
en análisis no merecen la favorable acogida de V.E.
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Así lo considero porque recuerdo que es doctrina reiterada de
esa Corte la que tiene establecido que las decisiones que declaran
la improcedencia de los recursos deducidos ante los tribunales loca-
les mediante fundamentos de orden común y procesal que bastan
para sustentarlos, no son revisables en la instancia extraordinaria
(Fallos: 305:425, 690, 766).

Sentado ello, advierto que la Suprema Corte de. la Provincia
de Buenos Aires,' al rechazar el. recurso de nulidad decidió -sin
arbitrariedad- que la cuestión relativa a la inconstitucionalidad
del arto 2, de la ley 21.400 que se dijo omitida~ en verdad "quedó
excluída como consecuencia" de un hecho anterior que se tuvo por
cierto.

Esto 'así, porque si como lo declaró al alto tribunal en apoyo
del fallo recurrido, se tuvo por acreditado que los accionantes ha-
bían sido reiteradamente intimados a cesar con el estado de con-
flicto que afectaba las tareas en la empresa, estimo acertada la con-
clusión de entender abstracto el tratamiento sobre la inconstitucio-
nalidad de la norma que facultaba a los empleadores a resolver los
contratos de trábajo prescindiendo de aquéllos requisitos desde
que en el sub júdice éstos se estimaron cumplidos.

No empece a la solución adoptada el invocado derecho a la
conciliación y al arbitraje reconocidos a partir de -la ley 16.936, con
las modificaciones introducidas por la N'? 20.638, puesto que su lla-
mado obligatorio para las partes en conflicto, sólo es facultativo
para la autoridad de aplicación '(arts. 1 y 2, ley citada), de donde
no se advierte que la omisión en el sub lite pueda igualmente esgri-
mirse como lesiva de garantía constitucional alguna.

Por lo demás, los reparos acerca de la declarada improcedencia
del recurso de inaplicabilidad de ley merecen, como lo he adelan-
tado, idéntico rechazo.

Lo expuesto porque se compadece con los términos contenidos
en aquel recurso local las conclusiones de la corte provincial refe-
ridas a que no hallaba objetado en debida forma el fundamento
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legal que sirvió de base a lo resuelto por el inferior y siendo así,
deviene, inatendible -por tardía- la pretensión de mejorar ante
V. E. los agravios llevados a conocimiento de la corte local.

Desde que se ajusta a las constancias de la causa la conclusión
que permite tener por basada la decisión del litigio -en orden a las
indemnizaciones reclamadas- a partir de la configuración de los
presupuestos de injuria genérica que el tribunal destacó a fs. 408
vta., 2?, 3? Y 4? párrafo, que a su juicio haceriprocedente lo nor-
mado por el arto 242, T.O. (R.C.T.)no advierto la arbitrariedad del
decisorio que desestimó los agravios en estudio por inconducentes,
. al no entenderlos aptos para conmover el fallo cuya modificación
se intenta.

A mayor abundamiento, recuerdo que la tesis a la cual pare-
ciera adherir el apelante, con apoyo en el texto de los telegramas
de despido y circunscripta exclusivamente a lo que en algún caso
se consideró como la injuria específica de la ley 21.400, fue recha-
zada por el a' qua en concordancia, por lo demás, con la doctrina
de V. E. sentada, entre otras, en las causas "Galván, Víctor A. y
otros c/Sancor Coop. Unidas Ltda.", G.282, L. XIX y "Escobar, Juan
Gregorio e/Frigorífico Huanca Ruca, S.A.", E.7, L. XX, sentencias
del 23 de abril y 17 de octubre de 1985, respectivamente.

Finalmente, y en punto a lo decidido acerca del trato discrimi-
natorio denunciado por los actores y para el supuesto de entender-
se, aunque mínimamente cumplidos, los recaudos de adecuada fun-
damentación que exige el art. 15 de la ley 48, opino que -de todos
.modos- el remedio federal tampoco en este aspecto merece con-
sideración de. esa Corte.

Para así estimarlo tengo en cuenta que el superior tribunal lo-
cal, a partir de las diversas consideraciones de hecho y prueba que
surgen de la causa, resolvió la cuestión con fundamentos de dere-
cho común y procesal suficientes que permiten colocar la decisión
recurrida al abrigo de la tacha. impetrada, más allá del error con-
signado respecto de las reincorporaciones el cual, por simplemente
numérico y atento el resto de los argumentos que sostienen el fa-
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llo, deviene inconsistente al fin buscado, y sólo
una distinta formulación del apelante con relación
estima adecuada (conf. doctr. Fallos: 302:468).

1259

permite advertir
a la solución que

Por estas consideraciones opino que V.E. debe desestimar esta
presentación directa. Buenos Aires, 14 de mayo de 1986. Juan Octa-
vio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 19 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en
la causa Figueroa, Juan Osvaldo y otros c/Armetal Industrias Ar-
gentinas de Metales, S.A.", para decidir sobFe su procedencia.

Considerando:

Que contra la sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la
Provincia de Buenos Aires, que desestimó los recursos extraordi-
narios locales de nulidad y de inaplicabilidad de ley, la actora de-
.dujo recurso extraordinario que, al ser denegado, dio lugar a la
presente queja.

Que esta Corte comparte y hace suyas las consideraciones ver-
tidas por el señor Procura:dor General en el dictamen precedente,
2 las que cabe remitirse por razones de brevedad.

Por ello, se desestima la queja.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT
- JORGE ANTONIO BACQUÉ.
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RICARDO LUIS RIUS v. NACION ARGENTINA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes Subsistencia de los re-
quisitos.

Resulta insustancial el tratamiento' del planteo propuesto, si los agra-.
vios del apelante referentes al pago. de los salarios caídos por el iapso
que medió entre su renuncia y la reincorporación con apoyo en la ley
20.508, remiten al tratamiento de cuestiones que han sido resueltas con
fundamento en conocida jurisprudencia de la Corte (1).

ADMINISTRACION PUBLíCA ..

No compete a la Corte juzgar sobre el acierto ;, la conveniencia de la
medida dispuesta por la administración en la esfera propia de sus
atribuciones (2).

ANGEL MIGUEL SAVINO y OTROSV. PROVINCIA DE SAN LUIS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no' federales.
Sentencias arbitrarias. Imvrocedencia del recurso.

Debe lechazarse h pretendida arbitrariedad de la sentencia por haber
omitido toda consideración respecto a la ley provincial que consagra el
derecho a la estabilidad, a la carrera, al sumario previo y al pago de los
haberes caídos_ en caso de reincorporación, del personai policial, si en
el dictamen del Procurador General, que debe considerarse parte inte-
grante de la ~entencia, se sostuvo que el decreto de baja se fundaba en
la ley 3967que deja en suspenso toda norma que se oponga a la ley de
prescindibilid~,d.

CONSTITUCION NACIONAL: Principios generales.

No p'uede prosperar la. aducida inconstitucionalidad del tope indemniza-
torio previsto en la ley de prescindibilidad, si se ha planteado en forma

(1) 19 de agosto. Fallos: 266:208;277:23; 303:907y 304:133.
(2) Fallos: 301:384, 1185; 302:683 y 1096.
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gener'll, sin crítica razonada y concreta en relación con las circunstan-
cias del caso.

CONSTITUClON NACIONAL: Principios generales.

No puede prosperar la inconstitucionalidad de la prohibición de rein-
greso, contenida en la ley de prescindibilidad, pues al haber transcurrido
en 'exceso el tiempo previsto en la norma, el agravio se torna abstracto.

RECURSO EXTRAO,RDINARIO' Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Exclusión de las cuestiOnes de hecho. Varias.

Lo atinente a la aducida desviación de poder en la voluntad generadora
del acto, remite a cuestiones de hecho yprueba, insusceptibles de revisión
por la vía extraordinaria.

EMPLEADOS PUBLICaS: Nombramiento y cesación. Prescindibilidad y supresión
de cargos.

La sola referencia a las "razones de servicio" en el decreto. de prescin-
dibilictad del empleado policial, no importa contrariar la necesidad de
fundanH"nto que imponen los arts. 1~,inc. f), ap. 3~y 7~,de la ley 19.549,
ya que ese resguardo esencial del acto administrativo no puede desvin-
cularse de la amplitud de las facultades ejercidas.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

Motiva esta presentación directa la denegatoria del recurso ex-
traordinario interpuesto por los actores contra la sentencia del Su-
perior Tribunal de Justicia de San Luis que, a 'fs. 215/223 de los
autos principales (a los que corresponderán las siguientes citas),
rechazó la demanda contenciosoadministrativa tendiente a que se
deje sin efecto el acto por el cual se los declaró prescindibles "por
razones de servicio" en sus cargos de la Policía provincial.

. ,

De acuerdo con el dictamen emitido por el Procurador General
de la citada provincia a fs 199/201 que, en virtud de lo dicho a
fs. 222, penúltimo párrafo, debe considerarse parte integrante de la
sentencia, "En el presente caso, no hay disposición legal alguna
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que haya sido violada por los actos administrativos cuya nulidad
pretende el actor. En efecto, el decreto de baja se funda en las
disposiciones de la ley 3697, cuyo arto 10 deja en suspenso durante
su vigencia, toda norma legal que se oponga a lo dispuesto en la
ley de prescindibilidad. Tal dispositivo torna imposible fundar la
acción en la presunta violación de alguna otra norma referida a
la estabilidad del agente estatal".

A mi modo de ver, dicho argumento, del cual no se hace cargo
en forma alguna la parte apelante en su escrito de recurso extra-
ordinario, determina que deba ser rechazado de plano el agravio
relacionado con la pretendida arbitrariedad de la sentencia por ha-
ber omitido "toda consideración respectl? a la Ley Orgánica Poli-
cial N<;>3467, plenamente vigente, que consagra como derechos ad-
ministrativos el derecho a la estabilidad, a la carrera, al sumario
previo y al pago de los haberes caídos en caso de reincorporación".

Por lo demás, cabe señalar que la violación de los arts. 14 bis,
17 y 18 de la Constitución Nacional, que la parte actora dice haber
planteado desde el inicio de las actuaciones, estaba referida, en rea-
lidad, al hecho de no haberse seguido el procedimiento ni otorgado
las indemnizaciones contempladas por la aludida ley 3467 en el
momento de disponerse las bajas cuestionadas (conf. punto 2<;>,de
fs. 3 vta., fs. 5 vta. y fs. 9, y punto 3<;>,de fs. 239).

Ello así, estimo que también queda desprovisto de sustento el
agravio de acuerdo a cuyos términos el a qua habría omitido tra-
tar los planteas constitucionales de. orden nacional por aplicación
de disposiciones contenidas en la ley provincial 310 que regula la
acción de inconstitucionalidad local, vale decir, "invocando normas
procedimentales que no se refieren al caso".

Así lo pienso porque mediante esa argumentación los recurren-
tes no logran demostrar la arbitrariedad de lo resuelto con funda-
mentos de derecho procesal local, ajenos a la instancia del arto 14
de la ley 48 (conf. Fallos: 285:410; 286:87 y 287:341, entre tantos
otros),. si se tiene en cuenta que, pese a invocar la violación de
cláusulas de la Constitución Nacional en el escrito de demanda,.
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derivaron tal circunstancia, como antes puse de relieve, de la coli-
sión entre dos leyes provinciales.

De todos modos, entiendo que a la luz de las cláusulas de la
Constitución Nacional tampoco podría prosperar el planteo ten-
diente a la reincorporación de los actores, pues se oponen a ello
los reiterados precedentes de la Corte que admiten la validez de
las leyes de prescindibilidad, citados en gran parte por el senten-
ciante, y de los cuales, dicho sea de paso, no se. hacen cargo los
recurrentes, como hubiera sido menester en los términos de la doc-
trina de Fallos: 293:166; 294:356 y 295:99, entre otros).

No podría correr mejor suerte la aducida inconstitucionalidad
del tope indemnizatorio previsto en la citada ley de prescindibili-
dad pues, en mi opinión, se ha planteado en forma general, sin crí-
tica razonada y concreta en relación con las circunstancias del caso
(conf. sentencia de la Corte del 19 de agosto de 1985, in re: C.40-
XX, "Castiñeira de Dios, Enrique c/I.N.v. s/contenciosoadministra-
tivo"), como tampoco la dirigida contra la prohibición de reingreso
pues, al haber transcurrido en exceso el tiempo previsto por el
arto 89 de la ley en cuestión, dicho agravio se tornó abstracto.

Por último, sin perder de vista que lo atinente a la aducida des-
viación de poder en la voluntad generadora del acto remite a cues:
tiones de hecho y prueba, insusceptibles de revisión por esta vía
extraordinaria, estimo que los argumentos de los apelantes no son
aptos para demostrar la arbitrariedad de lo concluído por el a qua
acerca de la falta de prueba de tal vicio, habida cuenta que, según
. tiene dicho V. E. la sola referencia a las "razones de servicio" en
el acto cuestionado no importa contrariar la necesidad de funda-
mento que imponen los arts. 19, inc. f), ap. 39 y' 79 de la ley 19.549,
ya que ese recaudo esencial del acto administrativo no puede des-
vincularse de la amplitud de las .facultades ejercidas (conf. fallo re-
caído en la causa C.92-XX, "Conejos, Miguel c/Gobierno de la Na-
ción y otros s/nulidad de acto administrativo", también del 19 de
agosto de 1985).

Opino, por tanto, que corresponde no hacer lugar a la presente
queja. Buenos Aires, 26 de marzo de 1986. Juan Uctavio Gauna.
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

( Buenos ~ires, 19 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por los actores
en la causa Savino, Angel Miguel y otros c/Gobierno ,de la Provin-
cia de San LUIs", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

Que contra el pronunciamiento del Superior Tribunal de Jus-
ticia de la Provincia de San Luis, que rechazó la demanda conten-
ciosoadministrativa de nulidad de decreto, reincorporación al car-
go,. pago de hqberes caídos e inconstitucionalidad de disposiciones
legales, la actora dedujo el recurso extraordinario, cllya d~negación
origina la presente queja.

Que los agravios del apelante han sido objeto de adecuada con-
sideración en el dictamen del señor Procurador General, a cuyos
fundamentos esta Corte se remite por razones de brevedad.

Por ello, se desestima la queja y se da por perdido el depósito.

JOSÉ SEVERO CABALLERO - CARLOS S. FAYT -

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE ANTONIO

BACQUÉ.

ROBERTO RUGO SFRISO y OTRA v. LISDOR S.A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 110 federales. Se'7-
tencías arbitrarias. Improcedenria del recurso.

No procede el recurso exlTaordinario contra. la sentencia que consideró
que si no exis1;Ía"inflación incorporarla" al precio no debía efectuarse el
desagio, pues de lo c()nlrario el deudor se vería injustamente enrique-
cido, lo que ocurriría en el caso en que las cuotas del saldo debían rea-
justarse según depreciación monetaria efectivamente operada en el pa-
sado.
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OBLIGACIONES DE DAR SUMAS DE DINERO.
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La circunstancia de tratarse .de obligaciones de dar sumas de dinero que
deben y¡agarse en australes, no obsta a la improcedenCia del desagio, si
la cláusula de estabilización del crédito t:stipulada no incorpora inflación
a la deuda, sino sólo tiende a remediar los efectos de ese fenómeno una
vez producido.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires,. 19 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por los actores
en la causa Sfriso, Roberto Rugo y otra c/Lisdor S.A."" para deci.
dir sobre su procedencia.

COllsiderando:

1':') .Que contra el pronunciamiento de la Sala G de la Cámara
Nacional de Apelaciones. en lo Civil, que revocó la resolución de
primera instancia que había hecho lugar' aldesagio del crédito en
los términos del arto 4,:, del decreto 1096/85, la actora dedujo el
recurso extraordinario cuya denegación origina la presente queja.

2':') Que, a tal efecto,' el a quo consideró que si no existía "in-
flación incorporada" al precio no debía efectuarse el desagio solio
citado, pues de lo contrario el deudor se vería injustamente enri-
quecido, lo que ocurriría en el sub examine en que las cuotas del
saldo debían reajustarse según la depreciación monetaria efectiva-
mente operada en el pasado.

3':'Y Que los agravios de la apelante resultan ineficaces para
habilitar la' vía intentada, pues el tribunal ha resuelto la cuestión
con fundamentos que presuponen ~a interpretación de la volun- .
tad de las partes, situación que le ha permitido llegar a la conclu-
sión referida que, como .surge de las motivaciones del decreto 1096/
85, resulta ajena al r:égimen legal que se invoca.

4':') Que la circunstancia de tratarse de obligaciones de dar
sumas de dinero que deben tambiéil pagarse en australes, no altera
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la afirmación referente a la improcedencia del desagio, pues la cláu-
sula de estabilización del crédito estipulada no incorpora inflación
a la deuda, ya que sólo tiende a remediar los efectos de ese fenó-
meno úna vez producido.

S?) Que la necesidad de discriminar entre ambas situaciones
hace que la cuestión propuesta requiera establecer previamente
-como lo ha hecho la alzada- el sentido de las previsiones con-
tractuales, pues de ese modo queda puesto en evidencia que la
pretensión de la actora llevaría a resultados no queridos por la
ley, con grave menoscabo de los derechos del acreedor del precio

de la cosa enajenada:

6?) Que, por último, no corresponde a esta Corte abrir juicio
alguno sobre las diversas afirmaciones e interrogantes que formula
la actora, ya que la decisión debe basarse en lo alegado y probado
por las paries, aspecto este último no satisfecho por aquélla y que
deja sus dichos en el plano conjetural, ineficaz para acreditar que
la obligación contraída pueda ser juzgada con el alcance que pre-

tende.

Por ello, se desestima la queja y se da por perdido el depósito.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS. S. FAYT

- JORGE ANTONIO BACQUÉ.

ROBERTO ALARCON y OTROS v. PRIMOTEX S.A.C.I.

RECURSO EXTRAORDIN¡1RIO' Requisitos propios. Cuestiones no federales. In-
terpretación de normas y actos' comunes.

Lo atinente al a1ca.",ceque cabe asignar a la convención colectiva N? 2/75
frente a los incrementos remuneratorios dispuestos por los decretos
367/84, 306/84, 859/84remitE' al examen de cuestiones de derecho común
irrevisables en la instancia extraordinaria cuando la sentencia que las
resuelve expuso argumentos suficientes de dicho carácter que bastan
para sustentarla e impiden su descalificación en los términos de la doc-
trina sobre arbitrariedad.
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RECURSO EXTRAORDIN4RIO: Requisitos propios. Cuestiones 170 federales. In-
terpretación de normas y actos comunes.

La circunstancia de que el fallo remita al análisis de cuestiones de hedío,
prueba y derecho común, no impide a la Corte conocer de la apelación
con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad, ya que por esa vía
se tiende a resguardar las garantías de la defensa en juicio y el debido
proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan de-
rivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstan-
cias de la causa (Disidencia del Dr. Carlos S. Fayt).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. Sen-
tencias arbitrarias. ProcPflencia del recurso. Defectos en la fundamentación
normativa.

Es arbitraria la sentencia que consideró que los aumentos previstos por
los decretos 226/83, 367/84, 554/84, 806/84 y 859/84 debían excluirse, por
aplicación del artículo 7? del primero de ellos, para calcular la base a
efectos de liquidar el premio a la a~istencia, puntualidad y contracción
al trabajo (art. 29 del Convcnio Colectivo n? 2/75), por cuanto de esta
norma resulta que el incremento otorgado no será contemplado para el
cálculo de los adicionales de conveJlio únicamente en el supuesto que
su monto quede fijado en relación al "sueldo básico", mas no cuando
su det~rminación ~e vincule a la totalidad de las remuneraciones del
trabajarlor (Disidencia del Dr. Carlos S. Fayt).

CONTRATO DE TRABAJO.

Si la interpretación o alcances de las exclusiones establecidas en los
d~cre!'o~226/83,367/84,554/84,806/84y 859/84fTente al convenio colectivo-
N? 2/75, generase alguna duda, ella debe resolverse por mandato del
arto 9? de la Ley de Contrato de Trabajo, en el sentido de que el incre-
mento otorgaoc no será contemplado para el cálculo de las adicionales
del convenio únicamente en el supuesto que su monto quede fijado en
relación al "sueldo básico", mas no cuando su determinación se vincule
a la totalidad de las remuneraciones del trabajador (Disidencia del.
Dr. Carlos S. Fayt).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 21 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Alareón, Roberto y otros e/Primotex S.A.C.I.
s/diferencia de salarios".
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Considerando:

FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

1':') Que contra la sentencia del Tribunal del Trabajo N,:, 1 de
Lomas' de 'Zamora, que rechazó la demanda que perseguía el pago
de diferencias salariales, los actores dedujeron recurso 'extraordi-

nario, que fue concedido,

2':') Que lo atinente al alcance que cabe asignar a la convención
colectiva N,:, 2/75 frente a los incrementos remuneratorios dispues-
tos por el decreto 226/83 -aumentado por los decretos 367/84, 554/
84, 806/84 Y 859/84-, remite al examen de cuestiones de derecho
común irrevisab1es en la instancia extraordiriaria. cuando, como ocu-
rre en el sub lite, la sentenci,a que las resuelve expuso argumentos
suficientes de dicho carácter que bastan para sustentarla/ e imp'i-
den su descalificación en los términos de la doctrina sobre arbi-
trariedad (Fallos: 301: 1006; 302: 175, 333, 455, entre otros).

3':') Que, por otra parte, no es exacta la afirmación de los .recu-
rrentes en el sentido de que el Ministerio de Trabajo interpretó
las normas en juego de manera favorable a sus pretensiones, pues
la resolución obrante a fs. 18/19 del expediente administrativo agre-
,gado por cu'erda se refiere a un decreto posterior al invocado por
los actores y, además, de sus fundamentos se desprende que la
interpretación allí dada sólo puede extenderse a "las normas sala-
riales susceptibles de ser dictadas en lo futuro".

Por ellq, se declara improcedente el recurso extraordinario

interpuesto.

JOSÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO '.CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT (en disi-
. dencia) - ENRIQUE SANTIAGO pETRA.CCHI

_ JORGE ANTONIO BACQUÉ.
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DISIDENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FAYT

Considerando:

1269

le:» Que el Tribunal del Trabajo Ne:>1 del Departamento Judi.
cial de Lomas de Zamora, Provincia de Buenos Aires, rechazó la
demanda deducida y, en lo que aquí interesa, no hizo lugar a, la
pretensión de la actora de que se computara el incremento remu-
neratorio fijado por el decreto 226/83 -aumentado por los decre-
tos 367/84, 554/84, 806/84 Y 859/84-:-, a los efectos de la liquidación
del premio a la asistenéia, puntualidad y contracción al trabajo
previsto por el arto 29 del Convenio Colectivo 2/75, por considerar
que, según lo expuesto en los arts. 7e:>y 8e:>del primero de, los de-
cretos citados, aquél no tenía incidencia en el cálculo de los adi-
cionales convencionales o voluntarios.

2e:»Que contra ese pronunciamiento los actores dedujeron re-
curso extraordinario que, previo traslado, fue concedido a fs. 120.

Sostienen que la sentencia cuestionada, a la que tachan de ar-
bitraria, vulnera los derechos de defensa, de justa contraprestación
por el trabajo y de propiedad (arts. 18, 14 bis y 17 de la Constitu-
ción Nacional, respectivamente), por cuanto no constituye una de-
rivación razonada del der~cho vigente.

Ello es así, por cuanto la cláusula convencional que regula el
suplemento salarial de que se trata dispone que su importe será
el equivalente, al 25 % del total que, en concepto de remuneracio-
nes, corresponda percibir al obrero, mientras que la restricción ema-
nada del arto 7e:>del decreto 226/83 se refiere únicamente a los
complementos remuneratorios cuyo monto surge de aplicar deter-
minadas proporciones, porcentajes o coeficentes sobre el salario
básico.

3e:»Que, en lo que hace a la cuestión de fondo, si bien el fallo
,remite al análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho común,
ajenas por su naturaleza y como principio a la instancia 'extraordi-
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naria, ello no impide a la Corte Suprema conocer de la apelacióIÍ
con fundamentos en la doctrina de la arbitrariedad, ya que por esa
vía se tiende a resguardar .las garantías de la defensa en juicio y
el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y
constituyan derivación razonada 'del derecho vigente, con aplicación
a las circunstancias de la causa (Fallos: 297: 222).

En efecto, ese recaudo de validez del acto jurisdiccional se ve
afectado cuando, como sucede en el presente caso, la base del
cálculo prevista por la Convención Colectiva 2/75 para la liquida-
ción del adicional de que se trata comprende, por voluntad expresa
de las partes, no sólo el sueldo básico, sino el total de las remu-
neraciones percibidas por los trabajadores sujeto a aportes pre-
visionales, entre las que corresponde incluir los aumentos previs-
tos por los decretos 226/83, 367/84, 554/84, 806/84 y 859/84; no
obstante lo cual, el a qua los consideró alcanzados por la exclusión
dispuesta por el arto 7? del primero de los decretos citados.

Ello es así, por cuanto la detenida lectura de la norma citada
permite deducir que el incremento otorgado no será contemplado
para el cálculo de los adicionales de convenio únicamente en el su-
puesto que su monto quede fijado en relación al "sueldo básico",
mas no cuando su determinación se vincule a la totalidad de las
remuneraciones a percibir por el trabajador.

4?) Que, por otra parte, el Ministerio de Trabajo y Seguridad
Social, en ejercicio de las facultades de interpretación que le fue-
ron expresamente reconocidas en los sucesivos decretos salariales
dictados a partir del N? 439/82, decidió el conflicto planteado en
favor de la postura obrera (Resolución 454 del 20 de agosto de
1984, obrante a fs. 40); y si bien declaró que ello sólo sería apli~
cable para lo futuro, desde el aumento dispuesto por el decreto
1522/84 la naturaleza remunerativa de aquél, tenido en cuenta como
fundamento de la mencionada resolución-aceptada por la deman-
dada a fs. 48-, similar a. la de los incrementos dispuestos por los
decretos anteriores Nos. 226/83, 367/84, 554/84, 806/84 Y 859/84,
no admite otra solución.
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S'?) Que, por lo demás, si la interpretación o alcance de las
exclusiones establecidas en los decretos citados frente al Convenio
Colectivo N'?.2/75 generase aún alguna duda, ella debe resolverse
del modo propuesto en el considerando 3'?) de este fallo, por man-
dato del arto 9'? de la Ley de Contrato de Trabajo.

6'?) Que, en consecuencia, la sente~cia debe ser revocada por
sustentarse en una interpretación diversa de la antedicha y con-
traria al derecho vigente, sin que esto implique abrir juicio sobre
el resultado que merezca el litigio con los alcances -de la doctrina
expuesta.

Por ello, se hace lugar al recurso interpuesto, se deja sin efecto
la sentencia en cuanto ha sido materia de agravios y se devuelven
los autos al tribunal de origen Pilra que, por quien corresponda,
proceda al dictado de una nueva.

CARLOS S. FAYT.

PEDRO GERARDO CABEZA y OTROS v. U.N.C.

RECURSO EX1 RAORDINAIÜO' Requisitos p1'Opios. Sentencia defúütiva. Con-
cepto y generalidades.

No es sentencia definitiva la que rechazó la aCClOnde amparo por en-
tender que se estaba frente a una inconstitucionalidad por la vía del
ampa'-o y que existían otras vías aptas para la protección de los de-
rechos (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos p1'Opios. Cuestiones no federales.
Sentencias a¡'óitral'ias. Improcedencia del recur~o.

No es 3rbitraria la sentencia que resuel,ve que la pe amparo no es, en
principio. la acció11idónea para perseguir la declaración de inconstitu-
nalidad de las leyes.

(1) .21 de agosto.
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HUGO ALBERTO ALCARAZ

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia federal. Causas pe/wles. Ca-
sos varios.

Debe conocer la justicia federal en la denuncia por apremios ilegales
-imputados a personal de la Superintendencia Ferroviaria de. la Policía
Federal Argentina que se habrían cometido en el ámbito provincial.

JURISDICCION y COMPETENCIA: 'Competencia federal. Causas penales. Ca-
sos varios.

A la justicia federal le compete investigar los delitos cometidos en las
provincias por empleados nacionales en ejercicio de sus funciones.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 21 de agosto de 1986.

Autos y Vistos; Considerando:

.Que la presente contienda de competencia, suscitada entre el.
Juzgado en lo Penal N? 6 del Departamento Judicial de Lomas de
Zamora, Provincia de Buenos Aires, y el Juzgado Nacional de Pri-
mera Instancia en lo Criminal de Instrucción N? 24, se refiere a la
detención -por personal de la Superintendencia Ferroviaria de la
Policía Federal Argentirta-. en el ámbito de esa provincia de dos
personas imputadas del delito de robo, una de las cuales, durante
su permanenCia en el Destacamento Puente Alsina habría sido gol-
peada, lo que le ocasi<;mó las lesiones que se informan a fs. 14
(confr. declaraciones de fs. 2/4, 6/8, 9 Y 9 vta., 26 y 27).

Que, habida cuenta de la calidad de empleados de la Naci'ón
que revist.en los funcionarios policiales imputados, corresponde que
en estas actuabones, aun cuando no ha sido parte en la contienda" .(Fallos: 301:728; 302:672, entre otros), siga entendiendo la justicia
federal, a la cual le compete investigar los delitos cometidos en las
provincias por empleados nacionales en ejercicio de sus funciones



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 1273

(Competencia N'? 562.XX. "Nowakowsky, Wittold Jorge". y N'? 766.
XX. "Ojeda, José Ornar y otro", resueltas el 17 de diciembre de
1985y el 3 de julio de 1986, respectivamente).

Por ello, y habiendo dictaminado el señor Procurador General,
se declara que en esta causa deberá conocer el Juzgado Federal de
Primera Instancia de Lomas de Zamora, Provincia de Buenos Aires,
al que se remitirá. Hágase saber a los juzgados intervinientes...en
la contienda.

JosÉ SEVERO' CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI - JORGE ANTONIO

BACQUÉ.

Vlt::ENTA APRIGLIANO

RECURSO EXTRAoRDINARIO: Requisitos. propios. Cuestiones no federales,
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideración
de extremos, conducentes.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que rechazó la solicitud en-
derezada a lograr que se pagaran los haberes jubilatorios desde la
fecha del cese de ~ervicios, omitiendo ponderar el hecho de que a pesar
de no h?ber prosperado originariamente el reclamo, la interesada había
cumplido -al tiempo de su solicitud- con todos los recaudos exigidos
por \a~ disposiciones legales.

DICTAMEN DEL PROCÜRADOR FISCAL DE LA .CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

Para examinar debidamente la procedencia de la queja inter.
puesta por doña Vicenta Aprigliano en razón de habérsele denegado
el recurso extraordinario que dedujo a fs. 126/130 vta. del princi-
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pal, foliatura a citar en adelante, creo conveniente señalar los pasos
relevantes de la tramitación.

La titular solicitó jubilación ordinaria ante la Caja Nacional de
Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles, lo que
hizo con base en servicios cumplidos, por una parte, en relación
de dependencia para distintos empleadores, entre ellos, la Armada
Nacional que fue el último, como costurera a domicilio y, por otra
parte, en calidad de trabajadora autónoma.

La solicitud fue denegada por entender la Caja que la requi-
rente no había acreditado la antigüeded ni los años de servicio
con aportes exigibles en su caso (fs. 21), en atención al cómputo
ilustrativo de fs. 19.

Esta resolución quedó con~entida por la interesada, que se vol.
VIO a. presentar a fs. 25 en demanda del beneficio para lo que soli-
citó la reapertura del trámite aduciendo circunstancias que le im-
pidieron comparecer con anterioridad para poner de manifiesto
"los errores de Hecho y de Derecho" en que se habría incurrido
en su perjuicio.

Este nuevo. pedido resultó en definitiva denegado por los órga-
nos de aplicación, pero no sin incurrir en evidentes anomalías de
trámite, como lo advierte la compulsa del expediente en lo que
hace a la fecha de dictado y notificación de lo resuelto a fs. 29 vta.,
hallándose intercalada, entre los extremos de ese lapso, la presen-
tación a fs. 34 de la titular y los proveídos de fs. 35, 37 de las
oficinas administrativas.

Este cuadro no exento de falta de nitidez se reproduce cuando
apela la interesada con fecha 6 de. agosto de 1980 a fs. 40/41, no
obstante lo cual las. actuaciones fueron remitidas al archivo con
fecha 2 de septiembre del mismo año (v~ fs. 38). Si bien corres-
ponde decir también, en honor a la verdad, que la misma Caja sa-
neó la situación elevando las actuaciones a la alzada administrativa
que confirmó, a fs 45 vta., la resolución de fs. 32 vta., por no
haberse acompañado elemento de prueba alguno que autorice la
modificación de lo resuelto.
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Apelada esta conclusión la Sala VI de la Cámara Nacional de
Apelaciones del Trabajo a fs. 52/52 vta. declaró improcedente el re-
curso, porque la resolución que impugnó la parte es la corriente
a fs. 21 que no fue apelada, en lugar de atacar la de fs. 45 vta.,
como entendió el tribunal que debió hacerlo.

La decisión judicial fue consentida por la solicitante (v. fs. 54/
54 vta.).

Así las cosas; ocurre nuevamente la postulante, con fecha fe-
brero de' 1982, en procura de la reapertura de las actuaciones (v.
fs. 57) con fundamento en la ley 20.606 y a cuyo objeto acompaña
nuevas certificaciones de servicios -señalo- ya denunciados y
reitera el pedido de otorgamiento del beneficio.

Esta vez la suerte le fue más favorable ya que se le reconoció
el derecho a la jubilación' "a partir del 15/03/79", teniéndose en
cuenta para ello, entre otros elementos de juicio, las certificacio-
nes expedidas por la Armada las cuales, en la segunda oportunidad
que este cuerpo 10 hizo, como es bueno subrayarlo, son coinciden-
tes con la materia de las primeras certificaciones (v. fs. 65), como
el órgano otorgante viene implícitamente a reconocerlo (fs .73).

No obstante lo resuelto, la beneficiaria a fs. 75 marcó su dis-
conformidad con la determinación de la fecha inicial del pago, esta-
blecida a partir del 17/02/981 (v. fs. 73) en razón indudablemente
de lo estatuído por el arto 82 de la ley 18.037 -t.o. 1976-, él lo que
agregó aquélla el reclamo por hacerse efectivo el pago con arreglo
a lo preceptuado en la ley 21.864.

El pedido de reconsicteración y apelación en subsidio fue pro-
veído, en un. primer momento, parcialmente (fs. 80 vta.) y com-
pletado a fs. 88 vta. sin disponerse, empero, la elevación de las
actuaciones a la Comisión Nacional de Previsión Social, lo que se
hizo el 30 de agosto de 1983.

Este organismo, confirmó a fs. 104 lo decidido por la Caja a
fs. 80 en cuanto a la fecha inicial de pago y a fs. 88 en cuanto a la
improcedencia de la actualización monetaria.
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Radicadas las actuaciones ante la Sala VI, que había prevenido
en el caso, este tribunal acogió favorablemente los agravios rela-
tivos a actualización por depreciación monetaria, inaplicabilidad
del arto 1? de la ley 21.864 que declara inconstitucional Y pago de
intereses. No así, en cambio, en lo concerniente a la pretendida in-
constitucionalidad del arto 73 de la ley 18.037 -t.O. 1976-.

Respecto del tema, entendió el a qua, compartiendo el criterio
del Ministerio Público del fuero, que el agravio carecía de la debida

fundamentación.

Según mi parecer, aparte de que la conclusión a que llegó el
a qua no sería objetable desde el punto de vista lógico formal, y
que sus términos no aparecen enervados por los argumentos que
se esgrimen en el escrito de recurso extraordinario, sin embargo
estas preniü¡as no engendran, a mi juicio, corolarios prácticos.

En efecto, a .la luz de las constancias de autos, estimo que la
disconformidad de la señora Aprigliano sobre la fecha a partir
de la cual se manda liquidar su haber fue determinada en 'sede
administrativa por aplicación del arto 82 de la ley 18.037-t.O. 1976-,
que versa sobre prescripción de haberes devengados y no sobre
reapertura de las actuaciones.

El celo por la verdad objetiva conduce, en la especie, ,a advertir
una suerte de interversión de fundamentos en lo resuelto a fs. 88
respecto de lo de'cidido a fs. 73. La comprobación, empero, no aca-
rrea efectos ya que la parte no propone a V,E. agravios concretos o
eficaces sobre el punto, lo que impide un pronunciamiento de oficio.

Otro tanto acontece con la prescripción del arto 82 de la ley 18.037
-t.O. 1976- que no suscita impugnación de la interesada, la cual
carga el peso de sus agravios sobre el' arto 73 de la misma ley, des- ,
vianda el enfoque de la cuestión.

Por todo lo expuesto, opino que corresponde desestimar la
queja. Buenos Aires, 16 de mayo de 1986.Máxima l. Gómez Fargues.
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Buenos Aires, 21 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Vicenta Apri-
gliano en la causa Aprigliano, Vicenta s/jubilación", para decidir
sobre su procedencia.

Considerando:

1'?) Que contra el pronunciamiento de la Sala VI de la Cámara
Nacional de Apelaciones del Trabajó, que confirmó la resolución
administrativa que había rechazado la solicitud enderezada a lograr
que se pagaran los haberes jubilatorios desde la fecha del cese de
servicios, la actora dedujo el recurso extraordinario cuya .denegación
origina la presente queja.

2'?) Que no obstante la índole previsional del tema en debate y
de las cuestiones de hecho y prueba que se plantean, las objeciones
de la recurrente autorizan la apertura de la instancia del arto 14 de
.la ley 48, habida cuenta de que la decisión de la alzada conduce a la
frustración de garantías que encuentran amparo constitucional.

3'?) Que, al respecto', cabe señalar que el a quo asignó el alcance
de "nueva presentación" al requerimiento formulado a fs. 57, sin'
tener en cuenta que carecía de los recaudos exigidos por la ley 20.606
y su decreto reglamentario 1377/74, toda vez .que las pruebas acom-
pañadas a tal fin ya habían sido presentadas con anterioridad a
fs. 7/8, según lo reconoce el organismo administrativo a fs. 65.

4':') Que la índole del terna en debate .hacía ne~esario que la
cámara ponderara el hecho de que, a pesar de no haber prosperado
originariamente el reclamo del beneficio, los acontecimientos' pos-
teriores pusieron de manifiesto que la interesada había cumplido
-al tiempo de su solicitud- con todos los recaudos exigidos por
las disposiciones legales, como surge de la circunstancia de que con
los mismos elementos probatorios se le reconoció luego el derecho
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a la jubilación desde la fecha del cese (cónfr. causa L.263.XIX.,
"Lóp~z Sgro. Nelly Elisa s/jubilación ordinaria" de fecha 24 de
julio de 1984).

59) Que, en consecuencia, las particularidades del caso tornában
imprescindible apreciar los aspectos señalados y no limitar la deci-
sión a una respuesta formal de los agravios propuestos, ya que una
valoración de esa Índole habría puesto en evidencia el excesivo ~igor
en los razonamientos empleados para retacear la percepción de ha-
beres a los que se tenía derecho y que fueron negados ,como conse-
cuencia del. error cometido por la administración al examinar las
pruebas de la causa, lo que obligó a la actora' a recorrer nuevas vías
procesales posibles para obtener su jubilación.

69) Que, en tales condiciones, la decisión de la alzada que pres-
cinde de valorar los extremos que se destacan, no es derivación razo-
nada del der~cho vigente con aplicación a las circunstancias probadas
en la causa, lo que la descalifica como acto jurisdiccional.'

.
Por ello, y oído. el señor Procurador Fiscal, se declara procedente

el recurso extraordinario y se deja sin efecto la sentencia apelada.
Vuelvan los autos al tribunal de origen para que, por quien corres- .
ponda, se dicte un nuevo pronunciamiento con arreglo a lo expuftsto.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- JORGE ANTONIO BACQUÉ.

MANUEL ANTONIO LENCINA v. MATARAZZOS.A.LC.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas -y .actos comunes.

Los agravios vinculados' con el alcance del arto 233 del Régimen de Con.
trato de Trabajo remiten al estudio de temas de naturaleza no federal,
propios de los jueces de la causa y ajenos, como regla, a la instancia
de excepción. No obsta a ello la arbitrariedad alegada, en tanto el pro-
nunciam;ento que los resuelve cuenta con fundamentos de aquel ca-
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rácter que, más allá de su acierto o error, le confieren valor como acto
judicial.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Apartamiento' de constancias
de la causa.

Corresponde dejar sin. efecto la sentencia que consideró no probado que
el accidente del trabajo se hubiera producido en la forma descripta por
el actor, prescindiendo, sin dar razones válidas, del tratamiento del
peritaje médico realizado y de los dichos del único testigo, concordante
con aquel relato.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

Se trae queja por denegatoria del recurso extraordinario inter-
puesto contra la sentencia de fs. 158 que rechazó la demanda labo-
ral promovida en autos.

Afirma la apelante que el fallo es arbitrario y que vulnera lo
establecido en los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional.

En mi opinión la protesta debe tener acogida favorable en
cuanto cuestiona lo resuelto respecto de la indemnización por ac-
cidente de trabajo reclamada.

En efecto, el a qua rechazó ese reclamo sin examinar pruebas
de fundqmental importancia para la dilucidación del tema, a pesar
de que en ellas se apoyó la expresión de agravios que la actora
había formulado a fs. 145/147.

Es así que el tribunal consideró no. probado que el accidente
se produjo en la forma relatada por el actor en su escrito de de-
manda sin detenerse previamente en la valoración de la prueba
aportada al proceso a pesar de que. tanto el peritaje médico de
fs. 114/116 como la declaración del único testigo que manifestó
haber presenciado el hecho expresan coincidencias con aquel relato.
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Ello resulta arbitrario y lesiona las garantías' constitucionales

invocadas.

, En cambio la pretensión de la actora referida al pago en con-
cepto de integración de mes de despido, entiendo no debe prospe-
rar porque el tema remite a cuestiones que, como las referidas a la
interpretación Y aplicación 'al caso de los arts. 231 y 233 de la Ley
de Contrato de Trabajo, no son aptas para habilitar la vía del
arto 14 de la ley 48 y no demuestra la apelante la arbitrariedad

alegada.

Por lo expuesto, y con el alcance indicado, considero que co-
rresponde admitir esta presentación directa, dejar sin efecto el
pronUIÍciamiento impugnado y devolver las actuaciones para que se
dicte uno nuevo con arreglo a derecl1o. Buenos Aires, 9 de abril de
1986. Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

,
Buenos Aires, 21 de ag,osto de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deduCido por la actora en
la causa Lencina" Manuel Antonio cjMatarazzo S.A.LC.", para deci-
dir sobre su procedencia.

Considerando:

19) Que la Sala IV de la' Cámara Nacional de ApelaCiones del
Trabajo confirmó el fallo de la instancia anterior, que había recha-
~ado la demanda que tuvo por objeto el cobro de la integración
del mes de despido y su aguinaldo, y la indemnización por acci-
dente de trabajo fundada en el arto 1113 del Código Civil. Contra
dicha decisión la parte actora interpuso el recurso extraordinario,
cuya denegación dio origen a la presente queja .

. 29) Que los agravios, del apelante vinculados con el alcance
asignado por el a quo al arto 23~ del Régimen de Contrato de Tra-
bajo, remiten al estudio de temas de naturaleza no federal, propios
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de los jueces de la causa y ajenos, como regla, a esta instancia de
. excepción. No obsta a ello la arbitrariedad alegada, en tanto el
pronunciamiento que los resuelve cuenta con fundamentos de aquel
carácter que, más allá de su acierto o de su error, le confieren valor
como acto judicial. ,

3'?) Que, en cambio, cabe hacer lugar a las impugnaciones con-
cernientes a la omisión de valorar arltecedentes probatorios que
resultaban útiles para decidir el litigio. Ello es así, pues si bien la
invocación de la arbitariedad no autoriza a sustituir a los magis-
trados en la decisisión de cuestiones que, como el examen y la valo-
ración de la prueba les son privativas, tal principio admite excepción
cuando se omite tratar aspectos conducentes para la solución de
la causa, privándose a lo resuelto de adecuada fundamentación (cau-
sas: C.841.XIX.., "Córdoba, Esteban c/Massuh S.A." y T.49.xX., "Ta-
maíi.o, Osear e/Ferrocarriles Argentinos", falladas el 18 de febrero
y el 20 de marzo de 1986).

4'?) Que esto es lo que ocurre en el presente caso, ya que, tal
como lo destaca el seíi.or Procurador General, el a qua consideró no
probado que el accidente se hubiera producido en la forma descripta
por el actor; pero, sin dar razones válidas, prescindió del tratamiento
del peritaje médico realizado y de los dichos del único testigo que
manifestó haber presenciado el hecho, que resultaban concordante s
con aquel relato, y que habían sido invocados por el recurrente al
expresar agravios contra la sentencia de primera instancia. En con-
secuencia, la decisión resulta descalificable como acto jurisdiccio-
nal, sin que el modo como se resuelve importe abrir juicio acerca
del resultado final del pleito una vez ponderadas tales pruebas.

Por ello, y de acuerdo con lo dictaminado por el seíi.or Procu-
rador General, se admite la queja interpuesta y se hace lugar al
recurso extraordinario de fs. 162/165 de los autos principales, con
costas, y se deja sin efecto la sentencia de fs. 158 del expediente
principal, con el alcance indicado.

JOSÉ SEVERO CABALLERÓ

BELLUSCIO - CARLOS

ANTONIO BACQUÉ.

AUGUSTO CÉSAR

S. FAYT - JORGE
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BLAS OVANDO SANABRIA y OTROV. MUNICIPALIDAD DELA
CIUDAD DE BUENOS AIRES

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestio-
nes federales simples. 'lnterpretación de las leyes federales. Leyes de carácter
federal y local.

Existe cuestión federal hastant<;: para su examen por vía del recurso
extraordinario. si se encuentra planteada la inconstitucionalidad de la
interpretación dada al arto 51, inc. c), de la ley 21.499y la solución del
fallo ha sido adversa a la inteligencia sustentada por el recurrente so-
bre la base del arto 17 de la ConstituciÓn Nacional.

EXPROPIAC[()N: Utilidad pública y calificación por ley.

No vulnera la exigencia de la ley previa que autorice la procedencia de
la eX1;Jropiación (art. 17 de la Constitución Nacional) la decisión que
hace lugar a la expropiación inversa por aplicación del arto 51, inc. c),
de la ley 21.499 considerando que, si bien el inmueble no resultó afec-
tado por la traza de la autopista, la restricción derivada de estar en
la zona de retiro obligatorio lo tornaba inaprovechable para edificar.

EXPROPI ACION: Expmpiación inversa.

De un nnálisis integral y sistemático de la ley 21.499 surge que el legis-
lador ha previsto en forma expresa distintas situaciones en las que pro-
céde la expropiación irregular con prescindencia de la voluntad del
ente pxpropiante, ",1 conjugar en forma armónica el interés general de
la comunidad por un lado. y las legítimas prerrogativas de los particu-
lares por el otro.

EXPROPI ACION: Expmpiación inversa.

Aún sin medhr dedaración de utilidad pública o afectación directa, la
ley 21.-199faculta al particular a reclamar la expropiación inversa cuando
de modo dire.:to o reflejo -siempre con motivo de otra ley que declare
la util'.dad pública- resultare indisponible un bien por su evidente
dificultad para pocter utilizarlo en condiciones normales: .arts. 8~,9~Y 51.

EXPROPIACION: Expmpiación inversa.

Si como consecuencia directa de la traza de la autopista (ordenanza
34.776/78) el inmUeble es edificable reglamentariamente, pero resulta
inútil por las escasas dimensiones (7,25m2) tal restricción impide su
libre Cisponibilidad toda vez que la carga administrativa impuesta os-
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tenta un carácter y una extensión tales que desnaturalizan el ejercicio
del dei"echo de propiedad.

EXPROPIACION: Expropiación inversa.

La ley 21.499 admite expresamente la procedencia de la cxpropiacJOn
inversa respecto de bienes afectados indirectamente por una ley de
utilidad pública y consagra como característica sobresaliente -en con-
traposición con leyes anteriores- una adecuada protección de los par-
ticulares y una correlativa responsabilidad del Estado como artífice de
obras públicas.

"

EXPROPIACION: Expropiación inversa.

Toda di<:quisición sobre la procedencia de la expropiación inversa ten-
dría connotaciónes puramente académicas, si, por resultar manifiesta
la lesión al derecho de propiedad, la discriminación que persigue la
Municipalidad llevaría al planteamiento de otro tipo de reclamos ad-
minist..:-ativos, y eventualmente, en un largo proceso, con la gravosa
consecuencia para el particular de. tener que soportar el menoscabo a
su derecho de dominio cuya protección reconoce profunda raigambre
consti tucional.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

1

Contra la sentencia' de la Sala "G" de la Cámara Nacional de
Apelaciones en 10 Civil, que hizo lugar a la expropiación irregular
reclamada en autos, interpuso la Municipalidad de la Ciudad de
Buenos Aires recurso extraordinario, cuya denegatoria ha dado
origen a la presente queja.

El tribunal a qua destacó que la propiedad de los actores no
resultó afectada por la traza de la Autopista Perito Moreno, pero
se encuentra comprendida en la zona de retiro obligatorio. Esta
restricción impide a sus titulares construir en 99,90 m2 del predio,
debiendo' conservar el área como espacio verde; sólo el remanente
resulta apto para edificar, pero sus dimensiones -7,25 m2- 10 tor-
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nan inaprovechable. Basada en estas circunstancias, la sentencia
entendió que la limitación dominial resultaba confiscatoria y aco-
gió la acción expropiatoria, deducida por los propietados, haciendo
aplicación del arto 51, inc. c) de la ley 21.499, en la inteligencia de
que esta causal no requiere ley previa que declare de utilidad pú-
blica el inmueble. En la síntesis de los razonamientos del fallo, se
dijo: "resulta tan patente en el caso la violación der derecho de
propiedad de los actores,. que encuentro procedente la expropiación
inversa promovida, aún sin la ley previa que declare la utilidad pú-
bliea, puesto que en el caso presente, los efectos de la llamada res-
tricción administrativa importan desposeer a un propietario, en
beneficio de la comunidad, la que. se beneficiará a expensas del
particular, sin indemnización alguna" ..

La demandada se agravia contra este pronunciamiento y, en lo
sustancial, plantea su inconstitucionalidad por haber hecho lugar
a la expropiadón sin que el inmueble hubiere sido previamente
afectado a utilidad pública por ley, según lo dispuesto en el arto 17
de la Ley Fundamental.. Agrega que, a su juicio, la sentencia lesiona
el principio de división de los poderes al saltearse la exigencia cons-
titucional que atribuye al legislativo la calificación del bien como
n~cesario para la comunidad. Discurre, por otra parte, acerca del
contenido de la propiedad y las limitaciones al dominio impuestas
en el interés público, afirmando que la contemplada en la litis no
resulta confiscatoria pues no incorpora porción alguna del inmue-
ble al dominio público y, además, encuadra dentro del poder de
policía municipal, que es independiente Y distinto del poder estatal
que permite tomar la propiedad privada por razones de utilidad
pública. Considera, también, que se ha agraviado la igualdad ante
la ley, dado que el sentenciante ha hecho operar la garantía de la
propiedad en beneficio exclusivo de la parte actora, con olvido de
la protección que el arto 17 de la Constitución Nacional acuerda a

su parte.

II

Desde un punto de vista formal, encuentro que el recurso extra-
ordinario resulta procedente, toda vez que media cuestión federal
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suficiente al haber sido planteada la inconstitucionalidad de la in-
terpretación otorgada por el a qua a la norma expropiatoria, que en
autos reviste carácter local por ser de aplicación al municipio de
la Capital Federal, y el resultado del fallo es adverso al derecho
que la apelante sustentó en la Constitución Nacional. En tal sen-
tido, recuerdo que esta Corte ha entendido que una ley puede ser
atacada de inconstitucional no tan sólo por lo que es en sí, sino
por la interpretación con que ha sido aplicada por los tribunales
locales, la cual puede hallarse en conflicto con un precepto de la
Constitución (Fallos: 185: 353); aclarando, en cuanto al. alcance de
su jurisdicción en estos casos, que es ajeno al recurso todo lo rela-
tivo a .la interpretación de la ley, debiéndose aceptar la que le ha
dado el tribunal local en uso de facultades propias y. exclusivas,
correspondiendo únicamente decidir si tal interpretación se halla
o. no en conflicto con las disposiciones constitucionales, que sirven
de ba"se a la apelación (Fallos: 102: 379; y sentencia del 26-5-85, in
re: "Estado de la Provincia de Corrientes c/Héctor José Boa y/o
quien resulte responsable s/expropiación" -E.36-XX-).

En otras palabras, no cabe discutir en esta instancia si la situa-
ción prevista en el arto 51, inc. c), de la ley 21.499, no requiere la
previa declaración de utilidad pública por ley formal, puesto que
la Corte debe aceptar como válida la interpretación que en tal sen-
tido formuló el a qua, debiendo en cambio discernir si con este
alcance resulta inconstitucional.

III

En cuanto al fondo de la cuestión, creo conveniente señalar que
desde muy antiguo tiene dicho el Tribunal que un requisito esen-
cial para que tenga lugar el proceso expropiatorio es la calificación
que debe realizar el órgano legislativo, "porque el artículo diez y
siete de la Constitución disponiendo en su inciso segundo, que la
expropiación sea autorizada por ley, libra a la discreción exclusiva
del Congreso el juicio sobre la utilipad pública en los casos ocu-
rrentes" (Fallos: 4: 3'11 :-pág. 321-; ver en la misma doctrina, por
ejemplo: Fallos: 263:502).
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Al analizar este recaudo, en oportunidad de sostener en el Se-
nado de la Nación un proyecto de ley de expropiación de terrenos
circundantes al asiento de la legislatura, sostuvo Joaquín V. Gon-
zález: "la segunda limitación que establece la Constitución a la
facultad legislativa, es la de que la utilidad pública debe ser cali-
ficada por la ley. En este sentido se ve claramente que la Cons-
titución ha querido garantir el derecho privado. La facultad de dis-
poner de la propiedad y alterar el régimen jurídico inherente a la
persona privada, es una facultad soberana, inherente a la de dictar
códigos y legislar para el interés público, pero corresponde, según
la terminología de nuestra Constitución, calificar esa facultad de
inalienable, es decir, que no podría cederla y, mucho menos" renun-
ciarla ante la oposición particular, porque es una facultad inmune,
inherente a la soberanía 'del cuerpo legislativo; se propone allanar
el derecho privado, eliminar la resistencia individual en obsequio
al gran objeto del bien público que ha tenido en vista al permitir
esta restricción excepcional al derecho privado".

"Así, dice Cooley, uno de los jueces más ilustres de los tribu-
nales americanos, autor clásico del comentario constitucional de los
Estados Unidos: «No es justo que el propietario sea oído sobre esta
cuestión de la calificación, porque si lo fuera, el propósito público
podría ser desconocido por una sentencia contraria a la necesidad
de la obra pública». y esto importaría anular, suprimir la facultad
legislativa que la Constitución ha establecido y entregado al Con-
greso como único depositario" ("La Expropiación en el Derecho
Público Argentino", t. 1, Buenos Aires, 1915, págs. 44 y 45).

A mi modo de ver, el instituto de la expropiación irregular o
inversa también. ha sido establecido en resguardo del interés pri-
vado para lograr que un propietario cuyo bien ha sido calificado
de utilidad pública y que, por tal causa, ve de un modo u otro afec-
tada la incolumnidad de su patrimonio, pueda reaccionar frente a
la autoridad reticente en dar curso al procedimiento expropiatorio
y exigirlo, tanto eh sede administrativa como judicial. En este caso
la calificación legal, exigida por el arto 17 de la Constitución Nacio-
nal, que en el comentario transcripto hemos visto reputada como
inalienable del Congreso, opera también en resguardo del interés
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público; porque, de otro modo, como lo ha resuelto el a qua, que-
daría en manos del particular determinar cuándo" es exigible a la
autoridad pública la apropiación de un bien cuya necesidad para la
comunidad no ha sido merituada por el órgano del poder de auto-
ridad señalado por la Constitución.

En el sub lite se ha impuesto al Municipio la adquisición de
un inmueble que no estuvo en la intención de sus órganos de go-
bierno incorporar al patrimonio público, so pretexto de que las res-
tricciones dominiales que le habían sido impuestas por la norma
comunal resultaban confiscatorias; pero tal solución ha desatendido
el interés público que debe presidir todo el proceso expropiatorio
dado que no hay indicio alguno que nos permita inferir que el pre-
dio fuera calificado de utilidad pública por ley del Congreso, en
ejercicio de la atribución conferida por el arto 67, inc. 27, de la Ley
Fundamental.

En tales condiciones, juzgo aplicable a la causa las considera-
ciones que formulara V. E. en Fallos: 191:424, al analizar el tan men-
tado requisito de la calificación legal, reafirmado por la entonces ley
de expropiación N~ 189 (art. 2 y 3): "Tales preceptos, claros y cate-
góricos, consagran una garantía constitucional en favor del propie-
tario y una restricción de iguales caracteres para el poder público
en cuanto no puede sustituir -el Poder Ejecutivo o el Judicial- su
criterio sobre la utilidad pública, al del Congreso para que se trans-
fiera el dominio al Estado o a una entidad de servicio público qui-
tándosela a su titular anterior" (pág. 437).

Lo afirmado me lleva a propiciar la declaración de inconstitu-
cionalidad de la interpretación jurisprudencial que prescinde de la
causa de utilidad pública, calificada por ley al acoger la expropiación
irregular de un bien; pero debo aclarar que tal solución no desdeña
las posibles limitaciones dominiales que podrían afectar la garantía
de la propiedad, asegurada por los arts. 14 y 17 de la Constitución,
provenientes de las normas urbanísticas, pues en tal supuesto estimo
que median otros recursos en favor del propietario que le permite
la satisfacción de su legítimo interés sin mengua de los preceptos
constitucionales. En tal orden de ideas, V. E. dijo en el fallo citado



1288 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

en último término, que no toda restricción o perturbación al ejer-
cicio de los derechos inherentes al dominio da nacimiento a una ac-
ción por expropiación; y las acciones e interdictos posesorios, las
acciones negatoria y reivindieatoria -y la de nulidad de la norma
inconstitucional, agregaría por mi parte-, así como las acciones por
daños y perjuicios son medios eficaces que la ley pone al alcance
del agraviado para obtener del Estado respeto y desagravio; soste-
niendo en síntesis que "no se puede, en cambio, obligar a expropiar
sin ley" (vid., pág. 437).

Por las razones expuestas, soy de opinión que corresponde hacer
lugar al recurso extraordinario traído por la demandada, revocar el
fallo y mandar que se dicte nueva sentencia de acuerdo con los prin-
cipios reseñados. Buenos Aires, 20 de marzo de 1986. Juan Octavio

Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 21 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la demandada
en la causa Ovando Sanabria, BIas y otra c/Municipalidad de Buenos
Aires", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1'?) Que contra' el pronunciamiento de la Sala G de la Cámara
Nacional de Apelaciones en lo Civil, que confirmó el de primera ins-
tancia que había hecho lugar a la demanda por expropiación inversa,
la demandada dedujo el recurso 'extraordinario cuya denegación mo-
tivó esta queja.

2'?) Que los agravios del apelante suscitan cuestión federal bas-
tante para su examen en la vía intentada, ya que se encuentra plan-
teada la inconstitucionalidad de la interpretación dada por el a qua
al arto 51, inc. c), de la ley 21.499 -que rige como ley para las expro-
piaciones de la Comuna Metropolitana- y la solución del fallo ha
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sido adversa a la inteligencia sustentada por el recurrente sobre la
base de lo dispuesto por el arto 17 de la Constitución Nacional (Fa-
llos: 102:379; 185:353 y causa E.36-XX, "Estado de la Provincia de
Corrientes c/Héctor José Boo y/o quien resulte responsable s/expro-
piación", fallada el 25 de junio de 1985).

39) Que aún cuando fuera opinable el alcance asignado por la
alzada ,al arto 51, inc. c), este .Tribunal no puede prescindir del resul-
tado de la interpretación ni del hecho de q~e ésta no vulnera la exi-
gencia del arto 17 de la Constitución Nacional, en cuanto a la necesi-
dad de ley previa que autorice, la procedencia de la expropiación.

49) Que, en efecto, de un análisis integral y sistemático de las
disposiciones de la ley 41.499, surge que el legislador ha previsto en
forma expresa distintas situaciones en las que procede la expropia-
ción irregular con prescindencia de la voluntad del ente expropiante,
al conjugar en forma armónica el interés general de la comunidad,
por un lado, y las legítimas pren:'ogativas de los particulares, por
el otro.

59) Que, entre esas hipótesis, se advierten los casos en que, sin
mediar declaración de utilidad pública o afectación directa, la propia
ley faculta al particular a reclamar la expropiación inversa cuando de
modo directo o reflejo -siempre con motivo de otra ley que declare
la utilidad pública- resultare indisponible un bien por su evidente
dificultad para poder utilizarlo en condiciones normales (arts. 8, 9,
51, de la citada ley 21.499).

69) Que la restricción que recae sobre el inmueble objeto de esta
litis es consecuencia directa de la traza de la Av. Perito Moreno (Or-
denanza 34.776/78, ver fs. 8/23 del principal), que impide a su titular
la libre disponibilidad del predio, toda vez que la carga administra-
tiva impuesta ostenta un carácter y una extensión tales que desna-
turalizan el ejercicio del derecho de propiedad, como se desprende
d~l informe técnico emanado de la demandada que determina que
"la superficie es edificable reglamentariamente", pero resulta inútil
dada las escasas dimensiones con que cuentá" (ver fs. 65, punto 39
del principal).
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79) Que, por ser ello así, no se advierte la violación a los pre-
ceptos constitucionales invocados, dado que la ley en estudio admite
expresamente la procedencia de la expropiación inversa respecto de
bienes afectados indirectamente por una ley de utilidad pública
y consagra como característica sobresaliente -en contraposición
con leyes anteriores- una adecuada protección de los particulares y
una correlativa responsabilidad del Estado como artífice de obras

públicas.

89) Que no se trata de dejar en manos de los ciudadanos la
posibilidad de exigir una expropiación a su arbitrio, sino de que la
procedencia de la acción se vincule de modo mediato o inmediato
con una ley previa, pues la voluntad estatal no resulta fundamento
excluyente de otros motivos igualmente trascendentes y dignos de
tutela por esta vía, según lo ha reconocido virtualmente la decisión
de la Cámara con argumentos suficientes para frustrar la alegada
inconstitucionalidad de la interpretación de la norma legal y pone
de manifiesto, ante la falta de planteo directo de su inconstitucio-
nalidad, la viabilidad de la solución impugnada.

99) Que, por lo demás, toda disquisición sobre el punto tendría
connotaciones puramente académicas, ya que por resultar mani-
fiesta la lesión al derecho de propiedad, la discriminación que per-
sigue la Municipalidad llevaría al planteamiento de otro tipo de
reclamos administrativos y, eventualmente, de un largo proceso,
con la gravosa consecuencia para el particular de tene! que sopor"
tar el menoscabo a su derecho de dominio cuya protección reco-
nece profunda raigambre constitucional.

Por ello, y oído el señor Procurador General, se declara admi-
sible el recurso extraordinario y se confirma la sentencia.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

_ ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.
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RAMON RAUL RUIZ v. BANCO DE LA NACION ARGENTINA

EMPLEADOS PUBLICOS: Principios generales.

1291

Es preciso distinguir a los funcionarios y empleados cuya remunera-
ción y demás dcrcchos y obligaciones son establecidos por el res.
pectivo régimen constitucional y administrativo, de aquellos supues-
tos en que el Estado contrata los servicios de personas para funcio-
nes no pre"istas en el cuadro de la administración ni en cl presu-
puesto, sin horarios, oficina, jerarquía ni sueldo, supuestos éstos que
se 'rigen por el derecho común. "

BANCO DE LA NACION

La calidad de persona jurídica estatal del Banco de la Nación no
implica que necesRriamente deban aplicarse las normas del derecho
público, y no del derecho del trabajo, a quien se hallaba excluido
de los beneficios estatutarios, sociales y previsionaJes del personal ad-
ministrativo.

CONTRATO DE TR.4BAJO.

Deben aplicarse las disposiciones del derecho del trabajo, por no tra-
tarse de relad6n ,jurídica de empleo público, si las tareas desempeña-
das por el actor correspondieron a una actividad no cumplida por
personal de Jos cuadros permanentes del Banco de la Naci6n, como
es la vigilancia de sus establecimientos, custodia de fondos, investi-
gacionp.s de empleados y terceros y cualquier otra diligencia que se
le indicara en jornadas diurnas y nocturnas, en días hábiles y feria-
dos; el vínculo se instrumentó en contratos anuales especiales y, so-
bre la base de disposiciones internas de excepción, se estableci6 una
situaci6n laboral a jena al marco propio de los agentes de la deman-
dada.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias.' Procedencia del recurso. Defectos en la fundamentación
normativa.

No constituye der~vaci6n razonada del derecho vigente, con aplicaci6n
a las circunstancias concretas de la causa, ni otorga una respuesta ade-
cuada a los reclamos de la afectada, la sentencia que decic!ió que exis-
tía una ¡elaci6n jurídica de empleo público a la que no le eran apli-
cables las disposiciones del derecho del trabajo, no obstante que las
tareas del actor correspondieron a una actividad no cumplida por
personal de los cuadros permanentes, pues no es admisible someterlo
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a una jurisdicción distinta a la que la naturaleza del contrato permitía
prever, ante el sólo hecho de no estar incluido en el régimen laboral,
pues en esta materia debe prevalecer aquel ordenamiento que sea fa-
vorable al trabajador (arts. 9~y 23 de la Ley de Contrato de Trabajo)
salvo que se demostrase que no existió contrato de trabajo.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 21 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Ruiz, Ramón
Raúl en la causa Ruiz, Ramón Raúl c/Banco de la Nación Argen-
tina", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

19) Que contra el pronunciamiento de la Sala V de la Cámara
Nacional de Apelaciones del Trabajo que revocó la sentencia de pri-
mera instancia y rechazó la demanda, la parte actor a interpuso el
recurso extraordinario cuya denegatoria motivó la presente queja.

29) Que la Cámara llegó a ese resultado en razón de considerar
que entre las partes existió una relación jurídica de empleo públi-
co, a la que. no le son aplicables las disposiciones del derecho del
trabajo, por lo que el reclamo motivado en la ruptura del vínculo
debía ser materia de debate en otra jurisdicción.

39) Que conforme a conocida jurisprudencia de esta Corte, re-
sultan atendibles los agravios expuestos frente a tales conclusiones,
ya que es preciso distinguir a "los funcionarios Y empleados cuya
remuneración y demás derechos y obligaciones son establecidos y
gobernados por el respectivo régimen constitucional Y administra-
tivo, de aquellos supuestos en que el Estado contrata los servicios
de personas para funciones no previstas en el cuadro de la admi-
nistración ni en el presupuesto, sin horarios, oficina, jerarquía ni
sueldo, supuestos éstos que se rigen por el derecho común" (confr.
Deutsch, Noemí Ana e/Municipalidad de la Ciudad de Buenos Ai-
res, D.293-XX, sentencia del 4 de setiembre de 1984 y precedentes

allí citados).
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4?) Que en el presente caso no cabe hacer excepción a la citada
doctrina, ya que las tareas desempeñadas por el actor correspon-
dieron. a una actividad no cumplida por personal de los cuadros
permanentes, como es la vigilancia en cualquiera de los estableci-
mientos del banco, custodia de fondos entre la casa central y filia-
les y práctica de investigaciones respecto de empleados y terceros
y cualquier otra diligencia que se le indicara en jornadas diurnas o
nocturnas en días hábiles y feriados; el vínculo debió instrumen-
tarse mediante una sucesión de. contratos anuales especiales reno-
vados sin respeto de los propios términos contractuales; y, sobre
la base de disposiciones internas de excepción, se estableció para
el apelante una situación laboral ajena al marco administrativo pro-
pio de los agentes de la demandada (contratos agregados a fs. 19
a 21 de los autos principales).

De ser ello así, la calidad de persona jurídica pública estatal
de la: demandada no implica que necesariamente deban aplicarse las
normas del derecho público a la situ¡lción .del actor porque, ade-
más, si bien los contratos no fueron expresamente incluidos en el'
régimen de la Ley de Contrato de Trabajo (art. 2? de dicho cuerpo
. legal), de los términos pactados se desprende que se le excluyó de
los beneficios estatutarios, sociales y, a partir de 1982, previsiona-
les del.personal administrativo, estableciéndose -por el contrario-
horarios y francos compensatorios propios del régimen privado. Re-
sulta altamente significativo, asimismo, el hecho de que el propio
banco calificó la relación, al notificar su finalización al actor, como
"contrato de trabajo" (piezas de fs. 15/16 de los autos principales,
agregados por la demandada).

5?) Que habida cuenta de las consideraciones efectuadas, cabe
concluir que la sentencia recurrida no constituye derivación razo-
nada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias concre-
tas de la causa ni otorga una respuesta adecuada a los reclamos de
la afectada, pues, como esta Corte expresó en el caso "Deutsch" ci-
tado precedentemente, no es admisible someter al actor' a una juris-
dicción distinta a la que la naturaleza del contrato permita prever,
ante el solo hecho de no estar' incluido en el régimen laboral, pues
en esta materia debe prevalecer aquel ordenamiento que sea favo-
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rabIe al trabajador (arts. 9':'y 23, de la Ley de Contrato de Trabajo),
salvo que se demostrase que no existió contrato de trabajo.

6':') Que en tales condiciones, el pronunciamiento impugnado
debe ser descalificado como acto judicial en los términos de la doc-
trina de este Corte sobre arbitrariedad de sentencias, toda vez que
aun cuando las cuestiones sometidas a debate se vinculen a la inter-
pretación de normas de derecho común y público local, el criterio
seguido por el tribunal a qua al aplicarlas conduce a un aparta-
miento inequívoco de su contenido y finalidad por lo que corres-
ponde habilitar la instancia del arto 14, de la ley 48.

Por ello, se hace lugar a la .queja y al recurso extraordinario
interpuestos y se deja sin efecto hi sentencia, por lo que el expe-
diente deberá volver al tribunal de origen para que, por quien co-
rresponda, se dicte una nueva con arreglo a la presente.

AUGUSTO ,CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT -

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE ANTONIO

BACQUÉ.

ARIEL CANDlDO ARANGO v. UNIVERSIDAD NACIONAL DE ROSARIO

UNIVERSIDilD

Corresponde ronfirmar la sentencia que rechazó la demanda tendiente
a obtener que se declarase la nulidad de la resolución por la cual
se dio de baja al actor del cargo de Profesor Titular Interino en los
términos del arto 79, ~p. 2?, de la ley 22,207. Ello es así, pues el he-
cho de que -habiendo sido notificado del acto separatorio en se-
tiembre de 1980- se lo citara para tomar exámenes en diciembre de
ese año no implica que la Universidad lo hubiera confirmado tácita-
mente, ~i no se probó que los hubiera efectivamente tomado y esa
inclusión no constituye más que una simple irregularidad adminis-
trativa que no puede crear el Gerecho que se reclama pues se violaría
el texto expreso ce la mencionada norma.
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CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho de propiedad.

No lesiona el derecho de propiedad, y debe rechazarse el agravio re-
ferido iI la supue~ta retroactividad de la resolución que no hizo más
que dedHar explícitamente el cese que se produjo de pleno derecho al
entrar en vigencia el arto 79, segundo párrafo, de la ley 22.207 si, como
reconoce el apelante, percibió los haberes correspondientes al lapso
en que continuó prestando servicios.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

A fs. 129/131, la Cámara Federal de Apelaciones de Rosario, al
confirmar la sentencia de primera instancia; rechazó la demanda
interpuesta por el señor Ariel Cándido Arango, con el fin de obte-
ner que se declare nula la resolución N? 438 del 12 de septiembre
de 1980, por la cual la Decana de la Facultad de Humanidades y
Artes de aquella ciudad lo dio de baja, a partir del 2 de mayo de
1980, en el -cargo de Profesor Titular Interino -dedicación semi-
eXclusiva- de la Escuela de Psicología, en los términos del arto 79,
apartado 2?, dé la ley 22.207.

Disconforme, el mencionado docente interpuso recurso extra-
ordinario a fs. 138/141.

Sostiene allí, en primer término, que después del 2 de mayo,
en virtud de un acto que califica como "administrativo expreso in-
directo", estuvo en relación jurídica de empleo con la Universidad
de Rosario, ya que trabajó hasta el 24 de septiembre, momento en
que se notificó del acto separativo y hasta el cual se le reconoció
el.pago de haberes, y que se lo citó para tomar exámenes en diciem-
bre, siempre de 1980.

A mi modo de ver, dicho agravio no puede prosperar,habida
cuenta que sólo traduce la discrepancia de quien lo formula con 10
resuelto por el a qua con fundamento en los hechos de la causa,
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materia que es ajena a la vía del art. 14, de la ley 48. En efecto,
estimó el sentencian te que -ello "no implica que la Universidad lo
haya confirmado tácitamente en el cargo que ocupaba, pues ello no
se desprende de una recta interpretación de la resolución aludida,
ni de tratarse de una correcta evaluación del acto administrativo",
como así también que no se puede dar el sentido de un acto tácito
al hecho de aparecer el Profesor Arango integrando la lista de pro-
fesores en las mesas de examen, pues estimó no probado que los
haya efectivamente tomado y que esa inclusión "no es ni más ni
menos que una simple irregularidad administrativa, que -no puede
crear el derecho que se reclama, pues se violaría el texto expreso
de la ley 22.207 en su arto 79, 2~ párrafo".

Por lo demás, debo poner de resalto, en cuanto a la pretendida
retroactividad, y consiguiente lesión para el derecho de propiedad
del actor que contendría la resolución 438/80, que ella no hizo más
que declarar explícitamente el cese que se produjo de pleno dere-
cho al entrar en vigencia el precitado arto 79, segundo párrafo, de la-
-ley 22.201 y que, en todo caso, no hubo tal violación. del derecho
de propiedad desde que, como reconoce el apelante, percibió los ha-
beres correspondientes al lapso en que continuó prestando servicios.

En cuanto al agravio consistente en afirmar que a partir de la
sanción de la ley 21.536 la autoridad universitaria estaba obligada a
proponer al Profesor Arango para su confirmación o, de no hacer-
lo, indicar las causas, cabe destacar que encuentra sustento sólo
en la -transcripción de la parte del mensaje de remisión del pro-
yecto que alude en forma genérica a la estabilidad del funcionario,
toda vez que no median argumentos claros y sistemáticos que pri-
ven de virtualidad a la bermenéutica que llevó implícitamente a
los jueces de la causa a desestimar ese planteo, ya que, sobre la
base de lo dispuesto por el art. 79, segundo párrafo de la ley 22.207
y por los arts. 1~ y 3':' de la ley 21.536 en cuestión expresaron que
"carece de asidero afirmar, que el señor Arango haya sido con-
firmado, en virtud de lo dispuesto por la citada ley" pues, en refe-
rencia a él "nada se ha dispuesto"; inteligencia que implica soste-
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silencio para tener por
ende, resulta contraria

En tales condiciones, estimo que la apelación es improcedente
al respecto, toda vez que el recurrente no expuso fundamentos que
sustenten una diversa inteligencia de la norma federal aplicada
(conf. Fallos: 302:1519y sentencia del 16 de agosto de 1984,in re;
D.72, "Ducilo S.A. e/Fisco Nacional", entre otros pronunciamientos).

Por último, igual suerte debe correr, ~esde mi punto de vista,
el argumento basado en la estabilidad contemplada en el arto 28
de la ley 22.207,por ser mera reiteración del desestimado por el
a qua al meritar que esa norma no puede aplicarse en la: espeCie,
pues dispone para el futuro, fundamentación que no mereció crí-
tica alguria y que debe hacerse extensiva, además, al planteo tardía-
mente introducido en el. escrito de apelación federal, esta vez con
apoyo en la ley 23.068.

Opino, pues; que corresponde confirmar la sentencia de fs. 129/
131 en cuanto pudo ser materia de recurso. Buenos Aires, 30 de
diciembre de 1985. Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 26 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Arango, Ariel Cándido c/U.N.R. s/acción con-
tenciosoadministrativa"... ,

Considerando:

Qúe esta Corte Suprema comparte los fundamentos y conclu-
siones del dictamen que antecede, a los que cabe remitirse por
razones"de brevedad.
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Por ello, y de acuerdo con lo dictaminado por el señor Procu-
rador General, se confirma la sentencia apelada en cuanto fue
materia de recurso extraordinario.

JosÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSClO - CARLOS S. FAYT - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI - JORGE ANTONIO

BACQUÉ.

JULIO ALFREDO SOLIS

INDULTO.

El sistema constitucional argentino otorga al Poder Ejecutivo Nacional
la facultad de indultar o conmutar penas por delitos sujetos a la ju-
risdicción federal (art. 86, inc. 6) pero deja establecido el carácter in-
dividwu de tal acto de gracia, cuando establece la necesidad del "pre-
vio informe deÍ 'tribunal correspondiente"; Y en cambio reserva para
el Congreso la f~cultad de "conceder amnistías generales" (art. 67,

inc. 17).

AMNISTIA.

La Constitución Nacional no excluye la posibilidad de que el C9ngreso
legisle sobre otros contenidos de la amnistía, en tanto y cuanto se
mantenga su carácter esencial; " ... amnistías generales ... ".

INDULTO.

Aparece claro que la situación de la pena a la que se refiere el indulto
del arto 68 del Cóchgo Penal; hace referencia a una situ~ción similar a
la de la' conmutación a la que se refiere el arto 86, inc. 6~, de la Cons-
titución Nacional, es decir, que el indulto también tiene carácter in-

dividu'l.l.

INDULTO.

La conmutación como medida individual es un acto de significación
administrativa, que importa el perdón parcial de la pena, por lo que
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"resulta evidente su. carácter de medida particular, que es ejercida .por
el Poder Ejecutivo respecto de penas por delitos sujetos a la jurisdic-
ción federal (art. 86, inc. 6?, de la Constitución Nacional).

CONMUTACION DE PENA.

La conmutación de penas como medida ~eneral modifica y disminuye
los efectos de las condenas por la comisión de delitos, y lo hace con
carácter de generalidad, sobre la base de hipótesis abstractas, es decir
que importa un acto típico de legislación. Así considerada la con-
mutación no se distingue de la amnistía sino en cuanto ésta extingue
no sólo la pena sino también la acción penal, y la conmutación, en
cambio, sólo alcanza parcialmente a la pena; pero en punto a su natu-
raleza son idénticas, pues ambas suponen el ejercicio de una facultad
de legislación.

CONMUTACION DE PENA.

La conmutación. individual de penas es una medida de carácter admi-
nistrativo, y por el contrario, la conmutación general de penas es
una mp.dida de carácter legislativo.

PROVINCIAS.

Del' arto 104 de la Constitución Nacional se infiere que las provincias
no se reservan poderes, sino que la Constitución, como expresión de
la voluntad del Pueblo de la Nación. los distribuye, delegándolos en
forma definida al Gobierno Federal, afirmando que los no delegados
los conservan las provincias.

CONMUTACION DE PENA.

El arto 86, inc. 6?, de la Ley Fundamental determina que el Presidente
de la Nación ".". Puede conmutar las penas por delitos sujetos a la
jurisdicción federn!, previo informe del Tribunal correspondiente ... ",
de donde se deduce que en materia o jurisdicción provincial o sea
por delitos comunes, al no haberse delegado tal facultad a un poder
federal,' las Provincias pueden ejercitarlas.

CONMUTACION DE PENA.

La idea de que las provincias conservan la facultad de conmutación de
las penas por delitos comunes cometidos en ellas se refuerza mediante
su análisis a la luz del arto 16 de la Constitución Nacional,. ya que de
otro modo se violaría la igualdad de los habitantes ante la ley, funda-
mentos de la org1nización nacional; pues gozarían de la posibilidad
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del beneficio de la conmutación únicamente Jos delincuentes que in-
fringen la ley en la Capital, o que bien por razón de la materia, del
lugar o de la perwna, están sujetos a la jurisdicción federal.

CONMUTACTON DE PENA.

La fac~¡jtad de conmutación de penas que para delitos comunes con-
servan las provincias, ~o puede ser otra que la que surge de la apli-
cación ele! arto 67, inc. 11, de la Constitución Nacional, o sea la fa-
cultad administrativa que se expresa en la conmutación individual.

CONMUTACTON DE PENA.

El sUJ)uesto que estatuye el arto 1~ de la ley 23.070 representa el ejer-
cicio ele un poder general de conmutación de penas por delitos co-
munes,f'sencialmente idéntico al de amnistiar, que ha sido delegado al
Gobierno Federal por la Constitución Nacional, al entregar al Con-
greso la facultad de conceder amnistías generales (art. 67, inc. 17).

AMNISTIA.

La amnistía es r;:sencialmente general, abarca a todos los supuestos
comp::-.ometidos en una clase de delitos, y es resorte del Poder Legis-
lativo, hlico poder que tiene la potestad de declarar la criminalidad
de los actos, de crear sanciones y de borrar sus efectos.

CONMUTACTON DE PENA.

Las' provincias p'leden ejercer la facultad de conmutación general
sólo para delitos o faltas provinciales, porque de no ser así, la con-.
mutación general de penas correspondientes a delitos establecidos en
el Código Penal, 'Supondría atribuir poderes a una legislatura provin-
cial para quitar vIgor a normas que no puede derogar.

CONMUTACTON DE PENA.

Las provincias conservan la facultad de conceder conmutaciones de
pena individuales para delitos comunes y es atribución de su Poder
Constituyente el otorgar esta facultad a cualquiera de los poderes de
su Estado.

CONMUTACJON DE PENA.

Las provincias mantienen la facultad de conceder conmutaciones" ge-
nerale!S de penas impuestas por delitos a su incriminación legislativa;
pero no pueden establecer conmutaciones generales por delitos suje-
tos a la legislación nacional.
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Es evidente el poder del Congreso Nacional para dictar el arto 1~ de
.la ley 23.070, que significa una ,conmutación general de penas por- de.
.litos comunes, mediante un mecanismo de reducción de la pena im-
puesta,

PENA.

Si la facultad de amnistiar es una forma especial de desincriminación
que compete exclusivamente al Congreso Nacional, la disminución le-
gislativa de las penas es una forma de ley penal más benigna del re-
sor~e, ifUalmente exclusivo, de ese poder '(Voto del Dr. Enrique San.
tiago Petracchi).

PENA.

Si el reproche de un hecho y S1J. traducción en una pena son válidos
si, y sólo si, se han establecido en una ley (art. 18 de la Constitución
Nacional) del Congreso Nacional, las mismas condiciones d« validez
requerirá la disminución abstracta de dicha' pena' (Voto del Dr. Enrique
Santiago Petracchi):

PENA.

Del mismo modo que una ley de amnistía puede ser considerada una
. ley posterior más benigna que elimine la relevancia penal del hecho,
la ley 23.070 es ~na ley nosterior más benigna que disminuye con ca-
rácter genera!, las consecuencias de la relevancia penal de ciertos he.
chos cuando sus autores han sufrido determinadas condiciones de
encierro (Voto deí Dr. Enrique Santiago Petracchi).

PENA.

La amnistía y la disminución legislativa de penas deben cumplir el
mismo rcquis.ito de generalidad exigible a todas las leyes, es decir,
debe responder a circunstancias definitivas en abstracto. Esto es
precIsamente lo que ocurre en la ley 23.070 y' lo que permite afirmar
que confundirla con una conmutación, sería tanto como confundir la
amnistía con el indulto (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

PENA.

La diferencia entre la disminución legislativa de penas y la' conmu-
tación radica en que la primera sólo puede ser general, sus previsiones
deben ser abstractas, referidas a características del hecho o de los
.autores y la segunda, que participa de la naturaleza del indulto, sólo
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puede ser particular.y sobre penas efectivamente impuestas (Voto del
Dr. Enrique Santiago Petracchi).

La facultad de disminuir legislativamente las penas es propia y pri-
vativa del Congreso de la Nación, que deriva claramente de dictar el
Código Penal, pues la formulación del reproche penal y de sus con-
secuencias importa la potestad de. eliminar ese reproche o disminuir
sus con<;("cuencias,a condición de que sea con carácter general (Voto
del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

Al consistir la pena en la afectación de ciertos derechos, no se puede
sostener que cuando el bien disminuido es la libertad ambulatoria. tal
disminución es insusceptible de graduación en la intensidad, y sólo'
mensu':"able a través del lapso de privación de la libertad (Voto del Dr.
Enriqu..': Santiago Petracchi).

La facultad conferida al legislador de establecer qué pena debe co-
rresponder a cada' delito debe necesariamente comprender la de fijar
cuánto durará la sanción y en qué consistirá ella (Voto del Dr. Enri-
que Santiago Petracchi).

Si se entiende por régimen de ejecución penal las condiciones del
tratamiento (alojamiento, etc.) y por sistema de ejecución penal la
orientación general de es~ misma ejecución (progresiva, etc.) resulta
que la" posibles discusiones sobre los límites de las atribuciones del
Congreso Nacional en materia de ejecució;" penal sólo pueden estar
referidas al "régimen", pero no al "sistema", lo que parece claro si se
atiende a que la orientación general de la ejecución hace a la igualdad
y a la. pena misma (dos penas ejecutadas en formas diferentes son,
en realidad, dos penas diferentes) (Voto del Dr. Enriq'ue Santiago
Petracchí) .

LEY: Interpretación y explicación.

La denominación y fundamento que los legisladores hayan dado al
instituto de que se trata -en el caso, la ley 23.070- carece de rele-
vancia decisiva en la hermenéutica jurídica, pues es ineludible fun-
ción de los jueces, en cuanto órganos de aplicación del ordenamiento
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jurídico vigente, determinar la verSlOn, técnicamente elaborada, de la
norma aplicable al caso (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

CONMUTACION DE PENA.

Tanto el indulto como la reducción o .conmutación de penas han sido
concebidos e incluidos en la Constitución por una estricta razón de
justicia para subsanar los posibles errores judiciales y los perjuicios
que se derivarían en ciertos casos de la rigurosa aplicación de la ley
(Disidencia de los 'Dres. Augusto César Belluscio y Jorge Antonio
Bacqué).

PROVINCIAS.

Si bien el. Gobierno Federal se encuentra limitado respecto de las per-
sonas v los derechos individuales por el capítulo de Declaraciones, De-
rechos y Garantí'ls del texto constitucional, el). cuanto a la organi-
zación del poder, sus atribuciones surgen del régimen de delegacio-
nes y reservas de facultades que las provincias fundadoras establecie-
ron al constituirse como nación (confr. especialmente arto 104 de la
Constitución Nacional) (Disidencia de los Dres. Augusto César Belluscio
y Jorge Antonio Bacqué).

CONMUT ACION DE PENA.

Las. provincias sólo han atribuido al Presidente de la Nación la po-
testad de indultar o conmutar las penas por delitos sujetos a la ju-
risdicción federal, mediante el procedimiento previsto en el arto 86, inc.
6~), de la Constitución y se han reservado para sí la de ejercer esa po-
testad respecto de las penas impuestas por los poderes judiciales pro-
vinciales (Disidencia de los Dres. Augus'to César Belluscio y Jorge
Antonio Bacqué).

CONMUTACIOrv DE PENA.

El indulto o conmutación de penas y la amnistía son de distinta na.
turaleza por responder a finalidades distintas y tener, en consecuencia,
efectos diferenciab!es (Disidencia de los Dres. Augusto César Belluscio
y Jorg~ Antonio Bacqué).

INDULTO.

La potestad de conceder amnistías generales del Congreso de la Na-
ción nf) incluye la de conceder indultos porque no existe relación de
género a eSPecie.entre aquéllas (Disidencia de los Dres. Augusto César
Belluscio y Jorge Antonio Bacqué) .
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La atribución del Congreso de la Nación de disminuir las sanciones de
los delitos previstos en el Código Penal .con el efecto retroactivo que
a tal decisión atribuye el arto 2~ de ese cuerpo legal, sólo ,debe ser
ejercida dentro de los límites constitucionales si es general y abstrac-
ta, esto es, si se refiere. a determinadas figuras delictivas (Disidencia
de los doctores Augusto César Belluscio y Jorge Antonio Bacqué).

CONMUTACION DE PENA.

Es contrario al arto 104 de la Constitución Nacional, el arto l~ de la ley
23.070 -:-n cuanto dispone que la privación de libertad en el período
comprendido entre el 24 de marzo de 1976 y ellO de diciembre' de
1983 por condenados con sentencia firme, se les computará, a todos
los efectos legales, tres días de reclusión o prisión por cada dos días
de redusión o prisión cumplidos (Disidencia de los Dres. Augusto César
Belluscio y Jorge Antonio Bacqué).

CONMUTACJON DE PENA.

El art. 1~de la ley 23.070 al no comprender a determinados delitos o
a sus '1utores, sino a los condenados por cualquier delito que' hubieran
cumplirlo un lapso de prisión o reclusión durante determinada época,
no constituye una disminución general de sanciones, sino una suma
de rebajas parciales referentes a ca~a uno de los condenados que se
hallen en' la situación prevista por el legislador, que redunda ~ade-
más~ E''1 la desigualdad de penas similares según la época en que
ellas hayan sido cumplidas e impide aceptar que constituya una mo-
dificación del CódIgo Penal (Disidencia de los doctores Augusto César
Belluscio y Jorge Antonio Bacqué).

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema COl-te:

1

El Fiscal ante la Cámara de Apelación en lo Penal del Depar-
tamento de Morón' interpuso recurso extraordinario contra la reso-
lución del Tribunal Provincial que no hizo lugar a la declaración
de inconstitucionalidad parcial de la ley 23.070' en cuanto establece
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la forma de computar al tiempo de la condena en el período com-
prendido entre el 24 de marzo de 1976 y el 10 de diciembre de 1983.

Manifiesta en la presentacióh que la aplicación de la ley 23.070
al período posterior a la sentencia firme entra en pugna con la
facultad exclusiva de los gobiernos de provincia de conceder. indul-
tos o conmutaciones de penas.

Entiende que una vez impuesta una pena por sentencia firme,
sus efectos solamente pueden ser modificados por actos de los po-
deres legislativos o ejecutivos mediante amnistía o indulto, respec-
tivamente. y añade que la prohibición al Congreso Nacional de
disminuir penas, necesariamente incl~ye la de ¡'contar distinto",
como se alega en el caso concreto, porque de lo contrario la pre-
rrogativa ,constitucional de los gobiernos de provincia,. que incluye
la de denegar el indulto o la co~muÜlción, quedaría sólo como un
nudo poder concurrente, cuando en realidad se trata de un poder
no delegado al gobierno central por la Constitución Nacional. Ex-
presa que la disminución de la condena así resuelta por la Cámara
viola los arts. 1, S, 31 Y 104 de la Constitución Nacional.

II

Considero que no hallándose en discusión en autos que la fa-
cultad de indultar o conmutár penas, cuando el delito fue juzgado
o sometido a jurisdicción provincial, es uno de los poderes no
delegados y que las provincias han reservado para sí (arts. 6, 86
Y 104 de la Constitución Nacional), la primera cuestión consiste en
determinar si la ley 23.070 no establece sino una forma particular
de contar los plazos legales en el caso de condenas a penas priva-
tivas de libertad durante el lapso que ella misma determina, o si
pOr el contrario, como 16 afirma el recurrente, no es sino un avance
encubierto pero indebido por el poder central sobre facultades pri-
vatlvas de las provincias.

Al respecto cabe señalar que contrariamente a lo sostenido por
quienes hicieron mayoría, la ley 23.070 disminuye las penas, pues si
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un condenado a cuatro años de prisión sólo cumplirá efectivamente
dos o tres años, ello es una disminución de la condena que no
puede disimularse mediante un mero jueg~ de palabras.

Es exactamente lo mismo decir que una condena de cuatro
años de prisión se cumple a los dos años, que modificarla y fijarla

en dos años.

Si ello es así, y me parece claro que lo es, cabe razón al recu-
rrente cuando sostiene que es una ficción argunrentar que no se
modificó la pena sino que se "cuente distinto", como si el cambiar
de nombre las cosas pudiera alterár su sustancia. Curiosamente en
esta ficción no cayeron sin embargo los legisladores que llamaron
a la ley 23.070 "Ley de Conmutación de ~enas"; tal como es, y así

fue publicada en Boletín Oficial.

Además, si alguna duda quedaba de que se trata de un acto
de justicia válido sólo .para algunos condenados, queda disipada
por los términos de la discusión parlamentaria que precedió a la
sanción de la ley, de la que se desprende que la disposición legal
tiene por objeto moderar los efectos de la condena sobre sujetos
que en determinado período habrían visto agravadas las condicio-

nes de su encierro.

El verdadero sentido de la ley no se altera por lo expresado
en el arto 4,:,en cuanto a que sus normas resultan modificatorias
del arto 24. del Código Penal, para el período y con los alcances
que señala. Ello por cuanto el arto 24 se refiere únicamente a la
forma de computar la prisión preventiva, lo cual es ajeno a la cues-
tión planteada referida exclusivamente al período posterior a la
sentencia firme. Y, además, porque para considerarla como una
modificación a la legislación de fondo sería necesaria su aplica-
ción general tanto a los casos anteriores, por ser ley más benigna,
como a los futuros y no como la presente, delimitada a un número
determinado de situaciones. Esto incluso fue señalado por el sena-
dor Berhongaray, tal como consta también en .los antecedentes par-

lamentarios de la ley.
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Al respecto cabe puntualizar que en el debate se pretendió
entonces justificar la atribución del Poder Legislativo manifestán-
dose que el indulto o conmutación general no se encuentra legis-
lado en la Constitución Nacional, pero que ese silencio no podía
interpretarse como una prohibición, ya que el Congreso de la Na-
ción en virtud de lo dispuesto por el arto 67, inc. 28, tiene la atri-
bución de dictar todas las leyes y reglamentos que sean convenien-
tes para poner en ejercicio los poderes concedidos al Gobierno de
la Nación.

Sin embargo, el arto 67, inc. 28, de la Constitución Nacional
sólo faculta al Congreso a sancionar las leyes y reglamentos con-
venientes para poner en ejercicio los poderes que las normas ante-
cedentes y otras le confieren, pero ocurre que entre e~os poderes
está el de conceder amnistías generales (art. 67, inc. 17), para lo
cual sí podrá dictar leyes y reglamentos, pero no el de indultar
o conmutar penas, atribución exclusiva del Poder Ejecutivo y que
tiene señalado un procedimiento especial (art. 86, inc. 6, Consti-
tución Nacional). No puede, entonces, extraerse de una norma que
sólo da los medios mediante los cuales pueden ejercerse poderes
concedidos, una facultad que no se halla entre esos poderes.

Además, para evitar confusiones, útil será reiterar que, sea
individual o colectiva, la norma mediante la cual se sustituye la
pena por otra menor en tiempo o en especie por razones de jus-
ticia, recibe el nombre de indulto o conmutación (art. 86, inc. 6'?,
Constitución Nacional) y su naturaleza es diferente de la amnis-
tía. Esta extingue la acción penal y la pena y echa un manto de
perdón y olvido sobre el delito, mientras que el indulto, si es total,
sólo extingue la pena pero deja en pie los restantes efectos de la
condena, y si es parcial sólo disminuye. la .pena, cambiándola por
otra menor. Esta distinta naturaleza jurídica hace que no pueda
asimilarse el indulto con la amnistía por más general que aquél
fuese.

Por ello, en el entendimient~ que la disminución efectiva de
una pena de privación de libertad fijáda por condena firme es un
indulto y no un modo distinto de contar los plazos, que la facul.
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tad de indultar en jurisdicción federal corresponde al Presidente
de la Nación y en los restantes casos se halla incluida entre las
facultades que -las provincias se reservaran para sí (art. 104 Cons-
titución Nacional)' y que la circunstaJ.lcia de que el indulto sea
general no altera su, verdadera naturaleza ni traslada a otro Poder
del Estado la facultad de sancionarlo, opino que corresponde de-
clarar procedente el recurso interpu<¡:sto y, en consecuencia, incons-
titucional la ley 23.070 sólo en la medida del recurso, revocándose
así la sentencia apelada. Buenos Aires, 11 de diciembre de 1985.

,Juan Octavio Gauna.

,FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 26 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Solís, Julio Alfredo s/violación calificada -
, privación ilegal de la libertad agravada".

Considerando:

1':') Que el Fiscal ante la Cámara de Apelaciones en lo Penal
del Departamerto Judicial de Morón, Provincia de Buenos Aires,
interpuso el recurso extraordinario -que fue concedido---; contra
, la resolución de ese tribunal que no hizo lugar al planteo de incons-
titucionalidad parcial ,de la ley 23.070, y aprobó el nuevo cómputo
de pena realizado de conformidad con esa norma legal. Sostuvo
el representante del ministerio público que la ley dictada por el
Congreso Nacional era contraria a los artículos 1':', 5':', 31 Y 104 ,de
la Constitución Nacional, en cuanto dispone su aplicación a topos
los <::ondenados con sentancia firme dictada entre el 24 de marzo
de 1976 y ellO de diciembre de 1983-,porque ello implica, afirmó,
en la práctica, una disminución de la pena o conmutación por un
poder del estado fed'eral que no ha sido facultado constitucional-
mente para ese fin. En su planteo, que limitó sólo él este efecto
de la ley, reconoció sin embargo, la facultad del Poder Legislativo
para disponer la modificación del cómputo de detención o prisión
preventiva sufrida hasta la fecha de la sentencia firme. En efecto,
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el recurrente no discutió que tal facultad no estuviera incluida den-
tro de la que el Congreso Nacional ejerció para el dictado del arto
24 del Código. Penal (confr. fs. 154/160), e invocó que con motivo
de la aplicación de la parte de la disposición legal que impugna, la
pena de doce años de prisión impuesta al condenado en esta causa
por ser autor penalmente responsable de los delitos de violación
calificada y privación ilegal de la libertad agravada, en. concurso
real, ha sido disminuida en tres días, por obra de un acto del Po-
der Legislativo que habría invadido facultades exclusivas de los
gobiernos provinciales (art. 104 de- la Ley Fundamental) .

. 29) Que el a qua rechazó el planteo arguyendo principalmente
que no se trataba de una conmutación de pena, sino de un modo
particular de computar el tiempo de prisión durante determinado
período, y que tal cálculo resultaba de las facultades que al Con-
greso de la Nación confiere el art. 67, inc. 11, de la Constitución
NacionaL

39) Que para determinar. si el Congreso de la Nación se ha
arrogado, al dictar la ley mencionada, una facultad no delegada
por ÜIS Provincias, es necesario previamente establecer la natura-
leza del acto cumplido, y luego de ello, si la facultad ejercitada
es contraria a la Ley Fundamental (art. 14, inc. 29, de la ley 48).
En consecuencia, corresponde a esta Corte Suprema interpretar si
la disposición .general del arto 19 de la ley 23.070, aplicada en el
caso para reducir el tiempo de cumplimiento de la pena impuesta
al condenado, constituy.e una commutación que puede violar el arto
104 de la Constitución Nacional.

49) Que el análisis del debate parlamentario que precedió al
dictado de dicha ley, al cual cabe remitirse en este aspecto por
razones de brevedad, demuestra que los legisladores entendieron
que estaban votando una ley de reducción de penas de caráctec
general, es decir, para todos los condenados durante un período
determinado, y no para. un caso especiaL En efecto, al dispo-
ner el arto 19 de la ley 23.070 que u ... a los condenados con sen-
tencia firme... en el período comprendido entre el 24 de marzo
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de 1976 Y ellO de diciembre de 1983, la privación de libertad cum-
plida en dicho lapso se les computará, a todos los efectos legales,
de la siguiente forma: por cada dos días de reclusión, prisión ...
tres de reclusión, prisión", el Congreso Nacional l1a disminuido par-
cialmente y con carácter objetivo a una pluralidad de sujetos, las
condenás a penas privativas de libertad, porque la progresión ma-
temática establecida para computar su cumplimiento, materialmente
implica que por cada dos días de ejecución de la sentencia dentro
del plazo señalado, cada condenado se ha beneficiado con el cómputo
de un día más de pena privativa de la libertad que no ha sufrido
realmente, lo que en definitiva significa que mediante este proce-
dimiento, agota la saI).ción en menor tiempo que el que la senten-
cia había fijado. Esta circunstancia debe distinguirse del supuesto
que la ley regula para el cómputo de la detención cumplida antes
de la sentencia firme, porque en este caso no se introducen modi-
ficaciones en el tiempo de cumplimiento de la pena. El Fiscal re-
currente funda su agravio en que la reducción importa una ver-
dadera conmutación de pena, en cuya virtud se anticipa el venci-
miento de la condena tres días antes de lo que a su juicio hubiera
correspondido, según el monto de la condena judicial. No entra
a considerar el distingo entre una situación de conmutación indi-
vidual que es la prevista en el arto 86, mc. 6?, de la Constitución
Nacional, y el supuesto general previsto en la ley.

S?) Que cabe ahora considerar si la Constitución autoriza al
Congreso a dictar leyes de conmutación general de penas por deli-
tos comunes, Y si, en ese caso, se invade la esfera que las provin-
cias se han reservado (art. 104 de la Carta Fundamental).

En primer lugar, corresponde señalar que el poder de conmu-
tar, como el de indultar o amnistiar, eran formas de la facultad
de gracia que los soberanos ejercitaban como prerrogativa real, en
nombre de la piedad cristiana y de la civilización, según recuerda
Joaquín V. González (Manual de la Constitución Argentina, ed.
1897, p. 585); y que inaugurada la vida republicana y federal entre
n9sotros, éstas fueron receptadas en nuestras cartas fundamentales
y en nuestras leyes con contenidos diversos .en cuanto a su natu-
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raleza y efectos, así como en cuanto al órgano público encargado
de dictarlas y aplicarlas.

El sistema constitucional argentino otorga al Poder Ejecutivo
Nacional la facultad de indultar o conmutar penas por delitos suje-
tos a la jurisdicción federal (art. 86, inc. 6), pero deja establecido
el carácter individual de tal acto de gracia, cuando establece la
necesidad del "previo informe del Tribunal correspondiente"; y en
cambio, reserva para el Congreso la facultad de "conceder amnis-
tías generales" (art. 67, inc. 17). Por su parte, el Código Penal
común J:1areglado la amnistía y el indulto en el ámbito jurisdic-
cional de aplicación del derecho, determinando la mayor amplitud
de la primera, por cuanto la amnistía extingue la acción. penal
(art. 59, inc. 2':') y la pena, haciendo cesar "la condena y todos sus
efectos" penales. (art. 61); en tanto que el indulto es sólo causal
de extinción de la pena y de tales efectos para el reo (art. 68). Sin
embargo, la Constitución Nacional no excluye la posibilidad de que
el Congreso legisle sobre otros contenidos de la amnistía, en tanto
y cuanto se mantenga su carácter esencial: "o .. amnistías genera-
les ... "o Y asimismo aparece claro que la situación de la pena a la
que se refiere el indulto del arto 68 del Código Penal, hace referen-
c.ia a una situación similar a la de la conmutación a la que se
refiere el arto 86, inc. 6':', de la Constitución Nacional, es decir, que
el indulto también tiene carácter individual.

6':') Que, a raíz de que la conmutación de pena no está contem-
plada especialmente en el Código Penal, debe analizarse la situación
individual o .general contemplada 'por' el beneficio, para determi-
nar si se está en presencia de una amnistía general, o de un indulto
o conmutación individual.

';r. ;••. :jJ
En ese sentido, cabe <iestacar que la naturaleza de la conmu-

tación varía según que tenga el ya mencionado alcance general o
individual, y que dicha variación modifica también las conclusiones
relativas a la jurisdicción. La conmutación como medida indivi-
dual, es un acto de significación administrativa, que importa el
perdón parcial de la pena, por lo que resulta evidente su carácter.
de medida particular, que es ejercida por el Poder Ejecutivo res-
pecto de penas por delitos sujetos a la jurisdicción federal (arto 86,
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inc. 6?, de la Constitución Nacional). En cambio, la conmutación
de penas como medida general, modifica y disminuye los efectos
de las condenas por la comisión de delitos, y 10 hace con carácter.
de generalidad, sobre la base de hipótesis abstractas, es decir que
importa un acto típico de legislación. Así considerada, la conmu-
tación no se distingue de la anmistía sino en cuanto ésta extingue
no sólo la pena sino también la acción penal, y la conmutación,
en cambio, sólo alcanza parcialmente a lá pena; pero en punto a
su naturaleza son' idénticas, pues ambas suponen el ejercicio de
una facultad de legislación. De donde queda establecido, «omo con-
clusión, que la conmutación individual es una medida de carácter
administrativo, Y que por el contrario la conmutación general de
penas es una medida de carácter legislativo.'

.,
7?) Que, por otro lado, el principio general que rige la distri-

bución 'de jurisdicciones entre el Gobierno Federal y las Provincias
está dado en el arto 104 de la Constitución Nacional: "Las Provincias
conservan todo el poder no delegado por esta Constitución al, Go-
bierno Federal; y el que expresamente se haya reservado por pactos
especiales al tiempo de su incorporación". De él se infiere que las
Provincias no se reservan poderes, sino que la Constitución, como
expresión de la voluntad del pueblo de la Nación los distribuye,
delegándolos en forma definida al Gobierno Federal, afirmando que
los no' delegados los conservan las Provincias. Asimismo, el arto 86,
inc. 6?, de .la Ley Fundamental, determina que el Presidente de
la Nación " ... Puede ... conmutar las penas por delitos sujetos a
la jurisdicción .federal, previo informe del Tribunal cC!rrespondien-
te ... n, de donde se deduce que en materia 'o jurisdicción provin-
cial o sea por delitos comunes, al no haberse delegado tal facultad
a un poder federal, las Provincias pueden ejercitarlas. Esta idea
de que las Provincias conservan la facultad de conmutación de las
penas por delitos comunes cometidos en ellas se refuerza mediante
su análisis, a la luz del arto 16 de la Constitución Nacional, ya que,
de otro modo, se violaría la igualdad de los habitantes ante la ley,
fundamentos de la organización nacional; pues gozarían de la posi-
bilidad del beneficio de la conmutación únicamente los delincuentes
que infringen la ley en la Capital, o que bien por razón de la mate-
ria, del lugar o de la persona, están sujetos a la jurisdicción federal.
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Como complemento de estas reflexiones, el arto 67, in~. 11, de
la Constitución Nacional reserva para las Provincias la jurisdicción
en orden a la aplicación de los códigos de fondo dictados por el
Congreso Nacional en uso de su atribución constitucional, mencio-
nando que el dictado de la legislación será ((... sin que tales Códi-
gos alteren las jurisdicciones locales, correspondiendo su aplica-
ción, a los Tribunales federales o provinciales según que las cosas
o personas cayeren bajo sus respectivas 'jurisdicciones". La facul-
tad de conmutación que para delitos comunes conservan las Pro-
vincias, no puede entonces ser otra que la que surge de la aplica-
ción del arto 67, inc. 11, de la Constitución Nacional, o sea que la
facultad administrativa que se expresa en la conmutación indivi-
dual. Ratifica esta interpretación la necesidad de informe previo
y particular del tribunal que intervenga en cada caso sujeto a la
jurisdicción federal, según el arto 86, inc. 6':', ya mencionado.

8':') Que, sin embargo, debe verse como distinto el supuesto
que estatuye el arto 1':' de la ley 23.070, porque representa el ejerci-
cio de un poder general de conmutación de penas para delitos
comUnes,.esencialmente idéntico. al de. amnistiar, que ha sido dele-
gado al Gobierno Federal por la Constitución Nacional, al entregar
al Congreso la facultad de conceder amnistías generales (art. 67,
inc. 17).

. En efecto, es sabido que la amnistía es esencialmente general,
que abarca a todos los supuestos comprometidos en una clase de
delitos' y que es resorte del Poder Legislativo, único poder que
tiene la potestad de declarar la criminalidad de los actos, de crear
sanciones y de borrar sus efectos; y así lo ha declarado la Corte
Suprema al decidir, entre otros, los casos de Fallos: 11: 405; 102:
43; 207:261 y 211:1670 .. Ahora bien, aunque es cierto que debe reco-
nocerse que en la amnistía hay algo más que en la conmutación,
ya que en virtud de aquélla se extingue la acción penal y cesan la
condena y sus efectos penales, no puede dejar de advertirse que
en ambos casos la cesación o modificación de la pena es general.
Es indudable pues, que las Provincias pueden ejercer la facultad
de conmutación general sólo para delitos o faltas provinciales, por-
que de no ser así, la conmutación general de penas correspondien-
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tes a delitos establecidos en el Código Penal, supondría atribuir po-
deres a' una legislatura provincial para quitar vigor a normas que
no puede derogar. Tal cosa no sucede con la conmutación indivi-
dual, porque por ser individual la pena se cambia por otra menor,
por razones de equidad, de justicia, de carácter social o de simple
gracia, en un caso determinado y particular. Y establecida la dis-
minución de la pena como una medida de carácter general, tampoco
cabe admitir que pudiera ser dictada por una legislatura o un poder
ejecutivo provinciales para delitos comunes, puesto que de ser así
se admitiría que las Provincias conservan facultades de legislación
en materias de leyes de fondo, lo que resulta falto de sustento en
nuestro régimen constitucional. Parece claro que no significaría otra
cosa el reconoCer que una legislatura o un poder ejecutivo provin-
ciales pudiesen. modificar en forma general la extensión de las penas
o la forma en que ellas deben considerarse cumplidas, o las demás
circunstancias relativas a materias comprendidas dentro del Código

Penal.
9~) Que, por lo. tanto, debe admitirse que las Provincias conser-

van la facultad de conceder conmt;taciones individuales para delitos
comunes y que es atribución de su Poder Constituyente el otorgar
esta facultad a cualquiera de los poderes de su Estadó. Asimismo,
que mantienen la facultad de conceder conmutaciones generales de
penas impuestas por delitos sujetos a su incriminación legislativa;
pero que no pueden establecer conmutaciones generales por delitos
sujetos a la legislación nacional.

En tal virtud, y por significar el arto 1~de la ley 23.070 una con-
mutación general de penas por delitos comunes mediante un meca-
nismo de reducción de la pena impuesta, el poder del Congreso Na-
cional es evidente, y corresponde confirmar el fallo impugnado.

Por ello, y habiendo dictaminado el señor Procurador General,
por las razones expuestas se confirma la ~~ntencia apelada en cuanto
fue materia de recurso extraordinario.

JOSÉ SEVERO CABALLERO -;:- AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO (en
disidencia) - CARLOS S. FAYT - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI (según mi voto) - JORGE ANTONIO BACQUÉ

(en disidencia).
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VOTO DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

Considerando:

1'.') Que el Fiscal ante la Cámara de Apelaciones en lo Penal del
Departamento Judicial de Morón, Provincia de Buenos Aires, inter-
puso el recurso extraordinario -que fue concedido- contra la reso-
lución de ese tribunal que no hizo lugar al planteo de inconstitucio-
nalidad parcial de la ley 23.070 y aprobó el nuevo cómputo de pena
realizado de conformidad, con esa norma legal. Sostuvo el represen-
tante del ministerio' público que la ley dictada por el Congreso Na-
cional era contraria a los artículos 1'.', 5'.', 31 Y 104 de la Constitu-
ción N;lcional, en cuanto dispone su aplicación a todos los conde-
nados con sentencia firme dictada entre el 24 de marzo de 1976
y el 10 de diciembre de 1983, porque ello implica, afirmó, en la
práctica, una disminución de la pena o conmutación por un poder
del estado federal que no ha sido facultado constitucionalmenté
para ese fin., En su planteo, que limitó sólo a este efecto de la ley,
reconoció sin embargo, la facultad del Poder Legislativo para dis-
poner la modificación del cómputo de detención o prisión preventiva
sufrida hasta la fecha de la sentencia firme. En efecto, el recurrente
no discutió que tal facultad no estuviera incluida dentro de la que
el Congreso Nacional ejerció para el dictado del art. 24 del Código
Penal (conf. fs. 154/160), e invocó que con motivo de la aplicación
de la parte de la disposición legal que impugna, la pena de doce
años de prisión impuesta al condenado en esta causa por ser autor
penalmente responsable de los delitos de violación calificada y pri-,
vación ilegal de la libertad agravada, en concurso real, ha sido dis-
minuida en tres días, por obra de un acto del Poder Legislativo
que habría invadido facultades exclusivas de los gobiernos provin-
ciales (art. 104 de la Ley Fundamental).

2'.') Que el a qua rechazó el planteo arguyendo principalmente
que no se trataba de una conmutación de pena, sino de un modo
particular de computar el tiempo de prisión durante determinado
período, y que tal cálculo resultaba de las facultades que al Con-
greso de la Nación confiere el arto 67, inc. 11, de la Constitución
Nacional.



1316 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

3?) Que es correcto afirmar, como lo hace el señor Procurador
General en el dictamen que antecede, que el indulto .elimina la pena
y la conmutación la disminuye, ~n tanto que la amnistía elimina
el delito. Es incorrecto, en cambio, que á partir de las diferencias
apuntadas y de la observación de que la ley 23.070 disminuye penas,
se concluya que en ésta se dispone una conmutación que afectaría
potestades provinciales no delegadas (art. 104 de la Constitución

Nacional) .

4?) Que resulta desafortunado, en efecto, asimilar la disminu-
ción de penas a la conmutac~ón. Así como por el indulto puede
hacerse desaparecer la pena, y disminuírsela por conmutación o in-
dulto parcial, por vía legislativa puede suprimirse la relevancia
penal de un hecho (tipicidad) y, por la misma vía, conservar la
relevancia penal aunque disminuyendo sus consecuencias. Por lo
general, ambos supuestos tienen lugar en los casos de leyes desin-
criminatorias Y leyes más benignas, respectivamente, que remiten
al principio de retroactividad (art. 2, Cód. Penal).

Si la facultad de amnistiar es una forma especial de desincri-
minación que compete exclusivamente al Congreso Nacional, la dis-
minución legislativa. de las penas es una forma de ley penal más
benigna del resorte, igualmente exclusivo, de ese Poder.

S?) Que, en parejo orden de ideas ~abe recordar, en primer
término, que si el reproche penal de un hecho y su traducción en
.una pena son válidos sí, y sólo sí, se han establecido en una ley
(art. 18, Constitución Nacional) del Congreso Nacional, las mismas
condiciones de validez requerirá la disminución abstracta de dicha

pena.

En segundo lugar debe ponerse de relieve que del mismo modo
en que una ley de amnistía puede ser considerada una ley posterior
inás benigna que elimine la relevancia penal del hecho, la ley 23.070
es una ley posterior más benigna que disminuye, con carácter ge-
neral, las consecuencias de la relevancia penal de ciertos hechos
cuando sus autores han sufrido determinadas condiciones de en-

cierro.
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6\') Que, conviene destacar, la amnistía y la disminución legis-
lativa de penas deben cumplir el mismo requisito de generalidad
exigible a todas las leyes, es decir, debe responder a circunstancias
definidas en abstracto. Esto es precisamente lo que ocurre en la
ley 23.070y lo que permite afirmar que confundirla con una con-
mutación, sería tanto como confundir la amnistía con el indulto.

En efecto, la diferencia entre la disminución legislativa de pe-
nas y la conmutación radica en que la primera sólo puede ser gene-
ral, sus previsiones deben ser abstractas, referidas a características
del hecho o de los autores, la segunda, que participa de la naturaleza
del indulto, sólo puede ser particular y sobre penas efectivamente
impuestas. La circunstancia -de que históricamente hayan existido
indultos "generales" ha respondido a coyunturales consideraciones
prácticas; pero, en modo alguno, se corresponde con su naturaleza
jurídica. Por 10 demás, y según ya se ha afirmado, la conmutación
sólo puede abarcar tanto las penas impuestas como las conminadas,
o, al menos, nada obsta a que las abarque.

7\') Que no puede dejar de examinarse la identificación de la
norma impugnada con un acto de "conmutación general", sobre la
base de que sólo en ese caso, y en el indulto o la amnistía, se puede
modificar una condena penal dispuesta por' sentencia firme. Identi-
ficación que se propone como antecedente fundante de la conclusión
de que tal facultad de conmutación general no se encuentra prevista
en la Constitución, se trata de un poder no delegado al gobierno
nacional y, en consecuencia, su ejercicio por éste surte una ley in-
válida.

Este razonamiento por equiparación que, en -general, es de du-
dosa calidad metódica, es especialmente incorrecto en el caso pues,
según ya se ha dicho, deja de tener en cuenta que -la impugnada es
una ley modificatoria del Código Penal en beneficio del reo, y, por
10 tanto, tiene efecto retroactivo de pleno derecho (art. 2 del Cód.
Penal).

8\') Que, en las condiciones expuestas, debe reiterarse que la
facultad de disminuir legislativamente las penas es propia y priva-
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tiva del Congreso de la Nación que deriva claramente de dictar el
Código Penal, pues la formulación del reproche penal y de sus con-
secuencias importa la potestad de eliminar ese reproche o dismi-
nuir sus consecuencias, a condición de que sea con carácter general.
Esto último no significa que el legislador deba referirse a todos los
actos iguales practicados por cualquier persona, pues el reproche se
establece frecuentemente en relación a determinadas personas (de-
lito especial propio) y, por lo tanto, puede suprimirse o disminuirse
también respecto de determinadas personas, siempre que sean indi-
vidualizadas en forma abstracta, por características generales, y que
comprenda a todas las personas que presenten dichas características.
Lo que está vedado al Poder Legislativo es disminuir con carácter
individual, no sólo porque invadiría atribuciones provinciales y del
Poder Ejecutivo Nacional, sino porque también incursionaría inde-
bidamente en la esfera de las funciones propias del Poder Judicial.

9~) Que, sentado lo que antecede, cabe recordar que desde anti-
guo la más prestigiosa doctrina ha afirmado que la no incorporación
de normas relativas al modo de cumplimiento de la pena importaba
afectar la uniformidad que los constituyentes buscaron al incluir al
Código Penal dentro de la legislación común.

El propio Rodolfo Moreno (h), autor del proyecto aprobado en
1921, afirmaba la necesidad de dictar una ley carcelaria que impi-
diera que la aplicación de las penas se haga totalmente diferente
"en cada cárcel, en cada Provincia y en cada lugar, como si no
pertenecieran todos al mismo país".

Iguales reflexiones originaron la presentación del proyecto de
Antonio De Tomaso en 1925, incluí do actualmente como artículo 131

del decreto ley 412/58.

-La razonabilidad de esas posIcIOnes aparece sin esfuerzo, si ~e
ad,:,ierte que al consistir la pena en la afectación de ciertos dere-
chos, no se puede sostener que cuando el bien disminuido es la
libertad ambulatoria tal disminución es insusceptible de gradua-
ción en la intensidad, y sólo mensurable a través del lapso de pri-

vación de la libertad.
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En tales condiciones, la facultad conferida. al legislador de es-
tablecer qué pena debe corresponder a cada delito debe, necesaria-
mente comprender la de fijar cuánto durará la sanción y en qué
.consistirá ella.

Si se entiende por régimen de ejecuclOn penal las condiciones
del tratamiento (alojamiento etc.) y por sistema de ejecución penal
la orientación general de esa _misma ejecución (progresiva etc.)
resulta que las posibles discusiones sobre los límites de las atri-
buciones del Congreso Nacional en materia de ejecución penal sólo
pueden estar referidas al "régimen", pero no al "sistema", lo que
parece claro si se atiende a que .la orientación general de la eje-
cución hace a la igualdad y a la pena misma (dos penas ejecutadas
en forma diferente son, en realidad, dos penas diferentes). Así, en
los códigos penales existentes a la época de la sanción de la Cons-
titución Nacional, la ejecución penal era parte del Código Penal, y
la circunstancia de que luego haya cobrado autonomía científica
y legislativa no significa que la facultad en examen haya pasado
del Congreso a. las Provincias. Las controversias al respecto, no
siempre claras, sólo pueden referirse válidamente al "régimen",
es decir, a las condiciones de alojamiento.

Empero, en el caso, la ratio legis de la ley 23.070 se halla en
el sistema mismo de la ejecución penal, pues remite al generali-
zado endurecimiento del trato recibido durante la privación de la
libertad, de cualquiera naturaleza que haya sido. La valoración de
dicho endurecimiento y su eventual relevancia compensatoria a los
efectos del tiempo de privación de la libertad es, a las claras, una
cuestión entrañablemente vinculada a las consecuencias jurídico-
penales del reproche penal, que únicamente puede ser efectuada
por el Congreso de la Nación. Si la afectación de bienes ha sido más
intensa durante algún momento, es facultad del Congreso reducir,
en la proporción que le parezca razonable, el quantum de la pena,
dictando la norma pertinente, y, puesto que ella importa Una mo-
dificación más benigna de la ley penal, debe ser aplicada de oficio,
tal como se hizo en esta causa. No parece atinado sostener que una
provincia puede resolver materias que hacen a la cuantía de la
reacción penal, pues como se ha dicho, su poder queda circuns-
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cripto a eliminar la reacción penal, o a disminuirla, en casos par.
ticulares y por actos políticos, igual que el Poder Ejecutivo Na-
cional. Sin que el uso práctico y posible de fórmulas generales des.

r
virtúe la naturaleza de la conmutación provincial.

10) Que en lo que atañe a la remisión que se hace al debate
parlamentario de la ley 23.070 ya las expresiones en él vertidas
para, con base en ellas, concluir "que se trata de una verdadera
conmuÚl.ciónde penas", debe destacarse que la denominación y
fundamento que, en la oportunidad aludida,"los señores legisladores
hayan dado al instituto de que se trata carece de relevancia deci-
siva en la hermenéutica jurídica,"pues "es ineludible función de los
jueces, en cuanto órganos de aplicación del ordenamiento jurídico
vigente, determinar la versión, técnicamente elaborada, de la norma
aplicable al caso" (Fallos: 249:37).

Por elló, se confirma la sentencia apelada en cuanto pudo ser
materia del recurso interpuesto.

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI.

DrsmSNCIA DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO y DON" JORGE ANTONIO BACQUÉ

Considerando:

1':')Que el Fiscal ante la Cámara de Apelación en lo Penal del
Departamento Judicial de Morón, Provincia de Buenos Aires, inter-
"puso recurso extraordinario contra la resolución de ese tribunal
que no hizo lugar al planteo de inconstitucional~dadparcial de la
ley 23.070y aprobó el nuevo cómputo de pena realizado de confor-
midad con esa norma legal, que fue concedido. Sóstuvo el represen-
tante del ministerio público que la ley dictada por el Congreso Na.
cional era contraria a los artículos 1':',5,:" 31Y104de la Constitución
Nacional, en cuanto "dispone su aplicación a todos los condenados
con sentencia firme dictada entre el 24 de marzo de 1976y ellO
qe diciembre de 1983,porque ello implica en la práctica una dismi-
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nuclOn de la pena o conmutaCión por un poder del estado federal
que no ha sido facultado para ese fin. En su planteo de inconstitu-
Cionalidad, que limitó sólo a: este efecto de la ley, reconoCió sin em-
bargo la facultad del Poder Legislativo para disponer la modifica-
Ción del cómputo de detención o prisión preventiva hasta la fecha
de la sentenCia firme, porque no discutió que tal facultad no estu-
viera incluida dentro de la que ejerció para el dictado del arto 24
del Código Penal (confr. fs. 154/156). Invocó el recurrente que con
motivo de la aplicaCión de la parte de la disposiCión legal que im.
pugna, la pena de prisión impuesta al delincuente juzgado en esta
causa ha sido disminuida en tres días, por obra de un acto del
Congreso NaCional que invadió facultades exclusivas del gobierno
provinCial (art. 104 de la Ley Fundamental).

29) Que el a qua rechazó el planteo arguyendo que no se tra-
taba de una conmutaCión de pena sino de un particular modo de
computar el tiempo de prisión durante determinado período, y que
tal cálculo resultaba de las ~acultades que al Congreso de la NaCión
cQnfiere el arto 67, inCiso 11, de la ConstituCión NaCional. También
fundó la deCisión en el alcance que atribuyó al.art. 39 de la ley,
donde a su juiCio se aclara que la facultad de conmutar es ajena
al órgano legislativo, de modo que la norma no constituye un avan-
ce sobre el poder no delegado por cuanto ese artí.c;u~oreconoce al
estado provinCial la facultad de conmutar (confr. fs. 146/149).

39) Que para determinar si el Congreso de la NaCión se ha arro-
gado una facultad no delegada por las provinCias, es necesario pre-
viamente establecer la naturaleza de la autoridad que ha ejercido,
y después de ello, si el ejerCiCio de esa facultad es contrario. a la
Ley Fundamental (art. 14, inc. 29, de la ley 48). En consecuenCia,
corresponde a esta Corte interpretar si la disposiCión del arto 19,
de .la ley 23.070, aplicado en el caso para determinar la fecha de
venCimiento de la pena impuesta al condenado, constituye una con.
mutaCión en cuanto reduce el tiempo de su cumplimiento.

49) Que el análisis del debate parlamentario que precedió al
dictado de dicha ley, demuestra que todos los legisladores que tu-
vieron partiCipaCión activa entendieron que estaban votando una ley
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de conmutación de penas. En efecto, el diputado Perl, miembro in-
formante de la comisión que estudió el proyecto enviado por el
Poder Ejecutivo Nacional, y que le introdujo la significativa modi-
ficación de extender su aplicación a los condenados "con senten-
cia firme o no", expresó: "En las primeras jornadas de funciona-
miento de este Parlamento presenté ... un proyecto por el que se
propiciaba una conmutación del 30 por ciento de las penas, basado
precisamente en fundamentos que ahora voy a repetir... Por eso
es que no hay contradicción entre lo que nosotros anhelábamos a
principios del presente año y lo que propiciamos hoy ... " (confr.
Diario de Sesiones de la Honorable Cámara de Diputados de la Na-
ción, sesión del 7 de junio de 1984, pág. 1359). También se han refe-
rido al proyecto como de "reducción de penas" los senadores Solana
(confr. Diario de Sesiones de la Honorable Cámara de Senadores
de la Nación, sesión del 21 de junio de 1984, pág. 724) YOtero (ídem,
pág. 731); y como de "conmutación de penas", el mismo legislador
(ídem, pág. 727), Y los senadores Rodríguez Saá (ídem, pág. 728),
De la Rúa (ídem, pág. 729), Marini (ídem, pág. 729), Sánchez (ídem,
pág. 730) Y Leconte (ídem, pág. 739), Y la diputada Guzmán (Diario
de Sesiones de la Honorable Cámara de Diputados de la Nación,
sesión del 28 y 29 de junio de 1984, pág. 1834).

5'?) Que en el mismo sentido debe señalarse que en el debate
realizado en la' Cámara de Senadores en la sesión del 21 de junio
de 1984, se consideró un proyecto de ley elaborado por varios legis- .
ladores, entre los que se encontraba el senador Berhongaray, titu-
lado de "Reducción de las penas de los detenidos y condenados en-
tre el 24 de marzo de 1976 y el 10 de diciembre de 1983" (confr. Dia-
rio de Sesiones de la Honorable Cámara de Senadores, pág. 715),
que según el nombrado senador, que intervino entonces como infor-
mante, "recoge en líneas generales la sanción aprobada por la Cá-
mara de Diputados" (ídem, pág. 725). El mismo legislador llamó
indistintamente a su proyecto "sistema de condonación de penas
especial" (ídem, pág. 727) o de "conmutación y rebaja de penas"
(ídem, pág. 733); y al fundamentar que a su criterio el Congreso
Nacional tenía la facultad de dictar una ley como la que se discu-
tía, expresó: "en realidad no se trata de un indulto o conmutación
de pena, ya que éste es un acto de características individuales. Esto
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se agrega a un trámite específico que... es de exclusiva competen-
cia del Poder Ejecutivo. .. Se trata de un indulto general o conmu-
tación general, que no se encuentran regulados en la Constitución
Nacional ... " (ídem, pág. 726).

6?) Que, por el contrario, de los mismos documentos del de-
bate surge que sólo dos de los legisladores que participaron activa-
mente en él entendieron que lo que. se estaba votando no consti-
tuía una conmutación de penas. El diputado Fappiano expresó: "El
proyecto de la Cámara de Diputados implica una modificación en
el cómputo de la detención y prisión preventiva, como asimismo en
el tiempo de prisión o reclusión cumplida como condena, y no una
conmutación de penas, función que por expreso mandato constitu-
cional compete tanto al Poder Ejecutivo Nacional cuanto a los po-
deres ejecutivos provinciales" (confr. Diario de Sesiones de la Ho-
norable Cámara de Diputados, sesión del 28 Y 29 de junio de 1984,
pág. 1835); y el diputado Cortese dijo que "no hay modificación de
pena; hay una modalidad distinta y especial en el cómputo deter-
minada por las circunstancias graves de la detención durante ese
.período ... " (ídem, pág. 1836).

7?) Que al disponer el artículo 1?, de la ley 23.070, que "a los
condenados con sentencia firme... en el período comprendido en-
tre el 24 de marzo de 1976y ellO de diciembre de 1983, la privación
de libertad cumplida en dicho lapso se les computará, a todos los
efectos legales de la siguiente forma: por cada dos días de reclusión,
prisión. .. tres de reclusión, prisión ... ", el Congreso ha disminuido
parcialmente las condenas a penas privativas de libertad, porque
la progresión matemática establecida para computar su cumpli-
miento materialmente implica que por cada dos días de ejecución
de la sentencia dentro del plazo señalado, el condenado se ha bene-
ficiado con el cómputo de un día más de pena privativa de la liber-
tad que no ha sufrido efectivamente, lo. que en definitiva significa
que mediante este procedimiento el condenado agota la sanción en.
menor tiempo que el que ella fija. Esta circunstancia constituye una
verdadera conmutación de pena porque se ha cambiado una pena
fijada judicialmente, .con carácter firme, por otra menor, y debe
distinguirse de lo que la ley regula para el cómputo de la detención
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cumplida antes de la sentencia firme, porque en ese caso no se in-
troducen modificaciones en el monto fijado en la sentencia. En tal
sentido, el recurrente sostuvo que por tratarse de una verdadera
reducción o conmutación de penas, el cómputo practicado según la
ley 'de la cual parcialmente se agravia, ha fijado el vencimiento de
la condena tres días antes de lo" que a su juicio hubiera corres-o
pondido.

8?) Que, además, más allá de las consecuencias" materiales que
se derivan de la aplicación de la ley, los motivos que se invocaron
al sancionarla conducen también a sostener que se trata de una
verdadera conmutación de penas. En efecto, tanto el indulto como
la reducción o conmutación de penas han sido concebidos e inclui-
dos en la Constitución por una estricta razón de justicia para sub-
sanar los posibles errores judiciales y los perjuicios que se deriva-
rían en ciertos casos de la rigurosa aplicación de la ley. En el anti-
guo precedente que se registra en Fallos: 6:227, esta Corte confir-
mó por sus fundamentos la sentencia del inferior que argumentó
que al mantener la Constitución el instituto "en la forma que lo
ha hecho... ha querido, sin duda, que éste evite o modifique el
excesivo rigor que puede acompañar a la aplicación de la ley en
ciertos casos y circunstancias de que no debe darse cuenta un Juez",
fundamentos que concuerdan con lo invocado por los legisladores
que aludieron al "endurecimiento de las condiciones carcelarias" o
a las "condiciones de extrema rigurosidad a que fueron sometidos
todos los detenidos" (confr. Diario de Sesiones de la Honorable Cá-
mara de Senadores, sesión del 21 de junio de 1984). Con lo dicho
ha de descartarse lo decidido por el a quo en el sentido de que no
se trata de una conmutación de penas sino "de un modo de compu-
tar el tiempo de detención.

"9?) Que cabe ahora considerar si la Constitución autoriza al
Congreso de la Nación a dictar leyes que tengan por efecto con-
mutar penas, y si -en su caso- se ha invadido la esfera que las
provincias se han reservado para sí (art. 104 de la Carta Fundamen-
tal). El problema constitucional que podría acarrear el dictado de
la ley 23.070 fue introducido en la Cámara de Senadores donde se
debatió expresamente sobre el punto. Ello fue motivo de un pro-
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yecto de resolución del senador Leconte que propuso el rechazo del
proyecto de ley, y la rectificación de que es facultad del Poder Eje-
cutivo Nacional indultar o conmutar penas por delitos sujetos a la
jurisdicción federal (confr. Diario de Sesiones de la Honorable Cá-
mara de Senadores, sesión del 21 de junio de 1984, págs. 725 y 739).
El problema también fue abordado por el senador Berhongaray,
quien sostuvo que la disposición debatida no participaba de los
'caracteres de la amnistía, porque a diferencia de aquélla no hacía
desaparecer todos los efectos de la condena, ni de los del indulto
o conmutación de pena. porque éste emana de un acto individual
y la ley que se votaba tenía alcance general. Pero especialmente,. y
refiriéndose a la facultad de gracia, expresó: "Esta facultad tiene,
ádemás de las formas consideradas... una tercera que participa
de las características de la amnistía en cuanto a su generalidad y
de las del indulto y de la conmutación en cuanto no significa la des-
incriminación del hecho delictivo sino solamente la supresión de
uno o más efectos de éste. Se. trata del idulto general o conmuta-
ción general, que no se encuentran regulados en la Constitución
Nacional, aunque sí lo están en algunas provinciales, como la de
Córdoba. Frente al silencio de la Constitución Nacional cabe pre-
guntarse entonces si el Estado puede hacer uso de esta atribución
y, asimismo, a cuál de los poderes del Estado le corresponde reali-
zarlo. La respuesta a la primera pregunta no puede ser sino afir-
mativa, toda vez que la única limitación a la actividad estatal es
la que surge del capítulo de Declaraciones, Derechos y Garantías,
los cuales, visiblemente, no aparecen conculcados. No puede inter-
pretarse el silencio de la Constitución como una prohibición; por
el contrario, el Congreso de la Nación tiene, a tenor del inciso 28,
del artículo 67, la: atribución de dictar todas las leyes y reglamentos
que sean convenientes para poner en ejercicio ios poderes concedi-
dos al gobierno de la Nación. Y es precisamente, en este inciso 28,
del artículo 67, donde fundamentamos constitucionalmente. el pro-
yecto aprobado por Diputados ... " (ídem, pág. 726).

10) Que, en resumen, los argumentos pueden' sintetizarse en
que Ía falta de delegación expresa no era óbice al ejercicio de la
facultad por el gobierno federal, puesto que no tendría otros lími-
tes que los impuestos por el capítulo de Declaraciones, Derechos y
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Garantías del texto constitucional, y que la atribución al Congreso
surgía implícitamente del arto 67, inciso 28. No comparte esta Corte
el referido criterio por cuanto si bien el Gobierno Federal se en-
cuentra limitado respecto de las personas y los derechos individua-
les por el capítulo citado, en cuanto a la organización del poder, sus
atribuciones surgen del régimen de delegaciones y reservas de facul-
tades que las provincias fundadoras establecieron al constituirse
como nación (confr. especialmente arto 104, de la Constitución Na-
cional). Por ello, los dos argumentos reseñados se reducen en reali-
dad a uno, esto es, si las provincias han delegado la facultad de
indultar y conmutar penas o no lo han hecho, porque de no haber
tal delegación la invocación del inciso 28 ya citado, carece de vir-
tualidad propia en cuanto se refiere a "hacer todas las leyes y re-
glamentos que sean convenientes para poner en ejercicio los pode-
res antecedentes y todos los otros concedidos por la presente Cons-
titución al Gobierno de la Nación Argentina".

11) Que el análisis del texto legal permite concluir que las pro-
vincias sólo han atribuido al Presidente de la Nación la potestad
de indultar o conmutar las penas por delitos sujetos a la jurisdic-
ción federal, mediante el procedimiento previsto en el arto 86, inc. 6?,
de la Constitución, y que se han reservado para sí la de ejercer esa
potestad respecto de las penas impuestas por los poderes judicia-
les provinciales. En efecto, ella atribuyó expresamente la facultad
de indultar penas por delitos juzgados por la justicia nacional al
Poder Ejecutivo Nacional, y la de conceder amnistías generales al
Congreso de la Nación (art. 67, inc. 17, in fine), de modo que al
haber tenido en cuenta ambas instituciones, no puede entenderse
que haya querido delegar al segundo más de lo que expresamente
se le concedió. A ello debe sumarse que el indulto o conmutación
y la amnistía son de distinta naturaleza por responder a finalida-
des distintas y tener, en consecuencia, efectos diferenciales. Ya ha .
expresado el Tribunal que "el indulto difiere de la amnistía sus-
tancialmente en su naturaleza, en su objeto y en sus efectos. El
primero, significa el perdón de la pena acordado por el Poder Eje-
cutivo para suprimir o moderar en casos especiales el rigorismo
excesivo de la ley, mientras la amnistía es el olvido de un hecho.
delictuoso,. para establecer la calma y la concordia social. El pri--
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mero extingue la pena del indultado; la segunda, la acción y la pena,
si antes hubiese sido impuesta, y borra la criminalidad del hecho.
El indulto es particular y se refiere a determinada o determinadas
personas, la amnistía es esencialmente general y abarca todos los
sujetos comprendidos en una clase de delitos" (confr. el voto de
la minoría en Fallos: 136:259, que hizo mayoría en Fallos: 165:199).
Ello lleva a la conclusión de que la potestad de conceder amnistías
generales del Congreso de la Nación no incluye la de conceder in-
dultos porque no existe relación de género a especie entre aquéllas.

12) Que con lo expresado queda también desvirtuada la deci-
sión de la Cámara que, para justificar la legitimidad del acto del
Congreso, sostuvo que no se advertía en la ley en examen un avan-
ce sobre el poder no delegado, por cuanto su artículo 3<;>reconoCÍa
en el estado provincial la facultad de conmutar (confr. fs. 147) y
que ese artículo "ha dejado bien en claro que la facultad de con-
mutar es ajena al órgano legislativo y que el beneficio que de ella
resulta es distinto de la materia que la ocupa" (confr. fs. 148). El
argumento no es suficiente para responder el agravio del apelante
porque además de tratai'se de una verdadera conmutación de penas
-como se ha demostrado precedentemente-, al establecer ese ar-
tículo que los beneficios de la ley no son acumulativos a los que
hubieran derivado de conmutaciones de pena concedidas entre el
10 de diciembre de 1983 y la fecha de su promulgación, en cuyo
caso se aplicará el régimen que resulte más favorable al interesado,
es evidente que las provincias han perdido la exclusividad en el
ejercicio de una facultad que como se ha visto no admite la con-
currencia, y además, en el supuesto de que los beneficios de la
ley impugnada resulten mayores que los de una eventual conmu-
tación por el poder local, prevalecerá aquélla sobre ésta, con lo
cual se menoscaba la autonomía provincial.

En virtud de todo lo expuesto, corresponde hacer lugar al plan-
teo del recurrente y dejar sin efecto la sentencia apelada.

13) Que, por cierto, la solución a que se arriba en esta senten-
cia no implica poner en tela de juicio la atribución del Congreso
de la Nación de disminuir las sanciones de los delitos previstos en
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el CódigoPenal con el efecto retroactivo que a tal decisión.atribuye
el arto 2de ese cuerpo legal. Sin embargo, esa atribución sólo debe
ser ejercida dentro de los límites' constitucionales si es general y
abstracta, esto es, si se refiere a determinadas figuras delictivas.
En ei caso, en cambio, no comprendería a determinados delitos o
•a sus autores sino a los condenados por cualquier delito que hu-
bieran cumplido un lapso de prisión o reclusión durante deternJ-i-
nada época. No se trata, pues, de una disminución gene~al de san-
ciones, sino de una suma de rebajas parciales referentes a cada uno
de los condenados que se hallen en la situación prevista por el
legislador, que redunda -además- en la desigualdad de penas si-
milares según la época en que ellas hayan sido cumplidas e impide
aceptar que constituya una modificación del Código Penal.

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por el señor Pro-
curador General, se declara que es contrario al arto 104de la Cons-
titución Nacional el art. 1'?, de la ley 23.070,en cuanto dispone que
la privación de libertad en el período comprendido entre el 24 de
marzo de 1976y ellO de diciembre de 1983por condenados con
sentencia firme, se les computará, a todos los efectos legales, tres
días de reclusión o' prisión por cada dos días,de reclusión o prisión
cumplidos, y en consecuencia, revócase la resolución apelada.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - JORGE ANTONIO

BACQUÉ.

JOSE RAUL BONNANO v.
YACIMIENTOS PETROLIFEROS FISCALES y/o NACION ARGENTINA

EMPLEADOS PUBLICaS: Nombramiento y cesación. Prescindibilidad y supre.
sión de cargos. Requisitos.

Las leyes de prescindibilidad traducen la compatibilidad entre el arto
14 bis y los arts. 67, inc. 17 y 86, inc. 10 de la Constitución .Nacional,
toda ve:;>:que la estabilidad del empleado público no comporta un de.
recho absoluto a la permanencia en el cargo, sino el derecho a un
equitativo resarcimiento cuando -por razones de su exclusiva incum.
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bencia- el Poder Legislativo decide suprimir un empleo o el Poder
Ejecutivo decide remover a un empleado, sin culpa de éste (1).

EMPEADOS PUBLICOS: Nombramiento y cesación. Prescindibilidad y supre.
sión de cargos. RequisiMs.

El arto 3~de la ley 21.274, al referirse a '~la necesidad de producir un
concreto y real proceso depurativo de la administración pública", debe
interpretarse asignándole el propósito amplio de quitar. imperfecciones
o defectos de la organización administrativa, sin connotaciones de otra
índole (2).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso .. Falta de fundamentación su-
ficiente.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que declaró nulo el acto
administrativo por el cual se dispuso la prescindibilidad del actor por
"razones de servicio" en los términos de la ley 21.274, con la mera y
única referencia a que "sin dar por terminado un sumario en contra
del a.::tor, se aprovecha la prescindibilidad para cesantearlo", pues ella
sólo traduce UIia a~rmación dogmática sin referencia concreta a las
circunstancias comprobadas de la causa.

EMPLEADOS PUBLICOS: Nombramiento y ces~ción. Prescindibilidad y su-
presión de cargos. Requtsttos.

El hecho de hallarse el empleado sometido a sumario, no obstaba,
durante la vigencia de la ley 21.274, a la declaración de prescindibili-
dad (art. 7~) pues debe tenerse en cuenta que el sumario responde a
la necesidad de esclarecer y sancionar irregularidades cometidas en
el ámbito administrativo, mientras el instituto de la prescindibilidad
se cre'i para facilitar la reorganización de los cuadros de la adminis-
tración (3).

(1) 26 de agosto. Fallos: '307: 1189.
(2) Fallos: 307: 1194.
(3) Fallos: 3Q2:1644.
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INSTITUTO DE SEGURIDAD U-6 DE RAWSON

JURISDICCION y COMPETENCIA: Cuestiones de co"mpetencia. Generalidades.

Las contiendas de competencia se terminan o por decisión del' órgano
encargado de dirimidas, o por desistimiento de los magistrados. que
las han suscitado.

JURISDICCION y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. Inhibitoria.
Planteamiento :v trámite.

Dado l}lle el tribunal. requerido está autorizado para declinar de oficio
la competencia para entender en el proceso, carecen de trascendencia
las insuficiencias de las que pueda adolecer el pedido de inhibitoria.

JURISDICCION y COMPETENCIA: Cuestiones de competel1cia. Inhibitoria.

Planteamiento Y trámit~.

Con los mismos efectos que el desistimiento del juez requirente de la
inhibitoria, opera el consentimiento del magistrado requerido, ha-
ciendo desaparecer todo conflicto que pudiera ser ,sometido a la Corte.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

Con la resolución dictada el 3 de septiembre de 1985por la Cá-
mara Federal de Apelaciones de Comodoro Rivadavia, ha quedado
solucionado el conflicto jurisdiccional suscitado entre la Justicia
Castrense y el señor Juez Federal de Rawson, razón por la cual la
intervenc~ón de V.E. resultaría extemporánea.

Opino, pues, que así corresponde declararlo. Buenos Aires, 4 de
agosto de 1986.Juan Octavio Gauna.
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Buenos Aires, 26 de agosto de 1986.

Autos y Vistos; Considerando:

le;» Que aun cuando el Consejo Supremo de las Fuerzas Arma-
das no haya satisfetho los recaudos exigidos por el auto de fs. 2,
necesarios para el correcto planteamiento de la cuestión de com-
petencia, según la doctrina sentada por esta Corte en el pronuncia-
miento emitido el 20 de agosto de 1985, in re: "Basterra, Víctor
Melchor s/querella", Comp. Ne;> 331.XX, ello no obsta a la validez
de la decisión de la Cámara Federal de Apelaciones de Comodoro
Rivadavia comunicada al Tribunal por los oficios precedentes.

2e;» Que de éstos resulta que esa Cámara ha revocado la decisión
del magistrado de primera instancia que rehusó admitir la inhibi-
toria planteada por el juez militar, y "reconoce ahora, expresa y
fundadamente, la competencia de dicho fuero para entender en
la causa.

3e;» "Que esta Corte tuvo oportunidad de señalar, en un fallo
reciente, que las contiendas de competencia se terminan o por de-
cisión del órgano encargado de dirimirlas o por desistimiento de
los magistrados que las han suscitado (sentencia del 19 'de junio_
del corriente año, recaída en los autos Competencia N~440.XX,"Ho_
micidio en perjuicio de José Marino", y las citas al respecto allí
efectuadas). Con los mismos efectos, pues, que el desistimiento del
juez requirente de la inhibitoria, opera el consentimiento del ma-
gistrado requerido, haciendo desaparecer todo conflicto que pudie-
ra ser sometido a la Corte.

4e;» Que, además, no influyen sobre la conclusión aludida las
insuficiencias de las que pueda adolecer el pedido de inhibitoria,
ya que, en todo caso, el tribunal requerido está autorizado para
declinar de oficio la competencia para entender en el proceso.
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Por todo ello, y de acuerdo a lo concordemente determinado
por el señor Procurador General, se declara que no existe en la
actualidad conflicto alguno que deba ser resuelto por el Tribunal.
Hágase saber a la Cámara Federal 'de Apelaciones de Comodoro Ri-
vadavia y remítase el incidente al Con~ejo Supremo de las Fuerzas
Armadas.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT -
ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE ANTONIO

BACQUÉ.

JOSE MARIA AGUlNALDE y OTROS v. NACION ARGENTINA

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestio-
nes federales sImples. Interpretación de otras normas Y actos federales.

Existe cuestión federal si los agravios se refieren a la interpretación
de las resolucionf's complementarias 40/77 Y 60/77 del Ministerio de
Economía .de la Nación y Secretaría General de la Presidencia de la
Nación, y la solución del fallo ha sido adversa a la inteligencia sus-
tentada por Jos demandantes.

EMPLEADOS PUBLICaS: Remuneración.

Cuando se trata de interpretar actos administrativos surgidos como
consecuencia de gestiones realizadas para obtener beneficios en las
retribudones, no debe atenderse tanto a los antecedentes que llevaron
a gestionarlos cuanto a la realidad de la mejora acqrdada en términos
inequívocos, ya que la injerencia de la autoridad con atribuciones para
sueldos pudo .,-en ejercicio de fac.ultades discrecionales- establecer
las remuneraciones y sus adicionales conforme con las pautas que es-
timase más apropiada.

ACTOS ADMINISTRATIVOS.

No es admisible una inteligencia del acto que desvirtúe su contenido o
reconozca beneficios no acordados por las disposiciones, sin que co-
rresponda a los tribunales juzgar sobre el acierto o conveniencia de
ellas.
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Al expresar el pár=afo final del arto 4~ de las resoluciones complemen:
tarias 40/77 y 60/77 del Ministerio de Economía de la Nación y Secre-
taría General de la Presidencia de la Nación que el adicional por fun-
ción técnica sería "absorbido en la medida de su concurrencia por el
adicional por título" dichos adicionales fueron concebidos de manera
que en caso de superposición, se cobrara sólo en la medida de su con-
currencia, sin discriminar según la índole del título respectivo.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

Contra la sentencia de la Sala IV de la Cámara Nacional de
Apelaciones en lo Contenciosoadministrativo Federal, que confirmó
la sentencia del inferior y, por tanto, rechazó la demanda tendiente
a que se liquide a los actores el adicional por función técnica, inter-
pusieron éstos recurso extraordinario.

El a qua. rechazó la apelación, basado en que el recurso carecía
de los recaudos necesarios para otorgarle carácter autónomo: enun-
ciación concreta de los hechos de la causa, de la cuestión federal
en debate y de la relación que existe entre éstos y aquélla, lo que
no se suplía con la invocación genérica y e~quemática de agravios.

Contra esta resolución, interpusieron los actores la queja en
análisis en la que se subsanan los defectos apuntados pero, a mi
juicio tardíamente, ya que no se advierten los requisitos omitidos.
en la pieza recursoria original, la que limita la competencia de esta
Corte.

Asimismo, los recurr'entes no se hicieron cargo al entablar la
queja de las razones expuestas en la denegatoria, circunstancia que a
mi modo de ver obsta a la presentación directa, toda vez que resulta
así privada del fundamento mínimo tendiente a demostrar la proce-
dencia del recurso extraordinario (Fallos: 298:84; 302:183, 1140).
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.Por lo demás, encuentro que los agravios expuestos no alcanzan
a demostrar la tacha de arbitrariedad que se le endilga al fallo, el
que se encuentra debidamente fundado, ni logran conmover la reso-
lución recurrida que se apoya en una interpretación diáfana de lo
dispuesto en el arto 4'?, de la Resolución Conjunta N'? 40/77 (texto
según Resolución Conjunta N'? 60/77; ambas del Ministerio de Eco-
nomía y Secretario General de la Presidencia de la Nación). En
efecto, el párrafo final de la norma -"Este adicional será absorbido,
en la medida de su concurrencia por el Adicional por título"- no
exige, como pretende la demanda, que el adicional obrante como
reductor necesariamente deba referirse a un título determinado
como el de estudios secundarios; no .siendo irrazónable, tal como
se decidió en la sentencia, entender que el monto del suplemento
por título que se le liquide a cada agente sea el que se tome en
cuenta, para detraerlo del adicional por función de carácter técnico,
aunque esta operación implique en algún caso la desaparición del
segundo suplemento.

Por las razones expuestas,. opino que corresponde desestimar
la presente queja. Buenos Aires, 16 de abril de 1986. Juan Octavio
Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 26 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por fosé María
. Aguinalde y otros en la causa Aguinalde, José María y otros e/Es-
tado Nacional (Ministerio de Economía) ", para decidir sobre su
procedencia.

Considerando:

1'?)Que contra el pronunciamiento de la Sala IV de la Cámara
Nacional de Apelaciones en lo Contenciosoadministrativo Federal,
que confirmó el de primera instancia que había rechazado la de-
manda tendiente a que se liquidara ~ los actores el adicional por
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función técnica, dedujeron éstos el recurso extraordinano cuya qe-
negación origina la presente. queja.

2?) Que los agravios de los recurrentes suscitan cuestión fede-
ral bastante para su examen en la vía intentada, ya que se refieren
a la interpretación de las resoluciones complementarias 40/77 y
60/77 emanadas de autoridades nacionales -Ministerio de Econo-
'mía y Secretaría General de' la Presidencia de la Nación- y la
solución del fallo ha sido adversa a la' inteligencia sustentada por
los demandantes (Fallos: 102:379;185:353y causa E.36.XX."Estado
de la Provincia de Corrientes c/Héctor José Boo y/o quien resulte
.responsable sobre expropiación" fallada el 25 de junio de 1985).

3?) Que, en primer lugar, debe señalarse que la remisión gené-
rica al arto 14 de la Constitución Nacional, al decreto-ley 6666/57
y a la resolución I.J. iI9/77, no importa un. cuestionamiento apro-
piado de la validez de las normas impugnadas, por lo que resulta
improcedente examinar el planteo constitucional vinculado con este
tema.

4?) Que, sobre el problema de fondo, resulta pertinente desta.
car que cuando se trata de interpretar actos administrativos sur-
gidos como consecuencia de gestiones realizadas para obtener be-
neficios en las retribuciones, no debe atenderse tanto a los antece-
dentes que llevaron a gestionarlos cuanto a la realidad de la mejora
acordada en términos inequívocos, ya que la inje.cenciade la auto-
ridad con atribuciones para fijar sueldos pudo -en ejercicio de
.facultades discrecionales- establecer las remuneraciones y sus adi-
cionales conforme con las pautas que estimase más apropiadas (Fa-
llos: 305:102,865).

. 5?) Que, por ser ello así, el alcance dado a las normas por los
recurrentes implica alterar sus términos, de modo que -más allá
de los trámites cum~lidos para su implementación- resulta nítido
que su sentido es diverso al que se propugna, 'ya que no es admi-
sible una inteligencia.del acto que desvirtúe su contenido o reco-
nozca beneficios no acordados por las disposiciones, sin que corres-
ponda a los tribunales juzgar sobre el acierto o conveniencia de
ellas.
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6?) Que el estudio de los antecedentes reglamentarios permite
concluir que, al expresar el párrafo 'final del arto 4? de las resolu-
ciones complementarias 40/77 Y 60/77 que el adicional por función
técnica sería "absorbido en la medida de su concurrencia por el
adicional por. título", dichos adicionales fueron concebidos de ma-
nera que, en caso de superposicióÍl, se cobrara sólo en la medida
de su concurrencia, sin discriminar según la índole del título res-

pectivo.

7?) Que, por lo tanto, aun cuando la génesis de la implemen-
tación del citado adicional hubiese sido favorable a la pretensión
de los apelantes, lo cierto es que la concreción material de la norma
no ha respondido a aquélla, ya que con absoluta claridad limitó el
reconocimiento del derecho a los términos que se objeta, sin que
tal conclusión pueda alterarse por la invocación de privilegios de
orden laboral que no son aplicables en la especie.

Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el señor Procu-
rador General, se declara procedente el recurso extraordinario y se
confirma la sentencia.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- JORGE ANTONIO BACQUÉ.

BANCO DE INTERCAMBIO REGIONAL S.A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposición del recurso.
Fundamento.

No obsta a la procedencia del recurso extraordinario el hecho de que
no medie una crítica. precisa de todos los fundamentos del fallo si,
aunque en grado mínimo, el recurrente ha expresado agravios bastantes
para alcanzar la finalidad perseguida, toda vez que el escrito plantea
de modo suficiente el problema y el agravio constitucional que la de-
cisión le causa.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arl]itrarias. Principios generales.

Por vía de la doclrina de la arbitrariedad se tiende a resguardar las
garantías de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las
sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del dere-
cho vigente con aplicación a las circunstancias de la causa.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arl]itrarias. Procedencia del recurso. Falta de fundamentación su-
ficiente.

Es arbitraria la sentencia que rechazó la pretensión de que el crédito
laboral se actualizara en la quiebra del obligado, hasta la fecha de su
efectivo pago. con la afirmación dogmática de la precedencia del de-
recho ccncursal por sobre el laboral, tornando inoperante el arto 273
del Régimen de Contrato de Trabajo.

DEPRECIAClON MONETARIA: Principios generales.

La no revalorización del crédito laboral, más allá del auto declarativo
de la quiebra del obligado y hasta su efectivo pago, afecta la garantía
de la propiedad (art. 17 de la Constitución Nacional). al anular en la
práctica el privilegio reconocido por el arto 273 del Régimen de Contra.
to de Tlabajo, dado que el crédito del trabajador, de indudable natu-
raleza alimentaria. quedaría reducido a una suma de dinero carente de
significarión, por efectos del transcurso del tiempo y del pronunciado
envilecimiento de la moneda.

CONTRATO DJ:. TRABAJO.

No puede desconocerse la indudable naturaleza alimentaria del crédito
del trabajador, aunque no hubiera sido expresamente invocada ante el
juez de primera instancia.

FALLODE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 26 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho .deducido por Antenor Au-
gusto Vallejo en la causa Banco de Intercambio Regional S.A. sI
quiebra - incidente de verificación de crédito promovido por Ante-
nor A. Vallejo", para decidir sobre su procedencia.



1338

Considerando:

FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

1':') Que contra la sentencia de la Cámara de Apelaciones en lo
Civil y Comercial N,:,1 de Corrientes, que confirmó lo decidido por
el juez de primera instancia y rechazó la pretensión de la parte
actora de que su crédito laboral se actualizara hasta la fecha de
su efectivo pago, aquélla dedujo recurso extraordinario cuya dene-
gación dio origen a esta queja.

2':') Que no obsta a la procedencia del recurso extraordinario
el hecho de que no medie una crítica precisa de todos los funda-
mentos del fallo si, aunque en grado mínimo, el recurrente ha ex-
presado agravios bastantes para alcanzar la finalidad perseguida,
toda vez que el escrito plantea de modo suficiente el problema y el
agravio constitucional que la decisión le causa (conf. causas C.260.
XIX., "Chiappone, Lorenzo c/Editorial Abril S.A."; C.42.xX., "Ci-
chero, Ariel Ignacio y otros" e I.13.xX., "Incidente de excepción de
falta de acción promovido por el actor Alberto Rodríguez Varela",
sentencias de13 de noviembre de 1983, 9 de abril y 13 de junio de
1985, respectivamente).

3':') Que, en lo que hace a la cuestión de fondo, si bien el fallo
remite al análisis de cuestrones de hecho, prueba y derecho. común,
ajenas por su naturaleza y como principio a la instancia extraordi-
naria, ello' no impide a la Corte Suprema conocer de la apelación
con fundamentos en la doctrina de la arbitrariedad, ya que por
esa vía se tiende a resguardar las garantías de la defensa en juicio
y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y
constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación
a las circunstancias de la causa (Fallos: 297:222).

En efecto, ese recaudo de validez del acto jurisdiccional se ve
afectado por la afirmación dogmática de la precedencia del dere-
cho concursal por sobre el laboral en la que el a qua se basó para
decidir como lo hizo y tornar inoperante el privilegio reconocido
por el arto 273 del Régimen de Contrato de Trabajo.

Ello es así por cuanto la no revalorización del crédito laboral,
más allá del auto declarativo de la quiebra y hasta su efectivo
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pago, afecta la garantía de la propiedad (art. 17 de la Constitución.
Nacional), al anular en la práctica el aludido privilegio, dado que
el crédito del trabajador -cuya indudable naturaleza alimentaria
no pudo haber sido desconocida, aunque no hubiera sido expresa-
mente invocada ante el juez de primera instancia- quedaría redu-
.cido a una suma de dinero carente de significación, por efectos del
transcurso del tiempo y del pronunciado envilecimiento de la mo-
neda (doctrina de la sentencia del 19 de abril de 1986, in re: S.427.
XX., "Sniafa S.A.1.C.F. e 1. sjconcurso sjincidente de verificación
del crédito promovido por Jerónimo, Alberto y otros sjincidente",
y sus citas).

Por ello, se hace lugar a la queja, se declara procedente. el re-
curso extraordinario y se revoca la sentencia apelada en cuanto ha
. sido materia de recurso.

,
AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT -

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE ANTONIO

BACQUÉ.

DIRECCION NACIONAL DE VIALIDAD v.
BARBAGELATA E HIJOS S.R.L. Y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedcncia del recurso. Defectos en la consideración
.de extremos conducentes.

Corresponde dejar sin efeCto el fallo que consideró que la presentación
ante un juez que se declaró incompetente carecía de efecto interruptivo
de la prescripción en razón de que al haberse manifestado que tenía
por finalidad interrumpirla importó una clara voluntad de no ejercer
la acción, si el actor solicitó la condena al pago de una suma resarci-.
toria de los perjuicios ocasionados por la demandada.

PRESCRIPCION: Interruvciól1.

El instituto de la prescripción tiene que ser interpretado restrictiva-
mente en cuanto atiende la pérdida de las acciones, y por ello, ante la
duda, c.ebe estarse por la existencia de la interrupción.
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ABUSO DEL DERECHO.

FALLOS DE LA CORlE SUPREMA

La imputación de culpa no constituye uno de los parámetros legales exi-
gidos para considerar verificada la existencia de abuso del derecho.
(art'- 1071del Código Civil).

DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

Contra la sentencia de la Cámara Federal de Apelaciones de la
ciudad de Paraná, Provincia de Entre Ríos, que confirmó la de pri-
mera instancia en cuanto había acogido las excepciones de falta de
acción y prescripción, dedujo la actora recurso extraordinario, cuya
denegatoria da origen a, esta presentación directa.

Para arribar a la decisión que se impugna, sostuvo que en lo-
atinente a la excepción de falta de acción opuesta por el codeman-
dado Barbagelata y que fuera acogida en primera instancia, el re-
curso de apelación de la actora debía declararse desierto. A mayor
abundamiento señaló que de la causa agregada por cuerda surgía,.
debidamente acredita,da, la propiedad del tractor en cabeza de la
firma Barbagelata e Hijos.

En 10 atinente a la defensa de prescripclOn, señaló el a quo'
que los actos que se presenten como interruptivos de su curso de-
bían valorarse con un criterio restrictivo. En ese sentido, expuso,.
con cita, de jurisprudencia, que no existen demandas para inte-
rrumpir la prescripción, pues la demanda produce dicho efecto
porque es tal y esa calidad no puede otorgarse a un escrito que-
na contiene un pedido de sustanciación. Señala, en punto a ello,
que el escrito de fs. 73 aparece como una demanda; pero no hay
en él pretensión alguna de obtener una condena, no se ofrece prue-
ba ni se expresan los daños sufi-idos.

También expresó el a quo que la pretensión de la actora, en-
este tema, constituía un ejercicio abusivo del derecho en los térmi-
nos del arto 1071 del Código Civil, por cuanto la no iniciación de,
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la demanda idónea para ejercer su pretensión resarcitoria, consti-
tuyó una decisión libre y adoptada en su propia conveniencia por
la actora, según se desprendía de las actuaciones administrativas.

En cuanto a la excepción de falta de acción, la recurrente no
:trae agravio alguno, por lo cual sólo queda como objeto de dicta-
men el punto atinente al efecto interruptivo "del curso de la pres-
.cripción de la demanda de fs. 73.

Al respecto, más allá de que la cuestión no reviste naturaleza
federal, y que por lo tanto la decisión al respecto es propia de los
jueces de la causa y ajena a la instancia de excepción del arto 14
de la ley 48, en especial cuando el tribunal ha dado fundadas razo-
nes y ha citado doctrina y jurisprudencia que apoyan su decisión,
estimo que el remedio extraordinario en examen no satisface el
requisito de fundamentación autónoma.

Así lo considero, pues los diversos extremos y argumentos del
a quo, sólo tienen como respuesta la cita de fallos que siguen una
orientación diversa, pero no son objeto de una crítica concreta y
razonada que demuestre, de manera inequívoca, que el criterio
adoptado importa prescindir de las disposiciones legales aplicables
al caso, a lo que debe agregarse que lo expresado en punto a que
no existió respecto de aquella demanda caducidad de la instancia
sino desistimiento (ver fs. 234 vta. de los autos principales), no
resulta del todo feliz para la recurrente pues, en ambas circuns-
tancias, el efecto es el mismo de acuerdo a lo dispuesto por el
arto 3987 del Código Civil. Por ello, pienso que no debe hacerse
lugar a la queja. Buenos Aires, 4 de abril de 1986. José Osvaldo
Casas.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 26 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora en
la causa Dirección Nacional de Vialidad c/Barbagelata e Hijos S.R.L.
y otros y/o quien resulte propietario", para .decidir sobre su pro-
cedencia.
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Considerando:

FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

19) Que contra el fallo de la Cámara Federal de Apelaciones de
Paraná -Provincia de Entre Ríos- que confirmó el que hizo lugar
a la excepción de prescripción opuesta contra la demanda por repa-
ración de daños y perjuicios originados en un cuasidelito, el actor
interpuso el recurso extraordinario que, denegado, originó la pre-
sente queja.

2':') Que, en sustancia, el a qua consideró que la presentación
efectuada por el actor ante un juez que se declaró incompetente
y ordenó el archivo de las actuaciones, careció de efecto interrup-
tivo del curso de la prescripción, en razón de que en ella se había
manifestado que tenía por finalidad el interrumpirla, por lo que
no vino a importar una clara voluntad del actor de ejercer su
acción. En subsidio consideró que haberlo efectuado, sin reconve-
nir en la causa que -por el mismo motivo- promovió la aquí
demandada, importó el ejercicio abusivo de su derecho.

3':') Que no obstante que el tema remite a materias que, por
su naturaleza fáctica, de derecho común y procesal, son propias de
los jueces de la causa y ajenas a esta instancia, cabe señalar que
ello es así en tanto no medie una irrazonable aplicación de las
normas vigentes a las circunstancias comprobadas de la -causa.

4':') Que ello ocurre en la especie, desde que, a poco que se
analice, se advertirá que el actor promovió la demanda de fs. 73
solicitando la condena al pago de una suma resarcitoria de los per-
juicios que -aquí afirmó ocasionados por la demandada. Y que si
así no hubiese sido, el juez que se declaró incompetente, en vez
de haberlo hecho, habría aplicado la norma del arto 337 del Código.
Procesal Civil y Comercial, lo que no hizo.

5':') Que, por lo demás, es dable señalar que esta Corte tiene
dicho' -contrariamente a lo afirmado por el a quo- que el -insti-
tuto de la prescripción tiene que ser interpretado restrictivamente
en cuanto tiende a la pérdida de las acciones, y por ello, ante la'
duda, debe estarse por la existencia de interrupción (Fallos: 213:
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71; 295:420,sentencia in re "FF.CC.Argentinos c/Buenos Aires, Pro-
vincia de s/cobro de pesos", F.307.XVII,del 11 de mayo de 1978).

6'?).Que tampoco se advierte, en la especie, que concurra en el
actor. el ejercicio abusivo de un derecho, puesto que esperar a que
otra litis esté decidida no parece configurarlo, ni la imputación de
culpa que el a qua efectúa constituye uno .de los parámetros legales
exigidos para considerar verificada su existencia (art. 1071 del Có-
digo Civil).

Por ello, habiendo diCtaminado el señor. Procurador Fiscal, se.
hace lugar a la queja y se deja sin efecto -;-con costas- la sen-
tencia de fs. 216/225de los autos principales, en cuanto fue materia
de recurso.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOs S. FAYT -

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI :- JORGE ANTONIO

BACQUÉ.

J. J. CHEDIACK S.P:I.C.A. v. NACION ARGENTINA

HONORARIOS DE PERITOS.

Para justificar'una reducción en más de doce veces de los honorarios
regulados al perito contador es necesario que la. resolución final ex-
ponga razones acordes con la seriedad de las articulaciones de las partes.

RECURSO EXTRAORDINARiO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. P;oéedencia del recurso. Falta de fUl1damentación su-
ficiente.

Se sustenta en argumentos sólo aparentes, con serio menoscabo de las
garantías aseguradas por los arts. 14 bis y 17 de la Constitución Nacio-.
nal, .la sentencia de cámara que' redujo en más de doce veces los
honorarios regulados al perito contador, por considerar que la labor
profesional no podía ser reputada como pericia o informe pericial en
los términos del arto 3~, inc. a), del decreto-ley 16.638/57, cuando esa
misma razón ya había sido expuesta por el juez de primer grado para
apartarse de la escala prevista por la norma citada.
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LEY: l11terpreta¡;iól1 y aplicaciól1.

Es constitucionalmente exigible encontrar soluciones dentro de las nor.
mas legales que rigen la situación.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 26 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Roberto
E. Albizu en la causa J. J. Chediack S.A.LC.A. c/Estado Nacional
(Comando en Jefe de la Fuerza Aérea)", para decidir sobre su
procedencia.

Considerando:

1<;,)Que contra la resolución de la Sala IV de la Cámara Nacio-
nal de Apelaciones en lo Contenciosoadministrativo Federal, que re-
dujo en más de doce veces los honorarios regulados al p~rito
contador designado de oficio para cumplir una medida para mejor
proveer, el experto interpuso el recurso extraordinario que, al ser
denegado, originó esta queja.

2<;,)Que ha declarado este Tribunal que para justificar una dis-
minución tan sensible en el monto de los emolumentos es nece-
sario que la resolución final exponga razones acordes con la serie-
dad de las articulaciones de las partes (doctrina' de Fallos: 297:
470; 298:~65; 299:85; 300:349; causa H.115.xIX. "Hilanderías Ol-
mos", sentencia del 28 de junio de 1984).

3<;,)Que, en el caso, dicho recaudo no ha sido satisfecho, pues
la Cámara redujo de manera tan drástica la regulación practicada
en primera instancia por considerar que la labor del profesional no
podía ser reputada como pericia o informe pericial en los términos
del arto 3<;"inc. a), del decreto-ley 16.638/57, cuando esa misma ra-
zón ya había sido expuesta por el juez de primer grado para apar-
tarse de la escala prevista por la. norma citada. De tal manera, con
el empleo del mismo argu~ento se disminuyó aún más la suma ya
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reducida,. lo que denota que los honorarios del interesado queda-
ron librados al arbitrio de los jueces de la causa -lo que admitió
el a qua a fs. 305 (considerando 8':')-, cuando es constitucional-
mente exigible encontrar soluciones dentro de las normas legales
que rigen la situación.

4':') Que, en tal sentido, aun cuando se acepte el poco valor
científico de la labor desempeñada por el perito interviniente, co-
rresponde señalar que no puede colocárselo en situación peor que
la del profesional que realiza una "compulsa" o "certificación" so
pretexto de laguna de la ley, situaciones éstas previstas por el aran-
cel en su arto 4':', que indica cuál debe ser el honorario mínimo
cuando la labor desarrollada no pueda ser considerada "pericia"
a los fines regulatorios.

5':') Que, en rázón de lo expuesto, en desmedro de una adecuada
hermenéutica de las normas en juego, el a qua ha, sustentado su
decisión con argumentos sólo aparentes, con serio menoscabo de
las garantías aseguradas por los arts. 14 bis y 17 de la Constitución
Nacional.

Por ello se hace lugar a la queja, y se deja sin efecto la sen-
tencia apelada.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JORGE

ANTONIO BACQUÉ.

SALVADCR JOAQUIN v. AURELIO FLORES

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedenc,ia del recurso. Falta de fundamentación su-
ficiente.

Es arbitraria la resolución que resolvió elevar los honorarios del letrado
que intervino como síndico en el incidente de verificación de un crédito
en un concurso civil, si no sólo no se fundó mediante una clara refe-
rencia al derecho aplicable, o en las circunstancias fácticas del caso,
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sino que' omitió todo examen de los agravios sometidos a su conoci-
miento por el único apelante (1).

JORGE LUIS MINUTO v. GELRO S.A. y OTRO

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas y actos comunes.

Nó pro~de el recurso extraordinario, si los agravios del' apelante se
refieren a la SuscrIpción de un reglamento de copropiedad y adminis-
tración: a la reducción de una cláusula penal por aplicación del arto 660
del Código Civil, al llamado de atención formulado en primera instan-
cia y a la negativa a apli<;ar sanciones por la conducta de la parte
contraria, pues' remiten al examen de cuestiones de hecho~ derecho co-
mún y procesal y'la sentencia cuenta con fundame.ntbs que eliminan la
tacha de arbitrariedad (2);

RECURSO. E KTRAORDI NARIO: 'Sentencia definitiva. Resoluciones al1teriores
a la sentencia definitiva. Concepto y genáalidades.

No .sustenta el remedio federal la circunstancia de haberse omitido la
decisión relativa al. recurso de apelación concedido con efecto diferido,
ya que tratáridose' de un tema independiente de las decisiones que de-
bían adoptarse en la sentencia definitiva no se observa obstáculo para
que se requiera con posterioridad la pertinente decisión.,

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no fedúales.
Interpretación de normas Y actos comunes.

La circunstancia de tratarse, lo relacionado con la acción de, quanti
minoris, de cuestiones de derecho comíin, no constituye óbice decisivo
para invalidar lo resuelto cuando esto no se presente como derivación
razonada del dere-:ho vigente.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales ..
Sentencias ar1Jitraria~. PI'Ocedel1cia del recurso. Defectos en la fundamentación
normativa.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que rechazó la acción califi-
cada como de quantí .minoris con la aseveración de: que el actor debía

(1) 26 de agosto.
(2) 26 de .agosto.
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optar entre' la res0lución del contrato con pago de la cláusula penal
establedda para el caso de incumplimiento, o su cumplimiento, pues
no constituye fundamento suficiente para excluir la posibilidad de que
la segunda alternativa fuese acoIIipafiada del reclamo de ios daños y
perjuicios, consist".'ntes, en el caso, en el menor valor .de lo entregado,
por .sus diferencias de calidad constructiva con lo prometido, ya que
no se na dado ninguna razón para apartarse de lo prescripto en el arto
1204, (¡ltimo párrafo, del Código Civil. '

CARLOS FRANCISCO RUIZ VARGAS Y OTROSV. PROVINCIA DE TUCUMAN

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. 'Cuestiones no federales.
Interpretación de normas locales de procedimientos. Casos varios.

, '

Los agravios referentes a la integración' del tribunal de la causa no
, plantean cuestión federal que de lugar al recurso extraordinario, por
remitir al análisis de normas de derecho común y procesal local; máxi-
me cuando las cuestiones sobre el particular han sido resueltas ,con
fundamentos suficientes que, al margen de su acierto o error, descartan
la viabilidad de la tacha de arbitrariedad.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Req¡¡isitos formales. Introducción de la cues-
, tión federal. Mantenimiento.

Si la parte fue notificada de la resoiución por la cual, al desestimarse
los incidentes de inhibitoria y recusación con causa promovidos por ella,
quedó integrado ,en definitiva el tribunal que entendería en el proceso,
sin que planteara en esa oportunidad cuestión alguna al respecto, el
recurso extraordin:lrio es improcedente, pues al no haber mediado man-
tenimiento de la c¡.¡estión federal 'durante el curso del proceso, debe in-
terpretarse que se ha hecho abandono de ella.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Gravedad ins"titucional.

La invocada. exist<:ncia de un supuesto de gravedad institucionai no
obsta -;¡ la improc".'deJ;lciadel recurso extraordinario por no haber me-
diado su mantenimiento durante el curso del proceso, en tanto que
la provincia apelante no demuestra que la intervención de la Corte nO
tuviera otro alcance que el de remediar eventualmente los intereses de
su p~te.
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La recusación de íos jueces de la Corte luego de la sentencia es inad-
misibk y debe rechazarse de plano.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introducción' de la cues-

tión federal. Forma.

Si, la cuestión vinculada a la configuración de una colisión entre nor.
mas nacionales -leyes 23.199,decreto 410/84 Y Acordada de la Corte
38/85'-- que prevén un adicional por compensación funcional, y disposi-
ciones fOcales -ley 5663 de Tucumán- que lo prohiben, no fue intro-
ducida en forma específica en la primera oportunidad posible' en el
curso del procedimiento. esto es, ,al conte'star la demanda, no puede
considerarse cumplido dicho requisito con la mera reserva del caso
federal formulada posteriormente.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas y aCtos locales en general.

Si los temas 'debatidos en la litis han sido resueltos por la Suprema
Corte de Tucumán con fundamento en la interpretación que formula
de la ley local 5663que dispone una equiparación salarial entre los vo-
cales de la Corte Suprema provincial y los ministros de igual cuerpo
nacional, cuya constitucionalidad no ha sido impugnada, el tribunal ha
ejercitado atribuciones exclusivas y propias de los tribunales de pro-
vincia, como son las relativas a la hermenéutica de leyes de derecho
público local en los casos sometidos a su jurisdicción (art. 67, inc. 11,
y 100 de la Constitución Nacional y 15 de la ley 48).

.DERECHO PUBLICO LOCAL.

Si la aplicación por la Suprema Corte de Tucumán de las normas que
rigen 1<Isretribuc:ones de los ministros de la Corte Suprema de la
Nación se imponía por la remisión que dispone el arto 1? de la ley 5663
local, con ello no se alteró la' naturaleza del derecho público local, sino
,que aquellas normas nacionales 'se incorporaron al mismo por decisión
<le las autoridades provinciales y dentro de las facultades a ellas re-
servadas (arts. 104 y 105 y concordantes de la Constitución Nacional).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Gene-

ralidades.

Si no sc encuentra controvertida por la apelante la inteligencia que la
Suprema Corte de Tucumán atribuye a las normas y acordadas nacionales
que rigen las retribuciones de los ministros, de la Corte Suprema de la
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Nación, a las que se remite el arto 19 de la ley 5663 no se advierte la
configuración de cuestión federal que habilite la vía del art. 14 de la
ley 48.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas y actos locales en general.

La interpretación formulada por tribunales locales de leyes correspon-
dientes al derecho local es materia ajena a la instancia extraordinaria,
máxim~cuando no ha mediado planteo de inconstitucionalidad referente
a la disposición legal aplicada.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Gravedad institucional.

El alc'lnce atribuido por la Suprema Corte de Tucumán a la expreSlOn
"adicionales particulares" del art. 1? de la ley local 5663, del que resulta
que el vocal del superi:Jr tribunal local no está excluido de la compen-
sación funcional que remunera la incompatibilidad para el ejercicio de
la abogacía, importó. adoptar un método para interpretar una ley local
que de ningún modo configura la existencia de gravedad institucional
que autorice apartarse de la regla que afirma que tal materia es ajena
a la instancia extraordinaria ..

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Interpretación de normas locales de procedimientos. Casos varios.

Las impugnaciones vinculadas con el carácter objetivo de las causales
de recl1sación invocadas, el vencimiento del término para recusar a los
jueces de la causa y la facultad de éstos para resolver sobre la proce-
dencia de este tipo de planteos, remiten al examen de temas de hecho
y derecho procesal, ajenos en principio y por su naturaleza, a la vía del
arto 14 de la ley 48 cuando han sido resueltos con suficientes fundamen-
tos que excluyen la tacha de arbitrariedad (Disidencia de los doctores
Carlos S. Fayt y Enrique Santiago Petracchi).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Falta de fundamentación su-
ficiente.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que hace lugar al amparo
promovido por los magistrados actores y condena al pago de las sumas
reclamadas, por falta de adecuación de las retribuciones a las leyes
5578 :f 'i663 de Tucúmán, ley nacional 23.199 y acordada 38/85 de la Corte
Suprema de la Nación, sobre la base de que la compensación funcional
(25%) fijada por la acordada es general para todos los que se encuen.
tran en la misma situación, pues tal razonamiento carece del debido
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sustento al no efectuar una conceptuaéióri jurídica clara de 10 que es
un "adicional general" y Un "adicional particular" en materia de re:
tribución de magistrados y funcionarios. judiciales provinciales (Disi-
dencia de los doctores Carlos S. Fayt y Enrique Santiago Petracchi).

PODER JUDICIAL.

La acordada 38/85.de la Corte Suprema establece una clara distinción
entre lo que se considera remuneración total mensual de los .miembros
de. la Corte, y. el suplemento adicional establecido para magistrados. y
y funcionarios de la justicia nacional que tiende a subsanar la situa-
ción. de incompatibilidad absoluta a la que se hallan .sometidos los que
se encuentran en actividad (Disidencia de los doctores Carlos'- S. Fayt
y Enrique Santiago Petracchi).

PODER JUDICIAL.

No corresponde el pago de la compensación funcional (acordada 38/85
de la Corte Suprema de la Nación) a aquellos funcionarios respecto de
qúienes no rigen en plenitud las incompatibilidades, por estar auto-
rizados para ejercer sus pl:ofesiones, desempeñar otros empleos orea-
li2;ar actividades lUCrativas (Disidencia de los doctores Carlos S. Fayt
y Enrique Santiago Petracchi).

PODER JUDICIAL.

Sólo corresponde el pago de la compensación funcional (acordada 38/
85 de la Corte Suprema de Justicia de la Nación) a aquellos magistrados
y funcionarios nacionales que posean los títulos a que se refiere el
decreto 4107/84 además de la incompatibilidad absoluta, lo que' eviden-
cia que los requisitos exigidos para su otorgamiento están relacionados
con determinadas condiciones personales del sujeto y mayores exigen-
cias de la función desempeñadá (Disidencia de los do~tores Carlos S.
Fayt y Enrique Santiago Petracchi).

DICTAMEN DEL PROCURADOR FISCAL DE LA CORTE SUPREMA

Suprema Corte:

1

Contra el proilUnciamiento de la Corte Suprema de Justicia de
la Provincia de Tucumán que hizo lugar a la acción de amparo
promovida. por .los magistrados actores, por falta de adecuación.
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del monto de sus retribuciones a las previsiones de las leyes pro-
vinciales N'? 5578, Y 5663, ley nacional 23.199 y acordada 38/85 de
este Tribunal, el Gobierno de la _Provincia de Tucumán dedujo el
recurso extraor(jinario de fojas 210/234; que al ser desestimado a
fojas 279/280, dio lugar a la presente queja.

Los demandantes impugnaron el decreto provinci;;¡l N'? 2582 por
resultar viola torio de la ley 5663 de la provincia de Tucumán, que
prevé que los vocales de la Corte Suprema de Justicia de la. 'pro-
vincia percibirán las mismas retribuciones establecidas por todo
'concepto para el Juez de la Corte de Justicia de la Nación, exclui-
dos los adicionales particulares; y de los artículos 1, 2 Y anexo 1
de la ley 5578. que fijó un régimen de porcentualidad entre las
remuneraciones de los vocales de la Corte provincial y los restan-
tes magistrados y funcionarios judiciales de dicho estado. Así los
salarios de los accionan tes se calcularon sobre la base de la remu-
neración total mensual de los ministros de la Corte Suprema de
Justicia de la Nación (A 813,32) sin incluir la compensación fun-
cional del veinticinco por ciento prevista en la acordada N'? 38/85
de este Tribunal. Concluyeron que esa situación afecta la garantía
de la intangibilidad de las remuneraciones consagrada en los ar-
tículos 117 de la Constitución de la Provincia de Tucumán y 96 de
la Constitución Nacional.

La provincia demandada resaltó al contestar la aCClOnque la
referida ley 5663 excluye expresamente de la equiparación los adi-
cionales particulares, entre los cuales considera comprendida a la
compensación funcional dispuesta por esta Corte en la referida
acordada.

Por su parte la Corte Suprema de Justicia de la Provincia
de Tucumán, luego de ,desestimar a fojas 166/167 la solicitud de
inhibitoria y el planteo subsidiario de recusación con causa a in-
tegrantes del nuevo tribunal -resolución que debidamente notifi-
cada a fojas 168/169 no mereció observación alguna de la deman-
dada- hizo lugar a la acción de amparo promovida por los acto-
res, condenando a la provincia de Tucumán a pagar las diferencias
-entre los haberes y sueldo anual complementario abonados, y los
que debieron percibir a partir del 1'?de junio del año 1985. Sostuvo
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dicho tribunal, sobre la base de las' leyes 5233 y 5663 de la pro-
vincia de Tucumán, que encontrándose alcanzados los vocales de
la Corte Suprema local, al igual que los magistFados nacionales,
por la incompatibilidad para el ejercicio de la abogacía, corres-
ponde considerarlos comprendidos por una situación genérica co-
mún a todos ellos. De allí entonces que pretender, que por
aplicación del arto 1':', in fine, de la ley 5663, el vocal de la Pro-
vincia de Tucumán esté excluido de la compensación funcional que
remunera dicha incompatibilidad, importa apartarse del sentido lin-
güístico real de la expresión "adicionales particulares" contenida
en dicho ordenamiento, y de la intención del legislador, que quiso
dar al vocal de Corte provincial todo lo que como retribución per-
cibe el nacional. Finalmente consideró irrelevante el estado de ne-
cesidad invocado por la demandada, frente a la supremacía que en
orden a nuestro sistema legal adquiere al principio constitucional
de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces.

II

Señalo en primer término, que en orden a los fundamentos
que expondré en el punto IV, in fine, de mi dictamen, la solüción
de la causa no depende en forma directa de la interpretación que
se confiera al artículo 96 de la Constitución Nacional y de su símil
el arto 117 de la Constitución local, vinculado a la intangibilidad
de los sueldos de los magistrados. Siendo ello así, y encontrándose
en debate las retribuciones que corresponden a jueces que se de-
sempeñan en jurisdicción distinta a la del suscripto, no me con-
sidero comprendido en las causales de excusación enumeradas por
los artículos 17, inciso 2':', y 30 del Código Procesal civii y Cómer-
cial de la Nación. Procederé, por tanto, a emitir dictamen respecto
de las cuestiones traídas a esta instancia extraordinaria.

!II

Se agravia la provincia apelante por la arbitrariedad en que
incurre la sentencia impugnada y la gravedad institucional que atri-
buye a sus efectos.' A mi modo de ver aquellas protestas compren-
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den dos cuestiones fundamentales: a) las procesales, relativas a la
integración del tribunal a quo, y a las anormalidades que atribuye
a los trámites de excusación y recusación de sus integrantes; y
b) las vinculadas al ~erecho público local, por defectos en la inter-
pretación de leyes provinciales que determinan la retribución de
los magistrados de esa demarcación.

La primera de ellas, impone en mi opinión, señalar, que los
agravios referentes a la integración del tribunal de la causa no,
plantean cuestión federal que dé lugar a recurso extraordinario
(Fallos: 290: 336, 294: 323), por remitir al análisis de normas de de-
recho común procesal local, ajenas a la vía prevista por el arto 14.
.de la ley 48 (Fallos: 288:221; 291:575; 293:610; 297:70; 302:221,
1332; 304: 703), máxime cuando las cuestiones sobre el particular
han sido resueltas con fundamentos suficientes que, al margen de.
su acierto o error, descartan la viabilidad de la tacha de arbitra-
riedad articulada.

Advierto que en el caso la recurrente no hace referencia a que
fue efectivamente notificada de la resolución de fs. 166/167 por la
cual, al desestimarse los incidentes de inhibitoria y recusación con
causa promovidos por dicha parte (v. fs. 168/169), quedó integrado
en definitiva el tribunal que entendería en este proceso, sin que
planteara en esa oportunidad cuestión alguna a ese respecto. En
tales condiciones, concluyo, que el recurso extraordinario intentado
deviene improcedente pues al no haber mediado mantenimiento de
la cuestión federal durante el curso del proceso debe interpretarse
que se ha hecho abandono de ella (Fallos: 290: 336; 302: 219, 1203).

A lo puntualizado no obsta la invocada existencia de un su-
P1!esto de gravedad institucional, en tanto la provincia apelante
no demuestra que la intervención de la Corte, no tuviera otro al-
cance que el de remediar eventualmente los intereses de su parte
(Fallos: 302:221).

En tales condiciones además, la reiteradón de la cuestión re-
cién en el recurso extraordinario traído con relación a la sentencia
definitiva recaída en el juicio, torna a mi modo de ver, aplicable



1354 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

.al caso, la reiterada jurisprudencia de este Tribunal que tiene esta-
blecido que la recusación de los jueces de la Corte luego de la
sentencia, es inadmisible y debe rechazarse de plano (Fallos:: 291:
80; 293:467).

IV

Por otra parte, y en relación a la segunda materia reseñada,
debo señalar que la apelante propone el tema desde distintas pers-
pectivas. Una de ellas, la vinculada a la configuración de una coli-
sión entre normas nacionales -ley 23.199, decreto 410/84 y Acor-
dada de este Tribunal N? 38/85-, que prevén un adicional por
compensación funcional, y disposiciones locales -ley 5663 de la
provincia de Tucumán- que lo prohíben con resolución favorable
.a las leyes nacionales.

Debo indicar preliminarmente, que esta cuestión, no fue intro-
ducida en forma específica en la primera oportunidad posible en
.el curso del procedimiento, este es al contestar la demanda a fs.
78/22. Por tanto, no puede considerarse cumplido dicho requisito
con la mera reserva del caso federal formulada a fojas 80 vta. ni
con la contradictoria manifestación de fs. 80 en el sentido que "las
disposiciones nacionales mencionadas ut supra no rigen en sus nor-
mativas en el orden local, y sólo valen en cuanto se las emplean
como parámetro para la fijación de las remuneraciones totales ... "
(Fallos: 298:321; 301:729; 300:522; 302:915; 1203).

Advierto además, que los temas debatidos en la litis han sido
resueltos por la Suprema Corte de la ProvIncia de Tucumán con
fundamento en la interpretación que formula de la ley local 5663,
y que su constitucionalidad no ha sido impugnada por la provincia
recurrente. En tales condiciones, a mi modo de ver, ha ejercitado
al hacerlo el a. qua atribuciones exclusivas y propias de los tribu-
nales de provincia como son. las relativas a la hermenéutica de
leyes de derecho público local en los casos sometidos a su juris-
dicción (arts. 67, inc. 11, y 100 de la Constitución Nacional y 15
~e la ley 48).
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En tales condiciones, la cuestión federal consistente en un
eventual desconocimiento de las autonomías provinciales -aspecto
no individualizado, 'pero que tácitamente se infiere de la presen-
tación en recurso- por aplicación de normas nacionales en des,me-
dro de otras provinciales, no aparece configurada en el caso.

No puedo dejar de señalar que la r~ferida ley local 5663 dis-
pone en su artículo primero una equiparación salarial entre los
vocales de la Corte Suprema de Justicia de la provincia y los minis-
tr.os de igual cuerpo nacional. Así la aplicación de las normas que
rigen las retribuciones de este Tribunal, se imponía por remisión
de aquel cuerpo legal provincial. Con ello no se alteró entonces
la naturaleza del derecho público local, sino que aquellas normas
'nacionales se incorporaron al mismo por decisión de las autorida-
des provinciales, y dentro de las facultades a ellas reservadas (arts.
104 y 105, Y concordantes de la Constitución Nacional).

Advierto finalmente a este respecto, que en el caso no se en-
,cuentra controvertida por la apelante la inteligencia que la Corte
local atribuye a las referidas normas nacionales y' acordadas de este
Tribunal que determinan el régimen salarial de los magistrados
federales. Desde esta perspectiva entonces, tampoco se advierte la
configuración de cuestión federal 'que habilite la vía del arto 14 de
la ley 48 (Fallos: 189:230; 191:175; 194:122).

Por todo lo expuesto es mi opinión, que la invocación por la
,apelante de normas de la, Constitución Nacional, no autoriza el re-
curso extraordinario en cuanto éstas no tienen una relación directa
e inmediata con la cuestión central resuelta por el tribunal, de cuya
sentencia se recurre, de tal I?anera, que la solución de la causa
.dependa de la interpretación que se dé a la cláusula cuestionada.

v

En cuanto al segundo agravio de la recurrente relativo al dog-
matismo del pronunciamiento atacado en orden a la hermenéutica
que formula el a qua de las normas locales reseñadas, adquiere en
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mi parecer plena relevancia el reiterado principio jurisprudencial
sentado por esta Corte, en el sentido que la interpretación formu-
lada por tribunales locales de leyes correspondientes al derecho
local es materia ajena a la instancia extraordinaria (Fallos: 285:
920; 289:336, 357; 291:179, 212; 293:535'; 295:737; 297:410, entre
otros), máxime cuando no ha mediado planteo de inconstitucio-
nalidad referente a la disposición legal aplicada (Fallos: 302: 1142).

A mi modo de ver, no se encuentra demostrado por una parte,
que el tribunal local efectúe exclusivamente una interpretación lin-
güística de la norma, cuando también tiene en cuenta la finalidád
perseguida por el legislador con su dictado y de otra, que tampoco
se ve acreditado con claridad .el aserto del apelante, relativo a que
la dinámica adoptada por el máximo tribunal local concluya en un
absurdo jurídic<;>y consiguiente desigualdad, consistente en que un
funcionario judicial provincial sin título, perciba mayores emolu-
mentos que un agente de igual condición y jerarquía en el orden
nacional, aunque éste lo tuviese.

Finalmente el alcance atribuido a la expreslOn "adicionales
particulares", en orden a los fundamentos precedentemente reseña-
dos, importó adoptar un método para interpretar una ley local, que
de ningún modo configura la existencia de la gravedad institucional
invocada por el recurrente, que autorice apartarse de la regla que
afirma que tal materia es ajena a la instancia ext.caordinaria (Fa-
llos: 300: 1301).

Por todo lo expuesto, proplClO se desestime la queja. Buenos.
Aires, 9 de junio de 1986. José Osvaldo Casas.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 26 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la deman-
dada en la causa Ruiz Vargas, Carlos Francisco y otros e/Gobierno
de la Provincia de Tucumán", para decidir sobre su procedencia.
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Que la Corte Suprema de Justicia de la Provincia de Tucumán,
después de desestimar a fs. 166/167 la solicitud de inhibitoria y
el planteo de recusación con causa a integrantes de ese tribunal,
hizo lugar a la acción de amparo promovida por los magistrados
actores y condenó al gobierno provincial al pago de las sumas que
reclamaron por falta de adecuación del monto de sus retribucio-
nes a las previsiones de las leyes provinciales Nos. 5578 y 5663,
ley nacional 23.199 y acordada 38/85 de este Tribunal. Contra tal
pronunciamiento el demandado interpuso el recurso extraordinario
cuya denegación motiva la presente queja.

Que los agravios del recurrente han merecido adecuada respues-
ta en el dictamen que antecede a cuyos fundamentos corresponde
remitirse por razones de brevedad.

Por ello, de acuerdo con lo dictaminado por el señor Procurador
Fiscal, se desestima la queja.

JosÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT (en disi-
dencia) _ ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

(en disidencia) - JORGE ANTONIO BACQUÉ.

DISIDENCIA DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON CARLOS S. FAYT

y DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

Considerando:

1'?) Que la Corte Suprema de Justicia de la Provincia de Tucu-
mán luego de desestimar a fs. 166/167 la solicitud de inhibitoria y
el planteo de recusación con causa a integrantes de ese tribunal,
hizo lugar a la acción de amparo promovida por los magistrados
actores y condenó al gobierno provincial al pago de las sumas que
reclamaron por falta de adecuación del monto de sus retribuciones
.a las previsiones de las leyes provinciales N'? 5578 Y 5663, ley nacio-
nal 23.199 y acordada 38/85 de este Tribunal.
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¡ '1
29) Que contra tal pronunciamiento el demandado interpuso el

recurso extraordinario. cuya denegación motiva la presente queja.
Sus agravios se dirigen en realidad, contra dos resoluciones distin-
tas: a) la sentencia inter1ocutoria del 25 de octubre de 1985, que
.rechazó el pedido de inhibitoria y la recusación subsidiaria quedando
en consecuencia integrado el túbunal con los jueces que diCtaron
el fallo y b) la sentencia definitiva d~l 29 de noviembre de 1985.

39) Que las impugnaciones vinculadas con el carácter objetivo
de las causales de recusación invocadas, el vencimiento del término
para recusar a los jueces de la causa y la facultad de éstos para
resolver sobre la procedencia de este tipo de planteos, remiten al
examen de temas de hecho y derecho procesal, ajenos en principio
y por su naturaleza, ala vía del artículo 14 de la ley 48, que han sido.
resueltos con suficientes fundamentos que exclu~en la tacha de arbi-
trariedad (Fallos: 300:1019; 301:489; 302:1018, 1332; 305:2261; cau-
sas B. 12.xX "Broggi Carranza, Antonio C. e/Colegio de Abogados
de Villa María s/amparo"; B.138.XX "Barrionuevo, Ricardo César
e/Instituto Provincial de Previsión Social (Catamarca) s/acción de
amparo" y V.109.XX "Volante, Norberto José e/Secretaría de Salud
Pública", falladas el 3 de julio de 1984, 25 de setiembre de. 19'84y
26 de febrero de 1985, respectivamente. Por lo demás -tal como lo
señala el señor Procurador Fiscal- el recurrente no cue¡;tionó opor-
tunamente la inter1ocutoria de fs. 166/167 !ilanteniendo la cuestión
que como federal intenta someter a conocimiento de esta Corte.

49) Que, respecto de la cuestión de fondo, el recurrente sostiene
que resulta capricho$a la inteligencia de las normas que rigen las
retribuciones de los magistrados y funcionarios provinciales, que
lleva a incorporar por vía interpretativa adicionales partiCulares ex-
presamente excluidos por la ley 5663, cuyo artículo 19 prevé: "Los
vocales de la Corte Suprema de Justicia de la Provincia, percibirán
las mismas remuneraciones establecidas por todo concepto para el
juez de la Corte de Justicia de la Nación, excluidos los adicionales.
partiCulares" .

59) Que el a quo sostuvo que el disenso central entre las partes
se planteó de la siguiente forma: "mientras la actora sostiene que la.
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remuneración total a que son acreedores los señores magistrados en
virtud de la ley provincial N'?5663 Yconcordante s, ley nacional 23.199.
y Acordada de la Corte Suprema de Justicia de la Nación N'? 38/85 .
asciende a australes mil dieciséis, la accionada entiende que lo pre-
ceptuado por la ley 5663, excluye expresamente los adicionales par-
ticulares, .'siendo tal el caso de la compensación funcional' (fs. 79
vta.), o sea que la remuneración total que se debe tener en cuenta
para respetar la intangibilidad de las compensaciones de los se-
ñores jueces, es la suma de a1,1strales ochocientos trece con treinta
y ocho centavos".

6'?) Que luego de argumentar sobre "la relatividad de los con-
ceptos de particular y general según se lo mire hacia adentro (in-
clusivo) o hacia afuera (excluyente) de la parte a que se refiere",
concluyó que "la compensación funcional (25%) fijada par la Acor-
dada 38/85 es general a todos los que se encuentran en la misma
situación". De ello dedujo que si el Vocal de la Corte provincial
cumple con los requisitos exigidos para otorgar el adicional -título
profesional e incompatibilidad- decir que está excluido de la com-
pensación funcional sería absurdo y contrario al principio consti-
tucional de igual retribución por igual tarea que quiso ser plasmado
en la ley provincial 5663. Agregó que tales consideraciones resul-
taban también aplicables a los magistrados actores afectados por
la misma incompatibilidad.

79) Que el razonamiento del a qua carece del debido sustento
pues se ha omitido efectuar una conceptuación jurídica clara de 10
que es un "adicional general" y un "adicional particular" en ma-
teria de retribuciones de magistrados y funcionarios judiciales pro-
vinciales, la que resultaba necesaria en atención a la forma en que
se trabó la litis. La dificultad que se advierte por la relatividad de
los significados según el punto de referencia, no justifica la con-
clusión de que la compensación funcional de acuerdo con los con-
siderandos respectivos de la Acordada 38/85 es general para todos
los que se encuentran en la misma situación.

89) Que, por otra parte, cabe señalar que la Acordada 38/85
establece una clara distinción entre lo que se considera remune-
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ración total mensual de los miembros de esta Corte y el suplemen-
to adicional establecido para magistrados y funcionarios de la jus-
ticia micional que tiende a subsanar la situación de incompatibili-
dad absoluta a la que, en virtud de las disposiciones del decreto-
.ley 1285/58 (art. 9 ref. ley 21.341 y arto 8 R.J.N.), se hallan some-
tidos los que se encuentran en actividad. No corresponde el pago
del suplemento a aquellos funcionarios respecto de quienes no ri-
gen en plenitud las incompatibilidades. que estatuye el artículo 8':' del
Reglamento por estar autorizados para ejercer sus profesiones, de-
sempeñar otros empleos o realizar actividades lucrativas.

9':') Que sólo corresponde el suplemento a aquellos magistrados
y funcionarios nacionales que posean los títulos a que se refiere el
decreto 4107/84 además de la incompatibilidad absoluta señalada,
lo que evidencia que los requisitos exigidos para su otorgamiento
están relacionados con- determinadas condiciones personales del
sujeto y mayores exigencias de la función desempeñada. Cabe agre-
.gar que en la ley 23.199 se establece expresamente la exclusión de
este adicional Ha los fines de la aplicación de las escalas porcentua-
les de la ley de facto N,:,22.969".

10) Que, en tales condiciones, corresponde dejar sin efecto la
.sentencia haciendo excepción a la reiterada doctrina' de esta Corte
<¡ue considera materia ajena a la instancia extraordinaria lo .atinente
.a la interpretación de las leyes locales efectuada por los jueces
de la causa.

Por ello, se hace lugar a la queja, se declara procedente el re-
.curso extraordinario y, por no ser necesaria mayor sustanciación,
se deja sin efecto la sentencia apelada. Vuelvan Jos autos al tribu-
nal de origen a fin de que por quien corresponda se dicte nuevo
fallo.

CARLOS S. FAYT ~ ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI.
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideración de
extremos conducentes.

Corresponde descalificar la resolución que, habiéndose omitido inicial-
mente regular honorarios al síndico ad hoc y a su' letrado, incluyó sus
emolumentos en el quantum establecido para remunerar al síndico
titular, fijándolos en sumas que representan el 1,53% Y 0,30% respec-
tivamente de lo regulado a éste, evaluando sólo el informe individual
de los créditos entre las fallidas, sin apreciar la magnitud de los inte-
reses patrimoniales involucrados, la complejidad de la tarea y el re-
sultado patrimonial obtenido mediante la actividad de aquéllos, no
guardando el quantum de los emolumentos. proporción con las tareas
.efectuadas por ambos síndicos que, aunque de alcance limitada la del
.ad 1toc, fueron de similar naturaleza y calidad (1)

JORGE 4.NDRE~ NEVILLE v. BANCO POPULAR ARGENTINO S.A.

DERECHOS ADQUIRIDOS.

No existe un derecho adquirido al mantenimiento de las leyes o regla-
mentos ni a su inalterabilidad.

CONSTITUClON NACIONAL: Derechos y garantías. Igualdad.

No cabe recurrir ~ la garantía del arto 16 de la Constitución Nacional
con mi.ras a extender beneficios no generales ..

.CONSTITUClON NACIONAL: Derechos y garantías. Igualdad.

La garantía de la igualdad ante la ley radica en consagrar un trato
legal igualitario a quienes se hallan en una razonable igualdad de cir-
cunstancias (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi) .

.(1) 25 de agosto
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CONSTITUClON NACIONAL: Derechos y garantías. Igualdad.

El propósito de nuestra Ley Fundamental no es un igualitarismo abso.
luto que se pierde por el camino de lo injusto al uniformar. a los.
hombres, cerrando los ojos ante sus evidentes desemejanzas (Voto del
Dr. Enrique Santiago Petracchi).

CONSTITUClON NACIONAL: Derechos y garantías. Igualdad.

La igualdad a la que nuestra Ley FlJndamental se endereza, es la que
se detiene en .las diferencias con el propósito de que las normas las
recojan, y, armonizándolas, provean al afianzamiento de la justicia y
a la consecución del bien común dentro de una sociedad pluralista
(Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

CONStITUClON NACIONAL: Derechos y garantías. Igualdad.

El inexcusable ajuste que las disposiciones legales han de guardar a la
garantía de la igualdad ante la ley, pide a quienes han de dictarlas que,
en palabras de acendrado origen, unan lo que se debe unir y dividan lo
que se debe dividí.r (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

CONSTITUClON NACIONAL: Derechos y garantías. Igualdad.

Frente a circunstancias disímiles, nada impide un trato también diverso
(Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Igualdad.
I

En la clasificación de las personas que realicen las normas, han de ser
puestas bajo la misma regla a quienes se encuentren en circunstancias
sustancialmente similares, pero deben aplicarse leyes distintas a quie-
nes se hallen en circunst¡mcias sustancialmente disímiles (Voto del Dr.
Enrique Santiago Petracchi).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Igualdad.

La verdadera igualdad consiste en aplicar en las causas ocurrentes
la ley según las diferencias constitutivas de ellas (Voto del Dr. Enrique
Santiago Petracchi).

CONSTITUCIQN NACIONAL: Derechos y garantías.. Igualdad.

La conveniencia de que la naturaleza y medida de la defensa reconocida
a los trabajadores pueda establecerse en normas uniformes o la impo-
sibilidad de que ello se consiga porque las. peculiaridades de la activi-
dad laboral 'no permiten esa unidad, constituyen enfoques cuya des-
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ventaj:l o acierto escapa a la consideración de los magistrados. La ga-
rantía del arto 16 de la Constitución Nacional entrega a la prudencia
y sabiduría del Poder Legislativo uná amplia libertad para ordenar y
agrupar, distinguiendo y clasificando los objetos de la legislació~ (Voto
del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

CONSTITUCION NACI9NAL: Derechos y garantías. Igualdad.

La vali::lez constitucional de las catalogaciones de los objetos de la le-
gislación se halla subordinada a que emanen de causas objetivas o
razones substanciales, a efectos de que resulte excluída toda disparidad
o asimilación injustas, a las que conducirían criterios arbitrarios, cie'~
indebido favor o disfavor, privilegio o inferioridad personal o de clase,
o de ilegítima persecución (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

I

RAZONABILlDAD DF LA LEY.

La razonabilidad óe las leyes depende de su arreglo a los fines que
requiere su establ('cimiento y de la ausencia de iniquidad manifiesta
(Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

EMPLEADOS BANCARIOS

La ubicación de los empleados de bancos privados en el sistema de
estabilid:ld previsto por el Régimen' de Contrato de Trabajo, operada
por la ley 22.425, o la diferenciación adoptada por lás que aquélla de-
rogó -12.637 y 18.598- configuran una alternativa de respuesta opina-
ble y, por ende, no justiciable a la luz del arto 16 de. la Constitución
Nacional (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

PODER JUDICIAL.

El acierto o error, el mérito o la conveniencia de las soluciones legis-
lativas, no son puntos sobre los que al Poder Judicial quepa pronun-
ciarse. Sólo casos que trascienden ese ámbito de apreciación para in-
ternarse en el campo de lo irrazonable, inicuo o arbitrario habilitan
la intervención de los jueces (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

EMPLEADOS BANCARIOS.

Que el Régimen de Contrato de Trabajo pueda facilitar a los bancos
privados el ejercicio de la facultad resolutoria del contrato de trabajo,
dada ~u potencia patrimonial evidenciará que la ubicación de los em-
pleados de bancos privacos en el sistema .de estabilidad previsto por
ese régimen, sancionada por la ley 22.425, es un equívoco de la política
legislativa, pero no un desapego de la norma a los fines que demanda
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SU institución -garantía contra el despido arbitrario- o una iniquidad
palmaria, lo que originaría su irrazonabilidad y, sólo entonces, la com-
petencia de los estrados judiciales para inter~enir en el entuerto (Voto
del Dr. Enrique "antiago Petracchi).

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

Contra la sentencia de la Sala Primera de la Cámara Nacional
de Apelaciones del Trabajo, que rechazó la demanda de nulidad de
despido, reincorporación y cobro de pesos interpuesta por un ex
agente bancario, este último interpuso el recurso extraordinario de
fs. 126/140 de los autos principales, cuya denegatoria dip lugar a
la presentación directa en análisis.

El actor había basado su reclamo en las disposiciones de la
ley 12.637 y su modificatoria 18.598. Sostuvo, en efecto, que el régi-
men de estabilidad en ellas regulado debía privar sobre el que de-
termina la ley 22.425, cuya declaración de inconstitucionalidad pos-
tuló en el sub lite.

A su vez, la Cámara entendió que la norma mencionada en últi-
mo término no afectaba ningún derecho adquirido por parte del
trabajador, quien contaba tan solo con una expectativa durante la
vigencia del régimen anterior de estabilidad, que fue derogado antes
de producirse el distracto.

Contra dicha resolución se alza el actor, quien sostiene que el
fallo es arbitrario, en esencia porque no se atendieron sus planteo s
vinculados a la invalidez de la ley a raíz de la colisión de .sus nor-
mas con el principio protectorio del derecho del trabajó. y la pro-
tección contra el despido arbitrario, a los cuales asigna rango cons-
titucional.

A mi modo de ver, la protesta no debe ser atendida.

Destaco, en primer lugar, que la actora abandonó -según sus
propias manifestaciones (con£. fs. 128/128 vta.) y falta de agravio
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concreto en el recurso- su planteo referido a la violación de la
garantía de propiedad sobre la base de la existencia de un dere-
cho adquirido al régimen de las leyes 12.637y 18.958.

Las impugnaciones contenidas en la apelación se apoyan, bási-
camente, en la afectación de los principios aludidos supra y en la
omisión de tratamiento por parte del a qua de los planteos a ello
vinculados.

Corresponde, pues, analizar si cabe asignar a esta actitud del
tribunal el alcance de una denegatoria implícita. Me inclino por la
negativa. Advierto, en efecto, que el fallo expresa al respecto que
el planteo de inconstitucionalidad basado en dichos principios,. en
relación con las condiciones particulares en que se desarrolla el
trabajo bancario y las especiales características de quien resulta
el empleador, debía ser rechazado porque la cuestión era ajena a
los términos en que se había trabado la litis. Una atenta lectura
de la demanda me lleva a la conclusión de que, a contrario de lo
que afirma el apelante, esa afirmación del tribunal no es el resul.
tado de un irrazonable análisis de los términos de aquélla y de los
puntos allí propuestos.. Opino, en consecuencia, que no cabe apar-
tarse, al respecto del principio general de reiterados precedentes de
V.E., conforme a cuyos términos lo atinente a la forma comoha
quedado trabada la litis y al alcance de las peticiones de las partes
es materia privativa de los jueces de la causa y ajena al remedio
del artículo, 14, de la ley 48 (Fallos: 270:22; 273:358;276:299;279:
322; 283:440y muchos otros).

En tales condiciones, considero que no existe relación directa
entre lo resuelto y las garantías constitucionales que se dicen con-
culcadas, por lo que corresponde, a mi juicio, desestimar esta pre-
sentación directa. Buenos Aires, 19 de mayo de 1986.Juan Octavia
Gauna.
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.FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 26 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Jorge Andrés
Neville en la causa Neville, Jorge Andrés c/Banco Popular Argen-
tino, S.A.", para decidir sobre su procedencia.

I
Considerando:

1?) Que la actora interpone esta queja por habérsele denegado
el recurso extraordinario deducido contra el fallo de la Sala 1 de
la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, que rechazó la de-
manda por no considerar inconstitucional a.la ley 22.425, en cuanto
modificó la estabilidad de los empleados de entidades bancarias
privadas (leyes 12.637 y 18.598), haciéndoles aplicable el Régimen
de Contrato de Trabajo (leyes 20.744 y 21.297).

2?) Que por las razones dadas por el señor Procurador General
en su dictamen y por esta Corte al resolver una cuestión sustancial-
mente análoga a la presente en los autos: L.56-XX, "López, Esther

, Norma c/La Unión, Coop. de Seguros Ltda.", sentencia del 24 de
octubre de 1985, cuyos términos se dan por reproducidos en razón
de brevedad, corresponde rechazar esta presentación directa.

3?) Que a ello cabe agregar la doctrina de esta Corte, señalada
por el a quo, conforme a la cual no existe un derecho adq~itido al
mantenimiento de las leyes o reglamentos ni a su inalterabilidad
(Fallos: 267:247; 268:228; causa D.428-XX, "Dellutri, Carlos Salva-
dor e/Banco de la Provincia de Santa Cruz", del 4 de diciembre
de 1984), así como que no cabe recurrir a la garantía del artículo 16
de la Constitución Nacional con miras a extender beneficios no ge-
nerales (confr. Fallos: 236:334; 237:334; 300:869 y sus citas) .

.Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por el señor
Procurador General, se desestima la queja.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT

- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI (según su
voto) -:.. JORGE ANTONIO BACQUÉ.
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VOTO DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

Considerando:

1?) Que la actora interpone esta queja por habérsele denegado
el recurso extraordinario deducido contra el fallo de la Sala 1 de
la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, que re.chazó la de-
manda por no considerar inconstitucional a la ley 22.425,en cuanto
modificó la estabilidad de los empleados de entidades bancarias
privadas (leyes 12.637y 18.598),haciéndoles aplicable el Régimen
de Contrato de Trabajo (leyes 20.744y 21.297).

2?) Que los agravios no parecen vincularse con. los motivos da-
dos por.el a quo. Por otro lado, de hallarse éstos en juego, se reite-
rarían problemas intrínsecamente análogos a los que fueron exa-
minados por esta Corte, en la sentencia del 4 de diciembre de 1985,
in re: D.428-XX,"Dellutri, ü~.rlos Salvador c/Banco Provincia de
Santa Cruz s/laboral", a la que correspondería remitir en mérito a
la brevedad.

Esto es así, por cuanto si bien la entonces impugnada era la
ley 1401de la citada provincia, ella es similar, en lo que interesa
a la ley 22.425.

3?) Que la objetada es, pues, la norma nacional' por violar las
garantías de igualdad ante la ley -al asimilar tales empleados a
otros que no serían sus iguales y sobre la base del sis~ema de me-
nor amparo- y de protección contra el despido arbitrario (arts. 16,
14 bis y 28, de la Constitución Nacional).

4?) Que el primer' planteo hace necesario asentar, inicialmente,
una premisa decisiva para su correcto esclarecimiento, cual es que,
como en todo tiempo fue interpretada por el Tribunal, la garantía
de la igualdad ante la ley radica en consagrar u'n trato legal iguali-
tario a quienes se hallan en una razonable igualdad de circunstan.
cias (Fallos,: 7:118; 95:327; 117:22; 123:106; 126:280; 127:167; 132:
198; 137:105; 138:313; 143:379; 149:417; 151:359; 182:355; 199:268;
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270:374; 286:97; 300:1084; sentencias del 3 de abril y 18 de octubre
de 1984, in re: T.162-XIX, "Trerotola, Miguel y ,otros s/homicidio
calificado (víctima: Raúl Valverde) ", y D.290-XIX, "Dardanelli de
Cowper, Ana Inés Marta clAerolíneas Argentinas, S.A:~, respectiva-
mente, entre muchos otros).

Esta doctrina encuentra sustento en el hecho de que el propó-
sito de nuestra Ley Fundamental no es un igualitarismo absohito
que se pierde por el camino de lo injusto al uniformar a los hom-
bres, cerrando los ojos ante sus evidentes desemejanzas. Por el con-
trario, la igualdad a la que ella se endereza, es la que se detiene en
las diferencias con el propósito de que las normas las recojan, y,
armonizándolas, provean al afianzamiento de la justicia y a la con-
secución del bien común dentro de una sociedad pluralista.

S'?) Que, en consecuencia, el mandamiento constitucional de que
la ley ha de ser pareja para quienes se encuentren en la situación
de igualdad mencionada, afirma, al unísono, que aquélla ha de ser
no igual respecto de quienes no comparten un mismo estado. De
ahí que, el inexcusable ajuste que las disposicione~ legales han de
guardar a esa garantía, pide a quienes han de dictarlas que, en pala-
bras de acendrado origen, unan lo que se debe unir y dividan lo que
se debe dividir.

Es así que, en reiteradas decisiones, se ha resuelto que frente a.
circunstancias disímiles nada impide un trato también diverso (sen-
tencia del 3 de abril de 1984, in re: T.162-XIX, "Trerotola, Miguel y
otros s/homicidio calificado (víctima: Raúl Valverde)" -cit.-, y'
las allí indicadas).

6'?) Que, en este plano de ideas, es oportuno recordar la adver-.
tencia efectuada hace ya siglos, acerca de que, en términos de la
llamada justicia distributiva, "si las personas no son iguales, no ten-
drán partes iguales, de lo contrario vienen las disputas y reclama-
ciones, cuando los que son iguales no tienen o reciben partes igua-.
les, o los que no son iguale~ tienen y reciben partes iguales" (Aris-.
tóteles, "Etica a Nicómaco", 1131 a 22/25). El ejemplo brindado por
Santo Tomás, en su comentario al pasaje transcripto, es asaz elo-.

/'
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cuente: si a los que trabajan en forma desigual se les da un salario.
igual, o a los que lo hacen en forma igual se les otorga uno desigual,
se ve menospreciada la razón de justicia que, en el caso, exige cierta
igualdad de proporción ("In decem libros Ethicorum Aristotelis ad
Nicomachum Expositio", Marietti ed., Turín, 1964, Libro V, lección
IV, N'? 935, p. 256).

7'?) Que a conclusiones eqliivalente~ se ha llegado, a partir de
tempranos precedentes de la Corte Suprema de los Estados Unidos
("Yick Wo v. Hopkins", 118 U.S. 356, 369; "Connolly v. Union Sewer
Pipe Co.", 184 U.S. 540, 559; "German Alliance Ins. Co. v. Hale",
219 U.S. 400, 412), en punto a la Enmienda XlV. de la Carta Magna
de esa nación. Así, se ha manifestado que en la clasificación de las
personas que realicen las normas, han de ser puestas bajo la misma
regl.a a quienes se encuentren en circunstancias sustancialmente si-
inilares, pero deben aplicarse leyes distintas a quienes se hallen en
circunstancias sustancialmente disímiles (Charles K. Burdick, "The
Law of the American Constitution", G. P. Putnam's Sons, New York
and London, 1922, N'? 279, p. 593).

8'?) Que guarda concordancia con la orientación desarrollada,
la expuesta por el Tribunal, en el sentido de que la verdadera igual-
dad consiste en aplicar en las causas ocurrentes la ley según las
diferencias constitutivas de ellas (Fallos: 7: 118; 101:401; 123:106;
126:280; 153:67 y 130, entre otros; asimismo: Joaquín V. González,
"Manual de la Constitución Argentina", Angel Estrada y Cía., Bue-
nos Aires, 1897, N'? 107, p. 119).

9'?) Que aclarada la admisibilidad del cuestionamiento, cabe juz-
gar si la ubicación de los empleados de bancos privados en el sis-
tema de estabilidad previsto en el Régimen de Contrato de Trabajo,
menoscaba la garantía invocada.

10) Que la conveniencia de que la naturaleza y medida de lá
defensa reconocida a los trabajadores pueda establecerse en nor-
mas uniformes o la imposibilidad de que ello se consiga porque las..
peculiaridades de la actividad laboral no permiten esa unidad, cons-
tituyen enfoques cuya desventaja o acierto escapa a la considera-
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.clOn de los magistrados. La garantía del arto 16 cit., por lo que se
ha señalado, entrega a la prudencia y sabiduría del Poder Legisla-
tivo una amplia libertad para ordenar y agrupar, distinguiendo y
clas'ificando los objetos de la legislación (Fallos: 182:355; 236:168;
238:60; 251:21, 53; 263:545; 264:185; 282:230; 286:187; 288:275; 289:
197; 290:245, 356; 292:160; 294:119; 295:585; 301:1185; sentencia del
18 de octubre de 1984, in re: D.290-XIX, "Dard~melli de Cowper, Ana
Inés Marta c/ Aerolíneas Argentinas, S.A." -cit.- Y otras).

Empero, la validez constitucional de esas catalogaciones se ha-
lla subordinada a que emanen de causas objetivas o razones subs-
tanciales, a efectos de que resulte excluida toda disparidad o asi-
milación injustas, a las que conducirían criterios arbitrarios, de in-
debido favor o disfavor, privilegio o inferioridad personal o de cla-
se, o de ilegítima persecución (Fallos: 181:203; 182:355; 199:268;
238:60; 246:70,350; 247:414; 249:596; 254:204; 263:545; 264:185; 286:
166, 187; 288:224, 275, 325; 289:19~; 294:119, 343; 295:138, 455, 563,
585; 298:286; 299:146, 181; 300:1049, 1087; 301:1185; 302:192, 457;
sentencias del 3 de abril, 18 de octubre y 4 de diciembre de 1984;
in re: T.162-XIX, "Trerotola, Miguel y otros s/homicidio calificado
(víctima: Raúl Valverde)" -cit.-; D.290-XIX, "Dardanelli de Cow-
per, Ana Inés Marta c/ Aerolíneas Argentinas, S.A." -cit.-, y 0.10.
XIX, "O'Gorman,' Jorge Edgardo s/jubilación", respectivamente, en-
tre muchas otras).

A su vez, la razonabilidad de las leyes depende de su arreglo a
los fines que requiere su establecimiento y de la ausencia de ini-
quidad manifiesta (Fallos: 253:478; 262:205; 263:460; 290:245, con-
sido 8':'; sentencia del 18 de octubre de 1'984,in re: D.290-XIX, "Dar-
danelli de Cowper, Ana Inés Marta c/ Aerolíneas Argentinas, S.A."
-cit.- y otras).

11) Que, de acuerdo con todo ello, la apelante no ha demostrado
.categóricamente que el status jurídico al que ahora es merecedora
traduzca alguno de los supuestos extremos que tornarían justificado
el reproche sub examine. La capacidad económica de los empleado-
res -bancos privados- y las singulares cualidades y deberes ati-
nentes a los trabajadores de ese sector, esgrimidas por di~ha parte,
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.aun en la hipótesis de su objetividad, no se exhiben como datos de
relieve suficiente para impugnar en el grado imprescindible el enca.
sillamiento producido. La equiparación operada por la ley 22.425,
o la diferenciación adoptada por las que aquélla derogó -12.637 y
18.598- Y cuyo mantenimiento se pretende, configuran una alterna.
tiva de respuesta opinable y, por ende, no justiciable a la luz del
arto 16 cito (Fallos: 256:235; 258:315; 298:286; 299:181; 300:1049,
1087; 301:1185; 302:192,457 y muchos otros). Cabe reiterar lo ya
especificado, en cuanto a que el acierto o error, el mérito o la co~.
veniencia de las soluciones legislativas, no son puntos sobre los que
-al Poder Judicial quepa pronunciarse. Sólo casos que trascienden
ese ámbito de apreciación, para internarse en el campo de lo irra.
zonable, inicuo o arbitrario habilitan la intervención de los jueces.

12) Que el agravio concerniente a que la ley 22.425 habría alteo
rado la garantía contra el despido arbitrario previsto en el arto 14
bis, lo que la descalificaría según el arto 28, ambos citados, se apoya
.en elementos semejantes a los estudiados en el considerando prece-
.dente, por lo que se vuelve pasible de las reflexiones allí efectuadas.

13) Que el régimen nombrado pueda facilitar a los empleadores
el ejercicio de la facultad resolutoria del contrato de trabajo, dada
su potencia patrimonial, al margen de su posible realidad, eviden-
dará en el mejor de los supuestos para la actora, que la asimila.
ción sancionada es un equívoco de política legislativa (Fallos: 300:
1087), .pero no un desapego de la norma a los fines que demanda
su institución -garantía contra el despido arbitrario- o una ini-
quidad palmaria, lo que originaría su irrazonabilidad y, sólo enton-
ces, la competencia de los estrados judiciales' para intervenir 'en el
entuerto (Fallos: 98:20; 150:89; 171:348; 199:483; 247:121; 250:418;
253:478; 256:241;299:428; 302:457, y los apuntados en el conside-
rando 11, párrafo tercero).

Por ello, habiendo dictaminado el señor Procurador General, se
d.ésestima la queja.

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI.
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BANCO CREDITO PROVINCIAL S.A. V. RECTOR ALFREDO DELNERO y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. Re-
soluciones posteriores a la sentencia definit.iva.

Las resoluciones recaíc;lasen los procesos de ejecución de sentencia no
son susceptibles ele apelación extn~ordinaria, salvo que lo dispuesto
en ellas sea. ajeno al fallo que se ejecute o importe un apartamiento
palmarió de lo resuelto en el mismo. Este último supuesto no ocurre
cuando la desestimaci6n del reajuste de la deuda se compadece con
la parte resolutiva del pronunciamiento, que condenó al pago del
capit¡¡,J con más les intereses compensatorios y punitorios pactados,'
ante lo cual el ejecutante no interpuso en tiempo y forma apropiados
los remedios procesales que estaban a su alcance (1) .

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias.' Principios generales.

La doctrina de la arbitrariedad reviste carácter excepcional, por lo
que requiere un apartarr.J.ento inequívoco' de la solución normativa
previst;\ para el caso, o una decisiva carencia de fundamentación en lo
resuelto, ,sin que autoricen a descalificar el fallo los agravios plan-
teados que sólo trasuntan el mero desacuerdo del apelante con el cri-
terio expuesto por los jueces en materia no federal (2)

EDMUNDO S. RENDLER . BANCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS' AIRES

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por la materia.
Cuestiones penales. Delitos en particular. Defraudación.

El deUto de administración fraudulenta o infiel -arto 173, inc. 7~ del
Código Penal, según texto ley 17.567-, por regla general debe esti-
marse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial
en violación al deber, y en caso de no conocerse ese lugar debe pre-
sumirse que éste se ha llevado a cabo en el domicilio de la adminis-

(1) 2g de agosto. Falles: 297:564.
(2) F.lllos: 299:121; 300:92. 535; 301:970, 972.
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tración, debiendo conocer en su juzgamiento los jueces del lugar donde
se ejecutó aquél o donde se llevaron a cabo las negociaciones enco-
mendadas.

JURlSDICCION y COMPETENCIA: Competencia ordinaria. Por el territorio.
Lugar del delito.

En la administración fraudulenta -por excepClOn- si el, acto infiel o
perjudicial consiste en la rendición de una cuenta falsa para prov<?car
el error del administrado o consumar con ella el perjuicio patrimonial,
será reLevante para establecer la competencia, el lugar donde las cuen-
tas depían rendirse, que -no mediando estipulación expresa- habrá
de ser el domicilio de la administración.

JURlSD1CCION y COMPETENCIA: Competen.cia ordina1'ia. Por el territorio.
Lugar del delito.

Es competente el Juzgado en lo Criminal de Instrucción para conocer
en la causa, donde se imputa a ex directores del Banco de la Provincia
de Buenos Aires haber otorgado el acuerdo para la concesión de prés-
tamos a empI'esas. violando disposiciones internas de la institución ya
que aquéllas se encontraban en crítica situación financiera y patrimó-
nial. Ello es así, toda vez que se trata de un supuesto comprendido en
la regla general por la cual el delito de administración fraudulenta
debe estimarse cometido donde se ejecutó el acto perjudicial en vio-
lación al deber, o de no conocerse éste en el domicilio de la adminis-
tración, y no se encuentra discutido que los préstamos fueron otor-
gados en la sede de la casa central, situada en la Capital Federal.

FALto DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 28 de agosto de 1986.

Autos y Vistos; Considerando:

Que la contienda negativa de competencia se ha trabado entre
el juez a cargo del Juzgado en lo Criminal de Instrucción NI? 15 Y
el titular del Juzgado en lo Penal NI? 7 del Departamento Judicial
de' La Plata, Provincia de Buenos Aires (fs, 10/12, 104/105 Y 109).
En la causa se imputa a ex directores del Banco de la Provincia de
Buenos Aires haber otorgado el acuerdo para la concesión de prés-
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tamos a cuatro empresas que constituirían un UlllCO grupo econó-
mico, violando las disposiciones internas de la institución fijadas
para, tales trámites, y con riesgos para su patrimonio por cuanto
las empresas se encontraban en crítica situación patrimonial y fi.
nanciera (confr. 1/4, 35/42 Y 79/91). La conducta de los miembros
del directorio podría constituir prima jacie el delito de adminis-
tración fraudalenta previsto en el arto 173, inc. 7'.', del Código Penal,
de conformidad con la calificación que respecto de ella efectúa el
juez provincial a fs. 104/105.

Que, por regla general, el delito de adininistración fraudalenta
o infiel -según texto introducido por la ley 17.567- debe estimarse
cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en
violación al deber, y en caso de no conocerse ese lugar debe presu-
mirse que éste se ha llevado a cabo en el domicilio de la adminis-
tración. A ese criterio se refieren los precedentes del Tribunal que
han considerado que debía ser juzgado por los. jueces del lugar
donde se ejecutó el acto perjudicial o donde se llevaron a cabo las.
negociaciones encomendadas (confr. Fallos: 302:1519; 303:1026 y
1453; 306:289, y competencias N'.' 71.XX, "Obarrio, Franklin" y
N'.' 488.XX, "Financiera Adrogué, S.A.", resueltas el 3 de julio de
1984 y 20 de febrer() de 1986, respectivamente). Por excepción,
cuando el acto infiel o perjudicial consista en la rendición de una
cuenta falsa para provocar el error del administrado y consumar
con ella el perjuicio patrimonial, será relevante para establecer la
competencia, el lugar donde las ,cuentas debían rendirse, que no
mediando estipulación expresa habrá de ser el domicilio de la ad.
ministración. En tal caso se aplica la doctrina de esta Corte ela-
borada en torno al texto original del arto 173, inc. 7'.', del Código Pe-
nal (confr. Fallos: 254:106; 275:306 y 366, Y Competencia N'.' 334.
XV, "Carmody, José María", resuelta el 5 de noviembre de 1965").
En razón de ello, toda vez que en esta causa se trata de uno de
los supuestos comprendidos en la regla general y que no se en.
cuentra discutido que el acuerdo para conceder los préstamos men-
cionados en el considerando anterior fue otorgado en la sede de la
casa central del Banco de la Provincia de Buenos Aires, situada en
esta Capital Federal, corresponde continuar en la investigación al
juez de instrucción que previno.
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.Por ello, habiendo dictaminado el señor Procurador General, se-
declara: que' corresponde conocer en esta causa al juez en lo Crimi-
nal de Instrucción a cargo del Juzgado N? 15, a quien 'le será re-
mitida.

JosÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO

- CARLOS S. FAYT - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

- JORGE ANTONIO BACQUÉ.

JOCKEY CLUB DE CONCORDIA v.
ASOCIACION DE CoOP. DE CRIADORES DE CABALLOS S.P.C. y

-HARAS LA FRANCIA S.A.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no fedemles.
Sentencias arb;trarias. ProcedenCIa del recurso. Apartamiento de constancias
de la causa.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que consideró que .la deman-
dada fue mandataria del actor e incurrió en responsabilidad al ad-
quirir un caba1l6 de carrera que resultó inepto para su destino, si tal
relación jurídica 'de mandato no fue invocada 'por el actor y en autos
existen claros elementos de juicio que no la avalan (1~.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideración
de extremos conducentes;

La defectuosa consideración de la prueba, y el apartamiento de los tér-
minos de la litis, sin haber analizado -la excepción de falta de legiti-
mación pa$iva intc rpuesta, es suficiente para descalificar el fallo en
los términos de la doctrina sobre arbitrariedad.

(J) 28 de agosto.
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JOCKEY CLUB DE CONCORDIA v.
ASOCIACION COOPERATIVA DE CRIADORES DE CABALLOS S.P.C. y

HARAS LA FRANCIA S.A.

RECURSO EX.TRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentel1cias arbitrarias. Procedencia del recurso. Valoración de circunstancias
.de hecho y prueba.

Es descalificable el fallo que imputó responsabilidad a un J:.1araspor
sacar a la venta un caballo con una inscripción fácilmente revocable
por el Stud Book, sin ponderar que el haras carece de injerencia en
la identificación y filiación de caballos de sangre pura de carrera, y
que el animal esttlvo durante la subasta con la identificación colgada
al cuello, la cual concuerda con la enunciada en la instrumentaci6n del
contrat'J (1).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios, Cuestiones no federales.
Sentencias arbitral'Ías: Procedencia del recurso. Excesos u omisiones en el
prommciamiento.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que, al revocar la de prime-
ra instancia, omitió tratar la excepción de falta de legitimaci6n activa
opuesta, que el juez de primera instancia, que rechaz6 la demanda, no
había considerado por estimarlo innecesario.

JUAN MILF.VCIC v. SANTA MARIA S.R.L. y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Pncedencia del recurso. Falta de fundamentación su-
ficiente.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que consid~ró a la Dirección
Nacional de Vialidad, obligada solidaria al pago de la deuda laboral de un
contratista privado, pues constituye un fundamento s610 aparente la
pretendida distinc;6n conforme la cual, si bien las disposiciones del
estatuto profesional para el personal de la industria de la construcción
ley 22.250 y de la Ley de Contrato de Trabajo, no se aplican a -los
agentes de la administración pública, existe a cargo de la misma una

(1) 28 de agosto.
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responsabilidad obJicua. en materia laboral y previsional, por el pero
sonal en relación de dependencia de empresarios privados que. desa-
rrollan cometidos delegados por .el 'Estado (1).

MUNICIPALIDAD;lE LA élUDAD DE BUENOS AIRES v. PABLO COUDUN

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la consideración
de extremos rOnducentes. '

Debe de~"alificarse la sentencia que, al concluir que la citación del de-
mandado por medio de la publicación de edictos en el Boletín Oficial
y en el Boletín Municipal se ajustó a las normas procesales y regla-
mentarias aplicables, prescindió de la objeción, fundada en el arto 20
de la ley de expropiaciones n~ 13.264,acerca de la necesidad de que tal
emplazamiento incluya, en todos los casos, la publicación en un diario
"no oRcial" del lugar en que se sigue el juicio.

NOTIFlCAClON.

La invalidez de la notificación por edictos arrastra la de aquellos actos
que son su consecuenciá .

.NULIDAD.

Dado que la invalidez de la notificación por edictos arrastra la de
aquellos actos que son su consecuencia, no son oponibles a la parte
los actos del defensor oficial, pues carecería de título válido para ejer-
cer su n'presentación (art. 174 del Código Procesal Civil y Comercial).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
interpretación de normas locales de procedimientos. Casos varios.

Lo resuelto en materia de nulidades procesales y recaudos de validez
de las notificaciom:.s es de naturaleza procesal y ajeno a la instancia
extrao~dinaria, aunque las normas regulatorias del caso sean federales
(Disidencia del Dr, Carlos S, Fayt).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones 170 federales.
Sentencias arhitrarias. Improcedencia del recurso.

No procede el reC'urso extraordinario contra el fallo que rechazó el
planteo del expropiado tendiente' a que se declarara la nulidad de todo

(1) 28 de agosto,
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lo actuado desde Ja citación por edictos, si la cuestión se ha resuelto
sobre la base de ~rgumentos suficientes que, más allá de su opinabi-
lidad, hastan para sustentarlo como acto jurisdiccional y descartan la
tacha de arbitrariedad (Disidencia del Dr. Carlos S. Fayt).

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 28 de agosto de 1986.

:Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la deman-
dada en la causa Municipalidad de la. Ciudad de Buenos Aires cl
Coudun, Pablo", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1':') Que contra el pronunciamiento de la Sala B de la Cámara:
Nacional de Apelaciones en lo Civil que, al revocar el fallo de la
instancia anterior, no hizo lugar al incidente de nulid~d del proce-
dimiento seguido en un juicio de expropiación desde la citación por
edictos, el expropiado interpuso el recurso extraordinario cuya de-
negación motiva esta presentación directa.

2':') Que si bien el tema referente a la validez de las notificacio-
nes sólo suscita el examen de una cuestión de Índole fáctica y pro-
cesal, propia de. los jueces de la causa y extraña a la instancia del
arto 14, de la ley 48, ello no impide a esta Corte conocer en un plan-
teo de esa naturaleza cuando la sentencia omite el tratamiento de
articulaciones serias y conducentes para la decisión respectiva, for-
muladas oportunamente por los interesados, con menoscabo de la
garantía del debido proceso y de la correcta fundamentación exigi-
ble a los fallos judiciales.'

3':') Que tal situación se ha configurado en el sub lite cuando-
la Cámara, al concluir que la citación del demandado -por medio.
de la publicación de edictos en el "Boletín Oficial" y el "Boletín
Municipal"- se habría ajustado a las normas procesales y regla-
mentarias aplicables, prescindió de la objeción de la apelante, con.
fundamento en lo dispuesto' por el artículo 20, de la ley de expro-
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piaciones N? 13.264, acerca de la necesidad de que tal emplaza-
miento incluya -en todos los casos- la publicación en un diario
"no oficial" del lugar en que se sigue el juicio, recaudo que al no
verificarse hacía igualmente nulo el trámite cumplido. Dicho plan-
teo no mereció consideración alguna del tribunal a qua que, en
este aspecto, se circunscribió a la cita de la disposición legal men-
cionada (fs. 440 vta., considerando 1, in fine), no obstante que la
cuestión fue introducida por el expropiado en primera instancia,
con motivo de la oposición del Municipio a la nulidad deducida
(fs. 208 y fs. 236) y reiterada en la instancia de apelación a raÍZ de.
la contestación del memorial de la expropiante (fs. 433 vta.j434).

4?) Que no constituye óbice decisivo a la conclusión expuesta
en el considerando precedente, el falaz argumento de lq Cámara en
punto a la supuesta extemporaneidad del incidente sobre la base
de que tal planteo debió formularse por el señor Defensor Oficial,
toda vez que, supuesta la existencia de un vicio en la notificación
por edictos, su invalidez arrastra la de aquellos actos que son su
consecuencia -vgr.: el nombramiento del funcionario aludido--,
p0r lo que no resultarían oponibles al apelante los actos efectua-
dos por quien carezca de título válido para ejercer su representa-
ción (art. 174, Código Procesal Civil y Comercial).

5<;»Que, en tales condiciones yen función de lo expresado, la
sentencia impugnada, en cuanto no valora el alcance que cabe asig-
nar a la cuestión reseñada, carece de un análisis razonado de pro-
blemas conducentes para la solución de la causa con grave lesión
del derecho de defensa en jui~io del apelante, por lo que debe des-
calificarse su carácter de acto judicial (Fallos: 276:261; 284:375, en-
tre otros); sin perjuicio, claro está, de lo que resuelvan los tribu-
nales de la causa respecto del punto cuestionado.

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario y se
deja sin efecto la sentencia.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT (en
disidencia) - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

- JORGE ANTONIO BACQUÉ.
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DISIDENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FAYT

Considerando:

1'?) Que la Sala B de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo
Civil revocó la sentencia de primera instancia y rechazó el planteo
del expropiado tendiente a que. se declarara la nulidad de todo lo
actuado desde la citación por edictos. Contra tal pronunciamiento
el incidentista interpuso el recurso extraordinario, cuya denegación
motiva la presente queja.

2'?) Que, según conocida jurisprudeJ?cia, de esta .Corte, lo re-
suelto en materia de nulidades procesales y recaudos de validez de
las notificaciones es de naturaleza procesal y ajeno a la instancia
extraordinaria, aunque las normas regulatorias del caso sean fede-
rales (Fallos: 278:85; 300:65; 302:333, 533).

3'?) Que en el sub examine no corresponde apartarse de tal
principio, pues el fallo impugnado ha resuelto la cuestión sobre la
base de argumentos suficientes 'de aquel carácter que, más allá de
su opinabilidad, bastan para sustentarlo como acto jurisdiccional
y descartan la tacha de arbitrariedad invocada.

Por ello, se desestima la queja.

CARLOS S. FAYT.

ROBI WALLACH v. BEVCAR MIROSLAV y OTROS

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Exceso ritual manifiesto.

Existe rcestión federal -aunque. los antecedentes del caso y agravios
del apelante aparezcan referidos a cuestiones fácticas regidas por el
derecho 'común, aj"nas como regla al arto 14 de la ley 48-, si la solu-
ción se fundó en pautas el.eexcesivo rigorismo formal e inadecuada la.
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titud, sin considerar de manera cabal todos los planteo s propuestos
y tal circunstancia se tradujo en una virtual omisión de atender de-
bidamente los planteos defensivos basados en el abuso del derecho y
la licitud y moralidad exigidos en el objeto de los actos jurídicos (arts.
1071 y 953 del Código Civil) lo que importó un apartamiento parcial
de lo resueltLl por la Corte en su anterior intervención en la causa.

RECURSO EYTRAORDIN.4RJO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Defectos en la fundamentación
normativa.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que redujo el análisis de los
planteos defensivo~ a las conclusiones alcanzadas en materia de im-
previsión de manera tal que el ámbito de aplicación de los arts. 953 y
1071dd Código Civil invocados por los accionados resultó circunscrip-
to a una suerte dp subsidiariedad respecto del arto 1198,segunda parte,
del código dtado. confundiendo y fragmentando los supuestos de he-
cho de unas y otras disposiciones, que tienen perfiles diferentes.

DEPRECIACION MONETARIA: Principios generales.

Las conclusiones que reputan previsibles las grandes devaluaciones de
nuestro sigrio monetario con relación al dÓlar, posteriores a noviembre
de 1980y marzo de 1981,importan prestigiar la incidencia que los ha-
bitantes deber; acordar a ciertos 'rumores, creencias o conjeturas de'
algunos especialistas, en desmedro de las pautas que proporcionan los
gobernantes en los' asuntos que son de su competencia.

DiCTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

Llegan estas actuaciones por segunda vez a conocimiento de
V. E. en virtud de la queja motivada por la denegatoria del recurso
extraordinario deducido a fs. 315 vta.j323 por la parte demandada,
contra la sentencia dictada a fs. 306/307 por la Sala V de la Cámara
Nacional de ApelaCiones Especial en lo Civil y Comercial, que inter-
vino en la causa como consecuencia de lo resuelto por esta Corte
a fs. 291.

En esta última decisión se dejó sin efecto el anterior pronun-
ciamiento que había emitido la Sala IV de la misma Cámara, por
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haber incurrido en un ritualismo excesivo al omitir tratar, por ra-
zones formales, las defensas de los ejecutados fundadas en la teo-
ría de la imprevisión, abuso del derecho, enriquecimiento sin causa
y otras (d. doctrina del ,caso "Burman, Leonardo c/ Alvarez, Joa-
quín", de fecha 8 de marzo de 1983).

T9das esas defensas tendían, en esencia, a procurar un reajuste
equitativo de la deuda con garantía hipotecaria, habida cuenta que
la cláusula de estabilización adoptada -valor del dólar estadouni-
dense- habría seguido, a juicio de los oponentes, un incremento
autónomo y desproporcionado en relación a los demás índices ofi-
ciales, con lo cual se habría desnaturalizado esa función estabili-
zadora hasta convertirse en fuente, de enriquecimiento ilegítimo,
situación que los accionados invocaron como supuesto de aplica-
ción de los arts. 21, 953, 954, 1071, 1198 Y otros concordantes del
Código Civil (ver escrito de fs. 93/98). '

La sentencia de primera instancia sólo consideró la incidencia
en el caso de la teoría de la imprevisión, desechándola (fs. 193/
194), motivo por el cual se agraviaron ante la alzada los excepcio-
nantes (fs. 201/i09) y sostuvieron que, además de ser aplicable al
caso la citada teoría, no podía obviarse el análisis de los otros ins-
titutos invocados como fundamento de su posición, para lo cual
citaron doctrina y jurisprudencia que apoyaba esa tesitura.

En la sentencia que ahora viene recurrida, la Sala V consideró
que no se hallaban reunidos los requisitos para la aplicación de la
figura prevista en el arto 1198 del Código Civil, por entender que
"la devaluación iniciada en febrero de 1981 con un 10% 'y a partir
de abril con nuevas correcciones", no habría sido un "hecho im-
previsto para el común de la gente". En cuanto a los restantes argu-
mentos invocados por la defensa y que no habían merecido consi-
deración en el fallo de primer grado, tras advertir que no habían
sido propuestos con la necesaria claridad, pese a lo cual los abor- .
daba "en aras del principio de amplitud de la defensa en juicio",
concluyó el tribunal que tampoco serían aplicables en razón de que
no podría "aceptarse la configuración de un elemento objetivo que
-por si mismo- fulmine la eficacia de lo pactado libremente por
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las partes y ello porque no puede sustraerse su análisis de la con-
clusión alcanzada en materia de imprevisión, encontrándose, pues,
en el caso analizado en el marco de la licitud de los negocios jurí-
dicos" (si.c., fs. 307 vta.).

La recurrente critica extensamente ese fallo. Relata los ante-
cedentes del caso y señala que el crédito que se ejecuta tuvo su
origen en un mutuo con garantía hipotecaria oelebrado el 7 de no-
viembre de 1980, al que se agregó una ampliación suscripta el 27
de marzo de 1981, habiendo hecho uso el acreedor de la facultad
de traducir la suma adeudada en función de los valores resultantes
de la cotización del dólar estadounidense, según se había estipulado
en la cláusula V de la escritura respectiva (ver fs. 5). Añade que
la evolución de ese indicador en los meses posteriores al contrato
produjo un notable desequilibrio en las prestaciones, reflejado en
la confrontación con otros índices, sobre lo cual resultan demos-
trativos los informes producidos en la causa (fs. 171, ~77, 181, 186,
188), de los que el tribunal habría prescindido sin motivo. Atribuye
la conclusión sobre la previsibilidad de la fluctuación inusitada del
dólar a' una apreciación subjetiva de la sentencia e insiste en la
configuración de los otros institutos invocados que, a su entender,
no habrían merecido tratamiento adecuado en el fallo, afectándose
entre otras las garantías constitucionales de la propiedad y defensa
en juicio. Asimismo, en. otro párrafo de su recurso afirma, remi-
tiéndose a jurisprudencia de la Corte, que no cuestiona la inter-
pretación de una norma de derecho común o procesal sino su apli-
caCión inadecuada que la desvirtúa y vuelve inoperante, lo que equi-
vale a decidir en contra o con prescindencia de sus términos.

Analizados los antecedentes del caso y los agravios propuestos
por la apelante, las objeciones de esta parte suscitan, a mi ver,
cuestión federal que habilita la vía elegida; ya que si bien apare-
cen referidos a cuestiones fácticas regidas por el derecho común,
ajenas como regla al arto 14 de la ley 48, ello no es óbice decisivo
para la apertura del recurso cuando, como aquí ocurre, la solución
se funda en pautas de excesivo rigor formal e inadecuada latitud
y no considera de manera cabal todos los planteas propuestos (sen-
tencia de fecha 10 de julio de 1984, in re: "O.D.A., S.A.c/Pagani,
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Luis y otro", 0.145-XIX). A sq. vez, esta última circunstancia, que
se traduce en el caso en una virtual omisión de atender debida-
mente los planteas defen~ivos basados en el abuso del derecho y
la licitud y moralidad exigidos en el objeto de los actos jurídicos
(arts. 1071 y 953 del Código Civil), entre otros, importa un aparta-
miento parcial de lo resuelto por la Corte en su anterior interven-
ción en esta causa (fs. 291), hipótesis que, por sí misma, configura
una otra cuestión federal que permite acceder a esta instancia (cf.
Fallos: 300:1144; 301:169; 302:269 y 1016, entre otros).

Tal es. mi opinión porque, al abordar los recordados planteas
defensivos, el a qua, en un párrafo poco claro que he transcripto
(fs. 307 vta.) , reduce el análisis de su incidencia en el caso a las
conclusiones alcanzadas en materia de imprevisión, de manera tal
que el ámbito de aplicación de las normas invocadas por los accio-
nados (arts. 953, 1071 Y otros del Código Civil), resulta así circuns-
cripta a una suerte de subsidiaridad respecto del arto 1198, segunda
parte, del Código citado, confundiendo y fragmentando los supues-
tos de hecho de una y otras disposiciones legales que tienen per-
files diferentes, como señalara en mi dictamen de fecha 28 de mayo
de 1985 en la causa "Pereyra Iraola de Achával, Clara c/Pittaluga
de !rondo, María S.", P.146-XX, que V. E. sentenciara en sentido
concordante con fecha ~ de julio de 1985. Y en el mismo sentido,
cabe recordar los Considerandos 49 y 59 del ya citado precedente
de fecha 10 de julio de 1984 en la causa "O.D.A., S.A. c/Pagani, Luis
y otro", O.145.XIX.

Por otra parte, en lo concerniente a las conclusiones del tribu-
nal que reputan previsibles las grandes devaluaciones de nuestro
signo monetario en relación con el dólar dispuestas con posteriori-
dad a la celebración de los contratos materia de esta litis -7 de
noviembre de 1980 y 27 de marzo de 1981-, creo aplicables aquí las
objeciones expuestas en mi dictamen antes citado, último párrafo,
en el sentido que dicha conclusión importaría tanto como prestigiar
la incidencia que los habitantes deben acordar a ciertos rumores,
creencias o conjeturas de algunos especialistas, en desmedro de las
pautas que proporcionan los gobernantes en los asuntos que son
de su competencia.
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Por todo ello, soy de la opinión que corresponde admitir la
presente queja y, en consecuencia, dejar sin efecto la sentencia en
cuanto pudo ser materia de recurso a fin de que se dicte nuevo
pronunciamiento con arreglo a derecho. Buenos Aires, 14 de maYe}
de 1986. Juan. Octavio Gauna.

\

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 28 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la deman-
dada en la causa Wallach, Robi c/Bevcar Miroslav y otros", para
decidir so~re su procedencia.

Considerando:

Que contra el pronunciamiento de la Sala V de la Cámara Na-
cional de Apelaciones Especial en lo Civil y Comercial, que con-
firmó la sentencia de primera instancia que había desestimado las
defensas opuestas y mandado llevar adelante la ejecución, con cos-
tas, el vencido dedujo ,el recurso extraordinario cuya denegación
origina la presente queja.

Que los agravios del apelante suscitan cuestión federal sufi-
ciente para su consideración en la vía intentada, según señala el
señor Procurador General con fundamentos que esta Corte com-
parte y hace suyos por razones de brevedad.

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario y se
deja sin efecto la sentencia.

CARLOS S. FAYT - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

- JORGE ANTONIO BACQUÉ.
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JORGE NORBERTO FERNANDEZ .

CONSTITUCION NACIONfiL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Proce-
.dimiento y sentencia.

La inobservancia de formas sustanciales puede deberse a que no se
haya dado al impulado oportunidad de ser oído, o que se haya privado
al defensor designado de toda oportunidad' de actuar, y también en
los casos en que la intervención conferida sólo lo ha sido formalmente,
pues en tal'situación no se garantiza un verdadero juicio contradictorio.
Ello es así, pues la garantía de la defensa en juicio -en materia penal-
no se rlduce al otorgamiento de facultades para el ejercicio del poder
de defensa, sino que se 'extiende, según los casos, a la provisión por el
Estado de los medios necesarios para que el juicio a que se refiere el
arto 18 de la Constitución Nacional se desarrolle en paridad de condicio-
nes respecto de quien ejerce la acción pública y quien debe soportar
la imputación, mediante le efectiva intervención de la defensa.

<CONSTITUCION NA('JONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Proce-
.dimiento y sentencia.

La garantía de la defensa en juicio consagrada por el arto 18 de la
Constitución Nacional en materia criminal exige la observancia de las
forma5 sustanciales del juicio. relativas a la acusación, defensa, prueba
y sentencia dictadas por los jueces naturales.

CONSTITUClON NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Proce-
dimiento y sentencia.

Importén un inadmisible menoscabo de la defensa en juicio las notifi-
cacione5 a la defensa del procesado practicadas en.'un domicilio distinto
del constituido; el no haberse dado real intervención al defensor oficial
solicitado; la similar omisiÓn incurrida por el juzgado de sentencia al
denega>: la solicitud de excarcelación y el recurso de apelación contra
esa decisión -ya que ni de una ni de otra parece notificada la defensa-
y la d",negación de la Cámara de los recursos de reposición y extraor-
dinario desatendiendo el ttámite previsto en el arto 257 del Código de
Procedimientos en 10 Civil y Comercial de la Nación.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Varias.

Cabe descalificar la sentencia de Cámara si el firme reclamo del pro-
cesado para que se otorgara efectiva intervención a un defensor técnico
fue desoído por la alzada. que sólo proveyó a su pedido de manera
formal, circunstancia que se tradujo en la constante indefensión del
acusado en el juicio mismo ante la Cámara.
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Buenos Aires, 28 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Jorge Nor-
berto Fernández en la causa Fernández, Jorge Norberto s/causa.
N,:, 11.299", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1?) Que, a más de siete meses de haber sido condenado por la
Sala VII de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y
Correccional a la pena de cinco años de prisión, Jorge Norberto
Fernández, actualmente alojado en la Cárcel de Encausados de esta
.ciudad, no fue notificado aún en forma fehaciente y personal del
fallo en cuestión como lo exige conocida doctrina de este. Tribunal
(Fallos: 291:578; 302:1276; 304:1179), ni parece que ello estuviere
previsto, según se desprende de la providencia de fs. 266 y 266 vta.
del principal; sólo se habría apoticiado verbalmente de la sentencia,
en circunstancias no precisas y, en forma indirecta, en ocasión de
denegársele la excarcelación. Observación, por otra parte, que no
resulta original, ya que Alberto Rubén Pérez, también condenado
.en la causa, la puso de resalto en oportunidad de su presentación
-de fs. 242, dando lugar al acta que luce a fs. 247.

2':') Que, además, se advierte que las notificaciones realizadas a
la defensa de Fernández durante el trámite de segunda instancia
fueron practicadas -no obstante la certificación de fs. 221 vÚl..-
.en un domicilio distinto del constituido para entonces (ver presen-
tación de fs. 220); de allí, quizás, que al llevarse a cabo las diligen-
.cias de fs. 225 vta. y 232 vta., el doctor Carlos Ortigosa Anton, a ese
tiempo defensor del recurrente, no fuera hallado y se procediera
a fijar las cédulas sin testigos.

3':') Que, asimismo, pese a las presentaciones de fs. 233/234 y
236/237, por las cuales Fernández -en desconocimiento de la deci-
sión de la alzada- solicitó que se designara al defensor oficial con
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miras a preparar "el memorial de apelación ante la Excma. Cáma-
ra", no surge que se hubiera dado real intervención a dicho funcio-
nario, no obstante lo proveído a fs. 235, reiterado a fs. 238.

49) Que en similar omisión incurrió también el juzgado de sen-
tencia al denegarle -días después de designada la nueva asistencia
técnica- la solicitud de excarcelación formulada a fs. 17/30 del
legajo de incidentes agregado por cuerda, y el recurso de apelación
que, contra esa misma decisión, articuló Fernández, ya que ni de
una ni de otra aparece notificada su defensa (confr. fs. 34 del le-
gajo citado).

59) Que, además, la Cámara denegó los recursos de reposlclOn
y extraordinario deducidos a fs. 41/42 y 43 Y 43 vta. del referido
cuerpo de incidentes cuando, en realidad, no le cupo a ella dictar
resolución alguna con motivo de la excarcelación arriba aludida;.
no obstante, señaló que sus decisiones no son susceptibles de revo-
catoria y que el recurso extraordinario interpuesto -para cuya con-
sideración desatendió el trámite previsto en el arto 257 del Código
de Procedimientos en lo Civil y Comercial de la Nación- carecía
de la nota de autosuficiencia que debe presidirlo y de la correcta
mención de la cuestión federal planteada.

69) Que las circunstancias reseñadas en los considerandos pre-
cedentes importan un inadmisible menoscabo a la garantía de la
defensa en juicio del acusado, consagrada por el arto 18 de la Cons-
tituciónNacional, que en materia criminal exige la observancia de
las formas sustanciales del juicio relativas a la acusación, defensa,
prueba y sentencia dictadas por los jueces naturales (Fallos: 125:
10; 127:36 y 189:34, entre otros).

79) Que la inobservancia de esas formas sustanciales puede de~
berse a que no se haya dado al imputado oportunidad de ser oído,
o que se haya privado al 'defensor designado de toda oportunidad
de actuar (Fallos: 296:65; 298:578; 304:830) y, también, en los ca-'
sos en que, como en el sub lite, la intervención conferida sólo lo
ha sido formalmente (Fallos: 304:1886), porque en tal situación no
se garantiza un verdadero juicio contradictorio. Ello es así, pues la
garantía de la defensa en juicio -en materia penal- no se reduce
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al otorgamiento de facultades para el ejercicio del poder de defen-
sa, sino que se extiende, según los casos, a la provisión por el Es-
tado de los medios necesarios para que el juicio al que se refiere
el arto 18 de la Constitución Nacional se desarrolle en paridad de
condiciones respecto de quién ejerce la acción pública y quién debe
.soportar la imputación, mediante la efectiva intervención de la de-
fensa (doctrina de Fallos: 237: 158).

89) Que, sin perjuicio de los reparos de naturaleza procesal que
pudiera merecer la presentación ante este Tribunal de fs. 1/4, y las
anteriores que le dieron origen, lo cierto ,es que, en definitiva, lo
único que se desprende de todas ellas con claridad, es el firme
reclamo del procesado para que se otorgue efectiva intervención a
un defensor técnico; demanda que permanentemente ha desoído la
alzada, que sólo proveyó a sus pedidos de manera formal. Dicha
circunstancia se tradujo en la constante indefensión del acusado,
no sólo en lo que respecta a las cuestiones. que articuló en el inci-
-dente de excarcelación, sino también -por lo expuesto en el con.
.siderando segundo- en el juicio mismo ante la Cámara, cuyo pro-
nunciamiento por tales motivos, debe invalidarse.

Por ello, se deja sin efecto el fallo obrante a fs. 229/230 del
principal, en cuanto atañe al acusa¡;l.o Jorge Norberto Fernández,
debiéndose dictar por quien corresponda nuevo pronunciamiento,
previo otorgamiento a su defensa de efectiva intervención en el pro-
-ceso y en el incidente de excarcelación que corre por cuerda.

En virtud de las graves deficiencias observadas durante la tra-
mitación de la causa ante la Sala VII de la Cámara Nacional de
Apelaciones en lo Criminal y Correcciomll, corresponde exhortar a
los señores jueces que la integran para que situaciones como las
aquí consideradas, que sólo concurren en detrimento de una rápida
y bueJ?a administración de justicia, se eviten en lo sucesivo.

JOSÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT - ENRIQUE

SANTIAGO PETRACCHI - JORGE ANTONIO

BACQUÉ.
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RODOLFO JORGE BRIEBA v. NÁcíóN ARGENTINA

JURISDICCION y COMPETENCIA: Principios generales.'

Es aconsejable que la demanda de amparo tendiente a que se declare
la existencia de lesión, restricción y/o alteración arbitraria y manifies-
tamente ilegal del haber de retiro de un magistrado judicial, sea resuelta

: por los mismos conjueces del tribunal .que resolverán un anterior am-
paro en el que el mismo actor solicita el reconocimiento del haber
íntegro, incluida la compensación funcional del arto 3? de la ley 23.199,
cuestionándose en ambos casos la validez constitucional del decreto
2474 y de las acordadas de la Corte Nros. 3/86, 38/85 y 43/85, pues de
esa forma es posible un enfoque global del problema.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 28 de agosto de 1986r

Autos y Vistos; Considerando:

1':') Que en estas actuaciones el doctor Rodolfo Jorge Brieba
inició demanda de amparo a fin de que se declare la existencia de
lesión, restricción y/o alteración arbitraria y manifiestamente ile-
gal respecto de su haber de retiro como. magistrado judicial con-
forme ley 18.464, modificada por ley 22.940, se ordene el cese de
tales actos- y el reconocimiento íntegro del haber incluida la asig-
nación especial del decreto 2474, a partir del 1':'de enero de 1986.

2':') Que ~n la causa B.656-XX', "Brieba, Rodolfo Jorge e/Esta-
do Nacional s/amparo", radicada en este Tribunal con fecha ante-
rior, el doctor Brieba solicitó amparo en los mismos términos, para
que se le reconociera el haber íntegro incluida la compensación fun-
cional del arto 3, de la ley 23.199.

.3':') Que en. ambos casos se cuestionó la validez constitucional
de las normas regulatorias: decreto 2474,acordadas de la Corte Su-
prema Nos. 3/86, 38/85 Y 43/85, Y se sostuvo la: existencia de un de-
recho adquirido a la movilidad del haber liquidado sobre la remu-
neración total dp.~activo, que se tuvo en cuenta para determinarlo.
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4<;»Que, en consecuencia, en el presente recurso median las
mismas razones que determinaron la excusación de los integrantes de
la Corte Suprema en la causa aludida en el considerando segundo.

5<;»Que también el señor Procurador General como integrante
del cuerpo y primer reemplazante de sus jueces participa en esta
deliberación y suscribe el pronunciamiento.

6<;»Que en el amparo B.656-XX, luego de las excusaciones de
los doctores Ricardo Colombres y Julio César Imondi, el Tribunal
ha quedado definitivamente integrado y consentido por las partes.

7<;»Que es aconsejable que el Tribunal resuelva ampas causas
con la misma integración, pues de esa forma resulta posible un
enfoque global del problema. Por lo demás, la naturaleza de las
acciones interpuestas exige especial celeridad, principio éste que
se' compadece con las circunstancias de que los conjueces ya de.
signados forman parte de. la lista correspondiente a este período
(confr. Fallos: 234:786 y 256:580).

Por lo expuesto, y de conformidad con lo previsto en los arts. 17,
inc. 7<;>,y 30, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación,
se declara que los integrantes del Tribunal que suscriben la pre-
sente resolución se hallan impedidos de resolver este litigio. Y, a
. los efectos mencionados en el considerando 7<;>,dése intervención
a la Corte Suprema formada por los conjueces designados que co-
nocen el caso B.656-XX, "Brieba, Rodolfo Jorge e/Estado Nacional'
s/amparo".

JOSÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO

- CARLa S. FAYT - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

- JORGE ANTONIO BACQUÉ - JUAN OCTAVIO GAUNA.
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GUSTAVOMARIO BASTERRICA

ALEJANDROCARLOSCAPALBO

.cONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

El arto 19 de la Constitución Nacional circunscribe el campo de inmuni-
dad de las acciones prh:adas, estableciendo su límite en el orden 'y la
moral pública y en los derechos de terceros. Tales limitaciones, genéri-
camente definidas en aquella norma, son precisadas por obra del legisla-
dor. En materia penal es éste el que crea los instrumentos adecuados para
resguardo de los intereses que la sociedad estima relevante, mediante
el dictado de las disposiciones que acuerdan protección jurídica a de-
terminados bienes.

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

En el caso de la tenencia de drogas para uso personal, no se debe presu-
mir que en todos los casos, ella tenga consecuencias negativas para la ética
colectiva. Conviene distinguir aquí la ética privada de las personas, cuya
transgresión está reservada por la Constitución al juicio de Dios, y la
ética colectiva en la que aparecen custodiados bienes o intereses de ter-
ceros. Precisamente a la protección de estos bienes se dirigen el orden
y moral pública, que abarcan las relaciones intersubjetivas, esto es
acciones que perjudiquen a un tercero, tal como expresa el arto 19 de la
Constitución Nacional aclarando aquellos conceptos.

'CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

El arto 19 de la Constitución Nacional impone límites a la actividad le-
gislativa consistentes en exigir que no se proluba una conducta que
desarn)l1e dentro de la esfera privada, entendida ésta no como la de
las acciones que se realizan en la intimidad, protegidas por el arto 18,
sino como aquellas que no ofendan al orden o a la moralidad pública,
esto C::S, que no perjudiquen a terceros. Las conductas del hombre que
se dirijan sólo contra sí mismo, quedan fuera del ámbito de las prohi-
biciones.

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

No está probado -aunque sí reiteradamente afirmado dogmáticamen-
te-:- que la incriminación de la simple tenencia de estupefacientes, evite
consecuencias negativas concretas para el bienestar y la seguridad ge-
neral. La construcción legal del arto 6? de la ley 20.771, al prever una
pena aplicable a un estádo de cosas, y al castigar la mera creación de
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:un riesgo, permite al intérprete hacer alusión simplemente a perjuicios
potenciales y peligros abstractos y no a daños concretos a terceros y
a la comunidad.

<CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

El hecho de no establecer un nexo razonable entre una conducta y el
daño que causa, ;mplica no distinguir las acciones que ofenden a la
moral rública o perjudican a un tercero, de aquéllas que pertenecen
al campb estrictamente individual, haciéndose entonces caso omiso del
arto 19 de la Constitución Nacional que obliga a efectuar tal distinción.

TENENCIA DR ESTUPEFACIENTES

Penar la tenencia de drogas para el consumo personal sobre la sola'
base de potenciales daños que puedan ocasionarse "de acuerdo a los
datos de la común experiencia" no se justifica frente a la 'norma del
arto 19 de la Constitución Nacional, tanto más cuando la ley incrimina
actos qu.e presuponen la tenencia pero que trascienden la' esfera de
privacidad, como la inducción al consumo, la utilización para preparar,
facilitar, ejecutar u ocultar un delito, la difusión pública del uso, o el
uso en lugares expuestos al público o aún en lugares privádos mas con
probable trascend~ncia a terceros.

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

No se encuentra probado que la prevención penal de la tenencia, y aún
de la adicción, sea un remedio eficiente para el problema que plantean
las drogas.

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

Nuestro país se encuentra vinculado por la Convención Unica sobre Es-
tupefacientes adoptada p6r la Conferencia de las Naciones Unidas reu-
nida el 30 de marzo de 1961 y aprobada por decreto-ley 7672/63, art. 7?,
cuyo artículo 38 obliga a las partes contratantes a Gonsiderar las me-
didas que pueden adoptarse para el tr~tamiendo médico, el cuidado y
la rehabilitación. de los toxicómanos y -si sus recursos económicos lo
permiten- a establecer servicios adecuados para su tratamiento. Por
eso es necesario ~oner a prueba y aplicar otras medidas que sustitu-
yan las sanciones penales y de encarcelamiento, a fin de introducir un
verdadero enfoque terapéutico para corregir el comportamiento des-
viado ::le los sujetos.
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TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

El sujeto puede un día. probar la droga, comenzar luego a consumirla
ocasionalmente y finalmente arribar a un estado de dependencia psí-
quica -yen algunos casos fisica- de ella. Frente a estas distintas si-
tuaciones o etapas, las diferentes respuestas que debe proporcionar el
Estado tienen una gran influencia sobre el individuo. Una respuesta
de tipo penal, tendiente a proteger la salud pública a través de una.
figura de peligro abstracto, no tendrá siempre un efecto disuasivo mo-
ralizador positivo respecto del consumidor ocasional o aquél que se.
inicie en la droga. y muchos casos, ante su irremediable rotulación co-
mo delincuente, el individuo será empujado al accionar delictivo indu..
cido por la propia. ley.

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

La prohibición constitucional de interferir con las conductas privadas
de los hombres, responde a una concepción según la cual el Estado'
no d~be imponer ideales de vida a los individuos, sino ofrecerles libertad
para que ellos los elijan.

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad e inconstitucionalidad. Leyes-
nacionales comunes.

La prohibición constitucional de interferir con la conducta privada de
los hombres es suficiente por sí. misma para invalidar el arto 6~ de la
ley 20.771, cuya inconstitucionalidad se declara en cuanto incrimina
la simple tenencia de estupefacientes para uso personal.

. INTERPRETACION DE LA CONSTITUCION.

Nuestro país atraviesa una coy¡intura histórico-política parti,cular, en
la cual, desde las distintas instancias de producción e interpretación
normativas se intenta reconstruir un orden jurídico, con el objetivo de'
restablecer y afianzar para el futuro en su totalidad las formas demo-
cráticas y republicanas de convivencia de los argentinos, de modo que.
dicho objetivo debe orientar la hermenéutica constitucional en todos
los campos (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

La droga es una lacra que produce atroces consecuencias en las socie-
dades modernas. Una de dichas consecuencias es la de que la disemi-
nació~ y desborde del tráfico y consumo de estupefacientes ha adqui.
rido un volumen tal y tan descomunal, que ha facilitado la conforma-
ción de un negocio económico administrado por consorcios interna-
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cionales que cuentan a veces con recursos que superan las posibilida-
des de los propios Estados (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

Una reflexión acerca de los alcances del arto 19 de la Cunstitución Na.,
cional debe partir de la evidente trascendencia de tal disposición -ca.
racterística distintiva de nuestra, Carta Magna- porque, al definir la
esfera de libertad individual de 'los habitantes de la Nación Argentina,
se emplaza como base fundamental para la arquitectónica' de nuestro
orden jurídico (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

El art. 19 de la Constitución Nacional en relación directa con la li.
bertad individual, protege jurídicamente un ámbito de autonomía in-
divid'.lal constituida por los sentimientos, hábitos y costumbres, las
relaciones familiares, la situacion económica, las creencias religiosas,
la salud mental y física y, en suma, las acciones, hechos o datos que,
teniendo en cuenta la forma de vida aceptadas por la comunidad, es-
tán reservadas al propio individuo (Voto del Dr. Enrique Santiago
Petracchi) .

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho a la intimidad.

En ri~or, el derecho a la privacidad comprende aspectos de la persa.
nalidad espiritual o física de las personas, tales como la integridad
corporal (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

CONSTITUCíON NACIONAL: Derechos 'Y garantías. Derecho a la intimidad.

Nadie puede inmiscuirse en la vida privada de una persona, ni violar
áreas de su actividad no destinadas a ser difundidas (Voto del Dr. En-
rique Santiago Petracchi).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho a la intimidad.

Es fundamental para la existencia de una sociedad libre. el derecho
a la privacidad consagrado por el arto 19 de la: Constitución Nacional
(Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho a la intimidad.

El arto 19 de la Constitución Nacional es una cláusula decisiva para
la existencia de una sociedad libre, que comprende entre las acciones
privadas de los hombres lo atinente a la salud e 'integridad física y
psicológica de las personas (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).
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TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

La tenencia y consumo de estupefacientes se relacionan indudablemente
con la salud pública -bien jurídico tutelado por las normas penales-
y la salud individual, que forma parte de la privacidad protegida por
arto 19 de la Constitución Nacional (Voto del Dr. Enrique Santiago
Petracchi) .

CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho a la intimidad.

La prescripción del arto 19 de la Constitución Nacional expresa la base
misma 'de la libertad mocJerna o sea la autonomía de la conciencia y
de la voluntad personal, la convicción según la cual es exigencia
elemenial de la ética que los actos dignos de mérito se realicen en
virtud de la libre creencia del sujelo en los valores que los determi-
nan (Voto del Dr. Enrique Santiago petracchi).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

No se pueden sanrionar penalmente acciones que sólo se refieren a la
moral individual, si,endo requisito para la intervención de la ley penal,
que se afecten bienes jurídicos privados o colectivos incluidos en el
orden de 'la justicia, según el sentido aristotélico (Voto del Dr. Enrique
Santiago Petracchi).

CONSTlTUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

Si la ley penal pudiese pr<;¡hibir cualquier conducta que afecta a la
moral individual, el Estado estaría imponiendo una moral determinada,
lo que lo colocarí"!,en los bordes del totalitarismo, ya que podría su-
pervisar sin límite~ la actividad de todos los habitantes, sea esta pú-
blica '.J privada (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

No son punibles las acciones de los hombres que constituyan actos
en su esfera privada, siempre que no afecten el arder.. y la moral pú-
blicos (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracehi).

CONSTlTUClON NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

Si se aceptara que el ámbito sustraído a la legislación positiva por el
arto 19, primera r-arte, de la Constitución Nacional, es sólo el del
fuero intimo, en cuanto no se refleja en acciones privadas, deproyec-
ciones comunitarias, no habría límites para la intromisión de los ór-
ganos estatales en las acciones y la intimidad de las personas que se
tradujeran en conductas que pudieren juzgarse dotadas de "proyecCión
comunitaria" (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).
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Si se aceptara que el ámbito sustraído a la leg~slación positiva por el
arto 19, primera parte, de la Constitución Nacional, es sólo el del fuero
íntimo, en cuanto no se refleje en acciones privadas, de proyecciones
comunitarias, la disposición constitucional sólo consagraría una espe-
cie de libertad interior, pero negaría toda libertad exterior, definición
de aquella cláusula sólo sustentable en la ficción de que pueda divi-
dirse a los individuos según su interioridad o su comportamiento ex-
terno, como si fueran elementos independientes en su origen y desa-
rrollo (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

CONSTITUCI()N NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

En la época del "lavado de cerebro" adquieren su mayor valor los se-
veros principies limitativos de la actividad estatal, que una lectura hu-
manist::l y fiel al sentidc básico de la norma halla sin esfuerzo cn el
arto 19 de la ConstItución Nacional (Voto del Dr. Enrique Santiago Pe-
tracchi).

CONSTITUCION NACONAL: Del'echos y garantías. Generalidades.

El .conjunto de disposiciones de la Carta Magna tendientes a consa-
grar un esquema de ordenada libertad, conformado por los derechos
básico~ de los individuos, constituye una trama de ubicación de los
individuos en la sociedad, en la que se entrelazan derechos explícitos e
implícitos y en la cual la libertad. índividual está protegida de toda im-
posición arbitraria o restricción sin sentido, desde que el art. 28 de la
Ley Flli:ldamental r.npide' al legislador obrar caprichosamente de modo
de destruir los mismo que ha querido amparar y sostener (Voto del
Dr. Enrique Santiago Petracchi).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

La fórmula clásica que define el derecho de privacidad como el ~'de-
recho a ser dejado a solas", significa que la persona goza del derecho
a ser dejado a solas por el Estado -no por la religión, la moral o la
filosofia- para asegurar la determinación autónoma de su conciencia
en cuando toma las decisiones requeridas para la formación de su
plan de vida en todas las dimensiones fundamentales de ella, plan que
le compete personalísimamente y excluye la intromisión externa y más
aún si es coactiva. Sólo razones que demostraren, en base a muy ri-
gurosos juicios, que se encuentra en juego la convivencia social pací:
fica, admitirían por vía excepcional la intromisión estatal en esa di-
mensión individua! (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).
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CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

El orden jurídico debe, por imperio de nuestra Constitución, asegurar
la realización maté.rial del ámbito privado concerniente' a la autode-
terminación de la conciencia individual, para que el alto propósito espi-
ritual de garantizar la independencia en la formulación de los planes
personales de vida no se vea frustrado (Voto del Dr. Enrique Santiago
Petracchi) .

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho a la intimidad.

La protección material del ámbito de privacidad resulta uno de los
mayores valores del respeto a la dignidad de las personas y un rasgo
diferencial' entre el estado de derecho democrático y las formas po-
líticas autoritarias y totalitarias (Voto del Dr. Enrique Santiago Pe-
tracchi) .

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

A medida que 'la vida social se complica p.or incidencia de los progre-
sos te::nológicos, por el amplio espectro abarcado por los medios mo-
dernos de comunicación, por la concentración de grandes poblaciones
en los polos de de::arrollo económico, y por el aumento de las múltiples
presiones que este crecimiento de la sociedac\ trae aparejado, deben
extremarse los recaudos para la prot.ección de la privacidad frcnte al
riesgo de que la tendencia al desinterés por la persona, que estos pro-
cesos pueden imp1i.car, conlleve la frustración de la esfera de libertad
necesaria para programar una vida satisfactoria, especialmente en un
contexto .social q:re por múltiples vías: opone trabas a la realización
individual (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades ..

El reconocimiento de un ámbito exclusivo en la conducta de los hom-
bres, reservado a cada persona y sólo ocupable por ella, que, con tan
clara visión de las tendencias en el desarrollo de la sociedad, consa-
grara desde temprano nuestra Constitución, resulta esencial para ga-
rantizar el equilibrio entre un Estado cada vez más omnipresente e in-
, dividuos cada vez más dependientes de las formas jurídicas de orga-
nizació'J. de la sociedad a la que pertenecen (Voto del Dr. Enrique San-
tiago Petracchi).

CONSTITUéION NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.
La existencia o inexistencia del equilibrio entre el Estado y el indi-
viduo, pondrá de manifiesto las distancias entre los regímenes demo-
cráticos, en que el individuo encuentre el espacio para la constitución
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de su propio plan de vida, según se lo determine la autonomía de su
propia conciencia, y s610 dentro 'de los límites en los que no afecte
igual derecho de los demás, y los regímenes autoritarios que invaden
la esfe!"a de privacidad e impiden que las 'personas cuenten con la po-
sibilidad, de construir una vida satisfactoria (Voto del Dr. Enrique San-
tiago Petracchi).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

La consagraci6n constitucional del derecho a la privacidad está comple-
mentada por idéntica protecci6n establecida en el Pacto de San José
de Costa Rica, art 11, incs. 2 y 3, que ha sido incorporado a nuestro
orden jurídico por la correspondiente ratificaci6n legislativa de dicho
pacto (Vóto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

,CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho a la intimidad.

La garantía del arto 19 de la Constituci6n Nacional establece la existen-
cia de uña esfera privada de acci6n de los hombres en la que no puede
inmiscuirse ni el Estado ni ninguna de las formas en que los particu-
lares se organizan como f2,ctores de poder (Voto del Dr. Enrique San-
tiago Petracchi)_

.CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

El poco flexible límite que circunscribe el campo de inmunidad de
acciones privadas lo con'itituye el orden y la moral públicos y los dere-
chos de terceros. El alcance de tal límite resulta precisado por obra
del legislador; pero su intervenci6n en ese sentido, no puede ir más allá
de las acciones de los hombres que ofendan a la moral pública, que in-
terfieran en el orden pÍlblico o que afecten derechos de terceros, esto
es, no puede el legislador abarcar las acciones de los hombres que no
interfieran con normas de la moral colectiva ni estén dirigidas a pero
turbar derechos del tercero (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

'CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

Las acciones privadas de los' hombres no se transforman en públicas
por el hecho de que el Estado decida prohibirlas, es decir, por su inclu-
si6n en una norma jurídica (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

,CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y gamntías. Generalidades.

No dejan de ser privadas las acciones de alguien por el hecho contin-
gente de que haya otras personas realizando la misma conducta (Voto
del Dr. Enrique Santiago Petracchi).
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CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

Si se sostuviere que las acciones privadas de los hombres se transfor-
man en públicas por .el hecho de que el Estado decida prohibirlas, es
decir por su inclusión en una norma jurídica, o que las acciones de
alguien dejan de ser privadas cuando hay otras personas realizando la
misma .conducta, se estaría afirmando que la primera parte del arto 19.
de la Constitución Nacional no tiene otro alcance que el de su parte
segunda. es decir, que nadie está obligado a hacer lo que no manda la
ley ni privado de lo que ella no prohibe (Voto del Dr. Enrique Santiago
Petracchi) .

CONSTITUC10N NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

El arto 19 de la Constitución Nacional establece en su segunda parte el
principio del imperio de la ley, según el cual el Estado sólo puede limi-
tar 103 derechos individuales en virtud de normas de carácter legal.
En su primera parte determina, ampliando el principio formal antedi-
cho, que la ley ni puede mandar ni puede prohibir nada en relación a
las acciones priva(!as de los hombres integrantes de la esfera de las
conductas libradas a las decisiones individuales de conciencia (Voto del
Dr. Enrique Sant:ngo Petracchi).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

El arto 19 de la Constitución Nacional obliga a distinguir entre acciones
privadas y las que no lo son, y entre ética privada y moral pública (Voto.
del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

CONSTITUC[()N NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

Deberán entenderse como acciones privadas de los hombres aquellas
que nQ i.nterfieran con las acciones legítimas de terceras personas, que
no dañen a otro~ o que no lesionen sentimientos o valores comparti-
dos por un conjunto de personas en cuya protección está interesada
la comunidad toda (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

El arto 19 de la Constitución Nacional establece el deber del Estado de
garantizar, y por esta vía promover, el derecho de los particulares a
programar y proy('ctar su vida según sus propios ideales de existencia,
pj'otegiendo al mismo tiempo, mediante la consagración del orden y la
moral públicos, igual derecho de los demás (Voto del Dr. Enrique San-
tiago Petracchi).
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CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho a la intimidad.

El derc.cho a la autodeterminación de la conciencia requiere la tutela
matérial del ámbito de privacidad (Voto del Dr. Enrique Santiago Pe-
tracchi) .

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

Las conductas de los hombres que no se dirijan contra bienes que se
hallan en la esfera del orden y la moral públicos ni perjudican a ter-
ceros aún cuando se trate de actos que se dirijan contra sí mismos,
quedan, en virtud del arto 19 de la Constitución Nacional, fuera del
ámbito de las prohibiciones legales (Voto del Dr. Enrique Santiago
Petracchi) .

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

La aétual difusión del consumo de drogas es una verdadera plaga, re-
sulta desastrosa su paulatina extensión hacia sectores menos protegidos
de la scciedad: la infancia y la adolescencia, su consiguiente utilización
en los centros educativos convertidos en lugares de suministro de es-
tupefacientes y su influencia decisiva en la consolidación de una estruc-
tura económica de tráfico organizado que adquiere fuerza suficiente
para estar en condiciones de atentar contra los propios sistemas institu.
cionalE's.Las organizaciones de tráfico de drogas han sido protagonistas
en los últimos .tiempos de varios escándalos, incluso en el nivel guber-
namental, en distintos países de nuestro continente (Voto del Dr. En-
rique Santiago Petracchi).

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

Tanto en la jurisprudencia como en la doctrina nacional, el argumento
de que la incriminación de la simple tenencia de estupefacientes con-
tribuye a evitar consecuencias negativas concretas. para el bienestar y
la seguridad general, sólo se registra como una mera afirmación dog-
mática, sin que en ningún caso se aluda a pruebas efectivas que con-
firmen lo aseverado. Sobre esta clase de asertos, sin sustento en cons-
tataciones fácticas demostrables, se apoya hasta el presente la CODS-

trucción legal del arto 6? de la ley 20.771que castiga la mera creación
hipotética de un riesgo, fundándose en la simple alusión a perjuicios
potenciales y peligros abstractos y no a daños concretos a terceros
y a la comunidad (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

La tesis según la cual la prevención penal de la tenencia, y aún de la
adicción misma, es un remedio efic'.azpara el problema que plantean
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las drogas, está seriamente discutida en hi actualidad en particular por
quiene;; proclaman y prueban con numerosas evidencias que las causas
de adicción son de origen múltiple y que el ataque a este flagelo social
requiere la correcdón global de una serie de factores de la sociedad
contemporánea que confluyen a la producción de tal efecto (Voto del
Dr. Enrique Santbgo Petracchi).

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

Parece ser que, con relación a los adictos y simples tenedores de estu-
pefaci2ntes para uso personal, el encarcelamiento carece de razonabili.
dad y puede representar un ulterior estigma que ~acilite su adhesión
a modelos de vida criminal y a la realización de conductas desviadas
en lugar de fortalecer su readaptación a la vida. productiva. En tales
condiciones, la sanción penal per se es inútil, y, por lo mismo, irrazo-
nable (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

Aún si se considerara que el consumo de estupefacientes es por sí una
conducta que no satisface los mínimos standars éticos de nuestra co-
munidlld, no se sigue de ello que el Estado esté en condiciones de prohi-
bir tal conducta con prescindencia de los peligros y daños efectivos que
produzcan (Voto ¿el Dr. Enrique Santiago Petracchi).

MORAL PUB LlCA.

No es función del Estado establecer el contenido de los modelos de ex-
celencia ética de los individuos que lo componen, sino asegurar las
pautas de.una convivencia posible y racional, al cabo pacífica, que brinda
una igual protección a todos los miembros de una comtnÍidad creando
impedimentos para que nadie pueda imponer sus eventuales "desvia-
ciones" morales a los demás. Lo que exige erigir en bien jurídico a las
ideas de los demás e incluso, prever como ilícitos a los actos que en-
torpezcan sus derechos o les ocasionen daño, llevados a cabo con apoyo
en creencias consideradas éticamente relevantes (Voto del Dr. Enrique
Santiago Petracchi) .

.cONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garaittías. Generalidades.

Es p¿rfectamente justo y legísimo considerar"buenas" las costumbres
y los modales que nuestros padres nos enseñaron y sagrados los ritos
y normas sociales que nos han legado las tradiciones de nuestra cultura.
Pero también debemos tener buen cuidado de no considerar inferiores las
normas y ritos sociales de otras culturas; es necesario luchar con toda
la fuerza de nuestro raciocinio contra esta propensión natural. Este es
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el motivo por el cual el ordenamiento jurídico impone un ámbito de ex-
clusión respecto de las conductas y creencias de las personas que no
ofendan la de los demás ni se materialicen en Un daño. Este es el signi-
ficado mismo del arto 19 de la Constitución Nacional (Voto del Dr. En-
rique Santiago Petracchi).

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

La afirmación de que si se considera insusceptible de prohibición 'el
mero consumo de estupefacientes, de]:Jería extenderse tal criterio a la
actividad del proveedor traduce un planteo que hace caso omiso del
hecho de que nuestra Constitución, en su arto 19, exige como cortdición
del reproche penal que la conducta objeto de pena dañe a otro o hiera
sentimientos o valoraciones compartidos por un conjunto de personas
en cuya protección está interesada la comunidad toda (Voto del Dr. En-
rique Santiago Petracchi).

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

No todas las decisiones.de un individuo se adoptan en un estado de ánimo
que suponga que ha considerado lo que le conviene hacer en base a
una libre deliberación racional. El condicionamiento absoluto de la
volunt'td originado por la dependencia patológica, ciertos estados de
ansiedad, depresión, excitación, miedo, etc., impiden decidir "libremente"
y el Estado puede y debe interferir en la actividad de terceros que to-
man ventaja de, o fomentan, o, en definitiva, explotan tales estados,
impulsando al que los padece a transitar por los cambios irreversibles
de cieltas form.as de adicción que conducen" sin escalas, a una muerte
omnipotente (Voto del DI'. Enrique Santiago Petracchi). .

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

El cas~igo al aprovechamiento de los. estados de dependencia patológica
e incluso la ayuda a una autolesión se justifica, sin que puedan equipa-
pararse estas sitm~cionescon 'el tratamiento requerido por la autolesión
en sí misma (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

Si se generalizara 1":1 argumento de que el arresto de los simples consu-
midores de drogas que nC'han provocado daños a terceros ni ofendido
el orden y la moral públicos, por la exhibición de su consumo, es un ins-
trumento idóneo para llegar al traficante, vendría a consagrarse en el
principio d~ que es posible combatir toda conducta no, deseada mediante
el ~astigo de quien es ~u víctima desde que siempre la víctima y su
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situación son condición necesaria de la existencia del delito (Voto der
Dr. Enrique Santiago Prtracchi).

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

Pensar que el consumidor de estupefacientes, al ser calificado como de-
lincuente, estará a disposición de la autoridad para poner en evidencia
al proveedor, significa argumentar sobre la base de prácticas de preven-
ción del delito conespondientes a una estructura de hábitos autoritarios
que entraqa riesgos no menos graves que el propio consumo de estupe--
facientes (Voto del Dr. Eñrique Santiago Petracchi).

TENENCIA DF\ ESTUPEfACIENTES

Afirmar que quien es detenido por tener en su poder un cigarrillo de
marihuana para su consumo personal, declarará sobre el acto de tráfico
del que por consiguiente se hace responsable, sólo tiene sentido si se
transforma la garantía del art. 18 de la Constitución en puro verbalismo,
y se ,)bedece a una práctica represiva para obtener información que
nuestro país intenta desterrar definitivamente, y cuyos efectos perni-
ciosos sobre la socir:dad no son menores que los que se pretenden comba-
tir con las providencias contra la drogadicción (Voto del Dr. Enrique-
Santiago Petracchi).

CODIGO PENAL.

La persecusión penal o la acción policial sobre las víctimas de conductas
ilícitas no puede ser concebida como un medio apto para evitarlas (Voto
del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

Si ciertas formas de consumo personal de drogas resultaran insuscepti--
bIes de ser sancionadas en virtud del art. 19 de la Constitución Nacional,
no sucecería lo mismo con los actos de provisión de drogas, incluso en
pequeñas cantidades púesto que el límite de aplicación del artículo citado-
es el de la producción de daños a terceros, o la violación de la moral
y el orden público (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

Si se considera al consumo que alguien hace de estupefacientes como'
un daño que se irroga a sí mismo, es evidente que si los consume en
situación que implica incitar a terceros a proveerlos de estupefacien-
tes, estaría produciendo a terceros el mismo daño que se inflige a sí
mismo y su conducta escaparía a la exclusión establecida en el arto 19'
de la Constitución Nacional (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).
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Un consumidor de estupefacientes que ejecute actos de "tráfico hor-
miga", puede ser punible por esto último sin que necesariamente lo
sea por el simple 'consumo (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

'TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

Resulta incuestionablemente justo castigar al traficante de alcaloides,
con fundamentos que no son aplicables al consumidor (Voto del Dr.
Enrique Santiago Petracchi).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

Forma parte de la ('sfera reservada de los individuos la decisión acerca
de su propia inseguridad corporal en la megida en que con los actos
de autolesión no afecten derechos de terceros (Voto del Dr, Enrique
Santiago Petraccpi).

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES
¡

Pensar que el arresto de los simples consumidores de drogas que no
han provocado daños a terceros ni ofendido el orden y la moral públicos
por la exhibición de su consumo, es un instrumento idóneo para llegar
al traficante, entrañaría afirmar que para una eficacia mayor en la re-

o presión del aparato de comerdalizción de drogas, el Estado debería
fomentar el consumo, con lo que tal actividad se haría más visible, y
se contaría, además, con innumerables proveedores de información (Voto
del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

Si estar bajo la influencia de ciertos estupefacientes puede facilitar la
producción de infracGiones penales, ese castigo siempre deberá estar
asociado a la concreta realización de éstas y no a la mera situación en
que ~] delito podría cometerse (Voto del Dr. Enrique Santiago Pe-
tracchi) .

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

Salvo delitos contra la propiedad realizados para proveerse de estupe-
facientes, no se puede afirmar hasta el presente que exista una especial
vinculación entre actividades delictivas y el uso de algún estupefaciente
en particular (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).
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TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

No parece razonable fundar la incriminación del consumo de drogas
por los efectos potenciales de éstas, que dependen de -las situaciones-
concretas de cada caso, de las canridades que se incorporen al orga-
nismo y del uso que se les asigne (Voto del doctor Enrique Santiago,
Petracchi) .

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

La incriminación contenida en el arto 6~ de la ley 20.771 adolece de-
serios vicios en su fundamentación y en la evaluación completa del pro-
blema sobre el que se quiere actuar y en la búsqueda de soluciones,
defectos que se pretende ocultar con el fácil recurso de la prohibición-
penal (Voto del Dr.' Enrique Santiago Petracchi).

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

La incriminación contenida en el arto 6~ de la ley 20.771tiene la impor-
tante falla técnica de constituir un tipo penal, con base en presupuestos
sobre la peligrosidad del autor más que por su relación con el daño o
peligro concreto que pueda producirse a derechos o bienes de terceros,
o a las valoraciones, creencias y standards ,éticos compartidos por con--
juntos de personas, en cuya protec~ión se interesa la comunidad para.
su copvivencia armónica (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

La prohibición del arto 6~ de la ley 20.771no satisface los requisitos ge-
nerales de nuestro ordenamiento jurídico para la configuración de un
delito (Voto' del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Genemlidades.

El arto 19 de la Constitución Nacional resulta ser una pieza de esencial
importancia en la c'onfiguración del sistema de las libertades individua-
les qu~ caracteriza a nuestro orden jurídico. El, evidentemente, no se'
limita a la garantía de la privacidad de los individuos -ya establecida
en el arto 18 de h Constitución Nacional- sino que consagra un es-
quema de ordenada libertad, es decir, el eje sobre el que gira un
sistema de libertad personal, más allá de la garantía de la mera pri-
vacidacl (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

El arto 6~de la ley 20.771obedece a un presupuesto dogmático eú cuanto
a su finalidad, según la c{¡al la punición es un remedio efectivo a la
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grave cuestión social de las drogas, afirmación ésta que, al no haberse-
corroborado en los hechos, es escasamente científica y particularmente-
impre.:isa (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

TENENCIA lJE ESTUPEFACIENTES

Al no naber fundado el arto 6? de la ley 20.771 la tipificación del delito
en un nexo razonable entre una conducta y el daño que ella provoca,
resulta ínsito a tal procedimiento de legislar la falta de distinción entre-
acciones en general o conductas en particular que ofendan a la moral
pública o perjudiquen a un tercero y aquéllas que forman parte exclu-
sivamente del campo de lo individual, con lo que se soslaya la restric-
ción a la califiGación legal de las conductas de esta segunda clase esta-
blecida en el arto 19 de la Constitución, que expresamente obliga a efec-
tuar dicho distingo (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías.

La institución de una pena como la prevista en el art. 6? de la ley 20.771
para ser aplicada a la tenencia de estupefacientes para el consumo perso-
nal, conminada en función de perjuicios acerca de potenciales daños.
que podrían ocasionarse "de acuerdo a los datos de la común experien-
cia", no se compadece con la norma del arto 19 de la Constitución Na-
cional, especialmente cuando el resto de la legislación sobre el parti-
cular cc>nsidera la tel1encia de droga como una conducta presupuesta
en otras que resultan punibles (Voto del Dr. Enrique Santiago Pe-
tracchi) ..

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

La presentación de la víctima del recurso a las drogas como un delin-
cuente, en cualquiera de los estados en que éste se encuentre, de riesgo
para su salud por Ía naturaleza del consumo al que ha accedido, implica
el peligro de obstaculizar por vía de la prohibición el objetivo superior
al de la pena, o sea la rehabilitación, cura y reinserción social de la
víctima (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

Una de las funciones dE' la legislación, que no puede lograrse por la
vía de la mera incriminación penal, debería consistir en controlar y
prevenir el consumo de drogas sin estigmatizar en forma definitiva
al adicto como delincuente y garantizar, o al menos no interferir, con
el derecho a ser tratado para recuperar la salud del que goza en una
sociedad civilizada todo aquél que padece una enfermedad, especial-
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mente cuando ésta se origina en deficiencias estructurales de la propia
sociedad (Voto del Dr. Enrique Santiago Petracchi).

CONSTlTUCION NACIONIL: Constitucionalidad e inconstitucionalidad. Leyes

nacionales. Comunes.

El arto 6? de la ley 20.771,en cuanto incrimina la tenencia de estupefa-
cientes para uso personal que se realice en condiciones tales que no
traigan aparejado un peligro concreto o un daño a derechos o bienes
de terceros, debe ser invalidado pues conculca el arto 19 de la Constitu-'
ción Nacional, en la medida en que invade la esfera de la libertad per-
sonal excluida de la autoridad de los órganos estatales (Voto del Dr.
Enrique Santiago Petracchi).

CONSTITUCWN NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

El arto 19 de la Constitución Nacional circunscribe el campo de inmu-
nidad de las acciones privadas, estableciendo su límite en el orden y
la moral públicos y en los derechos de terceros. Tales limitaciones, ge-
néricamente definidas en aquella norma, son precisadas por obra del
legislador (Disidencia de los doctores José Severo CabaHero y Carlos
S. Fayt).

CODIGO PENAL.
En materia penal es el legislador el que crea los instrumentos adecua-
dos para el resguardo de los intereses que la sociedad estima relevantes,
mediante el dictado de las disposiciones que acuerdan protección jurí-
dica a determinado~ bienes. La extensión de esta área de defensa podrá
ser más o menos amplia según la importancia asignada al respectivo
bien que se pretende proteger; es así como en algunos casos bastará
la mera probabilidad -con base en la experiencia- de que una con-
ducta pu.eda poner en peligro el bien tutelado para que ella resulte in-
criminada por la ley penal (Disidencia de los doctores José Severo
Caballero y Carlo~ S. Fayt).

TENENCIA DR ESTUPEFACIENTES
El legislador ha tipificado como delito de peligro abstracto la tenencia
de estupefacientes, aunque estuvieran destinados a uso personal; con
ello se ha extendido la protección de determinados bienes, a los que
se acuerda particular jerarquía. La norma se sustenta pues, en el juicio
de valor efectuado por el órgano constitucionalmente legitimado al
efecto, y desde este punto de vista resulta en principio iri-evisable. Sólo
podría' ser cuestionada si la presunción de peligro que subyace en dicho
juicio ,resultara absolutamente irrazonable, tarea para la cual corres-
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ponde analizar la relación existente entre los bienes protegidos y la
conducta incriminada (Disidencia de los doctores Jesé Severo Caballero
y Carlos' S. Fayt).

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

Si bien en principio parecería que con la ley 20.771se ,ha tratado de
resguardar la salud pública en sentido material como objetivo inme-,
diato, el amparo se extiende a un conjunto de bienes jurídicos de rele-
vante jerarquía que trasciende con amplitud aquella finalidad abar-
cando la protección de los valores morales, de la familia, de la socie-
dad y, en últiI:la instancia la subsistencia misma de la Nación y hasta
la de :a humanid;¡d toda (Disidencia de los doctores Jasé Severo Ca-
ballero y Carlos S. Fayt).

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

Quien posee estupefacientes para su consumo representa un peligro po-
tencial para los bienes jurídicos protegidos por la ley 20.771por cons-
tituir de ordinario un factor de expansión del mal. Ello puede suceder
por actos voluntarios o involuntarios del tenedor (Disidencia de los
doctores José Severo Caballero y Carlos S. Fayt).

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

La presunción de peligro en que se asienta la figura descripta por el
arto 6~ de la ley 20.771no aparece como irrazonable respecto de los
bienes que se pretende proteger (Disidencia de los doctores José Se-
vero Caballero y Carlos S. Fayt).

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

La tenencia de estupefacientes para consumo personal queda fuera del
árribito de inmunidad del arto 19 de la Constitución Nacional, toda vez
que dicha conducta es proclive a ofender el orden y la moral pública o
causar perjuicio (Disidencia de los doctores José Severo Caballero y
Carlos S. Fayt).

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

La tenencia de estupefacientes es un hecho, una acción; el arto 6~ de la
ley 20.771no sanciona al poseedor por su adicción, sino por lo que hizo,
por el peligro potencial que ha creado con la mera tenencia de la
sustancia estupefaciente (Disidencia de los doctores José Severo Ca-
ballero y Carlós S. Fayt).
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TENENCIA Dr;; ESTUPEFACIENTES

No debe considerarse a la tenencia de estupefacientes para consumo
personal como un dcrecho fundamental. Los derechos fundamentales
a los fines dc la intimidad están reconocidos en primer término en el
arto 18 de la Constitución Nacional que consagra, al igual que la nor-
teamericana, la inviolabilidad del domicilio, de la correspondencia y de
los papeles privados (Disidencia de los doctores José Scvero Caballero y
Carlos S. Fayt).

ACCION DE. AMPARO: Actos u omisiones de autoridades públicas. Principios
generales.

Es indudable que para asegurar la libertad de conciencia, el ciudadano
de la era de la diS?;nidaddel hombre puede interponer recurso de am-
paro, que debe ser concedido por el Estado liberal (Disidencia de los
doctores José Severo Caballero y Carlos S. Fayt)"

ACCION DE AMPARO: Ar;tos'u omisiones de autoridades públicas. Prillcipios
generales.

Desde el momento en que los derechos fundamentales -en el sentido
actual de la cultura uhiversal- representan facultades que consagran
la dignidad del hombre -según se infiere de los textos constitucionales
actuales- es inconcebible suponer una acción o recurso de amparo que
tuviese por objeto lograr la tutela estatal para proteger la propia de-
gradación (Disidencia de los doctores José Severo Caballero y Carlos
S. Fayt).

CONSTITUCION NACIONAL: Principios generales.

El constitucionalismo actual propugna como valores superiores del
ordenamiento jurídico, la libertad, la justicia: la igualdad, y el plura-
lismo político con la fuerza de un mandato para el legislador, y referido
a la libertad, se reconoce como principio normativo la dignidad de la
persona y los derechos inviolables que le son inherentes, que constitu-
yen el fundamento del orden político y la paz social (Título 1, Artículo
10, 1, de la Constitución española de 1978;. arto 1? de la Constitución de
la República Federal Alemana) (Disidencia de los doctores José Severo
Caballero y Carlos S. Fayt).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Gel1eralidades.

Pretender que las acciones privadas que están más allá de la libertad
de conciencia representan en todos los casos acciones extrañas o in-
munes a toda proscripción o regulación estatal, carece de significa--
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ción si se trata de la propia degradación, con capacidad abstracta de
proyectarse (Disidc:ncia de los doctores José Severo Caballero y Carlos
S. Fayt).

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades.

El legislador. es por la Constitución el competente para captar desde
la moralidad pública -que es la del hombre medio a quien él represen-
ta- cuándo las acciones privadas que conduzcan a la propia degrada-
ción pueden proy~ctarse amenazando u ofendiendo esa moral pública
u otros bienes; y en ese sentido, valorar las circunstancias significativas
de otras formas de control social que puedan llevarse una incriminación
directa o indirecta. Y es' así que parece razonable que bienes jurídicos
de naturaleza superior, sean protegidos penalmente frente al peligro
abstracto ~e una conducta incapaz de generar el amparo constitucional
por sí misma (Disidencia de los doctores José Severo Caballero y Car-
los S. Fayt),.

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

La tenencia voluntaria de sustancias estupefacientes, cualquiera sea
su finalidad, constituye una manera de mantener el riesgo creado por
aquel que la elaboró o introdujo. El legislador, consciente de la alta pe-
ligrosidad de estas sustancias, ha querido evitar toda posibilidad de
existencia de éstas. salvo en los casos en que se las sujeta a control
(Disidencia de los doctores José Severo Caballero y Carlos S. Fayt).

TENENCIA,DE ESTUPEFACIENTES

Las figuras de la 'ley 20.771no tutelan la integridad personal, sino la
salud pública (Disidencia de los doctores José Severo Caballero y Car-
los S. Fayt).

TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

Los motivos en virtud de los cuales entró el procesado en la tenencia
de la sustancia esf'upefaciente, con conocimiento de su naturaleza, ca-
recen de relevancia' toda vez que al resultar sancionada esa conducta
como de peligro abstracto, dicho peligro existe en tanto la sustancia
conserve sus cualidades y sea apta para ser consumida por cualquier
persona con o sin, el consentimiento de su tenedor, y por ello es sus-
ceptible de ser castigada (Disidencia de los doctores José Severo Ca-
ballero y Carlos S. Fayt).
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TENENCIA DE ESTUPEFACIENTES

Considerar la mayor o menor utilidad, desde el punto de vista de la
prt::vención general y especial que pueda revestir la pena para la te-
r.encia de estupefacientes para uso personal, remite a cuestiones de
política criminal que involucran razones de oportunidad, mérito o
conveniencia, sobre las cuales está vedado a la Corte inmiscuirse bajo
riesgo de arrogarse ilegítimamente la función legisferante (Disidencia
de los doctores Jesé Severo Caballero Y Carlos S.Fayt).

IENENCIA DE ESTUPEFACIENTES'

Exigir la necesidad de probar en cada caso que la tenencia de estupe-
facientes trascienge la esfera personal importaría agregar un requisito
inexistente que altera el régimen de la ley, porque para ella no interesa
el he~ho concreto de que la posesión trascienda, pues por tratarse de
un delito de peligro abstracto, basta con la relevante posibilidad de
que ello ocurra, con base en la razonable presunción de que la simple
tenencia siempre involucr~ un riesgo a los fines tutelados (Disidencia
de los doctores José Severo Caballero y Carlos S. Fayt).

DICTAMEN DEL PRúéuRAOÓR GENERAL

Suprema Corte:

La Sala 4~ de la Cámara ~acional de Apelaciones. en lo Crimi-
nal y Correccional concedió a fs. 128 el recurso extraordinario plan-
teado contra la sentehcia que condena al inculpado como autor del
delito previsto en el arto 6'!, de la ley 20.771, en tanto se lo funda
en la presUnta violación de garantías previstas en lo~ .arts. 18 y 19,
de la Constitución Nacional.

Respecto del agravio relativo al allanamiento ilegal del domi-
.'Cilio del acusado considero que la J;>resentación carece de funda-
mento dado que sólo enuncia brevemente el tema sin intentar si-
quiera rebatir la argumentación de la sentencia.

En cuanto a la pretensa invalidez constitucional del arto 6'! de
la ley 20.771 los argumentos del recurrente no son sino repetición
de aquéllos que ya fueron desestimados por esta Corte en los' pre-
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cedentes de Fallos: 300:254 y 303:1205 entre otros, y no consiguen
a mi juicio conmover los fundamentos ~ntonces dados.

De tal modo pienso que la cuestión planteada no puede resol-
verse sino con arreglo a la doctrina sentada, en dichos precedentes
y en otros que siguen su línea argumental, en el sentido de que la'
tenencia ilegítima de drogas -en el caso marihuana y cocaína-,
por los antecedentes y efectos que supone, es conducta que tras-
ciende los límites del derecho a la intimidad, protegido por el arto
19 de la Constitución Nacional. Y que, por lo tanto, es lícita toda
actividad del Estado tendiente a evitar las consecuencias que para
la ética colectiva y el bienestar y la seguridad general pudieran
derivar de dicha tenencia, excepción hecha de la destinada a un
empleo legítimo justificado por la medicina (conf. Fallos: 301:673).

Debe repararse en que el delito previsto en el arto 6'? de la ley
20.771 es de peligro abstracto, presumido por la norma, sea cual
fuere la finalidad de la tenencia, cuya consumación requiere, en el
aspecto objetivo, la acreditación de la relación física entre el autor
y la droga y, en el subjetivo, la demostración de la voluntad de
tenerla a sabiendas de su calidad de tal (Conf. la sentencia de este
Tribunal en la causa M.337, L.XIX, "Maldonado Gustavo Daniel
sjinfr. arto 6'?, ley 20.771", del 1'?de marzo de 1983).

Es por ello que pudo decirse, en el dictamen que precede al
fallo de la Corte en el caso de Ricardo Alberto Valerio, que si se
requiriese la prueba concreta de que la tenencia trasciende la esfera
personal para castigarla, se estaría agregando un requisito inexis-
tente que altera el régimen de la ley, con el peligro de que su desin-
terpretación la torn~ ineficaz para la consecución de los fines que
persigue, tal como se sostuviera en el- Considerando 8'? de la sen-
tencia in re "Colavini".

Por ello es, también, enteramente razonable que en el recor-
dado dictamen se haya dicho que el límite de autorización para
declarar abstractamente punible un comportamiento no está dado
por el hecho concreto de su trascendencia de la esfera personal,
sino por la relevante posibilidad de que ello ocurra.
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En el mismo orden de ideas, agregó se en tal oportunidad que,
una vez formulado por los poderes políticos -ca quienes compete
representar la voluntad pública y expresarla por medio de la ley,
instrumento que conforma la estructura del orden jurídico (art. 19
C.N.)- su juicio acerca de la importancia del peligro que para la
salud pública representan las sustimcias que ha considerado sus-
ceptibles de producir dependencia física o psíquica, no hay razones
valederas para declarar constitucionalmente inadmisible la presun-
ción irrefragable de 1 que la tenencia de esas sustancias conlleva
peligro a los bienes tutelados.

En seguida añadió se que upa declaración de' tal naturaleza
sólo sería posible en presencia de un estado de cosas demostra-
tivo de que la presunción legal que está en la base de una mcri-
minaci6n estructurada corno de peligro abstracto carece totalmente
de razonabilidad, situación que no se configura en el supuesto de
que se trata pues, corno lo demostrara la Corte en Fallos: 300:254
(considerandos 129 y 139), la tenencia de estupefacientes en todos
los casos posee, por lo menos, la trascendencia que resulta del he-
cho del tráfico, fenómeno inconcebible si no hubiera tenedores
consumidores. Además,' ha de computarse la posibilidad, implícita
en toda tenencia, de la extensión del hábito por la vía de la imi-
tación o del ejemplo, así corno la hipótesis de que el tráfito ilícito
se realice a través de la portación de cantidades pequeñas que per-
mitan invocar al tenedor, e~ caso de ser descubierto, que se trata
de estupefacientes para consumo personal. Este último rázonamiento
fl,le uno/de los que indujo al legislador de 1974 a modificar el texto
de la ley hasta entonces vigente.

Estas consideraciones, que hago mías, permiten descartar que
la acción que motivara la condena de defendido del apelante sea
de aquéllas que en ningún modo ofenden el orden público ni- causan
perjuicio, por lo que está excluida del ámbito de reserva protegido
por las tantas veces citada cláusula 'constitucional.

Finalmente, creo necesario puntualizar que está en lo cierto el
recurrente cuando afirma que el consumo de drogas es una conducta
esencialmente privada, pero ello no es materia controvertida, salvo
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si se tratara de un uso público supuesto recogido por la figura
agravada del arto 7'! de la ley. De lo que se trata" es de la tenencia
de esa droga, conducta que, como vimos precedentemente, puede
poner en peligro la salud pública del mismo modo que la tenencia
de armas de guerra o de explosivos es susceptible de hacer lo pro-
pio con la seguridad pública.

Por ello, opino que corresponde confirmar la sentencia dictada
en todo cuanto pudo ser materia de recurso extraordinario, y de-
clarar infundada la presentación en cuanto al presunto allanamiento
ilegítimo del domi.cilio. Buenos Aires, 13 de junio de 198,5. Juan
Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 29 de ag~sto de 1986.

Vistos los autos: "Bazterrica, Gustavo Mario s/tenencia de es-
tupefacientes" .

Considerando:

1'!) Que contra la sentencia de la Cámara NaCional de Apela-
ciones en '10 Criminal y Correccional, Sala IV, que confirmó la de
primera instancia que había condenado a Gustavo Mario .Bazterrica
a la pena de un año de prisión en suspenso, doscientos pesos ar-
gentinos de multa y costas, como autor del delito de tenencia de
estuPt::fa~ientes, la defensa dedujo el recurso extraordinario de fs.
112 que fue parcialmente concedido por el a quo a fs. 128.

2'!) Que, en la parte en que el recurso fue otorgado el apelante
sostiene la inconstitucionalidaddel arto 6'? de la ley 20.771, que al
reprimir la tenencia de estupefacientes para uso personal vulnera
el principio de reserva consagrado por el arto 19 de la Constitución
Nacional.

3'?) Que, para sustentar dicho argumento, se expresa. que la
tenencia de estupefacieJ1tes 'para consumo personal, es una con-
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ducta privada que queda al amparo delart. 19 de la Constitución
Nacional, y que no basta la posibilidad potencial de que ella tras-
cienda de esa esfera para incriminarla, sino que es menester la
existencia concreta de peligro para la salud pública. Afirma que,
de lo contrario, se sancionaría por la p~ligrosidad del autor y no
por su hecho, lo que importaría abandonar el principio de .culpa-
bilildad en el que se asienta el derecho penal vigente.

4'?) Que el arto 19 de la Constitución Nacional circunscribe el
campo de inmunidad de las acciones privadas, estableciendo su lí-
mite en el orden y la moral pública y en los derechos de terceros.
Tales limitaciones genéricamente definidas en aquella norma, pre-
cisadas por obra del legislador. En materia penal, como la que
aquí se trata, es éste el que crea los instrumentos adecuados para
resguardo de los intereses que la sociedad estima relevantes, me-
diante el dictado de las disposiciones que acuerdan protección ju-
rídica a determinados bienes.

5'?) Que el accionar del legislador en el sentido indicado no
puede exceder, pues, el campo de las acciones de los hombres que
ofendan a la moral pública, al que se refieren las normas morales
que se dirigen a la protección de bienes de terceros.

6'?) Que este Tribunal ha valorado la magnitud del problema
de la drogadicción en Fallos: 300:254, en que destacó la deletérea
influencia de la creciente difusión actual de toxicomanía en el mun-
do entero. Al subsistir las razones que informan tal apreciación,
es menester realizar un análisis del tema ahora planteado, en tér-
minos que incluyan la consideración de todos los aspectos de tan
compleja realidad.

7'?) Que también este Tribunal y con ese fundamento, ha con-
siderado lícita toda actividad estatal enderezada a evitar las con-
secuencias que para la ética colectiva y el bienestar y la seguridad
general pudieran derivar de la tenencia ilegítima de drogas para
uso personal (Fallos: 301:673; 303:1205; 304:1678 y 305:137).

8'?) Que, sin embargo, en el caso de la tenencia de drogas para
uso personal, no se debe presumir que en todos los casos ella ten-
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ga consecuencias negativas para la ética colectiva. Conviene dis-
tinguir aquí la ética privada de las personas, cuya !ransgresión está
reservada por la Constitución al juicio de Dios, y la ética colectiva
en la que aparecen custodiados bienes o intereses de terceros. Pre-
cisamente, a la protección. de estos bienes se dirigen el orden y mo-
ral pública, que abarcan las relaciones intersubjetivas, esto es ac-
ciones que perjudiquen a un tercero, tal como expresa el arto 19
de la Constitución NacioJ;Ial aclarando aquellos conceptos.

La referida norma impone, así, límites a la actividad legislativa
consistentes en exigir que no se prohíba una conducta que desa-
rrolle dentro de la esfera privada entendida ésta no como la de
las acciones que se realizan en la intimidad, protegidas por er arto
18, sino como aquéllas que no ofendan al orden o la moralidad
pública, esto es, que no perjudiquen a terceros. Las conductas del
hombre que se dirijan sólo contra sí mismo, quedan fuera del
ámbito de las prohibiciones.

9~) Que no está probado -aunque sí reiteradamente afirmado
dogmáticamente- que la incriminación de la simple tenencia evite
consecuencias negativas concretas para el bienestar. y la seguridad
general. La construcción legal del art. 6~ de la ley 20.771, al prever
una pena aplicable a un estado de cosas, y al castigar la mera
creación de un riesgo, permite al intérprete hacer alusión simple-
mente a perjuicios potenciales y peligros abstractos y no a daños
concretos a terceros y a la comunidad.

El hecho de no establecer un nexo razonable entre una con-
ducta y el daí10 que causa, implica no distinguir las acciones que
ofenden a la moral pública o perjudican a un tercero, de aquéllas
que pertenecen al campo estrictamente individual, haciéndose en-
tonces caso omiso del arto 19 de la Constitución Nacional que, como
queda dicho, obliga a efectuar tal distinción.

Penar la tenencia de drogas para el consumo personal sobre
la sola base de potenciales daños que puedan ocasionarse "de
acuerdo a los datos de la común experiencia" no se justifica frente
a la norma del arto 19, tanto más cuando la ley incrimina actos que
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presuponen la tenencia pero que trascienden la esfera de priva-
cidad o como l~ inducción al consumo, la utilización para prepa-
rar, facilitar, ejecutar u ocultar un delito, la difusión pública del
uso, o el uso en lugares expuestos al público o. aun en lugares
privados mas c~m probable trascendencia a terceros.

10) Que, en otro orden de ideas, no se encuentra probado, ni
mucho menos, que la prevención penal de la tenencia, y aun de la
adicción, sea un remedio efiCiente para el problema que plantean

las drogas.

Por el contrario, tal tesis es discutida en la actualidad, por quie-
nes sostienen que las causas de la adicción son de origen múltiple
y que la sola forma de atacarla es mediante la corrección de las
alterac"iones socioeconómicas de la sociedad contemporánea. Quie-
nes se inclinan hacia esta tesis no' creen que la incriminación del
toxicómano ayude a su tratamiento y, por el contrario, se inclinan
por sistemas que impongan los tratamientos de desintoxicación
como los que han sido adoptados por ,algunos países europeos.

En tal sentido debe tenerse presente la opinión del Comité de
Expertos de la Organización Mundial de la Salud que en su infor-
me 18 sostuvo que "los datos clínicos no son suficientes para pro-
bar o desaprobar las diversas modalidades de tratamiento obliga-
torio; 10. que sí parece indudable es que pese a la considerable
experiencia adquirida, la detención obligatoria no resulta por sí
beneficiosa" .

Asimismo, el 'Grupo de Estudio de la Organización Mundial de
la Salud sobre la Juventud y Drogas llegó a la conclusión de que
en la mayor parte de loS casos no parece ser indicado el encarce-
lamiento por la posesión de pequeñas cantidades de drogas cau-
santes de. dependencia, destinadas a uso personal.

También el .Quinto Congreso de las Naciones Unidas sobre Pre-
vención del Delito y Tratamiento del Delincuente consideró que las
personas implicadas en delitos leves requerían medidas de trata-
miento y no de castigo severo, ya que podrían ser a veces más
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adecuadas y efectivas formas no penales de control. Con respecto
de los delitos leves, el Congreso estimó que el uso indebido de
drogas forma parte del problema general. de la salud p~blica e
hizo hincapié en la adopción de medidas de tratamiento y reinser-
ción social d~ los toxicómanos. Las sanciones penales y la política
penal en modo alguno debiera impedir la aplicación de tales medi-
das de tratamiento y reinserción, sino que' han de limitarse a garan-
tizar su aplicación cuando fuera pertinente.

Por su parte el Instituto de Investigaciones de las Naciones
Unidas para la Defensa Social, entre las conclusiones de un estudio
.comparativo de un grupo de sujetos de experimentación y control
realizado en Argentina, Costa Rica, Estados Unidos de América (es-
tado de Nu~va York), Japón, Jordania, Italia, Malasia y Singapur,
dijo, sobre la correlación entre uso indebido de drogas y crimina-
lidad que los datos parecen sugerir que, cuando la adicción persiste,
la mera sanción penal no sólo fracasa en tratar de reducir el com-
portamiento delictivo de los sujetos, sino que -por el contrario-
parece iniciarlos o causar su aumento. A la luz de las opiniones
mencionadas, puede decirse que en el caso de los adictos y de los
simples tenedores, el encarcelamiento carece de razonabilidad y pue-
de representar para tales sujetos un ulterior ,estigma que facilita
adherirse a modelos de vida criminal y a la realización de conduc-
tas desviadas, en vez de fortalecer la readaptación a la vida pro-
ductiva. En dichas condiciones. la sanción penal per se es insufi-
ciente cuando no va acompañada de una terapia seria y medidas
de rehabilitación capaces de modificar en un sentido .positivo el
comportamiento de los individuos.

Además, nuestro país se encuentra vinculado por la Convención
Unica sobre estupefacientes, adoptada por la Conferencia de las .Na-
ciones Unidas reunida el 30 de marzo de 1961 y aprobada por de-
creto-ley 7672/63, arto 7'?, cuyo arto 38 obliga a las partes contratan-
tes a considerar las medidas que pueden adoptarse para el trata-
miento médico, el cuidado y la rehabilitación de los toxicómanos,
y -si sus, recursos económicos lo permiten-o a establecer servicios
.adecuados para su tratamiento.
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Por eso es necesario poner a prueba y aplicar otras medidas.
que sustituyan las sanciones penales y de 'encarcelamiento, a fin
de introducir un verdadero enfoque terapéutico para corregir el
comportamiento desviado de los sujetos.

11) Que es necesario, en definitiva, comprender, pese a todos
los prejuicios, que se puéde atender al drogado, que el .camino de
un individuo a la adicción es paulatino, no es abrupto, ni se pro-
duce de un día para el otro.

El sujeto puede un día probar la droga, comenzar luego a con-
sumirla ocasionalmente y finalmente arribar a un estado de depen-
dencia psíquica -yen algunos casos física- de ella. Frente a estas
distintas situaciones o etapas, las diferentes respuestas que debe
proporcionar el Estado tienen una gran influencia sobre el indivi-
duo. Una respuesta de tipo penal, tendiente a proteger la salud
pública a través de una figura .de peligro abstracto, no tendrá siem-
pre un efecto disuasivo moralizador positivo respecto del consumi.
dar ocasional o aquel que se inicia en la droga, y en muchos casos,
ante su irremediable rotulación como delincuente, el individuo será
empujado al accionar delictivo inducido por la propia ley. Este in-
dividuo quedará estigmatizado como delincuente por la misma co-
munidad que debe encargarse de proporcionar medios para tratar
a los adictos, tendrá un antecedente penal que lo acompañará en el
futuro y le obstaculizará posibles salidas laborales y' la reinserción
en la realidad que trataba de evadir. La función del derecho debe-
ría ser controlar o prevenir, sin estigmatizar, y garantizar, o al me-
nos no interferir, con el derecho a ser tratados que tienen lo,s

adictos.

13) Que en este marco -médico-psicológico-, adquiere una
singular significación la prohibición constitucional de interferir con
las conductas privadas de los hombres, prohibición que responde
a una concepción según la cual el Estado no <:lebeimponer ideales
de vida a los individuos, sino ofrecerles libertad para que ellos los
elijan, y que es suficiente por sí misma para invalidar el art. 6'? de
la ley 20.771, cuya inconstitucionalidad se declara, en cuanto incri-
mina la simple tenencia de estupefacientes para uso personal.



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 1421

l

Por ello, y oído el señor Procurador General, se revoca la sen-
tencia apelada.

JOSÉ SEVERO CABALLERO (en disiden-o

cia) - AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO

- CARLOS S. FAYT (en disidencia)
- ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

(según mi voto) - JORGE ANTONIO

BACQUÉ.

VOTO DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

Considerando:

19) Que, sobre la base de lo previsto en el arto M, de la ley
20.771, la Sala IV de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Cri-
minal y Correccional confirmó la sentencia dictada en primera ins-
tancia, que condenó a Gustavo Mario Bazterrica a la pena de un
año de prisión en suspenso y multa, por considerarlo autor del de-
lito de tenencia de estupefacientes. Contra tal pronunciamiento el
apelante dedujo recurso extraordinario, sosteniendo que dicha norma
viola la garantía establecida en la primera parte del arto 19, de la
Constitución Nacional, especialmente en atención a la exigua can-
tidad de sustancia hallada en poder del procesado (3,6grs. de ma-
rihuana y 0,06grs. de clorhidrato de cocaína, v. considerando pri-
:mero de la sentencia de primera instancia). Se agravia también la
,defensa en cuanto a la supuesta ilegalidad del allanamiento reali-
:zado en el domicilio de Bazterrica que, según afirma, lesiona la
:garantía de la inviolabilidad del domicilio, consagrada por el arto 18,
,de la Constitución Nacional.

29) Que la impugnación del procedimiento policial que dio ori-
:gen a la causa (v. fs. 119 vta.), carece del mínimo fundamento exi-
gible para habilitar la vía extraordinaria, ya que sólo hace una bre-
ve referencia al tema, por lo que cabe declarar inadmisible el re-
'.curso al respecto.
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3?) Que, en consecuencia, queda a resolución del Tribunal la
restante cuestión señalada, relativa a determinar si la incrimina-
.ción de la tenencia de estupefacientes para consumo personal, esta-
blecida por el arto 6?, de la ley 20.771, se ha producido dentro del
margen de competencia legislativa delimitado por el arto 19, de la
Constitución Nacional, o si invade la privacidad que ese precepto
protege de la intervención de los órganos estatales, supuesto este
último que llevaría a declarar la inconstitucionalidad de la prohi-
bición aludida. Del contexto de los agravios en que el apelante sus-
tenta su tesis de inconstitucionalidad se desprenden, fundamental-
mente, dos argumentos. El primero de ellos estriba en que no se
cumple, respecto de la norma legal impugnada, el requisito estable-
cido por el citado arto 19, consistente en que las acciones privadas
sólo pueden ser objeto de restricción cuando medie peligro con-
creto para terceros. El segundo radica en que, consecuentemente, al
no mediar tal peligro concreto, la sanción tendría por única base la
peligrosi¡:lad del autor y no la acción realizada por éste, o sea qUe
el tipo penal construido por el art. M, de la ley 20.771, no sigue las
pautas exigidas en la materia por el ordenamiento constitucional, al
configurar como delito a las presuntas características nocivas de
una personalidad determinada.

4?) Que la decisión remite, pues, al examen de los límites de la
restricción que el art. 19, de la Ley Fundamental, impone a los ór-
ganos estatales para la regulación de ciertas conductas, que allí se
designan como "acciones privadas de los hombres", lo que llevaría
a establecer si el arto 6?, de la ley 20.771 se adecua o no a ese prin-
cipio constitucional. Para tales finalidades convendrá tomar en cuen-
ta lQs argumentos que desde la sanción de dicha ley se han soste-
nido en nuestra doctrina y jurisprudencia, tanto en favor como en
contra de la legitimidad de la prohibición impugnada.

S?) Que, sin embargo, antes de abordar los puntos referidos,
resulta indispensable dejar sentado que ellos deberán ser vistos en
el marco del contexto general en el que se inscribe el caso a resol-
ver. Dicho marco está determinado primordialmente por dos cir-
cunstancias, una de ellas podría ser considerada como externa aL



DE JUSTICIA bE LA NACIÓN 1423

conflicto sub examine y, la otra, configurada por la naturaleza del
conflicto mismo.

La primera circunstancia determinante, cuando el asunto atañe
a la consideración del alcance de las garantías constitucionales, es
la toma de conciencia de que nuestro país atraviesa una coyuntura
histórico-política particular, en la cual, desde las distintas instan-
cias de producción e interpretación normativas, se intenta recons-
truir el orden jurídico, con el objetivo de restablecer y afianzar
.para el futuro en su totalidad las formas democráticas y republica-
nas de convivencia de los argentinos, de modo que dicho objetivo
debe orientar la hermenéutica constitucional en todos los campos.

El segundo aspecto del marco general sobre el que se emplaza
la cuestión a resolver proviene de que los hechos que se juzgan se
vinculan directa o indirectamente. con un problema temible: el trá-
fico y consumo de estupefacientes. La droga es, indudablemente, una
lacra que produce atroces consecuencias en las sociedades moder-
nas. Una de dichas consecuencias es la de que la diseminación y
desborde del tráfico y consumo de estupefacientes ha adquirido un
volumen tal y tan descomunal, que ha facilitado .la conformación
de un negocio económico ¡:tdministrado por consorcios internacio-
nales. que cuentan a veces con recursos que superan las posibili-
dades de los propios Estados. Es desgarrador además, el problema
de las drogas desde el punto de vista individual, pues una creciente
cantidad de víctimas de la adicción y narcodependencia ven sus vi-
das limitadas en múltiples sentidos, se encuentran con su salud
física y psicológica seriamente afectada y, por tanto, su existencia,
sumamente empobrecida. En el tratamiento de cada uno de los as-
pectos propuestos, se volverán a hacer consideraciones particulares
sobre ambos rasgos del contexto en el que debe resolverse el pre-
sente caso.

6\') Que una reflexión "'~erca de los alcances del arto 19, de la
Constitución Nacion,,', aebe partir de la evidente trascendencia de
tal disposición -( .racterística distintiva de nuestra Carta Magna-
porque, al definir ~a esfera de libertad individual de los habitantes
de la Nación Argentina, se emplaza como base fundamental para la
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arquitectónica global de nuestro orden jurídico. Esta Corte ha efec~
o tuado recientemente algunas precisiones al expedirse, in re: "Pon-
zetti de Balbín cfEd. Atlántida, S.A.", P.526-XIX. Así, en el conside-
rando 8<;" de uno de los votos concurrentes se expresó que el arto 19:
"En relación directa con la libertad individual protege jurídica-
mente un ámbito de autonomía individual constituida por los sen-
timientos, hábitos y costumbres, las relaciones familiares, la situa-
ción económica, las creencias religiosas, la salud mental y tísica y,
en suma, las acciones, hechos o datos que, teniendo en cuenta las
formas de vida aceptadas por la comunidad, están reservadas al pro-
pio individuo ... ". En el mismo considerando se estableció que, en
rigor, el derecho a la privacidad comprende: " ... aspectos de la per-
sonalidad espiritual o física de las personas tales como la integri-
dad corporal ... " y se concluyó afirmando que" ... nadie puede in-
miscuirse en la vida privada de una persona ni violar áreas de su
actividad no destinadas a ser difundidas ... ".

Conviene destacar que, en todos los votos -que componen el
fal1o-, quedó firmemente asentado que es " ... fundamental para la
existencia de una sociedad libre, el derecho a la privacidad consa-
grado en el arto 19, d~ la Carta Magna ... "; que es un "derecho ins-
cripto en la propia Constitución, también fundamental para la exis-
tencia de una sociedad libre". Se trata, en suma, de una cláusula
constitucional que esta Corte ha considerado decisiva para la exis-
tencia de una sociedad libre y que comprende entre las acciones
privadas de los hombres, como quedó expuesto al transcribir parte
del aludido considerando 8<;" lo atinente a la salud e integridad físi-
ca y psicológica de las perso,nas. Luego, esas reflexiones son vincu-
lantes para elaborar la decisión sobre la juridicidad o antijuridici-
dad de la tenencia y consumo de estupefacientes, toda vez que estos
hechos se relacionan indudablemente con la salud pública -bien
jurídico tutelado por las normas penales- y la salud individual que
forma parte, según se ha señalado, de la privacidad protegidá por
el arto 19, de la Constitución.

7<;,)Que este último precepto está tomando -en redacción que
pertenece al primer ,Rector de la Universidad de Buenos Aires, Pres-

o bítero Antonio Sáenz (conf. Sampay, Arturo E., "La filosofía jurí-



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 1425

dica del arto 19 de la Constitución Nacional", Cooperadora de Dere-
cho y Ciencias Sociales, Bs. As., 1975, página 12 y ss.)- del arto 5'?,
de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de
1789. La prescripción de tal norma expresa la base misma de la
libertad moderna, o sea, la autonomía de la 'conciencia y de la vo-
luntad personal, la convicción según la cual es exigencia elemental
de la ética que los actos dignos de mérito se realicen en virtud de
la libre creencia del sujeto en los valores que los determinan.

Existen. antiguos precedentes de esta Corte Suprema que, si
bien han sido influidos por el individualismo de la época en que
se dictaron, se aproximan al significado que ha venido a cobrar la
norma constitucional en examen. Entre ellos, se cuenta el regis-
trado en Fallos: 150:419, del año 1928. Los distinguidos magistrados
que, a la sazón, componían el Tribunal expresaron: " ... el fuero in-
terno de la conciencia queda reservado a Dios y exento de la auto-
ridad de los magistrados (Constitución Nacional, arto 19)". Por con-
siguiente, "los deberes que impone el imperativo interior de la con-
ciencia humana no han podido, pues, por sí solos, constituir la base
de la ley impositiva aludida". Él Procurador General Matienzo, en
el tomo 128, página 435, de los Fallos de este Tribunal, cita la sen-
tencia de la Corte Suprema de los EE. UU. en la que el juez Miller
dijo: "Es necesario reconocer que existen derechos privados en to-
dos los gobiernos libres fuera del control del Estado. El gobierno
que no reconozca tales derechos, que mantenga las vidas, la libertad
y la propiedad de los ciudadanos sujetas en todo tiempo ,a la abso-
luta disposición e ilimitada revisión aun de los más de~ocráticos
depositarios del poder es al fin y al cabo, nada más que un despo-
tismo" (páginas 441 y 442).

Importantes intérpretes de nuestra Constitución sostienen doc-
trinas análogas. Al respecto, Sampay manifiesta que el citado art. 19
" ... resuelve, conforme los principios de la filosofía clásica antes
enunciados, que sólo los actos externos materia de la virtud de jus-
ticia caen bajo la potestad legislativa del Estado ... ", y agrega:
" ... Orden es la disposición de las partes en el interior de un todo,
consecuentemente, para que el orden social no sea ofendido, el le-
gislador debe reglar la actividad externa de los sujetos enderezada
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a cambiar bienes de uso humano, de modo que cada uno actúe res-
petando los derechos de los otros... Si se considera que el adje~
tivo publicus, esto es, populicus, denota la calidad de pertene-
cer a mi populus, es decir, a una muchedumbre de' hombres orga-
nizada en orden, resulta lógico inferir q~e la expresión constitucio-
nal «moral pública» significa la parte de la moral que regla las ac~
ciones referentes al orden de la comunidad, y sabemos que la jus-
ticia es la virtud que causa y conserva ese orden, por lo que Aris-
tóteles afirma que «la justicia es cosa de la polis porque la justicia
es el orden político ... No perjudicar a un tercero»,' es la definición
de acción justa dada por Aristóteles y que Ulpiano, según ya que-
dó advertido, recogió en su definición del derecho con la tajante lo-
cución: alterum' non laedere.... En conclusión, establecido que el
arto 19, de la Constitución Nacional fija como materia de la potes-
tad legislativa del Estado a los actos 'humanos objeto de la virtud
de justicia, se deduce que dicha. disposición considera «acciones pri- .
vadas de los hombres», no sólo a las acciones interiores, sino tam-
bién a las exteriores que no sean actos de justicia, pues en los ca-
sos que la ley manda alguna cosa d~ las otras virtudes, lo hace siem-
pre considerándola bajo la razón de justicia ... " (Sampay,. A., op.
cit., págs. 37/38). Esto quiere decir que no se pueden sancionar pe-
nalmente acciones que sólo se refieran a la moral individual, y que
es requisito para la intervención de la ley penal, que se afecten bie-
nes jurídicos privados o colectivos, incluidos en el orden de la jus-
ticia, según el sentido aristotélico. Tal interpretación coincide, por
lo demás, con el proceso legislativo constitucional en el cual, al tra-
tarse la r~dacción del arto 1~, el General Pedro Ferré propuso que
la fórmula dijese "a la moral y al orden público", lo que fue cprre-
gido al momento de la sanción por la actual fórmula: "al orden y
a la moral pública" (Sampay, A., op. cit., págs. 19/20). El propio
Ferré aceptó que su propuesta inicial implicaba un grave error filo-
sófico-jurídico que desnaturalizaba el espíritu de su propuesta. Si la
ley penal pudiese prohibir cualquier conducta que afecte a la moral
individual, el Estado estaría imponiendo una moral detern;¡.inada, lo
que lo colocaría en los bordes del totalitarismo, ya que podría su-
pervisar sin límites la actividad de todos los habitantes, sea ésta
pública o privada.
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Lo expuesto conduce al Tribunal a aseverar que no son puni-
bles las acciones de los hombres que constituyan actos en su esfera
privada, siempre que no afecten el orden y la moral públicos. Que-
da pendiente, por supuesto, la cuestión de los criterios para cali.
ficar las acciones que afecten el orden y la moral públicos.

89) Que, en lo atinente a dichos criterios, debe tenerse en cuenta
que decisiones más actuales de esta Corte, como la de Fallos: 296:
15' (considerandos 4 y 6), reiterada en Fallos: 302:604, no parecen
compatibles con los principios aludidos, esenciales para la libertad
del hombre a que nuestra tradición aspiró. En efecto, en la doctrina
sustentada en estos pronunciamientos parece sostenerse que el ám.
bita sustraido a la legislación positiva por el arto 19, primera parte,
de la Constitución, sería sólo el del fuero Íntimo, en cuanto no se
reflejare en acciones pJ;"ivadas, de proyección comunitaria. Si esto
se acepta, no habría límites para la intromisión de los órganos esta-
tales en las acciones y la intimidad de las personas que se tradu.
jeran en conductas que pudieren juzgarse dotadas de "proyección
comunitaria".

De este modo, la disposición constitucional sólo consagraría una
especie de libertad interior pero 'negada toda libertad exterior, defi.
nición de aquella cláusula sólo sustentable en la ficción de que pue-
da dividirse a los individuos según su interioridad o su comporta-
miento externo, como si fueran elementos independientes en su ori-
gen y desarrollo.

Ta~ .interpretación podría llevar poco menos que a la anulación
del resguardo impuesto por el arto 19, de la Constitución. Por otro
lado, la conexión entre la conciencia subjetiva y los factores obje.
tivos que sirven de contexto para su desarrollo es perfectamente
accesible debido a los adelantos de la ciencia y los avances de los
medios técnicos de invasión y manipulación de la cOf!.ciencia indi-
vidual. Como se dijo en uno de los votos concurrentes en el ya alu-
dido caso "Ponzetti de Balbín": "En la época del «lavado de cere-
bro» adquieren su mayor valor los severos principios limitativos de
la actividad estatal, que una lectura humanista y fiel al sentido bá.
sico de la norma halla sin esfuerzo en el arto 19, de la Constitución
Nacional".
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9':') Que debe, además, tenerse en cuenta que ese princIpIo se
inscribe en un conjunto de disposiciones de la Carta Magna tendien-
tes a consagrar lo que en el pronunciamiento de la Corte Suprema
de los EE.UU. emitido en el caso "Palko vjConnecticut" (302 U.S.,
319-1937), el juez Cardozo denominaba "un esquema de ordenada
libertad", que está conformado por .los derechos básicos de los indi-
viduos. Por ello, es inviolable la defensa en juicio de la persona o
de los derechos y también es inviolable el domicilio, los papeles
privados y la correspondencia, es decir, aspectos de la privacidad
de cada habitante (art. 18) y, por tanto, quedan pros-criptas las fa-
cultades extraordinarias "por las que la vida, el honor o la fortuna
de los argentinos quedan a merced de gobiernos o' persona alguna"
(art. 29), derechos éstos que al ser enumerados no implican excluir
todos los que no se enumeran, "pero que nacen del principio de
la soberanía del pueblo y de la forma republicana de gobierno"
(art. 33). Se constituye así una trama de ubicación de los indivi-
duos en la sociedad en la que se entrelazan derechos explícitos e
implícitos y en la cual la libertad individual está protegida de toda
imposición arbitraria Q restricción sin sentido, desde que el arto .28,
de la Ley Fundamental, según ha establecido este Tribunal, impide.
al legislador "obrar caprichosamente de modo de destruir lo mis-
mo que ha querido amparar y sostener" (Fallos: 117:432, pág. 436).

Nuestra doctrina también ha intentado trazar el "esquema de
ordenada libertad", que consagra y proclama la Constitución. Así
surge de la tesis de Rodolfo Rivarola al decir: " ... Estas libertades,
las políticas y las civiles, no se llaman así en la Constituc;ión. La
palabra libertad se encuentra en ella solamente en el Preámbulo,
como uno de los objetos de la Constitución: asegurar los beneficios
de la libertad. Luego reaparece el concepto en el arto 14, «profesar
libremente su culto»; «los esclavos quedan libres», etc. (art. 15) y
se repite en el arto 20 para los extranjeros: «ejercer libremente su
culto». En el arto 19, sin mencionar la palabra, está implícito el con-
cepto con mayor energía: «Las acciones privadas de los hombres
que de ningún modo ofendan al orden y a la moral pública, ni per-
judiquen a un tercero están reservadas a Dios y exentas de la auto-
ridad de los magistrq.dos». La reserva o invocación a Dios, no dis-
minuirá, para los no creyentes, la energía de esta declaración, por-
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que aún suprimida, se leerá siempre que aquellas acciones están
exentas de la autoridad de los magistrados. Su complemento o coro-
lario es que «nadie está obligado a hacer lo que no manda la ley
ni privado de lo que ella no prohibe»" ("La Constitución Argentina
y sus Principios de Etica Política", Rosario, 1944, págs. 127/128).

La idea de la autonomía de la conciencia y la voluntad personal
que resulta fundante de la democracia constitucional ha SIdo tam-
bién proclamada por el Concilio Vaticano II en el sentido de que,
para asegurar la libertad del hombre, se requiere "que él actúe se-
gún su conciencia y libre elección, es decir, movido y guiado por
una convicción personal e interna y no por un ciego impulso infe-
rior u obligado por mera coacción exterior ... " (Constitución Pas-
toral Gaudium et Spes, parte L, Cap. 1':',N,:,17, CQlecCión de Encí-
clicas y Documentos Pontificios, 7~ Edición, tomo II, Madrid, 1967).
Esta es una convicción en la que se hallan convocadas las esencias
del personalismo cristiano y del judío, y de las demás concepciones
humanistas y respetuosas de la libertad con vigencia entre nos-
otros.

Conviene recordar la síntesis acuñada en el siglo pasado por
Cooley cuando define el derecho de privacidad como el "derecho a
ser dejado a solas", fórmula ya clásica que significa que la persona
goza del derecho de ser dejada a solas por el Estado -no por la
religión, la moral o la filosofía- para asegurar la determinación.
autónoma de su conciencia cuando toma las decisiones ,requeridas
para' la formación de su plan de vida en todas las dimensiones fun-
damentales de ella, plan que le compete personalísimamente y ex-
cluye la intromisión externa y más aun si es coactiva. Sólo razones
que demostraren, en base a muy rigurosos juicios, que se encuen-
tra en juego la convivencia social pacífica, admitirían por vía excep-
cional la int1"Omisiónestatal en esa dimensión individual.

El orden jurídico debe pues, por imperio de nuestra Constitu-
ción, asegurar la realización material del ámbito privado concer-
niente a la autodeterminación de la conciencia individual para que
el alto propósito espiritual de garantizar la independencia en la for-
mulación de los planes personales de vida no se vea frustrado. Como
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se dijo ya en uno de los votos concurrentes en autos "Ponzetti de
Balbín": "La protección material del ámbito de privacidad resulta,
pues, uno de los mayores valores del respeto a la dignidad de la
persona'y un rasgo diferencial entre el Estado de Derecho democrá-
tico y las formas políticas autoritarias y totalitarias". Cabe agregar
a esta idea que a medida que la vida social se complica por inci-
dencia de los progresos tecnológicos, por el amplio espectro abarca-
do por los medios modernos de comunicación, por la concentración
de grandes poblaciones en los polos de desarrollo económico y por
el .aumento de las múltiples presiones que este crecimiento de la
sociedad trae aparejados, deben extremarse los recaudos para la pro-
tección de la privacidad frente al riesgo de que la tendencia al desin-
terés por la persona, que estos procesos pueden implicar, conlleve
la frustración de la esfera de libertad necesaria para programar y
proyectar una vida satisfactoria, especialmente en un contexto social
que por múltiples vías opone traba~ a la realización individual.

109) Que el reconocimiento de un ámbito exclusivo en las con-
ductas de los hombres, reservado a .cada persona y sólo ocupable
por ella, que, con tan clara visión de las tendencias en el desarrollo
de la sociedad, consagrara desde temprano nuestra Constitución, re-
sulta así esencial para garantizar el equilibrio entre un Estado cada
vez más omnipresente e individuos cada vez más dependientes de las
formas jurídicas de organización de la sociedad a la que pertene-
cen. La existencia o inexistencia de ese equilibrio pondrá de mani-
fiesto las distancias entre los regímenes democráticos. en que el
individuo encuentre el espacio para la constitución de su propio plan
de vida según se lo determine la autonomía de su propia conciencia
y sólo dentro de los límites en los que no afecte igual derecho de
los demás, y los regímenes autoritarios que invaden la esfera de
privacidad e impiden que las personas cuenten con la posibilidad
de construir una vida satisfactoria.

Es pues, una alta prioridad en el Estado democrático, asegurar
la vigencia de la disposición constitucional en el sentido de garan-
tizar el ámbito de exclusión aludido, procurando su eficacia tanto
frente a la intromisión estatal como frente a la acción de los par-
ticulares.
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La consagración constitucional del derecho a la privacidad está
además complementada por idéntica protección establecida en el
Pacto de San José de Costa Rica, arto 11, incs. 2 y 3, que ha sido
incorporado a nuestro orden jurídico por la correspondiente rati-
ficación legislativa de dicho Pacto.

11) Que la garantía del arto 19 de la Constitución Naciona!, en
los términos en que se ha venido acotando, establece la existencia
de una es~era privada de acción de los hombres en la que no pue-
de inmiscuirse ni el Estado ni nin~una de las formas en que los
particulares se organizan como factores de poder. El poco flexible
límite que circunscribe el campo de inmunidad de acciones priva-
das lo constituye el orden y la. moral públicos y los derechos de
.terceros. El alcance de tal límite resulta precisado por obra del
legislador; pero, su intervención en ese sentido, no puede ir más
allá de las acciones de los hombres que ofendan a la moral pú-
blica, que interfieran con el orden público o que afecten derechos
de terceros, esto es, no puede el legislador abarcar las acciones de
los hombres que no. interfieran con normas de la moral colectiva
ni estén dirigidas a perturbar derechos de terceros.

Esto significa, si no se pretende convertir al arto 19 de la Cons-
titución Nacional en una mera tautología, que las acciones priva-
das. de los hombres no se transforman en públicas por el hecho
de que el Estado decida prohibirlas, es decir, por su inclusión en
una norma jurídica. Tampoco dejan de ser privadas las acciones
de alguien por el hecho contingente de que haya otras personas
realizando la misma conducta. Si se sostuviere cualquiera de estas
dos tesis, como parece surgir, por ejemplo, de las argumentaciones
que para el caso de la tenencia de estupefacientes efectúa parte de
la doctrina en favor de la prohibición, se estaría afirmando que la
primera parte del arto 19 no tiene otro alcance que el de su parte
segunda, es decir, que nadie está obligado a hacer lo que no man-
da la ley ni privado de 10que ella no prohíbe. El arto 19 establece
en su segunda parte, el principio del imperio de la ley, según el
cual el estado sólo puede limitar los derechos individuales en vir-
tud de normas de carácter legal. En su primera parte, determina,
ampliando el principio formal antedicho, que la ley ni puede man-
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dar ni puede prohibir nada en relación a las acciones privadas de
los hombres integrantes de la esfera de las conductas libradas a las
decisiones individuales de conciencia.

12) Que estas prescripclones de la cláusula constitucional obli-
gan a distinguir entre acciones privadas y las que no lo son, y entre
ética privada y moral pública. Por cierto, no puede concebirse a
las acciones privadas como las que se hacen en privado, puesto
que muchos delitos contemplados en nuestra legislación podrían ser
ejecutados en privado. Por consiguiente, tal distinción está vincu-
lada a la diferenciación entre moral pública y ética privada, de
modo que deberán entenderse como acciones privadas de los hom-
bres aquellas que no interfieran con las acciones legítimas de ter-
ceras personas, que no dañen a otros, o que no lesionen sentimien-
tos o valoraciones compartidos por un conjunto de personas en
cuya protección está interesada la comunidad toda. Hay así una
serie de acciones sólo referidas a una "moral privada", que es la
esfera de valoraciones para la decisión de los actos propios, los
cuales no interfieran el conjunto de valores y de reglas morales
compartidos por un grupo o comunidad, ya sea porque esta última
no se ocupa de tales conductas, o porque ellas no son exteriori-
zadas o llevadas a cabo de suerte tal que puedan perjudicar dere-
chos de los demás.

De esta manera, el art. 19 de la Constitución Nacional establece
el deber del Estado de garantizar, y por esta vía promover, el dere-
cho de los particulares a programar y proyectar su vida según sus
propios ideales de existencia, protegiendo al mismo tiempo, me-
diante la consagración del orden y la moral públicos, igual derecho
de los demás.

A este respecto, cabe recordar que, como se afirmó en uno de
los votos concurrentes en el caso "Ponzetti de Balbín" (consid. 19),
el derecho a la autodeterminación de la conciencia requiere la tutela
material del ámbito de privacidad.

Por consiguiente, las conductas de los hombres que no se diri-
jan contra bienes que se hallan en la esfera del orden y la moral
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públicos ni perjudiquen a terceros, aun cuando se trate de actos
que se dirijan contra sí mismos, quedan, en virtud del arto 19 de
la Constitución Nacional, fuera del ámbito de las prohibiciones
legales.

13) Que de acuerdo a la secuencia de exposlclOn antes anun-
ciada, corresponde considerar los alcances y sentido del arto 6\' de
la ley 20.771, que preceptúa: "Será reprimido con prisión de uno
a seis años y multa de 100.- a 5.000.- pesos el que tuviere en su
poder estupefacientes, aunque estuvieren destinados a uso personal".

Esto parece significar la incriminación de toda tenencia de
estupefacientes, cualquiera sea el modo en que se accedió a' los
mismos y cualquiera la finalidad para la que se los tuviere, incluido
el mero consumo personal en cualquier circunstancia y cantidad
en que ese consumo se realice.

14) Que entre los antecedentes de la legislación en examen,
cabe reseñar que en nuestro país la ley 11.331 modificó el arto 204
del Código Penal, incriminando la posesión y tenencia de drogas
no justificadas en razón legítima. Durante la vigencia de esa legis-
lación se dictó el fallo plenario en el caso "González, Antonio" en
octubre de 1930 (Fallos plenarios de la Cámara Criminal y Correc-
cional de la Capital, Boletín Oficial 1970, Tomo I, página 60) en
el que se resolvió, con votos divididos, que el uso personal de alca-
loides no constituía una razón legítima de su tenencia. En ese pro-
nunciamiento la minoría integrada por los jueces Ortiz de Rosas,
Coll y Luna Olmos, sostuvo que si bien el uso personal no consti-
tuye una legítima razón para la tenencia de drogas, la ley no está
dirigida a quienes la poseen con ese objeto exclusivo, ya que lo
contrario implicaría una restricción a la libertad personal consa-
grada en el art. 19 de la Constitución Nacional. Mucho más tarde,
en 1966, otro fallo plenario, "Terán de Ibarra, Asunción" (Fallos
Plenarios cit., T. I, página 62), mantuvo la doctrina, también en
votación dividida, sosteniendo que la mera tenencia de drogas, aun
para uso personal, constituye un peligro para los bienes que el
derecho busca proteger. La disidencia minoritaria se remitió a los.
argumentos de la decisión anterior.
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El Proyecto Peco (1942) sólo reprime la tenencia de sustancias
estupefacientes enderezada "a algún propósito de destinarlas al co-
mercio o de suministrarlas o procurarlas a otro" (art. 230; Expo de
motivos, página 399). El Proyecto de 1960 excluyó de punición "la
tenencia de un~ dosis para uso personal" (arto 262 y su nota).

La ley 17.567 sancionada en el año 1968 derogó la reforma ai
Código Penal de la ley 11.331,modificando nuevamente este cuerpo
legal por la introducción del párráfo tercero del arto 204 que san.
cionaba al "que, sin estar autorizado, tuviere en su poder en can-
tidades que excedan las que correspondan a un uso personal, sus-
tancias estupefacientes ... ". La exposición de motivos de esta ley
vinculaba la tenencia en dosis correspondientes al mero consumo
individual con las acciones de la esfera de libertad consagrada en
el arto 19 de la Constitución. El Anteproyecto de la Policía Federal
de 1967 castiga a quien poseyere, llevare consigo o tuviere en de-
pósito drogas toxicomanógenas, sin causa justificada, en cantidades
distintas a las que correspondieren (art. 204, inc. c) o En 1973, la
reforma al Código Penal de 1968 fue declarada "ineficaz" por ley
20.509, a partir de cuya vigencia se restauró el régimen anterior.
Un año más tarde, se dictóla ley 20.771 actualmente en vigor, cuyo
arto 6? está en examen en este caso. La ley 20.771, como se ve, al
igual que las anteriores, es una reforma al Código Penal en aspec-
tos parciales, 'Y todo su sistema de tratamiento del problema del
tráfico y la adicción a las drogas consiste en una estructura de im-
posición de penas de notable severidad, sin qué se legisle, como
tampoco se había hecho antes, en forma global y sistemática sobre
la cuestión de los estupefacientes, sobre sus diversos efectos en sec-
tores individualizados de la sociedad, como jóvenes o adolescentes,
y sin establecer una política general de soluciones alternativas o
complementarias de la mera punición.

La ley 20.771 dio lugar a pronunciamientos judiciales contra-
dictorios en lo que atañe a su arto 6? En varios casos se resolvió
en primera instancia su invalidez con base en el art. 19 de la Cons-
titución, criterio que no fue aceptado por la alzada. Así sucedió,
por ejemplo, en los casos "Colavini, Ariel O.", sentencia de pri-
mera instancia; "Yáñez Alvarez, Manuel", por sentencia de primera
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iJ?-stancia extensamente fundada del Juez Eugenio R. Zaffaroni (ju-
lio de 1978); "González y otra"; del 26 de febrero de 1979; "Prieto
Huanca y Asama de Prieto", caso de tenencia de uso personal de
hojas de coca, del 30 de octubre de 1978, sentencia del Juez Euge-
nio R. Zaffaroni; "Sorondo, Roberto", sentencia del 28 de febrero
de 1979, del Juez Maier; "MartÍriez Zaracho", sentencia del 2 de abril
de 1979, del Juez Bonorino Peró. La sentencia del caso "Yáñez
Alvarez" fue. revocada por la Cámara de Apelaciones en 10 Crimi-
nal y Correccional de la Capital Federal por sentencia del 17 de
noviembre de 1978. En marzo de ese año, en el caso "Co1avini,
Arie1 O.", este Tribunal, en su. anterior integración, se pronunció
por la constitucionalidad de la aludida norma. En ese fallo la Cor-. .
te recogió los argumentos del Procurador General de la Nación en
el sentido de que el uso de estupefacientes va más allá de un mero
vicio individual para convertirse, por la posibilidad de su propaga-
ción, en un riesgo social que perturba la ética colectiva. El dicta-
men admite que el argumento de que se está castigando un mero
"vicio" puede llevar a discutir la eficacia prevenÚva de la norma,
pero no se hace cargo de que .la conducta calificada como "viciosa"
puede formar parte de las acciones libres del individuó excluidas
de la competencia de los órganos estatales por el arto 19 de la Cons-
titución. El Tribunal agregó al dictamen argumentos sobre el
vínculo entre la toxicomanía y la desintegración individual y gene-
ral, y su pernicioso influjo en la moral y economía de los pueblos
y su acción sobre la delincuencia común, la subversiva, y la des-
trucción de la familia. Sostuvo el Tribunal en esa oportunidad
que la represión de la tenencia de droga es un medio idóneo para
combatir la drogadicción, porque la tenencia configura uno de los
elementos indispensables del tráfico, y el consumidor una condi-
ción necesaria de tal negocio, sosteniendo además que el consumo
de droga produce efectos sobre la mentalidad individual que se
traducen ~n acciones antisociales, generando un peligro para la so-
ciedad en su conjunto que constituye en lícita toda actividad diri-
gida a evitar tal riesgo.

En sus pronuncÍamientos, la Corte valoró la magnitud del pro-
blema de la drogadicción destacando la perniciosa influencia de la
propagación actual de la toxicomanía en el mundo entero (Fallos:
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300:254). De este modo se consideró lícita toda actividad estatal
dirigida a evitar las consecuencias que para la ética colectiva y el
bienestar y la seguridad general pudieren derivar de la tenencia
ilegítima de drogas para uso personal (Fallos: 301:673; 303:1205;
304:1678 y 305:137).

Al subsistir las condiciones sociales así valoradas en la doc-
trina hasta hoy vigente de este Tribunal, se hace imprescindible
una nueva reflexión del tema, con la consideración de todos los,
aspectos de tan compleja realidad y a la luz de los principios antes

sentados.

15) Que, según ya se ha expresado, sin duda la actual- difusión
del consumo de drogas es una verdadera plaga, que resulta desas-
trosa su paulatina extensión hacia sectores menos protegidos de
la sociedad: la infancia y la adolescencia, su consiguiente utiliza-
ción en los centros educativos convertidos en lugares de suministro
de estupefacientes y su influencia decisiva en la consolidación de
una estructura económica de tráfico organizado, que adquiere fuer-
za suficiente para estar en condiciones de atentar contra los pro-
pios sistemas institucionales. Las organizaciones de tráfico de dro-
gas han sido protagonistas en los últimos tiempos de varios escán-
dalos, incluso en el nivel gubernamental, en distintos países de
nuestro continente. Esta preocupación de la que, como lo revela
lo expuesto, también se hace cargo el Tribunal en su actual inte-
gración, es compartida por los otros poderes del estado. En este'
sentido, nuestro país ha p.uesto en ejecución diversas políticas ten-
dientes a asumir un papel protagónico en la lucha contra la difu-
sión del narcotráfico, y una inserción activa en los organismos in-
ternacionales que, creados a esos efectos, ponen de manifiesto la
universalidad de la preocupación por las infortunadas consecuen-
cias de dicho tráfico. Es así como se ha organizado, a mediados
de 1985, por decreto presidencial, la Comisión Nacional para el Con-
trol del Narcotráfico y el C~msumo de Drogas, entidad específica
abocada a la consideración de las soluciones posibles para los di-
versos aspectos del problema de las drogas. Nuestra doctrina coin-
cide también con esos desvelos en forma unánime, como surge de.
los análisis de la -jurisprudencia y régimen legal antes sintetizados.
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Queda claro pues, que no está en discusión el hecho de que la
enorme difusión del tráfico y, por ende, del consumo de estupe-
facientes, constituya uno de los más graves problemas sociales que
enfrenta el Estado moderno, a tal ext~'emo, que se habla hoy de
la generación de una moda y cultura de las drogas, cuyas conse-
cuencias últimas son difíciles de prever.

Sin embargo, en lo que no son contestes las OpInIOneSes sobre
si la incriminación, y consiguiente constitución en un delito, del
mero consumo individual de estupefacientes realizado en condicio-
nes que no generan daño efectivo a terceros, comporta un remedio
razonable para un problema de esa naturaelza. Algunos autores, al
meditar sobre el citado fallo Colavini, dan al punto una respuesta
afirmativa, recurriendo a la ficción de considerar el consumo indi-
vidual como si fuera un consumo de la sociedad en su conjunto,
por el doble hecho de la reiteración de tal acto por muchos indi-
viduos y por la representación implicada en la mera pertenencia
a la sociedad. Otros autores han sostenido la posición contraria,
ya sea por la crítica a la estructura misma del tipo penal, cons-
truido sobre la base de la incriminación de un estado de cosas,
como es la mera tenencia no asociada a ningún acto generador de
daño ni en la adquisición ni en su utilización, o bien negando la
viabilidad de la incriminación por el mero consumo individual,
luego de un exhaustivo análisis de los razonamientos éticos que se
utilizan en la calificación penal de la conducta del consumidor, en
un intento de definir si ella pertenece o no a la esfera de inmu-
nidad que consolida el sistema de la libertad individual según el
art. 19 de nuestra Constitución.

16) Que es preciso poner de relieve que, tanto en la jurispru-
dencia como en la doctrina nacionales, el argumento de que la
incriminación de la simple tenencia contribuye a evitar consecuen-
cias negativas concretas para el bienestar y la seguridad general,
sólo se registra como una mera afirmación dogmática, sin que
en ningún caso se aluda a pruebas efectivas que confirmen lo ase-
verado. Sobre esta clase de asertos, sin sustento en constataciones
fácticas demostrables, se apoya hasta el presente la construcción
legal del arto 6':' de la ley 20.771 que castiga la mera creación hipo-
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tética de un riesgo, fundándose en la simple alusión a perjuicios
potenciales y peligros abstractos y no a daños concretos a terceros

y a la comunidad.

Contrariamente a lo que surge de dichos asertos, la tesis según
la cual la prevención penal de la tenencia, y aun de la adicción
misma, es un remedio eficaz para el problema que plantean las
drogas, está seriamente discutida en la actualidad en particular por
quienes proclaman y prueban con numerosas evidencias que las
causas de adicción son de origen múltiple y que el ataque a este
flagelo social requiere la corrección global de una serie de factores
de la sociedad contemporánea que confluyen a la producción de
tal efecto. Así, en países de larga tradición liberal, de sólida tra-
yectoria. de organización democrática y de fuerte' respeto por la
construcción y consolidación de órdenes jurídicos basados en la
garantía de los derechos individuales, se tiende a considerar al
adicto al consumo de estupefacientes como un enfermo, y se plan-
tean los objetivos de ayuda al tratamiento y reincorporación a la
sociedad del toxicómano, en lugar de su calificación como delin-
cuente con las graves consecuencias que ello encierra. De este
modo se delinean sistemas que, como el británico -tendiente a re-
ducir el tráfico ilegal de drogas-, no desestima la posibilidad de
provisión oficial de estupefacientes a los adictos en el marco del
tratamiento de recuperación, considerados éstos como enfermos
que no revisten condición delictual o, como el de Francia, donde
se ha instrumentado la posibilidad para los Jueces de Instrucción
de obligar a curas de desintoxicación. En estos países, y otros como
EE. UU., Holanda, Alemania Federal, etc., se afirma la tesis de que
actividades de perniciosos efectos sociales, motivadas en fallas es-
tructurales de las organizaciones económico-sociales, como la adic-
ción a drogas, el exceso de consumo, fabricación y venta de bebi-
das alcohólicas, la prostitución, el juego clandestino, el trMico de
armas, etc., deben arrostrarse con políticas globales y legislaciones
apropiadas -de las que hasta el presente carece nuestro país-
antes que con el castigo penal, pues, al cabo, éste recae sobre quie-
nes resultan víctimas de dichos defectos estructurales.
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En este orden de ideas debe tenerse presente la opinión del
Comité de Expertos de la Organización Mundial de la Salud, que
en su informe 18 sostiene que: "Los datos económicos no son sufi-
cientes para aprobar o desaprobar las diversas modalidades de
. tratamiento obligatorio; lo que sí parece indudable es que pese a
la considerable experiencia adquirida, la detención obligatoria no
resulta por sí beneficiosa".

Asimismo, el grupo de estudio de la Organización Mundial de
'la Salud sobre Juventud y Drogas llegó a la conclusión de que en
la mayor parte de los casos no parece ser indicado el encarcela-
miento por la posesión de pequeñas cantidades de droga causante
de dependencia, destinadas a uso personal.

,
También el quinto Congreso de las Naciones Unidas sobre pre-

vención del delito y tratamiento del delincuente, consideró que las
personas involucradas en delitos leves requieren medidas de trata-
miento y no de castigo severo, ya que podrán ser a veces más ade-
cuadas y efectivas las formas no penales de control. Con respecto
a los delitos leves, el Congreso estimó que el' uso indebido de dro-
gas forma parte del problema general de la salud pública, e hizo.
hincapié en la adopción de medidas de tratamiento y reinserción
social de toxicómanos. Las sanciones penales y la política penal en
modo alguno deberán impedir la aplicación de tales medidas de
tratamiento y reinserción, sino que han de limitarse a garantizar
su aplicación cuando fuera pertinente.

Por otra parte, el Instituto de Investigaciones de las Naciones
Unidas para la Defens~ Social, entre las conclusiones de un estudio
comparativo de un grupo de sujetos de experimentación y control
realizado en la Argentina, Costa Rica, EE. UU. (Ciudad de New
York), Japón, Jordania, Italia, Malasia y Singapur, manifestó, so-
bre la correlación entre uso indebido de drogas y criminalidad, que
los datos parecen sugerir que, cuando la adicción persiste, la mera
sanción penal fracasa en reducir el comportamiento delictivo de los
sujetos y, por el contrario, acentúa los procesos de iniciación o
provoca su aumento (del libro Combatting Drug abuse and related
crime, UNSDRI, publicación N? 21, Roma, 1984).
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Nuestro propio país, en su más reciente intervención interna-
cional ("Conferencia Especializada Interamericana sobre Narcotrá-
fico", realizada en el seno de la Organización de Estados America-
nos, 22 de abril de 1986) propuso caminos alternativos para comba.
tir el narcotráfico, que desestiman la incriminación del consumo
individual y, por esta vía, la transformación de todo contacto con
la droga en un delito grave y de toda víctima de la adicción en
un delincuente. La Argentina presentó en esa reunión un docu-
mento que, bajo el nombre de "Sugerencias sobre un programa de
acción para combatir el tráfico ilícito de estupefacientes y su con-
sumo indebido en el ámbito interamericano", simultáneamente se
hace cargo de que "el problema de la producción ilegal, el tráfico
ilícito y el uso indebido de drogas es uno de los. más graves en el
hemisferio y afecta directamente la economía, la salud pública, el
bienestar social e inclusive la estabilidad política de los gobiernos
y la soberanía de los Estados afectados" y propone en el marco
de. una acción coordinada de los Estados miembros, un programa
de acción que incluye medidas educativa~, de salud pública, de
creación de conciencia pública sobre el abuso de drogas, con espe-
cial atención a los problemas de la juventud y la niñez, el uso
de los medios de difusión masivos para combatir estas actividades,
la creación de un Banco Interamericano de Datos sobre tráfico y
consumo, la creación de centros interamericano s para la capaci-
tación y profesionalización de personal técnico, judicial, policial y
de otras índoles que se ocupe de combatir los estupefacientes, la
creación de un Centro Interamericano de Información sobre el abu-
so de estupefacientes, la creación de un servicio de investigación
jurídica y extensión para colaborar con los Estados en el examen
de las instituciones adecuadas para combatir el tráfico, la colabo-
ración regional mediante tratados de extradición y enjuiciamiento
de criminales en materia de narcotráfico y demás medidas de con-
junción de esfuerzos, tales como apoyo a la investigación científica,
intercambios de información sobre rutas de transporte y modos de
contrabando, preparación de proyectos de armonización legislativa
y de cooperación judicial y policial.

Entre las propuestas de nuestro país se encuentra un prograD;1a
de represión penal que incluye medidas aún no intentadas, como la
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accron sobre los patrimonios constituidos en virtud del negocio de
las drogas mediante confiscación y control de ganancias ilícitas.
Este programa en su aspecto jurídico comprende la sugerencia de
incriminación de actividades como venta ilícita de estupefacientes,
la compra de cantidades que impliquen abuso de drogas, el cultivo
de plantas de las que se deriven drogas, todo procesamiento de plan-
tas o químicos para tráfico ilícito de estupefacientes, el transporte
ilícito a centros de consumo y las ganancias acumuladas por trans-
portistas y traficantes. Entre todas las exhaustivas proposiciones de
nuestro .país para una acción internacional contra el narcotráfico,
no se incluye la incriminación de la tenencia de cantidades propor-
cionales para el consumo propio de. cada individuo; Se sugieren, en
cambio, en relación al adicto individualmente considerado, medidas
de educación y salud o sea de cura, rehabilitación y reinserción so-
cial, en reemplazo de las técnicas de represión penal constituyentes
de un delito que consiste en el mero estado de enfermedad.

En su mensaje a la Conferencia, el representante de nuestro
país dijo textualmente: "El incremento potencial de la demanda de
jóvenes y niños obliga a los gobiernos a encarar vastos programas
de prevención en los que participen las áreas de salud y educación.
Resulta necesário trazar programas para la juventud y participación
comunitaria, como modo de oponer a la cultura de la droga una
respuesta social racional. Esta última depende del grado de infor-
mación, concientización y disposición de la gente, de modo tal que
la pertenencia a grupos de consumidóres pierda en gran medida su
atractivo", Esta posición importa hacerse cargo de la tesis expuesta
desde hace tiempo por el Director de la UNFDAC, según la cual el
problema de la droga entre niños, adolescentes y adultos jóvenes
es una cuestión cultural que reviste las características de una ver-
dadera moda, fenómeno que obedece a un número considerable de
motivos: rebeldía, alivio de angustia, miedo, etc. Resalta el informe
que frente a la aprobación por los jóvenes del grupo inmediato de
pertenencia, "la desaprobación legal u oficial pierde fuerza motiva-
dora". Más adelante y antes de proponer reglas concretas, el men-
saje del representante de nuestro país sostuvo: "Es sabido que para-
lelamente a la práctica del narcotráfico en gran escala y de manera
organizada, existe la figura del trafiadicto. Este último comercia
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con pequeñas cantidades para asegurarse la obtención ulterior de
más droga a fin de satisfacer los deseos, producto de la dependen-
cia. Mientras en el caso de los primeros se impone una persecución
penal de gran severidad, no ocurre lo mismo con esto último".

Según surge de lo reseñado, parece ser que, con relación a los
adictos y simples tenedores de estupefacientes para uso personal, el
encarcelamiento carece de razonabilidad y puede representarles un
ulterior estigma que facilite su adhesión a modelos de vida criminal
y a la realización de conductas desviadas en lugar de fortalecer su
readaptación a la vida productiva. En tales condiciones, la sanción
penal per se es inútil y, por lo mismo, irraZQnable.

Pero, además de ser irrazonable la sanción penal en relación al
adicto a las drogas, lo es también con respecto al problema global
del recurso a estimulantes y alucinógenos en la medida en que no
comprende, ni podría comprender, importantes aspectos de ese dra-
ma social. En particular, es sabido que entre los menores de dieci-
séis años se ha generalizado el uso a tales efectos de inhalantes que
no consisten en estupefacientes ni pueden integrar lista alguna de
narcóticos. Tal es el caso de la inhalación de gases de nafta, o de la
aspiración de emanaciones de pegamentos sintéticos y de disolven-
tes de pintura. La Comisión Nacional ya mencionada ha puesto de
manifiesto recientemente lo tremendo de tal situación, en una de-
claración en la que se explica que este tipo de adicción es la más
común entre menores de diez años. Las penosas consecuencias del
uso de tales sustancias por parte de niños y adolescentes pueden
verse resumidas. en el informe especial publicado en el diario "La
Razón" del 4 de junio de 1986, páginas 24 y 25, con motivo de la
muerte de Marcelo Cerruolo, de doce años de edad, por inhalación
excesiva de pegamentos sintéticos. En tal sentid? conviene resaltar
las conclusiones a las que arribó la. Federación Internacional de Co-
munidades Terapéuticas, que sugiere soluciones no vinculadas a la
punición. Por lo demás, se trataría de menores penalmente inimpu-
tables en muchos casos, o de elementos cuya teneñcia sería impen-
sable prohibir.
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17) Que frente a la ya explicitada tendencia de las organizacio-
nes internacionales de los países llamados desarrollados y de nues-
tro propio país, de considerar medidas alternativas eficaces para
enfocar el problema de la difusión de la droga, sumada al hecho
evidente de que no todas las drogas, psicofármacos y estupefacien-
tes tienen idénticas consecuencias sobre la salud, tanto por sus dife-
rentes efectos como en relación a las cantidades en las que se las
consume -distinciones que nuestra ley no recibe ni considera-,
corresponde preguntarse qué valor conservan las razones que se
esgrimen en favor de la incriminación de la tenencia de drogas para
uso personal.

Según la doctrina de los fallos citados y las elaboraciones de los-
juristas que en sus comentarios coinciden con ella, los motivos que
- respaldan una prohibición como la contenida en el art. 6'? de la
ley 20.771 pertenecen principalmente a alguno de los siguientes gru-
pos: 1) juicios ae carácter ético; 2) razones de política global de
represión del narcotráfico y 3) argumentos relativos a la creación
de un grave peligro social. Cabe referirse por separado a estos razo-
namientos.

Los del primer orden son, primordialmente, de dos clases:

a) los que se basan en el carácter violatorio de las normas éti--
cas imputables a la conducta de consumo de drogas considerada en
sí misma, y b) los que expresan que si existen razones éticas para
impedir al Estado incriminar el consumo de drogas en función del
respeto a la voluntad individual, no se ve por qué .no debería tam-
bién aplicarse ese criterio a la venta de aquéllas ya que el traficante
sólo facilita la droga a quien quiere emplearla, por lo que, si no es.
punible el consumo, tampoco debería serlo el suministro.

Con respecto a la índole inmoral del propio consumo de estu-
pefacientes -cualidad que se le atribuye a esta conducta a veces
en forma manifiesta y otras en forma implícita, por ejemplo, al
utilizar recurrente e impropiamente palabras como "vicio" para des-
cribir estas acciones- lo cierto es que la valoración ética que se
haga de esas conductas dependerá de una posición filosófica subya-



1444 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

cente, y será distinta segUn se adopten posiciones nihilistas yextre-
madamente subjetivistas acerca de los valores, o posiciones pro-
teccionistas o paternalistas basadas en un objetivismo axiológico
extremo. Entre estas dos posibilidades resta aún un abanico de'
criterios racionales sobre una objetividad relativa de la calificación
ética de las conductas.

Ahora bien, aun si se considerara que el consumo de estupe- .
facientes es por sí una conducta que no satisface los mínimos
standards éticos de nuestra comunidad, no se sigue de ello que el
Estado esté en condiciones de prohibir tal conducta con prescin-
dencia de los peligros y daños efectivos que produzca. Existen
múltiples. conductas de las cuales podría afirmarse, sin demasiado
riesgo de error, que constituyen un paradigma de coincidencia va-
lorativa en nuestra comunidad. En este sentido, la mayoría de los
argentinos estarían dispuestos a considerar violatorias de las más
elementales normas éticas a conductas tales como despreciar a los
propios padres o a los hijos,. etc. Estos ejemplos remiten a actitu-
des individuales que la mayoría no vacilaría en repudiar desde el
punto de vista ético. Sin embargo, no podría el derecho positivo
prohibir toda acción de la que pudiere predicarse que resulta mo-
ralmente ofensiva ya que no es función del Estado establecer el con-
tenido de los modc:<losde excelencia ética de los individuos que lo
componen, sino asegurar las pautas de una convivencia posible y
. racional, al cabo pacífica que brinda una igual protección a todos
los miemb.ros de una comunidad, creando impedimentos para que
nadie pueda imponer sus eventuales "desviaciones" morales a los
demás. Lo que exige erigir en bien jurídico a las ideas de los demás
e, incluso, prever como ilícitos a los actos que entorpezcan sus
derechos o les ocasionen daño, llevados a cabo con apoyo en creen-
cias consideradas éticamente relevantes. Un pensador de nuestra
época ha dicho en tal sentido: "Es perfectamente justo y legítimo
considerar 'buenas' las costumbres y los modales que nuestros pa-
dres nos enseñaron y sagrados los ritos y normas sociales que nos
han legado las tradiciones d,e nuestra cultura. Pero también debe-
mas. tener buen cuidado de no considerar inferiores las normas y
ritos sociales de otras culturas; es necesario luchar con toda la fuer-
za de nuestro raciocinio contra esta propensión natural ... " (Kan-
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rad Lorenz "Sobre la agresión, el pretendido mal", pág. 96, 3ra. edic.,
México, noviembre de 1974). Este es el motivo por el cual el ordena-
miento jurídico impone un ámbito de exclusión respecto de las
c;onductas' y creencias de las personas que no ofendan las de los
demás ni se materialicen en un daño. Este es el significado mismo
del arto 19 de la Constitución Nacional.

En cuanto a la segunda clase de los argumentos éticos, la afir-
mación de que si se considera insusceptible de prohibición el mero
consumo, debería extenderse tal criterio a la actividad del provee-
dor, traduce un planteo que hace caso omiso del hecho de que
nuestra Constitución, en su arto 19, exige como condición' del re-
proche penal que la conducta objeto .de pena dañe a' otro o hiera
sentimientos o valoraciones compartidos por un conjunto de per-
sonas en cuya protección está interesada l~ comunidad toda.

Otra respuesta elemental. a esta cl.ase de argumentos es que la
demanda de estupefacientes es, con frecuencia, el resultado de las
presiones del propio traficante. Por otro lado, no todas las deci-
siones de cada individuo se adoptan en un estado de ánimo qüe
suponga que ha considerado lo que le conviene hacer en base a una
libre deliberación racional. El condicionamiento absoluto de la
voluntad originado por la dependencia patológica, ciertos estados
de ansiedad, depresión, excitación, miedo, etc., impiden decidir
"libremente", y el Estado puede y debe interferir en la actividad
de terceros que toman ventaja de, o fomentan, o, en definitiva
explotan tales estados, impulsando al que .los padece a transitar
por los caminos irreversibles de ciertas ,formas de adicción que
conducen, sin escalas, a una muerte omnipotente. El castigo al apro-
vechamiento de los estados de dependencia patológica, e incluso
la ayuda a una autolesión se justifica asÍ, sin que puedan equipa-
rarse estas situaciones con el tratamiento requerido por la" auto-
lesión en sí misma. Resulta pues incuestionablemente justo castigar
al traficante, con fundamentos que no son aplicables al consumi-
dor (arg. arto 83 del Código Penal). Como ya se ha. dejado estable-
cido en el caso "Ponzetti de Balbín", forma parte de la esfera reser-
vada de los individuos la decisión acerca de su propia inseguridad.
corporal en la medi,da en que con los actos de autolesión no afec-
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ten derechos de terceros. Con estos alcances debe entenderse el
recurso de nuestra jurisprudencia al ejemplo de la incriminación
de la autolesión contenida en el arto 820 del Código de Justicia
Militar que la castiga sólo. en tanto es medio para la realización
de otros actos ilícitos, como el incumplimiento del deber de pres-
tación del servicio militar. Lo mismo vale para el consumo de es-
tupefacientes y/o alcohol y/o cualquier otro elemento que altere
la conciencia en el contexto de la realización de tareas que impliquen
responsabilidad sobre la seguridad de terceros, como en el caso de
los pilotos de aviación o prestadores de servicios médicos, etc., y
esté limitado al lapso de ejercicio de su actividad específica. Estas
consideraciones. explican por qué los autores de estos argumentos
han debido recurrir a ficciones, como la de la representación or-
ganicista de la sociedad, asentada en la tesis. de que si se mira ais-
ladamente el consumo por un solo tenedor al margen de la directa
trascendencia social, el acto podría tener exclusiva naturaleza indi-
vidual, pero que la Índole del consumo de estupefacientes exige
que su consideración jurídica se haga desde el punto de vista del
daño social, como consumo por la comunidad.

18) Que el segundo grupo de juicios, que aluden a la política
global de represión del narcotráfico, puede resumirse eh las dos
siguientes formulaciones: a) que el consumidor es la vía para des-
cubrir al traficante, por lo menos a aquéllos que son protagonistas
del llamado "tráfico hormiga"; b) que el castigo al consumo impli-
cará una reducción en la demanda y que por este medio indirecto
se arruinaría el negocio del traficante. Estos argumentos han sido
utilizados en el ya mencionado fallo del Tribunal in re: "Colavini,
Ariel O.".

En lo que concierne a estimar al consumidor como la vía de
acceso al traficante, y especialmente al que se ocupa del "tráfico
hormiga", puede entenderse que el argumento apunta a dos signi-
ficaciones distintas. La primera, que la posibilidad de acción de
los órganos de seguridad sobre el consumidor le permitirían dar
con quien le proveyó el estupefaciente. La segunda que, bajo la
forma de la tenencia para consumo personal, se encubren las acti-
vidades de los que realizan una suerte de "negocio hormiga", con-
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sistente en vender la droga a terceros en pequeñas cantidades, por
lo común con la finalidad de proveerse a sí mismos del estupe-
faciente del que dependen.

Considerar que el consumidor es el mejor medio disponible para
llegar al traficante, parece insostenible por dos fuertes razones. Ante
todo, porque si el argumento se llevara a sus máximas consecuen-
cias sería notoriamente autocontradictorio. En efecto, pensar que el
arresto de los simples consumidores, que no han provocado daños
a terceros ni ofendido al orden y la moral públicos por la exhibi-
ción de su consumo, es un instrumento idóneo para llevar al trafi-
cante, entrañaría afirmar que para una eficacia mayor en la repre-
sión del aparto de comercialización de drogas, el Estado debería
fomentar el consumo, con lo que tal actividad se haría más visible
y se contaría, además, con innumerables proveedores de información.
De igual modo, si se generalizara tal argumento vendría a consagrarse
el principio de que es posible combatir toda conducta no deseada
mediante el castigo de quien es su víctima, desde que siempre la
víctima y su situación son condición necesaria de la existencia del
delito. Así, castigando a los propietarios de automóviles se elimina-
rían las circunstancias que promueven el delito del que los roba;
castigando a las mujeres más. hermosas se eliminaría el factor de
tentación a la ejecución de delitos contar el pudor, etc. Este es el
riesgo de tipificar un delito por la inclusión en el tipo de la situa-
ción misma de daño que la acción ilícita produce, y lleva a la con-
fusión de tranformar a la víctima de un hecho ilícito en su coautor.
Aducir que el castigo al consumidor permite disminuir la demanda
y, en consecuencia, el negocio del traficante, importa tanto como
afirmar que proteger la vida es contribuir a crear las condiciones
necesarias para la ejecución de homicidios.

Desde otro punto de vista, pensar que el consumidor, al ser
ealificado como delincuente, estará a disposición de la autoridad
para poner en evidencia al proveedor, significa argumentar sobre
la base de prácticas de prevención del delito correspondientes a
una estructura de hábitos autoritarios que entraña riesgos no me-
nos graves. que el propio hecho del consumo de estupefacientes.
Tal pensamiento supone olvidar que nuestra Constitución Nacional
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otorga a todos los habitantes el derecho a no declarar contra sí
mismos «art. 18). Afirmar que quien es detenido por tener en. su
poder, por ejemplo, un cigarrillo de marihuana para su consumo
personal, declarará sobre el acto de tráfico del que por consiguiente
se hace resp~nsable sólo tiene sentido si se transforma la garantía
del arto 18 de la Constitución en un puro verbalismo, y se o~edece
a una práctica represiva para obtener información que nuestro país
intenta desterrar definitivamente, y cuyos efectos perniciosos sobre
la sociedad no son menores que'los que se pretenden combatir con
las providencias contra la drogadicción. La persecución penal o la
acción policial sobre las víctimas, de conductas ilícitas no puede
ser concebida como' un medio apto para evitarlas.

Es también descartable como fundamento para la incrimina-
,ción del mero consumo la existencia del llamado "tráfico hormiga",
concepto según el cual algunos simples consumidores en realidad
esconden un potencial traficante de pequeñas cantidades. Indepen-
dientemente del hecho de que se carece de datos fácticos para
saber qué cantidad de eventuales consumidores o adictos están dis-
puestos a llevar a cabo, o realizan, actos de provisión de droga a
título 'gratuito u oneroso a terceros, y aun suponiendo que esto
sea así en muchos casos, se trata de situaciones distintas que no
pueden asimilarse desde el punto de vista del reproche penal.

Si ciertas formas de consumo personal de drogas resultaran
insusceptibles de ser sancionadas en virtud del arto 19 de la Cons-
titución Nacional, no sucedería lo mismo con los actos de provisión
de drogas, incluso en pequeñas cantidades, puesto que el límite de
aplicación del artículo citado, como ya se dijo, es el de la produc-
ción de daños a terceros o la violación de la moral y el orden públi-
cos. Si se considera al consumo que alguien hace de estupefacientes
como un daño que se irroga a sí mismo, es evidente que si los con-
sume en situación que implica incitar a terceros a proveerlos de estu-
pefacientes, estaría produciendo a los terceros el mismo daño que se
inflige a sí mismo y su conducta escaparía a la exclusión establecida
en el arto 19. Pero, entonces, es la de provisión o incitación a terceros
y no el propio consumo lo que produce el daño. Castigar, a quien
consume en razón de que es un potencial traficante equivaldría a
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castigar, por tenencia, verbigracia, a. un coleccionista fanático por-
que es un potencial ladrón de los objetos de la especie que colec-
ciona.

Un consumidor que ejecute actos de "tráfico hormiga", puede
ser punible por esto último sin que neces~riamente lo sea por el
simple consumo. Es obvio, por lo demás, que las sociedades moder-
nas no se inclinan a enfrentar todos los graves problemas que pade-
cen mediante la incriminación de las víctimas de esos mismos pro-
b.Iem'as.No se podría perseguir el rufianismo, el lenocinio o la trata
de blancas, encarcelando a los "clientes". No resulta atinado creer
que los graves problemas sociales que afligen al mundo actual en
el campo de la salud pública, de la educación, de las consecuencias
de la extrema pobreza, etc., sean solucionables por: la VÍa de la
aplicación de penas a las víctimas de tales situaciones, sino por
políticas integrales que el Estado debe instrumentar en legislacio-
nes completas, con gran cuidado de la construcción de los tipos
penales que en ellas se introduzcan.

19) Que el tercer grupo de argumentos, referentes a la crea-
ción de un serio peligro social, descansa fundamentalmente en la
idea de que el consumo de drogas constituye en sí mismo un hecho
de alta peligrosidad, pues puede conducir a la realización de otros
delitos en estado de drogadicción. Ya se ha abundado en estos con-
siderandos acerca del azote de la difusión del consumo de drogas,
de modo que una insistencia sobre el punto. fatigaría inútilmente.
La cuestión no consiste, entonces, en averiguar si el consumo de
drogas es una actividad de terribles consecuencias para la salud
psicológica y física individual y también para las relaciones de un
grupo social, lo cual parece evidente en gran parte de los casos,
sino en determinar si es razonable el establecimiento de severas
figuras delictivas para cualquier conducta por el solo hecho de la
peligrosidad que representa. Así ocurre en el caso de la tenencia de
estupefacientes cuando a ella está asociada sólo una peligrosidad
potencial, si por la cantidad de que se trate o las circunstancias en
las que se los posee surge que están sólo destinados al uso personal.

Al respecto, y ante todo, cabe destacar que no existen e!¡tudios
suficientes que prueben la ,necesaria vinculación entre el consumo
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de ciertos estupefacientes en determinadas cantidades y laperpe-
tración de otros delitos, más allá de laque sucede con otros elemen-
.tos que actúan sobre la conciencia, sea por ingestión como el al-
cohol, por inhalación, como la nafta, ciertos pegamentos Y disol-
ventes de pinturas, o por mera producción de sentimientos, como
hechos que causan pánico, angustia u otras disposiciones del áni-
mo que puedan conducir a la comisión de actos ilícitos. Si estar
bajo la influencia de ciertos estupefacientes puede facilitar la pro-
ducción de infracciones penales, el castigo siempre deberá estar
asociado a la concreta realización de éstas y no a la mera situación
en que el delito podría cameter se.

Muchas de las actividades cotidianas que se realizan en una
sociedad moderna, como conducir automóviles, disponer de equi-
pos de transmisión pública, beber alcohol o poseer ciertos conoci-
mientos calificados, podrían ser estimadas como condicionantes
de situaciones que facilitan la comisión ,de ciertos hechos ilícitos;
sin embargo, ni sucede ni parece razonable pensar que dichas acti-
vidades puedan incriminar se por su sola peligrosidad implícita.

Los estudios realizados en otros países, analizados cuidadosa-
mente para la consideración de esta causa, parecen coincidir en
que, salvo delitos contra la propiedad realizados en farmacias, dro-
guerías 'u otros lugares de almacenamiento de psicofármacos, éstu-
pefacientes o drogas que se utilizan como materia prima en la pro-'
ducción de medicamentos, perpetrados con el objeto de proveerse
de esos elementos, no se puede afirmar hasta el presente que exista
una especial vinculación entre actividades delictivas y el uso de
algún estupefaciente en particular. Por ejemplo, en los EE.UU. las
estadísticas registran una cantidad aproximada de dieciséis millo-
nes de consumidores de cocaína,. número que ha aumentado, si-
guiendo una constante en los útlimos cinco años, sin que se regis-
tre un incremento proporcional de la criminalidad en particular,
con excepción, claro está, de los delitos relacionados al propio trá-
fico. Además de eso, se ha demostrado que ciertos estupefacientes
,de los más difundidos, tienen efectos aletargante s del sistema ner-
vioso central y, por ende, producen disminución en la actividad
muscular y en la locomoción, de manera que quien los utiliza está
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en peores condiciones para realizar conductas deliberadas que quien
no 10 hace.

No parece razonable pues, fundar la incriminación del consumo
de drogas por los efectos potenciales de éstas, q~e dependen de las
situaciones concretas de cada caso, de las cantidades que se incor-
poren al organismo y del uso que se les asigne. Las drogas más
difundidas pueden efectivamente encerrar múltiples riesgos, que van
desde la posibilidad de autolesión definitiva -como la relación que
se constató en un estudio hecho en Puerto Rico por el Instituto de
Investigaciones de Defensa Social de las Naciones Unidas, entre la
adicción a las drogas y el aumento de muertes por suicidio y acci-
dente (conf. Investigating Drug Abuse, UNSDRI, página 35, Roma,
1976)- hasta la generación de un peligro potencial de la realiza-
ción de ciertos delitos por el consumo de tales sustancias. Pero, así
como éstas poseen efectos nocivos, también los tienen beneficiosos ..

Es sabido que las drogas, por ejemplo la morfina, son utiliza-
das en estado puro con fines medicinales. Actualmente se ha de-
mostrado que la heroína tiene altos efectos provechosos en su uti-
lización medicinal para pacientes de cáncer terminal con una ac-
dón mucho más importante que la morfina, en el alivio de dolores
en casos críticos, como surge del trabajo titulado: l1ie medical pres~
cription of heroine for terminal cancer patients, publicado en Law-
)'ers Medical Joumal, noviembre de 1980. Según resulta de tales
estudios, la Corte Suprema de los EE. UU. ha restringido la aplica-
ción de la prohibición del uso de la heroína en casos en que se jus-
tifique por razones médicas. En un trabajo publicado en el volu-
men 35, N'? 2, de febrero de 1980, en el Food-Drug-Cosmetic Law
Journal, con el título Thempeutic use ot martlmana and herome:
the legal fmmework, se rinde cuenta de los avances científicos que.
prueban que, por ejemplo, la marihuana es altamente eficaz en el
tratamiento de dos enfermedades, además de su ya conocida utili-
dad como antihemético en los procesos de los tratamientos de qui-
mioterapia contra el cáncer. Estas dos enfermedades son la presión
intraocuiar en los pacientes de glaucoma y la utilización que se
hace actualmente de la marihuana como estimulante para el trata-
miento de anorexia nervosa, lo cual generó su aplicación para el
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alivio de los espasmos en los pacientes que sufren de esclerosis
múltiple, enfermedad esta última que no tiene, por el momen~o, trata-
miento curativo. Estos últimos descubrimientos han llevado a la auto-
rización legal para plantaciones destinadas a investigación y a la
reglamentación del uso medicinal de la marihuana. Nadie diría, sin
embargo, que en virtud de estas acciones terapéuticas, el Estado.
deba promover el uso generalizado de estos estupefacientes, como
nadie podría sostener que por los eventuales peligros implicados en
su uso puedeincriminarse el mismo sin relación a ningún peligro
manifiesto y concreto de producción de un daño a terceros.

20) Que se han examinado todos los argumentos esgrimidos
para apoyar la incriminación del mero consumo personal de dro-
gas, dentro de los propios límites que ellos reconocen, .de lo cual
resulta que ninguno de ellos deja de presentar serias falencias, por
lo que no alcanzan a convencer, y se desdibujan frente a las tesis
actuales con las que el problema se encara en 'la mayor parte de
las legislaciones modernas.

Ni siquiera se han rozado, por la sistemática de estos conside-
randos, problemas que quedan pendientes, por ejemplo el hecho de
la escasa capacidad disuasoria de la pena en acciones como el con-
sumo de estupefacientes, para las cuales el hecho mismo de su pro-
hibición puede no sólo ser insuficiente motivador de la abstención,
sino funcionar de modo contrario. AsÍ, en sectores de la sociedad
donde el problema es especialmente desgarrador, los adolescentes
y los jóvenes, éstos pueden agregar al consumo de la droga la atrac-
ción de lo prohibido en tanto que tal. No' se han revisado las
dificultades para armonizar el castigo como mecanismo, con la posi-
bilidad de estructurar un conjunto racional de medidas y acciones
dirigidas a la prevención .primaria del consumo de estupefacientes
y a la cura, rehabilitación y reinserción social del adicto, teniendo
en cuenta que la amenaza de una pena inhibiría al consumidor a
hacer público su estado en' el intento de ~ecurrir a una cura. Tam-
poco se ha meditado en las posibilidades de instrumel1tación del
tráfico de drogas como medio de poder, en cuyo caso, las víctimas
resultarían, de ser penadas por el consumo, doblemente dañadas.
Asimismo, no se ha mencionado la adicción que crean los sicotr6-
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picos tales como estimulantes, tranquilizantes, ansiolíticos, etc., al-
gunos de venta sin restricciones y ampliamente difundidos, con los
cuales muchas personas se "automedican" para afrontar tensiones
laborales, competencias deportivas, exámenes o regímenes para adel-
gazar. Se trata de aspectos manifiestamente importantes para du- .
dar de la razonabilidad de reproches penales como el que se juzga.

21) Que, en las condiciones expresadas, sólo cabe concluir que
la incriminación contenida en el art M, de la ley 20.771 adolece,
en primer lugar, 'de serios vicios en su fundamentación y en la eva-
luación completa del problema sobre el que se quiere actuar en la
búsqueda de soluciones, defectos que se pretende ocultar con el fá.
cil recurso de la prohibición penal. En segundo término, tiene la
importante falla técnica de constituir un tipo penal, con base en
presupuestos sobre la peligrosidad del autor más que, por su rela-
ción con el daño o peligro concreto que pueda producirse a dere-
chos o bienes de terceros o a las valoraciones, creencias y standards
éticos compartidos por conjuntos de personas, en cuya protección
se interesa la comunidad para su convivencia armónica.

De los capitales defectos en la construcción del tipo a que se
hace referencia, podrían resultar situaciones claramente injustas.
Por ejemplo, quien fuera s'orprendido en posesión de un cigarrillo
de marihuana o de una pequeña cantidad de cocaína para su con-
sumo personal por vez primerp., aun cuando esto no implica nece-
sariamente una afección en términos médicos, debe ser puesto a
disposición del juez para su juzgamiento y es pasible de penas seve~
ras que lo estigmatizan para el futuro como delincuente, mientras
que quien es ya un adicto y está en contacto en oportunidades in-
determinadas con cantidades también indeterminadas de estupefa-
dentes a los que lo lleva su adicción a consumir, probablemente
resultará un individuo al que se recomendará 'Orientación y apoyo
médico, sólo por no haber sido sorprendido en la tenencia del estu-
pefaciente, aunque la adicción presupone tener múltiples veces la
sustancia a su disposición.

Esta clase de situaciones, a las que conduce una prohibición
como la de que se trata y el examen del contenido y contexto del
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arto 6'?, de la ley 20.771, llevan a pensar que ésta no satisface l,os.
requisitos generales de nuestro ordenamiento jurídico para la con-
figuración de un delito. Resta ver ahora cuál es la relación que,
según las consideraciones que se han desarrollado, por un lado, so-
bre la disposición del arto 19, de la Constitución y, por el otro, so-
bre las características del art.6'?, de la ley 20.771, existe entre am-
bos preceptos y si dicha relación permite o no invalidar la norma
legal en virtud de la disposición constitucional, y, en caso afirma-
tivo, en qué medida.

22) Que, con arreglo a lo expuesto, puede sintetizarse el even-
tual conflicto de normas sometido al Tribunal, afirmando que, por
una parte, el arto 19,' de nuestra Constitución, resulta ser una pieza
de esencial importancia en la configuración del sistema de las liber-
tades individuales que caracteriza a nuestro orden jurídico. El, evi- .
dentemente, no se limita a la garantía de la privacidad de los indi-
viduos -ya establecida en el arto 18, de la Constitución-, sino que
.consagra, como se ha afirmado antes, lo que Cardozo denominaba
"un esquema de ordenada libertad", es decir, el eje sobre el que
gira un sistema de libertad personal, más allá de la garantía de la
mera privacidad. Por otro lado, el art. 6'?, de la ley 20.771, obedece
a un presupuesto dogmático en cuanto a su finalidad, según la cual
la punición es un remedio efectivo a la grave cuestión social de
las drogas, afirmación ésta que, al no haberse corroborado en los
hechos, es escasamente científica y particularmente imprecisa, o tie-
ne la precisión de la palabra poética, que se limita a invocar a su
óbjeto. Como pensamiento, resulta equivalénte a un pastel en el cielo
que, parafraseando a Aristóteles, ni siquiera es un pastel sabroso.

Sobre el particular, ha quedado debidamente puesto de relieve
que tal tesis ha sido vigorosamente descartada, tanto en los orga-
nismos internacionales que se ocupan de la drogadicción, como en
la mayor parte de las legislaciones más avanzadas.

Además, se explicaron las deficiencias técnicas en la construc-
ción del tipo configurado en tal disposición, en la que se castiga
la simple creación eventual de un riesgo, abriendo para el intérprete
la posibilidad de que por la mera referencia a discutibles perjuicios
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potenciales o peligros abstractos se considere procedente la puni-
ción, sin ninguna relación directa con daños concretos a terceros o
a la comunidad. Un paradigma elocuente de esta posibilidad son los
fundamentos del ya citado caso "Colavini", en el que el Tribunal
sostuvo, por ejemplo, en su considerando 15: "Que desde distinta
perspectiva no deben subestimarse los datos de la común experien-
cia que .ilustran acerca del influjo que ejerce el consumo de drogas
sobre la mentalidad individual que, a menudo, se traduce en impul-
sos que determinan la ejecución de acciones antisociales a las que
ya se hizo referencia, riesgo éste potencial que refuerza la conclu-
sión del considerando anterior en el sentido de que es. licita toda
actividad estatal enderezada a evitarlo".

Fundamentos éstos que traducen la aceptación de un cúmulo
de principios incuestiónados pero eficazmente cuestionables.

En efecto, además de lo improbable que resulta que las catás-
trofes aludidas en el considerando transcripto, y en otros del' mis-
mo precedente, sean una "derivación" de la tenencia de drogas en
proporción relativa al uso personal, antes que de la producción y
tráfico de esas mismas drogas, es conveniente hacer una reflexión
teórica adicional. Al modo de Sartre, podríamos decir que, para
algunos juristas, en especial algunos penalistas, se presenta con tan-
ta fuerza la necesidad de creer que la "realidad" (confirmatoria de
sus pronósticos) es algo más que una construcción social que, por
lo mismo, aquélla se vuelve consciente como necesidad, y, también
por lo mismo, consciente de la imposibilidad de su objeto, que no
podrá ser ya "la existencia de una realidad meramente construida",
sino "la necesidad distinta que debe ser instituida". Obviamente, por
este carril se llega a establecer una categoría fundamental de lo que
se necesita; pero, "lo que se necesita" no podrá satisfacerse porque
ha sido incorrectamente formulado.

En consecuencia, al no haberse fundado la tipificación del de-
lito en un nexo razonable entre una conducta y el daño que ella
provoca, resulta ínsito a tal procedimiento de legislar la falta de
distinción entre acciones en generala conductas en particular que
ofendan a la moral pública o perjudiquen a un tercero y aquellas.



1456 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

que forman parte exclusivamente del campo de lo individual, con
10 que se soslaya la restricción a la calificación legal de las con-
ductas de esta segunda clase establecida en el arto 19, de la Cons-
titución, que expresamente obliga a efectuar dicho distingo.

De tal suerte, la institución de una pena Como la prevista en
la disposición legal de que se trata para ser -aplicad~ a la tenencia
de estupefacientes para el consumo personal, conminada en mnción
de perjuicios acerca de potenciales daños que podrían ocasionarse
"de acuerdo a los datos de la común experiencia", no se compadece
con la norma constitucional citada, especialmente cuando el resto
de la legislación sobre el particular considera la tenencia de droga
-como una conducta presupuesta en otras que resultan punibles.

23) Que como se dijo al iniciar estos considerandos, un even-
tual conflicto entre las dos normas, que por los argumentos expli-
citados hasta aquí resulta constatado, debe sin embargo meditarse
en el contexto de dos relevantes temas: a) el gravísimo flagelo so-
cial aparejado por la difusión de las drogas, y, b) la coyuntura his-
tórka por la que atraviesa nuestro país en el intento de reconstruir
sus instituciones democráticas y de consolidar Úl idea fundacional
subyacente a las disposiciones de nuestra Constitución Nacional que
llevaron a la creación, en función de su arto 19 y las disposiciones
que le son complementarias, de lo que se ha denominado un "siste-
m~ de libertad individual".

Sobre el primer punto ha quedado claramente establecido que
este Tribunal comparte la preocupación manifestada por los otros
órganos del Estado -que es la expresión de la misma preocupación
que aflige a toda -nuestra sociedad- respecto de los ingentes daños
que genera la actual extensión de la drogadicción, o la importante _
serie de conductas ilícitas que se despliegan en su marco.

Sin embargo, es prudente completar la descripción ya realizada -
sobre la calamidad de las drogas, con consideraciones que contri-
buyen a esclarecer los límItes que la vigencia de un sistema de
libertad individual establece, respecto de lo que la ley penal puede
hacer, tanto en esta materia, cuanto en lo atinente a otros dramas
.sociales de no menor importancia.
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Una de ellas es la de que debe poder evaluarse el problema
de las drogas sin hacerse cargo necesariamente de todos los pre-
juicios que existen acerca de ese mismo problema, de modo que
se pueda llegar a comprender que el drogadicto es, en general, o
al menos a partir de cierta frecuencia en el consumo, un individuo
enfermo, con serias dificultades para su desenvolvimiento físico e
importantes alteraciones en su integridad psicológica, y que, por tal
razón, puede y debe ser atendido como enfermo. Comprender, en
consecuencia, que la gravedad del padecimiento aludido estará en
relación con la intensidad del grado de adicción al que se haya
llegado, puesto que la adicción' no es repentina y liomogénea sino
que resulta de un trayecto paulatino y creciente. Por ello, la pre.
sentación de la víctima del recurso a las drogas como un delincuen-
te, en cualquiera de los estados en que éste se encuentre de riesgo
para su salud por la naturaleza del consumo al que ha accedido,
implica el peligro de obstaculizar por vía de la prohibición el obje-
tivo superior al de la pena, o sea la rehabilitación, cura y reinser-
ción social de la víctima. Esto es así porque no parece dudoso que
en algún temprano momento del desarrollo de su enfermedad, el
adicto sea absolutamente incapaz de regular su conducta para salir
de la espiral diabólica en la que se encuentra. Obviamente, pensar
que en esos supuestos puede recurrirse a la pena de prisión como
un modo idóneo de presionar la "voluntad" del adicto, no pasa de
ser una encantadora, pero tonta fantasía que, entre otras cosas,
pierde de vista que la férrea dependencia que se produce entre el
adicto y la droga, no es ajen.a a propuestas sociales que promueven
dependencias similares. Las distintas reacciones que el Estado pue-
de tener frente a la cuestión de las drogas deben, pues, hacerse
cargo de los diversos grados, etapas y diferentes situaciones que
pueden encontrarse en la constatación de la simple tenencia de
una cantidad de droga correspondiente al mero consumo personal
y que se posee para tal efecto exclusivo.

Otra consideración que cabe tener en cuenta, es el hecho de
que el legislador no ha dado aún respuesta eficaz a la cuestión del
consumo de droga. Al respecto, sólo ha apelado a su incriminación
penal, que basa la protección de la salud pública en una preten-
dida tipificación de peligro abstracto, bajo el supuesto no demos-
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trado de que la pena acarrearía en situaciones de esta especie, inva-
riablemente un efecto moralizador y disuasivo para el consumidor
ocasional, o el que se inicia en la adicción.

Tal respuesta, con penas manifiestamente severas, y sin la posi-
bilidad de soluciones alternativas, más que presentarse como un
medio de disuación del simple consumo, efecto ciertamente dudoso
de la prohibición, significa el irremediable "etiquetamiento" del con-
sumidor ocasional (y hasta aislado) de la droga, como delincuente,
lo que puede conducir a incrementar, contrariamente a lo que se
pretende, su "accionar delictivo". Si la tenencia de una cantidad
de droga correspondiente a un mero consumo personal, sin circuns-
tancias que pongan en peligro concreto a terceros o que ofendan
la moral pública, comporta, la estigmatizaCión definitiva del tene-
dor como delincuente, más aun cuando tal estigma es impuesto por
la misma comunidad que debería encargarse de proponer medios
aptos para el tratamiento de los adictos, el adicto, o incluso el con-
sumidor ocasional, tendrán un antecedente penal que los acompa-
ñará en el futuro. De tal manera, se dificultará visiblemente su
eventual aspiración a rehabilitarse, obstaculizando sus perspectivas
laborales y su reinserción en una realidad por él antes desalmada,
a la cual reiterada y compulsivamente buscó en el lugar adonde tar-
daba, para reemplazarla por el trágico equívoco de la droga.

Una de las' funciones de la legislación a este respecto debería
consistir -yeso no puede lograrse por la' vía de la mera incrimi-
nación penal- en controlar y prevenir el consumo de drogas sin
estigmatizar en forma definitiva al adicto como delincuente y ga-
rantizar, o al menos n? interferir, con el derecho a ser tratado para
recuperar su salud del que goza en uná' sociedad civilizada todo
aquél que padece una enfermedad, especialmente cuando ésta se
origina en deficiencias estructurales de la propia sociedad. Es im-
prescindible hacer notar las falencias de nuestro sistema legal, que
debería prever respuestas sustitutivas de la punición para el mero
consumo, personal, como la adopción de medidas más eficaces sobre
las actividades del tráfico o sobre sus beneficios económicos, polí-
ticas de educación, especialmente dirigidas a la crítica de las pro-
puestas sociales que promueven la' dependencia, facultad jurisdic-
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cional para ordenar y supervisar tratamientos, creación de institu-
ciones que se hagan cargo de la rehabilitación del adicto u otras
como las que pueden verse reseñadas en el ya mencionado informe
de nuestro país ante la Conferencia Espécializada Interamericana
sobre Narcotráfico.

24) Que la disposición del art. 19, de la Carta Magna, traduce
el espíritu liberal de nuestro orden jurídico, que la legislación penal
ha respetado en otros casos, como la represión de la homosexuali-
dad, la tentativa de suicidio, el incesto, etc. Aquella norma excluye,
así, la posibilidad de. fundar incursiones de los órganos estatales y
en especial a través de la punición penal, en las conductas que inte:
gran la esfera del individuo, con exclusivo apoyo en posiciones éti-
cas perf€ccionistas o paternalistas, que no difieren esencialmente de
la de Eurípides cuando, en "lfigenia en Aulide", afirma: "Está pues-
to en razón que los griegos manden a los bárbaros".

25) Que esto lleva a la. necesidad de una referencia sobre el otro
aspecto del contexto general del problema, cual es la importancia
crucial de la consagración definitiva de posibilidades reales de li-
bertad individual, para que todos los habitantes de nuestro país
estén, y se sientan, en .condiciones de .disfrutar de un marco de libre
decisión para proyectar su destino y programar su vida, con el
límite de no producir daños a los otros conculcando su idéntico
derecho. Nuestro país está resurgiendo de cincuenta años de vai.
venes políticos, durante la mayoría de los cuales. primó el auto-
ritarismo y. la intolerancia en las formas de organización social,
que han puesto en serio riesgo. la posibilidad de volver a colocar-
nos como Nación en el marco de los ideales que le dieron funda-
mento. Esa sucesión de períodos autoritarios se caracterizó por la
proliferación de prohibiciones como único recurso para el control
de las relaciones sociales. Así, por razones de la misma índole, po-
dían castigarse no sólo la tenencia de una cantidad de droga co-
rrespondiente al consumo personal, sino también la circulación de
ciertos libros y publicaciones, el acceso a la exhibición de ciertas
vistas cinematográ~icas, el uso de faldas cortas o pelos largos, y
toda una amplia ristra de prohibiciones que determinaron, al cabo,



1460 FALLOS DE LA CORTE SUPRE~

que nadie tuviera muy claro en qué consistía, de existir, el marco
de su libertad individuaL

Deberán buscarse, pues, procedimientos para contener el lace-
rante fenómeno de la drogadicción sin renunciar, en esta etapa de
refundación de la República, a consolidar los principios de nuestra
organización social que hacen por sí mismos valioso el intento de
conservarla y que permitan en su seno el desarrollo de los indivi.
duos con la amplitud y riqueza de sus potencialidades personales.

La .libertad entraña ella misma peligros. Sólo quien tiene la
posibilidad de actuar en sentidos alternativos o planear su vida a
través de todas las acciones que no, dañeJ1 a los demás puede, por
tanto, equivocarse, y hasta verse en la necesidad de recomenzar mu-
chas veces. Cuando no se puede actuar sino de una sola forma, tal
riesgo queda anulado, pero quedan an".l1adas también las posibili-
dades creativas y de decisión sobre su vida personaL

"La libertad de acción -espe<;:íficamente humana- tendría sin
duda como premisa, la reducción, la pérdida de normas rígidamen-
te estructuradas que conducen a actuar y reaccionar, ,. Cada nueva
plasticidad del comportamiento hubo de ser pagada con una renun-
cia a ciertos grados de seguridad" (Konrad Lorenz, en "Considera-
ciones sobre la conducta animal y humana", pág. 214).

El daño que puede causar en la sociedad argentina actual todo
menoscabo al sistema de libertades individuales no es seguramente
un riesgo menor que el planteado por el peligro social de la droga-
dicción.

En una sociedad como la nuestra en la que, a consecúencia
de los extravíos del pasado, se han entronizado hábitos de con-
ducta, modos de pensar y hasta formas de cultura autoritarios, si
bien es de urgente necesidad que se enfrente amplia y debidamente
el problema de la droga, es de igual urgencia que se lo haga -en el
aspecto jurídiéo- dentro de los límites que la Constitución esta-
blece a los órganos estataJes para inmiscuirse en la vida de los par-
ticulares. No menos perentorio y esencial que combatir la prolife-



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 1461

raclOn de las drogas -para lo cual se han establecido y deben per-
feccionarse múltiples tipos penales- resulta afianzar la concepción
ya consagrada en nuestra Carta Magna, según la cual el Estado no
puede ni debe imponer ideales de vida a los individuos sinoofre-
cerles el marco de libertad necesario para que ellos los elijan. Los
habitantes de la Nación Argentina deberemos comprender y encar-
nar la idea de que es posible encarar los problemas que se nos
presenten, sin ceder ningún espacio en el terreno de 'nuestra liber-
tad individual, si queremos prevenir eficazmente el riesgo de echar
por tierra a nuestro sistema institucional cada vez que nuestros
problemas como sociedad se tornen críticos.

26) Que a esta altura de la reflexión, es necesario poner de ma-
nifiesto que el Tribunal sabe perfectamente que muchos compatrio-
tas temen, con honestidad, que la plena vigencia de las libertades
que nuestra Constitución consagra debilite al cuerpo social, a las
instituciones, al Gobierno y, por lo mismo, se configure como una
seria amenaza contra la Nación.

Esta Corte no participa de dicho temor, ni cree que casos como
el sub judice justifiquen una represión. Si no se asumen en pleni-
tud, con coraje cívico Y profunda convicción, los ideales de nuestra
Carta, ni el consenso, ni el poderío de las fuerzas políticas aunadas,
ni el logro del progreso económico, podrán salvar a la Patria. La
declinación de ,ese coraje cívico, en especial en los ciudadanos diri-
gentes, sería el principio del fin.

Esta Corte se encuentra totalmente persuadida de que el pue-
blo argentino es ya lo bastante maduro para reconocer como pro-
pios a dichos ideales y también lo está de que estos ideales son
incompatibles con la coerción de las conciencias, que deberán ser
libres, pues así se ha proclamado y constituido desde las rafces de
nuestra libre nacionalidad.

Tampoco deja de ver esta Corte la gravedad que tiene la decla-
ración de inconstitucionalidad de una ley, de cualquier ley (Fallos:
300:241, 1057; 302:457, 484 Y 1149, entre muchos otros). Sin embar-
go -ya lo decía el juez Hughes-, además de que sería imposible
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defender la primacía de la Constitución sin la facultad de invalidar
las leyes que se le opongan, el no ejercicio de dicha facultad deberá
considerarse como una abdicación indigna .

. En virtud de tales consideraciones, el Tribunal tiene la más
alta autoridad para, en defensa de la Constitución, no sólo buscar
el derecho apliCable sino también expresarlo.

27) Que por todas las razones expuestas, el arto 6?, de la ley
20.771, debe ser invalidado, pues conculca el arto 19 de la Constitu-
ción Nacional, en la medida ~n que invade la esfera de la libertad
personal. excluida de ,la autoridad de los órganos estatales. Por tal
motivo, se declara la inconstitucionalidad de esa disposición legal
en cuanto incrimina la tenencia de estupefacientes para uso' perso-
nal que se realice en condiciones tales que no traigan aparejado un
peligro concreto o un daño a derechos O bienes de terceros.

Por ello, y oído el señor Procurador General, se hace lugar al
recurso extraordinario Y,,se deja sin efecto la sentencia apelada con
los alcances indiCados.

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI.

DISIDENCIA DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON JosÉ SEVERO CABALLERO

y DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FAYT

Considerando:

l?) Que contra la sentencia de la Cámara Nacional de Apela-
dones en lq Criminal Y Correccional, Sala IV, que. condenó' a
Gustavo Mario Bazterrica por infracción al art 6~ de la ley 20.771,
ese dedujo el recurso extraordinario de fs. 112/120, que fue' parcial-
mente concedido por el a qua a fs. 128.

2~) Que la impugnación del procedimiento policial que dio
origen a la causa (confr. fs. 119 vta.) carece de la mínima funda-
mentación exigible para habilitar la vía intentada.
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3?) Que, en cuanto a la pretendida inconstitucionalidad del re-
ferido arto 6?, corresponde remitir a lo expuesto en la disidencia
fonnulada al fallar en la fecha la causaC.821.XIX, "Capalbo, Ale-
jandro Carlos", a cuyos términos corresponde remitirse por razones
de brevedad.

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por el señor
Procurador General, se declara inadmisible el recurso respecto del
planteo referido en el considerando 2?; y se confirma la sentencia
en cuanto rechaza la inconstitucionalidad del arto 6<;>de la ley 20.771.

JOSÉ SEVERO CABALLERO - CARLOS S. FAYT.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

SUPrema Corte:

La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correc-
cional, por su Sala V, condenó al acusado a un año de prisión y
multa de treinta pesos por considerarlo autor responsable del de-
lito de tenencia de estupefacientes (fs. 130/133).

Contra dicha sentencia interpuso recurso extraordinario el le-
tradodefensor(fs. 203/207), el que fue otorgado en cuanto se lo
fundamentó "en el exceso de la facultad reglamentaria ejercida por
una autoridad nacional y en la pretendida lesión a las garantías
constitucionales que se dicen cohibidas" (fs. 212, segundo párrafo).
Se lo rechazó respecto de la tacha de arbitrariedad articulada (fs.
212, primer párrafo), lo que motivó la presentación directa que tra-
mita por expediente C.824, L. XIX, en la que. también emitiré dic-
tamen a solicitud de V.E.

Advierto, en principio, que en el punto 8 de fs. 206 se insinuó
protesta por la inclusión de la marihuana en las listas elaboradas
por la autoridad sanitaria nacional que completan los tipos de la
ley nacional de estupefacientes, por estimar el apelante que la asig-
nación de este último carácter a aquella sustancia en dichas listas .
comporta exceso reglamentario por parte de la citada autoridad
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que vulnera los prinCIpIOs de legalidad y reserva (arts. 18 y 19 de
la Constitución Nacional). Sin embargo, el agravio no fue concre-
tado posteriormente en el recurso y hasta pareciera que se lo ha
abandonado en beneficio del restante -inconstitucionalidad del arto
6? de la ley N? 20.771 por violatorio del arto 19 de la Carta Magna-
no obstante lo cual pienso que debe ser atendido por el Tribunal,
aunque más no sea para declarar improcedente en ese aspecto el
remedio intentado en virtud de carecer de la fundamentación exi-
gida por el arto 15 de la ley 48 y la jurisprudencia de V.E.

Con relación a la pretensa invalidez constitucional del mencio-
nado arto 6? afirma el impugnante que ella deviene d~ la circuns-
tancia de reprimir conductas privadas que están fuera de la auto-.
ridad civil por imperio del arto 19 de la Constitución, así como
por no ser ellas capaces de afectar el bien jurídico protegido. Se-
ñala, además, que sólo se puede condenar a una persona por lo
que hizo y no por lo que potencialmente pudiere hacer o causar
y que, en el caso, la sola tenencia de marihuana para consumo per-
sonal no puede afectar concretamente la salud pública o ponerla en
peligro. Agrega en ese sentido qu~ el consumo de marihuana es una
conducta esencialmente privada y tan dañosa como el de tabaco o
alcohol. Expresa, asimismo, que la norma puesta en crisis reprime
al que tiene esa sustancia, pero cuando esa tenencia no trasciende
al exterior, la conducta permanece en el ámbito de reserva consti-
tucionalmente establecido y no debe ser abarcada por el tipo que
aquélla describe. Tampoco puede arribar se a una condena -aña-
de- dictada sobre la base de la, eventual trascendencia ulterior de
esa conducta, potencialmente perjudicial, ,porque al no hallarse esta
circunstancia contenida en el tipo penal el veredicto se apartaría
de los principios de legalidad y culpabilidad contenidos en el arto
18 de la Ley Fundamental. Si así se condenara -adiciona- se lo
haría por la peligrosidad potencial atribuida al autor y no por la
del hecho, que la norma ignora, lo que significa desertar del dere-
cho penal de culpabilidad y retrotraernos a uno de peligrosidad
ajeno a la letra y el espíritu del arto 18' de la Constitución Nado-
nal, creando una peligrosa categoría abstracta de individuos: la de
los consumidores potencialmente aptos para inducir en el vicio a
terceros.
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Ante planteas del mismo juez de los reseñados, en las senten-
cias dictadas en las instancias anteriores se los desestimó con re-
misión, fundamentalmente, a precedentes de esta Corte que pueden
ser consultados en Fallos: 300:254 y 303:1205, lo que evidencia que
aquéllos no son novedosos. Tales planteas, en tanto cuestionan la
interpretación de una norma de carácter federal que reputan viola-
toria del arto 19 de la Constitución Nacional, determinan la proce-
dencia formal del recurso intentado, por lo que paso a abordar el
fondo del asunto.

Anticipo opinión en el sentido de que los argumentos traídos
al cruce por el recurrente no consiguen conmover los fundamentos
esgrimidos en los antecedentes jurisprudenciales de anterior cita
que adscriben puntualmente a los. dictámenes que en esos casos.
produjeran mis antecesores en el cargo, Dres. Elías P. Guastavino
y Mario Justo López.

En efecto, in re "Colavini, Ariel Ornar", este Tribunal evocó
la deletérea influencia de la creciente difusión actual de la toxico-
manía en el mundo entero, calamidad social que comparó con las
guerras que asuelan a la humanidad o a las pestes que en otros
tiempos la diezmaban. Recordó, asimismo, las consecuencias tre-
mendas de esta plaga, tanto en lo que se refiere a la práctica ani-
quilación de los individuos, como a su gravitación en la moral y
economía de los pueblos, traducida en la ociosidad, la delincuencia
común y subversiva, la incapacidad de realizaciones que requieren
una fuerte voluntad de superación y la destrucción de la familia,
institución básica de nuestra civilización.

Ante tal cuadro de situación, juzgó V.E. que los gobiernos te-
nían la insoslayable responsabilidad de instrumentar todos los me-
dios idóneos para erradicar tan grave malo, al menos, reducirlo a
sus expresiones mínimas, a cuyo fin celebraron convenios interna-
cionales, crearon organismos interestaduales para coordinar la re-
presión del azote y se dictaron en muchas naciones drásticas dis-
posiciones legales.

Demás está decir, a mi modo de ver, que estas precisiones
introductorias al tema que efectuara la Corte hace siete años resul-
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tan de plena actualidad, porque el fenómeno de la drogadicción y
,del tráfico ilícito de estupefacientes lejos de amainar, se ha agra-
vado con el transcurso del tiempo y constituye hoy motivo de s'étia
preocupación para pueblos y gobiernos de los países civilizados.

Con este marco de referencia, pienso que la cuestión planteada
no puede resolverse sino con arreglo a la doctrina sentada en los
precedentes citados y en otros que siguen su línea' argumental, en
el sentido de que la tenencia ilegítima de drogas, por los antece-
dentes y efectos que supone, es conducta que trasciende los límites
del derecho a la intimidad, protegido por el arto 19 de la Consti-
tución Nacional. Y que, por ello, es lícita toda actividad del Estado
tendiente a evitar las consecuencias que para la ética colectiva y el
bienestar y la seguridad general pudieran derivar de dicha tenencia,
excepción hecha de la destinada a un empleo legítimo justificado por
la medicina (confr. Fallos: 301:673, in re "Graciela Alicia Roldán").

Para arribar a esta conclusión debe partirse de la premisa si-
guiente: el delito previsto por el arto 6'? de la ley 20.771 es de peli-
.gro abstracto, presumido por la norma sea cual fuere la finalidad
de la tenencia, cuya consumación requiere, en el aspecto objetivo,
,la acreditación de la relación fís~ca entre el autor y ,la droga y, en
-el subjetivo, la demostración de la voluntad de tenerla a sabiendas
de su calidad de tal (confr. la sentencia de este Tribunal en la
causa M.337, L. XIX, "Maldonado, Gustavo Daniel - sjinfr. arto 6?
ley 20.771", del 1? de marzo de 1983).

Es por ello que pudo decirse, en el dictamen que precede al
fallo de la Corte en el caso de Ricardo Alberto Valerio, que si se
requiriese la prueba concreta de que la tenencia trasciende la esfera
personal para castigarla, se estaría agregando un requisito inexis-
tente que altera el régimen de la ley, con el peligro de que su
desinterpretacián la torne ineficaz, para la consecución de los fines
que persigue, tal como se sostuviera en el Considerando 8? de la
sentencia in re "Colavini".

Por ello es, también, enteramente razonable que en el recor-
dado dictamen. se haya dicho que el límite de autorización para de-
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darar abstr!'lctamente punible un comportamiento no está dado por
el hecho concreto de su trascendencia de la esfera personal, sino
por la relevante posibilidad de que ello ocurra.

En el mismo orden de ideas, agregó se en tal oportunidad que,
una vez formulado por los poderes políticos -a quienes compete
representar la voluntad pública y expresarla por medio de la ley,
instrumento que .conforma la estructura del orden jurídico (art. 19
C.N.)- su juicio acerca de la importancia del peligro que para la
salud pública representán las sustancias que ha considerado sus-
ceptibles de producir dependencia física o psíquica, no hay razo-
nes valederas para declarar constitucionalmente inadmisible lapre-
sunción irrefragable de que la tenencia de esas sustancias conlleva
peligro a los bienes tutelados.

En seguida añadió se que una declaración de tal naturaleza sólo.
sería posible en presencia de un estado de cosas demostrativo de
que la presunción legal que está en la base de una incriminación'
,estructurada como de peligro abstracto carece totalmente de razo-
nabilidad, situación que no se configura en el supuesto de que .se
trata pues, como lo demostrara la Corte en Fallos: 300:254 (con-
siderandos 12':'y 13,:,), la tenencia de estupefaCientes en todos los
casos posee, por lo menos, la trascendencia que resulta del hecho
del tráfico, fenómeno inconcebible si no hubiera tenedores consu-
midores. Además, ha de computarse la posibilidad, implícita en toda
tenencia, de la extensión del hábito por la vía de la imitación <ll

del ejemplo, "así como la hipótesis de que el tráfico ilícito se rea-
lice a través de la portación de cantidades pequeñas que permitan
invocar al tenedor, en caso de ser descubierto, que se trata de estu-
pefacientes para consumo personal. Este último razonamiento fue
uno de los que indujo al legislador de 1974 a modificar el texto de
la ley hasta entonces vigente.

Estas consideraciones, que hago mías, permiten descartar que
la acción que motivara la condena del defendido del apelante sea
de aquellas que en ningún modo ofenden el orden público ni cau-
san perjuicio, por lo que está excluida del ámbito de reserva pro-
tegido por la tantas veces citada cláusula constitucional.
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Finalmente, creo del caso formular algunas reflexiones más._
Está en lo cierto el recurrente cuando afirma que el consumo de-
marihuana -de cualquier droga, agrego por mi parte- es una con-
ducta esencialmente privada, pero ello no es materia controvertida,
salvo si se tratara de un uso público, supuesto recogido por la
figura agravada del arto 79 de la ley. De lo que se trata es de la
tenencia de esa droga, conducta que puede poner en peligro la sa-
lud pública del mismo modo que la tenencia de armas de guerra
o de explosivos es susceptible de hacer lo propio con la seguridad
pública. Ello porque parece de toda evidencia que nada ni nadie-
puede garantizar el destino de esa droga injustificadamente tenida.
Nada ni nadie podrá aseverar a ciencia cierta si la utilizará el te-
nedor para su propio consumo (autolesión impune) o llegará a
manos de terceros por suministro sin ánimo de lucro o comple-
tando el ciclo del tráfico ilegal que, como es sabido, se inicia en
el productor, sigue en el traficante, pasa por el acopiador y con-
cluye con los "pasadores" que surgen espontáneamente o son ele-
gidos por su condición de consumidores habituales.

A mérito de lo expuesto opino que corresponde: 1) declarar
mal concedido el recurso extraordinario deducido, sustentado en el
presunto exceso en que incurriera la autoridad sanitaria nacional
al incluir a la marihuána en las listas complementarias de los tipos
penales acuñados por la ley 20.771, por hallarse infundado (art. 15
de la ley 48); 2) confirmar la sentencia apelada en cuanto rechaza
la inconstitucionalidad del arto 69 de la ley 20.771. Buenos Aires,
6 de marzo de 1985. Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 29 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Capalbo, Alejandro Carlos s/tenencia de es-
tupefacientes".

Considerando:

Que las cuestiones planteadas resultan sustancialmente análo-
gas a las resueltas en la fecha al fallar la causa B.85.xX. "Bazte--
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. rrica, Gustavo Mario s/tenencia de estupefacientes", a cuyos térmi-
nos corresponde remitirse por razones de brevedad.

Por ello, oído el señor Procurador General, se revoca la sen-
tencia apelada.

JOSÉ SEVI¡RO CABALLERO (en disidencia) - AUGUSTO

CÉSAR BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT (en disiden-
cia) - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI (según mi
voto) - JORGE ANTONIO BACQUÉ.

DISIDENCIA DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON' JOSÉ SEVERO CABALLERO

y DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FAYT

Considerando:

1<;»Que contra la sentencia de la Cámara Nacional de Apela-
ciones en lo Criminal y Correccional, Sala V, que condenó a Alejan-
dro Carlos Capalbo a la pena de un año de prisión y multa como
autor del delito de tenencia de estupefacientes (art. 6'? de la ley
20.771), la defensa dedujo el recurso extraordinario de fs. 203/207,
que fue parcialmente concedido por el a qua a fs. 212.

2<;»Que, en la parte en que el recurso fue otorgado, el ape-
lante cuestiona la inclusión de la marihuana dentro de las sustan-
cias incriminadas, y sostiene la inconstitucionalidad del mencionado
art. 6<;>,en tanto al reprimir la tenencia de estupefacientes para
uso personal vulnera el principio de reserva consagrado por el arto
19 de la Constitución Nacional.

3<;»Que, respecto del primer punto, el recurrent.e se limita a
formular el agravio sin efectuar su desarrollo concreto, como hu-
biera sido necesario para cumplir con la adecuada fundamentación
del recurso, de manera que en este aspecto deberá declararse su
improcedencia (Fallos: 299:258; 300:656; 302:174 y 884)
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4~) Que, para sustentar el segundo argumento, se expresa que
la tenencia de estupefacientes para consumo personal es una con-
ducta privada que queda al amparo del arto 19. de la Constitución
Nacional, y que no basta la posibilidad potencial de que ella tras-
cienda de. esa esfera para incriminada, sino que es menester la
existencia' concreta de peligro para la salud pública. Afirma que,
de lo contrario, se sancionaría por la peligrosidad del autor y no
por su hecho, lo que importaría abandonar el principio de culpa-
bilidad en el que se asienta el derecho penal vigente.

5~) Que, en definitiva, se trata de establecer, de acuerdo a los
hechos fijados en las sentencias de primera y segunda instanCia, si
el arto 19 de la Constitución Nacional tutela como acción privada,
exenta de la autoridad de los magistrados, la cometida por un
. sujeto de 24 años, con causa penal abierta anteriormente por un
hecho similar quien, en horas de la noche, circulaba como pasa-
jero de un taxímetro, transportando debajo de su suéter un envol-
torio de papel de diario que contenía 54 gramos de hojas secas
que, conforme al peritaje realizado, resultaron ser "Cannabis Sa-
tiva" (marihuana).

6~) Que el arto 19 de la Constitución Nacional circunscribe el
campo de inmunidad de las acciones privadas, estableciendo su lí-
mite en el orden y la. moral pública y en los derechos de terceros.
Tales limitaciones, genéricamente definidas en aquella norma, son
precisadas por obra del legislador. En materia penal, como la que
aquí se trata, es éste el que crea los instrumentos' adecuados' para
-el resguardo de los intereses que la sociedad estima relevantes,
mediante el dictado de las disposiciones que 'acuerdan protección
jurídica a determinados bienes. La extensión de esta área de defen-
sa podrá ser más o menos amplia según la importancia asignada
al respectivo bien que se pretende proteger; es así como en algu-
nos casos bastará la mera probabilidad -con base en 'la experien-
cia- de que una conducta pueda poner en peligro el bien tutelado
para que ella resulte incriminada por la ley penal.

7~) Que, en concordancia con el criterio expuesto, el legislador
ha tipificado como delito de peligro abstracto la tenencia de estu-
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pefacientes, aunque estuvieran destinados a uso personal; con ello
se ha extendido la protección de determinados bienes a los que
se acuerda particular jerarquía. La norma se sustenta, pues, en el
juicio de valor efectuado por el órgano constitucionalmente legiti-
mado al efecto, y, desde este punto de vista, resulta en principio
irrevisable. Sólo podría ser cuestionada si la presunción de peli-
gro que subyace en dicho juicio resultara absolutamente irrazona-
ble, tarea para la cual corresponde analizar la relación existente
entre los bienes protegidos y la conducta incriminada.

8<:» Que nadie puede ignorar actualmente los perjudiciales efec-
tos que acarrea el consumo de estupefacientes, ni la enorme difu-
sión que ha alcanzado esa práctica, circunstancias estas que han
sido reconocidas incluso por 'la comunidad internacional como un
mal que afecta a todos los pueblos. Ello es lo que refleja la Con-
vención Unica de Estupefacientes de 1961 de las Naciones Unidas
(ratificada por decreto-ley 7672/63; ley 16.478), en la, que los esta-
dos miembros exponen su preocupación "por la salud física y moral
de la humanidad", y reconocen "que la toxicomanía constituye un
mal grave para el individuo y entraña un peligro social y econó-
mico para la humanidad".

9<:» Que, en nuestro país, el mensaje del Poder Ejecutivo que
acompañó el proyecto elaborado sobre la materia, y que luego fue
aprobado con modificaciones por el Congreso como ley 20.771, atri-
buyó también un especial alcance a la cuestión, sosteniendo que
"el uso indebido de sustancias estupefacientes y psicotrópicas, des-
de su simple abuso hasta la destructiva dependencia, constituye un
fenómeno de características mUltifacéticas, erigiéndose en un ver.
dadero flagelo social", y que las conductas incriminadas result8:ban
"atentatorias de la seguridad nacional, pues afectan al ser humano
provocando de tal suerte la destrucción de los aspectos fundamen-
tales de su personalidad".

10) Que, por su parte, la discusión parlamentaria corroboró
aquella concepción del tema, pues en ella se afirmó que "el con-
sumo de estupefacientes se ha difundido por todas las naciones
del orbe; especialmente entre los sectores jóvenes de la población,
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llegando a constituir un verdadero flagelo internacional que afecta
a todos los países por igual" (Diario de Sesiones de la Cámara de
Diputados, septiembre 19 de 1974, pág. 2862), de manera que el
proyecto pretendió impedir "la desmoralización y la destrucción de
la juventud argentina, que constituye el futuro de nuestra patria"
(ídem, pág. 2863). Se consideró, asimismo, que las actividades vincu-
ladas con el tráfico de drogas afectan "la seguridad tanto de las
personas como de la misma sociedad" (ídem, pág. 2868) Y que, en
general, los tipos penales en debate estaban "destinados a la pro-
tección de la salud pública" (ídem, pág. 2869), destacándose ya
entonces que "en ciudades como Nueva York o París el problema
ha adquirido características de tanta importancia... que está en
peligro el futuro de la juventud de esos países y, en consecuencia,
el futuro de tales naciones... lo que también va a suceder en la
sociedad argentina si no adoptamos a tiempo los remedios nece-
sarios para evitar que también nuestra juventud caiga en las garras
de esto que es la destrucción de todo lo que significan los valores
morales de la humanidad" (ídem, pág. 2872). En el mismo sentido
se reconoció que el problema constituía "una seria amenaza para
la salud moral, no sólo de nuestro país sino también de muchas na-
ciones de la Tierra" (ídem, pág. 2875), por lo que resultaba im-
prescindible "proteger, de manera primordial, la salud de nuestra
adolescencia y nuestra juventud, que son las víctimas más frecuen-
tes de la aficción por las drogas" (ídem, pág. 2877).

11) Que idéntica trascendencia se asignó al tema en la Cámara
de Senadores, donde se sostuvo que el proyecto atendía a "un fin
eminentemente social: el de proteger a nuestra comunidad ante
uno de los más tenebrosos azotes que atenta contra la salud hu-
mana" (Diario de Sesiones, septiembre 26/27 de 1974, pág. 2438),
porque "el uso de las drogas se multiplica especialmente entre los
jóvenes, lo que hace más grave aún sus efectos, habida cuenta de
su considerable proyección futura sobre la salud física y moral de
la población" (ídem, pág. 2440).

12) Que también este Tribunal ha tenido ocaSlOn de valorar la
magnitud del problema. En efecto, al decidir el caso que se regis-
tra en Fallos: 300:254, se destacó "la deletérea influencia de la
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creciente difusión actual de la toxicomanía en el mundo entero,
calamidad social comparable a las guerras que asuelan a la huma-
.nidad, o a las pestes que en tiempos pretéritos la diezmaban. Ni
será sobreabundante recordar las consecuencias tremendas, de esta
plaga, tanto en cuanto a la práctica aniquilación de los individuos,
como a su gravitación en la moral y la economía de los pueblos,
traducida en la ociosidad, la delincuencia ... , la: incapacidad de rea-
lizaciones que requieren una fuerte voluntad de superación y la
de'strucción de la familia, institución básica de nuestra civilización.
Que ante un cuadro tal y su _consiguiente prospección resultaría
una irresponsabilidad inaceptable que los gobiernos de los estados
civilizados no instrumentaran todos los medios idóneos, conducen-
tes a erradicar de manera drástica ese malo, por lo menos, si ello
no fuera posible, a circunscribirlo a sus expresiones mínimas". De
ahí que se haya considerado lícita toda actividad estatal enderezada
a evitar las consecuencias que para la ética colectiva y el bienestar
y la seguridad general pudieran derivar de la tenencia ilegítima de
drogas para uso personal (Fallo antes citado y: 301:673; 303:1205;
304:1678 y 305:137).

13) Que de los argumentos precedentemente expuestos, cuyos
pronósticos han sido confirmados por la realidad, se desprende con
nitidez que, si bien en principio parecería que se ha tratado de
resguardar la salud pública en sentido material como objetivo in-
mediato, el amparo se extiende a un conjunto de bienes jurídicos
de relevante jerarquía que trasciende con amplitud aquella fina-
lidad, abarcando la protección de los valores morales, de la fami-
lia, de la sociedad y, en última instancia, la subsistencia misma de
la nación y hasta la de la humanidad toda Este criterio ya ha
sido expuesto por el Tribunal en el caso de Fallos: 292:534, donde
hizo suyo el dictamen del entonces señor Procurador General, quien
al respecto llegó a sostener: "Me parece claro que si bien los deli-
tos de que se trata afectan, en principio, la salud pública, la tras-
cendencia de tales infracciones bien pudo llevar al legislador nació-
nal, razonablemente en mi opinión, a considerar que las figuras
contempladas en la ley 20.771 superan el marco d~l bien jurídico
antes aludido... para atacar también primordialmente a la seguri-
dad nacional".
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14) Que corresponde ahora analizar la relación que existe entre
la tenencia para consumo personal y los bienes jurídicos protegidos
por la ley 20.771. -En este aspecto ~s de señalar que quien pose~
estupefacientes para su consumo representa un peligro potencial
para dichos intereses por constituir de ordinario un factor de ex-
pansión del mal (confr. Diario de Sesiones de la Cámara de Dipu-
tados antes citado, pág. 2871). Ello puede suceder por actos volun-
tarios o involuntarios del tenedor. Entre los primeros cobra rele-
vancia la comprobada tendencia del poseedor a compartir el uso
-aun mediante captación-, actitud que responde en general a ra-
zones de naturaleza psicológica y también de conveniencia, ya que
de esa manera se facilita -el propio abastecimiento; es obvio que
esa difusión se desarrolla a partir del presupuesto material de la
tenencia. Asimismo, res.ulta frecuente que quien posee para su con-
sumo sea a la vez un "pasador" por precio, ocasional o habitual,
como medio para satisfacer su requerimiento. Y hasta el pequeño
distribuidor profesional podría ocultar su condición bajo el disfraz
del adicto que tiene para sí. Es de imaginar, por lo demás, la infi-
nita gama de circunstancias en las cuales el poseedor se encuentre
en la necesidad de desprenderse de la sustancia, que por lo común
irá a engrosar el t~áfico ilegítimo. En cuanto a los actos involun-
tarios, baste pensar en el peligro que crea la mera posibilidad de
que el estupefaciente escape, por cualquier motivo ajeno a su vo-
luntad, al ámbito de custodia del tenedor, introduciéndose en la
comunidad. Debe valorarse, además, que el simple ejemplo es un
modo no desechable de propagación, sobre todo en quienes no han
alcanzado la madurez necesaria para vislumbrar el oscuro final del
camino que intentan emprender.

15) Que, en virtud de lo expuesto, corresponde concluir que la
presunción de peligro en que se asienta la figura descripta por el
art. 6':'de la ley 20.771 no aparece como irrazonable respecto de los
bienes que se pretende proteger. En consecuencia, la tenencia de
estupefacientes para consumo personal queda fuera del ámbito de
inmunidad del arto 19 de la Constitución Nacional, toda vez que
dicha conducta es proclive a ofender el orden y la moral pública
o causar perjuicio_ Cabe puntualizar aquí que la tenencia es o.n
hecho, una acción; no se sanciona al poseedor por su adicción,
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sino por 10 que hizo, por el peligro potencial que ha cteado con
la mera tenencia de la sustancia estupefaciente.

16) Que no debe considerarse a la tenencia de estupefacientes
para consumo personal como un derecho fundamental. Los dere-
chos fundamentales a lo~ fines de la intimidad están reconocidos
en primer término en el arto 18 de la Constitución Nacional que
consagra, al igual que la norteamericana, la inviolabilidad del do-
micilio, de la correspondencia y de los papeles privados. Sin em-
bargo, el constituyente incorporó un artículo similar, que careCÍa
de modelo en el texto norteamericano, y que tuvo en cuenta el ar-
tículo 162 del Proyecto de Constitución' Nacional de 1826 mediante
el cual, con texto casi idéntico, se procuraba, recogiendo un prin-
cipio del liberalismo francés, garantizar la libertad de pensamiento,
religioso o no, más allá del "profesar libremente su culto" y del
"publicar sus ideas por la prensa sin censura previa" (art. 14).
Esta regla resultó valiosa y necesaria para' asegurar la libertad de
pensamiento en pueblos que habían estado sometidos a las exigen-
cias de la Inquisición, facultada para indagar las transgresiones de
conciencia a los principios de fe. religiosa requeridos por el Estado.

17) Que es indudable que para asegurar esta libertad de con-
ciencia, el ciudadano de la era de la dignidad del hombre puede
interponer recurso de amparo, que debe ser concedido por el esta-
do liberal. Sin embargo, desde el momento en que los derechos
fundamentales -en el sentido actual de la cultura universal- re-
presentan facultades que consagran esa dignidad -según se infiere
de los textos cónstitu~ionales actuales-, es inconcebible suponer.
una acción o recurso de amparo que tuviese por objeto lograr la
tutela estatal para proteger la propia degradación.

En efecto, el constitucionalismo actual propugna como valores
superiores del ordenamiento jurídico, la libertad, la justicia, la
igualdad y el pluralismo político con la fuerza de un mandato para
el legislador, y referido a la libertad, se reconoce como principio
normativo la dignidad de la persona y los derechos inviolables que
le son inherentes, que constituyen el fundamento del orden polí-
tico y la paz social. (Título I, Artículo 10, 1., de la Constitución es-
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pañola de 1978; arto 1':' de la Constitución de la República -Federal'
Alemana;)

Se trata de un prinClplO con consecuencias jurídicas directas
que se relacionan con las cualidades de racionalidad, autodetermi-
naCl~m de las voliciones, sociabilidad y dominio de sÍ, autonomía e
~dependencia de coacciones externas y capacidad de elección, que
al proyectarse socialmente se traduce en participación, como mani-
festación positiva de la libertad.

Por ello, pretender que las acciones privadas que están más
allá de la libertad de. conciencia representan en todos los casos
acciones extrañas o inmunes a toda proscripción o regulación esta-
tal, carece de significación si se trata de la propia degradación,
con capacidad abstracta de proyectarse. En consecuencia, el legisla-
dor es por la Constitución el competente para captar desde la mora-
lidad pública -que es la del hombre medio a quien él representa-
cuando las acciones privadas que conduzcan a la propia degrada-
ción pueden proyectarse amenazando u ofendiendo esa moral pú-
blica u otros bienes; y, en ese sentido, valorar las circunstancias
significativas de otras formas de control s<;>cialque puedan llevarse
una incriminación directa o indirecta. Y es así que parece razo-
nable que bienes jurídicos de naturaleza superior, sean protegidos
penalmente frente al peligro abstracto de una conducta incapaz de
generar el amparo constitucional por sí misma.

18) Que, en síntesis,' queda fuera de toda discusión la existen-
cia de una opinión común en el sentido d<:que la ley se refiere a
un problema temible y' desgarrador. No caben dudas de que la
existencia misma de la droga pone en: peligro bienes jurídicos de
naturaleza superior, en tanto ésta es susceptible de ser consumida
indiscriminadamente por un número indeterminado de personas.
Por ello, la ley 20.771 incrimina todas las acciones que lleven con-
sigo la creación de este riesgo. Así, por ejemplo, se crea el riesgo
mediante la siembra o cultivo de plantas para producir estupefa~
'dentes, o mediante lá producción"fabricación o extracción de estas
sustancias, o su introducción en el país en cualquier etapa de su
elaboración y, por otra parte, se mantiene el riesgo ya creado por la



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 1477

guarda de semillas, el almacenamiento, transporte, comercio o dis-
tribución de estupefacientes y también, en cJlanto aquí interesa, con
la simple tenencia aunque sea para consumo personal. En otras pa-
labras, la tenencia voluntaria de sustancias estupefacientes, cual-
quiera sea su finalidad; constituye una manera de mantener el ries-
go creado por aquél que las elaboró o introdujo. El legislador, cons-
ciente de la alta peligrosidad de estas sustancias, ha querido evitar
toda posibilidad de existencia de éstas salvo en los casos en que se
las sujeta a control.

Sobre este aspecto corresponde entonces poner nuevamente el.
acento en que no se pena el consumo como hábito que pueda revelar
una personalidad débil o dependiente porque este acto mismo queda
reservado a la esfera de intimidad del arto 19 de la Constitución Na-
cional, ni tampoco se lo pena por la autolesión en que el consumo
pueda en definitiva resultar. Las figuras de la ley 20.771 no tutelan
la integridad personal, sino la salud pública.

En este sentido, es necesario ratificar lo sostenido por el Tribu-
nal en el precedente de Fallos: 305:135, que despojado de toda valo-
ración ética o de política criminal, sostuvo que "los motivos en virtud
de los cuales entró el procesado en la tenencia de la sustancia, con
conocimiento de su naturaleza, carecen de relevancia para resolver
la cuestión en examen toda vez que al resultar sancionada esa con-
ducta como de peligro abstracto, dicho peligro existe en tanto la
sustancia conserve sus cualidades y sea apta para ser consumida
por cualquier persona con o sin el consentimiento de su tenedor,
y por ello es susceptible de ser castigada".

Es cierto que pueden propugnarse otras soluciones distintas
de la incriminación penal sobre la base de considerar la mayor o
menor utilidad desde el punto de vista de la prevención general
y especial que pueda revestir la pena para estos hechos, pero ello
remite a cuestinones de política criminal que involucran razones
de oportunidad, mérito o conveniencia, sobre las cuales está veda-
do a esta Corte inmiscuirse bajo riesgo de arrogarse ilegítimamente
la función legisferante. La cuestión sODre la razonabilidad de una
ley que dispone la incriminación penal de una conducta, no puede
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llevar a que la Corte tenga que analizar la mayor o menor utilidad
real que la pena puede proporcionar para combatir el flagelo de
la droga, como no lo podría hacer. para analizar si las penas conmi-
nadas para cualquier otro delito del catálogo penal resultan útiles
o contraproducentes para la abolición del delito en sí.

i-."".\
19) Que, finalmente, también debe rechazarse el argumento del

apelante relativo a la necesidad de probar en cada caso que la te-
nencia trasciende la esfera personal. El tema ya ha sido resuelto por
el Tribunal al fallar la causa que se registra en Fallos: 303:1205
(conf. también Fallos: 305:137), donde se sostuvo que una inter-
pretación semejante importaría agregar un requisito inexistente que
altera el régimen de la ley, porque para ella no interesa el hecho
concreto de que la posesión trascienda, pues por tratarse de un deli-
to de peligro abstracto basta con la relevante posibilidad de que
ello ocurra, con base en la razonable presunción de que la simple
tenencia siempre involucra un riesgo a los bienes tutelados.

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por el señor
Procurador General, se declara mal concedido el recurso respecto
del agravio tratado en el considerando 39, y se. confirma la senten-
cia en cuanto rechaza la inconstitucionalidad del arto 69 de la ley
20.771.

JOSÉ SEVERO CABALLERO - CARLOS S. FAYT.

GERARDO L. NOWACKY v. YAqMIENTOS PETROLIFEROS FISCALES

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales ..
Interpretación de normas y. actos comunes.

Las cuestiones entre emph;-ados y empleadores atinentes a derechos que
emanan de la relación laboral son temas de hecho, prueba y derecho
común, ajenos a la instancia del arto 14 de la ley 48.
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RECURSO EXTRAORDINARIO' Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso.

Son inhábiles para lograr la apertura del recurso extraordinario, las
objeciones que sólo traducen las divergencias del recurrente con el
criterio de valoración de la prueba y la solución final adoptadas en la
sentencia que concluyó en la ausencia de nexo causal entre el fibro-
enfisema que padece el actor y las tareas realizadas para la demandada,
habiendo tenido en cuenta el tribunal el escaso lapso de duración de la
relación laboral, la insuficiencia de los testimonios y el peritaje médico,
así como las características propias de la patología.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gravamen.

Si la ausencia de consideración del legajo personal y la historia clínica
del apelante se debió a su inactividad en incorporarlos al expediente, no
cabe atender. a sus agravios, derivados de su propia conducta discre-
cional.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación directa. Senten-
oCias con fundamentos no federales o federales consentidos.

No aparece desprovista de fundamentación legal la sentencia que ex-
pone razones no federales suficientes acerca de la aplicación del arto 22,
inc. el, última Parte, de la ley 9688.

ENFERMEDADES INCULPABLES.

Aunque el trabajador h¡¡ya contraído las enfermedades pulmonares que
lo incapacitan al servicio de otros patrones, si se desempeñó durante
. el último quinquenio al servicio de la demandada -donde lógicamente
debió ingresar COD capacidad suficiente y aunque sus dolencias sean
de evolución gradual, la demandada está obligada a indemnizarlo por
haberlo. ocupado en la clase de trabajo a que se debían sus enferme-
dades, sin perjuicio del derecho que le acuerda el inc. d) del arto 22
de la ley 9688 de ser resarcida porporcionalmente de la indemnización
pagada por los empleadores para quienes el trabajador cumplió tareas
similan,:scon anterioridad al último año (Disidencia de los Dres. Car-
los S. Fayt y Jorge Antonio Bacqué).

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales.
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. Contradicción.

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que, sin desconocer que el
actor trabajó los últimos cinco años para la demandada en tareas sus-
tancialmente idénticas a las cumplidas con anterioridad y durante 26
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años para otro empleador, como así también que aquéllas, y sobre
todo los elementos que aspiraba, fueron los causantes de las afec-
ciones pulmonares que lo incapacitaron, se aparta de lo informado por
el pento médico y avalado por los testigos y afirma de manera dog-
mática que nada tÍlvienn que ver en su evolución las labores cumpli-
das para la demandada, conclusión que contradice los hechos acredi-
tados en la causa y desconoce el decreto 4389/73 que considera a la
intoxicación del C'lSO como una enfermedad profesional y a las activi-
dades del actor como profesiones u' operaciones que la generan (Disi-
dencia de los Dres. Carlos S. Fayt y Jorge Antonio Bacqué).

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

SU:RremaCorte:

Se interpone recurso extraordinario contra la sentencia de fs.
218/224 que rechazó la demanda laboral promovida en' autos ..

Afirma la apelante que el fallo es arbitrario y que vulnera lo
dispuesto en los arts. 16 y 18 de la Constitución Nacional.

Él a quo, luego de examinar diversas constancias del expedien-
te, llegó a la conclusión de que las dolencias que presenta el actor
se corresponden con aquellas de tipo insidioso que transcurren con
apariencia benigna y hacen eclosión con el tiempo y que de ello
correspondía deducir que cuando el actor se incorporó a trabajar
para la accionada ya se encontraba afectado por ellas y que no
tuvieron relación alguna con las tareas cumplidas durante la rela-
ción laboral habida entre ambas partes (fs. 221).

Tal posición ha sido sostenida por la Cámara luego de examinar
la historia clínica del actor obrante a fs. 1/3, los peritajes de fs. 68/
69, 76/77, 84 Y 101/107, las declaraciones testimoniales de fs. 45/46
y las actuaciones agregadas a fs. 110/176. Asimismo proporcionó sus-
'tento normativo al pronunciamiento en lo dispuesto por el arto 22
de la ley 9688.
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De lo expuesto se desprende. que el fallo cuenta con sustento
probatorio y normativo suficiente que no lo hace susceptible de la
tacha de arbitrariedad articulada.

Por lo expuesto, considero que el recurso extraordinario de fs.
227/233 es improcedent~, Buenos Aires, 30 de diciembre de 1985.Juan
Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 29 de agosto de 1986..

Vistos los autos: "Nowacky, Gerardo L. c/YPF s/indemnización".

Considerando:

1?) Que contra el pronunciamiento de la Sala Civil Primera de
la Cámara Federal de Apelaciones de La Plata que, al revocar el fallo
de la instancia anterior, rechazó la demanda por la indemnización
de los daños y perjuicios fundada en la Ley de Accidentes de Trabajo~
la actora interpuso el recurso extraordinario que fue concedido a
fs. 238.

2?) Que las cuestiones entre empleados y empleadores atinentes
a derechos que emanan de la relación laboral son temas de hecho,.
prueba y derecho común, ajenos a la' instancia del arto 14 de la
ley 48, que la sentencia ha resuelto con fundamentos suficientes de
ese mismo carácter que, más allá de su' acierto o error, impiden su
descalificación como acto judicial válido.

3?} Que, sobre el particular, y al concluir en la ausencia de nexo
causal entre el fibroenfisema que padece el actor y las tareas reali~
zadas para la demandada, el tribunal tuvo en cuenta el escaso lapso
de duración de la relación laboral -5 años-, la insuficiencia de los
testimonios y el peritaje médico producido en la causa (fs. 68/69),
así como las características propias de la patología -en c,uanto ya
afectaba al demandante cuando ingresó a trabajar-, sin que las
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objeciones en este punto traduzcan otra cosa que las divergencias
del recurrente con el criterio de valoración de la prueba y la solución
final adoptada, aspectos que resultan inhábiles para lograr la aper-
tura de un recurso que reviste carácter estrictamente excepcional.

4~) Que, por lo demás, el a qua subrayó la inactividad del ape-
lante en la incorporación al. expediente del legajo personal y su his-
toria clínica, por lo que la ausencia de consideración de tales cons-
tancias sólo a él resulta imputable y, en consecuencia, no cabe aten-
der a tales agravios, derivados de su propia conducta discrecional
(Fallos: 298:220; 302:478, 1397; entre otros); conclusión particular-
mente válida "en lo referente a la "transferencia" a Yacimientos Pe-
trolíferos Fiscales del personal de la empresa en que cumplía ~n.
ciones con anterioridad, cuestión que no fue introducida debidamente
en el marco litigioso.

5~) Que, por último, el tribunal expuso razones no federales
suficientes acerca de la aplicación al sub lite del arto 22, inciso c,
última parte, de la ley 9688, por lo que la sentencia tampoco apa-
rece desprovista de fundamentación legal suficiente que la torne
descalificable en los términos de la doctrina invocada.

Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el señor
Procurador General se declara improcedente el recurso extraordi-
nario.

JOSÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR BE-

LLUSCIO - CARLOS S. FAYT (en disidencia)
ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JOR.

GE ANTONIO BACQUÉ (en disidencia).

DISIDENCIA DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON CARLOS S. FAYT

y .DON JORGE ANTONIO BACQUÉ

Considerando:

1~) Que contra la sentencia de la Sala Civil Primera de la Cá-
mara Federal de Apelaciones de La Plata, que revocó.la de primera
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insta!1cia y rechazó el recla:rno de indemnización por incapacidad la-
boral ejercitado por el actor con fundamento en la ley 9688 y sus
modificatorias, el vencido interpuso recurso extraordinario que fue
concedido a fs. 238.

2'?) Que el apelante, en lo esencial, afirma que el fallo recurrido
se basa en supuestas premisas en redor' de las cuales elabora arbi-
trarias conclusion~s, apartándose de la ley, la doctrina y la juris-
prudencia, a la vez' que vulnera lo dispuesto en los arts. 16 y 18
de la Constitución Nacional.

Entre los agravios que trae a consideración del Tribunal, ma-
nifiesta que una correcta valoración de las pruebas producidas y

1 adecuada aplicación del derecho habrían conducido a una' solución
favorable a sus intereses, con base en lo dispuesto en el arto 22,
inc. d), de la ley 9688, maxime si se tiene en cuenta que, según lo
disponen el decreto-ley 4389/73 y el arto 19 del decreto reglamenta-
rio de la Provincia de Buenos Aires del día 14 de marzo de 1917,
el "fibroenfisema" es considerado una enfermedad profesional .tí-
pica del ambiente donde se produce la destilación o refinación de'
bencenos y tratamientos con parafina.

3'?) Que para pronunciarse COII!q lo hizo, el tribunal' descar:tó
varias dolencias padecidas por el trabajador y respecto de aquéllas
de que informa el dictamen médico de fs. 68/69 -"fibroenfisema
e insuficiencia respiratoria"- como causas de incapacidad total
para el trabajo, relacionadas con "las tareas realizadas y sobre
todo con los elementos que aspiraba, conclusiones que se obtienen
de su historia laboral y, en ausencia de otra patología pulmonar
.que la explique, puede concluirse que la misma reconoce como
.origen las tareas realizadas en la Empresa", formuló diversas con-
.sideraciones.

Entre ellas se destaca aquélla según la cual, no obstante estar
acreditado que el trabajador se desempeñó para' Y.P.F. durante el
período mencionado "en el denominado Grupo IV, luego en el lla-
mado DDB (dodecil benceno) y finalmente en el de Parafina", por
aplicación de lo dispuesto en el arto 22, inC. c), última parte de la
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ley 9688, la empresa petrolera estatal no es responsable por la in-
capacidad laborativa provocada por aquellas enfermedades, habida
cuenta de que "se corresponden con aquéllas de tipo insidioso que
transcurren con apariencia benigna y hacen eclosión con el tiempo,
deduciéndose de ello que cuando el actor se incorporó a Y.P.F. se
encontraba ya afectado por ellas e hicieron crisis durante.la relación
laboral habida entre ambos, sin tener relación alguna con las tareas.
cumplidas durante dicho lapso".

Para arribar a esa conclusión, sostuvo que "lo expresado por
el trabajador ante el médico respecto de las tareas que cumplió
en la empresa Ragor. .. hacen prueba en su contra y deben tenerse
por ciertas las circunstancias ambientales tóxicas en las que se.
desempeñó durante los 26 años que duró la relación laboral en
Ragor", en cuya destilería de Quilmes laboró en la sección enva-
sado, en contacto con nafta, derivados del benceno, toluol, aceites,
removedoresde pintura, kerosene, acetona, ácido acético y propilo,
etilo, butilo y amilo (alcoholes); luego horno foguista de caldera
de vapor alimentada con fuel-oil aspirando gases y hollín; poste-
riormente en la planta de destilación del benceno, en contacto con
ácido sulfúrico y soda cáustiéa; y finalmente como destilador de
planta de petróleo, nuevamente en contacto con gases de nafta,
kerosene, vapores de aceite y hollín.

4,:,).Que corresponde dejar sin efecto el fallo, que. basado en
argumentos contradictorios y en una defectuosa fundamentación
normativa, no constituye una derivación razonada del' derecho vi-
gente, con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa
(Fallos: 297:100; 298:360; 299:226; causa G.75.xX "Gortán, Mario.
c/Empresa Liniers S.A.", del 3 de diciembre de 1985, entre otros).

Así ocurre con la. sentencia que, sin desconocer que el actor
trabajó los últimos cinco años para la demandada en las tareas
mencionadas en el considerando 3':'), sustancialmente idénticas a
las cumplidas con anterioridad y durante 26 años para otro em-
pleador, como así también que aquéllas y sobre todo los elementos
que aspiraba fueron los causantes de las afecciones pulmonares
que lo incapacitan totalmente para el desempeño de esas activida-
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des, se aparta de lo informado por el perito médico en su dictamen
de fs. 68/69, (no impugnado por las partes y, antes bien, avalado en
cuanto a la toxicidad del ambiente de trabajo en la destilería de La
Plata con los dichos de los testigos de fs. 45/46, respecto de la natu-
raleza progresiva de las dolencias diagnosticadas, y afirma de manera
dogm,ática que nada tuvieron que ver en su evolución las labores
cumplidas para la empresa petrolera estatal.

Esta conclusión no sólo se contradice con los hechos acre di-
tadosen la causa sino que, además, importa el desconocimiento
de lo dispuesto en el decreto 4389/73, que contempla a la "intoxi-
cación producida por el benceno o sus homólogos, sus derivados
nitrosos y amínicos ... " como una enfermedad profesional y a
"todas las operaciones de la manipulación o el empleo del alquitrán,
brea, betún, aceites minerales, parafina o de compuestos, produc-
tos o residuos de estas sustancias" como industrias, profesiones u
operaciones que la generan.

Por lo demás, aun a pesar que el trabajador hubiera contraído
las enfermedades pulmonares que lo incapacitan al servicio de otros
patrones y con anterioridad al último año de actividad, habida cuen-
ta de que se desempeñó durante el último quinquenio al servicio de
Y.P.F., -empresa a la que, lógicamente, debió haber ingresado con
capacidad suficiente para desempeñarse en las tareas en que lo
hizo-, y que sus dolencias son de evolución gradual (fs. 68/69), no
cabe liberar a la demandada de la obligación de indemnizarlo por
haberlo ocupado en la clase de trabajo a que se debían las enferme-
dades de que se trata, sin perjuicio del derecho que le acuerda a
ésta el inc. d) del arto 22 de la ley 9688, de ser resarcida proporcio-
nalmente de la indemnización pagada por aquéllos empleadores para
quienes también trabajó el actor con anterioridad al último año en
tareas similares.

59) Que lo expuesto basta para descalificar la sentencia como
acto jurisdiccional válido y exime de considerar los demás agravios
planteados por el apelante.

Por ello, oído el señor Procurador General, se hace lugar al re-
.curso interpuesto, se deja sin efecto la sentencia y se devuelven los
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autos al tribunal de origen para que, por quien corresponda, proceda
a dictar nueva ajustada a derecho.

CARLOS S. FAYT - JORGE ANTONIO BACQUÉ.

MARCELO FERNANDO MARTINEZ BOLIN v. NACION ARGENTINA

PATENTES DE INVENClON.

Corresponde confirmar la sentencia que resolvió que en las "compo-
siciones farmacéuticas" que el arto 4 de la ley 1'11 declara "no suscep-
tibles de patentes" est1n incluídas las de uso veterinario. Ello es aSÍ,
pues la alegación de que dicha norma se hallaría en colisión con el
arto 17 de la Constitución Nacional carece de fundamento, pues es obvio
que 105 derechos en ella consagrados son susceptibles de reglamenta-
ción razonable y, por otra parte, la valoración del régimen legal en
juego atañe a sus aspectos de oportunidad, mérito o conveniencia,
extraños todos al juicio del Poder Judicial de la Nación.

PATENTES DE INVENCfON.

Las composiciones farmacéuticas que el arto 4 de la ley 111 declara no
susceptibles de patentes comprenden a las de farmacia veterinaria. Ello,
es asÍ, pues a más de que la disposición legal no da pie para la distin-
ción entre ambos, su aceptación plantearía situaciones de dificultosa
solución, puesto que la diferencia no es neta, y que -como notorio-
existe un crecido número de productos medicinales que se utilizan
tanto para el hombre como para los animales, o que se experimentan
primero en éstos para determinar su posibilidad de aplicación a aquél
(voto del Dr. Augusto César Belluscio).

FALLODE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 29 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "MartínezBolin, Marcelo Fernando e/Estado
Nacional (Direc. Nac. de Prop. Ind.) s/ordinario".
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Que la Sala 2 de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil
y Comercial Federal resolvió que en las "composiciones farmacéuti-.
cas" que elart. 4 de la ley 111 declara "no susceptibles de patentes",
están incluidas las de uso veterinario; luego, confirmó la sentencia
que había rechazado la demanda, por la cual la actora impugnó el
acto administrativo que rehusó concederle la patente peticionada.
Ello dio lugar al recurso ,extraordinario de dicha parte, que ha sido
correctamente concedido toda vez que en él se sostiene la inconsti-
tucionalidad de la interpretación antes señalada, con base en el
arto 17 de la Ley Fundamental.

Que los agravios formulados encuentran respuesta en el pre-
cedente del Tribunal, registrado en Fallos: 278:313, al que cabe
remitir brevitatis causa. Descartados tales planteos, es de agregar,
habida cuenta que la exégesis seguida por la Sala es la dada por
la Corte ya en temprana hora (Fallos: 91:263 y 267), que resulta
claro que la valoración del régimen legal en juego atañe a sus as-
pectos de oportunidad" mérito. o conveniencia, extraños todos 'al
juicio ,del Poder Judicial de la Nación, como reiteradamente ha
sido decidido.

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario y se
confirma la sentencia apelada.

JOSÉ SEVERO CABALLERO - AUGUSTO CÉSAR

BELLUSCIO - CARLOS S. FAYT (en disi-
dencia) - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI

- JORGE ANTONIO BACQUÉ (en disidencia).

VOTO DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO

Considerando:

1':') Que la Sal3. 2 de la Cámara Nacional de, Apelaciones en lo
Civil y CC"uercial Federal resolvió que en las "composiciones far-
macéutic:..is" que el arto 4de la ley 111 declara "no susceptible de,
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patentes", están incluidas las de uso veterinario; luego, confirmó la
sentencia que había rechazado la demanda, por la cual la actora
impugnó el acto administrativo que rehusó concederle la patente pe-
ticionada. Ello dio lugar al recurso extraordinario de dicha parte,
que "ha sido correctamente concedido toda vez que en él se sostiene
la inconstitucionalidad de la interpretación antes señalada, con base
en el arto 17 de la Ley Fundamental.

2,;,)Que la exégesis de la norma en cuestión admitida por el
a qua, es la ya dada por esta Corte en temprana hora, al declarar
que los términos generales en que ella se refiere a las composiciones
farmacéuticas comprenden a las de la farmacia veterinaria (Fallos:
91:263 y 267), criterio recordado igualmente en Fallos: 278:313, con-
.siderando 7';', in fine.

3';') Que no existen motivos suficientes para apartarse de tales
precedentes, coincidentes con la interpretación que la doctrina y la
jurisprudencia francesa dieron al arto 3 de la ley del 5 de julio de
1844, fuente del similar precepto de la ley argentina, sobre la base
del principio de igualdad de los hombres. y los animales frente a la
farmacia (EUGENEPOUILLET,Traité théorique et pratique des brevets
d'invention et de la contrefaºon, Paris, 1899, N,;,75 bis). En efecto,
a más de que la disposición legal no da pie para la distinción entre
productos farmacéuticos destinados a la salud humana y a la salud
de los animales, su aceptación plantearía situaciones de dificultosa
solución, puesto que la" diferenCia no es neta, y que -,-como es
notorio- existe un crecido número de productos medicinales que
se utilizan tanto para el hombre como para los animales, o que se
experimentan primero en éstos para determinar su posibilidad de
aplicación a aquél. Por otra parte, la valoración del régimen legal
en juego atañe a sus aspectos de oportunidad, mérito o convenien-
cia, extraños todos al juicio del Poder Judicial de la Nación, como
reiteradamente se ha decidido.

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario y se
confirma la sentencia apelada.

AUGUSTOCÉSARBELLUSCIO.
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ACCION DE .4MPARO: Actos u omisiones de autoridades públicas. Principios
generales.

Las decisiones en los juicios de amparo deben atender a la situación
existente al momento de ser dictadas.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Subsistencia de los requi.
sitos.

Las sentencias de la Corte Suprema han de cerurse a las circunstancias
dadas cuando se dictan, aunque aquéllas sean sobrevinientes al recurso
extraordinario.

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Subsistencia de los requi-
sitos.

La subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio,
y su desaparición importa la del poder de juzgar, lo cual ocurre, entre
otras hipótesis, cuando no es posible otorgar al interesado una repara.
ción efectiva a la concreta pretensión formulada en la causa sometida a
la Corte.

PODER JUDICIAL.

El Poder Judicial de la Nación, conferido a la Corte Suprema de Justicia
ya: los tribunales nacionales por los arts. 94, 100Y 101de la Constitución,
se define como el que se ejercita en las causas de carácter contencioso
a las que se refiere el arto 2~de la ley 27. Tales causas son aquéllas en
las que se persigue en concreto la determinación de un derecho debatido
entre partes adversas.

CONSTITUCION NACIONAL: Control de constitucionalidad. Facultades del Po-
der Judicial.

No se da una causa o caso contenciosoadministrativo que permita el
ejercicio del Poder Ejecutivo conferido a los tribunales nacionales, cuando
se procura .la declaración general y directa de inconstitucionalidad de
las normas o actos de los otros poderes.

CONSTITUCION NACIONAL: Control de constitucionalidad. Facultades del Po-
der Judicial.

No está en la órbita del Poder Judicial de la Nación la facultad de expe-
dirse en forma genera:! sobre la constitucionalidad de las normas emiti.
das por los Poderes Legislativo y Ejecutivo.
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CONSTITUCION NACIONAL: Control de constitucionalidad. Facultades del Po-
der Judicial.

El fin y las consecuencias del "control" encomendado a la justicia sobre
las actividades ejecutiva y legislativa, requieren que este requisito de
la existencia de un "caso" o "controversia judicial" sea observado ri-
gurosamente para la preservación, del principio de la división de los po-
deres.

ACCION DE AMPARO: Actos u omisiones de autoridades públicas. Principios ge-
nerales.

Es inoficioso el pronuhciamiento de la Corte en la acción de amparo ten-
diente a' que se ordenara a una Comisión Investigadora de la Cámara
de Diputados la devolución de documentos secuestrados, si con poste-
rioridad tales documentos fueron remitido? a un juzgado federal y a la
Fiscalía. de Investigaciones Administrativas.

ACCION DE AMPARO: Actos u omisiones de autoridades públicas. Principios ge-
nerales.

Si el pronunciamiento de la Corte en una acción de amparo tendiente a
que se ordenara a una Comisión Investigadora de la Cámara de Dipu-
tados la devolución de documentos secuestrados, devino inoficioso al
habérselos remitido a un juzgado federal y a la Fiscalía de Investiga-
ciones Administrativas, dictar una sentencia declarativa con eficacia en
los procedimientos penales que se le siguen al actor, importaría atri-
buirle el carácter de una declaración de inconstitucionalidad genérica y
opinable erga omnes.

ACCION MERAMENTE DECLARATIVA.
La. acción m~ramente declarativa no autoriza a sustituir a los jueces en
las decisiones que les son propias.

ACCION MERAMENTE DECLARATIVA.
La acción meramente declarativa no autoriza: a obstaculizar el trámite
de causas penales.

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL

S,upremaCorte:

De los considerandos del auto de fs. 178/180surge que los agra-
vios fundados en la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias han
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sido denegados por la, Cámara. No obstante y a pesar de que no
obran constancias de que se haya interpuesto, al respecto, el co-
rrespondiente recurso de queja, entiendo que debo pronunciarme
sobre su procedencia en razón de que dicha denegatorja no surge
con claridad de la parte resolutiva de esa providencia (conf. doc-
trina de Fallos: 301:1194).

Entrando a su tratamiento, debo manifestar que ninguno de
ellos es apto, en mi opinión, para habilitar la instancia extraordi~
naria. En efecto, sostiene la recurrent~ que la sentencia que se
ataca, al remitirse a los términos, de otra dictada en una causa
similar, omitió tratar reparos específicos de esta causa pero no se
indica con claridad en qué consistieron tales reparos ni se demues,
tra su aptitud para modificar el sentido del decisorio.

La circunstancia de que la mayor parte de la documentación
secuestrada haya sido obtenida en el domicilio de un tercero, quien
la habría entregado voluntariamente, y todo lo relativo a la acre-
ditación de la propiedad de dicha documentaéión por parte de la
accionante, sbn cuestiones que no pueden ser tratadas, en esta ins-
tancia revisora, ya que no han sido oportunamente planteadas
ante los tribunales ordinarios.

Con relación a las objeciones que se formulan contra la deci.
sión del juez de ordenar que se le remita la documentación, cabe
señalar que ella no sólo encuentra fundamento en la petición de fs. 18~
como' lo señala la Cámara a fs. 179 vta,. sino también en las con~
sideraciones del fallo apelado, que sustentan dicha facutad en una
interpretación construída sobre la base de disposiciones de la ley
16.986 y. del Código de' Procedimientos en Materia Penal, la cual,
a mi juicio, no fue objeto de controversia por parte de la recurrente.

Corresponde puntualizar, finalmente, que, además, de la falta de
interés seña~ada a fs. 180, no se advierte cuál podría ser la contra-
dicción en que se incurre al afirmar simultáneamente que la comi.

. I

sión no puede incautar directamente 'los documentos si no existe
una ley que lo autorice y que, a pesar de ello, puede ejercer su
derecho a investigar si dicho material es puesto a su disposición
por un juez facultado por la. ley para hacerlo.
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Pienso, en cambio, que el recurso es procedente respecto de
los agravios que se sustentan en una interpretación de los arts. 18,
67.me. 28, 100 Y 101 de la Constitución Nacional, que es diferente
de la aplicada por la Cámara para resolver la cuestión en. forma
contraria a sus pretensiones.

En tal sentido, la recurrente sostiene que el arto 18 de la Cons-
titución no alcanza a la comisión parlamentaria que actuó ejerciendo
atribuciones propias, otorgadas por el arto 67, me. 28, de la Norma
Fundamental y que también emanan del principo interpretativo según
el cual concedida una atribución se entienden otorgados también
todos los. medios para ponerla en práctica.

Postula también que el ejer:cicio de dichas atribuciones es una
cuestión de conocimiento exclusivo del órgano parlamentario y ajena
al control de los jueces.

Sobre estos puntos me remito a lo expuesto en el día de la
fecha al dictaminar en la causa F. 233, L. XX, "Franco, Carlos Her-
Ílán s/amparo".

Opino, por tanto, que corresponde declarar la improcedencia
del recurso en cuanto a los reparos que se sustentan en la doc-
trina de la arbitrariedad y confirmar la sentencia apelada respecto
de los que se fundan en la interpretación que la accionada propone
de los arts. 18, 67, incs.28, 100 Y 101, de la Constitución Nacional.
Buenos Aires, 26 de septiembre de 1985. Juan Octavio Gauna.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, 29 de agosto de 1986.

Vistos los autos: "Klein, Guillermo Walter s/recurso de am-
paro".
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1~) Que la Comisión creada por la Honorable Cámara de Diputa-
dos de la Nación para investigar las presuntas irregularidades co-
metidas en la transferencia al Estado de la Compañía Italo Argen-
tina de Electricidad, practicó un allanamiento en el estudio jurídico
del doctor Guillermo Walter J(lein, y secuestró una cantidad de
documentos que allí se encontraban.

Ello dio motivo a que el afectado dedujera en estos autos ac-
ción de amparo, tendiente a que se declarara la ilegitimidad del
procedimiento efectuado por la mencionada Comisión Investigado-
ra y, consecuentemente, se ordenara a la Honorable Cámara de
Diputados la devolución de los documentos secuestrados.

2~) Que en ambas instancias del juicio se hizo lugar a la acción,
con la particularidad de que no se dispuso que el mencionado
Cuerpo Legislativo devolviera al peticionario 10s documentos recla-
mados, sino que los pusiera a disposición del magistrado de pri-
mera instancia, el cual permitiría a la Comisión Investigadora, por
el plazo de diez días, revisarlos en el juzgado, haciéndole entrega
de los que el organismo parlamentario estimase conducentes para
el cumplimiento de su misión.

3~) Que, pendiente el caso de resolución ante esta Corte, la Ho-
norable Cámara de Diputados le remitió el informe final de dicha
Comisión, junto con las actuaciones originales de ella, con las que
se formó el expediente N~ I.142.XX.

En el punto octavo de dicho informe se afirma que la docu-
mentación obtenida en el allanamiento al cual se menciona en ese
punto, "una vez evaluada ... , fue remitida al Juzgado Nacional de
Primera Instancia en lo Criminal y Correccional. Federal a cargo
de la doctora Amelia Berraz de Vidal, formulándose la denuncia
correspondiente, por violación a los arts. 222, 255 Y 294 del Código
Penal". Asimismo se agrega que "los elementos restantes fueron, en
su totalidad, remitidos a la Fiscalía de Investigaciones Adminis-
trativas, en cuyo poder se halla, en la actualidad, a solicitud de
la misma".
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'Ahora bien, los mencionados allanamientos y secuestro de do-
cumentos son los procedimientos que dieron motivo a la .presente

acción de amparo.

De todos modos, ante la posibilidad, señalada en la nota de
remisión suscripta por el señor Presidente de la Honorable Cámara
de Diputados, de que del informe y de sus antecedentes surgiese
la perpetración de otros presuntos delitos, además de los ya denun-
ciados, el Tribunal corrió vista de las actuaciones referidas al señor
Procurador General, en. su calidad de órgario máximo del Ministe-
no Público Federal.

49) Que ante el cambio en las circunstancias del caso que surge
de lo expresado en ,el considerando anterior, el Tribunal se dirigió
a la señora juez a cargo del Juzgado Nacional en lo Criminal' y Co-
.rreccional Federal N9 4 Y al señor Fiscal General de Investigaciones
.Administrativas, acompañando copia del "Inventario de los instru-
mentos obtenidos en el estudio Klein & Mairal" obrante a fs. 23151
2319 de las. actuaciones de la Honorable Cámara de Diputados, a
fin de que informaran acerca de qué documentos detallados en esa
lista obran en procedimientos en trámite ante ellos (fs. 206/206 vta.).

La señora juez antes nombrada remitió a esta Corte certificación
de la lista de documentos presentados por la Honorable Cámara de
Diputados en la causa N9 4989, caratulada "Klein, Guillermo Wal-
ter (h) s/rres. infr. arts. 222, 255 Y 294 del Código Penal", que tra-
mitan en el juzgado de referencia, secretaría N9 10;

Análoga certificación, correspondiente a los documentos entrega-
dos por la Honorable Cámara de Diputados a la Fiscalía Nacional de
Investigaciones Administrativas, fue elevada por dicho organismo, el
cual dejó constancia de que tales documentos forman parte de la
investigación N9 1710/324 del Registro de la Fiscalía (fs. 228).

59) Que otorgada vista de los antecedentes señalados al doctor
Guillermo W. Klein, éste manifestó que el listado contenido en el
"Inventario de los instrumentos obtenidos en el Estudio Klein y
Mairal", coincide, en general, con material que obraba en su poder o
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en el de su estudio "con antelación al apoderamiento de tal mate-
rial por la Comisión Especial In:vestigadora sobre Presuntas Irregu-
laridades Cometidas en el traspaso de la Compañía Halo Argentina
de Electricidad, S.A. al Estado Nacional".

A la vez, observó que. "de las actas de secuestro labradas por
la Comisión Parlamentaria surge que existen elementos que todavía
estarían en poder de la Honorable Cámara de Diputados de la Na-
ción, ya que no figuran en los listados adjuntos (p. ej.: ficheros, va-
lijas, diskettes de computación para procesadora de palabras, ante-.
--ojos. etc.) ".

6<;»Que; -requerido a la Honorable Cámara de Diputados infor-
me acerca del destino de los efectos aludidos en el párrafo prece-
,dente, la Secretaría del Cuerpo Legislativo informó que se -hallaban
bajo su custodia (fs. 240).

El 7 de abril del corriente año ingresó al Tribunal el oficio del
señor Presidente de la Honorable Cámara de Diputados con el que
se acompañaba copia de la diligencia mediante la cual fueron de-
vueltas al doctor Klein los efectos antes nombrados.

7<;»Que, practicada por Secretaría la compulsa del inventario
varias veces aludido con las certificaciones emanadas del Juzgado
Nacional en lo Criminal y Correccional Federal N<;>,4 Y la Fiscalía
Nacional de Investigaciones Administrativas, se concluyó que los
documentos del inventario se hallan agregados a las actuaciones vin-
culadas al caso que substancian dichos órganos jurisdiccionales.

. 8<;»Que las decisiones en los juicios de amparo deben atender
a la situación existente al momento de ser dictadas (Fallos: 247:466;
249:553; 250:346; 269:31; 292:140 y 300:844 y otros), y, en general, las
sentencias de la Corte Suprema han de ceñirse a las circunstancias
dadas cuando se dictan, aunque. aquéllas sean sobrevinientes al re-
curso extraordinario (confr. el fallo dictado el 27 de noviembre de
1984, in re: "Ostrowiecki, Aron sjquerella por infracción al arto 48,
de la ley 3975"; O.24-XIX, Recurso de Hecho y sus citas, entre otros).
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9~) Que la doctrina del Tribunal sobre los requisitos jurisdiccio-
nales ha subraya~o que la subsistencia de éstos es comprobable de
oficio y que su desaparición importa la del poder de juzgar, lo cual
ocurre, entre otras hipótesis, cuando no es posible otorgar al inte-
resado una reparación efectiva a la concreta pretensión formulada
en la causa sometida a la Corte (Fallos: 189: 245 y 248: 51).

10) Que, obviamente, en las condiciones descriptas en los con-
siderandos iniciales, ya no resulta posible obtener de parte de la
Honorable Cámara de Diputados la devolución de los documentos de
los que ésta se ha desprendido, la que ahora sólo cabe que provenga
de los magistrados que instruyen las causas antes mencionadas.

11) Que, no obstante, es dable prevenir l~ objeci~n de que el
demandante conserva aún interés para el tratamiento de la especie
de las cuestiones constitucionales planteadas, a fin de hacer valer
lo resuelto, si le fuera favorable, para privar de efecto a la prueba
documental que se utilice en su contra en las actuaciones penales
referidas anteriormente.

Sin embargo, para estimar todavía posible la intervención del
Tribunal en los autos, con el objeto mencionado, sería necesario de-
jar de lado la regla que veda, en nuestro sistema constitucional
federal, los pronunciamientos judiciales que declaren inconstitucio-
nalidades con carácter general, regla a .la que se vincula la doc-
trina recordada en los considerandos 8~ y 9~, como resulta de los
precedentes citados en Fallos: 189:245.

12) Que la trascendencia de tal principio fue puesta de relieve
en varias decisiones recientes y, en especial, en la emitida el 12 de
diciembre de 1985, in re: "Lorenzo, Constantino c/Estado Nacional
s/nulidad e inconstitucionalidad - ordinario", Comp. N~ 515.xX.

Allí se dijo que el Poder Judicial de la Nación, conferido a la
Corte Suprema de Justicia y a los tribunales nacionales por los
arts. 94, 100 Y 101 de la Constitución, se define, de acuerdo con
invariable interpretación .-que el Congreso argentino y la jurispru-
dencia de este Tribunal han recibido de la doctrina constitucional
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de los Estados Unidos- como el que se ejercita en las causas de
carácter contencioso a las que se refiere el arto 2'!, de la ley 27. Y
se añadió que tales causas son aquéllas en las que se persigue en
concreto la determinación de un derecho debatido entre partes
adversas (doctrina de Fallos: 156:318, considerando 5'!, p. 321).

Agregó la Corte que, en consecuencia, no se da una causa o
caso contencioso que permita el ejercicio del Poder Judicial con-
ferido a los tribunales nacionales cuando se procura la declaración
general y directa de -inconstitucionalidad de las normas o actos de
los otros poderes (Fallos: 243:176 y 256:104, cons. 5'!, segundo pá-
rrafo). Y precisó el Tribunal que, desde sus inicios (Fallos: 1:27
y 292), negó que estuviese en la órbita del Poder Judicial de la
Nación la facultad de expedirse en forma general sobre la consti-
tucionalidad de las normas emitidas por los Poderes Legislativo y
Ejecutivo (Fallos: 12:372; 95:51 y 115:163).

El Tribunal recordó, asimismo lo afirmado, en Fallos: 242:353,
considerando 3'!, en el sentido de que "el fin y las consecuencias del
«control» encomendado a la justicia sobre las actividades ejecutiva
y legislativa, requieren que este requisito de la existencia de un
«caso» o «controversia judicial» sea observado rigurosamente para
la preservación del principio -de la división de los poderes, según
lo expone el juez Frankfurter, con fundamento en la jurispruden-
cia norteamericana (341 U.S., 149)".

Subrayó, asimismo, que el principio aludido fue sustentado
como presupuesto básico del control constitucional por el Con-
greso de la Confederación- cuando sancionó la primera ley de orga-
nización Judicial nacional (ley N'! 182 del Congreso de la Confede-
ración), cuyas disposiciones vinculadas a este punto fueron reco-
gidas por la ley 27 y siguen vigentes (Congreso Nacional, Cámara
de Senadores, Aetas de las Sesiones del Paraná correspondientes
al año 1857, Buenos Aires, Imprenta de la Nación, año 1884, p. 220
Y sigts.,en especial 221 y 226).

13) Que habida cuenta de dicho prinCIpIO, han de señalarse las
razones que, en el caso, harían del pronunciamiento declarativo
que se emitiere, uha decisión general y abstracta.
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Al respecto, debe repararse en que esta Corte ha determinado
que la acción de amparo dirigida, sobre la base de alegaciones de
derec;ho federal, contra la Cámara de Diputados de ,una provincia.
no tiene 'por parte al propio estado provincial (v. sentencia dicta-
da, in re: "Marres se, Alberto Andrés e/Cámara de Diputados Pcia.
de Santa Fe s/recurso de amparo y medida de no innovar", Comp.
N~ 281.XX, del 28 de noviembre de 1985). Análogamente resulta que
si el peticionario del presente amparo obtuviese una sentencia de-
. clarativa en su favor, ésta no podría ya producir efectos concretos
en la relación entre el demandante y la H. Cámara de Diputados
de la Nación,. mientras que darle eficacia contra los representantes
del Estado, y sea el Ministerio Público; en los procedimientos pena-
les que se le siguen, importaría atribuirle el carácter de una decla-
ración de inconstitucionalidad genérica y oponible erga omnes.

De modo, pues, que no hay ya en la especie ningún derecho
debatido a determinar para resolver una situación de conflicto en-
tre las partes, por lo cual falta un' elemento básico de la acción de
mera certeza en materia constitucional. Sin perjuicio' de ello, debe
quedar a salvo que esta Corte reafirma el reconocimiento de dicha
acción en el orden federal, siempre que se den sus requisitos, al
igual que lo hizo en los casos S.291-XX, "Santiago del Estero, Pro-
vincia de e/Estado Naciomil y/o Yacimientos Petrolíferos Fiscales
s/acción de amparo" y.el ya citado "Lorenzo, Constantino e/Estado
Nacional s/nulidad e inconstitucionalidad - ordinario", Comp. N~ 515.
.XX, de fechas 20 de agosto y 12 de diciembre de 1985, respectiva-
mente.

14) Que, en lo vinculado a esto último, corresponde añadir,
primeramente, que la incertidu¡nbre que procura disiparse con el
ejercicio de tal acción debe afectar a la relación entre las partes.
(art. 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), que
aquí se ha extinguido. En segundo lugar, del mismo modo que el
.amparo,. tampoco la acción meramente declarativa autoriza a sus-
tituir a los jueces en las decisiones que les son propias (Fallos:
293:580; 294:452; 295:35, 132; 296:727) ni a obstaculizar el trámite
de causas penales, en las que c,abrá satisfacer el interés del de-
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mandante de autos si los documentos secuestrados fueran tenidos
en cuenta en su perjuicio.

Todo ello implica óbice, naturalmente, a que el Tribunal pon-
ga en juego la facultad -por otra parte s.ólo ejercitada en causas
de jurisdicción originaria-, de asignar a acciones iniciadas con
distinto título el carácter de meramente declarativas (v. S.291-XX,
"Santiago del Estero, Provincia de e/Estado Nacional y/o Yaci-
mientos Petrolíferos Fiscales s/acción de amparo", ya citada).

15) Que, atenta la jurisprudencia aludida en el consid. 13), no
existe posibilidad de que. lo decidido por el a quo sea invocado
con eficacia en los juicios penales vinculados al presente caso. Ello
diferencia el supuesto de autos del tenido en cuenta en la decisión
dictada el 29 de octubre de 1985, P.345.XX, in re: "Peso, Agustín
Carlos e/Banco Central de la Repúbl~ca Argentina s/amparo", en
el cual, pese a resultar inoficioso, por el cumplimiento del objeto
perseguido, el pronunciamiento de la Corte sobre el acierto de la
sentencia recurrida, ésta fue dejada sin efecto a fin de no crear
cosa juzgada en cuanto a la ilegitimidad del acto cuestionado, no
reconocida por el Estado Nacional.

Por todo lo expuesto, habiendo dictaminado el señor Procura-
dor General, se declara actualmente inoficioso el pronunciamiento
del Tribunal en la causa, lo que determina la improcedencia del
remedio federal concedido en ella.

AUGUSTO CÉSAR BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO

PETRACCHI - JORGE ANTONIO BACQUÉ.
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